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A mi hijo Hernán, porque sin él saberlo 







La Naturaleza, bondadosa, consuela con las sombras 
de la fantasía la carencia de realidades. El sediento sueña 
con el dulce murmullo de las fuentes y los ríos;  
el hambriento, con suntuosos banquetes, y el pobre,  
con montones de oro escondido, porque no hay en verdad 
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Se aceptan las normas internacionales sobre lenguaje no-sexista. No obstante, en 
la presente Tesis Doctoral se ha optado por utilizar el término genérico masculino, 
tal y como suele hacerse en estos casos para evitar obstructores en su lectura. 
 Se quiere dejar constancia de que la utilización del género gramatical 
masculino, a lo largo de las páginas , responde a la intención de facilitar una 
lectura libre de reiteraciones y redundancias, acorde con la economía y 
simplicidad como principios básicos de las lenguas. Por tanto, se evitan las 
oposiciones fonológicas alternativas (/-o/, /-a/): los archifonemas como (@) que 
pretenden neutralizarlas, la presencia de dos sustantivos con marca de género; la 
sustitución de unos sustantivos u otros para ocultar referencias sexuales; las 
perífrasis, construcciones metonímicas y aposiciones; o las dobles concordancias 
en artículos y adjetivos. Además, se parte de la consideración general de que el 
género solamente es un accidente gramatical que no tiene por qué comportar 
obligatoriamente valores de contenido asociados al sexo. 
 La intención de convertir el género gramatical en marcador sexual puede 
ser respetable como recurso para hacer visible lo femenino, pero, desde 
perspectivas lingüísticas, el género gramatical masculino es una forma no 
marcada, y de mayor extensión, para referirse a entes de uno y otro sexo, en el 
sentido de que alude a algo distinto, más allá de que la forma disociada y analítica 
de masculino o femenino, a la que comprende genéricamente. De igual forma, 
esto también se verifica en otras oposiciones como singular/plural, donde el 
término no marcado o extenso alcanza mayor ámbito de aplicación. En definitiva, 
se asume con convicción una postura opuesta al sexismo y los modelos 
antropocéntricos, no sólo desde presupuestos escuetamente formales, sino con el 
compromiso de las actitudes puesto que esta aclaración puede ser interpretada de 
manera diferente, además de discutible el criterio del autor, quede constancia con 
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El cinco de febrero de 1675 Isaac Newton envió una carta a Robert Hooke en la 
que en clara referencia a científicos tan ilustres como Copérnico, Galileo, Kepler o 
Descartes se podía leer: “Si he llegado a ver más lejos, fue encaramándome a 
hombros de gigantes”. Tan hondo caló el mensaje en el entorno de la sociología 
del conocimiento que Robert King Merton tituló uno de sus libros Standing on the 
shoulders of giants1 donde el aforismo es tratado como equivalente a la idea 
sociológica del siglo XX por la cual los descubrimientos científicos emergen de una 
base cultural existente (Merton 1990: 256).  
 En clara conciencia de que una de las propiedades que más preocupa a la 
ciencia es la originalidad, iniciar esta tesis doctoral haciendo mención a A hombros 
de gigantes pretende transmitir desde sus albores la idea de reconocimiento, 
humildad y tributo a todos aquellos estudiosos que con su esfuerzo y sabiduría 
han puesto a mi disposición muchas de las ideas incluidas en el presente trabajo. 
Generar conocimiento sin verse soportado por otro que lo preceda no es tarea 
fácil, y como bien apuntó Bernardo de Chartres en el siglo XII, siempre es 
recomendable aceptar con humildad que somos seres intelectualmente pequeños. 
No es mi intención en cualquier caso transmitir renuncia al progreso y/o al 
crecimiento intelectualmente fecundo sino, muy al contrario, reconocer que como 
norma general las “cosas” sobre las que trabajamos ya están ahí cuando nosotros 
llegamos y que la mayor parte de las ideas que creemos novedosas vienen 
                                                 
1
 En realidad la expresión surge de “somos como enanos aupados a hombros de gigantes”, como 
acomodación al castellano de la cita en latín aportada por Burton “Pigmei Gigantum humeris 
impositi plusquam ipsi Gigantes vident” (Unos pigmeos instalados a hombros de gigantes ven más 
que los propios gigantes). La evolución del aforismo llevó a un viejo tópico de la retórica 
escolástica medieval: Nos esse quasi nanos gigantum humeris insidentes, ut possimus plura eis et 
remotiora videre, non utique proprii visus acumine, aut eminentia corporis, sed quia in altum 
subvenimur et extollimur magnitudine gigantea. La expresión se atribuye a Bernardo de Chartres, 
uno de los más prestigiosos escolásticos del Siglo XII. La fuente es un escrito de Juan de 
Salisbury, uno de sus discípulos más conocidos quien decía que al auparnos a hombros de 
gigantes podemos ver más y más lejos que ellos, no por la agudeza de nuestra vista o elevada 
estatura, sino porque nos elevamos sobre su altura gigantesca”. Esta frase fue retomada por Luis 
Vives y llegó a los científicos del siglo XVII tratando de significar que cualquier logro o 
descubrimiento se levanta siempre sobre el trabajo de un predecesor. Merton, A hombros de 





preñadas de reflexiones o afirmaciones ya dichas por otros2. Como dice Foucault, 
“hay más que hacer interpretando las interpretaciones que interpretando las cosas; 
y más libros sobre libros que sobre cualquier otro tema; lo único que hacemos es 
etreglosarnos” (Foucault 2010: 48).  
En definitiva, ¿cómo se aporta conocimiento a una disciplina?, ¿qué puede 
aportar esta tesis doctoral? La contribución del esfuerzo investigador pasa por 
incorporar nuevas, singulares o creativas visiones a lo ya revelado. El trabajo así 
realizado no supone un demérito ni cuestiona la apertura de espacios intelectuales 
novedosos al acervo de una disciplina, sino que trata, simplemente, de incorporar 
progresos inéditos que partiendo de formulaciones preexistentes amplíen en 
círculos concéntricos versiones corregidas y aumentadas del conocimiento. En mi 
condición de cosechador de frutos cultivados por otros me remito a las palabras de 
Macrobio cuando dice: “Omne meum, nihil meum”; “Todo es mío, nada es mío”.  
La presente tesis versa sobre el recorrido histórico que ha realizado el 
Trabajo Social para constituirse en profesión al que denominaré “La 
Profesionalización del Trabajo Social en España”. Aunque el trabajo se expone 
en términos de desarrollo histórico, evita centrarse en sucesos e hitos concretos 
para detenerse en las condiciones de posibilidad, es decir, advierte sobre el 
discurso ideológico, de poder y contexto oculto bajo las experiencias históricas de 
reforma social y origen y desarrollo de la profesión. La profesionalización de la 
asistencia es un proceso más vinculado al imaginario liberal utilitarista que al 
idealismo humanista de atención al desvalido. La atención al enfermo, al que se 
finge enfermo, al tullido, al loco, al niño abandonado, al anciano, etc., ha estado 
más relacionada a las necesidades de la economía política que al automatismo 
                                                 
2 El ecosistema comunicativo en el siglo XXI se caracteriza por la supremacía de la inteligencia 
colectiva y erradica del conocimiento las limitaciones que imponen los feudos de saberes y 
disciplinas. Esta Tesis Doctoral parte de la idea de que no hay verdades absolutas, sino procesos 
dinámicos de conocimiento que se construyen tanto desde el intelecto individual como del 
intercambio de vivencias subjetivas y puntos de vista de las personas y/o grupos. La historia, la 
literatura, la ciencia, el arte, cualquier ámbito de poder, conocimiento, descubrimiento, reflexión o 
filosofía, ofrecen múltiples ejemplos de construcción colectiva del conocimiento: Nihil sub sole 
novum, No hay nada nuevo bajo el sol. Salomón, Eclesiastés (I, 10) Siglo X a. de C. Nullum est jam 
dictum, quod dictum sit prius, Ya no se dice nada que no haya sido dicho antes. Terencio, Eunuco 
(161) 190-159 a. de C.. “Todo lo que sabemos lo sabemos entre todos”, le dijo un campesino 
andaluz y analfabeto al apócrifo profesor Juan de Mairena. Antonio Machado, Juan de Mairena. 
Sentencias, donaires, apuntes y recuerdos de un profesor apócrifo, 1936. 
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necesidad-recurso propio del humanismo caritativo. Desde los atavismos 
reformistas hasta el reconocimiento de los derechos subjetivos del ciudadano, la 
acción social ha negado tradicionalmente la caridad limosnera para estimular una 
beneficencia que provea gestión, control y fuerza de trabajo útil para el liberalismo 
modernizante; es decir, por combatir la incertidumbre social y a los desheredados 
con herramientas próximas al realismo social durkheimniano. 
La Tesis Doctoral que se presenta, consta de una introducción, tres Partes 
y cinco Capítulos. De forma general y con vocación orientativa, los contenidos que 
en conjunto definen la institucionalización y profesionalización en Trabajo Social 
en España son los siguientes:  
La Primera Parte está dedicada a plantear los Fundamentos Teóricos que 
dan soporte al trabajo. El Capítulo primero, Marco Analítico, expone el formato 
metodológico y teórico que ilumina los contenidos de la tesis doctoral. Se parte de 
la no existencia de un método científico unitario, la no validez de las ciencias 
físico-naturales como referente para el análisis social y el axioma que exige a toda 
forma de pluralismo cognitivo un equivalente de pluralismo metodológico. El 
encuadre teórico parte del concepto “Paradigma” por su capacidad para 
compactar ideas y aglutinar realidades complejas que, bajo una rúbrica común, 
define semejanzas y diferencias. Partiendo de lo expuesto, los paradigmas que 
orientan el trabajo de investigación son el Cualitativo-Interpretativo, el Crítico y el 
Histórico.  
El capítulo segundo, Genealogía del contexto e institucionalización del 
Trabajo Social, expone cómo las políticas de protección social se transforman en 
Instituciones y/o legislación operativa de acuerdo a las necesidades de la 
economía política. La denominación del epígrafe como “Genealogía del contexto”, 
define la intención de superar la mera exposición de hechos para exhibir las 
condiciones que ven nacer las primeras iniciativas caritativas y de protección. El 
protagonismo no corresponde ahora al Trabajo Social que figurará inédito, sino 
que éste se verá desplazado por las condiciones económicas, históricas, políticas 
y sociales que posibilitaron el surgimiento de los sistemas de protección como 




Definido el concepto de Institución e Institucionalización por su importancia 
y acoplamiento estructural al de profesión, el capítulo segundo realiza un recorrido 
histórico que parte de la Caridad y Beneficencia (Siglos XVI – XX) para finalizar en 
el golpe militar de 1936. Tras las propuestas reformadoras de los siglos XVI y XVII, 
la Revolución Industrial y Francesa serán responsables de la mutación sobre la 
que descansa la iniciativa ilustrada.  
El levantamiento militar franquista abre heridas en la economía y las 
libertades que tardarán décadas en cerrarse. La contienda bélica produce grandes 
sufrimientos en la población, y ambos bandos despliegan iniciativas sociales que 
pretenden minimizar el impacto sobre los civiles sin lograrlo plenamente (Auxilio 
Social y Socorro Rojo). El contexto expansivo y el “milagro” desarrollista aproxima 
la Iglesia al mundo obrero y la aleja progresivamente del franquismo; las viejas 
consignas de orden y progreso se hacen cada vez más laxas a la par que se 
manifiesta el agotamiento franquista. El desarrollo económico y los nuevos 
problemas a atender justifican el nacimiento de iure de los asistentes sociales. Las 
reformas democráticas disuelven la arquitectura social franquista y reforman en 
profundidad la estructura administrativa y política heredada. España, 
definitivamente, se incorpora a una política social equidistante a la de sus socios 
europeos. 
El capítulo tres, La profesionalización de la asistencia, centra su atención 
en el surgimiento del Trabajo Social y su profesionalización. Buscando los 
orígenes genéticos de la atención a la necesidad y hasta los años sesenta del 
siglo XX, se evita el análisis del contexto (económico, político, sociológico) para 
centrar el interés en las protoformas de la profesión. El capítulo se inicia aportando 
una genealogía del concepto de profesión para exponer a continuación las 
escuelas sociológicas que explican el nacimiento y desarrollo de las profesiones 
(Definidora, Evolutiva y Revisionista)..  
En cuanto a la profesionalización del Trabajo Social español, se parte de 
aquellas experiencias de ayuda y socorro consideradas antecedentes de la 
actividad profesional. La secuencia de análisis que se propone es la siguiente: 
Prehistoria, protohistoria, nacimiento, expansión y consolidación. En el tempus de 
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la Prehistoria, la pobreza es considerada como un asunto en la órbita de la 
Economía Política. Carlos III (1759-1788) promueve iniciativas para controlar el 
ejército de indigentes y menesterosos que deambulan por las calles y dispone 
hospicios, previsiones y montepíos como alternativa a los gremios. Diputaciones 
de Barrio y Alcaldes de Barrio serán fórmulas primigenias de política social y 
protoforma de la actividad que desempeñarán años más tarde los profesionales 
del Trabajo Social.  
 En la parte que compete a la Protohistoria, los años finales del XVIII y 
primera mitad del XIX confluyen antagonismos que se manifiestan en actitudes 
positivistas, utilitaristas y de reforma social. En el caso español, la aparición de la 
Comisión de Reformas Sociales (1883) y la Encíclica Rerum Novarum (1891), son 
determinantes para explicar el origen del Trabajo Social en España. El Decreto de 
creación de la Comisión de Reformas Sociales firmado por Segismundo Moret cita 
a los trabajadores sociales como mediadores en la cuestión social y Rerum 
Novarum incorpora la idea de un catolicismo social crítico con el industrialismo y 
sus efectos perversos. El “sindicalismo católico” será responsable de la creación 
de los Círculos Obreros en lo que ha venido en llamarse “Catolicismo Social”; el 
reformismo católico será el empuje definitivo para el nacimiento de la asistencia 
social en España.  
 El Nacimiento del Trabajo Social es la consecuencia de los cambios socio-
económicos derivados de la Revolución Industrial y la necesidad de encauzarlos 
en las masas obreras. Si la asistencia especializada de los damnificados de la 
Primera Guerra Mundial explica el origen de la profesión en Europa, en España el 
impacto liberal e industrial hacen que la asistencia social deje de ser un espacio 
meramente paliativo para pasar a ocupar la atención institucional. En la primera 
década del siglo XX la respuesta al pauperismo industrial surge de la inquietud 
catolicista altamente sensible a la política de reforma y la paz social (Iglesia 
Católica, cooperativas, Círculos Obreros). El obrerismo confesional, como origen 
del Catolicismo Social, canaliza las necesidades de las masas y se convierten en 




 Este es el clima en el que se abre la “Escuela de Asistencia Social para la 
Mujer” en Barcelona en plena Republica (1932). Tras la apertura de la primera 
escuela de Barcelona no volverán a abrirse nuevos centros hasta que en 1939 se 
abre en Madrid la Escuela de Formación Familiar y Social y la Escuela Superior de 
Asistentes Sociales San Vicente de Paúl en 1957. La creación de la Sección 
Social de Cáritas en 1957, pretende la promoción de los más débiles estimulando 
el cumplimiento de tres objetivos: la generación de programas de investigación 
para el conocimiento de la realidad (FOESSA), la creación de centros sociales y la 
formación de profesionales (Escuelas de Asistencia Social).  
 La Expansión y Consolidación del Trabajo Social analiza las condiciones 
en las que se desarrolla el Trabajo Social desde los años sesenta hasta nuestros 
días. El período considerado de Expansión se caracteriza por la necesidad de 
aproximar a España a los niveles medios de equidad social existente en Europa 
Occidental; la fórmula elegida pasará por incrementar la extensión y alcance de 
los sistemas de protección social. En un contexto amable en lo macroeconómico y 
una cierta tolerancia política, el Trabajo Social en los sesenta logra alguno de sus 
hitos más importantes como son el reconocimiento oficial de los estudios (1964), la 
apertura del primer centro oficial de estudios en Madrid (1967), o la celebración del 
primer Congreso Nacional de Asistentes Sociales (1968). La Consolidación del 
Trabajo Social se produce como el resultado de los avances sociales y legislativos 
en un contexto político que se desplaza de dictadura autoritaria a democracia 
parlamentaria. En el ámbito del Trabajo Social, hitos como la creación del Cuerpo 
Nacional de Asistentes Sociales (Ley 3/1977 de 4 de enero) y/o la publicación de 
Introducción al Bienestar Social (Las Heras y Cortajarena 1979) favorecen que los 
cambios de la Transición Democrática sean incorporados al modelo de Estado de 
Bienestar español y, por extensión, al Trabajo Social.  
La Segunda Parte, Fundamentos empíricos y análisis de la 
profesionalización del Trabajo Social, expone los resultados de la investigación 
que toma como unidad de análisis el conjunto de Congresos Nacionales (11) y 
Jornadas (2) celebrados a partir de 1968. La hipótesis de partida es que los 
contenidos y debates mantenidos en los encuentros nacionales explican la deriva 
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ideológica, identitaria y metodológica que recorre el Trabajo Social desde finales 
de los sesenta hasta nuestros días. 
El capítulo cuatro define el objeto, hipótesis y objetivos de la investigación 
y el diseño metodológico argumenta el uso de herramientas cualitativas como son 
la Revisión Sistemática y la Teoría Fundamentada.  
En el capítulo cinco, Resultados y discusión, defiende como propuesta 
investigadora que el Trabajo Social español (1968-2009) transita por las siguientes 
etapas: Gestación, Ideológica, Técnica/Ideológica y Profesionalizante. La etapa de 
“Gestación” (Barcelona 1968) define un congreso orientado a consolidar elementos 
de naturaleza deontológica, status, y propios de una profesión joven. El declive del 
franquismo estimulará la etapa “Ideológica”, en la que el rechazo a la dictadura y el 
uso del materialismo dialéctico serán predominantes (Madrid 1972; Valencia 1975 y 
Sevilla 1976). A primeros de los ochenta la etapa “Técnico/Ideológica” exige a los 
poderes públicos la definición del un modelo de Bienestar Social equiparable a los 
del resto de Europa3 (Pamplona, 1977; Valladolid, 1980; Vizcaya, 1984). La etapa 
“Profesionalizante” transmite interés por profundizar en contenidos epistemológicos, 
metodológicos y globalizantes. (Oviedo 1988; Barcelona 1992; Sevilla 1996; 
Santiago 2000; Las Palmas 2004; Zaragoza 2009).  
Finalmente, se propone un conjunto de indicadores (11) con potencialidad 
para medir el nivel de profesionalización en contextos asistenciales. La 
herramienta evaluadora parte del modelo de profesionalización español nutrido por 
el intenso y prolongado debate contenido en los congresos nacionales celebrados 
desde 1968. Utilizando como excusa la analogía orgánica, la herramienta analítica 
indaga sobre los elementos vitales de una organización de forma que, a modo de 
radiografía, defina su estructura vital y niveles de profesionalización y/o 
consolidación administrativa.  
De forma general para este trabajo y en lo referido al protocolo seguido 
para citas bibliográficas, artículos, notas a pie de página y webgrafía, me he 
                                                 
3
 La primera Ley de Servicios Sociales fue la de Euskadi (Ley 6/1982 de 20 de mayo); la segunda 
fue la Ley Foral de Servicios Sociales de la Comunidad de Navarra (Ley 14/1983, de 30 de marzo); 





apoyado en The Chicago Manual of Style, (sixteenth edition, 2010), publicación 
orientada al apoyo de escritores, editores y publicistas que garantiza coherencia 
interna en el prolijo ejercicio de redacción de textos científicos. 
   Quisiera finalizar esta introducción conectando con su dimensión más 
íntima, profunda y de significado integral. En primer lugar quisiera exponer que la 
tesis doctoral ha sido algo más que un rito de transición académica que emparenta 
inevitablemente con la situación vital y personal del autor. Como es lógico, un 
esfuerzo de tal magnitud requiere de las mejores energías y reclama un 
sobreesfuerzo que, salvo tramposas y astutas excepciones, deja a su autor 
exhausto y expuesto a anemias varias.  
 Durante los más de siete años que he dedicado a leer, compilar y escribir 
este trabajo, el destino ha marcado un ritmo distinto y al margen de mi voluntad. 
En este largo lustro han pasado muchas cosas, quizás demasiadas, hasta el punto 
de sentir que la vida me pasaba por encima como tren de mercancías 
obsesionado por llegar a destino. Estudiar, escribir, investigar, las horas de estudio 
en biblioteca, todas han sido actividades no consideradas penosas y más propias 
de la rutina profesional y vocacional a las que me siento poderosamente 
vinculado. Si lo vital y académico se funde inevitablemente en único destino, he de 
confesar que en este rito iniciático investigador lo más determinante y exigente ha 
sido sin lugar a dudas la propia vida. Debo confesar al lector que en paralelo a los 
requerimientos de competencia investigadora exigida por la academia y sus 
inicuos consorcios (en su doble acepción), en los últimos años he tenido que 
enfrentar una inaplazable reconversión personal que ha venido acompañada de 
crecimiento, pero también de soledad, desamor, incertidumbre y la pérdida de 
algún buen amigo. No puedo olvidar en este tránsito tres intervenciones 
quirúrgicas (dos propias y una dolorosamente ajena) que demostraron 
palmariamente que la vida no entiende de plazos ni compromisos ilustrados. 
 En referencia a la competencia investigadora y quizás por mi tendencia 
neurótica al perfeccionismo, la Tesis Doctoral ha supuesto una experiencia vital y 
de aprendizaje que supera con mucho la mera gestión de información y su puesta 
en escena en formato científico. He de reconocer que la tesis me ha llevado al 
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límite de mis capacidades intelectuales, emocionales y cognitivas en lo que califico 
experiencia de training de alto rendimiento. Sin embargo y leyendo en positivo, el 
esfuerzo investigador me ha permitido ganar madurez y asumir como evidencia 
incontestable que el conocimiento no conoce atajos ni abreviaturas para evitar el 
doloroso camino de su adquisición. Las cosas  importantes y los grandes cambios 
requieren esfuerzo, y todo lo que merece la pena reclama su parte 
correspondiente de sufrimiento; ya lo dijo Don Pablo de Olavide con maestría, ¡¡No 
se curan las gangrenas con colirios, sino con cauterios!!. 
Para finalizar, quisiera hacer mención a la doble condición de trabajador 
social y sociólogo puesta de manifiesto a lo largo del trabajo. En primer lugar he 
de señalar que mi carrera académica se fraguó tardíamente en la Escuela de 
Trabajo Social de la calle Jimios de Sevilla. Mi condición de sociólogo llegaría 
años más tarde, motivado por la necesidad de crecer académicamente y ampliar 
mis horizontes intelectuales. En lo que se refiere a mi autopercepción y sentir 
profesional, he de reconocer que al igual que algunos animales reciben la 
denominada “impronta” al nacer, yo recibí en Jimios la huella por la que me siento 
más trabajador social que sociólogo. Contribuye a ello los cinco años de ejercicio 
profesional en la Gerencia de Urbanismo de Sevilla y la docencia que durante 
dieciocho años llevo ejerciendo en el Grado de Trabajo Social de la Universidad 
Pablo de Olavide.  
Para finalizar, una reflexión que reclama palabras de José Emilio Palacios 
Esteban, docente universitario y amigo ya jubilado quien a los postres de una 
defensa de tesis doctoral, un día, me dijo: “querido Chema, existe una gran 
diferencia entre un buen resumen y una tesis doctoral, no lo olvides”. Para 
finalizar, es mi deseo que este trabajo sea satisfactorio para ti, lector, y que lo que 
te inspire su lectura nada tenga que ver con el aserto del profesor Palacios. En lo 
que a mi respecta, he puesto en su redacción mis mejores energías, anhelos y 
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Capítulo 1: Marco analítico 
 
La decisión de investigar no únicamente implica elección del tema de estudio 
sino que en igual medida requiere de un enfoque teórico que conecta con una 
pléyade de estrategias metodológicas que afectarán a su desarrollo. Tomando 
como punto de partida a Beltrán en Cinco vías de acceso a la realidad social 
(2002: 15-55), los axiomas que fundamentan esta tesis doctoral son los 
siguientes: la no existencia de un método científico unitario y con validez 
universal; la imposibilidad de que las ciencias sociales se referencien en las 
físico-naturales de acuerdo a su peculiar objeto de análisis; y, en tercer lugar, 
que el pluralismo cognitivo propio de las ciencias sociales exige un pluralismo 
metodológico que diversifique la forma de aproximarse a la realidad.  
 Por otro lado, los diferentes enfoques utilizados por los investigadores 
enmarcan sus trabajos en el ámbito de diferentes tradiciones teórico-
metodológicas definidas como paradigmas interpretativos. El concepto de 
paradigma supone una constelación de creencias, valores y técnicas definidas 
por Khun (2000: 13) como “un conjunto de realizaciones científicas 
universalmente reconocidas que, durante cierto tiempo, proporcionan modelos 
de problemas y soluciones a una comunidad científica”. En la misma línea, 
autores como Ritzer (2001), Hollis (1998) y Howe (1999) asumen el concepto 
paradigma como unidad más general de consenso dentro de una ciencia de 
forma que éste ordena y compacta las ideas previas a la investigación.  
Definida la idea de paradigma y retomando la propuesta de Beltrán 
(2002), los paradigmas que fundamentan el análisis son el histórico son el 
comparativo, el crítico-racional, el cuantitativo y el cualitativo. En lo que será 
apoyatura teórica de este trabajo, utilizaré los paradigmas cualitativo, crítico e 
histórico para definir la Profesionalización del Trabajo Social español. En 
cuanto la contribución analítica de las vías elegidas y tomando como punto de 
partida la confluencia pluralista de fenómenos presentes en la acción social,  
éstas se manifestarán como urdimbre indivisible, es decir, ninguna de ellas 
exhibirá monopolio en los capítulos que siguen dada la imposibilidad de 
disociar la realidad en sus partes constitutivas. Por otro lado, y dado que la 
esencia interpretativa de las ciencias sociales es hermenéutica, completaré el 
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enfoque metodológico apoyándome en una aproximación inductiva al concepto 
de profesionalización, así como en la idea popperiana por la cual el método 
tiene más que ver con un contexto de justificación que de descubrimiento. Para 
terminar y para dotar de coherencia interna el trabajo, utilizaré la aproximación 
heurística como formato de indagación, descubrimiento y búsqueda de 
métodos no rigurosos para generar conocimiento. Bunge (2000: 174) sobre 
este recurso metodológico, opina que aunque no existen recetas infalibles a los 
problemas de investigación sí pueden darse, sin embargo, algunos consejos 
para aumentar su probabilidad de éxito4. 
 
1.1 El paradigma de análisis cualitativo e interaccionista 
 
Si algo define el proceso de investigación es el concepto análisis. Cualquiera 
de las fases contenidas en un proceso de investigación cualitativa (lectura, 
documentación, técnicas, observación, participación, …) se definen como 
análisis al asumir que desde la misma formulación del problema el investigador 
disecciona su objeto para explorarlo en sus mínimos detalles. Siguiendo a 
Valles (2000: 340-342), el concepto de análisis se corresponde con un conjunto 
de procedimientos y técnicas utilizadas una vez obtenida información útil, de 
forma que cuando el proceso investigador requiere de una aproximación 
cuantitativa, confiaremos en la “magia de los datos” para interpretar la realidad; 
por contra, si la contingencia del fenómeno requiere de un enfoque cualitativo, 
utilizaremos rutinas no estandarizadas ni sistematizadas para manejar lo que 
Mills (1999) denomina “artesanía intelectual”. Dentro de un marco de referencia 
cualitativo y/o “artesanal”, este trabajo parte de una aproximación cualitativa 
centrada en el análisis hermenéutico e interaccionista como vehículo 
metodológico. Expondré a continuación cada uno de los paradigmas. 
 Respecto al concepto hermenéutica (ερμηνειά), su etimología remite a la 
idea de “expresión” de un pensamiento; de ahí a su “explicación” y muy 
                                                 
4
 Bunge (2000: 174-178), propone una docena de reglas que diligentemente aplicadas pueden 
contribuir a garantizar una mayor probabilidad de éxito en la investigación. Las reglas que 
propone son las siguientes; formular el problema con claridad, descubrir los presupuestos, 
seleccionar el método, planificar, buscar analogías, localizar el problema, Identificar los 
constituyentes, simplificar, analizar el problema, transformar el problema, exportar el problema, 
controlar la solución. 
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especialmente a la “interpretación” del mismo. En tal sentido, dicho enfoque ya 
es utilizado por los clásicos, particularmente por Platón, quien utiliza dicha voz 
cuando afirma “la razón era la explicación de la diferencia” (Miller 2001: 1622). 
El origen del enfoque hermenéutico se remonta al idealismo de Hegel y es 
impulsado por Wilhem Dilthey en su obra Introducción a las ciencias del espíritu 
(1883). Es precisamente en dicha obra donde se realiza una primera 
aproximación al estudio de la vida psíquica e introspectiva del individuo, lugar 
donde se encuentran las respuestas a la conducta individual (Giddens 2001: 
75). Max Weber, inspirándose en Dilthey, profundiza en la dimensión 
interpretativa de la conducta en su obra Economía y Sociedad [1922]. Allí 
afirma que la acción social debe ser comprendida interpretativamente 
(verstehen) para ser, posteriormente, explicada causalmente (erklären) (Weber 
1993:6). Sin embargo, la propuesta hermenéutica que más interesa a este 
trabajo es la de Gadamer5 por alejarse del individualismo cartesiano y 
objetivista del que lo impregnaron Dilthey y Weber. La idea de Gadamer se 
ajusta particularmente al enfoque inspirador de la investigación, ya que el 
Verstehen que utiliza no opera simplemente en el pasado como revivencia 
psicológica, sino que; 
 
 “es más bien un ingreso en otra tradición, tal que pasado y presente 
constantemente median entre sí” […] “Comprender un texto de un período 
histórico alejado del nuestro, por ejemplo, o de una cultura muy diferente de 
la nuestra, es, según Gadamer, sencillamente un proceso creativo donde el 
observador, en tanto penetra en el modo ajeno de existencia, enriquece el 
conocimiento de sí mismo al paso que aprehende la perspectiva de los otros” 
(Giddens 2001: 77).  
 
 Lo que Gadamer aporta es un concepto de Verstehen no instalado 
exclusivamente en la experiencia subjetiva sino en la comprensión de la “forma 
de vida”, el “discurso” y el “lenguaje” que le da sentido.  
                                                 
5
 Para Gadamer la comprensión está ligada al lenguaje (Verstehen ist sprachgebunden), el 
autor expone sus ideas en Wahrheit und Methode,1960 (Verdad y Método I, II). Para Gadamer 
la comprensión de la creatividad humana (libros, obras de arte) por vía hermenéutica no debe 
entenderse como un método, sino como la ontología (ser) del discurso humano en acción, en el 
cual, por mediación del lenguaje la vida media a la vida. La comprensión del lenguaje no es un 
procedimiento de interpretación, sino que comprender el lenguaje es vivir en él, es entender 
que las presuposiciones que contiene expresan un marco de tradición que hace posible el 
pensamiento. Giddens, Las nuevas reglas del método sociológico, 74-87. 
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Centrándome en la aportación interaccionista, es lugar común que bajo 
cobertura hermenéutica se ubican un conjunto de teorías que utilizan la 
interacción y la subjetividad como forma de análisis de la realidad social. Estas 
escuelas culminan lo que Weber no concluyó satisfactoriamente, dando lugar a 
nuevos desarrollos entre los que destacan teorías tan importantes como el 
Interaccionismo Simbólico, la Fenomenología o la perspectiva humanista 
(Morán 2006: 372). Con perspectiva histórica, dichas teorías superan el primer 
diseño interpretativo del Verstehen (comprensión) para interesarse en matices 
no advertidos anteriormente. Pero desde el punto de vista metodológico, 
¿cómo se logra este objetivo? La novedad radica en la presencia de la cultura, 
la conciencia, los símbolos, los gestos y el lenguaje como mediadores 
necesarios para comprender la acción social con tonalidades desconocidas 
hasta el momento6.  
De las escuelas citadas, el Interaccionismo Simbólico es la más útil al 
presente trabajo por defender la retroalimentación dinámica entre actores y el 
mundo que les rodea. A mi criterio y con tal perspectiva, la interacción 
individuo-sociedad marida cabalmente con la forma en la que el Trabajo Social 
se ha adaptado a las condiciones políticas, económicas, sociológicas y 
ambientales para constituirse en profesión como veremos más adelante. La 
óptica interactiva ofrece, por otro lado, un importante vector de análisis para la 
construcción social de la realidad al superar la tradicional dicotomía de los 
prefijos socio-psico que, entendidos como un todo, aportan complejidad e 
interdependencia al análisis. Sin abandonar el argumentario y tomando como 
referencia a George Herbert Mead7, comparto con Miranda (2004: 292), que el 
ser humano adquiere conciencia de sí mismo a través de la comunicación 
lingüística y del intercambio de gestos significativos con otros seres; de esta 
forma lo social queda inevitablemente unido a lo individual hasta el punto de 
                                                 
6
 Parto del concepto weberiano que entiende acción social como “una conducta humana (bien 
consista en un hacer externo o interno, ya en un omitir o permitir) siempre que el sujeto o los 
sujetos de la acción enlacen a ella un sentido subjetivo. La acción  social, por tanto, es una 
acción en donde el sentido mentado por el sujeto o sujetos está referido a la conducta de otros, 
orientándose por ésta en su desarrollo”. Weber, M. Economía y Sociedad, 5. 
10  La labor de Mead fue más filosófica que sociológica y no publicó gran cosa a lo largo de su 
vida. Su obra fundamental Mind, Self and Society (1934), es el resultado del compendio 
realizado por sus alumnos tras su muerte y donde se recogen los contenidos de sus clases. La 
obra póstuma supone uno de los pilares intelectuales sobre el que descansa el Interaccionismo 
Simbólico.  
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que sin la presencia y contribución de los otros la autoconciencia se hace 
inviable.  
 
1.2 El paradigma de análisis crítico  
 
Desde un punto de vista crítico, el conocimiento de la realidad social en general 
y del Trabajo Social en particular se sustenta en las condiciones sociales de 
vida, la propia historia y la percepción que de ello tiene la sociedad. Partiendo 
del axioma, las Ciencias Sociales tienen como misión desvelar cómo la 
herencia de la vida social y la costumbre se interiorizan en las personas hasta 
convertirse en actitudes, por un lado y, por otro, definir de qué forma las 
necesidades de seguridad, igualdad, reconocimiento y justicia se integran en 
las personas para favorecer el cambio social. Es precisamente Wright Mills 
quien constata que lo particular y lo general se afectan recíprocamente de 
forma que la realidad cotidiana se compone de inquietudes personales y 
problemas públicos (Wright Mills 1999: 27-28). Para Mills las inquietudes 
personales son entendidas como asuntos privados que afectan a valores 
propios, mientras que los problemas públicos son aquellos que amenazan los 
valores de la comunidad.   
 Transcendiendo lo meramente conceptual y posicionado frente al 
conocimiento del objeto, Valles (2000: 56-58) afirma que a diferencia del 
enfoque positivista, la teoría crítica hace un uso diferenciado de los 
componentes ontológicos, epistemológicos y metodológicos presentes en toda 
forma de conocimiento. Desde el análisis ontológico se parte del “realismo 
histórico” como visión tamizada por el aparato político, social, cultural, 
económico o de género. El ontos (οντος), o ser general y sus propiedades 
trascendentales, no deben participar en la indagación de forma “ingenua” o 
“superficial”, sino que su misión es desvelar el origen de los sucesos históricos 
y sociales partiendo de los valores referidos. En segundo lugar y respecto al 
componente epistemológico, el modelo crítico entiende que la realidad es 
resultado del diálogo establecido entre el sujeto investigador y objeto 
investigado. En este caso, y a diferencia del positivismo, sujeto y objeto funden 
su identidad o ethos (ἦθος) conscientes de su unicidad en un medio exterior 
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condicionante. Para finalizar, el protocolo crítico precisa cuestiones 
metodológico-prácticas que proclaman el abandono de la explicación por la 
indagación; la generación y acumulación de conocimiento como “proceso 
dialéctico de revisión histórica”; y, finalmente, criterios evaluativos como la 
contextualización histórica, el desenmascaramiento de los prejuicios (erosión 
de la ignorancia) y la búsqueda de una acción social trasformadora que remite 
a la marxiana Tesis XI de Feuerbach.  
 Al margen de los órdenes de naturaleza onto-epistemológica, el 
paradigma crítico define el “poder” como una forma de coerción (simbólica, 
mediática, institucional, consumista, etc.) ejercida por las clases dominantes 
con apoyo del Estado. Tal premisa determina la existencia de relaciones 
asimétricas entre individuos, clases o naciones donde el poder ejercido por 
unos es el no poder pretendido de otros. Parece claro por consiguiente que 
cualquier forma de conflicto social implica la presencia del poder y que la 
pobreza, como encarnación patente e innegable del conflicto social, es su 
manifestación hegemónica. Dado que esta tesis doctoral explora 
genealógicamente el nacimiento de la acción asistencial y profesional desde 
sus orígenes, el poder, inevitablemente, tendrá una presencia axiológica en los 
capítulos que siguen.   
Para introducir el concepto “poder” he elegido a Pierre Bourdieu por su 
capacidad para demostrar su presencia en las relaciones sociales, de género, 
académicas, científicas y económicas. En su vasta producción bibliográfica, 
Bourdieu desarrolla un importante aparato conceptual que tiene la virtud de 
revelar el poder oculto tras los dogmas y las clasificaciones, así como su 
genealogía, estructura y aprovechamiento simbólico. En el haber de su 
arquitectura conceptual y para objetivar las relaciones sociales e interacciones 
de dominio, Bourdieu utiliza la idea de estructuralismo genético para explicar 
cómo las estructuras objetivas (campos) son inseparables de las estructuras 
mentales socialmente construidas (habitus). Los conceptos campo y habitus, 
unidos a los de capital y mundo social, tienen la virtud, a criterio del autor, de 
explicar lo real como relacional y son esenciales por su conexión con la 
Sociología Interaccionista (Revisionista, Neoweberiana o Cínica) que inserta a 
las profesiones en la dinámica social y a la cual me referiré más adelante.  
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 En primer lugar, el concepto “campo” es para Bourdieu (2007:21) “una 
realidad invisible que no se puede mostrar ni tocar con el dedo, y que organiza 
las prácticas y la representación de los agentes”. Sus propiedades generales 
deben entenderse como construcción analítica válida para designar un conjunto 
sistemático de relaciones sociales (posiciones) que son “un espacio de juego, 
un campo de relaciones objetivas entre individuos o instituciones en 
competición por un objetivo idéntico” (2000a: 196). Se ha de aclarar que el 
concepto “campo” a pesar de su plasticidad interactiva con el concepto 
“habitus”, no debe ser considerado como sinónimo de clase social al estilo de la 
tradición marxista8.  
 Comparto con el sociólogo que la idea de “campo” es un recurso idóneo 
para explicar cómo la profesión asistencial se ha insertado en la sociedad en 
concurrencia competitiva con otros campos (profesiones, iglesia, economía y/o 
política). Es más, en la búsqueda de paralelismos entre Trabajo Social y 
“campo”, la correspondencia ha de ser entendida como históricamente 
constituida y en relación competitiva con otros campos en la búsqueda de 
nichos sociales de reconocimiento e influencia. El campo es en definitiva y 
como conclusión, un conjunto de relaciones o sistema de posiciones sociales 
que permite a sus componentes interactuar con un cierto grado de tensión por 
el logro de espacios de poder en el marco de sus propios límites. La posición o 
jerarquía ocupada por cada uno de los agentes9 en el campo se define, por lo 
tanto, de acuerdo a un tipo especial de poder o capital específico que les 
permite ubicarse con mayor o menor independencia (autonomía) en los 
mismos.  
 En relación al concepto “habitus”, Bourdieu (2000a: 133 y 2000b: 24) 
explica sus innumerables usos en la tradición sociológica al referirse a 
Aristóteles cuando utiliza el concepto hexis; a Hegel tratando de romper con el 
                                                 
8
 Para Bourdieu, el intento de definir una clase no pasa de ser un ejercicio de fenomenología 
social; utilizando sus palabras: “desde un punto de vista científico, lo que existe no son “clases 
sociales” tal como se entiende en el modo de pensar realista, sustancialista y empiricista 
adoptado por oponentes y proponentes de la existencia de las clases, sino más bien un 
espacio social en el verdadero sentido del término” (Bourdieu 2000d, 105). El espacio social no 
deja de ser un concepto de muy difícil definición: ¿los intelectuales son burgueses o pequeño-
burgueses?, son preguntas que únicamente pueden ser reguladas por actos jurídicos (Bourdieu 
2000b, 58).  
9
 Entendemos por “agente” aquella posición activa dentro de campo que actúa bajo el principio 
de eficiencia para producir efectos y modificaciones en el mismo. La idea de “agente” es 
opuesta a la de sujeto, actor o individuo pasivo. 
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dualismo kantiano; a Husserl en su esfuerzo por salir de la filosofía de la 
conciencia; a Weber cuestionando la regla como inductor de conductas; a 
Durkheim al analizar la Evolución pedagógica en Francia, o a Mauss en su 
aportación del habitus como cuerpo socializado. Todos ellos han utilizado el 
concepto para transmitir aquello que se ha adquirido, que se ha encarnado en 
el cuerpo y en prácticas que definen disposiciones (actitudes) permanentes. En 
lo que se refiere a esta tesis doctoral, el “habitus” es una herramienta analítica 
que explica la diversidad de la práctica profesional; es el lugar donde la práctica 
conforma el juicio y explica cómo las estructuras sociales (campos) se 
transforman en disposiciones o gustos (habitus) para los profesionales10. 
Aceptando que el concepto de socialización afecta en igual medida a los 
procesos de profesionalización, el habitus profesional explica que al margen de 
la norma o el cálculo racional existe un elemento generador de prácticas con 
sentido para la acción cotidiana; es decir, comprender los “habitus” supone 
conocer el conjunto de capitales y esquemas mentales adquiridos 
históricamente por el profesional. Estos esquemas socializantes serán habitus 
reflejados en disposiciones, es decir, en visiones, aptitudes, actitudes, 
iniciativas o negaciones que se experimentan sin seguimiento consciente de 
reglas expresadas como tales.  
 El tercer concepto, capital, remite a su posesión y al acceso a los 
provechos y beneficios que proporciona dentro del campo (Bourdieu 2000b: 
131, 2000c: 113, 2000d: 131-156 y Pinto 2002: 151-155). Los conceptos campo 
y capital se retroalimentan mutuamente, de forma que para constituir un campo 
es necesario identificar las formas de capital disponible. Pero, ¿qué hace de los 
                                                 
10
 Desde una dimensión relacional y generativa de prácticas, el habitus es definido por 
Bourdieu en La Distinción (2000c: 477-478) de la siguiente forma: “Los esquemas del habitus, 
formas de clasificación originarias, deben su eficacia propia al hecho de que funcionan más allá 
de la conciencia y del discurso, luego fuera de las influencias del examen y del control 
voluntario: orientando prácticamente las prácticas, esconden, lo que se denominaría 
injustamente unos valores en los gestos más automáticos o en las técnicas del cuerpo más 
insignificantes” […], “ofrecen los principios más fundamentales de la construcción y de la 
evaluación del mundo social, aquellos que expresan de la forma más directa la división del 
trabajo entre las clases, las clases de edad y los sexos, o la división del trabajo de dominación”  
[…] “Dominio práctico de las distribuciones, que permite sentir o presentir las probabilidades de 
futuro que existen, e, inseparablemente, lo que conviene o no conviene a un individuo que 
ocupa tal o cual posición en el espacio social, el gusto, al funcionar como  una especie de 
sentido de la orientación social, orienta a los ocupantes de una determinada plaza en el 
espacio social hacia las posiciones sociales ajustadas a sus propiedades, hacia las prácticas o 
los bienes que convienen –que les van-  a los ocupantes de esa posición”. 
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capitales acumulados algo tan importante?, la respuesta es simple, su posesión 
es relevante porque define el lugar ocupado por cualquier profesión en función 
de los stocks acumulados y definidos históricamente, ello explica las relaciones 
de dominación, subordinación u homología con otras profesiones o campos.  
 El “capital” puede manifestarse de cuatro formas o estados: económico, 
cultural, social y simbólico. Si nos referimos al capital económico, éste puede 
ser convertible en dinero y transformable en derechos de propiedad; el capital 
cultural, por otro lado, puede existir en tres estados: incorporado, objetivado e 
institucionalizado. De ellos el más potente es el capital incorporado, se ubica en 
el seno de la familia y a priori se relaciona con capacidades y talentos e 
inversión realizada en el mismo (habitus). Otra forma de capital es el 
institucionalizado que se materializa en títulos académicos y certificados de 
competencia cultural que objetivan el capital incorporado. El capital social se 
constituye sobre la existencia de recursos potenciales asociados a la posesión 
de una red social, o lo que es lo mismo, de pertenencia al grupo (familia, clase, 
clan, colegio, partido etc.). El capital simbólico es un producto de los 
acumulados anteriores11.  
 En lo que se refiere al trabajo que ahora se introduce y evocando el 
enfoque teórico que lo inspira, los capítulos que lo componen tratan de 
visualizar los capitales disponibles en su momentos histórico. Será de manera 
muy particular en los capítulos dedicados a Genealogía del Contexto 
(Institucionalización) y Nacimiento de la Profesión (Profesionalización) donde 
las interacciones económicas, sociales o políticas incorporan una visión 
caleidoscópica sobre conflictos, alianzas y gestión del conocimiento usado en 
el proceso de profesionalización de la asistencia a lo largo de los siglos. 
 Respecto al “mundo social” y en último lugar, el concepto pone de 
manifiesto el sentido de la orientación social o sense of one´s place, como diría 
Goffman, que orienta a los ocupantes de un espacio social hacia posiciones 
ajustadas a sus propiedades (Bourdieu 2000c: 447). Las estructuras cognitivas 
de los agentes que pertenecen a un determinado mundo social están 
socialmente incorporadas, de forma que el conocimiento práctico de su mundo 
se elabora de acuerdo a esquemas clasificadores, estructuras, símbolos e 
                                                 
11
 Para el autor el capital simbólico no es otra cosa que “el capital económico o cultural cuando 
es conocido y reconocido”. Bourdieu, Cosas dichas, 138. 
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historia producto de la de la división objetiva de clases y al margen de la 
conciencia y discurso oficial. El mundo social, unido al concepto espacio social 
opera como un espacio simbólico donde estilos de vida y estatus se definen por 
la desigual posesión de capitales al legitimar acciones, ideas o intereses. 
Aspectos tangibles e intangibles como la palabra, el conocimiento, la marca, la 
posición o la clase traducen en formato simbólico esquemas de percepción y 
apreciación que expresan, sin quererlo, el estado de las relaciones de poder.  
  Dado que los conceptos expuestos serán a partir de ahora recurrentes 
en los epígrafes por capítulos y con la intención de integrarlos en el sistema 
analítico de este trabajo, la siguiente figura visualiza el andamiaje conceptual 
bourdiesiano, así como la interdependencia de los conceptos mundo social, 
campo, habitus, agente, capital y práctica con sus derivados posición, 




                                                 
12
 El conjunto de posiciones sociales que explica los gustos compartidos, actividades o uso de 
bienes (homología) se puede explicar relacionalmente. Las relaciones sociales (profesionales, 
educativas, políticas) se explican y definen en la relación que existe entre las posiciones 
sociales (campo), las disposiciones (habitus) y las tomas de posición (elecciones de los 
agentes en los diferentes ámbitos). Bourdieu, Razones prácticas, 16.  
Figura 1. Espacio social 
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1.3 El paradigma de análisis histórico 
 
Suscribir metodológicamente el historicismo supone no aceptar el destino como 
categoría histórica explicativa; es más, adoptarlo supone asumir que las 
casualidades no existen y que los antecedentes económicos, políticos, 
sociológicos e incluso psicológicos son, en sí mismos, episteme histórica. Por 
otro lado, la gran profusión de “esbozos históricos” introductorios en 
investigaciones y monografías demuestra que la presencia de la historia en 
ciencias sociales es una constante. Como dice Sztompka (2008: 25), una vez 
que Comte divide el sistema de su teoría en “estática social” y “dinámica 
social”, subyace en el análisis social una metáfora del tiempo que después será 
explicitada por Herbert Spencer. 
 Desde que Comte acuñó el concepto “Física Social” influido por Saint 
Simon, las ciencias sociales han recurrido a la historia de manera abundante; 
es el caso de Marx en El Manifiesto al explicar los cambios de propiedad en 
provecho de la burguesía; de Engels en El origen de la Familia la propiedad 
privada y el Estado, quien partiendo de Morgan [1877] analiza las formas 
primigenias de la familia (consanguínea, punalúa y sindiásmica) como germen 
del capitalismo; de Durkheim al diferenciar las solidaridad “mecánica” de la 
“orgánica”; de Tönnies al diferenciar Comunidad y Sociedad en Gemeinschaft 
und Gesselschaft; o de Weber al utilizar los “tipos ideales” para explicar 
causalmente hechos históricos relevantes. En definitiva el uso de la historia 
permite, según Durkheim (1993: 31), transferir el análisis al pasado partiendo 
de una situación presente, demostrando que para explicar un suceso hay que 
remontarse a sus formas primitivas y simples explicando las características que 
lo definen para mostrar, poco a poco, como la complejidad y la arqueología 
epistémica exponen sus raíces ante la realidad presente.  
Sin intención de orillar a los padres fundadores y en perspectiva más 
contemporánea, uno de los autores que mejor ha manejado la urdimbre 
compuesta por biografía, sociedad e historia es, a mi criterio, Wright Mills. Mills 
parte del concepto “Imaginación Sociológica” para ampliar el doble escenario 
histórico de vida interior y de trayectoria exterior de los individuos. Disidente de 
la sociología norteamericana, Mills explica que la imaginación sociológica tiene 
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la virtud de aproximarse a los individuos en el tumulto de su experiencia 
cotidiana observando que frecuentemente estos no son conscientes de sus 
posiciones sociales. Según Mills, el primer fruto de la imaginación y primera 
lección de la ciencia social parte de la idea de que “el individuo sólo puede 
comprender su propia experiencia y su propio destino localizándose a sí mismo 
en su época; de que puede conocer sus propias posibilidades en la vida si 
conoce las de todos los individuos que se hallan en sus circunstancias” (Wright 
Mills 1999: 25). 
 Consciente de que la historia representa la memoria organizada de la 
humanidad y que esa memoria puede ser fácilmente maleable, Wright Mills 
defiende vivamente que las ciencias sociales son, en cualquier caso y por sí 
mismas, disciplinas históricas. A criterio de Mills (1999: 160-165) las estrechas 
relaciones mantenidas entre ambas (ciencias sociales e historia) se sustentan 
en las razones siguientes: la potencialidad de la historia para formular y 
responder adecuadamente preguntas sociológicas; la posibilidad de entender 
leyes transhistóricas en relación a su época y cómo pequeños ambientes y 
grandes estructuras interaccionan entre sí; que las sociedades avanzadas 
comparten problemas globales permitiendo por tanto generar análisis 
comparado y, por último, que cada época cuando se define adecuadamente es 
un campo inteligible de estudio y revela una forma peculiar de hacer historia.   
 En relación al Trabajo Social, nadie podría afirmar que la profesión 
aparece reactivamente ante un único hecho o suceso histórico determinado; no 
obstante, lo que sí revela la historia es la aparición de indicadores de actividad 
caritativa (privada o gubernamental) que con el paso de los siglos apuntalan 
protoformas de acción social técnicamente estructuradas. La acción profesional 
con vocación humanista únicamente puede entenderse como resultado de la 
conjunción de sucesos políticos, económicos y sociológicos que permiten la 
aparición de la asistencia social; es lo que Bourdieu define como “condiciones 
de posibilidad”, es decir, la comprensión profunda del escenario histórico, 
tramoya o bakground que explica y expone los sucesos tal como hoy los 
vemos.  
 Bajo un marco analítico histórico y haciendo uso de la herramienta 
arqueológica, la tesis tiene la intención de mostrar que la atención/represión al 
necesitado ha cubierto tradicionalmente dos objetivos básicos: modificar la 
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economía política de la pobreza y controlar la gestión de miseria y miserables 
como dominio de espacios simbólicos de poder, salvación y educación. La 
revisión de la historia asistencial revelará que su surgimiento es resultado de 
fuerzas antagónicas que pugnan por ocupar espacios profesionales, políticos, 
religiosos y/o educativos en los términos dialécticos ya apuntados. Finalmente 
y compartiendo el pragmatismo de Álvarez-Uría (1988: 118), la tesis demuestra 
que la práctica asistencial no es deudora de una simple motivación humanista, 
altruista o filantrópica; siendo esta una simplificación que distorsionaría el 
devenir histórico de la profesión desde sus orígenes.  
 A modo de compendio, el siguiente cuadro expone la utilidad analítica 
para el objeto de investigación de cada uno de los paradigmas contenidos en el 
marco de análisis.  
  
Cuadro 01. Marco Analítico y paradigmas de referencia 
 












para el conocimiento de la 
realidad social.  
 
Adaptación del T.S. a las 
condiciones de contexto 




Paradigma de análisis 
crítico 
 
Posición de capitales 
disponibles para un 
momento histórico dado 
 
 
Disposición y tomas de 








Explorar las condiciones de 
posibilidad del T.S. 
 
 
Prospección arqueológica y 
definición de los procesos 
históricos que constituyen 
la profesión asistencial.  
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Capítulo 2: Genealogía del contexto e Institucionalización de 
la acción social en España 
 
Este trabajo de investigación marca su objeto de análisis en los conceptos de 
profesión y profesionalización de la acción asistencial con perspectiva histórica. 
Como ya se apuntó convenientemente en líneas introductorias, los conceptos de 
Institución e Institucionalización serán axiológicos en la Genealogía del contexto de 
la Acción Social en España dada su vinculación a sistemas orgánicos, 
administrativos y estructurados de protección y asistencia a necesitados y 
desvalidos.  
 La institucionalización debe ser considerada variable independiente de la 
profesionalización y la elección del orden en que se disponen los procesos 
institucionalizadores y profesionalizantes obedece a criterios progresivos e históricos 
que explican cómo las occupations devienen en professions bajo contextos 
organizacionales. En tal sentido y tanto desde el punto de vista de los naturalistas 
(Wilensky) como de los interaccionistas (Larson), para que una profesión conquiste 
un espacio de autoridad debe encontrar previamente la jurisdicción que la conecte 
con la práctica y con el conjunto de bases técnicas que justifiquen su existencia. 
Asumiendo que las certezas en sociología no son bien recibidas, los 
conceptos de institución e institucionalización admiten un cierto grado de confusión 
dada la inexistencia clasificación sociológica al respecto. Tal condición viene definida 
por la extrema versatilidad de dichos conceptos que, como afirma Goffman (2001: 
17), pueden referirse a espacios y/o usos tan dispares como la Grand Central 
Station, la Unión League Club de New York, el laboratorio de Física Nuclear de Los 
Álamos, un club reducido que confiere status social o un hospital en régimen cerrado.  
Por lo tanto, las instituciones se definen como “organizaciones instrumentales 
formales” sometidas a un régimen de actividades deliberadamente coordinadas y 
orientadas a la obtención de fines generalmente explícitos. Como consecuencia y 
premisa básica para su supervivencia, las instituciones tienen razón de ser cuando 
logran de sus miembros aportes útiles para su actividad, sea esta una ideología, un 
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país, una familia o una persona. La participación del individuo implicará en última 
instancia y en todos los casos compromiso y adhesión a la misma (Goffman 2001: 
175-177).  
Desde un punto de vista crítico, de poder y leitmotiv relacional, las 
instituciones son generalmente instrumentos de poder y dominación al servicio de las 
élites. En rigor, y como cobertura para toda acción legítima de poder, la acción 
comunitaria requerirá de elementos institucionales que definan su acción institucional 
y perpetúe, con la mayor previsibilidad posible, su acción en el tiempo.  
Bajo tal premisa Max Weber define todo tipo de dominación como una forma 
de poder, y en tal sentido se puede afirmar que las instituciones incorporan la 
posibilidad de imponer la propia voluntad sobre la conducta ajena en sus formas más 
diversas (estado, economía, iglesia, educación, familia, matrimonio, trabajo, moda, 
etc.). La posibilidad de ejercer una forma de dominación a través de determinadas 
instituciones se entenderá, por tanto, como la oportunidad manifiesta del “dominador” 
(mandato) de influir sobre los actos de otros de forma que los dominados procedan 
como si hubieran adoptado por sí mismos y como máxima el contenido del precepto 
(obediencia). Tal forma de dominación, léase institución en este caso, se sustancia 
por tanto en la posibilidad de hallar obediencia al mandato definido por una 
determinada institución (Weber 1993: 699-706).  
Si entendemos la acción social y los Servicios Sociales como instituciones de 
control social burocráticamente articulados, cabe recordar que de los tres tipos de 
dominación legítima propuesto por Weber (legal, tradicional y carismática), la legal o 
burocrática es técnicamente la forma de dominación más pura (Weber 1993: 716). 
Bajo este prisma la Acción Social en general, como se verá más adelante en 
términos históricos, ha articulado tradicionalmente sus estructuras con un 
componente altamente administrativo (Estado/Poder) orientado al logro de control y 
magistratura institucional. A modo de síntesis y como consecuencia, entiendo que la 
legitimidad burocrática lograda para ejercer la acción social caritativa y/o 
profesionalizante se asienta históricamente en un conjunto de actividades metódicas, 
coactivas y de legitimidad orientada a ejercer el control institucional de los 
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gobernados, protegidos o educados bajo formas de acción social pretérita o 
moderna.  
Pero, ¿cómo se imbrican en la sociedad las estructuras de poder que 
devienen en procesos de institucionalización objetivos? Fiel a la orientación 
hermenéutica e interaccionista de este trabajo, me remitiré a la fenomenología 
constructivista de Berger y Luckmann (1993) [1966] quienes afirman que la realidad 
se construye socialmente y que la sociología del conocimiento es responsable de 
analizar los procesos por los cuales esto se produce. A mayor abundamiento y 
orientada a la naturaleza de las instituciones, la hipótesis de La Construcción Social 
de la Realidad es la siguiente: “La sociedad es un producto humano. La sociedad es 
una realidad objetiva. El hombre es un producto social” (Berger y Luckmann 1993: 
84).  
Descendiendo al detalle, Berger y Luckmann respaldan que el origen de la 
institucionalización se sustancia en la “Habituación”. Para los autores toda actividad 
humana se predispone a convertirse en hábito, es decir, todo acto repetido con una 
cierta frecuencia tiende a reproducirse en la búsqueda de la ventaja psicológica de 
restringir a una opción la realidad y tensiones de los impulsos no dirigidos. Como 
norma general, los procesos de habituación preceden generalmente a las formas de 
institucionalización, de forma que los segundos surgen sincrónicos, simbióticos y 
derivados de los primeros; una vez articulados los procesos de tipificación recíproca 
de acciones habitualizadas por los actores la institución, en sí, será un hecho.  
Elemento importante para comprender las instituciones es que generalmente 
implican historicidad; de hecho sería imposible entender una institución sin 
aproximarse al proceso histórico que la produjo. El segundo elemento importante 
para la investigación es que las instituciones, por el hecho de existir, tienden a 
controlar el comportamiento humano y a establecer pautas que canalizan las 
energías en una dirección determinada. Este carácter controlador intrínseco en 
instituciones y en los conglomerados de instituciones (sociedad) es lo que 
denominamos “Control Social” y, en Sociología de las Profesiones, “Social Closure” o 
“Cierre Social”. A modo de síntesis y en consonancia con el ethos de las 
instituciones, todo sector de la vida social institucionalizado y externalizado queda 
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sometido a control social y supone actividad humana objetivada (Berger y Luckmann 
1993: 75-77). 
Una vez que las instituciones alcanzan la objetivación, éstas promueven 
mecanismos específicos de control social que como profecías autocumplidas 
predicen su legitimación; los mecanismos son los siguientes: la invocación de 
autoridad sobre el individuo con independencia de los significados subjetivos que 
aquél pueda atribuir a la institución; la institucionalización de los procesos produce un 
comportamiento social más previsible y, por ende, más controlado; los canales 
fijados por la institución encauzan el comportamiento de manera “espontánea” y 
“previsible” reduciendo las alternativas posibles a aquellas marcadas por la 
institución; y, en última instancia, la institucionalización es susceptible de producirse 
en cualquier ámbito relevante de acción colectiva (Berger y Luckmann 1993: 85).  
Como última etapa o cierre del proceso de construcción social de las 
instituciones, la “legitimación” se encargará de producir significados institucionales de 
segundo orden con potencial socializante y validez para las nuevas generaciones 
(Berger y Luckmann 1993:122-125). Dicha capacidad de legitimación contiene en sí 
misma elementos cognitivos y normativos que explica el orden institucional y 
atribuyen validez a sus imperativos prácticos. Para concluir y como aporte a la 
profesión asistencial que aquí nos ocupa, la legitimación posee la capacidad de 
producir teorías explícitas que legitiman una institución o cuerpo de conocimiento 
diferenciado. Desde esta capacidad generativa, y no olvidemos forma de control 
social, las profesiones adquieren los recursos simbólicos para generar tradición 
teórica y práctica que integra aspectos tan variados como un cuerpo de conceptos 
diagnósticos que explican la patología, la definición diagnóstica y/o la desviación 
social.  
A continuación expondré el proceso de institucionalización de la asistencia 
partiendo de la secuencia histórica nacimiento, desarrollo y consolidación de los 
sistemas de protección social en España. Atendiendo a la filosofía de este trabajo, 
dichas variables serán contextualizadas en orden a demostrar el interés de los 
poderes públicos por institucionalizar y someter a control la asistencia de las 
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personas necesitadas como una de las  variables que conforma el Estado moderno y 
liberal.  
 
2.1 Caridad y beneficencia (siglos XVI - XX) 
 
En el intervalo que transita desde el siglo XVI hasta nuestros días, la 
adecuada gestión de la pobreza es una de las llaves que abren paso a la modernidad 
y repercuten en el crecimiento económico y expansión liberal. Trabajando desde un 
enfoque genealógico y la procedencia causal de los hechos pasados, entiendo que la 
forma de obtener un lugar de privilegio en el análisis histórico pasa por el 
conocimiento de los hitos legislativos, políticos, económicos y sociológicos que han 
justificado las formas de gestionar pobres y pobreza a lo largo siglos. 
Los primeros atavismos de la asistencia social se encuentran en las iniciativas 
institucionales de racionalización y control de los menesterosos surgidas durante el 
renacimiento en el siglo XVI. La consolidación de la protección a los más humildes 
surge, en un primer momento, a través de los grupos de autoayuda (Gremios y 
Montepíos) para derivar en actividad para-profesional a través de las órdenes 
religiosas y de caridad. El avance experimentado por el humanismo renacentista 
permite, dos siglos más tarde, la aparición de legislación social en la Constitución de 
1812, así como las Leyes de Beneficencia de 1822 y 1849 e iniciativas de la Iglesia 
por acometer futuras reformas a través de las encíclicas sociales13. Éstos son, sin 
lugar a dudas, los primeros eslabones de una incipiente política social en España.  
El paso de los años y legislaciones posteriores apuntalan formas de protección 
social más avanzada; es el caso de la creación del Instituto Nacional de Previsión 
(1908), la Constitución Republicana de 1931, la Ley de Seguro Obligatorio de 
Enfermedad de 1944 o la Ley de Bases de la Seguridad Social de 1963, por citar 
                                                 
13
 León XIII, con la encíclica Rerum Novarum (1891), buscará vías de renovación en la Iglesia Católica 
en orden a hacerla más sensible a los contextos sociales y políticos de la época. La transformación 
eclesial culmina con el Concilio Vaticano II, considerado un verdadero revulsivo que incorpora una 
nueva sensibilidad de la iglesia hacia lo que viene a denominarse una teología de lo concreto que por 
primera vez aborda temas como la cultura, la guerra, el desarrollo económico, el hambre, la 
comunidad, etc. Cuadrón A. et al, Doctrina Social de la Iglesia, Manual Abreviado, 9-21. 
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algunas de ellas. Llegada la democracia, el marco jurídico y experiencial acumulado 
fundamentará los avances sociales contenidos en Constitución de 1978.  
 Con la intención de ofrecer algunos hitos orientadores, el siguiente cuadro 
ofrece una visión histórica sobre las formas de acción social desarrolladas en España 
entre los siglos XVI y XX. El cuadro sistematiza cronológicamente la acción social 
partiendo de los conceptos de forma, período y modelo asistencial ejercido. El 
concepto “forma” define el paradigma genérico que orienta la acción asistencial; el 
“período” muestra la duración aproximada en la que el paradigma asistencial (forma) 
ha sido puesto en práctica en términos históricos; el “modelo o filosofía asistencial”, 
finalmente, precisa la naturaleza ideológica, moral y de poder ejercido entre asistente 
y asistido.  
José María Morán Carrillo 




Cuadro 02. Formas de protección social por períodos históricos 
Fuente: Elaboración propia. 
FORMAS HISTÓRICAS DE PROTECCIÓN SOCIAL 
 






(S. XVI y XVII 
Progresivo abandono del teocentrismo. El hombre liberado se interesa 
por la cultura y pretende transformar el mundo en el que vive. La 
pobreza es la antítesis del ideal humanista. Se ponen las bases para la 
atención a los pobres. El Estado asume progresivamente la atención 










Predominio de la razón que se proyecta a todos los ámbitos del saber. 
Actitud crítica hacía la ignorancia, la historia y la religiosidad. Aceptación 
de la ciencia y lucha contra las supersticiones. Distinción de la Caridad 
como acción racional por parte del Estado. La caridad queda 




(S. XVIII y XIX) 
Superación del Estado Absolutista. Predominio de los valores 
individuales frente a los colectivos. El individuo tiene derecho a 
desplegar sus capacidades vitales y el Estado garantiza derechos 
básicos. Sumisión al derecho de legalidad. La Declaración de los 
Derechos del Hombre impone el deber a la Nación para garantizar el 









(S. XVIII y XIX) 
El liberalismo que ha permitido la prosperidad de unos pocos, 
desprotege y genera miseria para muchos. Frente al individualismo 
burgués surge “la cuestión social” y el socialismo como vehículo de 
protestas y reivindicaciones. La clase obrera se organiza en sindicatos 
que demandan justicia y condiciones favorables de vida y trabajo. Los 
seguros de enfermedad, vejez y las políticas de ahorro son fomentados 










La Constitución de 1931 se desmarca del concepto Seguro Social y 
garantiza jurídicamente la asistencia a enfermos, ancianos, maternidad 
e infancia. El Estado separa netamente la esfera civil de la religiosa y se 
arroga la tarea benéfica. La base ideológica es la de Estado Social de 
Derecho que garantiza y promueve la justicia social. La beneficencia se 









El triunfo del bando rebelde en la Guerra Civil 1936-1939 conduce al 
retorno al concepto beneficencia. Fusión con la Iglesia en la 
coordinación, gestión y desarrollo de políticas sociales orientadas a 
superar las consecuencias de la contienda. Falange Española crea 
Auxilio de Invierno que posteriormente será Auxilio Social. Lo moral se 
sobrepone sobre lo individual, la libertad y la política. 
 
 








Estado Social y Democrático de Derecho, justicia, igualdad como 
valores superiores (art. 1). Actitud proactiva de los poderes públicos 
para garantizar tales principios (art. 9.2). Mandato constitucional de los 
Servicios Sociales (art. 50) y definición de principios rectores de la 
política social (arts. 39-52). Separación de poderes y descentralización 
política y económica a través de entes autonómicos. 




Frente a la idea de oscurantismo medieval teocéntrico, el Renacimiento pretende 
incorpora al hombre y su potencial creativo a un mundo hasta el momento dominado 
por el determinismo trascendente. La idea de perfección gravita sobre un individuo 
terreno que pretende ser liberado de la ignorancia y que ahora es estimulado por lo 
estético y la necesidad de transformar el mundo. La perfección ya no se encuentra 
únicamente en lo trascendente, sino que las capacidades humanas derivan hacia el 
racionalismo y formas simples de individualismo donde la pobreza (siglos XVI-XVII) 
coexiste con la Iglesia y la caridad. Aunque la novedad renacentista será la 
progresiva intervención administrativa de los poderes públicos en la acción social, 
algunos reformadores del siglo XVI ya inician una transformación de la práctica 
caritativa que, con el paso del tiempo y sucesivas modificaciones legislativas, se 
orientan hacia visiones más avanzadas de acción social. Dicha evolución modificará 
posicionamientos originales que transitan desde posiciones cristianas y naturalistas 
hacía enfoques más complejos y de responsabilidad pública.  
En el ámbito de la atención benéfica durante el siglo XVI, uno de los más 
importantes reformadores es Luis Vives14. Autor en 1526 de De subventione 
pauperum sive de humanis necessitatibus (Del socorro de los pobres o de las 
necesidades de la humanidad), Vives divide su obra en dos partes en los que aborda 
la atención a los pobres desde una doble perspectiva basada en el origen de las 
necesidades (espirituales, psicobiológicas y materiales) y en la crítica de la limosna y 
misericordia como ayudas exclusivamente monetarias (Casado 1992: 20, en Vives, 
L. Del Socorro de los Pobres). En su libro primero y de acuerdo a su concepción 
aristotélica del mundo, Vives entiende que la pobreza reproduce un orden natural 
sancionado desde el poder divino en el que los pobres deben aceptar su condición 
                                                 
14
 Luís Vives (1492-1540), es considerado uno de los mejores exponentes del humanismo 
renacentista y defensor de la causalidad social de la pobreza. Natural de Valencia, estudió en su 
universidad antes de trasladarse a La Sorbona. Con veinte años se desplaza a la ciudad flamenca de 
Brujas que terminará siendo para él su segunda patria. En 1515 conoce a Tomás Moro y 1519 inicia 
docencia en Lovaina donde contacta con Erasmo. En 1523 ejerce como docente en Oxford y se 
ocupará de la educación de María Tudor. Culmina su aportación al renacimiento académico con una 
veintena de libros sobre los contenidos y métodos didácticos de las disciplinas humanistas publicados 
en 1531. Su aportación debe ser considerada como una superación del humanismo renacentista que 
incorpora elementos de la Pedagogía, la Psicología e incluso de la Antropología. Luís Vives muere en 
Brujas en 1540. Vives, Juan Luis, Del Socorro de los Pobres,  9-31  
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de miserables y la imposibilidad de rebelarse ante ella. Para el reformador, el 
estoicismo de los pobres es considerado un valor que prueba la fe en Dios:  
 
“primeramente han de considerar que la pobreza se la envía un Dios 
justísimo por un oculto juicio, que aun a ellos es soberanamente 
provechoso, quitándoles el cebo de los vicios y dándoles ocasión para 
practicar más fácilmente la virtud. De modo que no solamente debe ser 
sobrellevada con resignación, sino abrazada con alegría, como un don de 
Dios. Vuélvanse al Señor que les ha tocado con una clara prueba de su 
amor, pues a quien ama, castiga; porque no pierdan el fruto de la corrección 
y calamidad, que es el de conocerse a sí mismos y conocer a su Hacedor…” 
(Vives, 1992: 77-78).  
 
La “resignación” de la que Vives habla orienta sobre la percepción de la pobreza 
y el papel social del pobre a mediados del siglo XVI. En ese momento, la concepción 
naturalista del mundo no sólo entiende la pobreza como forma de justicia divina, sino 
que fuerza a la resignación ante un Dios “castigador” que redime en vida, prueba la 
fe y muestra el camino para la salvación eterna. A pesar de la visión “resignada” de 
la pobreza, el gran aporte de Vives es su contrapunto reformista que demanda 
responsabilidad pública sobre su gestión. Este aspecto es determinante para 
comprender la trascendencia de su obra, ya que hasta el momento las políticas 
públicas se habían centrado en una estricta aplicación de autoridad y represión sobre 
las vidas y necesidades de menesterosos.  
Una reflexión sobre causas y efectos de la pobreza defendida por Vives induce 
a la formulación de las siguientes preguntas: Si la pobreza es producto de un orden 
natural, ¿qué responsabilidad tienen los magistrados sobre la misma?, ¿de qué 
servirá racionalizar la asistencia de los menesterosos si la Divina Providencia sigue 
reproduciéndola?, ¿qué lleva a Vives a buscar soluciones terrenales para atender 
problemas que pertenecen al orden de lo divino? Las paradojas resultantes 
únicamente se pueden explicar desde la cosmovisión predominante en el humanismo 
renacentista donde lo inmanente comienza a ganar terreno sobre lo trascendente. En 
el caso de la pobreza, el renacimiento contribuye igualmente a secularizar y 
cuestionar su origen divino que es erosionado por el poder de la razón, la causalidad 
humana y el injusto reparto de recursos básicos.  
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En el libro segundo Vives define los problemas de gestión de la pobreza y 
propone la elaboración de censos y la toma de medidas de carácter preventivo para 
racionalizar la caridad. En el Capítulo II, De la recogida de los pobres y de que se les 
tome filiación, propone la mejora de la situación de hospitales, apuntando criterios 
para la integración laboral, la instrucción, la rehabilitación y entrega de subsidios 
como forma de actuar de los poderes públicos. En un intento de racionalización 
administrativa el reformador propone:  
 
“Hasta aquí dije lo que debe hacer cada uno en particular; en adelante diré 
lo que debe hacer la ciudad como colectividad y su gobernador, que es en ella lo 
que el alma es en el cuerpo” […] “Nada hay tan libre en la república que no esté 
sujeto al conocimiento de los que la gobiernan” […] “Visite, pues, e inspeccione 
cada uno de los establecimientos una comisión de dos regidores acompañados 
de un escribano, tomen nota de las rentas y del numerario, registren los nombres 
de los asilados que sostiene el establecimiento y los motivos por que ingresó 
cada uno de ellos, y eleven esta relación a los burgomaestres y al pleno 
consistorial” (Vives 1992: 153-155).  
 
La incipiente visión crítica del reformador no puede considerarse baladí en lo 
que a crítica social se refiere, ya que generaron respuestas a favor y en contra en la 
controversia justicia-misericordia. En esta época se estimulan los primeros debates 
sobre la idoneidad de la intervención estatal en relación con la pobreza; y es la 
polémica surgida entre el dominico Domingo de Soto (1494 -1570) de tendencia 
liberal y el Benedictino Fray Juan de Robles (Juan de Medina) de tendencia 
intervencionista, la que da buena fe de la disparidad de criterios a la hora de definir 
las políticas públicas de asistencia (Casado 2000: 14)15. A modo de conclusión, 
puede entenderse que el ethos de la pobreza defendido por Vives, así como su 
propuesta de racionalización caritativa, pueden ser consideradas como formas 
                                                 
15
 Fray Domingo de Soto publica en 1545 la obra “Deliberación de la causa de los pobres”. Fray Juan 
de Robles, alias de Medina, replica a la obra de Soto escribiendo  “De la orden que en algunos 
pueblos de España se ha puesto en la limosna, para remedio de los verdaderos pobres”. Soto 
denuncia el intervencionismo restrictivo argumentando vulneración de la libertad individual. Juan de 
Robles (1492 - 1572) defiende la separación entre vida civil y religiosa y apuntala las directrices de 
Vives. Robles entiende la pobreza como problema político y económico y la necesidad de intervenir 
racionalizar y modernizar.  
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primigenias de servicios básicos de asistencia; o lo que es lo mismo, protoforma de 
lo que con el paso del tiempo serán las políticas locales de asistencia pública.  
 Hasta el siglo XVIII no puede encontrarse otro hito de importancia en la 
regulación de la asistencia a los pobres caracterizado por la racionalización 
económica y la pugna con la Iglesia por conquistar los espacios simbólicos de 
salvación, cuidado y educación. Los cambios aludidos devienen en “Ilustración”, 
movimiento cultural europeo que se define por el predominio de la razón con 
extensión a la vida intelectual, económica y social. Los cambios sociales y 
económicos ilustrados tendrán una manifestación palpable a través de nuevas 
formas de organización social, legislación, complejidad urbanística e inéditas 
instituciones que modifican esquemas pretéritos. En el caso español, la ilustración se 
caracterizará por forzar la compatibilidad entre el revisionismo ilustrado y las formas 
elementales del catolicismo que, en el caso de la asistencia, opta por una necesaria 
clarificación racional de la caridad16. Bajo un prisma reformador, el cambio competía 
en igual medida al Estado que debía modernizarse a través de un esfuerzo 
racionalizador y una búsqueda de uniformidad que incrementara su poder. Los 
ilustrados se consideraban a sí mismos como prudentes, temían los cambios 
excesivamente rápidos y radicales conscientes de que estos últimos suscitaban la 
oposición de las minorías privilegiadas y la incomprensión de gran parte de la 
sociedad; por otro lado, concebían el poder como un poder basado en la prudencia y 
la discreción donde el Estado debía llevar la iniciativa en la acción de gobierno, pero 
ésta debería ser ejercida desde el respeto a la ley, al derecho, a la moral y a la 
religión (Pérez Samper 2000: 10). 
Aunque la práctica asistencial sigue basada en la caridad, el Estado asume por 
primera vez funciones de control y responsabilidad pública en la necesidad de hacer 
compatible política social y política económica. La acción planificadora estatal se 
verá forzada a racionalizar recursos, controlar la pobreza, e incrementar la capacidad 
productiva de las clases populares so pena de colapso financiero. A modo de 
síntesis, el devenir modernizador que produce la corriente ilustrada incrementa la 
                                                 
16
 El reformismo español del siglo XVIII debe considerarse como un continuo que abarca toda la 
centuria española, entre los años 1700 y 1808 aproximadamente, su manifestación fue diversa y con 
diferentes formas e intensidad a lo largo del período.  
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riqueza material y un reformismo racionalista que se extiende a la educación, el 
progreso y la calidad de vida de los ciudadanos. 
La reconversión ilustrada se produce de forma inevitable y paralela a la 
económica. En este sentido, el empuje imparable de la burguesía comienza a 
cuestionar las competencias de la Iglesia y promueve las desamortizaciones que 
impulsan la actividad productiva a través de las Sociedades Económicas de Amigos 
del País17. España se incorpora plenamente a esta tendencia en siglo XVIII, 
experimentando cambios sustanciales en las ciudades, las artes, la educación y las 
universidades. Según Jordi Nadal, sin embargo, la Revolución Industrial española 
puede considerarse rezagada respecto a la mayoría de los países occidentales ya 
que problemas de fondo como las pérdidas continentales de América, los vicios del 
sistema político, la restricción del mercado de capitales para la industria y una red 
ferroviaria inadecuada, generó, como causa última, graves apuros en la Hacienda 
pública Nadal (1997: 227-228).  
Al margen de la macroeconomía, en el imaginario social y cultural los aires de 
modernidad inciden en instituciones y formas de vida, de forma que la dicotomía 
pobreza-riqueza ya no se explica desde el designio divino, sino que es el resultado 
de conflictos y tensiones generados por y entre los seres humanos. Una vez que las 
tesis ilustradas ganan terreno al teocentrismo y al orden cósmico del medievo, la 
razón, el ser humano y la ciencia ocupan un lugar preeminente en la explicación 
causal del mundo18; es lo que Weber denomina “tesis de la modernización” o “tesis 
del desencantamiento del mundo” (Weber 1993: 389 y 2012: 80).  
                                                 
17
 Las Sociedades Económicas de Amigos del País agrupaba a un conjunto de nobles, intelectuales y 
clérigos con actitud reformistas que buscaban el cambio social involucrando a la mayor parte de la 
población. El objetivo de tales sociedades era el de estudiar las potencialidades (recursos naturales, 
industria, agricultura, actividades) de las provincias y valorando cuales convenía impulsar en orden a 
difundir los progresos científicos, fomentar la iniciativa individual e impulsar cualquier actividad que 
implicara la mejora del bien común. Dentro del contexto ilustrado, la búsqueda del bien colectivo 
implicaba igualmente la mejora de la asistencia, la beneficencia y la superación de la mendicidad. 
Alemán, Carmen y Fernández, Tomás, Introducción a los Servicios Sociales, 108.  
18 Desde la óptica weberiana el mundo no se encuentra ordenado por fuerzas misteriosas, sino que 
es explicado desde la razón. En el mundo moderno no se necesita recurrir a medios mágicos, 
espíritus o fuerzas misteriosas para explicar el mundo como antaño hacía el salvaje. En la sociedad 
moderna, los medios técnicos y el cálculo hacen este servicio. La racionalización del mundo tiene, por  
contra, el aumento exponencial del número de normas que encorsetan, controlan y limitan la vida del 
individuo. La modernización, la burocracia y la ciencia, hábitat del capitalismo, son exponente básicos 
de la jaula de hierro, en la que vive el individuo. Coller, X. Canon Sociológico, 163   
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La idea de que el orden trascendente puede ser revertido por la acción del 
hombre comienza a calar en el imaginario social y, muy particularmente, en la 
mentalidad del pensador ilustrado que enfrenta los problemas como de gestión y  
racionalidad económica y social. La asistencia a los necesitados, como dice Álvarez-
Uría (1988: 123), se convierte para el Estado en una nueva Ciencia Política: ciencia, 
porque su solución no proviene de la religión ni de la superstición; política, porque la 
pobreza deja de ser un problema individual para convertirse en problema público que 
afecta a la salud del cuerpo social. El caos existente en los hospicios de la época es 
un buen ejemplo del coste de oportunidad que supone para el Estado la gestión 
deficitaria del factor humano. En el caso de los menores, la alta tasa de mortalidad 
(de más del noventa por ciento) antes de haber sido útiles para el Estado, hace que 
el poder público sea consciente del gasto que esto supone no únicamente en 
términos de la pérdida del infante, sino de la inversión realizada para sacarlo 
adelante sin beneficio final. Donzelot en su obra, La policía de las familias (1988), lo 
expresa de la siguiente forma:  
 
“todas las memorias se obstinan en mostrar lo oportuno que sería, sin 
embargo, salvaguardar los bastardos a fin de destinarlos a tareas nacionales 
como la colonización, la milicia, y la marina, tareas a las que estarían 
perfectamente adaptados por el hecho de carecer de obligaciones familiares. Sin 
padres, sin más sostén que el que les procura un sabio gobierno, no están 
apegados a nada, nada tienen que perder; incluso la muerte podría parecer 
formidable a tales hombres a los que nada une a la vida, y a los que desde niños 
se podría familiarizar con el peligro” (Donzelot 1998: 14).  
 
Ejemplos como el expuesto confirman la necesidad del Estado Absolutista por 
superar situaciones de pobreza que sustanciándose en lo material se proyectan a 
formas de vida y hábitos insanos. Tanto para el caso de los menores como para 
cualquier otro, el lastre que impone la caridad mal entendida supone para el Estado 
un obstáculo que paraliza la actividad económica, genera indolencia en los asistidos 
y empobrece la liquidez de las arcas públicas limitando cualquier iniciativa de 
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reforma19. Los ilustrados (Ward, Olavide, Jovellanos, Floridablanca, Campomanes) 
proponen un cambio en la economía política de la pobreza que se transformará 
desde la producción de bienes consumibles (caridad y beneficencia) a la producción 
de productores de mercancías (Álvarez-Uría 1988: 121). La modernización de los 
reformadores pondrá especial atención en rentabilizar tierras, recursos humanos y 
dinero a través de la reforma agraria, inversiones de capital y crédito. Las 
transformaciones no únicamente pertenecen a la esfera de lo económico, sino que la 
ética funcionalista del trabajo establecerá una definitiva relación causal entre 
incompetencia, ocio, exceso y pobreza. Los valores fisiócratas aludidos se apoyan en 
la tierra como única fuente y materia productora de riqueza y suponen una reacción 
al intervencionismo absolutista y mercantilista. Durante el siglo XVIII la armonía entre 
la naturaleza y la economía abrirán la puerta al laissez faire, donde el “gobierno de la 
naturaleza” afirma con contundencia que progreso social siempre es consecuencia 
del progreso económico.  
En términos de poder, se puede afirmar que los procesos de institucionalización 
(económica, política, social) avanzan en la medida que avanza la autoridad del 
Estado durante los siglos XVI - XVIII. En lo que se refieren a la acción asistencial, el 
Estado se convierte en campo que reivindica el uso de formas legítimas de violencia 
física y simbólica sobre menesterosos, tullidos y empobrecidos que lastran su 
progreso (Bourdieu 2007: 99-107). Como origen de la omnipresencia del Estado, 
éste comienza a independizarse del mundo social y las fuerzas de coerción (ejército, 
policía), económicas (impuestos), cultura (universidades) y administrativas 
(administración, burocracia) comienzan a moldear las estructuras mentales y formas 
de pensamiento, acción y clasificación que le confieren autoridad. La presencia del 
Estado, en adelante, será constante y reforzada por la posesión de un conjunto de 
capitales simbólicos con poder de coacción bajo formas de capital jurídico, cultural e 
identitario.  
                                                 
19
 Sarasa expone con claridad la necesidad de poner orden en el caos generado por las instituciones 
religiosas que entendían la asistencia como una forma de “mercado espiritual” donde se competía con 
ofertas benéficas entre los pobres/consumidores. Poner orden se hacía necesario, y se hizo a través 
de la coordinación y la indagación rigurosa del demandante. Esta iniciativa puede considerarse como 
el origen de los que posteriormente se ha denominado Case Work. Sarasa, S, “El Trabajo Social en 
España: Avatares de una profesión” en El servicio de lo social, 132. 
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2.2  Dos revoluciones y un gran cambio 
 
Los últimos años del Siglo XVIII serán protagonistas de dos acontecimientos 
que transforman las condiciones de vida material y mental de la población; el primer 
acontecimiento, de naturaleza técnica y económica, es consecuencia de la primera 
revolución industrial; el segundo, de naturaleza sociopolítica, se produce como 
resultado de la Revolución Francesa en 1789. A mi criterio, el formato “tectónico” de 
ambas revoluciones no puede ser obviada si se pretende explicar la historia, la 
sociología, la economía e incluso la ética europea comprendida entre finales del XVIII 
y nuestro días. 
Nisbet (2003: 37-67) se refiere a “Las dos revoluciones” y “El resquebrajamiento 
del antiguo régimen” para explicar el ocaso de valores preindustriales como “el 
parentesco, la tierra, la clase social, la religión, la comunidad local y la monarquía”. 
Tales conceptos-valores serán sustituidos progresivamente por los de producción, 
riqueza, proletariado, maquinismo e industrialismo20. Las transformaciones 
acontecidas durante los siglos XVIII y XIX son de tal magnitud que la sociología y la 
literatura se encuentran cuajadas de obras y pensadores que pretenden explicar, 
exponer o justificar su crudeza. Algunos de los más eminentes estudios sobre las 
condiciones de vida de la clase trabajadora, la propiedad, el desarrollo industrial o el 
sistema fabril son buenos ejemplos de la creación literaria de Dickens, Zola o 
Dostoievski y, en el caso de la sociológica, gracias a las investigaciones de Comte, 
Durkheim o Spencer. 
En el plano político, la Revolución Francesa precipita la desaparición del 
Antiguo Régimen y el desvanecimiento de las barreras que encorsetaban a una 
burguesía pujante. La reivindicación popular por el derecho de ciudadanía promueve 
los valores de liberté, égalité y fraternité frente a privilegios estamentales que desde 
                                                 
20
 Nisbet advierte que en este período, uno de los más ricos de la historia en lo que atañe a la 
formación de palabras, se inventaron o modificaron muchas en orden a darles el sentido que hoy 
tienen. Es el caso de: industria, industrialista, democracia, clase, clase media, ideología, intelectual, 
racionalismo, humanitario, atomístico, masa, comercialismo, proletariado, colectivismo, igualitario, 
liberal, conservador, científico, utilitario, burocracia, capitalismo, crisis, etc. Nisbet afirma:“¿De qué 
otro modo podrían cortarse los lazos de los convencionalismos intelectuales, sino mediante los filosos 
bordes de las nuevas palabras, capaces de expresar por sí solas nuevos valores y fuerzas que 
pugnan por manifestarse? Nisbet, R. La formación del pensamiento sociológico, 39. 
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la nueva óptica burguesa reconocen al Rey, nobleza y clero como “castas libertinas y 
despreciables que han acaparado privilegios, inmunidades, riquezas y dignidades 
amasadas con los despojos de la miseria” [….] “La revolución es incompatible con la 
pobreza entre otras cosas porque los pobres han hecho la revolución” (Álvarez-Uría 
1988: 122). Alcanzada la emancipación del modelo estamental, las exigencias de la 
sociedad liberal y el individualismo triunfante sienta las bases del capitalismo 
moderno en la que la búsqueda de plusvalía colisiona con los derechos de los 
trabajadores. El modelo de producción capitalista estimulará reivindicaciones y 
movilizaciones obreras que cristalizan en movimiento organizado; es, de acuerdo a 
Bourdieu (2000b: 135), el momento en el que el mundo social comienza a percibirse 
como una realidad fuertemente estructurada y a partir del cual la demanda de justicia 
y mejoras laborales forzará, inevitablemente y no sin sacrificios, una nueva forma de 
contrato social.  
Como consecuencia, las revoluciones industrial y política caracterizarán los 
siglos XVIII y XIX por su intensidad en lo económico, lo social y lo político, y serán 
precursoras de grandes cambios sociales e incipientes políticas en beneficio de las 
masas (Bismark en Alemania, Comisión de Reformas Sociales en España, ambas en 
1883). El concepto “revolucionario”, en definitiva, no es en absoluto excesivo cuando 
se afirma que “en el contexto socio-político la Revolución Francesa ha sido 
considerada la primera gran revolución ideológica de la historia de Occidente” (Nisbet 
2003: 50-52). 
Si las transformaciones producidas por la Revolución Industrial fueron 
importantes en Europa, en España algunas circunstancias especiales complicaron 
más la situación de trabajadores y miserables de la época. La Guerra de la 
Independencia (1803-1814), las crisis agrarias (1803-1838) y las epidemias (1800, 
1812 y 1833), la excesiva alternancia de gobiernos e inestabilidad política y las 
guerras carlistas (1833-1876), generaron situaciones de alto riesgo en lo que a 
materia económica y asistencial se refiere. La Constitución de Cádiz de 19 de marzo 
de 1812 inicia una verdadera revolución liberal y rupturista que incorpora al 
patrimonio nacional los señoríos jurisdiccionales, anula privilegios, desamortiza a la 
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Iglesia, suprime Mayorazgos y disuelve el régimen gremial certificando, al menos en 
el papel, la muerte del Antiguo Régimen (Casado 2000: 21).  
 Uno de los hitos más importantes de la transformación liberal hispana es la 
Constitución de 1812 (ver anexo). Primera de España, ha sido la más extensa del 
constitucionalismo español (384 artículos) y la considerada más liberal para su 
tiempo. Se puede afirmar que la Constitución de 1812 en la búsqueda de alternativas 
a la rigidez estamental del Antiguo Régimen, produce una primera experiencia 
histórica de tránsito entre el despotismo ilustrado y la municipalización como forma 
embrionaria de la sociedad civil. Aunque la Constitución de Cádiz materializa un 
camino liberal para la sociedad de la época, Fernando VII, desde el absolutismo, 
deroga la misma mediante decreto en 1814. Pocos años después el pronunciamiento 
del General  Riego en Las Cabezas de San Juan (1820) rehabilitará la Constitución 
de 1812 iniciando el denominado Trienio Liberal y permitiendo la promulgación, entre 
otras, de la Ley de Beneficencia de 6 de febrero de 1822.  
Dos de los principios inspiradores de la Carta Magna fueron la separación de 
poderes y la descentralización, limitando el poder real (artículo 172) con la intención 
de regular los excesos absolutistas de Fernando VII (Montero 1998: 55) 
Uno de los avances liberales más importantes de la Constitución fue el impulso 
municipal a través de la transferencia de gran número de competencias, entre otras 
las de asistencia a los pobres (Artola y Flaquer 2008: 61-74).  
Estos preceptos, sin embargo, no podrán ser llevados a la práctica plenamente 
hasta el derrocamiento de Fernando VII durante el Trienio Liberal (Alonso y Gonzalo 
1997: 57). Al margen de las dificultades de naturaleza política, Maza (1999: 30) 
afirma que la Constitución “traza un completo organigrama de la beneficencia pública 
fundamentado en la autonomía de las corporaciones locales”. De la Red (1993: 67) 
en la misma medida, piensa que el texto ha sido considerado “el primer antecedente 
de ordenamiento general de la beneficencia en nuestro país”. La Constitución 
gaditana supone, en definitiva, un salto a la modernidad en la historia de España; en 
un primer lugar porque permite el paso de la monarquía absoluta al Estado liberal y, 
en segundo, por incorporar la beneficencia pública al ámbito competencial del 
Estado. 
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 Aunque la Constitución de Cádiz define un camino liberal para la sociedad de 
la época, Fernando VII la derogará mediante decreto en 1814. Pocos años después el 
pronunciamiento de Riego (Las Cabezas de San Juan, 1820) rehabilita la 
Constitución iniciando el Trienio Liberal y permitiendo el desarrollo de las iniciativas 
legislativas abortadas por el absolutismo.  
En este complejo devenir histórico, una de los desarrollos legislativos más 
importantes en el tratamiento de la pobreza es la Ley de Beneficencia de 1822 (ver 
anexo) que como continuación a los avances realizados por Carlos III, da un paso 
adelante en la incorporación de la asistencia como servicio público (Maza 1999). 
Frente a los antecedentes caritativos y graciables del absolutismo, la Ley introduce 
en su articulado un sistema de gestión basado en las Juntas Municipales de 
Beneficencia (art. 1). Las Juntas, fieles al municipalismo inspirador de la Constitución 
de 1812, fueron instrumentos diseñados para concentrar recursos y 
responsabilidades prestacionales que, compuestos por representantes del poder 
civil, la Iglesia y vecinos ilustrados (art. 2), pretendían una óptima gestión de los 
recursos públicos21. Las Juntas Municipales superan sistemas precedentes 
(Diputaciones de Barrio), ya que debían establecerse con fondos públicos en todos 
los pueblos respondiendo a la tradición de que cada municipio se ocupe de sus 
propios pobres. El nuevo sistema racionaliza y amplía la protección, consolidando 
prestaciones como las Casas de Maternidad (art. 41), las Casas de Socorro (art. 71), 
los Hospitales Públicos en todas las capitales de provincia (art. 105) y las casas 
públicas destinadas a recoger y curar a los locos de toda especie (art. 119). La 
introducción del sistema de asistencia domiciliaria (Título V), es igualmente un 
avance considerable para el aprovechamiento de las sinergias cuidadoras de la 
familia para mejora de la asistencia (arts. 56, 57,86 y 98).  
Siguiendo a Alonso y Gonzalo (1997: 59-60), al margen de la alta volatilidad 
política del primer tercio del siglo XIX, la Constitución de 1812 y la Ley Beneficencia 
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 La literalidad del artículo segundo de la Ley General de Beneficencia de 1822, en relación a la 
composición de las Juntas Municipales de Beneficencia dice lo siguiente: “En las capitales o pueblos 
que tengan 400 vecinos o más, se compondrá esta Junta de nueve individuos, a saber: de uno de los 
alcaldes constitucionales que será presidente nato, de un regidor del Ayuntamiento, del cura párroco 
más antiguo, de cuatro vecinos ilustrados y caritativos, de un médico y un cirujano de los de mayor 
reputación”.  
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de 1822 permiten grandes avances para superar los viejos axiomas que naturalizan la 
pobreza y la explican como medio de salvación eterna. Desde la práctica asistencial, 
los progresos incorporados por ambas legislaciones pueden resumirse en los 
siguientes términos: a) fuerte impulso descentralizador a través del reconocimiento de 
competencias municipales; b) creación de Juntas Municipales de Beneficencia como 
servicio público asistencial; c) la reducción a un solo fondo común público los distintos 
bienes de la beneficencia; d) definición de reglas generales sobre establecimientos 
públicos de beneficencia y reducción a una única clase, los hospitales; e) supresión 
de establecimientos privados no destinados a objeto público y sujeción a orden de 
policía de los mismos.  
El retorno del absolutismo fernandino en 1823 y su continuación durante la 
“Década Ominosa”, impide el desarrollo de las reformas asistenciales realizadas 
durante el Trienio constitucional (ver índice cronológico). Esta parálisis únicamente 
será revertida tras la muerte de Fernando VII en 1833. Superados los conflictos 
sucesorios, la “Rebelión de los Sargentos” fuerza la capitulación de María Cristina y 
la Constitución gaditana es repuesta en 1836, permitiendo la promulgación de la 
nueva Constitución de 1837 de tendencia liberal y anticlerical.  
Una de las consecuencias más tangibles del golpe de timón liberal que impone 
la Constitución de 1837 es la limitación del protagonismo eclesial canalizado a través 
de las desamortizaciones de bienes eclesiásticos22. Aunque el fenómeno de las 
desamortizaciones es complejo al correlacionar propiedad de la tierra con reforma de 
la propiedad agraria, su origen suele explicarse desde la “excesiva acumulación de 
bienes (monasterios, iglesias, comunidades y otras “manos muertas”) lo cual originó 
un desequilibrio financiero al Estado, despoblación e incultivo (sic) de tierras, y 
desigualdad social” (Alonso y Gonzalo1997: 63). En tal sentido, la Constitución liberal 
del 1837 supondrá un escalón más en el transito a la beneficencia pública ya que sus 
reformas liberales facilitarán la desamortización eclesiástica y dispondrá la subasta 
                                                 
22
 Las iniciativas de desamortizadoras permitieron la incautación estatal de bienes de propiedad 
colectiva, proponiendo la legislación necesaria por la que “se suprimían los conventos y monasterios 
de religiosos varones, se confiscaban sus propiedades, convirtiéndolos en bienes nacionales, y se 
procedía a su venta pública en subasta” Fusi, Juan Pablo y Palafox, Jordi, España 1808-1996: El 
desafío de la modernidad, 46. 
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(o nacionalizará) de una importante cantidad de bienes religiosos en el intento de 
recuperar las exhaustas arcas públicas (Maza 1999: 30-34).  
Aunque las desamortizaciones se remontan al gobierno de Godoy (1798), las 
más importantes fueron llevadas a cabo por Mendizábal (1836 y 1837) y Madoz 
(1855) como reacción a la grave situación financiera producida por la expansión del 
carlismo y el déficit público en confluencia con dificultades de naturaleza social y 
económica23. Ambos políticos, ministros de Hacienda de gobiernos liberales y 
progresistas, permitieron la incautación estatal de bienes de propiedad colectiva, 
proponiendo la legislación que privaba a la Iglesia de fuentes de ingreso propias y 
secularizando, en definitiva, las actividades asistenciales bajo su dirección. 
Se podría pensar a la vista de lo expuesto, que las desamortizaciones fueron el 
instrumento adecuado para solventar los problemas asociados a la reforma agraria y 
mejora de la calidad de vida de la población; según el estudio de Tomás y Valiente 
(1971: 46) esto no fue así, ya que la pretendida finalidad de reparto de la tierra entre 
pequeños agricultores fue abandonada, en última instancia, por el ansia recaudatoria 
de la Hacienda pública. Alemán y Fernández (2006: 112) por otro lado, defienden 
que la filosofía desamortizadora no solamente no alivió el problema social, sino que 
profundizó la brecha asistencial al desaparecer las prestaciones que desempeñaban 
Iglesia y municipios y que el Estado, en esos momentos, no estaba en condiciones 
de satisfacer. Al margen de las dificultades expuestas, la Constitución de 1837 
manifiesta una clara tendencia liberal en aspectos tan importantes como el cambio 
de propiedad de la tierra (desamortizaciones) y las limitaciones impuestas al poder 
real. Ambas restricciones repercuten en la expansión de la burguesía que exige cada 
vez con mayor intensidad su cuota de protagonismo. La expansión de la reforma 
liberal supondrá, en última instancia, una transformación radical de la estructura 
                                                 
23
 Mendizábal propició la desamortización de los bienes del clero regular y secular y suprimió los 
diezmos que históricamente se habían de satisfacer a la Iglesia. La iniciativa provocó la pérdida por 
parte de la iglesia de importantes establecimientos benéficos. Mendizábal legisló las 
desamortizaciones mediante los Reales Decretos de 19 de febrero de 1836 y 29 de junio de 1837. 
Madoz mantuvo en vigor las ventas de bienes desamortizados e incluyó los bienes de propios y 
comunes de los pueblos así como los de beneficencia; Madoz fue responsable de la Ley 1 de Mayo de 
1855 sobre desamortización civil y eclesiástica. Al margen de los motivos de naturaleza política, los 
motivos de naturaleza social y económica no pueden ser obviados en las dificultades de los Estados a 
la hora de agravar su situación financiera. Alonso, José María y Gonzalo, Bernardo La asistencia 
social y los servicios sociales en España, 64-82. 
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económica preindustrial que abandonará progresivamente los presupuestos 
fisiócratas para dar paso al desarrollo capitalista moderno.  
En el ámbito de la asistencia pública, las consecuencias prácticas y políticas de 
la acción desamortizadora se concretaron en los siguientes sucesos: a) 
desplazamiento al poder central del protagonismo asistencial dada la crónica anemia 
financiera de los municipios; b) los efectos centralizadores fueron reforzados por la 
quiebra de los sistemas de previsión y mutualismo; c) la venta de los bienes de 
Hermandades, Cofradías e instituciones fuerzan al Estado a asumir las actuaciones 
enajenadas; d) pérdida de peso específico de la Iglesia en la acción social; e) en los 
medios rurales, la desaparición de conventos y monasterios (únicos apoyo 
asistencial) forzó emigraciones a grandes ciudades y a la mendicidad por los 
caminos.  
Los años cuarenta del Siglo XIX fueron de una relativa estabilidad favorecida 
por la continuidad en el gobierno de gabinetes moderados (década moderada) 
aunque la pobreza, como efecto de las contradicciones capitalistas, alcanza 
progresivamente naturaleza estructural. La Constitución de 1845 (reinado de Isabel 
II) es promulgada en un contexto de una cierta estabilidad política, momento que el 
estado capitalista moderno aprovechará para construir una estructura legislativo-
administrativa burguesa acorde a sus intereses. El pauperismo, sin embargo y en 
relación directa al desarrollo capitalista e industrial, se incrementa de forma muy 
preocupante en todo el país y muy especialmente en las grandes ciudades.  
Con una óptica moderantista, centralizadora e intervencionista se promulga la 
Ley de Beneficencia de 20 de junio de 1849 (ver anexo) que será posteriormente 
desarrollada por Reglamento en 1852. Manteniendo las líneas básicas de la Ley de 
1822, la nueva ley consolida la beneficencia como servicio público y apunta dos 
características fundamentales en su articulado, como son el intervencionismo estatal, 
la secularización y la disminución del papel protagonista del municipio frente al 
reforzamiento de la provincia y la administración central. Respecto al 
intervencionismo estatal, la Ley declara públicos todos los establecimientos salvo 
aquellos que se financien con fondos propios, donados o legados por particulares, 
(art. 1). Tal medida supone un paso más en la consolidación de la intervención 
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pública al poner al servicio de ésta los fondos de la asistencia particular. Esta 
secularización se vio reforzada por las sucesivas desamortizaciones ya citadas 
(Madoz en 1855), y por el alejamiento competencial de la acción municipal que 
únicamente es considerada para casos de “primeros auxilios” y canalizadora a 
instancias supramunicipales (art. 90 del Reglamento). No obstante, en el reparto de 
competencias propuesto (central, provincial y municipal), las Juntas de Beneficencia 
se consolidan en cada una de las instancias con voluntad coordinadora entre 
órganos administrativos. Para Marsal i Ferrer (2002: 190-191) esto supone para los 
municipios una pérdida evidente de competencias, autonomía y gestión, dado que 
tales capacidades serán asumidas directamente por el Gobierno o por sus agentes 
territoriales. En lo que respecta a la coordinación efectiva y relación política, la Ley 
favorece la participación de la Iglesia (miembro tonsurado en la vicepresidencia de 
Juntas generales y provinciales) y la participación benéfica privada mediante las 
“Juntas de Señoras” que coordinarán la atención a expósitos, lactancia domiciliaria y 
asistencia a domicilio. Pérez Ledesma (1988: 165) entiende que la presencia en las 
Juntas de las “damas de más elevada alcurnia” en las Conferencias de San Vicente 
de Paúl y en las juntas parroquiales facilitadas por la Ley representa un claro retorno 
a la caridad privada y a la recristianización24. 
Respecto a la práctica asistencial de la Ley de Beneficencia de 1849, sus 
aportes fundamentales son: a) finalidad pública de la asistencia; b) organización 
administrativa centralizada y sujeta al principio de coordinación; c) financiación 
mediante fondo patrimonial común compuesto por bienes públicos y privados y 
consignados en los presupuestos provinciales y municipales; d) sometimiento a 
                                                 
24
 La Iglesia durante el siglo XIX vivió los procesos de liberalización política como un intento de 
desplazamiento de lo que habían sido sus espacios sociales y simbólicos tradicionales. El surgimiento 
de las políticas higienistas (consideremos la presencia de un médico y un cirujano en las Juntas 
Municipales de Beneficencia de la ley de 1822), que fortalecían la presencia de la medicina en los 
diagnósticos sobre la pobreza, y las desamortizaciones, que les privaban de medios de financiación y 
presencia política, supusieron verdaderos “caballos de batalla” en su resistencia por limitar su 
actividad a los espacios de salvación y trascendencia. En determinados casos su oposición fue de tal 
magnitud que no dudaron en apoyar a las corrientes ideológicas más conservadoras, como fue el caso 
del carlismo, con la intención de impedir el progreso social, científico, económico y político. Sarasa 
(1993: 137), al respecto, nos dice: “La resistencia la ofreció apoyando al carlismo, e intentando frenar 
la influencia de las teorías científicas que esgrimían los médicos. Contra éstas esgrimió una 
multiplicación de supuestas apariciones de la Virgen y de curaciones milagrosas que intentaban ser 
palpables demostraciones de que la vida y la muerte están exclusivamente en manos de Dios”  
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régimen presupuestario y contable de las Juntas; e) oferta de prestaciones gratuitas 
como norma general sujeta a excepciones; f) el ingreso en las instituciones es de 
carácter voluntario y sin sometimiento a régimen disciplinario o correccional.  
En cuanto a los sistemas de protección de las leyes de beneficencia (1822 y 
1849), éstas dotaron del instrumento político para amortiguar los sufrimientos de los 
más débiles, aunque es igualmente cierto que la inestabilidad política, la guerra 
carlista, las desamortizaciones y el déficit de la hacienda pública consumían la mayor 
parte de recursos y energía política para la asistencia a los pobres. A modo de 
síntesis, se puede afirmar que en el periodo que transcurre entre las Constituciones 
de 1812 y 1837, la asistencia social se consolida en nuestro país como instrumento 
que busca la paz social frente al pauperismo y el radicalismo obrero, permitiendo el 
acceso a un Estado burgués como fase previa de lo que será el capitalismo 
industrial.  
En el plano de lo político, las dificultades sociales y económicas a finales del 
reinado de Isabel II propician la Revolución de 1868 (La Gloriosa). Dicho movimiento 
causó el destronamiento de la Reina y se convirtió en símbolo de identidad del 
liberalismo democrático. La desaparición de la Reina fuerza la promulgación de la 
Constitución liberal de 1869 que incorporará grandes avances en la conquista de 
libertades civiles y derechos individuales. Híbrida de las redactadas en 1812 y 1837, 
la Constitución de 186925 transmite en toda su extensión disposiciones 
liberalizadoras relativas al sufragio universal, libertad de imprenta, de reunión, de 
asociación, residencia, inviolabilidad del correo, enseñanza y cultos (Tusell 2001b. 
136-137). El último cuarto del XIX se caracterizará por tanto por su agitación política 
y social: Reinado de Amadeo de Saboya (1870-1873), promulgación de la I 
República (febrero de 1873), golpe de Estado del General Pavía (enero de 1874) y 
Restauración Borbónica (Alfonso XII, Manifiesto de Sandhurst diciembre de 1874) y 
la Constitución de 187626. Tras una época de paz con alternancia política liberal-
                                                 
25
 La constitución de 1869, en comparación con las precedentes, define con mayor amplitud y 
precisión los derechos civiles, ocupando la discusión sobre los mismos (30 artículos) la  mayor parte 
de las deliberaciones durante su redacción.  
26 La Constitución de 1876 elaborada por Cánovas del Castillo fue la más duradera de la España 
liberal. La Constitución se caracterizó por su corta extensión (13 Títulos y 89 Artículos) y su 
fundamento ideológico liberal. La declaración de derechos era semejante a la de 1869 y permitía la 
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conservadora (Cánovas y Sagasta), el período de estabilidad declinará a finales de 
siglo con el desastre del 98 y posterior dictadura de Primo de Rivera en 1923 (Tusell 
2001c: 161).  
En paralelo a los sistemas de protección emanados de las leyes de 
beneficencia, la esencia filosófica del moderantismo burgués inicia una progresiva 
disolución de los sistemas de protección para la masa trabajadora27. Los gremios y 
cofradías (especialmente los vinculados a la Iglesia) son ampliamente criticados por 
los ilustrados por contrarios al espíritu burgués y, por lo tanto, al desarrollo 
económico y libre circulación de hombres, mercancías y empresa (Trinidad 
Fernández 1988: 115). La desaparición de las bases morales y materiales de 
protección colectiva, unidas a la centralización política, desamortizaciones sin 
rendimiento (burguesía agraria) e incremento de políticas de previsión individual, 
abren la puerta de una nueva ética burguesa donde los valores de austeridad, 
previsión y ahorro, buscan superar las formas de ayuda basadas en el modelo 
preindustrial gremial. A la par que la burguesía adquiere peso social y político, el 
pauperismo industrial y rural coincide en el tiempo como fuerza antagonista. La 
búsqueda de coexistencia entre reformismo burgués y conflictividad obrera será el 
origen de los lo que más adelante se denominará “la cuestión social” 28 (Palacio 
Morena 1988: 4-6).  
                                                                                                                                                         
libertad de cultos. La estabilidad del período fue debida a la instauración del sistema de gobierno por 
turnos canovista que impidió la identificación de la monarquía con tan solo una tendencia política, la 
integración de la mayor parte de las fuerzas políticas, la represión de los internacionalistas obreros, la 
actitud sumisa de los sindicatos de clase y la finalización de las guerras carlistas a primeros de 1876.  
27
 El cambio liberal desmontó los sistemas de protección desarrollados en el Antiguo Régimen y llevó 
a la disolución las asociaciones gremiales: “frente al problema de la seguridad económica de la masa 
popular, el pensamiento burgués propone inicialmente una solución de su estirpe: la previsión 
individual mediante el ahorro. El Estado lo favorece promoviendo el espíritu previsor y las entidades 
de ahorro popular, especialmente la Caja de Ahorros, de viejas raíces (pósitos, Montes de Piedad). 
Por una Real Orden de 17 de abril de 1839 se prescribe la extensión de dicha institución, con el Monte 
de Piedad, a todas las provincias”. Casado, Demetrio, “Antecedentes históricos de la política social en 
España”, en Política Social, editado por McGraw Hill, 25. 
28
 La “cuestión social”, herencia de la “cuestión agraria” del siglo XVIII, hace referencia, conforme 
avanza el XIX, “a los problemas que atañen directamente a las relaciones entre obreros y patronos, 
los conflictos en torno a las mismas y todo lo que incumbe a la situación  y condiciones de vida de los 
trabajadores. Abarca también múltiples derivaciones y conexiones sociales con el problema obrero”. 
Como indica Palacio Morena: “El problema social, bajo el aspecto económico, es el problema de la 
miseria; bajo el científico, es el de la ignorancia; bajo el religioso, el de la impiedad o de la 
superstición; bajo el moral, el del vicio, etc.” Palacio Morena, JI, La institucionalización de la Reforma 
Social en España (1883-1924), 4-6. 
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 Los siglos XVIII y XIX en España representan fielmente la colisión de fuerzas 
sociales, económicas, y/o políticas que embridan adecuadamente con la idea de 
“Campo”. Posicionándose nítidamente en la arena del poder, Pierre Bourdieu define 
Campo como “el espacio de las relaciones de fuerza entre agentes o instituciones 
que tiene en común poseer el capital necesario para ocupar posiciones dominantes 
en los diferentes campos” (2005: 319-320). En el caso de los (des)equilibrios 
políticos que acompañan los siglos XVIII y XIX, manifestados en la legislación 
benéfica (1822 y 1849) y alternancias de poder (Constitución liberal de1812; 
Constitución liberal de 1837; Constitución moderada de 1845; Constitución liberal de 
1869; Regencia de Amadeo de Saboya 1870-1873; Primera República, 1873; 
Regencia de Alfonso XXII, 1874-1901; Constitución liberal de 1876; Golpe de Primo 
de Rivera, Reinado de Alfonso XIII y Segunda República 1923-1931), la política 
refleja rotundamente la existencia de Campos antagónicos que como redes de 
relaciones objetivas e históricas pugnan por definir simbólicamente un mundo social. 
A pesar de los avances liberales la Iglesia Católica, en connivencia subterránea con 
las oligarquías, definirá las políticas asistenciales y pugnará con el Estado en 
defensa de prerrogativas económicas y monopolios (salvación y educación) que 
había disfrutado durante siglos. Cómo ya se ha advertido, desde finales del Siglo XIX 
Política e Iglesia, o poder civil y trascendente, encontrarán en la Cuestión Social 
fórmulas antagónicas para asistir a aquellos que se encuentran abocados a la 
miseria, el infortunio y la falta de expectativas. 
  
2.3  El estado y la Iglesia frente a “la cuestión social” 
 
Los inicios del reformismo español se sustancian en tres acontecimientos que 
posibilitan la progresiva institucionalización de los sistemas modernos de protección; 
estos son la creación de la Comisión de Reformas Sociales (1883), la promulgación 
de la Encíclica Papal Rerum Novarum (1891) y la expansión de la Internacional 
Socialista que toma como punto de partida el Manifesto Comunista publicado por 
Marx y Engels en 1848.  
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 Recurriendo a la historia como forma de conciencia colectiva, a finales del 
siglo XIX la “cuestión social” adquiere una progresiva relevancia favorecida por 
sucesos de orden económico, social y político coincidentes en el tiempo. Algunas de 
las dificultades que explican las tensiones existentes a finales del XIX se justifican en 
las prácticas oligárquicas y caciquiles en el campo, la crisis de los gobiernos de turno 
liberal-conservador y las guerras (Tercera Guerra Carlista, sublevación cantonal y 
guerra de los 10 años en Cuba), estas últimas durante el período de vigencia de la 
Primera República (1873-1874). A la inestabilidad económica y política se une la 
expansión de las ideas socialistas y anarquistas que, mediante la dialéctica de lucha 
de clases, atraen a la masa obrera. Sánchez Jiménez (1991) expone la crudeza de la 
vida proletaria en estos términos:  
 
“Con jornadas de trabajo de doce a quince horas diarias, una vez superado o 
aminorado el inicial destajo, en locales insalubres, mal ventilados y sin servicios 
mínimos, la industria algodonera catalana, por ejemplo, emplea unos 100.000 
trabajadores –casi dos tercios de la población activa industrial de España– sin 
apenas algún tipo de seguridad en el empleo, puesto que cualquier crisis 
provocaba la caída vertical de producción y el consiguiente despido laboral „[….] 
concretando todavía más el miserable nivel de vida de las familias obreras que 
acceden a Barcelona, la diferencia entre sus gastos e ingresos en medio del 
hacinamiento que la producción fabril había provocado en muy corto espacio de 
tiempo, la dieta alimenticia, básicamente de pan, patatas, habichuelas y alguna 
sardina salada, que se llevaban más del 50 por ciento de los ingresos totales, y 
la contrapartida de 19,6 años de vida media del pobre frente a los casi 40 años 
del rico”. (Sánchez Jiménez 1991: Vol. I 482-484) 
 
Situaciones como las descritas, unidas a tensiones políticas sobrevenidas 
(ilegalización de asociaciones políticas y estado de excepción impuesto por Cánovas, 
sucesos de la Mano Negra en Andalucía e incremento de la violencia anarquista) 
transmiten la necesidad de generar un pacto social donde movimiento obrero y 
reformismo burgués se aproximen bajo fórmula de consenso denominada 
“reformismo social”29. Establecida la Restauración Borbónica y en fase de apertura 
                                                 
29
 Aunque el desarrollismo industrial hiciera pensar que la conflictividad más enquistada se encontrara 
en el sistema industrial urbano, es el campo, sin embargo, el que soporta mayores índices de 
inestabilidad como consecuencia de las prácticas oligárquicas en los latifundios andaluces. Al margen 
de los polos de conflicto en Cataluña y Madrid, serán las huelgas e insurrecciones periódicas en el sur 
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política con gobierno de Posada Herrera, un amplio programa de reformas sociales y 
políticas (sufragio universal, fomento de la instrucción pública, reforma fiscal) 
pretende cerrar un período de abstencionismo estatal que aborde de forma seria y 
sistemática la situación de los más necesitados. Ante el imperativo de la intervención 
estatal Segismundo Moret, a la sazón Ministro de Gobernación, crea la Comisión de 
Reformas Sociales (CRS) mediante Real Decreto de 5 de diciembre de 1883, “con el 
objeto de estudiar todas las cuestiones que directamente interesan a la mejora o 
bienestar de las clases obreras, tanto agrícolas como industriales, y que afectan a las 
relaciones entre el capital y el trabajo”30.  
El Decreto de Moret busca realizar la “revolución desde arriba” facilitando el 
encuentro entre el movimiento obrero y reformismo burgués con clara orientación 
bismarkiana31. El mismo Antonio Maura, reconocido regeneracionista y conservador, 
es consciente del necesario encuentro entre capital y proletariado para evitar la 
brecha social llegando a creer necesario: “efectuar la revolución desde arriba, para 
evitar que otros (el proletariado) [sic] la hagan desde abajo” (Palacio Morena, 2000: 
427). 
En términos asistenciales y de protección, la CRS supone un paso fundamental 
en la historia de los sistemas de protección y amparo a los más débiles; sus logros 
permiten pensar que gran parte de los avances que hoy le son propios a la acción 
social y los servicios sociales “cuentan ya con una reflexión colectiva, a finales del 
XIX” (Alemán 2004: 162). Con el paso de los años, la creciente complejidad del 
problema social y las competencias adquiridas la CRS se transforma el Instituto de 
Reformas Sociales (abril del 1903). Esta institución se reconvertirá a su vez, cinco 
                                                                                                                                                         
las que extenderán un clima de tensión al resto del país utilizando en ocasiones líneas de acción 
espontáneas y violentas. Respecto a la importancia de las luchas obreras en el sur de España, se 
recuerda la obra de Juan Díaz del Moral Historia de las agitaciones campesinas andaluzas (1929), en 
las que el Notario de Bujalance relata las luchas campesinas en Córdoba.  
30
 Artículo 1º del Real Decreto de 5 de diciembre de 1883 por el que se crea la Comisión.  
31
 Con el mismo interés por evitar que las masas tomaran por la fuerza lo que el Estado liberal les 
negaba, Otto von Bismark, Canciller de Alemania, comienza a legislar en material social en 1883. Esta 
estrategia reformista será un proceso que se generalizará posteriormente al resto de Europa. Aunque 
la política de Bismark durante la República de Weimar pudiera parecer progresista, el II Reich se 
caracteriza por la alianza de las clases medias y altas contra la masa de trabajadores. Soriano, R., 
Historia Temática de los Derechos Humanos, 358.  
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años más tarde, en el Instituto Nacional de Previsión (INP) que en 1908 será órgano 
independiente e importante instrumento de reforma social de la época.  
La importancia del INP no puede ser desdeñada en la historia de la protección 
social española, al ser el órgano que da carta de naturaleza al Derecho Laboral a 
través de una intensa legislación en materia social. El INP, partiendo de legislación 
preexistente sobre Accidente de Trabajo y regulación laboral de mujeres y niños 
(ambas de 1900), incorpora legislación sobre trabajos nocivos o peligrosos para 
mujeres y niños (1908), contrato de aprendizaje (1911), fijación de jornadas máximas 
en las minas (1910 y 1912), textil (1913), construcción (1918), jornada de ocho horas 
al día y cuarenta y ocho semanales en todos los trabajos (1919), retiro obrero 
obligatorio (1919) y paro y seguro de maternidad (1922) entre otras (Palacio Morena 
2000: 447).  
Al margen de posiciones estatalistas o de doctrinarismo liberal, los institutos de 
reforma social fueron instituciones únicas y originales en una Europa que imponía el 
modelo imperial bismarkiano. Uno de los mejores ejemplos es la creación del Retiro 
Obrero en 1919; punto de inflexión entre seguros sociales y beneficencia pública que 
como conquista proletaria inicia los seguros sociales financiados a través de 
cotizaciones empresariales y aportaciones del Estado. Según Álvarez Junco (1988: 
152), los sistemas de legislación laboral y previsión emanados de la CRS pueden ser 
considerados según como “la primera y más espectacular ruptura con el hasta 
entonces intocable principio de laissez faire”. 
En paralelo a los cambios en el orden económico y político, un serie de 
novedades importantes acontecen en el ámbito de la Iglesia a través de sus 
pronunciamientos conciliares. La publicación de la encíclica Rerum Novarum (ver 
anexo) remueve las bases de una iglesia anclada en una práctica continuista y 
tradicionalmente indiferente a los cambios de naturaleza política que no le eran 
lesivos. La encíclica, publicada en 1891, actualiza la posición de la Iglesia frente a 
temas tan polémicos como la cuestión obrera, el trabajo de los niños, la aparición del 
socialismo, la propiedad privada, el asociacionismo o el salario. El nuevo talante de 
Roma ante la cuestión social, incluye una posición crítica al liberalismo al que hace 
responsable de las condiciones de miseria, desprotección e injusta relación de 
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sumisión de obreros frente a patronos. La pastoral, aunque novedosa y algo 
desequilibrante de acuerdo a la tradición romana, fue aceptada de forma unánime 
por la comunidad cristiana aunque, en el caso de España, la oposición a las nuevas 
ideas de la Encíclica llegaron a tal punto que los obispos españoles, salvo el de Vic, 
no la hicieron pública a sus feligreses en actitud reaccionaria frente a la reorientación 
moral vaticana (Sarasa 1993: 142).  
Definiendo la miseria proletaria y el desequilibrio entre clases en términos 
inéditos para la época, la encíclica expresa:  
 
“Es urgente proveer de la manera oportuna al bien de las gentes de 
condición humilde, pues es mayoría la que se debate indecorosamente en una 
situación miserable y calamitosa, ya que, disueltos en el pasado siglo los 
antiguos gremios de artesanos, sin ningún apoyo que viniera a llenar su vacío, 
desentendiéndose las instituciones públicas y las leyes de la religión de nuestros 
antepasados, el tiempo fue insensiblemente entregado a los obreros, aislados e 
indefensos, a la inhumanidad de los empresarios y a la desenfrenada codicia de 
los competidores” (Rerum Novarum 1891, Punto 1) 
 
Respecto al trabajo de mujeres y niños, la encíclica reprocha igualmente los 
excesos producidos por el incipiente capitalismo; el texto lo expresa así:  
 
“Finalmente, lo que puede hacer y soportar un hombre adulto y robusto no 
se le puede exigir a una mujer o a un niño. Y, en cuanto a los niños, se ha de 
evitar cuidadosamente y sobre todo que entren en talleres antes de que la edad 
haya dado el suficiente desarrollo a su cuerpo, a su inteligencia y a su alma” 
(Rerum Novarum, Punto 31).  
 
Para la encíclica, la crudeza en el trato a mujeres y menores pone de 
relevancia la tragedia del pauperismo industrial como una de sus más 
deplorables manifestaciones. Aunque la lectura completa de Rerum Novarum 
transmite un “prurito revolucionario” que conecta economía con política y 
política con procesos de acumulación ilegítima, no hay que perder de vista que 
la demanda de justicia se produce en un momento de despliegue imparable del 
socialismo ateo que relaja los códigos morales de los obreros, los cohesiona y 
contribuye al origen de la contienda. 
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A finales del XIX no es un secreto que el socialismo viene a aportar conciencia 
crítica y herramientas dialécticas a la masa trabajadora que establece una 
correspondencia entre el exceso liberal y los radicalismos obreros. La encíclica no 
ignora esta situación y afirma, de manera mesurada y crítica a la vez, la relación 
causa-efecto entre las condiciones de miseria y la penetración en el pueblo de ideas 
ateas y desestabilizantes. El texto conciliar lo expresa así:  
 
“Los socialistas, atizando el odio de los indigentes contra los ricos, tratan 
de acabar con la propiedad privada de los bienes, estimando mejor que, en su 
lugar, todos los bienes sean comunes y administrados por las personas que 
rigen el municipio o gobiernan la nación. Creen que con este traslado de los 
bienes de los particulares a la comunidad, distribuyendo por igual las riquezas y 
el bienestar entre todos los ciudadanos, se podría curar el mal presente. Pero 
esta medida es tan inadecuada para resolver la contienda, que incluso llega a 
perjudicar a las propias clases obreras; y es, además, sumamente injusta, pues 
ejerce violencia contra los legítimos poseedores, altera la misión de la república 
y agita fundamentalmente a las naciones”. (Rerum Novarum 1891, Punto 2) 
 
A pesar de la renovación que supone para la Iglesia una posición más sensible 
al obrerismo y al interés por la sabia gestión de la “cuestión social”, Rerum Novarum 
como carta magna del catolicismo social (Cuadrón et al 1996: 9), refleja una visión 
cándida e ingenua del conflicto que deriva de la Revolución Industrial. La historia ha 
demostrado, en última instancia, que las consecuencias de la industrialización no 
fueron evitadas desde la publicación urbi et orbi de sus posicionamientos sociales. Lo 
que la economía política sí terminó demostrando, muy al contrario, es que el homo 
homini lupus (Hobbes, 1651) ordena la economía durante el Siglo XIX y parte del XX 
imponiendo condiciones indignas de producción, explotando la miseria y alimentando 
importantes tensiones políticas y sociales que estarían aún por llegar.  
Si se observa con detenimiento los acontecimientos de orden social y político 
del último cuarto de siglo del XIX en España, observamos que tanto la creación de la 
Comisión de Reformas Sociales (1883) como la publicación de Rerum Novarum 
(1891), modifican notablemente los presupuestos básicos que explican los orígenes, 
y aproximación simbólica al mundo de la pobreza. Tanto desde lo político como 
desde lo económico y trascendente, los últimos años del siglo diecinueve suponen el 
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paso de los modelos benéficos graciables a la incorporación progresiva de los 
seguros sociales como forma indirecta de aliviar el desigual reparto de plusvalías. Se 
puede afirmar, siguiendo a Alemán y Fernández (2006: 184), que las políticas 
emanadas del reformismo de finales del XIX definen el nacimiento de los Estados de 
Bienestar modernos en Europa. Como veremos más adelante, la llegada de la II 
República supondrá un avance del progresismo político que alcanzará cotas de 
libertad nunca conocidas.  
La promulgación de la II República el 14 de abril de 1931 (la Constitución se 
aprueba el 9 de diciembre) trata de reaccionar al clima de tensión política 
(republicano-monárquica) y al colapso  económico del Crack del 29. La vigencia de la 
República se caracterizó por su inestabilidad política y el compromiso de poner orden 
en un contexto ideológicamente extremo en el que la tensión entre fuerzas 
conservadoras y organizaciones obreras era cada vez mayor. Su relativa corta vida 
ocupó a tres gobiernos políticamente diferentes: social-azañista 1931-1933, radical-
cedista 1934-1936 y del Frente Popular 1936-1939, considerado éste último el de 
corte más progresista32. En el plano de lo político, durante los gobiernos primero y 
tercero, se emprendieron una serie de medidas que generaron tensiones entre las 
filas conservadoras al ver lesionados derechos considerados históricos de acuerdo a 
su condición. Algunas de las modificaciones y recortes que afectaron a los poderes 
fácticos fueron las siguientes: limitación de los abusos en las contratación de 
braceros, Reforma Agraria (considerada muy lesiva por los terratenientes), 
separación Iglesia-Estado, exigencia de impuestos al clero, reforma del ejército 
                                                 
32
 El Frente Popular se caracterizó por su oposición a la monarquía, su anticlericalismo y su 
reconocimiento a la autonomía de los territorios históricos. Durante la vigencia de su gobierno, el 
Frente Popular (1936) realizó propuestas claramente avanzadas para la época. Me permito recordar a 
Federica Montseny, titular del primer proyecto de regulación del aborto como Ministra de Sanidad 
entre 1936 y 1937, proyecto que no se llegó a aprobar. En esta misma línea la Segunda República 
aprobó la Ley del Divorcio el 2 de Marzo de 1932 con una primera sentencia el 6 de septiembre de 
1932. Desde la aprobación de la Ley, hasta el 31 de Diciembre de 1933, se presentaron en los 
Juzgados Españoles 7.059 peticiones de divorcio y 832 de separación. Recayó sentencia sobre 4.096 
demandas de divorcio y 521 separaciones, concediéndose 3.546 divorcios y 447 separaciones. Estos 
derechos fueron abolidos por el franquismo por Decreto de 2 de Marzo de 1938 y Ley de 23 de 
Septiembre de 1939, dejando vigentes los antiguos artículos del Código Civil que hacían referencia al 
matrimonio. Tales derechos no pudieron volver a ejercerse hasta la llegada de la democracia a 
nuestro país. Lezcano, R. El divorcio en la Segunda República, 265-282. 
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hipertrofiado y la promulgación del Estatuto de Autonomía de Cataluña como entidad 
histórica con capacidad de autogobierno.  
La República sufrió importantes tensiones internacionales y domésticas que 
limitaron el alcance de los objetivos sociales y políticos propuestos. Entre las 
internacionales, la crisis económica del 1929 que llegó a España con ligero retraso 
pero afectó de lleno al desarrollo de la política social; en cuanto a las internas, su 
corta vigencia (5 años) que impidió el desarrollo legislativo para garantizar derechos; 
todo ello aderezado por la inestabilidad política de los sucesivos cambios de 
gobierno que impidieron desarrollar un programa social tan ambicioso como 
desconocido para la época.  
Aunque las dificultades fueron muchas, la Constitución Republicana se 
caracterizó por incorporar en su texto derechos de gran potencialidad político-social 
que se caracterizaron por la internacionalización de su texto (Constitución de 
Weimar) y por la constitucionalización de la cuestión social. Ésta será una de las 
características más importantes en la Constitución de 1931 (ver anexo) al romper la 
inercia de constituciones precedentes e incorporar la responsabilidad del Estado 
frente a los problemas sociales. El programa social básico de la República se 
sustancia en el artículo 46 que garantiza “a todo trabajador las condiciones 
necesarias para una existencia digna” con extensión a garantías sobre la vejez, 
enfermedad o paro forzoso, entre otros33. Algunos de los artículos que garantizan 
derechos sociales y libertades fundamentales son los siguientes: libertad de 
expresión (art. 34), reunión (art. 38), asociación y sindicación (art. 39), igualdad de 
sexos, asistencia y protección a enfermos, ancianos, protección a la maternidad e 
infancia (art. 43), derechos laborales y de previsión (arts. 46 y 47), enseñanza 
obligatoria y gratuita en primer nivel, libertad de cátedra y carácter laico (art. 48). 
                                                 
33
 Dada la importancia del artículo 46 de la Constitución republicana de 1931, considero oportuno 
incorporar aquí su integridad: “El trabajo, en sus diversas formas, es una obligación social, y gozará 
de la protección de las leyes. La República asegurará a todo trabajador las condiciones necesarias de 
una existencia digna. Su  legislación social regulará: los casos de seguro de enfermedad, accidentes, 
paro forzoso, vejez, invalidez y muerte; el trabajo de las mujeres y los jóvenes y especialmente  la 
protección a la maternidad; la jornada de trabajo y el salario mínimo y familiar; las vacaciones anuales 
remuneradas: las condiciones del obrero español en el extranjero; las instituciones de cooperación, la 
relación económico-jurídica de los factores que integran la producción; la participación de los obreros 
en la dirección, la administración y los beneficios de las empresas, y todo cuanto afecte a la defensa 
de los trabajadores” 
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Otras legislaciones (Ley de vagos y maleantes de 25 de abril de 1933)34, en cambio, 
se orientaron a la represión y control de la mendicidad poniéndose en práctica los 
carnés de pobre y fichas policiales (ver anexo) (De la Red y Brezmes 2003: 134).  
El propósito republicano, raquíticamente entendido y nunca apoyado por los 
patronos, fue materializar un Estado benefactor y mediador en los conflictos de clase 
intentado que éstos asumieran un papel colaborador y pacificador en la construcción 
del Estado (Cruz Martínez 1990: 361). La Constitución Republicana supondrá por 
tanto un paréntesis en la historia de los sistemas de protección español de acuerdo 
con su política económica y social progresista. La experiencia de la II República se 
agotará por las tensiones políticas que culminan con el levantamiento rebelde del 
General Franco en 1936; el pronunciamiento dará al traste con el proyecto 
progresista que llegó a materializar avances sociales y políticos propios de los 
Estados de Bienestar tras la Segunda Guerra Mundial.  
Si a modo de epílogo incorporamos el analisis estructural de Bourdieu al 
período que transcurre entre mediados del Siglo XIX y primer tercio del XX, se 
confirma la hipótesis por la cual la teoría del conocimiento no está desconectada de 
la teoría política. La práctica del análisis estructural, comprende las prácticas sociales 
como resultado de la ruptura con las tradiciones que encorsetan y limitan el acceso a 
la realidad (objetivismo, fenomenología, constructivismo). La construcción social es, 
por tanto, una construcción donde lo individual y lo colectivo se definen en una 
relación de conflicto manifiesto o latente por el uso legítimo de espacios de poder. 
Pero, ¿cómo debe entenderse una tradición donde lengua, cultura, mito, arte, 
ciencia, religión o justicia son instrumentos que dotan de sentido a lo cotidiano y 
ordenan las prácticas? El recurso será básicamente la fusión de las tradiciones 
interpretativas neokantiana, estructuralista y crítica en el manejo de los instrumentos 
simbólicos contenidos en la historia. En el caso de las dos primeras (neokantiana y 
                                                 
34
 El proyecto de Ley de Vagos y Maleantes fue presentado en el Gobierno de Azaña manteniendo el 
concepto de vagancia como delito, posteriores reformas consintieron limitarlo a meros “estados 
peligrosos” susceptibles de ser sometidos a medidas de seguridad. Según la ley eran considerados 
peligrosos los vagos habituales, rufianes y proxenetas, aquellos que viven del esfuerzo ajeno, los 
mendigos profesionales, los que viven de la mendicidad ajena, putas, menores, enfermos mentales o 
lisiados, ebrios, toxicómanos, traficantes de drogas y armas, todos aquellos que tengan trato asiduo 
con delincuentes y gentes de mal vivir, etc. Gaceta de Madrid, número 217 del 5 de agosto de 1933, 
Ley de Vagos y Maleantes, Capítulo I, artículo 2. 
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estructuralista), los símbolos e instituciones son instrumentos de integración social y 
consenso en cuanto instrumentos de conocimiento, comunicación y enculturación 
(Rey, Rerum Novarum, Comisión de Reformas Sociales…); en la tradición crítica, al 
contrario, los símbolos se transforman en instrumentos de dominación donde los 
intereses particulares se representan como generales y lengua, cultura, mito, religión, 
etc., devienen en mediadores del poder acumulado por esos mismos agentes y/o 
instituciones (Bourdieu 2000b: 51).  
Sin pretender una ruptura en el análisis estructural pero adelantándome a 
experiencias históricas que si lo contienen, el siguiente epígrafe incorpora Guerra 
Civil y dictadura como etapa larga y yerma donde las políticas asistenciales quedan 
condicionadas a la autárquica franquista y a una iglesia impasible al trauma de una 
guerra entre hermanos.  
El Cuadro 3, a continuación, incorpora los sucesos más relevantes del periodo 
1759-1936.  
 




Constitución Liberal de Cádiz 1812. Primera constitución española. 
 
1814 Restauración de Fernando VII. Implantación del absolutismo y derogación  
de la Constitución de 1812. 
 
1820 Levantamiento de Riego en Las Cabezas. Retorno Constitución de 1812. 
 
1822 Ley de Beneficencia de 1822. 
 
1833 Muerte de Fernando VII. Su hija Isabel de tres años hereda el trono. Su  
madre, María Cristina, ejerce de Regente hasta la mayoría de edad de  
Isabel. 
 
1833 - 40 Derogación de la Ley Sálica, Pragmática sanción y Guerra Carlista  
(conflicto sucesorio entre Carlos María Isidro e Isabel II) “Guerra de los siete 
 años”. 
 
1837 Constitución liberal 1837. Revisa el articulado de la Constitución de Cádiz. 
Desamortizaciones de Mendizábal (Reales Decretos de 19/2/36 y 29/7/37). 
1845 Nueva Constitución 1845, moderada. Narváez toma el poder.  
 
1849  Ley de Beneficencia de 1849. 
 
1854 Reacción liberal a los gobiernos moderados. Retorno de Espartero.  
 
1855 Desamortización de Madoz (Ley 1 de mayo de 1855) 
 
1869 Nueva Constitución, liberal, denominada “La Gloriosa”. Primera constitución  
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Fuente: Elaboración propia 
 
 
2.4  Levantamiento militar y franquismo: El retorno a la beneficencia 
 
La guerra civil en España disuelve de manera traumática los avances y libertades 
promovidos por los gobiernos de la República (1936-1939). Al margen de la 
convulsión que produjo la guerra en la ciudadanía durante los cuatro años de 
conflicto, los sistemas de protección social no desaparecieron en ninguno de los dos 
bandos durante los años de contienda. En el bando republicano se organizo el 
llamado “Socorro Rojo” o “Socorro de Invierno”, mientras que en la Zona Nacional se 
crea el “Auxilio Social”35. Fueron precisamente las necesidades producidas por la 
                                                 
35 El Auxilio Social es creado en Valladolid el 30 de octubre de 1936 como Auxilio de Invierno, tras la 
Unificación Política realizada por Franco se transformará oficialmente en los Servicios Sociales de 
Falange. Su nacimiento se identifica con la revolución nacional-sindicalista, comulgando con una 
filosofía de abnegación, sacrificio y entrega personal por el trabajo. El Auxilio Social fue un reflejo de la 
Winterhilfe alemana (Socorro de Invierno) de la que obtiene sus estructuras organizativas, estética, 
emblemas e ideología. La organización caritativa desborda la concepción meramente asistencial para 
convertirse en extensión del partido e instrumento de manipulación política. Cerdeira Gutiérrez, I “Los 
Servicios Sociales del franquismo a la Constitución”. García Padilla, M., “Historia de la acción social: 
democrática. Incorpora el sufragio universal y declaración de derechos  
individuales. Los liberales buscan un nuevo Rey. 
 
1873 El General Pavía disuelve el Congreso mediante pronunciamiento en enero. El 11 de 
febrero se promulga la Primera República. 
 
1874 Martínez Campos da comienzo a la Restauración Borbónica. Alfonso XII  
ocupa el Trono (diciembre). 
 
1876 Constitución liberal de 1876. Época de estabilidad política mediante  
gobiernos de turno Cánovas - Sagasta. 
 
1883 Creación de la Comisión de Reformas Sociales.  
 
1891 Publicación de Rerum Novarum por León XIII. 
 
1908 Creación del Instituto Nacional de Previsión 
 
1923 Agotamiento del sistema “Canovista” y sucesos de Marruecos. Golpe de Estado de Primo 
de Rivera. El general preside el Gobierno con el apoyo de Alfonso XIII. 
 
1931 Proclamación de la Segunda República el 14 de abril. El Rey abandona el país. 
 
1936 El Frente Popular gana las elecciones. Oposición derecha-izquierda representada por la 
CEDA y el Frente Popular (coaliciones de partidos). 
Franco se subleva el 18 de julio, inicio de la guerra civil. 
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guerra las que favorecieron la creación e incremento de nuevos sistemas de 
protección que, como el caso de la Sección Femenina de Falange Española, fue 
consolidada una vez finalizado el conflicto. A modo de ejemplo y en la inercia por 
proteger determinadas necesidades (en este caso incrementadas a consecuencia de 
la guerra), el bando nacional creó en el año 1938 la Organización Nacional de Ciegos 
Españoles36. Dicha organización contribuyó en el contexto precario de la guerra, a 
paliar las dificultades de los ciegos a través de “unas papeletas o boletos perforados 
para poder separarlos unos de otros (cupones), que valen diez céntimos, numerados 
del 1 al 1.000 que, sorteados diariamente en cada provincia, adjudican entre sus 
compradores un premio mayor de 25 pesetas y nueve terminaciones de 2,50 ptas. 
(Gutiérrez de Tobar 1988: 17). 
Finalizada la contienda, una represión extrema terminó sacando de circulación a 
todos aquellos que se habían significado como republicanos37. Líderes obreros, 
burguesía ilustrada, políticos y sindicalistas de izquierda que no habían muerto en el 
campo de batalla se habían exiliado; aquellos que quisieron o no tuvieron más 
                                                                                                                                                         
Seguridad Social y asistencia (1939–1975)”, Historia de la acción social pública en España. 
Beneficencia y previsión, 431.  
36
 Se puede considerar a Javier Gutiérrez de Tobar y Beruete el unificador de las distintas formas y 
presentaciones de “rifas” y cupones en España, además de ser el primer Jefe Nacional de la ONCE. 
Gutiérrez de Tobar pertenecía a una familia de militares y se entrevistó con Queipo de Llano en Sevilla 
para solicitar la implantación del cupón en las provincias andaluzas a través de la asociación “La 
Hispalense”. La perseverancia de Gutiérrez Tobar y sus colaboradores sirvieron para que Martínez de 
Bedoya, Director General de Beneficencia y Obras Sociales, presentara a Serrano Suñer el proyecto 
de creación de la Organización que fue aprobada en el Consejo de Ministros de 11 de diciembre de 
1938. Garvía, R., En el país de los ciegos: La ONCE desde una perspectiva sociológica, 63-68. 
37
 “A los aproximadamente 300.000 muertos en los campos de batalla hay necesariamente que sumar 
los 270.000 españoles presos y los más de 100.000 que sufrían campos de concentración o pervivían 
en los “batallones de trabajadores”; no se puede ignorar en esta suma el exterminio como medida de 
terror y venganza en aplicación del principio político de exterminar al enemigo. Según cifras más bien 
escasas, entre 1939 y 1950 las ejecuciones oscilaron entre 28.000 y 30.000. Pero si a las mismas se 
suman las 630.500 pérdidas por sobremortalidad (enfermedades, desnutrición, etc.) consecuencias de 
la guerra –grandes desde 1937 en la zona republicana y hasta 1943 en toda España- queda de sobra 
rebasada la cifra mítica de un millón de muertos” Sánchez Jiménez (1991: 233). Paul Preston en su 
reciente obra “El holocausto español” defiende que cerca de 200.000 hombres y mujeres fueron 
asesinados lejos del frente, ejecutados extrajudicialmente o tras precarios procesos legales; unos 
300.000 hombres murieron en el frente de batalla y un número indefinido de hombres, mujeres y niños 
perdieron la vida en los bombardeos y éxodos producidos en la ocupación del territorio por parte de 
las tropas franquistas. A estas cifras hay que unir alrededor de 20.000 republicanos ejecutados tras la 
victoria final de los rebeldes (muchos más murieron de hambre o enfermedades en las cárceles en las 
que se encontraban hacinados). Preston, Paul (2011: 17-26). 
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remedio que quedarse fueron perseguidos, asesinados, represaliados, encarcelados 
o, en el mejor de los casos, condenados al “exilio interior”38.  
La subida al poder de Franco supone el abandono de un proyecto democrático 
basado en una sociedad de ciudadanos libres y titulares de derecho por otro que 
asienta su legitimidad en una dictadura de corte centralista, anticomunista, 
autárquica y de liderazgo totalitario que deriva en autoritario. En cuanto a la 
definición del Régimen, el profesor Linz39 afirma que el fascismo implantado por 
Franco encaja en lo que define como “régimen autoritario con un pluralismo político 
limitado”. Justifica su opinión en la existencia de un amplio abanico de fuerzas 
heterónomas, divergentes y con intereses preexistentes al alzamiento militar 
(jerarquía católica, Falange, ejército, Opus Dei, Carlistas, entre otros) cuya inercia y 
juego de intereses pre y post-contienda se oponen a la definición estricta de lo que 
se considera un régimen totalitario. A criterio del autor el franquismo no fue, en 
consecuencia, un sistema político homogéneo ya que transitó desde un sistema 
totalitario en sus primeros años hacia un sistema autoritario los últimos. En este 
sentido Linz afirma: “Aunque hubo fuertes tendencias totalitarias y prácticas 
totalitarias en los primeros años del régimen de Franco, yo tenía claro que, desde el 
principio de la Guerra Civil, Franco, a pesar de su retórica, no había concebido el 
régimen que estaba creando como totalitario”. Para Linz el modelo totalitario no 
encajaba en la forma de pensamiento franquista, y tanto la idiosincrasia social como 
política habían dado forma distinta al régimen desde el principio (Linz 2009:7).  
                                                 
38
 El concepto de “Exilio Interior” fue acuñado por Miguel Salabert, que publica su obra bajo el mismo 
nombre en París en 1961 (L´éxil intérieur). La obra es posteriormente publicada en Inglaterra y 
Estados Unidos, siendo finalmente editada en España en 1988. Salabert define el Exilio Interior como 
experiencia histórica de una “España aherrojada, cautiva y marginada en sus propias entrañas físicas 
[…]  El exilio interior era, en dos palabras, el autismo social. Salabert, M., El exilio interior, 11. 
39 El profesor Linz es considerado como uno de los sociólogos políticos que mejor conoce la política 
europea del siglo XX y un experto en cuestiones tan relevantes como el fascismo, el nacionalismo, los 
regímenes totalitarios y autoritarios, sistemas democráticos, elites y partidos políticos. Ejerció 
docencia en Columbia en el Departamento de Sociología hasta 1968, fecha en la que fue nombrado 
profesor de Ciencia Política y Sociología en la Universidad de Yale (Connecticut). He de dar aquí las 
gracias al profesor Xavier Coller por facilitarme el acceso al profesor Linz. El 28 de julio de 2010 tuve 
el honor de exponer, compartir y discutir con él las líneas argumentales de esta tesis doctoral en su 
casa de Yale-New Haven. Juan Linz, falleció en el Yale-New Haven Hospital el uno de octubre de 
2013 a la edad de 87 años.  
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En cuanto a la Iglesia, el escenario resultante de la victoria franquista es su 
incorporación a la élite dirigente bajo una forma de alianza político-trascendente de la 
que el Régimen obtiene su mejor seña de identidad. Su participación en la dinámica 
social se convertirá, tras la guerra, en una simbiosis con el poder militar que ancla a 
España en una identidad católica altamente ideologizada, plagada de estereotipos y 
símbolos filo-fascistas y sin margen alguno para la disidencia. El “nuevo orden” 
integrará a la Iglesia en la estructura del Estado que se define a sí mismo confesional 
y le permitirá disfrutar de privilegios reproduciendo un orden social altamente 
clasista, moralizante y autoritario. El perfil de la Iglesia Católica en España hasta 
prácticamente finales de los años sesenta será definido como Nacional Catolicismo. 
 Siguiendo a Pérez Díaz (1994, 150-175), los rasgos del nacional-catolicismo 
en la España de los años 40 y 50 tiene las siguientes características: a) el monopolio 
religioso de la Iglesia, condición que evita la necesidad de competir con otras 
confesiones en la disputa de los fieles; b) la situación de monopolio es reconocida y 
avalada por el Estado, definiendo la confesionalidad del mismo y considerando la 
Iglesia católica como religión oficial de los españoles; c) la confesionalidad del 
Estado convierte a la Iglesia en institución rectora de la vida social y cultural del país. 
Tanto la legislación, como la educación, la producción artística o literaria del 
momento debe someterse a las directrices de la moral impuesta; d) la Iglesia se ve 
beneficiada de importantes apoyos económicos, subvenciones, exenciones e 
inversiones por parte del Estado que contribuyen a hacer más fuerte su posición 
respecto a iniciativas surgidas desde el ámbito civil; e) la Iglesia, durante más de dos 
décadas, se introdujo en círculos muy próximos al poder dada la “militancia” de 
algunos de sus miembros en alguna de sus agrupaciones (Opus Dei); y f) como 
consecuencia de sus prerrogativas en el orden civil y político, la Iglesia católica tuvo 
la habilidad para ocupar cultural y moralmente, especialmente en las clases medias, 
espacios privados culturales y de conciencia, definiendo, por ejemplo, una moral 
sexual y reproductiva muy alejada a la vivida en el resto de Europa.  
Dando cobertura ideológica y moral a la estructura del nuevo Estado, Franco 
crea un marco político-ideológico en 1958 a través de los denominados Principios del 
Movimiento Nacional. Los principios, como Ley Fundamental, definen a España 
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como Una, Grande y Libre y proponen en su Principio Segundo: “La Nación española 
considera como timbre de honor el acatamiento a la Ley de Dios, según la doctrina 
de la Santa Iglesia Católica, Apostólica y Romana, única verdadera y fe inseparable 
de la conciencia nacional, que inspirará su legislación” (Principios del Movimiento 
Nacional 1958).  
Sin abandonar los Principios, la jerarquía católica incorpora estrategias para 
ganar la adhesión popular utilizando fórmulas caritativas y de apostolado moralizador 
y limosnero articuladas a través de Instituciones, partidos confesionales, educación y 
caridad. En tal sentido, el Noveno Principio del Movimiento Nacional incorpora tales 
objetivos garantizando el derecho a la justicia gratuita, educación general, profesional 
y equitativa distribución de la renta y familiar para todos los españoles. El punto 
tercero del Noveno Principio, en materia de protección social afirma igualmente, 
“todos los españoles tienen derecho a los beneficios de asistencia y Seguridad 
Social”. 
 Sobre la nueva cosmología social y política impuesta por la dictadura, Tusell 
(2001: 405) afirma que su voluntad era la de “considerar que no sólo el catolicismo 
español era el mejor sino que debía impregnar la totalidad de la vida, incluida la 
política”. Requena (2005: 322) por otro lado, piensa que el nacional-catolicismo que 
caracterizó la España de la segunda mitad del siglo XX fue, en términos históricos, 
una estructura de poder impropia de la modernidad que contribuyó a mantener al 
país alejado de los impulsos innovadores y de crecimiento económico e intelectual 
del que disfrutaron los países del entorno, sumiendo a la ciudadanía, salvo contadas 
excepciones, en un oscurantismo económico, moral, cultural, artístico e ideológico.  
Durante los años cuarenta, el escenario resultante tras la Segunda Guerra 
Mundial en Europa produce una cantidad ingente de legislación social que orientará 
la normativa sectorial española. A pesar de la autarquía y no sin un cierto retraso, el 
franquismo terminará por asumir algunos de los principios garantistas40 contenidos 
                                                 
40
 El Fuero de los españoles aprobado el 17 de Julio de 1945 manifiesta, salvando las evidentes 
diferencias, un cierto mimetismo con la intención protectora que inspira el Informe Beveridge. El 
artículo 28 del Fuero de los Españoles expone lo siguiente: “El Estado español garantiza a los 
trabajadores la seguridad de amparo en el infortunio y les reconoce el derecho a la asistencia en los 
casos de vejez, enfermedad, maternidad, accidente de trabajo, invalidez, paro forzoso, y demás 
riesgos que puedan ser objeto de seguridad social”. El artículo 29 continúa: “El Estado mantendrá 
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en dicha legislación como fue, entre otras, el Informe Beveridge41 (1942), la 
Declaración Universal de los Derechos del Hombre42 (1948) o las directrices 
emanadas de la Organización Internacional del Trabajo43 (1919).  
En el marco de expansión de políticas afines al modelo de Estado Benefactor, 
España aprueba en 1942 la Ley de Seguro Obligatorio de Enfermedad (SOE), que 
entrará en vigor en 1944 y supondrá un intento de estructuración del sistema 
sanitario con clara vocación médico-preventiva (ver anexo). La cobertura de la nueva 
ley incluye a “todos los productores afiliados con nivel de salarios inferior a 900 
pesetas (artículo 5) y sus familiares directos (ascendientes, descendientes y 
hermanos menores de 18 años” (artículo 8). Las prestaciones básicas contenidas en 
la ley quedan limitadas a tres aspectos fundamentales (Capítulo III): medicina de 
cabecera y especialistas en régimen ambulatorio, prestaciones hospitalarias y 
dispensación de medicamentos a beneficiarios (Alemán 1991: 165).  
En términos de protección efectiva, la ley del SOE deja fuera de cobertura a 
una gran cantidad de población que debe seguir recurriendo a la asistencia privada o 
a la beneficencia. Tales deficiencias serán subsanadas por la Ley de Bases de 
Sanidad Nacional de 25 de noviembre de 1944 que reorganiza un sistema lastrado 
por multiplicidad de áreas sanitarias y asistenciales. La Ley en su preámbulo expone: 
“la ordenación jurídica de los servicios sanitarios nacionales adolece en la actualidad 
                                                                                                                                                         
instituciones de asistencia y propulsará los creados por instituciones, corporaciones y particulares”. 
Otro buen ejemplo en el intento de acompasar a España a la inercia protectora europea en los 60, fue 
el proyecto de Ley de Asistencia Social de carácter nacional (que no se llegaría a aplicar). Dicho 
proyecto atribuía al Estado funciones de coordinación, planificación, financiación y control de los 
servicios sociales imprescindibles para la satisfacción de las necesidades elementales de la vida 
humana. García Padilla, M, “Historia de la acción social: Seguridad Social y asistencia (1939–1975)”, 
en Historia de la acción social pública en España. Beneficencia y previsión, 421.  
41
 Sir William Beveridge, profesor de Oxford y de la London School of Economics, fue autor del informe 
Report to the Parliament on Social Insurance and Allied Services (1942), y del libro Full Employment in 
a Free Society (1944). Beveridge, influido teóricamente por J. M. Keynes, es considerado el padre del 
Estado de Bienestar europeo. Recomiendo leer la introducción al texto Para comprender el Trabajo 
Social  (Zamanillo y Gaitán 1992) donde José Luis Sampedro comenta el encuentro con Sir William 
Beveridge en el viaje que éste último realizó a Madrid en 1947. 
42
 El artículo 22 de la Declaración dice textualmente: “Toda persona, como miembro de la sociedad, 
tiene derecho a la Seguridad Social”  
43
 La organización creó a través de diferentes programas, una noción de Seguridad Social con 
vocación universal. El Convenio nº 102 compromete a un mínimo de cobertura de tres riesgos y 
máximo de nueve (subsidio de enfermedad, prestación de paro, pensión de vejez, por accidente de 
trabajo y enfermedad profesional, subsidio familiar, prestaciones de maternidad, invalidez y a favor de 
sobrevivientes) García Padilla, M, “Historia de la acción social: Seguridad Social y asistencia (1939–
1975)”, en Historia de la acción social pública en España. Beneficencia y previsión, 401. 
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de tantas y tales deficiencias que su corrección aparece como necesaria”. No se 
puede ignorar, al margen de los aspectos meramente jurídico-administrativos 
contenidos en la Ley, que el período de posguerra requiere de un instrumento eficaz 
de lucha contra males comunes en aquel momento, es decir, la atención a problemas 
muy extendidos en la población como la lepra, el tracoma, paludismo, tuberculosis, o 
una gran mortalidad infantil (García Padilla 1990: 453)  
Aunque la legislación referida supone avances en la consolidación de un 
embrionario estado interventor, la filosofía que contiene se caracteriza por la 
ambigüedad jurídica frente a la responsabilidad pública prestacional (caridad 
cristiana y ausencia del derecho del administrado). Tal como indica Cerdeira 
Gutiérrez (1987: 135-138), la etapa comprendida entre 1939-1959 se identifica con 
una forma de “Beneficencia Política” o “Beneficencia de Estado”, entendida como 
“instrumento del Estado para controlar la indigencia, prevenir sus efectos antisociales 
y atender las necesidades vitales de una parte de la población”. Dicha forma de 
Política Social, que puede ser definida como marginal, supone actuaciones 
discrecionales y graciables que atienden a individuos desviados, dependientes o 
estigmatizados y carentes de todo derecho subjetivo para la atención de sus 
necesidades. Entre los años 39-59 y en términos de estructura orgánica, el sistema 
de Servicios Sociales superpone tres niveles institucionales de atención: los Seguros 
Sociales, que desarrollan la política bismarkiana expuesta44, la Acción Benéfica del 
Estado, que oferta servicios de forma residual y financiación ligada a la caridad e 
ingresos del ocio45, y la Beneficencia de la Administración Local46 integrada por 
                                                 
44 Ejemplo de tal política son el régimen de subsidios familiares de 1938, la reorganización del 
subsidio de ancianidad de 1939, la ley de Mutualidades Laborales de 1941, la instauración del seguro 
de enfermedad profesional de 1947 y la reorganización del seguro de accidente de trabajo de 1956. 
Cerdeira Gutiérrez, I., “Los Servicios Sociales del franquismo a la Constitución”. En Cuadernos de 
Trabajo Social Nº 0, 137. 
45
 “La acción benéfica no era financiada con impuestos directos, sino a través de la caridad y de la 
afectación de una parte de los ingresos obtenidos por el juego a través del Patronato de Apuestas 
Mutuas Deportivo-Benéficas (PAMDP). Este Patronato, creado en 1946, destinaba oficialmente un 
45% de su recaudación a financiar la Dirección General de Beneficencia y Obras Sociales, que 
dependía directamente del Ministerio de Gobernación. El papel del juego, como recurso financiero de 
los servicios sociales, ha sido un rasgo distintivo de nuestro sistema, que aún perdura”. Sarasa, S, “El 
Trabajo Social en España: Avatares de una profesión” en El servicio de lo social, 151.  
46
 Las leyes de Bases de Régimen Local de 1945 y 1953 contemplan la doble acción benéfica, 
represiva y asistencial, propia de la filosofía de la época. El artículo 101.2 del texto articulado y 
refundido de ambas leyes expone las siguientes competencias municipales: “beneficencia; protección 
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Diputaciones y Ayuntamientos caracterizada por su bajo nivel de autonomía y 
sometida al poder central.  
Al margen de las limitaciones de naturaleza política, la frágil estructura 
asistencial se explica fundamentalmente desde un punto de vista económico. España 
en 1939 era un país atrasado, exhausto económicamente por la guerra, con base 
agrícola y sin tejido industrial que justificara un despegue económico a corto plazo. 
Cuando Franco toma las riendas del poder la economía estaba prácticamente 
desarticulada, sin reservas de oro y divisas que permitieran margen negociador en el 
sistema monetario internacional. En el terreno de las infraestructuras la situación no 
era mucho mejor, la red de transportes es prácticamente inexistente, con problemas 
de vivienda y lo que es peor, con un importantísimo déficit en términos demográficos 
y de capital humano necesario para la reconstrucción del país47.  
Es a partir de mediados de los cincuenta cuando se producen un conjunto de 
fenómenos de naturaleza económica y social que justifica un cambio de tendencia en 
la política “dura” del régimen48. Bajo una intensa necesidad de renovación, España 
inicia en la segunda mitad de los años cincuenta y primeros de los sesenta una 
política de apertura basada en la firma de alianzas geoestratégicas que buscan la 
estabilización económica y social (Fusi y Palafox 2003: 304-307). Resultado de ello 
es la firma de dos pactos, ambos, en 1953. El primero es de naturaleza económica y 
se firma con los Estados Unidos de América con la idea de abrir las puertas a la 
                                                                                                                                                         
de menores; prevención y represión de la mendicidad, mejora de costumbres, atenciones de índole 
social, especialmente por medio de la creación de Mutualidades escolares; cotos de previsión y 
albergue de transeúntes”. Cerdeira Gutiérrez, I “Los Servicios Sociales del franquismo a la 
Constitución”. En Cuadernos de Trabajo Social Nº 0, 138. 
47
 La pérdida de capital humano por la represión y el exilio repercutió en la desaparición de un 
conjunto de habilidades y conocimientos técnicos necesarios para un régimen que necesitaba el  
crecimiento del país tras el conflicto bélico. Los más perjudicados por la represión fueron 
precisamente los trabajadores industriales, profesores, científicos, técnicos e intelectuales que se 
vieron abocados al exilio y cuyos conocimientos hubiesen sido necesarios para regenerar el sistema 
productivo e intelectual. Fusi y Palafox, España 1808–1996: El desafío de la modernidad, 328. 
48 Al margen de las variables económicas, el liderazgo totalitario franquista se ubica en la doctrina de 
las grandes misiones históricas como doctrina que apela a la construcción de “Nación” desde una 
simbiosis entre lo político, lo moral y lo trascendente. Cuando las tropas aliadas ganan la guerra y los 
fascismos son derrotados en 1945, las democracias occidentales emergentes ponen en evidencia el 
anacronismo español.  España, posicionada claramente en el bando perdedor, de espaldas a una 
Europa en reconstrucción, con las cicatrices del conflicto civil aún frescas, una  política económica 
anacrónica y el perfil filo-fascista de su gobierno, se encuentra a mediados de los cincuenta en una 
profunda crisis de legitimidad que es transmitida tanto al interior como al exterior. Pérez Díaz, V., La 
primacía de la sociedad civil, 24. 
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economía internacional 49. El segundo, de naturaleza confesional y política, se 
materializa en la firma del Concordato con la Santa Sede para garantizar la 
autonomía de la Iglesia católica y sus organizaciones afines50. La estrategia 
aperturista propicia en poco tiempo cambios sustanciales en la filosofía que había 
caracterizado al “Régimen”. De acuerdo a las cifras macroeconómicas, avaladas por 
los informes del Banco Mundial51, España avanza en términos económicos a pasos 
agigantados; así lo demuestra el incremento exponencial de intercambios 
comerciales, de ideas y personas favorecida por una importante emigración de 
trabajadores a Europa52, el envío de estudiantes e intelectuales a universidades 
extranjeras y la ingente llegada de turistas a nuestras costas (Pérez Díaz 1994: 27).  
La apertura de nuevos horizontes políticos y sociales produce en igual medida 
importantes avances en legislación social. En materia de protección a la salud, se 
                                                 
49
 El 26 de septiembre de 1953 se dan a conocer los acuerdos firmados con EE.UU. basados en dos 
áreas de colaboración. La primera militar, que permite el uso de suelo español para la construcción de 
bases militares en Torrejón (Madrid), Sanjurjo-Valenzuela (Zaragoza), Morón (Sevilla) y Rota (Cádiz). 
La segunda, económica, supuso asistencia monetaria y técnica por valor de 1.184 millones de dólares 
hasta 1962. Al apoyo económico se suman materias primas y alimentos que paliaron la escasez, 
estabilizaron precios y colaboraron a la supresión del racionamiento. Sánchez Jiménez, J., La España 
Contemporánea, Tomo III, 306-308. 
50
 Firmado el 27 de agosto de 1953, el Concordato pretendía la consolidación del papel de la Iglesia 
en España y la ratificación del la confianza del Vaticano en el Régimen. El Concordato consagra el 
carácter confesional y reconoce: “la confesionalidad católica del Estado español, retomando lo 
establecido en el Concordato de 1851, el mantenimiento del clero a cargo del Estado español, el 
derecho de presentación de obispos, ya aprobado en 1941, la libertad de acción pastoral, de 
enseñanza y de asociación religiosa, el derecho a enseñar religión en todas las escuelas públicas y, 
por último, un fuero especial”. Portero, F. y Pardo, R., “La política exterior: España ante la 
configuración del nuevo orden”. La época de Franco (1939-1975), 222. 
51
 Gran parte de la inercia transformadora se debe a la colaboración con organismos internacionales. 
En 1962 aparece el denominado Informe del Banco Mundial que se publica como “El desarrollo 
económico en España”. A este informe le sigue, en 1966, otro más detallado sobre el sector agrario 
denominado El desarrollo de la agricultura en España. El objetivo de ambos trabajos era el desarrollo 
económico planificado sin cambiar el régimen político del dictador. de Miguel, J. Estructura y cambio 
social en España, 38. 
52
 de Miguel afirma que en la década de los 60 más de dos millones de trabajadores (muchos de ellos 
emigrantes de temporada) abandonan España en busca de trabajo. Las cifras de trabajadores 
españoles que residen de forma permanente en el extranjero por motivos laborales, básicamente en 
Europa, oscila entre medio y un millón. “Es evidente que sin esa sangría, no hubiera sido posible 
mantener las altas tasas de desarrollo. Ese medio millón largo de españoles que trabaja en otros 
países europeos no sólo equivale a un número aproximado de parados o subempleados que existían 
en España, sino que ha contribuido con sus remesas de dinero a aliviar la suerte de familiares que 
aquí quedan y a presionar en el alza de salarios”. de Miguel, J. Estructura y cambio social en España, 
115 y 541. 
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promulga la Ley de Bases de la Seguridad Social de 28 de diciembre de 196353 (ver 
anexo) como instrumento legislativo que modifica la estructura incoherente de los 
seguros sociales preexistentes y articula todos ellos en una norma que los ordene y 
homogenice. La Ley supone un hito en la consolidación del sistema de protección 
español, ya que por primera vez se incorporan los Servicios Sociales (Base XV) a la 
legislación en materia de Seguridad Social. En la búsqueda del esfuerzo 
racionalizador la ley aborda tres objetivos básicos: la incorporación de los servicios 
prestados por el INP y Mutualidades Patronales y Laborales, reparación de las 
vicisitudes laborales que producen incapacidad productiva mediante asistencias 
traumatológicas, y el compromiso solidario del Estado en el sostenimiento del 
sistema nacional de Seguridad Social (Benjumea Pino 1991: 454).  
La ley permite afirmar su condición de revolucionaria al incorporar una 
estructura prestacional progresista que entra en colisión con los antecedentes 
ideológicos y asistenciales precedentes54. Los argumentos que permiten el uso del 
adjetivo “revolucionaria” se justifican en el esfuerzo racionalizador que supone para 
la Seguridad Social la fusión de dos importantes sistemas de protección en un mismo 
órgano (Salud y Servicios Sociales); y la consideración institucional de los Servicios 
Sociales como “conjunto de prestaciones de derecho estricto, es decir, que 
                                                 
53 La ley tiene como fin la recuperación y defensa de la salud, la prevención de accidentes de trabajo 
junto a la asistencia específica a las enfermedades profesionales. La ley fija las bases para una 
articulación de servicios médicos, quirúrgicos, hospitalarios y de urgencias. Es importante resaltar que 
la Ley abre el derecho a la elección de médico general, tocólogo o pediatra (Benjumea Pino 1991: 
455). La ley regula la acción protectora del sistema de la Seguridad Social, que comprende: la 
asistencia sanitaria en los casos de maternidad, de enfermedad común o profesional y de accidentes, 
sean o no de trabajo; la recuperación profesional; las prestaciones económicas en las situaciones de 
incapacidad laboral, invalidez, jubilación, desempleo, muerte; y protección de la familia. Enumera y 
regula servicios sociales comprendidos en la seguridad social en materia de higiene y seguridad en el 
trabajo, en medicina preventiva; de recuperación de inválidos y en acción formativa. Por último, la 
seguridad social podrá dispensar a las personas incluidas en su campo de aplicación y a sus 
familiares, los servicios y auxilios económicos que en casos de necesidad sean precisos. Alemán, C., 
El sistema público de servicios sociales en España, 166.   
54 De las diecinueve Bases contempladas en la Ley 193/1963, de 28 de diciembre, las de mayor 
contenido “social” son las siguientes: La Base VI denominada “Asistencia Sanitaria”, la VII 
“Incapacidad Laboral Transitoria”, la VIII “Invalidez”, la IX “Vejez”, la X “Muerte y Supervivencia”, la XI” 
Protección a la familia”, la XII “Desempleo” y la XV “Servicios Sociales”. El texto dice expresamente en 
su Base Decimoquinta (art. 66): “como complemento de las prestaciones correspondientes a las 
situaciones específicamente protegidas por la Seguridad Social, ésta podrá extender su acción a los 
Servicios Sociales que a continuación se mencionan, estableciendo para ello la oportuna colaboración 
con las Obras e Instituciones Sindicales especializadas en los mismos”. Ley de Bases de la Seguridad 
Social de 28 de diciembre de 1963. 
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comportan derechos subjetivos por parte de los beneficiarios” (Cerdeira 1987: 144). 
Desde el punto de vista de consolidación de los Servicios Sociales, el segundo 
argumento es a mi criterio el de mayor relevancia, ya que en términos pragmáticos la 
incorporación de los Servicios Sociales a la Ley de Bases supone la asunción de los 
principios técnico-jurídicos que fundamentan un Estado de Bienestar que, por mor de 
los acontecimientos por todos conocidos, tardará casi dos decenios en consolidarse.  
Complemento necesario para la estructura prestacional de los años sesenta es 
el Fondo Nacional de Asistencia Social (FONAS)55 que se aprueba mediante Ley 
45/1960 de 21 de julio y materializa la institucionalización de la asistencia social en 
España (ver anexo). Su función será de apoyo a las instituciones de beneficencia 
que “aspira a realizar las exigencias de una concepción cristiana de la sociedad y de 
la economía y apela a los principios católicos de la justicia social, tan hondamente 
arraigados en la conciencia de la inmensa mayoría de los españoles, e inspiradores 
de los principios del Movimiento Nacional” (Punto III, Exposición de motivos). Sin 
perder de referencia la necesidad del Régimen por aproximarse a los modelos 
garantistas europeos, el preámbulo de la Ley parece indicar una aproximación a la 
doctrina de “Estado Social” y ser un instrumento de redistribución de la renta nacional 
que “satisface el deber de redistribuir el producto de la renta nacional en provecho de 
los menos acomodados económicamente, facilitándoles, conforme a la capacidad 
que cada uno demuestre, el acceso a los medios de formación y progreso personal” 
(Punto IV, Exposición de motivos).  
Los recursos económicos del FONAS provenían inicialmente de un recargo 
sobre las adquisiciones de bienes a título lucrativo (art. 7a), y desde 1962 de una 
subvención a cargo a los presupuestos Generales del Estado por una cuantía de 600 
millones de pesetas” (García Padilla 1990: 426). La ley debe considerarse como un 
                                                 
55
 Los Fondos Nacionales para la Aplicación Social del Impuesto y del Ahorro (FONAS), fue el sistema 
de financiación de mayor importancia en la estructura de recursos e instituciones del Estado. Por su 
filosofía y prestaciones se orientó como un sistema de políticas sociales sustitutiva de la Seguridad 
Social, aplicándose a todas aquellas personas que en situación de fragilidad quedaran excluidas de la 
Seguridad Social. Su acción se extendió concretamente a prestaciones económicas a ancianos, 
enfermos o disminuidos desamparados carentes de medios económicos y no receptores de ninguna 
otra pensión del Estado, provincia o municipio ni prestación de la Seguridad Social; y a ayudas a la 
infancia desvalida y a subnormales para completar el coste de la estancia en centros públicos o 
privados. Cerdeira Gutiérrez, I., “Los Servicios Sociales del franquismo a la Constitución”. En 
Cuadernos de Trabajo Social Nº 0, 142. 
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instrumento fiscal de recaudación que no financia únicamente organizaciones de 
beneficencia contenidas en su Titulo II, sino que va más allá al extender su interés 
por la formación académica básica (Titulo I). Otros elementos recogidos en la 
normativa son los siguientes: auxilio a trabajadores afectados por planes de 
racionalización del trabajo (Título III), o la concesión de créditos para el fomento de la 
propiedad inmobiliaria (Titulo IV). Al margen del beneficio asistencial implícito a la 
normativa y con posicionamiento crítico, Casado (1995: 158) valora que la ley 
obedece a algunos de los compromisos políticos contenidos en el Fuero del Trabajo 
y los Principios del Movimiento Nacional (Declaración IX).  
 
2.5  Los Planes de Desarrollo; ¿Del anacronismo al milagro?  
 
Los cambios estructurales no únicamente agotan su impacto en las variables 
denominadas “macro”, sino que mentalidades y conductas sufren transformaciones 
en igual medida como resultado de una sociedad que avanza. A mediados de los 
sesenta la sociedad española comienza a vislumbrar cambios que anticipan la 
llegada de nuevos tiempos. Situaciones hasta la fecha impensables como la 
negociación colectiva, la huelga y la representación de los trabajadores fueron 
derechos que empezaron a ser “tolerados” de manera progresiva. En el caso de los 
intelectuales, éstos percibieron con nitidez el fracaso de los ideales autoritarios e 
inician un trabajo de oposición que se manifiesta en la recuperación de las 
tradiciones liberales de Ortega, Unamuno y la generación del 98 (Pérez Díaz 1994: 
28-32). La intelligentsia académica y católica contribuyó también a debilitar los 
cimientos del paradójicamente llamado “Movimiento” incorporando ideas nuevas e 
intentando sustituir las consignas inmovilistas de Dios, Patria y Bandera por las de 
Igualdad, Justicia y Solidaridad que en 1789 hicieron caer el Antiguo Régimen.  
Sin embargo, los cambios sociales en la España de los sesenta no pueden ser 
explicados sin introducir variables externas a los procesos políticos y/o económicos 
de naturaleza doméstica. Una vez más hay que incorporar la iniciativa vaticana para 
comprender la transición que se produce desde el nacional-catolicismo a una España 
que incorpora, muy tímidamente, nuevas ideas y costumbres. El cambio que se 
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produce en la Iglesia Católica vendrá de mano de la celebración del Concilio 
Vaticano II56. El Concilio promueve un aggiornamiento o puesta al día de la herencia 
filosófica del Concilio Vaticano I (1870), reposicionando a la Iglesia Católica en un 
mundo dividido en bloques por la Guerra Fría. En el caso español, Roma considerará 
la reforma doctrinal como una excelente oportunidad para revisar su posición frente a 
los presupuestos básicos del sistema político y eclesiástico expresados bajo el 
nacionalcatolicismo.  
El documento que propicia la renovación será la encíclica Gaudium et Spes (Los 
Gozos y las Esperanzas), publicada en 1965 y conocida como la Constitución 
pastoral sobre la Iglesia en el mundo moderno o Esquema XXIII. En la Carta pública 
se promueve un nuevo formato de relación de la Iglesia católica con el mundo, que 
aborda problemas reales de los hombres en lo psicológico, social, político, moral o 
religioso; es lo que se llama una “teología de lo concreto” (Cuadrón et al. 1996: 19-
21). Un ejemplo que manifiesta la nueva sensibilidad por los problemas cotidianos de 
la Iglesia, parte del análisis sobre los vertiginosos cambios producidos en una 
sociedad víctima de enfermedades propias de la modernidad y el industrialismo.  
En línea con las paradojas expuestas, la Pastoral advierte sobre las 
contradicciones del mundo moderno y los aspectos más complejos de la sociedad 
industrial y tecnificada. Advierte, de manera muy particular, de la antinomia por la 
que a mayor disposición de riqueza, conocimiento, libertad y oportunidades, más 
frágil, perdido y sometido a tensiones se encuentra el hombre moderno (Punto 31, 
Responsabilidad y participación). Efecto perverso de las contradicciones sociales, el 
mundo moderno se ve igualmente afectado por un importante déficit de equidad que 
termina erosionando la dignidad de las personas y la paz social. Su consecuencia, el 
                                                 
56
 El Concilio Vaticano II fue un concilio ecuménico  de la Iglesia Católica que tuvo sus sesiones 
conciliares entre 1962 y 1965. Convocado por Juan XXXIII en 1959, éste sólo pudo asistir a la primera 
sesión ya que falleció en junio de1963 víctima de cáncer. Su expresión “Quiero abrir las ventanas de 
la Iglesia para que podamos ver hacia afuera y los fieles puedan ver hacia el interior”, definen 
claramente la intención de la convocatoria conciliar. No debemos ignorar que en ese momento 
histórico el mundo se divide en bloques y la Iglesia se identifica con los valores occidentales en 
oposición a los valores ateos del bloque socialista. Tras la muerte de Juan XXIII en 1965, le sucede 
Pablo VI, que a través de su encíclica  Populorum Progresio (1967) profundiza la iniciativa conciliar 
abordando una visión ética y humana del desarrollo, poniendo en guardia contra el liberalismo y 
afirmando la necesidad de una existencia digna a través del reconocimiento de la cultura, la propiedad 
y los valores religiosos. Cuadrón et al. Doctrina Social de la Iglesia. Manual Abreviado, 23.  
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conflicto de clases, es referida cuando apunta la existencia de desigualdades que 
terminan destilando su producto más nocivo, la injusticia social (Punto 29. La 
igualdad esencial entre los hombres y la justicia social). Al igual que en el resto de 
documentos pontificios, Gaudium et Spes contiene multiplicidad de matices y 
mensajes, siendo uno de los más importantes el interés por analizar una sociedad 
sometida al trauma colectivo de la Segunda Guerra Mundial. La dignidad de la 
persona humana, la misión de la Iglesia en el mundo, la dignidad del matrimonio, el 
progreso cultural o la vida económica, social o política son, entre otros, desvelos 
presentes en el texto conciliar que trata de armonizar los intereses de la Iglesia con 
el devenir del proceso histórico57. 
Desde un punto de vista político, sería un error entender la influencia en España 
de los Consejos Conciliares del Vaticano II como mero ajuste apostólico al modelo 
emergente de las democracias liberales tras la Segunda Guerra Mundial. En el caso 
de España su influencia fue mucho más allá. A comienzos de los setenta una buena 
parte de la jerarquía eclesiástica española estaba convencida de que el régimen no 
tenía futuro. Desde el anacronismo que representaba el peculiar modelo español en 
Europa, el Concilio tuvo la capacidad de “desplazar del centro a la periferia el centro 
de gravedad del catolicismo social” y apoyar los procesos de cambio interior para 
“acelerarlos, precipitar la crisis, reforzar la posición de los clérigos y de los católicos 
contestatarios, y asegurar un desenlace del conflicto a su favor” (Pérez Díaz 1994: 
193-202).  
Las novedades del texto conciliar unidas al agotamiento progresivo del 
Régimen, permiten la aparición de disidencias y nuevas sensibilidades el seno de la 
Iglesia que gradualmente se divide entre una jerarquía anclada en los presupuestos 
orgánicos del Régimen y un conjunto de clérigos jóvenes y activistas católicos 
posicionados en la disidencia. El cuestionamiento de los axiomas que favorecen la 
simbiosis con el poder durante los años cuarenta y cincuenta son cuestionados, 
                                                 
57
 Siendo muy importantes los problemas reales que afectan al mundo, las consecuencias morales y 
religiosas que redundan en el creciente ateísmo y el alejamiento de la doctrina lo son igualmente para 
la Iglesia Católica. La Encíclica expone que la modernidad debilita las referencias trascendentes y 
fuerza a que las muchedumbres “cada vez más numerosas se alejan prácticamente de la religión. La 
negación de Dios o de la religión no constituye, como en épocas pasadas, un hecho insólito e 
individual; hoy día, en efecto, se presenta no rara vez como exigencia del progreso científico y de un 
cierto humanismo nuevo”. (Punto 7. Cambios psicológicos, morales y religiosos)  
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permitiendo que los militantes católicos desborden los objetivos pastorales para 
introducirse poco a poco en los del activismo político58. Con el paso del tiempo la 
imagen de la “jerarquía católica”, vista desde dentro, llegará a ser considerada como 
un anacronismo si se compara con la labor pastoral desarrollada en las democracias 
occidentales europeas. Las máximas doctrinarias creadas en la fase más dura del 
Régimen se transforman hasta el punto de afirmar lo siguiente: 
 
 “la guerra civil fue social y moralmente devaluada al rango de una lucha de 
clases; el estado franquista, al de una dictadura personal o fascista; la religión de 
la iglesia triunfante, el “nacional-catolicismo”, en el mejor de los casos, a una 
religión insensible a los sufrimientos y las necesidades de una gran parte de la 
población, y, en el peor de los casos, a una religión que era el opio del pueblo” 
(Pérez Díaz 1994: 198). 
 
Si los habitus (conductas) pueden ser definidos como estructuras cognitivas y 
evaluativas adquiridas en la experiencia del Mundo Social (Bourdieu 2000b: 134), la 
Iglesia Católica en el devenir de los cambios políticos y sociales de los años sesenta, 
debe solventar importantes dificultades cognitivo-epistemológicas en los ámbitos 
intelectual, social y moral (Pérez Díaz 1994: 184-191). En cuanto al mundo de las 
ideas, en primer lugar, el nuevo clima social permite la aparición de un conjunto de 
intelectuales disidentes laicos que critican el control cultural, moral e ideológico de la 
iglesia triunfante. Un segmento de intelectuales católicos se suma a la defensa de la 
libertad de pensamiento frente a la ortodoxia y a los valores de veracidad intelectual 
y creatividad que apuntan al fracaso cultural del franquismo. Por otro lado, algunos 
pensadores liberales, acatólicos y heterodoxos de generaciones anteriores 
(Unamuno, Baroja, Ortega), son reivindicados por intelectuales renovadores católico-
                                                 
58
 La llegada del nuevo Concilio favoreció la llegada de una subcomunidad religiosa que permitió la 
creación de una “cantera” de católicos que promovieron las transformaciones sociales y económicas. 
Definiendo la procedencia de tales efectivos Pérez Díaz afirma: “Parte de la generación política de los 
sesenta procedía de Acción Católica, las Congregaciones Mariana, los Círculos Católicos, los Hogares 
del Empleado y del Obrero, la Vanguardia Obrera, las Hermandades Obreras, y la Juventud Obrera 
Católica. En estas organizaciones se curtieron para la acción política los militantes católicos. Desde 
tales organizaciones se comenzó a cumplir desde la izquierda la función de movilización y 
adoctrinamiento que se había cumplido tradicionalmente desde la derecha (Opus Dei). La nueva 
oferta pastoral, verdadera revolución contra la jerarquía eclesial, optaba más por la justicia que por la 
caridad, más por la autenticidad y la justicia que la subordinación al director espiritual. Pérez Díaz, V., 
La primacía de la sociedad civil, 196. 
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liberales (Marías, Zubiri, Aranguren, Laín, Dámaso Alonso, Caro Baroja, Carande, 
Maravall) e incorporados como maestros a la comunidad intelectual en huida de la 
ortodoxia. Desde finales de los cincuenta y a lo largo de los sesenta, este conjunto 
de intelectuales se convierten en grupo cultural de presión al Régimen generando 
una disidencia activa frente al catolicismo intolerante y su alianza con el poder (Fusi y 
Palafox 2003: 317). 
En cuanto al mundo de lo social, la Iglesia Católica se vincula por un lado al 
mundo obrero y a la necesidad de reinterpretar la dolorosa experiencia de la guerra, 
y, por otro, a los problemas asociados al desarrollo económico y al éxodo campo-
ciudad que suscitan sentimientos contradictorios en el estamento clerical. Los 
cinturones industriales de las grandes urbes españolas o “cinturones rojos de 
pobreza”, verdaderos paradigmas de la miseria, llevan a la Iglesia a un 
replanteamiento de su relación con los más pobres59. El nuevo evangelio, fruto de las 
renovaciones conciliares, ya no se posiciona frente al socialismo como mal universal, 
sino que es capaz de divisar también en el capitalismo iguales dosis de injusticia, 
desesperanza y explotación.   
En último lugar, el problema moral, advierte del impacto que producen los 
grandes cambios sociales en las conductas particulares y, muy especialmente, en la 
dificultad de la Iglesia para adaptarse a ellos. Acostumbrada a ejercer una potestad 
global sobre los espacios públicos y privados de la población, la Iglesia se ve 
desbordada por los cambios de hábitos sociales producto del desarrollismo. El 
crecimiento económico y de las condiciones de vida mudan los valores de austeridad 
y temor de Dios consideradas virtudes básicas del buen cristiano durante la 
posguerra. En la deriva trascendente, el ascetismo y la moralidad estrecha serán 
sustituidos lenta pero progresivamente por nuevas formas de vida y el consumo de 
masas. En cuanto a los valores ya caducos de autoridad, moral, e incluso sexualidad, 
se reinterpretan con mayor flexibilidad por una parte de la feligresía que poco a poco 
                                                 
59
 La experiencia del padre Llanos en el Pozo del Tío Raimundo en Madrid, supone un paradigma de 
cambio de estrategia y compromiso por parte de algunos sacerdotes. El padre Llanos, con 
antecedentes falangistas, inició su experiencia como sacerdote obrero (los llamados “curas rojos”), 
yendo a vivir a un barrio de chabolistas e inmigrantes rurales de la periferia de Madrid donde su 
actividad político-pastoral suscitaba encuentros entre obreros y universitarios. Mateos, A. Soto, A., El 
final del franquismo, 1959-197: La transformación de la sociedad española, 80. 
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cuestiona la tutela mantenida durante más de treinta años. A modo de epítome, el 
conjunto de variables políticas, económicas y sociales unidas al impacto producido 
por el Concilio Vaticano II dirigirá al país, inevitablemente, hacia sendas de libertad, 
modernización y progreso. 
La incorporación de España a instituciones de carácter internacional, supone 
igualmente un cambio de orientación en materia técnica y de política económica que 
alinean al país con la Europa Occidental lo libera de rémoras aislacionistas60. Las 
iniciativas aperturistas propician la redacción de los Planes de Desarrollo, que 
confiados a la Comisaría del Plan de Desarrollo dirigida por Laureano López Rodó, 
reordenan económicamente el país y proponen un Primer Plan Cuatrienal (1964-
1967) que será renovado al siguiente cuatrienio (1968-1971). La necesidad de 
“planificación” se convierte, por tanto, en una condición necesaria no sólo para el 
despegue económico del país, sino para la propia salvación del Régimen61. A pesar 
del incuestionable progreso económico de la década de los sesenta, de Miguel 
(1998: 114) afirma que el progreso alcanzado no deja de ser un espejismo ya que en 
términos absolutos no incrementa la calidad de vida y libertades de los españoles. 
Junto a la mejora de los indicadores macroeconómicos, la sociedad española 
coexiste con la necesidad de asumir sacrificios fiscales, salariales y políticos que 
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 España se incorpora a la ONU en 1955 y se vincula al FMI (1958). Las fechas de ingreso a diversos 
organismos de carácter internacional son: Organización Europea de Cooperación Económica (OECE) 
en 1959, Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento en 1958, FAO (1950) y UNESCO (1952). 
61
En un proceso de “huida hacia adelante” la estrategia pasaba necesariamente por reformas de 
carácter estructural: a finales del 59 el estancamiento económico del país era manifiesto dadas las 
cifras de inflación, la crisis del carbón, de la industria textil y del papel. Todo ello genera aumento del 
paro, inmigración masiva, disminución de los salarios y contracción del consumo. En agosto de 1959 
el Gobierno elabora un Plan de Estabilización y Liberalización Económica como conjunto de 
disposiciones decretadas que es enviado al FMI y a la OECE con la intención de dar a conocer  la 
nueva disposición del Estado español en términos económicos. El I Plan proyectaba un incremento de 
la población activa del 1% anual y un aumento de la productividad del 5%. Ello permitiría el aumento 
del Producto Interior Bruto en un 6%. Entre 1961 y 1974 el PIB crece anualmente al 7%, lo cual es, 
tanto por su cuantía como por su extensión en el tiempo, un logro económico extraordinario. El Plan 
crea los conocidos Polos de Desarrollo a lo largo de todo el país y justifica el uso del slogan “milagro 
económico español” tan explotado por la propaganda del Régimen. El desarrollo se produce con base 
en un importante aumento del sector secundario y terciario, a la par que el sector primario entra en 
declive propiciando un traumático proceso migratorio exterior e interior. Sin embargo, “El decenio de 
los sesenta acusa monstruosas aglomeraciones urbanas, insuficiente dotación de servicios públicos, 
desde los de salud a los de cultura, destrozo del paisaje y del medio ambiente, ausencia de una 
reforma fiscal que pudo haber permitido un adecuado nivel de servicios públicos o un seguro de paro, 
etc.”. Sánchez Jiménez, J., La España Contemporánea, Tomo III, 302-327. 
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ponen en entredicho el “milagro económico español”62. Desde un análisis riguroso, 
esta primera etapa de expansión supone un formato de desarrollo que se olvida de 
“lo social” y pone sobre la mesa problemas que no pueden ser calificados de 
menores: caóticos procesos de urbanización, pobreza urbana, marginación, 
infravivienda y chabolismo en periferias urbanas analfabetismo y desnutrición63. A 
pesar de la precariedad y ausencia de servicios para amplias capas de la población, 
la nueva realidad social producto del desarrollismo supone para España el abandono 
del concepto de subdesarrollo para entrar, en términos Rostownianos, a formar parte 
de los países en vías de desarrollo y posterior consumo de masas. No se puede 
ignorar que el cambio de mentalidad implicará igualmente la incorporación de los 
llamados “nuevos” problemas de las sociedades avanzadas, es decir, más 
marginación, nueva delincuencia, drogas ilegales y violencia.  
En términos asistenciales y a pesar de las contradicciones expuestas, las 
necesidades sociales impuestas por el desarrollismo generan un incremento de 
instituciones dedicadas a reorganizar la ayuda social y a formar especialistas en la 
asistencia social64. Siguiendo a Pérez Díaz (1994: 193), el proyecto político del 
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 “El sacrificio impuesto a la población trabajadora por cuenta ajena a través de un sistema fiscal que 
recaía fundamentalmente sobre ella, las condiciones insuficientes de libertad de asociación y huelga, 
la congelación de salarios, la presión del éxodo rural, la dificultad de vivienda, el encarecimiento de los 
artículos alimenticios, etc.; aunque sea duro el decirlo todos los españoles, y especialmente los 
empresarios, se han aprovechado de ese sacrificio impuesto a una clase”. “El llamado milagro 
económico español no es milagro si se evalúa el sacrificio de una extensa clase social”. de Miguel, J. 
Estructura y cambio social en España, 114. 
63
 En la década de los sesenta hay más de tres millones de personas que se trasladan de municipio. 
La migración interior es causa y efecto del proceso acelerado de urbanización como consecuencia del 
desarrollo. En los suburbios de Madrid hay en esas fechas unas 300.000 chabolas, el 6% de la 
población de la ciudad, con un 43% de población menor de 14 años, y sólo un 1% con agua corriente, 
y un 4% con retrete. A nivel nacional el 20% de las familias obtienen ingresos por debajo de 2.500 
pesetas, representando 1,6 millones de hogares o alrededor de 7 millones de personas. de Miguel, J. 
Estructura y cambio social en España, 94 y 115. 
64 En el marco de la expansión que se produce en España en el decenio 1955 -1965, Molina Sánchez 
expone que tanto en instancias públicas como religiosas y privadas, las instituciones comienzan a 
incorporar servicios y departamentos que asumen las consecuencias sociales del proceso de 
expansión económica; “es así como la Dirección General de Beneficencia y los Organismos de la 
Iglesia, promueven Centros y Servicios Asistenciales: Auxilio Social, jardines de infancia, hogares 
maternales, cantinas escolares, dispensarios. El Ministerio de la Vivienda establece el Plan Nacional 
de Vivienda. El Ministerio de Educación crea Escuelas Rurales y Universidades Laborales. Se 
potencia la promoción y el desarrollo de la población a través de Escuelas de Patronato, Centros 
Sociales, Cátedras Ambulantes, creados y potenciados por la Iglesia y la Sección Femenina. Todo 
este movimiento demanda formación y preparación de técnicos especializados que dirijan y 
promuevan estos servicios, es así como se expanden y desarrollan las Escuelas de Trabajo Social en 
esta década”. Molina Sánchez, Las enseñanzas del Trabajo Social en España, 100-101. 
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Régimen entre los años 50 y 60 se basó en un liderazgo autoritario apoyado en tres 
pilares básicos: un proyecto de expansión de economía mixta con protagonismo de 
los mercados e internacionalización (Plan de Estabilización de 1959 y sucesivos 
Planes de Desarrollo); la creación de un incipiente Estado de Bienestar mediante la 
generalización de sistemas de protección (Seguridad Social y generalización de la 
educación primaria y secundaria) y, finalmente, un cierto aumento de las libertades 
de expresión y asociación (producto de la división interna de la elite política 
franquista) que abrirán las puertas a intentos reformistas capitaneados por sectores 
vinculados, sobre todo, al Opus Dei.  
 
2.6  El reformismo social de Cáritas 
 
El agotamiento progresivo del sistema político y el lento resurgir de la economía 
propician el declive de instituciones como Auxilio Social que disfrutan de monopolio 
de la asistencia a pobres y necesitados durante gran parte del franquismo (García 
Padilla 1990: 436). En contraposición a la decadencia de Auxilio Social, Cáritas es la 
organización con mayor presencia geográfica y diversidad de acción social entre la 
red de organizaciones benéficas y asistenciales franquistas. Cáritas nace de los 
Secretariados Nacionales de Caridad en 1942 y se dedica al reparto de ropa y 
alimentos desde un enfoque caritativo y benéfico en una primera etapa. En 1956 
adopta oficialmente el nombre que hoy la identifica y es encargada por el Estado de 
la gestión de la Ayuda Social Americana orientada a amortiguar las dificultades de la 
postguerra65. Una de las funciones más conocidas de la ayuda fue el reparto de 
                                                 
65
 Aunque la acción más conocida de Cáritas es la entrega de la Ayuda Social Americana (ASA), la 
labor de los primeros asistentes sociales de Cáritas se remonta al año 1949 en el que se acogen 
temporalmente en familias españolas 20.000 niños austriacos y alemanes abandonados a 
consecuencia de la Segunda Guerra Mundial. Gutiérrez Resa, A., Cáritas española en la sociedad del 
bienestar 1942–1990, 127. Una labor igualmente importante para los primeros asistentes sociales de 
Cáritas fue el Programa de Asistencia Social en Alemania. En los documentos de la época se relata 
que en 1962 partieron a Alemania 37.700 emigrantes españoles, esperándose para 1964 el 
desplazamiento de 35.500 más. La realidad de la emigración abre para los asistentes sociales de 
Cáritas un nuevo campo de trabajo que consiste en atender las necesidades de carácter social y 
espiritual de los desplazados: “es urgente el que los grupos de emigrantes españoles no vayan 
solamente acompañados del capellán, sino que también en su equipo de asistencia cuenten con 
Asistentes Sociales. “Memoria de la Federación de Escuelas de la Iglesia de Servicio Social. Archivo 
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“leche en polvo” y “queso americano”, labor expresamente encargada a Cáritas 
(Casado 1977: 65) ante la exigencia de los Estados Unidos para que dicha acción 
(Ley 480) fuese realizada por una institución benéfica, privada y apolítica66.  
 El impulso modernizador que Cáritas imprimió a la acción social permitió 
superar la tradicional acción benéfica franquista en lo que fue una actividad dedicada 
a la creación de Centros Sociales en barrios obreros, cooperativas de consumo, 
vivienda, producción y desarrollo comunitario. De acuerdo a Sarasa (1993: 152), el 
concepto que definía su actividad era el “trabajo de base” que contenía una filosofía 
de crítica a las injusticias sociales, fomentando la creación de grupos de presión para 
modificar las estructuras que generan desigualdad. 
Entre 1957 y 1963 Cáritas crea su Sección Social con la intención de aportar 
instrumentos de planificación, capacitación de personal, fomentar servicios sociales e 
impulsar la creación de Escuelas de Asistentes Sociales, además de crear la Revista 
Documentación Social. Una última etapa (1964 -1974) orienta a Cáritas hacia un 
enfoque de servicios sociales y promoción social comunitaria, disposición que 
marcará su desarrollo e identidad futura (Alemán 1991: 169-170). La manifestación 
más palpable del proceso modernizador de Cáritas a primeros de los sesenta, es 
consecuencia de la primera investigación empírica sobre necesidades sociales 
realizada en España; es el llamado Plan CCB o Comunidad Cristiana de Bienes. El 
Informe supone una primera aproximación al conocimiento sociológico de la pobreza 
y es redactado entre 1961 y 1968. Al informe CCB le seguirá el primer informe 
FOESSA (Fundación de Estudios Sociales y Sociología Aplicada) en 1966, 
investigación que será origen de sucesivos informes publicados en los años 1970, 
1976, 1980-83, 1994, 2008 y 2014.  
Ambas líneas de investigación sociológica se realizan en la España 
tardofranquista y contribuyen de manera muy notable al conocimiento científico y 
progresista de la realidad social española de la época. Aunque los estudios se 
                                                                                                                                                         
de la Escuela de Asistentes Sociales en Alicante, en Molina Sánchez, María V., Las enseñanzas del 
trabajo social 1932-1983: Estudio socio-educativo, 102 
66
 Cáritas estaba bien posicionada socialmente y disponía de un poderoso ejército de voluntarios y 
ayudantes (unos 70.000), que trabajaban desinteresadamente en cada una de las 11.808 parroquias 
que le daban estructura. La firma del convenio de ayuda social se firmó el 26 de septiembre de 1953 y 
se institucionalizo para la población en 1954. Alemán, C., El sistema público de servicios sociales en 
España, 169. 
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realizan bajo la tutela de la Iglesia católica que en aquellos momentos colabora con 
la dictadura sin cuestionarla, de Miguel (1998: 62) defiende la relevancia de los 
trabajos con base en dos criterios básicos: su importancia intelectual (que les 
convierte en los primeros grandes estudios de la sociedad española), y su ambición 
explicativa de carácter global (que desvela su calidad en comparación con estudios 
similares en otros países). Una variable adicional que igualmente pone en valor la 
importancia de los trabajos es el potente análisis que hacen del “milagro económico 
español” de los años 60, período ya apuntado y que puede ser estudiado en tales 
informes de acuerdo a sus luces y sombras. Tanto el informe CCB como el FOESSA 
I definen para el momento el espacio sociológico reformista que realiza un doble 
diagnóstico social; esto es, establecer la diferencia entre crecimiento y desarrollo y 
analizar los efectos perversos de desigualdad que produce el crecimiento sin 
desarrollo (efectos sociales no queridos del desarrollo).  
En el caso del Plan CCB67, la intención es articular programas de planificación 
social para orientar la acción benéfico-asistencial y tener un “conocimiento real y 
objetivo de la problemática social de España”. Para el logro de tal propósito se parte 
de la estructura en diócesis convertida en zonas (360 Zonas Sociales Homogéneas) 
y en cada zona se toman como base seis necesidades básicas (alimentación, 
sanidad, instrucción, vivienda, trabajo y comunidad social). Los resultados 
correlacionados por zonas y necesidades permite el estudio pormenorizado de cada 
Zona Social Homogénea, en los que predomina el análisis sobre la desintegración 
social, la crisis de la familia y la pobreza en los suburbios urbanos (de Miguel 1998: 
81).  
                                                 
67
 El Plan CCB, subtitulado “Plan de Promoción Social, Asistencia Social y Beneficencia de la Iglesia 
en España”, tarda más de un lustro en redactarse (1961-1968). Se publica en tres tomos y supone un 
esfuerzo ingente de Cáritas Española por analizar el contexto social de la España de los cincuenta y 
sesenta. Gran parte del Plan CCB está orientado a analizar los resultados del primer Plan de 
Desarrollo franquista (1964-1967), superando su visión cuantitativista, y sin olvidar que su marco de 
referencia es la acción social de la Iglesia Católica a través de la caridad e instituciones filantrópicas y 
caritativas. Los informes contenidos se aglutinan bajo el nombre “Factores Humanos y Sociales del 
Plan de Desarrollo y Social de España”. de Miguel, J. Estructura y cambio social en España, 81. 
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En el caso de los Informes FOESSA68, el primero se publica en el año 1966 y se 
considera más profesional, más laico e igualmente neutro en cuanto a análisis 
político si lo comparamos con el informe CCB. España se transforma de manera 
vertiginosa y el país crece; analizar se impone y la investigación estudia problemas 
como la mecanización del campo, el hundimiento de la agricultura extensiva, el 
éxodo interno, el surgimiento de industria y servicios y los “nuevos problemas 
sociales” de los suburbios en las mega-urbes (nueva pobreza, nueva delincuencia, 
nuevas dependencias). Las conclusiones del Informe demuestran que los cambios 
sociales devienen en cambios estructurales, poniendo en evidencia la brecha abierta 
entre macroeconomía y realidad social (crecimiento económico versus desarrollo 
económico). A mediados de los sesenta la dictadura mantiene una influencia 
importante sobre la vida política y social y el primer Informe FOESSA busca 
humanizar el franquismo sin intención de cambiarlo. Desde el punto de vista técnico, 
el estudio mantiene el esquema de seis problemas-necesidades heredados del CCB, 
aunque en este caso se abandona el marco benéfico para prestar más atención a la 
estructura social. Es de destacar su aproximación sociológica y, muy especialmente, 
el análisis crítico de los informes generados por la Secretaría para el Desarrollo de 
López Rodó (1964-1967) a los que se consideraba excesivamente cuantitativos y sin 
reflexión analítica sobre la situación real de país. Dando un paso al frente y no sin un 
cierto grado de atrevimiento para la época (de Miguel 1998: 88), en el documento 
llega a preguntarse: “¿por qué no completa el proceso y termina siendo también 
político?”  
 
2.7  Transición democrática y nueva arquitectura social 
 
La transición democrática y la conquista de derechos civiles y sociales en España no 
puede explicarse sin profundizar en los cambios acontecidos durante los años 
setenta. Los sucesos que marcan la excepcionalidad del decenio se explican en la 
confluencia de una doble crisis: económica entre 1970 y 1975 y política entre 1975 y 
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 Los informes FOESSA pueden ser considerados testigos de privilegio del devenir social y político de 
la España de los últimos cincuenta años, así como actor influyente en la visión que a través de sus 
informes, investigaciones y estudios se ha hecho de la realidad social española. 
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1980. En lo económico España mantiene su política de crecimiento de manos del 
Tercer Plan de Desarrollo (1972-1975), pero a la vez es víctima de la onda expansiva 
de la crisis mundial que se inicia en 1973 con la subida generalizada de los precios 
del petróleo y sus efectos en la inflación, el paro y la emigración. Tras el milagro 
económico español de los 60, la inercia expansiva se revierte y España entra en un 
período de contracción económica que confluye con la crisis política producida por la 
muerte del dictador en noviembre de 1975.  
La laberíntica situación del país se verá definida, pues, por cuatro variables 
independientes que coinciden en el tiempo: dos de naturaleza global y dos de 
naturaleza doméstica. A nivel externo se produce la primera crisis del modelo de 
crecimiento y producción keynesianos y la crisis del petróleo de 1973, a nivel 
doméstico confluyen la alta dependencia energética y la inestabilidad que provoca el 
fin de ciclo franquista. La complejidad de la situación económica, unida a la 
extraordinaria complejidad del proceso político que culmina en la Transición, hará de 
estos años uno de los más estudiados en términos históricos, económicos y 
sociológicos. 
 Si se pone el objetivo en la crisis global, y con distinta repercusión en Europa, 
Torres López (1995: 38-53) defiende que la primera crisis (1973) puede atribuirse al 
agotamiento del primer ciclo del capitalismo globalizante. Un conjunto de síntomas 
convergen en la manifestación del proceso entre las que destacan: la excesiva 
acumulación de déficit producto de políticas keynesianas, la falta de inversión por 
bajo rendimiento de rentas de capital, la falta de ajuste producción-consumo, la 
saturación de los mercados, el endeudamiento generalizado, el exceso de economía 
financiera no productiva y, en último lugar, la caída de los beneficios que presiona a 
la baja los salarios cuestionando el contrato social keynesiano69. Como contrapunto 
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 En la línea misma línea argumental, Adelantado et al (1998), entienden que los sistemas de 
bienestar europeos, a pesar de ser ideológicamente diversos, inician a partir de la segunda mitad de 
los años setenta una potente reestructuración con base en las siguientes variables macroeconómicas: 
Quiebra del sistema de producción fordista e inflación, desempleo y déficit público (que erosiona el 
pacto keinesiano), nuevas formas de exclusión producto de la segmentación del trabajo, 
fragmentación de las clases medias e incipiente globalización económica que distorsiona el equilibrio 
tradicional entre políticas económica versus política de bienestar. Todo ello favorece la aparición de 
una crisis de legitimidad del modelo socialdemócrata progresista que servirá para mantener abierto el 
debate sobre el papel de Estado y sus límites frente a la sociedad civil. Adelantado et al., “Las 
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al éxito vivido durante los sesenta y de acuerdo a Subirats y Gomà (1998: 18), el 
complicado contexto económico en Europa durante el decenio 1973-1983 es 
denominado “la década del desconcierto”.  
 En el caso de España la situación era algo más compleja; a la escalada del 
precio del petróleo por el conflicto bélico árabe-israelí (crisis aguda) y el agotamiento 
del pacto keynesiano post-bélico (crisis estructural), España debe gestionar, además, 
las tensiones producidas por el declinar físico del dictador que a partir de 1973 
presagia el fin de ciclo franquista (crisis coyuntural). Desde el punto de vista social y 
a pesar del milagro económico de los sesenta, los efectos negativos que imponen los 
estándares propios del capitalismo industrial hacen que el desarrollismo incremente 
el impacto de la crisis, muy especialmente en las clases menos acomodadas. Los 
efectos demográficos de la industrialización son los más llamativos, provocando un 
éxodo masivo campo-ciudad (desertización interior) en el triángulo industrial Madrid–
Barcelona-País Vasco que genera bolsas de pobreza y guetos chabolistas 
abandonados literalmente a su suerte70. 
Desde el punto de vista sociológico, De Miguel (1988: 107,109, 155) pone de 
relieve que los primeros años de la década de los setenta en España se siguen 
caracterizando por una paradoja: la falta de equivalencia entre el crecimiento 
económico logrado desde la década de los sesenta y el inmovilismo político del 
Régimen a pesar de los movimientos aperturistas iniciados en 1953. Sin voluntad 
expresa de denuncia al Régimen, el Informe FOESSA II (1970) realiza un análisis de 
                                                                                                                                                         
políticas de protección social: sistemas de pensiones y prestaciones por desempleo”, Políticas 
públicas en España. Contenidos, redes de actores y niveles de gobierno, 200. 
70
 Una experiencia autobiográfica de mi infancia me trae a la memoria el asentamiento chabolista 
próximo a mi casa en la Ciudad de los Ángeles, entre la factoría de Chrysler y la barriada de 
Orcasitas, muy cerca de Villaverde Alto, Madrid. El gueto estaba formado por cientos de chabolas 
(quizás un millar) sometidas a los rigores de las estaciones y sin ningún tipo de servicio publico que 
aliviara las necesidades más básicas. En las chabolas compartían destino familias enteras de etnia 
gitana y paya, probablemente emigrantes de zonas rurales que se buscaban la vida en las formas más 
variadas. No era inusual ver a esta gente rebuscar en los cubos de basura cualquier cosa útil o 
comestible. Recuerdo a “los cartoneros” que recogían cartón y derivados para venderlo al peso, a “los 
colchoneros” que paleaban el relleno de los colchones de lana, a “los lateros” que vendían recipientes 
de cinc, “a los vendedores de hielo” para las fresqueras en las casas donde no había frigorífico, a “los 
chatarreros”… Es el recuerdo de un niño que observaba el cambio apresurado de la España 
emergente sin reflejo alguno para la calidad de vida de esta población. Para parte del país, el 
desarrollismo permitía la incorporación progresiva de las clases medias; sin embargo para otros, los 
cambios no llegaron hasta que los ayuntamientos democráticos pusieron fin a desigualdades y bolsas 
de marginación mediante acciones de mejora y reforma urbanística.  
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la paradoja crecimiento económico versus participación política en España. Para ello, 
acomete el famoso capítulo 5 bajo el epígrafe titulado “Vida política y asociativa” (pp. 
371-432) que reconoce por primera vez que la necesidad de superar el sistema 
político y los desfases que afectan a España no provienen tanto de su dinamismo 
económico cuanto de su inmovilidad. Negando la certeza por la que comprender es 
necesitar, explicar y justificar la existencia (Bourdieu 2003: 164), las resistencias al 
cambio del Régimen tienen su punto de inflexión en la censura de dicho capítulo que 
es secuestrado (arrancado) literalmente del texto previo a publicación71 (ver anexo). 
Desde una perspectiva intelectual y estructural el Informe deja en el aire una 
pregunta que refleja la inquietud por el enigma sociológico que vive España: ¿Por 
qué no es España todavía una sociedad industrial avanzada? 
Algunos años más tarde el informe FOESSA IV (publicado en dos partes 1981 y 
1983) subsana el déficit de análisis sociológico heredado y en ambos textos, 
coordinados por Juan Linz, aborda de forma separada los cambios de orden político 
y económico producidos durante la agitada década de los setenta. El informe de 
1981 se denomina Informe sociológico sobre el cambio político en España 1975-
1981, y compensa la falta de estudios anteriores dedicando 658 páginas a analizar 
de forma extensa y por primera vez el proceso de transición política. Dos años más 
tarde, en 1983, se publica el segundo volumen denominado Informe sociológico 
sobre el cambio económico en España 1975-1983, siendo el tema central la 
desigualdad social como coste del desarrollo. La idea que inspira el trabajo es que a 
pesar de las vigorosas mudanzas que sufre la sociedad española en los últimos 
años, los cambios estructurales son mínimos y apenas repercuten en la renta 
disponible mejorando, incluso, la posición relativa de las clases más altas.  
Si existe un período de la historia de España que condense sucesos políticos 
tan trascendentes, volátiles y prolongados en el tiempo, éste es el que se sucede 
entre la Guerra Civil, cuarenta años de dictadura y una transición a la democracia 
bajo formato no rupturista. En el caso de la Guerra Civil y primeros años de la 
                                                 
71
 El capítulo V finalizaba con una parte titulada “La incómoda relación entre el desarrollo económico y 
la modernización política” (pp. 339-406). La idea era encontrar una explicación a por qué el desarrollo 
económico no ha generado en España una situación política más abierta al cambio político. de Miguel, 
J., Estructura y cambio social en España, 126-127.  
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dictadura, la población se ve sometida a un orden estructural y formas de 
adoctrinamiento que ponen en cuarentena el libre albedrío e imponen un 
determinado “mundo social”. Cabe recordar que el mundo social como alternativa a 
“sociedad” no es una entelequia ni producto de un caos, y contiene una explicación 
sociológica donde los agentes participan activamente de un mundo sometido a 
coacciones estructurales (Bourdieu 2000c: 478-479). En el mundo social la lógica de 
la diferencia se organiza simbólicamente y los estilos de vida (jerarquía, obediencia, 
honor, lealtad, género) representan, como mediadores simbólicos, posiciones 
sociales objetivas y status adscritos o adquiridos. La estrategia que fuerza la 
metamorfosis social (recordemos las libertades logradas durante la Segunda 
República) pasa por inocular valores eternos (justicia), trascendentes (Dios) y 
simbólicos (patria, bandera, familia), que en connivencia con la Iglesia Católica 
incorporan estructuras cognitivas que devienen en performativas para la mayoría 
afín.  
En el caso del fascismo español y como demuestran los procesos sumarios de 
represión y eliminación de disidentes, se da la paradoja por la que aquellos que 
cambiaron forzosamente la realidad carecían de interés por ser pensados 
sociológicamente. Así la violencia estructural franquista incorpora una violencia 
simbólica que sustituye y/o modifica (refuerza, potencia) categorías de percepción de 
la realidad para establecer nuevas relaciones entre concepto y contenido simbólico 
(orden, fe, ideología, sexualidad, matrimonio, maternidad, trabajo, sindicatos). La 
proyección simbólica, en definitiva, contribuye a reforzar los estigmas, refuerza 
cosmovisiones e impone relaciones de fuerza y categorías entre espacios sociales 
(“categoría” proviene del griego Kathegoresthai: acusar públicamente).  
Para terminar y constatando las paradojas entre autarquía y renovación política, 
la Transición Española tendrá que afrontar grandes dificultades y altísimas dosis de 
incertidumbre política y económica que llegaron a poner en riesgo la conquista del 
Estado Social y Democrático. El proceso negociador que deviene en Transición 
pasará a la historia por liquidar el edificio franquista y la elección de un parlamento 
constituyente bajo formato de ruptura pactada. Ubicados en plena transición política 
y en la seguridad de que sus pormenores están disponibles en cualquier manual de 
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historia, me limitaré a incluir un índice cronológico que ayude a una mayor 
comprensión de los acontecimientos sucedidos entre 1973 y 1979. 
 




Franco delega la presidencia del gobierno a Carrero Blanco en junio. El 20 de diciembre 
Carrero Blanco es asesinado por ETA. Carlos Arias Navarro, Ministro de Gobernación, 
lo sustituye en el cargo.  
 
1974 La inflación se dispara al 15% y el paro se sitúa en un 5%. En octubre el PSOE celebra 
su decimotercer Congreso en Suresnes, Francia. 
 
1975 Entre marzo y octubre ETA asesina a once policías y guardias civiles. El 27 de 
septiembre se fusila a tres miembros del FRAP y a dos de ETA acusados de terrorismo. 
Franco concentra a sus seguidores en la Plaza de Oriente el 1º de octubre, ese mismo 
día el GRAPO mata en Madrid a tres policías. Hassan II invade el territorio del Sahara 
aprovechando la debilidad de la situación interna en España. Franco muere el 20 de 
noviembre. Arias Navarro entrega la administración del Sahara a Marruecos. El 22 de 
noviembre Juan Carlos presta juramento ante las Cortes Generales. 
 
1976 En julio el Rey encarga a Adolfo Suarez pilotar la transición. La Ley de Reforma Política 
es aprobada en noviembre y sometida a Referéndum en diciembre. Ese mismo mes 
ETA secuestra al presidente del Consejo de Estado Antonio de Oriol y al General 
Villaescusa, presidente del Consejo Supremo de Justicia Militar. Durante el año mueren 
asesinados 21 agentes del orden público. 
 
1977 Atentado de los abogados de atocha el 24 de enero en el que mueren cinco abogados 
laboralistas del PC. Entre enero y abril se legalizan los partidos políticos. El PC es 
legalizado el 9 de abril. Primeras Elecciones Generales Legislativas (15 de junio). 
Retorno de la democracia tras 41 años de dictadura. Participación electoral del 78%: 
UCD consigue 165 escaños, PSOE 118, PC 20, AP 16. La inflación crece a un 50% 
anual y el paro sube al 6%. EL 25 de octubre se firman los Pactos de la Moncloa. 
Durante el año mueren asesinados 28 agentes del orden público. 
 
1978 La Constitución se ratifica el 6 de diciembre y entra en vigor el 29 de diciembre La 
Transición Española culmina con la aprobación de la Carta Magna. 
 
1979 Nuevas elecciones legislativas en las que UCD conserva la mayoría relativa en el 
Congreso. 
Fuente: elaboración propia 
 
 Tras dieciocho meses de trabajo para ser redactada, la Constitución de 1978 
se convierte en catalizador de las distintas sensibilidades políticas en la coincidencia 
de dos supuestos básicos: el apoyo mayoritario al texto constitucional y la defensa de 
la institución monárquica como nuevo modelo de Estado. La Constitución, entendida 
como forma de acuerdo generalizado sobre la pluralidad política y regional del país 
98 Capítulo 2: Genealogía del contexto e Institucionalización de la acción social en España 
 
 
(aunque existieron complicadas negociaciones entre los sectores políticos), no debe 
ser interpretada de forma baladí, ya que la herencia histórica de desavenencias en 
los pactos constitucionales precedentes hace que un pacto de esta naturaleza se 
realice por primera vez con la anuencia casi general de partidos políticos y fuerzas 
sociales representativas72. Tras las negociaciones preceptivas, el texto constitucional 
fue aprobado por ambas cámaras en octubre de 1978 y sometido a plebiscito popular 
en diciembre de 1978 con una participación del 69 % y un 60 % de votos afirmativos 
de los electores73.  
La Constitución de 1978 propone en materia de libertades y de protección social 
un nuevo sustrato ideológico resultado de la singular metamorfosis política. En primer 
lugar y como condición previa en la definición de Estado de Bienestar, el Estado se 
autodefine como Social y Democrático de Derecho (art. 1), plasmando una generosa 
y progresista exposición de derechos y libertades en su Titulo I. La idea de Estado 
Benefactor se hace manifiesta en su artículo 9.2, ya que garantiza un Estado 
Interventor o Providencia que promueve las condiciones y remueve los obstáculos 
que dificulten la participación ciudadana. El Capítulo 3 del Titulo I refuerza la idea de 
Estado Social cuando expone los “Principios Rectores de la Política Social y 
Económica” (arts. 39-52). Los “Principios” definen, de acuerdo a su presencia 
expresa en el texto, los grupos subjetivos a los que se concede relevancia y máxima 
protección: familia, infancia, emigrantes y retornados, juventud, minusválidos, tercera 
edad (los servicios sociales no aparecen de forma expresa, únicamente como voz en 
el artículo 50 relativo a la tercera edad). Otros artículos no ubicados en este grupo 
                                                 
72
 El Partico Comunista fue el que defendió con mayor interés la ampliación de derechos sociales. El 
Titulo Primero, relativo a derechos y libertades, la aconfesionalidad del Estado, la legislación sobre el 
aborto, la libertad de enseñanza y el Titulo VIII completo (Organización Territorial del Estado) 
supusieron, entre otros, lugares de desencuentro entre las distintas sensibilidades políticas que 
participaban en la redacción del texto constitucional. Aunque en la redacción participaron todas las 
fuerzas políticas, los dos partidos más representativos (UCD y PSOE) desempeñaron un papel 
preponderante en la redacción final. Los “padres” de la Constitución fueron: Manuel Fraga, Miguel 
Roca, Gregorio Peces-Barba, Gabriel Cisneros, José Pedro Pérez Llorca, Miguel Herrero y Jordi Solé 
Tura. Tusell, J., “La transición a la democracia (1975-1982)”, La transición a la democracia y la 
España de Juan Carlos I, 2003: 119-122. 
73
 Un análisis desde el constitucionalismo comparado demuestra que la Constitución de 1978 es poco 
original y está influida por otros textos, fundamentalmente por las Constituciones españolas de 1812 y 
1931, e incorpora instrumentos como el voto de censura que aparecen en constituciones europeas. Es 
innovadora, por otro lado, en la incorporación del Defensor del Pueblo, la protección de los derechos 
individuales y de las libertades públicas por el Tribunal Constitucional. Tusell, J., La transición 
española. La recuperación de las libertades, 60.  
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afectan igualmente a colectivos concretos, es el caso de los presos y ex-reclusos 
(art. 25) y asilados y apátridas (art. 13.4). Al margen de los Principios contenidos 
entre los artículos 39 y 52, la Constitución incorpora también un conjunto de 
compromisos en materia de política social que consideran el derecho a la educación 
(art. 27), la seguridad e higiene en el trabajo (art. 40), el régimen público a la 
Seguridad Social (art. 41), la salud pública (art. 43), medio ambiente (art. 45) y 
vivienda (art. 46).  
A priori la generosidad de la nueva constitución incluye diversos sectores 
protegidos que nos sitúa ante un contrato social garantista, democrático y de 
libertades; no obstante y a pesar de que los compromisos en materia de política 
social parecen extensos, son amplias las críticas por la escasa exhaustividad en los 
sectores a proteger y, muy especialmente, por la ausencia de definición de los 
Servicios Sociales como concepto estructurador del sistema de protección74. El 
análisis reposado del articulado calificado de “social” pone de manifiesto la ausencia 
de protección automática e impacto real en la protección, ya que la definición de los 
principios como “rectores” o “inspiradores” del ordenamiento jurídico no generan un 
compromiso concluyente respecto a los colectivos que menciona. Estos, para 
obtener una protección efectiva y automática necesitarían de una ley específica que 
permitiese su desarrollo (Alemán y García 1999: 209).  
Una de las novedades más destacadas del nuevo texto es la configuración 
orgánica del Estado basado en las Autonomías. El nuevo diseño articula el poder 
político y administrativo en tres niveles (central-autonómico-local) de acuerdo a los 
nuevos entes definidos en el Titulo VIII (De la organización territorial del Estado, art. 
137-158). La descentralización supone, por tanto, una importante novedad respecto 
al modelo monocolor y preconstitucional que aproxima los sistemas de protección a 
                                                 
74
 En cuanto a la falta de definición de los Servicios Sociales en el texto constitucional, Alonso y 
González (1997) exponen lo siguiente: “La literalidad del citado articulo 50 de la Constitución parece 
poner en conexión los conceptos de servicios sociales y de bienestar; ya que la finalidad de aquéllos 
es promover el bienestar. En cualquier caso, dicho artículo ofrece una consideración incompleta de la 
noción de servicios sociales, ya que se contempla desde el ámbito subjetivo de sus destinatarios (sólo 
se citan expresamente para la tercera edad), o ya sea desde la acción protectora objetiva (sólo se 
contemplan servicios sociales de salud, vivienda, cultura y ocio). Es también una consideración 
imprecisa: no se especifica la diferenciación entre los servicios sociales de salud para la tercera edad 
del articulo 50 y los servicios de salud generales previstos en el artículo 43.2”. Alonso, J.M. y 
González, B. En La asistencia social y los servicios sociales en España, 87. 
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las Comunidades Autónomas, otorgando a éstas competencias exclusivas para 
legislar y administrar con base en los principios de autonomía y descentralización 
(Beltrán Aguirre 1992: 109).  
La disposición constitucional que define la jurisdicción propia de las 
Comunidades Autónomas se encuentran en el artículo 148.1 (22 apartados), que 
dice en su literalidad: “Las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias en 
las siguientes materias”; el artículo 148.20 define de forma escueta la “Asistencia 
social” como competencia exclusiva autonómica. Como es obvio, la transferencia 
delegada en el citado artículo implica la responsabilidad autonómica en el diseño de 
la política asistencial, responsabilidad que se transfiere al marco jurídico de los 
Estatutos políticos correspondientes y a través de la aprobación de la ley de 
Servicios Sociales en cada uno de los órganos territoriales de autogobierno.  
Aprobada la Constitución de acuerdo a la voluntad popular, la nueva coyuntura 
democrática permitirá el desmontaje de las estructuras dedicadas a la protección 
social vigentes durante el franquismo. Partiendo de diversos autores (Beltrán Aguirre 
1992, Alemán y Fernández 2006ª, Alemán y García 1999 y Cerdeira 1987), expondré 
las reformas complementarias que impulsaron la arquitectura básica del modelo de 
Estado de Bienestar español y que se definen en cuatro niveles: administrativo, 
político, establecimiento del sistema público de servicios sociales e instauración del 
sistema autonómico  
En lo que se refiere la reforma de la estructura administrativa, el agotamiento de 
algunas de las instituciones que habían organizado la asistencia social durante el 
franquismo quedan abocadas a su disolución. En tal sentido el Instituto Nacional de 
Auxilio Social (extensión asistencial de Falange) se transforma en 1974 en el Instituto 
Nacional de Asistencia Social (INAS) adscrito al Ministerio de Gobernación. En 
cuanto al Ministerio de Trabajo, las competencias de asistencia social son unificadas 
mediante Real decreto de 15 de abril de 1977 que crea a su vez la Dirección General 
de Asistencia Social e integra bajo su responsabilidad las competencias dispersas de 
Asistencia Social (Gobernación) y Servicios Sociales (Trabajo). Posteriormente la 
creación del Ministerio de Sanidad y Seguridad Social (RD 1918/77 de 29 de julio) 
establecerá una Dirección General de Servicios Sociales que es, a criterio de Alemán 
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(1999) “un paso desacertado, por cuanto supone una medicalización de las 
asistencia y vincularla a cotizaciones” (Alemán 1999: 189). 
En cuanto a la reforma política, ésta supone una continuidad de la anterior ya 
que la disolución de las administraciones benéfico-asistenciales pertenecientes al 
Movimiento y la Organización Sindical Franquista son el punto de inflexión en la 
incorporación del principio de descentralización y simplificación administrativa 
(Casado 1983: 59). De la legislación más relevante en la materia, hay que destacar 
El Real Decreto Ley 23/1977 de 1 de abril que transfiere las instituciones del 
Movimiento a la Administración Pública, siendo orgánica su integración en julio del 
mismo año con la creación del Ministerio de Cultura y Bienestar Social (Cerdeira 
1987: 147)75.  
La tercera reforma, orientada al logro de un sistema de Servicios Sociales, debe 
vincularse a la Ley General de Seguridad Social de 30 de mayo de 1974 por la que 
se habían creado en España los Servicios Sociales de la Seguridad Social (Higiene y 
Seguridad en el Trabajo, Medicina Preventiva, Reeducación y Rehabilitación de 
inválidos, y Acción Formativa). La alta concentración de prestaciones incorporadas al 
sistema de Seguridad Social y la inflación competencial que por este motivo se 
produce, propicia la publicación del Libro Blanco de la Seguridad Social (1977) 
que recomienda la separación de competencias (sanitarias y sociales) en orden a 
racionalizar el sistema. La encomienda funcional que realiza el Libro Blanco (págs. 
360-365) es la transferencia al Estado de algunos de dichos servicios entendida 
como colaboración financiera en el sostenimiento de los Servicios Sociales de la 
Seguridad Social (Cerdeira 1987: 147-148)76. La puesta en práctica de las reformas 
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 Bajo el nuevo Ministerio se nuclean los antecedentes de los que eran el Instituto de la Juventud y el 
Instituto de la Mujer. Las instituciones precedentes de la Organización Sindical se integran a través de 
organismos autónomos de Servicios Socioprofesionales pertenecientes a la Administración Pública. 
Diversos departamentos ministeriales se reparte por criterios de afinidad funcional: Los Centros 
Asistenciales Sindicales se transfieren a la Dirección General de SS.SS. del Ministerio de Sanidad y 
Seguridad Social, Colocación se transfiere al Servicio de Empleo y Acción Formativa del mismo 
Ministerio, y Educación y Descanso al Ministerio de Trabajo.  
76
 Se ha de mencionar que el impulso en la definición del sistema se vincula directamente con las 
negociaciones políticas del proceso de Transición. Me refiero a los Pactos de la Moncloa, firmados en 
otoño de 1977, en los que los sindicatos y las fuerzas sociales de izquierda negociaron la congelación 
de salarios y la paz social a cambio de una serie de contrapartidas como la reforma fiscal, la creación 
de puestos escolares o la ampliación de las prestaciones de la Seguridad Social. En la negociación se 
defendieron los argumentos de que Seguridad Social y Servicios Sociales pertenecían a realidades 
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se llevará a cabo mediante Real Decreto Ley 36/1978, de 16 de noviembre de 
Gestión Institucional de la Seguridad Social, la Salud y el Empleo por la que el 
Estado se reintegra las funciones que había asumido la Seguridad Social y que no le 
eran propias. El decreto puede considerarse un hito en la definición del sistema 
público, ya que no únicamente transfiere definitivamente a la Administración del 
Estado los Servicios Sociales de la Seguridad Social, sino que suponen la 
universalización de los servicios mediante financiación pública (servicio público 
estatal) y la inclusión de la participación y la información como demandas sociales 
inspiradoras del nuevo sistema. En el ámbito de la administración de competencias, 
el decreto incorpora tres Institutos de gestión de recursos: el de la Seguridad Social 
(INSS), el de la Salud (INSALUD) y el de Servicios Sociales complementarios a la 
Seguridad Social (INSERSO) donde se integran los servicios sociales para la Tercera 
Edad y Minusválidos, hoy (IMSERSO).  
La cuarta y última reforma que culmina la estructura del nuevo modelo 
democrático, permite la instauración paulatina del sistema autonómico una vez 
aprobada la Constitución de 1978. De acuerdo a lo expuesto, el mecanismo 
habilitado supone la incorporación de transferencias básicas a las comunidades 
autónomas (competencias cedidas, art. 148) permitiendo la participación de la 
Autonomía en el diseño de la política social y asistencial de su territorio. Como es 
obvio, el Estado se reserva igualmente las competencias de carácter estratégico 
(competencias exclusivas, art. 149) que definen materias reservadas en el ámbito de 
su actuación general. El cierre democrático queda incompleto, sin embargo, si no se 
incluye a las entidades locales. Si se analizan con detenimiento las reformas 
realizadas durante la transición, puede observarse que en el proceso se habían 
dejado intactos algunos sectores del franquismo que, vinculados a la Administración 
local, se sentían todavía leales o fieles al Régimen. Tal situación hizo necesaria una 
legislación que superara el legado ideológico benéfico e incorporara las 
competencias de Servicios Sociales municipales sometidas al imperio de la nueva 
Constitución. La Ley Reguladora de Bases de Régimen Local (Ley 7/1985 de 2 de 
                                                                                                                                                         
diferenciadas, fijando en las negociaciones la participación del Estado en el Presupuesto de la 
Seguridad Social en un 20% para el año 1983.  
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abril) se promulga para dar respuesta a tal situación, articulándose como norma 
básica sobre el régimen de competencias y responsabilidades en materia de 
Servicios Sociales locales. Su filosofía descansa en el principio inspirador de 
descentralización, entendiendo que los entes locales son el medio natural para la 
prestación de servicios al ciudadano (Artículos 25.1, 25.2k, 26.1c) 
A diferencia de la mayoría de los países occidentales, España ha coexistido a lo 
largo de su historia con el sentimiento de retraso que implica no hacer las cosas a 
tiempo. Si el punto de partida es la posición rezagada para las revoluciones burguesa 
y económica del XVIII, la transición política demuestra que cuarenta años robados a 
la democracia ralentizaron el acceso a las libertades que otros vislumbraron con 
mayor prontitud. Aunque los textos históricos exponen que el protagonismo de los 
cambios sociales suele adjudicarse a la iniciativa política, la praxis histórica revela 
que los contratos sociales son, casi siempre, resultado del anhelo popular por las 
libertades legítimas. En el caso de la transición española tal demanda viabilizó, entre 
otras muchas cosas, un sistema de Servicios Sociales que superó fórmulas pretéritas 
e incorpora un paradigma basado en la ciudadanía y el rechazo de dogmatismos 
moralizantes y trasnochados.  
Expuesta la evolución de los sistemas de protección bajo la influencia de 
factores legislativos, económicos, sociales y políticos, se hace evidente la cantidad 
de  sucesos relevantes durante el franquismo y la transición democrática. Siendo 
estéril pormenorizar tales detalles, el siguiente cuadro ayuda al establecimiento de 
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La Guerra Civil se inicia el 17 julio de 1936 y finaliza el 1 de abril de 1939. 
 
1942 Ley constitutiva de las Cortes. Ley del Seguro Obligatorio de Enfermedad.  Se publica el 
Informe Beveridge. Los Secretariados Nacionales de Caridad generan Cáritas. 
 
1953 Firma de tratados internacionales con Estados Unidos y con la Santa Sede. 
 
1954 Cáritas inicia el reparto de la Ayuda Social Americana. 
 
1957 Cáritas inicia la creación de su Sección Social. 
 
1958 España se incorpora a la Organización de Naciones Unidas. 
 
1960 Creación del Fondo de Asistencia Social (FONAS) 
 
1961 Inicio de la redacción del Plan CCB que se dilata hasta 1968 
 
1962-65 Concilio Vaticano II. Gaudium et Spes se publica en 1965.  
 
1963 La Ley de Bases de la Seguridad Social se promulga el 28 de diciembre. Incorporación de 
los SS.SS. a la legislación sanitaria. 
 
1964 Creación de la Comisaría del Plan de Desarrollo por López Rodó. 
 
1966 Redacción del Primer Informe FOESSA. 
 
1968-71 Segundo Plan de Desarrollo 
 
1970 Segundo informe FOESSA 
 
1973 Crisis del petróleo provocada por la Guerra de los Seis Días. Asesinato de Carrero Blanco.  
 
1974 Creación del Instituto Nacional de Asistencia Social (INAS) 
 
1975 Hassan II invade el Sahara. Franco muere el 20 de noviembre. El Rey Juan Carlos toma 
posesión de la Jefatura del Estado. 
 
1977 El 1 de abril el RD. 23/1977 transfiere las instituciones del Movimiento al Ministerio de 
Cultura y Bienestar Social. El Real decreto de 15 de abril unifica las competencias en materia 
de Asistencia Social. Se crea la Dirección General de Asistencia Social. Publicación del Libro 
Blanco de la Seguridad Social. 
 
1978 La Constitución es aprobada mediante referéndum el 6 de diciembre y publicada en BOE el 
29 de diciembre. Mediante RDL de 16 de noviembre de Gestión Institucional de la Seguridad 
Social, la Salud y el Empleo, el Estado se reintegra las funciones asistenciales que había 
asumido la Seguridad Social y que no le eran propias. Creación del INS, el INSALUD y el 
INSERSO. 
 
1979 Primeras elecciones municipales el 3 de abril. 
 
1985  Ley Reguladora de Bases de Régimen Local de 2 de abril. 
 
Fuente: Elaboración propia  
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Capítulo 3: La profesionalización de la asistencia   
 
 
Tomando como punto de partida a los maestros y sus libri fecondatori  (Merton 1995: 
54), este capítulo expondrá en primer lugar los marcos de referencia sociológica 
relativos al concepto de profesión; en segundo lugar, en secuencia histórica y una 
vez analizada la genealogía de los sistemas asistenciales, el capítulo cede 
protagonismo a la labor reformista y filantrópica del  conjunto de acciones 
sistematizadas que devienen en Trabajo Social.  
 
3.1 Arqueología del concepto de profesión 
 
Las profesiones representan una institución muy importante en el seno las 
sociedades y los grupos que las conforman, y aunque de forma general se pudiera 
pensar que su nacimiento es coetáneo a la Revolución Industrial, el origen de las 
mismas se diluye en el principio de los tiempos al enraizarse en las circunstancias 
históricas y culturales del lugar que las ve nacer. Ya Aristóteles (384–322 a de C.) se 
refería a la profesionalidad no como una virtud moral, sino como una virtud técnica 
en el arte de alcanzar determinadas metas con pericia y eficacia, aunque esas metas 
fuesen moralmente indeseables (Aristóteles 2004: 198). Dos siglos más tarde, 
Cicerón (106-43 a de C.) se refería a las operae liberalis como una división social del 
trabajo donde unas actividades se basaban en el esfuerzo físico y otras en la 
habilidad intelectual y del conocimiento (Martín Moreno y de Miguel 1982: 10).  
 Asumiendo el salto en el tiempo, Herbert Spencer (1992) [1862] defiende que 
el desarrollo de las profesiones surge como un proceso de diferenciación 
evolucionista de la organización político-eclesiástica primitiva de la que derivan, 
como corpus teológico inicial, profesiones como la de médico, historiador, poeta, 
compositor, profesor, legislador, abogado, pintor, escultor, hombre de ciencia, 
escultor o arquitecto77. Spencer, fiel a su aforismo por el que las sociedades transitan 
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 El siglo dieciocho altera el sentido medieval dado los conceptos de profesión y ocupación para 
diferenciar las profesiones cultas de las ocupaciones artesanales. El fenómeno que habilita tal ruptura 
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de una homogeneidad incoherente a una heterogeneidad coherente, deduce que las 
profesiones al multiplicarse y separarse unas de otras “se hacen más coherentes y 
más claramente deslindadas” (Spencer 1992: 316-323). 
 Desde una perspectiva funcionalista, Durkheim encuentra en las profesiones 
un puntal sobre el que apoyar la organización social y moral de las sociedades 
modernas. En su obra La División del Trabajo Social [1893], Durkheim defiende que 
las revoluciones, especialmente la Industrial, colapsan los mecanismos de 
integración social generando anomía social, o lo que es lo mismo, debilitamiento de 
las normas cívicas de convivencia. Como respuesta a los déficits de la 
industrialización, Durkheim propone restaurar el grupo profesional al que reconoce la 
capacidad de reconstruir la personalidad moral más allá de lo individual y 
recomponer los intereses en conflicto. Para Durkheim no hay nada más importante 
que la división del trabajo puesto que aumenta a la vez la fuerza productiva y es 
condición necesaria para el desenvolvimiento intelectual y material de las sociedades 
(Durkheim 1987: 58).  
 Ya en el siglo XX, Carr-Saunders y Wilson (1933) defienden que las profesiones 
liberales emergen de las universidades en la Edad Media, siendo sus categorías 
originales el sacerdocio, el ejército, la medicina, la justicia y la educación. Hay que 
considerar, en última instancia, que la diseminación del conocimiento académico fue 
monopolio del clero y monjes durante centurias, y que la mayoría de las 
universidades de la Cristiandad encontraron su razón de ser en la necesidad de 
educar de la clerecía (Beaton 2010: 3).  
Para Max Weber, el capitalismo es heredero del calvinismo y del puritanismo que 
transforma el trabajo (beruf) en vocación. Los protestantes, al creer en la 
predestinación y en la vida ascética, conceden un significado sagrado a las cosas 
humanas, de forma que únicamente el correcto cumplimiento de la acción profesional 
permite encontrar el favor de Dios. Desde la óptica weberiana, la actividad 
                                                                                                                                                         
deriva de las revoluciones Francesa e Industrial que, unidas al auge de las clases medias a lo largo 
del siglo XIX, modifican los sistemas tradicionales de acceso a las profesiones (nacimiento o 
patronazgo) para incorporar a sus efectivos mediante reclutamiento o meritocracia. 
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profesional se encuentra unida a la significación religiosa78 y es centro de la 
interpretación por la que el capitalismo y su espíritu (Weber 2012: 37-38). Desde un 
marco trascendente y como complemento sustancial a la teoría de las profesiones, 
Weber incorpora la burocracia como forma de intervenir en los mecanismos 
económicos de control del mercado. Para la burocracia, la competencia y el 
monopolio toman como principio la legitimidad racionalidad-legal y al profesional 
como resultado de la influencia de las esferas económicas, políticas y sociales. Es 
precisamente en Economía y Sociedad (1993) [1922], donde Weber expone que “el 
cargo es una profesión” y que el desarrollo de la dominación burocrática se rige por los 
principios de atribución, jerarquía funcional, aprendizaje profesional, plena disposición y 
estricto cumplimiento de un conjunto de normas (Weber 1993: 716-718). 
Marx, por otro lado, enriquece críticamente la Sociología de las Profesiones al ser el 
padre fundador del denominado power approach. En su contribución negativa a la 
plusvalía de Ricardo, Marx intenta establecer el carácter de las clases profesionales 
advirtiendo que bajo el capitalismo la fuerza de trabajo es una mercancía subyugada a 
la necesidad proletaria. A su criterio, la condición de profesional (entendido como 
experto) contribuye positivamente a la división del trabajo, pero en igual medida lo hace 
a la dominación de unas clases sobre otras. Como crítica a la estructura de la división 
del trabajo, Marx opina que los trabajadores pierden el control sobre las cosas que 
producen y la especialización, por tanto, contribuye a la deshumanización del hombre y 
a convertirlo en mero apéndice de una máquina (alienación); para Marx la sociedad 
ideal será aquella en la que los trabajadores no tengan una especialización estricta 
(Rizter 2001: 213).  
La sociología marxista de las profesiones descansa, pues, sobre los conceptos de 
estructura y sistema entendidos como ordenes materiales y simbólicos que justifican el 
modelo de producción así como el nacimiento, desarrollo y ocaso de las sociedades. Es 
                                                 
78
 Weber expone una concepción luterana de la profesión que se opone a la percepción católica a la 
que define como “menos coloreada” en cuanto a matiz religioso. El nuevo sentido otorgado al 
concepto trabajo así como la idea surgen de la Reforma y es utilizado como creencia de una misión 
impuesta por Dios como posición en la vida: “Sea como fuere, lo nuevo, de forma absoluta, era que el 
contenido más honroso del propio comportamiento ético consistía, precisamente, en la conciencia del 
deber en el desempeño de la labor profesional en el mundo. Esa era la ineludible secuela del sacro 
sentido, por así decir, de trabajo y de los que derivó en el concepto ético-religioso de profesión. 
Weber, La ética protestante y el espíritu del capitalismo, 55-56. 
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precisamente en Contribución a la Crítica de la Economía Política (1859) donde Marx 
expone la interdependencia entre condiciones materiales de vida y conciencia (Marx y 
Engels 1973: 193).  Según Marx, el orden material (relaciones de producción) se 
transforma en poder simbólico (ideología), siendo éste utilizado por las élites para 
monopolizar los medios de producción y determinar la estratificación social y su 
polarización. A modo de síntesis y desde un enfoque más próximo en el tiempo, 
McDonald (1999: 22) afirma que la sociología marxista de las profesiones se ocupa 
junto al poder de dos problemas fundamentales: las profesiones en relación al Estado y 
la proletarización de las ocupaciones profesionales. Será a partir de los años sesenta 
cuando el enfoque crítico alimenta la revisión de la Sociología de las Profesiones y 
actualiza su percepción dando lugar a los enfoques neoweberianos y/o neomarxistas.  
 Un apunte desde el Trabajo Social remite a McIver, quien en The contribution 
of Sociology to Social Work (1931), afirma que para convertir la profesión de Trabajo 
Social en arte científicamente fundamentado, ésta debe superar su dependencia de 
organizaciones religiosas y el determinismo filosófico que ha dirigido su acción desde 
sus inicios (McIver 1931: 20). Para el autor norteamericano, la profesión es un 
producto útil para realizar la transición hacia una sociedad industrial y contribuye a 
mitigar el derrumbe comunitario y de valores de una sociedad que se torna más 
competitiva e impersonal. El Trabajo Social ayuda, a su criterio y en definitiva, al 
cambio social y facilita la adaptación de la población a las condiciones 
socioeconómicas como las impuestas tras el colapso económico de octubre de 1929. 
Siguiendo a Fernández Fernández  (1990: 13), cuando en 1933 Roosevelt utilizó el 
New Deal para combatir los efectos de la Gran Depresión, las trabajadoras sociales 
no estaban preparadas para responder a un desafío de tal naturaleza y, al margen de 
las técnicas terapéuticas profesionales, lo que la población demandaba era un 
compromiso por parte de la administración sobre políticas de planificación y bienestar 
social.  
 En cuanto al Trabajo Social español, se puede anticipar que el debate oficial 
sobre la profesión se abre en el I Congreso Nacional de Asistentes Sociales (1968). 
El responsable de la Conferencia Inaugural, Salvador Giner, dictó su trabajo 
“Sociología y Trabajo Social” donde afirma que el Trabajo Social padece falta de 
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profesionalidad y requiere avances no únicamente en los planos educativo y 
profesional sino también (como crítica a la dictadura y quizás atrevimiento para la 
época) en los ideológicos, económicos y de libertades públicas. A juicio de Giner, la 
fragilidad de la profesión es ostensible, dado que “ni las autoridades ni el público 
saben exactamente cuál es la función del trabajo social y de sus practicantes, 
aunque hay que reconocer que esta situación va paliándose muy lentamente año tras 
año” (Giner 1968: 33). Al margen del aporte sociológico y/o de ajuste semántico 
perseguido en el I Congreso Nacional, Giner pondrá de manifiesto algo muy 
importante para dotar de perspectiva sociológica a la profesión: la fragilidad teórica y 
estructural que sufre el Trabajo Social desde sus inicios.  
 Analizada la genealogía del concepto profesión, a continuación expondré el 
proceso de profesionalización asistencial en España en coherencia con los 
paradigmas inspiradores. Bajo el marco analítico propuesto, la génesis y maduración 
de una profesión es percibida desde el paradigma de la complejidad, es decir, como 
urdimbre que contiene variables sociológicas, económicas, históricas, políticas, 
sociales y circunstanciales. 
 
3.2 La profesionalización del Trabajo Social en España desde la  
Sociología de las Profesiones 
 
La Sociología de las Profesiones ha tenido un enorme impacto en la organización del 
Estado y en el desarrollo de la sociedad civil. Tal afirmación se justifica en la 
capacidad de las profesiones para establecer una conexión directa con el 
conocimiento abstracto, su aplicación práctica y la capacidad para fortalecer al 
Estado, así como legitimar posiciones de poder y privilegio ante determinados grupos 
sociales. Las profesiones, bajo contexto expansivo, evolucionan en trayectorias que 
definen un ethos que se transforma en ligazón a la economía y otras formas de 
reproducción social.  
 Me detendré a continuación en las escuelas sociológicas profesionales en 
secuencia histórica para, a continuación, realizar un análisis de la profesión de la 
asistencia social desde la sociología de las profesiones. Seguiré para ello el 
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exhaustivo trabajo de Sáez Carreras et al (2009) que apunta a la existencia de tres 
etapas en la historia de la Sociología de las Profesiones denominados Etapa 
Definidora, Evolutiva y Revisionista (Rodríguez y Guillen 1992; Guillen, 1990; 
Rodríguez, 2008). He de advertir que esta denominación se modifica en función del 
autor que las definen como Funcionalista, Interaccionista y Neoweberiana (Urteaga, 
2008) o Naivista y Cínica (Brante, 1988).  
 
Etapa Definidora, de Iniciación o Naivista 
 
El inicio de la Sociología de las Profesiones se desarrolla entre los años 30 y 50 del 
pasado siglo. Propia del capitalismo fabril, resalta la importancia de un cuerpo de 
conocimiento no accesible al gran público, la autonomía profesional y el potencial de 
las profesiones para contribuir al desarrollo armónico de la sociedad (Rodríguez y 
Guillen, 1992). El concepto de funcionalismo supone un primigenio desarrollo de 
Durkheim que entiende a los grupos profesionales como fundamentales para 
restaurar los déficits de cohesión social producidos por la Revolución Francesa e 
Industrial. En el origen, la pregunta que se hace el autor de Lorena sobre al problema 
del consenso social es: ¿cómo abordar el problema de la anomia que disuelve los 
lazos sociales y fuerzan la disfunción de los sistemas de integración y regulación? 
Durkheim, en La División del Trabajo Social [1893], expone como la mayor 
especialización funcional del trabajo genera sociedades “orgánicas” más orientadas 
al interés particular que al colectivo y que promueven la restitución del daño frente a 
su represión.   
 Herederos de la teoría durkheimniana son Carr-Saunders y Wilson cuya obra 
The professions (1933) abre la especialización profesional a la Sociología. Los 
autores comparten con Durkheim la función estabilizadora de las profesiones y la 
contribución de estas para otorgar poder y metas a los individuos en el trabajo. 
Centrados muy especialmente en las profesiones médicas y jurídicas79 (curar e 
impartir justicia son funciones sociales vitales), aplicaban el termino profesión a una 
gran variedad de ocupaciones siempre caracterizadas por una intensa formación 
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 La abogacía fue la primera profesión reconocida públicamente en Inglaterra. Los letrados tenían la 
autorización y el monopolio de ejercer en base a un período de una formación exhaustiva lo cual 
revelaba la autonomía del grupo como profesión. Urteaga (2008) 
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especializada, autorización para su ejercicio y la posesión de un diploma acreditativo 
que garantiza la membrecía a una asociación que opera bajo monopolio. Carr-
Saunders y Wilson llaman la atención sobre el concepto de autonomía, concepto que 
define la emancipación del Estado que legitima el asociacionismo profesional y 
establece líneas nítidas entre saber y poder. La secularización, en los mismos 
términos, es considerada indispensable para liberar a las antiguas profesiones de la 
tutela de la Iglesia.  
 
Etapa Evolutiva, Funcionalista o Clásica 
 
Esta etapa se desarrolla entre los primeros años de las década de 1950 y mediados 
de los sesenta desplazando la hegemonía británica al ámbito norteamericano. La 
Etapa Funcionalista hereda las ideas de Durkheim que son perfeccionadas y 
ajustadas a un modelo más moderno y exigente en términos sociológicos y 
económicos.  
El punto de partida funcionalista presume que la libertad individual es producto 
de la densidad moral de la sociedad. Tal indicador es resultado de un modelo de 
solidaridad orgánica que propende la socialización y reglamentación de los 
elementos normativos (socialización profesional) de forma que los individuos los 
interioricen y los perciban como creencias y sentimientos comunes y autogenerados. 
En lo que se refiere al desempeño de la acción profesional, el constructo colectivo 
debe dotar de un conjunto de reglas que prescriban qué deben hacer los 
profesionales para no interferir en los intereses colectivos y facilitar el libre desarrollo 
del laissez-faire. Elemento esencial del Funcionalismo es el concepto de 
profesionalización, concepto que se generaliza a consecuencia de la expansión 
económica e incremento de actividades profesionales que anhelan reconocimiento 
social e institucional. La tradición cultural de la profesión (socialización profesional) 
se inicia en la universidad, locus en el que el profesional adquiere conocimiento, 
valores y normas que le dotan de adiestramiento sobre recursos teóricos y técnicos 
que potencialmente desea ejercer.  
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Referente ineludible de esta período es la figura de Talcott Parsons80 y su 
concepto value consensus por la que la actividad profesional supone una 
característica fundamental del sistema moderno-liberal (Urteaga 2008:174). Parsons 
diferencia entre profession  y occupation. Como antagonista al concepto de 
ocupación, el profesional se encuentra conectado con el saber, con el público y con 
la función social encomendada por el sistema social que lo habilita. Cada subsistema 
profesional es competente sobre una función social estratégica que se encarga, a su 
vez, de satisfacer una determinada necesidad social.  
Harold Wilensky, por otro lado, comparte con Parsons una visión estructural 
de las profesiones. En 1964 Wilensky publica “The Professionalization of Everyone?” 
en The American Journal of Sociology (1964: 137-158); en el que utiliza cinco 
criterios para definir una profesión: 1) ser una actividad ejercida a tiempo completo y 
reglamentada; 2) disponer de training y escuelas especializadas que garanticen una 
adecuada formación; 3) constituirse en organización profesional; 4) requerir el 
reconocimiento y protección legal del monopolio; y, 5) establecer un código 
deontológico profesional que regule los límites de la actividad. La peculiaridad de 
Wilensky es la de entender tales criterios como progresivos e históricos, lo que le 
permite explicar de forma sociológicamente simple cómo una occupation se 
constituye progresivamente en profession. Para Wilensky, cualquier profesión que 
desee conquistar un espacio de autoridad debe encontrar bases técnicas y definir 
con claridad una jurisdicción que las conecte con la práctica.  
Etapa Revisionista, Interaccionista, Neoweberiana o Cínica 
 
Entre mediados de los años sesenta y finales de los setenta, la sociología de las 
profesiones se asienta sobre una visión muy crítica e interesada en conocer cómo se 
insertan los profesionales en la dinámica social. Aunque inevitablemente las 
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 De acuerdo a Sáez Carreras et al (2009), los textos fundamentales para entender la aportación de 
Talcott Parsons a la Sociología de las Profesiones son los siguientes: (1937) “Remarks on Education 
and the Professions”, International Journal of Ethics, 47, 350-370; (1939) “The Professions and Social 
Structure”. Social Forces, 17, 457-467; (1963) “Social Change and Medical Organization in the United 
States: a Sociological Perspective”. Annals of the American Academy of Political and Social Sciences, 
346, 21-33; (1967) “Ensayos de teoría sociológica”. Buenos Aires: Nueva Visión; (1976/1979) 
“Profesiones liberales”. Enciclopedia Internacional de las Ciencias Sociales, vol. 8. Madrid: Aguilar. 
538-547); (1982) El sistema social. Madrid: Alianza ed. 
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investigaciones parten del capital científico acumulado, los nuevos enfoques 
(interaccionistas, neoweberianos, neomarxistas, fenomenológicos) tratan de 
introducirse en aquellos recovecos sociológicos aún no explorados y en los que 
clases, competitividad y mercado o Estado son básicos para entender cómo emergen 
y se consolidan los grupos profesionales. De acuerdo al nuevo enfoque crítico 
(Urteaga 2008:177), las profesiones requieren de dos conceptos para ser explicadas: 
interacción y biografía. En cuanto a la interacción, las profesiones responden al 
esfuerzo de sus miembros por auto-organizarse, defender su autonomía, territorio y 
estrategias de autoprotección frente a la competencia. Con relación a la biografía, el 
concepto refiere a que las profesiones se definen desde su ciclo de vida, identidad, 
reconocimiento inter-partes y las retóricas profesionales y legales que les 
acompañan y les dotan de status.  
Los conceptos de licencia y mandato son cardinales para comprender el 
fundamento interaccionista de las profesiones. De acuerdo con Martín Moreno y de 
Miguel (1982: 26), la licence reivindica el ejercicio exclusivo de la actividad 
(autorización para ejercer), lo que confiere certeza en el empleo y limita la 
competencia. El mandato, por otro lado, define y fija los “espacios” y “dominios” 
ligados al desempeño profesional así como la responsabilidad adquirida respecto al 
servicio prestado al cliente. Partiendo de tales conceptos, la necesidad de alcanzar la 
prerrogativa de licencia y mandato fuerza a las profesiones a “monopolizar las 
oportunidades”, es decir, a abandonar atributos profesionales clásicos (vocación, 
servicio, estabilidad social) para convertirse en organizaciones dedicadas a aumentar 
su poder respecto a otros grupos sociales (Rodríguez y Guillén 1992: 12). Autores 
críticos como Illich (1981) entienden que la autonomía supone el corazón político del 
profesionalismo y que las profesiones ajustan sus estructuras al logro de objetivos de 
monopolio político olvidando las necesidades para las que fueron creadas. La 
segmentación profesional define, por tanto, una comunidad atravesada por conflictos 
de intereses que compiten por el mercado donde, desde un punto de vista sistémico 
y ecológico, las profesiones ponen toda su energía en obtener legislaciones 
favorables, influir en la opinión pública y garantizarse la acumulación del 
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conocimiento formal y abstracto para consolidar su status. Monopolio y poder es lo 
que define, pues, la visión revisionista de las profesiones.  
 La “ola revisionista” es liderada por Magali Sarfatti Larson, quien en su obra 
The Rise of professionalism: A Sociological analisis (1977) define las profesiones 
como un sistema de estratificación interesado en la búsqueda del monopolio y el 
ejercicio del poder. En su trabajo, la autora realiza una tentativa de teoría general 
sobre las profesiones que nacen como resultado de la incorporación de la ideología 
profesionalista en las capas medias asalariadas de las sociedades modernas (Sáez 
Carreras et al, 2009: 58). Para Larson las profesiones se orientan al mercado 
utilizando tratando de monopolizar intelectual y organizativamente las áreas de 
preocupación social en su propio interés. Esta idea es canalizada por la autora 
partiendo de dos instrumentos conceptuales81: Professional Project (proyecto 
profesional) y Social Closure (cierre social).  
 Larson utiliza Professional Project para explicar que el prestigio de una 
profesión conecta directamente con el poder del Estado y de las élites que la 
soportan. Siguiendo a McDonald (1999: 8), el éxito del Professional Project no solo 
permite el logro de status social sino, en los mismos términos, la definición de la 
realidad en la que sus miembros ejercen su función profesional. 
 En el caso del Social Closure, Larson parte de dos ideas básicas: a) un 
mercado de trabajo cerrado concebido como monopolio legal sobre ciertas 
actividades y, b) el reconocimiento del saber legítimo adquirido sin el cual es 
imposible ejercer para los no acreditados. El Social Closure se convierte por tanto en 
una doble pinza social que cierra económicamente el mercado por un lado, y por 
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 La historia puede ser entendida como una sucesión constante de Social Closures. Aquello que 
tradicionalmente llamamos estructura social o posiciones sociales puede concebirse como distintas 
formas de cierre social y/o luchas por la hegemonía de una clase, una idea o una empresa. Las 
justificaciones de los cierres sociales se soportan, en ocasiones, sobre argumentos científicos, 
pseudocientíficos o trascendentes como el color de la piel, la inteligencia o la proximidad a Dios de 
una determinada idea o política. En el día de hoy existen diversidad de estrategias para justificar la 
exclusión, las más habituales son la propiedad y la educación. En cuanto a la propiedad, se trata de la 
exclusión de determinados grupos para el disfrute de ciertos productos, lugares o servicios. En cuanto 
a la educación, me refiero a que únicamente aquellos sectores sociales capaces de proveer estudios, 
credenciales o influencias a sus efectivos quedarán habilitados para monopolizar determinados 
trabajos o sectores productivos. Cabe aquí la reflexión por la cual los conceptos de deontología, 
meritoriaje o igualdad de oportunidades educativas quedarían en cuarentena a la vista de los 
argumentos citados.  
José María Morán Carrillo 




otro, hace culturalmente endogámico al grupo que se atribuye conocimiento y saber 
legítimo. La universidad moderna (en cuanto institución de prestigio) se hace 
cómplice del mercado al establecer un puente virtual (cierre cultural) entre saber 
legítimo (certificación) y mercado profesional  
A modo de resumen, las características más representativas de las escuelas 
sociológicas referenciadas son las siguientes:   
  
Cuadro 06. Sociología de las Profesiones: Etapas y evolución histórica 
 
 
Definidora o de 
Iniciación 
 
Cuerpo profesional como lugar intermedio entre el Estado y los 
individuos. Organizaciones y grupos profesionales propulsores de un 
orden moral que alivia el conflicto anómico en la sociedad industrial. 
La organización profesional es precondición para un nuevo orden moral 
que estabiliza la sociedad moderna y consolida una ética profesional 








Profesiones garantizan la cohesión social e impulsan los procesos de 
racionalización, avance y progreso en las sociedades avanzadas. 
Las profesiones se ejercen de manera altruista y no se someten a los 
procesos de laissez-faire ni experiencias colectivistas. Se mantienen 
alejadas de la burocracia y transmiten valores “centrales” que justifican 
la confianza sentida por el cliente. Hacen un uso racional de la ciencia y 
el conocimiento, y son referente ético en el proceso de especialización y 








Las profesiones se constituyen en grupos de interés en competencia 
entre sí y otros grupos sociales en lo que supone un conflicto inherente 
a la naturaleza social. Las profesiones operan tanto en el orden 
económico como social y persiguen adquirir status, legitimidad y 
reconocimiento. El profesionalismo busca el apoyo del Estado para 
conseguir un espacio de privilegio en el mercado que evite o minimice la 
competencia. El control del conocimiento abstracto permite definir los 
problemas sociales y sus soluciones. (M.S. Larson) 
 
 Fuente: Elaboración propia. 
 
 En cuanto al Trabajo Social, si se considera la Sociología como fuente de 
inspiración en el marco de análisis profesional, la sociología de las profesiones 
ocupa, sin lugar a dudas, una categoría testimonial. De acuerdo a la bibliografía de 
referencia se puede afirmar que la profesión de trabajadora/or social no ha recibido 
especial atención sociológica desde sus inicios como profesión.  
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 Algunas investigaciones, sin embargo, constituyen un escaso pero importante 
legado o bakground de conocimiento sociológico para el Trabajo Social español. 
Estas obras, sin duda seminales y con aparataje sociológico heterogéneo, permiten 
disponer de un punto de partida que aporta perspectiva a la profesión a la par que 
criterio sobre sus debilidades y potencialidades. Referenciaré a continuación  
algunas obras que por su riqueza de matices históricos, conceptuales y sociológicos 
son precursoras de la investigación sociológica vinculada a la profesión de Trabajo 
Social en España. 
 El primer trabajo exhaustivo sobre la profesión es liderado por el 
religioso Jesús María Vázquez82 bajo el título Situación del Servicio Social en España 
(1971). La investigación es relevante en consideración de dos variables que aportan 
perspectiva y complejidad; la fragilidad de la profesión a primeros de los setenta y su 
carácter nacional como foto fija de la situación del Servicio Social en nuestro país83. 
Sin referencia a marco teórico alguno y sin superar el análisis de los datos extraídos 
de la investigación, el trabajo de Vázquez apunta a la necesidad de superar el 
monopolio formativo que recae en manos de la Iglesia y Sección Femenina; sobre 
ello Vázquez afirma; “hoy en día los responsables de la formación de profesionales 
ya saben que deben orientar su labor de tal forma que el Asistente Social pueda 
ejercer abstrayéndose de cualquier tendencia política o credo religioso; es decir, la 
actividad del Servicio Social es neutra, una actividad técnica y humanista que rebasa 
                                                 
82 Jesús María Vázquez (1923-1995), dominico, fue Doctor en Sociología por la Universidad Pontificia 
de Salamanca (1966); Doctor en Filosofía y Letras por la Universidad de Madrid (1971) y Licenciado 
en Sociología por la Universidad de Santo Tomás, en Bogotá (1969). Fue docente en la Escuela de 
Formación Social y Familiar en Madrid (1953-1975) y en el Instituto Social León XIII (1962-1977), 
donde enseñó Técnicas de Investigación Social y Sociología de la Religión respectivamente. Desde 
1966 a 1978 es profesor en la Universidad Complutense de Madrid, pasando a la Universidad de 
Murcia de 1978 a 1981. Entre 1982 y 1985 ejerció de Catedrático y director del Departamento de Ética 
y Sociología en la Universidad de Salamanca. Fue también Catedrático de Antropología Social en la 
Universidad Complutense desde 1985 hasta su jubilación en 1989.  
83
 El trabajo de investigación surge a propuesta del Instituto de Sociología Aplicada de Madrid 
(FOESSA) y es liderada por el propio Vázquez apoyado por un equipo de diecinueve investigadores y 
cincuenta y cuatro entrevistadores. La metodología utilizada es el diseño muestral que, mediante 
encuesta, toma como universo a todos los Asistentes Sociales residentes en el territorio nacional 
(4.102, censo 15 septiembre 1969). El trabajo se realizó mediante envío postal que se completó con 
entrevista personal de forma simultánea en 24 provincias. La investigación ocupa 320 páginas y 
describe los rasgos básicos del Servicio Social, entre otros: censos, profesionalización, capacidad y 
características docentes, la problemática profesional, absorción de titulados, etc. Vázquez J.M., 
Situación del Servicio Social en España, 12-14. 
José María Morán Carrillo 




capillismos y etiquetas de acción política” (Vázquez, 1971: 50).  Teniendo en cuenta 
la carencia y/o ausencia de censos y datos oficiales sobre el Servicio Social a 
mediados de los setenta, la investigación cubre varios objetivos que incluyen el 
conocimiento del contingente profesional así como “actitudes opiniones y esquemas 
de comportamiento en torno a la problemática profesional de estos trabajadores 
sociales” (Vázquez 1971: 3). De acuerdo a la riqueza de los datos, la investigación 
trasciende lo meramente evaluativo para convertirse en referencia sociológica 
profesional en España. 
La segunda investigación con categoría sociológica para el Trabajo Social es 
la obra de Juan Estruch y Antonio M. Güell, Sociología de una profesión: Los asistentes 
sociales84 (1976). Investigación limitada al ámbito catalán, La obra de Estruch y Güell 
puede ser catalogada como una anomalía sociológica de acuerdo a su extraordinaria 
definición del contexto y lo insólito de su objeto de estudio para la época. Aunque los 
autores parten de la Definición de los elementos teóricos que definen la Sociología de 
las Profesiones (17-22), las referencias bibliográficas son escasas y sin reseña alguna 
a los fundadores de dicha Escuela. Al margen del déficit contextualizador, la obra está 
escrita desde el “realismo sociológico”, es integral en su análisis y con riqueza de 
matices dada la condición de docentes de Estruch y Güell en la Escuela de Asistentes 
Sociales de Barcelona. Es precisamente el conocimiento “desde dentro” el que justifica 
su permanente alusión a la crisis de la profesión, a la que acusan de su carácter 
exclusivamente femenino, su contexto ideológico religioso, la indefinición del rol 
profesional o una elección de la profesión que es, en muchos casos, una forma de 
sublimar las carencias personales de sus efectivos (Estruch y Güell 1976: 7,11, 39).  
Sobre los contenidos de la investigación, la introducción (muy sustanciosa en 
cuanto a reflexión sociológica 16-36) analiza las condiciones en las que surge la 
profesión, su autonomía, problemas con la metodología, vocación, status, formación y 
                                                 
84
 Juan Estruch y Antonio M. Güell no eran trabajadores sociales. Estruch es Licenciado en Filosofía y 
Letras y Doctor en Sociología; Güell es Licenciado en Filosofía y en Ciencias Sociales. La vinculación 
y la motivación de los autores por escribir una investigación sociológica sobre los asistentes sociales 
pasa por su condición de profesores de sociología en la Escuela de Barcelona durante varios años. 
Desde el conocimiento “interior” de la profesión, el libro les permite profundizar en la realidad de las 
asistentes sociales desde la sociología de las profesiones, actividad que consideran en crisis dada su 
indefinición del quehacer propio y sus orígenes apostólicos que definen su marco ideológico.  
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su crisis estructural. El trabajo contiene, a mi criterio, una cierta actitud proselitista y 
arrogada de críticas más orientada a demostrar cómo se hace una investigación 
sociológica más que a abrir un debate razonable sobre la reflexividad y la maduración 
profesional.  
 En tercer lugar, la investigación con impacto sociológico en la profesión es la 
obra de Llovet y Usieto85 Los trabajadores sociales. De la crisis de identidad a la 
profesionalización (1990). El trabajo de Llovet y Usieto limita su investigación al 
colectivo profesional de la Comunidad de Madrid y aspira a ser un punto de 
intersección entre el fenómeno teórico e histórico de los profesionales en el desafío 
de construir el Estado de Bienestar. Impulsada por el Centro de Análisis Social de la 
Universidad Internacional Menéndez y Pelayo, Los trabajadores sociales se publica 
en un contexto expansivo caracterizado por el incremento inversor de las 
administraciones en bienestar social, un consecuente aumento de las contrataciones 
y el logro de la reivindicación histórica que suponía el reconocimiento universitario de 
la profesión (1981). Aunque los autores manifiestan que su enfoque teórico y 
conceptual es tributario de la Sociología de las Profesiones (Pág. 20) y citan a 
autores como Weber, Parsons o Carl-Saunders, no se apoyan en escuela 
sociológicas alguna a pesar de la la vigencia del concepto Social Project (Larson 
1977) muy útil para justificar el momento de consolidación vivido por la profesión.  
En relación a la investigación y con interés de iluminar sociológicamente el 
trabajo, Llovet y Usieto no se limitan a la mera explotación de datos estadísticos 
advirtiendo de la positiva influencia de la democracia en la profesión, el excesivo 
constreñimiento de los Servicios Sociales sobre el Trabajo Social, la crisis conceptual 
y de identidad ontológicamente entendida y la importancia de conceptos axiológicos 
para la profesión como “historia”, “método”, “autonomía” y “prestigio” (Luces y 
sombras, págs. 139-160). 
                                                 
85
 Juan José Llovet Delgado y Ricardo Usieto Atondo son, una vez más, ejemplo de sociólogos que 
escriben e investigan sobre las condiciones generales en las que se desenvuelve la profesión de 
Trabajo Social. En el caso de Llovet su desempeño ha sido el de profesor de la Facultad de Psicología 
de la Universidad de Buenos Aires y del Departamento de Sociología de la Universidad Complutense 
de Madrid. Ricardo Usieto es Sociólogo y Profesor Asociado de Sociología y ha publicado numerosos 
artículos y libros dedicados a temas sanitarios (sida, drogas y atención primaria) y de investigación 
científica.  
José María Morán Carrillo 




 Como se reseñó al principio del epígrafe y al margen de los hitos citados, los 
trabajos relevantes sobre sociodemografía, situación laboral, formación o percepción 
subjetiva profesional son varios y dispares. Uno de los esfuerzos más importantes de  
recopilación (ver listado) se encuentran en El ejercicio profesional del Trabajo Social 
hoy (Berasaluze y Berrio-Otxoa, 2008)86. La investigación supone, en su esencia, un 
aporte al conocimiento de la realidad profesional en Euskadi que reproduce en su 
metodología, exposición y conclusiones el esquema habitualmente utilizado en 
investigaciones pretéritas. No obstante y como introducción a la parte investigadora, 
las autoras defienden que el conocimiento de la idiosincrasia profesional requiere 
previamente la recopilación del conjunto de publicaciones sobre la materia a nivel 
nacional (págs. 21-31). Según Berasaluze y Berrio-Otxoa (2008: 21), el trabajo 
supone “una fotografía de la producción científica sobre el Trabajo Social en el 
Estado Español”. 
 Sin restar protagonismo al conjunto de la obra de las colegas vascas, me 
centraré en la parte introductoria de su investigación por ser afín a los objetivos de 
este trabajo. He de hacer hincapié en que la síntesis realizada lo es a nivel estatal y 
en un período que ocupa treinta cuatro años87. Entrando en detalles sobre la 
pesquisa bibliográfica, la recopilación supone un total de veintitrés investigaciones 
que justifican la aproximación al objeto general de estudio de la investigación. Las 
variables estudiadas son las siguientes: Temática, Autor/es, Ámbito geográfico, 
Metodología, Año de publicación, Tipo de publicación, Extensión y Entidad promotora 
(pág. 24).  
 Las investigaciones encontradas sobre el ejercicio profesional de la asistencia 
en los años de referencia son las siguientes:  
                                                 
86
 Ahinoa Berasaluze es trabajadora social y Licenciada en Antropología por la Universidad Pública del 
País Vasco, entidad a la que se incorpora en 2003 como docente de la Escuela Universitaria de 
Trabajo Social. Durante diez años ha ejercido como trabajadora social en diversas entidades y 
sectores de población. Kontxesi Berrio-Otxoa es Licenciada en Sociología por la Universidad del País 
Vasco, actualmente es profesora en la Escuela Universitaria de trabajo Social de Vitoria-Gasteiz. 
87
 Las autoras como fundamento a su investigación realizan un barrido bibliográfico de veinte años 
(1985-2005) que incorpora bases de datos, archivos, estudios e investigaciones que prestan atención 
a diez revistas especializadas (SS.SS. y Política Social, RTS, Portularia, Trabajo Social Hoy, 
Cuadernos de Trabajo Social, etc.) que a su criterio contienen indicadores de calidad de la producción 
científica vinculada a la profesión (página 22). En cuanto a la investigación que justifica la obra, ésta 
se ha realizado sobre el colectivo profesional de los colegios de Álava (375), Guipúzcoa (553) y 




Cuadro 07. Investigaciones sobre el ejercicio profesional de la asistencia 
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Vasco 
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Els diplomats en 
Treball social y 
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Catalunya. Situació 
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Artículo SS.SS. y P.S. 
6 págs. 
Artículo Treball Social 
2 págs. 
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Trabajo Social de 
Huelva 
Satisfacción profesional 
y motivación de los TS 














Materiales Trab. nº 60 
71 págs. 
Consejo Gral Dip. 
Trabajo Social 
Ministerio Trabajo y 
Asuntos Sociales 
Fenómeno Burnout  en 
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(entrevista abierta) 
Artículo Revista 






































Tipos de intervención 
José Mª Morán 















Trabajo Social Pablo 
de Olavide. 














Educación y Ciencia 
Valoración del ejercicio 
profesional 





















Trabajo Social Hoy 
22 págs. 
 
Opinión sobre el 
Colegio Profesional 








Colegio Oficial de 
Valencia 
Fuente: Adaptación de Berasaluze y Berrio-Otxoa (2008: 25-27) 
  
José María Morán Carrillo 




En ilación a los textos bajo control documental (23), el trabajo de Berasaluze y 
Berrio-Otxoa (2008: 28-31) permiten sacar algunas conclusiones útiles para la 
reflexión: el 83% de lo publicado se interesan en aspectos generales (formación, 
perfil profesional, satisfacción laboral, tipos de intervención o funciones de los 
profesionales); el 83 % de los trabajos son de personas físicas y el 17% de 
instituciones; el 17% son estudios de impacto estatal y el 83% de  ámbitos 
geográficos menores (CC.AA. provincias o ciudades); el 61% utiliza el enfoque 
cuantitativo, frente a un 13% que opta por el cualitativo y un 26% combina ambos; la 
mayor cantidad de las publicaciones se realizan a partir de los noventa, ocho, 
(34,78%) y once, entre los años 2000 y 2005 (47,82%).  
 Aunque por razones de tiempo y espacio resulta imposible un análisis en 
profundidad de las investigaciones incluidas en el listado, si es cierto que suponen un 
compendio útil para conocer la realidad profesional vivida por la profesión en las 
últimas décadas. Parece evidente, sin embargo y salvo los escasos ejemplos 
liderados por sociólogos, que las investigaciones referidas son en cuanto a 
aproximación sociológica exiguas, sectoriales y muy vinculadas a problemas 
específicos del Trabajo Social. Los datos disponibles permiten concluir que los 
trabajadores sociales han manifestado una cierta parálisis a la hora de poner en 
practica la autoreflexividad sociológica, profesional y corporativa durante esos 
años88. Justifica lo anterior la escasez de investigaciones publicadas (23) en un 
                                                 
88 Al margen de la bibliografía específica citada a lo largo de este trabajo, son múltiples los artículos y 
publicaciones que durante los últimos treinta años expresan las condiciones y el sentir donde los 
trabajadores sociales han realizado su labor profesional. Siendo tarea imposible referenciarlos todos, 
los ejemplos que se exponen a continuación suponen una muestra de los análisis, experiencias, crítica 
o reflexión de la práctica profesional sentida por sus protagonistas: Zamanillo Peral, Teresa (1990) “Lo 
viejo se renueva. Un perfil del trabajador social de hoy”. En Documentación Social, Nº 79; Gaitán 
Muñoz, Lourdes (1990) “El T.S. como disciplina y como profesión en el ámbito interprofesional”. En 
Documentación Social, Nº 79; Aguilar, Manuel et al. (1990) “Una docena de mitos, síndromes, limites y 
mistificaciones acerca de los Servicios Sociales y el Trabajo Social”. En Documentación Social, Nº 79; 
Colomer Salmons, Montserrat (1993). “El Trabajo Social como respuesta a las necesidades sociales”. 
En Servicios Sociales y Política Social. Nº 31 y 32; Pelegrí Vianya, Xavier (1995) “El Trabajo Social 
como profesión”. En Revista de Trabajo Social, Nº 137; Crespo Juliá, Mª Teresa (1995) “En torno al 
Trabajo Social”. En Revista de Trabajo Social, Nº 137; Kisnerman, Natalio (1995) “Trabajo Social 
¿tecnología o disciplina científica?”. En Revista de Trabajo Social, Nº 137; Crespo Juliá, Mª Teresa 
(1995) “En torno al Trabajo Social”. En Revista de Trabajo Social, Nº 137; Fombuena Valero, Josefa 
(2000) “Pureza y mestizaje en Trabajo Social”. En torno al Trabajo Social”. En Revista de Trabajo 
Social, Nº 158; Lorente Molina, Belén (2000). “Género, profesión y cultura: una aproximación al 
estudio de la identidad de los Trabajadores Sociales”. En Servicios Sociales y Política Social. Nº 49; 
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período de treinta y cuatro años; más si cabe al considerar la expansión de los 
Servicios Sociales durante las décadas de los ochenta y noventa. Abundando en el 
coste de oportunidad que tal circunstancia ha tenido para la profesión, Berasaluze y 
Berrio-Otxoa (2008: 31) y Brezmes (2008: 116) afirman que el Estado de Bienestar y 
la implantación del sistema de servicios sociales en las últimas dos décadas han 
venido acompañados de una escasa reflexión por parte de un colectivo que no ha 
asumido la publicación como tarea enriquecedora para la profesión.  
 Al margen del aporte realizado por las colegas vascas, un conjunto de obras 
no contenidas en el listado son relevantes por su visión global del Trabajo Social 
aunque, si bien, no tratan específicamente el tema de la profesionalización. Con un 
perfil más historicista, corporativo y/o autorreflexivo, los textos de Victoria Molina 
Sánchez, Las enseñanzas del Trabajo Social en España 1932-1983 (1994); José 
Manuel Barbero89, El Trabajo Social en España (2002); Manuel Gil Parejo, El 
protagonismo de la organización colegial en el desarrollo del Trabajo Social en 
España (2004); y Milagros Brezmes90, El Trabajo Social en España: Una profesión 
para la democracia (2008), son un buen ejemplo de libros escritos por investigadores 
jóvenes y solventes que, con perspectiva sociológica, apuntalan la epistemología 
histórica de la disciplina. Para finalizar, considerar dos recientes artículos que 
profundizan en el exiguo campo de la profesionalización; me refiero a los textos de 
Rogelio Gómez, Variables en la profesionalización del trabajo social, (2010), 
Zerbitzuan, Nº 48; y a la investigación de Rogelio Gómez y Alba Torices, Los 
trabajadores sociales en la primera década del siglo XXI. A cuarenta años de la 
                                                                                                                                                         
Arambarri Escobedo, Pedro (2002). “Trabajo Social: conversaciones en la frontera”. En Servicios 
Sociales y Política Social. Nº 58; Fernández i Barrera, José Fina (2003). “¿Hacia dónde va (o 
deseamos que vaya) el Trabajo Social en la actualidad”. En Servicios Sociales y Política Social. Nº 62. 
89
 El texto Trabajo Social en España de J.M. Barbero (2002) es un libro denso, sociológicamente 
orientado y dedicado a analizar los discursos subyacentes bajo los formatos históricos de intervención. 
Para Barbero la profesión debe ser comprendida como “ámbito”, ya que su desempeño no podría 
entenderse sin incorporar las prácticas institucionales y contextuales que le confieren complejidad. El 
autor parte del concepto “entropía” para explicar las prácticas insatisfactorias como parte constitutiva 
de los procesos de institucionalización. Barbero, J.M., El Trabajo Social en España.  
90 La publicación de la tesis Doctoral de Milagros Brezmes, El Trabajo Social en España. Una 
profesión para la democracia (2008), es uno de los trabajos más interesantes sobre profesionalización 
publicados en España durante los últimos años. La autora parte de tres categorías analíticas para 
profundizar en su conocimiento: el Trabajo Social Soñado, el Trabajo Social Realizado y el Trabajo 
Social Legislado. Brezmes, M. El Trabajo Social en España. Una profesión para la democracia.     
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publicación de “Situación del Servicio Social en España”, de Jesús María Vázquez 
(2012), Cuadernos de Trabajo Social Nº 25-2. 
La revisión bibliográfica mostrada advierte sobre el histórico desinterés de 
nuestras/os profesionales/investigadoras/es sobre contenidos relativos a la profesión 
y profesionales del Trabajo Social en España. Sin menoscabo del importante trabajo 
realizado por la multiplicidad de colegas que han apuntalado la historia y el 
conocimiento profesional queda patente, sin embargo, la necesidad de  profundizar 
en la epistemología histórica de la profesión no sólo por tratar de consolidarla 
corporativamente, sino por los suculentos réditos que ello supondría para afianzar su 
caudal profesional, investigador y político.  
 
3.3 De la prehistoria a la consolidación del Trabajo Social 
 
Muchos de los autores que han definido la evolución del trabajo social en España 
han compartido en mayor o menor medida esquemas básicos sobre su progresivo 
fortalecimiento y desarrollo. La idea de “maduración como profesión” transmite 
invariablemente que el trabajo social se inicia como ayuda prístina a los 
menesterosos para, con el paso del tiempo, convertirse en una profesión propia de 
los Estados de Bienestar y joven disciplina académica. Otros/as autores/as han ido 
más lejos y han realizado investigaciones sobre la profesión que ha superado lo 
meramente expositivo para convertirse (quizás sin ser conscientes de ello) en 
referencia sociológica sobre la identidad profesional. Autores como Vázquez (1971), 
Estruch y Güell (1976), Llovet y Usieto (1990) y Molina Sánchez (1994) entre otros, 
superan la mera taxonomía cronológica en sus investigaciones para incorporar 
información básica que permite entender los primeros balbuceos del Trabajo Social 
organizado en España.  
Abundando en la reflexión sobre procesos sociales complejos, he pretendido 
demostrar en los capítulos precedentes que precisar el nacimiento y evolución de 
una profesión no es tarea fácil. La mayor parte de los trabajos publicados incurren en 
el “encorsetamiento” cronológico y la ponderación excesiva de la variable “tiempo” en 
una forma de céteris páribus que minimiza el contexto cultural, económico o político. 
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En el caso del Trabajo Social, las textos publicados muestran la ausencia de 
consenso a la hora de exponer los hitos que definen las etapas recorridas a lo largo 
de su historia (ver cuadro 6). Partiendo de la Revisión Sistemática, la propuesta 
cronológica que ofrecen algunos autores sobre el proceso evolutivo/madurativo del 
Trabajo Social en España es la siguiente: 
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Fuente Elaboración Propia 
 
El presente epígrafe pretende una aproximación caleidoscópica que minimice 
el protagonismo de la variable tiempo y pondere aquellas provenientes de la 
sociología, el derecho o la historia. Desde el punto de vista de las referencias 
documentales, partiré de los investigadores citados sin olvidar las aportaciones 
centrales o colaterales que otros hayan realizado. Para finalizar, propongo una 
sistematización histórica que parte de la ayuda organizada del XVIII para culminar, 
tres siglos más tarde, en los congresos y jornadas profesionales a partir del primer 
Congreso Nacional celebrado en 1968. Con la intención de minimizar el “impacto 
cronológico”, expondré a continuación la historia del trabajo social en España bajo la 
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siguiente secuencia: Prehistoria, Protohistoria, Nacimiento, Expansión y 
Consolidación.  
3.4 La prehistoria: La lucha contra la mendicidad (siglo XVIII) 
 
La “prehistoria” del Trabajo Social remite a aquellas experiencias que sin constituir 
cuerpo teórico o profesional stricto sensu, suponen una primera iniciativa de 
sistematización de práctica caritativa o protoforma de política social ejercida sobre 
los menesterosos, pobres y enfermos. Como ya he analizado en la Parte Primera, el 
siglo XVIII define un punto de inflexión en el interés del Estado por racionalizar, 
reordenar y centralizar la toma de decisiones en los ámbitos políticos y sociales. La 
Administración pública ilustrada trata de distanciarse del renacimiento inmovilista 
adoptando medidas transformadoras en los más diversos campos: reorganización de 
la Administración local, colonización de tierras, saneamiento de la Hacienda pública, 
mejora de las comunicaciones tomando Madrid como centro radial, modernización 
del ejército y expansión de la cultura a través de la divulgación de las artes, las 
ciencias y las letras.  
Con el mismo espíritu reformador pero en el campo de la asistencia social, se 
desarrolla una iniciativa denominada “policía de pobres” encaminada a ejercer control 
sobre las familias como agente natural de reproducción del orden establecido91. El 
simbolismo que establecía una correlación funcional entre pobre, limosna y salvación 
en el siglo XVIII cambia de forma radical y las competencias sobre pobres, 
consideradas marginales, pasan a ser ahora control de los ilustrados. A partir de este 
momento, el Estado instaura un control férreo sobre la vida social y económica de la 
población, estableciendo una correspondencia entre miseria (individual y familiar) y 
pobreza pública.  
La institución religiosa acostumbrada a ejercer el monopolio benéfico con 
perspectiva histórica, percibirá la reforma ilustrada como un cuestionamiento de su 
                                                 
91
Jacques Doncelot refiere en su libro La policía de las familias (1998), como a lo largo de los siglos 
XVIII y XIX el poder ilustrado desarrolla estrategias para luchar contra la mendicidad y la pobreza en 
un intento de reconvertir la miseria en capital social aprovechable. Cuando el poder se convierte en un 
problema de producción, se hace necesario administrar las poblaciones y, consecuentemente, 
intervenir sobre las familias.  
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primacía sobre el negocio de la miseria y los espacios simbólicos de salvación. 
Sarasa, aludiendo a la actitud reactiva de la Iglesia afirma:  
 
“el enfrentamiento de la Iglesia española con las ideas originadas en la 
ilustración la llevó a posturas cerradas y extremadamente conservadoras” [….] 
“ni las sucesivas desamortizaciones de bienes eclesiásticos, ni la Ley de 
Beneficencia de 1822, por la que se crearon las juntas de beneficencia 
provinciales y nacionales y que, en teoría, conferían mayor poder a las 
autoridades públicas, significaron un desplazamiento importante de la Iglesia del 
campo asistencial” (Sarasa: 1993: 136).  
 
En la lucha por ocupar el espacio de poder que suponía la gestión de recursos 
a los pobres, la Iglesia pondrá en juego su extraordinaria capacidad de adaptación y 
defensa de privilegios; este mimetismo, como se podrá comprobar, será una 
constante ante los embates de gobiernos progresistas y constituciones liberales por 
limitar su influencia. Aunque de forma general el siglo XVIII cambia el modelo de 
gestión de la miseria, las políticas correctoras se concentran de forma muy particular 
en el limosneo por fomentar la ociosidad y vicios que inducían a los pobres a vivir sin 
trabajar. A partir de este momento el pedigüeño pierde su función mediadora de 
salvación y aureola mística para ser considerado una carga para el Estado y un 
riesgo para la sociedad.  
A mediados del siglo XVIII la exhibición del infortunio empezará a ser 
perseguida y sólo aquellos que por razones justas no puedan trabajar serán 
ayudados por el Estado. No en vano, en 1749 se prohíbe el ejercicio del pordioseo 
como forma de orientar a los miserables hacia el trabajo productivo (Garcés 1996: 
77). El resultado de la reforma iluminada determinará que a un siglo vista de la 
propuesta de Vives, el nuevo Estado fiscal se encargará de poner límites al juego, al 
consumo excesivo de alcohol y perseguirá a todos aquellos que sin ser pobres reales 
o desempleados se dediquen a vivir sin trabajar.  
En el marco del “despotismo ilustrado”, Carlos III engrandece el Estado a la 
par que acomete una importante reforma social; él es el primero que interpreta la 
pobreza como fenómeno que ralentiza el desarrollo y pone en riesgo la paz social al 
promover desordenes populares y movilizaciones reivindicativas. Como antagonismo 
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al caos asistencial, se proponen acciones legislativas que reorganicen 
administrativamente la pobreza y dispongan prácticas asistenciales alternativas a la 
reclusión. Según Alemán (1996: 115 -125), las acciones institucionales y legislativas 
de mayor envergadura llevadas a cabo por Carlos III abarcan tres frentes: el 
“correctivo”, mediante la fundación del Hospicio de San Fernando, las de “previsión”, 
a través de la introducción de los Montepíos, y las “asistenciales” con el 
establecimiento de las Diputaciones de Barrio. 
En el campo de las medidas correctivas, el Hospicio nace como una institución 
orientada a la asistencia de todos aquellos que no pudiesen ganarse el sustento92. 
Su filosofía retoma la idea de las casas de Misericordia del siglo anterior, siendo su 
misión de profilaxis social al privar de libertad a los encerrados y someterlos a una 
severa disciplina. La institución no se limitaba a dar cobijo y sustento, sino que 
pretendía disuadir a los menesterosos y pedigüeños so pena de internamiento en 
Hospicio y reinserción mediante trabajo en régimen de asistencia, prisión o castigo 
(Trinidad 1988: 91). Protagonista de excepción de tales medidas reformatorias fue 
Don Pablo de Olavide, quien por encargo directo de Carlos III creó el Hospicio y Asilo 
de San Fernando en Madrid. En su labor de gestor o “Síndico Personero”, Olavide 
gestionó labores asistenciales atendiendo a la legión de vagabundos, tullidos, 
huérfanos e improductivos pululantes por el Madrid de mediados del XVIII. Marchena 
(2000: 38), citando al ilustrado, define su progresismo asistencial al refierir su 
práctica según “los métodos modernos aplicados en los países ilustrados de Europa, 
puesto que en España en particular continúa con métodos empíricos y bárbaros 
propios de otros tiempos”. Olavide, en su carrera ilustrada llego a ocupar cargos de 
                                                 
92
 Entre los años 1750 y 1800, se construyó una red importante de hospicios y casas de corrección a 
nivel nacional que muestran la cara más represiva de los ilustrados ante la necesidad social. Uno de 
los Hospicios más importantes fue la Casa de Corrección de San Fernando en Madrid puesto en 
marcha por el ilustrado Pablo de Olavide. El hospicio, al que la terminología oficial llamaba “Depósito” 
o “Corrección” se convertirá en el exponente del régimen carcelario aplicado a los internos en el 
sentido más estricto de la palabra. A finales de siglo, prácticamente todas las ciudades importantes 
disponen de uno varios establecimientos de tal categoría. Datos de 1797 (Diccionario de Hacienda) 
afirman que en España había un total de 101 hospicios que albergaban a 11.786 individuos, lo que da 
una idea de la importante labor de represión de la pobreza durante el siglo XVIII. Al interno, una vez 
realizado su ingreso, se le coloca un uniforme y se le “requiere” para la incorporación de hábitos y 
valores basados en el orden, la disciplina y el trabajo. Por otro lado, la economía de los hospicios 
siempre fue muy precaria y la mayor parte de las veces se veían incapaces de alimentar y vestir a los 
residentes, especialmente  a finales de siglo y en épocas de hambre. Trinidad, P., “Asistencia y 
previsión social en el siglo XVIII”, 92.  
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Asistente de Sevilla, Intendente de Andalucía y Director del Plan de Colonización de 
Sierra Morena (Marchena 2000: 38).  
En cuanto a las medidas de previsión, los Montepíos, los Montes de Piedad y 
los Pósitos son instituciones orientadas a la previsión del riesgo. En el caso de los 
Montepíos como asociaciones de socorro mutuo, su misión es básicamente la de 
asegurar el riesgo de enfermedad, accidente, incapacidad o muerte. Su mecanismo 
de funcionamiento es simple, el asegurado participaba mediante cuota mensual en 
un fondo de reserva capaz de asumir cualquiera de los riesgos cubiertos y, en caso 
de sufrir alguna de las contingencias cubiertas él o su familia, eran objeto de auxilio. 
En el caso del Monte de Piedad su cometido era distinto de acuerdo a sus fines, en 
este caso la fundación concedía préstamos sin interés a cambio del empeño de 
prendas de valor. Como norma general el importe del dinero obtenido iba destinado a 
sufragar necesidades de urgencia fundamentalmente de ciudadanos de extracción 
modesta. Los Pósitos, dada la alta dependencia de la agricultura en la economía de 
la época (especialmente del cereal), se constituye como un mecanismo previsivo 
frente a malas cosechas e inexistencia de un mercado nacional de grano que 
regulara producción y consumo. Teniendo en cuenta que un mal año de cosecha 
podría significar una catástrofe social y económica, la idea de previsión se basaba en 
garantizar pequeños depósitos de grano que tenían como función convertirse en 
institución de crédito rural; el grano para sembrar era prestado a bajo interés y 
obligaba al devengo de un interés pactado una vez recogida la cosecha (Trinidad 
1988: 110-111).   
De las tres iniciativas ilustradas, la más interesante es el establecimiento de 
las Diputaciones de Barrio como forma primigenia de política social pública y 
reglamentada. Las Diputaciones son creadas por Decreto de 30 de marzo de 1778 y 
se constituyen en una institución dedicada a la asistencia a domicilio en oposición a 
la política represiva de los Hospicios. Sarasa (1993: 136) afirma que los Alcaldes de 
Barrio responsables de su funcionamiento, “significaron un paso adelante en la 
gestación de los futuros trabajadores sociales a cargo de la Administración pública”. 
La misión del Alcalde era “topografiar detenidamente la zona de su jurisdicción; 
establecer una relación del número de vecinos, domicilio y actividad a la que se 
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dedican” […] “con el fin de atender y socorrer a los pobres, enfermos y desocupados, 
en su propio domicilio” […] “se encargan de recoger a los pobres y de llevarlos a los 
hospicios y de transportar los niños abandonados a la Inclusa” (Trinidad 1988: 103).  
La estructura asistencial de las Diputaciones de Barrio supone uno de los 
primeros ensayos serios de política asistencial cuya Instrucción establecía el “alivio y 
socorro interino de jornaleros pobres, desocupados y enfermos convalecientes cuyo 
cuidado y vigilancia no es posible recaiga solamente en el alcalde de barrio” 
(Novísima recopilación de las Leyes de España, 1º, Libro VII, Titulo XXXIX, Ley XXII, 
1805)93. La diputación de caridad celebraba cada domingo juntas ordinarias y tenía 
entre sus cometidos realizar acopio de las limosnas suministradas por párrocos y 
conventos para socorrer a jornaleros y convalecientes pobres (Novísima recopilación, 
artículo 9). Las ayudas, evitando dependencias y caída en mendicidad, orientaban la 
correcta gestión del socorro impidiendo que los recursos fueran recogidos por 
holgazanes y ociosos fuera de control (Novísima recopilación, artículo 11). Otras 
funciones de carácter organizativo consistían en hacer una lista de “necesitados” y 
recogida de mendigos (Novísima recopilación, artículo 12), encontrándose no pocos 
entre ellos útiles para aceptar empleo en el ejército o la marina. En este sentido y 
bajo la influencia del utilitarismo ilustrado, aquellos que querían vivir sin trabajar 
estaban abocados a ser enviados a la Marina, si tenían más de diez años, o ser 
puestos en un oficio; a los sorprendidos mendigando y si fueran solteros y aptos para 
los ejercicios militares, destinados a las armas (Guillamón Álvarez 1980: 47). 
Como conclusión, las Diputaciones de Barrio supusieron un intento serio para 
racionalizar la ayuda social bajo un formato de mediación administrativa entre pobre 
y bienhechor. En cuanto a los aspectos negativos, se han de apuntar su escasa 
implantación geográfica (Madrid y localidades próximas), la práctica inexistencia en 
el medio rural, la escasez financiera y la dependencia del trabajo voluntario y 
                                                 
93
 La Novísima recopilación de leyes de España, fue editada en 1805 como una sistematización del 
derecho español. El Libro VII, De los pueblos y de su gobierno civil, económico y político, es el que 
desarrolla la regulación de la pobreza, competencias y cometidos de las Diputaciones y Alcaldes de 
Barrio. Las Diputaciones de Barrio estaban compuestas “del Alcalde del mismo barrio, del Eclesiástico 
que nombre el respectivo párroco y de tres vecinos acomodados, zelosos [sic] del propio barrio 
habitantes en él, en los quales [sic] residan todas las facultades que las leyes atribuyen á las 
Diputaciones de Parroquia”..  
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paternalista. Estas carencias hicieron que con el paso del tiempo la organización se 
mostrara insuficiente para abordar el gran problema que significaba de la pobreza 
urbana a primeros del XIX. Al margen de sus limitaciones y orientación más curativa 
que preventiva, la experiencia municipal supuso un hito en el desarrollo de futuras 
legislaciones, siendo el mejor ejemplo la incorporación a la Ley de Beneficencia de 
1822 de la ayuda a domicilio como forma de atención especializada. 
 Con perspectiva histórica, el siglo XVIII es el instante en el que racionalismo y 
teocentrismo colisionan para generar una nueva pragmática que acepta el 
racionalismo instrumental como armazón filosófica del liberalismo. A su vez, la 
emancipación liberal de los corsés económicos e ideológicos heredados de la 
sociedad estamental habilitará una pequeña burguesía que, con el paso del tiempo, 
devendrá en capitalismo. Desde un reformismo que aboga por una sociedad 
orgánicamente estructurada, el modelo asistencial combinará medidas de gestión, 
atención, represión y tratamiento de la pobreza que convenientemente filtradas por 
un funcionalismo utilitarista trata de desarrollar las capacidades y habilidades del 
menesteroso para (re)integrarlo al sistema productivo.  
 
3.5 Protohistoria: Socialismo y apostolado, dos formas de ganarse al 
pueblo 
 
La ciencia social del XVIII y principios del XIX se caracteriza por el auge del 
utilitarismo, el positivismo y el laicismo como sustrato necesario para entender el 
reformismo social y los movimientos reivindicativos que culminan en la internacional 
socialista. En el caso del reformismo español del siglo XIX, dos acontecimientos son 
fundamentales para entender tales cambios: la creación de la Comisión de Reformas 
Sociales (1883)94 y la Encíclica Rerum Novarun (1891). Ambos sucesos, ya tratados, 
                                                 
94
 En paralelo a la creación de la Comisión de Reformas Sociales en España (1883), en Alemania el 
Canciller Bismark promueve igualmente en 1883 una extensa legislación en materia de protección 
social. Las iniciativas legislativas son el resultado de la expansión de la internacional socialista que, 
emprendida por Federico Engels y Carlos Marx, inicia su internacionalización en 1848 con la 
publicación del Manifiesto Comunista en Londres. Como dato interesante, Karl Marx muere igualmente 
en marzo de 1883 sentado en su mesa de trabajo mientras redactaba la segunda parte de El Capital. 
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son piezas básicas para aproximarse a las primeras iniciativas de Trabajo Social 
como forma organizada de atención a los necesitados. 
En cuanto a la Comisión de Reformas Sociales (CRS), ésta fue creada en 
1883 como instrumento de mediación entre movimiento obrero y el reformismo 
burgués. La crisis económica (especialmente la agrícola por las malas cosechas) y 
unas reformas económicas realizadas de espaldas a la realidad, requieren un 
instrumento del Estado que gestione el conflicto entre la burguesía adinerada (que ve 
disminuir su tasa de beneficio), y la masa trabajadora (que sufre insalubridad en 
talleres mugrientos, horarios interminables y pésimas condiciones de vida).  
 Según de la Calle Velasco (1984: 13), este será el contexto en el que aparece 
por primera vez la expresión “Trabajo Social” en la legislación española de mano de  
su mentor, Segismundo Moret, en el preámbulo de la Ley que crea la Comisión de 
Reformas Sociales el 10 de diciembre de 188395. El ministro lo expone en los 
siguientes términos:  
 
“parecerá tal vez a primera vista que lo más sencillo sea legislar sobre la 
materia, sometiendo a las Cortes los proyectos y fórmulas que de alguna manera 
saliesen al encuentro de los males conocidos, no lo entiende así el ministro que 
suscribe, sino que cree que el mejor medio es abrir el campo del trabajo social, 
que ha de preceder a los legisladores”.  
 
Interpretando a Moret, lo que se propone es que antes de acometer cualquier 
reforma ésta se analice en sus causas mediante una forma de “trabajo social” que 
incorpore la opinión de aquellos a los que la reforma afecta (Molina Sánchez 1994: 
42). Al margen de la semántica del concepto, la política reformista iniciada por la 
Comisión pasa, a mi criterio, por incorporar dos avances básicos para la política 
social y el consenso interclases, es decir, el uso de la mediación del trabajador social 
entre Estado y necesitados y la toma en consideración de la opinión de los 
mediadores para cualquier iniciativa sugerida por la Comisión.  
                                                 
95
 La CRS fue creada por Real Decreto de 5 de diciembre de 1883 a instancias del ministro de 
Gobernación, Segismundo Moret y Prendergast. El texto aparece en la «Gaceta» el 10 de diciembre 
de 1883 con el ampuloso título de: Comisión para el estudio de las cuestiones que interesan a la 
mejora o bienestar de las clases obreras, tanto agrícolas como industriales, y que afectan a las 
relaciones entre capital y trabajo. 
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Por otra parte, la Encíclica Rerum Novarum supone un giro radical de la 
tradición católica frente a la cuestión social siendo este cambio relevante para 
explicar el surgimiento de la asistencia social como comprobaremos más adelante. 
Sin lugar a dudas, la nueva sensibilidad viene estimulada por la agitación social e 
ideológica que produce la Internacional Socialista y el potencial riesgo de alejamiento 
de la doctrina que ello implica para las bases.  
La respuesta del Vaticano a los retos de la cuestión social expresada a través 
de Rerum Novarum será el Catolicismo Social96. Pero, en el caso español, ¿qué 
hace que el Catolicismo Social se convierta en un instrumento de naturaleza política? 
La respuesta es clara, la Iglesia Católica al hacerse consciente de que las ideas 
libertarias y colectivistas son “competencia” en el mantenimiento de la feligresía y 
para combatir la desafección de la doctrina promueve el asociacionismo confesional 
con la intención de mantener su influencia en la vida social española.  
 La estrategia social desarrollada por la Iglesia es concebida como una 
“tercera vía” entre el liberalismo burgués y el colectivismo obrero con actitud 
corporativa, pero adaptada en este caso a los nuevos tiempos (Sarasa 1993: 141). 
Apuntando en la misma dirección, Miranda (2004: 431) entiende que el nuevo talante 
responde a una actitud estratégica manifestada en la renuncia al Estado confesional, 
pero no al control del Estado a través de la conquista de las clases trabajadoras. En 
la lid por no ceder al empuje de partidos políticos y sindicatos, la institución 
promoverá sindicatos confesionales, escuelas nocturnas y centros sociales que 
compensan la influencia de los ateneos libertarios (anarquistas) y casas del pueblo 
(socialistas). De forma más particular, el empeño del Catolicismo español por no 
ceder su espacio social se desarrollará en base a una triple estrategia: los Congresos 
Católicos, los Círculos Obreros y la creación de organizaciones catolicistas de 
defensa social.  
                                                 
96
 El punto 17 de Rerum Novarum expresa con claridad la disyuntiva a la que está sometida la clase 
obrera: “En este estado de cosas, los obreros cristianos se ven ante la alternativa o de inscribirse en 
asociaciones de las que cabe temer peligros para la religión o constituir entre sí sus propias 
sociedades, aunando de este modo sus energías, para liberarse valientemente de esa injusta e 
insoportable opresión. ¿Qué duda cabe de que cuantos no quieran exponer a un peligro cierto el 
supremo bien del hombre habrán de optar sin vacilaciones por esta segunda postura?” 
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Uno de los instrumentos y origen del Catolicismo Social son los Congresos 
Católicos que surgen en 1881 como Unión Católica97. Los Congresos se ubican en 
un espacio cronológico que ocupa prácticamente toda la Restauración (última 
década del siglo) y están orientados a promover legislación social en búsqueda de 
armonía capital-trabajo frente a la lucha de clases. Los Congresos se caracterizan 
por su orientación defensiva frente a la secularización y el librepensamiento y aunque 
no existe unanimidad sobre la eficacia de los mismos, se entiende que fueron útiles 
en la definición de la problemática asociada a la “cuestión social”98 y sentar las bases 
de la futura Junta Central de Acción Católica (Gutiérrez Resa 1993: 115). 
En la misma línea apologética de los Congresos pero en este caso desde un 
“Sindicalismo Católico”, se crearon los Círculos Obreros y Patronatos Obreros que 
“como instrumento privilegiado de acción social católica es el preferido y 
recomendado constantemente en los Congresos” (Montero 1988: 169-173). El 
promotor de los Círculos Obreros fue el Padre Vicent (1903), quien con mentalidad 
paternalista y conservadora supo llevar el mundo del trabajo a la acción pública de 
los católicos. La misión de los Círculos consistía en el desarrollo promocional de la 
Iglesia a través de tareas fundamentalmente religiosas e instructivas y recreativas y 
de los que formaban parte no sólo obreros, sino también patronos o protectores que 
en realidad llevaban el peso de la organización” (Tusell 1975: 78). En el plano 
laboral, sus conclusiones solían recoger demandas de naturaleza social que exigían 
legislar sobre el descanso dominical (1904), la protección de la mujer trabajadora y el 
trabajo de los niños. Como norma general, la labor de los Círculos iba más allá de la 
acción benéfico-social y educativa, e incorporaban a su actividad sindical 
instituciones escolares (escuelas dominicales, nocturnas, de barrio) que orientadas a 
                                                 
97
 El Obispo de Barcelona, impactado por la primera celebración del 1º de Mayo en 1890, propone un 
proyecto de seguro social obligatorio para la clase trabajadora con financiación estatal y patronal. 
Dicha propuesta es remitida al Congreso Católico de Zaragoza de 1891 para ser debatida con el título 
“Capital–Trabajo”. En 1894 se pretendió dar continuidad a los Congresos Católicos mediante la 
creación de una “Junta Permanente” apoyada por el Marqués de Comillas al que cabe definir como “la 
personalidad más significativa del catolicismo laico oficial durante todo el reinado de Alfonso XIII. 
Indudablemente bienintencionado y muy rico, el Marqués animó económicamente no sólo esta labor 
sino muchas otras”. Montero, Feliciano., “Catolicismo y reforma social en España en el tránsito del 
siglo XIX al XX”. 4 siglos de acción social. De la beneficencia al bienestar social, 170. 
98
 Las crónicas publicadas de los Congresos determinan que se celebraron en Madrid (1889), 
Zaragoza (1890), Sevilla (1892), Tarragona (1894), Burgos (1899) y Santiago (1902). 
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la moralización y catequización perseguían contrarrestar los avances de sindicatos 
obreros entre las masas trabajadoras (Montero 1988: 172). Los círculos obreros 
fueron, en definitiva, organizaciones que reproducen el esquema benéfico-caritativo 
sobre sus protegidos y una forma de mutualismo (gremial) en un marco de 
convergencia de intereses con la burguesía dominante y las instituciones religiosas. 
En cuanto a las organizaciones catolicistas de defensa social, las más 
relevantes serán Acción Católica y la Asociación Católica Nacional de 
Propagandistas (ACN de P). Acción Católica emana de la actividad generada en los 
Congresos Sociales, y es fundada por el Marqués de Comillas en 1895 cuya 
dirección mantendrá hasta 1925 en paralelo con la Junta Central de Congresos 
Católicos. En cuanto a la Asociación Católica Nacional de Propagandistas, será 
creada en 1908 por los jesuitas Ángel Ayala y el Cardenal Herrera Oria. La 
Asociación estaba compuesta por “una élite de influencia jesuita integrada por cerca 
de 500 prominentes y talentosos católicos de derechas con influencia en la prensa, la 
judicatura y las profesiones liberales” (Preston 2011: 40). Gutiérrez Resa (1993: 118) 
afirma a su vez, que la motivación de la organización será eminentemente ideológica 
y consistirá en “formar cuadros con personas que sean levadura y fieles a los deseos 
de la Iglesia en cualquier sector o ámbito social con preferencia por el ámbito 
universitario y la prensa”. Cabe destacar sobre ambas organizaciones que los 
primeros dirigentes de Cáritas pertenecían a una u otra asociación como fue el caso 
de su primer director Jesús García Valcárcel99. Algunos años después del nacimiento 
de las asociaciones católicas y en el ambiente convulso de la Segunda República, 
Ángel Herrera Oria, estratega y cerebro en la sombra del catolicismo político en los 
primeros años de la república, crea Acción Nacional como una organización 
catolicista de defensa social. Acción Nacional aglutinó a su vez a la Asociación 
Católica Nacional de Propagandistas (ACN de P) y la Confederación Nacional 
                                                 
99
 En el monográfico que Antonio Gutiérrez Resa publica sobre la historia de Cáritas, el autor expone 
que el nacimiento de Cáritas nace por voluntad expresa de la Iglesia Católica. Aludiendo a palabras 
del propio Valcárcel dice: “en 1944 se me llamó por Acción Social, para rogarme que estudiase cómo 
se debía organizar la caridad en España; y el 25 de abril de 1946 fui nombrado director nacional de un 
Secretariado de Caridad de la Junta Técnica de la Acción Católica Española” […] “en 1945 me llamó 
el cardenal Pla y Deniel para decirme que: la Iglesia española ha recibido de S.S. la petición de que se 
organice la caridad en España, y que la jerarquía ha pensado en usted para que la lleva a efecto”. 
Gutiérrez Resa, A., Cáritas española en la sociedad del bienestar  1942 – 1990, 122-123. 
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Católico-Agraria. En la confluencia de los intereses políticos y confesionales, 
Congresos y ACNP hibridarán esfuerzos contra la República.  
En el juego político del primer tercio del Siglo XX la Iglesia, si bien forzada por 
el excesivo anticlericalismo de los movimientos obreros y sindicales, comparte de 
manera generalizada afinidad ideológica con los poderes fácticos (terratenientes, 
nobleza, militares no afines, Guardia Civil) que ven en la Segunda República un 
contubernio judeomasónico y bolchevique que arremete contra España y el 
catolicismo Preston 2011: 29-70). Este será el motivo por el que el Catolicismo Social 
emanado de instancias eclesiales destilará de forma generalizada un talante 
contrarrevolucionario y negador (en la práctica e ideológicamente) de las iniciativas 
progresistas derivadas de la República100. Este es el contexto que condiciona el 
nacimiento y naturaleza doctrinaria de las primeras experiencias de asistencia social 
en España y, muy particularmente, de la apertura de la primera Escuela abierta en 
Barcelona a la que haré mención un poco más adelante. 
A modo de conclusión y conocido el devenir ideológico de las propuestas 
surgidas tras la publicación de Rerum Novarum, un sucinto análisis de lo expuesto 
apunta a que el interés social de la Iglesia nace, al menos aparentemente, con más 
vocación instrumental que pastoral, más estratégica que vocacional y más terrenal 
que trascendente. 
3.6 Nacimiento: Nacional Catolicismo y primeras escuelas 
 
Según Bourdieu hacer sociología, hacer ciencia, consiste en transformar problemas 
metafísicos en problemas susceptibles de ser tratados científicamente y, por tanto, 
políticamente (Bourdieu 2000a: 51). En el caso del Trabajo Social, la atmósfera que 
                                                 
100
 Preston en El Holocausto Español, dedicada su primer parte a explicar los “orígenes del odio y la 
violencia” contra el ideario republicano. A su criterio fueron: el intento de la República por quebrar el 
poder de la Iglesia Católica; la idea de que la Republica era una creación extranjera y siniestra que 
había que destruir y, en último lugar, la violenta reacción de los terratenientes ante los intentos de 
reforma agraria emprendidos por los republicanos. El autor deja patente que la Iglesia colaboró 
activamente con las fuerzas conservadoras para evitar el triunfo de la República. Para la Iglesia el 
ideario republicano confrontaba sus intereses al propugnar la separación Iglesia-Estado, el matrimonio 
civil y el divorcio, la limitación de las ayudas al clero y la eliminación del monopolio educativo. Estas 
propuestas suponía un revés económico y social de magnitud inaceptable. La Iglesia supo explotar 
simbólicamente tales ataques y exponerse ante las fuerzas conservadoras como guardián de la 
esencia y la identidad de España. Preston, El holocausto español, 29-70. 
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ve prosperar la disciplina es el corolario de cambios socio-económicos creados por la 
Revolución Industrial y la necesidad de encauzar los problemas asistenciales en las 
masas obreras. En Europa la atención social se hizo especialmente urgente una vez 
finalizada la I Guerra Mundial (1914-1917), ya que el volumen de damnificados por el 
conflicto estimulará la apertura de escuelas de Trabajo Social y la ampliación de 
técnicas apropiadas de ayuda. La primera organización internacional privada de 
Servicio Social fue la Unión Católica Internacional de Servicio Social (UCISS), 
fundada en Milán en 1925, con sede en Bruselas y cuyos programas docentes han 
influido de manera notable en la Escuelas de Trabajo Social101. En el caso español, y 
con semejanzas notables al resto de Europa, la amplitud con la que liberalismo e 
industrialismo manifiestan la pobreza urbana y rural hace que la asistencia social 
deje de ser una actividad meramente paliativa para pasar a ocupar espacios 
progresivamente orientados al desempeño profesional y la consolidación corporativa. 
La realidad impone, por consiguiente, una respuesta funcional al problema del 
pauperismo industrial que canalizado estratégicamente por la iglesia católica se 
concreta en la creación de escuelas a lo largo del país bajo el marco ideológico del 
Catolicismo Social.  
Siguiendo a Molina Sánchez (1994: 46-47), a comienzos del siglo XX el 
ambiente económico y social en España propician la fusión de fuerzas sociales 
públicas y privadas (Iglesia Católica, cooperativas, empresas, círculos obreros) en un 
frente sensible a la política de reforma y paz social. Las iniciativas sociales y 
humanistas reunidas bajo este frente se convertirán en plataforma de análisis, 
denuncia y propuestas a las diversas necesidades obreras existentes en el momento. 
Origen del movimiento social fue el Padre Gabriel Palau, creador en Barcelona en 
1908 de Acción Social Popular. La iniciativa de Palau es importante para el origen del 
Trabajo Social en España ya que utiliza las “Semanas Sociales” como plataforma 
reivindicativa del obrerismo confesional; una de sus más importantes iniciativas fue la 
                                                 
101
La UCISS contribuyó en gran medida a la expansión de centros de formación en Trabajo Social por 
América del Sur, Asia y Oceanía. En el año 1947, una vez finalizada la Segunda Guerra Mundial, la 
UCISS obtuvo el Estatuto Consultivo en el Consejo Económico y Social, en la Organización de 
Estados Americanos y en el Consejo de Europa, así como en UNESCO, OIT, UNICEF Y FAO. De la 
Red, Aproximaciones al Trabajo Social, 59.  
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celebración de la V Semana Social en Barcelona (1910) bajo la rúbrica “Cuestiones 
laborales, industriales y sindicales”.  
Las “Semanas Sociales” se celebran una vez al año a partir de 1949 en 
ciudades donde existen escuelas de Servicio Social (excepto 1970 en Murcia y 1982 
en Badajoz). En tales eventos se hacía coincidir un tema transversal con la 
problemática vivida por la sociedad; inquietudes que a su vez eran recogidas por las 
Escuelas. En definitiva, la labor realizada por Acción Social Popular tuvo una fuerte 
presencia en lo social fortaleciendo la identidad profesional y creando el clima 
apropiado para justificar la apertura de la primera escuela en Barcelona en 1932 
(Molina Sánchez 1994: 47). 
 Establecidas las condiciones para la expansión de la asistencia social en 
España, entre la Segunda República y la apertura del primer centro oficial en 1964, 
se crearon cinco escuelas sociales, tres ubicadas en Madrid y dos en Barcelona 
(Hernández 2004: 17); y entre 1932 y 1950 se diploman en España 270 asistentes 
sociales, de los cuales 149 ejercen profesionalmente (De la Red y Brezmes, 2003: 
137) En ambos casos los centros pertenecen a la Iglesia Católica o a instituciones 
bajo su influencia.  
 Con la intención de profundizar en la historia de las escuelas pioneras, 
expondré a continuación las contribuciones y características las más importantes. El 
cuadro final de epígrafe aporta el año de apertura de las escuelas entre 1932 y 1983 
detallando el organismo promotor y dependencia administrativa102.  
 
La Escuela de Trabajo Social de Barcelona 
 
La primera experiencia de formación reglada aunque no oficial de asistencia social 
en España se inicia en Barcelona en 1932 imitando los modelos preexistentes en 
                                                 
102
 No es mi intención restar importancia a aquellas escuelas independientes, pero por motivos de 
espacio y elección de contenidos, me limitaré a citar aquellas que tuvieron mayor impacto. Por 
Escuelas independientes, me refiero a aquellas abiertas por la Obra Social de Cajas de Ahorros, Cruz 
Roja o entidades privadas que, en un total de siete, contribuyeron en igual medida a la consolidación 
profesional. Salvo la Escuela de Pamplona (1964) dependiente del Opus Dei, el resto fueron tuteladas 
por Sindicatos (Huelva 1966), Academia Politécnica (Santander, 1967), Diputación Provincial (Oviedo, 
1965), Ministerio de Trabajo (Zaragoza, 1967), Cruz Roja (Lérida, 1962) y Caja de Ahorros (Logroño, 
1972).  
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Europa103. La escuela se abre por iniciativa del doctor Raúl Roviralta104 y Antonia 
Ferreras (presidenta del Comité Femenino de mejoras Sociales) bajo el nombre de 
“Escuela de Asistencia Social para la Mujer”. Ana María Llatas de Agustí fue su 
primera directora y orienta las enseñanzas a cumplir los objetivos del catolicismo 
social, es decir, educar a la clase obrera y a formar trabajadoras sociales 
competentes para el ejercicio de la profesión. La escuela se asocia algunos meses 
más tarde a la Unión Católica Internacional de Servicio Social (UCISS) y propone 
fines culturales y educativos en la línea de la Escuela Católica de Servicio Social de 
Bélgica fundada en 1920105. De acuerdo a la situación política en 1932, los 
contenidos docentes son básicamente técnicos e ideológicamente neutros, aunque 
una vez concluida la contienda éstos se modifican para hacerlos acordes al 
nacionalcatolicismo impuesto por la alianza Iglesia-Estado106.  
Una vez concluida la guerra civil, la Escuela de Asistencia Social para la Mujer 
vuelve a abrir sus puertas en 1939 dependiendo ahora de Acción Católica Femenina 
que modifica su nombre por el de “Escuela para el Hogar y Obras Sociales 
Femeninas” (Estruch y Güell 1976: 46-48). En estos momentos la oferta académica 
del centro incluye materias como Religión, Encíclicas y Moral. Hacia 1941 el centro 
vuelve a cambiar su nombre por el de “Escuela Católica de Enseñanza Social” 
afiliándose en 1944 al Secretariado Diocesano de Beneficencia.  
                                                 
103
 La primera escuela aparece en Holanda en 1899 y en Gran Bretaña en 1904. En la London School 
of Economics se impartía en 1912 cursos para trabajadoras sociales por la Charity Organization 
Society (COS) con el título “Las variadas formas de obras de caridad y sociales”. Alemania fundó su 
primera escuela en 1908. En París se creó en 1917 la primera escuela denominada surintendents 
d´usines. Sarasa, “El trabajo social en España: Avatares de una profesión” en El servicio de lo social, 
135. 
104
 El Doctor Roviralta es responsable de imprimir en 1937 el texto “Los problemas de Asistencia 
Social en la Nueva España. Esta publicación puede considerarse como la primera sobre Trabajo 
Social en nuestro país y se inspira, según su autor, en la utilizada por la Escuela Superior Fascista de 
Asistentes Sociales de Roma, de la Red, Aproximaciones al Trabajo Social, 73.  
105
 Aunque el centro se inauguró el 1 de noviembre de 1932 su adscripción no era oficial. La dirección 
inició acciones orientadas para su reconocimiento por parte de la Generalitat Catalana que se vieron 
truncadas por motivos políticos en 1934. Frente a la iniciativa católica, la Generalitat materializa la 
creación del Patronato para la Formación Técnica de las Asistentes Sociales en 1935. Estruch, J. y 
Güell, A.M., Sociología de una profesión. Los asistentes sociales, 45. 
106
 Aunque la acepción de sus promotores era católica, Estruch y Güell afirman que  
“Momentáneamente se prescindió de toda oficialidad confesional concreta, ya que las circunstancias 
políticas recomendaban la renuncia a este tipo de afiliaciones”, Ibid., 45. En cuanto a los contenidos 
docentes, los planes de estudio fueron elaborados desde el primer curso con rigor científico y 
pedagógico.  
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Decana del Trabajo Social español, la Escuela de Visitadoras Sociales 
Psiquiátricas se inaugura en enero de 1953 la bajo el auspicio del psiquiatra Ramón 
Sarró y en colaboración con la Sección Femenina. El doctor Sarró se había formado 
en Estados Unidos y a su regreso a la cátedra de Psiquiatría pone mucho interés en 
transmitir el Modelo Psicosocial a las alumnas matriculadas. En su interés por 
reproducir la práctica desarrollada por las/los Social Workers anglosajonas, Sarró 
introduce dicha práctica en las tareas de soporte, control y seguimiento de casos que 
los psiquiatras les requerían. La iniciativa de Sarró es importante para la profesión en 
España, y su magisterio permite formar varias generaciones de profesionales en un 
momento en el que Trabajo Social se encontraba teórica y metodológicamente 
desierto. La Escuela de Visitadoras Sociales Psiquiátricas incorpora en el curso 
1963-1964 estudiantes masculinos y amplía contenidos psicosociales a nuevos 
espacios sanitarios; ese mismo curso modifica también su nombre pasando a 
denominarse “Escuela de Visitadoras Sociales-Psicólogas” (Molina Sánchez 1994: 
91-92).   
 
Las Escuelas de Trabajo Social de Madrid 
 
En los años 1939 y 1957 se abren en Madrid dos centros dedicados a la formación 
asistencial: la Escuela de Formación Familiar y Social y la Escuela Superior de 
Asistentes Sociales San Vicente de Paúl ambas, según Llovet y Usieto (1990: 51), de 
reconocida militancia católica. La Escuela de Formación Familiar y Social se 
inauguró en octubre de 1939 y sus promotoras fueron Rosario Rodríguez Babé y 
María Sabater Blanco bajo titularidad de las Hijas del Corazón de María. La 
ascendencia católica de sus fundadoras así como las exigencias políticas del 
momento, justifican que la redacción de estatutos, elaboración de plan de enseñanza 
y elección de profesores sean aprobados por el Cardenal Primado Tomás y Gomá107. 
Siguiendo a Molina Sánchez (1994: 87-90), el cuadro de profesorado estaba 
                                                 
107
 El Cardenal Gomá apoyó claramente los objetivos de la Iglesia tradicional y nacional catolicista 
finalizada la Guerra Civil. Gomá, en una de sus homilías, dice lo siguiente: “Gobernantes haced 
catolicismo a velas desplegadas si queréis hacer la patria grande; ni una ley, ni una cátedra, ni una 
institución, ni un periódico fuera o contra Dios y su Iglesia en España”. González Seara, “Pautas y 
Directrices Teóricas de la Acción Social”, III Congreso Nacional de T.S., 1976. 
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compuesto por “eminentes catedráticos de la universidad de Madrid y prestigiosas 
autoridades civiles y eclesiásticas”, y su cometido central era “la preparación de 
Asistentes Sociales y la creación de obras de asistencia y educación popular”. La 
Escuela pasó en 1943 a formar parte de la Unión Católica Internacional de Servicio 
Social (UCISS), año en el que su directora (María Sabater) es nombrada miembro de 
la junta directiva de la organización.  
El 10 de mayo de 1957, las Hijas de la Caridad inauguran un centro en Madrid 
denominado Escuela Superior de Asistentes Sociales “San Vicente de Paúl”. La 
escuela fue creada para formar específicamente a las Hermanas de la Congregación 
en el intento de mejorar y tecnificar la labor asistencial y apostólica que venían 
desarrollando. Al igual que el centro inaugurado en 1939, su confesionalidad es 
manifiesta al pertenecer desde su creación al Instituto Regina Mundi de Roma. 
Egresadas tres promociones de profesionales religiosas, se considera conveniente 
incorporar laicos al centro con la motivación de “que las personas seglares se 
formaran en centros de toda solvencia moral” (Molina Sánchez 1994: 96). Las 
escuelas madrileñas aportan consistencia a una profesión incipiente; cuando se 
presentó al Ministerio de Educación la solicitud de reconocimiento oficial en el año 
1964, “la Escuela había formado ocho promociones de religiosas, en un total de 171 
alumnas y cinco promociones de seglares, que comprendían 201 alumnas” […] “en 
ese mismo año 1964, nueve Escuelas de Asistentes Sociales estaban dirigidas por 
religiosas que habían sido formadas en esta Escuela de Madrid” (Molina Sánchez 
1994: 96).  
 
Las Escuelas de Trabajo Social de la Sección Femenina 
 
La Sección Femenina (SF) fue una organización constituida por Falange que se 
encargó de atender las necesidades sociales de los territorios ocupados por el bando 
nacional durante la guerra. En el marco de la “Nueva España” (Ley 28 de diciembre 
de 1939) se encomendó a la SF de Falange Española Tradicionalista y de la JONS la 
formación político-social de la mujer española sin consideración de clases sociales y 
en cualquiera de los ámbitos de su vida: trabajo, cultura, educación, política, deporte 
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(Molina Sánchez: 1994: 72). Su misión se oriento a los cuidados sanitarios e higiene 
atendiendo, además, programas generales de socorro, suministro de alimentos y 
cuidado de huérfanos. Durante la contienda la imagen de la Sección Femenina no 
estuvo exenta de ser utilizada con intención propagandística, ya que la idea de las 
mujeres falangistas “que entraban en las provincias recién liberadas entrañaba un 
enorme capital político” y el régimen no perdió la oportunidad de elaborar una 
retórica en la que desinfección y limpieza de la nación daba la oportunidad de limpiar 
el espíritu de los españoles de las doctrinas malsanas (Richmond 2004: 44).  
 Una vez superado el conflicto y en marcha el segundo gobierno franquista 
(agosto de 1939), el modelo de la Sección Femenina institucionalizó una política de 
género y subordinación al hombre imitando las experiencias alemana Frauenschaft e 
italiana Fasci Femminili en las que educación e ideología eran dos caras de la misma 
moneda. En este punto, la organización dirigida por Pilar Primo de Rivera comenzó a 
especializarse en la atención, gestión y coordinación de obras sociales y benéficas 
heredadas de la guerra; todo ello con la intención de atender a la población menos 
favorecida y siguiendo parámetros católicos y paternalistas.  
La Sección Femenina fue tras la Iglesia Católica el segundo organismo 
promotor de Escuelas de Trabajo Social en España. En los diez años que 
transcurren entre 1953 y 1963, la organización de Pilar Primo de Rivera abre cinco 
Escuelas en Barcelona (1953), Madrid (1957), Córdoba (1962), Granada (1962) y 
Salamanca (1963). Las escuelas, unidas a otros programas de corte “social” 
(Divulgadoras Sanitarias, Escuelas de Alfabetización o Cátedras Ambulantes) 
representaron para las mujeres españolas un poderoso vector ideológico con base 
en un ideario de justicia social que incluía por un lado ciertas dosis de militarismo y, 
por otro, algo de populismo antimonárquico y antiburgués.  
En materia de asistencia social lo que se inició como actividades voluntarias y 
altruistas (Cátedras Ambulantes, Servicio Doméstico o Albergues Juveniles), se 
transformó con el paso del tiempo en una necesidad de tecnificación y 
profesionalización para sus afiliadas108. Este fue el motivo que despertó el interés de 
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 Conscientes del incremento de los problemas sociales que imponía un incipiente desarrollismo y la 
inaplazable especialización para trabajar con criterio, el formato elegido por los dirigentes falangistas 
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Falange por la apertura de Escuelas de Formación “ya que como pensaba su 
Delegada Nacional, esta nueva Profesión encajaba perfectamente dentro de la labor 
que venía realizando la Sección Femenina” (Molina Sánchez 1994: 71-77) 
Con el paso de los años, el declive de la Sección Femenina refleja el ocaso de 
valores asociados a la doctrina política de los años treinta. En la medida en la que el 
primer ciclo desarrollista permite a España liberarse de las prácticas autárquicas, 
nuevas ideas socavan el equilibrio entre pureza doctrinaria y pragmatismo 
modernizante. Aunque las necesidades asistenciales y educativas van en aumento 
como consecuencia del desarrollismo, el ritmo de cambio que experimentaba el país 
deja al margen el ideario mantenido por la Revolución Falangista. La mujer española 
necesitada de conquistar espacios fuera del hogar, colisiona con la legislación 
machista del Fuero de los Españoles ensanchando la brecha entre retórica y realidad 
(Richmond 2004: 191). La falta de interés por las motivaciones joseantonianas así 
como la lejanía del conflicto para las mujeres, lleva a un lento declive de afiliación a 
partir de los años sesenta que le restará presencia y fuerza institucional hasta su 
desaparición. En cuanto a las escuelas abiertas desde finales de los cincuenta, éstas 
se encuentran en términos ideológicos y de expectativas en concurrencia competitiva 
con la red de la Iglesia y Cáritas; la transformación vivida por la España 
tardofranquista desde finales de los sesenta hará incompatible la coexistencia de 
ambas estructuras. Finalizada la dictadura, en el año 1977 la titularidad de las 
escuelas falangistas de la Sección Femenina será periclitada por la Comisión de 
Transferencias de la Administración del Movimiento que traslada las competencias a 




                                                                                                                                                         
fue la creación de un “Curso Libre de Asistencia Social”, orientado a convertir en Asistentes Sociales a 
mandos y afiliados de acuerdo a “convocatoria reservada” que Pilar Primo de Rivera dirige a sus 
Delegadas provinciales en 1961. Tales estudios, por otra parte, se encontraban en colisión académica 
con la oferta formativa de la Iglesia Católica que para el año 1964 dirigía, de acuerdo a las directrices 
de la UCISS, veintisiete escuelas frente a las cinco de la Sección Femenina. Molina Sánchez, Las 
enseñanzas del trabajo social 1932-1983. 74-75. 
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Las Escuelas de Trabajo Social de Cáritas 
 
El interés de los católicos españoles por amortiguar el impacto del problema obrero 
se materializa en el esfuerzo de Cáritas por formar técnicos sociales en escuelas 
bajo su titularidad. Siguiendo a Salinas Ramos (1977: 97-98), la creación de 
Escuelas de Asistencia Social surgen de la necesidad de la Sección Social de 
Cáritas (1957) por superar la acción benéfica y sustituir el socorro material por una 
acción tecnificada, planificada y de capacitación. La creación de Escuelas de Cáritas 
tiene su inicio en 1958, año en el que se fundaron quince escuelas a lo largo del 
territorio nacional (ver cuadro 9). Dada la inflación de centros en tan escaso lapso de 
tiempo, sus promotores se vieron obligados a generar en 1959, como órgano 
coordinador, la Federación Española de Escuelas de la Iglesia de Servicios Social 
(FEEISS). La Federación tenía entre otros cometidos orientar la formación, reciclar a 
los docentes y organizar cursillos y seminarios a nivel nacional e internacional. La 
labor coordinadora realizada por la FEEISS puede ser considerada actividad 
embrionaria del que más tarde asumirá la organización colegial. 
Un segundo aspecto a considerar en la labor de Cáritas son los informes 
FOESSA como ejercicio de diagnóstico y análisis de la situación social en España. 
En la necesidad de hacer llegar al gran público los contenidos de los informes, 
Cáritas crea en 1964 la editorial Euroamérica dependiente de la FEEISS. Partiendo 
de dichos informes, la Federación confecciona las primeras publicaciones a través de 
la “Hoja Informativa” en folios ciclostilados y con secciones dedicadas a legislación, 
noticias y bibliografía109. En su labor de difusión a técnicos y profesores, la editorial 
expone una realidad social mal conocida y en ocasiones oculta para muchos 
profesionales y ciudadanos; otra labor será la de traducir los primeros textos sobre 
Trabajo Social (inexistentes en la época) muy necesarios para atender el incremento 
                                                 
109
 En un primer momento y ante la falta de personal competente que pudiese formar a los pioneros, 
se aprovecharon ayudas de Naciones Unidas para establecer contactos con expertos extranjeros que 
impartiesen seminarios y circuitos formativos; entre ellos podemos citar los cursos ofrecidos en Madrid 
por Nadir Gouvea Kfouri (1959); en San Sebastián por Elda Florentino (1961); en Barcelona por 
Giambruno y Pagani (1961) y en la zona centro, levante y sur por Helen Casidy (1962). Molina 
Sánchez, María V., Las enseñanzas del trabajo social 1932-1983. Estudio socio-educativo, 65-66. 
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de matrícula en las escuelas adscritas a la FEEISS (Renes 1977: 123). De lo 
expuesto se deduce que la labor de Cáritas es esencial para entender el nacimiento 
del Trabajo Social en España. Tal afirmación se sustenta en tres argumentos; su 
contribución al conocimiento de la realidad social española a través de los sucesivos 
informes FOESSA, la creación de las Escuelas para asistentes sociales abiertas 
desde 1958 y, en último lugar, el importante número de técnicos sociales formados 
que a mediados de los noventa llega a cerca de los diez mil110 (Molina Sánchez 
1994: 67). 
En definitiva y con los datos suministrados se pueden apuntar algunas 
conclusiones: Las Escuelas de Trabajo Social nacen en su totalidad al amparo de la 
Iglesia Católica y la Sección Femenina en un momento histórico condicionado por la 
confesionalidad e ideología de sus dirigentes hasta el punto de determinar el sesgo 
profesional. La visión secuenciada de las aperturas (y organismo promotor) entre los 
años 1932 y 1983, (ver cuadro 9) permite afirmar que la aparición de las Escuelas se 
realiza en dos etapas bien definidas: una primera de veinticinco años o “etapa de 
letargo” (1932-1957) condicionada por la Guerra Civil y postguerra (se abren cinco 
escuelas), y una segunda de “expansión” (1958-1968) que permite la apertura de 
                                                 
110
  En relación al incremento progresivo de estudiantes de Asistente Social, las primeras valoraciones 
son de Vázquez (1971) quien partiendo de un “sondeo sociológico” (Madrid, 1959), estima que en tal 
fecha la cifra de asistentes sociales era de 251. Amando de Miguel afirmará posteriormente en el 
informe FOESSA I (1966) que en 1962 había solamente 356 asistentes sociales y califica la asistencia 
social como nueva, escasa y poco profesionalizada. En ambos casos los datos no reflejan fielmente la 
realidad, ya que estas aproximaciones preliminares son impugnadas por el propio FOESSA al afirmar 
que en 1962 existían dieciocho escuelas con potencial para egresar centenares de profesionales. 
Redundando en la contradicción, el informe expone que en el curso 1965-1966 eran ya treinta y siete 
las escuelas en funcionamiento, con un volumen de 1.700 alumnos aproximadamente. Vázquez 
incluye datos del monto total de profesionales publicados por el Ministerio de Educación y Ciencia 
(diciembre de 1969) que cuantifica en 4.445 el número de títulos expedidos y retirados. Sobre el 
número de profesionales (4.991), éste desagrega a aquellos que ejercen formalmente; el resultado es 
que únicamente 1.618 trabajadores sociales (36,4%) ejercen de manera efectiva la profesión. El dato 
final es expresado por el investigador en término de “estimación”, justificando el mismo en la falta de 
homogeneidad entre censos por “desconocimiento del número total de los campos de trabajo, la 
diversidad de situaciones laborales en las actividades del Servicio Social y, sobre todo, […] el 
pluriempleo de no pocos trabajadores sociales y, para colmo, el desempeño de funciones del Servicio 
Social por otras personas no tituladas” Informe Sociológico sobre la Situación Social en España. 
FOESSA (1966), 284-285, en Vázquez J.M., Situación del Servicio Social en España, 31-37. 
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treinta y siete centros (total de 42) de los que veintidós son tuteladas por la Sección 
Social de Cáritas.  
Si aplicamos el andamiaje conceptual bourdiesiano al despertar del Trabajo 
Social en España, la expansión de las escuelas debe entenderse como una clara 
estrategia de capitalización social, académica y simbólica. A mi forma de entender y 
asumiendo el oportunismo social y político, este es el momento en que la libido 
sciendi se incorpora a la disciplina como resultado de una simbiosis entre acción 
social y pretensión científica. Es precisamente en este momento cuando se ponen 
las bases de las estrategias de reproducción, conservación y funcionamiento del 
conjunto de instituciones que académicamente representarán al Trabajo Social en 
España. 
 A modo de epílogo, es la labor de la FEEISS la que a finales de los cincuenta 
apuntala la profesión y contribuye a cohesionarla elaborando materiales de 
investigación y estudios que contribuyen a estimular la formación de profesionales. El 
reconocimiento oficial de los estudios en 1964, la apertura de la primera Escuela 
Oficial en 1967 y la celebración del Primer Congreso de Trabajo Social en Barcelona 
en 1968, posibilitará que el colectivo profesional se incorpore progresivamente a la 
realidad social e institucional del país; este recorrido culmina con la clasificación de 
los estudios como superiores por parte de la Administración (1981). El Trabajo 
Social, con un potencial transformador que discurre en paralelo al devenir social, 
económico y político del país, se incorpora a partir de ahora a un período expansivo 
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Cuadro 09. Aparición cronológica de las Escuelas de Trabajo Social en España 
 
Fuente: Elaboración propia 
	
APERTURA DE LAS ESCUELAS DE TRABAJO SOCIAL DESDE 1932 
 
Localidad Año apertura        O. Promotor  Dependencia 
Barcelona (F. Social) 1932 I.C. Patronato 
Madrid (S. Vicente Paul) 1937 I.C. Diocesana 
Barcelona (S.F.) 1953  Sección Feme. (SF) S.F. 
Barcelona (Masculina) 1954 I.C. Empresa Privada 
Madrid (S.F.) 1955 S.F. S.F. 
Bilbao 1958 I.C. Diocesana 
Burgos 1958 I.C. Diocesana 
Madrid (Sta. Luisa M.) 1958 I.C. Diocesana 
Madrid ( HH. Hospit.) 1958 I.C. Com. Religiosa 
Sabadell- Tarrasa 1958 I.C. Diocesana 
San Sebastián 1958 I.C. Diocesana 
S. Cruz de Tenerife 1958 I.C. Patronato 
Santiago de Compostela 1958 I.C. Patronato 
Sevilla 1958 I.C. Diocesana 
Tarragona 1958 I.C. Patronato 
Valencia 1958 I.C. Diocesana 
Zaragoza (S. Vicente Paul) 1958 I.C. Diocesana 
Zaragoza (U. Labora) 1958/1967     
Guijón 1959 I.C. Diocesana 
Málaga 1959 I.C. Diocesana 
Manresa 1959 I.C. Diocesana 
Palma de Mallorca 1959 I.C. Diocesana 
León 1960 Cruz Roja Cruz Roja 
Pamplona (S. Vicente Paul) 1960 I.C. Com. Religiosa 
Toledo 1960 I.C. Diocesana 
Valladolid 1960 I.C. Com. Religiosa 
Madrid (Consuelo Moreno) 1961 I.C. H. del Trabajo 
Cádiz 1962 I.C. Diocesana 
Córdoba 1962 S.F. S.F. 
Granada (S.F.) 1962 S.F. S.F. 
Granada (S. Vicente Paúl) 1962 I.C.                                                                                                                                                                                                                                                                                              Diocesana
Logroño 1962 Caja de Ahorros Caja de Ahorros 
Las Palmas de G. Canaria 1963 I.C. Diocesana 
Madrid (Oficial) 1963 Mº Educación (O) Mº Educación 
Salamanca 1963 S.F. S.F. 
Alicante 1964 I.C Diocesana 
Pamplona (OPUS) 1964 Opus Dei (I) Univ. Navarra 
Vitoria 1964 I.C. Diocesana 
Oviedo 1965 Diputación Prov. (I) Diputación Prov. 
Huelva 1966 Sindicatos (I) SEU 
Santander 1966 A. Politécnica (I) A. Politécnica 
Madrid (F. Social) 1972 I.C. Com. Religiosa 
   I.C.= IGLESIA CATOLICA, S.F.= SECCION FEMENINA, (I) = INDEPENDIENTE, (O)= 
OFICIAL.  
Fuente: Adaptación del trabajo de Mª Victoria Molina (1994), Las enseñanzas del trabajo 
social en España en   España (1932-1983). Estudio Socio-Educativo,	137.	 
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3.7 Expansión: Reconocimiento de estudios y organización colegial  
 
El presente capítulo expone las condiciones en las que se desarrolla y expande el 
Trabajo Social desde los años sesenta hasta nuestros días. El capítulo mostrará que 
las condiciones socio-económicas que transforman el país durante esos años 
contribuyen de manera sustancial al logro de avances legislativos, académicos y 
profesionales para el Trabajo Social.  
Recurriendo a la historia como herramienta analítica, es lugar común que el 
sesgo ideológico franquista afectó a aquellos profesionales e intelectuales no afines 
a la filosofía de los vencedores. La depuración de profesores, sindicalistas, afiliados 
a partidos de izquierdas e intelectuales afectos a la República fueron generalizadas y 
en ocasiones dramáticas tras la victoria rebelde. Se sabe igualmente que los años 
más duros del nacionalcatolicismo (1939-1953 aproximadamente), se caracterizan 
por la alianza Iglesia-Estado y la visión de la Guerra Civil como cruzada por la 
religión, la patria, la familia y la civilización. Partiendo de estas premisas y con 
exiguas referencias sobre actividad docente en Trabajo Social anteriores a 1939, es 
asumible que la “limpieza” afectara en igual medida a las asistentes sociales 
proclives a la República. Ganada la guerra y bajo la escenografía y coreografía 
autárquica del franquismo, la visualización y desarrollo del Trabajo Social se hace 
inviable y queda “congelado” en lo que a cuerpo teórico y científico se refiere. 
Finalizada la contienda, el Trabajo Social se caracteriza por su paternalismo y fuerte 
censura ante cualquier desafección a la doctrina que, monopolizada por la Iglesia 
Católica y Sección Femenina falangista, se hace moralista y monocolor.  
Como consecuencia de las tensiones económicas y sociales, el régimen se ve 
impelido progresivamente a abandonar un estado de “hibernación” que había durado 
aproximadamente quince años. La firma de los acuerdos con el Gobierno 
Norteamericano (Plan Marshall) en 1953, y los convenios internacionales firmados a 
partir de 1955 (ONU, FMI, OCDE, Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento, 
FAO, OMS y UNESCO), hacen que las condiciones sean proclives a una apertura a 
la economía, las ideas y, por extensión, a la Asistencia Social. En el caso de España 
y a partir de los años 50, el paso de una sociedad agraria a otra industrial se produjo 
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gracias a las condiciones expansivas de la economía nacional e internacional; éste 
incremento macroeconómico fue denominado por Naciones Unidas como la “Década 
del Desarrollo” y su instrumento ejecutivo fueron los Planes de Desarrollo Económico 
y Social.  
El diseño planificador de López Rodó se desarrolla en el tiempo sobre tres 
documentos sucesivos que abarcan el período 1964-1967, 1968-1971 y 1972-1975 y 
permitieron un despegue económico del país sin paliativos111. Siguiendo a de Miguel 
(1998) bajo el triunfalismo institucional de la “década del milagro” la realidad social 
española escondía, sin embargo, una gran contradicción. A pesar del crecimiento 
económico de los sesenta, las clases populares no se beneficiaron de avances 
sociales y libertades civiles de acuerdo a las cifras de paro, emigración, inflación y 
urbanismo que ubicaban a España en niveles de subdesarrollo (de Miguel 1998: 
114).  
Uno de los problemas más importantes para la aproximación a los niveles 
medios de Europa Occidental pasa por incrementar los niveles de justicia social a 
través del desarrollo de los sistemas de protección. El Plan concibe el desarrollo de 
la asistencia en paralelo al crecimiento económico y ve en esta estrategia una 
herramienta para contener los efectos más perniciosos del desarrollismo; en este 
sentido apunta:  
 
“En cuanto a la asistencia social, es evidente que el Estado debe tratar de 
corregir los desajustes inevitables en una sociedad en crecimiento. En este 
                                                 
111
 Franco en un discurso realizado el 18 de noviembre de 1971 en la inauguración de la décima 
legislatura define con toda nitidez los avances económicos realizados por el país en los últimos años: 
“Bastaría que volviésemos a examinar el camino recorrido y comparásemos con nuestro punto de 
partida después de nuestra guerra de liberación... Algunas cifras serían suficientemente elocuentes. 
Desde 1940 a 1970 España aumentó en ocho millones de habitantes. La renta nacional se ha 
multiplicado, prácticamente, por ocho, en pesetas constantes referidas a su valor oro. La producción 
agraria aumentó en más de vez y media y la repoblación forestal, que en 1949 alcanzaba 792 
hectáreas acumuladas, representa en 1970 2.350.000 hectáreas, es decir, un aumento de 2690 veces 
más. [...] La vivienda que representaba en 1940 la construcción de 32.000, en 1970 presenta la cifra 
acumulada de 3.121.931, lo que supone un aumento de casi noventa y ocho veces más. Los 
embalses pasan de 400 millones de metros cúbicos en 1940 a 36.628 millones en 1970, lo que 
supone un aumento de más de nueve veces. […] El seguro de enfermedad que en 1940 tenía 311.600 
beneficiarios, pasa en 1970 a la cifra de 25.134.956, lo que supone el haberlos multiplicado por 
ochenta y una veces más.  Sería muy fácil seguir dando cifras de tan definida significación. Creo que 
es bastante, y si se quiere una cifra más diremos que los puestos de trabajo creados entre 1940 y 
1970 son de 3.387.000”. En Sabin Rodríguez, ibídem, 186. 
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campo tiene un especial interés la ayuda a la infancia y juventud desvalida y a la 
ancianidad, la invalidez absoluta y a los inadaptados sociales y el fomento de la 
creación de centros de asistencia social en suburbios y zonas obreras de las 
grandes ciudades” (Comisaría del Plan de Desarrollo Económico 1963: 94). Más 
adelante y haciendo hincapié en la estimulación de los mecanismos protectores, 
el documento expone: “En relación con los servicios de sanidad y asistencia 
social, cuya repercusión en el bienestar y el progreso social de los sectores de 
renta más baja es evidente, se prevé una inversión pública en el cuatrienio de 
3.759.150.000 pesetas, destinadas fundamentalmente a la creación de nuevos 
centros asistenciales” (Comisaría del Plan de Desarrollo Económico 1963: 145).  
 
La reforma de la Seguridad Social, sincrónica con la elaboración del Plan, 
supone en igual medida un buen ejemplo del espíritu transformador del momento. De 
acuerdo a lo ya expuesto, la incorporación del concepto Servicios Sociales a la Base 
XV de la ley de Bases de la Seguridad Social (1963) debe ser entendida como una 
forma de aproximación a los modelos de protección que ya eran referentes en 
Europa.  
En el marco de la homologación con los países desarrollados, queda patente 
que asistencia social y sanidad son aliados fundamentales para encontrar el 
equilibrio deseado. En la foto fija que propone el I Plan de Desarrollo, se puede 
afirmar que es la primera vez que un documento de tal magnitud aborda con tal 
riqueza de matices la labor asignada a las/os asistentes sociales. Desde un punto de 
vista filosófico a la vez que funcional, el documento expone la misión profesional 
encomendada a las/os asistentes sociales en los siguientes términos:  
 
“Existe un personal, el de los asistentes sociales, de cuya actuación 
depende en gran parte la eficacia de los establecimientos de esta índole. Este 
personal se dedica por cuenta de una institución o establecimiento de carácter 
benéfico-asistencial o sanitario a intentar resolver las dificultades económicas, 
sociales o espirituales que tienen las personas que se encuentran en situación 
de necesidad. Su función se centra en actuaciones de información, orientación 
de personas, promoción de servicios asistenciales y realización de prestación de 
bienes a través de los mismos. Se considera preciso que 500 nuevos asistentes 
sociales pasen al servicio de entidades públicas, sociales y sanitarias en el 
período 1964-67. También se considera muy importante llevar a cabo un 
complejo programa de desarrollo comunitario112 para conseguir la integración 
                                                 
112
En cursiva en el original. 
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consciente, activa y solidaria del individuo y de los grupos sociales en su 
comunidad más inmediata, siendo llamado Centro Social, la organización más 
caracterizada o útil para ello” (Comisaría del Plan de Desarrollo Económico 
1963: 382). 
 
La importancia del documento no debe pasar desapercibida para el Trabajo 
Social; es la primera vez que un documento emanado de la administración franquista 
explicita funciones, prestaciones y responsabilidades de desarrollo comunitario para 
las/os asistentes sociales. Parece claro, visto el perfil político y técnico del 
documento, que el Régimen visualiza la equidistancia entre lo social y lo económico 
como forma de encontrar los equilibrios necesarios dentro y fuera de sus límites. La 
incorporación de los trabajadores sociales a la política expansiva franquista originará, 
en definitiva, una paradoja propia del reformismo social español, esta es; la profesión 
asistencial es impulsada por regímenes no sustentados en los valores de equidad, 
justicia y tolerancia que ven nacer la profesión. 
Como ya se ha comentado, los años sesenta se caracterizan por una notable 
expansión y crecimiento que no debe confundirse con apertura. A estas alturas, el 
Régimen está sometido a fuerzas centrífugas y centrípetas que condicionan la toma 
libre de decisiones y pretende cambiar la forma sin interés real por alterar el fondo. 
Desde esta óptica y a mi entender, la encomienda asistencial comprometida en los 
Planes de Desarrollo se vincula más a las necesidades estratégicas de supervivencia 
que a la convicción ilustrada de garantizar libertades y derechos de ciudadanía. Los 
Planes de Estabilización, en definitiva, no optaron por la horizontalidad de la justicia y 
el pacto sino, en la línea de un modelo autoritario, por la verticalidad populista y el 
despotismo autocrático. En última instancia y a pesar del extraordinario despegue de 
la profesión, a finales de los sesenta la asistencia social se encuentre sometida a una 
fuerte tutela de la Iglesia Católica y el Auxilio Social falangista.  
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Cuadro 10. Las protoformas del Trabajo Social en España: 1778-1971 
1778 Creación de las Diputaciones de Barrio por Carlos III. Los Alcaldes de Barrio 
desarrollan tareas de control y gestión de la pobreza. 
1881 Los Congresos Católicos se constituyen como origen del Catolicismo Social. 
 
1883 Creación de la Comisión de Reformas Sociales. Segismundo Moret utiliza la 
expresión “Trabajo Social” en el preámbulo de la Ley. 
 
1903 El Padre Vicent crea Círculos y Patronatos Obreros (Sindicalismo Católico). 
 
1908 Gabriel Palau crea Acción Social Popular y pone en marcha las “Semanas 
Sociales”, origen del Trabajo Social y plataforma reivindicativa de la cuestión 
obrera. Ángel Ayala y Herrera Oria crean la Asociación Católica Nacional de 
Propagandistas.  
 
1932 Primera Escuela de Trabajo Social en Barcelona a iniciativa del doctor 
Roviralta. 
 
1939 La escuela de Barcelona reabre sus puertas tras la Guerra Civil dependiendo 
de Acción Católica. En Madrid abre la Escuela de Formación Familiar y Social 
 
1942 Los Secretariados Nacionales de Caridad dan origen a lo que será Cáritas.  
 
1952 El número de Escuelas en España es de 3, dos en Barcelona, 1 en Madrid. 
 
1953 Ramón Sarró y Sección Femenina abren la Escuela de Visitadoras Sociales 
Psiquiátricas. Entre 1953 y 1963 la Sección Femenina abre cinco Escuelas. 
 
1954 Cáritas inicia el reparto de la Ayuda Social Americana. 
 
1958 Cáritas abre quince escuelas a lo largo del territorio nacional. 
  





Primer Plan de Desarrollo de López Rodó, 500 asistentes sociales se 
incorporan a entidades públicas, sociales y sanitarias. 
 
1964 La Editorial Euroamérica (Cáritas) traduce los primeros textos de T. S.  
 
1965 El número de Escuelas en España es de 42. 
 
1966 Redacción del Primer Informe FOESSA. 
 
1968 Primer Congreso Nacional de Asistentes Sociales, Barcelona. 
 
1970 El número de diplomados de Asistente Social es de 4991 (Vázquez, 1971) 
 
1968 – 71 Segundo Plan de Desarrollo. 
Fuente: Elaboración Propia 
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El reconocimiento de los estudios de asistente social 
Las investigaciones realizadas por la sociología de las profesiones permite afirmar 
que los indicadores de profesionalización son siempre paralelos a los procesos de 
industrialización y se encuentran, como norma general, muy enraizados en las 
circunstancias históricas y culturales de cada país (Martín Moreno y de Miguel 1982: 
23). En el caso del Trabajo Social, la expansión de los sesenta demanda dos 
objetivos básicos para conquistar el espacio simbólico del que la profesión carece: el 
reconocimiento jurídico y el reconocimiento académico que por derecho le 
corresponde.  
Los primeros trámites para el reconocimiento de los estudios de asistente 
social se inician en las escuelas católicas de Madrid y Barcelona en 1957. En 1958, 
ambas instituciones se reúnen en Comisión Permanente para valorar los avances 
realizados y proponer un borrador de Estudios y Reglamento de Enseñanzas que es 
remitido al Ministerio de Educación. Como resultado de múltiples negociaciones, el 
Ministerio accede a la creación de una Junta Consultiva que define el nombre de la 
carrera, la duración de estudios y el léxico profesional (1962). La materialización del 
reconocimiento se producirá dos años más tarde con la promulgación del Decreto 
1.403 de 30 de abril en 1964 sobre Reglamentación de las Escuelas para formación 
de Asistentes Sociales (BOE 15 de Mayo).  
El Decreto 1.403 supone un hito fundamental para la profesión al fijar por 
primera vez los criterios de acceso al ejercicio real y formal del Trabajo Social en 
España (ver anexo). Siguiendo a Llovet y Usieto (1990: 52) y a Estruch y Güell 
(1976: 51), a pesar de que el Decreto es aprobado bajo monopolio “confesional”, la 
disposición es de suma importancia al hacer oficial la formación y dotarla de 
estructura y contenidos propios de la acción profesional.113 
                                                 
113
 Al margen de los datos sobre la dependencia Católica de las Escuelas de Trabajo Social, el 
Decreto 30 de abril de 1964 es buen ejemplo de la influencia ejercida por el Estado confesional 
franquista; El preámbulo acredita los estudios en los siguientes términos: “Desde entonces, la 
meritoria y eficaz labor de las Escuelas de Asistentes sociales existentes y por modo singular las de la 
Iglesia y de la Sección Femenina de Falange Española Tradicionalista (F.E.T.) y de las Juntas de 
Ofensiva Nacional-Sindicalista (J.O.N.S.) ha cristalizado en una realidad que permite y exige la 
promulgación por el Estado de normas que regulen la formación académica de los asistentes 
sociales”. 
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Regulando una actividad hasta el momento fuera de cobertura legal, el 
documento establece un conjunto de disposiciones que definen la duración de los 
estudios (teóricos y prácticos) en plazo no inferior a tres años (Artículo 3º,1ª); la 
necesidad de título previo para el acceso (Bachiller Superior, ATS, Maestro o Perito) 
(Artículo 3ª, 2ª); la obligación de superar la reválida ante un tribunal propuesto por el 
Ministerio para acceso al Título (Artículo 3º, 3ª); y la necesidad de revalidar los 
diplomas obtenidos en las Escuelas reconocidas (Sección Femenina, Cáritas) para 
ejercer la profesión (Disposición Transitoria 2ª). Reglamentadas las Escuelas, el 
desarrollo del Plan de Estudios se publica tres meses más tarde mediante la Orden 
Ministerial del 31 de julio de 1964 (BOE 12 de agosto) que aprueba el Plan de 
Estudios y el cuadro horario114.  
El proceso legislativo culmina con el Decreto 986/1967 de 20 de abril (BOE de 
17 de mayo) por el que se crea la primera Escuela Oficial de Asistentes Sociales de 
Madrid (ver anexo). Desde el más estricto sentido común, la apertura del centro 
capitalino satisface una doble necesidad para el futuro de la profesión; por un lado 
establece la diferencia entre centros oficiales y no oficiales recogida en el artículo 2ª 
del Decreto 1430 y, por otro, habilita un primer centro Oficial frente a los 42 tutelados 
por la Iglesia y Sección Femenina115. Normalizada la escuela Oficial madrileña y 
ejerciendo labor docente, ésta se constituye en referente nacional y habilitada para 
“encargarse de los tribunales de reválida y convalidaciones en toda España, que se 
constituían en la propia sede o de forma “volante” en distintas ciudades del país” 
(Llovet y Usieto 1990: 52).  
                                                 
114
 Sucesivas Órdenes Ministeriales de 4 de mayo, 25 de junio, 24 de septiembre de 1965 y 4 de 
enero de 1966 reconocen la existencia de las Escuelas privadas. En Noviembre de 1965 una Orden 
Ministerial resuelve convocar pruebas de convalidación del Título de la que se beneficiaron 509 
profesionales. Este Plan único oficial estará vigente hasta 1981 en que se clasifican los estudios como 
Universitarios por Real Decreto 1.850/1981, de 20 de agosto (BOE de 28 de agosto). Molina Sánchez, 
María V., Las enseñanzas del trabajo social 1932-1983. Estudio socio-educativo, 109 y 158. 
115 A partir del curso 1964 -1965 se implantará en todas las Escuelas de la Iglesia el Plan Oficial 
experimental reconocido por el Ministerio. Éste comprende tres cursos con contenidos divididos en 
“básicos y profesionalizantes y “complementarios o auxiliares”. El primero de ellos agrupa las 
asignaturas de Metodología del Servicio Social, Servicio Social de Caso y Grupo, Psicología, 
Sociología y Psicopatología; y el segundo, las de Estadística, Derecho, Economía y Medicina. Un 
tercer grupo comprende las asignaturas consideradas “al margen de la configuración del papel 
profesional”, entre las que se encuentran Formación Religiosa, Moral Profesional o Formación del 
Espíritu Nacional. 
 
156 Capítulo 3: La profesionalización de la asistencia 
 
 
Aunque la visualización jurídica supone un éxito para el colectivo profesional 
no quiero obviar la paradoja que ese mismo hecho presume, ya que si bien Decreto y 
Órdenes Ministeriales suponen un avance importante para la profesión, no es menos 
cierto que el reconocimiento de la administración fue apático y tardío si se compara 
con el dinamismo de las escuelas confesionales. Esta premisa confirma la evidencia 
empírica por la que el Estado, en materia de asistencia social, incorpora un desfase 
notable frente a la Iglesia Católica en el reconocimiento del Trabajo Social como 
instrumento de mediación social. La idea es compartida por Vázquez (1971: 52) que 
expresa lo siguiente: “cuando el Estado se decidió a pronunciarse a favor de los 
Asistentes Sociales, al reconocer las Escuelas de Servicios Social y reglamentar los 
estudios y el título profesional, en 1964, la Iglesia ya llevaba por delante más de 
treinta años trabajando en ese campo”. Otros autores como de la Red y Brezmes 
(2003: 137) y Molina Sánchez (1994: 158) cuestionan igualmente el avance 
legislativo al considerar que la propuesta llega tarde y no aporta cambios 
sustanciales porque reproduce los contenidos impartidos por las Escuelas privadas 
de la Iglesia.   
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Cuadro 11. Cronología de la creación de estudios universitarios 1957-1981 
1957 - 58 
 
Las Escuela de Madrid y Barcelona, junto a la FEEISS y Sección Femenina 
inician trámites para el reconocimiento de los estudios de asistente social. 
Elaboración del Borrador de Estudios y Reglamento. 
 
1962 Creación de una Junta Consultiva que define nombre de la carrera, duración 
de estudios y léxico profesional.  
 
1964 Decreto 1.403 de 30 de abril en 1964 sobre Reglamentación de las Escuelas 
para formación de Asistentes Sociales (BOE 15 de Mayo). 
 
1965 Las Órdenes Ministeriales de mayo, junio, septiembre de 1965 y enero de 1966 
reconocen la existencia de las Escuelas privadas. En Noviembre (1965) 
convalidan el Título 509 profesionales. 
 
1966 Orden Ministerial (25 de octubre) por la que se reconoce el título de Asistente 
Social como Grado Medio.  
 
1967 Decreto 986/1967 de 20 de abril (BOE de 17 de mayo) por el que se crea la 
primera Escuela Oficial de Asistentes Sociales de Madrid. 
 
1973 Orden Ministerial que permite el acceso de los asistentes sociales a estudios 
universitarios  
 
1974 FEDAAS, FEEISS, Sección Femenina y Escuelas Independientes entregan al 
Ministerio un escrito solicitando la clasificación de las escuelas como 
universitarias. 
 
1976 Comisión Interministerial para la clasificación de distintos estudios entre los 
que se encuentra el Trabajo Social. 
 
1978 La FEDASS entra en contacto con grupos políticos, apoyos de Alianza 
Popular, PSOE y Coalición Democrática en la defensa del Trabajo Social como 
título universitario. 
 
1980 El Grupo Socialista (febrero) presenta una Proposición no de ley sobre 
transformación y clasificación como Universitarios de los estudios de Trabajo 
Social, creación del título de diplomado en Trabajo Social y transformación de 










Real Decreto 1850/1981, de 20 de agosto de 1981, sobre “Incorporación a la 
Universidad de los Estudios de Asistentes Sociales como escuelas Universitarias 
de Trabajo Social” 
 
Ley 11/1983 de 25 de agosto de Reforma Universitaria que adapta los estudios a 
la realidad institucional española y flexibiliza los títulos al mercado de trabajo. 
 
Decreto 1431/1990 de 6 de octubre por el que se define la relación de materias 
troncales y sus correspondientes áreas de conocimiento. 
 
 
Fuente: Elaboración Propia 
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La organización colegial y la constitución de la FEDASS. 
 
Desde la sociología de las profesiones, McDonald (1999: 30) afirma que uno de los 
factores más importantes para una profesión es la confianza y lo plantea en los 
siguientes términos:  
 
“la posesión de conocimientos profesionales y la experiencia puede estar 
garantizada por títulos, certificados y diplomas, pero sólo hasta cierto punto. A 
partir de ahí, la confianza es muy importante y la confianza estará en consonancia 
con aquellos elementos externos que coincidan con los standarts de reputación y 
respeto socialmente aceptados”. 
 
  En el caso del Trabajo Social, una vez aprobado el Reglamento de Escuelas 
(Decreto del 64) la profesión incorpora título y certificado a sus dominios, pero carece 
de la reputación, capital y reconocimiento necesario para garantizar confianza y 
presencia pública. Desde los años sesenta el colectivo profesional desarrolla varias 
estrategias para suplir estas carencias y avanzar en el ranking social y profesional; 
como es la creación de la organización colegial como pieza básica para conquistar la 
confianza de la que el Trabajo Social carece.  
Pero, ¿de dónde surge el interés por crear una estructura corporativa?, ¿qué 
impele a los profesionales a asociarse? El origen de tales inquietudes surge de la 
proliferación de escuelas durante los años 50 y la aparición espontánea de 
asociaciones profesionales y ex-alumnos que reivindican su reconocimiento civil. 
Llopis (1985: 29) defiende que muchas de estas asociaciones aun siendo de carácter 
cultural y dependientes de la iglesia, son consideradas semilla y germen de la 
Federación Española de Asociaciones de Asistentes Sociales (FEDAAS). La 
iniciativa de las asociaciones pioneras se verá reforzada en el año 1961 con la 
creación del Comité Nacional de Servicio Social que, como órgano coordinador de la 
acción social del país, estructura, sensibiliza y contribuye a la visualización de un 
cuerpo común de intereses116.  
                                                 
116
 El Consejo Nacional de Servicios Social (Madrid 8 de junio de 1961) se propone “como órgano que 
tiende a la promoción y coordinación interna de la acción social del país y de su representación ante 
las organizaciones internacionales” (artículo 1º de los Estatutos). El artículo 3º propone que los 
miembros del Comité Nacional procederán de todos los organismos con protagonismo en materia de 
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Desde la sinergia generada por asociaciones pioneras y el Comité Nacional de 
Servicio Social surge la iniciativa de creación de la estructura colegial; en concreto, 
será en 1962 cuando un grupo de cuatro asistentes sociales de Madrid deciden 
dirigirse mediante escrito al cuerpo profesional exponiendo la necesidad de crear un 
órgano asociativo de ámbito nacional. La iniciativa epistolar supone la primera 
llamada a la defensa corporativa de la profesión y pone de manifiesto la necesidad 
de ordenar un colectivo carente de estructura orgánica y compuesto por instituciones 
desprovistas de homogeneidad y coordinación efectiva. Dada la trascendencia 
histórica de la misiva creo interesante incorporarla en su literalidad (Llopis 1985: 29-
34)117:  
 
“Ante el auge que va adquiriendo la profesión de asistentes sociales en España y 
la necesidad de que adquiera lo más pronto posible el prestigio de que goza en el 
extranjero, se nos plantea, como a vosotras mismas os habrá ocurrido también, 
la necesidad de defender unidas nuestros derechos.  
El problema más acuciante es el reconocimiento del título, para que, 
quedando fijadas las normas materiales exigidas, no se establezca competencia 
profesional con personas que sin haber cursado los estudios completos, tengan 
facilidad de obtener puestos con el consiguiente desprestigio de la profesión, por 
su falta de preparación y la pérdida de estos campos de trabajo tan necesaria en 
momentos de expansión desproporcionada como los actuales. Trabajan 356 
asistentes sociales y este año salen 600 nuevas.  
La eficacia de una unión, como profesionales, nos reportará con continuidad 
beneficios que estamos echando de menos: evitar injerencias de los no 
profesionales en Servicio Social con perjuicio de técnicas y organizaciones 
debidas, defender nuestros derechos, etc.  
Todas debemos concretar ideas, a base de una Asociación totalmente 
profesional, de inscripción individual, que pueda servir de fundamento, a lo que 
                                                                                                                                                         
acción social en España; entre ellos se encuentran la Iglesia, estatales, paraestatales, dependientes 
del Movimiento, privados y las propias Escuelas de Asistentes Sociales y asociaciones profesionales. 
Estatutos del Consejo Nacional de Servicio Social, en Gil Parejo, M., El protagonismo de la 
organización colegial en el desarrollo del Trabajo Social en España, 9.                                
117
 Las autoras del escrito fueron: Carmen Lafarga, Presidenta de la Asociación de las Escuela de 
San Vicente de Paúl; Matilde Arias, Presidenta de la Asociación Ruiz de Alda; María Pilar Polo, 
Presidenta de la Asociación de la escuela Santa María de Marillach, y María Dolores Barnuevo, 
Presidenta de ACASE. El texto íntegro es incorporado por la primera presidenta de la FEDAAS, Benita 
Llopis, en su artículo “Qué ha sido y qué ha representado la FEDAAS en la vida de la profesión de 
trabajadores sociales/asistentes sociales”, en Servicios Sociales y Política Social, 29-34. 
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pudiera llamarse “el Colegio de Asistentes Sociales” o similar, sin perjuicio de 
mantener las Asociaciones existentes con total autonomía donde se desee”. 
  
Las inquietudes manifestadas en el escrito pertenecen al contexto de una 
profesión emergente que desea ser reconocida y demanda una reputación 
similar a la disfrutada fuera de nuestras fronteras. En esta misma línea, la 
búsqueda del espacio profesional garantiza la competencia técnica y obliga a 
imponer límites a las injerencias que vulneran la acción propia. La utilización 
de conceptos como auge profesional, intrusismo, búsqueda de prestigio 
(confianza), o defensa de título y derechos, forman parte del ideario en la 
misiva que reivindica la cohesión y el establecimiento de un código 
deontológico que defina quién debe y quién puede ejercer la profesión de 
asistente social en España.  
El impulso producido por la carta tendrá como primera consecuencia la 
creación de una comisión coordinadora que sondea la opinión de las distintas 
asociaciones provinciales y, aunque en lo inmediato la iniciativa no 
materializará la creación del órgano colegial, el envite sí favorece la 
publicación del que será el primer Reglamento para la formación de los 
asistentes sociales al cual ya se ha hecho referencia (Decreto 1.403/1964).  
La comisión coordinadora pondrá todos sus esfuerzos entre los años 
1963 y 1965 en redactar unos estatutos que formalicen la existencia del 
“colegio profesional” y, en 1965, una junta provisional registrará la nueva 
organización bajo el nombre de Federación Nacional de Asociaciones de 
Asistentes Sociales (FENAAS). Ratificada la organización y durante el año y 
medio que tarda el Ministerio de Gobernación en aprobar los estatutos, las 
asociaciones federadas mantienen varias reuniones en Madrid para discutir la 
puesta en marcha de la profesión.  
Del conjunto de debates abiertos, uno de los más intensos fue la 
sustitución del concepto “Nacional”, por el de “Española” en la denominación 
de las Federación, ya que la especial connotación que el primero tiene a 
mediados de los sesenta no gusta a los sectores más sensibles, entre ellos y 
muy especialmente a los autonomistas (Llopis 1985: 30). Los estatutos serán 
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firmados por la Delegación del Gobierno el 7 de marzo de 1967 y la Federación 
Española de Asociaciones de Asistencia Social (FEDAAS) verá la luz en abril 
del mismo año tras la conformidad de la asamblea y constitución de la nueva 
junta118.  
Llegada la democracia, el colectivo profesional entiende que es el momento de 
lograr status y confianza aludiendo a razones ideológicas, sociológicas y/o 
meramente prácticas. La nitidez con la que se perciben las libertades allende 
nuestras fronteras y su influencia sobre la economía, la cultura y la política, generan 
en el Trabajo Social nuevas expectativas sobre el desarrollo profesional en la España 
post-transición. Constituida la FEDAAS, ésta se dedicará durante los años setenta a 
defender tres iniciativas básicas para la consolidación del cuerpo profesional: la 
integración de los estudios en la Universidad, la eliminación del texto constitucional 
del concepto “beneficencia” y la reestructuración de la organización colegial.  
Sobre el primer reto, la clasificación de los estudios de asistente social, la 
misión es integrarlos en la Universidad y transformar los centros formativos en 
Escuelas Universitarias. La tarea de promoción a categoría universitaria será uno de 
los temas centrales para la FEDAS y supuso un largo camino a recorrer en términos 
de gestiones a nivel ministerial e instancias universitarias (1973-1981).  
Algunos de los hitos más importantes durante los ocho años que duró del 
proceso son los siguientes:  
                                                 
118
 Los Estatutos son firmados por Mª Rosario Salaberri, Carmen Lafarga, Carmen Solveira y Mª 
Dolores Balbuena. La FEDAAS se aprueba bajo el amparo de la Ley de Asociaciones Culturales de 
1964 como única forma de asociacionismo posible para organizaciones representativas y/o 
reivindicativas. La propia Patrocinio Las Heras comenta las limitaciones impuestas por el régimen para 
reunirse, ya que la legislación obligaba a comunicar al gobierno el lugar, día, hora, orden del día y 
asistentes al acto para dejar constancia y controlar las reuniones de la Asociación; estas 
circunstancias definen por sí mismas la ausencia de libertades en la España de la época. La 
presidencia de la FEDASS recaerá en Benita Llopis de la asociación de Barcelona. La definición del 
objeto de trabajo contenida en los estatutos de la Asociación es la siguiente: “Ser órgano de unión y 
representación de todas las Asociaciones Federadas, proponiéndose realizar los fines de promover y 
facilitar las relaciones mutuas...”  [...]; “estudiar las cuestione relativas al ejercicio de la Asistencia 
Social”  [...] “creación y dirección de servicios y actividades comunes a todas las Asociaciones 
Federadas”. Estatutos de la Federación Española de Asociaciones de Asistentes Sociales. Fondos 
Documentales del Consejo General de Colegios de Diplomados/as en Trabajo Social y Asistentes 
Sociales, en Las Heras, P., “La construcción histórica de una profesión”, II Foro de Trabajo Social, 17.  
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- Julio de 1973, Orden Ministerial que permite el acceso de los asistentes sociales 
a estudios universitarios (siempre que el titular disponga de título preexistente 
expedido por el MEC y acredite bachiller o similar). 
- Noviembre de 1974, FEDAAS, FEEISS, Sección Femenina y Escuelas 
Independientes entregan al Ministerio un escrito solicitando la clasificación de las 
escuelas como universitarias (Gil Parejo 2004: 26).  
- Gestiones posteriores en junio de 1976, promueven la creación de una Comisión 
Interministerial para la clasificación de distintos estudios entre los que se 
encuentra el Trabajo Social (Rey 1985: 38).  
- Receso (1975-1977) motivado por los sucesos que inician la transición política, la 
FEDASS entra en contacto en 1978 con los grupos políticos sensibles al 
problema y recaba apoyos de Alianza Popular y de los Grupo Socialista y 
Coalición Democrática. La iniciativa de regulación de estudios será 
definitivamente presentada por el Grupo Socialista al Congreso de los Diputados 
en una “Proposición no de Ley sobre Transformación y Clasificación como 
Universitarios de los estudios de Trabajo Social, creación del título de Diplomado 
en Trabajo Social y transformación de las Escuelas de Asistentes Sociales” (Gil 
Parejo 2004: 27).  
- La publicación del Real Decreto 1850/1981 de 20 de agosto tras ocho años de 
trabajo (ver anexo), permitirá a la FEDAAS ver cumplido su objetivo de 
transformar los centros formativos en Escuelas Universitarias de Trabajo 
Social119.  
La segunda iniciativa, importante por su efecto mediático, fue la lucha por 
eliminar el concepto “Beneficencia” del texto constitucional. La inclusión del concepto 
en el proyecto de Constitución no puede ser evaluada como un simple error. La mera 
consideración de su uso puso de manifiesto la herencia institucional, pragmática e 
ideológica que la lógica caritativa había dejado en imaginario de las élites a lo largo 
                                                 
119
 Una vez aprobado el Decreto, las directrices generales de los planes que desarrollan la normativa 
serán publicadas en 1983 (BOE el 19 de abril); a partir de este momento las universidades pondrán en 
marcha los estudios universitarios de Trabajo Social a través del desarrollo de las mismas. Para una 
completa cronología (1969-1983) de la puesta en marcha de las Escuelas y clasificación como 
universitarias, remito al exhaustivo trabajo de Molina Sánchez Las enseñanzas del trabajo social 1932-
1983. Estudio socio-educativo,116-131. 
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de los siglos. La polémica surge en plena transición democrática al comprobar que el 
proyecto constitucional (aprobado en el Congreso) contenía en primer trámite 
parlamentario el concepto “Beneficencia” en su artículo 141. En palabras de Las 
Heras (2000: 45-46) la controvertida situación “supuso un gran impacto en la 
profesión, por considerar que suponía una gran contradicción con el principio del 
“Estado Social y Democrático de Derecho” que el propio proyecto constitucional 
establece en su artículo 1º y a la vez frustraba por completo la construcción de una 
sociedad basada en derechos de ciudadanía, por lo que asentaba de nuevo el viejo 
paternalismo benéfico asistencial que la profesión rechazaba”.  
La FEDAAS valoró en su justa medida la importancia del “despiste político” 
que sanciona la doble categoría de ciudadanos (de derechos sociales y de 
beneficencia pública), y aprueba en junio de 1978 un documento en el que expone 
con claridad la trascendencia política y social del error cometido120. El documento fue 
remitido como enmienda a los grupos parlamentarios para su estudio en la Cámara, 
y las trabajadoras sociales con responsabilidades políticas lo defendieron ante los 
senadores con actitud militante. Publicado igualmente en la prensa nacional y 
regional, el texto expone la ausencia de marco legislativo ajustado a derecho y la 
imposibilidad del ejercer en condiciones jurídicas y materiales que garanticen el 
derecho de ciudadanía. Afortunadamente, el antagonismo creado entre “Estado 
Social y Democrático de Derecho” (art.1) y “Beneficencia Pública” (art.141) como 
competencia de las Comunidades Autónomas, es captado por el Senador y 
Catedrático de Derecho Administrativo Martín Retortillo, que procedió a la 
presentación de una enmienda para abolir el término Beneficencia Pública del 
borrador. La enmienda al artículo 141 fue aceptada por la Cámara Baja y el concepto 
de Asistencia Social fue definitivamente ubicado en el artículo 148.20 de la 
Constitución.  
                                                 
120
 El proyecto de Constitución una vez superado el trámite en la Cámara Alta, permite la presentación 
de recurso ante el Senado en función de su potestad para realizar enmiendas que tuvieran una fuerte 
implicación y/o supusieran cuestionamiento, contradicción o conflicto grave de derechos o intereses.  
La reivindicación fue canalizada por Patrocinio Las Heras y Elvira Cortajarena como presidenta y 
vicepresidenta respectivamente de la FEDAAS (1978). El documento al que se hace mención se 
encuentra en los Archivos del Consejo General de Colegios Oficiales de Diplomados en Trabajo Social 
y Asistentes Sociales de Madrid. Gil Parejo lo incorpora en su libro El protagonismo de la organización 
colegial en el desarrollo del Trabajo Social en España, 28-30. 
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La tercera reivindicación de la FEDASS se dirige a reconvertir las 
asociaciones provinciales de asistentes sociales en colegios profesionales y, como 
consecuencia, a transformar la FEDAAS en Consejo General121. El primer dato 
llamativo es la extensión en el tiempo (13 años) del proceso, que se inicia con el 
Proyecto de Decreto de constitución de Colegio presentado a la Presidencia del 
Gobierno (abril de 1969) y culminan con la aprobación del Proyecto de Creación de 
Colegios Profesionales el 13 de abril de 1982122 (BOE 26 abril 1982). Frente a las 
resistencias del régimen para legalizar la estructura profesional, conviene recordar 
que la solicitud de creación del colegio profesional fue derivada a la Ley de 
Asociaciones Culturales de 1964, plataforma legal del sindicalismo vertical para 
canalizar las reivindicaciones de cualquier agrupación profesional123. Con perspectiva  
                                                 
121 Aunque por motivos de espacio y tiempo se hace imposible referir la multiplicidad de reuniones, 
solicitudes y trámites realizados de manera previa a la legalización del Colegio Profesional, no quiero 
dejar de hacer mención a dos artículos que reflejan la intrahistoria del proceso; me refiero a los 
artículos de Benita Llopis, “Qué ha sido y que ha representado la FEDAAS en la vida de la profesión de 
trabajadores / Asistentes Sociales”; y al de Milagros Rey “Trajines y gozos de una época: de la FEDAAS 
a los colegios profesionales”, en los que se expone con la autenticidad del protagonista las grandes 
dificultades y obstáculos que el Régimen impuso durante esos años a los anhelos de libertad de nuestras 
representantes. Ambos artículos están publicados en el número tercero de la Revista Servicios 
Sociales y Política Social (1985). Partiendo del Decreto sobre régimen de las Organizaciones 
Profesionales Sindicales (1972), la FEDAAS reivindica la categoría de Colegio Profesional al 
Ministerio de Relaciones Sindicales, reclamación que es denegada en 1973 y recurrida sucesivamente 
a instancias superiores hasta llegar a la presentación de Recurso Contencioso Sindical ante el 
Tribunal Supremo; Milagros Rey, aludiendo a tales dificultades expresa “ya en 1975 se trataban en las 
asambleas de FEDAAS temas como la clasificación de estudios, la batalla por la consecución de 
colegios, que llegó a tener sentencia del Tribunal Supremo –y ¡negativa!-”. Rey, Milagros, “Trajines y 
gozos de una época: de la FEDAAS a los colegios profesionales”, Servicios Sociales y Política Social, 37. 
122
 Cortes Generales, “Ley 10/1982, de 13 de abril, de Creación de Colegios Oficiales de Asistentes 
Sociales”. Boletín Oficial del Estado de 26 de abril de 1982. Madrid. La norma en su artículo 1 
establece: “Se crean los Colegios Profesionales de Diplomados en Trabajo Social y Asistentes 
Sociales como Corporación de Derecho Público, con responsabilidad jurídica propia, y plena 
capacidad pública para el cumplimiento de sus fines”. El articulado establece el Consejo General de 
Colegios Oficiales (art.2), así como la posibilidad de constituir colegios en el ámbito autonómico, 
regional o provincial siendo obligatoria la colegiación para el ejercicio de la acción profesional (art. 3). 
Boletín Oficial del Estado, de 26 de abril de 1982. Madrid. 
123
 En el devenir de los diversos intentos por llevar a buen puerto el proyecto corporativo, la primera 
presidenta de la FEDAAS, Benita Llopis, expone: “recibimos consejos de personas “bien informadas” 
de que lo mejor era constituirnos en agrupación sindical. Era la única forma de tener asociación 
profesional que pudiera defender nuestros derechos”. Esta opción, valorada en un primer momento 
como única forma de asociación, fue desestimada de acuerdo a la fuerte dependencia política que 
suponía de los sindicatos verticales. Los sindicatos verticales se constituían como organizaciones 
para-estatales amparadas por el partido político paradójicamente denominado Movimiento [….] “Cierto 
es que jamás fuimos a “visitar y dar tributo” como organización al entonces Jefe de Estado. Quizás 
ello nos hubiera abierto alguna puerta por la que hubiera “colado” nuestro expediente”. Llopis, Benita, 
“Qué ha sido y que ha representado la FEDAAS en la vida de la profesión de trabajadores / Asistentes 
Sociales”, Servicios Sociales y Política Social, 33. Martín Moreno y Amando de Miguel, hablan de la 
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histórica, es una evidencia que el régimen franquista se apoyó en el sindicalismo 
vertical para subvertir las condiciones que caracterizan la asociación profesional libre 
forzando la afiliación al mismo de trabajadores/as y empresarios/as para controlar, 
así, el mundo del trabajo y empresa (Sánchez Recio 2002: 8). 
Al margen de estos datos, algunos autores se han preguntado qué justificó tan 
prolongado lapsus de tiempo para constituir Colegio Profesional. Existen dos 
argumentos no excluyentes a la conspicua cuestión; la primera remite al modelo de 
organización provincial y atomizado que representaba la FEDAAS124 y que impedía 
la defensa efectiva de la profesión generando desgaste, dispersión e inoperatividad 
(Gil Parejo 2004: 32); la segunda entiende que la dilatación en el tiempo se justifica 
en la situación política del momento y las tendencias reivindicativas que los 
trabajadores sociales empezaban a manifestar en aquellos años. Sarasa (2000), 
respalda este argumento al exponer que ya desde las Jornadas profesionales de 
Levante (1975) y Pamplona (1977), los contenidos se desarrollan en un ambiente de 
crítica política al régimen franquista y “estuvieron influidas por ponencias muy 
politizadas en las que primaba la ideología marxista. No es de extrañar que ante esta 
postura crítica de la FEDAAS el Régimen se mostrara remolón en concederle los 
privilegios propios de los colegios profesionales” (Sarasa 2000: 359).  
 Conquistado y ejerciendo el derecho a la representación colegial, el Trabajo 
Social debe ahora trascender los elementos formales para conquistar espacios sociales 
e institucionales a través de nuevas herramientas y desarrollos. El siguiente epígrafe 
expondrá algunos de ellos centrándose en Congresos y Jornadas Nacionales como 
vehículo de inquietudes y plataforma de reivindicaciones para el colectivo profesional. 
 
 
                                                                                                                                                         
“resiliencia” de los colegios profesionales durante el franquismo, los cuales lograron no encuadrase 
nunca en los sindicatos verticales. Moreno y de Miguel, Sociología de las profesiones, 24. 
124
 Haciendo alusión a las dificultades que produce una organización de naturaleza provincial, la Junta 
de Gobierno de la FEDAS, el 22 de septiembre de 1974, expone que las dificultades pasan por la 
escasa vida asociativa, la falta de recursos económicos, la falta de información sobre actividades de 
las asociaciones provinciales y las dificultades de la Junta por la dispersión geográfica de sus 
miembros, llegándose a afirmar que la única función dela Federación es tramitar lo relacionado a la 
clasificación de estudios y al colegio profesional. Gil Parejo, M., El protagonismo de la organización 
colegial en el desarrollo del Trabajo Social en España, 32. 
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Cuadro 12. Cronología creación de la FEDAAS y Organización Colegial 
1950 Aparición espontánea de asociaciones profesionales y ex-alumnos que 
reivindican reconocimiento como colectivo profesional. 
1961 Comité Nacional de Servicio Social coordina la acción social del país.  
1962 Carta reivindicativa al colectivo profesional demandando la existencia de un 
Colegio profesional.  
1963 - 65 Redacción de estatutos colegiales. La Junta provisional registra (1965) la 
Federación Nacional de Asociaciones de Asistentes Sociales (FENAAS). 
1967 Creación de la Federación Española de Asociaciones de Asistencia Social 
(FEDAAS). 
1969 Proyecto de Decreto de constitución de Colegio Profesional (abril) 
1972 Decreto sobre régimen de las Organizaciones Profesionales Sindicales, la 
FEDAAS reivindica la creación del Colegio Profesional al Ministerio de Relaciones 
Sindicales que es denegada en 1973. 
1977 Creación del Cuerpo Nacional de Asistentes Sociales en 1977 (Ley 3/1977, de 4 
de enero). 
1982 El Congreso aprueba el Proyecto de Creación de Colegios Profesionales (abril). 
La Junta Gestora crea el Consejo General de Colegios Oficiales de Trabajo Social 
y Asistentes Sociales en septiembre (CGTS). 
 
Fuente: Elaboración Propia 
 
3.8 Consolidación: La conquista del espacio profesional  
 
La institucionalización y la profesionalización se producen de acuerdo a dos 
mecanismos básicos: la licencia y el mandato. Siguiendo a Martín Moreno y de 
Miguel (1982: 26), la licencia es el derecho exclusivo de ciertos individuos para 
ejercer competencias que requieren conocimientos y habilidades específicas. Como 
norma general la licencia se obtiene a través del “título” que faculta (facultativo) para 
ejercer competencias adquiridas, y las Facultades el lugar donde se adquieren las 
mismas. La licencia suele incorporar la posibilidad de emitir informes, es decir, el 
ejercicio de la potestas que concreta el código ético y el estatuto profesional al que 
someterse. El mandato, por otro lado, comprende el conjunto de derechos y deberes 
del cliente y transfiere sentimiento de pertenencia con aquellos que comparten título 
o licencia.  
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En el caso del Trabajo Social los avances sociales y legislativos que se 
producen desde mediados de los años cincuenta permiten incorporar al corpus 
profesional la licencia y el mandato y, como consecuencia, consolidar definitivamente 
la profesión en el contexto de una dictadura autoritaria en tránsito a democracia 
parlamentaria. Como ya apunté en el capítulo anterior, la transición produce una 
metamorfosis que genera cambios políticos de carácter tectónico que mutan 
estructuras obsoletas por derechos reconocidos jurídicamente. Desaparecido el 
dictador, el paradigma democrático exige mejorar las condiciones de vida de la 
población (especialmente en los grandes núcleos urbanos) e incorporar cambios 
tangibles en sus condiciones de vida (salud, higiene, escolarización, urbanización, 
etc.). A primeros de los setenta la realidad se impone y la primera crisis capitalista 
(1973) hace que el mito eufórico de la “década del milagro” sea eclipsado por el 
deterioro urbano, la marginación y el éxodo campo-ciudad. Conquistada la 
democracia, el Trabajo Social se enfrenta a un reto únicamente apreciable con 
perspectiva histórica; esto es, poner en práctica la licencia y el mandato otorgado 
para distanciarse definitivamente de la práctica benéfica y moralizante e incorporar a 
su corpus de conocimiento el aporte de los campos científicos consolidados.  
Estruch y Güell en su libro Sociología de una profesión, Los asistentes sociales 
(1976), definen la profesión en unos términos que tienen mucho que ver con lo que 
acaba de ser expresado:  
 
“la necesidad de una profesión, fundamento del estatus, no se adquiere por su simple 
proclamación; si la sociedad necesita del Trabajo Social, no basta la mera afirmación, sino 
que es preciso explicitar los imperativos sociales, que a su vez habrán de indicarnos los 
objetivos concretos del asistente social. Por otra parte, se impone la tarea de concretar al 
máximo dichos imperativos, ya que el generalismo y la imprecisión no favorecen las ansias 
de especificidad” (Estruch y Güell 1976: 32).  
 
En el contexto de la sociología de las profesiones, es evidente que el Trabajo 
Social a mediados de los setenta necesita definir sus funciones manifiestas 
(instituciones) y latentes (sociales y profesionales) si quiere capitalizarse 
simbólicamente y ser reconocido más allá de su mera presencia institucional. 
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En esta línea de reflexión Pierre Bourdieu explica que existir científicamente 
es distinguirse de acuerdo a categorías de percepción y aportaciones distintivas que 
doten de autonomía y madurez. Aceptado el aforismo, al Trabajo Social no le 
quedará otro camino que definir sus elementos diferenciadores y llevar al terreno de 
lo manifiesto sus objetivos, sus competencias y sus funciones latentes. Desde la 
dialéctica, Bourdieu defiende que el lugar ocupado es siempre resultado de los 
capitales acumulados históricamente (Campo). Dicho capital debe ser entendido 
como el conjunto de actos de conocimiento y reconocimiento realizado por los 
agentes a ese campo científico, de tal forma que su presencia no será otra que el 
producto del reconocimiento de sus competidores (Bourdieu 2003: 100). En tal 
sentido y superada la Transición Democrática, el Trabajo Social se transforma 
gradualmente en Campo que incorpora Capital científico a sus dominios en 
concurrencia competitiva con otros campos de las Ciencias Sociales.  
En el ámbito legislativo y corporativo, uno de los capitales adquiridos más 
importantes fue la creación del Cuerpo Nacional de Asistentes Sociales (1977) como 
entidad específica de la Administración del Estado125 (ver anexo). El nuevo Cuerpo 
supone un avance cardinal que afecta a tres niveles de reconocimiento; la 
Administración Estatal; la incorporación al modelo de Estado de Bienestar español; y 
el logro del anhelo sentido por generaciones de colegas durante años. De los tres, 
quizás el más importante remite al status que equipara la profesión a los funcionarios 
o “cuerpos profesionales” al estilo de los abogados del Estado. En el ámbito de la 
casuística y como sorpresa tras la publicación de la Ley, ésta equiparó los derechos 
retributivos del nuevo cuerpo con los ya extinguidos, no aplicando los efectos 
económicos correspondientes a una titulación de grado medio y con afectación 
                                                 
125
 La creación del Cuerpo Nacional de Asistentes Sociales en 1977 (Ley 3/1977, de 4 de enero) 
supone un hecho absolutamente relevante para la profesión. Su creación extingue los cuerpos de 
Instructores Visitadores de Asistencia Pública de 1947, que a su vez tenían las funciones de los 
antiguos cuerpos de Inspectores Visitadores de Asistencia Pública (1934 y 1935). El cuerpo de 
Asistentes Sociales se creó con una plantilla inicial de 133 plazas y tenía por misión la “ejecución de 
actividades de Trabajo Social, en los puestos de servicios centrales y provinciales del Ministerio de 
Gobernación, sin perjuicio que sus funcionarios puedan desempeñar puestos de trabajo propios de su 
especialidad en otros centros y dependencias de la Administración Civil del Estado con el seguimiento 
de ingreso por oposición entre quienes posean el título de Asistente Social” (Jefatura del Estado. Ley 
3/1977 de Creación del cuerpo especial de Asistentes Sociales. BOE número 7, de 8 de enero de 
1977. 
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económica. Este “despiste administrativo” supuso, en la práctica, la aplicación de un 
nivel retributivo de coeficiente 2,6 (nivel auxiliar) frente al 3,6 que correspondía a un 
grado medio.  
Tres años más tarde y en el epicentro de las dificultades políticas de finales de 
los setenta, Patrocinio Las Heras y Elvira Cortajarena realizan el primer intento serio 
de incorporar la profesión al impulso democrático a través de su libro seminal 
Introducción al bienestar social (1979). En él las autoras entienden que el ensamblaje 
estructural entre política social y económica es la clave del arco sobre la que 
descansa una acción social progresista126. Refiriéndose a la participación de los 
trabajadores sociales como cuadros operativos en la política social, las autoras 
indican que  
 
“es preciso que se incrusten en la estructura misma de la dinámica 
económica, de tal manera que una y otra (política social y económica) se hagan 
inseparables en el marco de una verdadera planificación democrática. Tal 
visión de las cosas exige ya desde ahora la actuación organizada de cuadros 
técnicos especialmente cualificados en la acción social (marco operativo de la 
política social) que actúen en todos los ámbitos del proceso socioeconómico y 
ciudadano (trabajo, educación de niños y de adultos, reciclaje, paro, 
enfermedad, emigración , ocio, vivienda, urbanismo, ancianidad, emigración…), 
para lograr un desarrollo armónico en que el bienestar de los individuos, grupos 
y comunidades se manifieste como el verdadero objetivo de todo dinamismo 
social” (Las Heras y Cortajarena 1986: 15). 
 
Las autoras demandan claramente a la Administración consolidación profesional 
contando con “técnicos especialmente cualificados en la acción social” (léase 
trabajadores sociales); sin embargo, sería una ingenuidad pensar que las dificultades 
se definen estrictamente en el ámbito de lo administrativo. A mediados de los 
setenta, el Trabajo Social era una profesión precaria y en construcción con rémoras 
como las siguientes: escasa definición profesional; falta de reconocimiento 
                                                 
126
 El libro Introducción al Bienestar Social (1979) estableció criterios sobre acción social, bienestar 
social y Trabajo Social en un momento donde todo estaba por hacer; Patrocinio las Heras fue la última 
presidenta de la FEDAAS, cargo que abandona al ser nombrada Directora General de Acción Social 
por el Ministro de Trabajo y Seguridad Social D. Joaquín Almunia. Elvira Cortajarena, compartió 
trayectoria con Las Heras como vicepresidenta de la FEDAAS; posteriormente desarrolla cargos de 
Vicepresidenta Primera de la Comisión de Trabajo y Asuntos Sociales, Vocal de la Comisión de 
seguimiento del Pacto de Toledo y Miembro Titular de la Delegación española en la Asamblea 
Parlamentaria del Consejo de Europa. 
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universitario que nos coloca en inferioridad frente a otras disciplinas; paro estructural 
(sobre 9.000 titulados un 33,3 % de trabajo fijo y 16,6% de subempleados); 
intrusismo profesional favorecido por una Administración con rémoras del pasado y 
que considera el Trabajo Social como una acción de buena voluntad; excesiva 
conexión con la marginación sin considerar la visión universalista; feminización que 
conecta con actividad no productiva, mal pagada y subalterna; falta equipamientos 
materiales y profesionales que no facilitan la intervención ni la sistematización de la 
práctica; y, por último, falta de capacidad ejecutiva que permita al profesional poner 
en práctica “licencia” y “mandato” en virtud de sus conocimientos técnicos (Las Heras 
y Cortajarena 1979: 188 -191).  
Conquistado el status jurídico y corporativo, el Trabajo Social se encuentra 
ante una encrucijada por la que la disciplina sólo podrá transformarse en Campo 
reconocible (Bourdieu) si fortalece su corpus disciplinar como estructura solvente de 
conocimiento y reconocimiento científico. Llegada la democracia el reto exige ahora 
(re)construir la disciplina y consolidar un modelo de acción social fortalecido por la 
reflexividad y la autocrítica que refuerce el status de las/os profesionales y modifique 
el imaginario que identifica la disciplina la con caridad y la rehabilitación moral del 
desviado. 
En el siguiente epígrafe se mostrará cómo Congresos y Jornadas 
profesionales se constituyen en instrumento que aporta al Trabajo Social confianza y 
presencia social. Unido a ello, el contexto socio-político y la dialéctica transformadora 
pre y post transición, explicarán el debate profesional y la deriva identitaria del 
Trabajo Social en España a partir de 1968. 
 
 
SEGUNDA PARTE: FUNDAMENTOS EMPÍRICOS.  
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Capítulo 4: Planteamiento metodológico 
4.1 Introducción y objeto de estudio 
 
Como se ha mostrado en el capítulo tres, son muchos los autores que han definido y 
reflexionado sobre las etapas e hitos históricos por las que ha transitado el Trabajo 
Social español desde sus inicios hasta la actualidad (de la Red 1993, Molina 1994, 
de la Red y Brezmes 2003, Gil 2004, de la Fuente y Sotomayor 2010, Hernández 
Aristu 2004, Alemán 1999 y 2006). La presente investigación tiene por objeto 
exponer el proceso madurativo de la profesión partiendo de los Congresos 
Nacionales y Jornadas profesionales (2) de Trabajo Social celebrados en España 
desde 1968 hasta nuestros días.  
 El trabajo centra su foco de interés en el momento socio-histórico vivido 
durante los momentos previos y posteriores a la transición democrática y la 
importante influencia en los Congresos y Jornadas Nacionales citados y, por ende, 
en la profesionalización del Trabajo Social español. Partiendo de tales premisas, las 
preguntas que se plantea la investigación son las siguientes: ¿cuál ha sido el impacto 
de la coyuntura socio-política de la segunda mitad del siglo XX para el Trabajo Social 
español?, ¿qué variables definen la profesionalización y desarrollo del Trabajo Social 
español como campo de conocimiento emergente en el período estudiado?  
Al igual que cualquier otro fenómeno de naturaleza social, el progreso de una 
profesión se halla inmerso en el devenir social, económico y político que acontece en 
un momento histórico dado. En tal sentido, Estruch y Güell (1976: 31) plantean que la 
relación entre una profesión y la sociedad se fundamenta en su adecuada 
correspondencia y, en caso de no ser así, pudiera ocurrir que la profesión no exista 
por lo que es sino por lo que sus profesionales dicen de ella. En el caso del Trabajo 
Social, la confianza y el status se incorporan en la Transición al sincronizar 
demandas profesionales y libertades públicas con las del resto de la sociedad. En 
otras palabras, el análisis de contenidos y conclusiones congresuales va a permitir 
explicar que los discursos utilizados se desplazan gradualmente del conformismo a la 
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crítica, y de la crítica a lo técnico o profesionalizante. Afianzada la democracia, el 
Trabajo Social se incorporará al juego democrático y participará como actor de pleno 
derecho en asuntos tan relevantes como la construcción de un sistema público de 
protección y/o la redacción de leyes autonómicas de servicios sociales, entre otros.  
Pero, ¿por qué utilizar los congresos nacionales para investigar sobre la 
profesionalización del Trabajo Social español?. En primer lugar por la consideración 
de que todo foro profesional (congresos, jornadas, seminarios etc.) ejerce una 
función socializadora donde saber, crítica y nuevos desarrollos son expuestos por 
sus miembros más cualificados; en segundo, porque socializar el conocimiento es 
una herramienta axiológica para estimular el pensamiento crítico e incorporar 
complejidad a marcos teóricos y procedimientos potencialmente perfectibles o 
reproducibles; en tercer lugar y desde el punto de vista de la cohesión grupal o 
profesional, porque los congresos son instrumentos solventes para la difusión de 
conocimiento, ideología o intercambio entre un colectivo necesitado de compartir, 
expandir o consolidar su status social o científico; finalmente y en cuarto lugar, 
porque los foros profesionales establecen una estrecha relación con la realidad, 
movilizando actitudes y aptitudes en el conjunto profesional y estimulando una 
sinergia que sin duda fortalece, por extensión, a las propias disciplinas.  
 En tal sentido, el Trabajo Social en su espacio de influencia reproduce en igual 
medida la función gregaria y de defensa de intereses a través de los Congresos 
Nacionales celebrados durante las cuatro últimas décadas127. En su caso y si para 
cualquier disciplina la celebración del primer congreso supone su acta fundacional, 
en el caso del Trabajo Social tal hecho se produce en 1968, catorce años antes de 
que el Colegio Profesional fuese formalmente reconocido en 1982. La disfunción 
temporal existente entre debate profesional y reconocimiento institucional (donde la 
identidad profesional se anticipa con tanta holgura al reconocimiento oficial), sólo 
                                                 
127
 María Moliner define el concepto Congreso como “Reunión de personas procedentes de distintos 
sitios para tratar asuntos importantes de interés general, aportando cada uno su conocimiento del 
asunto. Este nombre alterna en distintas ocasiones con los de asamblea, conferencia o reunión, 
siendo empleado preferentemente en el caso de tratarse de una reunión de personas dedicadas a la 
misma profesión o actividad científica, para tratar cuestiones relacionadas con ésta”. Moliner, M., 
Diccionario del uso del español, Tomo I, 758. 
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puede explicarse desde la necesidad por controlar reivindicaciones y demandas 
civiles y profesionales en una autarquía franquista que, a finales de los sesenta, aún 
tenía recorrido. Por todo lo expuesto, los congresos constituyen la unidad de análisis 
de este trabajo entendiendo que actas y ponencias congresuales son la memoria 
escrita del Trabajo Social español a través de los discursos defendidos, investigados, 
reivindicados o criticados durante el período 1968-2009.  
En relación a las unidades de observación, me apoyaré en las actas, 
memorias y conclusiones publicadas de Congresos Nacionales y Jornadas (2)128 
celebrados a partir de 1968. Utilizaré igualmente algunos documentos que por 
potencial y análisis crítico son de gran valor para este trabajo; me refiero a las actas 
del II Foro de Trabajo Social. Pasado, presente y futuro del Trabajo Social, 
(Universidad Pontificia de Comillas, 2000); y al texto El protagonismo de la 
organización colegial en el desarrollo del Trabajo Social en España (Gil Parejo, 2004). 
Entrando al detalle sobre las memorias y actas congresuales publicadas en los 
Congresos y Jornadas; el título y fecha de las mismas son los siguientes: 
  
                                                 
128
 La incorporación de las Jornadas de Valencia (1975) y Pamplona (1977) al trabajo es determinante 
para comprender cómo la Reconceptualización latinoamericana influye en la formación del Trabajo 
Social español. En las Jornadas de Valencia se reivindica la figura del trabajador social como “agente 
de cambio” y se hacen guiños al materialismo filosófico como instrumento de análisis social. En las 
Jornadas de Pamplona se hace revisionismo de tales tendencias y se ponen las bases ideológicas y 
metodológicas del Trabajo Social moderno en nuestro país.    




Cuadro 13. Unidad de análisis: Congresos y Jornadas de T.S. (1968-2009) 
 
 
Año 1968, Barcelona. Definición de funciones, formación superior, estatuto y 
deontología. 
 
Año 1972,   Madrid. El asistente social y la evolución del Trabajo Social. 
 
Año 1975,  Valencia (Jornada). El Trabajo Social dentro del proceso de cambio. 
 
Año 1976,   Sevilla. Acción Social y Trabajo Social. 
 
Año 1977,  Pamplona (Jornada). Material de estudio de las III Jornadas Nacionales 
de Asistentes Sociales. 
 
Año 1980,  Valladolid. Por unos Servicios Sociales para todos. 
 
Año 1984,  Vizcaya. Bienestar Social, ¿una utopía? 
 
Año 1988,  Oviedo. Trabajo Social, reto de hoy. 
 
Año 1992,  Barcelona. La intervención profesional en la Europa sin fronteras. 
 
Año 1996,  Sevilla. Trabajo Social en el cambio del milenio. 
 
Año 2000,  Santiago de Compostela. Trabajo Social, compromiso y equilibrio. 
 
Año 2004,  Las Palmas de Gran Canaria. Un mundo, mil culturas. Globalicemos la 
solidaridad. 
 
Año 2009,  Zaragoza. Trabajo Social, sentido y sentidos. 
 
Fuente: Elaboración propia 
 
4.2 Hipótesis y objetivos 
 
Bajo el marco de referencia crítico que fundamenta este trabajo, los congresos son  
espacios de crítica y análisis profesional y puentes o lugares intermedios entre las 
estructuras objetivas (campos) y las prácticas de los profesionales (habitus) (Pinto 
2002: 44). Los congresos canalizan el debate intelectual y sociológico (posición) por 
ser responsables de desencadenar en los agentes, y por mecanismo vicario, el 
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conjunto de disposiciones (habitus) que confieren inteligibilidad, unidad y coherencia 
a la práctica profesional. La identidad profesional construida en los congresos 
(habitus), lo es por su capacidad para crear inercias y tendencias, confieren identidad 
a la práctica y articulan disposiciones y acciones generadoras de regularidades 
duraderas y estructuradas que confieren capacidad cognitiva (profesional) 
socialmente estructurada y manifestada en formas de sentir, pensar, actuar y percibir 
la acción profesional. El habitus profesional será, en definitiva, el conjunto de 
disposiciones de los agentes que intervienen en un campo, o lo que es lo mismo, el 
conjunto de estructuras mentales a través de las cuales aprehenden el mundo social 
por el que interiorizan la estructura del mundo y/o la acción profesional (Bourdieu 
2000b: 134). 
Por ello y tras la revisión bibliográfica realizada planteo las siguientes hipótesis: 
 
- Los congresos y jornadas celebrados entre los años 1968 (1er. Congreso 
Barcelona) y 1976 (III Congreso Sevilla) permitieron canalizar a través del 
debate profesional las inquietudes sociopolíticas, ideológicas y corporativas que 
no podían ser abordadas desde la autonomía y la libertad de pensamiento.  
- Los congresos y jornadas entre 1968 y 1977 incorporan la crítica social a través 
del debate técnico y metodológico de profesionales, que reorienta el Trabajo 
Social hacia sistemas de protección progresistas. 
- La definición identitaria del Trabajo Social evoluciona desde la conformidad 
crítica con la dictadura a la crítica reactiva y de ahí, a la propuesta 
modernizante. 
 
Desde una perspectiva histórica e interaccionista, cabe llamar la atención sobre el 
contexto en el que surge el Trabajo Social español en relación al hegemónico y 
pragmatista modelo anglosajón. Aunque en ambos casos el impulso que ve nacer la 
profesión se atribuye a la Cuestión Social (se inicia en el Siglo XIX y se prolonga 
hasta el primer tercio del XX), las diferencias entre modelos son notables si las 
comparamos con las similitudes. Interpretando a Álvarez-Uría (2014: 93-100) y con 
un cierto retraso cronológico respecto al asistencialismo español, los dos modelos  
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comparten su reacción a los excesos del capitalismo y las referencias al socialismo 
utópico como base de los principios de igualdad y justicia. En cuanto a las 
diferencias, el Trabajo Social anglosajón rompe epistemológicamente con las 
ideologías religiosas y filantrópicas y genera desarrollos científicos que permiten su 
avance técnico-instrumental. Para las/os fundadoras/es anglosajonas/es, una ciencia 
social que se opone al egoísmo de la economía neoclásica no queda desvinculada 
del cambio social y la función de los Settlements, ideológicamente hablando, no 
quedan distantes de los avatares de la lucha política. A diferencia del Trabajo Social 
español marcado por la perenne presencia de la iglesia, una caridad mal entendida y 
una burguesía conservadora y refractaria al cambio social, el Trabajo Social 
anglosajón pugna por la emancipación de la mujer, el análisis sociológico de la 
miseria y el arrinconamiento de la caridad para que reforma social y  
profesionalización transiten caminos paralelos.  
 Tomando como punto de partida los condicionantes históricos de la profesión 
asistencial, los objetivos propuestos para la investigación son los siguientes: 
 
- Describir la contribución de los Congresos Nacionales de Trabajo Social a  la 
construcción de la identidad profesional en relación a la evolución sociopolítica 
del país durante el periodo 1968-2009. 
- Identificar las etapas de adquisición de madurez teórico-epistemológica y/o 
ideológica-identitaria de la disciplina a través de los discursos profesionales 
participantes en los congresos. 
- Generar un sistema de análisis del nivel de profesionalización de la acción social 
en distintos contextos. 
 
4.3 Diseño Metodológico  
 
Compartiendo con Travi (2006: 16) que aquello que no está unido en el pensamiento 
no puede estar unido en la acción, el objeto de análisis se apoya en un modelo 
sistemático de exploración bibliográfica que evita aproximaciones subjetivas u 
orientadas por la mera narrativa. Se parte por tanto de la revisión sistemática como 
un tipo de investigación que explora literatura preexistente sobre un tópico 
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canalizado a través de una pregunta sobre el objeto de investigación (Sánchez-Meca 
2010: 54). En el caso de esta tesis doctoral, el protocolo ha sido el siguiente; 
Formulación del problema, Búsqueda de estudios y Análisis Interpretativo. 
 En cuanto a la Formulación del problema, he trabajado con investigaciones-
publicaciones que comprometen el desarrollo histórico de la acción social y el 
ejercicio profesional de la asistencia. En el interés de ser fiel al marco teórico de la 
investigación, las perspectivas histórica, política, económica y/o sociológica han sido 
priorizadas frente enfoques meramente descriptivos. 
 Formulado el problema, la Búsqueda de estudios ha incluido bibliografía 
básica y de referencia para la profesión a la que se han unido búsquedas en bases 
de datos en inglés y español (JStor, The Campbell Collaboration, Centro de 
Investigaciones Sociológicas (CIS), Dialnet); revistas especializadas de reconocida 
trayectoria profesional (Ver cuadro14); así como fuentes informales o “literatura 
fugitiva” en la que se incluyen actas de congresos, tesis doctorales y/o artículos 
inéditos. La gestión operativa de artículos en las revistas especializadas (Revista de 
Trabajo Social, Documentación Social y Políticas Social y SS.SS.) se ha realizado 
utilizando el gestor de recursos bibliográficos PROCITE 5.0. Los Ítems que han 
definido el problema a investigar se han establecido de acuerdo a los siguientes 
contenidos genéricos: Aportación teórica, Ideología, Evolución histórica, Reflexiones 
sobre la profesión, Epistemología y Legislación.  
Ha sido recurrente el uso, por otra parte, de los apoyos técnicos de la biblioteca de la 
Universidad Pablo de Olavide (Cbua, préstamo del servicio Interbibliotecario) de gran 
utilidad para localizar algunos documentos publicados hace más de medio siglo y sin 
los cuales esta tesis doctoral hubiese perdido en profundidad y análisis. 
El Análisis Interpretativo, tercera fase en la revisión sistemática, supone la aplicación 
de la filosofía metodológica subyacente de la investigación a la bibliografía 
seleccionada; no en vano, el marco teórico que se propone conjuga los análisis 
cuantitativos-interpretativos, críticos e históricos. Variables derivadas de este 
esquema caleidoscópico, son la incorporación de la heurística como forma no 
sistemática de aproximación al concomimiento y el pluralismo metodológico 
defendido por Beltrán (2002) que, en comunidad de criterio con Morin (1995: 22), 
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propone aproximarse a la entropía de la acción social integrando en lo posible los 
modos mutilantes, reduccionistas y simplificadores de pensar y construir 
conocimiento.  
 
Cuadro 14. Dimensiones seleccionadas en Revistas y artículos trabajados 
 
Revisión sistemática, dimensiones a investigar:  






han nutrido la 
investigación. 
 





y Política Social 


















Total de Números (Revistas) trabajados: 90 
Total de Artículos trabajados: 191 
 Fuente: Elaboración propia 
 
Para reforzar la presencia del Interaccionismo y más allá de la conexión 
individuo-sociedad, el marco teórico interaccionista se apoya en la Grounded Theory 
o Teoría Fundamentada que, como referencia metodológica, será útil para este 
trabajo129. Bajo la Grounded Theory la generación de teoría será inductiva a partir de 
los datos que proporciona la investigación y el conocimiento; los datos, así obtenidos, 
serán el resultado de un proceso analítico donde las categorías elegidas responden a 
                                                 
129
 La Teoría Fundamentada o Grounded Theory se desarrolla en un fructífero período de la historia 
de la Sociología que define la corriente interaccionista. Sus antecedentes se remiten a la obra The 
Discovery of Grounded Theory (1967) de los sociólogos Glaser y Strauss que abren nuevas 
perspectivas en los métodos de investigación social. Sus orígenes se remontan a dos grandes 
escuelas: Chicago y Columbia. La Escuela de Chicago fue fundada por Albion Small en 1892 y en ella 
participaron, entre otros, de George H. Mead, William I. Thomas, Robert E. Park y Ernest W. 
Burguess. Existe una segunda Escuela de Chicago que afianzó los trabajos del primer interaccionismo 
y proporciono las bases para su expansión. En ella destacan investigadores como Herbert Blumer, 
Everett Huges, Anselm Strauss y Erving Goffman. Posteriormente, Barney G. Glaser trasladó la 
Grounded Theory a la Universidad de Columbia, en la que Lazarsfeld se intereso en comparar datos y 
conjugar la investigación empírica con el desarrollo de teoría. Glaser fue alumno de esta universidad, 
ya famosa por sus avances en sociología, en la que se encontró con afamados investigadores de la 
talla de Robert K. Merton, Robert McIver, Wright Mills y Kingsley Davis. 
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las preguntas de quién, qué, dónde, cuándo, por qué y bajo qué premisas se 
producen determinados sucesos. Pero, ¿qué identifica este trabajo con la Teoría 
Fundamentada?, ¿qué elementos utiliza de ella? Me identificaré con tres variables de 
investigación de la Teoría Fundamentada; el origen reformista de la profesión, el uso 
de teoría sustantiva y el uso de la descripción interpretativa. Expondré con 
detenimiento cada una de ellas.  
La Grounded Theory debe sus orígenes a la iniciativa reformista de los 
sociólogos chicagüenses que consideran la sociología como una herramienta auxiliar 
de intervención sobre los problemas sociales (Andreu et al: 2007). Es lugar común 
que los científicos de la Escuela de Chicago se implicaron en los problemas de una 
sociedad sometida a cambios profundos y, como consecuencia, a grandes 
conflictivos. Tal momento sociológico se enmarca en la “era progresista” de Estados 
Unidos, locus en el que la sociología psicológica alcanza su máximo desarrollo y 
revela que la marginación no puede ser explicada en términos liberal-evolucionistas 
spencerianos. Fuente de inspiración histórico-metodológica para esta tesis y dato 
relevante para el Trabajo Social, es que durante la “era progresista” los sociólogos se 
apoyaron en la labor de proximidad de las trabajadoras sociales a las que 
incorporaron en el análisis de los asuntos públicos. Fue precisamente de nuestras 
pioneras de quienes los sociólogos recibieron ayuda y propuestas de soluciones a la 
delincuencia, la marginación o los conflictos raciales (Andreu et al 2007: 21). Sobre el 
uso que los sociólogos hacen de esa colaboración Miranda (2004: 240-249), Gaviria 
(1996: 15), Álvarez-Uría (1995: 18), Álvarez-Uría y Parra (2014: 98-100) y Travi 
(2006: 35), afirman que la conexión teórico-metodológica con el interaccionismo 
simbólico es muy estrecha y queda ampliamente documentada en las obras de Mary 
Richmond y Jane Adams130. En línea con lo expuesto, el capítulo comparte desde la 
                                                 
130
 Fernando Álvarez-Uría explica que tras la Segunda Guerra Mundial, el modelo asistencial aplicado 
en la mayor parte de los países industriales fue el previamente testado durante la Gran Depresión. El 
modelo de referencia internacional fue el de las asistentes sociales norteamericanas lideradas por 
Jane Adams en Chicago y sus colegas de la Hull House. La técnica de trabajo empleada fue el case-
work del que se sirvieron los sociólogos de Chicago para elaborar sus monografías y material 
investigador de primera mano. Esta colaboración no fue sin embargo todo lo equitativa que debiera, ya 
que la intensa labor de las asistentes sociales fue silenciada por los investigadores tratando de no 
restar protagonismo a la representación masculina de la Escuela capitaneada por Robert Park. 
Álvarez-Uría, “En torno a la crisis de los modelos de intervención social”, 18. 
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metodología fundamentada el valor propedéutico, la procedencia inductiva y el 
formato de indagación y descubrimiento que, ajustado al método, estructura 
conocimiento en torno al proceso de profesionalización del Trabajo Social 
En segundo lugar y en cuanto al uso de teoría sustantiva, Glaser y Strauss 
(1967) plantean que la investigación puede partir de momentos históricos y áreas 
sociales concretas que no niega la existencia de teorías o investigaciones ya 
formuladas. Como dicen Andreu et al (2007: 56), la teoría sustantiva tiene una 
condición de interinidad, ya que de los interrogantes planteados pueden surgir 
conceptos en los que pueden apoyarse posteriormente teorías formales. En tal 
sentido y en conexión con las primeras líneas de este trabajo, tomaré como punto de 
partida teorías e investigaciones formuladas por otros de forma que su análisis 
permita esclarecer dudas, generar hipótesis y relacionar conceptos que orienten la 
investigación.  
 Para terminar y en tercer lugar, el uso de la descripción interpretativa permite 
analizar los sucesos presentados en conexión con el escenario y contexto en el que 
se desarrolla la acción. Desde el interaccionismo fundamentado, el investigador no 
debe conformarse con la mera exposición de los hechos, sino que la interpretación 
de los mismos se hace necesaria para explicar la naturaleza profunda o de segundo 
orden en la investigación. La Grounded Theory parte de la base de que la 
descripción no es teoría, aunque la descripción es primordial para la interpretación de 
los datos y la elaboración de teoría (Andreu et al 2007: 59). Valles (2000: 342) en 
comunidad de criterio, defiende que la visión panorámica de los representantes de 
Chicago parte de materiales empíricos y estudio de casos en el uso de la 
metodología cualitativa.  
 En cuanto al aparato metodológico,  el capítulo quinto se dedica a la 
generación de un sistema de indicadores de profesionalización orientado a contextos 
de acción social; entendiendo por indicador  el signo, atributo o variable que permite 
medir la cualidad de un objetivo que requiere ser definido conceptualmente. Para 
Babbie (1983: 105) cuando precisamos lo que queremos significar y usamos ciertos 
conceptos no hacemos otra cosa que recurrir al uso de indicadores. En definitiva y 
como conclusión, cuando ciertas características de una realidad se encuentran de 
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manera idéntica y sin excepción en todos los fenómenos de un cierto orden 
(cuantitativo o cualitativo), tenemos la certeza éstos sirven para conocer la realidad 
(social, económica, sociológica, moral, etc.) sobre la que estamos trabajando. 
 Si nos remitimos a los Padres Fundadores de la Sociología para justificar el 
uso de indicadores en el análisis sociológico, comprobamos que éstos fueron 
habituales en sus obras y trabajos de investigación. En el caso de Emile Durkheim, 
su obra El Suicidio no es otra cosa que una gran base de datos comparativa sobre el 
fenómeno del suicidio en sociedades diferentes y en momentos evolutivos 
comparables131. En este caso, los estadísticos sobre suicidios en una sociedad dada 
(indicadores) son tratados como realidad sociológica más que como conducta íntima 
en la que lo que interesa, en definitiva, son las proporciones de actos suicidas para 
cada una de las categorías medidas (Durkheim 1982: XII-XIII). En el intento de 
proveer indicadores para conceptualizar aspectos tan abstractos como la cohesión 
social, la anomía o el delito, Durkheim defiende igualmente que lo real requiere ser 
agrupado con la condición de “no tomar jamás por objeto de las investigaciones más 
que un grupo de fenómenos previamente definidos por ciertos caracteres exteriores 
que les son comunes e incluir en la misma investigación a todos los que respondan a 
esta definición” (Durkheim: 1993: 59).  
 Insistiendo en la justificación del uso de indicadores, Merton (1995: 180) 
explica igualmente que la investigación empírica no debe limitarse a verificar y 
comprobar la concordancia entre teoría y variables contrastadas; sino que ésta debe 
desempeñar un papel activo y dar forma al desarrollo de la teoría a través de cuatro 
funciones muy importantes: inicia, formula de nuevo, desvía y clarifica la teoría. En 
tal sentido, los indicadores contribuyen a la clarificación previa y al ajuste semántico 
de aquello que debe ser estudiado. En definitiva, el requisito básico para una 
                                                 
131
 La proporción de actos suicidas en una sociedad es dividida en categorías (egoísta, altruista, 
anómico) y son medidos en distintos países con la intención de formular hipótesis empíricamente 
comprobables. Con notable genio estadístico, Durkheim estudió los índices de suicidio en diferentes 
segmentos de la población europea, incorporando datos de varios países (Dinamarca, Prusia, Baviera, 
Reino de Sajonia, Austria, Estados Unidos, Italia, Francia) para explicar el suicidio como una forma de 
conducta que no puede/debe explicarse mediante ciencias como la psicología, la biología y/o la 
química.  
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investigación coherente y fundamentada pasa inevitablemente por definir los 
conceptos que permitan su progreso. 
Para finalizar y tomando como punto de partida la confluencia pluralista de 
fenómenos presentes en la acción social, la contribución analítica de cada una de las 
variables expuestas en este trabajo se manifestará como urdimbre indivisible, es 
decir, ninguna exhibirá monopolio en la certeza de la imposibilidad de disociar la 
realidad en sus partes constitutivas. Por otro lado, y dado que la esencia 
interpretativa de las ciencias sociales es hermenéutica, completaré el enfoque 
metodológico apoyándome en una aproximación inductiva al concepto de 
profesionalización, así como en la idea poperiana por la cual el método tiene más 
que ver con un contexto de justificación que de descubrimiento. Para terminar y con 
la intención de mantener la coherencia interna e investigadora, he utilizado la 
aproximación heurística como formato de indagación, descubrimiento y búsqueda de 
métodos no rigurosos para generar conocimiento. Bunge (2000: 174) sobre este 
recurso metodológico, opina que aunque no existen recetas infalibles a los 
problemas de investigación sí pueden darse, sin embargo, algunos consejos para 
aumentar su probabilidad de éxito132.  
                                                 
132
 Bunge propone una docena de reglas que diligentemente aplicadas pueden contribuir a garantizar 
una mayor probabilidad de éxito en la investigación. Las reglas que propone son las siguientes; 
formular el problema con claridad, descubrir los presupuestos, seleccionar el método, planificar, 
buscar analogías, localizar el problema, Identificar los constituyentes, simplificar, analizar el problema, 
transformar el problema, exportar el problema y controlar la solución. Bunge, La investigación 
científica, 174-178. 
José María Morán Carrillo 


















Formulación del problema: Establecimiento de la correspondencia 
entre devenir político y definición identitaria y metodológica del Trabajo 
Social como profesión. Búsqueda de trabajos que comprometan al 
desarrollo histórico de la acción social y al ejercicio profesional de la 
asistencia. Investigaciones referidas al trabajo social, marcos políticos, 




Búsqueda de estudios y referencias bibliográficas: Trabajo Social, 
Sociología, Historia, Derecho, Economía,  etc. Fuentes: JStor, Campbell 
Colaboration, CIS, DIALNET, Revista de Trabajo Social, Documentación 
Social,  Política Social  y Servicios Sociales, etc. 
 
 
Análisis Interpretativo: Análisis caleidoscópico, conjugar los análisis 
cuantitativos-interpretativos, crítico e histórico. Uso de la Heurística como 
forma no sistemática de aproximación al conocimiento. Pluralismo 
Metodológico como respuesta al pluralismo cognitivo presente en toda 













Origen reformista: Fuerte inspiración histórica basada en la experiencia 
de las pioneras que se apoyaron en su labor de proximidad a los 
problemas sociales. Sociología como herramienta auxiliar de 
intervención. Presencia del Interaccionismo Simbólico como vector 
explicativo de la interacción individuo-sociedad. 
 
 
Teoría sustantiva: La investigación surge de momentos históricos 
concretos sin negar la existencia de teorías ya formuladas que pueden 
ser tomadas como punto de partida o referencia. Los interrogantes 
planteados surgen de documentos, investigaciones o teorías ya 
formulados que estimulan nuevas hipótesis (Congresos). 
 
 
Descripción Interpretativa: Los sucesos son presentados en conexión 
al escenario o contexto en el que se han producido. La descripción no 
debe ser mera exposición, sino que requiere de la interpretación de los 
mismos para explicar la naturaleza profunda o de segundo orden de la 
investigación. La descripción no debe ser considerada teoría, aunque si 
es necesaria para la interpretación de los datos y la elaboración de teoría. 
Contribución analítica de sucesos como urdimbre indivisible. 
 
Fuente: Elaboración propia 
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Respecto al cuadro 16, la muestra se define exponiendo los datos 
relevantes para cada uno de los encuentros profesionales celebrados; estos 
son fecha, ciudad, denominación y acontecimiento histórico/social. Debe 
observarse que la incorporación del ítem “acontecimiento histórico/social” no es 
baladí y supone una primera aproximación “macro” al establecimiento de 
correspondencias entre contenidos congresuales (profesionalización de la 
asistencia) y el conjunto de acontecimientos socio-políticos relevantes. Con la 
obligación de retroalimentar posteriormente esta información con inferencias, 
datos y propuestas taxonómicas derivadas de los resultados de la 
investigación, el cuadro aspira a establecer un primer nivel de correspondencia 
entre las variables socio-históricas y debate profesional.  
Con idéntica intención clarificadora, la figura 2 expone en formato “línea 
de tiempo” los Escenarios interpretativos de la unidad de análisis entre 1968 y 
2009. En este caso la muestra reproduce de manera “visual” tres variables 
cardinales: congresos, avances teórico-epistemológicos y sucesos normativo-
históricos relevantes. La posibilidad de cruzar tales variables en secuencia 
cronológica permitirá al lector una visión poliédrica de los hitos y sucesos que 
han condicionado o estimulado el proceso de profesionalización del Trabajo 
Social en España.    
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CONGRESOS NACIONALES DE T.S. REALIZADOS EN ESPAÑA 1968 - 2009 






Congreso: Definición de 
funciones, formación 
superior, estatuto y 
deontología. 
 
Reglamento de Escuelas (1964). Concilio Vaticano 
segundo 1965. Primer Informe FOESSA (1966). 
Primera Escuela Oficial de Trabajo Social (1967). 
Creación FEDASS (1967). I Plan de Desarrollo 1964-
1967 
1972 (II) 
1/4 de junio 
Madrid 
Congreso: El asistente 
social y la evolución del 
Trabajo Social 
 
La FEDASS reivindica la creación del Colegio 
Profesional. Tercer Plan de Desarrollo (1972-1975).  
Crisis capitalista y subida del precio del petróleo. 
1975 
5/6 de abril 
Valencia 
Jornadas: El trabajo 
social dentro del proceso 
de cambio 
 
Crisis económica y política. Proceso de Burgos 





Congreso: Acción Social 
y Trabajo Social 
 
Adolfo Suarez comanda la Transición política. Ley de 





Jornadas: Material de 
estudio de las III Jornadas 
Nacionales de Asistentes 
Sociales. 
 
Atentados de Atocha. Firma de Pactos de la Moncloa. 
Creación Cuerpo Nacional  de Asistentes Sociales 
(1977). Legalización PCE en abril. 
1980 (IV) 
1/4 de julio 
Valladolid 
Congreso: Por unos 
Servicios Sociales para 
todos. 
 









Social, ¿una utopía?  
Golpe de Tejero (1981). Estudios de Asistente Social 
como Escuelas Universitarias (1981). Constitución del 
CGTS (1982). Mayoría absoluta del PSOE. Primera 
Ley Servicios Sociales de Euskadi (1982), segunda y 
tercera Navarra y Madrid (1983). 
1988 (VI) 
23/25 de junio 
Oviedo 
Congreso: Trabajo Social, 
reto de hoy 
 
 
Ley Reguladora de Bases promulgada (1985). España 






intervención profesional en 
la Europa sin fronteras. 
 
El PSOE vuelve a ganar con mayoría absoluta. Juegos 





Congreso: Trabajo Social 
en el cambio del milenio.  
 





Congreso: Trabajo Social, 
compromiso y equilibrio. 
 







Congreso: Un mundo, mil 
culturas. Globalicemos la 
solidaridad. 
 
El EURO se convierte en moneda oficial (2002). 
Atentados de la Estación de Atocha en Madrid. 
El PSOE gana las elecciones dos días después. 
2009 (XI) 
6/8 de mayo 
Zaragoza 
Congreso: Trabajo Social, 
sentido y sentidos  
La crisis global se inicia en Estados Unidos (2008). En 
España la situación económica se agrava por el 
pinchazo de la burbuja inmobiliaria. 
 
 
Figura 2. Escenarios interpretativos de la unidad de análisis 1968 y 2009 
Fuente: Elaboración propia 
José María Morán Carrillo 
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El análisis de las actas, memorias y conclusiones congresuales de los 
Congresos Nacionales de Trabajo Social (1968-2009) más dos Jornadas Nacionales 
(Valencia 1976 y Pamplona 1979), muestran un proceso madurativo de la profesión 
que va de la conformidad crítica con la dictadura (Congreso de 1968) a la crítica 
reactiva (Congresos de 1972 y 1976) y de ahí, a la propuesta modernizante 
(Congresos de 1980 y siguientes). Al margen de esta primera nomenclatura y para 
definir los momentos de madurez teórico-metodológica o ideológica-identitaria de la 
disciplina, la clasificación o taxonomía que emerge de ese proceso es la siguiente: 
Gestación, Ideológica, Técnica/Ideológica y Profesionalizante.  
En cuanto a la forma en la que los hallazgos serán presentados y para cada 
momento estudiado (Etapa/Congreso), el cuadro 17 incorpora las variables 
“Características del Congreso” y “Rasgos distintivos”. La “Etapa” define la profesión 
en términos de desarrollo (año de celebración del/los congreso/s) y queda definida 
en cuatro períodos: Gestación, Ideológica, Técnica/Ideológica y Profesionalizante. 
Advertir que la Etapa no trata de monopolizar el locus temporal definido, sino que 
representa el elemento congresual que suscita mayor interés sin excluir temas 
colaterales. En cuanto a las “Características del Contexto” y “Rasgos distintivos”, 
ambas variables definen el locus sociológico y profesional que adecúa contenidos 
congresuales al momento socio-histórico. Analizando por separado cada una de 
ellas, las “Características del Contexto” exhibe el grado de coacción social en 
términos de libertades políticas (dictadura-transición-democracia), y los “Rasgos 
distintivos” los avances epistemológicos logrados por la profesión. La fusión de 
ambas variables permitirán, en segundo nivel de inferencia, exponer la adaptación 
del Trabajo Social a la exigencia del momento socio-político vivido; tal adaptación se 
traducirá en el incremento de la calidad del debate realizado por los trabajadores 
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Cuadro 17. Congresos Nacionales de Trabajo Social, características y rasgos 
distintivos. 
 
CONSOLIDACIÓN DEL TRABAJO SOCIAL A TRAVÉS DE SUS  
CONGRESOS NACIONALES / JORNADAS 
 













La etapa de maduración se  
desarrollar en un contexto de 
fuerte control político impuesto 
por la dictadura. Ausencia de 
apoyo gubernamental y bajo 
nivel técnico de la profesión. 
 
Frágil reconocimiento de la profesión. 
Ausencia de organización corporativa.  
Búsqueda de status profesional. 
Definición de contenidos profesionales 
Definición de semántica profesional 





El asistente social y 





El trabajo social 




Acción Social y 
Trabajo Social 
 
Los contenidos congresuales 
manifiestan una potente carga 
ideológica que se manifiesta 
en la dialéctica política y social 
defendida. Gran carga 
doctrinaria en sus 
conclusiones. En términos 
políticos España se encuentra 
en los momentos previos a la 
transición y sometida a altos 
niveles de volatilidad 
económica, política y social.  
 
 
Revisionismo ideológico.  
Toma de conciencia. 
Reivindicación de cambio estructural  
Uso de la epistemología marxista 
Fuerte crítica al modelo precedente 
“Agente de cambio” como función. 
Concienciación como objetivo. 
No neutralidad del Trabajo Social. 











Por unos Servicios 






Primeras elecciones libres. 
Debates sobre la idoneidad en 
el uso de la experiencia radical 
latinoamericana. La 
Constitución de 1978 permite 
la articulación de una 
legislación que estructura los 
Servicios Sociales. Nuevo 
marco político y 
descentralización territorial. 
Los partidos progresistas 
exigen el desarrollo de una 




Promulgación de la Constitución (1978)  
Reconocimiento de derechos sociales. 
Exigencia de SS.SS. públicos. 
Incorporación Entes Territoriales. 
Redacción de las Primeras Leyes de     
Servicios Sociales (1982-83). 
Vinculación Política Social / SS.SS. 
Debate necesidades-recursos. 
¿Técnicos o agentes de cambio?.  
Neutralidad frente a ideologías e 
ideología como opción personal.  
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Expuesto el marco hipotético de correspondencias entre Congresos 
Nacionales y contexto, se describen a continuación las Etapas (Gestación, 
Ideológica, Técnica/Ideológica y Profesionalizante). El análisis por Etapa 
revelará los avances teórico-metodológicos o ideológico-identitario logrados 
en cada congreso siguiendo la lógica interpretativa del método de análisis. 
 
5.1 La profesión del T.S. en España, un modelo analítico a través 
de sus Congresos 
5.1.1 Etapa de Gestación 
 
Cuadro 18. Etapa de Gestación (1968) 
 
Congreso Contenidos / Ejes 
temáticos 
congresuales 








Definición de funciones 
Formación Superior 
Status y deontología 
Ponencias (4) Bajo status profesional 
Ausencia corporativismo 
No marco legislativo. 
Escasa definición 
semántica y profesional   










profesional en la 
Europa sin fronteras. 
 
Sevilla (1996) 
Trabajo Social en el 







Las Palmas (2004) 






sentido y sentidos 
 
 
Democracia articulada y 
puestas en práctica de las 
competencias territoriales en 
materia de protección. Los 
Congresos Nacionales definen 
sus elementos de naturaleza 
epistemológica, teórica y 
metodológica. Los contenidos 
relativos a competencias, 
legislación europea o 
globalización, forman parte de 
las propuestas de debate. 
Búsqueda de cohesión y 
madurez de la profesión. El 
interés por el desarrollo de 
instrumentos y habilidades 
profesionales lleva al Trabajo 
Social a posiciones cada vez 
más técnicas y alejadas de 
perspectivas ideológicas. La 
dimensión científico-técnica 
alcanza cada vez mayor 
relevancia. La especialización 
y sectorialización del trabajo 




Consolidación jurídica de los 
Servicios Sociales. 
Clarificación técnica, Trabajo Social 
vs Servicios Sociales.  
Prestaciones básicas como derecho. 
Uso de teoría en el diseño 
diagnóstico, interdisciplinariedad.  
Presencia de Europa en el discurso 
sobre cohesión social. 
Debate sobre las políticas 
socioeconómicas en los  
procesos de cambio. 
Importancia de la investigación en el 
currículo profesional. 
Importancia de la reflexión teórica en 
la acción profesional. 
Uso de metodología y técnicas 
avanzadas. 
Debate epistemológico y aplicación a 
la práctica del conocimiento científico. 
Globalización en el debate y 
dimensión ética del Trabajo Social. 
Comunicación e interacción como 
herramientas de acción profesional. 
Especialización sectorial: Migración y 
género. 
Avances en los aportes científicos. 
 
Fuente: Elaboración propia. 




El I Congreso de Barcelona (1968) refleja los aires de renovación que 
se producen en España a mediados de los sesenta. El perfil del congreso no 
puede explicarse sin conectarse contextualmente con el inicio del 
tardofranquismo, época que comienza en el año 1969 y culmina con la 
muerte del dictador en 1975 (Tusell 1996: 261). Es lugar común que los años 
sesenta fueron de gran transformación; si bien también es cierto que a finales 
de los sesenta el franquismo manifiesta signos de flaqueza, éstos son 
compensados ejerciendo una potente vigilancia sobre la sociedad en general 
y las asociaciones profesionales en particular. No es anecdótica la inclusión 
en el programa del Congreso la celebración de la Santa Misa el domingo 26 
de mayo en la Real Capilla de Santa Águeda (FEDAAS 1968: 12).  
La “Gestación” como Etapa que define el primer congreso, se justifica 
por su marcado interés en delimitar el status profesional, por la necesidad de 
clarificación semántica profesional y el bajo perfil de crítica social e ideológica 
de las ponencias en comparación con encuentros posteriores. Variables 
colaterales como la ausencia de apoyo gubernamental y el frágil 
reconocimiento de la asistencia social a finales de los sesenta, justifican en 
gran medida el interés por consolidar la presencia social e institucional de la 
profesión. 
La memoria del Congreso define a su vez objetivos de naturaleza 
“técnica” y considerados “vitales para obtener un status profesional 
adecuado”; entre ellos la terminología profesional, la definición de funciones, 
la formación superior y el status y deontología (FEDAAS 1968: 10). La propia 
presidenta del Congreso, Benita LLopis, entiende que la finalidad del 
encuentro no es otra que la de establecer criterios conjuntos una vez 
constituida la FEDAAS y progresar en la unidad corporativa en cuanto a 
formación y ejercicio profesional133. En la idea de reforzar identidad y status, 
                                                 
133 En el “Pórtico” y “Salutación” a los congresistas su presidenta, Benita Llopis expresa la 
necesidad de consolidar la profesión en un contexto de grandes cambios en la sociedad 
española: “Era un deseo sentido cada vez por un grupo mayor de Asistentes Sociales el 
celebrar una reunión a nivel nacional, para estudiar los diversos problemas que como todo 
profesional tenemos planteados, a fin de resolverlos con un criterio de unidad” […] “Todos 
sabemos cómo hacía años se deseaba celebrar una reunión a escala nacional; después de 
haberse decidido en el año 1963 la celebración de un Congreso, surgieron diversas 
dificultades que entorpecieron su realización. Como todo, necesitaba el empuje y estímulo de 
José María Morán Carrillo 





el Congreso apoya igualmente la Resolución 67/16 del Consejo de Europa 
(1967) que asimila a los trabajadores sociales a la normativa internacional en 
su implantación y reconocimiento profesional134.  
La orientación técnica y aséptica que caracteriza el Congreso, queda 
patente en la Conferencia inaugural “Sociología y Trabajo Social” a cargo del 
profesor Salvador Giner. En ella, Giner trata de conectar el momento 
expansivo del país con la necesidad de incorporar a los trabajadores sociales 
como técnicos adecuados para la gestión de los efectos perversos del 
desarrollismo; el sociólogo lo expresa de la siguiente forma:  
 
“ha quedado claramente establecido que el fin fundamental del 
presente Congreso es el de enfrentarnos con el conjunto de 
problemas que tiene hoy planteados la profesión del trabajo social en 
España. […] Como profesión el trabajo social en España ha 
experimentado un incremento notable en los últimos decenios, tanto 
cualitativo como cuantitativo. Quizás sea ese crecimiento 
precisamente el que le haya colocado en una situación delicada, la 
cual pide una reconsideración serena de muchos de sus aspectos. El 
Congreso que hoy comienza intenta dar una primera respuesta a 
esos problemas. […] No hay duda que está en todas nuestras 
mentes la necesidad de mejorar la eficacia del trabajo social en 
España, a través, tanto de una mejor aportación científica, como de 
la aplicación de métodos más eficaces en el ejercicio cotidiano de la 
profesión” (Giner 1968, 24).  
 
La visión del sociólogo pretende definir la acción profesional en un 
momento en el que el Trabajo Social se manifiesta como una joven profesión. 
                                                                                                                                           
alguien que, reconocido por todos los profesionales, tuviera una cierta ascendencia y 
mereciera confianza. Afortunadamente ha nacido ya el Organismo (FEDAAS) que ha hecho 
esto posible y asimismo ha sido reconocido por la mayoría de agrupaciones profesionales 
existentes. Ahora ya no podíamos demorar más tiempo esta reunión; la cantidad de 
problemas que a diario van surgiendo en orden al formación y ejercicio del Trabajo Social, 
precisa el estudio detenido por parte de todos para establecer ese criterio de unidad que 
todos deseamos”. Llopis, Benita, Memoria del I Congreso Nacional de Asistentes Sociales, 9-
21. 
134
 Se refiere a la Resolución 67/16 del Consejo de Europa sobre “funciones, formación, y 
estatus de los Asistentes Sociales (1967). La organización profesional europea había 
conseguido obtener del Consejo de Europa el estatuto consultivo para la participación en el 
ámbito de la acción social. Este reconocimiento a nivel europeo y ante los organismos 
internacionales, reconoce la necesidad de contar con los trabajadores sociales para la 
construcción del Estado de Bienestar. El Consejo de Europa produce la Resolución en 1967, 
que es retomada en el Congreso de Barcelona para dar sentido y contenido a las 
reivindicaciones de los trabajadores sociales españoles que aún prestaban sus servicios bajo 
criterios discrecionales y benéficos. Las Heras, Patrocinio, “La construcción histórica de una 
profesión”, II Foro de Trabajo Social. Pasado, presente y futuro del Trabajo Social, 19. 
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Más adelante el debate se amplía y reflexiona sobre el recorrido que ambas 
disciplinas (Trabajo Social y Sociología) han compartido en la historia de las 
Ciencias Sociales. El resto de Ponencias, cuatro en total, reflejan con idéntico 
criterio contenidos ajustados al perfil de una profesión que inicia su andadura.  
 
5.1.2 Etapa ideológica 
 
Cuadro 19. Etapa Ideológica (1972-1976) 
 
Congreso Contenidos /  
Ejes temáticos 
congresuales 
Metodología Rasgos distintivos 
Madrid (1972) 
El asistente social y 
la evolución del 
Trabajo Social 
 
Situación actual del 
Trabajo Social. 
El Trabajo Social en el 
proceso administrativo. 
Investigación en T.S.  
Formación para el 
desempeño eficaz. 
Ponencias (4) Revisionismo Ideológico 
Toma de conciencia 
Adquisición de status 
Aparece el concepto de 
Reconceptualización y 
de Agente de Cambio 
Valencia (1975) 
Jornadas de Levante  
El trabajo social 
dentro del proceso 
de cambio 
Objetivos del Trab. 
Soc. 
El Trabajo Social 






Epistemología marxista  





Acción Social y 
Trabajo Social 
Pautas y directrices 
teóricas  
de la Acción Social. 





autonomía y justicia 
Profesión útil para el 
cambio político 
Crítica a la epistemología 
funcionalista 
Fuente: Elaboración propia 
 
La Etapa Ideológica transita desde los años previos a la desaparición del 
dictador hasta los momentos inmediatamente posteriores (1972-1976). En los 
Congresos y Jornadas desarrollados en esta época los contenidos 
congresuales manifiestan una fuerte carga ideológica ubicada más allá del 
título de las ponencias y conclusiones publicadas (Madrid 1972). En este 
grupo de congresos y jornada, la presencia de “ideología” se justifica en los 
altos niveles de volatilidad política y económica que caracteriza la transición 
española. Debe unirse a este argumento la inercia reactiva de cuarenta años 
de dictadura franquista sobre una profesión que hunde sus raíces en el 
análisis crítico y etiológico de la desigualdad.  
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En el caso del II Congreso de Madrid (1972) y a pesar de la larga 
sombra de la dictadura135, la profesión se reivindica técnicamente aportando 
dos ideas proscritas hasta el momento: la toma de conciencia y el 
progresismo. El revisionismo contenido en tales conceptos se encauza a 
través de la ponencia denominada “Situación actual del Trabajo Social” 
presentada por Elena Urrestarazu. En la ponencia, la autora alude por 
primera vez a los conceptos “reconceptualización latinoamericana” y “agente 
de cambio” como conceptos que definen el desempeño profesional 
(Urrestarazu 1972: 41- 44). El revulsivo parte del concepto 
“Reconceptualización” latinoamericana que, como movimiento ideológico 
basado en la epistemología marxista, originará grandes cambios en el mundo 
profesional136. María Elena Urrestarazu fue la responsable de abrir el debate 
ideólogo-metodológico en el colectivo profesional, incitando a cuestionar el 
modelo precedente y a superar el ostracismo y parálisis del momento. Las 
                                                 
135 A primeros de los setenta al franquismo le quedaban pocos años de vida y aunque la 
dictadura ignoró a los Colegios Profesionales y organizaciones consideradas al margen del 
sindicalismo vertical, el Ministro de Trabajo, Licinio de la Fuente y un Comité de Honor 
plagado de personalidades, no perdió la oportunidad de legitimarse con una ponencia 
introductoria en el Congreso de Madrid (1972). En el Congreso de Sevilla (1976), la Concejal 
de Asistencia Social, Pilar Gutiérrez Miranda, justifico la ausencia del Alcalde por su 
compromiso de asistencia en Madrid a Cortes Generales. FEDAAS, Memoria del II Congreso 
Nacional de Asistentes Sociales, 11 y 382. 
136
Los conceptos “Reconceptualización” y “Agente de Cambio” suponen un conjunto de 
movimientos producidos en América Latina entre finales de los sesenta y mediados de los 
setenta del pasado siglo. En ellos la profesión muestra un fuerte interés por los marcos 
ideológicos y filosóficos centrados en la comprensión de los motivos estructurales que 
generan  subdesarrollo y es la primera vez que el materialismo histórico se incluye en la 
profesión como categoría de análisis de la realidad. Aunque no todos los representantes de 
la Reconceptualización eran marxistas, el servicio social latinoamericano incorporó una 
preocupación científica por esta visión nunca antes conocida. De entre todos los narradores 
de la reconceptualización, Herman Kruse es a mi criterio uno de sus mejores exponentes. 
En su libro Filosofía del siglo XX y Servicio Social (1969), Kruse expone los orígenes del 
Trabajo Social basado en la reflexión crítica y el compromiso. Desde el protagonismo en la 
experiencia reconceptualizadora, Kruse expone las coordenadas que definieron los inicios 
del movimiento en América Latina. Desde un punto de vista menos apasionado y más 
academicista, Ander Egg (1984), ofrece una interesante aportación en El desafío de la 
Reconceptualización, donde contribuye valiosamente al proceso reconceptualizador 
abordando su problemática, sus influencias, e incluso consideraciones sobre los pioneros y 
tendencias dentro del proceso (Egg. 1984: 22-27). El ocaso de la Reconceptualización se 
produce durante los años 70 como fenómeno de frustración en la búsqueda de objetivos 
excesivamente idealistas por parte de los trabajadores sociales que planteaban 
transformaciones estructurales difícilmente llevadas a cabo. La indefinición del proceso 
provocó que el movimiento no supusiera la transformación social ni económica esperada; ni 
tampoco sirvió al Trabajo Social para superar definitivamente las incertidumbres propias de 
una disciplina que busca consolidar un lugar en el universo de las Ciencias Sociales. El final 
del período reconceptualizador es datado por Ander Egg entre los años 1973-75 al estar 
plagado de paradojas en lo ideológico y lo profesional. El autor desarrolla tales ideas en 
Achaques y manías del Servicio Social reconceptualizado, 315. 
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inquietudes de la autora tuvieron una repercusión inmediata en las 
conclusiones del congreso y fueron aprobadas por unanimidad y publicadas 
en las memorias (págs. 163-166). Aunque la propuesta de Urrestarazu pueda 
parecer extemporánea, dos argumentos justifican el impacto producido en los 
trabajadores sociales españoles; una dictadura que ya dura casi treinta y 
cinco años y la orfandad teórica, metodológica e ideológica que hace la 
propuesta potente y atractiva al colectivo profesional.  
El impacto de tales ideas se traslada a las conclusiones del congreso 
con una clara actitud dialéctica y exponen la urgencia “de ir a las causas de 
los problemas, a través de una investigación que nos sitúe en la realidad” […] 
“tenemos la responsabilidad de denunciar los hechos a través de sugerencias 
constructivas” […] “Se considera necesaria la definición: a) del concepto 
“Asistente Social como Agente de Cambio”; b) del término “concienciar” […] 
“Se hace necesaria la integración del trabajador social en una dimensión de 
macro-actuación, pasando del trabajo paliativo al preventivo” (FEDAAS 1972, 
163-166)  
En última instancia, el uso del concepto “agente de cambio” como 
desempeño profesional fue ampliamente apoyado aunque no compartido por 
la mayoría de los congresistas. Las Heras (2000: 27-28) afirma que las 
reservas al concepto fueron provocadas fundamentalmente por dos motivos; 
la ruptura radical que producía en el vigente orden sociopolítico, y la 
clarividencia de la militancia progresista que sentían que la responsabilidad 
del cambio no debía recaer en los trabajadores sociales. A criterio de los más 
críticos, los agentes de cambio debían ser los propios agentes sociales 
(partidos políticos, organizaciones obreras y movimientos sociales, 
clandestinos en la época) y sobre ellos debería caer la responsabilidad de 
canalizar la voluntad popular de cambio.  
Tres años más tarde las Jornadas de Levante (1975) reclaman la 
toma de conciencia y la intención de hacerse cargo de la realidad. Las 
ponencias publicadas manifiestan contenidos ideológicos que optan por el 
“cambio social” y la “concientización” como metodologías monográficas de 
transformación. Estas conclusiones son resultado de los cuestionarios 
remitidos por las asociaciones provinciales que defienden la labor del Servicio 
Social en la tarea de intermediación entre marginación y procesos de 
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concientización, autodesarrollo y participación A diferencia de los dos 
congresos previos, los resultados de las Jornadas no generaron  “Memoria” o 
“Conclusiones” publicadas por la FEDAAS y los resultados se divulgaron en 
la Revista de Trabajo Social (RTS) Nº 58 (Asociación de Asistentes Sociales 
de Barcelona, segundo trimestre de 1975)137. 
En lo que se refiere a las ponencias publicadas, la segunda y tercera 
son las más concluyentes en cuanto a propuestas transformadoras138. La 
segunda, denominada ”Objetivos del Trabajo Social”, expone con riqueza de 
matices la Teoría de la Concientización de Pablo Freire (Aparicio et al. 1975: 
77-79). La tercera, bajo el título “Trabajo Social dentro del proceso de 
cambio”, concluye que la profesión debe contribuir al cambio partiendo de la 
certeza de que las funciones asignadas al Servicio Social tiene un papel 
amortiguador, ideológicamente neutro, paternalista y acientífico que impide 
interpretar y transformar la sociedad. El cambio asume por tanto una 
dimensión funcionalista y dialéctica que se apoya en marxismo althusseriano, 
la ideología, la plusvalía, la determinación histórica de las relaciones de clase 
o la superestructura como aparato jurídico, religioso o cultural (Barenys et al 
1975: 92-106).  
Las Jornadas de Levante vistas en el tiempo, suponen el periodo de 
mayor influencia reconceptualizadora y radical en España en cuanto a 
propuestas de cambio social139. El debate teórico-metodológico de mediados 
                                                 
137 Los contenidos se definieron en dos niveles: la compilación de respuestas a un 
cuestionario remitido a las Asociaciones y las Ponencias. Las respuestas al cuestionario 
manifestaron el sentir de la profesión y la necesidad de transformación social. Las preguntas 
ayudan a comprender las inquietudes de los profesionales a mediados de los setenta: “1. 
¿Cómo entiendes el cambio social en nuestra realidad? 2. ¿Aceptas que el trabajo social 
puede contribuir al proceso de cambio? 3. ¿Figura dentro de nuestros objetivos profesionales 
la concienciación? ¿A qué niveles? 4. ¿Cómo conciencia el asistente social en su campo de 
trabajo? ¿Por qué? . VI Jornadas de Levante, en Revista de Trabajo Social, 11. 
138
 Las autoras de la Segunda Ponencia “Objetivos del Trabajo Social” son: María Luisa 
Aparicio, Irene Estrada y Amparo Moreno de la Asociación de Asistentes Sociales de 
Valencia. Las autoras de la Tercera Ponencia, “Trabajo Social dentro del proceso de 
cambio”, son: Rosa María Barenys, Rosa Domenech, Montserrat Feu, Isabel García, Beatriz 
Gómis, Montserrat Puig, Eugenia Ros, Mª Eugenia Sánchez y Silvia Virgili, de la Asociación 
de Asistentes Sociales de Barcelona. Revista de Trabajo Social, nº 58.  
139 Montserrat Feu aporta que en la votación a las conclusiones de las Jornadas un 72%  
considera imprescindible disfrutar de libertades democráticas para disponer de mayor 
presencia y denunciar las injusticias; por otro lado, el 60% de los asistentes acepta el 
materialismo dialéctico como método científico para formular una Teoría del Trabajo Social y, 
finalmente, un 92% cree fundamental incidir en la formación de los profesionales 
transformando las escuelas o creando nuevas al margen de la influencia ideológica 
dominante. Feu, M. “La construcción del Trabajo Social en España. Influencias de la 
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de los setenta, no reclama únicamente la renovación metodológica de un 
trabajo social considerado estéril, sino que expresa con claridad el 
metabolismo de una profesión muy agotada por las limitaciones franquistas. 
Un año más tarde el III Congreso Nacional en Sevilla (1976) propone 
profundizar en la práctica y el desarrollo profesional. Con menor intensidad 
dialéctica en comparación con encuentros precedentes, el Congreso sevillano 
reivindica la salida de la autarquía y la renovación de estructuras. En 
consonancia con los complicados momentos que vive el país, la idea-fuerza  
trata de llamar la atención de los poderes públicos sobre la parte de justicia y 
equidad que la disciplina puede aportar en un momento social y políticamente 
complejo (Acción Social y Trabajo Social).  
La Ponencia Marco, encargada a Luis González Seara, fue clarividente 
por su reivindicación de modernidad y crítica al sistema140. El trabajo de 
Seara titulado “Pautas y directrices teóricas de la Acción Social”, incorpora 
matices reivindicativos y análisis inteligentes en un momento en el que los 
censores aún limitaban la libertad de expresión. El texto destaca por su 
habilidad para moverse en los estrechos límites del debate profesional y la 
crítica al régimen sin olvidar el papel de la Iglesia, la Universidad, el Ejército, 
los funcionarios o los sindicatos verticales, e ilegales, cuando cita 
expresamente a Comisiones Obreras (González Seara 1976: 26).  
Al igual que ya denunciara el Informe FOESSA II (1970), González 
Seara plantea la contradicción existente entre despegue económico y 
parálisis política y la certeza de que la justicia debe canalizarse a través de 
un sistema público de Servicios Sociales141. La visión crítica del ponente se 
                                                                                                                                           
Reconceptualización”, en Trabajo Social latinoamericano. A 40 años de la Reconceptualización, 
186. 
140 Con un carácter menos crítico y más especializado, a la ponencia de Seara le seguirán 
seis mesas sectoriales sobre ancianidad, comunidad, educación empresa, familia y sanidad. 
141
 A su criterio, la ausencia de justicia es una de las antinomias más llamativas del caso 
español; en tal sentido afirma: “Si vivimos en una sociedad industrial hay que abordarlos 
desde el plano del derecho, desde el plano de la justicia, desde el plano del conocimiento, y 
no desde el plano de la caridad, de la compasión o de la bondad que correspondía a una 
sociedad tradicional. Por supuesto que no se trata de negar el valor de la caridad, sino que 
se trata de ver, cómo en la sociedad de nuestros días es preciso partir de presupuestos 
básicos de justicia; se trata de ver cómo en esta sociedad no se puede decir que la limosna 
sea una forma de redistribución de la renta, como sostenía una pintoresca teoría social de no 
hace muchos años. Para la redistribución de la renta no está la limosna, está una eficaz 
política social”. González Seara, Pautas y directrices teóricas de la acción social,18. 
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reproduce en las conclusiones del III Congreso Nacional142 confirmando que 
Sevilla no reivindica únicamente un espacio de afirmación y/o reivindicación 
profesional, sino que también demanda libertades de acuerdo al clima político 
y social que vive el país. Como resultado, la Mesa de Asociaciones 
Profesionales y FEDAAS reivindican la toma protagonismo; en esta línea 
sugieren: “la democratización del Estado Español a todos los niveles 
concretando para tal logro: a) la exigencia ineludible de una total amnistía por 
hechos de intencionalidad política y de naturaleza sindical y derogación de 
leyes y jurisdicciones especiales; y b) Establecimiento de un marco de 
libertades políticas (expresión, reunión, asociación, huelga, manifestación y 
sindical) y del derecho de autonomía de las regiones y nacionalidades que 
integran el Estado Español”. (Memoria del III Congreso Nacional de 
Asistentes Sociales, FEDAAS: 371).   
5.1.3 Etapa técnico-ideológica 
 
Cuadro 20. Etapa técnico-ideológica (1977-1984) 
 
Congreso Contenidos /  
Ejes temáticos 
congresuales 




Del paternalismo a 
la identidad 
profesional 
Realidad del Trabajo 
Social y perspectivas 
generales. 
Programa de estudios 
















Análisis global de la 
comunidad. 
Servicios Sociales en 
Ayuntamientos y 
Autonomías.  










                                                 
142
 Sobre las conclusiones de los participantes a la Mesa de Asociaciones Profesionales y 
FEDAAS, las reclamaciones expuestas ponen de manifiesto que la reivindicación política 
toma protagonismo. Las asociaciones profesionales para el correcto desarrollo de la función 
social que les es encomendada sugieren: “la democratización del Estado Español a todos los 
niveles concretando para tal logro: a) la exigencia ineludible de una total amnistía por hechos 
de intencionalidad política y de naturaleza sindical y derogación de leyes y jurisdicciones 
especiales; y b) Establecimiento de un marco de libertades políticas (expresión, reunión, 
asociación, huelga, manifestación y sindical) y del derecho de autonomía de las regiones y 
nacionalidades que integran el Estado Español”. Memoria del III Congreso Nacional de 
Asistentes Sociales, FEDAAS, Conclusiones del grupo especial sobre “Las Asociaciones 
Profesionales y Fedaas”, pág. 371.   









Ponencias (12) Vinculación Política 
Social / SS.SS.  
Primera Ley de SS.SS. 
 
Fuente: Elaboración propia 
 
A partir de mediados de los setenta España experimenta la democracia en 
sus primeras elecciones libres. Las libertades del nuevo marco garantista 
suponen un giro copernicano en la relación que los ciudadanos tiene con la 
política e instituciones, transformando en igual medida el debate ideológico 
profesional. Hasta ese momento, el modelo latinoamericano monopolizaba la 
“función de los asistentes sociales”, sin embargo a finales de los setenta este 
formato comienza a cuestionarse por defender un estándar de cambio no 
compatible con la democracia. Aprobada la Constitución del 78 y en relación 
a realidad latinoamericana, el Estado Social y Democrático de Derecho 
garantiza (al menos sobre el papel) servicios públicos de asistencia y 
reconoce niveles de autonomía desconocidos hasta el momento. Los 
cambios post-transición permitirán una configuración nueva de la asistencia 
social que definen estructuralmente el sistema, promueve la contratación 
masiva de profesionales y reconoce institucional y socialmente la profesión 
asistencial.  
Desarrollada la estructura básica de los Servicios Sociales, el debate 
técnico se funde inevitablemente con el debate político a la hora de entrar en 
detalles. Las preguntas que gravitarán sobre los congresos (1977-1984) 
definen la complejidad del momento: ¿cuál es la función de la trabajadora/or 
social?, ¿cuál debe ser la configuración estratégica del sistema público de 
Servicios Sociales en España? El sentir profesional inducirá a los 
trabajadores sociales a reivindicar una política social en la línea de los 
modelos socialdemócratas europeos, pero la fragilidad democrática y la 
estrechez económica demostrarán que a primeros de los ochenta todo está 
por hacer. La etapa técnico-ideológica se caracteriza, pues, por buscar una 
equidistancia entre ambos polos o, lo que es lo mismo, por defender un 
sistema de acción social progresista en plena consciencia de que muchos 
aspectos técnicos de la profesión están aún por conquistar. A primeros de los 
ochenta, se puede firmar que el debate sobre la asistencia social ya no 
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pertenece al universo privativo de la profesión y profesionales, sino que la 
búsqueda de identidad implicará, en igual medida, una pragmática asistencial 
que exigirá definición ideológica y valentía política.  
El primer encuentro de la Etapa Técnico-Ideológica se celebra 
Pamplona (1977) en un clima de efervescencia política motivada por la 
reciente desaparición del dictador y las expectativas que dicho suceso 
entraña. A finales de los setenta, y a un año vista de la promulgación de la 
Constitución de 1978, el Trabajo Social ha incorporado de facto (aunque no 
de Iure) una concepción progresista de las libertades como queda constatado 
por la producción científica de las Jornadas. En este sentido y en 
comparación con la actitud reivindicativa de posteriores encuentros 
profesionales, las Jornadas de Pamplona (1977) manifiestan un mayor 
interés por el debate sobre las inquietudes profesionales que por las 
ideológicas. Esta circunstancia llevó a denominar las Jornadas de Pamplona 
como las de la “reconceptualización española”. En lo que respecta a la 
mecánica metodológica, las imitaron a su predecesora (Jornadas de Levante, 
1975) con el matiz de requerir dos años de trabajo durante los cuales “se han 
ido canalizando todas las cuestiones que se debaten con más intensidad en 
la profesión y en las Escuelas en relación al Trabajo Social, y con el fin de 
que las Jornadas contribuyeran a esclarecer las cuestiones más candentes” 
(FEDAAS 1974, Presentación V)143. 
Los avances realizados en las Jornadas se concretan en dos aspectos 
básicos; el ideológico y el técnico-metodológico. Desde el aspecto ideológico, 
la reivindicación latente demanda un cambio democrático que implique el 
reconocimiento de los derechos sociales universales y sin el cual no se podrá 
superar la etapa benéfica. En cuanto al técnico-metodológico, las Jornadas 
retoman el debate sobre el “Análisis de la función básica del Trabajo Social” 
que interpela sobre el objeto de análisis y el clima ideológico en el que nace 
la profesión. La pregunta que se plantea es: ¿los trabajadores sociales son 
técnicos de relaciones humanas o agentes de cambio? Los resultados 
                                                 
143
 Un Comité Organizador y una Comisión Técnica de apoyo coordinan las labores 
preparatorias con las asociaciones federadas para elaborar los contenidos congresuales. El 
trabajo consistió en un conjunto de análisis, debates e investigaciones sociológicas mediante 
muestreo a nivel local, provincial y regional que culminó en el trabajo presentado en 
Pamplona. 
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demostrarán que los avances no son exclusivos de las condiciones 
sociológicas del momento, sino también del debate abierto en el marco del 
Trabajo Social, las Ciencias Sociales y el Bienestar Social.  
Uno de los debates más significativos de las Jornadas versó sobre la 
función del trabajador social como “mediador” entre necesidades sociales y 
recursos. La idea es atenuar las tensiones reconceptualizadoras y para ello 
defiende que el Trabajo Social debe guardar neutralidad frente a ideologías y 
regímenes sociales. En tal sentido el Comité Organizador afirma: “En la base 
de toda actuación profesional, ya sea a nivel individualizado de grupo o 
comunitario, encontramos un denominador común que se concreta en las 
siguiente relación: NECESIDADES – RECURSOS144 (en mayúsculas en el 
original) al que podemos considerar como objetivación del campo donde 
opera el Asistente Social” (FEDAAS 1977: 9). Al respecto, Las Heras y 
Cortajarena afirman: “Es, pues, en esta relación necesidades-recursos 
sociales donde se objetiva el campo de la acción social” (1986 [1979]: 24). 
Uno de los productos más importantes de las Jornadas de Pamplona fue la 
publicación del libro de Patrocinio Las Heras y Elvira Cortajarena, 
Introducción al bienestar social. Publicado en 1979, supone un verdadero hito 
en la construcción identitaria del Trabajo Social al definirlo en el marco de las 
Ciencias Sociales, la Constitución y el Bienestar Social. A más de treinta 
años vista, el libro tuvo una gran influencia en la formación de trabajadores 
sociales y profesionales que a lo largo de los ochenta asumieron la 
responsabilidad de poner en marcha del sistema público de Servicios 
Sociales.  
En cuanto a la producción científica, el primer eje temático incluye la 
ponencia “Ideología y política en Trabajo Social”145. Su contenido fue de los 
                                                 
144
 Sin menospreciar las importantes conclusiones adoptadas en las Jornadas de Pamplona y 
con el paso del tiempo, concebir la Acción Social como producto del equilibrio entre 
necesidades y recursos supone una visión obsoleta y reduccionista que restringe los 
problemas sociales a mera gestión y obvia los aspectos estructurales, políticos y 
relacionales. A pesar de que tal idea entrase en el territorio de la “utopía”, el binomio ofreció 
un análisis convincente para definir la acción social. La escasez de marco teórico en la 
profesión, la falta de experiencia democrática y la insolvencia regulatoria propia de la época, 
hicieron que la idea de que la Acción Social se define históricamente aplicando recursos 
sociales a través de métodos y técnicas de trabajo social fuese ampliamente aceptada. 
145 La producción científica de las Jornadas se dividieron en dos partes: Realidad del 
Trabajo Social y Perspectivas Generales; y Programa de Estudios necesarios para el nuevo 
Trabajo Social. Atendiendo al interés del trabajo, me centraré en la primera parte, págs. 5-75.  
José María Morán Carrillo 





más controvertidos ya que el momento político capitalizaba la vida social y el 
debate sobre la necesidad y/o presencia de ideología en la profesión. Aunque 
algunas de las Asociaciones federadas mantenían fuertes posicionamientos 
reconceptualizadores, la organización constata dos enfoques divergentes al 
respecto: aquellos que apuestan por una posición ideológica y de clase para 
el Trabajo Social, y aquellos que defienden una opción de neutralidad al 
margen de ideologías. La organización apuesta por la segunda, es decir, por 
la defensa de criterios técnicos y de posiciones plurales, intermedias y no 
extremistas en el desempeño del papel profesional. A juicio de la 
organización existe un problema sobre la adscripción ideológica de la 
profesión en el siguiente sentido: “una ideología no se adopta por un 
compromiso, ni por decreto, ni por acuerdo asambleario, sino a través de la 
experimentación en la propia vida de la validez de las teorías que expresan 
las distintas concepciones del mundo” (FEDAAS 1977: 18). La opción 
ideológica fue considerada finalmente como una elección personal que 
trasciende lo profesional y exime a los trabajadores sociales de las 
“ambiciones liberadoras y redentoras de la humanidad y los oprimidos que en 
las condiciones actuales, no tendría justificación (sólo se pueden entender 
como lastres que todavía arrastramos del reciente pasado fascista, que ha 
sido como una interminable noche oscura que nos impedía ver con claridad y 
llamar a cada cosa por su nombre); mantener hoy esas ideas, encerraría 
actitudes paternalistas” (FEDAAS 1977: 19).  
Parafraseando lo anterior, la neutralidad valorativa defendida por el 
comité organizador supone el abandono de la perspectiva ideológica extrema 
para el Trabajo Social, siendo a partir de Pamplona cuando los contenidos 
técnicos y/o institucionalizantes comenzarán a tener mayor protagonismo en 
congresos y encuentros profesionales.  
Si las Jornadas de Pamplona reclamaron la necesidad de construir una 
política social pública sujeta a derecho, el IV Congreso de Valladolid (1980) 
exige la creación de un Sistema Público de Servicios Sociales que tome 
como base los mandatos recogidos en la recién estrenada Constitución. El IV 
Congreso Estatal se denominó “Por unos servicios sociales para todos”, título 
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que, a modo de exclamación, representa el anhelo de los trabajadores 
sociales por el logro de un Sistema Público de Servicios Sociales146.  
La novedad del Congreso viene marcada por la vigencia de la 
Constitución de 1978 y la incorporación de Comunidades Autónomas y 
Entidades Locales como ámbitos de gobierno recogidos en el Título VIII de la 
Carta Magna. En tal sentido, el Comité Organizador entiende que el objetivo 
es “aportar un proyecto de Servicios Sociales de acuerdo con la Constitución 
y dentro de un marco de Entes Autonómicos y Ayuntamientos, aprovechando 
las experiencias y conocimiento de la realidad obtenidos en el ejercicio de la 
profesión y clarificando competencias profesionales” (FEDAAS 1980: 
Presentación, pág. V). La Constitución recién estrenada y las libertades 
democráticas determinarán, pues, la base argumental para subvertir 
definitivamente un orden incapaz de garantizar derechos básicos e insertados 
en la herencia franquista147.   
La producción científica del Congreso mantiene el esquema tradicional 
de ponencias remitidas a la organización; en este caso los contenidos se 
estructuran en tres partes: Análisis global de la comunidad; Servicios 
Sociales y Trabajo Social en Ayuntamientos y Entes Autonómicos; y Política 
Social y Servicios Sociales. Los trabajos publicados fueron veintitrés, 
dedicados en la mayor parte a desarrollar contenidos relativos a los Servicios 
Sociales y sus contenidos destilan la escasez y precariedad de recursos 
técnicos y prestacionales enfrentados por los colegas a primeros de los 
ochenta.148  
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 El Congreso incorpora por primera vez el adjetivo “Estatal” frente al pretérito “Nacional”. El 
cambio obedece a la necesidad de distanciarse simbólicamente de la connotación que el 
“Movimiento” había dado al concepto “Nacional” durante la dictadura. 
147
 Las necesidades consideradas más urgentes estaban sometidas al estatuto de derechos 
básicos no contemplados bajo la dictadura: la convivencia para las personas desarraigadas 
del ámbito familiar, la integración de colectivos discriminados por razones diversas, la salud o 
la educación, entre otras. La reivindicación partía de la base de que todas ellas deberían 
estar amparadas por la Política de Bienestar Social bajo la cobertura de una estructura de 
Servicios Sociales pública que garantizara tales derechos. La Política Social del momento se 
consideraba inconstitucional por ser una práctica benéfica, paternalista, al margen de 
financiación pública y fuera del control de los poderes públicos. Las Heras, Patrocinio, “La 
construcción histórica de una profesión”, II Foro de Trabajo Social. Pasado, presente y futuro del 
Trabajo Social, 63.  
148
 Me refiero a las Ponencias “Trabajo Social en el Instituto de Asistencia Social. Delegación 
Provincial de Sevilla” (Ponencia VIII) y “Dos experiencias de trabajo asociado de zona” 
(Ponencia XV) que ponen de manifiesto lo acertado del título del Congreso Por unos 
Servicios Sociales para todos. En el primer caso María Encarnación Sánchez de Lamadrid, 
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La deriva del congreso vallisoletano se pone de manifiesto mediante la 
publicación de un “Manifiesto reivindicativo” que vincula política social y 
servicios sociales como partes integrantes de un todo. Partiendo de que no 
se puede construir un Trabajo Social sólido al margen de la Política Social y 
los Servicios Sociales, el documento denuncia la precariedad del sistema en 
los siguientes términos:  
 
“Esta profesión, ante la falta de interés que existe en el tema de los 
Servicios Sociales en determinados estamentos políticos y sociales, 
“asume” el compromiso de sensibilizar a la opinión pública y extender 
los criterios que fundamentan la nueva políticas y el sistema público de 
Servicios Sociales que propone” [...] “Se considera anticonstitucional la 
actual política de Servicios Sociales por estar basada todavía en la 
práctica de la Beneficencia y el paternalismo, y financiada en gran parte 
al margen de los presupuestos generales del Estado y del control de los 
poderes públicos” [...]  “Los Servicios Sociales se encuentran 
fuertemente centralizados y a la vez dispersos en distintos Ministerios 
con una clara falta de planificación y coordinación y excesiva 
burocratización, lo cual conlleva a una deficiente utilización de los 
recursos, y en muchos casos a la imposibilidad de su aplicación” (Citado 
por Molina Sánchez 1994: 50 y Gil Parejo 2004: 66) 
 
El documento, contundente en su denuncia, es elaborado por la 
organización colegial y federaciones con la intención de potenciar los 
principios del Bienestar Social defendidos por la FEDAAS ante los Grupos 
Parlamentarios del Congreso y Autonómicos. El manifiesto, en última 
instancia, era una llamada de atención sobre el importante recurso que el 
Trabajo Social representaba como apoyo técnico a gobiernos e instituciones 
en la reforma de la Beneficencia, la puesta en marcha los Servicios Sociales 
y la redacción de leyes autonómicas.  
                                                                                                                                           
expone las dificultades en el campo de los Hogares Infantiles. La autora vuelca su 
experiencia de cuatro años (no sin transmitir una cierta frustración), ante las precarias 
condiciones de vida de los menores y las tremendas carencias emocionales, médicas y 
escolares a las que eran sometidos. Texto de las ponencias del IV Congreso Estatal de 
Asistentes Sociales. Por unos Servicios Sociales para todos, FEDAAS, 130-142. En el segundo 
caso, “Dos experiencias de trabajo asociado de zona”, se ponen de manifiesto las 
necesidades y carencias más urgentes de la población. El trabajo “La desprotección sanitaria 
de la Zona Sur de Madrid” denuncia la falta de cobertura sanitaria y el alto porcentaje de 
ciudadanos que se ven privados de recibir asistencia, así como la insuficiencia y deficiencia 
de los recursos existentes. Texto de las ponencias del IV Congreso Estatal de Asistentes 
Sociales, Por unos Servicios Sociales para todos, FEDAAS, 255-273.       
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A modo de conclusión y al margen de los avances disciplinares 
contenidos en las ponencias, el logro político del congreso vallisoletano se 
concreta en la exigencia de materializar, so pena de fraude de ley, la creación 
de un sistema público de SS.SS. similar a los del entorno. La capilarización 
del concepto “democracia” en espacios burocráticos e institucionales permite, 
tras cuarenta años de dictadura, arrinconar progresivamente el centralismo 
institucional y exige la creación de unos Servicios Sociales descentralizados, 
modernos y ajustados a derecho.  
Cuatro años más tarde y en la misma línea reivindicativa, el V 
Congreso de Vizcaya (1984) redunda en la necesidad de consolidar 
económica y políticamente el sistema público de Servicios Sociales. Bajo la 
cobertura de una organización profesional que disfruta de personalidad 
jurídica propia, la FEDAAS demanda que una vez establecida la arquitectura 
constitucional es hora de definir una Política Social que erradique la 
coexistencia con los modelos benéficos heredados149.  
Desde un punto de vista evolutivo, los años 80 son el punto de 
inflexión para el desarrollo de las políticas públicas de Servicios Sociales 
como resultado colaborativo entre la iniciativa social, institucional y política. 
Una de las iniciativas sociales más audaces de la FEDAAS, fue la creación 
de una Ley Estatal de Servicios Sociales; propuesta que nunca llegó a 
materializarse al entrar en colisión con las competencias recogidas en el 
Artículo 148.20 (Asistencia Social) para los Estatutos de Autonomía. 
Respecto a la elaboración de las Leyes de Servicios Sociales autonómicas y 
estatal, Las Heras expresa lo siguiente: 
 
 “defendimos una Ley de SS.SS. en cada una de las Comunidades 
Autónomas, a la vez que defendíamos una Ley de SS.SS. en el ámbito nacional, así 
como la universalidad de los otros sistemas para que el sistema nuevo que 
reclamábamos de Servicios Sociales no fuera un cajón de sastre”  […] “a lo largo de 
la década de los ochenta no hubo acuerdo interautonómico para hacer una Ley 
Estatal de SS.SS., por lo que impulsamos el modelo de Servicios Sociales en Leyes 
específicas de Servicios Sociales de las Comunidades Autónomas. Del común 
                                                 
149
 La posición del Trabajo Social como interlocutor social con peso específico se consolida 
una vez que la organización profesional adquiere status jurídico. Hay que recordar que el 
Proyecto de Creación de Colegios Profesionales de Diplomados en Trabajo Social y AA.SS. 
se publica el 13 de abril de 1982 dando por finalizada la función desempeñada por la 
FEDAAS. La FEDAAS se disuelve definitivamente en septiembre de 1982 dando paso al 
Consejo General de Colegios Oficiales de Trabajo Social y Asistentes Sociales.   
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denominador de estas leyes surgió en 1978 un acuerdo estatal e interautonómico 
para dotar de financiación y asistencia técnica la prestación de mínimos de SS.SS. 
que la Ley de Reforma Local obligaba a las corporaciones locales, este acuerdo se 
denominó el Plan Concertado de Prestaciones Básicas de Servicios Sociales cuya 
gestión fue encomendada a las corporaciones locales asentando el sistema de 
Servicios Sociales de base municipalista”. (Las Heras, “La construcción histórica de 
una profesión”, 65-67). 
 
Bajo el sugerente título de “Bienestar Social, ¿una utopía?”, el 
congreso de Vizcaya trata de aproximarse al Estado de Bienestar desde los 
elementos estructurales que lo definen (sociológicos, económicos, políticos). 
En la práctica, los avances jurídicos van dando forma al sistema, y a 
mediados de los ochenta los Servicios Sociales consolidan su estructura 
jurídico-administrativa sustentada en las tres primeras Leyes Autonómicas de 
Servicios Sociales150. Desde la complejidad y madurez técnica alcanzada se 
abre una reflexión subsumida en los ejes temáticos del congreso: hay que 
superar el debate sobre el Sistema Público de Servicios Sociales e incorporar 
el de la Política Social y Económica como elementos sustantivos del 
Bienestar Social.  
 De todas las ponencias remitidas, las de política social fueron las más 
prolijas en cantidad y calidad. La tercera y la séptima son las que mejor 
exponen la estrecha relación entre política social y Servicios Sociales al 
entender estos últimos como brazo ejecutor del Estado de Bienestar151. En 
relación a la parte de Legislación, Elvira Cortajarena (1984: 217-243) redunda 
en la necesidad de definir el sistema y analiza la recién estrenada legislación 
en materia de Servicios Sociales. Partiendo de la Constitución de 1978, la 
Ley de Régimen Local y las Leyes de SS.SS. aprobadas por los parlamentos 
Vasco, Navarro y madrileño, la autora reflexiona sobre la viabilidad y 
                                                 
150
 La primera Ley de Servicios Sociales fue la de Euskadi (Ley 6/1982 de 20 de mayo); la 
segunda fue la Ley Foral de Servicios Sociales de la Comunidad de Navarra (Ley 14/1983, 
de 30 de marzo); la tercera es aprobada por la Asamblea de la Comunidad Autónoma de 
Madrid el 23 de junio de 1983.  
151
  En la Ponencia Tercera, Romero et al (1984: 91) ponen de manifestó la dimensión 
progresista de la Política Social al afirmar que es ejercida de forma democrática si acepta el 
reto dialéctico entre la Administración y la sociedad a la que se dirige. Romero, Marcos et al., 
“Servicios Sociales: Instrumento para una política social de progreso”, en Actas del V 
Congreso Estatal de Trabajadores Sociales, 87-106. Con la misma actitud pedagógica, 
Doménech y Colomer (1984) mencionan las líneas de una política social progresista 
partiendo de modelos antagónicos que denomina totalitarismo (A) y democracia (B). 
Ponencia Séptima: Doménech, Rosa y Colomer Montserrat, “Política Social y Servicios 
Sociales”, en Actas del V Congreso Estatal de Trabajadores Sociales, Adenda 190-215. 
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perspectivas de la legislación aplicable, la reforma de la Seguridad Social y el 
compromiso del gobierno respecto a la Ley Estatal de Servicios Sociales de 
la que expone potencialidades y dificultades para su posible aprobación y 
puesta en práctica. En comunidad de criterio, Balbino Pardavilla (1984) 
denuncia la indefinición del sistema español que no puede ser calificado de 
Estado de Bienestar y a semejanza de otros estados europeos, sino que se 
sitúa en la órbita de lo denominado habitualmente Estado Intervencionista 
(Pardavilla 1984: 253-287).  
 
5.1.4 Etapa profesionalizante 
 
Cuadro 21. Etapa profesionalizante (1988-2009) 
 
Congreso Contenidos /  
Ejes temáticos 
congresuales 
Metodología Rasgos distintivos 
Oviedo 1988 
Trabajo Social, reto 
de hoy 
 

















profesional en la 
Europa sin fronteras 
Europa sin fronteras. 
Intervención 
profesional 
La formación en T.S. 
Ponencias ( 3) y 
Comunicaciones 
(9) 
Europa en el discurso 
profesional 
La presencia de teoría 
en la intervención 
 
Sevilla 1996 
Trabajo Social en el 
cambio de milenio 
Políticas 
Socioeconómicas 
T.S. en sociedades 
complejas 
La intervención 
profesional en los 
procesos de exclusión 




y los procesos de 
cambio y su influencia 
en la intervención prof. 










Trabajo Social en el 
desarrollo humano 
Nuevos escenarios y 
respuestas del T.S. 
Ponencias (9) y 
Conferencias (3) 




en el currículo 
profesional 
Las Palmas 2004 











Grupos Trab (12) 
Talleres (13) 
Globalización y 
dimensión ética del T.S. 
Compromiso con los 
Derechos Sociales 
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sentido y sentidos 
Trabajo Social y 
sistemas de 
protección 
Metodología del T.S. 
y espacios 
intervención 
Nuevos retos y 
campos de 
intervención para T.S. 
Hacia una mayor 
profesionalización . 
del T.S. 
Ejes Temát (3) 
P. Marco (3)  
Paneles (3) 
Mesas Red. (6) 
Grupos Trab (5)  
La experiencia 
profesional como objeto 
de análisis.  
Especialización sectorial 
Aproximación a los 
paradigmas de 
intervención profesional  
   Fuente: Elaboración propia 
 
Al final de la década de los ochenta los Servicios Sociales ya están 
configurados como un sistema prestador con perfil propio y suficientemente 
alejado de la imagen de marginación y beneficencia. Articulada la democracia 
y puestas en práctica las competencias territoriales en materia de protección, 
los Congresos Nacionales incorporan con mayor frecuencia contenidos de 
carácter técnico-profesional (competencias, especialización, legislación 
europea) que permite explorar nuevos espacios (epistemológicos, teóricos, 
metodológicos) hasta el momento inéditos. Si las etapas anteriores centran 
su interés en la consolidación de los Servicios Sociales y su función en el 
arco socialdemócrata, entre 1988 y 2009 los congresos se centran en crear 
espacios competencialmente diferenciados entre Servicios Sociales y Trabajo 
Social. El debate generado beneficiará de manera patente a la profesión, ya 
que contribuiría a diferenciar la estructura jurídica, prestacional y 
administrativa (Servicios Sociales) del instrumento teórico-técnico-profesional 
de intervención (Trabajo Social).  
Bajo el amparo de la Constitución de 1978 y de las diecisiete Leyes de 
Servicios Sociales (promulgadas o en proyecto), los Servicios Sociales ya 
pueden considerarse como una estructura homogénea de prestación152. En 
cuanto al escoyo financiero siempre presente, éste se ve inicialmente 
                                                 
152
 Entre 1983 y 1988 se aprueban doce Leyes de Servicios Sociales de Comunidades 
Autónomas. En aquellas CC.AA. que no tienen aprobada la Ley en 1988 existen ya los 
correspondientes proyectos. La última Ley de Servicios Sociales de “primera generación” fue 
la de Cantabria (Ley 5/1992 de 27 de Mayo). A partir de esa fecha se inicia la promulgación 
de las Leyes de Servicios Sociales de “segunda generación publicadas entre 1993 y 2010 
(Galicia, Asturias, , Murcia, Madrid, Valencia, La Rioja, País Vasco, Aragón, Cantabria, , 
Navarra, Cataluña, Castilla y León). Las comunidades autónomas que tenían publicada una 
ley de Servicios Sociales de “tercera generación” antes de 2009 fueron La Rioja (2007), 
Galicia (2008) y País Vasco (2008). 
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superado por la firma del Plan Concertado (1988). El Plan, concebido como 
instrumento financiador permitirá poner en práctica el compromiso asistencial 
recogida en el artículo 148.20 de la Constitución que, como competencia 
cedida, carecía hasta el momento de asignación presupuestaria específica. El 
documento se firma a iniciativa del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
con la intención de cooperar económica y técnicamente entre Estado, 
comunidades autónomas y entidades locales (Gallardo 2006: 69). 
Transcurrida una década de vigencia de la Constitución de 1978, puede 
afirmarse que los Servicios Sociales incorporan un conjunto de avances 
técnicos y legislativos que permiten constatar un sistema de protección 
plenamente configurado a través de una red pública de equipamientos que 
garanticen autonomía, convivencia y cooperación social.  
La Etapa Profesionalizante inicia su andadura en el VI Congreso de 
Oviedo (1988) que dedica parte de su tiempo a clarificar similitudes y 
diferencias entre Política Social y Servicios Sociales frente al Trabajo Social 
como disciplina y profesión (Gil Parejo 2004: 74). El título del Congreso 
Trabajo Social, reto de hoy, define por sí mismo tales anhelos y reivindica la 
disciplina profesional frente al protagonismo vivido por los Servicios Sociales 
durante los últimos años153. A grandes rasgos, el Congreso Estatal busca 
abandonar la abstracción asistencial para configurar un marco de protección 
con perfil propio. Con tal objetivo define dos niveles de debate: el 
establecimiento de una frontera nítida entre sistema prestador de servicios y 
disciplina, y la incorporación de elementos teóricos novedosos (teoría 
ecológica y sistémica) como herramientas auxiliares para el diagnóstico. La 
idea de que investigación y experimentación sean avaladas por la formación 
y la realidad, es indicador de que a finales de los ochenta el Trabajo Social ya 
se interconecta con modelos avanzados de intervención para la práctica 
cotidiana. 
                                                 
153 De acuerdo con las conclusiones congresuales, la confusión de conceptos se justifica en 
la naturaleza y surgimiento de los Servicios Sociales tras el advenimiento de la democracia.  
Desde finales de los setenta y hasta bien entrados los ochenta, tanto cuerpo profesional 
como académico priorizaron su interés en la consolidación del Sistema Público de Servicios 
Sociales en oposición al desarrollo teórico, metodológico y formativo del Trabajo Social como 
disciplina.  
José María Morán Carrillo 





Bajo el protagonismo temático del Trabajo Social en los sistemas de 
bienestar, el Congreso de Oviedo estructura sus contenidos en torno a tres 
ponencias: El Sistema Público de SS.SS., la Intervención Profesional, y la 
Formación154. La primera de ellas a cargo de García Herrero (1988), 
“Tendencias del Sistema Público de Servicios Sociales”, pone énfasis en la 
defensa de los Servicios Sociales frente al resto de sistemas de bienestar. 
Partiendo del axioma que define el Trabajo Social como parte fundamental de 
los servicios sociales, el autor reflexiona sobre la indefinición jurídica de éstos 
últimos que, a diferencia de la Salud o Educación, son indirectamente citados 
en el artículo 50 del texto constitucional155. Amaya Ituarte (1988) en 
Comunicación a la primera ponencia, analiza la confusión entre Trabajo 
Social y Servicios Sociales con un trabajo titulado “De los Servicios Sociales 
al Trabajo Social: Hacia el reencuentro con nuestra identidad profesional”. 
Ituarte realiza una reflexión sobre la crisis del Trabajo Social y la falsa 
creencia de que los problemas de identidad se resolverán una vez 
desarrollado el sistema público de SS.SS. “rematando así la ceremonia de la 
confusión con la identificación -tácita, si no expresa- entre Trabajo Social y 
Servicios Sociales” (Ituarte 1988: 149-158).  
Al otro lado del arco temático, la Intervención Profesional se ve 
reforzada con la ponencia de Ció Barjau (1988) sobre la contribución de Uri 
Bronfenbrenner [1987] al modelo ecológico de desarrollo humano y como 
complemento del modelo de sistemas. La ponencia de Barjau es más 
importante de lo que pudiera parecer a simple vista, especialmente si se 
considera que a mediados de los ochenta los referentes teóricos disponibles 
remitían, casi en exclusividad, al uso de herramientas dinámicas y 
                                                 
154
 A cada una de estas ponencias se adscriben posteriormente comunicaciones que 
canalizan las inquietudes, debates y reflexiones del colectivo profesional. A la primera 
ponencia, “El Sistema Público de SS.SS.”, se presentan dos comunicaciones; a la segunda, 
“La intervención profesional”, siete; y a la tercera, “La formación”, cinco. Libro de Ponencias y 
Comunicaciones. VI Congreso Estatal de Trabajadores Sociales. Consejo General de 
Diplomados en T.S. y AA.SS., 9-11. 
155 A su criterio, la fundamentación del Sistema Público de Servicios Sociales se remite al 
derecho universal a la Seguridad Social (art. 41), la igualdad de derechos de los ciudadanos 
(art. 149.1) y la Ley de Bases de Régimen Local (art. 25 y 26) y/o Leyes de Acción Social o 
Servicios Sociales de las Comunidades Autónomas. En un segundo nivel y sin abandonar los 
rasgos diferenciadores del sistema, el autor defiende las Prestaciones Básicas entendidas 
como derecho y los  Servicios Sociales como estructura prestadora de tales recursos. García 
Herrero, G. Tendencias del sistema público de Servicios Sociales, 29. 
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conductistas para la elaboración diagnóstica. De acuerdo al enfoque, en la 
medida en que el trabajo social conecta y complementa sistemas diversos en 
el espacio-tiempo, los contextos en que se relacionan los individuos 
(microsistemas, mesosistemas, macrosistemas) mantienen y/o modifican su 
ecosistema.  
La tercera ponencia realiza un ejercicio de análisis epistémico sobre la 
formación en Trabajo Social. Atendiendo al desarrollo de la currícula y los 
distintos planes de estudios, Domínguez et al (1988: 99-41) realizan un 
diagnóstico diacrónico de los Planes de Estudios de 1964, de la incorporación 
a la universidad como Escuelas Universitarias (R.D. 1850/1981 de 20 de 
agosto) y de las directrices para la elaboración de los Planes de Estudio 
(O.M. 19 de abril de 1983) promulgados a la par de la Ley de Reforma 
Universitaria (Ley 11/1983 de 25 de agosto). La profundización en los 
contenidos de los planes así como la reflexión sobre el conocimiento 
vinculado a la disciplina desde sus orígenes, permite a los autores proyectar 
sobre el Trabajo Social académico una perspectiva histórico-epistemológica 
que evidencia la riqueza de matices y contribuciones a lo largo de su 
desarrollo. La secuencia apuntada permite superar el mero practicismo para 
incorporar una verdadera “teoría de la práctica” que incide en la elaboración 
diagnóstica. 
Constituido el armazón jurídico para el Trabajo Social académico y 
profesional, los congresos celebrados durante los años ochenta son los de  
de mayor expansión profesional en términos de contratos y reconocimiento 
del cuerpo profesional. Llegada la década de los noventa, la profesión se 
centra en consolidar los avances logrados en la década anterior y asumir el 
reto de la incorporación de España a la Europa sin fronteras. Bajo el 
protagonismo internacional de la Expo de Sevilla y de los Juegos Olímpicos, 
en el VII Congreso de Barcelona (1992) lo “internacional” se encuentra 
presente en todos los bloques temáticos, siendo sus ejes de trabajo La 
Europa sin fronteras, La Intervención profesional y la formación en Trabajo 
Social.  
 En un ambiente cosmopolita dentro y fuera del Trabajo Social, 
Gregorio Rodríguez Cabrero presenta en Barcelona la Ponencia Marco 
“Europa sin fronteras”; en ella indaga sobre las características de la Unión, la 
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cohesión social y la convergencia económica en el proceso de creación del 
mercado europeo. Las comunicaciones oficiales a la Ponencia Marco 
redundan sobre contenidos como la libre circulación de trabajadores (con 
especial mención a los trabajadores sociales), las implicaciones de los 
Derechos Humanos en la práctica profesional y las políticas de trabajo y 
protección en Europa en cuanto a política social y planes adoptados.  
 Dentro del debate que caracteriza esta Etapa, la ponencia de 
Zamanillo “La intervención profesional” (1992), profundiza en la epistemología 
de la intervención y critica la escasa presencia de teoría que parece alimentar 
la misma. Para Zamanillo, el problema es saber cuánto hay de intuición, 
mitos y valores en la práctica cotidiana frente (versus) al uso de referentes 
teóricos fundamentados y experiencia que soporta la acción profesional156. 
En su prospección crítica sobre la praxis, la autora insiste sobre la 
importancia de la interdisciplinariedad y el objeto del Trabajo Social que, a su 
criterio, viene dado por “todos los fenómenos relacionados con el malestar 
psicosocial en relacionados a su génesis estructural y su vivencia personal” 
(Zamanillo 1992: 68). 
 Teresa Rosell finaliza interesándose por el lugar que ocupa el Trabajo 
Social respecto al de los homólogos europeos. En su aporte analiza la 
“Formación” y desgrana las particularidades docentes de varios países 
occidentales. Las conclusiones muestran que las exigencias de formación en 
España deben apoyarse en la recuperación de una política para el Trabajo 
Social incidiendo en la planificación, la investigación, la especialización, la 
formación continua y el logro de la licenciatura. 
A cuatro años vista de los acontecimientos de 1992, el VIII Congreso 
Nacional de Sevilla (1996) centra sus intereses en dos ideas clave: las 
tendencias de las políticas socioeconómicas y su repercusión en la profesión, 
y la presencia del Trabajo Social en las sociedades complejas y en los 
                                                 
156 En un alegato crítico sobre las deficiencias del Trabajo Social y su desarrollo teórico-
científico, Zamanillo expresa su opinión sobre el lugar que ocupa la teoría en el desempeño 
cotidiano. La autora en un estilo directo argumenta que la intuición ocupa un espacio en el 
que se asienta la falta de rigor, creencias, mitos y valores (ideología) que, en definitiva, 
dirigen las actuaciones profesionales. Para la autora, esto aparta al Trabajo Social de la 
ciencia y le aproxima a una práctica conectada con las formas de vida y/o construcciones 
mentales de los profesionales; la acción, por tanto, se vuelve personalista y al margen de 
marcos teóricos o escuelas de pensamiento. Zamanillo, 53. 
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procesos de integración y exclusión. La Ponencia Marco del Congreso 
“Tendencias de las políticas socioeconómicas y su repercusión en el Trabajo 
Social”, a cargo de Dolores Wenger de la Torre (1996), demuestra que para 
realizar diagnóstico social es imprescindible incorporar la economía. Wenger 
expone la necesidad de gestionar la crisis de un Estado de Bienestar bajo un 
paradigma emergente que, a su criterio: “representa la ruptura del pacto 
keynesiano de la posguerra entre capital, sindicatos y gobierno en torno a los 
principios de la economía social de mercado” (Wenger 1996: 29). 
A la ponencia oficial le siguen una serie de comunicaciones que 
perseveran en la idea de que los cambios demográficos, económicos y 
políticos inciden de manera expresa en los procesos de integración y 
exclusión. En tal sentido, la Comunicación de Pardo (1996) “Repercusión de 
las Políticas Socioeconómicas en la formación de los Trabajadores Sociales” 
y la III Ponencia de Alonso (1996) “El Trabajo Social en los Procesos de 
Integración y de Exclusión”, afirman que enseñar a los estudiantes principios 
epistemológicos descontextualizados desvirtúa el conocimiento por un lado y, 
por otro, que las labores de inserción deben contar con herramientas que 
faciliten la autonomía personal a través de Rentas Mínimas de inserción. En 
la línea profesionalizante de esta etapa, Cristina Villalba (1996) profundiza en 
la importancia de la Teoría Ecológica para el Trabajo Social con su Ponencia 
“Metodologías y técnicas avanzadas del Trabajo Social”.  
Si el Congreso de Sevilla pone en evidencia las contradicciones del 
sistema sociopolítico a nivel global, el IX Congreso de Santiago de 
Compostela (2000) afronta el reto de articular discursos y prácticas 
tendentes a unir lo local con lo global y revitalizar las instituciones 
democráticas. La idea-fuerza del Congreso será, por tanto, la necesidad de 
generar nuevos discursos que defiendan los derechos humanos y la 
obligación de crear nuevas prácticas progresistas. Este sustrato define el IX 
Congreso Nacional bajo el rubro “Compromiso y Equilibrio”.  
En la idea de de-construir o reformular algunas de las contradicciones 
tratadas cuatro años antes, Cristina de Robertis, Patrocinio de las Heras y 
Julia García abren el Congreso con las ponencias tituladas “Respondiendo a 
las nuevas situaciones desde los fundamentos del Trabajo Social“ (de 
Robertis: 2000); “Trabajo Social en el Desarrollo Humano“ (de las Heras: 
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2000) y “Los nuevos escenarios y respuestas desde el Trabajo Social“ 
(García 2000). A todas ellas les une la necesidad de visibilizar el cambio de 
paradigma (globalización) y teorizar sobre sus consecuencias (déficits de 
desarrollo humano), escenarios y respuestas en lo que afectan al Trabajo 
Social. Nueve ponencias desarrollan los contenidos iniciales entre las que 
destacan los de Victoria Belis (2000) “Aplicación del conocimiento científico 
en la intervención profesional” y Lourdes Gaitán (2000) “La evolución de las 
sociedades y su interacción con el Trabajo Social. Cómo dar respuestas 
innovadoras en un contexto de permanente cambio”. En ambos casos las 
autoras demuestran cómo los factores sociales, políticos y culturales influyen 
tanto en la teoría como en la práctica y crean el sustrato ético y de valores 
asociados a los principios de justicia, ayuda y apoyo mutuo.  
El X Congresos de Las Palmas (2004) mantiene la inercia de su 
predecesor e incorpora contenidos relativos a “Globalización y Solidaridad”. 
Martínez Román y García Roca comparte la co-ponencia de apertura 
“Globalización, Solidaridad y Nueva Pobreza / Vulnerabilidad” en la que 
defienden el compromiso de la profesión con el Desarrollo Humano, la 
universalización de los Derechos Sociales y su reconocimiento como 
Derechos fundamentales. 
El Congreso de Las Palmas se caracteriza por la gran cantidad de 
trabajos presentados y la gran variedad de temas tratados157. El resultado 
será el de un Congreso que se articula en Cinco ponencias marco, setenta y 
tres comunicaciones, ocho grupos de trabajo y dos mesas redondas. Los 
contenidos presentados son de tal magnitud y diversidad que hacen difícil su 
sistematización produciendo, en ocasiones, una cierta sensación de caos y 
desconexión de los objetivos interculturales y solidarios definidos en sus ejes 
temáticos. Los trabajos dedicados a la especialización sectorial se ubican en 
el espacio reservado a las comunicaciones, siendo las experiencias más 
abundantes aquellas relativas a voluntariado (Iglesias y Lehmkul 2004), 
                                                 
157
 Al margen del programa oficial centrado en contenidos relativos a globalización, 
migraciones y desarrollo humano, en la multiplicidad de Grupos de Trabajo, Mesas y Talleres 
simultáneos, se trataron temas de lo más variado como fueron los relativos a nuevas formas 
de intervención, diagnóstico socioafectivo, redes y cooperación para el desarrollo, mediación, 
género y migraciones, biodanza, relajación y meditación, creatividad, bailes árabes, canarios, 
brasileños y salsa.  
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discapacidad (Barranco 2004), Inmigración (Cáceres y González 2004), 
enfermos crónicos (Herrera, Rodríguez y Santos 2004) y Trabajo Social 
terapéutico (Bravo 2004), por citar algunas de ellas.  
Cabe destacar en el Congreso su especialización sectorial 
concentrada en las Mesas redondas del primer eje “Sentido del Trabajo 
Social” y en los Paneles de Experiencias del tercer eje “El sexto sentido del 
Trabajo Social”. En ambos casos las áreas trabajadas son Servicios Sociales, 
Salud, Justicia, Educación, Vivienda e Iniciativa Social. Cada una de las tres 
mesas redondas establecerá una relación teoría-praxis que constata la 
complejidad y matices que caracterizan el desempeño profesional. Los 
trabajos de Morán (2004) sobre paradigmas y su influencia en la práctica; 
Escartín (2004) sobre el reto de la modernidad y las barreras culturales en la 
generación de praxis científica; Blanco (2004) sobre la defensa de un 
paradigma propio e integrador para el Trabajo Social; y Barbero (2004) sobre 
la reflexividad y la búsqueda de una epistemología de la implicación, son 
temas que reflejan con suficiencia el nivel técnico y profesionalizante 
alcanzado por el Trabajo Social a principios del Siglo XXI.  
El XI Congreso de Zaragoza (2009) define el marco de las políticas 
sociales y analiza la práctica del Trabajo Social como contribución a los 
derechos sociales y de ciudadanía. El Congreso divide sus contenidos en tres 
ejes temáticos: El sentido del Trabajo Social, Los cinco sentidos del Trabajo 
Social y El sexto sentido del Trabajo Social. A cada uno de los Ejes 
Temáticos le corresponde una Ponencia Marco. La ponencia del primer Eje, 
“Invitación a un Trabajo Social reflexivo”, es firmada por Teresa Zamanillo 
Peral; la segunda, “Los cinco sentidos del Trabajo Social” por Elizabeth Uribe 
Pinillos, y la tercera “Alegoría de la construcción del relato del Trabajo 
Social”, por Luis A. Barriga Martín.  
Los contenidos congresuales de Zaragoza no se publicaron en formato 
libro/papel, de forma que su localización estuvo intermediada por el Colegio 
Profesional de Sevilla a través de su homólogo de Zaragoza. El título 
“Sentido y Sentidos del Trabajo Social”, gira en torno a la práctica profesional, 
o dicho de otra manera, sobre la forma en la que los trabajadores sociales 
contribuyen en el esfuerzo cotidiano a construir conocimiento y hacer efectivo 
el derecho de ciudadanía. En este punto cabe citar los trabajos de Zamanillo, 
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Uribe y Barriga que, como Ponencias Marco, interpretan con solvencia el 
“sentido” y “sentidos” del Trabajo Social a primeros de siglo158. Los objetivos 
definidos en el Congreso demuestran lo expuesto: “pensamos que, en los 
últimos tiempos, nuestros relatos han estado muy centrados en cómo los 
contextos (lo político, lo normativo, lo organizativo, ...), condicionan nuestras 
prácticas...” [….] “queremos reivindicar el valor de la experiencia profesional 
de los trabajadores/as sociales y la necesidad de sistematización de la 
práctica para generar un conocimiento propio de nuestra disciplina”.  
A modo de resumen, el Congreso de Zaragoza se caracteriza por 
estimular el conocimiento de la profesión como eje transversal; según 
Zamanillo (2009) la intención es; “provocar y contribuir a la reflexión y al 
debate sobre el sentido del trabajo social”.  
Finalizado el periplo por la historia reciente del Trabajo Social español 
a través de sus congresos nacionales y jornadas, el cuadro 22 aglutina datos 
que permiten confirmar la hipótesis por la que el Trabajo Social español 
transita de una conformidad de bajo perfil critico (dictadura) a una propuesta 
modernizante (democracia). La fusión de los conceptos Perspectiva, Locus 
Político, Etapa Congresual y Evolución (socio-teórico-epistemológicas/ 
normativo-identitaria), confirman la equidistancia entre sucesos socio-
históricos y un sistema que contiene elementos de naturaleza orgánico-
administrativa y profesionalizante. A modo de idea-fuerza, los cambios socio-
políticos que habilita la Constitución de 1978, generan las condiciones de 
posibilidad para consolidar un sistema de Trabajo Social asentado sobre un 
Estado Social, Democrático y de Derecho. Conviene advertir sin embargo 
que, a juicio de los más críticos, el modelo del 78 contiene un vector de 
ambigüedad e indefinición ya que incorpora derechos fundamentales (trabajo, 
                                                 
158 La primera Ponencia “El sentido del Trabajo Social” (Zamanillo 2009), defiende la 
profesión desde el conocimiento de sus elementos sustantivos, entre ellos identidad, ética, 
historia, futuro, ideología o función social. Para la autora la tarea de construir nuestra 
biografía profesional exige fortaleza para vivir con la incertidumbre (Zamanillo 2009), 
aforismo que requiere, inevitablemente, el uso de la  reflexividad para aproximarse a la 
esencia de la profesión. Uribe (2009) en su texto “Los cinco sentidos del Trabajo Social”, 
apuesta por el reconocimiento de la alteridad para que la mirada, el arte de saber escuchar, 
el tacto en el contacto, la ética y la estética y el aroma prendido al porvenir sean puestos en 
la práctica profesional en el ámbito concreto de lo social (Uribe 2009). Barriga (2009) 
finalmente y desde una alegoría a La Odisea, estimula la reflexión sobre la acción profesional 
y los contenidos epistemológicos que permitan recuperar su esencia. 
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vivienda, derechos de la tercera edad) no desarrollados normativamente y 
por lo tanto no garantizados de iure.  
Desde el punto de vista de la sociología de las profesiones, el Trabajo 
Social español se identifica con la escuela funcionalista en una primera 
etapa; los argumentos que lo justifican se fundamentan en su apuesta por 
cambios estructurales reclamados desde la democracia y la justicia. En este 
sentido, el Trabajo Social se constituye en referente ético frente a la  
dictadura e interpreta su labor apoyándose en los Derechos Humanos, la 
ciencia y la democracia (Congresos 1968-1976. Etapas de Gestación e 
Ideológica). Un segundo momento consolidada jurídica y profesionalmente la 
disciplina y reclama fortalecer estructura y status para convertirse en grupo 
de interés frente a otros campos (Congresos 1979-2009. Etapas Técnico-
Ideológica y Profesionalizante). Es a partir de las Jornadas de Pamplona 
(1977) y especialmente en la década de los 80, cuando el Trabajo Social 
comienza a poner en práctica los conceptos de Social Project y Social 
Closure propios de la sociología interaccionista de las profesiones. Esto se 
justifica en el ejercicio de las libertades previamente negadas, la defensa de 
los intereses corporativos (CGTS), unos Servicios Sociales concebidos por el 
Estado como cuarto pilar de la sociedad del bienestar y, finalmente, en el 
fortalecimiento académico a través de planes de estudio que incorpora filtro y 





Cuadro 22. El proceso de profesionalización del Trabajo Social a través de sus congresos 1968/2009 


























- Debate Sociología y Trabajo Social  
(Giner  1968) 
- Definición de funciones, status y 
deontología  
- Diferencia T.S. de Casos, Grupos y  Com. 
frente a SS.SS.  
- Triunfo propuesta anglosajona Social Work 
 
 
- Reglamento de Escuelas (1964) 
- Primera escuela oficial (1967) 
- Creación de la FEDAAS (1967) 
- Compromiso altruista sin cuestionar statu 
quo de la dictadura. 
- Apoyo en la Resolución 67/16 (Consejo 
de Europa 1967) que asimila a los 













Pamplona (J): 1977 
Valladolid: 1980 














- Referente marxista. Trabajadores sociales 
como “Agentes de Cambio” (J. Valencia 
1975). 
- Reconceptualización como activismo 
militante que luchar por la justicia social 
(Urrestarazu 1972 y Barenys et al 1975) 
 
 
- Reivindicación de salida de la autarquía y 
crítica al sistema (González Seara 1972)                     
- Exigencia del reconocimiento de 
derechos sociales y democracia (1977).  
- Creación del Cuerpo Nacional de 

















- Jornadas de Pamplona (1977) 
denominadas como la “Reconceptualización 
Española”.  
-  Defensa de que la ideología debe ser 
desplazada al espacio íntimo-personal.  
- Publicación de Introducción al Bienestar 
Social (Las Heras y Cortajarena 1979).  
- Reflexión sobre el Binomio Necesidad-
Recurso. 
 
- Exigencia de creación de un Sistema 
Público de SS.SS.  
- Manifiesto reivindicativo que considera 
Política Social y Servicios Sociales como 
un todo (Valladolid 1980) 
- Primera Ley de SS.SS. Autonómica 
(Euskadi 1982); Segunda Ley de SS.SS. 
Autonómica (Navarra 3/1983); Tercera Ley 
de SS.SS. Autonómica (Madrid 6/ 1983)  
- LRBRL (6/1985). Creación del Colegio 
Profesional (1982).  
- Entre 1983 y 1988 doce leyes de SS.SS. 
autonómicas.  
Última ley de SS.SS. 1ªG: Cantabria (1992) 
 




















- Debate estructura jurídica (SS.SS.) vs 
instrumento teórico profesional (Trabajo 
Social) (Ituarte 1988).  
- Modelo/Teoría de Sistemas y diagnóstico 
ecológico de Bertalanffy (Ció Barjau 1988). 
- Análisis de Planes de Estudio formativos 
(Domínguez et al 1988). 
- Definición de Sujeto y Objeto del Trabajo 
Social (Ituarte 1988). 
- Objeto como malestar según génesis 
estructural y vivencia personal (Zamanillo 
1992).  
- Reflexión sobre la presencia de teoría en 
Trabajo Social y la interdisciplinariedad 
(Zamanillo 1992).  
- Modelos de intervención en relación  
epistemológica entre teoría y praxis 
transformadora (Zamanillo 1996) 
- Teoría Ecológica de Urie Bronfenbrenner, 
“Metodología y técnicas avanzadas del T.S.” 
(Villalba 1996). 
- Paradigmas y su influencia en la práctica 
(Morán 2004) 
Constructivismo profesional “Sentido y 
Sentidos del Trabajo Social (2004) 
Reflexión y búsqueda de una epistemología 




- Análisis de las tendencias políticas, 
socioeconómicas y repercusión en Trabajo 
Social.  
- Nuevo orden socioeconómico emergente 
(Wenger 1996). 
- Lo local y lo global en Trabajo Social. 
- Derechos Humanos y Prácticas 
progresistas (2000). 
- Globalización y solidaridad (2004) 
- Sentido y Sentidos del Trabajo Social 
como el esfuerzo de los trabajadores 
sociales en la práctica cotidiana (2009). 
 
Fuente: Elaboración propia 
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5.2 Congresos y capital acumulado 
 
Como conclusión del análisis descriptivo a través de los once congresos 
nacionales celebrados en España entre 1968 y 2009, se certifica la profunda 
transformación sufrida por el Trabajo Social durante las cuatro últimas 
décadas. Si aplicamos la semántica estructural bourdiesiana al bakground 
profesional adquirido desde 1968 hasta nuestros días se puede hablar, sin 
lugar a dudas, del Trabajo Social como “Campo” asociado al universo de las 
Ciencias Sociales. Este argumento se fundamenta en un conjunto de 
conquistas como son la adecuada definición del objeto, un marco jurídico 
regulador, una semántica y bibliografía profesional propia y un soporte 
epistemológico híbrido de la Sociología, Piscología, Antropología, Medicina 
Social y el Derecho, entre otras ciencias159. 
Bourdieu defiende que los conceptos de Campo y Capital se 
retroalimentan mutuamente de forma que para constituir un Campo se hace 
necesario identificar las formas de capital dentro de sus límites; es decir, hay 
que conocer las formas de capital para comprender la Episteme del campo 
estudiado. En el caso del Trabajo Social y asumiendo la existencia de 
mecanismos alternativos de socialización profesional, los congresos 
nacionales han sido el locus donde la disciplina ha capitalizado muchas de 
sus potencialidades y medido sus falencias ante la comunidad profesional 
que le es de referencia.  
Aceptando que los Congresos son espacios dinámicos de diagnóstico 
al pulso vital de una profesión, la capitalización acumulada por el Trabajo 
Social durante medio siglo de historia se sustancia en tres capitales 
fundamentales; el institucional-académico, el científico-social y el simbólico. 
                                                 
159 Sobre la práctica del Trabajo Social, la acción profesional se diferencia de la que no lo es 
cuando la acción transformadora se sustenta en un cuerpo teórico de conocimiento ad hoc 
que orienta la acción y provee al profesional de un amplio discernimiento epistemológico 
sobre la naturaleza humana y social. Para que la acción sea profesional, ésta no debe 
responder a criterios ideológicos ni partidistas que perviertan su objetivo humanista, altruista 
y/o de justicia social, sino que debe enmarcarse en una estructura (pública, privada o mixta) 
que confiera legitimidad y coherencia a la acción profesional mediante un protocolo de 
intervención (individual, grupal o comunitario) que responda a criterios psicosociales y/o 
terapéuticos.  
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Respecto a la dimensión institucional-académica, se entiende que 
una profesión agrega capital cultural objetivado mediante la incorporación de 
un título que acredita competencia técnico-cultural y confiere a su portador 
credibilidad legalmente garantizada. Obtenido el crédito de reconocimiento 
académico (Decreto 1.403/1964 de Reglamento de formación; Decreto 
986/1967 de apertura primera Escuela Oficial) el Trabajo Social ha tejido 
durante los últimos decenios una red de instituciones, legislación y relaciones 
donde la interacción de sus aspectos materiales y simbólicos le permiten 
reconocerse y ser reconocido como profesión dentro y fuera de sus fronteras 
(Bourdieu 2000d: 148). La capitalización institucional-académica se pone de  
manifiesto a partir de 1968; a modo de ejemplo cabe hablar del texto 
constitucional (artics.1, 9.2, 39-52,148.20); la promulgación de las Leyes 
Autonómicas de SS. SS.; la creación del Consejo General de Colegios 
Oficiales de Trabajo Social (septiembre 1982); el Real Decreto 1850/1981 que 
incorpora a la Universidad los Estudios de Asistentes Sociales como escuelas 
Universitarias de Trabajo Social; o la toma de conciencia del déficit teórico-
metodológico disciplinar una vez alcanzada la democracia (Congreso de 
Oviedo 1988 y ss.).  
 En cuanto al capital científico-social, la actividad científica no deja de 
ser una actividad social con efectos sociales en otros campos y donde se 
tratan aspectos relacionados con el poder, capital, relaciones de fuerza, 
luchas y estrategias por conservar, transformar o subvertir equilibrios. En el 
campo universitario y en el Trabajo Social por extensión, se constituyen 
espacios de conocimiento que establecen relaciones objetivas entre 
diferentes posiciones y habitus de sus ocupantes que delimitan “regiones” 
específicas de conocimiento160. El capital científico se ejerce, por 
consiguiente, sobre agentes que disponen de categorías adecuadas de 
percepción para reconocerlo; ya se dijo en algún momento que se existe 
científicamente si se poseen las categorías de campo profesional, es decir, 
de reconocimiento por los colegas sobre el dominio de un área concreta o 
                                                 
160
 El homo scholasticus, o academicus, es alguien que está en condiciones de interpretar la 
realidad de manera ilustrada porque el Estado le suministra los medios necesarios para 
poder hacerlo, léase tiempo libre –liberado de las urgencias de la vida-, la competencia –
garantizada por un aprendizaje específico (skolè)-, y por último la disposición –como actitud 
o inclinación- para invertirse uno mismo en los envites fútiles y serios que se fomentan en 
determinados mundos escolásticos. Bourdieu, P. Razones Prácticas, 204-405.    
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aportación distintiva (Bourdieu 2003: 100). En el caso del Trabajo Social es 
indudable el incremento de capital científico y social en términos de 
visibilidad, de aportación diferenciada de otras disciplinas y de originalidad en 
cuanto a reconocimiento de lo aportado a las ciencias sociales; tal 
capitalización tiene su origen en la década de los ochenta una vez 
consolidada la arquitectura jurídica e institucional que ve nacer los Servicios 
Sociales en España.  
 El VII Congreso de Barcelona (1992) activa el capital científico-social 
(primeras inquietudes epistemológicas y metodológicas) en lo que será ya 
una constante en los congresos de Sevilla (1996), Santiago (2000), Las 
Palmas (2004) y Zaragoza (2009). Milagros Brezmes, sin embargo y 
reconociendo los avances logrados en los últimos veinticinco años afirma; 
“los años 80 son un periodo relativamente pobre para los discursos del propio 
Trabajo Social, aunque son años cruciales par su status profesional y 
académico” (Brezmes 2008: 97).  
 El capital simbólico es entendido como producto de los acumulados 
anteriores y para Bourdieu (2000 b: 138) “...el capital simbólico no es otra 
cosa que el capital económico o cultural cuando es conocido y reconocido”. 
El capital simbólico confiere valor disciplinar porque erradica la relatividad 
funcional del Trabajo Social, fundamenta los capitales incorporados y 
sustancia las nominaciones oficiales y certificados escolares del Estado. 
Como dice Weber [1922], el Estado es quien posee el monopolio de la 
violencia simbólica legítima o, utilizando palabras de Bourdieu, es depositario 
del sentido común y de la razón que garantiza la posesión de los certificados 
escolares (Bourdieu 2000 b: 139). En el caso del Trabajo Social español, el 
capital simbólico se visualiza a través de su definición curricular y 
epistemológica, pero muy especialmente, a través de su incorporación al 
establishment mediante la creación del Cuerpo Nacional de Asistentes 
Sociales (Ley 3/1977). A partir de este momento, la disciplina queda 
habilitada para conservar, transformar, explicar y clasificar el mundo o lo que 
es lo mismo, adquiere capacidades performativas con capacidad para revelar 
o modificar las cosas que ya existen.  
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 Dado que el capital simbólico depende de la extensión de la red de 
conexiones de un campo y la existencia de recursos asociados a su 
posesión, se puede afirmar que hoy el Trabajo Social puede movilizar gran 
volumen de capital simbólico, institucional y científico gracias a su inserción 
corporativa, política y pública, así como por la existencia de presupuestos 
gubernativos y privados orientados a financiar sus objetivos profesionales. En 
definitiva, el espacio social que representa el Trabajo Social tiende a 
funcionar como capital simbólico por el que estilos de vida y status definidos 
por la desigual posesión de capitales confieren a los agentes (de forma no 
deliberada, natural) legitimación en sus acciones, ideas o intereses. Hoy en 
día la pobreza, la dignidad o la clase, retraducen esquemas de percepción 
que expresan, sin quererlo, el estado de las relaciones de poder sobre la que 
actúan  los profesionales asistenciales en España.  
  
5.3 Indicadores de profesionalización para el Trabajo Social 
 
En el apartado anterior y siguiendo la lógica del método de la teoría 
fundamentada, el análisis descriptivo ha permitido reconstruir inductivamente 
categorías generales a partir de las aportaciones de los congresos. Estos 
contenidos socialmente compartidos, han sido comparados hasta obtener 
una descripción exhaustiva del proceso de profesionalización e 
institucionalización del Trabajo Social en España. El modelo ofrece un 
sistema de indicadores (11) con capacidad para medir las funciones, criterios 
y/o procedimientos considerados profesionalizantes y potencialmente útiles 
para definir procesos de profesionalización en el ámbito del Trabajo Social.  
 Como paso previo y para fundamentar el uso de indicadores para la 
investigación, apuntar algunas ideas básicas sobre el uso, potencialidad y 
expectativas de la herramienta que más adelante se expone. En primer lugar, 
manifestar plena consciencia sobre la responsabilidad depositada en los 
indicadores aquí brindados, reconociendo que la amplitud temporal y 
complejidad del fenómeno estudiado no ha facilitado subsumir en once ítems 
una realidad sociológica de tal alcance.  
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En segundo lugar, el sistema de indicadores debe ser considerado 
como piezas de un puzzle histórica y funcionalmente articulado de forma que 
se obtenga una visión diacrónica de la profesión/acción social. La interacción 
de los datos emanados de los indicadores muestrarán que la realidad puede 
ser subdividida en sus partes constitutiva para exponer, en definitiva, la 
acción social, normativa, narrativas institucionales, profesionales y de lucha 
por libertades allá donde fuese estudiada.   
 Dos ideas in fine y latu sensu; el sistema de indicadores surge de 
información previamente metabolizada que requiere de ajuste al locus social, 
histórico, económico y administrativo que pretenda ser estudiado. Su función 
es proporcionar una herramienta de medición para realizar diseños que 
contribuyan a la investigación social comparada y permitan profundizar en la 
epistemológica histórica de la profesión/acción social que corresponda. Los 
indicadores, por tanto, deben ser aplicados acríticamente so pena de producir 
imperdonables distorsiones de “Validez” y “Fiabilidad”161. 
Para evaluar la Profesionalización del Trabajo Social en España partiré 
de conceptos/indicadores como “status”, “funciones”, “descentralización” 
“ideología”, o “especialización”, entre otros. Su ulterior operacionalización 
definirá las variables evaluadas en cada uno de ellos. El cuadro 23 ofrece un 
resumen de los once conceptos/indicadores de profesionalización (A-L) que 
emanan de actas y memorias (congresos y jornadas) publicados entre 1968 y 
2009. A cada uno de los indicadores les corresponderá un subapartado que 
operacionaliza las variables de partida y definen el sentido dado al indicador  
(A1, A2; B1, B2…). En consonancia con el progreso investigador, cada 
indicador se vinculará inicialmente a la sociología profesional en el intento de 
justificar su impacto profesionalizante. Cada uno de ellos será asimismo 
retroalimentado con ejemplos derivados de los textos congresuales, 
intentando que praxis y marco teórico confluyan en cuerpo de conocimiento 
estable y homogéneo. 
                                                 
161
 Earl Babbie refuerza esta idea utilizando los conceptos de Validez (Validity) para definir un 
instrumento de medida que refleja acertadamente aquello que pretende medir, y de 
Fiabilidad (Reliability) para definir una técnica que remite siempre al mismo resultado cuando 
es repetidamente usada sobre un mismo objeto. Babbie, The Practice of Social Research,  
113-117. 
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Advertir al lector que para fundamentar algunos de los datos o hitos 
utilizados en la justificación de indicadores se recurrirá a categorías ya 
esgrimidas en el epígrafe 5.1 (La profesión del T.S. en España, un modelo 
analítico a través de sus Congresos). Aunque se parte en este caso de una 
motivación y enfoque diferente, esta circunstancia se justifica en el inevitable 
uso compartido de la biografía e historia profesional para ambos epígrafes. 
De acuerdo a la naturaleza dispar, el sistema de indicadores se expondrá por 
separado.   
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Cuadro 23. Indicadores de profesionalización 





INDICADORES DE PROFESIONALIZACIÓN EN TRABAJO SOCIAL  
 
INDICADORES DE INSTITUCIONALIZACIÓN 
A. Logro de status y 
reconocimiento social 
A1.  Búsqueda de diferenciación o nicho profesional  
A2.  Reconocimiento como agente de la Administración 
B. Reconocimiento normativo 
del objeto profesional y 
monopolio sobre el mismo 
B1. Naturaleza de la legislación de protección basada en el     
derecho subjetivo     
 
C. Autonomía del modelo de 
Bienestar Social 
C1. Consenso democrático del ideario que fundamenta la 
acción social  
C2. Acción Social como expresión de la política social 
dominante  
D.  Diferenciación entre espacio   
técnico-profesional y 
administrativo 
 D1. Centralidad de la estructura 
D2. Centralidad de la disciplina: corpus epistemológico y 
técnico-metodológico 
E. Existencia de estructura 
profesional. 
E1. Ausencia/presencia de estructura corporativa 
E2. Sucesión de encuentros formales 
E3. Existencia de consensos éticos 
 
INDICADORES DE PROFESIONALIZACIÓN 
F. Definición de naturaleza y 
funciones del Trabajo Social  
F1. Debate sobre la definición de la profesión 
F2. Articulación interna 
F3. Funciones de las/os trabajadoras/es sociales 
G. Existencia y tipo de debate 
ideológico. 
G1. Ideologización 
G2. Debate sobre modelos sociales 
H. Presencia y tipo de debate  
teórico-epistemológico  
H1. Incorporación teórica a la práctica profesional 
H2. Presencia de reflexión epistemológica y superación del 
practicismo 
I. Especialización sectorial  I1. Incremento progresivo de la especialización sectorial 
J. Consolidación académica de 
los estudios 
 J1. Presencia de los estudios de Asistente Social en la  
Universidad Pública. 
K. Internacionalización del 
Trabajo Social 
K1. Conexión del Trabajo Social con prácticas 
internacionalmente aceptadas 
 K2. Incorporación de normativa foránea a la acción         
profesional 
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5.3.1 Indicador (A): Logro de status y reconocimiento social 
 
Cuadro 24. Logro de status y reconocimiento social 
Propiedades Características 
Diferenciación del espacio 
profesional 
Aparición de contenidos que reivindican el 
reconocimiento profesional. Búsqueda de estructura 
profesional. 
Reconocimiento como 
agente de la 
Administración 
Patrocinio y apoyo institucional o político. Tipo de 
patrocinio y finalidad del apoyo.  
Fuente: Elaboración propia 
 
La búsqueda de diferenciación o nicho profesional remite a la necesidad que 
tiene toda profesión emergente de consolidar su imagen, principios y función 
social. De acuerdo con la tradición occidental y siguiendo a Martín-Moreno y 
de Miguel (1982: 30), los procesos de profesionalización se consolidan en la 
medida en que una serie de actividades técnico-intelectuales adquieren 
resolución práctica, de forma que una vez adquirido el conocimiento útil para 
cualquier valor abstracto (salud, justicia, salvación, cuidado) éste se presenta 
como idóneo para articular un sistema gremial y/o corporativo. En Trabajo 
Social, la búsqueda de status profesional se manifiesta en los primeros 
congresos (1968-1978) mediante la aparición de contenidos que reflejan una 
búsqueda de reconocimiento profesional. Tales intentos, sin embargo, no 
podrán operativizarse hasta la llegada de la democracia lastrados por el 
escaso sistema de libertades, la precaria articulación de conocimiento y la 
inexistente estructura corporativa.  
La necesidad de incrementar la presencia y solidez de la profesión se 
pone por primera vez de manifiesto en el I Congreso de Barcelona (1968). En 
las primeras líneas de la memoria congresual se afirma; “el objetivo principal 
del Congreso fue trabajar y discutir entre nosotros algunos de estos 
problemas que tenemos planteados y que son vitales para adquirir un “status” 
profesional adecuado” (FEDAAS 1968: 10). Estas ideas quedan reflejadas en 
la tercera ponencia que obedece al título “Status profesional y deontología” 
(Colomer 1968: 65-71)162 
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 Montserrat Colomer firma que para que una actividad se defina como profesión, debe 
poseer una teoría y un cuerpo de conocimientos transmisibles a los nuevos profesionales; 
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 En lo que se refiere al reconocimiento como agente administrativo, el 
indicador mide el apoyo institucional y la presencia política o gubernativa 
como forma de mostrar afinidad a los objetivos profesionales. Como se ha 
referido anteriormente, la dictadura no apoyó a la FEDAAS por su 
potencialidad para constituirse en lobby al margen del sindicalismo vertical. 
Paradójicamente y a pesar del desinterés del Régimen, este participaba en 
eventos relacionados con la acción social poniendo en práctica una forma de 
“compromiso altruista” sin alterar el statu quo político y social de las cosas163.  
Al margen de la anécdota sobre la presencia gubernativa en la acción 
social de la época, se puede afirmar que el logro del status profesional no 
pueden darse por conquistado hasta momentos previos a la llegada de la 
democracia. En tal sentido y reconociendo las conquistas previas a 1968, la 
profesión recibe una gran impulso con la creación del Cuerpo Nacional de 
Asistentes Sociales (Ley 3/1977 de 4 de enero) por la que los asistentes 
sociales se asimilan al resto de funcionarios del Estado. A pesar de todo ello 
y reconociendo que realidad administrativa y social son escenarios disímiles 
cabría preguntarse, ¿en qué momento la profesión forma parte del 
“imaginario colectivo” en nuestro país?. Este dato, importante pero difícil de 
demostrar empíricamente, requeriría de una investigación ad hoc que permita 
establecer puntos de partida al respecto. A modo de hipótesis y avanzando 
algunas conclusiones, pienso que esta eventualidad se produce a  finales de 
los ochenta, vigente la Constitución y operativo el sistema de servicios que da 




                                                                                                                                           
así mismo se precisa de una metodología y técnicas propias para su ejercicio. La función 
social y el status dependerá, por tanto, de la existencia de un cuerpo de conocimiento y 
estructura organizativa que permita llevar a la práctica un sistema de trabajo profesional. 
163
 La ausencia de compromiso y colaboración del régimen frente a la iniciativa social 
emergente que representaba la FEDAAS queda patente en las Memorias y Actas publicadas 
(Congresos celebrados entre 1968 y 1980) e las que no figura ningún tipo de apoyo 
gubernamental. Hasta la llegada de la democracia, las publicaciones emanadas de los 
Congresos son única responsabilidad de la FEDAAS, Asociación Provincial y Comisión 
Técnica encargada de la organización, administración y publicación de conclusiones y 
trabajos expuestos.  
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5.3.2 Indicador (B): Reconocimiento normativo del objeto profesional y 
monopolio sobre el mismo 
 
Cuadro 25. Reconocimiento normativo del objeto de la profesión y monopolio sobre 
el mismo 
Fuente: Elaboración propia 
 
La legitimación institucional y legislativa es un elemento sustancial para la 
consolidación de una profesión. Los años ochenta suponen el abandono de la 
abstracción en materia de Servicios Sociales y se configura un sistema con 
perfil propio en el marco de los Sistemas de Bienestar Social. Partiendo del 
conjunto de indicadores que expresan la viabilidad de tales organizaciones, la 
legislación específica de Servicios Sociales cierra el círculo de la acción 
social en cumplimiento de los artículos primero y nueve de la Constitución164.  
Es lugar común afirmar que la Constitución de 1978 es el instrumento 
que modula el paso del Estado Benéfico al Estado Social siendo, además, el 
vértice sobre el que descansa la legislación sectorial en sus distintos niveles. 
Respecto al momento en el que el sistema público de protección queda 
consolidado en España, entiendo que su arquitectura queda finiquitada una 
vez que el Plan Concertado se activa en 1988 y más particularmente, una vez 
que las leyes autonómicas de Servicios Sociales hacen operativos los 
principios de autonomía, igualdad y descentralización165. 
                                                 
164
 Ambos artículos definen la diferencia doctrinaria entre un Estado Social y un Estado 
Liberal. El artículo 1.1 de la Constitución española de 1978 expone: “España se constituye en 
un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores de su 
ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político”. El artículo 9.2 
expresa a su vez;  “Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que 
la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y 
efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la 
participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social”.  
165
 En el caso de las Comunidades Autónomas, la redacción y aprobación de las Leyes de 
Servicios Sociales abarcan un proceso que dura aproximadamente diez años (Euskadi, Ley 
6/1982 de 20 de mayo - Cantabria, Ley 5 /1992 de 27 de mayo). El desarrollo de este 
proceso fue irregular, durante los años 1983 y 1988 se aprueban doce de ellas, siendo la 
última de las leyes de primera generación la de Cantabria (1992). 
Propiedades Características 
Naturaleza de la 
legislación de protección 
basada en el derecho 
subjetivo 
Marco normativo como “Estado Social”. Defensa de los 
principios de acción social que tomen como referencia 
derechos subjetivos recogidos en la normativa.  
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 Sobre la presencia de legislación asistencial en los Congresos y recién 
estrenada la Constitución, el Congreso de Valladolid (1980) es el primero en 
incluir ponencias que analizan el modelo de bienestar social propuesto en la 
Carta Magna166. La línea argumental del Congreso marcada por la FEDAAS, 
refleja el momento social y político que genera para la profesión las 
siguientes expectativas: “aportar un proyecto de Servicios Sociales de 
acuerdo a la Constitución y dentro de un marco de Entes Autonómicos y 
Ayuntamientos, aprovechando las experiencias y conocimiento de la realidad 
obtenidos en el ejercicio de la profesión y clarificando las competencias 
profesionales” (FEDAAS 1980: V). 
 Establecidas las bases para la gestión descentralizada de los Servicios 
Sociales, el Congreso  de Vizcaya (1984) encarga a Elvira Cortajarena la 
Ponencia “El derecho ciudadano a los Servicios Sociales”, en ella desgrana 
las competencias constitucionales, autonómicas y locales y aboga por la 
promulgación de una Ley Básica de Servicios Sociales (Cortajarena 1984, 
217- 245)167. Sin abandonar la línea argumental, Domenech y Colomer 
publican la ponencia “Política Social y Servicios Sociales” (Vizcaya 1984) 
donde partiendo de los principios que definen la acción social, exponen el 
soporte constitucional de la asistencia pública, la estructura organizativa y los 
Principios Rectores de la Política Social y Económica recogidos en los 
artículos 39-52 de la Constitución168.  
En la progresiva definición jurídica de los Servicios Sociales y a diez 
años vista, García Herrero et al (1988: 25-62) analizan las “claves” del nuevo 
                                                 
 166 El Congreso de Valladolid tiene lugar en julio de 1980, año y medio después de ser 
aprobada la Constitución de 1978 (diciembre 1978). El título del Congreso Por unos Servicios 
Sociales para todos, refleja la necesidad de superar los esquemas heredados del franquismo 
y reivindica unos Servicios Sociales públicos, universales y descentralizados.  
167
 Cortajarena afirma que tanto Felipe González en su discurso de investidura en el 
Congreso de Diputados, como Joaquín Almunia como Ministro de Trabajo y Seguridad Social 
en la Comisión de Política Social y Empleo del Congreso, se pronunciaron a favor de 
elaborar y promulgar una Ley Básica de Servicios Sociales antes del fin de esta legislatura  
(1982-1986). Para Cortajarena, la que sería futura Ley Básica permitiría alcanzar cotas fuera 
del alcance de las leyes autonómicas publicadas en el momento. En el intento de justificar su 
afirmación, elabora trece puntos que defienden su promulgación y tres más sobre sus 
dificultades. Cortajarena, “El derecho ciudadano a los Servicios Sociales”, pp. 240-243. 
168
 Según las autoras, la planificación de los Servicios Sociales en una Política Social atiende 
a necesidades concretas de la población y contribuyen a cristalizar los objetivos de la acción 
social; a su criterio estos son: Igualdad, Solidaridad, Libertad, Desarrollo integral de los 
individuos, prevención, Universalidad, Responsabilidad pública, Descentralización y 
Participación. Domenech y Colomer, “Política Social y Servicios Sociales”. pp. 189-191. 
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sistema de Servicios Sociales donde pierde vigencia el concepto de 
marginación frente al más integrador de necesidad. Hecho diferencial de las 
nuevas Leyes Autonómicas de Servicios Sociales, es la superación del 
axioma que equipara pobreza con miseria para vincularse al modelo 
anglosajón de “Servicios Sociales Personales”. La novedad supone que la 
carencia, en concepto amplio, ya no es considerada como respuesta 
individual y ajena al contexto normativo, sino que ahora se entiende 
responsabilidad pública de acuerdo a un enfoque más progresista. La 
naturaleza democrática y social de los Servicios Sociales plasmará, pues, un 
espíritu universalista por el que la necesidad será contrarrestada mediante 
prestaciones que minimicen o eliminen su impacto. Los Servicios Sociales 
configuran, en definitiva, un sistema de protección generalista y especializado 
que dará cobertura a necesidades a través de recursos que promuevan la 
igualdad, la convivencia y la solidaridad (García Herrero et al 1988: 28-29). 
 
 
5.3.3 Indicador (C) Autonomía del modelo de Bienestar Social 
 
Cuadro 26. Autonomía del modelo de Bienestar Social 
Propiedades Características 
Consenso democrático 
del ideario y fundamento 
de la acción social 
Existencia de marco normativo y jurídico que permita la 
autonomía en cuanto a la expresión de la acción social.  
Acción Social como 
expresión de la Política 
Social dominante 
Existencia de una Política Social que materialice una 
configuración ideológica de los SS.SS.  
Fuente: Elaboración propia 
 
Abbot (2004: 183) afirma que uno de los elementos más importantes de los 
procesos de profesionalización están relacionados con la conquista de 
autonomía. En el caso del Trabajo Social español, el proceso político vivido a 
partir de 1978 deviene en modelo de bienestar y aumento de autonomía 
profesional. A pesar de las deficiencias propias de un modelo incipiente, la 
nomenclatura democrática supone para el Trabajo Social el acceso a una 
estructura legislativa y a un marco prestacional que permiten su desarrollo 
como profesión. En cuanto a la deriva ideológica, el acceso a las libertades 
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hace que las propuestas reconceptualizadoras se vean cuestionadas y cedan 
el paso a estándares socialdemócratas. Esta tendencia se consolida en los 
contenidos profesionales de la década de los ochenta, de forma que el 
devenir democrático desplaza el discurso de lo ideológico a lo técnico y de lo 
técnico a lo profesionalizante. Las Jornadas de Pamplona (1977) son las 
primeras en reflexionar al respecto, siendo la comunicación Ideología y 
política en Trabajo Social (comité organizador) la que mejor expresa la 
libertad de pensamiento frente al modelo reconceptualizador latinoamericano: 
“creemos que ahora que existe libertad para expresarse y organizarse en 
función de criterios ideológicos y políticos, estamos en condiciones objetivas 
para desmitificar la profesión de otros criterios con ambiciones liberadoras y 
redentoras de la humanidad y los oprimidos que en las condiciones actuales, 
no tendría justificación” (FEDAAS 1977: 19) 
El abandono de las propuestas revolucionarias y el abrazo al 
reformismo democrático queda confirmado en el Congreso de Valladolid 
(1980) que reivindica un Estado de Bienestar. Bajo el título “Servicios 
Sociales para todos”, el Congreso reclama la ruptura con el pasado 
asistencial y la articulación de un sistema prestacional habilitado por la 
Constitución. Del Congreso emanan algunas conclusiones, entre ellas la 
denuncia de la inconstitucionalidad de la política social vigente, el exceso de 
centralización política y la deficiente utilización de recursos que demanda un 
salto a la modernidad; en tal sentido el comité organizador llega a afirmar; “se 
considera anticonstitucional la actual política de Servicios Sociales por estar 
basada todavía en la práctica de la Beneficencia y el paternalismo, y 
financiada en gran parte al margen de los presupuestos generales del Estado 
y del control de los poderes públicos” (FEDAAS, 1980).  
El ideario socialdemócrata va calando en la profesión en la medida 
que Trabajo Social y Servicios Sociales son expresión de la política social 
dominante. Este argumento lidera el V Congreso Nacional de Vizcaya (1984) 
donde se reivindica un Estado de Bienestar que garantice servicios públicos, 
potencie la atención primaria y descentralice los servicios. El avance que 
promueve tales anhelos es la es la redacción de una Ley Marco de Servicios 
Sociales que garantice derechos a nivel nacional (Vizcaya 1984). Tal  
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propuesta nunca verá la luz por mor de las limitaciones impuestas por las 
competencias cedidas a las comunidades autónomas en la Constitución 
(Artículo 148).  
 
5.3.4 Indicador (D) Diferenciación entre espacio técnico-profesional y 
administrativo 
 
Cuadro 27. Diferenciación espacio técnico-profesional y administrativo 
Propiedades Características 
Centralidad de la 
estructura 
Identificación del Trabajo Social su estructura 
prestacional y legislativa. Lo administrativo predomina 
frente a lo profesional. 
Centralidad de la 
disciplina: corpus teórico 
y técnico-metodológico. 
Fortaleza de la identidad profesional. Defensa de la 
habilidad-capacidad técnico-profesional 
Fuente: Elaboración propia 
 
 
El Trabajo Social, al igual que otras profesiones de ayuda, ha consumido una 
gran cantidad de energía a lo largo de su historia para defender su identidad 
institucional y profesional. A finales de los ochenta, el Trabajo Social español 
se encuentra más cerca de la estructura prestacional y administrativa 
(Servicios Sociales) que de la dimensión técnica y disciplinar que caracteriza 
su vocación de ayuda (Trabajo Social). En el caso de la identidad 
institucional, la democracia y el “Estado Social” articulan una arquitectura 
competencial y procedimental que adquiere forma definitiva a finales de la 
década. En el caso de la identidad profesional, el reto es diferenciar un 
espacio profesional y administrativo que clarifique funciones y objeto de 
análisis para cada uno de esos ámbitos.  
 Ante la necesidad de establecimiento de límites, los congresos de los 
ochenta y siguientes mantienen un debate epistemológico sobre la esencia 
disciplinar. Dos profesionales reconocidos, García Herrero et al (1988) e 
Ituarte Teyaeche (1988)169, comparten diagnóstico en ponencias publicadas 
                                                 
169
 Gustavo García et al, es responsable de la Ponencia: “Tendencias del Sistema Público de 
Servicios Sociales”; Amaya Ituarte es autora de la comunicación a la Ponencia “De los 
Servicios Sociales al Trabajo Social: Hacia el reencuentro de nuestra identidad profesional” 
Consejo General de T.S., 1988. 
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en el VI Congreso de Oviedo (1988). Ambos autores comparten que la 
confusión entre sistema prestador (Servicios Sociales) y disciplina (Trabajo 
Social) es consecuencia del excesivo protagonismo de los Servicios Sociales 
pre y post transición a la hora de configurar su estructura jurídica, 
administrativa y prestacional.  
Reducir el debate a la disyuntiva “sistema jurídico-prestacional versus 
dimensión técnica”, no explica, sin embargo, qué los Servicios Sociales 
fagocitaron el espacio técnico-instrumental del Trabajo Social durante los 
ochenta. En el intento de arrojar algo de luz y abundando en la dimensión 
epistemológica, el debate debe incorporar dos variables contextuales; el 
contexto sociopolítico y la precipitación de las instituciones por adaptarse al 
nuevo marco democrático. Apoyándome en Ituarte Teyaeche (1988: 149-
158), mi percepción es que la confusión deviene de la inercia beneficial 
franquista y la precipitada adaptación al marco de libertades de las nuevas 
instituciones democráticas; en otras palabras, ante la carencia de un sistema 
de protección ajustado a derecho (dictadura) los Servicios Sociales fueron 
gestados, visualizados y diseñados desde el mimetismo administrativo, la 
inflación legislativa y una escasa pragmática asistencial. 
García Herrero et al (1988) con motivación clarificadora diferencia 
planos cuando afirma;  
 
“el desarrollo de los Servicios Sociales está condicionado por la calidad 
individual y colectiva del Trabajo Socia” [….] “el Trabajo Social no puede encerrarse 
en los límites del Sistema de Servicios Sociales; ha de proyectarse en cuanto 
disciplina y profesión hacia cualquier Sistema de prestaciones de Servicios para el 
Bienestar Social-Sanidad, Educación, Protección al desempleo, Vivienda, Cultura, 
Deportes…- y hacia los programas integrados para la igualdad de oportunidades -
Infancia, Juventud, Tercer Edad, Mujer, Disminuidos, Minorías étnicas, 
Toxicómanos…”. (Herrero et al 1988: 25-26) 
 
 Ituarte (1988), compartiendo la etiología expresa;  
 
“en lugar de analizar (y analizarnos) qué nos estaba pasando como cuerpo 
profesional, en lugar de preguntarnos a qué se debía el desasosiego que sentíamos 
y qué podíamos hacer para remediarlo, en lugar de mirar hacia dentro de nosotros 
mismos, para tratar así de llegar a entender cuál era el problema, miramos hacia 
fuera, señalamos a la sociedad en crisis y, negando el problema propio (y, 
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consiguientemente, todo lo que estuviera relacionado con él), pusimos el problema 
fuera de nosotros, lo proyectamos en la sociedad, y, siguiendo el hilo, decidimos que “el 
problema” consistía en la inexistencia de una adecuada red de Servicios Sociales en 
España” (Ituarte 1988: 149). 
 
 A primeros de los noventa y capilarizada la democracia, el Trabajo 
Social gana en centralidad desplazando progresivamente los Servicios 
Sociales hacia la periferia. En conexión directa con algunas de las ideas 
apuntadas en el indicador “F” (Presencia y tipo de debate teórico-
epistemológico), los Congreso Nacionales comienzan a publicar contenidos 
que robustecen el corpus teórico y definen el paso de lo concreto (SS.SS.) a 
lo abstracto (epistemología profesional)170. Los avances presentados en 
Oviedo (1988) y Sevilla (1996), así como la definición de “sujeto” y “objeto” en 
la acción profesional (Ituarte 1988 y Zamanillo 1992), son ejemplos del 
avance y profundización de la acción técnica profesional. 
Desde finales de los ochenta y como conclusión, la profesión 
comienza a generar cambios en contextos psicosociales y a alejarse de la 
mera gestión administrativa y prestadora de bienes y servicios. Esta idea se 
generalizará en congresos posteriores, siendo Las Palmas (2004) y Zaragoza 
(2009) buenos ejemplos de ello. En el caso de las Palmas cuatro Mesas 
Redondas se dedican al “Avance de las aportaciones científicas del Trabajo 
Social”171; en el caso de Zaragoza (2009) el nombre del Congreso, “Sentido y 
Sentidos del Trabajo Social”, excluye la rigidez burocrático-administrativa 




                                                 
170 Me refiero a las contribuciones de Barjau (1988) en relación al Modelo Ecológico de 
Brofenbrenner y las contribuciones de Villalba (1996) sobre Modelo Ecosistémico como 
herramienta eficaz para el diagnóstico profesional de casos. El trabajo de Zamanillo se 
refiere a “La intervención profesional”, II Segunda Ponencia del VII Congreso Estatal de 
Diplomados en Trabajo Social y Asistentes Sociales, pp. 53-77. 
171 Los autores que participaron en las cuatro Mesas Redondas y sus trabajos fueron las 
siguientes: José María Morán, “Funcionalismo, Conflictivismo y Hermenéutica: Tres formas 
de entender la intervención en Trabajo Social”; María Luisa Blanco, “El paradigma del 
Trabajo Social y el Paradigma integrador. Las aportaciones científicas del Trabajo Social”; 
María José Escartín, “Nuevas exigencias de la actual situación mundial para la praxis del 
Trabajo Social”; y José Manuel Barbero, “Implicación y relaciones del Trabajo Social”. 
Consejo General de Diplomados en Trabajo Social (2004), X Congreso Estatal de Diplomados 
en Trabajo Social y Asistentes Sociales.  
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5.3.5 Indicador (E) Existencia de estructura profesional 
 




Presencia de estructura profesional / colegial. 
Sucesión de 
encuentros formales 
Celebración de Congresos, Jornadas y/o reuniones 
periódicos de carácter profesional. 
Existencia de Código 
Deontológico 
Existencia de Código Ético o Deontológico para el 
ejercicio de la profesión. 
Fuente: Elaboración propia 
 
 
Uno de los elementos más importantes para la consolidación de una 
profesión es la presencia de una estructura que represente a aquellos que 
acreditan compartir un mismo campo de conocimiento y especialización. 
Según Wilensky (1964: 146) la creación del colegio profesional forma parte 
de los estadios finales en los procesos de profesionalización, de forma que 
una vez adquirido el reconocimiento legal, éste definirá las normas que 
articulan la profesión estableciendo protocolos de acceso y controles sobre el 
ejercicio de las habilidades que le son propias. En el campo de sus 
competencias, la nueva organización determinará igualmente las actividades 
que quedan dentro o fuera de sus límites técnicos, éticos y deontológicos.  
El Trabajo Social español comparte el requisito profesionalizante de 
Wilensky si consideramos el nacimiento de la FEDAAS en 1967 (Federación 
Española de Asociaciones de Asistencia Social). La federación, destinada a  
aglutinar los intereses de los trabajadores sociales y activa entre finales de 
los sesenta y primeros de los ochenta, se transforma en Consejo General de 
Trabajo Social (CGTS) una vez que en democracia el Congreso aprueba el 
Proyecto de Creación de Colegios Profesionales en abril de 1982.  
Los encuentros profesionales, por otro lado, demuestran la existencia 
de estructura corporativa en cuanto suponen lugar de debate y análisis de 
problemas comunes a un cuerpo académico y profesional. En nuestro caso y 
como ha sido patente a lo largo de esta investigación, la profesión ha 
celebrado doce Congresos Estatales (1968 Barcelona – 2013 Málaga) que en 
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sus ponencias y comunicaciones contienen la memoria escrita de la 
profesión. Dada la gran cantidad de información expuesta en este trabajo 
sobre los Congresos Estatales, no insistiré en la importancia de los mismos 
para la profesión. No obstante y considerando que la cohesión de una 
profesión se mide por su capacidad de debate y autocrítica, no puedo ignorar 
los Congresos Estatales de Escuelas Universitarias / Facultades de Trabajo 
Social celebrados en España entre 1996 (Valencia) y 2014 (Murcia)172. Estos 
congresos, diez en total y con mérito equivalente, han permitido el desarrollo 
de propuestas investigadoras y buenas prácticas que han sido fundamentales 
para el Trabajo Social académico en el espacio de educación superior.  
 En cuanto al Código Deontológico, toda organización profesional lleva 
aparejada uno que sirve de modelo de ético de referencia para su ejercicio. 
En su función de guía ética, el Código garantiza la autonomía, respalda el 
secreto profesional, fundamenta la responsabilidad para el desarrollo del 
trabajo y asegura el respeto de las instituciones en la práctica profesional. En 
el caso del Trabajo Social español, la organización colegial ha suscrito los 
acuerdos internacionales haciéndolos propios. El primer Código Deontológico 
suscrito surge en la Asamblea General de la Federación Internacional de 
Trabajadores Sociales (FITS) celebrada en Puerto Rico el 10 de julio de 
1976; allí se aprobó el Código Internacional de Ética para el Trabajo Social 
modificado en 1994 por en Asamblea General de la FITS. En una última 
revisión, los principios generales de ética profesional serán aprobados por la 
Asamblea General de la FITS en Adelaida (Australia) en 2004 y ratificados 






                                                 
172
 Los Congresos Estatales de Escuelas Universitarias (1996-2012) / Facultades (2014) de 
Trabajo Social han supuesto para el colectivo profesional un lugar de privilegio para el 
intercambio científico y el diagnóstico problemas en la sociedad. Su recorrido se inicia en 
Valencia (1986) para continuar en Madrid (1998), Barcelona (2000), Alicante (2002), Huelva 
(2004), Zaragoza (2006), Granada (2008), Gijón (2010), Jaén (2012) y Murcia (2014).  
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5.3.6 Indicador (F) Definición de naturaleza y funciones del Trabajo 
Social 
 
Cuadro 29. Definición de naturaleza y funciones del Trabajo Social 
Propiedades Características  
Debate sobre la 
definición de la 
profesión 
Búsqueda de acuerdo semántico sobre la acción 
profesional. Denominación del espacio profesional. 
Articulación interna Articulación de lo terminológico en relación al sujeto de 
trabajo. Definición en niveles: caso, grupo, comunidad. 
Funciones de los 
trabajadores sociales 
Espacio social y dimensión funcional de la acción 
profesional. ¿Debe ocupar la profesión un espacio 
político? 
Fuente: Elaboración propia 
 
Todos los procesos de profesionalización son de naturaleza dinámica y 
requieren de un ajuste permanente de sus elementos. Es razonable pensar 
por tanto que los elementos sustantivos de una profesión precedan a esta en 
su desarrollo técnico. Bourdieu, en El oficio de científico, afirma que toda 
profesión requiere de la transmisión de habilidades que le son propias en el 
marco de su dominio y deben incorporar elementos de naturaleza objetiva y 
subjetiva que justifiquen su especificidad (Bourdieu 2003: 74). En el caso del 
Trabajo Social tal premisa se confirma y la definición de funciones, 
competencias y estatuto profesional es objeto de análisis en los primeros 
congresos nacionales. Durante estos años será habitual encontrar trabajos 
que inciden en la definición semántica, funcional y de principios ideológicos 
sobre la labor profesional. (FEDAAS 1968, 1972, 1976, 1980). 
Definiendo algo más, el Congreso de Barcelona (1968) representa el 
paradigma de una profesión emergente y explicita la necesidad de articular 
legislación, semántica o niveles de intervención como preocupación básica. 
En tal sentido, Delgado (1968: 37- 44) expone la necesidad de clarificar la 
acción profesional como “Trabajo Social” o “Servicios Sociales”, así como de 
diferenciar Trabajo Social de Casos, Grupo o Comunidad frente al genérico 
Servicios Sociales. En relación al sustantivo que defina la profesión, se 
plantea la dicotomía entre el origen francófono o anglosajón, aceptando éste 
último por la tendencia marcada por Naciones Unidas y, muy probablemente, 
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por la necesidad de alejarse de la carga valorativa que para la época tenía el 
uso de “Servicio Social”. Sobre la definición de funciones, Vázquez (1968: 45) 
analiza los principios que inspiran el Trabajo Social así como las funciones 
que le competen utilizando la clasificación internacional de la O.I.T. de 
Ginebra  de 1958. El debate funcional no termina en Barcelona, sino que será 
transferido a las Jornadas de Pamplona (1977) motivado por el impasse 
social y político que culmina con la transición a la democracia. Activada la 
Constitución y publicadas las primeras Leyes de Servicios Sociales, la 
compulsión por el status se diluye paulatinamente orientando las energías 
profesionales hacia debates más funcionales y acordes al momento. 
 
 
5.3.7 Indicador (G) Existencia y tipo de debate ideológico 
 
Cuadro 30. Existencia y tipo de debate ideológico 
Propiedades Características 
Ideologización Utilización de soportes teórico-ideológicos que 
fundamenten la acción social. 
Debate sobre modelos 
sociales 
Existencia de debate que confronte modelos de contrato 
social. Evaluación de argumentos y análisis sobre los 
mismos. 
Fuente: Elaboración propia 
 
El indicador remite a una variable especialmente significativa en el proceso 
de profesionalización del Trabajo Social español; me refiero a la forma en la 
que las circunstancias previas y posteriores a la transición democrática 
incorporan en el Trabajo Social un debate ideológico que se manifiesta en el 
uso de soportes próximos a la óptica marxista. Este  debate es muy acusado 
en la década de los setenta y defiende la transformación revolucionaria 
justificada en la larga dictadura, la influencia reconceptualizadora 
latinoamericana y la ausencia de tradición democrática. 
Desde un punto de vista dialéctico y/o de izquierdas, el debate sobre la 
“Asistencia Social” apunta a la idea de que bajo la “máscara del amor de la 
beneficencia” no hay otra cosa que estructuras que ocultan intereses de 
clase. Tal ideario se irá amortiguando en los documentos congresuales una 
vez llegada la democracia. Sobre la influencia de la Reconceptualización para 
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el Trabajo Social español, un análisis retrospectivo permite afirmar que su 
influencia no aportó réditos a largo plazo, aunque si sinergias que 
apuntalaron el discurso socialdemócrata y dieron soporte ideológico a 
derechos ratificados en la Constitución del 78 y legislación complementaria. 
En cuanto a la presencia de propuestas radicales en los congresos, 
éstas abundaron en los encuentros de Madrid (1972), Jornadas de Levante 
(1975) y Pamplona (1977). Estos concilios capitalizan el debate sobre la 
función profesional centrándose en dos ideas básicas: la denominación como 
“agente de cambio” y el compromiso deontológico de participar en la 
transformación de las estructuras sociales.  
Especialmente intensas para el Trabajo Social fueron las Jornadas de 
Levante (RTS Nº 58, 1975), en las que se apela a la renovación metodológica 
tras largos años de franquismo. En las Jornadas se afirma que las relaciones 
de clase se basan en la desigualdad y es deber del Trabajo Social denunciar 
la opresión y la injusticia173. Tal cosmovisión capitalizará la profesión durante 
prácticamente toda la década de los setenta.  
En la década de los ochenta y bajo formato constitucional, el debate 
estructural se amortigua y las propuestas radicales son sustituidas por un 
urgente y necesario sistema de Servicios Sociales (Congreso de Valladolid, 
1980). El V Congreso de Vizcaya (1984) confirma la tendencia y centra el 
debate en la relación entre la política social y económica como binomio que 
explique el modelo español. Domenech, Colomer y Cortajarena (1984) 
reivindican la conexión entre política social e ideología, exigiendo un marco 
de política social que erradique la herencia asistencial y garantice el acceso a 
unos Servicios Sociales modernos174. 
La crítica al liberalismo como antagonista de una política social 
progresista se incorpora al debate de mano de la profesora Dolores Wenger 
                                                 
173
 La tercera ponencia “Trabajo social dentro del proceso de cambio” (RTS, Nº 58 de las 
Jornadas de Levante (5-6 de abril de 1975), recurre en su fundamentación a autores como 
Carlos Marx, Louis Althusser, Mao Tse-Tung o Paula Faleiros que son citados con 
abundancia y con riqueza de matices. Las autoras del trabajo fueron Rosa María Barenys, 
Rosa Doménech, Montserrat Feu, Isabel García, Beatriz Gómis, Montserrat Puig, Eugenia 
Ros, Mª Eugenia Sánchez y Silvia Virgili, todas ellas de la Asociación de Asistentes Sociales 
de Barcelona.  
174
 El texto de Doménech y Colomer se titula “Política Social y Servicios Sociales”, pp. 187-
190. El segundo, de Cortajarena, es “El derecho de los ciudadanos a los Servicios Sociales: 
análisis del marco legal”, pp. 215-245. Actas del V Congreso Estatal.  
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(1996; 17-60). Wenger, en su trabajo “Tendencias de las políticas 
socioeconómicas y su repercusión en el Trabajo Social” expone un recorrido 
histórico del Estado de Bienestar que termina en crisis y nuevo orden 
socioeconómico que, a su criterio: “representa la ruptura del pacto 
keynesiano de la posguerra entre capital, sindicatos y gobierno, en torno a los 
principios de la economía social de mercado” (Wenger 1996: 29)  
 
 
5.3.8 Indicador (H) Presencia y tipo de debate teórico-epistemológico 
    
Cuadro 31. Presencia y tipo de debate teórico-epistemológico 
Propiedades Características 
Incorporación teórica a la 
práctica profesional 
Uso de nuevos marcos para la acción profesional. 
Definición diagnóstica que refuerce la “expertividad” 
Presencia de reflexión 
epistemológica y superación 
del practicismo 
Definición epistemológica que conecte fundamento 
teórico y praxis profesional 
Fuente: Elaboración propia 
 
La adecuada definición epistemológica de una disciplina garantiza un 
acoplamiento estructural entre su corpus de conocimiento y su aplicabilidad. 
Desde el punto de vista del conocimiento, tal ajuste establece una correcta 
adecuación medio-fines en la labor profesional y permite a sus efectivos 
disfrutar del status de “expertos”. Según Wilensky (1964: 149) un experto es 
aquel que posee un gran conocimiento que únicamente puede transmitir en 
una pequeña parte; así, desde la sociología de las profesiones, el 
conocimiento especializado otorga una “jurisdicción” y un “misterio” sobre un 
espacio de saber que es oculto para la mayoría.  
Si revisamos la historia del Trabajo Social, la primera utilización 
sistemática (stricto sensu) de teoría aplicada al diseño diagnóstico se 
realizada por el Doctor Sarró en la Escuela de Visitadoras Psiquiátricas en 
Barcelona (1953). Sarró formó a “técnicas psicosociales freudianas”175 para 
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 La ponencia de Marina Prado “Estructura familiar y neurosis” incluida en la Mesa Redonda 
de “Salud” presentada en el Congreso de Sevilla (1976), refleja la influencia psicoanalítica de 
Sarró en la construcción epistemológica del Trabajo Social. La autora establece, los aspecto 
diferenciales de la familia neurótica,  psicogénica y las familias consideradas “normales”. 
Prado, M. “Estructura familiar y neurosis”, pp. 264-282. 
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apoyar la labor de los psiquiatras en labores de soporte y seguimiento 
diagnóstico. Nuevos aportes epistémicos se incorporan a las ponencias del VI 
Congreso Nacional de Oviedo (1988) gracias a la publicación Nuevos 
Elementos de Intervención Social a cargo de Ció Barjau (1988: 65-93). En su 
trabajo, Barjau expone las contribuciones del modelo ecológico176 de 
desarrollo humano como complemento a la Teoría General de los Sistemas 
de Ludwig von Bertalanffy.  
Complemento de lo anterior es el trabajo de Villalba “Metodologías y 
técnicas avanzadas del Trabajo Social” que amplia y define la utilidad del 
marco Ecológico para el diagnóstico profesional (Villalba 1996). Defendiendo 
el interés del enfoque para la profesión, la autora afirma: “la orientación 
ecológica asume una posición teórica y la traduce en términos operativos. Es 
la tesis, ampliada tanto por psicólogos, sociólogos y trabajadores sociales, de 
que lo que cuenta para la conducta y el desarrollo es el ambiente tal como se 
percibe, más que como pueda existir en la realidad objetiva. Los entornos se 
analizan en términos de sistemas” (Villalba, 1996: 194). 
Como resulta obvio, el uso de referentes epistemológicos parece una 
inversión rentable en términos de conocimiento y calidad de la intervención. 
Esto queda demostrado en el VI Congreso Nacional de (Oviedo 1988) gracias 
al análisis de Amaya Ituarte (1988: 149-158) sobre de los conceptos “sujeto” 
y “objeto”. El aporte es relevante para la profesión al ser la primera vez que 
se explicita la correspondencia entre dichos conceptos y la filosofía y/o 
ideología presente en cualquier forma de acción social. Apuntalando a Ituarte, 
Teresa Zamanillo retoma en el VII Congreso (Barcelona 1992) el Objeto 
profesional al que define como “malestar psicosocial en relación a su génesis 
estructural y su vivencia personal”177. De acuerdo a la autora, la conexión del 
objeto con los modelos de intervención, demuestra la estrecha relación 
epistemológica entre sustrato teórico y praxis transformadora (Zamanillo 
1992: 68). 
                                                 
176 Desde La ecología del desarrollo Humano (1987) de Bronfenbrenner, se defiende que la 
naturaleza relacional y/o patológica de los sistemas está referenciada a su medio ambiente y 
su observación será imprescindible para la elaboración de diagnósticos sociales.  
177
 Zamanillo defiende que la presencia de ideología, intuición, creencias, mitos, valores y/o 
cualquier otra forma de ortodoxia que vacíe o segmente su conocimiento es, en sí mismo, un 
problema epistemológico. “La intervención profesional”, pp. 53-77. 
 




5.3.9 Indicador (I) Especialización sectorial 
 
Cuadro 32. Especialización sectorial 
Fuente: Elaboración propia 
 
La labor profesional del trabajador social se caracteriza por la capacidad de 
aportar soluciones y/o alivio a las diversas formas en las que se manifiesta la 
necesidad. La versatilidad del técnico para el manejo de tales necesidades 
debe verse reflejada en su capacidad para realizar diagnósticos que 
garanticen, posteriormente, buenas prácticas. En tal sentido Illich (1981: 15) 
defiende que la realización de una buena práctica profesional se fundamenta 
en tres tipos de autoridad; la que emana del conocimiento, la moral y la 
carismática.  
La especialización sectorial es objeto de análisis en el Congreso de 
Barcelona (1968) al incorporar por primera vez grupos de trabajo (Pedagogía, 
Sanidad, Empresa, Comunidad y Formación) que, si bien de forma sintética, 
aportan conclusiones en sus ponencias. Sin embargo, partiendo de lo 
publicado en los primeros congresos y a más de cuarenta años vista, se 
puede afirmar que la “cota” de especialización sectorial a finales de los 
sesenta es más que precaria (FEDAAS 1968: 75-79). Cuatro años más tarde, 
la cuarta ponencia del Congreso de Madrid (1972), Enseñanza Especializada, 
respalda la “institucionalización de las particularidades del Trabajo Social y la 
necesidad de reconocer su polivalencia” (Granadas Alonso 1972: 149-157). 
Sevilla (1976) acude al formato “Mesas Redondas” con alguna presencia 
sectorial en  ancianidad, comunidad, educación, empresa, salud y familia. El 
resto de Mesas, salvo las excepciones citadas, se caracterizan por trabajos 
más interesados por la acción social y legislación que en la especialización y 
praxis178.  
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 La ambigüedad estructural de la profesión a primeros de los setenta permite que algunos 
de los invitados a la Mesa Redonda “Acción Social y Trabajo Social de Empresa” no posean 
el título de Asistente Social. Es el caso del Jefe de Promoción Social de Galerías Preciados 
Propiedades Características 
Incremento progresivo 
de la especialización 
sectorial 
Abandono del generalismo. Incremento de la amplitud y 
complejidad profesional mediante espacios profesionales 
diferenciados.  
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La tendencia a la especialización se mantendrá en congresos 
posteriores donde predominan los trabajos por áreas de necesidad. Es el 
caso del Congreso de Valladolid (1980) que destina la primera parte a 
realizar un “Análisis global de la comunidad por áreas de necesidad y desde 
los distintos niveles que la integran” (FEDAAS 1988: 3-143). Los congresos 
de Oviedo (1988), Barcelona (1992) y Sevilla (1996) influidos por el momento 
expansivo de los Servicios Sociales disminuyen el protagonismo de la acción 
sectorial e incrementan ponencias dedicadas al  Sistema Público de Servicios 
Sociales (García Herrero 1988: 23-64), la intervención psicosocial (Rodríguez 
Rodríguez 1992: 81-88), o la Europa sin fronteras (Rodríguez Cabrero 1992: 
3-12). 
 Alcanzada mayoría de edad profesional y académica y fortalecidos por 
la existencia de literatura y formación especializada, los congresos ponen su 
interés en contenidos como “Globalización y Solidaridad” (Las Palmas 2004). 
En el caso de Zaragoza (2009) el constructivismo profesional es objeto de 
analisis bajo el sugerente título “Sentido y Sentidos del Trabajo Social”.  
 
5.3.10 Indicador (J) Consolidación académica de los estudios  
 
 Cuadro 33. Consolidación académica de los estudios 
Fuente: Elaboración propia 
 
Wilensky defiende en “The professionalization of Everyone”, que en los 
procesos de profesionalización la regulación de los estudios formativos y 
centros que imparten docencia suelen aparecer, en la mayoría de los casos, 
de forma previa a la regulación del ejercicio profesional público o privado 
(Wilensky 1964: 146).  
                                                                                                                                           
(Madrid), un administrativo de Agromán (Sevilla), el Director de Fasa-Renault (Sevilla) o un 
Catedrático de Derecho del Trabajo (Sevilla). FEDAAS (1976) p.p. 191-224. 
 
Propiedades Características 
Presencia de estudios 
de asistente social en 
la Universidad Publica. 
Normativa que defina las condiciones y programas que 
imparten las enseñanzas de Asistencia Social. 
Comunicaciones sobre “Formación en Trabajo Social” 
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Como ya se ha puesto de manifiesto, la profesionalización del Trabajo 
Social español comparte la apreciación de Wilensky al considerar que la 
formación reglada de los asistentes sociales se adelanta dieciocho años a la 
estructura profesional (1964-1982)179.  
Practicando algo de arqueología congresual, las primeras 
publicaciones bajo epígrafe “Formación superior” o “Formación” aparecen en 
los congresos de Barcelona (Saldaña 1968: 57-63) y Madrid (Benavides 
1972: 103-131, Guerra 1972: 135-148 y Grandas 1972: 149-157). Sin 
embargo es en el Congreso de Oviedo (1988) donde Domínguez et al (1988: 
99-141) presentan un análisis del currículo formativo de la profesión que 
dividen en cinco etapas: Inicial, Oficialista, Legitimación, Reconocimiento 
social y de Reforma universitaria: el horizonte de la licenciatura (1932-1983). 
En el apogeo de los eventos de 1992, Barcelona incorpora la ponencia “La 
formación para el Trabajo Social” (Rosell 1992: 119-140). Rosell analiza aquí 
la profesión desde una perspectiva internacional llamando la atención sobre 
su origen europeo y los retos presentes tras la crisis del Estado del Bienestar, 
la docencia y las exigencias de formación.  
Los congresos de Sevilla (1996), Santiago (2000), Las Palmas (2004) 
y Zaragoza (2009) no referencian de manera expresa contenidos vinculados 
a la “Formación” y promoción a licenciatura. Esta circunstancia supone una 
paradoja si consideramos que Consejo General y Conferencia de Directores 
de Escuelas ya habían iniciado gestiones ante el Ministerio (1988) 
reivindicando la promoción a Licenciatura de los estudios de Trabajo Social 





                                                 
179 Los trámites para el reconocimiento de los estudios se inician en Madrid y Barcelona en 
1957. Las escuelas se reunirán en Comisión Permanente para valorar un borrador remitido al 
Ministerio en 1962. Dos años más tarde, en 1964, el Decreto 1.403 sobre Reglamentación de 
las Escuelas finaliza el proceso regulatorio formativo. En cuanto al cuerpo profesional, la 
elaboración del Proyecto de Decreto de Colegio se presenta en abril de 1969. La iniciativa 
culmina con la aprobación del Proyecto de Creación de Colegios Profesionales en abril de 
1982 (BOE 26 abril 1982).  
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5.3.11 Indicador (K) Internacionalización del Trabajo Social 
 
Cuadro 34. Internacionalización del Trabajo Social 
Propiedades Características 
Conexión del Trabajo 
Social con prácticas 
internacionalmente 
aceptadas 
Contacto formales e informales con instituciones 
foráneas en búsqueda de referentes legislativos, 
teóricos, institucionales o metodológicos 
Incorporación de 
normativa foránea a la 
acción social  
Presencia en organizaciones internacionales como 
miembro de pleno derecho. Incorporación normativa 
foránea que afecte al conjunto del grupo profesional. 
Fuente: Elaboración propia 
 
La internacionalización de una disciplina es un indicador que garantiza la 
versatilidad y validez de teorías, metodologías y/o técnicas útiles para un 
conocimiento o profesión. Interpretando a Merton (1985) [1973], entiendo que 
la internacionalización busca superar el concepto “adentrismo” (insiderism) 
por exaltar lo “propio”, resistirse a la observación externa y confundir el ser 
con el deber ser (Merton 1985: 156-201). Es idea común, por otro lado, que 
ensanchar fronteras produce en cualquier disciplina efectos benéficos al 
reforzar el autoconocimiento, expandir las ideas e incorporar complejidad y 
análisis críticos e inspiradores.  
Si se realiza una revisión histórica del Trabajo Social español, puede 
comprobarse que las primeras influencias externas se remontan a la década 
de los treinta del pasado siglo. En esos años, las profesionales pioneras 
entraron en contacto con la Escuela de Asistencia Social de Bruselas (sede 
de Unión Católica Internacional de Servicio Social, UCISS) en búsqueda de 
formación y modelos asistenciales exportables a nuestro país. No se puede 
ignorar, durante los sesenta, la influencia de América Latina en el Trabajo 
Social español que deja una huella indeleble y sin la cual es imposible 
comprender la epistemología histórica de la profesión.  
La primera vinculación internacional en los Congresos Nacionales 
aparece en el Congreso de Barcelona (1968) a través de la Resolución 67/16 
del Consejo de Europa (1967), por la que los trabajadores sociales se 
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asimilan a la normativa internacional180. Durante los próximos años (1968 -
1992), trabajos sobre lo internacional o internacionalización quedan inéditos; 
esto se debe con seguridad a las exigencias de la transición política y a la 
centralidad de un sistema público de Servicios Sociales aún por construir. 
Tras un lapsus de más de veinte años donde la política doméstica fue 
la prioridad, el Congreso de Barcelona (1992) retoma trabajos con contenidos  
de naturaleza internacional. En un contexto radicalmente distinto al primer 
congreso nacional, a primeros de los noventa el sistema público de Servicios 
Sociales se encuentra configurado y dos gobiernos socialistas han gobernado 
con mayoría absoluta (1982 y 1986) y una vez con mayoría relativa (1990). 
Desde hace seis años, por otro lado, el país es miembro de pleno derecho de 
la Unión Europea (1986).  
En consonancia con el momento vital del país, el Congreso de 
Barcelona (1992) centra su atención en el ingreso de España en el Club de 
los Doce y su importancia para la profesión. La ponencia Marco “Significados 
de una Europa sin fronteras”, a cargo de Rodríguez Cabrero, reflexiona sobre 
el proceso de construcción europea con mención especial a la cohesión 
social y económica. Insistiendo en Europa, Benavides (1992: 22) publica “La 
libre circulación de profesionales” y analiza la normativa CEE y su impacto 
para aquellos que desean trabajar fuera de nuestras fronteras.  
Congresos posteriores (Sevilla 1996 y Santiago de Compostela 2000) 
abordan de manera muy tangencial el tema de las relaciones internacionales. 
En el caso de Sevilla, dos docentes de la Universidad de Cleveland publican 
ponencias sobre “Trabajo Social en las sociedades complejas y la crisis de la 
modernidad” (Paz Méndez-Bonito 1996), y “La educación universitaria del 
Trabajo Social en Estados Unidos” (Emilia Martínez-Brawley 1996). El 
Congreso cierra con las tendencias políticas y socioeconómicas globales 
(Wenger 1996 y Pardo et al 1996). Santiago de Compostela (2000) limita lo 
foráneo a la ponencia “Internacionalización del marco teórico del Trabajo 
Social” (Paulischin 2000); el texto expone la organización internacional del 
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 La Resolución es interpretada como reivindicación de las seminales reivindicaciones 
profesionales. A esas alturas la organización profesional europea ya había conseguido el 
estatuto consultivo del Consejo de Europa.  
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Trabajo Social y los desarrollos metodológicos posibles en el contexto 
internacional.  
 Para finalizar, el cuadro 24 muestra el proceso madurativo de la 
profesión en los (prácticamente) últimos cincuenta años. Los Indicadores de 
Profesionalización, tomando como punto de partida la revisión sistemática y 
su derivada el análisis interpretativo, establecerán correspondencias entre 
profesionalización y los congresos estudiados. El resultado de la vinculación 
permitirá mediante descripción interpretativa, la generación de teoría útil para 
retroalimentar la epistemología histórica de la profesión. De forma operativa, 
la variación en intensidad del indicador en la secuencia años/congresos (Alto, 
Medio, Bajo) indica de qué forma los valores, intereses, estilos y prioridades 
profesionales han variado a lo largo del tiempo. La elección de cada 
valor/congreso se asocia al indicador en secuencia cronológica 1968-2009, 
poniendo en evidencia la ausencia, presencia, necesidad o motivación (+ -) 
por subsanar/ estimular los debates percibidos o sentidos por la profesión 
(status, normativa ad hoc, estructura profesional, ideología subyacente, 




































A. Logro de Status y 
reconocimiento social 
Bajo Bajo Bajo Medio Medio Medio Alto Alto Alto Alto Alto Alto Alto 
B. Reconocimiento 
normativo del objeto 
Bajo Bajo Bajo Bajo Medio Alto Alto Alto Alto Alto Alto Alto Alto 
C. Autonomía del modelo 
de Bienestar Social  
Bajo Bajo Bajo Bajo Bajo Alto Alto Alto Alto Alto Alto Alto Alto 
D. Diferenciación espacio 
técnico-prof. y admtvo. 
Bajo Bajo Bajo Bajo Bajo Bajo Bajo Alto Alto Alto Alto Alto Alto 
E. Existencia de estructura 
profesional 
Bajo Bajo Bajo Medio Medio Medio Alto Alto Alto Alto Alto Alto Alto 
F. Definición de naturaleza 
y funciones Trabajo Soc.   
Bajo Bajo Alto Alto Alto Alto Alto Alto Alto Alto Alto Alto Alto 
G. Existencia y tipo de 
debate ideológico 
Bajo Alto Alto Alto Alto Alto Alto Alto Alto Alto Alto Alto Medio 
H. Presencia y tipo debate 
teórico-epistemológico  
Bajo Medio Medio Medio Alto Alto Alto 
 
Alto Alto Alto Alto Alto Alto 
I. Especialización sectorial Bajo Bajo Bajo Bajo Bajo Alto Alto Alto Alto Alto Alto Alto Alto 
J. Consolidación 
académica de los estudios 
Medio Medio Medio Medio Medio Medio Alto Alto Alto Alto Alto Alto Alto 
K. Internacionalización del 
Trabajo Social 
Bajo Bajo Bajo Bajo Bajo Bajo Bajo Bajo Alto Alto Alto Alto Alto 
Fuente: Elaboración propia 
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Como acaba de exponerse y utilizando un sistema de degradado cromático, el 
Cuadro 35 refleja el proceso madurativo del Trabajo Social en España en los últimos 
cuarenta y un años. En primer lugar y tras el Congreso de Barcelona (1968), se 
percibe un incremento progresivo de los indicadores “bajos” hacia los “altos”; lo que 
implica la tendencia al alza de valores profesionalizantes como la autonomía, la 
complejidad jurídica y epistemológica y la definición de funciones.  
 Como se ha referido en capítulos anteriores, el Trabajo Social a finales de los 
sesenta se caracteriza por su fragilidad y vacío jurídico. Valor determinante y punto 
de inflexión para el Trabajo Social español, es la aprobación de la Constitución de 
1978 que muta la estructura profesional y afecta a aquellos indicadores vinculados a 
normativa jurídico-administrativa (Indicadores B, C y E). Éstos indicadores, una vez 
conquistados, definen el objeto de estudio, consolidan el Estado de Bienestar y 
posibilitan la articulación de la estructura profesional y corporativa.  
 Aquellos indicadores vinculados al ethos profesional como la Ideología, 
función profesional y debate teórico-epistemológico (Indicadores A, F, G y H) son 
intermediados por variables institucionalizantes que, tras su logro, generan avances 
a nivel profesional. En el caso de la ideología, ésta se incorpora al debate muy 
tempranamente y como proceso reactivo ante la falta de libertad y anhelo de 
desarrollos socialdemócratas. La profesión en la búsqueda de identidad, abraza el 
marco reconceptualizador con la intención de modificar su status y abriendo debates 
epistemológicos y de función profesional. La intensidad y presencia de la ideología 
se verá amortiguada en las Jornadas de Pamplona (1977) y posteriores encuentros. 
La radicalidad en las posturas se diluye progresivamente con la llegada de la 
democracia. 
 Si nos fijamos en los indicadores de especialización sectorial y diferenciación  
técnico/profesional-administrativa (Indicadores D e I), el cuadro 35 refleja que ambas 
progresiones se producen en democracia. A primeros de los ochenta y en este caso, 
se trata de perfeccionar la acción técnica una vez que la Constitución garantiza 
derechos y la primera Ley de Servicios Sociales (Euskadi 1982) se dispone a ser 
aprobada. En cuanto a la consolidación de los estudios que habilitan el ejercicio 
profesional (Indicador J), debe contemplarse el Decreto 1430/1964 y Orden 
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Ministerial del mismo año, como garantía de contenidos y Planes de Estudios, sin 
olvidar el logro de la oficialidad en 1967. Este indicador mantiene niveles medios de 
profesionalización desde sus inicios, adquiriendo su máximo valor tras la Ley de 
Reforma Universitaria de 1983 y Decreto 1431/90 que define materias troncales y 
áreas de conocimiento.  
 El indicador dedicado a la internacionalización (K), aclara que salvo la 
referencia al Estatuto Consultivo del Consejo de Europa (Barcelona 1968), el Trabajo 
Social no conecta con lo foráneo hasta la década de los noventa (Barcelona 1992). 
En este caso, la sinergia de los eventos del 92 y la idea de una “Europa sin fronteras” 
permite ver a nuestros socios como potencialmente útiles en cuanto cooperación e 
intercambio. A partir de este momento y sin brillo alguno, la internacionalización 
aparece tangencialmente en los encuentros profesionales, cediendo protagonismo a 
asuntos más urgentes y domésticos.     
 A partir de los noventa el Trabajo Social se estabiliza en todos sus 
parámetros. Esta década y las siguientes acreditan un desarrollo normativo, 
institucional, académico y técnico-epistemológico que confirman niveles óptimos de 
profesionalización. Ya en el siglo XXI los niveles de complejidad y debate se 
incrementan y, salvando las singularidades de cada país, se logran estándares 
internacionales propios de un Estado de Bienestar moderno. 
 A modo de epítome, es lugar común que el Trabajo Social se nutre de teorías 
como la psicología, la sociología, la antropología o el género presentes en la realidad 
con la que trabaja. Por otro lado, no pueden ignorarse los marcos sociológicos 
estructurantes como la historia, el derecho, la política o la economía. El Trabajo 
Social se fundamenta en una visión compleja y holística de la realidad que se expone 
en su parte más vulnerable. La realidad social es obstinada, compleja y recurrente y 
habitualmente se exhibe mediante procesos cognitivos que ocultan, en ocasiones, 
etiologías de naturaleza estructural. Influido por el estructuralismo genético 
bourdiesiano, la definición del Trabajo Social que emana tras el análisis es la 
siguiente: “Es la acción profesional teórica, técnica y metodológicamente orientada 
destinada a paliar necesidades y dificultades de orden social, psicológico, biológico, 
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étnico y/o de género conformadas socialmente a través de estructuras estructurantes 








El Trabajo Social, en su devenir histórico, se alía con el poder siendo éste el que 
profesionaliza la asistencia ante las presiones y desajustes del capitalismo. El Poder 
es sustantivo para el Trabajo Social hasta el punto que éste se incrusta en la 
sociedad y lo institucionaliza. El experto en intervención social opera a través del 
poder utilizando el discurso y prácticas institucionales, es decir, una concepción 
epistemológica que sanciona determinados saberes, prácticas y estilos de ayuda. El 
poder profesional logra su mayor efecto cuando consigue generar subjetividades en 
la gente y transmite certidumbres a su vida cotidiana.  
 
La idea de complejidad acompaña la acción social obligando a superar el “paradigma 
simplificador”; cualquier aproximación a la acción social debe entenderse como una 
forma de fenomenología social. La complejidad es elemento definidor del Trabajo 
Social que se define a través del conjunto de eventos, acciones, interacciones y 
azares sociales, políticos, económicos, sociológicos y psicológicos que configuran la 
profesión asistencial.  
 
La evidencia histórica demuestra que la asistencia profesionalizada se vincula más al 
imaginario liberal utilitarista que al humanismo cristiano que procura atención al 
desvalido. El Trabajo Social no es resultado de un suceso o condición histórica 
determinada. La historia demuestra la existencia de indicadores de actividad 
caritativa que hunden sus raíces en la historia de la filantropía. A modo de axioma, la 
atención a los menesterosos debe ser explicada desde las necesidades de la 
economía política más que desde el humanismo caritativo.  
 
Las protoformas del Trabajo Social español, son resultado de la puesta en cuestión 
del orden trascendente aristotélico y la superstición. La asistencia social pública del 
Siglo XVIII pasa a entenderse como “Ciencia” o bajo forma de “Economía Política”. 
Ciencia, porque su solución no proviene de la religión ni de la superstición; Política, 
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porque la pobreza pasa a convertirse en problema público y económico que afecta al 
cuerpo social. Las primeras acciones asistenciales se retroalimenta de las tendencias 
ilustradas y racionalistas que compiten con la iglesia y reclaman el monopolio de los 
espacios simbólicos de salvación, educación y asistencia. La ética funcionalista 
sienta las bases del marco filosófico del Trabajo Social que establece una relación 
causal entre incompetencia, ocio, exceso y pobreza. 
 
La génesis de la acción social pública surge de la necesidad del Estado por asumir 
funciones de control y responsabilidad colectiva que hagan compatible política social 
y política económica. Alcanzada la emancipación del modelo estamental, la sociedad 
liberal y el individualismo sienta las bases del capitalismo; éste es el espacio natural 
en el que el Trabajo Social ejercerá como mediador entre el capital y trabajo. A partir 
del Siglo XVIII el Estado toma la iniciativa asistencial, generando beneficencia 
pública en la Constitución municipalista de 1812 como primer ordenamiento general 
de la beneficencia.  
 
La institucionalización de las políticas públicas de protección son resultado 
Reformismo Social de finales del XIX en el que confluyen acontecimientos diversos y 
coincidentes en el tiempo. Los sucesos que suscitan el reformismo bismarkiano se 
sustancian en la expansión del movimiento obrero y Socialista, cuya referencia 
identitaria es el Manifestó Comunista publicado por Marx y Engels (1848) y la 
publicación de la Encíclica Rerum Novarum (1891).  
 
Los siglos XVIII y XIX en España representan la colisión de fuerzas sociales, 
económicas, y/o políticas que embridan adecuadamente con la idea de “Campo” 
bourdiesiano. La Comisión de Reformas Sociales (CRS) supone la primera medida 
de política social del liberalismo español que, con orientación bismarkiana, trata de 
mediar entre el movimiento obrero y el reformismo burgués. Los servicios sociales 
modernos toman como base la Comisión de Reformas Sociales, y sus derivados 
institucionales (IRS, INP) generan una intensa legislación en materia social que da 





La CRS incorpora por primera vez la expresión “Trabajo Social” en la legislación 
española, si bien es cierto con un sentido diferente al que ahora conocemos. La CRS 
es el embrión del Ministerio de Trabajo y la propuesta de Segismundo Moret es 
incorporar avances para la política social y el consenso interclases mediante el uso 
de la mediación del trabajador social y la opinión de los trabajadores.  
 
La Constitución Republicana de 1931 incorpora derechos de gran potencialidad 
político-social que se caracterizaron por la internacionalización de su texto 
(Constitución de Weimar) y por la constitucionalización de la cuestión social. La 
Constitución del 31 rompe la inercia de las precedentes (contenidos 
fundamentalmente políticos) e incorpora de forma expresa la responsabilidad del 
Estado (artículo 46 del texto) frente a los problemas sociales.  
 
El Nacional-catolicismo franquista mantuvo a España alejada de los impulsos 
innovadores y del crecimiento económico e intelectual propio de los países de su 
entorno. El Nacional-catolicismo incorpora la Iglesia católica a la élite dirigente 
estableciendo una alianza político-trascendente que lo define como seña de 
identidad del Régimen. El franquismo “congela” las iniciativas de transformación 
progresistas optando por una filosofía ambigua frente a la responsabilidad público-
prestacional.  
 
La Iglesia institucionaliza la profesión, pero ésta alcanza una verdadera dimensión 
profesionalizante una vez que se separa de la Iglesia. Conquistado el status jurídico 
y corporativo durante los sesentas, la encrucijada del Trabajo Social pasa por ganar 
confianza social a través del conocimiento y reconocimiento científico. El Trabajo 
Social necesita definir sus funciones manifiestas (instituciones) y latentes (sociales). 
El Trabajo Social se enfrenta al reto de poner en práctica la licencia y el mandato 
otorgado y distanciarse definitivamente de la práctica benéfica para incorporar el 
corpus de conocimiento de los campos científicos consolidados.  
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La incorporación a la modernidad del Trabajo Social no es mero asunto económico. 
La Transición supone un proceso. Las reformas que impulsan la mueva arquitectura 
democrática se define en cuatro niveles: administrativa, política, establecimiento del 
sistema público de SS.SS. e instauración del sistema autonómico. El reconocimiento 
de los estudios de asistencia social y posteriores avances deben considerarse 
epifenómeno de la transformación social y política que vive el país en el período 60-
80.  
 
El Trabajo Social español se adapta a la teoría sociológica de las profesiones. Desde 
el naturalismo al revisionismo sociológico la asistencia social surge como evolución 
diferenciada y equidistante del resto de profesiones. En sus primeros pasos, la 
asistencia ocupa un lugar intermedio entre los individuos y el Estado en el intento de 
aliviar el conflicto anómico de una sociedad industrial pujante. El Trabajo Social es 
reactivo a la sociedad fabril y pretende, sin demasiado éxito, aportar  justicia a un 
orden moral que trata de estabilizar las tensiones sociales y de clase (Etapa 
Definidora).  
 
El Trabajo Social español reproduce el proceso funcional descrito por Wilensky por el 
que las profesiones emergentes tienden a reproducir las siguientes características: 
ser ejercidas a tiempo completo y reglamentadas; requieren de training y escuelas 
especializadas; demandan constituirse en organización profesional; anhelan el 
reconocimiento y protección legal del monopolio; y terminan estableciendo un código 
deontológico profesional que regule los límites de la actividad (Etapa Funcionalista).  
 
El Trabajo Social marida eficazmente con el Interaccionismo Simbólico en cuanto a 
su adaptación a las condiciones políticas, económicas y ambientales que le permiten 
constituirse en profesión. Llegado un punto, el Trabajo Social compite con el resto de 
Campos profesionales constituyéndose en grupo de interés. A partir de este 
momento el Trabajo Social inicia su Professional Project y pone en práctica el Social 






Tomando como referencia la Teoría Fundamentada, el análisis interpretativo que 
deriva de los capítulos 2 y 3 (Genealogía del Contexto y Profesionalización de la 
Asistencia), la profesionalización de la asistencia en España puede definirse en los 
siguiente pasos: Prehistoria, Protohistoria, Nacimiento, Expansión y Consolidación.  
 
La Prehistoria abarca el Siglo XVIII y gran parte del XIX. La política de ambas 
centurias remite a experiencias caritativas que no constituyen cuerpo teórico y 
devienen en protoformas asistenciales que aspiran a transformar miseria en capital 
socialmente útil; la Protohistoria transcurre desde finales del siglo XIX hasta el 
primer tercio del siglo XX. La acción asistencial se inspira en el Catolicismo Social y 
en los Círculos Obreros como contrapunto a las Casas del Pueblo y los Ateneos 
Libertarios; El Nacimiento incluye el primer tercio del siglo XX y mediados de la 
década de los sesenta. Se produce una apertura generalizada de escuelas de 
Asistencia Social que se inicia en plena República (Barcelona 1932) y finaliza con el 
primer Centro Oficial abierto (Madrid 1964). República y Guerra Civil, entendido 
como antagonismos, condicionan la evolución madurativa y técnica del Trabajo 
Social en España; La Expansión y Consolidación transcurre entre los años sesenta 
y nuestros días. Etapa está muy condicionada por logros académicos (Decreto 
1430), corporativos (Congreso 1968 y estructura profesional 1982), gran expansión 
económica y una metamorfosis política que transita de poder autoritario a 
democracia consolidada.   
 
Los Congresos Nacionales de Trabajo Social y Jornadas han ejercido una función 
socializadora del saber estimulando posiciones críticas entre sus miembros más 
cualificados. Superadas las etapas de nacimiento y maduración, los congresos y 
jornadas estudiados nutren la identidad profesional en equidistancia a la maduración 
sociopolítica del país. De acuerdo a esta idea, los congresos mudan de la 
conformidad crítica con la dictadura (congreso 1968) a la crítica reactiva (congresos 
1972-1984) y de ahí a la propuesta modernizante (Congresos 1988-2009). De 
acuerdo a los Congresos Nacionales y Jornadas estudiados, la adquisición de 
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madurez teórico-metodológica y/o ideológico-identitaria que emerge en la 
investigación se concreta en los siguientes momentos: Gestación, Ideológica, 
Técnica/Ideológica y Profesionalizante. 
 
La Etapa de Gestación o Conformidad Crítica se  desarrollar en un contexto de fuerte 
control político impuesto por la dictadura. El apoyo gubernamental es inexistente y el 
nivel  técnico de la profesión bajo. El colectivo se caracteriza por su frágil 
reconocimiento, ausencia de organización colegial y necesidad de status y 
reconocimiento social. El objetivo se concreta en definir semántica, contenidos y marco 
general legislativo.  Los congresos y jornadas de la primera etapa (1968-1977) ante la 
imposibilidad de realizar crítica ideológica desde la autonomía y el librepensamiento, 
canalizaron las inquietudes corporativas utilizando el debate profesional. 
 
La Etapa Ideológica o de Crítica Reactiva apunta a la hegemonía de un discurso 
dialéctico y político in crescendo e incorpora una gran carga doctrinaria en sus 
conclusiones. En términos políticos, España se encuentra en los momentos previos a la 
transición y sometida a altos niveles de volatilidad económica, política y social. La 
profesión se caracteriza por el revisionismo ideológico y la toma de conciencia que 
reivindica un cambio social estructural. La narrativa de textos y memoria congresual 
parte de una epistemología marxista que otorga al profesional un papel de “Agente de 
Cambio”.  
 
La etapa Técnico/Ideológica o de Crítica Reactiva , se caracteriza por las primeras  
elecciones libres y el debate sobre la idoneidad de incorporar la experiencia radical 
latinoamericana al protocolo de actuación profesional. La Constitución democrática 
articula unos nuevos Servicios Sociales bajo el principio de descentralización territorial y 
los partidos progresistas exigen el desarrollo de una Política Social basada en la justicia 
social. Los grandes cambios políticos y la incorporación de los nuevos Entes 
Territoriales habilitan la redacción de las primeras Leyes de Servicios Sociales que 
vincula Política Social y SS.SS. La propuesta corporativa, identitaria y metodológica 





La etapa Profesionalizante o Modernizante confirma el interés por incidir en 
contenidos epistemológicos, metodológicos y de naturaleza globalizante para la 
profesión. La democracia se encuentra articulada y se ponen en práctica las 
competencias territoriales en materia de protección. Búsqueda de cohesión y 
madurez de la profesión. El interés por el desarrollo de instrumentos y habilidades 
profesionales lleva al Trabajo Social a posiciones cada vez más técnicas y alejadas 
de perspectivas ideológicas. Reflexión sobre la teoría en Trabajo Social, 
epistemología y praxis transformadora. La dimensión científico-técnica se hace 
relevante y la especialización y sectorialización está más presente. 
 
El Trabajo Social como actor participante en la construcción social de la realidad, 
está sometido a la volatilidad  de la macro-estructura y por tanto a su devenir 
histórico, económico y social. Los niveles de institucionalización y 
profesionalización definidos por  tales circunstancias pueden ser medidos por 
indicadores que visibilicen su nivel de adaptación institucional y profesional con 
perspectiva histórica. El sistema de análisis del nivel de profesionalización surgido de 
la muestra es el siguiente: 
 
El reconocimiento social de la profesión o status (A), se logra mediante diferenciación 
y reconocimiento institucional. En los mismos términos, la presencia de debate 
profesionalizante en congresos y/o publicaciones consolida la estructura corporativa 
o apunta a sus fases previas de consolidación. El apoyo institucional contribuye a 
fortalecer la profesión en cuanto al dominio de saberes e incorporación al 
establishment mediante el reconocimiento de certificados académicos. 
 
El reconocimiento normativo (B) habilita el marco jurídico que garantiza prestaciones 
y apoyo desde el derecho subjetivo. El Estado Social garantiza para el Trabajo Social 
español una acción restaurativa y el compromiso de defender la libertad y la igualdad 
como principio rector. 
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El ideario de la acción social basada en el Estado de Bienestar (C) parte del 
consenso democrático y es expresión máxima de la Política Social. La estructura 
jurídica y normativa garantiza el concepto de Bienestar y su política materializa el 
conjunto de instituciones, legislación, profesionales, recursos, bienes y servicios que 
lo materializan. 
 
La diferenciación funcional entre arquitectura jurídica y profesión (D) define la 
frontera entre estructura doctrinaria y corpus técnico-metodológico. La original 
identificación del Trabajo Social con el Sistema Público y prestacional descompensa 
la disciplina que deviene en voluntarista y administrativa. A finales de los ochenta 
esta identidad es cuestionada y demanda estímulos congresuales para reorientar la 
acción hacia espacios profesionalizantes.  
 
La existencia de una organización colegial o corporativa (E), garantiza la cohesión y 
facilita la definición de la actuación profesional. La celebración de congresos o 
formas alternativas de debate, así como la existencia de un Código Deontológico, 
garantizan la supervivencia de la estructura profesional y ponen orden en la 
incorporación de efectivos, atribución de competencias y diferenciación de otros 
grupos profesionales.  
 
Definir el objeto de acción profesional (F) es determinante para una profesión. En 
términos prácticos, definir la naturaleza y función profesional garantiza la existencia 
de ajustes semánticos que articulan la profesión y confieren credibilidad a la 
comunidad de referencia. En paridad a lo anterior, la función definida por los 
profesionales en las etapas estudiadas, se compromete con el marco 
socialdemócrata en el contexto de las sociedades industriales avanzadas.     
 
La ideología es un elemento axiológico en la epistemología profesional (G), tomando 
como referencia la muestra, la acción social queda ampliamente condicionada por el 
sustrato ideológico que ve nacer la profesión en los momentos previos y posteriores 




transita de la conformidad crítica con la dictadura a la crítica reactiva y de ahí a la 
propuesta modernizante. 
 
El  debate epistemológico provee de marcos analíticos e interpretativos que son 
fundamentales para la acción profesional (H). La posibilidad de elaborar diagnósticos 
individuales y/o sociales queda condicionada a la posesión de capitales epistémicos 
que pongan en relación marcos filosóficos y praxis. El trabajo Social español 
desarrolla plenamente este potencial a partir de la segunda década de los ochenta, 
una vez configurado el Sistema Público de protección y ante la necesidad profesional 
de definir su objeto de intervención. 
 
El incremento progresivo de la expertividad y el abandono del generalismo permiten 
alcanzar mayores cotas de especialización sectorial (I). Ante la necesidad de aportar 
soluciones a la monocromía en la intervención, el Trabajo Social reclama mayor 
rango de acción en cuanto a desempeño y aptitud profesional. Desde las tímidas 
mesas sectoriales de los primeros congresos, a los Servicios Sociales para Todos de 
Valladolid (1980), el Trabajo Social español ha incrementado su profesionalidad y 
diversidad  alcanzando altas cota de especialización en los congresos de Las Palmas 
y Zaragoza.  
 
La consolidación de los estudios (J) debe entenderse como una forma de 
capitalización académica que redunda en la consolidación del espacio profesional. La 
aprobación del Decreto 1430/64 sobre Reglamentación de Escuelas, es punto de 
partida para que acción social y pretensión científica confluyen en una forma pasión 
por el conocimiento o libido sciendi para la disciplina. Esta normativa y subsiguientes 
afianzan las estrategias interaccionistas de profesionalización y reproducción 
profesional por un lado y, por otro, de las instituciones académicas implicadas en la 
selección de sus efectivos.    
 
La internacionalización no significa otra cosa que externalización del conocimiento e 
intercambio de procedimientos, teorías y profesionales (K). La conexión con 
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instituciones foráneas, la transposición de normativa o la pertenencia a foros 
internacionales de defensa de derechos, garantizan que el Trabajo Social pueda, a 
través del aprendizaje vicario y el contraste, profundizar en su epistemología y en sus 
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ANEXO I: LEGISLACIÓN SOCIAL (1812 – 1981) 






Año 1812. Constitución de Cádiz. 
Título I. De la Nación española y de los españoles. 
Título II. Del territorio de las Españas, su religión y gobierno y de los 
ciudadanos españoles. 
Título III. De las Cortes. 
Título VI. Del gobierno interior de las provincias y de los pueblos. 
Art. 321. Competencias de los ayuntamientos.   
Art. 321.6. Cuidar los hospitales, hospicios, casas de expósitos y demás 
establecimientos de beneficencia bajo las reglas que se prescriban. 
 
Firma de los diputados que suscriben la Constitución de 1812. 
 
Año 1822. Ley de Beneficencia. 
 
Año 1849. Ley de Beneficencia. 
 
Año 1891. Carta Encíclica Rerum Novarum del Sumo Pontífice León XIII. 
Sobre la situación de los obreros. 
 
Año 1931. Constitución de la República Española. 
 
Año 1933. Ley de vagos y maleantes. 
 
Año 1942. Ley de 14 de Diciembre de Seguro de Enfermedad. 
 
Año 1944. Ley de Bases de 25 de Noviembre de Organización de la Sanidad 
Nacional. 
 
Año 1960. Ley 45/1960, de 21 de julio, por la que se crean determinados 
Fondos Nacionales para la aplicación social del Impuesto y del 
Ahorro (Ley FONAS). 
 
Año 1963. Ley de 28 de Diciembre sobre Bases de la Seguridad Social 
 
Año 1964. Decreto 1403/1964, de 30 de abril, sobre reglamentación de las 
Escuelas para formación de Asistentes Sociales. 
 
Año 1967. Decreto 986/1967, de 20 de Abril, por el que se crea la Escuela 
Oficial de Asistentes Sociales. 
 
Año 1970. Capítulo V del Informe FOESSA. 
 
Año 1977. Ley 3/1977, de 4 de Enero, sobre creación del Cuerpo Especial de 
Asistentes Sociales. 
 
Año 1981. Real Decreto 1850/81, de 20 de Agosto, sobre incorporación a la 
Universidad de los estudios de Asistentes Sociales como Escuelas 






































































































































Artículo 1.° Para que los Ayuntamientos puedan desempeñar más fácil y expeditamente lo prevenido en el par.                                 
6.ª del art. 321 de la Constitución, habrá una Junta municipal de Beneficencia en cada pueblo, que deberá                                   
entender en todos los asuntos de este ramo, como auxiliar de su respectivo Ayuntamiento. 
  
Art. 2.º En las capitales y pueblos que tengan 400 vecinos ó más, se compondrá esta Junta de nueve                                     
individuos, á saber: de uno de los alcaldes constitucionales, que será presidente nato, de un regidor del                                 
Ayuntamiento, del cura párroco más antiguo, de cuatro vecinos ilustrados y caritativos, de un médico y un                                 
cirujano de los de mayor reputación. 
  
Art. 3.º En los demás pueblos de menos vecindario, se compondrá la misma Junta de siete individuos, á saber:                                     
del alcalde constitucional, que será presidente nato, de un regidor del Ayuntamiento, del cura párroco más                               
antiguo, de un facultativo de Medicina, y en su defecto de Cirugía, y de tres vecinos de los más pudientes é                                         
ilustrados. 
  
Art. 4.º En los pueblos en que no hubiere facultativos se completará el número de vocales eligiéndolos del                                   
vecindario, ya sea del estado eclesiástico, ya del secular. 
  
Art. 5.º Estas Juntas se gobernarán por las reglas que fija esta ley, y por el reglamento particular que para                                       
ellas formará el Gobierno. 
  
Art. 6.º Los vocales electivos de las Juntas de Beneficencia serán nombrados por los Ayuntamientos                             
respectivos, debiendo ejercer sus funciones por el tiempo de dos años, y en cada uno de éstos se mudarán                                     
por mitad, saliendo la primera vez, el mayor número, la segunda el menor, y asi sucesivamente. 
  
Art. 7.º Uno de los vocales de la Junta desempeñará las funciones de secretario, y otro las del contador,                                     
ambos elegidos por la misma Junta, aprobados por el Ayuntamiento. 
  
Art. 8.º Si por haber en un pueblo muchos establecimientos de Beneficencia fuesen tantas las ocupaciones de                                 
estos cargos, que la Junta creyese ser necesarios un secretario y contador, dotados y de fuera de su seno, lo                                       
hará presente al Ayuntamiento para que informando sobre ello la Diputación provincial, pueda ésta consultar                             
al Gobierno lo conveniente. 
  
Art. 9.º En el caso en que, á propuesta del Gobierno, las Cortes aprobasen la creación de estas plazas,                                     
señalándoles la dotación que estimen conveniente, las Juntas propondrán para ellas las personas que                           
creyesen más á propósito para su buen desempeño, y los Ayuntamientos harán el nombramiento. 
  
Art. 10. La Depositarla de estas Juntas será servida gratuitamente por un individuo de su seno ó de fuera de él,                                         
nombrado á propuesta suya, por el Ayuntamiento bajo responsabilidad, á cuyo individuo se le abonarán los                               
gastos indispensables que se le originen por este encargo. 
  






1.ª Hacer observar esta ley y los reglamentos y órdenes del Gobierno á los directores, administradores y                                 
demás empleados de los establecimientos de Beneficencia. 
  





4.ª Ejecutar las órdenes sobre mendicidad que le comunique el Gobierno por conducto de sus respectivos                               
Ayuntamientos. 
  
5.ª Recibir las cuentas de los administradores de los establecimientos de Beneficencia,y examinadas, pasarlas                           
al Ayuntamiento con su censura. 
  
6.ª Cuidar de la buena administración de los establecimientos de su cargo, y establecer la más escrupulosa                                 
economía en la inversión de los fondos, claridad en las cuentas, y buen desempeño en las respectivas                                 
obligaciones de cada empleado, dando cuenta al Ayuntamiento si notasen en alguno poco celo y actividad, y                                 
suspendiendo en el acto a cualquiera por sospechas fundadas de tortuosos manejos, ó por otro motivo grave. 
  
7.ª Proponer al Ayuntamiento para los destinos de directores y administradores de los establecimientos de                             
Beneficencia las personas que juzguen más A propósito. 
  
8.ª Formar anualmente un presupuesto de gastos para el año próximo y la estadística de beneficencia de su                                   
distrito, pasando uno y otra al Ayuntamiento para su dirección ulterior. 
  
9.° Presentar anualmente al Ayuntamiento cuentas documentadas de los fondos invertidos en la hospitalidad y                             
socorros domiciliarios. 
  
Art. 13. Para que la vigilancia de estas Juntas sobre los establecimientos de Beneficencia sea más efectiva,                                 
nombrarán para cada uno de dichos establecimientos un vocal, que con la calidad de visitador, estará                               
encargado de observar frecuentemente si se cumplen en él los reglamentos, si los empleados desempeñan su                               
obligación, y si los pobres están bien asistidos. 
  
Art. 14. Las Juntas municipales preferirán, en lo posible, las Hermanas de la Caridad para desempeñar todos                                 
los cargos de beneficencia que les estén encomendados, especialmente en la dirección de las casas de                               
maternidad, y en la asistencia de los enfermos de ambos sexos en los hospitales. 
  
Art. 15. También se valdrán, al mismo efecto, de las asociaciones de uno y otro sexo que tuvieren por objeto el                                         
cuidado de los niños expósitos ó la asistencia de los enfermos, procurando atraer á objetos de caridad las                                   
demás hermandades que hubiese en su distrito con distintos fines. 
  
Art. 16. Estas Juntas se entenderán en todo directa y exclusivamente con los Ayuntamientos respectivos, y                               
sólo en el caso de tener que reclamar de agravio contra ellos podrán dirigirse en derechura á las Diputaciones                                     
provinciales: las cuales, en todo lo relativo al ramo de Beneficencia, se entenderán con el Ministerio de la                                   
Gobernación de la Península. 
  
Art. 17. En las poblaciones de mucho vecindario, las Juntas municipales, con la aprobación de su respectivo                                 
Ayuntamiento, nombrarán Juntas parroquiales de Beneficencia, que serán presididas por el cura de la                           
parroquia, y en sus ausencias y enfermedades por su teniente. 
  
Art. 18. Estas Juntas, además del presidente, se compondrán de ocho individuos celosos y caritativos,                             




Art. 19. Uno de los individuos de la Junta parroquial desempeñará las funciones de secretario, otro las de                                   
contador y otro las de depositario, debiendo haber, para custodiar los fondos, una arca de tres llaves, de las                                     
que tendrá una el presidente, otra el contador y otra el depositario. 
  
Art. 20. No se manejarán por estas Juntas más fondos que los que provengan de limosnas de la parroquia, y                                       
los que les destinen las municipales por vía de socorro, para los fines de su instituto. 
  
Art. 21. Las Juntas parroquiales cuidarán de la colecta de limosnas, de las suscriciones voluntarias, de la                                 
hospitalidad y socorros domiciliarios, de la primera enseñanza y vacunación de los niños pobres, de recoger                               
los expósitos y desamparados, y de conducir á los establecimientos de Beneficencia respectivos á los que no                                 
puedan ser socorridos en sus propias casas. 
  
Art. 22. Donde no hubiese Juntas parroquiales, todas estas obligaciones serán propias de las Juntas                             
municipales de Beneficencia. 
  
Art. 23. Las Juntas parroquiales presentarán anualmente á las municipales cuentas documentadas de los                           
fondos parroquiales, dando además una idea exacta del estado en que se hallen en su parroquia la                                 
hospitalidad y socorros domiciliarios. 
  
Art. 24. Siendo las Juntas parroquiales el resorte principal del sistema de beneficencia en las grandes                               





Art. 25. Los fondos de Beneficencia procedentes de fundaciones, memorias y obras pías, de patronato                             
público, sea Real ó eclesiástico, cualquiera que fuere su origen primitivo, quedan reducidos á una sola y única                                   
clase, destinados al socorro de las necesidades á que se provee por esta ley. 
  
Art. 26. Reducidos á un sistema común los fondos de Beneficencia, se dividirán en dos clases, á saber: en                                     
generales y municipales. 
  
Art. 27. Fondos generales son los procedentes de rentas, consignaciones y arbitrios que las Cortes tengan á                                 
bien asignar á favor do tan importante objeto; y municipales, son las rentas, bienes, censos, derechos,                               
acciones y demás arbitrios particulares que posean, ó á que tengan derecho los establecimientos de                             
Beneficencia, como también las limosnas que al efecto colecten las Juntas respectivas en los pueblos. 
  
Art. 28. Los fondos generales servirán para socorrer las casas de Beneficencia del Reino, cuyas rentas no                                 
alcancen á su completa subsistencia, y también para auxiliar á los pueblos en sus necesidades ordinarias,                               
siempre que no basten al efecto los fondos municipales. 
  
Art. 29. Los fondos municipales se emplearán en mantener los establecimientos de Beneficencia y socorros                             
domiciliarios de cada pueblo, á juicio de las Juntas municipales y parroquiales, en la forma y modo que                                   
prescriba el reglamento, y si hubiere algún sobrante, con cuenta y razón formará parte de los fondos                                 
generales. 
  
Art. 30. La recaudación de los fondos generales de Beneficencia se hará por los empleados de la Hacienda                                   
pública, conforme al sistema administrativo aprobado por las Cortes; y la de los fondos municipales se hará                                 
por una ó más personas nombradas por la Junta municipal respectiva, con aprobación y bajo responsabilidad                               
del Ayuntamiento abonando á los recaudadores el 1 por 100 de lo que recauden. 
  
Art. 31 Los fondos generales de Beneficencia estarán siempre á cargo del tesorero de cada provincia, sin que                                   
por ningún titulo ni pretexto se puedan aplicar á otro objeto, bajo la más estrecha responsabilidad; pero el                                   
Gobierno podrá destinar el sobrante de una provincia á los establecimientos de Beneficencia de otra, oídas las                                 
Diputaciones provinciales respectivas. 
  
Art. 32. Los recaudadores de fondos municipales darán cada mes cuenta exacta al depositario, entregándole                             




Art. 33. Los depositarios de los fondos municipales darán mensualmente á las Juntas respectivas de                             
Beneficencia cuenta exacta de lo recaudado en cada mes, de los pagos que hubieren hecho y de las                                   
existencias que resultaren en Caja. 
  
Art. 34. Cada seis meses se publicará una razón circunstanciada de los caudales que hayan entrado en la                                   
Depositaría, expresando las inversión que hayan tenido, las existencias ó déficit que hubiere, y el número de                                 
pobres que se haya socorrido. 
  
Art. 35. Los Ayuntamientos examinarán cada año las cuentas documentadas que darán las Juntas municipales                             
de Beneficencia, y con su aprobación ó censura las remitirán á la Diputación provincial, para que examinadas                                 
y glosadas por la Contaduría de propios de la provincia, recaiga sobre ellas su V.º B.º, si las hallare conformes                                       
á las leyes y reglamentos, y con estos requisitos se pasarán después al jefe político para su aprobación. 
  
Art. 36. La Diputación provincial hará formar cada año por dicha Contaduría un finiquito general comprensivo                               
de las cuentas de todos los establecimientos de Beneficencia de la provincia, en el que se expresarán los                                   
caudales sobrantes que existieren en Caja, y con el V.º B.° de la misma Diputación y aprobación del jefe                                     
político, le remitirá éste al Gobierno para su conocimiento y efectos convenientes. 
  
Art. 37. En consecuencia quedan suprimidas todas las Juntas gubernativas de las casas públicas de                             
Beneficencia y sus oficinas, con inclusión de la del fondo pío beneficial, y la Superintendencia de este ramo                                   
con respecto á las casas y establecimientos de Beneficencia, sin que en virtud de esta medida se hayan de                                     
considerar cesantes sino los empleados que tengan nombramiento del Rey, ó de las personas ó                             
corporaciones que por ley ó costumbre hayan estado autorizadas al efecto, debiendo arreglarse su sueldo á                               
las disposiciones dadas en este punto por las Cortes. 
  
Art. 38. Las Juntas municipales de Beneficencia propondrán, para los nuevos empleos que resulten, á los                               
empleados cesantes con sueldo que tengan la aptitud correspondiente. 
  
Art. 39. Un reglamento particular prescribirá, para los contadores de la Junta de Beneficencia, un método                               





Art. 40. Los objetos que han de estar bajo la dirección y vigilancia de las Juntas municipales de Beneficencia,                                     





Art. 41 Habrá en cada provincia una casa de maternidad con tres departamentos; uno de refugio para las                                   
mujeres embarazadas y paridas; otro para la lactancia de los niños, y otro para conservar y educar á éstos                                     
hasta la edad de seis años. 
  
Art. 42. Siendo el objeto del departamento de refugio evitar los infanticidios y salvar el honor de las madres,                                     
serán admitidas en él todas las mujeres que, habiendo concebido ilegítimamente, se hallen en la precisión de                                 
reclamar este socorro. 
  
Art. 43. No serán admitidas las mujeres que se hallen en el caso del artículo anterior, hasta el séptimo mes de                                         
su preñez, á menos que por causas justas y graves, á juicio del director, deban ser admitidas antes de dicho                                       
tiempo, ó paguen una pensión ó ganen el sustento con su propio trabajo. 
  
Art. 44. Habrá en este departamento la conveniente separación entre las mujeres acogidas, según sus                             
circunstancias y la conducta pública que hubiesen observado. 
  
Art. 45. Se observará el secreto más inviolable en este departamento, no debiendo hacerse pregunta ni                               
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Art. 48. Pasado el tiempo que el Gobierno crea necesario después del establecimiento de estas escuelas, á                                 
ninguna mujer se permitirá ejercer dicho arte en los pueblos sin haber estudiado en ellas, ó á lo menos                                     
adquirido el título correspondiente previo examen. 
  
Art. 49. Los reconocimientos que hayan de practicarse en este departamento, las estancias que hayan de                               
pagar las que tengan posibilidad para ello, la ocupación en que hayan de emplearse las mujeres acogidas, el                                   
modo con que han de ser admitidas, el tiempo de su salida y lo demás perteneciente á las obligaciones de los                                         
dependientes y régimen administrativo, deberá expresarse en su particular reglamento. 
  
Art. 50. Serán recibidos en el departamento de lactancia los niños que nacieren en el de maternidad, si sus                                     
madres determinasen dejarlos á cargo del establecimiento, y todos los que fueren expuestos ó entregados á                               
mano. 
  
Art. 51. Ninguna persona pública ni privada podrá detener, examinar ni molestar en manera alguna á los que                                   
llevaren niños para entregarlos en las casas de maternidad, ó á las Juntas municipales de Beneficencia, salvas                                 
las reglas de sanidad y policía. 
  
Art. 52. Lejos de deber perjudicar á la buena opinión de una persona el haber recogido un niño expuesto ó                                       
abandonado para conducirle á la casa de maternidad, ó presentarle a la Junta respectiva municipal de                               
Beneficencia, se tendrá por una obra digna del reconocimiento de la Nación. 
  
Art. 58. El director de estas casas tendrá un libro de recepciones en que, con arreglo á lo prevenido por las                                         
leyes, llevará asiento de la entrada de los niños, con todas las circunstancias y señales que convenga                                 
expresar para contestar su identidad, certificando haber recibido el bautismo dentro ó fuera de la casa. 
  
Art. 54. En estos establecimieutos.se preferirá por regla general el método de dar á criar los niños á nodrizas                                     
de fuera de la casa, mientras se pueda, valiéndose al efecto sus directores de las Juntas municipales de                                   
Beneficencia. 
  
Art. 55. En los pueblos donde no hubiese casas de maternidad estará á cargo de las Juntas municipales de                                     
Beneficencia el cuidado de recibir los niños expósitos y formarles el asiento correspondiente en un libro que                                 
tendrán al efecto. 
  
Art. 56. Estas Juntas no perdonarán medio alguno para proporcionar á los niños expósitos ó abandonados                               
nodrizas sanas y honradas que se encarguen de criarlos en sus propias casas; y sólo en el caso de no poder                                         
lograr esto, los harán conducir con la seguridad y precaución debidas á la casa de maternidad respectiva,                                 
remitiendo los documentos correspondientes para poder formarles alli el asiento prescrito en el art. 53. 
  
Art. 57. Se practicarán tanto por los directores de los establecimientos, cuanto por las Juntas municipales de                                 
Beneficencia, continuas y eficaces diligencias para colocar los niños expósitos y los absolutamente                         
desamparados, unos y otros después de concluida su lactancia; en casas de labradores ó artesanos de                               
arreglada conducta. 
  
Art. 58. Se considerarán como absolutamente desamparados aquellos niños que habiendo sido abandonados                         
por sus padres, ó quedado huérfanos de padre y madre, no hubieren sido recogidos por algún pariente ó                                   
persona extraña, con propósito de cuidar de su crianza. 
  
Art. 59. Se dejarán en poder de las nodrizas los niños que hayan tenido en lactancia, siempre que hubieren                                     
cumplido bien con su encargo y manifestaren voluntad de seguir criándolos. 
  




Art. 61. Serán también recibidos en este departamento los niños desamparados desde la edad de dos hasta la                                   
de seis años. 
  
Art. 62. Los niños de este departamento serán cuidados y asistidos por mujeres, cuyo esmero y honradez las                                   
hagan acreedoras á un encargo de tanta confianza, debiendo ser superiora la que posea estas circunstancias                               
en más distinguido grado. 
  
Art. 63. Los individuos de ambos sexos que se crien en las casas de maternidad, aun aquellos cuya crianza ó                                       
educación fuere costeada por personas particulares, estarán bajo la tutela y curaduría de las Juntas                             
municipales de Beneficencia, con arreglo á las leyes. 
  
Art. 64. Si estos individuos de la casa de maternidad adquirieren por herencia ó por otro cualquier titulo                                   
legitimo algunos bienes raices ó capitales, las Juntas arriba expresadas cuidarán de que con sus productos se                                 
acuda á los gastos de la crianza y educación del pupilo ó menor, supliendo los fondos de Beneficencia lo que                                       
faltare, y reservando para el interesado lo que sobrare. 
  
Art. 65. Los niños expósitos y abandonados que no fuesen reclamados por sus padres, y los huérfanos de                                   
padre y madre, podrán ser prohijados por personas honradas que tengan posibilidad de mantenerlos, todo á                               
discreción de las Juntas municipales de Beneficencia; pero este prohijamiento no producirá más efecto que el                               
que determinen las leyes. 
  
Art. 66. Las Juntas municipales de Beneficencia cuidarán de que á los prohijados les sean guardados todos                                 
sus derechos, y caso de que por cualquier motivo la prohijación viniese á no ser beneficiosa al prohijado                                   
respectivo, las expresadas Juntas lo volverán á tomar bajo su amparo. 
  
Art. 67. Antes de procederse á la entrega de los que hubieren sido reclamados, los gastos que su crianza                                     
hubiere ocasionado á estas casas serán resarcidos por los padres en el todo ó en la parte que pudieren, á                                       
discreción de las Juntas; y si éstas juzgaren que los padres no se hallan en estado de poder pagar cosa                                       
alguna, les serán devueltos los hijos sin exigir nada. 
  
Art. 68. Aun cuando alguno estuviere ya prohijado, será devuelto á sus padres que le reclamaren, los cuales                                   
con la intervención de las Juntas se concertarán antes con el prohijante sobre el fondo y forma en que haya de                                         
ser éste indemnizado de los gastos hechos en la crianza del prohijado. 
  
Art. 69. Se suspenderá la entrega de los niños reclamados a los padres de mala conducta por todo el tiempo                                       
en que haya fundadas sospechas de que no les darán buena educación. 
  
Art. 70. Las formalidades y condiciones que deban acompañar á la entrega y colocación de les niños, la                                   
vigilancia que sobre ellos ejercerán asi las casas de maternidad como las Juntas de Beneficencia, las                               
asistencias y consignaciones que en su caso habrán de suministrar por ellos, la educación física y moral que                                   





Art. 71. Habrá en cada provincia, según lo exijan su extensión y demás circunstancias, una ó más casas de                                     
socorro para acoger á los huérfanos desamparados, y niños de las casas de maternidad que hayan cumplido                                 
seis años de edad, como también á los impedidos y á los demás pobres de ambos sexos que no tengan                                       
recurso alguno para proporcionarse el sustento diario. 
  
Art. 72. Estas casas tendrán dos departamentos separados é independientes entre si, uno para hombres, y                               
otro para mujeres, de los cuales el primero será gobernado por un director, y el segundo por una directora;                                     
ambos adornados del celo, conocimientos y demás circunstancias debidas. 
  
Art. 73. Para conservar el buen nombre de estas casas, y evitar que lleguen á hacerse odiosos estos asilos de                                       




Art. 74. Además de la primera enseñanza que se proporcionará á los niños y niñas de estas casas, conforme á                                       
lo prevenido en los artículos 11, 12 y 120 del reglamento general de Instrucción pública, en todas ellas se                                     
establecerán las fábricas y talleres que sean más análogos á las necesidades, y producciones de la provincia;                                 
tomando las debidas precauciones para que con este motivo no decaigan las fábricas particulares. 
  
Art. 75. Luego que un niño haya recibido la primera enseñanza, se le destinará al arte, profesión ú oficio á que                                         
más disposición tenga y él quiera elegir; procurando proporcionarle esta segunda enseñanza fuera de la casa                               
en cualquier pueblo de la provincia; y sólo en el caso de que esto no pueda conseguirse, se entregará á un                                         
maestro de la casa, observándose lo mismo con las niñas, según sus circunstancias. 
  
Art. 76. A toda persona de uno y otro sexo que llegue ya á ganar más de lo que la casa gastase en su                                               
manutención, se le reservará el excedente en un fondo de ahorros del modo que se prescriba en el                                   
reglamento. 
  
Art. 77. En cuanto sea posible se proporcionará también por estas casas trabajo á aquellas personas de                                 
ambos sexos que siendo naturales de la provincia no hallen en ciertas temporadas medios de ganar su                                 
subsistencia. 
  
Art. 78. Para proporcionar estímulo al trabajo, en ninguna casa de socorro se trabajará por jornal, sino por                                   
obra, arreglándola según la materia, naturaleza y calidad del trabajo. 
  
Art. 79. No debiendo ya ser estas casas un encierro de gentes forzadas, sino un honroso asilo de impedidos y                                       
menesterosos, se les permitirá una prudente y arreglada libertad, proporcionándoles desahogos y diversiones                         
moderadas, y se proscribe para siempre en ellas el uso de grillos, cepos, azotes y calabozos. 
  
Art. 80. Ninguna persona podrá ser detenida en estas casas más tiempo que el que necesite para su socorro y                                       
cuidado; pero deberá preceder á su salida licencia por escrito de las Juntas de Beneficencia, y la entrega de                                     
sus ahorros. 
  
Art. 81. Cualquier individuo de la casa que habiendo observado buena conducta quiera contraer matrimonio                             
con alguna mujer amparada en la misma, además de sus ahorros, recibirá una gratificación mayor ó menor,                                 
según las circunstancias de la interesada. 
  
Art. 82. Lo dispuesto en el artículo anterior se entenderá también con los que, no perteneciendo al                                 
establecimiento, pero teniendo oficio y buena conducta, contrajesen matrimonio con alguna de las mujeres                           
amparadas en estas casas. 
  
Art. 83. El pasto espiritual de las casas de socorro estará á cargo del cura de la parroquia á que ellas                                         
pertenezcan, y en caso de ser muy grande el número de personas amparadas en alguna de estas casas, la                                     
Junta de Beneficencia señalará una pensión moderada al cura, para que con ella pueda nombrar un teniente                                 
que le ayude en el desempeño de este cargo. 
  
Art. 84. A proporción del número de personas, fábricas, talleres y demás negocios que haya en cada una de                                     
estas casas, la Junta de Beneficencia respectiva nombrará una, dos ó más personas de la confianza del                                 
director y directora para que á sus órdenes les ayuden á desempeñar los importantes ramos de su cargo,                                   
procurando emplear en esto los mismos pobres dé la casa que hubiese idóneos al efecto. 
  





Art. 86. Las Juntas parroquiales de Beneficencia (y donde no las haya las municipales) atenderán á las                                 




Art. 87. A este fin nombrarán un individuo de la Junta que con el título de comisario de pobres estará                                       
encargado de distribuir los socorros domiciliarios; debiendo dar á la Junta cada semana cuenta exacta de las                                 
cantidades invertidas, del número de pobres socorridos y de todo lo demás concerniente á la recta y                                 
económica distribución de estos socorros. 
  
Art. 88. Para que un necesitado sea socorrido en su casa habrá de ser vecino residente en la parroquia, de                                       
buenas costumbres y tener oficio ú ocupación conocida; debiendo las mujeres gozar igual concepto en su                               
caso. 
  
Art. 89. Si la necesidad proviniese de falta de trabajo, las Juntas procurarán suministrar materias primeras á                                 
los individuos de ambos sexos, determinando la cantidad y calidad de dichas materias, según las                             
circunstancias de los interesados, y tomando las precauciones necesarias para que al devolverse elaboradas                           
no se cometa la menor defraudación. 
  
Art. 90. En el caso de ser muchas las personas necesitadas y tener que recurrir á la distribución de alguna                                       
sopa económica, cuidará la Junta de hacer trabajar á los socorridos, descontándoles del precio de su trabajo                                 
el valor del alimento que se les suministrare. 
  
Art. 91. Cuando algún pobre no tuviese casa propia ni ajena en que albergarse, ó por otra cualquier causa no                                       
pudiese ser socorrido en el pueblo de su domicilio, será destinado por la Junta al establecimiento de                                 
Beneficencia á que corresponda, facilitándole el pasaporte y los auxilios necesarios para el viaje, con                             
prohibición de pedir limosna durante él. 
  
Art. 92. El extranjero que se estableciere en un pueblo con algún oficio, arte ó profesión útil, y se imposibilitare                                       
para ganar su sustento, participará de todos los socorros que la Nación dispensa á los españoles necesitados,                                 
y estará sujeto á las mismas leyes y reglamentos. 
  
Art. 93. En donde ya se hallen establecidas las casas de socorro, ó facilitados los auxilios domiciliarios bajo el                                     
sistema prescrito en esta ley, no se permitirá, absolutamente á nadie, pedir limosna bajo titulo ni pretexto                                 
alguno. 
  
Art. 94. Las autoridades civiles vigilarán, bajo su más estrecha responsabilidad, sobre este particular, dando                             
inmediatamente á todo mendigo el destino que le corresponda, según sus circunstancias, con arreglo á las                               
leyes. 
  
Art. 95. Los jefes políticos dispondrán, desde luego, que los mendigos sean trasladados al pueblo de su                                 
domicilio ó naturaleza, donde las autoridades locales, previos los informes correspondientes sobre las                         
necesidades de cada uno de ellos, providenciarán lo conveniente, dando aviso á las Juntas municipales de                               
Beneficencia por lo respectivo á los socorros que fuere oportuno prestarles. 
  
Art. 96. Mientras se plantifica este sistema tampoco podrá pedir limosna el que no tenga licencia, por escrito,                                   
de la respectiva Junta municipal de Beneficencia, la cual tomará al efecto los correspondientes informes; y si                                 
fuere transeúnte el que la solicite, no se le dará á no expresarse en su pasaporte que es pobre de solemnidad. 
  
Art. 97. Las Juntas de Beneficencia promoverán las asociaciones piadosas que tengan por objeto el alivio de                                 







Art. 98. En todos los pueblos de la Monarquía, según sus circunstancias lo permitan, se establecerá la                                 
hospitalidad domiciliaria, limitándose, en lo posible, la curación de los enfermos en los hospitales á los que no                                   
tengan domicilio en el pueblo en que enfermaren, á los que padezcan enfermedades sospechosas y á los que                                   
no se hallen con las circunstancias prevenidas en el art. 88 de esta ley. 
  
Art. 99. Las Juntas parroquiales de Beneficencia, y en su defecto las municipales, cuidarán de suministrar á                                 
8 
los enfermos pobres en sus mismas casas los socorros y medicamentos necesarios, nombrando al efecto uno                               
ó más vocales, que, bajo el titulo de enfermeros, estén encargados de todo lo concerniente á este ramo.  
  
Art. 100. Será cargo de los enfermeros tomar los correspondientes informes y oir el parecer del facultativo                                 
antes de suministrar socorro alguno, á excepción de los casos muy urgentes en cjue peligrase                             
inminentemente la vida de algún enfermo. 
  
Art. 101. Los enfermeros darán cada semana á la Junta parroquial ó municipal, cuenta exacta de las                                 
cantidades que se hayan invertido en este objeto, de los enfermos que se hayan curado, muerto ó adolecido                                   
de nuevo, y de todo cuanto juzguen digno de ponerse en conocimiento de la Junta, para que ésta provea por                                       
si lo conveniente, o recurra á la municipal en caso necesario. 
  
Art. 102. Para la asistencia de los enfermos las Juntas parroquiales nombrarán los facultativos necesarios, á                               
quienes, previa la aprobación de la municipal, señalarán el honorario correspondiente, y recomendarán al                           
Gobierno, por conducto de los Ayuntamientos, á los que se presten gratuitamente al desempeño de este                               
cargo. 
  
Art. 103. En la parroquia ó pueblo en que hubiese alguna asociación de caridad, cuyo objeto sea el asistir y                                       
socorrerá los socios enfermos en sus propias casas, los enfermeros de la Junta de Beneficencia se pondrán                                 





Art. 104. Los enfermos que no pudiesen ser asistidos y curados en sus propias casas, lo serán en los                                     
hospitales públicos. 
  
Art. 105. Habrá hospitales públicos en todas las capitales de provincia y en todos los pueblos en que el                                     
Gobierno juzgue conveniente que los haya, oídos los Ayuntamientos y Diputaciones provinciales respectivas. 
  
Art. 106. Ningún pueblo, por grande que sea, tendrá más de cuatro hospitales, que se procurará situar en otros                                     
tantos ángulos ó extremos del mismo; y el Gobierno, oyendo á las Diputaciones provinciales, determinará los                               
que deba hacer en cada uno, según su población y demás circunstancias. 
  
Art. 107. Entre estos cuatro hospitales no se comprenderá el de convalecencia, que será separado, siempre                               
que sea posible, y el de locos, que lo será siempre. 
  
Art. 108. En los pueblos en que se haya establecido lo hospitalidad domiciliaria, ningún hospital deberá                               
contener más de 300 enfermos sino en los casos extraordinarios. 
  
Art. 109. En los hospitales habrá departamentos ú salas separadas para hombres y mujeres, niños y adultos,                                 
parturientas y paridas, diferentes clases de enfermedades y convalecientes, en cuanto la localidad lo                           
permitiere. 
  
Art. 110. Habrá también una ó más piezas separadas para los enfermos cuyas estancias fueren costeadas por                                 
ellos mismos, por sus amos ó por otras personas. 
  
Art. 111. Además del competente número de enfermeros ó enfermeras, habrá en cada hospital un director                               
dotado de las calidades debidas, á cuyo cargo estará el gobierno interior del establecimiento y la conducta de                                   
los empleados y enfermos. 
  
Art. 112. Habrá también en los hospitales el competente número de capellanes, adornados de las                             
circunstancias necesarias, para ejercer debidamente en ellos su sagrado ministerio, sin perjuicio de la                           
autoridad y derechos parroquiales. 
  
Art. 113. En los hospitales de pocos enfermos un individuo de la Junta municipal de Beneficencia, nombrado                                 




Art. 114. Habrá en los hospitales el correspondiente número de facultativos, dotados competentemente, cuyas                           




Art. 115. La entrada, colocación, permanencia y salida de los enfermos, la ventilación, limpieza y                             
fumigaciones, el modo de depositar los cadáveres, la cantidad y calidad de los alimentos, el orden y hora de                                     
tomarlos, y todo lo demás perteneciente al régimen interior, como también el orden y ascenso de los                                 
facultativos, sus atribuciones y su autoridad sobre los empleados del hospital, la admisión y obligaciones de                               
los practicantes, el tiempo y modo de las visitas, serán objeto del reglamento. 
  
Art. 116. En los pueblos en que sea muy numerosa la hospitalidad pública las Juntas municipales de                                 
Benefícencia podrán establecer fuera de la población casas de convalecencia, á las que se conducirán los                               
convalecientes de los hospitales, previo el dictamen de los facultativos. 
  
Art. 117. Las casas de convalecencia ya existentes dentro de los pueblos podrán quedar á juicio del Gobierno,                                   
habiendo oido á las Diputaciones provinciales y Ayuntamientos respectivos. 
  




Art. 119. Habrá casas públicas destinadas á recoger y curar los locos de toda especie, las cuales podrán ser                                     
comunes á dos ó más provincias, según su población, distancias y recursos, y aun según el número ordinario                                   
de locos en ellas; todo á juicio del Gobierno. 
  
Art. 120. Estas casas no deberán estar precisamente en la capital, y el Gobierno podrá establecerlas en otros                                   
puntos de la provincia que ofrezcan más ventajas y comodidades para la curación de los locos. 
  
Art. 121. En estas casas las mujeres tendrán un departamento distinto del de los hombres, y las estancias de                                     
los locos serán separadas en cuanto fuere posible según el diferente carácter y periodo de la enfermedad. 
  
Art. 122. El encierro continuo, la aspereza en el trato, los golpes, grillos y cadenas jamás se usarán en estas                                       
casas 
  
Art. 123. Se ocupará á los locos en los trabajos de manos más proporcionados á cada tino, según la                                     
posibilidad de la casa y el dictamen del médico. 
  
Art. 124. Habrá un director, á cuyo cargo estará la parte económica de la casa, como también la gubernativa en                                       
todo lo que no tuviere relación directa con la curación de los locos. 
  
Art. 125. Podrán los particulares establecer de su cuenta casas de locos; pero éstas deberán estar también                                 
bajo la inspección de las Juntas de Beneficencia. 
  
Art. 126. La admisión, colocación y alimentos de los locos, la forma del edificio y estancias particulares, la                                   





Art. 127. Todos los establecimientos de Beneficencia, de cualquiera clase y denominación que sean, incluso                             
los de patronato particular, sus fondos y rentas, quedan sujetos en todo al orden de policía que prescribe esta                                     
ley. 
  
Art. 128. El Gobierno indemnizará á los patronos por derecho de sangre, mediante transacciones particulares,                             




Art. 129. Cuando los establecimientos de que habla el articulo anterior hubiesen sido fundados                           
exclusivamente para socorro de alguna familia, clase, corporación, pueblo, provincia ó nación determinada, se                           
propondrá por las Juntas municipales de Beneficencia á los interesados en su conservación la cesión del                               
derecho que pueda corresponderles, ofreciéndoles iguales ventajas en los establecimientos análogos del                       





Arl. 131. Si los interesados no conviniesen en este sentido, no se admitirán las personas correspondientes ni                                 
aquellas familias, corporaciones ó naciones en los establecimientos públicos del pueblo en que estuvieren                           
fundados dichos establecimientos particulares, mientras no esté lleno el objeto de su fundación, y en todo                               
caso quedarán obligados á observar las leyes y reglamentos vigentes en el nuevo sistema, y á presentar sus                                   
cuentas á la Junta municipal de Beneficencia, únicamente para examinar si se cumple lo dispuesto por los                                 
fundadores, y cuidar se lleve á debido efecto su voluntad. 
  
Art. 132. Se admitirán en todos los establecimientos de Beneficencia pensiones á favor de personas                             
determinadas, las cuales serán tratadas religiosamente con arreglo á los convenios celebrados al efecto con la                               
Junta municipal y aprobados por el Ayuntamiento. 
  
Art. 133. Este plan de beneficencia se irá planteando en toda la Monarquía al paso que se proporcionen                                   
medios para verificarlo. 
  
Art. 134. Todos los establecimientos destinados á objeto público de beneficencia no mencionados en esta ley                               
deberán suprimirse, adjudicándose sus fondos á los que queden existentes en la misma provincia, según su                               
respectiva analogía; pero no se comprenderán en esta providencia los colegios de instrucción para ciegos y                               
sordomudos, y cualesquiera otras casas cuyo objeto sea la educación de ambos sexos, los cuales                             
establecimientos no están comprendidos en está ley. 
  
Art. 135. El Gobierno tomará las medidas más eficaces para averiguar brevemente y con toda la exactitud                                 
posible á cuánto ascienden en cada provincia los fondos aplicados á objetos de beneficencia, de cualquier                               
clase que sean, proponiendo á las Cortes las reformas y economías que crea deben hacerse en su                                 
administración. 
  
Art. 136. Si reunidos estos fondos aún resultase un déficit para costear los establecimientos prescritos en este                                 
plan, el Gobierno, tomando los correspondientes informes, propondrá á las Cortes el modo de cubrirlo                             
permanentemente. 
  
Art. 137. Se autoriza al Gobierno para que, oyendo á las Diputaciones provinciales y Ayuntamientos                             
respectivos, destine á establecimientos de Beneficencia los edificios públicos que crea más á propósito, entre                             
los que pertenecieron á establecimientos ó Corporaciones suprimidas. 
  
Art. 138. Las Diputaciones provinciales propondrán al Gobierno los medios que juzguen más convenientes                           
para ir estableciendo en sus respectivas provincias este plan general de Beneficencia. Lo cual presentan las                               
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PABTI OPIClAL. 
PB.ESIDENCIA DEL CONSEJO DE IrnUSTaOs. 
La Reina nueatra Sciiora (Q. D. G.) J. au augusta 
ıe.ı (amilia continıian sin novedad en su importan-
te .. Iuden cı RealSitio de Aranjuez. - _ii. 
IIIN1STERIO DE LA GOBERNACION DEL REINO. 
REALE5 DECRETOS. 
. Dona Isabel II POl' la graeia de Dios y la Consti-
ıucionde la Monarqu{a espaiiola Reina de las Espa-
iias a todos !os que las presentes vieren, sabed: Que 
las C61tes Iıan aprobado y Nos sancionado 10 siguiente: 
Art."~ Los establecimientos de benefıcencia son 
ptiblicos. . 
se exeepttian. ıinicau:ıente, y se co?sıderaran eo-
mo particulares Si eump\ıesen con el obJeto de su fun-
dacion, los que se costeen exclıısivame!1te con fondos 
propios, donado~ ? leg:ıdos por. pal'tıcul~res, cuya 
direooion y admınıstracıon est~ confıada a eorpora-
ciones autorizadas POl' el Gobıcrno para aste efecto, 
ö ii patroDOS designados por cı fıındador. 
" ,Gııando. estos,lo fuesan por razoD. d~ ofıcio. Y ~i 
oficio quedase suprimido, el establecımleDto se regı­
r' por las disposiciones de esta ley, respetando· en 
todo 10 deınııe las de la fundaeİon. 
Art. 2~ L08 estalılecimientos pıiblieos se c1asifica-
rıln en generales, pl'Ovinciale~ y m.unieipa~e8. EI Go-
bierno 'pröcedera a esta c1asıfıcacıon tenıendo pre-
sentes la naturaleza de los servicios que presteıı, y 
la procedencia .de sus fondos, y oyendo previamente 
ii las Iuntas que se, creaı,ı e.n la presen.te ~ey. 
Art. 3.°' Son estableeımıentos provıncıales POl' su 
naıuraleza : 
Las casas de maternidad y de cxp6sitos. 
Las de huerfaoosy desamparados. 
Arı. '.0 La direccion de la beneficencia corres-
ponde al Gobierno. 
Art. 5? Para auxiliar al Gobierno en la direccion 
de la benefieencia, habra en Madrid una Junta geııe­
ral, en las capitales de proviııcj~ . Jııolas provincia-
les, y. enlos pueblos Iuntas. munıcıpales. 
Ar!. 6.° La Junla general de benefıcencia se 
compondra: 
De un Presidente que nombrara el Gobierno .. 
Del Arzobispo de Toledo, VicepresideDte; del Pa-
triarca de las lndias y del Comisarİo general de CI'U-
ıada, como individuosnatos. 
De un Consejero Real de la seccion 'de Goberna-
cion,y olro de la de loconıencioso; de. un Coosejero 
de instruceion pıiblica; de otro de Sanıdad, que sea 
medico, y de euatro vocales mas, nombı:ados todos 
por ci Gobierno.. ' 
Del patl'Ono de un estahlecimiento general que se 
həlle domiciliado en Madrid, y si fuesen varios, de 
dos que elegirıi cı Golıierno. 
Art. 1.° Las Iuntas proviociales de bencfıcencia 
se compondran: 
. Del Iefe politico, Presidente. 
De.! pr",lado diocesəno, ıl quicn həga sus veces en 
ausencia ıl vacanie, Vicepl'esidente. 
De dos, capitulares propuestos POl' el cabildo al 
Gobierno; y doadc no Iıubiere catedral, de dos ecle-
siılsticos, que propondrıi el prelado. 
De un Diputado provincial. '. 
De Iln Consejero provincial, de un medıco, de 
d08 vocales mas, lodos domiciliados en la capital, y 
nombrados porelGobierno a propuesta del Jefo po-
Iitico. . 
Del patrono delln establecimiento provincial que 
se halle domiciJiado en la capital de:la provincia, y 
si fueseiı varios, de dOB que propondl'<\ el Iefe po':" 
){tieo. '. . 
Art. 8.° Las Iuntas munieipales de benefieencia 
se eompondran: 
. Del Alealde, ıl quien Iıaga sus veces, Pı·esidente. 
De ,un eura parroeo, en'los pueblos donde no Iıu­
biere mas de euatro pal'roquias; de dos donde pasa-
ren de este numero. 
De un Regidor, de dos en el caso de exeeder de 
cuatro el ntimero de 108 que eomponen el Ayunta-
miento. 
Del medieo titular, y en su defecto de un facnl-
tativo domiciliado en el pueblo. 
De un voeal mas, si los vecinos del pueblo no 
Ilegan a 200; Y de dos si exeeden de este numero. 
Todos estos vocales saran nombrados POl' el Iefe 
politico a propuesta del Alealde. 
Del patrono de un E'stablecimiento que se Iıalle 
destinado a socorrer a Iıijos del pueblo, con tal que 
estuviere domieiliado en el mismo; y si fuesen va-
I'ios, de dos que propondra el Alcalde. 
Art. 9? EI Presidente de I.a Iunta general de be-
nefıceneia es amovible. 
La duraeion del cargo de Voeales de nombı-a­
miento del Gobierno ıl de los lefes polftieos sera de 
cuatro aiios en la Junta general, tres en las Iuntas 
p~ovinciales y. dos en las.muııicipales.Todos ellos 
pueden sel' reelegidos por los mismos. tramites y con-
ceptos con 'que Iıubiesen sido nombrados. . 
Art. 10. La Iunla general, ademas de ejercer eıı 
108 esıablecimientos generales las atribııciones que 
las provinciales y municipales en los desıı respeeti-
va competencia, sera consııltiva del Gobierno para 
!os asuntos de benefıceneia. 
Ar!. 1 t. Corresponde a la Iunta general, a las 
provinciales y a ıas munieipales proponer a la apl'o-
bacion del Gobierno los reglamenlos especiales de 108 
esıablecimientos de beneficeDcia de su cargo y las 
modificaciones convenientes en los mismos. 
En todos los rcglamentos,· asi eomo eıı euales-
qiıieı-a otras disposiciones I'elativas a 108 estableci-
mientos de beneficeııcia, se observar;ııı siempre.las 
reglas y priııcipios siguientes: 
Primero. Los patronos, bien ejerzan esıe cargc 
POl' si, lıien porrazon de oficio ıl por represenıaeion 
de Iılguna corporacion 'Iegitima, conservaran sobre 
los estalıleeimientos de su patronato los dereehos que 
les correapondaıı POl' fundaeion, ıl POl' posesioıı iıı­
memoriaL. 
Segundo. Cuando el patrono no tenga dereeho 
terminiınte de nombraı' eıı todo 6 eıı parte los em-
pleados necesarios para la admiııistracioıı del esta-
blecimiento,la Junıa geııel'al propondra al Gobierno 
los que no pudiese nombrar el patrono, si el establc-
cimiento fuese general: si fuese provincial ıl mıınici­
pal, baraıı la propııesta al Jefe poHtico las Iuııtas 
correspondientes. . 
Tercero. EI Presidente de la Iunla geııeral, me-
diando faltas graves, y previainstruceion de un ex-
pediente gubernativo, enque sera oida la IUDta ge-
neral', podra suspender a los patronos de estableci-
mientos generales. . 
Los Iefes poHtieos tendran igual atribucion res-
pecto de patroDos de estalılecimientos provinciales y 
munieipales, oyendo al Coıısejo p·rovincial. 
Unos y olros daran inmediatamente cuenta al Go-
bierno con re·mision de! expediente instruido al efeeto, 
EI Gobierııo eonfirmara la suspension ıl la ınodi­
ficani en los termiııos que halle convenienles. 
Cuarto. ta destitudoD de cualqnier patrono per-
ıeneco exclusivamente al Gobierno; pero para' acor-
darla habl'lİ de sel' precisamenıe oido el interesado 
y consuItado el Consejo Real; , . 
·EI paırooo dcstituido ıendr,\ derecbo sin· embar-
go a 'reclamar ante 108 Tribunales que seguıi Jos ca-
SOS correspondan. 
Destiıuido Iln patroDo, si 8U cargo fuesc anejo· ıl 
un oficio, el Gohieı;no nombrara Otl'O patronotempo-; 
ral para mientras' eldestituido viviere ıl sirviere el 
ofıcio que lIeva eonsigo el patronato. Si ci ofıeio fue-
re eclesi:istico, el Gobierno nombrarii patl'Ono tem-
poral a un sacerdote de caıegorfa anıiJoga en cuanto 
sea posible ıi la del destituido. Si el patronoprovi:" 
nicre de' nleccion de alguoa corporacion perpeıua, esta 
pı'oeederiia Dombrar otro palroDo; y si no LA biciere 
en el·termino de' quinee dias despnes que le liaya 
sido comunicada la destitueion, 10 Iıara el Gobierno: 
Si el patl'Onato fuese personal sera l1amado en su 
'recmplazo el que corl'€sponda con arreglo ıl. la fun-
dacioo, sin perjuicio de los' dereehos exisleutes ıl 
eventuales que la misma hubiere esıablecido. 
Quinto. Por riingun establecimiento de lıimefiçcn­
cia, sean pı1blicos ıl particulares, ni POl' slls patr~ 
nos, podrıi oponerse la menor difıcultad ıl E'ntorpe.:.. 
eimieııto ıi. las visiıas que el President.e de la 'Iııola 
general Ô los Iefes politicos poı' sC ıl por delegailos 
espeeiales suyos girasen ıi Jos mismos. La autoi;dad 
de inspeccion de cstos represeotantes del Gobierno 
es omnimoda cn el aelo de visi!a sobre cuanlo: len-
ga relacion con examinar el oSlado econılinico' del' 
estableciwiento, la regularidad de suadminıstracion 
yel cumplimienıo de las obligaciones ıiqıi.epor' r~ 
glamento se Iıalla consagi'ado. ", ' , 
Sexto., Los Obispos, en desempeno de . su . m·inis..c 
terio pastoral, podrıin visiıar 108 establecimienlOs de 
beneficeneia de SliS respectivas diılcesis, y poner en 
conocimiento de 108 lefes poHıieos, de. la Iurita . ge-
neral ıl del Gobierno las observaciones que juzgll60 
benefıciosas a los mismos, y no fueren de su propia· 
eompetenciə. 
Septimo. 'fodos 105 estalıleeİmientos de benefıcen­
cia eslan obligados ıi formar sus preS\İpueslos y ıl ren:' 
dir anualmenle cueutas circunstanciadas de su re5'-' 
pectiva administraciou. .. C 
Estos presııpueslos y cııeiıtas se examinarcln y re-
pararan por las luntas generales, proviuciales ıl mu"': 
Dicipales, segun la clase de los establecimienıos ,dan;' 
doles despuesel eurso eorrespondiente. . 
Octavo. "'Todos los car-gos de la: direçeioiıde ~ 
neficencia encomendada 'lİ las Juntas general', , pro-
vineiales -y municipales;. excepto sus seeretarfas, . se-
ran grəıuitos. .' ,.' 
Todos los enıpleadose'n ·laİ'ecaudacion y·cıislo,.;. 
dia de fondos eslənsujetos a la dadon de fıanzas .. ' 
Art. 12 .. Las JlIntas provin~iales ~3ıablecer~n,doii~ 
de sea posıble, Jııntas de senoras', que" en 'Conccpto 
de delegadas, cuiden de las casas·deexpılsitos; pr~' 
eurandoque la lactancia deeslos se verifique en el 
domicilio de las amas, de'las de maternida!l', de'Ia'~ 
de parvulos ıl de cualquier otröestıiblecimieulo de' .. 
henefieencia que se considere analogo a.-Ias cODdicio-
nes de·su·sexo;' . ,:: .. :,' ,." 
Qııeda autorizado el eslablecimienlo de casas 
subalternas de maternidad. ' . 
. Art. 13. Las Juııtas muniCijıale.s organizaran y 
'fomenlaraıı todo genaro de socorros domiciliariös, y 
muy particularmeute 108 socorrosen especic.: " .. , 
Las Innlas ·municipales determinaran el Iıumerô 
de las subıılterııas de so~ı'ros domici1iai-ios q'ue haya 
de lı.aber', yque podran ser lantas cuanlos seıın 'os 
barrıos de la poblacion. . , " "" .:. 
. Al frente de cada lunta subaltarna de Socorros 
doııiiciliarios Iıabra, por ı'egıa general; un 'eclesiıisti..; 
eoque ıiombrara el Alcalde a propııesta de la lunta' 
municipaI. Loseurəs parrocos 10· eslan por razoıi de 
su 'ministerio ;\1 de las Iııntas parroqııiales 'debcıie6': 
eencia domiciliaria. " . .' :. 
Las cuentas de las Jııntas parfOlJuialei coııipi'en.;. 
~i~~f~:~J~~!~~~~bili~'i~~:: Jaş l'."Jlt~ş ~e~~r~ , :if~~ıfs ,~ig~;!ia~} y ~a~;d!~.i>~ra: :'~~~Ile~~~; ı; ~~e~a~~~:s ~~~~~c~~oe~t~ d~~on~fg~;:~~; ~~~ h~ 
EstascUeıilas'.se,dlıran,.menslIalmente 'la l'unla i?ado eo Aranjuez a 22 de, Ju~i~ de 48(.9.=Estıi ~'iscales necesitan oil' cı inCorme verbal de la parle 
Plunicipal,y' oxpresaraiı--eliıiiiiıcrô'ycıİntidlıd de rubrıcado de la Real mallb.~m 1\lınlstı·o de comer-ııntel'csada para leııer complelo conociwienlo de la 
ıınxilios recibidos, yacn'efectos, ya cn dinero, y su eio, Jnsll'uccion y Obt •• pıUıllcas-Juan Bravo 1\lurillo. justici:ı 0 iojıısıicia de 8U pretensiOD; y considerando 
distribueioil.' ,",. . , .' , .. ~: 1 POl' ıi1timo qııe la mera' dcsignacion del Fiscal heclıa 
Las Iicencias pıtl'a \ascııes!acionesdömiciliarias y " "Agriculıur,,: eıı ci pal'l'a~o 3.° ılel artlclll0 3-ı dc la ley electoral, 
pıiblicas las'coricedera·,eIAJcalde. ,. ,.,,'. con anıelacıqn al defcnsor de la parte interesada, DO 
AI·I. H .. ,. Soo bienes propios 'de la beneficencia, . 'YlslO ci Pı?yecw.,d~or.eglamen~. foımado ~ara el luvo POl' objcto detel'minar su precedencia cn el uso 
cualesqııiera que sea,sıı geııe~oy condicion, 'Iodos los smdıcalo de ~leg08 ,da Tauıte,mıınd?do cstə~lecer de la palalıra,- sino aLender ə la dignidad y calego-
que aclualmente poseen, 0 ii. cuya posesion tengan por el ~rl. 4. deIR,eaı..4ecrew, de 1 a. ue JUIll.~ de .. Ia de su caJ'go, ha tcnido 3 hicn resolveı' que en las 
derec\ıo los establecimientos existentes y 105 que en "8~8, S. 1\1. la Rcina, (Q. D. G.)ııe ha dı~~ado dlsl:O- vislas ıle IOS cxpl'esados recursos proinovidos anlə 
10 sııcosivo ııdquieraıı CDnərl'egJo ii las leyes.' ııcr que se esıableı;ca .de,sde luCfo con aııeglo al ıe- las Audiencias sobre inclusion O. exclusi6n' en las lis-
Lo son igualmente las canlidades queselcs coıı- ~lal1lento que se h~.~I8,nlıdoapro~ar ~o~ c~la f~c\ıa, tas elecloralcs, conforırıo ıl 10 prevcnido cn el ar-
signen en los presupueslos 'generales, provincialcs y ~ del c~ıal a~ompano ii V: ~. c~pıa, ıns~rtando.(l en !iculo 30 de la ley ılc ;18 de ,Marzo de 18~(j, !ıan de 
municiJllll~",segıııı)05 fa~ali.",.,.. "", ~,.. . .. ' ol Boletın oficıal de e.~~~l\1ınlstel·I.o:,S. 1\1., usando dcl informar, eposlrados, primero los. dcfonsores"de los 
Ar.~\:~137::,"&; :l'C!ı\en-:~;'llı;Gpbi~~o:Ja facultıi~, dederec!ıııqııe ~or el,_'!ll~o si) b~re.~l'vad~ ıle nom- ~'oclıı:rentr~ rormulıindo !o~ iıgrayicfS 'que crean ıi~lıer 
crear:6:(IIUpnlDır:alableclmlelıtos~,l!greglır 0 segresar,brıır 101 vo~al~s delıııııdıcıı.ıopoı EP!Dera ~"ez, y vara IIlferldo 3 ı,ıstos !a~I'OS?lucl~DeS de 108 Jefcspolııi~os, 
sns ~ıilıı9.,en t~C) 0 j~n: ~rtekprevia ,consııJta dol iU cstablcp'ım!ento.' J!~teıııd~ ii ,en desı."ııarloı, cn y dospuos ol rılınıstel'lo fiscal para ııpoyar,ılı'ebatlr 
Con~.m:'8e!lı. d~jıu~~,'.d"e ıIı1l!be,l'IIIt la.llinıageD~ral la.formo 6Ig~lente. Dırecıor, D. Pedro Saınz do Da:- sus demanCıas, segunviore ser juıto_' . " .• 
r~p~ 4~:~sta~cı~lll~t?+~8oneralel;l:ıs J~lit~s'y~8nda:~iodICOS! P(,ır Tausle ~. J~bo Tomas .Olleıa Madrid iS de Jiınio ılə f8('9;'!'-Amizoııi •. 
dlputaclorielı."provlncuIJeıı rHpe~lo -de eııtalılecımlen-yD. Angol Ramll'ez:' por FlIsllnana D. Rafael Gıl: por . , . " ,,~, '.,: 
tOs provineil\leş" y las,Juntas Iljuniçipa!eş y Ayunıa- BlıiiuqlH: Antonio Oliver: POl' 10S fpııeblosııo ciJıu{ue-
mieoıos'rcspucıo do los'inıınicipales. ' nos cn la'iıcetjiiiii'D: Antonio Lafıieriıe; meiioi'; 'y TRIBUNAL SUPREMO DE JUSTICIA. 
. d I lı d' L • L como s. uple. nles, ııor Taııste D. Pedro 011. ela y D. Lo- Eıı los anlos enlrc D. Lucio Casl<jon y el Minislerio fıscəl 
Taıiıbıen po r .• i 0 Go iema usar, e ı"ua es ,ilCU - 1 1 h 'd 'l d 1 'd D L' .' ., rcn'zo Diııgo: POl' Bııifııcl D. 19nacio Sesnıa : por Fusti-. on os cua cs an Si 0 Ci a os y. emp aza os . 'rancısco 
tades rospecto do los estalılccimientos particulares Verniı, D. Manu": y D. Luis Cal'rillo, cı Conda do Iban-
eııyo ohjeto haya cadııeado ono pucda 1Ioııorse cıım- fi(ma D. Franciseo Vitas: pOl' Cabanillas D. Hoque Sola: grandc, D. Rufioo Casısjon y D. Juliao Gomez de la lIuor!a 
plidamcnıe POl', la ılisminucion de sus rentııs; pcro POl' los lltıcb!os 110 condueiios D. Jl1ən Alon80 de llemo- como marido de Don. Domiııga Gon.aleı c •• Iı·jon, sobr~ 
en 'uoo ,y otro cıısa debera oir ,precisamente al CODse- liııos. reversion ,y enlre~a de 105 bien •• quo rıicrou dol e"linguido 
'Eil la volunlad de S. M. quo en cuunlo circule convenlo do monjos de Lı Picdad de csla corto, vulgo las 
jo Real.y- 3'108 inleresados. , " Vallec •• , pendianlc. en esle suprcmo 'frihunal de Jn.ıicia 
Aıt. 16. 1,1 supresion de cualquier esıablecimien- ,. S. 10S nombramientosa las inıel'esados disponga .n virlud dd recurso de nulid.d qu •. por incompe!.nci. do 
to .de beneficencio ,pı'ıblico 0 paı'ıicular, supone V. S. se !ınga por cı, Jııgeniero jere del disırito, Di- la Audiencia, por no hahers. recihido clnegocio a proe". 
ı;iempl'O la incol'poracion de sus Iıienes, renıasy dc- rectoı: del canal imperial, inmediata enlrcga dol de y por ralıa de ciıacion, inlcrpuso D. (1roncisco Gonza.lcz del 
rechos 00 olroostııblecinıiento de benoficencia. TııUslea las cııulro viIJus condueöas, Tausto, Bıı- Casırjon, Conde d. cste tIlulo, y contimia hoy su hijo Don 
'" Aıt. -ı'. ,Asi en los negocios conıencioso-adminis- öU,cl, Fııstiiiana y Calıanilla5, y en su noııılıre y I'C- :~uc~~o~ i~o i~ı::;~:::'~~'r~::~~~~~"e~u~ı~~ ~~t~:~oaı~ep~~~~~ 
'raıivos coıno on IOS ordinƏl'ios, Jıien scan Iıclol'C8, pl'osentacion al Direolor del sindicaıo D. Pedl'o Sainz ra de 1. Audiencia lcrriıorial de'esta COrl. on 20 de /ıIaroı 
bien demandados, 108 C8lablccimiontos do beneficen- de Barandə y ılol1las sindicos qııe concurran. Rospec- de 18.8, coııfırmaı.ria d. la de vi.la do la sala lercer. do 
eia Iı"iııaran coıno pobrcs. 10 a )88 fincas de la misma aceqııia ha tenido a lıien I'c- la misma de ~O de Asosıo do 1847. cn la quo se declar6 no • '" I S .. 1 . ıdı L' d I D' . haher 1"''-1r ıi proveer s.bre la ciıaclon dd eıı:pre.ado D'on .. ,Aı·I'.· 'S· .. Los esıolıleciwicnıos do bcneficencia, so veı' ."., cn vls a 0 a consu ,a e a Ir€CCClOn 1 . C ~i . 1.. . <0'1 d 1 C d . d' d 
'1 dıl d. ıdı .' '1 ,UCIO əs oJon, llJO prıınog~ .. ı 0 0 on e, ın ıca a por .1 
pıiblicos ô particulares,no adırıiıirıin ıl ,polıres 0 men- . c cana ,.lJ liO se evııe va~ 10 aB as .anteııores LI a Fiscal ıJo S. M., l' quo le habi. ıl La rcslilucioD in iolegruın 80-
digos vlilidos. ıncol'pOraClolı; yon cuanto a las posterıores, rescrvan~ liciıəda por ~I rııı>nıo Fiscal del aulo d~ la sala d" 1 ~ d. Di-
_ .Art. 19. 'Los csıablccimicnlos que porlcnccen ex- do ıinicamonte de las urbanas, la casa.y graneros I ciembrc de f SU , Y 60 maııd6 en su consecuanda que, re-
clus ..ivamente al palrimon.iolleal conıinuan\ıı ri_."icn- cxisleııtos en Fustiöana j la casa con graueras y lJü- poni601 dose i~sl a\l~os al fstado que leninn. anl"" de dic!ars. •• dc"a vinaria y oleal'İa en Tauste y los "ra 0 aqu.1 a l!rOV(( enc"" so a:,l~~~asen al (11,eal para meJo.ar 
dose.,coıno Iıasın aııui ,por SIiS 'reglaıneıılos particu- " '. ."",ner s.y 1. arelacıon que .sı.ha ədmılıda, . 
lııres, , '.' casa contıgııa en.Rl'ruolınos, cııyas tl'OS fincas con!ı- Vistos.=Considcralıdo quo lə Ihciend. public, ıenia un 
",;Ar!. 20. No son objeto de csta fey loş oslaJ,leci- nual'an pel'tenecıendo al Estado; adlıiricndose 3 las 1 derec!ıo claro y '''pedilo para coıı!inuaı' la apelacion pen-
I)lien~os de Iıenoficeacia no voluntal'ios, ya seao dis- Vi.ııas condu.eiins I.OS. sotil1os, casas .de peoncs y de-ı dienı. c!' la Audieııcia, y. en 51]. cƏS. el rBcurso de .~.UPli.C." 
. I məs que siendo de corto valor 'para este son !ıo" . Consıdoraudo qno la r.nu~cı. de esl<; derccho por cı 
ciplinıırios. ya COI'fI~cclona es., . ' .< " '1 . ld"'" J (1lso.1 produce un dallo no!ono ıl la Hacıeoda' auando se 
Arı" 2·1. Quedan, del'ogadas las leycs, Rcales, de- necesarıas u muy uLI es para a a mınıslracıon do la Iral. de un Bsnn!. cue,lionable: . 
cretos "ordeııese. instl'uccion€s que se opongan ıl la accquia. C005iılerando ~ue el ılocumenlo de ıransaccion presenla-
Pfııl\eııte ley., '. ',; ..• " ','. . ". 1,I~n~ldmonıte, ~n cu~~tod;illad~on~1ıIt3 cleyada por I ~oe~~r il 1\'.18ion s· ~S noıo~~aı~nıe'odig!,n.deııendso eh 
',,'." Por ıa .. nt,o .mall,da.mos a lod05 los 'fribıınales, JU8- C rCıerı ci ugcnıero' Je,o, 0' ıstrılo' d.e Zaragozə, ~i , • a y ca i ıcar n .. uerzı• C JU Ci prıncıpa, y e con· . acerca do si 10" re"antes del ca'nal CI T' -1 'd I .ıguıeııle hace eııeslıonab.c .sle: 
ticias, l'efcs", Gohernadol'es. y demas. Auıol'idades, əsi. ~_ c . e alı. 0 e )en Consiılerando ıı"e en .1 caso prescnıo para dccidir 50. 
~iyileıı,coınq,;miliıal'es y. ,eclesiılsticos, de; cualquiera satısfaceı' ~s~eano olguna. cantıdad par.eı əgu. a qııo I brc la resıilııeion, DO c. S' necfsario ,ni aun'conveni.enıe eıı­
çləse 'y diguidad, que guarden y !ıagan gual'diır, cum- se les sumınıslra para el rıego de yerdes 0 monuccles; Irar en la calific.cion ni deeisioo de cııal de 10. dos docıı­
pljl':'Y cjb'clHarliı presente ley en tQdas sus pal'ı€s. atondiondo S. M. ıl quo estQs pueblos son dueiios do i mfııtos d~bo prev,.lecer, si cı pı:,seDıaıIo por el Cnnda 6 ci 
.. '. D~do ön '.·\.r'anJ·ılez .< "0 "e Jıllll'O 'I.Q • 8".'.= ".0 la acequia; y 3 qne )lor el arl. 3? del Real dccreto dc 1· de IC" lIa.cdıendad: d' 1" d·' . I ,. ". II.. U U '1"01 • • .• d 'J . 'd'l -' L' onsı eran 0 por 10 iC 10 que 110 se Iral. c ·1 •. JUsli-
t,o\.':R1~jNA. =;=EI' Minislro de la Gobernaciou dol Roi~ '1.11 0 unıo ıJ ana anlerıor se expreso q!lə a extın- ci. 6 iııjıısıici. d. la providen,cı. en quo sedecrel.6 la rc~ 
no~.EI Condede' San' Luis., " " '.. ' elOn dol canon para estos regauıes tendl'IƏ efeclo en ' ,"ersion de bicııes ii ru\'or del Conde GODzaleı del Casırjoo 
el presente aiio, se Iıa dignado .declol'ar qıie osıan: y si ı'ınic.menl. do ,"ol ver ıl un Ir"mito de\' juicio que ~~ 
relevados de! paso de las referidas cuotas, qııedəndo i hall.ha pendienıe e!' !. Auı.liencia, y q~e se r~nunei6 en 
:' Conforme· ii .10 prevenido en el arl. (j~ do la ley 
11e .2Q, del acıual,. Veııgo cu nombrar Presideute de.la 
Jııııla geneı·al deJıcnellccncio del reiııo ıl D. Fernando 
Muöoz, Duqııe de Riaıısares; y,pəro complelar dichıı 
l'uııla ,.enıınion dellU .. Jl. Aı'zobispo de Toledo Don 
Juan JO$ODonel y Orha,Yicepresidclıtc; deU\r. R, 
PatriarcR,da IRs Jlldias D., Anlonio Posadas Ruhiıı de 
Ceıis,'-y 'del Comi,şlIl'io gpncl'uI dıı Cruımda,D.:Malıuel 
WJı.ez ;Sanl,aclla, Vocales uatos POl' La cxpreSilda ley, 
noll)pro ii D~ Alberto }'elipc;Valdric, ~arques deVa1l-
&-oroera, Consejero Rl,'ClI ,de la. seccion ,de Golıcl'lla­
cion;' 3 D. Domiııgo Ruiz de la Vega, de la de 10 co 11-
t,encipso; ii D. Ja:vjer, de QUilılo, Consejero de Jnsıruc­
cion pıi,b,lica,;. 4,D.,Maıeo Seoane, del l:onspjo de 58-
nidad; ıl ,1) . .J.uan. G~rcıa f,arrasco" Conde de Sanla 
()I~l!a; liJ~oiı(>iWoGoıiliız de La Serna;,ıI D.)\laiıuel 
ÇaMero.ili,D.redrodela Hoz. .' '. .'. : 
ı' 'I)ado enAtaujuez a 22 de Junio de 18~9.=Esıa 
rubrica'do del~ Real inano. =EI Minislro de, la Go,. 
,oorl1aci6iı,diıl' Rern07EICônd~de Santuis~ . , ---.. _-,---
MINISTERIO DE COMERCIO, INSTRUCC10N', 
,',_ " ';. '1' ':, 'oa ..... ~.LIC.U. -.-" .. ' 
por consiguienıo sin efecto cııalesquiera conciel'los 0 .ella, y 'ıuo ıle cnnsıguıenle corresponde a la Illısma r.sol-.' j ver !1iobre eE-le puııtO: 
ar .. renılaınıentos qııe para el cobro de ellas, por 10 ro.- Coosidcrando POl' lodo 10 ref,.rido qııe DO habia neoesi-
lativo ıl este aiio, se hııbiel'an verificado. d.d dD recibirse.1 n.gocio • pru.ba, y qııo ıl mayor .bu.· 
Sin cmlıargo, como esta declaracion Cg una C0I1S0- damicnlo esla DO se pidi6 expresamcnlc por ııinsuna d. las 
cııencia do la propieılad de la acequia la cunl si hu- .. paılrs: . . . . 
b', ı d d'd d - 'h b' ıl b' I I Consıılrrando finalnıenlo quc para qııe prccedıera la DU~ ıc.e es a 0 en po or ~ sus lıen03, Li. ıcra. e i( 0, Iid~d por Ila halıers. citndo al'juicio al hijo d.1 CondeGon-
S(ıl' gual'(lada POl' los mısmos, el Jogenıel'o Jefodel zalcz del Casl"jon era indi.pensabl. 'luc r.sulı.r. claromen-
dislriıo pasara ıl V. S. nota, expl'esiva de los gastos : te 5U personalida.ı., y apar.co .1' coillrario que cl hijo n.o 
indispensab!os causados en dicho .objeto 011 ravor do. tuc parl. en cı pldın principal qu •• e h~ solieitado nbrir y 
la acequia de' 'fauslo' disponiendo V S su alıono' conlınuar, ~ qUB na .so ~ıa I're8eıılado: 10tnpOeo .do.oumenıo . . '. . '. I .Iguno qu. ımponga oblıgacıon.s de nınguna'esı}~cı. a1:pa-
por el sındıcalo a· !os fondos del C8nəl Imperıal. rienı. cel'cano en quie" en su caso r.cayeran los hiooes ii-. 
S. 1\1. copfio POl' ıiJtimo en que V. S. conll'ibııira ligiosos, (1allamos, qU" dabanıos d.elar~r y _ declaraınos 
con los esfuerzos de sll ilustrado celo a quo tengan ! na bab,. lugar"al upıesadorccurEO .. dıi oulid~d ;-~Ierpıiesıo 
cumplido logro SU8 Reales intenciouespara lacomple- I pOl' cı Conda ). contınuado por su hlJo 1>. LUOIO', cODden.o-
fi I 1··.. dd· d'" I ilo .omo condeDomo. ii osl. en la. coslas del rreurıo Y'ıi la,~ na l'ea ızacıon· 0 cste gran e aclo e Juslıcıa la p~rdida do 105 ı 0,000 rs. dopo5iıados, que ı;e dislribuir4n 
en lavor do aqueJJos pueblos. ,.' , I cou alrfgla ıl derecho. '. . .' 
, De .Real orden 10 d,igo ii V. S. pDl'a su inleligeııcia Y por I.a .preson!e sen!.ncia ,quiı. 5.0 pUb1ic~rıi'?o la Ga-
y erecıos·corl'espondientos. Dios guarde3 V. S. nıu- c~ta del.Gablernc, ,Y .de ,1ue se rell!,llr6 po~ ~uplı~adoco­
clıos aiios. l\Iadrid 16 de Junio de 18~9 =Dravo l\f _', pıa c~rııficada al Mır".I.rıo de Gr.cıa l' J.U5I'CI., 8S1 lo'pro-
. .' . U ııuncıamos ,mandamos y firınamos. = NICQlas Marıa Goro-, 
rıllo.-Sr. Jere polltıco de Zaragoza. ııy.=I~rancisco d. Olavərriela.=Juaıl Nepomuceno (1ern~n~ 
_ •• _ dcz San Migucr.'=Gregorio DarraicoƏ.=Joso,Ceeilio de la 
Rosa.=Manuol Barrlo Ayuso'=Franoiscn As"slin Si"·.I •. 
. Publicacion. Leiday p"bliead. Cue csl. senıənci. pOl' ol, 
'lIeal ılı·den. Exomo. Sr, D. Nicolas Maria Garell)', Pr •• ideiııedel Tribu-
M1NISTEl\IO DE GRACIA Y JUSTICIA~ 
. nal supremo :de' Justicia, eslandose celobrando audioncia 
, .. , .. :, REAL DECRBTO. : - EI Fıscal' de la Audiencia ,de Albacete acudi6 al . puh\ica on su sala sfgund. hoy'2:2 de JUDio de 1819,de qııe 
" Atendiendo'3 las necesidade8 delservicio pıibli...;' Minislerio de ıni cargo consulıando sobre el 6rdcn quo : ee.rımco coın'! Secl'eı.rio do !a Rcinə nue51~a Sello~~ y d. 
cö en el.jmpol·tante'l'3mo de la ·əgrieultura; y con- delıe guardıırse al informar el.Miııisterio pıihlico y los Camara de dıcho supremo trıbuDol.=Asuslln MODl'ioDO. 
formılodo,me, con ,la propuesla que .so~repl pal'ıicular del'ensores de las partes on las visıııs ii que daıı 111-1 = 
Me~a elevado Mi .Minisıro de Comel'cio, Jııstruccion gar 10B recursos de i?clusion 6 exclusio~ en .Ias lisıas PARTI NO OFltllL 
y,'Ob,ias' publicas, ıi".consuha del RealcCnsejo de eleclorales, promovıdos anle las Audıencıas, con I • 
AgricuJıura, Jndıısıria y Com!)rcio; Veogo en dec.re~arreglo ıl 10 mandado enel ,ərt. 30 de la, ley de 18 CO RTES. 
tar',a ~re!ı,ç,on"dc. trp3, nuııY~8plazas. en cı ınismo ·do: Marzo de.' 18.~6., . 
Coiısejo,nöınlıraiıdo.parəd,esempeiiarləs ıl D, AI!ljan~ Entorada S.M., oido el,Tribunal 8upremo de.Jus- ,CONGRESO DE LOS .DlI>UTADOS. 
400 Olivan,'- Dipntado;li' C6rteıi;'y: aulor de la cartillaticia., do ()()nformidad con su' dictıimon, y leııieodo P ... IDUCUl!1L S •. MAH"s. 
deAl!ric~ltur!l:,q~e.ha: ~bienido el primer, Pr1ımio,.en preseıılo 10 dis~ue~ıo. p~r }lunı?, g~neral para Lodos Sesion del dia ~3 ik Juniode 1849. . 
~L .c<!ncur!i.O .pub,l~cq" ~,~lebrad,o ~i efe,cto; a. D. ~ uııan i~s casos do, la JUI'lsdlccıon ol'dınarıa on lle~1 ol'den s •• hro 6 1. un, )' cunrlo. y I.id. ol .,ota d. 10 ont.;io' .s oprohadı. 
Gonzalez de Soto, presbıtero.' Dıreotor. pel coleşıo po- cırcular d~ .. ~ ~e Octulıre, ıle 18,H; 10 qııe .dıctan los I Et Sr. VILLAVEROE pido.qu. con'l. quo !~Iô co pro dCI, .,1. 1.' dC~ 
Jjl.l.onj"() V aulor de la oarlıllıı que ha mcrecıdo el ,buenos prıncıpı08 de sııstanciacion' la especial cİr- i proy.cln do ... n~cl~'. Y DO cn contl'. c.m. eqUlvocRd',"'CDıas. lI' P"" 



















Se exceptúan únicamente, y se considerarán como particulares si cumpliesen con el objeto de su fundación,                               
lo que se costeen exclusivamente con fondos propios, donados o legados por particulares, cuya dirección y                               
administración esté confiada a corporaciones autorizadas por el Gobierno para este efecto, o a patronos                             
designados por el fundador. 
 




Los establecimientos públicos se clasificarán en generales, provinciales y municipales. El Gobierno procederá                         






















Del Arzobispo de Toledo, Vicepresidente; del Patriarca de las Indias y del Comisario general de Cruzada, como                                 
individuos natos. 
 
De un Consejero Real de la sección de Gobernación, y otro de la de lo contencioso; de un Consejero de                                       



















De un Consejero provincial, de un médico, de dos vocales más, todos domiciliados en la capital, y nombrados                                   
por el Gobierno a propuesta del Jefe político. 
 

























La duración de cargo de Vocales de nombramiento del Gobierno o de los Jefes políticos será de cuatro años                                     




La junta general, además de ejercer en los establecimientos generales las atribuciones que las provinciales y                               




Corresponde a la Junta general, a las provinciales y a las municipales proponer a la aprobación del Gobierno                                   
los reglamentos especiales de los establecimientos de beneficiencia de su cargo y las modificaciones                           
convenientes en los mismos. 
 




Primero. Los patronos, bien ejerzan este cargo por si, bien por razón de oficio o por representación de alguna                                     
corporación legítima, conservarán sobre los establecimientos de su patronato los derechos que les                         
correspondan por fundación, o por posesión inmemorial. 
 
Segundo. Cuando el patrono no tenga derecho terminante de nombrar en todo o en parte los empleados                                 
necesarios para la administración del establecimiento, la Junta general propondrá al Gobierno los que no                             
pudiese nombrar el patrono, si el establecimiento fuese general: si fuese provincial o municipal, harán la                               
propuesta al Jefe político las juntas correspondientes. 
 
Tercero. El Presidente de la Junta general, mediando faltas graves, y previa instrucción de un expediente                               
gubernativo, en que será oída la Junta general, podrá suspender a los patronos de establecimientos                             
generales. 
 







Cuarto. La destitución de cualquier patrono pertenece exclusivamente al Gobierno; pero para acordarla habrá                           
de ser precisamente oído el interesado y consultado el Consejo Real. 
 
El patrono destituido tendrá derecho sin embargo a reclamar ante los Tribunales que según los casos                               
correspondan. 
 
Destituido un patrono, si su cargo fuese anejo a un oficio, el Gobierno nombrará otro patrono temporal para                                   
mientras el destituido viviere o sirviere el oficio que lleva consigo el patronato. Si el oficio fuere eclesiástico, el                                     
Gobierno nombrará patrono temporal a un sacerdote de categoría análoga en cuanto sea posible a la del                                 
destituido. Si el patrono proviniere de elección de alguna corporación perpétua, esta procederá a nombrar otro                               
patrono; y si no lo hiciere en el término de quince dias después que le haya sido comunicada la destitución, lo                                         
hará el Gobierno. Si el patronato fuese personal será llamado en su reemplazo el que corresponda con arreglo                                   
a la fundación, sin perjuicio de los derechos existentes o eventuales que la misma hubiere establecido. 
 
Quinto. Por ningún establecimiento de beneficiencia, sean públicos o particulares, ni por sus patronos, podrá                             
oponerse la menor dificultar o entorpecimiento a las visitas que el Presidente de la junta general o los Jefes                                     
políticos por sí o por delegados especiales suyos girasen a los mismos. La autoridad de inspección de estos                                   
representantes del Gobierno es omnímoda en el acto de visita sobre cuanto tenga relación con examinar el                                 
estado económico del establecimiento, la regularidad de su administración y el cumplimiento de las                           
obligaciones a que por reglamento se halla consagrado. 
 
Sexto. Los Obispos, en desempeño de su ministerio pastoral, podrán visitar los establecimientos de                           
beneficiencia de sus respectivas diócesis, y poner en conocimiento de los Jefes políticos, de la Junta general                                 
o del Gobierno las observaciones que juzguen beneficiosas a los mismos, y no fuesen de su propia                                 
competencia. 
 
Séptimo. Todos los establecimientos de beneficiencia estan obligados a formar sus presupuestos y a rendir                             
anualmente cuentas circunstanciadas de su respectiva administración. 
 
Estos presupuestos y cuentas se examinarán y repararán por las Juntas generales, provinciales o                           
municipales, según la clase de los establecimientos, dándoles después el curso correspondiente. 
 







Las juntas provinciales establecerán, donde sea posible, Juntas de señores que, en concepto de delegadas,                             
cuiden de las casas de expósitos; procurando que la lactancia de estos se verifique en el domicilio de las                                     






Las Juntas municipales organizarán y fomentarán todo género de socorros domiciliarios, y muy                         
particularmente los socorros en especie. 
 
Las Juntas municipales determinarán el número de las subalternas de socorros domiciliarios que haya de                             
haber, y que podrán ser tantas cuantos sean los barrios de la población. 
 
Al frente de cada Junta subalterna de socorros domiciliarios habrá, por regla general, un eclesiástico que                               
nombrará el Alcalde a propuesta de la Junta municipal. Los curas párrocos lo están por razón de su ministerio                                     
al de las Juntas parroquiales de beneficiencia domiciliaria. 
 
Las cuentas de la Juntas parroquiales comprenderán y refundirán en una las de las Juntas de barrio en que se                                       
hallen subdivididas. 
 






Son bienes propios de la beneficencia, cualesquiera que sea su genero y condición, todos los que                               
actualmente poseen, o a cuya posesión tengan derecho los establecimientos existentes y los que en los                               
sucesivo adquieran con arreglo a las leyes. 
 




Se reserva al Gobierno la facultad de crear o suprimir establecimientos, agregar o segregar sus rentas en todo                                   
o en parte, previa consulta del Consejo Real, después de deliberar la Junta general respecto de                               
establecimientos generales; las Juntas y diputaciones provinciales respecto de establecimientos provinciales                     
, y las Juntas municipales y Ayuntamientos respecto de los municipales. 
 
También podrá el Gobierno usar de iguales facultades respecto de los establecimientos particulares cuyo                           


























Por tanto mandamos a todos los Tribunales, Justicias, Jefes Gobernadores y demás Autoridades, así civiles                             
como militares y eclesiásticas, de cualquier clase y dignidad, que guarden y hagan guardar, cumplir y ejecutar                                 
la presenta ley en todas sus partes. 
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Presidencia del Consejo de Ministros 
El presidente de la república española: A todos los que la presente vieren y 
entendieren, sabed:  
Que las CORTES han decretado y sancionado la siguiente: 
LEY 
TÍTULO PRIMERO: Estados peligrosos y medidas de seguridad. 
Capítulo 1º: Categorías de Estado peligroso. 
Artículo 1º: Quedan sometidos a las prescripciones de la presente Ley las personas de ambos 
sexos, mayores de dieciocho años, que se anuncian en los artículos 2º y 3º de la misma. Los 
menos de edad en quienes concurran las circunstancias previstas en la Presente Ley serán 
puestos a disposición del Tribunal tutelar correspondiente, donde se halle constituido, y, en su 
defecto, al del Juez de primera Instancia, que tomará las medidas de guarda, educación y 
enmienda previstas en la Ley reguladora de dichos Tribunales de menores. 
Cuando el menor de dieciocho años sujeto a acción reformadora por aplicación de la ley de 
Protección de menores, llegare a este límite de edad hallándose sometido al correspondiente 
tratamiento correccional preventivo, continuará bajo dicho régimen tutelar en los términos y 
modos establecidos por los artículos 18, 19 y concordantes de la referida Ley especial. 
Si durante el período de readaptación incidiere después de cumplir los dieciocho años en 
alguno de los casos previstos en la presente Ley, se entenderán canceladas la jurisdicción de 
menores y las medidas de corrección adoptadas por éste para quedar sometido a las cauciones 
y procedimientos determinados en las normas que a continuación se expresan. 
Artículo 2º: Podrán ser declarados en estado peligroso y sometidos de la presente Ley: 
Primero. Los vagos habituales. 
Segundo. Los rufianes y proxenetas. 
Tercero. Los que no justifiquen, cuando legítimamente fueren requeridos para ello por 
las autoridades y sus agentes, la posesión o procedencia del dinero o efectos que se 
hallaren en su poder o que hubieren entregado a otros para su inversión o custodia. 
Cuarto. Los mendigos profesionales y los que vivan de la mendicidad ajena o exploten 
a menores de edad, a enfermos mentales o a lisiados. 
Quinto. Los que exploten juegos prohibidos o cooperen con los explotadores a 
sabiendas de esta actividad ilícita, en cualquier forma. 
Sexto. Los ebrios y toxicómanos habituales. 
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Séptimo. Los que para su consumo inmediato suministren vino o bebidas espirituosas a 
menores de catorce años en lugares y establecimientos públicos o en instituciones de 
educación e instrucción y los que de cualquier manera promuevan o favorezcan la 
embriaguez habitual.  
Octavo. Los que ocultaren su verdadero nombre, disimularen su personalidad o 
falsificaren su domicilio mediante requerimiento legítimo hecho por las autoridades o 
sus agentes, y los que usaren o tuvieren documentos de identidad falsos u ocultasen 
los propios. 
Noveno.  Los extranjeros que quebrantaren una orden de expulsión del territorio 
nacional. 
Décimo. Los que observen conducta reveladora de inclinación al delito, manifestada: 
por el trato asiduo con delincuentes y maleantes; por la frecuentación de los lugares 
donde éstos se reúnen habitualmente; por su concurrencia habitual a casas de juegos 
prohibidos, y por la comisión reiterada y frecuente de contravenciones penales. 
Artículo 3º: También estarán sometidos a los preceptos de esta Ley: 
Primero. Los reincidentes y reiterantes de toda clase de delitos que sea presumible la 
habitualidad criminal. 
Segundo. Los criminalmente responsables de un delito, cuando el Tribunal 
sentenciador haga declaración expresa sobre la peligrosidad del Agente. 
 
Capítulo 2º: Medidas de Seguridad. 
Artículo 4º: Son medidas de seguridad: 
Primera. Internado de un Establecimiento de régimen de trabajo o colonias agrícolas 
por el tiempo indeterminado, que no podrá exceder de tres años. 
Segunda. Internado en un Establecimiento de custodia por el tiempo indeterminado 
no inferior a una año y, que no podrá exceder de cinco años. 
Tercera. Aislamiento curativo en casas de templanza por tiempo absolutamente 
indeterminado. 
Cuarta. Expulsión de Extranjeros del territorio nacional. 
Quinta. Obligación de declarar su domicilio o de residir en un lugar determinado por el 
tiempo que establezcan los Tribunales.  
Sexta. Prohibición de residir en el lugar o territorio que el Tribunal designe. La duración 
de esta medida será fijada por los Tribunales. El sujeto prevenido con esta medida 
queda obligado a declarar el domicilio que escoja y los que cambios que experimente.  
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Séptima. Sumisión a la vigilancia de la autoridad. La vigilancia será ejercida por 
delegados especiales y tendrá carácter tutelar y de protección. Los delegados cuidarán 
de proporcionar trabajo, según su aptitud y conducta, a los sujetos a su custodia. La 
duración de esta medida será de uno a cinco años, y podrá ser reemplazada por 
caución de conducta.  No podrán ser fiadores los ascendientes, descendientes y el 
cónyuge. 
Octava. Multa de 250 a 10.000 pesetas, que se regulará conforme a los preceptos del 
vigente código Penal. 
Novena. Incautación y pérdida, en favor del Estado, de dinero o efectos. 
Artículo 5º: Las medidas de seguridad sólo podrán ser aplicadas por Tribunales. Los Tribunales, 
previo informe del Establecimiento sobre la conducta y la corrección del vago o maleante, 
acordarán poner fin a las medidas de tiempo indeterminado, transcurrido el mínimo legal, si lo 
tuviera, y antes del máximo que esta Ley estable. 
Asimismo, teniendo en cuenta los informes de los Delegados y de la Autoridad administrativa, 
podrán decretar el cese de todas las restantes medidas de seguridad, así como la sustitución 
de unas por otras. 
 
Capítulo 3º: Aplicación de las Medidas de seguridad. 
Artículo 6º: Las medidas de seguridad se aplicarán a las categorías de sujetos peligrosos, de la 
forma siguiente: 
Primero. A los vagos habituales se les impondrá, para que las cumplan todos 
sucesivamente, las siguientes medidas: 
a) Internado en un Establecimiento de trabajo o Colonia agrícola.  
b) Obligación de declarar su domicilio o residir en un lugar determinado. 
c) Sumisión a la vigilancia de Delegados. 
Segundo. A los rufianes y proxenetas, a los mendigos profesionales y a los que vivan de 
la mendicidad ajena, exploten menores de edad, enfermos mentales o lisiados, se les 
aplicarán, para que las cumplan todas sucesivamente, las medidas siguientes: 
a) Internado en un Establecimiento de trabajo o Colonia agrícola. 
b) Prohibición de residir en determinado lugar o territorio, y obligación de declarar su 
domicilio. 
c) Sumisión a la vigilancia de Delegados.  
Tercero. A los que no justifiquen la posesión legítima de dinero o efectos, se les 
aplicarán simultáneamente las dos primeras siguientes medidas, y, sucesivamente, las 
dos restantes: 
a) Internado en un Establecimiento de trabajo o Colonia agrícola. 
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b) Pérdida del dinero y efectos incautados. 
c) Obligación de declarar su domicilio o de residir en un lugar determinado. 
d) Sumisión a la vigilancia de Delegados. 
Cuarto.  A los que exploten juegos prohibidos o cooperen con los explotadores, a 
sabiendas de esta actividad ilícita, en cualquier forma, se les impondrán, para su 
cumplimiento simultáneo, las tres primeras medidas siguientes y, sucesivamente, 
todas las restantes: 
a) Internado en un Establecimiento de trabajo o Colonia agrícola. 
b) Pérdida de dinero y efectos incautados. 
c) Multa de 250 a 10.000 pesetas. 
d) Prohibición de residir en determinado lugar o territorio, y obligación de declarar su 
domicilio. 
e) Sumisión a la vigilancia de Delegados. 
Quinto. A los ebrios y toxicómanos habituales se les impondrá el aislamiento curativo 
en casas de templanza. 
Sexto. A los que sin estar autorizados legalmente traficaren en efectos o substancias de 
ilícito comercio, se les aplicarán las siguientes medidas de seguridad, para que las 
cumplan simultáneamente: 
a) Prohibición de residir en lugar o territorio determinado, con obligación de declarar 
su domicilio. 
b) Pérdida de efectos incautados. 
c) Multa de 2.500 a 10.000 pesetas. 
d) Prohibición para el ejercicio de determinada industria, comercio o profesión. 
e) Sumisión a la vigilancia de Delegados.  
Cuando se trate de traficantes de armas o de personas que comercian con objetos 
peligrosos, se les impondrán primeramente el internamiento de custodia y las 
prevenciones b) y c) de este número, y sucesivamente, las restantes. 
Séptimo. A los que ocultaren su verdadero nombre, disimularen su personalidad o 
falsearen su domicilio, mediante requerimiento legítimo, y a los que usaren o tuvieren 
documentos de identidad falso u ocultasen los propios, se les impondrán las medidas 
siguientes, para que las cumplan todas sucesivamente: 
a) Obligación de declarar su domicilio o de residir en lugar determinado. 
b) Multa de 250 a 10.000 pesetas. 
c) Sumisión a la vigilancia de Delegados. 
Cuando la ocultación del nombre, el disimulo de la personalidad, el falseamiento del 
domicilio, el uso o tenencia de documentos de identidad falsos o la ocultación de los 
propios tuviesen por objeto enmascarar una actividad peligrosa o criminal, se 
impondrá, además de las anteriores medidas de seguridad y sin perjuicio de las penas 
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que por delito específico le correspondan, el internamiento en Establecimiento de 
custodia. 
Octavo. A los que observen conducta reveladora de inclinación al delito, manifestada 
por los síntomas peligrosos que define el apartado 10 del artículo segundo de la 
presente Ley, se les impondrán las siguientes medidas, para su cumplimiento sucesivo: 
a) Internado en un Establecimiento de trabajo o en un Establecimiento de custodia, a 
elección del Tribunal. 
b) Prohibición de residir en un determinado lugar o territorio. 
c) Sumisión a la vigilancia de Delegados. 
Noveno. Los extranjeros peligrosos serán expulsados del territorio nacional, y cuando 
quebrantaren la orden de expulsión, serán internados en un Establecimiento de 
custodia por un año. 
Artículo 7º: Los reiterantes, reincidentes y delincuentes peligrosos, serán internados en un 
Establecimiento de custodia después de cumplir la pena que les fuere impuesta por sentencia 
judicial. 
Las medidas de seguridad que los tribunales impongan a tenor de lo prevenido en este artículo 
y el 3º de la presente Ley, habrán de cumplirse por el reo inmediatamente después de 
extinguir las penas aplicadas por el delito o delitos sancionados. Por ningún motivo se 
concederán los beneficios de la condena condicional y de la libertad provisional cuando 
hubiere declarado el estado peligroso del culpable y en tanto no se revoque totalmente la 
medida de seguridad impuesta, cualquiera que sea su naturaleza. 
Artículo 8º: El que quebrantamiento de la obligación de declarar el domicilio o de residir en un 
lugar determinado, de la prohibición de vivir en un sitio o territorio y de la sumisión a la 
vigilancia de la Autoridad, será castigado con la pena de arresto mayor. 
 
TÍTULO SEGUNDO: Procedimiento. 
Artículo 9º: Cuando un Tribunal dicte sentencia por delito contra reincidente o reiterante en el 
que sea presumible la habitualidad criminal o contra un reo que estime peligroso, aplicará de 
oficio la medida o medidas de seguridad correspondientes, haciéndolas constar en fallo 
separado. Cuando el estado de peligrosidad haya de ser declarado por consecuencia de la 
comisión de un delito, en cualquiera de los casos que previene el artículo 3º de este Ley, los 
Tribunales cuidarán de considerar el hecho, los antecedentes penales del reo, los motivos del 
acto ejecutado y las circunstancias modificativas y cualificativas del delito. 
Podrán estimarse también como síntomas de peligrosidad los hechos reguladores de actividad 
antisocial, aunque no estuvieren sancionados como delictivos en el momento de su ejecución. 
Los hechos que no constituyan delitos por inidoneidad del medio, inexistencia del objeto, no 
aceptación del mandato o desistimiento de la acción emprendida, podrán ser asimismo 
susceptibles de examen y consideración a los efectos de declarar el estado peligroso y la 
Gaceta de Madrid.- número 217 del 5 de agosto de 1933__________Página 6 de 9 
 
consiguiente aplicación de las medidas de seguridad, aunque en razón a ellos se hubiere 
dictado auto de sobreseimiento o sentencia absolutoria. En los juicios criminales vistos ante el 
Tribunal del Jurado, la declaración del estado de peligrosidad y correspondiente imposición de 
las medidas asegurativas es de la exclusiva competencia de los Jueces de derecho. 
Artículo 10º: Serán competentes para declarar el estado peligroso de los sujetos comprendido 
en el artículo 2º de esta Ley y para aplicar las respectivas medidas de seguridad, los actuales 
Jueces de instrucción o los que especialmente sean designados para estas funciones. 
Artículo 11º: La competencia no se atribuye por razón del lugar, sino por la presentación de 
denuncia de las Autoridades. Se exceptúa el caso de denuncia presentada por los particulares, 
para cuyo conocimiento, será competente el Juez  del lugar en donde se suponga que el 
denunciado ejerce sus actividades reputadas peligrosas. 
Artículo 12º. Recibida la denuncia, el Juez oirá al presunto peligroso sobre los hechos que la 
motiven, sobre su identidad personal, estado, profesión, antecedentes y manera de vivir 
durante los cinco años anteriores, consignándose circunstancialmente las respuestas que diere 
y reclamará los informes y antecedentes de conducta. 
Si dejase de comparecer sin probar justa causa será declarado rebelde y se decretará su prisión 
provisional. También podrá decretarse su detención si no pudiere ser citado o si careciese de 
residencia habitual.  
En estos casos, así como en todos aquellos que revelen un estado de inminente peligrosidad, 
el Juez podrá decretar la prisión preventiva. Todas estas diligencias, en las que será parte el 
Ministerio Fiscal desde su iniciación, habrán de ser practicadas en el término de diez días. 
Cuando se siga el procedimiento ante un juzgado de instrucción criminal de distrito que no 
radique en la capital de provincia, el Juez participará por telégrafo su incoación al Presidente u 
al Fiscal de la Audiencia Provincial respectiva, dentro de 24 horas después de la admisión de la 
denuncia o de la apertura de oficio, con exposición precisa del asunto. 
El Fiscal notificado podrá intervenir personalmente o por medio de sus auxiliares delegados, 
así como también mediante escritos.  
En ningún caso se paralizará el procedimiento, aunque no actuare el Ministerio público, y el 
Juez practicará de oficio las diligencias necesarias dentro de los plazos previstos, hasta que se 
termine el expediente por resolución motivada.  
Artículo 13º: Recibidos los antecedentes e informes reclamados y aquellos que la Policía 
facilite de oficio y practicadas las demás comprobaciones que el Juez, de oficio o a instancia del 
Ministerio Fiscal, estime procedentes, se dará vista de todo lo actuado al presunto peligroso, 
quién podrá, dentro del término de cinco días, proponer las pruebas que estime conducentes a 
su descargo y que sean pertinentes.  
Desde este momento procesal el peligroso podrá hacer designación de Procurador que lo 
represente y Letrado que lo defienda o pedir al Juez que nombre uno de oficio. 
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El Ministerio Fiscal, dentro de este segundo plazo, podrá proponer las pruebas 
complementarias determinadas por las excusatorias del imputado. También el juez puede 
acordarlas de oficio. Las pruebas admisibles sólo podrán tener por objeto: 
Primero. La demostración de que el denunciado ha vivido, durante los cinco años 
anteriores, de un trabajo o medio de subsistencia legítimo.  
Segundo. La inexactitud de los hechos que consten en el expediente y la tacha de los 
testigos que le hayan aducido. 
Artículo 14º: El Juez, practicadas las pruebas, oirá al Ministerio Fiscal y al presunto peligroso 
en un plazo improrrogable de diez días comunes, durante el cual producirán por escrito las 
alegaciones procedentes, que se unirán al expediente.  
Si ambas partes o cualquiera de ellas dejare de utilizar este trámite, se le tendrá por decaído 
en su derecho y el expediente seguirá el curso debido. Transcurrido dicho término y dentro de 
los tres días siguientes, el Juez dictará resolución en forma de sentencia, en la cual, después de 
consignar los hechos probados, definirá la categoría peligrosa del sujeto y la medida o medidas 
de seguridad que le sean aplicables, o en la que declare no haber lugar a ellas por falta de 
condiciones determinantes del estado de peligrosidad o por ser infundada la denuncia. 
La resolución del Juez se notificará al declarado peligroso y al Ministerio Fiscal al siguiente día 
de dictada. Nadie podrá ser parte de esta clase de procedimientos, ni el mismo denunciante. 
Cuando se rechace la denuncia por infundada, podrá el Tribunal ordenar que se proceda de 
oficio a instancia del supuesto peligroso contra el particular que la hubiere presentado, en 
caso de ser aquélla constitutiva de delito. 
Artículo 15º: Contra la resolución final del Juez sólo procederá recurso de apelación ante la 
Audiencia provincial correspondiente o ante las Salas que al efecto se designen.  
El recurso podrá ser ejercitado por el Ministerio Fiscal o por el interesado y en el plazo de tres 
días, a contar desde la notificación. 
El Juez emplazará a las partes para que comparezcan en el Tribunal Superior del quinto día. 
Artículo 16º: Las partes podrán proponer al Tribunal y éste decretar, si lo estima pertinente, 
que se reitere ante el mismo el examen de alguno de los testigos y la aplicación de las 
diligencias practicadas por el Juez. 
La Sala, además, podrá decretar de oficio las diligencias que estime procedentes y una nueva 
audiencia del peligroso ante el Tribunal.  
Las diligencias acordadas se practicarán con o sin intervención de las partes, según el Tribunal 
determine.  Contra el acuerdo del Tribunal no se dará recurso alguno. 
Todas estas diligencias se actuarán en el término de diez días, y dentro de los cinco siguientes 
se celebrará vista oral, a puerta cerrada, con o sin la presencia del interesado si éste 
renunciare a ello por cualquiera otra causa dejare de asistir.  
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La resolución, en forma de sentencia, se dictará dentro del tercer día, y contra ella no 
procederá recurso alguno, salvo el juicio de revisión para la confirmación, revocación, 
transformación o cede de todas o algunas de las medidas de seguridad, a tenor del 
procedimiento que establecen los artículos siguientes.  
La ejecución de las medidas de seguridad corresponde al Tribunal que las hubiere decretado, y 
serán de aplicación las disposiciones de la ley de Enjuiciamiento criminal y demás 
complementarias sobre la ejecución de sentencias firmes, en todo lo que especialmente no se 
halle modificado por la presente Ley y Reglamento que para su debido cumplimiento se dicte. 
Artículo 17º: La revisión de los juicios de asignación asegurativa corresponde al Tribunal de 
apelación que hubiere decretado las medidas de seguridad. El Ministerio Fiscal será siempre 
parte en esta clase de procedimiento de revisión. 
Los jefes o directores de los Establecimiento de custodia, trabajo, colonias agrícolas, asilos de 
curación, así como las Autoridades y sus delegados especiales que tuviesen a su cargo las 
obligaciones correspondientes al tratamiento y vigilancia de los peligrosos, informarán 
periódicamente al Tribunal de mérito en los plazos y de la manera que dispongan los 
respectivos Reglamentos sobre los efectos de las medidas de seguridad de cada uno de los 
sujetos peligrosos sometidos a ellas. El Tribunal podrá comprobar por sí mismo, en la forma 
que considere más conveniente y eficaz, los resultados progresivos del tratamiento. Mediante 
el juicio de revisión, corresponde al Tribunal revocar, confirmar, substituir o prolongar las 
medidas de seguridad que hubiere acordado. La revisión tendrá lugar de oficio o a instancia de 
parte, pero nunca podrá iniciarse antes del año, a contar desde que hubiera comenzado a 
cumplirse aquéllas. Cuando el límite de la medida no exceda de un año, el Tribunal, de oficio, 
examinará, tres medes antes del vencimiento del término, los antecedentes de cada 
expediente particular para acordar, si procediere, la prórroga de la misma, que en ningún caso 
podrá exceder del límite máximo legalmente prevenido. 
Una instancia de revisión no será admitida a examen, ni se iniciará de oficio en tanto no 
transcurra un año desde la deliberación precedente. 
La acción de revisión corresponde al Ministerio Fiscal y al presunto peligroso o sus 
representantes legales. La resolución que recaiga en estos incidentes de ejecución adoptará la 
forma de un auto motivado, que se notificará a las partes. 
Todas las medidas de seguridad, detracto continuo, que a tenor del artículo 6º de esta Ley 
correspondan a cada tipo de peligrosidad y hayan de cumplirse sucesivamente, son 
susceptibles de ser revisadas dentro de sus respectivo período de duración, según las reglas y 
plazos que el presente artículo establece. 
Los sujetos peligrosos sometidos a vigilancia de la Autoridad, estarán obligados a cumplir las 
disposiciones que los delegados adopten en uso de sus atribuciones tutelares. 
Si las desobedeciesen reiteradamente o demostraren con sus actos la ineficacia de la medida, 
el Tribunal la revisará y podrá sustituirla por la de internamiento en cualquiera de sus 
modalidades. En este caso, el tiempo transcurrido en la sumisión a la vigilancia de los 
delegados, no se computará en el de la duración de la medida transformada.  
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 La misma norma regirá cuando se quebrantare la prohibición de residir en determinado lugar 
o territorio, o si hiciera falsa declaración de domicilio. 
Artículo 18º: El sujeto a medidas de seguridad podrá recurrir ante el Juez de instrucción de su 
residencia de todo exceso o abuso que respecto del mismo se cometiese en la ejecución de la 
medida adoptada. El juez podrá, previo informe de la Autoridad encargada de cumplimentarla, 
y oído el Fiscal, acordar las disposiciones oportunas para corregirlos, sin perjuicio, en su caso, 
de las sanciones que procedan; a cuyo fin se pondrán los hechos en conocimiento de la 
Autoridad superior, y si resultase la existencia de delito, se procederá a la instrucción del 
correspondiente sumario. 
Artículo 19º: Las medidas de seguridad prescribirán: 
a) A los diez años, si se trata de internamiento en Establecimiento de custodia, de 
trabajo o en colonias agrícolas. 
b) A los cinco años, si se trata de internamiento en Asilos curativos de templanza para 
bebedores y toxicómanos, o de sumisión a la vigilancia de delegados. 
c) A los tres años, en cualquier otro caso. 
El término de prescripción comienza a contarse el día que quedó firme la resolución que se 
impuso, o desde aquel que se hubiere interrumpido irregularmente la ejecución de la medida. 
Si ésta fuere consecutiva de una pena, se computará el término desde la extinción de condena. 
Antes de expirar el término de prescripción puede acordar el Tribunal, ya que de oficio o a 
instancia del Ministerio Fiscal o de parte legítima, una nueva medida que sustituya a la 
incumplida. En todo caso, los plazos de prescripción establecidos en el presente artículo, 
quedan interrumpidos si el peligroso fuese condenado por razón de delito. La amnistía, el 
indulto o el perdón de la parte ofendida no afectarán al cumplimiento y extinción de las 
medidas de seguridad, salvo que la ley en que la amnistía se conceda dispusiere especialmente 
lo contrario.  
Artículo 20º: Se establecerá en el Ministerio de Justicia, en las capitales de Audiencia territorial 
y en la Dirección General de Seguridad y Centros que ésta designe, los registros especiales que 
sean necesarios con arreglo al Reglamento que se dicte. 
Artículo 21º: Los Ministerios de Justicia y Gobernación quedan autorizados para dictar las 
disposiciones complementarias precisas para el cumplimiento de esta Ley. 
Por tanto, 
Mando a todos los ciudadanos que coadyuven al cumplimiento de esta Ley, así como a 
todos los Tribunales y Autoridades que la hagan cumplir. 
Madrid, cuatro de agosto de mil novecientos treinta y tres.  
NICETO ALCALÁ  ZAMORA Y TORRES. 
Presidente del Consejo de Ministros: Manuel Azaña. 
LEY DE 14 DE DICIEMBRE DE 1942 POR EL QUE SE IMPLANTA
EL SEGURO DE ENFERMEDAD.
El seguro de enfermedad, establecido en mu-
chos países de Europa, no se había implantado
en España como consecuencia de las luchas
imperantes entre los diversos partidos políticos,
en los que 'Jos intereses particulares en juego
impedían esta realización,
Superadas estas luchas y promulgado el Fue-
ro del Trabajo , en cuya declaración dé-
cima se ordena el establecimiento de un se-
guro total, se dispuso por el Ministerio de Tra-
bajo el estudio y redacción de esta Ley, en
que, recogiéndose las experiencias necesarias,
se plasmase en una realidad este seguro, con
carácter obligatorio para los productores eco-
nómicamente débiles y con la -amplitud y ge.
nerosidad propia de nuestra Revolución Nacio-
nalsindicalista.
En su virtud, dispongo:
CAPITULO L—Fines de la Ley
Artículo 1.° Por la presente Ley se esta-
blece en España el seguro obligatorio de en-
fermedad.
Art. 2.° Son fines del seguro obligatorio
de enfermedad:
a) La prestación de asistencia sanitaria en
caso de enfermedad.
b) La prestación de asistencia sanitaria en
caso de maternidad.
e) La indemnización económica por la pérdi-
da de retribución derivada de los riesgos de.
terminados en los apartados a) y b) de este ar-
tículo.
d) La indemnización para gastos funera-
rios al fallecer los asegurados.
Las funciones de medicina preventiva que se
encomiendan al Seguro se ajustarán a las nor-
mas-generales establecidas por la Dirección Ge-
neral de Sanidad.
CAPITULO H.—Campo de aplicación
Art. 3.° La presente Ley se aplicará con
carácter obligatorio a todos los productores
económicamente débiles, sin otras excepciones
que las establecidas en el artículo noveno.
En su día, oídos el Instituto Nacional de
Previsión, la Dirección General de Sanidad y
los organismos sindicales	 es-pertinentes, podrá
tableeerse, mediante Decreto del Ministerio de
Trabajo acordado en Consejo de Ministros, el
régimen de afiliación voluntaria de este Se-
guro.
Art. 4. A loe- efectos de esta Les, serán
-considerados productores todos aquellos que
son su trabajo intervengan en España en un
-ciclo cualquiera de la producción, bien sea por
en cuenta o por cuenta ajena, así como los
dne trabajan en su domicilio y los colocados
en servicios domésticos.
Art. 5.° Se entenderán económicamente dé-
biles! los productores cuyas rentas de trabajo
por ,todos los conceptos no excedan de los lí-
mites reglamentarios fijados.
Asimismo el Reglamento establecerá la ma-
nera de computar estas rentas, a los efectos
de determinar la obligatoriedad de afiliación
en el seguro.
Art. 6." A los efectos de esta Ley, los súb-
ditas hispanoamericanos, Jos poi lssneses y los
de Andorra quedan equiparados a los capa-
soles.
Los demás extranjeros que trabajes) en Es
paila únicamente tendrán derecho a hui bene-
ficios del Seguro obligatorio de enfermedad
en caso de reciprocidad pactada en Tratados
e Convenios internacionales.
Art. 7." La filiación de los productores que
trabajen por cuenta ajena se hará per los em-
presarios. A estos efectos, tratándose de ser-
vidores domésticos, se entenderá como empre-
sario el cabeza dé familia en cuya casa pres-
ten sus servicios.
La afiliación de ]os productores autónomos
por cuenta propia no podrá efectuarse de ma-
nera aislada, sino corporativamente a través
del organismo sindical que corresponda.
Art. 8.° Serán beneficiarios del Seguro obli-
gatorio de enfermedad los asegurados y sus
familiares que vivan con ellos a sus expensas.
A estos efectos, sólo se considerarán como fa-
miliares los cónyuges, ascendientes, descen-
dientes y hermanos menores de dieciocho años
e incapacitados de una manera permanente pa-
ra el trabajo.
Art. 9.° Quedan exceptuados del Seguro
obligatorio de enfermedad los funcionarios pú-
blicos o de Corporaciones cuando en virtud de
disposiciones legales deban obtener beneficios
iguales o superiores a los que concede esta
Ley, tanto en prestaciones sanitarias como eco-
nómicas, sometiéndose a ]as disposiciones que
* tal efecto se dicten.
CAPITULO 111.—Prestaciones del seguro
Art. 10. El Seguro prestará a sus benefi-
ciarios una asistencia médica completa, tauto
en los servicios de medicina general como en
los de especialidades. El nivel mínimo de estos
servicios constará en el Reglamento de esta
Ley, de acuerdo con la Dirección General de
Sanidad.
Art. 11. La asistencia médica será presta-
da desde e] día en que se notifique la enfer-
medad al órgano correspondiente del Seguro,
mientras sea precisa, y con una duración má-
xima de veintiséis semanas por año. Este plazo
podrá ser ampliado cuando las circunstancias
-del enfermo lo aconsejen y el Ministerio de
Trabajo lo acuerde.
Art. 12. El Seguro proporcionará a sus be-
neficiarios la asistencia farmacéutica necesaria
hasta sin plazo máximo de veintiséis semanas
por año para los asegurados y de trece para
sus familiares, mientras se presta la asisten-
cia 'Médica y sin otras restricciones que las
de no servir otros específicos que los incluidos
en un petitorio revisable periódicamente.
Art. 13. El Seguro prestará el Servicio de
hospitalización hasta un límite de doce sema-
nas por año para los asegurados y de seis
para sus familiares beneficiarios del Seguro.
Estos plazos podrán prorrogarse cuando las
cireunstáncias lo aconsejen y el Instituto Na-
cional de Previsión lo acuerde.
Esta prestación sólo será obligatoria, tanto
para el Seguro como para el asegurado, cuan-
do así lo disponga el Servicio Médico del Se-
guro.
Art. 14. Los servicios de prótesis, baños y
ortopedia sólo se prestarán por prescripción
facultativa_
Art. 15. Todas las mujeres beneficiarias
del Seguro tendrán derecho a la o e ortuna asis-
tencia facultativa proporcionada por el Segu-
ro, en los periodos de gestación, en el puer-
perio y en el parto.
Asimismo tendrán derecho a la utilización
gratuita de las obras de protección a la ma-
ternidad y a la infancia afectas al Seguro de
enfermedad.
Art. 16. El derecho a la asistencia médico-
farmacéutica comienza el día de la afiliación
de cada asegurado para éste, su cónyuge y
sus hijos. Para los demás familiares no co-
menzará hasta pasados seis meses-de pedir jus-
tificadamente al órgano correspondiente del Se-
guro el reconocimiento de su carácter de be-
reflejarlo del mismo.
Art. 17. La pérdida de retribución debida
a enfermedad será indemnizada por el Seguro
siempre que el enfermo cumpla las condiciones
siguientes:
a) Llevar asegurado por lo menos seis me-
ses.
b) Recibir asistencia sanitaria del Seguro.
e) Estar incapacitado para el trabajo.
d) No haber provocado ni mantener inten-
cionadamente la -enfermedad.
Art. 18. La indemnización de enfermedad
será el 50 por 100 de la retribución con arre-
glo a la cual cotizase últimamente el bene-
ficiario, sin perjuicio de seguir percibiendo las
demás prestaciones de los seguros sociales con
arreglo a la cuarta disposición transitoria.
Esta indemnizaci6n sólo será abonada en las
enfermedades cuya duración mínima sea de
siete días y a partir del quinto día de la en.
fermedad, basta veintiséis semanas como má.
rimó.
Art. 19. La. indemnización será suprimida
cuando deje de cumplirse alguna de las condi-
ciones enumeradas en el artículo 17 o cuando
el asegurado se niegue a seguir las prescrip-
ciones médicas. Cuando no teniendo familia que
viva con él a sus expensas, sea hospitalizado.
percibirá el 10 nos 100 de su jornal.
Art. 20, Si el asegurado enfermo tuviera
derecho a prestaciones económicas durante su
enfermedad en otro Seguro social o privado,
serán acumulables sus derechos, sin que el te.
tal de la indemnización alcanzada pueda rella--
sar el 90 por 100 del salario.
Art. 21. Las mujeres aseguradas que den
a luz tendrán en el Seguro de enfermedad los
mismos derechos y deberes que los que concede
el do Maternidad integrado en aquél
Art. 22. Todas las beneficiarias del Segn-
ro, sean o no aseguradas, que lacten a sus
jos, tendrán derecho a un subsidio de lactan-
tia, cuya cuantía y duración serán fijadas en
el Reglamento.
Art. 23. Cuando fallezca un asegurado sin
dejar derecho a una indemnización para gastos
funerarios en virtud de otros seguros o de un
contrato de trabajo, el Seguro concederá una
indemnización cuya cuantía será de veinte ve-
ces la retribución de un día, con arreglo a la
cual hubiera cotizado por última vez.
Art. 24. Las indemnizaciones del Seguro
obligatorio de enfermedad no pueden ser ob-
jeto de retención, cesión, embargo ni -impues-
to de ninguna clase.
Art. 25. El derecho a percibir las indemni-
zaciones prescribe al ario, a partir de la fecha
en que se entiendan devengadas. Este plazo se
interrumpirá por reclamación del interesado
ante el organismo competente.
CAPITULO 1V.—Institución aseguradora
Art. 26. El Seguro. obligatorio de enferme-
dad queda a cargo del Instituto Nacional de
Previsión, corno entidad aseguradora única.
CAPITULO V.—Organización del Servicio Sanitaria
Art. 27. La prestación de los Servicios mé-
dicos del Seguro se realizará a través de la
"Obra Dieciocho de Julio", excepto cuando en
virtud de concierto directo con el Instituto Na-
cional de Previsión corra a cargo de institucio-
nes dependientes del Estado, Provincia o Mu-
nicipio, o, en su caso, instituciones públicas
o privadas. En este último supuesto deberá
preceder informe favorable de la "Obra Die-
ciocho de Julio".
Art. 28. El Servicio Médico del Seguro se-
rá organizado por el Instituto Nacional de
Previsión, con arreglo a un plan nacional de
instalaciones y desenvolvimiento, y a normas
generales de funcionamiento elaboradas por
una Comisión de enlace presidida por el Sub-
secretario de Trabajo, que podrá delegar en
el Director general de Previsión, y en la que
estarán representadas la Dirección General de
Sanidad, la Delegación Nacional de Sindicatos
de F. E. T. y de las J. O. N. S. y el Instituto
Nacional de Previsión.
Art. 29. El Seguro podrá utilizar, median-
te los conciertos adecuados que establezca la
"Obra Dieciocho de Julio", la colaboración de
Cajas de Empresas, Mutualidades e Igualato-
rios médicos que reúnan las condiciones míni-
mas fijadas por las Direcciones Generales de
Sanidad y Previsión en sus respectivas com-
petencias, sean anteriores al 18 de julio de
1936 y se sometan a las normas dictadas para
el servicio por el Instituto Nacional de Previ-
sión y a su inspección por éste.
Art. 30. Cada Médico del Seguro tendrá a
RII cargo la asistencia de los beneficiarios que
determinadamente se le asignen, residentes to-
dos en una zona prefijada y cuyo número no
excederá del que reglamentariamente se fije.
Cuando haya varios Médicos que presten B118
servicial en la misma zona, cada asegurado
que en ella resida o a ella vaya a residir, 	 -ten
elrá derecho a elegir entre aquéllos, pero una
vez elegido sólo podrá variar con autorización
.del Seguro.
Art. 31. La remuneración de los Médicos
del Seguro estará constituida por una canti-
dad fija por cada familia que le hubiera sido
designada.
Art. 32. E] Instituto Nacional de Previsión
concertará con el Consejo general de los Cole-
gios Farmacéuticos, un Convenio en el que so
garantice el buen servicio por todas las far-
macias, con una tarifa reducida, especial para
el Seguro. Si no se llegara a un acuerdo en e)
plazo de dos meses, a partir del comienzo de)
seguro, el Instituto Nacional de Previsión po-
drá establecer farmacias propias, y el Ministe-
rio de Trabaja, oyendo a la Dirección Gene-
ral de Sanidad y a la Entidad aseguradora,
fijará la tarifa obligatoria para las localidades
en que no las haya.
CAPITULO VI.—Recursos econ6micoa
Art. 33. Los recursos para atender las car-
gas del Seguro de enfermedad estarán cons-
tituidos por la aportación del Estado, las pri-
mas abonadas por los trabajadores y empresa-
rios, las subvenciones, donativos y legados y
las rentas de los bienes propios del fiemo.
Art. 34. E ► Estado contribuirá al Régimen
obligatorio del Seguro de enfermedad:
a) Con las aportaciones actualmente reco-
nocidas en las prestaciones de carácter demo-
gráfico.
b) Con las exenciones tributarias concedi-
das a los actuales seguros sociales y la fran-
quicia postal que será aplicada a todos ellos.
c) Mediante la cooperación de las institu-
ciones de la Sanidad pública, con la debida
separación de las personas asistidas por la Be-
neficencia y por el Seguro.
Art. 35. Se autoriza al Consejo del Insti-
tuto Nacional de Previsión para que, con car-
go a los excedentes y fondos de los Regíme-
nes de subsidios y Seguros sociales, cuya ges-
tión tiene atribuida, anticipe al Régimen obli-
gatorio del Seguro de enfermedad las cantida-
des precisas para constituir su capital funda-
cional y financiar los gastos del primer esta-
blecimiento. Estos anticipos serán reintegra=
dos por el Seguro de enfermedad en la forma
que a propuesta de dicho Consejo apruebe el
Ministerio de Trabajo.
Art. 36. Las primas del Seguro serán pro-
porcionadas a las rentas de trabajo de los ase.
gurados. Su cuantía será fijada por Orden mi-
nisterial a propuesta del Instituto Nacional
de Previsión.
Art. 37. Las primas serán satisfechas por
partes iguales por trabajadores y empresarios.
Será responsable de su pago el empresario,
que las abortará íntegras al Seguro, debiendo
descontar a los productores la parte que lee
corresponda al abonarles sus haberes.
Los productores por cuenta propia abonarán
la totalidad de sus primas.
Art. 38. El derecho al cobro de las priána
del Seguro prescribe a los tres años de la fe-
cha en que reglamentariamente corresponda In
abono.
CAPITULO VIL—Régimen financiero
Art. 39. El Régimen financiero del Seguro
será el de reparto simple.
Art. 40. Aparte de sus edificios e instala-
ciones y el fondo de circulación necesario para
hacer frente a las necesidades ordinarias del
Seguro, el Seguro de enfermedad constituir&
dos fondos de reservas destinados, el primero,
a compensar las desviaciones normales entro.
ingresos y gastos, ey el segundo, a compensar
las mismas desviaciones en los casos extraor-
dinarios.
Se nutrirán estos fondos de reserva con la
parte de los eventuales excedentes que se fijen
en el reglamento, el cinco por ciento de las
cuotas y loe intereses de l% propios fondos,
y su cuantía máxima será la mitad del valor
medio anual de las preStacimies del Seguro en
el quiquenio anterior para el primer fondo, y
el duplo de este valor para el segundo. Alcan-
zados estos valores, el cinco por ciento de las
cuotas se dedicará al aumento de instalaciones
y al de las prestaciortés facultativas.
La cuantía máxima de estos fondos será re-
visada cada cinco años.
Art. 41. Las intervenciones de los fondos
del Seguro se regularán por las mismas nor-
mas que las de los demás seguros sociales, pro-
curando que las inversiones de los fondos de
reserva sean en fqrma fácilmente liquidable.
art. 42. El Instituto Nacional de Previ-
ai6n formulará. los balances del Seguro dé en-
fermedad en las mismas fechas y con iguales
períodos que en los, demás seguros sociales, y
su aprobación y revisión serán ejercidas por
las mismas normas que para éstos.
CAPITULO VIIL—Inspección del Seguro
Art. 43. La inspección del Seguro obliga-
torio' de enfermedad, en cuanto se refiere a
las obligaciones que impone a trabajadores y
empresarios, será encomendada a los mismos
órganos que tengan atribuida lá de los demás
seguros sociales.
Art. 44. La inspección de Servicios sanita-
rios será triple:
a) La ejercida dentro de las instituciones
que presten los servicios sanitarios con los fa-
cultativos que tengan a su cargo esta inspec-
ción.
b) La que el Instituto. Nacional de Preví-
eión organizará sobre éste como sobre todos
los demás servicios' del Seguro.
c) La que compete a los órganos oficiales
de Sanidad.
Art. 45. La inspección de la gestión admi-
nistrativa del Seguro obligatorio de enferme-
dad corresponde a los' mismos órganos a los
que la legislación general atribuye la inspec-
ción administrativa 'de los demás seguros so-
ciales.
CAPITULO IX.—Jurisdicción y sanciones
Art. 46. Las cueationes de carácter conten-
cioso en las que se discutan derechos recono-
cidos o que- se reconozcan a favor de los bene-
ficiarios del Seguro de enfermedad o, en su
caso, de sus derecho-habientes, serán de la ex-
clusiva competencia de la Magistratura del
Trabajo.
Art. 47. Las reclamaciones de los beneficia-
rios o de sus derecho-habientes, cuando versen
sobre efectividad y aplicación de las presta-
c'ones sanitarias en su -aspecto técnico faculta-
tivo, serán resueltas por los organismos gesto-
res del Seguro a quienes corresponda, y en al-
rada por la Dirección General de Previsión,
previo informe de la Autoridad sanitaria com-
petente o, en su caso, df3 los Colegios profesio-
nales correspondientes.
Art. 48. Se incurrirá en sanción por los ac-
tos u omisiones que impliquen fraude o vulne-
ren los derechos de los beneficiarios con in-
cumplimiento del Régiráen del Seguro obliga-
torio de enfermedad, d- impidan, perturben o
difieran el servicio de las inspecciones.
El Reglamento determinará los casos, la ca-
lidad y la cuantía de las sanciones correspon-
dientes.
Art. 49. Las sanciones disciplinarias o ad-
ministrativas exigibles reglamentariamente no
eximirán de otras responsabilidades de orden
legal en que se incurriese.
Disposición adicional
El Ministerio de Trabajo dictará las dispo-
siciones complementarias que se precisen para
la ejecución de esta Ley.
Disposiciones transitorias
1." La designación de médicos del Seguro
será hecha al implantarse éste mediante concur-
so, en el cual serán méritos preferentes Jos
servicios prestados con nombramiento anterior
al 18 de julio de 1936 en entidades privadas
que practiquen el Seguro de enfermedad, y en
poblaciones rurales los prestados por los médi-
cos de Asistencia pública. Dicho concurso será
fal>edo por un Tribunal integrado por un re-
presentante de cada uno de los siguientes or-
ganismos: Dirección General de Sanidad, De-
legación de Sanidad de Falange Espafiola Tra-
dicionalista y de las J. O. N. S., Instituto Na-
cional de Previsión, Facultad de Medicina y
Consejo General de los Colegios Médicos, y
por dos representantes de la "Obra Dieciocho
de Julio". Este Tribunal podrá exigir la prác-
tica le ejercicios de oposición.
Por una sola vez se concederá preferencia
en los Concursos a los Médicos de entidades
aseguradoras que, habiendo hecho un concier-
to con arreglo al artículo 29 de esta Ley, sean
absorbidos por la "Obra Sindical Dieciocho de
Julio".
Las vacantes que hayan de ser provistas pos-
teriormente lo serán con arreglo al fallo de un
Tribunal de composición igual a la referida en
este artículo.
2,a Hasta que se implante el Seguro obli-
gatorio de enfermedad, seguirá funcionando
el de Maternidad con las mismas' normas que
actualmente.
3.' El Instituto Nacional de Previsión ele-
vará al Ministerio de Trabajo para su apro-
bación, en el plazo de seis meses, el proyecto
del reglamento del Seguro obligatorio de en-
fermedad elaborado por una Comisión en la
que estará representada la Dirección General
de Sanidad.
4.' Mientras no se establezca el Seguro de
paro, los trabajadores enfermos continuarán
percibiendo las prestaciones de los demás se-
guros sociales por el mismo tiempo que las
prestaciones económicas del Seguro de enfer-
medad, y con cargo a los fondos de los respec-
tivos Seguros.
5.' La implantación del Seguro de enfer-
medad se llevará a efecto en tres etapas. La
asistencia domiciliaria se prestará en el Plazo
máximo de seis meses a partir de la publica-
ción del Reglamento de esta Ley: la de Espe-
cialidades y el Servicio de Sanatorios, dentro
del término de dos años a contar de la publi-
cación de dicho Reglamento.
6." El Ministerio de Trabajo, se propuesta
del Instituto Nacional de Previsión, podrá dis-
poner que la obligación de afiliar establecida
en el artículo séptimo, comience en fechas dis-
tintas, según se trate de trabajadores fijos,
de eventuales, a domicilio y de los hervidores
domésticos.
LEY DE BASES DE 25 DE NOVIEMBRE DE 1944 DE ORGANIZACION
DE LA SANIDAD.
La ordenación jurídica de los servicios sa-
nitarios nacionales adolece en la actualidad
de tantas y tales deficiencias que su correc-
ción aparece con carácter de medida necesa-
ria.
La única Ley de Sanidad con que conta-
rnos, la de 28 de noviembre de 1855, lleva casi
un siglo de existencia, con lo que queda di-
cho que la mayor parte de sus preceptos ca-
recen de aplicabilidad útil.
La razón apuntada adió lugar a que en di-
ferentes ocasiones intentara el Poder Públi-
co modificar o derogar la Ley con el propó-
sito de sustituirla por otra que sirviera a las
nuevas concepciones y realidades sanitarias;
pero las habilidades políticas se interpusie-
ron una vez más, y su torpe empeño logró el
fracaso del intento.
Ante la imposibilidad de poder promulgar
una nueva Ley y acechada la Nación por 'a
epidemia que se cernía sobre su país vecino,
el Gobierno recurrió al arbitrio de publicar
el Real Decreto de 12 de enero de 1904, que
intituló Instrucción General de Sanidad. dis-
posición acertada que ha encauzado el avan-
ce. de toda la organización sanitaria que nos
ha llegado hasta hoy.
Cuanto q ueda dicho en relación a la Ley
del 55 puede aplicarse ahora, después de cua-
renta años, a la Instrucción de Sanidad del
año 1904; la ciencia sanitaria continuó su
marcha. se profundizó más en los medios de'
diagnóstico y de prevención, y paralelamen-
te las costumbres populares y la cultura pro-
fesional dejaron muy atrás lo que establecía
aquel Real Decreto. Lo acuciante de las ne-
cesidades del servicio dió lugar a que con
posterioridad se dictasen disposiciones par-
ciales; así llegaron a regir en 1925 los Re-
alamentos derivados de los Estatutos munici-
pal y provincial los Reglamentos para orde-
nar el empleo de tóxicos y estupefacientes, y,
finalmente, la Ley de Coordinación Sanita-
ria de 11 de julin de 1935
Nuestro Movimiento Nacional acusó, desde
los primeros instantes, una gran preocu p a-
ción por la reorganización sanitaria. La Fis-
calía de la Vivienda	 y el Patronato de
la Lucha Antituberculosa son creaciones
de nuestros tiempos de guerra. y terminada
ésta aparecen nuevas disposiciones organi-
zando el Consejo Nacional de Sanidad	 . 'a
Lucha Antituberculnsa	 y la Sanidad Ma-
ternal e Infantil	 . Surgen nuevos orga-
nismos, como las Escuelas de Instructoras. la
de Puericultura	 . el Instituto Hematológi-
co	 , las Leproserías Nacionales	 y tan-
tos otros que sería prolijo enumerar.
Puede afirmarse que los Servicios Sanita-
ríos alcanzan ya tal extensión e influyen de
una manera tan decisiva en la vida y des-
arrollo del país que no sólo justifican. sino
que exigen la existencia de una Ley de Sa-
nidad que unifique servicios, reconozca orga-
nizaciones y costumbres sanitarias que sólo
existen de hecho, modifique, modernizando,
los Centros que por efecto de las nuevas con-quistas van deiando de tener eficacia, que fo-
mente la Sanidad en el medio rural, estimule
el trabajo del personal en su doble misión
profesional e investigadora y afronte, en fin,
con la idea de perpetuidad de un Código y la
flexibilidad propia de la Ley moderna, el en-
caje de los avances sanitarios futuros.
Las directrices anotadas son justamente
las que presiden el actual proyecto de Ley.
Para dar unidad a los servicios sanitarios,
haciéndolos más eficaces y aprovechando me-
jor los recursos económicos invertidos en es-
tos fines, se ha procurado dar cabida bajo el
mando sanitario a cuantas actividades tengan
tal carácter y, en todo caso, se ha establecido
coordinación con los servicios que dependen
de otros Ministerios, sin olvidar tampoco la
continuidad y armonía en los esfuerzos sani-
tarios estatales, provinciales, municipales y
aun privados, como fórmula que evite gastos
inútiles, y distribución caprichosa de los me-
dios asistenciales. Se mantiene, confirmándo-
lo con energía, el principio de la Jefatura
única en cada provincia, insistiendo en que
la Sanidad es única y que ninguna de sus
actividades puede ni debe ser desarticulada.
Se acogen en el proyecto de Ley una serie
de preceptos que pueden ser nuevos en el
orden legal, pero que se practican ya en la
lucha contra las diversas enfermedades. Tal
ocurre con el saneamiento de las comarcas
palúdicas, con la obligatoriedad de la des-
insectación y con la de algunas vacunas que,
en ocasiones, la Autoridad sanitaria impone
sin otro apoyo que la costumbre y el bien
público. Se recogen en el proyecto Centros
y Organizaciones ya existentes y a los que
no se trata de modificar, sino de dar a su
funcionamiento rango de ordenación legal;
pero se acomete, también por la misma vía,
la tarea de transformar otros que, como el
Instituto Nacional de Sanidad, frieron crea-
dos a principio de siglo, tuvo una gran im-
portancia, porque constituía el único Centro
de esta naturaleza, pero que hoy, al tener
cada capital de provincia un Centro seme-
jante, ha desmerecido su función, por lo que
se impone darle un mayor contenido docen-
te, con detrimento de su actual cometido de
producción, constituyendo la base de una ver-
dadera Escuela Nacional de Sanidad que ten
ga a su cargo la preparación técnica de todo
el personal que el Servicio exija.
Es evidente el progreso sanitario de la Na
ción, pero también es cierto que en la dis:
tribución de servicios las atenciones urbanas
han sido cuidadas con gran preferencia so-
bre las rurales; de aquí la np reocupación que
revela el proyecto, no sólo para mejorar la
clásica Sanidad provinc ialmunicipal, sino,
sobre todo, de llevar ésta al medio rural, in-
dc raermioesnytanpdriomal rifousn ydción de los Centros secun-
ar solución al proble-
ma fundamental de las obras sanitarias de
ilos pueblos y su zona de influencia, pres-tando, a su vez, el debido	 paroa lsaud a d de lor uos lprso fcessmiopnoas1 edso que m ejercennisterio p
El proyecto de Ley atieendespaañloas. progresos
actuales en punto a hechos nuevos, como los
relativos a la alimentación y a la higiene
mental, y se prepara, en fin, .a concertar su
esfuerzo con el Seguro Social de Enferme-
dad , empresa a la que la Sanidad esta-
tal ha de prestar su más intimo y eficaz con-
curso.
En su virtud, y de conformidad con la pro-
puesta elaborada por las Cortes Españolas,
dispongo:
Artículo único.—La Sanidad Nacional se
organizará con arreglo a las Bases siguien-
tes, que tendrán fuerza legal desde la pu-
blicación de la presente Ley. El Gobierno
queda facultado para dictar las disposiciones
que desarrollen dichas Bases, la reglamen-
tación de las cuales corresponderá al Minis-
terio de la Gobernación.
TITULO PRELIMINAR
Base única.—Incumbe al Estado el ejercicio
de la función pública de Sanidad. En la con-
secución de los fines de esta función será'
ayudado por las Corporaciones públicas, Or-
ganismos paraestatales y del Movimiento y
por las entidades particulares, bajo la orde-
nación, inspección, vigilancia, disciplina y es-
tímulo de los Organismos sanitarios depen-
dientes del Estado.
Para el logro de la salud y el fortaleci-
miento de los ciudadanos, así como el mejo.
ramiento físico del pueblo español, el Estado
podrá imponer obligaciones y limitaciones es-
peciales. Por tanto, en los casos y las condi-
ciones que prevengan las leyes y reglamen-
tos podrá ordenarse con carácter obligatorio
las vacunaciones, el empleo de medios pre-
ventivos, el reconocimiento individual, el ais-
lamiento , la hospitalización, la vigilancia y
otras medidas sanitarias de prevención y de
tratamiento; la incautación de medicamen-
tos y otros medios de acción sanitaria, la re-
quisa temporal de locales y elementos de
transporte, la utilización de servicios y pres-
taciones, la imposición de obras y trabajos
en terrenos insalubres y la adscripción de
actividades industriales y mercantiles a fines
sanitarios.
La autonomía de las Administraciones lo-
cales queda subordinada a lo que se previene
en la presente Ley. El protectorado sanitario
sobre las mismas podrá revestir la forma de
régimen de tutela en las comarcas sanitaria-
mente deficitarias.
TITULO I.—Organización general
Base La Servicios centrales.—Los servicios
sanitarios del Estado dependerán del Minis-
terio de la Gobernación a través de la Di-
rección General de Sanidad, que los distri-
buirá en seis grandes grupos:
A) Servicios generales.





A) Servicios generales.—Comprenderá lea
cuestiones de personal, vigilancia de Socie-
dades médicas y de asistencia; Mancomu.ni-
dades sanitarias; Sanidad provincial, comar-
cal y municipal; Coordinación docente; Hos-
pitales, profesiones sanitarias y régimen de
provisión de vacantes; Higiene mental; Sa-
nidad de transportes, puertos y fronteras.
Existirán también negociados o secciones que
sirvan de enlace con las ramas de Sanidad
que están atribuidas a otros Departamentos
ministeriales u Organismos.
B) Inspección de Centros y Servicios.—La
Dirección de Sanidad mantendrá una cons-
tante inspección sobre todos los Centros sa-
nitarios para su corrección, si hubiere lugar,
en todo caso para su perfeccionamiento.
C) Luchas sanitarias.—Comprenderán los
servicios de enseñanza, estadísticas y epide-
miología general, los dirigidos contra el cán-
cer, lepra, tracoma, enfermedades sextrales,
p aludismo y reumatismo y enfermedades del
i:orazón. La campaña contra la tuberculosis
se realizará en estrecha relación con el Pa-
<menet° Nacional Antituberculoso. Compren-
derá también este grupo cuantos servicios
se destinen a combatir la mortalidad infan-
til, o sea los de Puericultura, Maternología
e Higiene escolar. La intervención de la Di-
rección General de Sanidad en materia de
sanidad colonial se ofrecerá a través de estos
grupos de servicios.
D) Servicios farmacéuticos. — Constituirán
una Inspección general, que tendrá a su car-
go los asuntos sanitarios farmacéuticos, re-
gistros farmacéuticos, restricción de estupe-
eacientes, aprovisionamientos y el Centro Téc-
nico de Farrnacobiología. La intervención de
la Dirección General de Sanidad en el pro-
blema de las plantas medicinales se hará por
intermedio de los servicios farmacéuticos.
E) Sanidad veterinaria.—El servicio de Sa-
nidad veterinaria comprenderá en las cen-
trales una Inspección general, que tendrá a
su cargo los servicios de alimentos de origen
animal y zoonosis transmisibles; Veterina-
rios de Institutos provinciales de Sanidad y
servicios municipales a careo de los Inspec-
teces municipales de Veterinaria.
F) Servicios especiales.—Del Director ge-
neral dependerán directamente los servicios
siguientes: Relaciones sanitarias de carácter
internacional (subordinado al Ministerio de
Asuntos Exteriores). La Comisión de adqui-
sición de material sanitario con destino a los
distintos servicios. Higiene de Alimentación.
Higiene del trabajo, de la educación física y
del deporte. Obras, planes y proyectos de
urbanismo y saneamiento y en general de
ingeniería y arquitectura, en su aspecto sa-
nitario, e higiene de la vivienda. _Asistencia
sanitaria en relación con el Seguro de En-
fermedad. propaganda sanitaria. balnearios y
aguas minero-medicinales. Policia sanitaria
mortuoria y cualquier otra materia sanitaria
no encajada en las que" se enumeran.
Base 2.. Consejo Nacional de Sanidad.—
El Consejo Nacional de Sanidad, adscrito al
Ministerio de la Gobernación, organismo con-
sultivo y asesor de los problemas sanitarios,
esterá constituido en la siguiente forma:
Presidente, el Ministro de la Gobernación;
Vicepresidente, el Director general de Sani-
dad; Secretario general. un Médico del Cuer-
po de Sanidad Nacional.
Vocales: un Médico representante del Mi-
nisterio del Ejército; un Médico represen-
tante de F. E. T. y de las J. O. N. S.; el
Inspector general de Farmacia: un Médico
puericultor; un Médico dermosifiliógrafo; un
Médico especialista en Higiene de la Mimen-
tación; un Médico tisiólogo, representante
del Patronato Nacional Antituberculoso; un
Médico psiquiatra; un Veterinario; el Cate-
drático de Higiene de la Escuela Nacional.
de Sanidad; un Médico especializado en es-
tudios sobre el cáncer.
Salvo los Vocales natos, los demás serán
nombrados por el Ministro de la Goberna-
ción por el procedimiento que se establezca
en el oportuno Reglamento, En casos exce p
-cionales, el Ministro de la Gobernación podrá
nombrar Vocal de este Consejo a cualquier
personalidad especializada notoriamente en
un asunto sanitario determinado,
El Consejo Nacional de Sanidad estará in-
tegrado, cuando menos, por las siguientes
Secciones:
A) Psiquiatría.
B) Higiene de la Alimentación.





1.1) Sanidad infantil y maternal.
I) Lepra y enfermedades sexuales.
J) Paludismo.
K) Higiene social y asuntos profesionales.
Además de las misiones especiales que se
deducen del enunciado general del párrafo
primero de esta Base, corresponden al Con-
sejo Nacional de Sanidad, con carácter for-
zoso, las siguientes:
a) Asesorar al Ministro de la Gobernación
ee cuantos asuntos someta a su considera-
ción.
b) Informar y, en su caso, preparar los
proyectos de Ley y Reglamentos de los Ser-
vicios de Sanidad Civil.
e) Emitir dictamen sobre la declaración o
ratificación de la es:istencia de epidemias.
d) Proponer la ratificación o establecimien-
to de los Convenios sanitarios internaciona-
les.
e) Informar acerca de la utilización de de-
terminados medios profilácticos.
f) Formular los planos de preparación, or-
ganización y auxilio técnico y económico de
Congresos sanitarios de carácter científico,
naturales e internacionales que se celebren
en España.
g) Proponer la importación de los medica-
mentos de uso preventivo o curativo no re-
gistrados.
h) Proponer el régimen de concursos y
oposiciones del personal sanitario (constitu-
ción de Tribunales, programas e información
sobre relaciones de orden técnico).
i) Proponer la concesión de pensiones Y
recompensas extraordinarias al personal sa-
nitario o sus derechohabientes.
j) Proponer las modificaciones que se es-
timen necesarias en los presupuestos gene-
rales de la Dirección General de Sanidad.
k) Prestar una atención especial al estu-
di• y propulsión de los problemas relaciona-
dos en la organización de una industria na-
cional. capaz de subvenir a las necesidades
materiales de la sanidad nacional.
1) Asesorar sobre las medidos extraordina-
rias que deban adoptarse en caso de epide-
mias o de otros trastornos de la salud pú-
blica, proponiendo la cuantía de los créditos
extraordinarios dedicados a combatirlas.
ni) Proponer la implantación del régimen
de tutela de comarcas deficitarias.
n) Estudiar los problemas de sanidad co-
lonial.
Cuando así lo requiera y acuerde el Con-
io, los Vocales podrán realizar estudios e
1:-..e , tigaciones en relación con su cometido
c:<pOCi tico.
El Consejo podrá requerir la colaboración
de elementos er:trañns a él con cargo a los
fondos de su propio presupuesto.
Les Consejeros tenclrán las consideraciones
de Jeles Superlires de Administración Civil
(juran:e el tiemra que permanezcan en e)
de su cziri_io.
s•:,? : t:frias centrales. -
A,	 •rt(-?(I	 dz• Sartinizd.--Sobre la
do] acto-1 ftsiiiuto Nacional de Sanidad
crea In EseneIa del mismo nombre. que,
si:1 perder I-s fulicionus básicas del actual
 e pacia r r ente :Jti at nción
1, 1 	r:•,njiaria; la Escuela Nacio-
f,;( • Sanidad d2pcticlera del Plinisterio de
1:1 CI(uei ilación y se incorporará a la
acterdo con la Ley de
errt . .. rién Univers'ea • ia	 siendo, por
un (insano r," • :1 . ;1 rl e:ercido de las tun-
e. ,	or1merc1.1:•L:: de la Universidad.
rá 1: I.;s ree 'e 1;' c ' la dirección de un
por el I\linistro de la
 ación (Pre.-iiclei:Ie) y el de Educación
eh r.al.Salesecrelnrio del Ministerio de la
`1: , :•rac1611.	 t.eineirfiles de Sani-
dad
	
	 teeseeeeiel. Un! • ersiH • ia. Rector de la
de In ErTuela,
.-cretasits.






El	 del q Cil!r.1! Instituto Nacional
p: sere a la Escocia y su personal será total-
melle? cer.ermedo	 51:s cargos dentro del
nessvo Cenlvo. En lo sucesivo, el Director de
Esce e la f;eci e nai de Sanidad será un Mé-
ellen del fueron de Sanidad Nacional, rece-
sa el nernhrorniento preferentemente en
los nue SC:'n. edemas. Catedráticos universi-
tarios o se ha y an distinnuido notoriamente
"set sus trabajos de investigación científica
o publicaciones de carácter sanitario. El pro-
fi•sorado será nombrado entre Médicos del
Cuerpo de Sanidad Nacional, Catedráticos
universitnrios especializados, y, de no haber-
lee par oposición libre.
Lo enseñanza sanitaria comprenderá la del
peieanol médico, farmacéutico, veterinario y
pro,"e-ionales auxiliares al servicio de la sa-
nH•d. neentes sanitarios, así como la obra
d • eerlercionernic..nte sanitario en colabora-
e:Ótl con las Universidades y Consejos de Co-
l e sies profesionales, y, en todo case siempre
acuerdo con lo dinuesto por el Decreto
de coordinación del servicio sanitario y asis-
tencial con la enseñanza.
Las Escuelas especiales, tales como las de
Puericultura. Instructoras sanitarios y cuan-
tas puedan crearse en lo sucesivo, funciona-
rán, en el orden docente, coma de
la Escuela Nacional de Sanidad, a la que ha-
brán de someter sus planes de estudio.
La Escuela Nacional de Sanidad, aparte de
esta función formadora del personal sanita-
rio, dará cursos libres generales o mono-
: ráficos con expedición de certificados de
asistencia. Para las necesidades de la ense-
ñanza y sin perjuicio de las Instituciones
que se crean con este fin, la Dirección Ge-
neral de Sanidad asignará a la Escuela Na-
cional un cierto número de instalaciones dis-
pensoriales, Centros de Higiene, Nosocomioa
y otros similares.
La investigación científica, complemento de
la docente, se realizará de acuerdo con el
Consejo Superior de Investigaciones Cientí-
ficas.
La función epidemiológica tendrá doble fi-
nalidad: la de establecer una vigilancia so-
bre todo el territorio nacional (con excep-
ción de aquellas luchas íntegramente conte-
nidas en otros organismos sanitarios) y de
que esta vigilancia sirva de material .3..e es-
tudio a los alumnos dt‘ la Escuela.
Las funciones productoras de la Escuela
Nacional de Sanidad quedarán reducidas a
la preparación del material necesario para
el cumplimiento de la función epidemiológica
que no sean susceptibles de una explotación
indus'rial y que al mismo tiempo sirva de
enseñanza a los alumnos.
B) Instituto de Hematología .—La Di-
rección General de Sanidad dispondrá de un
Instituto de Hematología dedicado al estu-
dio, orientación y práctica de las técnicas de
transfusión sanguínea y de inmuno-transfu-
sión, así como a la recogida y preparación
de los medios preventivos y terapéuticos de
origen hemático humano, utilizables en las
luchas epidemiológicas. De este Instituto de-
penderán, a través de las Jefaturas provin-
ciales de Sanidad. las Secciones de Hemato-
logía de los Institutos provinciales de Sa-
nidad.
C) Hospitales de enfermedades infeccin•
sas.--Serán funciones suyas el aislamiento y
tratamiento de los enfermos infecciosos, así
como colaborar en la enseñanza e investi-
gación de acuerdo con la Escuela Nacional
de Sanidad y el Consejo Superior de Inves-
tigaciones Científicas.
Base 4.8 Lucha contra las enfermedades
infecciosas. Desinfección y desinsectación.—
Se efectuará con arreglo a las siguientes nor-
mas:
Todo caso de enfermedad sospechoso de ser
de origen infeccioso será declarado obliga-
toriamente por el Médico que lo asista, sin
perjuicio de que continúe la investigación,
no sólo para la confirmación de la enferme-
dad, sino también para poner en claro su
origen y las vías que utiliza para su propa-
gación.
La ordenación de la lucha contra las infec-
ciones en el territorio nacional estará a car-
go de la Dirección General de Sanidad. En
cada provincia tendrá la dirección del ser-
vicio el Jefe de Sanidad respectivo, quien
asumirá la facultad de ordenar el aisla-
miento de los enfermos infecciosos, dando
cuenta previa al Gobernador civil de la pro-
vincia, bien en sus domicilios, bien en hos-
pitales. De la misma facultad gozarán los
Alcaldes en sus jurisdicciones, y, por su de-
le g ación, los Jefes locales de Sanidad.
Los Jefes de Sanidad podrán asimismo ais-
lar a los portadores de gérmenes, prohibién-
doles el ejercicio de determinadas profesio-
nec, previo el cumplimiento de los trámites
reglamentarios que se marquen. En las mis-
mas condiciones podrá prohibírseles el con-
currir a centros y locales donde su presencia
pueda ser peligrosa para los demás, some-
tiendoles a las medidas pertinentes hasta que
de • en de ser perjudiciale- a la sociedad.
Será cometido del servicio epidemiológico
e: estudio de las características sanitarias de
cada localidad, así como el aislamiento y es-
terilidad de toda fuente de infección, vigi-
lando a los sujetos receptivos y practicando
hs vacunaciones cuando esta medida se halle
indicada. Finalmente será de su competencia
la.; maniobras de desinfección y desinsecta-
ción.
Se declaran obligatorias las vacunaciones
contra la viruela y la difteria en la forma
nue determinarán los reglamentos. Se man-
t iene la obligatoriedad de las vacunaciones
preventivas contra las infecciones tíficas
paratílicas cuando por la existencia de casos
repetidos de estas enfermedades, estado epi-
demico del momento o previsible, se juzgue
conveniente. En todas las demás infecciones
en que existan medios de vacunación de re-
conocida eficacia total y parcial y en que
ésta no constituya peligro alguno, podrán ser
recomendados y, en su caso, impuestos por
las autoridades sanitarias.
El Ministerio de 'a Gobernación podrá im-
poner, previa indemnización a las entidades
productoras privadas, la fabricació n de ele-
mentos precisos a las campañas sanitarias,
asi como los suministros con cargo a los ser-
vicios estatales, provinciales o municipales de
productos con destino a las luchas sanitarias.
La declaración del estado epidémico para
todo el territorio nacional corresponderá al
Consejo Nacional de Sanidad y a los Conse-
jos provinciales en las zonas de su demar-
cación, pero no será precisa la declaración
de este estado para que puedan tornarse las
medidas que estimen oportunas las autorida-
des. Declarada ya la epidemia, los Jefes pro-
vinciales y locales de Sanidad, podrán propo-
ner a la Superioridad la incautación de lo-
cales, de materiales, así corno la utilización
de los servicios profesionales que consideren
precisos para combatir la epidemia.
Corresponderá a la autoridad gubernativa,
a petición de la sanitaria. en tiempo de anor-
malidad sanitaria, la prohibición de ferias y
mercados, la clausura de escuelas, espectácu-
los y centros de reunión así como la prohi-
bición o reglamentación del comercio de ob-
jetos que se juzguen peligrosos para la salud
pública. En caso de duda, la autoridad gu-
bernativa podrá pedir informe a los Conse-
jos provinciales de Sanidad o elevar consul-
ta a la Dirección General del Ramo.
La desinfección y desinsectación serán obli-
gatorias en los casos que se determinen. y su
cumplimiento, reglamentado y garantizado
por la Dirección General de Sanidad. Uno
y otro método serán puestos en práctica por
los servicios oficiales o los particulares de-
bidamente autorizados, y en este último caso
con la intervención e inspección constante
de las autoridades sanitarias locales y de la
Dirección General de Sanidad.
Base 5.1, Sanidad de puertos, fronteras y
transportes.—La defensa sanitaria de puer-
tos, fronteras y vías de comunicación estará
reglada por los Convenios sanitarios suscri-
tos y ratificados por nuestro país. Su objeto
será impedir la recepción en nuestro terri-
torio de las enfermedades infecciosas, así co-
mo su transmisión al exterior.
Puertos y fronteras.—La autoridad sanita-
ria de un puerto en las capitales de provin-
cias marítimas lo será el Jefe provincial de
Sanidad, y en los puertos no capitales e pro-
vincia, el Médico de Sanidad Nacional encar-
gado de este peculiar servicio. El mismo cri-
terio se aplicará en las Estaciones sanitarias
fronterizas. Serán cometidos de las Estacio-
nes sanitarias de puertos y fronteras los si-
guientes: visitas de inspección a los barcos
y expedición de las patentes sanitarias Ser-
vicios sanitarios de Aduanas sobre las mer-
cancías y ganados, en lo que se refiere a la
posible transmisión de enfermedades infec.
ciosas por su intermedio. Vigilancia sanita-
ria de la inmigración y de la emigración. Ins-
pección, desde el punto de vista sanitario,
del trabajo en los buques. Vigilancia sani-
taria de los servicios y del personal sanitario
de la Marina civil.
Los puertos se clasificarán en dos grandes
categorías:
A) Puertos abiertos al tráfico internacio-
nal, dotados de los medios suficientes para
que se pueda aplicar en ellos el régimen que
corresponda a cada buque, de acuerdo con
los Convenios internacionales.
B) Puertos habilitados e inspecciones lo-
cales sanitarias, en los que sólo podrán set
admitidos los buques que no precisen impo-
sición de régimen sanitario.
De acuerdo con los Convenios internacio-
nales, un puerto de primera categoría dis-
pondrá de los siguientes elementos:
a) Servicio médico regular para la vigi•
lancia sanitaria de las tripulaciones y de la
población del mismo puerto, incluso para lit
asistencia de accidentes.
b) Consultorio para los marinos de todas
las naciones.
e) Material de transportes para los enfer-
mos y locales apropiados para su aislamiento,
asi como para el de personas sospechosas.
d) Laboratorios bacteriológicos. Servicios
de vacunación, estaciones de desinfección y
desinsectación.
e) Abastecimiento de agua potable par«
el puerto y para suministro de los barcos.
f) Organización permanente para la bus-
ca, captura y examen de las ratas.
Las estaciones sanitarias de los puertos y
fronteras deberán contar con los mediop ne-
cesarios para diagnosticar y tratar a la pa=
blación del puerto, sobre todo en cuanto se
refiere a enfermedades infecciosas, tubercu-
losis y puericultura. Constituirán grandes
centros secundarios de Sanidad en relación
y bajo la dependencia del Jefe provincial de
Sanidad. que complementará estos servicios
con los del Instituto provincial de Sanidad.
Cuando en un puerto no existan locales
apropiados para el aislamiento de los enfer-
mos y la observación de los sospechosos y
sean precisas estas medidas de rigor se en-
viará el buque objeto de tratamiento al puer-
to más próximo provisto de estos medios.
Para casos de epidemias exóticas se mané
tendrán dos grandes organizaciones de aisla-
miento; esto es, dos lazaretos, uno en un
puerto del Mediterráneo y otro del Atlántico,
convenientemente dotados de medios de hos-
pitalización, observación y desinfección que
requieran un régimen contra las pestilencias
aplicado en gran escala.
Por el Ministerio de la Gobernación, y 4
propuesta de la Dirección General de Sani
dad, se clasificarán los puertos en estas do.
categorías, que podrán ser rectificadas cuana
tas veces lo aconsejen las necesidades del
ect
Los servicios sanitarios de los aeropuertos
r.; ,,dles dependerán de la Dirección General
d '  Sanidad y se regirán por los reglamentos
q ue oportunamente se publiquen de acuerdo
con los Convenios internacionales. Los servi-
cios sanitarios de los aeropuertos serán los
si g uientes: Servicios médicos con el perso-
ne) auxiliar necesario; local para la visita
médica y material para la desinfección, des-
insectación y desratización y para atender a
accidentes v aislamiento de enfermos infec-
cir sos en cumplimiento de las medidas sanita-
rias que exijan las circunstancias.
Sanidad de trensportcs.—De la Dirección
General de Sanidad dependerá la inspección
v la dirección de la policía sanitaria de los
medios terrestres de transporte, comprendién-
dose tanto los locales y el material fijo como
el móvil y los servicios auxiliares, bien per-
tenezcan al Estado, a entidades oficiales o a
Compañías particulares. El personal sanita-
rio de las empresas de transportes desempe-
ñará sus funciones técnicas bajo la inspec-
ción de la Dirección General de Sanidad y de
las autoridades sanitarias locales en los trans-
portes de su competencia.
Corresponderá a la Dirección General de
Sanidad dictar o, en su caso, proponer a la
Superioridad las disposiciones que se consi-
deren precisas para asegurar el cumplimien-
to de los fines a que se dirija la presente
Base, sin excluir la vigilancia del modo co-
mo se nombre el personal sanitario de las
Compañías particulares y entidades oficiales
de transportes, medidas de saneamiento pe-
riódicas o extemporáneas a que han de suje-
tarse material y locales, transporte de enfer-
mos contagiosos y cadáveres, abastecimiento
de aguas. estaciones y vehículos, higiene ali-
menticia en fondas y coches cernedores, mo-
delos de botiquines e instalaciones sanitarias
de estaciones, talleres y vehículos, formación
del fichero higiénico sanitario de las estacio-
nes con todas sus dependencias y locales ane-
if.9.
Piase 6S. Estadísticas sanitarias.—Los ser-
vicios estadísticos sanitarios, facilitarán los
cintos necesarios para la orientación de las
campañas sanitarias contra las enfermedades
evitable:, asi como la confección de :edices
demos:retiros y epidemiológicos, que serán
iiidispensables a todos los trabajos cíe inees-
citín
Los :',1é • licos. y en g eneral las personas que
ceerzse profesiones sanitarias, estarán obli-
eidos a proporcionar cuantos datos estedis-
ticos se les pidan, siendo sancionables las
Iris	 piettualidad o veracidad en que in-
corran en estas declaraciones.
Serón enfermedades de declaración obli-
rodi-h l las siguientes, Brucelosis, Carbunco
I sicteridiano. Cólera, Difteria, Escarlatina, Di-
mteria. Fiebre recurrente. Fiebres tifoideas
paratifoideas. Gripe. Lepra. Meningitis le-
'.no-espinal, Paludismo, Peste. Poliomielitis.
eña, Reumatismo cardin-vascular. Saram-
••. ón, Septicemia puerperal, Tifus ex:interna-
:a : o, Tracoma y Oftalmia purulenta del re-
ien nacido, Triquinosis, Tuberculosis. Varice-
; a e Viruela.
Vei Dirección General de Sanidad. oyendo
previamente al Consejo Nacional de Sanidad,
podiel en cualquier momento aumentar o re-
ducir la lista de estas enfermedades de de-
claración obligatoria.
La Dirección General de Sanidad publica-
rá semanalmente un Boletín que contendrá
los datos de los nacidos vivos, nacidos muer-
tos, defunciones por todas las causas, fa-.
llecídos de menos de un año de edad, así co-
mo los casos declarados y defunciones regis-
tradas por las enfermedades de declaración
obligatoria. También publicará las estadísti-
cas de mortalidad y morbosidad que las ne-
cesidades requieran. utilizando los datos su-
ministrados y los funcionarios de la Direc•
ción General de Estadística. La nomenclatura
de las causas de muerte en relación con lea
estadísticas demográficas será la aprobada
por el Convenio internacional para la revi-
sión de las nomenclaturas nosológicas.
Los Jefes de Centros sanitarios oficiales su.
ministrarán los datos estadísticos correspon-
dientes a sus diversas actividades, con la pe-
riodicidad que se fije en cada caso. Iguales
obligaciones alcanzarán a los Directores fa•
cultativos de todos los establecimientos no-
socorniales y a los de asilos, orfanatos, bal-
nearios y centros similares.
Base 7. N Lucha contra la tuberculosis.—La
lucha Antituberculosa quedará encomendada
en todos sus aspectos al Patronato Nacional
Antituberculoso, bajo la dependencia del Mi-
nisterio de la Gobernación, desarrollando su3
funciones, a través de la Dirección General
de Sanidad y en estrecha colaboración decen-
te con las Facultades de Medicina.
El Patronato funcionará como Instituto de
derecho público, autónomo, con plena perso.
nalidad jurídica, pero a pesar de esta auto-
nomía y descentralización, la parte médico-
saniteria de sus campañas estará en todo mo-
mento sujeta a la Dirección General de Sa-
nidad, asumiendo el Director general la Je-
fatura de los servicios médicos del Patrona-
to en los términos precisos que marquen los
rea la mentos.
Serán funciones del Patronato la preven-
tiva y la asistencial en todas sus formas y es-
pectos. creando y sosteniendo Dispensarios.
Sanatorios destinados a enfermos pulmonares
y osteoarticulares para adultos y para nifa
Pa eventorins, Escuelas. Cbres de colocación
familiar. Centros de reeducación. reincorpo-
ración al trabajo de curados y convalecien-
tes. de enseñanzas e investigación tisiolódíca.
de propaganda y educación del pueblo en ma-
teria de lucha antituberculosa y estudiando
las mejoras de los sistemas de alimentación,
cenciicinnes de trabajo y de la vivienda e
cu e ntos t'actores sociales tengan influencia en
la ;reducción y propagación de la enferme-
dad.
El Patronato Nacional de Lucha Antituber-
culosa, concertará con el Seguro de Enfer-
inet:led no sólo la asistencia a los benefictí.-
ries de dicho Seguro, sino la participación de
arded en las campañas de tipo preventivo.
Sera también función de dicho Patronato las
autorizaciones para la apertura de los Dis-
pensarios y Sanatorios de carácter oficial o
privado, así como la inspección y fiscalización
en el curso de sus actuaciones.
El Patronato se regirá por medio de una
Junta Central, presidida por el Ministro de
la Gobernación, y con delegaciones provin-
ondee que podrán tener distinta composición
se gun las circunstancias locales aconsejen.
La dotación económica del Patronato esta-
rá constituida por:
a) Las cantidades que el Estado consigne
en sus Presupuestos con tal fin.
b) Las que asignen los Ayuntamientos y
Diputacio nes provinciales en sus Presupues-
, e. según las disposiciones vigentes o volun-
t.:mi:urente. así como las de los particulares.
ci Las que produzcan los conciertes que
mniblezca con el Seguro de Enfermedad.
dt Las aportaciones que se autoricen a fa-
\,t del Patronato y todos los recursos que el
<t ido conceda con tal fin.
ei El importe de las adquisiciones a título
lecrativo.
D Les ingresos precedentes de servicios no
-gratuitos.
El Patronato de la Lucha Antituberculosa
dedicará una atención especial a la neumoco-
nlosis, estableciendo en sus dispensarios con-
sultas especiales para estos enfermos y aten-
eeendo e su hospitalización y a la prevención
e la enfermedad en estrecha relación con e)
slinisterio de Trabajo.
Base 8.a Lucha contra el reumatismo y las
rci:opatías.--E1 Ministerio. de la Goberna-
ción organizará un servicio de prevención
centra el reumatismo y las cardiopatias en
colaboración con el Ministerio de Trabajo. las
Facultades de Medicina, el Patronato de Lu-
c.ia Antituberculosa y las Sociedades Médi-
cas de carácter científico.
Por la Dirección General de Sanidad se
dictarán las disposiciones necesarias para la
creación de organismos asesores técnicos y de
servicios dispensaría les y hospitalarios den-
tro de la organización sanitaria.
La propaganda sanitaria dedicará una aten-
ción constante a este problema, divulgando
los conocimientos necesarios para contribuir
a esta labor.
Base 9.a Lucha contra el paludismo.—La
organización e inspección de los trabajos de
la Lucha Antipalúdica corresponden a la Di-
rección General de Sanidad por intermedio
de sus organismos apropiados. Dependientes
directamente de éstos existirá un cierto nú-
mero de Dispensarios centrales, habilitados
para la asistencia y prevención de la enfer-
medad, pero además con fines de enseñanza
e investigación, y personal técnico nombrado
mediante oposición.
Salvo estos casos, serán los Institutos pro-
vinciales de Sanidad los encargados de la
ejecución de cuantas medidas de orden sa-
nitario precise la lucha antipalúdica. Para
ello deberán requerir el auxilio económico de
las Corporaciones locales o de los particula-
res cuando se trate de instalaciones en terre-
nos o explotaciones de este carácter. El sos-
tenimiento de los Dispensarios correrá a car-
go, según los casos. del Estado, de los Insti-
tutos provinciales de Sanidad o de las Cor-
poraciones locales. Será de la incumbencia
de la Dirección General de Sanidad el sumi-
nistro gratuito y, en casos excepcionales, la
reglamentación de la venta de los medica-
mentos antipalúdicos.
Cuando la Dirección General de Sanidad
estime obligado para combatir la endemia pa-
lúdica el saneamiento de determinados terre-
nos lo propondrá al Ministerio de la Gober-
nación, el cual solicitará de los Ministerios
correspondientes que ordenen a los organis-
mos competentes la redacción de los oportu-
nos proyectos con arreglo a las bases técni-
cas sanitarias que señale aquella Dirección
General, y teniendo en cuenta las condicio-
nes económicas en que deba ejecutarse la
mejora, debiendo reglamentarse las aporta-
ciones que podrán exigirse a los diferentes
beneficiarios, según los casos.
El Estado se reserva el derecho de expro-
piación forzosa, mediante indemnización, pa•
ra el caso de que el propietario no se avens
ga a cumplir la obligación que se le impon-
ga de contribuir a sanear sus terrenos. De
la misma manera podrá establecer contribu-
ciones especiales, una vez efectuado el sanea-
miento, sobre las zonas contigues que. sin
ser peligrosas, experimenten aumento de va-
lor a consecuencia del saneamiento.
Todas las Instituciones del Estado. provin-
cias, Municipios y paraestatalea que realicen
lucha antipalúdica complementaria a las que
efectúe la Dirección General de Sanidad es-
tán obligadas a someter sus planes y la eje-
cución de los mimos a informe e inspección
del Ministerio de la Gobernación.
Base 10. Lucha contra el tracoa-ca.—En los
Institutos provinciales de Sanidad de las pro-
vincias en que exista el tracoma en forma en-
démica, existirá un servicio destinado espe-
cialmente a luchar contra la propagación de,
esta enfermedad. y en los pueblos de la pro-
vincia se complementará la organización con
el número suficiente de Dispensarios locales,
para cuya instalación y funcionamiento debe-
rán los respectivos Ayuntamientos proporcio-
nar locales adecuados provistos de servicios
generales.
En estas provincias se llevará a cabo tri-
mestralmente una inspección en Escuelas y
establecimientos destinados a viviendas co-
lectivas, tales como asilos, orfanatos, prisio-
nes. talleres y fábricas, seguida de la opor-
tuna investigación familiar, así como de las
medidas de aislamiento y tratamiento de los
pacientes. En todo caso, el tratamiento será
obligatorio, sobre todo en los que exista pe-
ligro de contagio.
De acuerdo con el Ministerio de Educación
Nacional se crearán Escuelas especiales parst
tracomatosos, con internado en forma tal, que
en ellos sea posible la doble finalidad de
asistencia y aislamiento. En su defecto, en
los orfanatos contaminados se ordenará un
intercambio de asilados en forma que queden
libres de la enfermedad los dedicados a ni-
ños sanos, y, por tanto, al abrigo de todo
contagio.
El p ersonal facultativo afecto a estas or-
ganizaciones estará integrado por Médicos
oftalmólogos y enfermeras visitadoras. así
coma personal auxiliar y subalterno.
Base 11. Enfermedades sexuales.—Para la
lucha contra las enfermedades sexuales se
dispondrá de los Dispensarios Dermatológicos
y de Higiene Social de los Institutos provir-.
ciales de Sanidad y Centros secundarios y
también de cuantos establecimientos. clínicas
y consultorios instalen los servicios asisten-
ciales de las provincias y Municipios, Facul-
tades de Medicina y entidades par: estatales
y particulares.
En lo sucesivo todo el personal técnico de
estas organizacionee, tendrá el titulo de Der-
matólogo. y el que esté al frente de los Dis-
pensarios del Estado formará un Cuerpo. en
que se ingresará por oposición.
El tratamientode las enfermedades sexua-
les será obligatorio, pudiendo recurrirse
internamiento de los indisciplinados durante
la fases de contagio. La Dirección Genera.
de Sanidad cuidará de dotar a los Dispens,
ríos oficiales de las cantidades de medí.
mentas necesarias pasa el tratamiento e.;e
de las enfermaos s.- reglamentará y or-
,iri	 a la	 ii•sligirción de las fuentes de con-
tn •	hasta dende 'ea posible.
:2. (,),-,yanizoción contra la lepra y
Ir:/ ( L, i-m é t,,ing.--Lzi Dirección General 	 Sa-
m'ecto los luchas contra la
1'--	 ha: tifu.s. parasitosis y demás ent ler-
r...	 de	 piel que representan un pe-
	
. a .,.rhaidual	 sacia].
Di! eaciim General de Sanidad
r .	 r,,•t!rá leproserlas nacionales en el
re estime necesario, las cuales
•Iii.d.r•arz:n en las zonas central, levantina,
tuallega de nuestra Península, así
r,--ro en las Islas Canarias.
:-/z.• creerán, lidernais, leproserías provincia-
dando las necesidades la exijan a cargo
e:.• l a s Diputaciones provinciales y bajo la
r1 , reelún fecr.ica de les servicios sanitarios
Dispen.--:ri•as flormafoló g icos ofenderán
sa leprue2 susceptibles de tratamiento
nua' ulatc•rio
1.1 tratamiento domiciliario será permitido
	
'miau rue	 puedo e,arz , nti/nr la falta de
• de transmisión de la eniermeciad
• prohibirá a los leprosos el ejercicio de
t	 trehaiei.-; en	 pueda existir
11	 trzinsmisión de la dolencia.
L	 rue de:iiraibran caros de lepra
s decidirán, con la aproba-
c/On del Jefe provincial de Sanidad corres-
r, 	 si e, n-icesario cl aislamiento o si
Ta: 
	
	 sor tramcloii en los dispensarios, de-
mi, :lin particular, enfermerías provinciales a
ser':,:::,)  sanitario central.
La Le -rasar:a Nacional de Trillo ejercerá
la función investigadora oficial y todas las
corpernrón tanto en este sentido como
e'	 <1'2' •nreflianza y tratamiento.
1:1 Ministerio de la Gobernación podrá sub-
\ laicl:ir a las leproserías particulares. exi-
, ... . cuca pont;an a su disposición un de-
1 Ini n:Icio número de camas. En todo caso,
la' oroserizis particulares quedan sujetas a
viitilancia e inspaeción técnica de la Di-
'H General de Sanidad.
la extinción de las di-
e h/sus ole lifl • s se cl ispondrá, en lodos
dermatoll'il-ficns de los Insti-
pfovaiciale .. y Centros sacunitia • ios de
S•aildird. do instalaciones de radioterapia,
ntenli l ndi se un t'Y zreci‘a contacto, por una
sei vicio de Higiene escolar, y
	can lny,	 veterinaria.
l z	• Et.	 1 -zzihut	 ocincor.—La Or-
ruMi a cl cáncer estará
/ en la f-l.../egi/H) de (Mcelo:_rti de
I.!	 Sanidad, con el rió-
mi/ ../ de Centros re . uian,ilti.ii que se estime ne-
ti,...,1.;0, y nmpli•miente con los
•a.ablecimiciitea asistenciales de Diputacio-
i.et, Ayinilamientoi, Facultades de il,I•clicina
Euaciaciones privadas.
Serón misiones de 1:1 lucha anticancerosa
11, :;m,uier.tes • Asistencia medica a les can-
, erose:, cualquiera que se:, su clase, y la lo-
, iiliza • ión de la corpla, actuando bien direc-
inmente o por medio de servicios concertadas
o (•yo:id:n:1M's.
Eiziudn, e investigación de los problemas
tau lr':ticos, C n Iii111 ices, técnicos, demográficos,
initarios y sociales, relacionadas con el cán-
eiini. Para llenar estas finalidades dispondrá
de las instalaciones precisos, incluyendo en-
tre ellas los servicios clínicos correspondien-
tes a un Hospital Albergue de cancerosos in-
curables.
Establecimiento de los principios para
verificación y fiel contraste de las instalacio-
nes oficiales y particulares de radioterapia,
radiumterapia y otros agentes o sustancias
radioactivas. Estudio de los métodos de pro-
tección material y legal contra el peligro de
las radiaciones. roentgenterapia. radio y otros
agentes físicos. Investigación, de los proble-
mas relacionados con la acción de los agen-
tes físicos de la terapéutica del cáncer.
La Sección de Oncología de la Dirección
General estará bajo la dirección de un Mé-
dico de Sanidad Nacional, encargado de la
campaña general contra el cáncer, así como
de suministrar normas, orientaciones clínicas
y personal especializado a los Centros regio-
nales y a los servicios concertados de asis-
tencia.
Los Centros regionales contra el cáncer ra-
dicarán en las capitales de Distrito univer-
sitario, y si no pertenecen a los Hospitales
clínicos, estarán coordinados con ellos.
El servicio estará a cargo de Catedráticos
especializados.
Base 14. Sanidad maternal e infantil.—A
la Dirección General de Sanidad compete la
unidad de dirección. coordinación y vigilan-
cia de las Instituciones de Maternología y
Puericultura existentes, cualquiera que sea
su naturaleza.
Las funciones inherentes a los servicios de
Higiene infantil y paternal del Estado son
las siguientes:
a) Maternología, higiene prenatal y asis-
tencia médica maternal.
b) Puericultura de la primera y segunda
infancia.
c) Higiene y protección durante la edad
escolar.
d) Enseñanza de la puericultura y de hi-
giene infantil en las Escuelas e Institutos fe-
meninos y Normales. Educación popular en
estas materias.
e) Proponer las medidas legislativas ds
tipo social a favor de la madre y del niño.
Todos los españoles residentes en España
con edades comprendidas entre el nacimien-
to y los quince años poseerán un cuaderno
sanitario, en donde se inscribirán las inci-
dencias más destacadas que afecten a su sa-
lud En la lucha contra la mortalidad in-
fantil y maternal se tendrá muy presente el
olear y sostener servicios dispensariales
hespitalarios de maternología, sobre todo en
las grandes ciudades, con número de camas
proporcional al de sus habitantes. La misma
conducta se seguirá en las localidades donde
existan Centros secundarios de Sanidad.
La función sanitaria y la vigilancia de la
asistencia médica maternal e infantil duran-
te la primera y la segunda infancia serán.
ejercidas a través de los servicios que tengan
esta finalidad.
La red dispensarial creada, ampliada en el
futuro. se ocupará del desarrollo y vigilancia
sanitaria del lactante y del niño en edad pre-
escolar
En las grandes poblaciones, como anejos
a las Facultades de Medicina, y, donde no las
hubiera, a los Dispensarios Centrales, se es-
tablecerán clínicas infantiles, en especial de
lactantes y de enfermedades infecciosas. La
recuperación de los niños inválidos, deformes,
asi corno de los deficientes mentales, se veri-
ficará a través de los Dispensarios y Centros
de tratamiento dependientes de la Dirección
General de Sanidad o vigilados por ella.
Será obligatoria la vigilancia sanitaria de
los escolares. tanto de los que asisten a esta-
blecimientos del Estado como a Instituciones
particulares, que se llevará a efecto en lo su-
cesivo con Médicos que posean el titulo de
puericultor-Pedíatra y por especialistas. Don-
d. Centros secundarios, a sus espe-
cialistas corresponderá el servicio de vigilan-
cia médico-escolar.
En lo sucesivo el personal médico que haya
da ser nombrado para regir las Instituciones
de puericultura de las Juntas de Protección
de Menores ingresará por oposición, con arre-
glo al Decreto de 9 de noviembre de 1939
y disposiciones complementarias.
Anualmente, el Presidente del Consejo Su-
perior de Protección de Menores y el Direc-
tor general de Sanidad, con los asesoramien-
tos competentes, fijarán el plan de puericul-
tura que habrá de desarrollarse en el seno
de las Juntas de Protección de Menores, den-
tro de las consignaciones que para dichos
servicios figuran en los presupuestos de las
mencionadas Juntas.
Base 15. Higiene mental.—Compete al Mi-
nisterio de la Gobernación, por intermedio
de la Dirección General de Sanidad, la su-
perior dirección técnica y la inspección psi-
quiátrica nacional, así como la coordinación
de servicios entre las distintas instituciones
oficiales que tengan a su cargo la asistencia
a los enfermos psíquicos.
En las Instituciones de asistencia psiquiá-
trica de propiedad particular, el nombramien-
to de personal técnico lo hará el propietario,
escogiendo entre los especialistas titulados.
Estos Centros estarán sujetos a la Inspección
del Estado y en sus servicios técnicos se
ajustarán al Reglamento que se dicte para
1:1 organización interior de los frenocomios.
La cooperación de ellos entre sí y su coordi-
nación con los servicios oficiales, que en prin-
cipio será libre, puede establecerse mediante
contratos que necesitarán la superior apro-
bación del Ministerio de la Gobernación.
Para la asistencia a los enfermos mentales
s^ dispondrá de las siguientes clases de fre-
nocornios:
a) Dispensarios de Higiene mental para el
ti:, tarniento ambulatorio.
b) Departamentos neuro-psiquiátricos den-
tro de los grandes hospitales, y clínicas psi-
q uiátricas universitarias, destinados al trata-
miento de los enfermos agudos, en los que no
esté indicado el tratamiento ambulatorio.
c) Frenocomios u hospitales psiquiátricos,
regionales o provinciales, indistintamente, des-
tinados al internamiento de enfermos cróni-
cea o agudos.
d) Colonias agrícolas o industriales orga-
nizadas para utilizar como terapéutica la ocu-
pación de los enfermos crónicos,
e) Establecimientos para la hospitalización
de débiles mentales, epilépticos, toxicómanos.
post-encefaliticos y de enfermos mentales asi-
lables.
O Lucha contra la toxicomanía, particu-
larmente contra el alcoholismo y la morfino-
n-lan la.
La Dirección General de Sanidad cuidará
d2 organizar la asistencia psiquiátrica fami-
liar y extramanicomial de acuerdo con las
D iputaciones provinciales. El Ministerio de la
Gobernación señalará las necesidades de asis-
tencia psiquiátrica regional y provincial y
coordinará los servicios interprovinciales a
los fines de fundación de granjas agrícolas
y otros establecimientos psiquiátricos regio-
nales o comarcales a cuyo sostenimiento eco-
nómico deban concurrir varias Corporaciones
provinciales, oyendo previamente a las Direc-
ciones Generales de Sanidad y Administra-
ción Local.
El ingreso y las altas de los enfermos men-
tales en los establecimientos psiquiátricos se
regularán por las normas que se señalen en
los reglamentos. El Ministerio de la Goberna-
ción dictará las oportunas disposiciones para
la incapacitación o internamiento de los toxi-
cómanos y su reeducación en sanatorios.
Base 16. Servicios farmacéuticos.—Los ser-
vicios farmacéuticos a que se refiere la pre-
sente Ley quedarán integrados por los pro-
pios del Estado, la Provincia y el Municipio,
además de las actividades sanitarias que for-
man el ejercicio libre de la farmacia.
En cada provincia habrá un Inspector de
Farmacia de la misma categoría que los Jefes
de Sección de las Jefaturas provinciales do
Sanidad, de donde dependerán, y que tendrán
a su cargo todos los servicios farmacéuticos
de aquella jurisdicción.
En lo sucesivo, tanto para el desempeño de
este cargo, como para el de todos los que
correspondan al servicio farmacéutico cen-
tral, será preciso pertenecer al Cuerpo de
Farmacéuticos diplomados de Sanidad, cuyas
enseñanzas correrán a cargo de la Escuela
Nacional de Sanidad
En las Aduanas cuya importancia lo re-
quiera, habrá un Inspector farmacéutico.
Se entenderá por medicamento las sustan-
cias simples o compuestas preparadas y dis-
puestas para su uso medicinal inmediato, tan-
to si proceden del reino mineral, vegetal o
animal, como si se trata de agentes biológi-
cos o productos sintéticos, tengan o no el ca-
rácter de especialidad farmacéutica, bien sean
destinados a la medicina humana o a la ve-
terinaria.
Se considerarán como artículos de uso me-
dicinal aquellas sustancias que se empleen
como primeras materias en la preparación
de medicamentos, tales como las drogas, pro-
ductos minerales, químicos, plantas medici-
nales y los aparatos y utensilios utilizados
corrientemente en la práctica médicofarrna-
céutica.
Sólo los farmacéuticos, individualmente o
z,sociados en las formas que se autoricen, po-
drán ser propietarios de las oficinas de far-
macia, de las que serán profesional y civil-
mente responsables. Se exceptúan de este
precepto las creadas por instituciones del Es-
tado. Provincia o Municipio para el servicio
de los acogidos a título gratuito. Los Mi-
nisterios del Ejército, Marina y Aire conti-
nuarán su régimen especial destinado a ser-
vicios militares. Para los servicios técnicos
o' de carácter social de las Corporaciones se
establecerán tarifas especiales.
En las fábricas, minas y otras agrupaciones
de obreros en número superior a un cente-
nar, en las poblaciones distantes más de cin-
co kilómetros de la farmacia más próxima.
en las estaciones de ferrocarril de la catego-
ría que se fije en los reglamentos, campos de
deportes, plazas de toros e instalaciones arlá-
logas, se autorizará la instalación de boli-
guinea de urgencia, dirigidos y provistos pre-
ferentemente por el Inspector farmacéutico
municipal del partido en que esté enclavada
y. en defecto de aquél, por el más próximo.
Queda regulado y limitado en el territorio
ní.cional el establecimiento de oficinas de
farmacia, incluso con las amortizaciones que
ss crean precisas, dejando a salvo los inte-
reses de la propiedad. El traspaso o venta
de las .oficinas de farmacia se efectuará en
condiciones que se determinen por la Di-
rección General de Sanidad en el oportuno
reglamento. La Dirección General de Sani-
dad determinará, en el plazo de dos meses,
las condiciones de venta y traspaso de las
farmacias, y en su adjudicación se recono-
cerá derecho preferente a les farmacéuticos
que tuvieran el titulo con anterioridad al
año 1941 y a aquellos que en dicho año hu-
bieran aprobado alguna asignatura de la ca-
1 rera.
Queda prohibido el ejercicio simultáneo de
la Medicina y la Veterinaria con la Farmacia
al servicio público. En los pueblos en donde
n• haya más que un solo facultativo de cada
una de estas profesiones y esté ligado con
el farmacéutico por parentesco de consangui-
nidad o afinidad de primer grado. no podrá
ejercer el que intente establecerse con pos-
terioridad.
Con el titulo de «Farmacopea española» se
publicará un libro oficial, en el qué no sola-
mente se consignen las reglas y preceptos
que deban observarse en la preparación de
los medicamentos oficiales, sino, además los
principios e indicaciones propias de tal mi-
sión, para que sirvan de normas Y pautas
obligatorias en la elaboración de los prepa-
rados galénicos o de composición no definida
y de guía en los químicos y de composición
definida. Será redactado por la Real Acade-
mia de Medicina de Madrid, con la colabora-
ción de la Real Academia de Farmacia y del
Consejo Nacional de Sanidad. A este último
organismo corresponderá el informe previo a
la publicación.
Se entenderá por «especialidad farmacéu-
tica» todo medicamento, alimento medicamen-
to, producto higiénico o desinfectante, de com-
posición conocida y denominación especial,
dispuesto en envase uniforme y precintado
pura la venta al público y que haya sido
inscrito en los Registros farmacéuticos y au-
torizado su propietario para la preparación
y venta.
Las especialidades farmacéuticas de uso
veterinario serán registradas en la Dirección
General de Sanidad, sin perjuicio de las dis-
posiciones del Ministerio de Agricultura que
re 'elan esta materia.
No se considerarán especialidades farma-
céuticas, aunque estén sujetas a normas igua-
leJ, los articulos envasados que se destinen
a la cosmética y perfumeria, cuya venta será
libre, no siendo preciso para su elaboración
el laboratorio de especialidades farmacéuti-
cas.
Las especialidades farmacéuticas extranje-
ras podrán registrarse en España en los casos
que decida la Dirección General de Sanidad.
Su importación será regulada por normas
análogas.
Los registros de especialidades farmacéu-
ticas se considerarán temporalesrevisables'
bien sean nacionales o extranjerays. La venta
al público se hará exclusivamente en las
oficinas de farmacia, y será obligatoria la
dispensación con receta de facultativo, en los
casos fijados por la Dirección General de
Sanidad; su precio será señalado por la mis-
ma Dirección.
Los laboratorios destinados a la prepara-
ción de especialidades farmacéuticas podrán
ser de dos clases: laboratorios individuales
y laboratorios colectivos. Unicamente los far-
macéuticos pueden poseer laboratorios indi-
viduales, salvo los casos en que éstos sean
destinados a la preparación de productos bio-
lógicos, en que podrán ser propietarios de
los mismos Licenciados en Farmacia, Medi-
cina o Veterinaria.
En los laboratorios de especialidades no
podrán elaborarse especialidades farmacéu-
ticas que no sean de la propiedad de sus ti-
tulares, bien sean personas jurídicas o-natu-
rales.
Las autorizaciones de elaboración y venta
y las concesiones de instalación de labora-
torio, podrán ser objeto de transferencia
siempre que ésta se estipule en documento-
público y entre personas capacitadas, según
lo dispuesto en la presente Ley y los regla•
mentos que de ella se deriven.
De la misma manera que se prohibe el
ejercicio simultáneo de la Medicina y la Ve-
terinaria con la Farmacia, será totalmente
incompatible el ser copropietario, gerente o
director de un laboratorio colectivo con el
ejercicio libre de la Medicina y la Veterina-
ria. Si la explotación de los laboratorios co-
lectivos se realiza en forma de Sociedad anó-
nima, no podrán formar parte de sus Conse-
jos de Administración médicos ni veterinarios
que ejerzan libremente la profesión.
El Servicio de Restricción de Estupefa-
cientes gozará del exclusivo derecho de im-
portación, exportación, intervención en la fa-
bricación y distribución de las sustancias y
preparados nacionales y extranjeros que ten-
gan tal carácter y que se relacionarán en
el correspondiente Reglamento.
Intervendrá para garantizar su misión en
el cultivo y recolección de plantas medici-
nales dedicadas a la producción de aquellas
sustancias o que tengan estas aplicaciones.
El Servicio de Restricción de Estupefacien-
tes será el organismo encargado de llevar
a efecto todos los compromisos internacio-
nales que contraiga el Estado español en esta
materia, prestando, a las órdenes del Minis-
terio de la Gobernación, toda la colabora-
ción que necesite el de Asuntos Exteriores.
Su inspección permanente prestará especial
atención a estos servicios, para impedir el
tráfico clandestino de estas drogas.
Todos los suministros de los Centros sani-
tarios de la Dirección General de Sanidad
y del Patronato Nacional Antituberculoso
quedarán centralizados y atendidos por la
Sección de Aprovisionamientos de la Inspec-
ción General de Farmacia en cuanto a medi-
camentos, apósitos y otros elementos de cura.
El Centro Técnico de Farmacobiologla será
el encargado del análisis y comprobación de
todos los productos que se presenten al Re-
gistro y de los que ya estén registrados y en
el mercado, de sus materias primas, y en ge-
neral de todas las sustancias que puedan ser
objeto de estudio por la industria• químico*
farmacéutica o por los servicios sanitarios.
Igualmente será el asesor técnico de la Di-
rección General de Sanidad en todas las fun-
i„ne5 que le son peculiares, y sus dictáme-
, ‘. e tendrán el carácter de oficiales.
o,,s trabajos de carácter particular que
autorizado por la Dirección General
d.. Sanidad serán tarifados en la forma que
..::,blezca el Reglamento de aplicación de
zi liase y contabilizados por el Negociado
correspondiente de la Inspección General de
F-rmacia.
*n perjuicio de las atribuciones que la le-
•'ación vigente concede al Consejo Superior
de Investigaciones Científicas y Facultades de
,rmacin, la Inspección General de Farmacia
tendrá como misión el estudio de la parte far-
inecáutica de la orientación y aprovechamien-
do las plantas medicinales, teniendo en
Jenta, además, las necesidades del país. Pa-
r., la aplicación de estos principios científi-
cos al estudio y práctica de la adaptación
-• cultivo, el Ministerio de Educación Nacía-
II y la Inspección de Farmacia colaborarán
con el Ministerio de Agricultura, designando
i .•presentantes en la Comisión que para el
desarrollo de estas funciones se constituya
en este último Ministerio.
Base 17. Sanidad veterinaria.—Serán fines
de la Sanidad veterinaria cuanto haga refe-
3:encía al régimen sanitario de mataderos, al
especto sanitario de las zoonosis transmisibles
n a la inspección sanitaria de los alimentos
de origen animal, sin perjuicio de la com-
eetencia de las restantes profesiones sanita-
oías dentro de su especial capacitación.
La organización de la Sanidad veterinaria
eenstará de una Inspección General en la Di-
:acción General de Sanidad, servicios provin-
. :ales en los Institutos de Sanidad. con la
Je':a',.nra de Sanidad veterinaria de la pro-
•incia en análoea forma que la farmacéuti-
C.iT. Servicio de Puertos y Fronteras y muni-
cipales.
Tanto los servicios centrales como Ios pro-
vinciales y de Puertos y Fronteras serán des-
empeñados por facultativos pertenecientes al
Cuerpo Nacional Veterinario, incrementado y
especializado en materia sanitaria según el
criterio que determine la Dirección General
de Sanidad. Los actuales Jefes de Secciones
de Veterinaria de los Institutos provinciales
de Sanidad ingresados por oposición quedan
incorporados al Cuerpo Nacional Veterina-
rio.
Las Jefaturas provinciales de Sanidad y, en
su caso, la Dirección General darán cuenta
a los servicios de ganadería de todas las anor-
malidades que puedan presentarse, tanto en
materia de policía sanitaria bromatológica
corno en lo que se refiere a zoonosis transmi-
sibles al hombre, recibiendo, en cambio, de
aquellos organismos las informaciones recí-
procas.
Base 18. Personal sanitario, técnico, admi-
nistrativo y auxiliar.—E1 Cuerpo médico de
Sanidad Nacional será el encargado de llevar
a la práctica la labor sanitaria que realice
directamente el Ministerio de la Gobernación.
Su ingreso se verificará por oposición, reser-
vándose turnos especiales dentro del sistema
de oposición a los médicos que durante cinco
años, como mínimo y en propiedad, hayan des-
empeñado cargos sanitarios especiales, como
los del Servicio Antipalúdico, Institutos pro-
vinciales de Sanidad, Laboratorios municipa-
les, Patronato de las Hurdes, Médicos del
Protectorado de la Zona española en Marrue-
cos y Colonias, Directores de Centros prima-
rios de Sanidad, Médicos de Asistencia Pú-
blica Domiciliaria y Tisiólogos, Puericulto-
res y especialistas al servicio de la Sanidad
Nacional,
Los ascensos en el Cuerpo de Sanidad Na-
cional se verificarán por rigurosa antigüedad
hasta llegar a la categoria de .Tefe de Admi-
nistración de primera clase, y después, por
elección regulada por el oportuno Reglamen-
to, pero respetando siempre, hasta su extin-
ción, los derechos reconocidos a las tres ra-
mas sanitarias de origen.
La provisión de destinos se hará también
por el sistema de antigüedad, excepto la de
las que por su marcada especialización o por-
que supongan cargos de confianza estime el
Ministerio de la Gobernación que deban ser
cubiertas por concurso de méritos o por opo-
sición restringida.
Los facultativos especializados, al servicio
de la Sanidad Nacional, ajenos al Cuerpo
Médico de la misma, tales como Tisiólogos,
Puericultores, Maternólogos, Dermatólogos,
Odontólogos Farmacéuticos, así como el per-
sonal técnico de los Institutos provinciales
de Sanidad, se constituirán en escalafones
cuando su número lo permita. No se podrá
desempeñar simultáneamente el cargo de Mé-
dico de Sanidad Nacional y de especialista al
servicio de la misma.
Las Instructoras de Sanidad ingresarán
también por oposición y, después de ampliar
sus estudios en la Escuela de Instructoras,
ocuparán sus destinos por concurso reglamen-
tario, en el que se tendrá en cuenta su pe-
culiar especialización para el destino que se
les confiera. Constituirán un escalafón úni-
co, aunque tengan diversas especialidades. Se
reservará un turno especial en las oposicio-
nes a las Enterrderas que hayan desempeñado
en propiedad sus funciones en los Institutos
Provinciales de Sanidad durante cinco años
como mínimo.
Los practicantes, enfermeros, auxiliares sa-
nitarios. peritos mecánicos, celadores, maqui-
nistas mecánicos, desinfectores y personal que
desempeña cargos semejantes, formarán esca-
las especiales.
El actual Cuerpo Administrativo sanitario
cubrirá sus vacantes en lo sucesivo mediante
oposición.
El personal dependiente de la Dirección
General de Sanidad se regirá administrativa-
mente por el Reglamento de funcionarios del
Estado, además de lo que específicamente se
determine en el de su Cuer po respectivo.
Todos los funcionarios que dependan de la
Dirección General de Sanidad y ejerzan fun-
ciones de inspección nn podrán poseer ofici-
nas de farmacia, laboratorios de preparación
de especialidades ni pertenecer en ninguna
forma a laboratorios colectivos ni a sus Con-
sejos de Administración, así como tampoco
dedicarse a la fabricación o preparación de
cualquier clase de material sanitario.
Para premiar servicios por méritos rele-
vantes de carácter sanitario o prestados con
motivo de la asistencia a luchas sanitarias o
epidemias, el Ministro de la Gobernación po-
drá conceder la condecoración de la Orden
Civil de Sanidad en todos sus grados,
salvo la categoría de Gran Cruz, cuya conce-
sión corresponde al Jefe del Estado.
La Dirección General de Sanidad estable-
cerá anualmente concurso entre su persona
para la concesión de premios destinados a
honrar actuaciones destacadas o trabajos de
i nvestigación sanitaria.
El régimen de sanciones será el señalado
en el Reglamento de funcionarios del Esta-
do . Todas las correcciones, salvo las de
apercibimiento, exigirán la formación de ex-
pediente con audiencia del interesado, por
plazo mínimo de cinco días.
En todos los Cuerpos técnicos dependientes
de la Dirección General de Sanidad se esta-
Oleceran Tribunales de honor para juzgar a
'.uncienarios cuya conducta sea incompatible
con el prestigio o el honor de la colectividad.
Las viudas o hijos menores de edad del per-
senal sanitario que fallezca de enfermedad
infecciosa contraída en el cumplimiento de
su deber en tiempo de epidemia tendrán de-
recho al percibo de pensiones de carácter ex-
traordinario en las condiciones de concesión
y cuantía que se determine.
TITC1,0 P.—Servicios sanitarios locales
Base 19. Organización provincial. — Los
servicios sanitarios provinciales estarán a car-
go de las organizaciones sostenidas por la Di-
rección General de Sanidad, las Diputaciones
Provinciales y las Mancomunidades sanita-
rias.
Los Gobernadores civiles, como represen-
tantes del Gobierno en cada provincia, ten-
drán entre las facultades inherentes a su car-
go la de velar por el exacto cumplimiento
de las disposiciones sanitarias, y, por lo tan-
to, adoptarán. en Cosos urgentes y bajo su
esoensabilidad, las medidas necesarias que
estimen convenientes para preservar la sa-
lud pública de epidemias, enfermedades con-
tagiosas. focos de infección y otros riesgos
análogos, dando cuenta inmediata al Minis-
tro de la Gobernación. En estos casos y en
tsda intervención sanitaria reclamarán el ase-
._ertaniento del Jefe provincial de Sanidad y,
si lo creyeran necesario, el del Consejo Pro-
vi •  sial de esta rama.
En cada provincia existirá un Jefe de Sani-
dad, del Cuerpo de Sanidad Nacional, asistido
par el número de madicos que se considere
necesario para la buena marcha del servicio
y de la administración sanitaria provincial,
a cargo de funcionarios del Ministerio de la
Gobernación o del Administrativo sanitario.
Sin perjuicio de las atribuciones de los Go-
bernadores civiles, los Jefes provinciales de
Sanidad, cuya residencia obligada estará en
la capital de 1:1 provincia, actuarán como de-
leaedos permanentes de la Dirección General
de Sanidad vigilarán el cumplimiento de las
disposiciones de carácter sanitario, imponién-
dolas cuando sea preciso y ordenando todos
,; servicios sanitarios de su jurisdicción.
Podrán sancionar las infracciones de las
disposiciones sanitarias vigentes, imponiendo
multas hasta de mil pesetas, contra 'cuya san-
ción cabrá recurso ante el Ministro de la Go-
be/ nación.
Los Gobernadores podrán revocar los acuer-
do' o desestimar las propuestas de los Jefes
provinciales de Sanidad, pero habrán de ha-
cerlo bajo su responsabilidad en providencia
escrita.
En cada capital de provincia existirá un
Consejo provincial de Sanidad que tendrá la
rr.isión de asesorar a las Autoridades en lo re-
ferente a los problemas sanitarios de la pro-
vincia. Se reunirá obligatoriamente, por lo
menos, una vez al mes, y estará integrado por
los miembros siguientes:
El Gobernador civil, como Presidente.
El Presidente de la Diputación, el Alcalde
de la capital y el Jefe provincial de Sanidad,
corno Vicepresidentes.
Un Médico de la Lucha Antituberculosa.
Un Médico de la Lucha Antivenérea.
Un Médico puericultor.
Un Médico representante de F. E. T. y de
las J. O. N. S.
Un sanitario de los servicios municipales
de la capital, designado por el Alcalde.
Un Jefe de Sanidad Militar.
El Jefe de los servicios médicos de la Be-
neficencia provincial.
Un Inspector provincial de Farmacia.
Un Inspector provincial de Sanidad Veteri-
naria.
Un Arquitecto y el Ingeniero Jefe de Obras
Públicas.
En las provincias en que haya Facultad de
Medicina, el Catedrático de Higiene, y en los
Departamentos marítimos y Comandancias ge-
nerales navales, el Jefe de Sanidad de la Ar-
mada.
El Presidente designará al Secretario co-
rrespondiente.
Las funciones sanitarias de una provincia,
en lo que respecta a la Medicina preventiv o,
serán realizadas por la Dirección General de
Sanidad con la cooperación económica de las
Diputaciones provinciales y de las Mancomu-
nidades sanitarias. Comprenderán como míni-
mo los siguientes extremos: Protección a la
madre y al niño. Higiene de la alimentación,
Higiene de la vivienda y establecimientos pú-
blicos, en el sentido más amplio de la pa-
labra. Profilaxis de las enfermedades evita-
bles. Asistencia de los enfermos de origen in-
feccioso. Higiene social. Investigaciones so-
bre endemies locales y características sanita-
rias de la provincia. Enseñanza popular de
higiene.
En cada provincia existirá un Inspector de
Farmacia, cargo que recaerá en el Jefe de
la Sección de Análisis del Instituto Provin-
cial de Sanidad, que en lo sucesivo estará
desempeñado por farmacéuticos. Existirá una
Subinspección de Odontología a cargo del
odontólogo del Instituto Provincial de Sani-
dad, que representará tanto a la autoridad
sanitaria provincial como al Inspector de
Odontología de la región.
La autoridad provincial de Sanidad Veteri-
naria estará representada por el Inspector
provincial de esa rama, que recaerá en el Je-
fe de la Sección de Veterinaria del Instituto
Provincial de Sanidad.
Para la coordinación de les servicios sani-
tarios y asistenciales con la enseñanza, en las
provincias en que exista Facultad de Medici-
na funcionará la Comisión que previene el
articulo 15 del Decreto de 27 de enero de
1911, y de la cual formará parte el Jefe pro-
vincial de Sanidad, que tendrá categoría y
funciones universitarias de Catedrático agre-
gado.
Declarados a extinguir los Subdelegados de
Sanidad, conforme vayan produciéndose sus
vacantes, todas, sus funciones, a excepción de
las estrictamente municipales, pasarán a las
Jefaturas provinciales de Sanidad y a los Ins-
pectores provinciales de Farmacia y de Vete-
rinaria.
Base 20. Institutos provinciales de Sani-
dad.--Los órganos para la función técnico-
sanitaria en las provincias son los Institutos
da Sanidad. que estarán bajo la dirección del
Jefe provincial de Sanidad. En los casos en
que el Ministro de la Gobernación lo autori-
ce podrán mancomunarse provincias limítro-
fea. en totalidad o en parte, para la constitu-
ción de sus Institutos de Higiene.
Los Institutos provinciales de Sanidad man-
trndrán una estrecha relación con la Escuela
Nacional de Sanidad, de la que recibirán nor-
mas y medios para llegar a la unidad de téc-
nicas y de funciones.
Cada Instituto provincial de Sanidad ten-
drá en funcionamiento un cierto número de
sorvicios, que deberá modificar o ampliar se-
aún las necesidades sanitarias y la capacidad
económica de cada provincia. Estos servicios
serán los siguientes:
a) Sanidad exterior en las provincias ma-
ra ¡mas n fronterizas.
b) Epidernio/ogia.
c) Análisis higiénico-sanitario.
d) Higiene infantil, escolar y maternología.
e) Tuberculosis.
t) Dermatología e higiene social.
e) Veterinaria.
1 1 Esaecia helados clínicas al Servicio de
; Secciones mencionadas.
i) Hematología.
j) Saneamiento e higiene de la vivienda.
k) Servicio de desinfección y desinsecta-
ci.ín. Pabellón de aislamiento y lazareto.
1) Servicio de transporte de enfermos.
Estos servicios podrán completarse con los
do Paludismo, Higiene del Trabajo e indus-
trial. Arquitectura e Ingeniería sanitaria. Hi-
giene mental y otras que autorice el Ministe-
rio de la Gobernación.
Todos los servicios de los Institutos provin-
ciales de Sanidad, que puedan ser utilizados
en una labor docente, funcionarán en rela-
ción con las Facultades de Medicina, Farma-
cia y Veterinaria. Los Jefes de los Servicios
a que afecte esta coordinación serán nombra-
dos profesores agrecados y, en ocasión de va-
cantes, los Catedráticos de la asignatura de
la Sección vacante posarán a ocupar los ser-
vicios pendientes de provisión en la forma
qua determinen los Reglamentos.
Los Institutos provinciales de Sanidad in-
cluirán en sus presupuestos cantidades para
contribuir a la adquisición de medicación an-
tiluética, antileprosa y antipalúdica, y. ade-
más, partidas para atenciones sanitarias ex-
traordinarias en caso de epidemias.
Para el cumplimiento de sus fines contarán
como ingresos en sus presupuestos con las
si guientes cantidades:
Con el dos por ciento, como máximo, del
importe del presupuesto ordinario de ingre-
sos de los presu p uestos municipales de su ju-
risdicción, con las aportaciones de las Dipu-
taciones provinciales y con las que el Estado
lea asigne, para completar sus medios de ac-
ción.
Las poblaciones de más de cien mil habitan-
tes contribuirán con la cuota que les fije el
Ministerio de la Gobernación en relación con
los servicios complementarios que deba pres-
tarles la Mancomunidad, oyendo previamente
a los Municipios interesados.
Los Laboratorios municipales, a petición de
lo': Ayuntamientos de que dependan, podrán
fusionar parcial o totalmente su personal y
sus servicios con los de los Institutos provin-
ciales de Sanidad en las condiciones que en
cada caso fije el Ministerio de la Goberna-
ción.
Base 21. Centros secundarios y primarios
de Sanidad rural,—Centros secundarios.—Son
organizaciones intermedias entre los Institu-
tos de Higiene de las capitales de provincia
y los Centros primarios en los pueblos de es-
casa importancia sanitaria. Su misión será se-
mejante a la de los primeros, aunque con un
radio de acción mucho más reducido. Tendrán
la finalidad de estudiar los problemas sani-
tarios del distrito en que estén enclavados y,
muy especialmente, los de higiene maternal
e infantil en toda su extensión, epidemiología
general, lucha contra la tuberculosis, derma•
tología e higiene social, saneamiento e hi-
giene de la vivienda. Estarán enclavados en
poblaciones de cierta importancia que, a ser
posible, constituyan núcleos de comunicación
o centro geográfico de regiones con problemas
sanitarios semejantes.
Los centros secundarios actuarán como filia-
les de los Institutos provinciales, de los que
dependerán técnica y administrativamente.
Tendrán a su frente, un médico del Cuerpo
de Sanidad Nacional y el número de especia-
listas que se juzgue necesario, elegidos prefe-
rentemente entre los médicos de Asistencia
Pública Domiciliaria o residentes en la loca-
lidad. El Director asumirá las funciones qua
se asignaban a los extinguidos Subdelegados
de Medicina. visitas de carácter sanitario, ac-
tos en relación con la policía sanitaria mor-
tuoria, lucha con el intrusismo y otros aná-
logos.
Los Centros secundarios tendrán siempre
un Dispensario Antituberculoso, dependiendo
en este aspecto del Patronato Nacional An-
tituberculoso y debiendo rellacionarse también
con. la entidad a q uien se encomiende el Se-
guro de Enfermedad para concertar sus eer-
vicios con ella. Será función de los Centros
secundarios cuanto tenga relación con la vi-
gilancia sanitaria de los escolares, corrección
de defectos en edad escolar y demás aspec-
tos de esta actuación.
La Dirección General de Sanidad extende-
rá progresivamente estas organizaciones a
medida que las circunstancias lo aconsejen.
hasta tener una red completa de centros so-
bre la superficie del país. Para su sosteni-
miento, además de las cantidades que consig-
nan los presupuestos generales del Estado y
las aportaciones voluntarias del Ayuntamien-
to del pueblo en que radique, se les asignará
una cantidad que no será inferior a la mitad
de la aportación con que el Municipio donde
esté situado el Centro contribuya al sosteni-
miento del Instituto, más la cuarta parte del
de los pueblos de su demarcación e influen-
cia.
Centros primarios.—Ultimo escalón de los
servicios sanitarios nacionales, su misión se-
rá la de contribuir a la profilaxis de las en-
fermedades infecciosas mediante campañas de
vacunación, y la de cooperar en las iniciati-
vas de las organizaciones sanitarias superio-
res en los problemas de higiene infantil, vi-
vienda, tuberculosis y paludismo en las zo-
nas endemiadas.
La Dirección de los Centros primarios re-
caerá en un médico de Asistencia Pública
Domiciliaria de la localidad, que actuará en
su zona como delegado del Jefe provincial,
de Sanidad, o del Director del Centro secun-
dacio, si lo hubiese.
Todo el personal sanitario técnico y auxi-
liar de los Ayuntamientos (Médicos de Asis-
tc ocia Pública Domiciliaria. Odontólogos. Far-
n.aceuticos, Veterinarios. Practicantes y Ma-
trona , ) colaborarán en las funciones de los
Centros primarios por razón de las obligado-
rie-; que les imponen sus respectivos cargos.
Para el sostenimiento de los Centros pri-
mario, , independientemente del local y de las
aportaciones que realicen los Ayuntamientos
donde radiquen, los Institutos provinciales de
Sanidad invertirán en ellos, por lo menos, la
cuarta parte de la aportación municipal del
Ayuntamiento donde esté enclavado el Centro
primario.
Base 22. Mancomunidades sanitarias.— En
cada provincia existirá una Mancomunidad
sanitaria de Municipios que tendrá como fina-
lidades principales el pago a los funcionarios
sanitarios que no perciban sus haberes por
el Presupuesto general del Estado y el soste-
nimiento de los Institutos provinciales de Sa-
nidad.
Constituirán los fondos de la Mancomuni-
dad:
1.0 Las consignaciones presupuestarias co-
rrespondientes a ,as dotaciones de todos los
sanitarios municipales de la provincia (Médi-
cos de Asistencia Pública Domiciliaria, Far-
macéuticos. Tocólogos, Médicos de Casas de
Socorro, Oftalmólogos, Odontólogos, Practi-
cantes. Comadronas, Veterinarios, etc.).
2. , Las cantidades correspondientes al tan-
to por ciento señalado a cada Municipio para
el sostenimiento de los Institutos provinciales
de Sanidad.
3» Las cantidades importe de sus cuotas
dé sostenimiento de enfermos tuberculosos y
le prosos acogidos a petición de las Diputa-
ciones provinciales o Ayuntamientos, en los
Establecimientos del Estado o privados.
4.0 Las consignaciones o dotaciones corres-
pondientes a nuevos servicios o ampliación de
los actuales que las necesidades benéficosa-
nitarias exijan dentro de la Ley vigente.
5., Las cantidades importe de los auxilios
convenidos por Centros oficiales con las Je-
faturas provinciales de Sanidad para la insta-
lación de Centros de Higiene rural, Dispen-
sarios y establecimientos semejantes.
6., El veinticinco por ciento del importe
del papel de pagos al Estado que se liquide
por los Jefes provinciales de Sanidad, con su-
jeción a las normas marcadas en la disposi-
ción de 11 de marzo de 1931.
7., El importe de las consignaciones de los
Ayuntamientos por suministro de medicamen-
tos a los enfermos pobres de la Beneficencia.
8» Las cantidades fruto de conciertos en
que se estipule así, por parte del Seguro de
Enfermedad.
Las Mancomunidades sanitarias serán regi-
das por una Junta administrativa, presidida
por el Delegado de Hacienda ; de Vicepresi-
dentes actuarán el Presidente de la Diputa-
ción y el Jefe provincial de Sanidad, y entre
los Vocales figurarán representantes de los
Ayuntamientos que la integran, el Jefe de la
Sección Provincial de Administración Local,
as( como los Presidentes de los Colegios Mé-
dicos, Farmacéuticos y Veterinarios.
Las Diputaciones provinciales que no cum-
pl.in con sus deberes de hospitalización de
tuberculosos ingresarán en las Mancomunida-
d. es el uno por ciento de su presupuesto de
im.:resos. para que éstas a su vez la transfie-
ran al Patronato Nacional Antituberculoso.
Las Juntas administrativas de las Manco-
munidades de Municipios estarán facultadas
para establecer conciertos para la prestación
de servicios sanitarios y de transporte con
las organizaciones provinciales de Asistencia
pública y tendrán igualmente personalidad
jurídica con plena capacidad legal para adqui-
rir por título oneroso y lucrativo, reivindicar,
poseer y enajenar bienes de todas clases, ce-
lebrar contratos, contraer obligaciones de
cualquier naturaleza y ejercitar toda clase de
acciones.
Igualmente podrán realizar ediíicacioncs y
podrán coordinar sus servicios con los del
Estado, del cual podrán recibir subvenciones
para sus Centros o servicios.
El Ministerio de la Gobernación podrá exi-
mir de pertenecer a las Mancomunidades a
aquellas capitales de más de cien mil habi-
tantes que demuestren tener bien organizados
sus servicios. El régimen de excepción será
temporal, no mayor de cinco años, renovable,
y no llevará aparejada exención de contribuir
a los fines de la Mancomunidad en la cuan-
tía que acuerde el Ministerio de la Goberna-
ción, oyendo a las Direcciones Generales de
Administración Local y de Sanidad y Ayun-
tamientos interesados.
Base 23. Servicios sanitarios de las Dipu-
taciones provinciales.—Toda Diputación pro-
vincial deberá contar con servicios hospitala-
rios para la asistencia médicoquirúrgica, con
el número de camas y servicios fijados por
el organismo técnico competente del Ministe-
rio de la Gobernación, previa audiencia de
la Corporación, preferentemente para la asis-
tencia de aquellos enfermos que con el trata-
miento activo puedan obtener curación o, al
menos, mejoría.
Asimismo deberán sostener instituciones pa-
ra la asistencia infantil, maternal y psiquiá-
trica, incluso con servicios de urgencia y Dis-
pensarios anejos. Corresponde también al Mi-
nisterio de la Gobernación determinar el gra-
do de desarrollo de estos servicios en rela-
ción con las necesidades y posibilidades de
cada provincia.
Las Diputaciones provinciales dispondrán
de servicios para enfermos infecciosos con
sus correspondientes instalaciones de desin-
fección y desinsectación, cuya dirección téc-
nica dependerá de los Jefes provinciales de
Sanidad. Tendrán la obligación de mantener
un pabellón o sala, para la hospitalización
de enfermos afectos de dolencias sexuales, y
un servicio para el tratamiento de las tiñas.
Será obligatoria la existencia de un servicio
antileproso y de otro antituberculoso, de
acuerdo con las normas que fije el Patronato
Nacional Antituberculoso.
En aquellas provincias donde haya Facul-
tad de Medicina y el Estado no tenga servi-
cios hospitalarios propios para la enseñanza
clínica, se tendrá en cuenta lo determinado
en los artículos tercero al décimo del De-
creto de 21 de enero de 1941 sobre coordina-
ción de servicios sanitarios y asistenciales
con la enseñanza. A medida que los Hospi-
tales Universitarios vayan permitiendo esta-
blecer en ellos servicios clínicos adecuados,
con el suficiente número de enfermos para
tener dotada la enseñanza correspondiente,
cesará la ocupación por la Universidad de las"
enfermerías respectivas de los Hospitales pro-
vinciales. proveyéndose la vacante del Jefe
del servicio correspondiente entre Médicos
del hospital provincial Con arreglo a las dis-
oicones vigentes.
Las Diputaciones provinciales estarán obli-
Z
r•.C:35 a abonar las asistencias de los enfer-
.Gs de sus provincias que estén hospitaliza-
¿a3 en los Hospitales universitarios en la
cuantía y forma que en su día establezca el
.Nliniserio de la Gobernación.
La vigilancia sanitaria en todos los esta-
blecimientos de asistencia médica y de bene-
ficencia de la provincia, aunque sean de fun-
dación particular, corresponde al Jefe pro-
vi acial de Sanidad.
Ft Cuerpo de Médicos de la Beneficencia
provincial será el correspondiente a cada
provincia, independientemente de los demás.
rmarán parte de él los que actualmente
desempeñen estas plazas en propiedad, los que
la i)Otengan en virtud de oposiciones convo-
cadas a dicho efecto con anterioridad a la
aprobación de esta Ley y los que ingresen en
lo sucesivo mediante el sistema de oposición
convocada al efecto en la capital del distrito
universitario por el Ministerio de la Gober-
nación.
Las vacantes ocurridas en cada escalafón
provincial se proveerán en la siguiente for-
ma : la mitad por oposición libre y la otra
mitad por concurso restringido de méritos,
reglamentado por el Ministerio de la Gober-
nación, entre Médicos pertenecientes a la Be-
neficencia de todas las provincias.
La provisión de plazas de médicos de guar-
dia y alumnos internos será con arreglo a las
normas que se dicten en los Reglamentos sa-
nitarios provinciales respectivos.
Las oposiciones que hayan de celebrarse
para cubrir plazas vacantes de médicos de la
Beneficencia provincial deberán someterse, en
cuanto a condiciones de convocatoria, for-
mación de Tribunales y programa, a la regla-
mentación que se dicte por el Ministerio de
la Gobernación.
Las plantillas y haberes de este personal
serán fijados por el Ministerio de la Gober-
nación, según la categoría de cada provincia
y Establecimiento, oyendo previamente a la
Corporación interesada.
Base 24. Sanidad municipal.—Corresponde
a los Alcaldes, o por su delegación a los Je-
fes locales de Sanidad, el cumplimiento de
las disposiciones sanitarias, tanto de carácter
general como específicas de su propio Ayun-
tamiento.
Como órgano asesor dispondrán de los Con-
sejos Municipales de Sanidad, cuya composi-
ción será la siguiente:
En poblaciones menores de veinticinco mil
habitantes se constituirán en la siguiente for-
ma:
I» Será Presidente el Alcalde.
2." Actuará de Secretario el Jefe local de
Sanidad,
3» Serán Vocales los siguientes funciona-
rios municipales, si los hubiere: un Médico,
un Farmacéutico, un Veterinario, un Arqui-
tecto o un Ingeniero. Serán Vocales, además,
un Médico designado por F. E. T. y de las
J. O. N. S. un Maestro y el Secretario del
Ayuntamiento.
4.0 Donde existan Centros secundarios de
Sanidad y en las poblaciones marítimas, el
Director de dicho Centro o el Médico de los
servicios de Sanidad Exterior será el Vice-
presidente. Igualmente lo será el Director del
Laboratorio Municipal allí donde exista.
En poblaciones mayores de veinticinco mil
habitantes y capitales de provincia la consti-
tución de la Junta será igual a la anterior,
salvo que actuará como Secretario un Médi-
co de la Beneficencia o Sanidad municipal
diplomado en la Escuela Nacional de Sani-
dad o, en su defecto, un Médico de Sanidad
Nacional. Además será Vocal nato el Médico
de Sanidad Militar de mayor graduación en
la plaza.
La designación de Vocales de los Consejos
Municipales de Sanidad en los Municipios no
capitales de provincia se hará por los Gober-
nadores a propuesta de los Consejos provin-
ciales de Sanidad, y los de las capitales de
provincia, por el Ministro de la Gobernación.
a propuesta de los Ayuntamientos respecti-
vos.
En las poblaciones marítimas serán Vocales
natos el Médico de Sanidad Nacional encar-
gado de los servicios del puerto y un Médico
de la Armada.
La Comisión Permanente de esta Junta es-
tará constituida por el Presidente, el Secre-
tario, un Médico, un Farmacéutico, un Vete-
rinario, un Ingeniero o Arquitecto y el Médi-
co designado por F. E. T. y de las JONS.
Los Ayuntamientos tendrán como obliga-
ciones mínimas. en el orden sanitario, las si-
guientes:
a) Proporcionar aguas potables de pureza
bacteriológica garantizada o, por lo menos,
sanitariamente tolerable. Poseer un buen ser-
vicio de vigilancia y examen de alimentos y
bebidas.
b) Formación del padrón de viviendas.
Formación de estadísticas de viviendas, su
inspección y mejora en el grado más comple-
to posible, señalando especialmente las insa-
lubres a derribar y las insalubres reforma-
bles, así como los planes para extinción de
las primeras y corrección de las segundas.
c) Ejercicio de una policía sanitaria en
vías públicas, mercados, mataderos, lavaderos
y cementerios.
d) Profilaxis de las enfermedades evita-
bles, epidemiología, endemiología, estudio y
planes de mejoramiento de las características
deficitarias de la población, desde el punto de
vista sanitario
e) Higiene de las escuelas y reconocimien-
to periódico de los escolares allí donde no al-
cance la red dispensarial de la organización
provincial.
f) Evacuación de aguas negras y residua-
les, clausura de pozos negros y antihigiéni-
cos, supresión de aguas estancadas. Instala-
ción de red de alcantarillado donde sea posi-
ble con carácter urgente o en etapas suce-
sivas.
g) Inspección de fábricas de embutidos. sa-
lazones, comercio del ramo de la alimenta-
ción, lecherías y establos.
h) Habilitación de locales adecuados para
enfermos de carácter epidemiológico y de
material para la práctica de desinfecciones
desinsectaciones.
i) Vacunaciones preventivas.
j) Sostenimiento de Centros sanitarios lo-
cales.
El grado y extensión de estos servicios se-
rá variable, según las características del Mu-
nicipio y sus recursos económicos. Su regu-
lación será reflejada en cada reglamento sa-
nitario local, cuya redacción corresponderá
a los Consejos municipales de Sanidad, pero
cuyo informe y aprobación incumbirá a los
Consejos provinciales de Sanidad y a los Go-
te nadores civiles, respectivamente.
Si existieren discrepancias técnicas entre
los Consejos municipales de Sanidad y pro-
vinciales, emitirá informe el Consejo Nacio-
nal.
Los Municipios quedan obligados a consig-
no!' para atenciones sanitarias, como minimo,
el cinco por ciento de sus presupuestos or-
c:inarios de gastos.
En caso de persistente desatención por par-
ta de ciertos Municipios de sus obligaciones
• notarias, los Jefes de Sanidad de las pro-
vincias podrán proponer al Consejo Nacional
• Sanidad que aquellos organismos sean so-
metidos a régimen de tutela sanitaria, en cu-
-•, n estado. los Consejos provinciales de Sani-
Ciad, asistidos por la Sección provincial de
Administración local, señalarán y administra-
Ián los fondos municipales que deben ser em-
pleados en los servicios sanitarios locales Al
Ministro de la Gobernación corresponderá de-
terminar los momentos de implantación y ce-
s.- de esta medida La labor sanitaria de los
Ayuntamientos estará desempeñada por los
Inspectores municipales y por el Jefe local
de Sanidad, cargo que recaerá en un Inspec-
tor municipal designado por el Consejo pro-
vincial, a propuesta del Jefe provincial de
Sanidad. Se exceptúan las capitales de pro-
vincias, las que a este efecto se regirán por
sus: peculiares reglamentos. Para la debida
atención de las necesidades sanitarias de los
Ayuntamientos, en cada Municipio o Manco-
munidad de Municipios habrá Médicos. Far-
macéuticos, Veterinarios, Odontólogos, Prac-
ticantes y Matronas en el número y condicio-
nes que fije el reglamento correspondiente.
En lo sucesivo. y en las poblaciones de más
da diez mil habitantes, uno de los Practican-
tes, por lo menos. será femenino y tendrá
aciernt.',s el título de Puericultor.
La asistencia domiciliaria de las familias
comprendidas en el padrón de Beneficencia
municipal continuará a cargo de los Médi-
cos de Asistencia Pública Domiciliaria. Por
li Dirección General de Sanidad se procederá
a una nueva clasificación de los partidos rné-
dis-ins en forma tal que los beneficios conce-
didos por el Decreto de 31 de diciembre de
i^41 alcancen al mayor número posible de
Ay untarn ien tos.
Los Municipios no podrán crear ni sostener
(tres plazas para el servicio benéfico sanita-
rio que las que a tales efectos hayan sido au-
to rizadas por el Ministerio de la Gobernación.
L ningún caso podrán abonarse haberes por
ningún concepto si no corresponden a una
plaza comprendida en la clasificación.
Las cantidades que excedan de las dotacio-
nes mínimas señaladas como sueldo o en con-
cepto de quinquenios, que hayan sido recono-
cidas por acuerdo de los Municipios, deberán
ser abonadas directamente por la Corporación
municipal respectiva con cargo a los fondos
propios, como igualmente los emolumentos
por asistencia a la Guardia civil, Carabineros
y Caballeros Mutilados.
Subsistirá el escalafón del Cuerpo médico
de Asistencia Pública Domiciliaria aprobado
por Orden ministerial de 27 de enero de 1943.
El ingreso en el mismo se hará por oposición,
y la provisión de destinos, en forma regla-
mentaria.
En les Municipios de censo inferior a diez
mil habitantes estarán obligados los Ayunta-
mientos a habilitar un edificio destinado a
servicios sanitarios, Centro primario de Sani-
dad y Secretaria del Consejo municipal del
ramo y vivienda del Médico Jefe local de Sa-
nidad. Por el Ministerio de la Gobernación,
en contacto con los organismos interesados en
el problema de la vivienda y muy especial-
mente con el Instituto Nacional de la Vivien-
da. se dictarán las oportunas órdenes para la
consecución de esta finalidad.
El servicio municipal de Casas de Socorro
habrá de exterd'erse al mayor número de
pueblos que sea 'posible. En los Municipios en
que estos facultativos no formen Cuerpo es-
pecial o en que todos los Médicos turnen en
el servicio de Casas de Socorro, tendrán las
obligaciones y derechos señalados en los Re-
glamentos médicos de Casas de Socorro.
Los Ayuntamientos de capitales de provine
cia y los populosos que tengan un Cuerpo
médico de asistencia propio (Médicos de Be-
neficencia municipal) organizarán los servi-
cios con sujeción a lo dispuesto en sus re-
glamentos, que podrán modificar cumpliendo
los trámites de la legislación vigente y con
la aprobación del Ministerio de la Goberna-
ción.
La Dirección General de Sanidad ejercerá
la alta inspección de dichos servicios y el
Ministerio de la Gobernación resolverá los
recursos interpuestos contra los acuerdos mu-
nicipales por los Médicos de la Beneficencia
municipal Las vacantes que se produzcan en
los escalafones médicos de sus Beneficencias
se cubrirán por mitades en sendos turnos, el
primero de oposición libre y el segundo de
oposición restringida entre Médicos de Asis-
tencia Pública Domiciliaria y de Casas de So-
corro y Hospitales municipales.
Los Ayuntaminetos vendrán obligados a
consignar en sus presupuestes las cantidades
necesarias para el sostenimiento de los Ins-
pectores farmacéuticos municipales que les
corresponda, que tendrán que ser cubiertas
por farmacéuticos pertenecientes al Cuerpo,
en el que se continuará ingresando por opo-
sición.
Los Inspectores farmacéuticos municipales
tendrán su residencia en la población o par-
tido farmacéutico correspondiente, quedarán
obligados a dispensar los medicamentos para
las familias inscritas en el padrón de la Be-
neficencia y para el Seguro de Enfermedad
y. como farmacéuticos municipales, realizarán
todas las funciones para cuya práctica estén
capacitados por su especial formación profe-
sional. Su nombramiento y destitución, la con-
cesión de excedencias y jubilaciones, pensio-
nes, traslados y sustituciones serán funciones
de' Ministerio de la Gobernación.
Los Municipios atenderán sus servicios ve-
terinarios en sus dos aspectos sanitarios esen-
ciales: inspección alimenticia y zoonosis trans-
misibles, a través de los actuales Inspectores
municipales veterinarios, y su labor será rea-
lizada en dependencia no sólo de la autori-
dad municipal, sino también de los Institutos
provinciales de Sanidad.
TITULO HL—Servicios sanitarios diversos
Base 25. Higiene del trabajo, de la educa-
ción física y del deporte.—Higiene del tra-
bajo.—La Dirección General de Sanidad co-
laborará con el Ministerio de Trabajo en todo
cuanto se relacione con la Higiene y Medi-
cina del Trabajo que tienda no sólo a obte-
ner el máximo rendimiento del productor sin
detrimento para su salud y con beneficio para
su comodidad, sino además a la aplicación
de aquellas medidas de carácter científico
que le preserven de accidentes.
Será preceptivo el informe del Consejo Na-
cional de Sanidad en los Reglamentos que se
dicten y se refieran a las condiciones higié-
nicas que deban reunir las industrias„ muy
especialmente las calificadas de incómodas,
insalubres v peligrosas, con el fin de que
estos establecimientos no puedan ser perjudi-
ciales a la salud.
Higiene de la educación física y del de-
porte.—Corresponde al Estado la Inspección
higiénico-sanitaria de la educación física y
del deporte en cuanto son actividades que
deben procurar el mejoramiento físico y mo-
rd de los españoles.
La dirección y ordenación de estas activi-
dades tísicas que integran el ejercicio del de-
porte .y la educación física serán asumidas
por los organismos designados oficialmente
para esta función.
No será permitido el ejercicio de ningún
deporte sin el previo reconocimiento médico.
La educación física será obligatoria en la
edad escolar para aquellos alumnos cuyo es-
tado sanitario sea normal.
Corresponde al Estado, a través de sus or-
ganismos competentes, vigilar y comprobar
que toda persona que haya de ejercer la en-
señanza de la educación física y deportiva
posea los conocimientos sanitarios suficientes
y esté en posesión del título que lo acredite.
La Dirección General de Sanidad designará
una Comisión de técnicos en materia de Edu-
cación física y Deportes, que señalará las
normas higiénico-sanitarias convenientes para
el logro de una perfecta mejora física, pro-
poniendo la prohibición de actividades de-
portivas cuya práctica sea perjudicial al des-
airollo físico y salud de los españoles.
Base 26. Higiene de la alimentación.—Co-
rresponde a la Dirección General de Sanidad
la reglamentación de cuanto se refiere a la
higiene oromatológica, así como la definición
de las características sanitarias que deban
reunir los alimentos y bebidas; la determi-
nación del mínimo de condiciones que deben
tener aquéllos para considerarse como tales
y fijar también la de los utensilios relacio-
nados con la preparación y envase de los
mismos; fijación del mínimo de condiciones
lataiénicas de locales, fábricas y almacenes
deastinados a la elaboración, manipulación.
envase, almacenamiento, transporte y venta
ce los productos alimenticios, condimentos y
sus derivados.
Para -dar cumplimiento a estas normas, el
Ministerio de la Gobernación podrá crear el
Instituto de Higiene de la Alimentación o
coordinar sus servicios con Centros o Insti-
tuciones especialmente dedicados a estos es-
tudios. En todo caso el servicio comprenderá
laboratorios de investigación, policlínicas pa-
ra atender a los enfermos de afecciones de
origen alimenticio y para estudiar a los gru-
pos de población que se revisen, departamen-
to de estadísticas y departamento económico
para el estudio social del coste adecuado de
la producción.
Cualquiera que sea la solucion adoptada,
Instituto autónomo o coordinación de servi-
cios, el Ministerio de la Gobernación cuidará
de aunarlos con los que en los Ministerios
de Agricultura y Trabajo se ocupan de as-
pectos distintos del sanitario en el problema
de la alimentación.
Interin subsista la Comisaría General de
Abastecimientos y Transportes, tendrá las fa-
cultades que le confiere el articulo primero
de la Ley de 24 de junio de 1941 en
relación con su intervención en los proble-
mas de higiene alimenticia.
Base 27. Aguas potables y saneamiento.—
Abastecimiento de aguas potables.—Los Mu-
nicipios tienen obligación de proporcionar un
sistema de abastecimiento de aguas de be-
bida que cumpla un mínimo de condiciones
sanitarias. A este efecto se fijarán las cifras
de consumo necesario por habitante y día,
según las características de las aglomeracio-
nes urbanas
Se establecen a todos los efectos las si-
guientes calificaciones de las aguas de be-
bida:
a)' Agua potable.
b) Agua sanitariamente tolerable.
c) Agua impotable.
Será agua potable la que reúna todas las
características cree se requieren en las bases
de calificación. Será agua sanitariamente to-
lerable la que, reuniendo sólo en parte las
características exigidas para la potable, no
alcance a estar calificada como potencialmen-
te peligrosa o bien la quo ses características
bacteriológicas eventuales la hiciesen caer en
esta calificación. Será impotable la que reba-
se los límites máximos de la composición
química y lo de cualquier otro tipo que por
efecto de contaminación bacteriológica re-
quiera este calificativo.
Se establecerá una técnica patrón de aná-
lisis de aguas que será oblientoriamente se-
guida por todos los Centros oficiales que ten-
gan aptitud para calificar a estas aguas.
Saneamiento.—Se entiende por saneamien-
te todo sistema de evacuación y tratamiento
de los residuos urbanos e industriales por
el que se legre su elimineción con absoluta
garantía de orden higiénico, sin perjuicio 'le
su utilización si económicamente fuese con-
veniente, a cuyo efecto se establecerá la ne-
cesaria coordinación con los servicios corres-
pondientes del Ministerio de Agricultura.
La eliminación de las aguas residuales
su tratamiento se proyectar: en la forma y
grado preciso, cualquiera que sea el sistema
empleado para proteger no solamente al nú-
cleo para el que se destine el saneamiento,
sino también a aquellos otros que pudieran
ser afectados por la polución de las aguas en
las que se efectúe el vertido. Todo plan de
saneamiento tendrá como condición previa
ue abastecimiento de aguas adecuadamente
resuelto.
Base 28. Obras de ingeniería y arquitec-
tura sanitaria.—Serán intervenidos e inspec-
cionados por la Dirección General de Sani-
dad todos los proyectos, obras y servicios
en cuanto afecten a su cometido, como son:
ensanche y extensión de poblaciones, alinea-
ciones, reforma interior y abastecimiento e
depuración de aguas potables, alcantarillado,
depuración de aguas residuales, limpieza, re-
cogida y tratamiento ele basuras, saneamien-
to de terrenos, mataderos, mercados, instala-
ciones de desinfección, desinsectación y obras
de saneamiento interior de poblaciones, de-
pendiendo del Ministerio de la Gobernación
su aprobación y funcionamiento desde el
punto de vista sanitario, conforme a lo que
se establezca por la legislación de Adminis-
tración local.
Por el Ministerio de la Gobernación se dic-
taran las normas sanitarias, previo los ase-
soramientos necesarios en los Ministerios in-
tere:sacios en los problemas, así como los Re-
aianiero os de tramitación e inspección com-
prensivos desde la autorización de obras v
servicios hasta el término de su uso y explo-
tación, con inclusión del régimen de medidas
coactivas y sanciones que garanticen la efica-
cia de estas intervenciones.
Base 29 Viviendas.— Corresponde a la Sa-
nidad Nacional intervenir en el problema le
la vivienda para cumplimiento de los prin-
cipios siguientes:
Asegurar que los proyectos de nuevas edi-
ficaciones se hagan en las condiciones que
las disposiciones sanitarias determinen, re-
chazando los que no se ajusten a éstas, com-
probando después de realizadas las obras
que se han llevado a la práctica conforme
a la autorización concedida.
Tener conocimiento de las viviendas exis-
tentes en cada localidad para su clasificación
en higiénicas, defectuosas, reparables e insa-
lubres, a cuyo fin confeccionará un regis-
tro sanitario y un fichero de las insalubres
para informar sobre su necesaria sustitu-
ción.
Llevar a cabo la inspección de edificios
y locales destinados a la industria del hos-
pedaje, con el fin de que los departamentos
que correspondan a vivienda sean vigilados
y mantenidos en buen estado higiénico.
Inspeccionar las viviendas para la expedi-
ción de las cédulas de habitabilidad.
Los Médicos municipales y provinciales se-
rán los encargados de realizar estas inter-
venciones. El Fiscal Superior de la Vivienda
utilizará este personal, además del propio,
para el ejercicio de su función peculiar, peto
siempre con conocimiento de los Organismos
de que dependan y a través de las forma-
ciones sanitariamente por ellos establecidas,
y reconociéndose a los funcionarios que in-
tervengan los mismos derechos que ostenten
los que dependan directamente de la Fisca-
lía.
El Ministerio de ta Gobernación redactará
un Reglamento de acuerdo con las entidades
oficiales que entiendan en materia de vivien-
da y en el nue se concreten y unifiquen las
actividades de cada una de ellas, definiendo
las diferencias a tener en cuenta en los me-
dios, zonas y actividades a que se refieren.
Base 30. Asistencia medica en relación con
el Seguro de Enfarmedad.---Corresponde a la
Dirección General de Sanidad, en relación
con el Seguro de Enfermedad
Establecer con carácter general las condi-
ciones sanitarias mínimas exigibles a la asis-
tencia médico-farmacéutica en el Seguro de
Enfermedad, cualquiera que sea la entidad
rectora del mismo.
Estar presente en el concierto que deberá
celebrar reglamentariamente el Instituto Na-
cional de Previsión con el Consejo General
de Colegios Farmacéuticos para garantizar e]
buen servicio en todas las farmacias, con ta-
rifa especial para el Seguro.
Inspeccionar la asistencia médico-farmacéu-
tica que se preste a los beneficiarios del Se-
guro, tanto si la entidad aseguradora tiene
carácter público como si se trata de una Em-
presa privada en todo lo que está regulado
por las Leyes generales sanitarias y sometido
plenamente a su jurisdicción.
Inspeccionar las instalaciones sanitarias de
tcdo urden destinadas a la asistencia médica
da los beneficiarios de cualquier tipo de Se-
guro de Enfermedad.
Estar representada en los Tribunales que
juzguen las oposiciones y los concursos des-
tinados a la selección de Médicos, Odontólo-
gos, Farmacéuticos, Practicantes, Enferme-
ras y Comadronas que hayan de ejercer fun-
ciones de asistencia en el Seguro de Enfer-
medad.
Tener conocimiento de los beneficiarios en
los pueblos para rectificar la clasificación de
éstos en cuanto al número de Médicos de
Asistencia Pública Domiciliaria de cada Mu-
nicipio.
Intervenir en los contratos que se establez-
can entre el Seguro y las Luchas sanitarias.
En aquellas localidades en que existan Ins-
titutos de Sanidad, Centros secundarios y pri-
marios, Dispensarios, Sanatorios y otros Or-
ganismos sanitarios del Estado, cuidará de
evitar, de acuerdo con el Seguro, la dupli-
cidad innecesaria de servicios.
Base 31. Propaganda sanitaria.—La divul-
gación y propaganda de los conocimientos sa-
nitarios es deber y función del Estado, al
cual corresponde dar normas y directrices en
toda campaña de propaganda sanitaria, aun-
que aprovechando la colaboración de todos
los Organismos oficiales y aun de las Em-
presas privadas.
En la Dirección General de Sanidad fun-
cionará una Oficina de propaganda, en la
que se dispondrá el plan de las campañas,
asi como la producción del material nece-
sario para ellas. Esta misma Oficina ejercerá
11 censura sanitaria de la publicidad o pro-
paganda comercial. así como de otros aspec-
tos para luchar contra cuantas actuaciones
vayan en desdoro de las profesiones sanita-
rias.
La práctica de la divulgación sanitaria se
hará aprovechando los organismos competen-
te para esta finalidad.
Base 32. Balnearios y aguas minero-rnedi-
cinaies.—Dependiente de la Dirección Gene-
ral de Sanidad existirá una Junta asesora
que entenderá en todo lo referente a bal-
nearios. aguas minero-medicinales e instala-
ciones de los servicios anejos o en estrecha
relación con aquéllos.
Periódicamente se hará un estudio y revi-
sión de las aguas minero-medicinales en ex-
plotación, que se clasificarán atendiendo a
sus propiedades terapéuticas.
Se respetará el libre derecho de concurren-
cia facultativa a los balnearios, pero será
obligatoria la intervención de un Médico de-
signado por la Dirección General de Sanidad,
como representante suyo en el balneario,
nombrado por el sistema de oposición, que
actuará como Inspector del establecimiento.
Base 33. Policía sanitaria mortuoria.—To-
do Municipio tiene la obligación de disponer
de uno o varios Cementerios católicos', de
capacidad adecuada a su población, para que
la remoción de restos no sea necesaria antes
de los diez años de enterramiento. Asimismo
tendrá Cementerios civiles independientes de
los católicos.
La autorización para la construcción de
•,..os Cementerios y ensanches o reformas
antiguos corresponde a los Goberna-
d es civiles, respectivamente, previo infor-
•- ue los Consejos provinciales de Sanidad
s i zio en donde radiquen. La construcción
criptas o cementerios privados, concesién
cnicrramientcs de este carácter en igle-
edificios públicos o particulares será
..• .Stlisid de la Dirección General de Sanidad.
los cementerios particulares, cualquiera
o je sea la entidad a que pertenezcan, la
-.alción de policía sanitaria corresponderá a
autoridad de este carácter del lugar en
..(..nde esté enclavado.
Las prácticas de embalsamamiento o con-
. orvación de cadáveres precisas para su tra g
-iado, se ajustarán a la técnica y a los mé-
todos que señale la Dirección General de Sa-
.1idad. Serán siempre ejecutadas por personal
médico, con la intervención y vigilancia de
:a autoridad sanitaria o su delegación.
Los traslados de cadáveres, las inhumacio-
nes, exhumaciones y embalsamamientos se-
rán reglamentados según los actuales cono.
cimientos epidemiológicos y la causa de la
muerte. La autorización de- estos traslados
ccrresponderá a la autoridad gubernativa co-
rrespondiente, y por su delegación, al Jefe
provincial de Sanidad, siempre que los tras-
lados sean de un lugar a otro del mismo
cementerio u otro de la misma provincia.
Los traslados de una provincia a otra serán
otorgados por el Ministerio de la Goberna-
ción. Será también facultad del Ministro de
la Gobernación, y por su delegación de la
Dirección General de Sanidad, la autoriza-
ción para los traslados de cadáveres desde
el territorio nacional a las posesiones, y vi-
ceversa, así como las que se soliciten para
el extranjero.
Base 34. Organización profesional.—La or-
ganización de los profesionales sanitarios es-
tará representada por los Colegios, que agru-
parán oficial y obligatoriamente en su seno
a cuantos ejerzan una profesión sanitaria.
A tal efecto se considerará como ejercicio
profesional la prestación de servicios en sus
distintas modalidades, aun cuando no practi-
quen el ejercicio privado o carezcan de ins-
talaciones. Podrán inscribirse voluntariamen-
te quienes con título suficiente lo soliciten,
ejerzan o no la profesión.
En cada provincia habrá un Colegio Ofi-
cial de Médicos, otro de Farmacéuticos y
otro de Auxiliares sanitarios que acoja en
su seno a Practicantes, Comadronas_ y En-
! =eras tituladas. Un Consejo general de
cada rama residirá en Madrid y será el su-
premo Organismo rector profesional. En
Odontología los Colegios serán regionales,
subsistiendo el Consejo General.
Un reglamento fijará la composición y atri-
buciones de los Colegios profesionales. Las
decisiones de los Colegios provinciales o re-
ilionales podrán ser rectificadas por los res-
pectivos Consejos generales y cabrá recurso
ante el Ministerio de la Gobernación contra
las decisiones de estos últimos.
El Registro profesional de títulos será fun-
ción de los Colegios provinciales o regiona-
les, en el caso de los Odontólogos.
Los profesionales sanitarios quedarán inte-
grados en las citadas entidades colegiales
hasta que sean incorporados a la organiza-
ción sindical.
En todos los establecimientos dependientes
del Ministerio de la Gobernación, Diputado-
nes provinciales, Ayuntamientos, Mancomuni-
dades, y, en general, en toda clase de aso-
ciaciones, fundaciones o mutuales sobre las
que el Estado ejerza función inspectora, el
nombramiento de técnicos con título faculta-
tivo (aun llevando el nombre de Inspectores)
habrá de realizarse preferentemente por opo-
sición, y sólo por excepción por concurso,
aunque en este caso se reglamentará en for-
ma análoga y con análogo Tribunal que en
el caso de ser oposición.
Cada rama profesional tendrá un Colegio
de Huérianos y un sistema de previsión, al
que será obligatorio pertenecer.
Disposición transitoria.—Todos los funcio-
narios de carácter administrativo y subal-
terno que lleven más de un año ocupando
plazas de plantilla en Mancomunidades sa-
nitarias, Institutos 'provinciales de Sanidad,
Cuerpo administrativo sanitario, técnico y au-
xiliar, podrán ser confirmados en sus cargos
siempre que acrediten debida suficiencia ante
Tribunales nombrados al efecto por la Di-
rección General dé. Sanidad y guardando
siempre las proporciones que establece la
Ley -de 25 de agosto de 1939 (23) («Boletín
Oficial del Estado» de 1.0 de septiembre).
Disposición final.—Quedan derogadas cuan-








LEY 193/1963 DE 28 DE DICIEMBRE, SOBRE
BASES DE LA SEGURIDAD SOCIAL <*>
I. Justificación y directrices de la Ley
Uno. El Fuero del Trabajo al otorgar un nuevo rango al
régimen protector de los trabajadores en sus estados de infor-
tunio y rodearle de un profundo sentido humano, coincidente
con el que más tarde había de informar a los modernos siste-
mas de Seguridad Social, le imprimió un carácter esencialmente
dinámico, por sí solo más que suficiente para explicar los dilata-
dos e intensos avances que se registran en este orden de realiza-
ciones durante los últimos veinticinco años.
Atribuida al Estado en el Fuero de los Españoles la función
de garantizar dicho amparo o protección; consagrados los dere-
chos a los beneficios de la Seguridad Social en la Ley de Princi-
pios del Movimiento Nacional, y conseguida ya la cobertura de
los riesgos básicos, comunes y profesionales —respecto de los tra-
bajadores por cuenta ajena especialmente—, parece llegado el mo-
mento de operar el tránsito de un conjunto de Seguros Sociales
a un sistema de Seguridad Social. Con ello se va más allá de la
simple sistematización y ajuste de los regímenes ya establecidos. Al
generalizar la protección a la población activa en su conjunto y al
contemplar armónicamente las situaciones de necesidad social que
la experiencia ha demostrado que son susceptibles de cobertura,
se reacciona contra la insuficiencia de nuestro sistema actual, en
parte nacida del largo y complejo proceso de expansión- operado
y, muy particularmente, de la aparición sucesiva y no coordina-
da de los sistemas parciales de aseguramiento.
Conscientes de que sin acudir a la solidaridad nacional ante
(*) Publicada en el Boletín Oficial del Estado del 30 de diciembre de 1963;
corrección de erratas en e! de 28 de enero de 1964.
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las situaciones o contingencias protegidas, la Seguridad Social no
pasa de ser artificio técnico sin verdadera raíz comunitaria, la
Ley concibe a ésta como una tarea nacional que impone sacrificios
a los jóvenes respecto de los viejos; a los sanos, respecto de los
enfermos; a los ocupados respecto de los que se hallan en situa-
ción de desempleo; a los vivos, respecto de las familias de los
fallecidos; a los que no tienen cargas familiares, respecto de los
que las tienen; a los de actividades económicas en auge y pros-
peridad, en fin, respecto de los sectores deprimidos.
Dos. La Ley está presidida por ciertas directrices, las cua-
les, además de conferirle su más alto valor, resumen el alcan-
ce de la reforma. Principales directrices son la tendencia a la
unidad, la participación de los interesados en el gobierno de los
órganos gestores, la supresión del posible ánimo de lucro de es-
tos últimos, la conjunta consideración de las situaciones o con-
tingencias protegidas, la transformación del régimen financiero,
la acentuación de 1?. participación del Estado en el sostenimiento
del sistema y la preocupación preferente sobre los servicios de
recuperación y rehabilitación.
Tres. La tendencia a la unidad se manifiesta, primeramen-
te, en que no obstante la existencia de regímenes especiales junto
al régimen general de Seguridad Social, responden todos ellos a
una misma concepción y a principios homogéneos; pero, muy
en especial, se traduce en la adopción de medidas ecaminadas a
poner término a la complejidad de que adolece nuestro actual sis-
tema de Previsión Social, que se manifiesta en una incesante pro-
liferación de disposiciones, causa y efecto, a la vez, de la diver-
sidad de organismos y entidades cuyas actividades se entrecruzan
e interfieren cuando no aparecen superpuestas en atención a un
mismo sujeto y a idéntico estado de infortunio, con la inevitable
duplicidad y consiguiente despilfarro de esfuerzos.
Sin embargo, evidentes razones de orden técnico y político
aconsejan la conveniencia de que subsistan, con los reajustes que
se consideran necesarios, diversos organismos y entidades, o de que
se creen incluso nuevos órganos, siempre que la actuación de cada
uno de ellos gravite sobre campos diferenciados, elegidos precisa-
mente de acuerdo con la naturaleza y características de tales ór-
ganos, con miras a conseguir la mayor eficacia de los servicios.
Esta es la razón de que se prevea la posibilidad de creación de un
Instituto Nacional de Seguridad, Rehabilitación y Accidentes que,
482
LEV DE 1& OE DICIEMBRE SOBRE BASES DE LA SEGURIDAD SOCIAL
refundiendo competencias y organismos dispares, asuma las
ciones que se le encomienden.
Cuatro. La fecundidad de los ensayos mutualistas y el
nocimiento de los derechos primarios de las personas protegidas
por la Seguridad Social contribuye a la exaltación del principio
que aboga por la efectiva participación de aquellas en los órganos
rectores. La presencia del Estado en cualquier ámbito no se en'
camina a empequeñecer la esfera de libertad e iniciativa indivi-
duales, sino a garantizar a esa esfera la mayor amplitud posible,
tutelando efectivamente, para todos y cada uno, los derechos esen-
ciales de la personalidad; la necesaria e ideal aportación de los
particulares y de los poderes públicos, en forma proporcional a
las exigencias del bien común, en medio de las situaciones varia'
bles y de las alternativas humanas, es una de las líneas maestras
de la Ley. El mismo principio que justifica la creciente y relé-
vante participación de los interesados en el gobierno de los órga-
nos gestores de la Seguridad Social fundamenta la colaboración a
prestar por las empresas particularmente en materia de accidentes,
enfermedad, protección familiar y pago delegado de las prestacio-
nes a corto plazo. De este modo se pretende reforzar el sentido
de responsabilidad de las personas y entidades interesadas pre-
misa mayor del éxito de un programa de Seguridad Social, y al
mismo tiempo, facilitar y garantizar la eficacia del sistema. La
colaboración o intervención ha de tener, en todo caso, el límite
impuesto por las exigencias del bien común.
Cinco. Una de las causas que explica más satisfactoriamente,
no sólo la gestión pública de la Seguridad Social, sino también
la pervivencia y esplendor a través de los siglos del fenómeno
del aseguramiento mutualista, incluso dentro de esquemas de Se'
guros Sociales Obligatorios, es la inexistencia de ánimo de lucro
como móvil de su actuación.
Al contarse en nuestra realidad con una vigorosa red mutua-
lista, que viene a unirse a la expansión y consolidación de otros
órganos gestores públicos de acreditada eficacia, nacidos en el cam-
po de la Previsión Social, resulta aconsejable dar un paso que,
sin duda, es de trascendencia fundamental: la prohibición termi-
nante de actuar en el terreno de la Seguridad Social, obteniendo o
buscando un lucro mercantil. La Ley afronta el impacto de la me-
dida y, dispuesta a subordinar los intereses privados y singulares al
interés público y común, encomienda la gestión de los accidentes
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de trabajo y de las enfermedades profesionales, con la acción rec-
tora y coordinadora de una entidad general, a entidades mutualis-
tas, para acabar de este modo con el criterio discriminatorio en la
cobertura de los siniestros, en pugna con el espíritu social inexcu-
sable de este ordenamiento, y con el encarecimiento de la ges-
tión misma.
Seis- La Ley, superando la regresiva noción de riesgos sin-
guiares, atendida su causa, delimita situaciones y contingencias
susceptibles de protección para la consideración conjunta de las
mismas en vista de sus efectos. Semejante consideración conjunta
ofrece dos proyecciones claramente apreciables, individual y co-
lectiva, respectivamente. Desde el primer punto de vista se trata
de que las situaciones o contingencias, definidas con carácter gene-
ral, se entiendan unívocamente, sin que circunstancias de lugar
o de tiempo determinen variaciones esenciales reflejadas en la des-
igualdad de las prestaciones, como venía ocurriendo hasta ahora;
colectivamente se pretende evitar la constitución de categorías pri-
vilegiadas de personas y se tiende a conseguir, en la medida má-
xima posible, que el trato dado a las mismas no presente diferen-
cias notables, cualquiera que sea el sector económico en que traba-
jen o la naturaleza de su actividad específica.
Siete. La financiación de la Seguridad Social española se ha
estructurado mediante el sistema de reparto de los pagos anuales
en amplios períodos de tiempo, procedimiento que impone la co-
rriente internacional y que asimismo es aconsejado con carácter
general por la Oficina Internacional del Trabajo. Este sistema, a
cambio de inevitables revisiones periódicas de los tipos de la Se-
guridad Social, presenta ventajas indubitadas respecto a nuestra si-
tuación económica en el umbral del Plan de Desarrollo Econó-
mico y Social, ya que de una parte no detrae anticipadamente de
las empresas fondos que necesitan para un mejoramiento de sus
medios de producción, y de otra, les permite conocer de antemano
la cuantía de unos tipos que serán constantes en períodos conoci-
dos de tiempo y que les permitirán programar la estabilidad de sus
costes de producción. En el plan financiero se ha previsto la ne-
cesidad de que esté dotado de unos fondos de reserva, que garan-
tizarán el funcionamiento del sistema ante las diversas situacio-
nes que la coyuntura económica pueda plantear, actuando así de
correctores respecto a las oscilaciones que puedan presentarse.
Ocho. La evidencia de que en el presente no cabe Seguridad
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Social sin la aportación del Estado, ha determinado que la Ley
consagre este principio con carácter general, previendo la consig'
nación permanente en sus Presupuestos generales de subvencio-
nes destinadas a tal fin, con miras a conseguir la redistribución
de la renta nacional. Sabido es que la Seguridad Social puede con-
tribuir eficazmente a una redistribución de la renta total de la co-
munidad política, según criterios de justicia y de equidad, y pue-
de, por tanto, considerarse uno de los instrumentos para reducir
los desequilibrios en el tenor de vida entre los ciudadanos.
Nueve. Respecto de muy numerosas situaciones, los proble-
mas más arduos y difíciles, y quizá por ello los menos abordados,
comienzan cuando el siniestro ha concluido de surtir sus efectos
inmediatos, dejando tras sí la secuela de una invalidez permanen-
te. La recuperación física o fisiológica del inválido, cuando ésta es
posible, o, en otro caso, su readaptación y reentrenamiento para
una nueva profesión, son objetivos a cumplir, tanto desde el pun-
to de vista estrictamente humano e individual, devolviendo al in-
válido la conciencia de su dignidad personal y de su utilidad
social, cuanto desde el punto de vista estrictamente económico al
hacer posible su reincorporación al proceso productivo. No puede
discutirse por ello que los costos de recuperación, por cuantiosos
que puedan parecer, son íntimos al lado del derroche de recursos
humanos, sociales y económicos e implican el consentir situacio-
nes permanentes de invalidez si éstas son corregibles.
En tal sentido la Ley se propone hacer uno de los ejes de la
reforma que en ella se contiene: los servicios de recuperación y
rehabilitación para trabajadores inválidos, concibiendo la propia
recuperación en sentido amplio como un derecho y como un deber
de la persona, basado aquél en el reconocimiento de su dignidad
humana y de su potencial económico y fundado éste en el principio
general de solidaridad nacional de esfuerzos. Ante el caso concre-
to, sin mengua ni atentado a los derechos inviolables del indivi-
duo sobre su propia persona, los servicios de recuperación trata-
rán a toda costa de que el inválido vuelva a su antiguo trabaio
o que adquiera la aptitud necesaria para prestar otro distinto en
consonancia con su capacidad reducida.
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II. Acción protectora de la Segundad Social
Uno. Al estructurar un sistema de Seguridad Social, la Ley
amplía su campo de aplicación en el que quedarán encuadrados
todos los españoles que reúnan las condiciones previstas en la base
segunda, cualquiera que sea su actividad profesional. Por otra par-
te, la convicción de que la pertenencia a una determinada comu'
nidad política no impide de ninguna manera el ser miembro de la
familia humana, hace que se adopten criterios flexibles para ex-
tender también sus beneficios a los extranjeros.
La generalización de la cobertura afecta, en primer lugar, a
los traba/adores por cuenta ajena. La protección se extiende indi-
ferenciadamente a todos los que con arreglo a la normativa vigente
tengan aquel carácter, sin que la eventualidad de. los trabajos
prestados pueda ser obstáculo para su efectiva protección, fijándo-
se la edad de catorce años, mínima laboral ordinaria, como punto
de partida de la misma.
A los trabajadores por cuenta ajena se equiparan los socios-
trabajadores de cooperativas de producción, exigencia impuesta
no sólo por su insatisfactoria situación actual, sino sobre todo
por su propia condición jurídica.
La Ley confirma la extensión de la Seguridad Social a los
trabajadores por cuenta propia o autónomos y vitaliza y ordena
de este modo las manifestaciones protectoras nacidas en los últi-
mos años a su favor.
La Ley constituye el texto fundamental que ordena la Se-
guridad Social española. Se respetan, sin embargo, y aun se
amplían, los regímenes cuya existencia es inexcusable en razón
a los grupos de personas a que afectan o a la actividad que des-
arrollan. Todos estos regímenes sólo se enuncian en la Ley a
los fines de una contemplación conjunta de la Seguridad Social,
pero serán objeto, naturalmente, de la correspondiente regula-
ción, en la que se tenderá a la máxima homogeneidad posible
con los principios del régimen general.
Dos. Desde el punto de vista objetivo, la Ley evita delibe-
radamente la noción de riesgo, que sustituye por las situaciones
o contingencias delimitadas en sus bases. De este modo no sólo
se marca una línea muy visible entre la Seguridad Social —a
la que trata de llegar— y los Seguros Sociales —de donde se
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parte—, basados en la idea de riesgo, sino que además se fa'
vorece, como ya se ha expresado, la conjunta consideración de las
situaciones o contingencias protegidas para conseguir en la me'
dida de lo posible la uniformidad de las prestaciones ante un
mismo evento. Una limitación importante, superable en el fu-
turo, a medida que las circunstancias lo permitan, viene dada
por el hecho de que la acción protectora de la Seguridad Social
no es homogénea para todas las personas comprendidas en sü
campo de aplicación.
Innovación fundamental de la Ley es la contemplación de
una situación común de incapacidad laboral transitoria que, abs-
tracción hecha de sus causas, exige asistencia sanitaria para la
recuperación y defensa de la salud. Se acaba así con el fraccio-
namiento anterior, resultado de una concepción parcelada de la
Previsión Social. En la ordenación de los servicios médicos de la
Seguridad Social, cuya dedicación abnegada se reconoce como
clave de las prestaciones sanitarias de aquélla, se acoge el prin-
cipio de la libre elección del facultativo; la creación de plazas en
función de cupos en relación con el número de personas con de*
recho a asistencia sanitaria y con el total de población de la loca*
lidad correspondiente, y la congelación de las actuales escalas del
Seguro Obligatorio de Enfermedad para dar acceso a nuevas pro-
mociones médicas, de acuerdo con modernos criterios selectivos,
ello sin perjuicio de la obligada utilización t:¡ los médicos titu-
lares. Se normaliza el régimen de conciertos con instituciones pú-
blicas y privadas a efectos de hospitalización, en aplicación del
principio de coordinación sanitaria previsto en la Ley de Hospi-
tales, y se establece la supresión del Petitorio de Especialidades
Farmacéuticas, si bien, salvo en ciertos casos, el beneficiario de
las prestaciones ha de contribuir con cantidades fijas por receta
o medicamento dispensado, calculadas, no obstante, de tal modo
que, sin repercutir apreciablemente en las economías individua-
les, ayude a sus titulares a adquirir conciencia del elevado coste
de las prestaciones, lo que, además de fomentar su sentido de
responsabilidad, elimina frecuentes abusos y fraudes. Particular
relieve merece el avance representado por la concesión obligatoria
de prótesis quirúrgicas y ortopédicas. La Ley, al asimilar el espí-
ritu de la Seguridad Social, consagra el derecho de toda persona
a su integridad física, sale al paso de su eventual lesión y deter-
mina la concesión a costa de cualquier esfuerzo, de los medios ar-
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tificiales encaminados a eliminarla o aminorarla, cuando menos,
en la medida de lo posible.
Las distintas prestaciones económicas son objeto de una con-
sideración global que facilita la uniformidad de las mismas, uni-
formidad que no comporte su igualdad absoluta puesto que su
cuantía ha de calcularse sobre distintas bases tarifadas de coti'
zación, que refleja la diversidad salarial existente. El principio
de la conjunta apreciación de las contingencias protegidas alcan-
za su máxima expresión en las situaciones de incapacidad laboral
transitoria y de invalidez, cuya respectiva protección obedece al
propósito de prestar más atención al infortunio que a las causas
que lo hayan producido. Ello explica, además, que la permanen-
cia de hasta dos años, como máximo, en la situación de incapaci'
dad laboral transitoria, determine por sí sola el paso a la situación
de invalidez, y el que en las situaciones de incapacidad absoluta
y gran invalidez, por sus aludidas repercusiones individuales y
sociales, las prestaciones se calculen sobre salarios efectivos o rea-
les, mientras que en las restantes incapacidades se fijen sobre ba-
ses tarifadas de cotización, y que únicamente aquellas situacio-
nes den lugar, por su carácter definitivo, al disfrute de pensión
vitalicia, mientras que en los supuestos de incapacidades parcia-
les o totales, salvo excepciones optativas muy justificadas, por
razón de la edad, aquélla se sustituya por cantidades alzadas se-
gún baremo y por la intensificación de las prestaciones técnicas
de readaptación y rehabilitación, exigencia primaria a la que la
Ley supedita la cuantía y duración de las prestaciones económi-
cas. De ello es un buen exponente, si se prescinde de los Servicios
Sociales, la revisabilidad en todo tiempo, de las declaraciones de
incapacidad determinada por agravaciones, mejorías o errores de
diagnóstico.
A diferencia del sistema actual de la doble pensión de ve,ez
y de jubilación —de cuantía fija la primera y variable, única-
mente en función del salario regulador, la segunda—, la Ley ha-
ce depender simultáneamente el cálculo de la pensión única que
establece de la cuantía de las bases y de los períodos de cotiza-
ción. Consecuente con su preocupación de uniformar las pensio-
nes, implanta compensaciones nacionales para garantizar niveles
mínimos y homogéneos de aquéllas, y por encima de tales ni-
veles mínimos prevé complementos diferenciales de cuantía varia-
ble en función de los colectivos profesionales correspondientes, así
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como compensaciones profesionales federativas. La unidad conse'
guida afecta tan sólo al primer nivel o nivel mínimo de pensio-
nes. De este modo en el segundo nivel o nivel profesional, las
pensiones complementarias podrán diferir entre sí, de acuerdo
con dos criterios: las disponibilidades financieras de cada grupo o
sector y la composición de los respectivos colectivos. La solución
resulta una exigencia primaria de la gestión mutualista al entra-
ñar ésta la existencia de colectivos profesionales de composición
demográfica heterogénea, y respeta una cierta proporción en el
tránsito de la situación de actividad a la de pasividad, mante-
niendo vivo el espíritu de aquélla. Las diferencias muy sensibles
a que en contrapartida podría conducir la desigualdad admitida
en el segundo nivel, se tiende a corregir con el régimen de com-
pensación profesional previsto. Así, en resumen, se mantienen
las ventajas de la gestión mutualista, sin que por ello se ponga
en peligro la conjunta consideración de las situaciones prote-
gidas.
El principio de unidad alcanza igualmente a las prestaciones
por muerte y supervivencia, siendo aplicables, no obstante, y en
su caso, los criterios establecidos para las pensiones de vejez y
por ello extensivas las consideraciones precedentes.
En el régimen de protección a la familia se consagra una im-
portante manifestación de la tendencia a la unidad y simplicidad
del sistema al decidir la integración progresiva en un sólo régi-
men de los del Subsidio y Plus Familiar hoy vigentes, sin alte-
rar la cuantía global de las aportaciones de empresas y trabaja-
dores. Era, no obstante, obligado respetar a título personal situa-
ciones disfrutadas de presente. De este modo, concillando la si-
tuación actual con los objetivos de la reforma, se llegará, aunque
no con carácter inmediato, a implantar el principio de justicia
distributiva de que a igual carga familiar se perciba igual asigna-
ción, instaurándose finalmente una verdadera solidaridad nacio-
nal. Ello suprimirá los actuales peligros de discriminación entre
trabajadores, pues ni las empresas ni los compañeros del que pre-
tenda ingresar en aquéllas sufrirán perjuicio alguno por el núme-
ro de hijos de éste. Así se facilitará también la movilidad de la
mano de obra desde el momento en que los cambios de empresa
no representan alteración en la cuantía de las prestaciones fami-
liares, e incluso en el orden puramente administrativo, al unificar
las bases de cotización con las de toda la Seguridad Social, son
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evidentes las ventajas del sistema, que ahorra trámites a las em-
presas y a los órganos gestores de aquélla y facilita toda clase
de comprobaciones. Ventajas todas ellas que en nada afectan a
los derechos adquiridos al amparo de la regulación anterior, cuyo
respeto, por el contrario, se garantiza.
Es indudable que la situación de transitoriedad está llamada
a producir situaciones complejas y a dificultar temporalmente la
gestión. Pero ello no debe ser motivo que impida el logro de los
objetivos perseguidos por la Ley.
Tres. La Ley establece las garantías precisas para la efecti-
vidad de las prestaciones. Se sienta el principio de la afiliación
única para la vida de las personas incluidas en el campo de aplv
cación de la Seguridad Social, medida encaminada a eliminar
fraudes y duplicidades innecesarias. Se suprimen las aplicaciones
de la ya arcaica teoría de la compensación de culpas. Se regula
ía afiliación de oficio, y con independencia de las obligaciones an-
teriores se preceptúa la inscripción de las entidades patronales a
cargo de los propios órganos gestores. La obligación legal de co-
tización, paralela a la obligación legal de afiliación, se monta so-
bre tipos únicos, aplicados sobre las bases tarifadas en función de
categorías profesionales; la cotización por dichas bases se aplica
a todas las situaciones y contingencias cubiertas por la Seguridad
Social. Por último, hay que resaltar la uniformidad del procedi-
miento recaudatorio y el vigor de las medidas adoptadas para con-
seguir una mayor agilidad del sistema.
III. Servicios Sociales y Asistencia Social
Uno. Como complemento de las prestaciones otorgadas ante
las diversas situaciones y contingencias previstas, se regulan
Servicios Sociales con funciones definidas en orden a la reeduca-
ción y rehabilitación de inválidos, medicina preventiva, higie-
ne y seguridad en el trabajo y acción formativa, buscándose así la
apertura de la Seguridad Social hacia campos nuevos y fecundos
de promoción social y comunitaria.
Dos. Una de las preocupaciones principales de la Ley es la
de potenciar al máximo, frente a las clásicas prestaciones econó'
micas, el acceso de las personas comprendidas en su campo de
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aplicación a las de carácter técnico, tanto preventivas como recu'
peradoras, rehabilitadoras y reeducadoras.
Tres. La higiene y seguridad en el trabajo, ligada estre-
chamente a las prestaciones preventivas de la Seguridad Social,
se conectará con ellas. De este modo, la obligación de protección
material, que en el presente y por imperio de la Ley incumbe
al Estado, a las empresas, a su personal y a los terceros, se refuerza
y garantiza con mecanismos adecuados, resultado de valorar los
existentes ante las nuevas exigencias de la Ley y de coordinar
aquéllas con los que su puesta en práctica determine.
Cuatro. Si bien en las primeras fases de su movimiento pro-
mocional los trabajadores concentraron su acción en la reivin'.'i-
cación de derechos de contenido económico-social y más tar-~e
la extendieron a derechos de naturaleza política, en un último
estadio la han impulsado hacia la participación en los benefi-
cios de la cultura. Esta tendencia, unida a la apreciación de la
eficacia que la orientación y formación profesional juegan en los
procesos de recuperación a que se ha hecho referencia, resalta en
todo su valor el significado de la acción formativa de las personas
incluidas en el campo de aplicación de la Seguridad Social, razón
por la cual la Ley le concede particular atención.
Cinco. La Seguridad Social, entendida como sistema de su-
peración de los esquemas clásicos de Previsión y Seguros Soda-
les, exige inexcusablemente un régimen complementario de Asis-
tencia Social.
Dentro de la Seguridad Social, la Asistencia se configura por
la Ley como un sistema complementario, en casos límite, de la
protección dispensada por la primera; pero no se trata tanto de
un régimen complementario de la Seguridad Social como siste-
ma, cuanto de un régimen complementario de sus prestaciones.
De este modo la Asistencia Social actuará para paliar o eliminar
los estados de necesidad en que puedan incidir las personas in-
cluidas en el campo de aplicación de la Ley cuando no se acredi-
te el derecho a las prestaciones o se haya agotado el tiempo má-
ximo previsto para su disfrute, incluidas las prórrogas, o resul-
ten insuficientes para la satisfacción de las necesidades que las
determinan.
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IVu Significado y alcance de la reforma
Iniciado en nuestra Patria hace ya algunos años el proceso
de reforma administrativa, plasmado hoy día en numerosas y
señaladas realizaciones orgánicas, funcionales e instrumentales
incluso, la conversión de los Seguros Sociales en un auténtico sis'
tema de Seguridad Social ha de proyectarse ineludiblemente ha-
cia el movimiento de reforma.
La generalidad de la reforma es una exigencia indiscutible,
pero compatible de todo punto con su paulatina y progresiva
implantación. La Ley sienta unas bases en este sentido, que ha-
brán de ser desarrolladas por disposiciones posteriores, hasta cul-
minar su proceso evolutivo cuando las circunstancias lo toleren y
la experiencia del tiempo que deberá transcurrir lo aconseje.
La Ley inicia una evolución respetuosa de la legalidad, im-
prescindible para garantizar el éxito del sistema, y pone unos ci-
mientos sólidos y amplios a la vez, desde luego susceptibles de
ulteriores perfeccionamientos y extensiones si las necesidades del
país lo pidieran, sobre los que asentar los pilares de la Seguridad
Social en nuestra Patria, con la convicción de que se opera en un
terreno esencial para la convivencia ordenada y justa de los es-
pañoles.
La revisión del sistema se ha conectado con el Plan de Des-
arrollo, con el fin de facilitarle uno de sus supuestos esenciales
y en la convicción de la estrecha interrelación existente entre el
desarrollo económico y el social.
En su virtud, y de conformidad con la propuesta elaborada
por las Cortes Españolas.
D I S P O N G O
Articule primero.—Se aprueban las Bases de la Seguridad
Social que se establecen en la presente Ley.
Artículo segundo.—El Gobierno, a propuesta del Ministro
de Trabajo, previo informe de la Organización Sindical y dicta-
men del Consejo de Estado, aprobará, en el plazo de dos años,
el texto o textos articulados en desarrollo de las Bases que en
esta Ley se establecen, los cuales no podrán ser modificados o
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derogados sino por otra Ley; sin perjuicio de las potestades
que, conforme al número III de la Base preliminar, y al artícu-
lo 14 de la ley de Régimen Jurídico de la Administración del
Estado, corresponden al Ministerio de Trabajo:
BASE PRELIMINAR
I. La regulación de los derechos de los españoles a la Se-
guridad Social, establecidos en las Declaraciones III y X del Fue-
ro del Trabajo, en el artículo 28 del Fuero de los Españoles y
en el IX de los Principios del Movimiento Nacional, promulga-
dos por la Ley de 17 de mayo de 1958, se ajustarán a la pre-
sente Ley de Bases.
La Organización Sindical tendrá los derechos y deberes
que determina la Declaración XIII del Fuero del Trabajo en
materia de previsión, de acuerdo con sus normas constitutivas
y sin perjuicio de la superior inspección y de la necesaria coor-
dinación con el sistema de Seguridad Social.
II. A través de la Seguridad Social, el Estado español ga-
rantizará a las personas, que por razón de sus actividades es-
tán comprendidas en su campo de aplicación, y a los familia-
res o asimilados que tuvieran a su cargo, protección adecuada
en las contingencias y situaciones que en esta Ley se definen y
la progresiva elevación de su nivel de vida en los órdenes sa-
nitario, económico y cultural.
III. Corresponde al Estado la ordenación, jurisdicción e ins-
pección de ia Seguridad Social.
Compete al Ministerio de Trabajo el ejercicio de las potes-
tades administrativas y reglamentarias en las materias compren-
didas en las Bases que fija la presente Ley.
IV. Todos los Organismos, Instituciones y Servicios de la
Seguridad Social quedan bajo la dirección, vigilancia y tutela
del Ministerio de Trabajo para el cumplimiento de los fines se-
ñalados en la presente Ley.
Los poderes y facultades que les correspondan se ajustarán
a lo establecido en la presente Ley y disposiciones complemen-
tarias. El Ministerio de Trabajo podrá suspenderlos o modifi-
carlos en los casos y con las formalidades y requisitos que se
determinen.
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V. Por el Ministerio de Trabajo se organizarán en forma
adecuada los servicios e instituciones que hayan de llevar a cabo
los oportunos estudios jurídicos, sociológicos, económicos y es-
tadísticos de la Seguridad Social, así como los de simplificación
y racionalización de las operaciones y trámites administrativos
que exijan su desarrollo y aplicación.
VI. Las cuentas y balances de la Seguridad Social, apro'
bados por el Ministro de Trabajo, serán presentados por éste
al Gobierno y publicados seguidamente en el Boletín Oficial del
Estado dentro del año siguiente a aquel al que se refieran.
VIL El Gobierno dictará las disposiciones necesarias para
coordinar las Entidades y servicios de la Seguridad Social con
los que cumplan funciones afines a aquélla, de Previsión So'




Uno. La ordenación de la Seguridad Social quedará articu-
lada sobre una conjunta consideración de las contingencias y
situaciones objeto de cobertura, y en ningún caso podrá servir
de fundamento a operaciones de lucro mercantil.
Dos. En la fijación de su ámbito protector, de la clase y
cuantía de las prestaciones que hayan de otorgarse, y en la de-
terminación de sus recursos y régimen financiero, tenderá a
promover la justicia social proclamada por los principios fun-
damentales del Movimiento Nacional y a favorecer una justa
y equitativa redistribución de la renta nacional, en armonía con
el desarrollo económico del país.
Tres. La participación real y efectiva de los trabajadores y
empresarios en la gestión de la Seguridad Social se garantiza-
rá a través de sus representantes sindicales y se ajustará a las
normas y procedimientos reguladores de la representación sin-
dical.
Cuatro. Se ajustará a criterios y procedimientos de máxi-
ma eficacia dentro de una coordinación técnica de los servicios
para conseguir el puntual cumplimiento, tanto de las funciones
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que tengan a su cargo las Instituciones de la Seguridad Social
como de las que realicen las Empresas, la Organización Sindi'




Cinco. Tendrán derecho a los beneficios de la Seguridad
Social todos los españoles, cualesquiera que sean su sexo, esta'
do civil y profesión, que residan en territorio nacional y estén
incluidos en alguno de los apartados siguientes:
a) Trabajadores por cuenta ajena o asimilados en las distnv
tas ramas de la actividad económica, mayores de catorce años, fi'
jos, eventuales o de temporada, sea cual fuere su categoría profe'
sional y la forma y cuantía de la remuneración que perciban.
b) Trabajadores por cuenta propia o autónomos, sean o no
titulares de Empresas individuales o familiares, mayores de die'
ciocho años, que figuren integrados como tales en la Entidad
sindical a la que corresponda el encuadramiento de su actividad
y reúnan los requisitos que de modo expreso se determinen.
c) Socios trabajadores de Cooperativas de producción.
d) Servidores domésticos.
e) Estudiantes, de conformidad con la Ley del Seguro Es-
colar.
f) Funcionarios públicos, civiles y militares, en cualquier
situación.
Seis. Los españoles no residentes en el territorio nacional
quedarán comprendidos en el campo de aplicación de la SegU'
ridad Social española cuando así resulte de disposiciones espe-
cíales establecidas con dicho objeto.
Siete. No obstante el apartado a) del número cinco, esta'
rán excluidos del campo de aplicación de la Seguridad Social
el cónyuge, descendientes, ascendientes y demás parientes del
empresario por consanguinidad o afinidad hasta el tercer gra-
do inclusive, ocupados en su centro o centros de trabajo, cuan'
do convivan en su hogar y estuvieren a su cargo, a no ser que
se demuestre su condición de asalariados.
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Ocho. Quedarán equiparados a los españoles, en los térmi-
nos y condiciones que en cada caso acuerde el Gobierno, los sub-
ditos de países hispanoamericanos, los andorranos, filipinos, por-
tugueses y brasileños que residan en territorio español. Con res-
pecto a los subditos de los restantes países, se estará a lo que
se disponga en los Convenios o Acuerdos ratificados o suscritos
al efecto o a cuanto les fuere aplicable en virtud de reciproci-
dad tácita o expresamente reconocida.
Nueve. Las personas afectadas por la presente Base no po-
drán estar afiliadas por el mismo trabajo, con carácter obligato-
rio, en otros regímenes de previsión distintos de los regulados
en esta Ley.
BASE TERCERA
Regímenes y sistemas especiales
Diez. En aquellas actividades profesionales en que por su
naturaleza, sus peculiares condiciones de tiempo y lugar o por
la índole de sus procesos productivos se hiciere preciso, se es-
tablecerán regímenes especiales para la adecuada aplicación de
los beneficios de la Seguridad Social. Se considerarán regímenes
especiales los que encuadren a los grupos siguientes:
a) Funcionarios públicos, civiles y militares.
b) Personal al servicio de los Organismos del Movi-
miento.
c) Funcionarios de Entidades estatales, autónomas.
d) Socios trabajadores de Cooperativas de producción.
e) Servidores domésticos.
/) Trabajadores por cuenta propia o autónomos.
g) Estudiantes.
h) Personal civil no funcionario, dependiente de estableci-
mientos militares.
t) Representantes de comercio.
Asimismo, se considerarán regímenes especiales los que con
tal carácter establezca o autorice el Ministerio de Trabajo, pre-
vio informe de la Organización Sindical.
Once. Tendrán también la consideración de regímenes es-
peciales el de los trabajadores del mar, así como la Seguridad So-
cial Agraria, que encuadrará a los trabajadores dedicados a las
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actividades agrícolas, forestales y pecuarias y a los empresarios
de pequeñas explotaciones que cultiven, directa y personalmen'
te sus fincas. Se organizarán estos regímenes sobre la base de
Ja solidaridad nacional, estableciéndose un adecuado sistema de
<ompensación, al que contribuirá el Estado mediante las apor'
taciones que al efecto se determinen.
En la regulación de ambos regímenes se tenderá a la pari'
<lad de derechos y prestaciones con el régimen general. Al efeo
to, el Ministro de Trabajo, previo informe de la Organización
Sindical, elevará al Gobierno, antes del 31 de diciembre de 1964,
los correspondientes proyectos de ley que regulen ambos regí'
menes.
Doce. A las personas no comprendidas en los regímenes
de los números anteriores les serán aplicables las disposiciones
del régimen general de la Seguridad Social, sin perjuicio de las
normas que se dicten estableciendo sistemas especiales en mate'
ria de encuadramiento, afiliación y cotización.
BASE CUARTA
Afiliación
Trece. La afiliación a la Seguridad Social es obligatoria
para todas las personas incluidas en su campo de aplicación y
única para la vida de las mismas y para todo el sistema, sin per'
juicio de las bajas y variaciones que puedan producirse una vez
iniciada la actividad correspondiente.
Catorce. Corresponderá a las personas y Entidades que re'
glamentariamenté se determine el cumplimiento de la obliga'
ción de afiliar y la de dar cuenta a las Entidades gestoras de la
Seguridad Social de las bajas y las alteraciones a que se refie'
re el número anterior.
Quince. Si las personas y Entidades a quienes incumben
las obligaciones prescritas en los números que anteceden no las
cumplieren, podrán los interesados instar directamente su afi'
liación, sin perjuicio de que se hagan efectivas las responsabi'
lidades en que aquéllas hubieren incurrido, incluido, en su caso,
el pago a su cargo de las prestaciones, y de que se impongan las
sanciones que sean procedentes. En aquellos casos en que la Or-
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ganización Sindical no actúe como Empresa, no le será exigible
esta responsabilidad.
Dieciséis. Tanto, la afiliación como los trámites determina'
dos por las bajas y-variaciones á que se refiere el número trece
podrán efectuarse de oficio por las Entidades gestoras de la Se-
guridad Social cuando por consecuencia de la actuación de los
Servicios de inspección, inclusión en censos, datos obrantes en
los Servicios de colocación o cualquier otro procedimiento se
compruebe la inobservancia de dichas operaciones.
Diecisiete. Las Entidades gestoras de la Seguridad social
jnanteíidrán al día los datos relativos a las personas afiliadas, así
como los de las personas y Entidades a las que corresponde ei
cumplimiento de las obligaciones establecidas en esta base.
BASE QUINTA
Acción protectora
Dieciocho. La acción protectora de la Seguridad Social, en
las condiciones que se determinan en la presente Ley, compren-
derá:
a) La asistencia sanitaria en los casos de maternidad, de
enfermedad, común o profesional, y de accidentes, sean o no de
trabajo. . -.•:
b) Las prestaciones económicas en los supuestos de incapa-
cidad laboral transitoria, invalidez, vejez, desempleo, muerte y
supervivencia, así como las qué se otorguen en contingencias y
situaciones especiales que se regulen.
c) El régimen de protección a la familia.
d) Los servicios sociales que dentro de los límites de los
recursos financieros le corresponda asumir o le fueren asignados
en materia de asistencia, medicina preventiva, higiene y segu-
ridad del trabajo, reeducación y rehabilitación de inválidos, em-
pleo o colocación, promoción social, y en aquellas otras en' que el
establecimiento de tales servicios se considere conveniente o re-
sulte necesario por exigencias de una más adecuada coordina-
ción administrativa. Las percepciones derivadas de la acción pro-
tectora de la Seguridad Social" están exentas de toda contribu-
crójv impuesto, tasa o exacción parafiscal. En las cuestiones re-
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lacionadas con las materias de empleo o colocación y promoción
social se establecerán las conexiones oportunas con la organiza-
ción Sindical.
Diecinueve. Las prestaciones establecidas en el número an-
terior se facilitarán en las condiciones que reglamentariamente
se determinen, y, por lo que respecta al régimen general, de
acuerdo con Jas siguientes directrices:
a) La asistencia sanitaria:
a') A los trabajadores por cuenta ajena cuya base de CO'
tización, salvo accidentes de trabajo y enfermedades profesio'
nales, no exceda del límite que reglamentariamente se establezca.
£>') A los pensionistas de la Seguridad Social y a los que
estén en el goce de prestaciones periódicas, en los términos que
reglamentariamente se determinen.
La asistencia sanitaria alcanzará igualmente a los familiares
o asimilados que tuvieren a su cargo las personas mencionadas,
en la extensión y términos que reglamentariamente se esta-
blezcan.
b) Las prestaciones económicas por incapacidad laboral tran'
sitoria, invalidez y vejez: a los trabajadores por cuenta ajena.
Se exceptúan, en cuanto a la incapacidad derivada de enferme-
dad, los excluidos conforme al apartado a), a') precedente.
c) Las prestaciones económicas del régimen de protección
familiar:
a') A los trabajadores por cuenta ajena.
b') A los pensionistas de la Seguridad Social y a los que
estén en el goce de prestaciones periódicas.
c') A las viudas de unos y otros, sean o no pensionistas
de la Seguridad Social, en cuanto se refiere a la asignación por
hijos.
d') A los huérfanos de padre y madre en los casos a que
se refiere el número cuarenta y cuatro.
d) Las prestaciones económicas por desempleo: a los tra-
bajadores por cuenta ajena, en los términos que resulten de la
Base duodécima.
e) La pensión o el subsidio de viudedad: a las viudas de
los trabajadores por cuenta ajena.
f) La pensión de orfandad: a los hijos menores de die-
ciocho años, o incapacitados para el trabajo, de los trabajadores
por cuenta ajena.
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g) La pensión o subsidio en favor de familiares se conce-
derá, previa prueba de la dependencia económica, a los familia-
res consanguíneos de los trabajadores por cuenta ajena que re-
glamentariamente se determinen.
h) Todas las personas incluidas en el campo de aplicación
de la Seguridad Social podrán disfrutar, en principio, de las
prestaciones y servicios sociales que se reconozcan en atención
a contingencias y situaciones especiales.
BASE SEXTA
Asistencia sanitaria
Veinte. La asistencia sanitaria se organizará de modo que
garantice, a través de un sistema coordinado, la recta aplica-
ción de los medios conducentes a la recuperación y defensa de
la salud, a la prevención de accidentes de trabajo y enfermeda-
des profesionales, y al tratamiento que en tales casos haya de
dispensarse. En su gestión colaborarán las Organizaciones Co-
legiales sanitarias en la forma que reglamentariamente se de-
termine.
Veintiuno. En la asistencia sanitaria que garantiza la Se-
guridad Social quedan comprendidos:
a) Los servicios de Medicina general, especialidades, intei
namiento quirúrgico y Medicina de urgencia, así como los de
tratamiento y estancia en Centros y Establecimientos Sani-
tarios.
b) El suministro:
a') De fórmulas magistrales, especialidades y efectos o ac-
cesorios farmacéuticos.
b') De prótesis, de aparatos ortopédicos y su renovación,
así como vehículos para inválidos.
Veintidós. El Ministerio de Trabajo, previa la obtención
c asignación de los recursos financieros precisos, podrá acordar
ia ampliación de las prestaciones sanitarias garantizadas por el
régimen de Seguridad Social, establecer la hospitalización mé-
dica y disponer lo necesario para la realización de campañas de
Higiene y Seguridad del Trabajo.
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En lo que se refiere a la medicina preventiva se estará a lo
dispuesto en la Base quince, apartado B).
Veintitrés. Los servicios de medicina de urgencia, debida-
mente coordinados con los de igual tipo de la Sanidad Nacional,
provincial o local, estarán dotados de los medios complemen-
tarios, del personal auxiliar técnico sanitario y de los medios de
desplazamiento y transporte necesarios para garantizar a los be-
neficiarios de los núcleos urbanos y de los medios rurales una
inmediata asistencia facultativa en aquellos estados y situado-
nes que por su índole o gravedad así lo requieran.
Veinticuatro. La ordenación de los servicios médicos de la
Seguridad Social, excluidos los de accidentes del trabajo y en-
fermedades profesionales y asistencia a pensionistas, se ajustará
a los siguientes principios generales:
ít) Cuando en una determinada zona o circunscripción te-
rritorial presten sus servicios a la Seguridad Social varios mé-
dicos generales, pedíatras de familia o tocólogos, se reconoce a
la persona titular del derecho a la asistencia sanitaria la facul-
tad de elección en la forma que reglamentariamente se esta-
blezca. En los demás casos, la facultad de elección de médico
se reconocerá progresivamente, subordinada a la organización del
servicio.
b) Corresponderá un médico general a cada cupo base de
titulares o, en su caso, de beneficiarios, que se determinará en
las diferentes localidades en que haya suficiente número de ellos»
teniendo en cuenta la proporción existente entre su total po-
blación y el número de aquéllos que en las mismas resida. Se se-
ñalarán los cupos máximos que puedan ser asignados a cada fa-
cultativo, los cuales no podrán sobrepasarse salvo circunstancias
excepcionales debidamente justificadas. El número de especia-
listas guardará relación, en su caso, con el de médicos generales.
c) Las vacantes de personal sanitario que en el futuro se
produzcan, así como de las nuevas plazas que puedan crearse,
se cubrirán por mitades en dos turnos diferentes. Uno de ellos
entre los médicos y personal auxiliar técnico-sanitario, según
proceda, incluidos en las respectivas escalas, que se declaran a.
extinguir, y otro medíante concurso-oposición entre los médi-
cos y personal auxiliar técnico-sanitario —de acuerdo con la
naturaleza de las vacantes—, con capacidad legal para el ejer-
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cicio de su profesión. Una vez agotadas aquéllas, la totalidad
de las plazas se cubrirán por este segundo turno.
d) Los médicos que presten sus servicios en la Seguridad
Social serán remunerados mediante una cantidad fija por cada
persona titular o, en su caso, por cada beneficiario cuya asis-
tencia tenga a su cargo, estableciéndose también sistemas de re-
muneración distintos cuando así lo aconseje la estructura sani'
taria. Tendrán libertad para rechazar nuevas asignaciones u op'
ciones a su favor por encima del cupo base correspondiente a
la plaza que desempeñen, siempre que existan varias en su zona
o circunscripción. También estarán facultados para rechazar,
salvo caso de urgencia, cualquier adscripción siempre que, en
cada caso concreto, exista, a juicio de la inspección médica, cau'
sa que justifique dicha determinación. Los servicios sanitarios
de la Seguridad Social se prestarán conforme al estatuto jurídi'
co que reglamentariamente se establezca.
Veinticinco. La facultad disciplinaria sobre el personal sa-
nitario que preste servicios a la Seguridad Social corresponde
al Ministerio de Trabajo, con independencia de cualquier otra
jurisdicción a que estén sujetos en razón a actividades ajenas
a la Seguridad Social. Las medidas que a este respecto pudiese
adoptar el Ministerio de Trabajo no tendrán necesariamente re-
percusión en otras actividades que se ejerzan al margen de la
Seguridad Social.
Veintiséis. El internamiento podrá efectuarse en las Insti'
tuciones sanitarias de la Seguridad Social o, mediante concier-
to, en aplicación del principio legal de coordinación hospitala
ria, en las clínicas, sanatorios y establecimientos 3e análoga na-
turaleza, ya revistan carácter público o privado.
Disposiciones especiales regularán los internamientos en
Centros de asistencia sanitaria creados por la Seguridad Social
en favor de la infancia o de grupos especiales de beneficiarios.
Asimismo, se dictarán las normas por las que hayan de re'
girse los conciertos que con las Facultades de Medicina formali-
cen las Entidades competentes de la Seguridad Social.
Veintisiete. La prestación farmacéutica se ordenará según
los siguientes principios:
d) La dispensación de medicamentos será gratuita en los
tratamientos que se realicen en las Instituciones propias o con-
certadas de la Seguridad Social y en los que tengan su origen
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€n accidentes del trabajo o enfermedades profesionales. En los
demás casos, participarán los beneficiarios mediante el pago de
una cantidad fija por receta o, en su caso, por medicamento.
b) La Seguridad Social realizará la adquisición directa en
los centros productores de los medicamentos que hayan de apli-
carse en sus instituciones abiertas o cerradas. En todo caso, la
dispensación de medicamentos para su aplicación fuera de las
mismas deberá llevarse a efecto a través de oficinas de Farma-
cia legalmente establecidas.
c) Se suprimirán el Petitorio y el Catálogo de especialida-
des farmacéuticas. A los efectos prevenidos en el primer párrafo
del apartado anterior, se seleccionarán, conforme a criterios ri-
gurosamente científicos, los medicamentos precisos para su apli-
cación en las Instituciones abiertas y cerradas.
d) La Seguridad Social concertará con laboratorios y far-
macias, a través de sus representaciones legales sindicales y cor-
porativas, las condiciones económicas que deberán regir en la
adquisición y dispensación de productos y especialidades farma-
céuticas a que se refieren los dos párrafos del apartado b).
A falta de acuerdo para el referido concierto, o, si después
de pactado, uno o varios laboratorios no aceptasen para el su-
ministro de sus especialidades a la Seguridad Social el régimen
pactado, o por cualquier eventualidad éste no pudiera ser apli-
cado, una Comisión presidida por un Delegado del Ministerio
de Trabajo y compuesta además por cuatro Vocales en repre-
sentación de la Seguridad Social, y otros cuatro, de los cuales
tres serán designados por el Sindicato Nacional de Industrias
Químicas, en representación de los Laboratorios farmacéuticos,
y uno por el Consejo General de Colegios Oficiales de Farma-
céuticos, fijará de modo imperativo los topes máximos de precio
que deban señalarse en ambos supuestos a los Laboratorios titu-
lares de especialidades para que las mismas puedan ser sumi-
nistradas a la Seguridad Social.
Si las diferencias afectasen exclusivamente a las relaciones
con las farmacias, la totalidad de los Vocales de esta Comisión
no representantes de la Seguridad Social serían designados por
el Consejo General de Colegios Farmacéuticos.
Veintiocho. Las prótesis quirúrgicas fijas, así como las or-
topédicas permanentes o temporales, serán, en todo caso, facili-
tadas por la Seguridad Social. Las dentarias y las especiales que
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se determinen podrán dar lugar a la concesión de ayudas eco'




Veintinueve. Tendrán la consideración de estados o sitúa-
ciones determinantes de incapacidad laboral transitoria:
a) Los de enfermedad común o profesional y accidente, sea
o no de trabajo, mientras el trabajador reciba asistencia sanita'
ria de la Seguridad Social y esté impedido para el trabajo.
b) Los denominados períodos de observación y sus asimi-
lados o equivalentes en casos de enfermedades profesionales.
c) Los períodos de descanso, voluntario y obligatorio, que
procedan en caso de maternidad.
Treinta, a) La prestación económica en las diversas situa-
ciones constitutivas de incapacidad laboral transitoria consistirá
en un tanto por ciento que, sobre las bases de cotización, se fi-
jará con carácter unitario para todas ellas y se hará efectiva en
los términos y condiciones genéricamente establecidos para cada
grupo de tales contingencias.
b) En caso de accidente o enfermedad profesional la pres-
tación económica se abonará desde el día siguiente al del sinies-
tro. En el de enfermedad se satisfará si la duración de ésta es
como mínimo de siete días, y a partir del cuarto de enfermedad.
La prestación económica, en uno y otro supuesto, se hará efectiva
hasta la fecha en que el trabajador sea dado de alta, con o sin
invalidez, o falleciere.
En los supuestos del apartado a) de este número, si transcu-
ridos dieciocho meses, prorrogables en su caso por otros seis, de
asistencia sanitaria, incluidos los períodos de recaída, el traba-
jador no estuviera en condiciones de reanudar su trabajo, la pres-
tación se regirá por las disposiciones relativas a la invalidez, sin
perjuicio de continuar prestándole la oportuna asistencia sani'
taria y de calificar su capacidad laboral al ser dado de alta.
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BASE OCTAVA
Invalidez,
Treinta y uno. Se consideran situaciones o estados cons-
titutivos de invalidez:
a) Los de incapacidad permanente por causa de enferme
dad común o profesional o de accidente, sea o no de trabajo.
b) Los que así deban ser considerados por haber transcu-
rrido el período a que se refiere el último párrafo del número
anterior de percepción de la prestación económica, a consecuen-
cia de incapacidad laboral transitoria, sin que el trabajador esté
en condiciones de reanudar su trabajo.
Treinta y dos. Salvo lo dispuesto en el número siguiente,
la prestación económica en caso de invalidez consistirá en una
pensión vitalicia, cuyo porcentaje se fijará reglamentariamente
en función de la incapacidad apreciada.
A estos efectos se apreciarán los siguientes grados de inva-
lidez :
a) Incapacidad absoluta para todo trabajo.
b) Gran invalidez, si el trabajador, como consecuencia de
pérdidas anatómicas o funcionales, se encuentra impedido para
realizar los actos más elementales de la vida y precisa continua-
dos auxilios de otro persona.
Los inválidos a que se refieren los apartados a) y b) tendrán
derecho a tratamientos especializados de rehabilitación y readap-
tación, y su pensión se calculará sobre salarios reales.
La correspondiente a los grandes inválidos se incrementará
en un 50 por 100 destinada a remunerar a una persona que le
atienda, pudiendo, a elección del interesado, reemplazarse este
recargo por su internamiento en una Institución asistencial.
Treinta y tres. La incapacidad total o parcial del trabaja-
dor para su profesión habitual determinará el derecho a los tra-
tamientos de recuperación fisiológica y a los cursos de forma-
ción profesional precisos para su readaptación y rehabilitación»
con obligación de someterse a los mismos, así como el derecho
a la percepción de una cantidad alzada. Si los incapacitados se
negaran al tratamiento prescrito, cuando fuera de tipo quirúr-
gico, se someterá el problema a un Tribunal médico.
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Entre tanto sean llamados a dichos tratamientos, y durante
los procesos de readaptación y rehabilitación, tendrán derecho
a una prestación económica compatible con las becas o salarios
de estímulo. Concluida la readaptación profesional, de no encon'
trar empleo, se entenderán comprendidos en el régimen de la
Base doce.
Las personas afectadas de una incapacidad permanente tO'
tal para su profesión habitual, que les haya sobrevenido después
de cumplir la edad de cuarenta y cinco años, podrán optar entre
someterse a los procesos de readaptación y rehabilitación posi'
bles en la forma y condiciones previstas en el párrafo anterior,
o que les sea reconocido el derecho a una pensión vitalicia de
cuantía proporcional a la base de cotización, cuyo porcentaje se
determinará de acuerdo con las disposiciones reglamentarias dic-
íadas al efecto.
Treinta y cuatro. Sin perjuicio de las normas que se esta-
blezcan sobre los cupos de radaptados y rehabilitados a que ha-
brán de dar ocupación las Empresas, en proporción a sus plan-
tillas respectivas, y de las que se dicten sobre readmisión por las
mismas de sus propios trabajadores una vez terminados los co-
rrespondientes procesos de readaptación y rehabilitación, se mon-
taran Centros pilotos para el empleo de quienes se hayan benefi'
-ciado de tales procesos.
Treinta y cinco. Las lesiones permanentes por causa de ac-
cidente de trabajo o enfermedad profesional no comprendidas en
los números anteriores darán derecho a una indemnización a tan-
to alzado, cuya cuantía se determinará según baremo, así como
a la permanencia al servicio de la empresa.
Treinta y seis. Las declaraciones de incapacidad serán re-
visables en todo tiempo por agravación, mejoría o error de diag'
nóstico, salvo que el incapacitado haya cumplido la edad a que
se refiere el número treinta y nueve.
BASE NOVENA
Vejez
Treinta y siete. La prestación económica por causa de ve-
jez será única para cada pensionista y revestirá la forma de pen-
•sión vitalicia. Su cuantía, proporcional a las bases de cotización»
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se fijará conforme a normas y porcentajes reglamentarios en
ción de dichas bases y de los años de cotización. Se establecerá
reglamentariamente un sistema que beneficie especialmente las
bases inferiores.
Treinta y ocho. Se adoptará un sistema de compensación
nacional que garantice un nivel mínimo de pensiones uniformes,
en igualdad de bases y períodos de cotización, para todos los
comprendidos en el régimen general. Por encima del indicado ni '
vel y hasta límites máximos oportunamente fijados, se incre'
mentarán las pensiones, según lo permitan la composición de
los respectivos colectivos y las disponibilidades financieras de
los grupos o sectores, siendo objeto de una compensación pro-
fesional. En todo caso, el cálculo y forma, tanto de la pensión
mínima cuanto de los complementos, se efectuará sobre los cri-
terios uniformes del número anterior y se abonará conjuntamente
y por una misma Entidad gestora, sin perjuicio de las compensa-
ciones internas que procedan.
Treinta y nueve. La edad mínima para la percepción será
de sesenta y cinco años, si bien podrá rebajarse en aquellas acti-
vidades profesionales en que, por su índole o naturaleza, así se
considere procedente.
Cuarenta. La concesión de las pensiones de vejez quedará
subordinada al cumplimiento de los correspondientes períodos de
cotización. De modo expreso se determinará la forma en que
hayan de computarse dichos períodos y los asimilados a ellos.
BASE DÉCIMA
Muerte y supervivencia
Cuarenta y uno. En caso de muerte, cualquiera que fuera
su causa, se otorgarán:
d) Un subsidio de defunción para hacer frente a los gastos
de sepelio a quien los haya soportado.
b) Una pensión de viudedad consistente en un porcentaje
que, con carácter uniforme, se fijará reglamentariamente y se
aplicará sobre la base reguladora de prestaciones del causante,
que haya completado el correspondiente período de carencia, si
estuviera en activo en la fecha de su fallecimiento o, en su caso,
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sobie la pensión de vejez o invalidez que éste percibiera en el
momento de su muerte. Tendrán derecho a dicha pensión, con
carácter vitalicio, salvo que se produzca alguno de los casos de
extinción de tal derecho que se establezca reglamentariamente^
las viudas que al fallecimiento de su cónyuge se encuentren en
alguna de las situaciones siguientes:
a') Haber cumplido la edad de cuarenta años.
b') Estar incapacitadas para el trabajo.
<?) Tener a su cargo hijos habidos del causante con dere'
cho a pensión de orfandad.
En otro caso, sólo tendrán derecho a un subsidio temporaU
asimismo uniforme. Tanto la pensión como el subsidio serán,
compatibles con cualesquiera rentas de trabajo de la viuda. EL
viudo tendrá derecho a pensión únicamente en el caso de estar
incapacitado para el trabajo y sostenido por su mujer en vida
de ésta.
En cualquier supuesto, para el nacimiento de los derechos
que se regulan en este apartado bj, será preciso que la viuda, o
en su caso el viudo, haya convivido habitualmente con su cón-
yuge causante o, en caso de separación judicial, que la sentencia
firme le reconozca como inocente.
c) Una pensión de orfandad consistente en un porcentaje
que, con carácter uniforme, se fijará reglamentariamente y que
se aplicará sobre la base de cotización del causante, con el pe-
ríodo de carencia y determinación del salario regulador de pres-
taciones que se determinen.
La pensión de orfandad se percibirá por cada hijo menor de
dieciocho años o incapacitado para el trabajo, y será compati-
ble con cualesquiera rentas de trabajo del cónyuge supervivien-
te, así como, en su caso, con la pensión de viudedad que éste
perciba. En ningún caso las pensiones sumadas de viudedad y
orfandad podrán exceder de la base de cotización del causante-
Cuarenta y dos. Reglamentariamente se determinarán aqué-
llos otros familiares que, previa prueba de dependencia econó-
mica, disfrutarán de pensión o subsidio por muerte del causante,
así como la cuantía de éstos.
Cuarenta y tres. En caso de muerte causada por accidente
de trabajo o enfermedad profesional las viudas no estarán some-
tidas a la aplicación del período de carencia, y tendrán derecho,
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además, a percibir una indemnización a tanto alzado. Tendrán
iguales derechos los viudos que reúnan las condiciones estable-
cidas en el apartado b) del número cuarenta y uno.
BASE UNDÉCIMA
Protección a la familia
Cuarenta y cuatro. Las prestaciones económicas del régi-
men de protección a la familia, en el que quedarán integrados
los actuales de Subsidio y Plus familiares, consistirán:
a) En una asignación mensual uniforme por cada hijo le-
gítimo, legitimado, adoptivo o natural reconocido, menor de die-
ciséis años o incapacitado para el trabajo. Los huérfanos de pa-
dre y madre menores de dieciséis años o incapacitados para el
trabajo, sean o no pensionistas de la Seguridad Social, tendrán
derecho a la asignación que, en su caso, hubiera podido corres-
ponder a sus ascendientes.
b) En una asignación mensual uniforme por esposa, en las
condiciones y con las limitaciones que reglamentariamente se
determinen.
Cuarenta y cinco. A la financiación de las prestaciones a
que se refiere el número anterior se destinarán:
a) La aportación que se fije con cargo al Fondo Nacional
de Protección al Trabajo.
b) La parte de cuota que reglamentariamente se determi-
ne con arreglo a los principios siguientes: la base de cotización
será, en todo caso, la tarifada a que se refiere el número cincuen-
ta y ocho, y el tipo, el que oportunamente se fije, atendiendo a
que la carga soportada por las empresas sea similar para el con-
junto de las mismas, y, teniendo en cuenta la alteración que en-
traña la cotización sobre bases tarifadas, a la actualmente repre-
sentada por el Subsidio y Plus familiares.
Cuarenta y seis. A los trabajadores por cuenta ajena se les
otorgarán, asimismo, las siguientes prestaciones:
a) Una asignación al contraer matrimonio.
b) Una asignación al nacimiento de cada hijo.
Estas prestaciones serán uniformes, y para su percepción se-
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rá necesario haber completado el período de carencia que regla'
mentaiiamente se determine.
Cuarenta y siete. El Gobierno revisará el sistema vigente
de protección a las familias numerosas, estableciendo desgrava-
ciones fiscales, bonificaciones en matrículas de los centros do-
centes, becas, derecho preferente a la formación profesional, re-
ducciones en el precio de los transportes, créditos sociales, prio'
ridad en la adjudicación d]e viviendas construidas con la protec-
ción del Estado y cualesquiera otras medidas similares de tipo
social que contribuyan a su protección.
Se concederá una protección especial a las familias con hijos
subnormales.
Cuarenta y ocho. Los huérfanos menores de dieciocho años,.
de trabajadores muertos a consecuencia de accidente de trabajo
o enfermedad profesional, tendrán preferencia absoluta para dis-
frutar de los beneficios de la acción formativa dispensada por
todo tipo de Centros e Instituciones públicas.
Cuarenta y nueve. Anualmente se concederán premios na^
cionales y provinciales de natalidad.
BASE DUODÉCIMA
Desempleo
Cincuenta. La situación de desempleo de los trabajadores
incluidos en la base segunda, número cinco, apartado a), que pu-
diendo y queriendo trabajar pierden su ocupación sin causa a
ellos imputable, o ven reducidas sus jornadas ordinarias de tra-
bajo, determinará, según los casos y con sujeción a las normas
reglamentarias, la concesión de los beneficios siguientes:
a) Prestación económica por despido definitivo, indepen^
diente de la que pueda corresponderles en la Empresa, o pres-
tación por suspensión temporal, consistentes en un tanto por
ciento sobre el promedio de la base de cotización de la Seguré
dad Social.
b) Subsidio por período de trabajo reducido, calculado eit
la misma forma.
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Tendrán derecho a estas prestaciones los trabajadores de tem-
porada, cuando ésta exceda de cuatro meses al año; y respecto-
de las eventualidades de empleo que puedan afectar a la propia
temporada normal, según las actividades.
Cincuenta y uno. Las prestaciones económicas se harán efec'
tivas durante seis meses, mientras subsista la situación de paro-
y supuesto que el parado no haya rechazado oferta de empleo
adecuado. Dicho plazo podrá prorrogarse hasta un año, como
máximo, si subsisten las circunstancias que determinaron la con'
cesión inicial.
La percepción de la prestación podrá suspenderse cuando se
obtengan, por la ejecución de trabajos marginales, ingresos igua^
les o superiores a la misma, y cesará, desde luego, cuando el pa'
rado obtenga nuevo trabajo o rechace trabajo adecuado.
Cincuenta y dos. Las prestaciones complementarias que re"
glamentariamente de determinen tendrán por objeto la ayuda
a los movimientos migratorios interiores de los parados, la asis-
tencia a sus familias en caso de migración y el abono de las in-
demnizaciones reconocidas por sentencia de la Magistratura de
Trabajo en favor de trabajadores despedidos, cuando éstos na
puedan hacerlas efectivas por insolvencia del deudor.
Cincuenta y tres. El régimen de desempleo podrá destinar
parte de sus fondos, de conformidad con las disposiciones que
dicte el Ministerio de Trabajo, a fines de formación intensiva
profesional, así como a la readaptación de los trabajadores des-




Cincuenta y cuatro. La cotización a la Seguridad Social se-
rá obligatoria para todos los incluidos en su campo de aplica-
ción.
Cincuenta y cinco. La obligación de cotizar nacerá desde el
momento de la iniciación de la actividad correspondiente, deter-
minándose reglamentariamente las personas que hayan de cum-
plimentarla, tanto en el régimen general como en los regímenes
y sistemas especiales.
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Cincuenta y seis. El tipo de cotización se compondrá de
dos aportaciones:
a) De las empresas; y-
b) De los trabajadores comprendidos en el campo de apli'
cación de la Seguridad Social.
En el régimen de accidentes de trabajo y de enfermedades
profesionales, el pago corresponderá íntegramente a las empresas.
Cincuenta y siete. El tipo de cotización a la Seguridad So'
cial será fijado oportunamente por el Gobierno con carácter úni'
co para todo el ámbito de cobertura, sin otra excepción que las
tarifas de primas correspondientes al régimen de accidentes de
trabajo y enfermedades profesionales.
Cincuenta y ocho. La cotización a la Seguridad Social de
los trabajadores por cuenta ajena se realizará sobre las bases ta'
rifadas aprobadas por el Gobierno, de acuerdo con las categorías
profesionales. La base mínima de tarifa coincidirá con el salario
mínimo aprobado.
Las bases a que se refiere el apartado anterior serán revisa'
bles por el Gobierno, en relación con los niveles efectivos de
salario, y se aplicarán a todas las situaciones y contingencias cu-
biertas por la Seguridad Social, con la salvedad del número
treinta y dos.
Cincuenta y nueve. El régimen de mejoras voluntarias a
la Seguridad Social deberá atenerse a las siguientes normas:
á) Podrán las empresas, para el conjunto de sus trabajado'
res o para los comprendidos en el ámbito de un mismo Convenio
Colectivo Sindical, incluir salarios de cotización adicionales, se-
gún bases tarifadas y dentro de los máximos que se establezcan,
para la cobertura de una o varias de las contingencias previstas
por esta Ley. En ningún caso se admitirán bases de cotización
que excedan de las remuneraciones efectivamente percibidas.
b) Una vez alcanzados los máximos a que se refiere el apar-
tado a), podrán asimismo las empresas mejorar, a su propio y
exclusivo cargo, las prestaciones de la Seguridad Social.
Estas mejoras podrán realizarse a elección de las empresas,
directamente o a través de Fundaciones Laborales, Obras Sindi'
cales, Mutualidades de Previsión o Entidades aseguradoras de
todas clases.
Las Fundaciones Laborales legalmente constituidas gozarán
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del trato fiscal y demás exenciones concedidas o que se concedan
a las benéficas o benéfico-docentes.
c) Como parte de las mejoras de la Seguridad Social, a ins-
tancia de los interesados, y previa aprobación del Ministerio de
trabajo, se podrán acordar cotizaciones adicionales para revalo'
rización de las pensiones o mejora de las de vejez correspondien-
tes a la totalidad de cada colectivo asegurado.
Sin otras excepciones que las de los apartados anteriores,
la Seguridad Social no podrá ser objeto de contratación colecté
va ni de mejoras voluntarias de las empresas.
Sesenta. La cotización en los regímenes y sistemas especia-




Sesenta y uno. La recaudación de las cuotas de la Seguri-
dad Social corresponde a sus propias entidades gestoras.
El ingleso de las cuotas se realizará directamente en las en-
tidades gestoras o a través de las Oficinas recaudadoras especial-
mente autorizadas, que lo distribuirán entre aquéllas en la parte
que corresponda a las fracciones de cuota que les estén asignadas.
El control, tanto de los ingresos como de su falta, se efec-
tuará unificadamente por la entidad gestora designada al efecto.
Sesenta y dos. Las certificaciones de descubierto serán ex-
pedidas por la Inspección de Trabajo, como consecuencia de su
actuación inspectora, o a través de su Oficina delegada en la En-
tidad gestora a que se refiere el último párrafo del número ante-
rior, en virtud de los datos que obren en la misma. Tales certifi-
caciones servirán de base para iniciar el correspondiente procedi-
miento de apremio, con embargo y remate en su caso. Se adop-
tarán las medidas oportunas que eviten duplicidad de actuacio-
nes, organizándose los servicios precisos para auxiliar a dicha Ins-
pección.
Sesenta y tres. Los descubiertos originados por motivos di-
ferentes de la simple falta de ingreso de cuotas de trabajadores
dados de alta en la Entidad gestora, serán objeto de la correspon-
diente acta de liquidación, precediendo al acto administrativo eje-
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cutorio un trámite de audiencia al interesado y la posibilidad de
un recurso sumario.
Sesenta y cuatro. La recaudación en la vía ejecutiva se efec'
tuará por la Entidad y el procedimiento que se regulará en las
disposiciones de desarrollo a que se refiere el artículo 2.0 de la
presente Ley.
Sesenta y cinco. En cualquier estado en que se hallen las
acutaciones podrá ser suspendido el procedimiento por acuerdo
de la referida Entidad gestora y previa la concurrencia de las
sas que reglamentariamente se determinen.
BASE DECIMOQUINTA
Servicios Sociales
Sesenta y seis. Como complemento de las prestaciones CO'
rrespondientes a las situaciones específicamente protegidas por la
Seguridad Social, ésta podrá extender su acción a los Servicios
Sociales que a continuación se mencionan, estableciendo para
ello la oportuna colaboración con las Obras e Instituciones sin'
dicales especializadas en los mismos:
A. Higiene y Seguridad del Trabajo.—En conexión con los
Servicios generales de Seguridad e Higiene del Trabajo, corres'
ponde a la Seguridad Social:
a) La prevención de riesgos profesionales derivados de los
ambientes de trabajo y del trabajador.
b) Las medidas sanitarias y de tutela conducentes a lograr»
individual o colectivamente, un óptimo estado sanitario.
B) Medicina preventiva.—La Seguridad Social, en la ex-
tensión y términos previstos en la base sexta, y previa la coor'
dinación con la Sanidad Nacional, a los efectos de respetar las
normas técnicas establecidas por aquélla con carácter general po-
drá efectuar campañas de medicina preventiva. Asimismo le co-
rresponderá la preparación y desarrollo de los programas que se
formulen al efecto.
C) Reeducación y rehabilitación de inválidos.—El régimen
de Seguridad Social organizará, con la amplitud necesaria, los
Centros y Servicios de recuperación fisiológica, reeducación, ré-
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adaptación y rehabilitación profesional de los trabajadores invá'
lidos.
D) Acción formativa.-r-La Seguridad Social contribuirá:
a) A la elevación cultural de los trabajadores y familiares
a su cargo, mediante las aportaciones que, en forma de beca o bajo
cualquier otra modalidad, efectúe con destino a las enseñanzas
que se cursen en las Universidades laborales, Centros sindicales
de Formación Profesional y demás centros o instituciones docen-
tes, creados o que se creen, a los fines indicados.
b) Al fomento y desarrollo de los estudios de carácter social
en conexión con la Organización Sindical, con la Universidad y
demás centros de investigación y docencia.
BASE DECIMOSEXTA
Régimen de Asistencia
Sesenta y siete. La Seguridad Social, con cargo a los fon-
dos que a tal efecto se determinen, podrá dispensar a las perso-
nas incluidas en su campo de aplicación y a los familiares o asi'
milados que de ellas dependan, los servicios y auxilios económi'
eos que, en atención a estados y situaciones de necesidad, se con-
sideren precisos, previa demostración, salvo en casos de urgencia,
de que el interesado carece de los recursos indispensables para
hacer frente a tales.estados o situaciones.
Sesenta y ocho. Dichas ayudas comprenderán, entre otras,
las que se dispensen por tratamiento o intervenciones especiales,
en casos de carácter excepcional, por un determinado facultati'
vo; por pérdida de salarios como consecuencia de la rotura for-
tuita de aparatos de prótesis; los subsidios de cuantía fija a quic
nes, agotados los plazos de percepción de prestaciones,. en caso
de desempleo, continúen en paro forzoso, siempre que carezcan
de bienes y de rentas, y cualesquiera otras análogas cuya percep-
ción no esté regulada en las diferentes bases de esta Ley.
LEY DE 2 8 DE DICIEMBRE SOBRE BASES UE LA SEGURIDAD SOCIAL
BASE DECIMOSÉPTIMA
Gestión de la Seguridad Social
Sesenta y nueve. • La gestión de la Seguridad Social se
tuará bajo la dirección, vigilancia y tutela del Ministerio de
bajo, por Entidades gestoras, con plena capacidad jurídica y pa'
trimonial para el cumplimiento de sus fines. Dichas Entidades
gozarán del beneficio de pobreza a efectos jurisdiccionales, así
como de exención tributaria absoluta, incluidas las tasas y exac'
ciones parafiscales.
Las Entidades gestoras de la Seguridad Social a que se re-
fiere el párrafo anterior serán, en cuanto al régimen general,
el Instituto Nacional de Previsión y las Mutualidades Labora-
les, y para los regímenes especiales mencionados en la Base ter'
cera, los creados en las disposiciones que los regulen, sin perjui'
ció de lo dispuesto en los restantes números de esta Base. En la
gestión de la Seguridad Social, y con los beneficios señalados
en el párrafo primero, colaborará la Organización Sindical en la
medida y condiciones que se establezcan.
Setenta. La competencia de cada una de las Entidades ges-
toras se determinará oportunamente por el Ministerio de Tra-
bajo, en forma que se evite su concurrencia sobre un mismo ré-
gimen o situación de los integrados en la Seguridad Social.
A los efectos de la debida homogeneización y racionaliza-
ción de los servicios, se coordinarán las actividades de las dis-
tintas Entidades gestoras, en orden a la utilización de instala-
ciones sanitarias, conciertos o colaboraciones que al efecto se de-
terminen y percepción unificada de prestaciones.
Setenta y uno. Se autoriza al Gobierno, a propuesta del Mi-
nistro de Trabajo, para crear el Instituto Nacional de Seguridad,
Rehabilitación y Accidentes de Trabajo, que desarrollará las fun-
ciones que oportunamente se determinen.
Setenta y dos. En la forma que reglamentariamente se de-
termine, las empresas podrán intervenir en la gestión de la Se-
guridad Social, colaborando en los regímenes de enfermedad y
protección a la familia, así como en las prestaciones por incapa-
cidad laboral transitoria derivada de accidentes de trabajo y en-
fermedades profesionales.
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Setenta y tres. La gestión del régimen de accidentes de
trabajo y enfermedades profesionales queda atribuida, en el ré-
gimen general, a las Mutualidades Laborales, dentro del campo
de sus respectivas competencias, y en los regímenes especiales,
a las entidades similares de estructura mutualista. Esta gestión
será compatible con la atribuida a las Mutuas Patronales en las
condiciones que reglamentariamente se determinen. Todas las
entidades que actúen en el régimen de accidentes de trabajo coor-
dinarán su actuación, en su caso, con la del Instituto a que se
refiere el número setenta y uno.
Setenta y cuatro. Las Mutualidades laborales tendrán la na-
turaleza de corporaciones de interés público, integradas por em-
presas y trabajadores, instituidas y tuteladas por el Ministerio de
Trabajo para el cumplimiento de los fines que les corresponden
como Entidades gestoras de la Seguridad Social y para dispen-
sar las prestaciones que, de acuerdo con las bases de esta Ley,
fijen sus estatutos respectivos. Mediante fórmulas federativas y
los reajustes que se estimen necesarios, y con objeto de conseguir
una adecuada compensación profesional y nacional, se tenderá
a la máxima homogeneización de los colectivos en las Mutuali-
dades Laborales de los trabajadores por cuenta ajena, en las que
se integrarán los de las Mutualidades y Cajas de Empresa en el
tiempo y bajo las condiciones que se determinen.
Setenta y cinco. Conforme a lo establecido en la base pri-
mera se garantizará la real y efectiva participación de los traba-
jadores y empresarios en los órganos de gobierno de las Entida-
des gestoras de la Seguridad Social, tanto en el régimen general
como en los especiales comprendidos en el apartado f) del núme-
ro diez y en el número once, a través de la oportuna elección
efectuada por las Juntas Económicas y Sociales de las Entidades
Sindicales, con arreglo a las normas de procedimiento electoral
de la Organización Sindical.
Respecto de los órganos de gobierno de las Mutualidades La-
borales, la proporción de los representantes trabajadores en re-
lación con los empresarios no podrá ser inferior en ningún caso
a la establecida con anterioridad a la vigencia de esta Ley.
Setenta y seis. Se autoriza al Ministerio de Trabaio, previo
informe de la Organización Sindical, para dictar las disposiciones
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relativas a la constitución, régimen orgánico y funcionamiento
de las entidades a que se refiere la presente base, así como para
la modificación o integración de las existentes.
BASE DECIMOCTAVA
Régimen económicO'finánciero
Setenta y siete. Los bienes, derechos, acciones y recursos de
cualquier género adscritos a la Seguridad Social, constituyen un
patrimonio afecto a su fines. Las entidades gestoras tendrán, en
relación con los bienes y recursos que se les asignen, las faculta'
des que en el desarrollo de las presentes bases se determinen.
Setenta y ocho. Los recursos para financiación de la SegU'
ridad Social estarán constituidos por:
a) Las cotizaciones de empresas y trabajadores.
b) Las subvenciones del Estado, que se consignarán con ca-
rácter permanente en sus Presupuestos generales, y las que se
acuerden para atenciones especiales o resulten precisas por exi'
gencias de la coyuntura.
c) Las rentas e intereses de los fondos de reserva.
d) Cualesquiera otros ingresos.
Setenta y nueve.—El sistema financiero será de reparto y su
cuota revisable periódicamente. Se constituirán los correspondien'
tes Fondos de nivelación mediante la acumulación financiera de
las diferencias anuales entre la cuota media y la natural prevista.
En los casos en que la naturaleza de las prestaciones así lo
requiera, se constituirán, asimismo, Fondos de garantía para su-
plir posibles déficits de cotización o excesos anormales de sinies'
tralidad.
Para los regímenes de desempleo y accidentes de trabajo se
adoptarán los sistemas de financiación que sus características
exijan.
Ochenta. Las inversiones de los fondos no destinados al
cumplimiento inmediato de las obligaciones reglamentarias se'
rán materializadas, de modo que se consiga una alta rentabili'
dad compatible con la seguridad de la inversión y una liquidez
en grado adecuado a la finalidad de las respectivas reservas.
5.8
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BASE DECIMONOVENA
Régimen jurisdiccional
Ochenta y uno. Corresponde a la Jurisdicción del Trabajo
el conocimiento de las cuestiones litigiosas que se promuevan
entre las Entidades gestoras y las personas comprendidas en el
campo de aplicación de esta Ley. Los procesos especiales en ma-
teria de Seguridad Social ante la Jurisdicción de Trabajo se ajus-
taran a lo dispuesto en el Texto Refundido de Procedimiento
Laboral. Para demandar ante la Jurisdicción de Trabajo será ne-
cesaría, salvo si se trata de accidentes de trabajo, reclamación
administrativa previa, que se regulará en forma semilla y su-
maria, evitando situaciones de indefensión.
Ochenta y dos. Contra las decisiones dictadas por las En-
tidades gestoras en materias que no afecten singularmente a los
beneficiarios del régimen de Seguridad Social, cabrán los perti'
nentes recursos en vía administrativa jerárquica y, apurada ésta,
el contencioso-administrativo conforme a las leyes reguladoras
de esta jurisdicción.
DISPOSICIONES FINALES
I." A propuesta del Ministro de Trabajo, el Gobierno pro-
veerá a la reestructuración de los regímenes de Previsión Vo-
luntaria, administrados actualmente por el Instituto Nacional de
Previsión, introduciendo en la regulación de los mismos las mo-
dificaciones precisas para amoldarlos a las necesidades actuales.
2.a Las disposiciones establecidas en la Ley de Mutualida-
des, de 6 de diciembre de 1941, se declaran subsistentes en cuan-
to no se opongan a las bases contenidas en la presente Ley.
DISPOSICIÓN ADICIONAL
Queda exceptuado de lo previsto en el artículo segundo de
esta Ley la ordenación de la Seguridad Social de los funciona-
rios públicos civiles y militares, cuyo régimen de desarrollo será
objeto de ley o leyes especiales.
5 i 9
LEY DE 2 8 DE DICIEMBRE SOBRE BASES DE LA SEGURIDAD SOCIAL
DISPOSICIONES TRANSITORIAS
I." Las normas que regulan los actuales regímenes de Pre-
visión Social obligatoria continuarán en vigor hasta tanto se
dicten los textos articulados de la presente Ley de Bases de la
Seguridad Social.
2.° Se regirán por la legislación anterior a los textos ai-
ticulados de la presente Ley las prestaciones causadas con an-
terioridad a la entrada en vigor de los mismos, así como las que
procedan en virtud de revisiones también previstas por aquel
ordenamiento.
3.0 A efectos de las Pensiones de Vejez podrán acogerse
al nuevo régimen de Seguridad Social u optar por el régimen
anterior, quienes en la fecha de entrada en vigor de los textos
articulados en desarrollo de las Bases de la presente Ley no hu-
bieran ejercitado su derecho, pero tuvieran cumplida la edad y
reunieran todos los demás requisitos exigidos en el régimen de-
logado para el disfrute de las pensiones.
4.a Las cotizaciones efectuadas en el anterior régimen de
Previsión Social Obligatoria se computarán para el disfrute del
régimen de prestaciones de la presente Ley.
5.° La aplicación del régimen de prestaciones familiares,
previsto en los números cuarenta y cuatro y cuarenta y cinco de
la presente Ley, se realizará de forma progresiva. Los actuales
perceptores del Subsidio y Plus Familiares, en tanto continúen tra-
bajando por cuenta ajena y no se altere el número o circunstan-
cias de sus familiares beneficiarios, percibirán las cantidades men-
suales promedias que por ambos conceptos hayan percibido en
el semestre anterior a la publicación de la presente Ley. El re-
conocimiento de nuevos beneficiarios y la cuantía de sus percep-
ciones se regirá por las disposiciones que desarrolle la Base un-
décima.
La aplicación del régimen a que se refiere esta disposición
transitoria a los pensionistas de la Seguridad Social, a sus viu-
das y a los que estén en el goce de prestaciones periódicas, se
realizará a medida que las disponibilidades financieras lo per-
mitan.
6.a Las Entidades que en la actualidad practiquen legal-
mente la gestión del régimen de accidentes de trabajo y enfer-
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medades profesionales y que no están comprendidas en los nú-
meros setenta y dos y setenta y tres de la Base decimoséptima
de la presente Ley podrán continuarla, como fecha límite, has-
ta el 31 de diciembre de 1965, en la forma y con las condicio-
nes que reglamentariamente se determinen.
Se tramitarán sumariamente los expedientes de crisis que
puedan plantear las referidas Entidades respecto de sus emplea-
dos que, con motivo de su cese en la gestión, puedan resultar
excedentes, para los que se adoptarán las oportunas medidas de
protección y, en lo posible, de absorción.
7." Sin perjuicio de lo dispuesto en el número setenta y
dos, quedan en suspenso, desde la publicación de la presente Ley,
las facultades del Ministerio de Trabajo de autorizar a las Mu-
tuas patronales para la gestión del régimen de accidentes de tra-
bajo y enfermedades profesionales hasta el momento en que se
dicten las disposiciones reglamentarias a que se refiere el núme-
ro setenta y tres.
Lo dispuesto en el párrafo anterior será aplicable a las Enti-
dades mercantiles que pretendan ser autorizadas para operar en
el Ramo de Accidentes de trabajo y Enfermedades profesiona-
les antes del 31 de diciembre de 1965.
8.a Las situaciones excepcionales que pudieran derivarse del
período transitorio serán resueltas con arreglo a los principios
inspiradores de las normas precedentes.
Dada en el Palacio de El Pardo a veintiocho de diciembre
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OAPITULO V · 
Va.ca.clones, licencias y sustituciones 
Art. 23. El régimen de vacaciones, permisos y licencIas para 
[os Directores escolaces será el determinado por los artículos 68 
al 75 de la Ley uticuladll de Funcionarios Civiles del Estado. 
Art. 24. La Inspección de Ensefuulza Primaria concederá 
!06 permisos hasta un total de diez dias por curso escolar. La 
Comisión Provincial dt> Enseñanza Primaria concederá las li-
oencias por enfermedad y las licencias por matFimonio y em-
barSlloO en el caso de Directora escolar. Esta licencia se deberá 
solicitac obligatoriamente cuarenta dias antes de la fecha pre-
vista para el alumbramiento y se prolonguá hasta cuarenta 
cHas después. La Dirección General de Ensefia.nza. Primada 
concederá las licencias ps,ra realizar estudios sobre materias 
directamente relaclonad1lB con la función pública y las licencias 
por asuntos propios. 
Art. 25. Todos los Directores escolares tendrán derecho a 
disfrutar duran'te cada ourso escolar de un mes de vacaclones. 
pudiendo la ~inistraclón convocar a los Directores escolares 
a cursos, sernmarios y reuniones de perfeccionamiento profe-
sional durante el resto del tiempo de vacación escolac. 
Art. 26. A comienzo de cada curso escolar, el Director esco-
lll<r remitirfl, a la Inspección de Enseñanza Primaria una comu-
nicación conteniendo el nombre del Maestro propietario defini-
tivo, si lo hubiera, con destino en el Centro, que le sU$t1tuirá 
en la dirección en las ausencias motivadas por la. gesotión de 
asuntos que afecten al funcionamiento del mismo. 
Cuando las ausencias del Direc·tor estén motivadas por el 
disfrute de licencia en sus distinta.s v84i¡¡,nt.es Y sean 4e dwa.-
ción superior a tres meses o la plaza · de Director haya qUedado 
V&C~~ el Co~jQ ~ol!l.f 4el Centro Se reunirá y elevará a 
h Inspección de Enseñanza Primaria una terna integi'aq,a por 
l4aestrOlfJ propietarios defl.n~tivos, si los hubiera, en el Cent ro 
escolar. La Inspección de Ensefianza Prime,cil1. designacá de 
·entre ~t¡¡. terne, el Maestro que con carácter accidental se hará 
cargo de la Dirección del Centro hasta tanto que el Director 
titular se reintegre a su C81rgO o la pl¡¡,za se provea por los 
procedimientos reglamentarIos. El nombramiento se re~l!zará 
gor la Corn~ión Provinci!l,l de Enseñan?:a. Primaria. 
CAPITULO VI 
Situaciones a.dministrativas 
Ar·t. 27. Los Directores escolares pueden hallarse en las 
situaciones administrativas definidas por los articulos 41 al 50 de 
li Ley articulada de l"Uncionarios Civiles. En cuanto a la pérdida 
de la condición de Director, · será de aplicaCión lo dispuesto en el 
clllpitulo !II de la citada Ley, incluso en cuanto afecta. a la 
jubilación. La jubilación forzosa se declarará de oficio al cum-
plir el Director escolar· setenta afios. 
.vt. 28. El reingreso en el servicio activo se verificará con 
ocasión de vacante y de acuerdo con lo dispuesto en el ac-
ticulo 51 de la Ley artioulada de l"Uncionarios Civiles. 
\. 
OAPlTULO VII 
Reoo~lIenfi41S y sistema. disciplinarlo 
'A) Recompensas. 
4r~t 21}. El régimen de recompensas en el Cuerpo 4e Directores 
Escolares será el regulado por el articulo 66 de la Leyarticu-
lada <le. Funcionacios mviles 
Art. 30. Las distincione¡, y recompensas concedidas por las 
Delegaciones Nacionales de sección Femenina y Juventudes 
se comunicarán a la Dirección General de Enseñanza Primaria 
para que se anoten ep las hojas de servicio de los Directores 
escolares y cuenten como méritos de los mismos. 
B) ltégimen disciplmario. 
.t\rt. in. El régimen disciplinario en el Cuerpo de Directores 
E:scolares se ajusta¡á a lo dispuesto en los articulos 87 al 94, 
aInbOs inclusive, de la Ley ac·ticulada de Funcionarios Civiles. 
Art. 32. Las sanciones !) y e) del articulo !H de la citada 
Ley SerlÍ.n impuestas por el Inspector de Ensefianza Primaria 
de la zona, sin necesidad de previo expediente. 
Las sanciones a) c) y b) , por el Ministerio de Educación 
, Ciencia.. 
La sanción a) se acordará por el Gobierno, a propuesta del 
Ministro de EducaciÓD y Ciencia, previo informe !le la, CQw!-
&too Superior de Persona:!. 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
Primera.--<El Cuerpo Especial de Directores Escolares que-
dará constituido inicialmente por: 
a) Los actuales Directores de Grupos Escolares y los Re-
gentes de. los ColegiOS de Prác·ticas anejos a la.s Escuelas Nor-
males que se encuentren en activo o en si,tuación de supernu-
merario o de excedencia en sus diversas modalidades en la fecha 
de promulgación de este Reglamento. 
b) Los Maestros nacionales procedentes de la antigua Zona 
del Protectorado de Espafia en Marruecos a quienes se les haya 
concedido el derecho a concursar a plazas dé Directores sin 
curso, a. tenor de lo dISpuesto en los Decretos de 10 de octu-
bre de 1958 y 6 de !l/bril de 1961. 
segunda.~Por el Ministerio de Educación y Ciencia se for-
mará 'la relación de JOS funcionarios que inicialmente hall 4e 
constituir el Cuerpo Especi¡¡J de Directores Escolares en la 
forma. prevista por el articulo 27 del tex·to articul!ldo de la Ley 
de Funcionarios Civiles, Decreto 684/ 1964, de 9 de abril, y cU.spo-
siciones complementarias, ordenada por su antigüedad en el cargo 
de Director, consignando como primer nombramiento la fecha de 
promulgación del Decl"eto que a tenor de lo dispuel'ito en el 
número 3 del articulo qUi11to <le la Ley 31/1965, de • 4e DUl-YO, 
fije el coeficiente rnllitiplicador del nuevo Cuerpo <le Direc-
tores Escolares, des<le li cual se iI}iciará el cómputo de trie-
nio,s. No obsta.nte, a los solos efectos determinados en el ar-
ticulo 20 de este R.eglamento, se estimarán como servicios 
en Dirección Escolar los prestados efectivamente, désempefiando 
pla2ia en propiedad y en situación de activo desde la fecha de 
su primera pOsesión en destino de esta clase. 
Tercera.~Los Directores de Grupa,s E.scolares, :Relrentes <le 
Colegios Nacionales de Prácticas y los Maestros qUe en' p,pU-
cación de la d isposición transitoria primera de este Reglamento 
queden integrados en el Cuerpo (le Directores E.scolar6$ y ~an 
consortes de f·uncionacios de Cuer·pos docentes dependiente3 
de la Dirección General de Enseií.anza Pr4naEia podrán parti. 
cipac en los concursos de méritos a que se refiere el articlllo 1G 
de este Reglamento por el turno de consortes, ,siempre que 
la fecha de su maUiimonio sea ap·terior· a la de promuJgp,ci~ 
de este Reglamento. . 
DECIU~TO 986/ 1967, de 20 de abril, por el que se 
crea la Escuela Oficial (le Asistentes Sociales, 
Por Decreto mil cuatrocientos tres/mil novecientos sesenta y 
cuatro, de treinta de abriJ (<<Boletín Oficial de1 ' Estado» de 16 
de mayo), se establecieron los esbu<iios técnicos de Asistentes 
Sociales, determiná.ndose en la Orden mmLsteri:a;l de tl'einta y 
uno de julio de igual afio las plantillas de las respecttvas Es-
cuelas y la titulación del Prof6$Orado que ha de impartir las 
materias que integran las enseñanzas en cuestión. 
Concluidas las obras del nuevo edificio destinado a albergar . 
le. correspondIente escuela oficial en el recinto del Instituro 
Nacional de P~icología Aplica4a y Psicotecnia, procede dictar 
la norma que sancio:le la e¡¡:istencia de este nuevo Ce':ltro oficial 
en el que. además de la aplicación de las disciplinas durante 
los tres cursos académicos en que se desurollan, tenga !lo su 
cargo mediante los progra,jnas que al efecto seaprqeben por 
el Departamento la adecuada. formacIón del profesorado de 
estas Escuelas y la organización de cursos de especialización 
para aquéllOS que hayan obtenido ya el titulo de Asistente 
Social. 
En su virtud, visto el informe del Consejo Nacional de Edu-
C81Ción, a. propuesta del Ministro de Educación y Ciencia y 
prevlJa deli·beraoión del Consejo de Ministlros en su reunión 
del dia catorce de abril de mil novecientos sesenta y siete. 
DISPONGO : 
Articulo pr4Iiero.-Se cre¡¡. en el recinto del lrutituto N~ 
c1ona.l de PSicologia Aplicada y Psicotecnia, dependiente del 
Ministerio de Educación y CienCIa, y con el carácter de oficial . 
la. Escuela de Asistentes Sociales, en donde se aplicarán los 
estu(l1os a que se refiere el Deoreto mil cuatrocientos tres/mil 
novecientos sesenta y cuatro, conforme al horario y por la 
plantilla de Profesores sancionada por la Orden mmistel'ial 
de treinta y uno de julio "l e mil novecientos sesenta y cuatro. 
En diCiha Elscuela. se dasarrol1arán , ¡¡¡gimismo, cursos de 
formación del profesorado y de especialización para qUienes 
hayan obtenido ya el título de Asistente Social, todo ello con-
forme a lOS programas que al efecto se sanClonen por el Mi-
nisterio de !iduC8C'ión y Cie!!lcia. 
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Articulo segundo.-EI persone.! de dicho Centro disfrut&rá 
de las retribuciones señaladas para el de las Escuelas de For-
mación Profesional Industrial por Ordenes de dieciocho de 
diciembre de mil noveclentos sesenta y tres (<<Boletín Oficial 
del Estado» de veinticinco de enero de mil novecientos sesenta 
y cuatro) en cuanto al personal administrativo y subalterno; 
Orden de veintiuno de marzo de mil novecientos sesenta. y seis 
(<<Boletín Oficlal ' del Estado» de catorce de abril), por 10 que 
se l'efiere al personal docente, excepto los Profesores especia.. 
les a los que sigue vigente la Orden de seis de diciembre de 
mil novecientos sesenta y tres «(Boletín Ofici·al del Estado» .de 
seis de marzo de mil novecientos sesenta y cuatro), y por la 
Orden de treinta y uno de diciembre de IIl!il novecientos se¡¡enta 
y tres sobre gratificaciones al personal docente, administrativo 
y subalterno, con cargo a los créditos figuradOS al efecto en 
el presupuesto de la Junta Central de Formación Profesional 
Industrial al Cl\Ipítulo cuarto, M'ticulo priplero, con~to tercero. 
A¡¡i lo dispongo PQr el presente DecretO, dado eXl Madri4 
a ~iJ).te de al>~l de mil noveclentos sesenta y siete. 
111 Wln1stro d,,, l!;4ul)ación y C1encia, 
MANUJCl. LORA 'l',AMAYO 
. DECRETO 987/1967, de 20 de abril, sobre obtención 
del Certificado de Estudios Primarios en el extran-
jero; 
El Decreto tres mil trece/mil novecientos sesenta y seis, 
de diecisiete de noviembre, que desarrolLa el articulo cuárenta 
y dos de la Ley de Enseñanza Primaria., eSUl.plece en SU . ar-
tículo dieciocho Ia.s normas para la obtención del Cel't1flca.do 
de EstudlOS Primarios por quienes habiendo superado la edad 
de estudios obligatorios carezcan de este documento oficia.! 
acreditativo de la posesión de los conocimientos y formación 
propios de la Enseñanza Primaria. 
El hecho de lA perm¡¡,nenclllo de nlUlU!~s cOCltingentes (le 
trSibajadores espafioles en el extranjero hace necesardo. dispo-
ner para ellos un procedlffiiento especial, complementario del 
establecido en el Decreto de referencia, que les haga posible 
obtener el Certifi.cado de Estudios Primarios en el lugar de su 
residep.cia. 
Ep su virtud, a propu~sta del Ministro <le E4\lca.c:lón y 
Ciencia y previa 4el~beraci6n 4~1 COnsejo de MiI).Í.Stros en su 
reunión del día catorce de . al;>ril de mil novecientos sesenta 
y 'sié~, . 
DISPONGO: 
. ~. 
Artit ulo p¡1mero.-Los espafioles de catorce o más a.fios de 
edad residentes en el extranjero que deseen obtener el Cer-
tificado de Estudios Primarios lo solicitarán del Cónsul es-
P'!oñ<>1 respectivo, el cual procederá segUldamente a constl·tuir 
una COmisión examinadora Integrada por el propio Cónsul, 
como Preside'.:1te, y dos Vocales, de nacionalidad .española y 
Bachilleres Superiores. designados . por él. Cuando fuere po. 
sible, por tener residencia en la localided o sus inmediaclOnes, 
la desigru¡.ción de un docente primario oficial (Inspector de 
Enseñanza Primaria, ProfeSQr de Escuela Normal. Director Es-
col8ir o Maestro) o un funcionario o representante del klstitu-
to Español de Emlgr6.ción, o , de ambos juntamente, para Vo-
cales de la Comisión, serán necesariamente preferidos a cuales-
quiera otros. 
Las Comisiones a que se ref.iere el pár'l"a!o anterior podrán 
constituirse y actuar con toda la frecuencia que fuere nece-
saria.. 
Articulo segundo.-Los cuestion8irios y ejercicios para las 
pruebas serán enviadus por el Mlnisterio de Educación y Cien-
cia al Cónsul a .solicitud de éste, qUien hará constar al cursarla 
el h¡gar y fecha. escogidos para la celebración de aquéllas y 
el número de examinandos. 
J,.as .' prueQ¡ts serán juzgaqas por la Comisión, cuyo Presi' 
dente remitirá a la Duección General de Enseña.."1za PrlInaria 
los originales de los ejercicios escritos y la relM!ón df' apro-
bados y no aprobados. 
Articulo tercero.-El Certificado de Estudios Primarios será 
extendido en los impresos oficiales a que se refiere el anexo 
número dos de la Orden del Ministerio de Educación y Clen-
ciá, del veintiuno de enero de mil noveciento¡; se&epta. Y siete, 
por el Cónsul español. 
l..oc; Consulados remitirán al Juzgado de lt. lQCQ¡liQad do 
na.c1IIl!ientu una comunicación acreditativa de la expedición 
del documento, a fin de que se coIl$!,gne en nota margioal 
en el acta de nacilIuento en el Registro Civdl. 
Articulo clUU'to.-'PI;>r Jc.~ MJ,p.ist,.erios de Asuntos Exteriores 
y Educación y Ciepcia se adoptarán las medi<Uil> oportunas 
para la ejecución del presente Decreto. 
Así lo dispongu por el preseote Decreto, dacW eJl Ma4ric1 
a veinte de abril de mil noveciento¡¡ seseXltl\. Y siete, • 
El Ministro de Educación Y Ctencia. 
MANUEL LORA TAMAYO 
ORDEN de 'i de mayo de 196', por la que Be regl4--
mentan las disposiciones transitorias segunda 11 
cuarta del Decreto 2618/ 1966, de 10 de septiembre, 
de organización de las enseñanzas musicales. 
Ilustrlsimo sefior: 
El Decreto 2618/ 1966, de 10 de septiembre, de reglament~­
ción general de los . Conservatorios de Música, concede en su 
disposición transitoria segunda una facultad de opción entre 
el plan antiguo y el n\levo a los alumno!> que en el momeJl,to 
de su entrad~ ~n vigor hubiesen ya ;mciado sus estudios en un 
Conservatorio, y en su disposición transitoria cuarta un (lerecho 
de examen para acreditar la formación exigida para la obten-
ción de los nuevos títulos que el referido Regla:nento establece 
a quienes se hallen en poseSión de diplomas o títulos expedidos 
conforme a la legislación anterior. . 
Para la de.ctividad de ambas disposiciones se hace necesa-
rio dict&r una norma que señale el plazo y fonna en que PQdrán 
ejercitarse tales facultades. 
En su virtud, 
Este Ministerio ha dispuesto : 
Primero.-EI derecho de opción entre el plan anterior y el 
nuevo que establece la disposición transitoria ~nda del Re-
glamento General de Conservatorios de Música para loa alUIlbo 
nos que en el momento de su entrada en vigor (el día 10ft de 
noviembre de 1900) hubieran imciado ya sus estudios en un 
Conservatorio oficial o reconocido. podrá ejercitarse por los in. 
teresados hasta el día 1 de julio de 1967 mediante instancia 
dirigida al Director del Conservatorio en que el 1Io1umno se 
halle m¡¡.triculado, haciendo constar que opta por continuar loa 
estudios conforme al plan anterior. Se p.:E'surnlrá <¡ue han op-
tado por el plan' nuevo los alumnos que no opten por el anterior 
en el plazo y forma antes señalado . 
S~ndo.-Para hacer efectivo el derecIlo que concede el pá-
rrafo segundo de la dis¡:.osición transitoIia cuarta del Regla-
. mento citado en el número anterior todos los ConservatoÍ'ios 
de Música oficiales abriran anualmente Ul' plazo de matricula 
en el mes de mayo par::t quienes hallándose en posesIón de 
diplomas o titulos de musica eXpedidOS conforme a la legilllg.. 
ción anterior o temendo completamente terminados los estudios 
necesarios para obtenerlos. y cumpliendo los requisitos dI' titu-
lación cultural general que señala el art iculo 11 del Decreto 
2618/ 1966, de 10 de septiembre, deseen obtener los nuevos di-
plomas y titulas oue con el nuevo Reglamento General de Con-
servatorios de Música puedan acreditar J<¡, formación musical 
exigida para el nuevo título mediante una prueba general sobre 
los programas de fin· de grado de la carrera correspondiente. 
Independientemente de estas pruebas anuales ordinarias po. 
drán los Conservatorios, cuando el número de peticiones asi 
lo justifique a jUicio de su Director, admitir matricula V cel~ 
brar alguna otra prueba extraordinaria. ., 
El importe de los derechos de matricula 'para estos exámenes 
. será el de 200 pesetas que señala el grupo sexto, tllorif¡¡, 6.1., 
nÚlllero 6.1.2.1. , del Decreto 4290/ 1964. de 17 de diciembre (<<Bo. 
letin Oficial del Estado» de 16 de enero de 1965) sobre regu. 
lación de las tasas académicas del Ministerio de Educaci6n y 
Ciencia. 
Lo digo a V. l . para su conocimiento y efectos 
Dios guarde a V. l. muchos años. 
Madl'id, 5 de mayo de 1967. 
LORA T,AMAYO 











































De conformidad con lo dispuesto en el articu.6 9.° delDe-
creto-Iey de 4 de febrero de 1964, el Comité Superior de '. Precios
de Contratos, del Estado _ha elaborado los índíces de precios de
ORDEN de 30 de diciembre, de 1976 sobre indices
de prectos de mano,de obra y materiales de cons~
truccíón correspondientes a los meses' el,e abril.
mayo. junio, íulio, agosto. y septiembre< -de 1976,
aplicables a la revisión de contratos de obras -del
Estado.
Excmos, Sres. ,..
mano de obra y materiales de construcCión torresl>ondie
los meses de abril, mayo, junIo, julio, agosto y septíe
1976, los cuales han sIdo sometidos a la aproóación del Go
Aprobadqs los referidós índices por el Consejo de Mi
en sú reunión del dia 30 de dIciembre de 1976.
Este MInisterio ha tenido a bIen dIsponer su publícacf
la forma que Se expresa en el cuadro que a continuaci
inserta.
Lo que comunico a VV. EE. para su
. efectos. .
Dios' guarde a VV. EE. muchos aftoso
Madrid. 30 de diciembre de 1976.
7 enero 1977· B. ,O del
~--------.......~
MANO DE OBRA
Abril Mayo Junio Julio Agosto
1976 1976 1976 1976 1976
442 455 463 466 470
462 491 508 .513 519
622 677 709 714 720
638 666 6112 687 692
549 &72 585 589 594
631 647 657 683 709
422 428 432 436 441
"'664 685 698 703 709
539 553 561 567 573
718 740 752 766 781
595 60S 607 612 617
494' 511 521 525 529
563 583 594 601 608
684 693 699 733 766
592 613 625 630 635
'>34 561 577 582 587
501 521 533 538 542
630 . 633 634 639 644
507 521' 529 534 538
543 546 547 552 556
705 740 761 767 773
549 565 575 582 588
590 R03 610 644 678
632 658 673 679. 684
487 515· 532 537 541
619 624 627 639 651
582 608 ·624 629 634
593 608 617 822 627
495 504 509 527 546
740 794 826 833 840
584 587 589 .. 603 617
561 581 593 598 603
585 602 612 617 622
678 687 693 702 710
~35 543 547 552 557
649 663 671 677 882
651 674 688 699 710 721
515 535 547 551 556 560
592 628 649 654 659 664
585 616 634 639 644 649
669 697 714 720 725 731
580 596 606 610 615 620
501 515 523 527 531 535
544 569 584 589 593 598
571 586 595 619 644 668
636 642 646 657 668 679
627- 666 689 694 699 705
601 605 607 620 633 c '646
585 610 625 633 640 647
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Academias Militares.-Ley sobre regulación del in-
greso en las Escalas activas de los Alféreces Cade-
tes que causen baja en. las Academias Militares por
accidente o enfermedad contraída durante su perA
manencia. en las mismas.
CueIVo Especial de Asistentes Sociales.-Ley sobre
creaCión del Cuerpo Especial de Asistentes Sociales.
Cuerpos de Oficiales de la, Armada.-Ley de modifi-
cación de determinados ar,tículos de la Ley 7811968,
de las Escalas y Ascensos en los Cuerpos' de Oficia-
les de 1a Armada.
Fomento de la Minería.-Ley de Fomento de la Mi~
naría.
Fomento de Producción ForestaL-Ley de Fomento
de Producción Forestal.
Fondo Africano de Desarrollo.-Ley sobre participa-
ción de España en el aumento general ordinario de
recursos del Fondo Africano de Desarrollo.
Fuerzas Armadas. Derechos pasivos.-Ley sobre dere-
chos pasivos del personal militar de las Escalas no
profesionales de los Ejércitos de Tierra, Mar y Aire.
Funcionarios civiles y miUtares.Pensiones extraor-
dinarias.-Ley sobre modificaci6n del porcentaje de
las pensiones extraordinarias causadas por funciona-
rios civiles y militares inutilizados o fallecidos en
acto de servicio.
Mar territorial.-~y sobre mar territori~L
Presupuestos del Estado.-LeyGeneral· Presupuesta-
ria.
Presupuestos GeneraJes del Estado. Créditos extraor-
dinarios.;-Ley sobre con~esión al Presupuesto en vi-
gor de la Secci6n 20, ..Ministerio de Indmrtria_, de
un crédito extraordinario de 27.752.249 pesetas, para
subvencionar a ..Iberia, Líneas Aéreas de Espana..
gastos realizados en el año 1969 en Ja repatriación de
españoles procedentes de la República de Guinea
Ecuatorial.
Presupuestos Generales del Estado. SupJementos de
crédito.-Ley sobre concesión al Presupuesto en vi·
gor de la Sección 24, ..Ministerio de Información y
Turismo", de varios suplementos de crédito, por
un importe total de 450.000.000 de pesetas, para la
realización de campañas, de promoción turística en
España y en el extranjero.
PAGINA PAGIN'
Ley sobre concesión al Presupuesto en vigor de la
Sección 16, «Ministerio de la Gobernación" de va-
rios suplementQs de crédito, por. un impcrte total
de Q92.093.000 pesetas, para dotar el aumento de
plantilla de las Fuerzas de la Policía Armada y el
primer vestuario· y equipo de las de nuevo ingreso. 391
359
Ley sobre concesión al Presupuesto en vigor de la
359
Sección 13, ..Ministerio de Justicia", de varios. su-
plementos de crédito, por un importe total de
250.pOO.OOO de pesetas, para construcciones y realiza~
ción de obras' de seguridad, de carácter' urgente, en
Instituciones Penitenciariás. 392
360 Ley sobre conc'esi6n al Presupuesto en vigor de la
Secci6n 23, «Ministerio de Comercio», de un suple-
364 mento de crédito de 1.009.819.242 pesetas, con destino
a satisfacer a la «Companía Trasmediterránea. S. A.-,
361
el resultado de ·liquidaclón del ejercicio de 1975 por
el· sostenimiento de las .líneas de comunicaciones ma-
rítimas rápidas y regulares de Soberanía. 392
370 Registro Civi1~-Ley sobre reforma del artículo 54 dela Ley de Registro Civil. 3.3
MINISTERIO DE ASUNTOS EXTERIORES
371
A~\:'G' Jntenladonales.-Canje de Notas regulando'
el. " tllblecimiento y funcionamiento de estaciones
de radioaficionados entre el Estado español y la Re R
pública de Costa Rica. 393
373
373 MINISTERIO DE HACIENDA ~
374
Impuestos especiales de fabricación.-Orden por la
que se dictan normas para el desarrollo' y aplica,..
ción del Real Decreto 2919/1976; de 12 de noviembre,
sobre simplificaci6n de determinados requisitos exi-
gidos por los Reglamentos de Impuestos Especiales
394de Fabricación.
Moneda. metálica.-Real' Decreto aprobatorio del plan
de acuñación de moneda metálica para el ejercicio
391 de 1977. 394
MINISTERIO DE LA VIVIENDA
Normas tecnoJógicas de la edificación, - Orden por
la que se aprueba la norma te::n:llógica NTE-ADZI
1976, ..Acondicionamiento del- terreno. Desmontes:
405391 Zanjas y po200S-.
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II. Autoridades)' personaJ
Nombramientos. situaciones e incidencias
PAG1.N~
B. O. del E.-'-Nífut. 7
PAGINA
MINISTERIO DE JUSTICIA
Destinos.-Resolución por la que se destina al Juzga-
do de Primera Instancia número 5 de los de Barce-
lona a don Antonio JaramiHo Martín. Secretario de
lB Administración de Justicia, Rama de Juzgados de
Primera Instancia e Inst"!-cci6n.
Sltuaciones.-Resolución parla que se declara -exce-
dente voluntario al Secretario de Justicia Municipal
don Francisco Segarra Melóns.
MINISTERIO DE LA GOBERNACION
Anulación de nombramiento.-Resolución por la que
se anula el nombramiento de don Antonio Gp.errero





Nombramientos.-Ordenpor la que se nombra Jefe
del Gabinete de Coordinación de la Subsecrtaría de
Orden Público a don Fernando Escudero Arcocha.
Orden por la que se nombra Jefe del Gabinete Cen-
tral de Información de la Subsecretaria de Orden
PúbJico a don Manuel Jbáñez Rodríguez.
Situaciones.~Resoluci¿:.'-por la que se dispone el nase
a situación de reti rada del Policía. del Cuerpo de
Policía Armada don José Gutiérrez Castaño.
MIN1STERJO DE EDUCACION y CIENCIA
Nombramientos.-Resoludón por la que se nombra
funcionarios de canera de nivel Administrativo a los
opositores aprobados en las prue15as selectivas U-
hres para cubrir nueve plazas, vacantes en la '11an-






Cargos judiciales.-Resolución por la--que se rectifica
parcialmente concurso p~ra la provisión de deter-
minados cargos judiciales. 415
C!olerpo de Ayudantes Técnicos Sanitarios 'de Institu-
ciones Penitenciarlas.~Resoluc.iónpor la que 66 T)U-
blica la' lista provisional de aspirantes admitidos a
participar en la .oposición a plazas del Cuerpo de
Ayudantes Técnicos Sanitarios de Instituciones Pen!.
tenciarias, convocada por Orden de 6 de octubre del
afio en· curso, .en turno de oposición restringido.' 415
Escuela JudiciaL-Orden por la que se aprueba la de-
legación efectuada para Vocal que se cita del Tribu-
nal censor de las oposiciones a in.greso en la Escuela
Judicial. 415
MINISTERIO PE OBRAS PUBLICAS
Cuerpo de C.mineros del Estado.-Resolución por la
que ~e anuncia· concurso-oposición, turno restringi&ilAi.
para proveer 12 vacantes de Celador, una en ~"
plantilla de las' Jefaturas Provinciales de Caffe~~
ras de Almeria,Cáceres. Castellón, Ciudad Real,
Cuenca, Huasca, Lérida, Lugo, Orense, Tenerife, Za-
mora y Zaragoza. 415
MINISTERiO PE EDUCACION y CIENCIA
Auxiliares de la Univ.arsidad de Sevilla.-Resolución
por la que se hace público el resultado del sorteo y
orden de actuación de los opositores a las segundas
pruebas selectivas de Auxiliares (turno libre). 422
Cuerpo de Profesores Adjuntos de Universidad.~Or~
den por la 'que se nombran las Comisiones que han
de actuar en la adjudicación de las disciplinas que
se indican, anunciadas en el concurso de traslado
convocado por Orden ministerial de 15 de septiem-
bre de 1976. . 417
Orden por la que se convoca. concurso-oposición para
la provisión de dos p1azas de .Teoría dtll Estado y
Derecho Constitucional_ (Facultad de Ciencias Po--
líticas y Sociología) en el Cuerpo de Profesores Ad-
juntos de Universidad. 417
Orden por la que se anuncia una piaza de -Len-
gua y Literatura espaíiolas '1 Literatura. universal_
{Facult8d de Ciencias de la Información} P.Bra su pro-
visión por COnCtil se-oposición, turno lIbre" en el
Cuerpo de Profesen)!> Adjuntos de Unive¡"~idad.
Orden por la que se convoca concurso-oposición para
la provisión de una plaza de ..Historia de las Ideas y
de las Formas Políticas,.- (Facultad de Ciencias Políti-
cas y SoCiologia) en el Cuerpo de Profesores' Adjun-
tos de UniversLdad.
Orden 'por la que se convoca concurso-oposición para
la provisión de una plaza de ..Política Económica»
(Facultad' de Ciencias· Políticas y Sociología) . en el
Cuerpo de Profesor'es Adjuntos de Universidad.
Orden por la que se convoca. concurso-oposición para
la provisión de una plaza de .Instituciones de Dere-
cho privado.. (Facultad de Ciencias Políticas y So-
ciología) en el c.uerpo de Profesores Adjuntos de
Universidad.
Orden por la que se convoca concurso-oposición para
la provisión de una plaza de «Derecho público ecle-
siástico y relaciones de la Iglesia y 81 Estado,. {Fa~
cultad de Ciencias Políticas y Sociología1.
Orden por la que se convoca concurso-oposición para
la provisión de una plaza de _Historia política y so-
cial, . moderna y contemporánea.. (Facultad de Cien-
cias Políticas y Sociología) en el Cuerpo de Profe-
sores Adjuntos de Universidad.
Orden por la que ,se anunCia una plaza de ..Estruc-
turas Económicas y Sociales- (Facultad de Ciencias
de la Información) para su provisión por concurso-
oposición, turno libre, eh el Cuerpo de Profesores
Adjuntos de Univérsidad.
Orden por la que se anuncia una plaza de ..Historia
de los Medios Audiovisuales.. (Facultad de Ciencias
de la Información) para su provisión por' concurso-
oposición, turno libre. en el Cuerpo de Profesores
Adjuntos de Universidad.
Orden por la que se anuncia una -plaza de ..Historia
Contemporánea y Universal" (Facultad de Ciencias de
la Información) para su provisión por concurso-opo-
sición, tumo libre, en el Cuerpo de Profesor.es Ad~
juntos de Universidad.
Orden por la que se anuncia una plaza de ..Introduc-
ción a' las 'Ciencias Jurldicas_ (Facultad de Ciencias
de la Información) para su provisión por concurso..















Orden por la que se convoca concurso-;oposición para.
la provisión de una plaza de «Psicología- (Facultad
de Ciencias de la Información) en el Cuerpo de Pro~
fesores Adjuntos de Universidad.
Orden por la que se convoca concurso-oposición para.
la provisión de una plaza de o:Movimientos Artísticos
Cont-emporáneos" (Facultad de Ciencias, de la Infor-
mación) en el Cuerpo de Profesores Adjuntos de
Universidad.
Orden por la que se convoca concurso-oposición para
la provisión de una plaza de, «Opinión Pública'» <Fa-
cultad de Ciencias de la Información) en el Cuerpo
de Profesores Adjuntos de Universidad.
Orden por la que se -convoca concurso-oposición para
la provisión de una plaza de «Empresa Informativa,.
(Facultad de Ciencias de la Información) en el CUer-
po de Profesores Adjuntos de Universidad.
Orden por la qu'e se convoca' concurso-oposición para
la provisión de tres' plazas de «Sociología.- <Facultad
de Ciencias Políticas y Sociología) en el Cuerpo de
Profesores Adjuntos de Universidad.
Orden por la que se convoca concurso-oppsición,en
turno libre, para la provisión de dos plazas de _In_
vestigación operativa.- (Facultad do Ciencias) en el
Cuerpo de Profesores Adjuntos de Universidad.
Resolución por' la que se publica la lista provisional
de opositores admitidos y excluidos en el concurso-
oPosición de och.. plazas de -Psicología general» (Fa-
cultad de Filosoffa y Letras) en el Cuerpo de Profe~








Profesores de Escuelas de Cerámica.-Resolución por
la que se publica la lista provisional de aspirantes
admitidos y excluidos a la oposición libre de Pro~
fesores de «Cerámica".
Profesores de Escuelas Técnicas Superiores.-Resolu-
ción por la que se cita a los opositores del concurso·
oposición a la plaza de Profesor agregado del gru-
po XXIV, -Historia de la Arquitectura.. , de la Escue-
la Técnica Superior de Arquitectura de la Universi-
dad Politécnica de Valencia.
ADMINISTRACION LOCAL
Administrativos. de la-Junta Interprovincial de Arbi-
trios Insulares de Santa Cruz de Tenerife.-Resolución
referente al concurso restringido para cubrir en pro-
piedad, por primera vez, las 'Plazas df,l subgrupo de
Administrativos pertenecientes al grupo de Adminis-
,tración General de esta Corporación.
Auxiliar de Administración General ~.e la Comisión
Gestora del Municipio de Bedmar y Gartíez.-Resolu~
ción referente a la indusión de urla plaza más en la.
oposición para Auxiliar de Administración General.
Médico del Hospital General de Asturi~.-Resclución
referente al concurso para la contratación de una
plaza de Médico adjunto de la. Sección de· Radiota.:.
rapia del Hospital General de Asturias.
ViceoficiaI Mayor de la Mancomunidad Interin·sular
de Las Palmas......:.....Resolución por la' qua' se hace pú-
blica la relación provisional de admitidos y ex:luidos
en el concurso convocado para prcveer en propiedad









MINISTERIO DE OBRAS PUBLICAS
Inmuebles. Enajenaciones.-Ley autorizando al Minis-
terio de Hacienda para la enajenación directa de un
inmueble sito en Vale.::lcia. barrio Benicalap, en favor
del Ayuntamiento de' dicha capital.
PRESIDENCIA DEL GOBlERNO
Muertos en campaña.-Orden por la que se declara
muerto en campaña a don Tiburcio Fernández Sán-
chez.
Sentencias.-Resolución por la que se dispcne. el cum~
plimiento de la sElntencia dictada por el Tribunal Su-
premo en el recurso contencioso-administrativo inter-
puesto por doña &nedícta Mar.tIn Gordopcillo.
Resolución por la qua se dispone el cumplimiento de
]a sentencia dictada por el Tribunal Supremo en el
recurso contencicso - administrativo interpuesto· por
doña María Perfecta. Mart1~ez Martinez.
Resolución por la. que se dispone el cumplimiEfnto de
la sentencia dictada por el Tribunal Supremo en el
recurso contendcso - administrativo interpuesto por
doña María del Carmen Acero Martínez.
Resolución po,r la 'que se dispone el cumplimiento de
la sentencia dictada por el Tribunal Supremo en el
recurso .contencioso· administr9.ti-vo interpuesto por
don Antonio Gareía Díaz y otros.
R~solución por la que se dispone el cumplimiento de
la sentencia dictada por el Tribunal Supremo en el
recurso conte11:" 'cse· - administrativo interpuesto por
don Carlós Chamizo de Rivas. '
Resolución por la qua se dispone el cumplimiento de
la sentencia dictada por el Tribunal Supremo en el
recurso conten.:ioso ~ administrativo interpuesto por
doña Carmen AI,egríaMartínez.
M1NISTI:!lfO DE HACIENDA
Mercado de Divisas de Madrid.-Cambios oficiales .del










Ex-propiaciones.-Resolución por la que Se señalan
fechas para el levantamiento de las actas previas a
la ocupaCión de las fincas afectadas por las ·obras
que se citan en la provincia de Jaén.
MINISTERJO DE EDUCACION y CIENCIA
Centros docentes no estatales. Subvenciones.-Orden
por la que se__.prorroga 'el plazo de presentación de
instancias y formularios establecidos por Omen mi~
nistarial de 18 de diciembre de 1976.
MINISTERIO DE TRABAJO
Seguridad Social. Centros Especiales.-Resolución por
la, que se aprueba el Reglamento del Centro Especial
«Ramón y C~J 0:1.1... de la Seguridad Social.
MINISTERIO DE, INDUSTRIA
Expropiaciones.-Resolucióp. por la que se fjja fecha
para el levantamiento de actas previas a la ocupa.:.
ción de las fincas que se citan, afectadas. por la ins-
talación de la línea a 13,2 KV. Gata-Torre de, Don.
Miguel-Santibáñez el Alto. Empresa, «IbEtrduero. So-
ciedad An6nima...
MINISTERIO DE AGRICULTURA
Reproducción ganadera. Cursillo de Especialistas. .-
Resolución por la que se modifica la de 17 de noviem-
brede 1976, que convccaba un cur-sillo de Espec"alis-
tas de Inseminación Artificial Ganadera y autorizaba
aJ Colegío Oficial de Vete:'fnarios de la provincia de
Oviedo para celebrar el mismo.
MINISTERIO DE COMERCIO
Importaciones. Fomento a la exportadón.-0rden por
la que se amplia el régimen de tráfico de perfecclo·
namientcl activo autonze.do ti ...Loewe. S. A.... porOr·
den :tnini¡::terial de 9 ce septiembre de 1976 (<<Bol(tín
.Oficial del Estado,. de 21 de octubre. en el sentid::> de
que se ap1iq11e el principio de equiva!encia a todas
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MINISTERIO DE LA VIVIENDA
Seutencfas.-Orden por la que se dispone el cum~
plimiento de la sentencia de 16 de noviembre de 1974,
PAGINA
dictada por la Sala de lo Contencioso~Administrativo
de la Audiencia faro tonal de Albacete. y confirmada
por el Tribunal Supremo en -la 3 de julio de 1976.
1'.\;>¡N!I
434
IV. Administración de Justicia
(Páginas 435 a 437)
V. Anuncios
Subastas y concursos de obras y servicios públicos
MINISTERIO DE MARINA
Jurisdicción Central de Intendencia. Concurso para su-
ministro de carbón y leña. Adjudicación.
MINISTERIO DE HACIENDA
Delega,ción de Hacie'uda de- Soria. Subasta de fincas.
MINISTERIO DE LA GOBERNACION
Instituto Nacional de Asistencia Social. Adiudicacio~
nes -de obras.
Comisión Provincial de Servicios Técnicos de Cuenca.
Adjudicación de obras.
MINISTERIO DEL AIRE
Junta Central de Compras. Concursos para suminis-
tros de vestuario de tropa.






de la Maestranza Aérea de Madrid). Subasta de avio-
nes en estado de inutilidad.
MINISTERIO DE INFORMACION y TURISMO
Mesa de Contratación. Adjudicación de edición de
folleto.
ADMINISTRACION LOCAL
Ayuntamiento de Alcalá de Henares (Madrid). Con-
curso de obras.
Ayuntamiento de Hinojos (HuelvaJ. Subasta de apro-
vechamientos de pifta.
Ayuntamiento de' Nueno (Huesc{lJ. Subasta de ma-
deras.
Ayuntamiento de Solsona (Lérida). Súbasta para con4
tratar cbras, '










, (Páginas 442 a 446)
INDICE POR DEPARTAMENTOS
JEFATURA DEL ESTADO
Ley 2/1977, de 4 de enero, sobre .regulación del in~
greso en las Escalas activas de los Alféreces Cade~
tes que causen baja en las AcadeTIlias Militares ~ 'Qr
accidente o enfermedad contraída' durante su per~
manencia en las misItias.
Ley 3/1977. de 4 de enero, sobre creación del Cuerpo
Especial. de Asistentes Sociales.
Ley 4/1977, de 4 de enero, de modWcación de deter-
minados artículos de la Ley 78/1968, de las Escalas
y Ascensos en los Cuerpos de Oficiales de la Ar-
mada.
Ley 5/1977, de 4 de enero, de Fomento de Producctón
Forestal.






Ley 7/1977, de 4 de. enero, sobre participación de Es-.
vaña en el aumento general ordinario de recursos
del Fondo Africano de Desarrollo.
Ley 8/1977, de 4 de enero, sobre derechos pasivos del
personal militar de las escalas no profesionales de
los Ejércitos de Tierra, Mar y Aire.
Ley 9/1977, de 4 de enero, sobre modificación del por-
centaje de las pensiones extraordinarias causadas
por funcionarios civiles y militares inutilizados o
fallecidos en acto de servicio.
Ley l<Y1977, de 4 de enero, sobre mar territorial.
Ley 1V1977, de 4 de enero, General Presupuestaria.
Ley 121.1977, de 4 de ene~o. sobre concesión al Presu-
puesto en vigor de la Sección 20, ..Mlnisterio de In-
dustria», de un crédito extraordinario de 27.752.249










de España», gastos realizados en el año 1969 en la
repatriación· de españoles procedentes 96 la Repúbli-
ca de Guinea Ec.uatorial
Ley 13/1977, de 4 de enero, sobre concesión al Presu-
puesto en vigor de la. Sección 24, ..Ministerio de In~
formación y TUrismo.-, de varios sliplementos de
crédito, por un importe total de 450.000.000 de pese-
tas, para la realización de campañas de promoción
. turística en Españ.a y en el extranjero.
Ley 14/1977, de 4;. de enero, sobre concesión al Presu-
puesto en vigor de la Sección 16, ..Ministerio de la
Gobernación», de varios suplementos de crédito: por
un importe total de 992.093.000 pesetas, para dotar
el aumento de plantilla de las Fuerzas de la Policía
Armada y el primer vestuario y equipo de las de
nuevo ingreso. '
Ley 15/1977, de 4 de enero, sobre concesión al Presu-
puesto en vigor de la Sección 13, ..Ministerio de Jus-
ticia», de varios suplementos de crédito, por un im-
porte total de 250.000.000 de pesetas, para construc-
ciones y 'realización de'obras de seguridad, de carác~
ter urgente, en _Instituciones Penitenciarias.
Ley 16/1977, de 4 de enero, sobre cOncesión al Presu-
puesto en vigor de la Sección 23, ..Miqisterio de Co-
merCio», de un suplemento .de crédito de 1.009.819.242
pesetas, _con destino a satisfacer a la ..Compañia
Trasmediterránea. S. A.• , el resultado de liquida~
ción ¡;lel ejercicio de 1975 por el sostenimiento de
las líneas de comunicaciones marítimas rápidas y re-
gulftres de 'Soberanía.
Ley 11/1977, de 4 de enero, sobre refonna df'l articu
lo 54 de la Ley, de Registro Civil." ~ .
Ley 18/1977, de 4 de enero, autorizando al Ministerio
de Hacienda la enajenacibn directa de un inmueble
sito en Valencia, barrio Benicalap, en favor del
Ayuntamiento de dicha capital.
pnES,IDENCIA DEL GOBIERNO
-orden de 22 de noviembre de 1978 por la que se declara
muerto en campaña. a. don Tiburcio Fernández Sán-
choz. .
Basnlución de la Subsecrete,ría de la Presidencía del
Gobierno por la que se dis'Pone ,el cumplimiento de
la sentf'ncia. dictada. por el Tribun<ll Supremo en
el recurso contencioso~administrativointerpuesto por
doña. Benedicta Martín Gordoncillo.
Resclución" de ·la Subsecretaría de la Presidencia del
Gobierno por la qUe se dispone el cumplimiento de
la. sentencia dl<:tada por el Tribunal Supremo en
el recurso contencioso-administrativo interpuesto por
doña María Pa'ríecta Martinez Martinaz.
Resolución de la Subsecretaria de la Pr-esidencia del
Gobierno por la que se dispone el cumplimiento de
"la sentencia -dir.tada por el Tribunal Supremo en
el recurso contencioso-administrativo interpuesto por
\'leña María del Carmen Acero Martinez.
Resolución de la Subsecretaría de la Presidencia del
Gobierno por la que se dispone el cumplimiento de
la sentencia dictada por el Tribunal Supremo en
el recurso contencioso-administrativo interpuesto por
don Antonio Garcia Díaz y otroS.
Resolución de la Subsecretaría de la Presidencia del
Gobierno por la. qUe se dispone el cumplimiento de
la sentencia dictada por el Tribunal Supremo en
el recurso contencioso--administrativo interpuesto por
don Carlos Chfl,Illizo de Rivas.
Resolución de la Subsecretaría 'de la Presidencia del
Gobierno por la que se dispone el 'cumplimiento de
la. sentencia dictada por el Tribunal Supremo en
el recurso contencioso-administrativo interpuesto por
doña. Carmen Alegría Martínez:
'MINISTERIO DF. ASUNTOS EXTERIORES
, Canje de Notas' regulando el establecimiento y funcio-
namiento de estaciones de radioaficionados entre el
Estado Espafiol y la República de Costa· Rica.
MINISTERIO DE JUSTICIA
Orden de 2 de diciembre de 1976 por la qu,e se aprue-
ba la delegación efectuada para Vocal que se cita
del Tribunal censor" de las oposiciones a ingreso en
la Escuela Judicial.
Resolución de la Dirección General de Instituciones
Penitenciarias por la que se publica lá lista provi·
sional de aspirantes admitidos a participar en la opa-
sioión a plazas del Cuerpo de Ayudantes Técnicos
Sanitarios de Instituciones Penitenciarias, convocada
por Orden de 6 de octubre ·del ano en curso, en tur·

















&esolución de la Dirección General de Justicia por la
que se declara excedente voluntario al Secretario de
I la Justicia Municipal don Francisco Segarra Melóns.
Resolución de la Dirección General de Justicia por la
que se destina al Juzgado de· Primera Instancia nú~
mero 5 de los de Barcelona a don Antonio Jaramillo
Martín" Secretario de· la Admirt'istraCión de Justicia,
Rama de Juzgados de Primera Instancia e Instruc-
ción.
Resolución de la Dirección General de Justicia por
la que se rectifica par~ialmente concurso· para la
provisión de determinados cargos judiciales.
MINISTERIO DE HACIENDA
Real Decreto 3022/1976, de 12 de noviembre, aprobato-
rio dEfl plan de acuñación de moneda metálica para
el ejercicio de 1977.
Orden de 31 de diciembre de 1976 por la qUé se dic~
tan normas para el desarrollo y aplicación del Real
Decreto 2919/1976, de 12 de noviembre, .sobre sim-
plificación de determinados requisitos exigidos por
los Reglamentos de Impuestos Especiales de Fabri~
cación.
MINISTERIO DE LA GOBERNACION
Orden de 1 de diciembre de 1976 por la que se nombra
Jefe del Gabinete de "Coordinacion de la Subsecre-
taria de Orden Público a don Fernando' Escudero Ar-
cacha.
Orden de 13 de diciembre de 1978 por la que se nom-
bra Jefe del Gabinete Central de Información de la
'Subsecretaría de Orden Publico a don Manuel Ibáñez
Rodríguez,
. Resolución de la Dirección General de Administración
Local por la que se anula el nombramiento de don
Antonio Guerrero Mar.ínez como Secretario inte~
rino del Ayuntamiento de Garrucha.
Resolución de la Dirección General de Seguridad por
la que se dispone el pase a situación de retirado del
Policía del Cuerpo de Policía ArmRda don José Gu-
tiérrez Castaño.
MINISTERIO DE OBRAS PUBLICAS
Resolución de la Subsecretaria por la que se anuncia
concurso-opo~ición, turno re.stringido, para proveer
12 vacantes de Celador, una eu,cada plantilla dalas
Jefatur&-s Provinciales de Carreteras de Almería, Cá-
ceres, Castellón. Ciudad. Real, Cuenca, Huesca. Lé-
:rida. Lugo. Orense. 'renerife, Zamora y Zaragoza"
Resolución de la Séptima Jefatura Regional de carre-
teras por la que sI! sefialan fechas para el levan..:
tamiento de las actas previas a la ocupación de laE
fincas afectadas por las obras que se citan,
MINISTERIO DE EDUCACION y CIENCIA
Orden de '1 de diciembre de 1976 por la que ~e nom-
bran las Comisiones que han de actuar en la adju~
dícación de las disciplinas que se indican, anuncia-
das en el concurso de traslado convocado por Orden
ministerial de 15 de septiembre de 1978.
Orden de 9 de diciembre de 1976 por la que se cpn.
vaca concurso-oposición para la provisión de dos pla-
zas de «Teoría del Estado y Derecho Constitucional»
(Fatultadde Ciencias Políticas y Sociología) en el
Cuerpo de Profesores Adjuntos de Universidad.
Orden de 9 de diciembre de 1978 por la Que se anun-
cia una plaza de ..Lengua: y Literatura españolas y
Literatura universal. (Facultad de Ciencias de la In~
formación) para su provisión por concurso-oposi-
ción, turno libre, en el Cuerpo de Profesores Adjun-
tos de UniVersidad.
Orden de 9 de diciembre de 1978 por la que S.::l con-
voca concurso-oposición para _la provisión de una
plaza de ...Histo,rta de las Ideas y de las Formas Po~
líticas~ (Facultad de· Ciencias Políticas y Sociología)
en el Cuerpo de Profesores Adjuntos de Universidad.
Orden de 9 de diciembre de 1976 por la que se convoca
concurso-oposición para la prOVisión de una plaza
de ...Política Económica,. (Facultad de Ciencias Po·
líticas y Sociologia) en ~l Cu'erpo de Profesores Ad-
juntos de Universidad.
Orden de 9 de diciembre de 1976 por la que se convoca
concurso-opOSición para la provisión de una plaza
de ~Instituciones de T)erccho privado» (Facultl,td de
Ciencias Políticas y Sociologia) ~n el Cuerpo de
Profe!;ores Adjuntos pe Universidad.
Orden de 9 de diciembre de 1976 por la que se convoca
concurso-oposición para la provisión de una plaza
de ... Derecho publico eclesiástico y relaciones de la
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Orden de 9 de diciembre de 1976 por la que se convoca
concurso-oposición para la provisión de una· plaza
de .Historia polLica y social, moderna y contem-
poránea,. (Facultad de Ciencias Políti;:;as y Sociolo-
gía) en el Cuerpo de Profesores Adjuntos de Uni-
versidad.
Orden de 9· de diciembre de 1976 por la que se anun:"
cia una plaza de ..Estructuras Económicas y Sociales..
(Facultad de Ciencias de la Infonnación) para su
provisión por concurso-oposición, tumo libre, en el
Cuerpo de Profesores Adjuntos de Universidad.
Orden (le 9 de diciembre de 1976 por la que se anuncia
una plaza de ..Historia de los Medios Audiovisuales..
(Facultad de Ciencias de la· Información) para su
provisión por concUrso~Qposición. turno libre. en el
Cuerpo de Profesores' Adjuntos de Universidad.
Orden de 9 de diciembre de 1976 por.la que se anuncia
una plaza de ..Historia Contemporánea y Univer-
sal- (Facultad de Ciencias de la Información) para
su provisión por concurso-oposición, turno libre, en
el Cuerpo de Profesores Adjuntos de Universidad.
Orden de 9 de diciembre de 1976 por la que se anuncia
una plaza de ..Introducción a ~as Ciencias Jurídicas..
(Facultad de Ciencias de la Información) para su
provisión por concuiso~oposición,·turno libre, en el
Cuerpo de Profesores Adjuntos de Vniversidad.
Orden de 9 de diciembre de 1976 por ]a que se convoca
concurso-oposición para la -próvisión de una plaza
de "Psicología,. (Facultad de Ciencias de la Infor-
mación) en el Cuerpo de Profesores Adjuntos de
Universidad.
Orden de 9 de diciembre de 1976 por la que se convoca
concurso-oposición para la provisión de una plaza
de ..Movimientos Artísticos Contemporáneos,. (Facul-
tad de Ciencias de la Información) en el Cuerpo de
Profesores Adjuntos-de Universidad.
Orden de 9 de diciembre de 1976 por la que se con-
voca concurso-oposición para la _proVisión de una
plaza de ..Opinión Pública_ (Facultad de Ciencias
de la Información) en el Cuerpo de Profesores Ad-
juntos de Universidad.
Orden de 9 de diciembre de 1976 por la que se convoca
concurso-oposición para la provisión de una plaza
de «Empresa Informativa,. (Fá.eultad de Ciencias de
la Información) en el Cuerpo de Profesores Adjuntos
de Universidad.
Orden de 9 de diciembre de 1976- por la que se convoca
concurso-oposición para la provisión de treS plazas
de ..Sociología.. {Facultad de Ciencias Políticas y So~
ciologíal en el Cuerptl de Profesores Adjuntos de
Universidad.
Orden de 13 de diciembre de 1976 :"lar la que se convoca
concurso-oposición, en turno libre, para la provisión
de dos plazas de ..Investiga.ción operativa.. (Facultad
de Ciencias) en el Cuerpo de Profesores Adjuntos de
Universidad.
Orden de S de enero de 1977 por la que 58 prorroga
el plazo de preSE.fntación de instancias y formularioS
establecidos por Orden ministerial de lB de diciem~
bre de 1976.
Resolución de la Dirección General de Personal por la
que se publica la lista provisional de aspirantes
admitidos y excluidos a la oposición libre de Pro-
fesores de «Cerámica»
Resolución de la Dirección General de Universidades
por la que se publica la lista provisional de oposito-
res admitidos y excluidos en el concurso~oposición
de ocho plazas de ..Psicología general» (Facultad de
Filosofía y Letras) en el Cuerpo de Profesores Ad~
juntos de Universidad.
aesolución de la Universidad de Extremadura por la
que se nombran funcionarios de carrera de nivel
Administrativo a los opositores aprobados en las
pruebas selectivas libres para cubrir nueve plazas

















Resolución de la Universidad de Sevilla por ·la que
se hace público el resultado del sorteo y orden de
actuación de los opositores a las segundas pruebas
seÍectivas de Auxiliares (turno libre).
Resolución del Tribunal del concurso-oposición a la
plaza de Profesor agregado del-grupo XXIV, ",Higl;o~
ria de la Arquitectura", de la Escuela ,Técnica Su-
perior de Arquitectura de la Universidad Politéc-
nica de Valencia por la: que se cita a los opositores.
MINISTERIO DE TRABAJO
Resolución de la Dirección General de Ordenación y
Asistencia Sanitaria de ht Seguridad Social por la
que se aprueba el Rf'lglamentó del Centro Especial
-Ramón y Caja}.., de la Seguridad SociaL
MINISTERIO DE INDUSTRIA
Resolución. de la Delegación Provincial de Cáceres por
la que se fija fecha, para el levantamiento de actas
previas a la ocupación de las fincas que se citan,
afectadas por la insta1ación dé' 'la Unea a 13,2 KV.
Gata-Torre, de Don Mlguel*Santibáñez el Alto. Em-
presa...Iberduero, S. A.... '
MlN1STFRIO DE AGRICULTURA
Resolución de la Dirección General de" la Prd'ducción
Agraria' por la que se modifica la de 17 de noviem~
bre de 1976 qUe convoca un cursillo de Esoecialistas
de Inseminación Artificial Ganadera y autoriza al
Colegio Oficial de' VEfterinarios de la provincia de
Oviedo, para. celebrar'..el mismo.
MIN!STERIO DE COMERCIO
Orden de 17 de noviembre de 1976 por la que se am·
plía é'l régimen de tráfico de perfeccionamiento ac-
tivo. autori~ado a ",Loewe, S. A.", por Orden minis-
terial de 9 de septiembre de 1976 ( ..BoleUn Oficiel
del Estado,. de 21 de octubre), .en Etl. sentido de que
se aplique el principio de equivalencia a todas las
mercanCías de importación autorizadas por la indi~
cada Orden ministerial.
MINISTERIO D~ LA VIVIENDA
Orden de 19 de noviembre de 1976 por la que· Se dis-
pone el cumplimiento de la sentencia tie 16 de no'"
viembre de 1974, dictada por la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de
Albacete. y confirmada por el Tribunal Supremo· en
la de ·3 de julio de 1976.
Orden de 29 de diciembre de 1976 por IR que se aprue-
ba la Norma Tecnológica NTE-ADZ/1976. «Acondi-
cionamiento ,del terreno. Desmontes: Zanjas y pozos,..
AD1\UNJSTRACrON LOCAL
Resolución de la Mancomunidad. Interinsular de las
Palmas por la que se hace pública la relación pro-
visional de admitidos y excluidos en el concurso
convocado para proveer en propi~ad la plaza de
Viceoficial Mayor 'de la Corooración •
Resolución de la Comisión Gestora del Municipio· de
Bedmar -y Garcíez (Jaén) referente a la, inclusión de
una plaza más en la oposiciÓn' para Auxiliar de Ad-
ministración General.
Resolución del Organo de Gestión de los Servicios Asis-
tenciales de la Diputación Provincial de o.viedo refe-
rente al concurso para la contratación de una plaza
d~ Médico adjunto de la Sección de Radioterapia del
Hospital General de Asturias.
Resolución de la Junta Interprovincial de Arbitrios
Insulares de S:1.nta Cruz de Tenerife referente al
concurso restringido para cubrir en propiedad, por
primera vez, las plazas del subgrupo de Administra-
tivos pertenecientes al grupo de Administración Ge-
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LEY 2/1977, de 4 de en.ero. sobre regulación del
ingreso en Zas Escalas activas de l08 Alféreces
Cadetes que causen baja en las Academias MUt·
tares por accidente' o enfermedad contratda du-
rante su permanencia en las mismas.
La Ley de diecisiete de julio de mil" novecientos cincuenta y
uno concedió el ingreso en la Escala Complementaria' de su
:Arma o Cuerpo, en la qUe podían obtener hasta el' empleo de
Capitán, a loa Alféreces Cadetes de laS"" Armas y Cuerpos de
Intendencia de los Ejérdtos de Tierra y Aire y a los Alféreces
de Fragata y Guardias Marinas del Cuerpo General de la Ar~
mada, Alféreces Alumnos equiparados a Guardias Marinas de
los Cuerpos de Inf-antel1a de Marina, Máquinas e Intendencia'
de la Armada, que resultando COn falta de aptitud física por
accidente en acto de servicio, no alcanzaran el coeficiente pre~
ciso para su ingreso en el Cuerpo de Mutilados y a los que
hubieran oontraido alguna enfermedad en acto-de servicio como
oonsec-uencia del régimen de formación de las Academias ., Es·
cuela Naval Militar.
Declaradas a extinguir las Esca.las Complementarias de loa
tres Ejércitos por la Ley pe diecinueve de dicIembre de mil
novecientos cincuenta y uno, se promulgó la Ley de veinte
de diciembre de mil novecientos cincuenta y -dos·, concediendo
al personal a que se refiere el párrafo anterior y a los Alfé-
réces y Cadetes de la Guardia Civil el ingreso en las Escalas
activas o en la Escala de Tierra de sus Armas o Cuerpos,
pudiendo obtener en ellas hasta el empleo de Capitán y
deserilpefl.ar solamente destinos de carácter burocrático.
Refundido f.n un único cuerpo legal todo lo relativo a Esca~
las y ascensos en los Cuerpos de Oficiales de la Arme.d.a por
la Ley setenta y ocho/mil novecientos sesenta y ocho, de cinco
de diciembre, y creada por la Ley dieciocho/mil novecientos
setenta y cinco. de dos de mayo, la Escala de Tierra en el
Ejército del Aire, parece CClnveniente revisar la legislación, ..
QUe se refieren los dos pArrafos anteriores COn el fin de adap-
tarla a la nuava normativa legal.
Por otra parte. el Decreto·ley de dieCiséis de junio de ron
novecientos cincuenta y cuatro, concedió el R&Se a la Escala
Auxiliar del Arma o Cuerpo respectivo a los Caballeros Alfé-
reces de las Academias General Militar y de las Armas o
Cuerpo de Intendencia del Ejército de Tierra, que hayan de
causar baja en ellas por no superar los estudios reglamentlllrioa.
pudiendo alcanzar hasta el empleo de Comandante.
Razones de equidad aconsejan proporcionar análogas posibl·
lidades de alcanzar la misma categorte. m.:utar a 10s que cau·
san baja pOr pérdida de aptitud física, por enfermedad o acci-
dente, como consecuencia del régimen de formación de las
Academias o Escuelas Militares y no obtengan puntuación su-
ficiente para ing~esaren el Cuerpo de Mutilados y a los Que
causen baja por no haber superado el plan de estudios en las
Academias del Ejército de Tierra,
En su virtud. y de oonformidad con la Ley aprobada por
las Cortes Españolas, vengo en sancionar:
Articulo primero.-Los Caballeros Alféreces Cadetes de las
Armas y Cuerpos de Intendenoia de los Ejércitos de Tierra y
Aire y -de la Guardia Civil, que habiendo resultado con falta de
aptitud fjsioa ocurrida en acto de servicio, no alcanzasen en
su mutilación el coeficiente preciSo para ser clasificados como
mutilados absoluto y permanente y aquellos qUe contraigan al·
.gu.na enfermedad en acto da servicio, como consecuencia del
régimen de formación que se sigue en las Aoa.demlas Milita-
res y no resulten clasificados como -inutilizados por razón del
servicio_, ingresarán en las Escalas activas con el empleo de
Alfére?: sin ocupar número en sus escalafones respectivos, y
desempeñarán sólo destinos que su estado físico permita.
Los Alféreces alumnos aspirantes a ingreso en la Escala di'l
Aire del Arma. de Avia-ción comprendidos en alguna de las
circunstancieB sei\61adas en. el párrafo anteriOr, puarAn auto-
máticamente a la Escala de Tiarra,en la qUe seguiran lu
vicisitudes- que 1& presente Ley determina, constituyendo una
excepción a. lo que especifica el artículo segundo de la Ley
dieciocho/mil novecientos setenta y cinco, de reorganización del
Anne. de Aviación.
Cumplidos tres ~lios en el empleo de Alférez· será.Ít promo--
vidas al empleo de Teniente. y cu&lldo les corresponda el as-
censo de acuerdo con las normas generales, pod.rán alcanzar
los empleos de Capitán J Comandante, siempre que lo haya
obtenido uno de la Escala Activa de su Arma o Cuerpo, que le
siga en antigüedad, y- que cumpla las demás condiciones de
aptitud, 'a exoepción' de las ffsicas, set\aladas por las disposicio-
Aes especificas en c~a Ej(lTcito.
Artículo seguodo.-También -padrá eJ.amzar :08 empleos men~
cionádos en el artiCUlo anterior. y en las condiciones que en o]
m;smo .se determinan, el personal comprendido en' la Ley de
veInte de diciembre de mil novecientos cincuenta y dos, sobre
in¡Teso en las Escalas activas de los Alféreces Cadetes que
causar. baja en las Academias Militares por accidente o enfer.
medad contraída durante su permanencia en las mismas y
el comprendido en la Ley de veintiSéis d~ diciembre de mil
novecientos cincuenta y ocho, por la que se da efecto retroa.c-
Uvo a las Leyes de diecisiete de julio ,de mil novecientos cin·
cuenta y uno y veinte de diciembre de mil novecientos cincuenta
y deo.
Artículo tercero.........Por el Ministerio de Hacienda se habili.
tarán los créditos· necesarios para el cumpiimiento da lo dis-
puesto en la presente Ley, en los correspondientes presupuestos,
Articulo cuarto.-La presente Ley entrarA en .vigor el mismo
dia de su publicaCión en el ~Boletin Oficial del Estado-.
Articulo quinto.-Se autoriza a 10$ Ministerios del Ejército y
del Aire para que dicten las disposiciones convenientes para el
desarrollo de esta Ley en sus respectiVOS Departamentos.
DISPOSICION DEROGATORIA
Quedan derogados el artículo cuarto de la Ley de diecisiete
de julio. de mil novecientos cincuenta y uno y la de veinte de
diciembre de.> mil novecientos cincuenta y dos, por lo que se
refiere a los Ministerios del Ejército· y del Aire, y cuantas otras
disposiciones se opongan a la. presente Ley.
Dada en Madrid a cuatro de eneto de mil n,ovecientos se·
tenta y siete.
JUAN CARLOS
El Presidente de J.e.s Cortes Espatl.olaa.
TORCUATO FERNANDEZ·MIRANDA y HEVIA
LEY 3/1977, de 4 de enero, sobre creación del Cuerpo
Especial· de· Asistentes Sociales
La Ley de veintitrés de diciembre de mil novecientos cua,..
renta y siete creó el Cuerpo de Inspectores Instructores Visita-
dores de Asistencia Pública, 'por fusión de los Cuerpos de Ins·
pectores Visitadores e Instructores Vi9i.tadores de Asistencia
Pública, que tenían atribuidas las funciones que se determina·
ron en Decreto de veintitrés de agosto de mil novecientos treinta
y cuatro, Orden de veinticinco de agosto de mil novecientos
treinta y cuatro y Decreto de dos de julio de mil novecientos
treinta y cinco,
La configuraCión inicia.} del Cuerpo mencionado, congruente
COn la realidad social de su tiempo, 'ha quedado desfasada por
las exigencias qUe los· cambios sociales plantean al sector asis~
tencial:
Por todo ello, resulta imprescindible la creación de un nuevo
Cuerpo de Asistentes Sociales, qUe at~enda esta función especial.
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En· su virtud, y de conformitlad· con la Ley aprobada por las
Cortes.Españolas, vengo en sanciona.r:
Articulo primero. Uno.-Se crea el Cuerpo Especial de Asis-
tentes Sociales. cuya plantilla se fija en ciento trece plazas.
Dos...-EI Cuerpo Especial de Asistentes Sociales dependeré
del Ministerio de la Gobernación.
Articulo segundo. Uno.-Los cometidos; a desarrollar por los
funcionarios de este Cuerpo consistirán en la ejecución de acti'vi-
.dades de trabajo social, de acu,erdo con las normas qu~ se esta-
blezcan reglamentariamente.
Dos.-Las funciones del Cuerpo se realiza'rán en los puestos
de· trab81jo social de los servicios centrales y provinciales '1
Organismos dependientes del Ministerio de la Gobernación, SiD
perjuicio de qUe sus funcionarios puedan desempeftar puestos
de trabajo propios ·de su especialidad en otros Centros y D9pe0.
dencias de la Administración Civil del Estado.
Artículo tercero.-E.! ingreso en el Cuerpo Especial de Asis-
timtes SoCiales tendrá lugar mediante oposición libre entre quie.
nes posean el titulo de Asistente Social y reúnan los requisitos
,generales para el ingreso en 1"" Función Pública,
DISPOSICIONES TRANSITORIAS
Primera. Uno.-Se declara a extinguir el Cuerpo de Ins.-
pectores InstructQres Visitadores de Asistencia Pública.
Dos.-Las plazas declaradas a l;lxtinguir se deducirán de la
plantilla del Cuerpo de A&dstentes Sociales establecido en el
artícoulo primero, uno,de esta Ley, A m'edida que estas plazas
se declaren extinguidas,' a<:recerá la plantilla del Cuerpo de
Asistentes Sociales hasta el total de ciento trece plazas.
Segunda.-Quedarán integrados en él Cuerpo que ·se crea
todos los funcionarios qUe a la entrada en vigor de esta Ley
pertenezcan al Cuerpo de Inspectores Instructores Visitadores
de 'Asistencia Pública y se encv.entren en posesión del títula
de Asistente Social, o que hayan completado o completen die:¡
aftas de servicios eí,ectivos en el citado Cuerpo.
DISPOSICIONES FINALES
Primera Uno.--Con independencia de la promulgacIó~ de
la presente Ley, sus efectos económicos y las correspondientes
dotaciones de las plazas previstas en el artículo primero, en
relación con la disposición transitorla primera, dos, se produ·
cirán el día uno de enel'O de mil novecientos setenba y siete,
Dos.-Para la financiación de los gastos que originan las pla-
zas cread&s, se darán de baja los créditos correspondientes a
las plazas que result~n amortizadas en el Cuerpo de Inspectores
Instructores Visitadores de AS'istencia Pública, como consecuen·
cía de la integración, así carno . los créditos de contratación
en la cuantía necesaria, en virtud de la autorización contenida
en la Ley de Presupuestos.
Segunda.-La integración en el Cuerpo EspecIal de AsIsten~
tes Sociales de los funcionarios de carrera pertenecientes al
Cuerpo de Inspectores InStructores VIsitadores de Asistencia
Pública a que se refiere la disposición transitoria segunda se
realizará de manera automática a la entrada en vigor de los
efectos. económicos de esta Ley, respetando la antigüedad, trie-
nios, situación administrativa y toda clase de derechos pers~
nales con'$Qlidados al a.mparo de la legislación anterior,
Dada en Madrid a cuat.ro de enero de mil- noveéientos se-
tenta y siete.
JUAN CARLOS
El Presidente de las COl'tes Españolas,
TORCUATO' FERNANDEZ-MIHANDA y HEV!A
LEY 4/1977, de 4 de enero. de modificación de
determinados artículos de la Ley 78/1968, de las
Escalas y Ascensos en los Cuerpos de Oficiales
de la Armada.
La Ley setenta y ochohnil novecientos sesenta y -ocho de
dnca de diciembre, de Escalas y Ascensos en los Cuerp~ de
Oficiales de la Armada, estableció entre otros criterios, para
lograr una racional 'evolul.iÓn de los escalafones, el de la deter-
minación de vacantes' fijas yperiódica.s en los empleos de
Jefe en los Cuerpos con dos escalas o grupos, que, caso, de no
ser. absorbidas por las naturales produciqas, originoarán la pro.
vocación de vacantes forzosas, Según esta Ley, aquellos Je'f-es
afectados por la decla;ración legal de vacante forzosa, como
consecuencia de una clasificación, han de cambiar de escala
o grupo, al igual _que los que tienen insuficiencia de aptitud
psicofísica. o profesional.-
, La experiencia adquirida. con la aplicación de la Ley,' en los
síete años que· han transcurrido deSde que entró en vigor, ha
aconsejado reconsiderar el efecto de cambio de eséala o grupo
establecido para los declarados vacante forzosa, los cuales, si
bien son los que han resultado con menor calificación en la
clasificaeión anual, están incluidos entre los declarados elegibl~
o apto para el ascenso en la escala de Mar o grupo .A.. , En
consecuencia, no se les debe dar el mismo trato que a aquellos
otros que tienen' las limitapiones derivadas de una lnsuficienda
de aptitud psicofisica o profesionoaJ.
Consciente la Armada d-e la necesidad de establecer entre
unos y otros una justa diferencia, y, al mismo tiempo, Con el
fin de obtener un mejor aprovechamiento de un personal que
conserva íntegras sus condiciones psicofísicas y cualidades pro-
fesionales, comidera necesario modificar parcialmente la Ley.
para que los declarados v,acante :forzosa continúen en la escala.
. de Mar o grupo ..A.. sin ocupar número, aplicando también esta
medida a los Capitanes de Navío o asimilados que queden
retrasados por el ascenso de otro u otros que les sigan en el
eScalafón en el número concreto de individuos fijado por De-
creta, ya que la calificación de aquellos Jefes es siempre su·
periar a la de los ~clarados vacante fOl"ZQsa.
Asimismo, razon-es de equidad aconsejan incluir en esta nue·
va Ley la adecuada norma que regule su aplicación con ca-
rácter retroactivo.
En su virtud, y de conformidad con la Ley aprobada por
las Cortes Españolas, vengo en sancionar:
Articulo Único.-Se modifican. los artículos cuarto, séptimo,
catorce, veinte y veintiséis de la Ley setenta y ocho/mil nove~
cientos sesenta y ocho, de cinco de diciembre" de Escalas y As-
censos en los Cuerpos de Oficiales de la Armada, en la forma
que se indica a continuación: .
Uno.-Elarticulo cuarto qJ.ledará redactado así:
.Artículo cuarto.-Uno. El pase de la escala de Mar a la de
Tierra, o de los grupos .A.. a los .B.. , tendrá siempre carácter
definitivo. Sólo se producirá cuando concurra en cada interesado
alguna de las circunstancias que a continua<:ión se sefialan:
al Alcanzar la ed.ad reglamentaria.
b) Cumplir el tiempo máximo de permanencia total en el
almirantazgo o generalato o tiempo máximo de efectividad 'que
pudiere establecerse pl>r Decreto en los diversos empleos de
Jefe y Oficial.
c) Ser declarado legalmente no elegible o. no apto para el
ascenso en cualquier clasificadón reglamentaria.
d) Ser declarado con insuficiencia de aptitud psicofísica.
el Ser declarado con insuficiencia de aptitud profesional.
f) Quedar retra.sado por ascenso de otro u obros que le
sigan en el escalafón en el número concreto de individuos
fijado por Decreto.
g) A petición propia, en las condiciones y con las limitacio-
nesque se determinen para el mejor servicio de la Armada.
Dos. La ,circunstancia consignada en el a.partado f) sólo se
refier.e a los Oficiales Generales,..
El punto cuatro del artículo séptimo quedará redactado así:
.Cuatro. Las declaraciones legales derivadas de los restan~
tes aspectos de la clasU'icaeión, contenidos en los apartados
una, al; uno, bl: uno, d), Y uuo, f), tendrAn carácter defini·
Uvo en la escala o grupo a que pertenezca el interesado. y
pToducirán los efectos con-éspondientes desde la fecha de la
decla.ración de que se trate.»
El punto tres del articulo catorce quedará red-actado así;
·Tres. Por Decreto _aprobado en Consejo de MiniStros, a
propuesta. del Ministra de Marina, se seftalarán los números
de -vacantes fijas que, en cada- Cuerpo y. empleo de Jefe, hall de
darse al ascenso por peIíados de un año. Estos números serán
función de los efectivos de cada empleo y de los años de
permanencia- en el mismo que la Armada establezca. Al fina~
lizar cada período anual se produclrá~ en cada e-mpleo las
vacantes 'forzosas que, sumadas a las prodp.cidas por otras cau~
sas, completen el de fijas establecidas, defando para ello de
ocupar número en la escala de Mar o grupo ..A .. , en la cantl-
dad. necesaria, los Jefes de empleo afectado que en' la clasl·
ficación para el ascenso resulten con menor calificación Si el
número de vacantes producidas en dicho período supera al dé
vacantes fijas no Se darán eSe atiQ al ascenso las vac~ntes
excedidas...
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El artículo veinte quedará redactado asi;
.Artículo veinte.-En los empleos del grupo .B. de la escala
de Oficiales Generales y en los de Capitán de Navío y asim1~
lados de la. escala de Tierra·1 grupo .B.. correspondiente no se
producirán ascensos efectivos. Tampoco se producirán dichos
ascensos entre los Capitanes de Navío o asimilados que no ocu-
pen número en la escala de Mar o grupo OlA.. por las circuns-
tancias consignadas en los puntos tres y cuatro del articulo
catorce.»
El artíCUlo· veintiséis quedará redactado 8S(:
_Artículo veintiséis.-Uno. El Capitán de Fragata. y el de
Corbeta o asimilado de ambos empleos, que no ocupe nÚmero
en la eseala de Mar ·0 grupo OlA. por las circunstancias consig-
nadas en el punto tres del articulo catorce, podrA ascender,
a "la sumo. hasta el empleo de Capitán de Navio o asimilado
-cuando ascienda por orden de escalafonamiento alguno de los·
que, ocupando número, 'le siga en dicha escala o gru'pO-:, una
vez cumplidas las condiciones que se determinsn.
Dos. En la escala de Tierra y grupo .s. de Jefes y Oft·
ciales podrá obtenerse un solo ascenso efectivo -excepto en el
empleo de Capitán de Navfo o asimilado- cuando asclenda por
orden de escalafonamiento uno de los que le seguía en 1&
escala de Mar o grupo .A. en.Su empleo.•
Dos. Se adiciona. al articulo catorce el siguiente punto
cuatro:
·Cuatro. También caus8Jl"tm vacante en la escala de Mar
o grupo cA_, dejando de ocupar número en dicha. escala o
grupo, los Capitanes de Navío y asimilados que -quederr retra-
sados por, el ascenso de los qae les sigan en el Escalafón
en el número concreto de indivIduos !ijado por Decreto.•
DISPOSICION TRANSITORIA
Unka. Se concede un plazo de tres meses, a partir de la
vigencia. de esta Ley, para que todos aquellos Jefes qUe se
consideren afectados por la misma, como consecuencia de su
ca.rácter retroactivo, opten por acogerse a lo en ella estable-
cido, facultándose al MinIstro de Marina para que, oido el
Consejo Superior de 1& Armada, ~esuelva cada caso.
DISPOSICION FINAL
Esta. Ley entrará en vigor el die. de su publicación en el
·Boletín Oficial del Esta.d.o. y será de aplicación, con efectos
retroactivos, a partir de uno de enero de mil novecientos sesenta
ynu-eve
Dada en Madrid a cuatro de enero de mil-novecientos se-
tenta y siete.
JUAN, CARLOS
El Presidente de las Cortes Españolas.
TORCUATO FERNANDEZ·MIRANDA y HEVIA
LEY 5/1977, de 4 de -enero, de Fomento de Pro·
ducción Porestal.
La. creciente demanda de madera por la industria y la nec...
lidad de subvenir a la oferta para lograr qUe cubra las ne-
cesidades de ilquélla, en el plazo más breve posible, haJi obli-
gado al Gobierno a El!studiar un conjunto de medidas tendentes
a p~mover acciones' de fomento de nuevas plantaciones, _pri-
mordlalmente con especies de rá.pido crecimiento. asi como a la
intervención en masas arboladas, "Jn medidas selvfcolas y de
infraestructura que promuevan un aumento en la oferta de
madera como materia prima J mejoren. paralelamente, 1..
condiciones económicas de su aprovechamiento.
Atendiendo a la misma finalidad: resulta obligado plJtenclar
la producción de aquellas masas que, aun teniendo un carácter
protector. pueden y deben proporcionar al mercado productos
maderables en cuantía considerable. para lo que es aconsejable,
como primera_ medida, agilizar la normativa Ttgente labre de--
elaración de montes protectores.
Por otra parte. las especiales caracterIsticas de la propiedad
7 producción fOr&stal. que necesariamente tienen que mante-
ner gran parte del capital de la Empresa. capital-ruelo, du.
rante largo periodo de tiempo inmovilizado y con un gran rfes-
1'0 de desape.rldón, por los Incendios y plagas forestalee. b.acen
aconseja~le una acomodación del trato fiscal a esta realidad,
con el, fm de consegu,ir un mayor lnteréa del capital privado
hacIa las inversIones forestale•.
Hasta el momento 81t deja senUr cierta lnsuficienéla en el
trato , fomento de los montea, de propiedad·particular, para
los que DO se ha desarrollado más que de forme. parcial lo
dispuesto a este resperto en el titulo lIt de la Ley de Monte.
de ocho de 1unio de ron novecientos cincuenta y siete.
La experiencia adquirida a lo largo del II y III Plan de
Desarrollo en el fomento de ia riqueza forestal partiCUlar y ~a
necesidad, ,ya señalada, de aumentar. lo antes posible, la pro-
ducc16n de madera, hacenaconseja.ble dar todo su alcance
al apartado segundo del articulo cuarenta y tres de la 'Vigente
Ley de Montes, as! como el artículo cuarenta y cuatro, inclu-
yendo a 188 Agrupaciones de 'Producwres Agrarios y a 1&1
Agrupaciones de propietarios de Montes en Mano Común entre
loa posibles beneficiarlos. El Gobierno es consciente del eefuer..
BU que tal.med1da represente en materia presupuestaria.
'tia de signifIcarse que las 'plantaciones no son un fin, linO
un medio para cré8r mB:8as arboladas, por lo que toda acci6n
repobladora debe ir unida a otras acciones neceeartaa para que
se complete el ciclo previsto para alcanzar de manera 6pUm.a
el objetivo fijado y que para incrementar de una manera conal...
derable las plantaciones forestales y especialmente las producto.
ras, además de 10& procedimientos cOfl,vencionales. se estIma
preciS'.:t dar mayor entrada. en esta tarea, a la iniciativa Pri-
vada, momento por otra parte oportuno dado el volumen a1can~
zado por las tndustrtu consumidoras de m&dera de nuestro
pafs, que tienen un gran lníerés en contar con la materia prima
necesaria.
SI tal como se acaba de expresar, las plante.cJones no pueden
ser consIderadas como un, fin, es evfdente qUe en el caso de 1..
productoras no debert"' limitarse las ayudas.a los propietarioa
de l~s terrenos, sino que ha de procurarse vincular también ..
ellas al usuario de la madera, esto eS, contemplando' el proce.-
80 completo hasta el ipdmento de la utllizacl6n de los produc,.
,tos que se obtengan. '.
En su vlrt\Jd y de conft.Jrm.idad con la Ley apro1:l8da por




Articulo primero.-Podrán' ser objeto de tus benet1ctoe de·
rtvados de la 'Presente Ley las inversiones, actos encamlJl&-
dos a obras y trabajos' que .en ella se contemplan y que se
realicen eJi toda clase de predios forestales.
Articulo segundo. -Las obras y trabajos de referencl8 /JaD l••
siguientes: .
Uno. Plantaciones, siembras o repoblaciones con especies
forestales cuyo principal aprovechamiento sea la ,madera.
Dos. Desbroces, aclareos, abonados, laboreos, del suelo, pre-
vención y tratamiento de plagas y otros trabajos selvicolas en
masas arboladas de cualquier clase que incidan en el lnere..
mento de la producción maderera.
Tres. ConstruccIón, conservaci6n y mejora de vias de saca
y servicio,
Cuatro. Construcción, conservación y mejora de cortafuegos
, lucha contra incendios.
Cinco. Redacción de proyectos de ordenaci6n y planes téo-
nicos que tengan como objeto prtmordial el áumento de la pro-
duocLón de madera.
ArtiCulo tercero.-Los auxilios y beneficios establecidos en
esta Ley podrán ser otorgados:
at· A los propietarios de los terrenos.
b) A los titulares de derechos de uso. o disfrete de cual·
quier naturaleza sobre los mismos.
c) A quien'es tengan concertado con los anteriores, conve·
. nios, para la realización de las' actuaciones e inversiones pre·




Contribución Territorial Rústioa y Pecuaria
Articulo cuarto.-LQS .tramos en regeneración. de masas &J'oo
baladas sujetas a proyectos de ordenación o plan técnico apro·
bados vor la Administración tendrán la m1Sma conalder&ción que
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los terrenos de repoblación, a efectos de la aplicación del ar-
ticulo 55 de la vigente Ley de Montes.
Reglamentariamente se fijarán las normas aplicables. en con-
sonancia ·con jss características particulares de cada explota-
ción. a efectos de 18 determinación de los .tramus en reg9~
ración.,
Articulo quinto.-Las bases Imponibles en la C\l0ta proporcio·
nal de la contribución se r.educirán hasta en un noventa y
cinco por ciento de su importe cuando los sujetos paslvosrea-
licen en el eiercicio correspondiente inversiones que tengall por
objeto la ejecución de las obras y trabajos a que se refiere el
artIculo seA'undo. siempre que no Se trate de gastos normales
de explotación, tanto sj son sufragados por el explotador del
fundo como si sqn financiados. en todo o- en parte, con créditos.
Si el imp.xte de ·dicha.s inversiones fuera superior al noventa
.., .cinco por ciento de la base imponible en eJ eierc1cio corres-
pondiente. el exceso se llevara de la misma forma a las U-
Quidaciones de eiercicios posferlores hasta que se compense
1'Otalmente er impr0rte de la inversión.
CAPITULO 11
Impuesto General sobre la Renta de las Personas Ftstca,
A.rticulo sexto.-A efectos de su gravamen por el Impuesto
.General sobre la Renta de 1as Personas Físicas, y tratándose
de explotaciones forestales de ciclU de pro<1ucción superior al
afio. sometida a la 'cuota proporcional de la Contribuci6n f&-
rritoria] Rústica, los rendimientos computables que se obtengan
en el ejercicio en qUe tenga lugar la corta se dividirán por el
número de años que integran el correspondiente ciclo de pro-
ducción, que coinCidirá Con el que se determine para la cuota
fiia de la Contribución Territorial Rústica y Pecuaria.
A los ingresos resultantes de la aplicación del pt1ITafo an~
teriar se sumarán las rentas de otra procedencia. 8i la_ bu·
biere. con el fin de hallar. mediante la aplfcación de los perti·
nentes preceptos del texto refundido dele. Ley General del
Impuesto sobre la. Renta de las Person6s Fís1cas, el tipo medio
de gravamen que corr9ElDondería a estos -ingresos, a cuY\) tf'¡)O
le someterá la base liquidable que resulte de la totalidad de
las rentas obtenidas en el .afta.
Art~culo séptimo.-.E.n el caso de explotaciones forestales de
ciclo de pr0ducei6n superior al año sujetas exclusivamente
al régimen de cuota fija de la Contribución Territortal Rústica,
y Pecuaria, en el elercicio en Que tenga lugar la corta. se
computará la suma de las bases imponibles de aquella contrf-
bución correspondiente a los años que hayan integrado el c1~
clo de· producción, no computándose. por tanto, en aquello.
afias dichas bases, aplicándoles el mismo tratamiento de limi-
tación de laprogrAsividad en el Impuesto General sobre la Ren·
ta de las Personas Fisics! expuesto anteriormente para 1..
explotaciones forest.ales M>metidas a cu',)te, pI'O'i>Orclonal.
CUando.8e ,n¡te de arrendamiento, al arrendatario 8e apU.
C&rl\ lo dispuesto en el parrafo anterior en la medida de 1&1
bases imponibles que como tal le corresponda imputar. Al arren-
dador se le ImputarA anualmente su correspondiente part.e de
l •• bases imponibles antes citadas.
CAPITULO nI
Impuesto ..obre Bienes de los Personal Jurtd'ca.l
Artfculo oct6vo.-Los muntes catalogados sujetos a trlbut...
c:Jón por el Impuesto sobre los Bienes de las Personas Jurfdl~
cas y pertenecientes a Corporaciones Locales quedarán. exentos
del paMo de dicho Impuesto.
CAPITULO IV
Impue,to de TranamtstoneB Patrimonlctu
Artículo noveno.-La transmisión ínter vivos de terrenos. la
constitución de cualesquiera derechos de uso o disfrute sobre
los mismos o el otorgamiento de convenios que tengan por
finalidad la repoblación con aquellas espeCies arbóreas que re-
glamentariamente se determinen, gozarán de una bonificación
de hasta el noventa y cinco por, cientfl, siempre que concurran
los requisitos siguientes:
Uno,-Que la, repoblación se haga con sujeción a un plan
aprobado pOr el Orl'anismo " Entidad competente del Ministerio
de Agricultura debiendo justificarse .!:;Jcumentalmente este ez~
tremo en el momen!o de solicitar la bonificaci6n. -
OOS.-Que se lleve a cabe totalment,e en un plazo de siete
años a contar de la fecha de la transmisión, de la oonstltu·
dón del derecho de uso o disfrute o aesde el otorgamiento del
convenio!
Hasta su elevación a definitiva. la bonificación se considerarA
provisional y condicionada al cumplimiento de los requisitos
antea menci'one.dos, debiendo extenderse la correspondiente nota
de afecci6n en, el ,Registro de la Propiedad.
El Ministerio de Agricultura detel minará reglamentariamente
las eS'¡)ecies arbóreas cuya repoblaci6n permita gozar del be-ne·
ficio a que se refiere el presente artícu~o. atendiendo al tnterél




Articulo diez.-En el caso de que una persona física o ju-
rfdica concierte I.a promoci6n o explotacióp forestal de Un te·
rreno, mediante el pago de cantidades anuales en concepto de
anticipo. dichas cantidades tendrán la consideración de gastos
deducibles en el Impuesto Industrial, Cuota de Beneficios o en
el de las Sociedades y demás Entidades jurídicas. en el E:\ño en
que dichos pagos se hubiesen efectuado.
Artículo ooce.-Con independencia de los beneficios -previsto,
en los artículos precedentes, las empresas que desarrollen las
actividades objeto de esta Ley. y que cumplan los requisitos que
regl6Illentartamente se' detenninen. podran disfrutar de los 51·
BUientes benefici\Js:
Uno.-Reducción de hasta el noventa y cinco por ciento de:
Al La base del Impuesto General sobre Transmisiones Fa·
trimoniales y Actos Jurídicos Documentados, en los términos
establecidos en el número tres del articulo sesenta y seis del
texto refundido de la Ley reguladora de este Impuesto.
B> Los derechos arancelarios, Impuesto de Compensación
de Gravámenes Interiores e Impuesto General sobre el Tr~fko da
las Empresas que grave-n la imp'0rtación de bienes de equipo 1
utillaje, cuando no se fabriquen en· Espafta, Este beneficio po·
dra hacerse extensivo a los- materiales y productos que, no
produciéndose en Espafta, se importen ¡Jara su 1nccirp~raci6n a
bienes de equi'po qUe se fabriquen én Espail.a,
el El Impuesto General sobre -las Rentas de Capital, según
lo establecido en' el arUculotreinta y uno punto uno del texto
refundido de la Ley reguladora del mismo, que grava los ren·
dimientos de los empréstitos que las mismas concierten con
Organismos internacionales, o con Bancos o Insti1;.uciones. finan-
cieras extranjeras, cuando los fondos así obtenidos se desUnen
a financiar inversiones reales '"nuevas
Los beneficios señalados en este número se concederán por
un período que no exceda" de cinco años. prorrogables, cuando
las circunstancias econ6micas así lo aconsejen. por otro perfo-
do no superior al primero.
Dos.-Libertad de amortización de loS nuevos equipos durante
10$ primeros cinco años, a partir del comienzo del primer
ejercicio económico en cuyo balance aparezcan resultados po-
sitivos de la explotaci6n.
Este beneficio podrá prorrogarse, cuando las circunstancias
ecoDómicas así lo aconsejen, por otro periodo no superior al
primero.
Tres.-Preferencia en la obtenci6n de cr6dito oficial.
Artículo qOce.-Quienes deseen acogerse a los beneficios que
concede el articulo anterior deberán solicitarlo del Ministerio
de Hacienda, el cual, previo iÍlforme favorable del Ministerio
de Agricultura: resolverA· mediante Orden ministerial sobre la
petici6n, determinando los auxilios .., los beneficios fiscales
aplicables.
Articulo trece.-Losactos ae extinción del derecho real de
vuelo establecido en favor de la Administración Pública goza·
rán de exención del Imp~esto sobre Transmisiones Patrimonia-




Artículo catorce.-El Estado p~drá conceder ayuda ·económf.;
ca, a través de subvenciones y créditos, en la forma establecida
en los artículos siguientes.
Artículo quince.-Las subvenciones qUe pueden concederse
para la ejecuct~n de J88' acciones previstas en los articulo.
precedentes nQ -podrán superar el cincuenta p'or ciento del ):Ir&-
supuesto de obra o trabajo aprobado por el Mln1sterto de AIl1·
CII1Iura,
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Articulo diec1séts.-Las Bubvenclones, en el caso de planta-
cl\)nea. se barán preferentemente en semillas y plantas, a fin
de aarantizar al máximo los engenes y caliclad. de aquéllas.
En todos 108 demás "casos, la subvención se entregará contra
certificación de obra eiacutada. que podrá ser total o parcial.
siempre que se ajuste al proyecto aprobado.
Artículo diecisiete.-La concesión de las subvenciones pTa·
vistas en el arttcuio anterior será compatible con el acceso al
crédito oflcial en la forma que se determine reglamentariamen-
te. En ningún caso la suma de la subvención y del crédito con-
cedidos podrá superar el noventa por ciento del presupuesto
de ejecución aprobado.
Artículo die<;iocho.-Tendrá carácter preferente la concesión
de crédito oficial en la forina.que reglamentariamente se·deter-
mine a reintegrar con el importe de la venta de los productos,
al éfectuarse la corta final, siempre que concurran las siguien-
tes' condiciones:
al Que el monte que va a producir la corta. a cuenta de
la que se quiere obtener @l crédito. esté poblado con especies
de gran rendimiento en madera; qtte las masas creadas sean
regulares, sometidas a cortas a hecho, y que la corta finel fI()·
bre la que se va a solicitar el crédito tenga lugar. a lo máximo,
en el plazo de diez años.
b) Que hayan transcurrido, por lo menos, cuatro aftos desde
qUe se hubiera lügrado la 'plantación.
el Que el beneficiario de1 crédito sea dueño del suelo y a
la vez del vuelo que va a producir la corta.
TITULO IV
Otros auxilios y atendones
CAPITULO
Semillas y plantas de vivero
Artículo diecinuevfl.-El Ministerio de Agricultura, dentro
de sus disponibilidades presup.uestarias, adecuará los medios
suficientes para:
al Entregar a los propietarios en cada provincia o región las
plantas forostales y semillas sufici€ntes para atender la previ-
sible demanda en las mejores condiciones de sanidad y con
la debida garantía genética.
b} Facilitar los estudios o proyectos de plantaciones u obras
a realizar por los particulares o corporaciones que lo soliciten.
Artfculo veinte.-El Ministerio de Agricultura dispondrá de
la. organización adecuadp a1 señalamiento y cuidado de árboles
plus y formación de huertos-semilleros.
Cuando estas acciones hayan de afectar a montes de propie-
dad privada, el propietario podrá optar 'entre establecer un
convenio con la Administración, la venta voluntaria a la misma
o la expropiaCión forrosa, con arreglo a la legislación vigente,
de los árboles o parcelas a que se refiere dicha actuación.
éAPITULO II
Actuaciones de la Administración
ArtIculo veintiuno.-Se autoriza al Instituto Nacional para
la Conservación de la Naturaleza para ejecutar todo tipo de
trabaios forestales en régimen de prestación de servicios,. me-
diante los correspondientes acuerdos con los propietarios, ti-
tulares de los derechos de uso o disfrute de cualquier clase
o concesionarios de los terrenos, tanto si las actuaciones a
realizar se hacen a expensas de los interesados como si se
verifican con cual.quiera de las ayudas establecidas por esta Ley.
Articulo veintidós.-El Instituto Nacional para la Conserva---
c1ón de la Naturaleza podrá concertar, respecto de fincas no
acogidas al régimen de créditos y auxilos de esta Ley, contra-
tos administrativos para el fomento de la producción maderera
en los que se establezca la contabilización de hasta el cincuen-
ta por ciento del gasto en concepto de subvención y el resta
en concepto de anticipo reintegrable. En dichos contratos se
e6tablecerá con carácter permanente el porcentaje distributiva
entre el Instituto Nadonal ·para la Conservación de la Natu-
raleza y el propietario del suelo de los ingresos procedentes
del vuelo creado.
El anticipo reintegrable se amortizará de una sola vez o
progresivamente. con cargo a los aprovechamientos, garanti-
zando la devolución mediante el establecimiento a favor del
Instituto Nacional para la Conservación de la Naturaleza de
un derecho real de garantfa sobre el vuelo que se cree.
Artíe:ulo veintitrés. -El Inst~tuto Nacional para la Consar·
vación de 1a Naturaleza podrá realizar la siembra o plantación
de los terrenos de que dispone, directamente o mediante con·
trato con particulares, empres'ls o industrias interesadas.
El Ministerio de Agricultura podrá igualmente otorgar con·
cesiones administrativas para la sierilbra o plantación y con-
siguiente aprovechamiento maderero de terrenos. aptos a tales
fines, previa aprobación del proyecto correspondiente y decIa·
ración de. su utilidad pública o interés sociaL Los concesionA-
rios podrán taner la condición de beneficiarios a los efectos
de la expropiación forzosa.
La concesión se otorgarA de a~erdo con el procedimiento
que reglamentariamente· se establezca y por lin plazo máximo
de noventa y nueve años, siendo a cargo del beneficiar'it) los
gastos de adquisición de terrenos y aquellos otros que se
acrediten en cada caso, caducando las concesiones por el trans·
curso del- plazo o por el incumplimiento de las condiciones e.-
tablecidas.
CAPITULO III
Zonas protectoras ydroos devastadas por incendios
Articulo veinticuatro.-Por Decreto, a propuesta del Minis-
terio de Agricultura, podrá declararse ~zona protectora- un
área territorieldeterminada Guando la misma se encuentre en
alguno de 1'1)& caSO'3 siguientes:
al Estar situada en cabecera de cuenca hidrográfica o eD
cuenca alimentadora de embalses a la que se refiere la Ley de
diecinueve de diciembre de mil novecientos cineuenta y uno.
b) Que .la5 ·especi61es características de su infraestructura
natural haga aconsejable la creación, restauración, mejora y
aprovechamiento de espacios silvo-pastorales para defender los
intereses generales protegiendo laS infraestructuras, construc·
ciones, aprovechamientos y terrenos situados en cotas inferiores.
Articulo veinticinco ..!..EJi el antedicho Decreto se delimitará
la zona por términos municipales completos y se determinará
la orientación a seguir en relación con la utilización de los
recursos naturales renovables, las acciones que deban aco·
meterse, las lineas de actuación de los Organismos a los que
corresponda la gestión de la zona y las obligaciones de los
titulares de la propiedad de los predios afectados.
Articulo veintiséis.-Declarada una zona_ protectora, el Mi-
nisterio de Agricultura procederá a elaborar un plan comar-
cal de protección en el cual se hará constar su perímetro, ca-
racteristicas de las fincas en que sea obligatoria su plantación.
ordenación o mejora, y los plazos má-xImos_ en que los particu-
lares habrá.n de cumplir las obligaclones que se les imponen.
Articulo veintisiete -Los ptedios afectados por la declara·
ción· a que se refieren los artículos anteriores tendrAn el ca-
recter de montes protectores y sus titulares estaran obligados,
como mfni!Do, a: .
al Repoblarlos, si ello procediese, de acuerdo con los pla-
nes reglamentariamente aprobados, bien. a su cargo o con
las ayudas previstas en esta Ley. .
bJ Ordenar sus aprovechamientos y mejoras con sujeción
a los planes técnicos que redacte la Administraci6n.
Arttculo veintiocho-Si en los plazos que se establezcan en
el plan comarcal para la zona en cuestión los propietarios no
cumplieran las obligaciones derivadas de la declaración, el
Instituto Nacional para la Conservación de la NatuNlleza es-
tará facultado, sl se trata de montes de utilidad púbÍica, para
establecer un convenio forzoso en el cual el coste de los traba.-
las y su ejecución correría a cargo del Instituto Nacional para
la Conservación de la Naturaleza.
Si se trata de 'predios privados, el propietario podrá optar
entre el. convenio o la venta voluntaria al Instituto Nacional
para la Conservación de la Naturaleza en el precio que de
mutuo acuerdo establezcan. Si no acepta ninguna de ambas
soluciones, se procederá a la expropiación forzosa de acuerdo
con la Ley de dieciséis de diciembre de mU novecientós cin·
cuenta y cuatro.
En los supuestos de cambio de cultivo, limitaciones de los
derechos de uso y disfrute o cualesquiera otros, cuya repara-
ción quede asumida en vías de convenIo o' expropiación, se
reconocerá a los particulares afectados el derecho a las indem-
nizaCiones que legalmente puedan corresponderles.
Articulo veintinueve.-En los casos de transmisión a titulo
oneroso de un predio sujeto .. convenio. consorcio o contrato
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con el Instituto Nacional para la c.:~mservaciÓn de la Naturale-
za, este Organismo gozará. del derecho de preferente adquisi-
ción, que habrá' de ejercitar conforme a lo dispuesto en el ar-
ticulo die,c1siete de la Ley del Patrimonio Forestal del Estado
y'disposiciones complementarllU.
Articulo treinta.-EI Ministerio de Agricultura iniciará las
actuaciones previstas en los artículos anteriores a petición fun-
dada dé las Cámaras Oficiala:!. SinJ1cales Agrarias. Diputacio-
nes, -Cabildos Insulares, Ayuntamientos, Hermandades Sindica-
les de Labradores y Ganaderos, o bien por su propia iniciativa,
en cuyo caso será preciso el informe de la Organización Sin-
dical y de las Entidades Locales afectadas.
Artículo treinta y unO.-Los beneficios de la presente Ley
serán de aplicación. con carácter prioritario, a los montes afec-
tados por los incendios, la restauración de cuya riqueza ,fores-
tal está prevista en la Ley ochenta y uno/mil novecientos sesen~
ta y ocho, de cinco de diciembre, y en el Decreto tres mil se~




Articulo treinta y dos....,....Cuando las características de una
zona' o comarca forestal, apreciadas libremente por el Minia-
terto de Agricult.ura, aconsejaran 1& realización de una red de
vías de saca y servicio, podrá ser declarada ésta de utilidad
pública, lo que llevará consigo la expropiación de los teITenos
precisos para su ejecución por la Administración.
Artículo treinta y tres.-EI Gobierno, a propuesta conjunta
de los Ministerios de Obras Públicas y Agricultura; aprobara
en el pla.zo de seis meses Un régimen especial para el estable-




Articulo treinta y euatro.-El propietario de un predio to-
restal que tuviese arrendado el disfrute de rozas de lefias
bajas o de pastos y desease iniciar trabajos de plantación to-
restal o un aprovechamiento más intenso de¡ ·arbolado, podra
resolver el contrato de arrendamiento del predio forestal en las
siguientes condiciones:
al Que el predio tenga aprobado por el Ministerio de AgrJ~
cultura un proyecto de plantación o explotación intensiva y
de inversiones que Justifique la necesidad de resolver aquel
(:ontrato.
bl Satisfacer al arrendatario una indemnización que se
elevará como máximo a seis veces la renta anual estipulada.
el De no ejecutarse los trabal Os previstos en el proyecto
aprobado y en los plazos que allí Se señalen. quedará sin efee~
tfvtdad la resolución del contrato pretendida además de obligar
al propietario a las indemnizaciones que correspondan.
CAPITULO VI
Forido de Compensación de Incendios Forestale,
Artículo treinta y cineo.-EI Estado podrá subvencionar las
prtmas del seguro correspondiente al Fondo de Ccmpensac1ón
de Incendios Forestales en los porcentajes y condiciones. que
se determinen por el Gobierno a propuesta. conjunta de los Mi~
nisterios de Hacienda y AgriCultura. .
TITULO V
a la suspensión de la. aplicación de los beneficios acordados
por la Administración y al abono o reintegro, en su caso, de
las bonificaciones, exenciones o subvenciones' ya disfrutadas.
En tales supuestos, cuando el objeto de la devolución fuere
una cantidad líquida, su exigencia se ajustará al procedimien-
to establecido en el Reglamento de Recaudación y sus dispo--
aiciones complementarias~ respecto de las cantidades que en
concepto de principal, Intereses y gastos_ tuviere derecho a
exigir la Administración de los empresarios que incumpliesen
sus obligaciones. -
En aquellos casos en que las subvenciones hubieran sido
realizadas en especie, se establecerá reglamentariamente un
sistema de conversión· en metálico atendiendo a los precios
vigentes en el momento de su entrega, seg'ún liquidación de
principal, intereses y gastos practicada por el Organismo com-
petente y notificada al interesado, quien vendré. obligado a
su pago en el plazo que se determine, y, caso de no hacerlo,
la certificación de descubierto tendrá fuerza ejecutÍ"a y dará
origen a que se inicie el correspondiente procediJüiento de
apremio, sin perjuicio de los recursos que contra dicha res~.
lución procedan y de la posibilidad de suspensión de la ejecu-
ción del acuerdo prevista en el arUculo ciento dieciséis de la
Ley de Procedimiento Aqministrativo.
Artículo treinta y ocho.-A los Servicios de Inspección del
Ministerio de Hacipnda. con la colaboración de los corres~
pondientes servicios del Ministerio de Agricultura, corres-
ponderá la comprobación de los supuestos de hecho a que se
halla condicionado el disfrute d(l los beneficios fiscales·conce-
didos por la presente Ley.
Articulo treinta y nueve.-Serán sometidos a expediente 'de
sanción quienes no apliquen al fin señalado los productos re-
cibidos. La multa en este caso será del doble del valar de 108
productos desvia'tlos de su previsto uso.
También podrán ser sometidos a expediente de sanción los
que incumplan los compromisos contraídos con la Adminis-
tración.
En uno y otro casq, el procedimiento sancionador será el
previsto en la Ley de Montes y su Reglamento.
DISPOSICIONES FINALES
Primera.-Se incItUrán en los Presupuestos Generares del
Rstado las dotaciones necesarias para atender a las ayudas con-
templadas en la presente Ley y los gastos por la actuación
directa de la Administración· que en la misma se prevén.
Scgunda.-,Los consorcios existentes entre el Instituto Nacio.-
nnl para la Conservfl.ción de la Naturaleza y Entidades locales
o propietarios particulares, podrán convertirse de· mutuo acuer~
do en convenios de los regulados en la presente Ley. previa
actualización del estado' de cue.nt9.s del consorcio ,correspondien-
te, a partir de la cual se podrá aplicar el régimen previsto de
subvi'.nciones y anticipos.
T~rcera.-Por los Ministerios de Agricultura y de Hacienda
se dictatán, dentro, del campo de su respectiva competencia,
las" disposiciones reglamentarias que sean necesarias para el
desarroHo de la presente Ley.
Cuarta.-Quedan derogadas cuantas dispo'siciones se opon~
gan a la presente Ley, que entraré. en vigor el mismo día de
su publicación en el «Boletín Oficial del Estado-.
Dada en Madrid a cuatro, de enero de mil novecientos se-:
tenta y. siete.
JUAN CARLOS
El Presidente de las Cortes Espatl.olas,
TORCUATO FERNANDEZ~MIRANDA y HEVIA
La producción industrial, factor determinante del desárrollo
económico, reclama para st'r eficiente un suministro adecuado
de materias primas que elimine los riesgos de estrangula-
miento y garantice la utilización óptima de la capacidad pro-
ductiva nacional. Las alteraciones producidas recientemente
en el mercado mundial de tales materias, y en especial de
las de origen mineral, ha llevado a los' países industrializados
a elaborar programas de actuación tendentes a conseguir la
reptlnridad en el abastecimiento -de las mismas, _de suerte que
permita el normal funcionamiento de su sistema industrial.
S.ociedades de inversión
CAPITULO UNICO
Artículo treinta y seis.-El Gol:ierno, a propuesta conjunta
de los Ministenos de Hacienda y Agricultura. dictará las dis-
posicicnes necesarias para estimular la creación de sociedades
espeñclas de inversión en patrimonios inmobiIiarios de carác-
ter fcrestal, favoreciendo su constitución la transmisión de




Articulo treinta y siete-El incumplimiento por parte de una
empresa cualquiera de las obligaciones asumitias, d~ lugar
461 LEY 6/1977, de 4 de enero, de Fomento de la Mi-
neria.
B. O. del E.-Num..7 8 enero 1977 365~: .:... :;:.:..:....:~.:....::=.;. ;..:.- ~. .:.C- ---':.:::
Para nuestro país, que depende del exterior en más del cin-
cueilta por ciento del aproviiionamiento de materias primas mi-
nerales, aun sin incluir los hidrocarburos. la elaboración de
Planes de Abastecimiento se convirtió en necesidad inaplazable,
por lo que, a propuesta del Ministerio de Industria, el gobierno
aprobó el Plan Energético Nacional; el Plan Nqcional de Ex~
ploración .de Uranio y el Plan Nacional de Abastecimiento
de Materias Primas Minerales, conducentes todos ellos a ga-
rantizar. en cuanto' sea posible, el aprovisionamiento de di~
chos productos a la indp.stria española mediante la promo·
ci6n y desarrollo de actividades mineras dentro del territorio
nacional Y. complementariamente. fuera· del mismo.
Los aspectos peculiares que caracterizan al sector de la
minería, tanto para el capital, por el mayor riesgo que com:'
porta el periodo de maduración del mismo y la desproporción
entre el inmovilizado y el valor de la producción. como para
el trabajo. por 'la singular naturaleza de la actividad del mi-
nero y la forzosa vinculación de su residencia a zonas terri-
torialmente determinadas. hacen imprescindible aplicar a dicho
sector un tratamiento especial _dentro de los regímenes gene-
rales establecidos para la industria.
Nace así, como complemento indispensable de la vigente
Ley de Minas, la Ley de Fomento de la Mineria. cuyo texto
se divide en tres titulas:
El Título I, que contiene las Disposiciones Generales, esta-
blece como novedadades importantes. por una parte, la· obli-
gatoriedad de la revisión, al menos cada dos años, del Plan
Nacional de Abastecimiento de Materias Primas Minerales,
con la previsión de objetivos y programas sectoriales a reali·
zar para la búsqueda y explotación de los recursos minerales
que sean declarados prIoritarios mediante actuaciones tanto
en el interior como en el exterior. deslindando la parte de
las mismas que corresponda realizar al Estado, de las que haya
de acometer-la iniciativa privada.
Por otra ·parte. se procede a organizar .el Registro Minero,
con carácter de archivo público permanentemente actualizado
de derechos mineros y como medio indispensable para la re-
ordenación catastral implícitamente prevista en la Ley de
Minas vigente.
Como instrumento de gran eficacia para asegurar la re-
gularidad en los aprovisionamientos de materias primas mi·
nerales a la industrianac.ional. se prevé la creación por el. Es·
tado de fondos de almacenamiento' de estos productos con la
participación, en su caso. de las Empresas privadas.
El Título II está destinado' a regular la comercialización y
el abastecimiento de los productos minerales. Los preceptos
contenidos en el mismo tienen como fin sustancial asegurar
la adecuada estabilidad del sector minero nacional y garan·
tizar el abastecimiento de materias primas minerales a las
industrias básicas, de conformidad con las 'directrices con-
tenidaB en el Plan Nacional correspondiente.
Especial atención merece la regulación del comercio exte-
rior de recursos minerales, siendo propósito de la Ley ase-
gurar la importación de aquellos que no se obtengan en nues-
tro· pais a precios competitivos, o los que permitan una ma-
yor utilización de los nacionales de baja ley ;mediante mez-
clas con los anteriores. Otro aspecto tratado en este Título es
el relativo a las condiciones que deben reunir las materías
primas minerales insuficientemente elaboradas para ser ex-
portadas, estableciéndose las técnicas de control necesarias
para que en todos los casos las transacciones se realicen con
el mayor valor añadido posible y en adecuadas condiciones de
elaboración y tratamiento.
Se regulan también las acciones en el exterior, disting\l.ién-
dose entre las actuaciones que responden a un impulso ex-
clusivo de la iniciativa privada y aquellas que surgen como
consecuencia de la· celebración de Acuerdos Internacionales.
considerándose las distintas hipótesis a través de las cuales
pueden instrumentarse tales actividades: mediante la parti-I
cipación directa' del Estado o de sus Organismos autónomos.
así como de las Empresas Nacionales o Entidades privadas.
El régimen financiero establecido en el Titulo III se en·
cuentra ampliamente justificado por las acusadas peculiari-
dades del sector minero, su actual descapitalización y la im-
periosa necesidad de desarrollar al máximo las actividades
del mismo. A tal efecto. se prevé el otorgamiento de subven-
ciones para cier~os fines e ig\.l.almente se establece una linea
especial de crédito oficial en condiciones singulannente fa·
vorables para determinadas actividades relacionadas con las
susta~cias declaradas prioritarias. En este sentido también se
dispone que puedan tomarse. coll).o garantia de tales- operacio·
nes de crédito los derechos mineros correspondientes a yaci·
mientas evaluados y racionalmente _explotables.
En el régimen tributario, regulado en el capítulo II del
mismo Título. se establecen dos niveles básicos, referidos el
primero a la generalidad. de las actividades mineras, y el
segundo. de tratamiento más favorable. 'a las sustancias yac..;
tividades declaradas prioritarias en los Planes Nacíonales de
Abastecimiento de Mater~as .Primas Minerales.
Se regula dentro de nuestro sistema tributario la figura.
del factor de agotamiento, que favorecerá la investigación mi,,:,
nera y la puesta en explotación de yacimientos, permitiendo,
por 10 tanto, sustituir los criaderos agotados por otros meo:
diante el descubrimiento y removilización de nuevas reservas,
En la generalidad de los casos la dotación a la cuenta COo:
rrespondiente pod·rá hacerse por deducción de una parte de la
base imponible del Impuesto sobre Sociedades o del Industrial,
~Cuota de Beneficios. Cuando se trate de materias primas de'!
cIaradas prioritarias. podrá optar la Empresa por practicar la
deducción sobre un porcentaje del valor de los minerales ven..;
dibles. lo que configura un régimen decididamente estimulan"i
te. Por 'otra parte se reestructura y actualiza el canon de su~
perficte de minas, tasa tradioional de la industria minera. in",
traduciéndose como novedad las tarifas aplicables EL los par:;
misas de exploración.
El cúmulo de nuevas obligacíones y responsabilidades a qua
tanto esta Ley como la de Minas implican para la Adminis..,
tración, obliga a dotarla de los instrumentos necesarios. En
consecuencia, Se dispone la creación de una Comisión Inter..¡
ministerial. asesora: para la elaboración y revisión del Plan
Nacional citado, asi como la transformación del Instituto Geo~
lógico y Minero de España en Organismo autónomo depen~
diente del Ministerio de Industria. declarándose también de
alto interés nacional la creación de Empresas Nacionales pa..
ra los fines previstos en las actuaciones derivadas de Acuerdos
internacionales.
Punto fundamental p.e.ra al fomento de la minería lo cons~
tituye el conjunto de normas que dignifiquen y hagan atrac~
tivo el trabajo en este sector. peculiar entre los demás por
cuanto la. localización de la actividad viene obligada por la
situación del yacimiento y lambién por las condiciones muy
singulares en las que se desenvuelven los trabajos. Por ello, y
en atención también a las últimas-tendencias observa<;las en
el sector minero de diversos· paises industrializados, la Ley
contiene sendos mandatos al Gobierno para que, en plazo no
superior a un año, promulgue un Estatuto del Mineroregu-.:
lador de su actividad laboral y para. que dicte las medidas
'necesarias en orden a dignificar y mejorar suhabitat.
En su virtud y de conformidad con la Ley aprobada .. por
las Cortes, vengo en sancionar:
TITULO 1
Disposiciones generales
. Artículo primero.-Uno. La presente Ley tiene por objeto
promover y desarrollar. dentro y fuera del territorio nacional,
la exploraciórt, investigación, explotación y beneficios mine~
ros. con el fin de procurar el abastecimiento de materias pri~
.mas· minerales a la industria española.
Dos. A efectos de la presente Ley se. entenderá por. t)1.a..
terias primas minerales los productos mineraJes. cualquiera
que sea su grado de elaboración. incluidos los metale.s, hasta
tanto no sufran su 'primeratransformación en España.
Artículo segundo.-Uno. La presente Ley será aplicable a
las actividades-_ de exploración e investigación mineras. apro·
vechamiento de yacimientos de origen natural o artificial y
otros recursos geológicos, así como al tratamiento, beneficio
o primera transformación de materias primas minerales. qU8o:
dando excluidas las actividades consistentes en la mera pre~
tación de servicios para la realización o desarrollo de las
mismas.
Dos. No ob,Stante 10 dispuesto en el apartado anterior, que..
dan excluidas' del ámbito .. de aplicación de la presente Ley las
aguas, salvo las minerales y tennales a que -ha'C:e referencia
la Ley de Minas. y la exploración y exp\otaci6n de hidrocara
buros líquidos y gaseosos, que seguirán regulándose por las
disposiciones que les sean de apUcac~ón.
Artículotercero.-Uno. El Ministerio de' Industria, oídos los
sectores productores y transformadores interesados, elaboraré.
el Plan Nacional de Abastecimiento de Materias Primas Mi·
nerales. que será elevado al Gobierno para su aprobación, J
revísi6n. al menos. cada dos años.
La programación de las jnversiones públicas y subvencio"!
nes correspondientes a dicho Plan deberá adecuarse a la pla-::
nificación económica y social del país..
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Dos. El Plan NaLional de Abastecimiento determinará:
al Las diferentes materias primas. minerales Y. en relación
con ellas, las distintas actividades que gozarán. durante el pe-
ríodo que para cada una de ellas se establezca, de la califica-
ción de prioritarias;
bJ Las directrices de actuación, tanto dentro como fuera
del territorio nacIOnal. en el campo de la aotividad minera.
a las cuales se ajustará la acción del Estado a que se refiere
el articulo quinto de la Ley veintidós/mil novecientos setenta
y tres; ,
el Las inversiones necesarias en el sector min.ero para des-
arrollar los programas basados en las directrices de actuación;
dl La parte de estos programas a realizar por el Estado.
bien directamente o a través de Entidades Locales, Organis-
mos autónomos, Empresas. Nácionales o pr"ivadas.
Tres. La calificación de una materia prima mineral como
prioritaria en el Plan Nacional de Abastecimiento implicará:
al Su declaración de interés nacional, durante el tiempo
que para cada una se haya establecido. a efectos de lo dis-
puesto en la Ley de Minas;
b; La confección de un programa sectorial en el que se
fijen los objetivos minimos de abastecimiento interior y ex-
terior que se pretende asegurar. '
Cuatro. Dichos programas sectoriales contendrán igualmen-
te los criterios de aplicación de las medidas previstas en la
presente Ley para el logro de los. objetivos propuestos.
Artículo cuarto.-En el Ministerio de Industria existirá el
Registro Minero, que consistirá en un archivo público perma-
nentemente actualizado de todos los dereéhos mineros exis-
tentes en el territorio nadonal. mar territorial y plataforma
continental, con su mapa ·correspondiente.
Articulo quinto.-Uno. El Gobierno, a propuesta conjunta
de los Ministerios dé Hacienda e Industria, por exigencias de
interés nacional, podrá acordar ·la creación de fondos de al-
macenamiento de determinadas materias primas minerales. si
lo considera necesario para asegurar el adecuado abasteci-
miento a la industria nacional durante el plazo que se señale.
Dos. Se autoriza al Gobierno para acordar la organiza-
ción que estime más adecuada para la gestión de los fondos
a qu~ se refiere el apartado anterior, incluso mediante la crea-
ción de Entidades eón personalidad jurídica propia y patri-
monio independiente. y la participación, en sU caso. de la inl-
ch:ljiva empresaria].
TITULO 11




Artículo sexto.-Uno. El Gobierpo, a propuesta del Minis-
terio de Industria, podrá declarar de interés estratégico deter-
minadas materias primas minerales, excluidos los metales,
cuando así lo exijan las necesidades de la economía o de la de-
fensa nacional. En tal caso, a propuesta conjunta de los Mi-
,nistedos de Industria y de Come,reto, podré.. acordarse la re-
gulación y control de los precios de las mismas, fijando lós
que habrán de observarse en las operaciones comerciales que
se realicen sobre ellas.
Dos. El sistema de regulación de precios que se adopte
8e basará en alguno .de los criterios siguientes:
al Utilizar como base el coste de las materias primas mi·
nerales de importación de· análoga composición y comporta-
miento en el proceso metalúrgico, situadas en planta detra- \
tamiento, beneficio o transformación del consumidor nacional,
o los precios internacionales ·de mercado de las referidas ma·
trias primas nacionales.
bJ. Señalar á las materias' primas minerales nacionales un
precio mínimo a partir del ,cual la curva de sus precios siga,
la de las cotizaciones internacionales, pudiendo introducirse
un coeficiente de adaptación.
cJ rijar precios que, por causa de interés nacional, puedan
ser distintos de los internacionales.
Tres. Si por aplicación de los ....'Titerios del apartado dos
resultaran precios superiores o inferiores a los internaciona-
les, se establecerán en ambos· casos las compensaciones 00-
rrepondientes.
Cuatro. Las infracciones al sistema de precios que se esta·
blezca se sancionarán por el Ministro de Industria de afielo
o a instancia de parte, con multa del tanto al duplo de la
cantidad que por. exceso o defecto- resulte defraudada, sin per-
juicio de las demás responsabilidades a que hubiere lugar.
Para graduar la cuantía de la sanción se atenderá' a la
importancia económica y gravedad de la infracción derivada
de las circunstancias que concurran en su comi~ón.
Artículo séptimo.-El Ministerio de Comercio se ajustará
en la tramitaci6n de las exportaciones de materias primas
minerales, incluidas las licencias de tráfico de perfecciona-
miento, a las previsiones del Plan Nacional de Abastecimiento
de Materias Primas Minerales, del Plan Energético Nacional
y gel Plan Nacional de Exploración de Uranio:
Artículo octavo.-El Gobierno, a propuesta conjunta de los
Ministerios de Industria y Comercio, dictará, de acuerdo con
lo prescrito por la Ley veintidós/mil novecientos setenta y tres,
las normas sobre el grado mínimo de elaboración y trata-
miento que deberán alcanzar determinadas materias primas
minerale~ para obtener la correspondiente licencia de expor-
tación. No podrán autorizarse exportaciones de materias pri·
mas que no cumplan las citadas normas.
Artículo noveno.-Uno. El Ministerio de Comercio; previo
informe· del Ministerio de Industria, podrá proceder, en rela-
ción con aquellas sUstancias minerales de .las que existan ex·
cedentes, a la ~adón d(~ sectores de exportación, aun cuando
las Empresas o grupos de ellas no alcancen los porcentajes es~
tablecidos en la legislación vigente.
Dos. Procederá igualmente la creación de sectores de ex-
portación. con la amplitud prevista en el apartado anterlór,
en relación con las materias primas minerales· que no encuen-
tren consumidores en el mereado nacional por razón de su
calidad o· comportamiento en plantas de tratamiento, benefi-
cio o primera transformáción. •
Articmo diez.-Uno El Ministerio de Comercio se ajusta:r:á
en ia tramitación de las 'jmportaciones de materias primas
minerales, incluidas las de tráfico de perfeccionamiento, a
las previsiones~del Plan Nacional de Abastecimiento, del Plan
Energético Nacional y del Plan Nacional de Exploración de
Uranio.
Dos. Las importaciones que no se ajusten en cantidad, ca·
lidaq o precio a los mencionados Planes,' requerirán para su
autorización el informe previo del Ministerio de Industria,
quien lo emitirá eh sentido favorable cuando concurra al-
guna de las circunstancias siguientes:
al Inexistencia de materia prima adecuada dentro del te~
rritorio nacional o imposibilidad de adquirirla en el país;
bJ Razones de urgencia o de iD.terés nacional que justifiR
quen la necesidad de la importación;
<:J Que la importación de materias primas flxtranjeras fa·
vorezca el conSumo de las de producción nacional.
CAPITULO 11
Actuaciones en el exterior
SECCION PRIMERA
Régimen general
Articulo ónce.-Las inversiones españolas en el extranjero
para la exploración e investigación :inineras, el aprovecha-
miento de yacimientos minerales y demás recursos geológicos
.y el tratamiento, beneficio o primera transformación de ma-
terias primas minerales, estarán sujetas, en todo caso, al ré-
gimen 'legal sobre inversiones directas en el extranjero vi-
gente en cada momento.
ArUculodoce.-Uno. La ejecución de los Programas de ac-
ción en el exterior se llevará a cabo:
al Al amparo de Acuerdos entre Estados que regulen la
actuaci6n estatal o privada en los respectivos territorios; a
este efecto, los Ministerios de Asuntos Exteriores, Hacienda,
Industria y Comercio coordinarán sus acciones con vistas a
concertar acuerdos con otros Estados· que encuadren dicha
actuación.
bJ Directamente por cualquier Empresa española cuya ac·
ción minera en el extranjero se: ajuste a las directrices de los
expresados Programas.
Dos. En los créditos presupuestarios que se consignen pa-
ra la realización de los Planes de Abastecimiento qe Materias
Primas Minerales se especificarán las cantidades para la eJe-
cución de los Programas a que se refiere el apartado aJ, en
lo que corresponda a la acción estatal~
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SECCION SEGUNDA
Actuaciones derivadas de Acuerdos Internacionales en los que
participe el Estado Español
Artículo trece.-Uno. La participación "española de carácter
estatal en actividades mineras derivadas de los Acuerdos a que
se refiere la letra al del artículo anterior, podrá llevarse" a
cabo por el Estado: directamente; a través de sus Organismos
autónomos o mediante adjudicación de los derechos estatales a
Empresas nacionales o privadas.
Dos. Mientras el Estado Español no haya adjudicado los
derechos mineros derivados de un determinado Acuerdo. el
Gobierno, de conformidad con el mismo. y teniendo en cuen-
ta las actividades realizadas y la naturaleza de las acciones
a desarrollar, podrá decidir, á propuesta de~.Ministerio de In~
dustria y previo informe de los de Hacienda y Asuntos Ex-
teriores, si en lo ~ucesivo la participación española se verifica:
al Por el Estado. directame"nte o 'a través de sus Organis-
mos autónomos.
bJ Por adjudicación a una Empresa Nacional, si la natu-
raleza del Acuerdo así lo exige.
el Mediante adjudicación por concurso público entre Em-
presas españolas y extranjeras o asociaciones de éstas.
dl Por consorcio del Esw,do con otras Entidades.
Tres. A partir de la adjudicación, el beneficiario de la
misma tendrá derecho a participar en las fases siguientes, ya
sean de exploración, investigación, explotación, beneficio" o
primera transformación, según las condiciones determinadas'
en la adjudicación.
Articulo catorce.-La transmisión de la totalidad o parte de
las adjudicaciones a que se refiere el articulo anterior, ha-
brá de ser autorizada por el Ministerio de Industria, sin per~
juicio de la autorización administrativa que sea necesaria pa~
ra transmitir participaciones sociales en las Empresas o Aso-
ciaciones de 'Empresas adjudicatarias.
_Articulo quince.-Las actividades derivadas de los Acuerdos
serán supervisadas en todo caso por el Ministerio de Industria,
a través de las Direcciones Generales competentes.
Artículo dieciséis.-Ct\ando el Estado desarrolt'e directamen·
te las actividades mineras, el Gobierno, a propuesta conjunta
de los Ministerios de Asuntos Exteriores e Industria. y previo
informe de los de Hacienda y Comercio, y da conformidad con
el Acuerdo existente, podrá contratar la mera ejecució!1 de
los trabajos programados. sin que ello implique cesión de los
derechos a que se refiere el numerados del articulo trece, de
alguna de las formas siguientes:
a; Por encargo directo a un Organismo autónomo o Em-
presa Nacional.
b) Por concurso público entre Empresas· o Asociaciones de
éstas.
Articulo diecisiete.-El Gobierno dictará, a propuesta del
Ministerio de Industria, las norma.s reguladoras de las adju-
dicaciones y de los contratos de ejecución previstos en este
Titulo.
TITULO III
Régimen financiero y tributario
CAPITULO PRIMERO
Régimen financiero
Artículo dieciocho.-Uno. Con el fin de promover y des-
arrollar el aprovechamiento de materias primas minerales po-
drá concederse a las Empresas españolas subvenciones de'
capital y créditos en la forma prevista en la presente Ley ...
Dos-. Los créditos y subvenciones se otorgarán preferente-
mente para 1as inversiones destinadas a los siguientes "fines:
al Exploración, investigación y puesta en explotación de
yacimientos y demás recursos geológicos;
bJ Mejora de las explotaciones y de la concentración o be-
neficio de las materias primas minerales;
el Aprovechamiento de --yacimientos de origen no natural,
de energia geotérmica o de otras fuentes energéticas;
dl Localización y puesta en explotación de estructuras sub-
terráneas;
el Ampliación de trabajos de investigación o explotación
cuando éstos hayan sido ordenados por la Administración en
cumplimiento de 10 dispuesto en la Ley de Minas¡.
fJTrabajos relacionados con la protección del medio a.m~
biente. impuestos por la Administración¡
g) Reestructuración de las -explotaciones;
hl Acciones en el exterior en cMsonan-eia con las directrill:
ces de los Planes Nacionales de Abdstecimiento;
iJ Formación y puesta en explotación de cotos mineros;
jJ Construcción de nuevas viviendas y otros servicios 801
cia.les para los trabajadores.
Tres. Igualmente podrán concederse:
al Créditos parA financiación dI¡ con tratos de suministro
a largo plazo de materias primas mmerales; .
bl Subvenciones para el establecimiento de las" compen·
saciones que se prevén en el artículo sexto y para la compen·
sación de gastos de transporte de materias primas, minerales.
Artículo diecinueve.-En cada caso se fijará la cuantía, for-
ma y condiciones de los créditos y subvenciones, as! como el
plazo máximo de realización de las inversiones para las que
se otorguen. La entrega de las cantidades correspondil:mtes
quedará condicionada a la ejecución' de las disj;intas fases del
desarrollo de los trabajos pJ.:ogramados.
Articulo" veinte.-Uno. El Gobierno, a propuesta del Mi·
nisteria de Industria. y previo informe favorable del de Ha·
cienda, y dentro de las cantidades que se le asignen para esta
finalidad ~n el Programa de Inversiones Públicas, podrá otorgar:
al Subvenciones de capital a las Empresas mineras espa·
ñolas hasta el veinte por ciento de la inversión realizada:
o: Subvenciones a las mismas o. en su caso. a las Empre·
sas transformadoras. hasta el límite que corresponda,. en el
supuesto previsto por el apartado bl del número tres delar·
ticulo dieciocho:
Dos. Las subvenciones otorgadas no podrán exceder de la:
cantidad que cada año figure en los Presupuestos Generales
del Estado, dentro de la secctón correspondiente del Ministerio
de Industria.
Artículo veintiuIlo.-Uno. Cuando las subvenciones se des~
tinen '8 actiVidades de exploración o iJ).vestigación minera,
deberán reintegrarse las cantidades recibidas si se alcanzan
resultados qUe permitan el aprovechamiento racional de los
yacimientos investigados. Las condiciones del reintegro se
establecerán por 'el Mmisterio de Industria con la aprobación
del proyecto de explotación, sm que el plazo de devolución
pueda en ningún caso ser superior' a veinte años ni inferior
a cinco años. '
Dos. Si la exploración o la investigación no alcanzase los
resultados previstos, la Empresa podrá saldar la cuenta de
subvención. siempre con abono a .la de dicha exploración o
,investigación, cuando cumpla las condicio~es siguientes:
al Que los trabajos se hayan ajustado a las técnicas y pro·
gramas aprobados por el Ministerio de Industria y éste con-
sidere conforme la realización de los mismos y la información
facilitada;
b) Que la Empresa haya renunciado previamente a lQs de·
rechos que pudiera ostentar sobre el área explorad_a o inves·
tigada.
Articulo veintidós.-EI Gobierno, a propuesta conjunta de
los Ministerios de Hacienda e Industria, y de acuerdo con lo
dispuesto en la Ley trece/mil novecientos setenta y uno. so·
bre Organización y Régimen del Crédito Oficial, fijará una 11~
nea especial de crédito a través de la cual se procederá a la
financiación de las actividades objeto de la presente Ley, asig-
nándose anuálmente a. esta linea ·180 dotación adecuada.
Artículo veintitrés.-Con las solicitudes de crédito deberá
presentarse el proyecto a desarroilar con el informe favorable
del Ministerio de Industria. el cual apreciará, entre otros. as-
pectos, si el proyecto se ajusta, según el caso. a los objetivos,
señalados en los Planes Na_cionales o a lo dispuesto en mateR
ria de áreas - de expansión industrial, sectores mineros pre-
ferentes, zonas mineras de preferente localización industrial
o cotos mineros.
Artículo veinticuatro.-El Gobierno fijará, a propuesta del
Ministerio de Industria, las ~ondiciones que deben reunir los
dorechos mineros. una vez evaluados los recursos compren~
didos en ellos. para -que puedan ser tomados como garantia
de operaciones de crédito oficial.
Artículo veinticinco.-El Gobierno, a propuesta del Minis-
terio de Industria podrá. en el supuesto de retraso injustifi-
cado en la iniciación de lo!' trabajos o de incumplimiento de
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Artículo veintiséis.-Las personas físicas o jurídicas que des-
alTollen actividades de exploración. investigación, explotación
o beneficio de yacimientos minerales y demás recursos geo-
lógicos clasificados en la Sección el, punto uno, del articu-
lo tercero de la Ley de Minas, así como de los que por De-
creto pueda el Gobierno determinar con carácter general en-
tre lOS incluidos en las Secciones Al y Bl del artículo citado.
gozarán, en la parte correspondiente a sus inversiones en ,ac-
tivos mineros, de libertad de amortización durante diez años
a contar de, la entrada en vigor de esta Ley. Para las nuevas
inversiones dicho plazo Se contará a partir del comienzo del
primer ej ercicio económico en cuyo balance aparezca el re·
sultado de la explotación.
Articulo veintisiete.-Uno. Las personas fisicas o jurídicas
gozarán de los beneficios siguientes en la parte de su activi-
dad correspondiente a recursos declarados prioritarios en el
Plan Nacional de Abastecimiento de Materias Primas Mine-
rales y dentro del ámbIto> de su declaración:
Reducción de hasta un noventa y cinco por ciento de los
siguientes impuestos:·
al Impuesto General sobre Transmisiones Patrimoniales y
Actos Jurídicos Documentados. Se reducirá la basa en los
términos establecidos en el número tres del artículo sesenta
y seis del texto refundido aprobado por Decreto mil die·
ciocho/mil novecientos sesenta y siete, de seis de abril.
b) Derechos arancelarios, Impuesto General sobre el Trá-
fico de las Empresas e Impuesto de Compensación de Gravá·
menes Interiores que graven la importación .de bienes de
equipo y utillaje. cuando-no se fabliquen en Espat'ia. Este be-
neficio podrá hacerse extensivo a los materiales y productos
que. no produciéndose en España, se importen para su incor-
poración a bienes de .equipo que se fabriquen en España. La
importación requerirá certificado del Ministerio de Industria
acreditativo de qUe dichos bienes no se, producen en España
y de que los proyectos técnicos que exigen la importación de
los mismos no pueden sustituirse. en condiciones apropiadas
de ,economia y tiempo. por otros en que la participación de
elementos extranjeros sea menor.
e) Impuesto General sobre las Rentas del Capital que, se-
gún lo establecido en el Decreto-ley de diecinueve de octubre
de mil novecientos setenta y uno, grave los rendimientos de
los empréstitos que emitan las Empresas españolas y de los
préstamos que las mismas concierten con organismos interna·
donales o con Bancos o instituciones financieras extranjeras
cuando los fondos así obtenidos se destinen a financiar in-
versiones reales nuevas.
dJ Cuota de Licencia Fiscal del Impuesto sobre Actividades
y Beneficios Comerciales e Industriales durante el periodo de
instalación.
Dos. Las Empresas 'que deseen acogerse a los beneficios
estableCidos en el apartado anterior deberán solicitarlo del
Ministerio de HaCienda. a través del Ministerio de Industria.
el cual remitirá la solicitud. con su informe, al de Hacienda
para su concesión.
Tres. El plazo para acogerse a los Citados beneficios serA
'el que. de acuerdo con la letra aJ del apartado dos del ar~
ticulo tercero de.. esta Ley. se haya señalado para la respec·
tiva materia prima. Los beneficios Se otorgaré.n por un pe-
ríodo de cinco años a partir de su concesión, prorrogable por
otro no superior al primero, cuando las circunstancias eco-
nómicas o soCiales así lo aconsejen.
Cuatro. Cuando los benefiCios se otorguen para proyectos
de exploraCión o de investigación, podrá el adjudicatario. ter-
minada aquélla con resultados positivos y una vez transcurri-
dos los plazos anteriores, acogerse para la explotación a los
bE!neficios previstos en esta Ley por un período adicional de
cinco años.
Artículo veintiocho.-Uno. Las personas ,físicas o jurídicas
que constituyan cotos mineros o desarrollen su actividad en
é,reas de expansión industrial, sectores mineros calificados co-
mo industrias de interés.. preferente o en zonas mineras decla~
radas de preferente localización inc¡luBtrial, al amparo de la
Ley de Minas, gozarán para dich.as actividades del beneficjo
de reducción de hasta el noventa y cinco por ciento de los
impuestos relacionados en el apartado uno del articulo an-
terior.
Dos. Los plazos para acogerse a dichos beneficios serán
los que vengan fijados en las calificaciones o declaraciones
correspondientes. Los beneficios se otorgarán por un período
d~ cinco años a partir de su concesión. prorrogable, cuando
las circunstancias económicas o sociales lo aconsejen. por
otro no superior al primero.
Artículo veintinueve.-Los beneficios tributarios que en ca·
da caso se otorguen en virtud de los dos ~rtículos .an teriares.
se concederán por Orden ministerial. que será publicada en el
.Boletin Oficial del Estado". .
8ECCION SEGUNDA
Factor de agotamiento
Artículo treinta.-Podrán acogerse al régimen del factor de
agotamiento las personas físicas o jurídicas que realicen al
amparo de la' Ley de Minas el aprovechamiento de unq... o va-
rios de los siguientes recursos:
al Los comp!'endidos en la Sección el del artículo tercero
de la Ley de Minas.
bJ Los obtenidos a partir de yacimientos de origen no na-
tural pertenecientes a la Sección m del referido artículo., siem-
pre que los productos recuperados o transformadoz se hallen
clasificados en la Sección Cl.
Articulo treinta y uno.-Uno. El factor de agotamiento no
excederá del treinta por ciento de la base. imponible del Im-
puesto de Sociedades o del Impuesto Industrial. Cuota de Be-
neficios, según los casos, si bien el Gobierno podrá. a pro-
puesta del Ministerio de Industria y" previo informe del de Ha-
cienda, elevar dicho límite.
Dos. Con independencia de lo establecido en el apartado
anterior, las personas físicas o jurídicas que realicen el apro~
vechamient6 de una o varias materias primas minerales de-
claradas priorita,rias en el Plan Nacional de Abastecimiento,.
podrán optar, en la actividad referente a estos recursos, por
que el factor de agotamiento sea de hasta el quince por ciento
del valor de 108 minerales vendidos. considerándose también
como tales los consumidos por las mismas Empresas para su
posterior tratamiento o transformación. En el segundo caso. el
precio de los minerales no podrá, a estos efectos, ser superior
al de referencia que deberá fijar el Ministerio de Industria.
Artículo treinta y dos.-Uno. En los casos a que se refiere
el apartado uno del artículo anterior.' la base imponible del
Impuesto sobre Sociedades y del Impuesto Industrial. Cuota
de Beneficios, se reducirá en las cantidades que las entidades
y personas físicas, respectivamente, destinen a dotar el factor
de agotamiento. Dichas cantidades tendrán carácter de bene-
ficio distribuido a efectos de la aplicación del régimen de pre-:
visión para inversiones.
Dos. En el supuesto a que se refiere el apartado dos del.
artículo treinta y uno, la dotación en concepto de factor de
agotamiento tendrá a, todos los efectos consideración de gasto
deducible.
Artlculo treinta y tres.-Uno. Las Empresas que se acojan
a este régimen deberé.n crear en el pasivo de su balance una.
cuenta con la denominación ~Factor de Agotamiento, Ley...!...••
en la que por contabilidad auxiliar se consignará al final de
cada ejercicio la dotación por cada una de las explotaciones
mineras.
Dos. Estas Empresas habrán de cumplir además las si·
guientes condiciones:
a) Que su base imponible en el Impuesto Industrial, Cuota
de Beneficios O en el Impuesto de Sociedades se d~termine en
régimen de estimación directa.
b) Que la contabilidad de la actividad minera se ajuste
a los preceptos del Código de Comercio y disposiciones con-
cordantes.
Artículo treinta y cuatro.-En el caso de que Vf1rias perso~
nas físicas o juridicas se hayan asociado para la realización
de actividades mineras sin llegar a constituir una persona-
lidad jurídica independiente, conforme al articulo diez, letra E.
del texto refundido del Impuesto General sobre la Renta de So~
ciedades' y demás Entidades juridicas, cada· uno de los par-
tícipes podrá constituir a prorrata de su partidpación en la
actividad común la dotación correspondiente al factor. de ago-
tamiento. con obligación de individualizarla en su _rospectiva
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SECCION TERCERA
Canon de superficie
Artículo cuarenta.-Quedan obligados al pago del canon de
superficie de minas los titulares de derechos mineros de la sec-
ción CJ del artículo tercero de la Ley de Minas.
Artículo cuarenta y uno.-El canon se, exigirá conforme a las
bases y tipos contenidos en las siguientes tarifas:
Articulo treinta y ocho.-La utilización indebida"de la cuenta
..Factor de Agotamiento_ determinará la adición a la base im-
ponible del ejercicio en que se haya realizado, en la forma y
con los efectos previstos en el articulo anterior.
Articulo treinta y nueve.-El r~gimen que se establece en
esta sección será incompatible para los mismos elementos de)
activo fijo con el de previsión para inversiones o el de reserva
para inversiones de exportación. .
Tarifa segunda. Permi~os de investigación
Otorgados con arreglo a legislaciones anteriores a la
Ley 22/1973. Por cada 30 hectáreas o fracción y año se
pagará 750
Otorgados con arreglo a la Ley 22/1973. Por cada cua~
drícula y año se pagará ." ".... . 75Q
Tarifa tercera.. Concesiones de explotación
Otorgadas con arreglo a legislaciones anteriores a la
Ley 2211973. Por cada 10 hectáreas o fracción y año se
pagará ; ~ ; '.......... 500
Otorgadas con arreglo a la Ley 2211973. Por cada tua~
drícula y afio se pagará ,.. 1.500
Articulo cuarenta y dos;-Uno. Las tarifas establecidas para
los permisos de exploración corresponden al año completo de
duración por el que se otorgan y su abono habl'áde repetirse en
caso de ser concedida la prórroga del permiso por otro afio, de
conformidad con lo previsto en la Ley de Minas. En todo caso,
el canon se devengará el día en que nazca el derecho a que
haga referencia el acuerdo de otorgamiento.
Dos. Los cánones de superficie previstos en el artículo anteM
rior se devengarán a favor del Estado el dia primero de enero
de cada afio natural, en cuanto a todos los permisos de investi-
gación y concesiones de explotación_ existentes en tal fecha~
Cuando los permisos. de investigación "o concesiones de explo-
tación se otorguen con posterioridad al primero de enero, en eJ
ati.0 de otorgamiento se abonará como canon la parte ,de las
cuotas anuales que proporcionalmente corresponda desde la fe~
cha. del otorgamiento hasta el final del a.fto natural. En tales
casos eleanon se devengará el día en que nazca el derecho a
que se refiere el correspondiente acuerdo de otorgamiento.
Igual criterio se seguirá en los casos de renuncia o caducidad
dJ los permisos de investigación, dejando de devengarse el ca-
nop. el día en que sea aceptada la renuncia o se declare la ca~
ducidad.
Primera. Uno. Se autoriza al Gobierno y, en su caso. a los
Ministerios competentes para dictar las disposiciones necesarias
a la. aplicación y desarrollo de esta Ley.
Dos. A los efectos de audiencia a que se refiere el apartado
uno del artículo tercero, se constituirá una Comisión Interminis-
terial asésora presidida por el Ministro de Industria yen la que
estarán representados los sectores productores y transforma-
dores.
Segunda. Uno. A efectos de lo dispuesto en el artículo quin-
to .del texto refundido de la Ley del. 111 Plan de DesarroUo Eco~
nómico y Social; aprobado por Decreto mil quinientos cuarenta
y uno/mil novecientos setenta y dos. de quince de junio, se
declara- en todo caso de alto interés nacional la creación de
Empresas Nacionales para los fines previstos en los artículos
trece a diecisiete de, la pres~nte Ley.
Dos.. En los supuestos a que se refiere el apartado anterior
la constitución de Empresas Nacionales, cuando proceda, se lle-
vara. a cabo. previo acuerdC' del Gebierno; por el Instituto Na~
cional de Industria, al que se asignarán los medios precisos para
tal fin.
Tercera. Uno. Los beneficios fiscales concedidos por esta
Ley sólo serán aplicables a la actividad minera, a cuyo efecto
las Empresas con otras actividades deberán llevar ,contabilidad
separada de aqUélla!
DISPOSICIONES FINALES
Artículo cuarenta y tres.-Uno. Laa cantidades abonadas en
concepto de canon de superficie por permisos de exploración
o de investigación serán conceptuadas como costes diferidos, y
en consecuencia se acumularán en la's cuentas correspondientes
a cada permiso.
Dos. Dichas cantidades podrán ser amortizadas libremente
durante los diez primeros años a partir del primer ejercicio
económico en cuyo balance aparezca. el resultado de la explota.
ción derivada.
Tres. Cuando de estos permisos se derive una concesión de
explotación que de acuerdo con lo establecido en la Ley de Mi·
nas pase a ser considerada como reserva de otra· ooncesión en
la que se conGe:ntren los trabajos de .explotación, las cantidades
abonadas en concepto, de canpn de superficie de los permisos
podrán ser amortizadas durante diez años de los resultados ob·






contabilidad y de invertirla en la forma. plazo y condiciones
estipuladas en esta Sección.
Articulo treinta y cinco.-Uno. Las dotaciones a la cuenta
del factor de agotamie~to s610 podrán ser invertidas en gastos,
trabajos e inmovilizaciones directamente relacionadas con las
actividades mineras que' a continuación se indican:
al Exploración e investigación de nuevos yacimientos .mi~
narales y demás recursos geológicos.
b} Investigación que permita mejorar la recuperaci~n o
calidad de los productos obtenidos.
el Investigación Clua permita obtener un mejor conocimien·
to de las reservas' del yacimiento en explotación.
d) Adquisición de participaciones en Empresas dedicadas
a las actividades referidas en los apartados al. bJ Y el ante-
riores, así como a la explotación de yacimientos minerales y
demás recursos geológicos de la Sección D} del articulo ter~
cero de la Ley de Minas.
e} Laboratorios y equipos de investigación aplicables a las
actividades mineras de la Empresa.
Dos. La aplicación. de las dotaciones del factor de ag~ta~
miento será objeto de una Memoria anual que presentará la
Empresa interesada como anexo a Su plan de labores, en forma
que permita el debido control de su ejecución y costo.
Artículo treinta y seis.-Uno. La dotación practicada en cada
ejercicio deberá i'nvertirke en el plazo de diez afios, contados a
partir del cierre de dicho ejercicio.
Dos. Se entenderá efectuada la inversión cuando se hayan
realizado los gastos o trabajos a que se refiere el artículo ante~
rior o las inmovilizaciones que se encuentren en poder de la
Empresa.
Tres. En el supuesto del apartado uno del artículo treinta. y
uno, la .parte de la dotación de la cuenta "Factor de Agcitaplien-
to.. efectivamente utilizada dentro del plazo .correspondiente
dejará definitivamente reducida la base imponible del Impuesto
sobre la Renta de Sociedades o del Impuesto Industrial, Cuota
de Beneficios, según se trate de pers6nas jurídicas o fisicas,res-
pectivamente, ganando firmeza dicha reducción a medida que
se realicen las inversiones.
Articulo treinta y 8iete.-Uno. La parte de la dotación no
utilizada en el tiempo y p~ra ios fines indicados se. adicionará
a la base liquidable del ejercicio correspondiente a la expiración
de un plazo de diez años, con el interés básico del Banco de
España que legalmente corresponda sobre los impuestos apla·
zados.
Dos. En el caS9 de liquidación de la Empresa, el importe no
utilizado de la cuenta factor de agotamiento será. adicionado
para su gravamen en la forma y con los efectos previstos en el
apartado anterior.
Tres. Del mismo modo se procedera en los casos de cesión o
enajenación total o parcial de la explotación minera y en los de
fusión o transformación de entidades.· salvo si la citada cuenta
se conserva por la Empresa continuadora de la actividad mine~
ra en los mismos términos en que venía figurando en la Empre-
sa anterior.
Tarifa primera. Permisos de exploración
Por cada cuadricula, hasta 1.000
Por cuadricula, entre 1.001 y 2.000
Por cada cuadricula, a partir de 2.000
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Dos. Las controversias que sobre cUt>stiones de hecho en re-
lación con los beneficios fiscales concedidos en esta Ley puedan
plantearse entre la Administración y los contribuyentes. serán
resueltas por los Jurados Tributarlos.
Cuarta, Los beneficíos fiscales establecidos en esta Ley se-
rán compatibles entre sí; salvo cuando- se refieran a un mismo
impuesto y por el mismo concepto, en cuyo caso la Empresa de·
berá optar por el que_ voluntariamente determine, entendién-
dose, en su defecto, que lo hace por' el más beneficioso para la
misma.
Quinta.. En el plazo máximo de dos meses el Gobierno pu-
blicará, a propuesta del Ministro de Industria, la relación de
materias primas minerales y actividades relacionadas con ellas
declaradas prioritarias en el Plan Nacional de Abastecimiento
o con posterioridad, al mismo, a los efectos de lo prevenido,en
esta Ley.
Sexta. El Gobierno dictará. las 'disposiciones nec~sarias para
la transformación del Instituto Geológico y Minero dé España en
Organismo autónomo de~ndiente del Ministerio de Industria.
Séptima. Las disposiciones legales que ,afecten a materias
regulada~' dentro del ámbito de la presente Ley continuarán
subsistentes en aquello que no se oponga a lo dispuesto en' la
misma.
Octava. La presente, Ley entrará en vigor Al dia siguiente
al de su publicación en el ..Boletín Oficial del Estado».
DISPOSICION ADICIONAL
Uno. El Gobierno promulgará en el plazo máximo de un año
un Estatuto del Minero, en el que se regularán las, caracteristi-
cas de esta actividad laboral y de manera primordial:
a) La seguridad social aplicable, con reducción de la edad
de jubilacióD;
b) La seguridad en el trabajo;
c) La reconversión profesional para el caso de cese en el
trabajo;
d) La prestación por desempleo;
e) Los sistemas de remuneración,
f) La participación del trabajador en los resultados de la
Empresa; y
gJ en general, cuantas 90ntribuyan a la elevación social y
profesional del minero.
Dos. En el mismo plazo se tomarán por el Gobierno las me-
didas necesarias para la dignificación Y' mejora del hábitat mi-
nero.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS
Uno. Los beneficios fiscales establecidos en cada., caso por
la presente Ley serán aplicables a las inversiones realizadas por
personas fisicas y juridicas durante el año mil novecientos se·
tenta y seis.
D.os. En tanto no se aprueben la creación del concepto pre*
supuestario y la dotación del crédito correspondiente en los
Presupuestos Generales del Estado dentro de la sección del Mi-
.nisterio de Industria para atender a las obligaciones derivadas
del artículo veinte de esta Ley, podrán utilizarse 'los créditos
destinados a Fondo de Reestructuración de Sectores (Mineria
del Carbón) del Programa de Inversiones Públicas que figura
en la misma sección y no utilizados.
Dada en Madrid a cuatro de enero de rojl novecientos se-
tenta y siete.
JUAN CARLOS
El Presidente de las Cortes Españolas.
TORCUATO FERNANDEZ-MIRANDA y HEVIA
LEY 7/1977, de 4 de enero, sobre participación de '
España en el aumento general ordinario de recur-
sos del Fpndo Africano de Desarrollo.
E.n-'virtud del Decreto+ley uno/mil novecientos setenta y cua-
tro, de siete de febrero, Espafia fonoa parte del Fondo Africano
de Desarrollo, institución financiera de carácter multilateral
.destinada a fomentar el desarrollo de los' paises africanos y a
elevar el nivel de vida de su poblf.ción.
El Cons.ejo de Ministros en su reunión de veinticuatro de
octubr~ de mil novecientos setenta y cinco autorizó al Minis-
terio de Hacienda para que, en las negociaciones que se estaban
llevando a cabo encaminadas, a un aumen f.o de los recursos del
Fondo Africano de Desarrollo para su segundo período d~ ope':l
raciones, la participación española en dicho aumento fuese de
hasta seis millones de unidades de cuenta.
La Resolución uno-setenta y seis, de veintiséis de febrero de
mil novecientos setenta y seis, del Consejo de Gobernadores del
Fondo de Desarrollo, acordó efectuar un aumento general ordl*
nario de sus recursos para hacer .frente a las necesidades df,'l
financiación de ·105 proyectos a realizar durante el segundo pe~
riodo de operaciones, que comprende del uno de, enero de mil
novecientos setenta y seis hasta el tres de diciembre de mil no*
vecientos setenta y ocho.
De acuerdo con la Resolución aprobada, la suscripción co~
rrespondiente a España es de seis millones de unidades de cuen-
ta, teniendo en cuenta su finalidad, que se inscribe dentro de
la política del Estado Espaflol, de proporcionar medios,de finan·
eiación para contribuir a la ayuda de los paises de menor grado
de desarrollo relativo a través de las instituciones internacio-
cionales de carácter multilateral, el Gobierno juzga conveniente
la p'articipación española de acuerdo con los términos contenidos
en la citada resolución.
En su virtud y de conformidad con la Ley aprobada por las
Cortes Espailolas, vengo en sancionar: *
Artículo primero.-Españaparticipará en el primer aumento
general ordinario de los recursos del Fondo Africano de Des-
arrollo, a cuyo efecto hará las suscripciones adicionales ca·
rrespondientes, en los términos establecidos en la Resolución
uno~setenta y seis, aprobada por el Consejo de Gobernadores
de dicha Institución el veintiséis de febrero de mil novecientos
setenta y seis, cuya traducción figura como anejo a la presente
Ley, con la cuantía de seis millones de unidades de cuenta, se-
gún se definen en el' articulo primero del Acuerdo de creación
del Fondo Africano de Desarrollo, publicado como anejo al De-
creto~ley uno/mil novecientos setenta y cuatro, de siete de fe-
brero.
Articulo segundo.-El pago de la suscripción española se hará
en tres plazos anuales iguales, en las condiciones que se esti-
pulan en la Resolución citada, facultándose al Ministro de Ha-
denda, si' lo estima conveniente, para acogerse a las facilidades
de pago previstas en el apartado cinco, cJ, de la mencionada
Resolución.
Articulo tercero.-EI pago se hará efectivo en moneda libre·
mente c.onvertible por el Banco de Espafta, de confonnidad con
las facultades que le concede la normativa. vigente.
Articulo cuarto.-;le faculta al Ministerio de Hacienda para
adoptar cuantas medidas sean precisas para la ejecución de lo
dispuesto en la presente Ley.
Artículo quinto.-Esta Ley entrará en vigor al dia siguiente
de su publiéación en el ..Boletín Oficial del Estado,.,
Dada en Madrid a cuatro de enero de mil novecientos se~
tenta y siete.
JUAN CARLOS
El Presidente de las Cortes Espafiolas, .........




Aumento de recursos .. Primera reconstitución eeneral de recurS06
(Aprobada el 26 de febrero de 1976)
El Consejo de Gobernadores,
Considerando los articulas 2, 4, 7, 8 Y 23 del Acuerdo que creó
el' Fondo Africano de Desarrollo (en lo sucesivo, .el Acuerdo,.);
Considerando el informe del Consejo de Administra.ci6nde 4.
de mayo de 1975 sobre la aplicación de la Resolución 5-74, refe~
rente al aumento de recursos del Fondo;
Considerando el informe del Consejo de Administración de 18
de diciembre de 1975 sobre la aplicación de la Resolución 9-75,
referente al aumento de recur~f}s'del Fondo y, más particular·
mente, las recomendacio.nes del Consejo de ,Administración que
se contienen en dicho informe, como reBultado de las discusiones
autorizadas en virtud del párrafo tercero de la Resolución 9-75;'
Considerando que los Gobiérnos de los Est.ados participantes
relacionados en el anejo A estiman que las cantidades y con-
diciones contenida.sen dicho anejo y. en la- presente Resolución
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DlCTAMENES y TRAMITES PRECEPTIVOS
Acuerdo del Consejo de Ministros de 24 de octubre de 1975.
Informe de la Secretaría General Técnica del Ministerio de
Hacienda.
Informe de la Dirección General del Tesoro y Presupuestos.



















463 LEY 8/1Ul7, de 4 de enero. sobre derechos pasivosdel personal militar. de las escalas· no profesiona-
les de los Ejércttos de Tierra, Mar y Aire.
La Ley de veintiséis de diciembre de mil novecientos cin-
cuenta y siete vino a completarlas disposiCiones del -Estatuto
de Clases Paoiivas del Estado, amparando, a efectos de pensiones
y sobre bases de equidad, la situación de quienes, sin ostentar
la condi(;ión de personal profesional. sino como pertenecientes
a las .Escalas de Complemento, honorificas o asimiladas. pres·
tan - servicio acti va en las filas de los Ejércitos de Tierra y
Aire. La Ley ciento cuarenta y cinco/mil noveCientos setenta
y dos, de veinticuatro de diciembre, extendió dichos bene·
ficios al personal de las Escalas de Complemento de la Armada.
La Ley ciento doce/mil novecientos sesenta y seis, de veintio-
cho de diciembre de Derechos Pasivos del Personal Militar y
Asimilado de las Fuerzas Armadas, Guardia Civil y PoliCÍa Ar-
mada. establece nuevas normas sobre la materia y rebaja con-
siderablemente el tiempo mínimo de sarvicio necesario para





'Dinamarca .oO ... ••• ••• ••• ••• • •••
República Federal de Alemania .
Finlandia 'oO .
Italia ,. '" ' .




Suecia 'oO _ ..
Suiza "', .oO .
Reino Unido oO' •••
Acuerdo. salvo estipulación eli contrario de la t,>resente Reso-
lución.
7. a) No serán exigibles las suscripciones autorizadas por
la presente Resolución hasta que se haya cumplido la condición
siguiente:
Que haya tenido lugar la notificación oficial al Fondo el
1 de enero de 19760 en una fecha, anterior que el Consejo de
Administración determine. r-:>r un número de Estados partici·
pantes. cuyas suscripciones representen al menos un 55 por 100
del total. comprometiéndose a suscribir las cantidades autorl-
zadas por la presente Resolución para cada uno de dichos Es·
~os participantes, de conformldad con las disposiciones de "la
presente Resolución.
b) La reconstituci9n de recursos autorizada por la presente
Resoluci6nentrará en vigor en el momento en que la condición
a que se refiere el párrafo anterior se haya cumplido, teniendo
eIi cuenta. sin embargo, que- ningún país tendrá la obligación
de pagar. la cantidad a que está autorizado ¡;\ suscribir, a menos
que haya cursado 'al Fondo la notificación oficial prevista en el
párrafo aJ. Tres meses después de la fecha. en que esta condi-
ción haya. sido cumplida. cada. Estado participante que haya rea-
lizado esta notificación tendrá derecho al número devOtos pro-
porcionales a su suscripción según lo prevenido en l,a presente
Resolución. Cada Estado participante que efectúe dicha notifi·
cación al Fondo en una fecha ulterior tendrá derecho, a partir
de dicha fecha. al número de votos proporcionales a su sus-
cripción; de acuerdo con lo prevenido en la presente Resolución.
Decide:
constituyen una base apropiada para la preparación de la co-
rrespondiente recomendación a sus poderes legislativos respec-
tivos y que dichos Gobiernos tienen la intención de solicitar,
cuando asi fuere necesario', a sus poderes legislativos la apro-
bación de estos compromisos con la finalidad de obtener la
autorización para suscribir las cantidades enumeradas en el ci-
tado anejo A. y teniendo en cuenta que ningún compromiso de~
flnitivo puede ser torilado por un Estado participante antes de
obtener, cuando así fuere necesario, la autorización de su poder
legis~ativo.
Reconociendo que EÜ primer examen periódico realizado con
objeto de hacer una estimación de los recursos del Fondo ha
demostrado la necesidad. de aumentar considerablemente estos
recursos,
1. Autorizar al Fondo para proceder a un primer aumento
general ordinario de sus recursos. por un periodo de tres aftas,
que comienza elIde enero de 1976.
2. A estos efectos se autoriza al Fondo a aC6p.ta.r suscrip-
ciones adicionales de los Estados participantes en las cuantías
qua se indican en el anejo A de la presente Resolución, así
como otras suscripciones adicionales de los Estados participan-
tes no comprendidos en el anejo. A. Las suscripciones adicionales
de estos últimos serían comunicadas a todos los Estados parti-
cipantes dentro de los treinta días siguientes a la fecha de la
recepción en el Fondo de la notificación de cada Estado partici-
pante interesado. '
3. Se autoriza al Fondo, además. dentro del marco de este
aumento general ordinario de sus recUrsos, a aceptar de cual-
quier Estado participante una suscripción por cantidad superior
a la que se indica en el anejo A en condiciones no menos favo-
rables que las que se estipulan en la presente' Resolución. Di-
chas suscripciones se notificarian a todos los Estados particípan-
tes en un plazo de sl;l:senta' días. contando a partir de la fecha
en. que el Fondo "'ecibiese la petición correspondiente del sus-
criptor. -
4. aJ Con objeto de determinar su porcentaje dentro de la
totalidad de los votos de los Estados participantes en virtud del
párrafo tres del articulo 29 del ACUérdo. cada suscripción adi-
cional de un Estado participante -Se sumará a la suscripción
desembolsada por dicho Estado, conforme al artículo 6 del
Acuerdo.
bl Cada Estado participante acepta las disposiciones del pé.-
rrafo al anterior, en la medida en que su aprobación sea, nece-
saria en virtud del párrafo tres del artículo 29 del Acuerdo.
s. al La cuantía de cada una de estas suscripciones se
desembolsará en tres plazos' anuales igua.les en o antes de 1 de
julio de 1976. en o antes de.1 de julio de 1977 y en o a.ntes de 1
de julio de 1978, teniendo en cuenta, sin embargo. que si la re..
constitución de recursos autorizada por la ,presente Resolución
no ha entrado en vigor el1 de julio de 1976, conforme a las dis·
posici!lnes del número 7 siguiente. Se aplazarA. el primer desem-
bolso. que deberá tener lugar lo más tarde treinta días después
de que haya entrado en vigor la reconstitución. '
bl Si un Estado participante dirige al Fondo la- notificación
a que se hace referencia en el número 7 siguiente después de
la. fecha indicada en el párrafo al anterior por el desembolso
del primer párrQ.fo, dicho Estado participante deberá desembol-
sar este plazo dentro de los treinta días siguientes a la fecha
de la notificación.
, cl Un Estado participante puede optar por pagar los tres
plazos de su suscripción por medio de desembolsos no iguales.
sino progresivos. a condición de que el primero de estos desem~
bolsos no sea inferior al 25 por 100 del importe de la suscripcióil
de dicho Estado según se indica en la presente Resolución.
dJ Si un Estado participante avísa al Fondo con treinta días
de ap.telación al menos antes del vencimiento del primer desem-
bolso de su. suscripción, que por razones de procedimiento o
problemas administrativos no le es posible efectuar el pago y que
desea aplazarlo, podrá hacerlo así durante un"período cuya du~
ración deberá ser aprobada por el Consejo de. Administración
del Fondo. pero que no podrá terminar más tarde de 1 de. enero
de 1977~
6. Los derechos y obligaciones de los Estados par'ucip~ntes
que efectúen los pagos de las suscripciones adicionales conforme
a la presente Resolución, de los otros participantes, del Banco
y del Fondo. en lo que respecta a las suscripciones adicionales
a que se refiere la presente Resolución, serán los mismos que
corresponden a las suscripciones iniciales da los Estados parti-
cipantes fundadores según lo prevenido en el articulo 8 del
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aplicación al personal comprendido en el de las Leyes que re-
gulan las retribuciones respectivas y en éstas se encuentra
el que, no perteneciendo a las Escalas Profesionales, presta
servicio activó de acuerdo con las disposiCiones vigentes, se
refiere al Pase a la s.ituación de retirado cOmo condicionante
de los Dere'chos Pasivos, pero no alude a la de licenciado, que
afecta' al personal de las Escalas que carecen del carácter de
profesionalidad:
Por otra parte, el artículo ochenta.y dos de la Ley cin-
cuenta y cincolmil novecIentos aesenta y ocho, de veintisiete
de julio. General del Servicio Militar, establece que. las obli-
gaCiones y derechos del personal de la Escala de Complemento
se regularán por disposiciones especiales.
Se hace por ello necesario preCisar_ también, por una dis~
posición .especial, -los derechos dél personal no prOfesional que
obtiene el licenciamiento o fallece después de haber prestado
servicio en las Fuerzas Armadas, disposición especial promovida
a _- iniciativa de los Ministerios del Ejército, Marina y AIre,
coordinados en el Alto Estado Mayor, regulando tales derechos
en forma semejante a la establecida en las Leyes de veintiséis
de diciembre de mil nove9lentos cincuenta y siete y ciento
cuarenta y cinco/mil novecientos sesenta y dos, de veinticuatro
de diciembre, siguiendo en lo demás las normas fijadas pOr
la Ley ciento doce/mil novecIentos _sesenta y seis, de veintiocho
de diciembre, y el texto refundido de. la Ley de Derechos PasJvos
del Persdnal Militar y Asimilado de las Fuerzas Armadas, Cuar-
dia Civil y Policía Armadá, aprobado por Decreto mil doscientos
once/mil noveCientos setenta y dos, de trece de abril.
En su virtud, y de conformidad con la ~ey aprobada por
las Cortes Españolas, vengo en sancionar:
Artículo primero.-Uno. Se regirán por la presente Ley las
pensiones que cause, en su favor o en el de sus familias, el
person~ que no perteneciendo a las Escalas Profesionales de
las Fuerzas Armadas preste servicio activo de acuerdo con las
disposiciones vigentes, ostentando alguno d~ los empleos o
asimilación a los mismos, fijados para las Escalas Profesiona~
les, con empleo mínimo de Sargento, que pase a la situaCión
.de licenciado o que fallezca a partÚ' de la fecha de entrada en
vigor de la presente Ley y qUe asimismo estuviera incluido en
el émbito de aplicación de la Ley ciento trece/mil novecientos
. sesenta y- seis, de veintiocho de diciembre, sobre Retribuciones
del .Per~onal Militar y Asimilado de las Fuerzas Armadas,
Dos. Se regirán por la Ley de veintiséis- de diciembre de
mil novecientos Cincuenta y siete las pensiones causadas o que
cause, en su favor -o en el de sus familiares, el personal de
las Escalas de Complemento provisionales, honoríficas· o· asimi-
ladas, de las distintas Annas o Cuerpos de los Ejércitos de
Tierra o Aire, con empleos efectivos' o asimilados o con la
consideración de Jefe, Oficial, Suboficial o Clase de Tropa en
quienes no se den las circunstancias precisadas en el párrafo
anterior.
Tres. Se regirán por la Ley Ciento cuarenta y cinco/mil no~
vecientos sesenta y dos, de veinticuatro de diciembre, las pen·
siones causadas o que cause, en su favor o en el de sus
familiares, el personal de las Escalas de Complemento de la
Armada con empleo de Jefes, -Oficiales o Suboficiales en quie-
nes no se den las circunstancias precisadas en el párrafo uno
de este artículo,
Artículo segundo.-Al personal comprendido en el articulo
primero, apartado uno, le será de aplicación el texto refundido
de la Ley de Derechos Pasivos del personal militar y asimilado
de las Fuerzas. Annadas, Guardia Civil y Policia Annada. aprcr
bada por Decreto mil doscientos once/mil novecientos setenta
y dos, de trece de abril, en cuanto no se oponga a lo esta,
ble~ido en la presente Ley.
Artículo tercero.-5alvo lo que se' establece en materla de
aCtualización de PfInsiones y en la disposición transitoria -ter.
cera, en ningún caso procederá la revisión de ácuerdos refe-
rentes a Derechos Pasivos dictados con arreglo a la legislación
anterior para adaptarlos a lo que en la presente Ley se es~
tablece.
Articulo cuarto.-Uno.. El personal que se rige por la pre--
sente Ley, cuandp cese en el servicio, causaré. parasf o para
sus familiares las pensiones que se determinan en esta Ley,
en las condiCiones y con los requisitos que en la misma SQ
establecen,
Dos, Las referidas pensiones ~e:rán: De retiro, de viudedad,
de orfandad y en favor de los padres o del que de- ell(,cJ viviere,
y todas podrán ser de caracter ordinario o extraordinario,
Artículo quinto.-Uno. Servirá de base reguladora para la
determinación de las pensiones la suma del sueldo; trienios y
pagas extraordinarias a que se refiere el artículo segundo, apar·
tado uno, de la Ley ciento trece/mil novecientos sesenta y seis,
de veintiocho-d.e diciembre, de' Retribuciones del Personal Mi-
litar y Asimilado de la!' Fuerzas Armadas.
Dos. Se tomará. como base reguladora para la determinación
de las pensiones l~' cantidades que, por los conceptos expre~
sados en el apartado anterior, correspdndan al mayor empleo
efectivo alcanzado, prestando servicio activo, en destino de
carácter militar, por el causante de las mismas.
Artículo sexto,-Uno. Para obtener pensión ordinaria de re~
tiro será neCesario que el personal comprendido en esta Ley,
cumplidas las condiciones que en el número dos de este sr-
ticulo se establecen, haya pasado a la situación de licenciado,
por alguna de las siguientes causas:
Al Por edad. Se dispondrá este l1cenciamiento cuando se
alcancen las edades señaladas, o que en lo sucesivo se señalen,
para el pase a la situación de retirado del personal profe-
8"Jona1.
Bl Por inutilidad física. El licenciamiento por inutilida,d, fí·
sica se acordará después de declararse definitivam~nte en el
oportuno expediente, tramitado de oficio o a instanCia del in~­
teresado.
Cl A petición _propia. Se considerará liceridamiento a peti-
ción propia cuando el interesado sol1cite la rescisión del com-
promIso o no solicite las prórrogas reglamentarias para con~
tinuar prestando servicio en cometidos de carácter militar.
También se considerará el licenciamiento como voluntario cuan·
do sea motivado por informe desfavorable de las autoridades
militares,
DJ Forzoso. Se considerará forzoso el licenciamiento cuando
el compromiso sea rescindido por el Ejército de Tierra, Mar
o Aire, según los casos, o sea denegada la solicitud de prórroga
del compromiso, siempre qUe ninguna de tales decisiones sea
debida a. informe desfavorable de las autoridades militares.
Dos. Para causar pensión ordinaria por retiro en los casOS
Al, 8). Y Dl del apartado anterior seré preciso que el inte~
resada t~nga completados tres trienios de servido al pasara la
situación de licenciado.
Para causar pensión ordinaria de retiro, en el caso de 11·
ceociamiento á petición propia, será preciso haber cumplido
veinte afios de servicios activos.
Artículo séptimo.-Uno. Corresponde a los Ministerios del
Ejército, ---de Marina y del Aire, según los casos, publicar la
órden de licenciamiento para que. ror el Consejo Supremo de
Justicia Militar, se efectúe el señalamiento de ·las pensiones que
procedan.
Dos. El licenciamiento, a efectos p@.sivos, constituye una si·
tuación definitiva\ 'y ninguno de los que entran en ella podrá
volver al servicio ·activo de las Armas en tiempo de paz, con
exoepción del caso de movilizaclón decretada por el Gobierno
y que así se disponga.
Artículo octavo.-Uno. Las pensiones ordinarias de retiro
por licenCiamiBnto, pOr edad y- por inutilidad fíSIca serán del
ochenta por ciento de la base reguladora,
Dos. Las pensiones ordinarias por licenciamiento a petición
propia sarén las establecidas para el retiro voluntario en el
artículo veinticuatro del-texto refundido de la Ley de Derechos
PaSivos del personal militar y -asimilado de las Fuerzas Arma;-
das, Guardia Civil y Policia Annada. -
Tres. Las pensiones, ordinarias de retiro por licenciamiento
forzoso sei'án las fijadas- en la siguiente escala:
- A partir de los nueVe años de servicio h~sta los quince,
el treinta por ciento de la ~e regUladora.
- A partir de los quinCe y hasta los veinte, el treinta y
cinco por ciento de la base reguladora..
- A partir de los veinte y hasta los véinticinco. el c1n~
cuenta y cinco por ciento de la base reguladora.
_ A partir de los veinticinco ailos y hasta loa treinta, el
sesenta por ciento de la base reguladora.
- A partir de los treinta y hasta los treinta y cinco, el
sesenta' y cinco por Ciento de la base reguladora,
- A partir de los treinta y cinco, el ochenta por ciento
de la base reguladora. -
En todos los casos los aiios de servicios habrén de ser efeo-
Uvas y realizados en cometidos de caré.ctar militar.
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El Presidente de las Cortes Españolas,
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En el ordenamiento jurídico espadol no existe norma alguna
que defina con precisión qué ha de entenderse por mar. territo-
. rial espafiol. Las variadas disposiciones relativas al ejercicio de
competencias estatales espl;'cificas en la faja marítima que
rodea nuestras costas utilizan diversas denominaciones. como
_aguas jurisdiccionales", _zona marítima espafiola.-, _aguas es-
pañolas_, _mar litoral nacional-, incluso la de _mar territorial_o
Por otra parte las disposiciones que utilizan esas expresiones.
y muy particular la de _&guas ,jurisdiccionales-, refieren el
concepto al ámbito especitlco de la materia regulada por la
disposición de que se trate (a efectos pesqueros, fiscales, sani-
tarios, etc,).
Por tanto, es necesario y ur....o::o ... te poner fin a esta situación
procediendo a definir con carQ.cter general la Doción- del Mar
464 LEY 9/197'1, de 4 de enero, sobre modificación del
porcentaje de los pensiones extraordinarias CCJUsa-
da, por funcionario. civiles y mtlitare. tntdtUza-
dos o fallecídos en "eto de Bervteio.
La Ley diecinueve/mil novecientos setenta y cu~tÍ'o, de vein-
tisiete de junio, introdujo en la legislación sobre derechos pu:i·
vos una serie de mejoras referidas múy especialmente a las
pensiones de viudedad y, en algunos casos, a las de orf~ndad,
elevando los porcentajes a aplicar sobre ·las bases reguladoras,
con el propósito de ir situando gradualmente los haberes pa--
sivos a una cuantía más adecWlda.
Por otra parte, la Ley veintinueve/mil novecientos setenta y
cuatro, de veinticuatro de julio, al establecer la revisión anual
de los sueldos de los funcionarios, y una paralelB elevación de
las pen&iones· por actualización, se propuso, como dice en su
preámbulo, -reducir las diferencias entre ias retribuciones acti-
vas y pasiva,s-.
Siguiendo la pauta marcada por dichas disposiciones, se Em.
cuentra llegado el momente de establecer una mayor diferencia
entre las pensiones ordinarias y las causada& por inutilidad o
fallecimiento del funcionario en acto de servicio, o como conse-
cuencia de él, sea por accidente o pOT riesgo específico del
carge,
En su virtud, y de conformidad con la Le.y aprobada por 1M
Cortes' Espa:ftolas, vengo en sancionar: '
Artículo primero.-Las pensiones extraordinaria& que la legi8'-
leción sobre derechos pasivos del Estado establece- en favor de
los funcionarios civiles y militares o asimilados, en los casos de
inutilidad o fallecimi'ento en acto de servicio,' serán equivalentes
al doscientos por ciento de la base regu4ulora., en los casos' de
jubilación, retiro y pensiones de viudedad y en favor de los
padres.
Artículo ·segundo.-Lo dispuesto en el artículo anterior serA
igualmente de aplicación a las pensiones extraordinarie.s de or-
fandad en tanto exi!'>ta algún beneficiarlo menor de veintitrés
años o mayor de dicha edad que desde antes de cumplirla se ha~
llere imposibilitado para. atender a su ~ubsistencia.
Artículo tercero.-Los acuerdos de concesión de pensión ex-
traordinaria a.do'ptados con anterioridad a la fecha de entrada en
vigor de la presente Ley 'serán revisadas, El instancia de parte
legitima presente.da en el plazo de un año contado a partir de
laexpre&ada feche., para adaptarlos a lo dispuesto en los ar-
ticulos anteriores.
Artí~ulo cuarto.-La presente Ley entrará en vigor el, pri-
mer día del mes siguiente al de su promulgación, sin que en
ningún caso pueda tener efectos económicos anteriores .
• Artículo quinto..-Por el Ministeri~ de Hacienda se dictarAn
las· disposiciones que sean precisas Para el. mejor cumplimiento
de lo que en esta Ley se establece.
D1SPOSICION TRANSITORIA
Aquellos expedientes que se hallaren en tramitación en el
momento de ser promulgada esta Ley serán objeto de adapta-
ciÓn automática a lo establecido en la misma.
Dada en Madrid a cuatro de enero de mil novecientos se·
tenta y siete.
LEY 10/197'1. de 4 de eñero, RobrE mar territo·
ria.lo
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El Presidente de le,s Cortes EspafloJas,
TORCUATO FERNANDEZ.MIRANDA y HEVIA
JUAN CARLOS
Dada en Madrid a cuatro de enero de mil novecientos se-
tenta y siete.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS
Artículo onee.-Uno. En relación con el personal a que se
refiere esta. Ley, las actualizaciones q.ue tengan lugar como
consecuencia de modificación de retIibuciones de los militares
en activo se reaUzarán por; aplicación de porpentajes medios
de aumento de las pensiones reconoCidas, determinadas por
el Consejo de Ministros a propuesta del de Hacienda, en los
mismos términos establecidos en el texto refundido en la Ley
de Derechos PasiVOS del personal militar y asimilado de las
Fuerzas Armadas, Guardia Civil y Policía Armada.
Dos. En todo caso, los porcentajes que Se apliquen serán
de la cuantía precisa para que las pensiones reconocidas se
eleven en consonancia con las que corresponderían, de acuerdo
con la presente Ley, a penaiones causadas a partir de la mo-
dificaCión de retribuciones del personal en activo.
Tres. Lo dispuesto en el párrafo uno anterior tendrá 'efec-
tos económicos a partir de la fecha de efectividad de la cOw
rrespondiente disposición de retribuciones.
Articulo doce.-Las pensiones resultantes de la aplicación de
esta Ley no podrán ser inferiores a las legalmente estableCidas
como mínimo de percepción pp.ra las Clases Pasivas del Estado.
Artículo trece.-LA presente Ley entrará. en vigor en la fe-
cha de su publicación en el _Boletín Oficial del Estado".
Artículo novane.-Uno. El personal comprendido en la pre-
sente Ley puede causar pensión. de, viudedad, de orfandad o en
favor de los padres o del que de ellos viviere, en los mismos
términos y condiciones estableCidos para- el personal profesional.
en el capitulo ·II, sección IV, del texto refundido de la Ley
de Derechos Pasivos del personal m1Utar y asimilado de las
Fuerzas Annadas. Guardia Civil y Pol1cía Armada y disposicio-
nes posteriores complementariaB.
Dos. Asimismo, cualquiera que sea el tiempo de servicios
prQ.stados. les será de aplicación, en cuanto a pensiones ex-
traordinarias, el mencionado texto refundido y sus disposiciones
c,omplementartas.
ArtíCUlo diet.-Uno. Las pensiones conoedidas con arreglo
a la presente Ley serán incompatibles, en todo caso, con sueldo
o pensión de jubilación que pudiera corresponder a los inte-
resados como funcionarios del 'Estado, provincia o municipio.
Dos. El tiempO de servicio prestado en las Fuerzas Armadas
por el personal comprendido en esta Ley será computable, a
efectos de trienios, en otras esferas de la Administración del
Estado.
Primera._La obligación del pago del impuesto del cinco por
ciento a que se refiere el articulo diecisiete del texto refundido
de trece de abrll de mil novecieritos setenta y dos para el
personal comprendido en la presente Ley Se retrotraerá al uno
de enero de mU novecientos sesenta y siete.
Segunda.-Los preceptos de esta Ley no afectarán a quienes
hayan pasado o pasen a la Escala de Complemento por causar
alta en la Agrupación Temporal Militar para Destinos Civiles,
creada por la de quince de julio de mil novecientos cincuenta
y dos.
Tercera.-Uno. Al personal militar que no perteneciendo a
las Escalas Profesionales de las Fuerzas Armadas haya pres~
tado servicio activo, de acuerdo Con las disposiciones vigentes,
ostentando alguno de los empleos o asimilación a· los mismos,
fijados para las Escalas Profesionales, con empleo mínimo de
Sargento. y que hubiere pasado a la situación de licenciado
o hubiese fallecido prestando servicio activo, a partir de uno
de enero de mil novecientos sesenta y siete y hasta la entrada
en v~gor de la presente Ley, podrá serIe fijada, a instanda
de parte legítima, la pensión que corresponda de las estable-
cidas por la presente Ley.
Dos. Al reconoCerse las. pensiones en los ·casos a que se
refiere el párrafo ahterior, se hará constar la cantidad que
el solicitante adeudase por el concepto de cinco por ciento para
derechos pasivos, con el ·fin de que el débito pueda ser dew
ducido del haber pasivo que resulte como consecuencia de la
concesión.
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D1SPOSICION FINAL SEGUNDA
El 'Presidente de las Cortes Españolas.
TORCUATO FERNANDEZ-MIRANDA 'Y HEVIA
en el articulo diez del Tratado de Utrecht. de trece de julio
de mil setecientos trece; entre las Coronas de Espafia y Gran
Bretaña.
EXPOSICION DE MOTIVOS
LEY 11/1977" de 4 d~ enero. General Presupues-
taria.
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l. Justifica·ción de la reforma
La Ley de Administración y Contabilidad de la Hacienda
Pública de uno de julio de mil novecientos once ha sido
objeto de importantes modificaciones, como sucedió con las
Leyes de diecIocho de~ diciembre de mil novecientos cincuenta
y de veinte de diciembre d~ mil novecientos cincuenta y dos.
el Decreto·ley de ocho de noviembre de mil novecientos cin·
cuenta y siete y las propias Leyes de Contratos y de Patri..
monio del Estado. Asimismo, en dicho ordenamiento se han
puesto de manifiesto algunas legales, por lo que han sido las
Leyes de ~resupuestos Generales del Estado las que han.· cooo
rregido tal ins-uficiencia normativa, estabIE3ciendo disposicio-
nes, que si bien son de carácter. temporal, han cristalizado ya
con la virtualidad y la perfección que constata su reiterada
vigencia. Estas circunstancias aconsejan la elaboración de un
nuevo texto legal qUe ·regule las relaciones que se derivan de
la in-serción del Estado y de sus Entidades de toda clase en
la economía nacional, así como su comportamiento financiero.
Por otra parte, la necesidad de esta. reforma legal no sólo
ha sido reconocida por la Administración del Estado en ante-
proyecto -elaborado en el mes de enero de mil novecientos se..
tanta y uno. sino que está ordenada por precepto aprobado
por las Cortes Espaftolas.
De otro lado, la elaboración y promulgacJón de un texto
legislativo que discipline la Administración y Contabilidad'
de la Hacienda Pública española. no sólo se recatba desde
la perspectiva de la técnica jurídica, sino que la dinAmica
económica en' que de modo tan relevante participa el Estado
de nuestros días tambIén propugna una nueva conformaciÓD
de dicho ordenamiento, recogiendo las transformaciones y aun
los cambios impuestos a la actividad del sector público como
consecuencia de la diferente organización 'Y de los· requer!"
mientas de la actual sociedad espafiola. Es decir. no se trata
tanto de dar un mayor grado de coherencia normativa al con"
junto de disposiciones que regulan la actuación de la Hac1en..
da Pública en 'el ámbito que diseñó la Ley de uno de luUo
de mil novecientos once, como de reajustar. en la medida de
lo posible. el régimen jurídico de dicha materia conforme a
las funciones y'a las técnicas que el cambio social impone y
que, desde luego, trasciende a la propia teoría general del
fenómeno financiero. Esta significativa evolución de la pI'&-
sencia ·del Estado 'en la actividad económico-social del pafl.
constituye, además, una realidad admitida. y constatada, que
el Derecho financiero positivo debe recoger y vertebrar para
que tales relaciones económicas y financieras se integren
en un orden jurídico, que no sólo, dé fe de los nuevos plan·
teamientos 'Y presupuestos de la actividad económica; nacional.
sino que también facilite las vías y lOs instrumentos para la
reforma de estructuras y de instituciones que tan acusádo peso
tienen en los prooesos de producción eficiente y de dlstri..
bución justa de la renta nacional.
A estos propósitos obedece la presente Ley, que, por tanto.
tiene muy en cuenta. las disposiciones heredadas, pero tam-
bIén implanta normas que, además de irradiar sobre', todo
Se autoriza al Gobierno para acomodar la legislación vigente
a las disposiciones de esta Ley.
D1SPOSICION TRANSITORIA
Las I.lneas de base rectas establecidas por el Decreto que
desarrolla la Ley veinte/mil novecientos sesenta y siete, de ocho
d'e abril. constituirán Ql límite interior del mar territorial, con·
forme al articulo segundo de la presente Ley, en tanto el' Co..
bierno no haga uso de la facultad que le, confiare dicho articulo.
Dada en Madrid a cuatro de enero de nlil novecientos se~
tenta y siete.
El presente texto legal no puede ser interpretado como reco~
nocimiento de cualesquiera derechos o situaciones relativos. a
los espacios marftimos de Gibraltar, que no estén comprendidos
D1SPOSICION FINAL PRIMERA
Articulo segundo.-EI limite interior del mar territorial v1e~
ne determinado por l~ linea de la bajamar escorada y, en su
caso, por las líneas de base rectas que sean establecidas por
el Gobierno. .
Art1culo "tercero.-El limite exterior del mar territorial estanl
determiD.ado por una línea trazada de modo que los puntos que
la constituyen se encuentren a una distancia de doce millas
náuticas de los puntos más próximos de las líneas de base a
que se refiere el artículo anterior.
Artículo cuarte.-Salvo mutuo acuerdo en contrario, el mar
territorial no se extenderá. en relación con los pai&el vecino.
y COn aquellos cuyas costas Se ,encuentren frente a las espa·
flolas, más allá de una línea media determinada. de forma tal que
todos Sus puntos sean equidistantes de los puntos mAs pr6:dmos
de las líneas de base a pai"tfr de las cuales se mide la ·anchura
del mar territorial de cada uno de dichos países, trazadas de
conformf.dad con el Derecho Internacional.
Articulo quinto.-La presente Ley no afectará a los derech~s
de pesca reconocidos o establecidos en favor de buques extran~
jeros en virtud de ronveniosintemacionales.
Territorial, de conformidad 000 el Derecho Internacional en
vigor y específicamente con la Convención de Ginebra de veinti~
nueve de abril de mil novecientos cincuenta y ocho, a la que
EsP&J1a.. se adhirfó con fecha veinticinco de febrero de mil no~
vacientos setenta y uno.
Al realizar esta definición, procedió fijar de manera clara
y tennlnante la -anchura de esa Zona; estableciéndola en doce
mUlas marinas, y ello en atención &' que éste es el límite esta.
blecldo en la actualidad. por la mayoria de los Estados y con·
siderado confanne al Derecho Internacional vigente.
Tanto a efectos pesqueros (Ley veinte/mil novecientos sesenta
y siete, de ocho deabriH como a los fiscales (Decretó tres mil
doscientos ochenta y uDq/ml1 novecientos sesenta y ocho. de
veintiséis de diciembre) tal venia siendo ya el limite estable-
cido para el ejercicio de la jurisdicción española.
Una disposición de índole general q,uedefina juridicamente el
mar territorial espatioly fije la anchura de ese espacio maritt.
mo no puede reducirse a esas dos cuestiones, sino que debe
también resolver, en la medida en que un ;Estado puede hacerlo
unilateralmente, la cuestión de la delimitación, tanto Interior
Chacia, tierra) como exterior <hacia la alta mar o los mares
terrStoriales de otros Estados) de la zona.
Considerando no sólo las ventajas técnicas que el sistema
de las Hneas de base rectas y las líneas de cierre de bahIas
ofrecen a los efectos de la detenninación de limite' exterior del
"mar territorial en una costa accidentada como la espatiola,
Bino también su importancia a los efectos del trazado de las
lineas de equidi.stancia para la delimitación de los espacios' ma-
nUmos res'pecto de los correspondientes a los otros Estados. la
Ley acoge la aplicación de este sistema y por lo que se refiere
a la delimitación exteridl' del mar territorial, contiene la uníca
norma que unilateralmente cabe dictar. la de que nuestras
aguas no se extenderán, ,salvo mutuo acuerdo entre los Estados
interesados, más allá de la correspondiente línea media entre
las respectivas líneas de base, siempre que éstas sean conformes
al Derecho In ternacional.
La. Ley, que respeta los derechos de los Estados cuyosnac1o~
nalas pueden hoy pescar en nuestras aguas en virt~d de lo dis-
puesto en el Convenio europeo_de pesca de nueve de marzo de
mil novecientos sesenta y cuatro o en convenioS" bilater&1es.
comprende como disposición final el texto de la declaración rela·
tiva a Gibraltar formulada por Espafta al adherirse a los Con·
venlos. de Ginebra de veintinueve de abril de mil novecientos
cincuenta y ocho.
En su virtud, y de conformidad con la Ley aprobada por ,las
Cortes Egpañolas,· vengo a sancionar:
ArtIculo primero.-La soberania del Estado español se extien·
de, fuera' de su territorio y de sus aguas interiores. al mar
territorial adyacente a sus costas, delimitado de conformidad con
lo preceptuado en los artículos siguientes.
Dicha soberanía se ejerce, de conformidad con el Derecho
Internacional, sobre la columna de agua, el lecho. el subsuelo
y los recursos de ese mar, así COlpO el espacio aéreo supraya·
cante.
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el ordenamiento jurídico del Estado, se proponen incorporar
con prudencia ,el régimen de las modernas actividades públicas
en los órdenes económico y financiero, sin incurrir en fác11es
apresuramientos. ni sei1alar desproporcionados objetivos que
podrian dar lugar a que sus disposiciones se convirtieran en
puras proposJc1onee teóricas, al exceder de !as posibilidades
reales que condicionan las conductas económico financieras y,
desde luego. la del .ector públicó de cualquier pafs.
II. LOB prtnctp~o. generale, de esta lB)!
El r~o judd1CO que, de hecho. ha acompa:fta.d.o a la L8J'
de uno de julio de m.U novecientos once, permit.e al presente
texto incuJTir en un cierto arado de- dogmatismo impropio de
su categoria de Ley ordinaria. al formular y definir las prerro-
,ativas y los principios generales que presiden la actividad
de la Hacien~a Públ1ca en España. Desde la Loy de veinte
de febrero de mn ochocientos cincuenta hasta la que ahora
se sustituye. sin olvidar la de veinticinco de Julio de mil
ochocientos setenta y el propio proyecto legal de nueve de
mayo de mil ochocient06 noventa y tres. el ordenamiento de
la Administración y ContabUidad de la Hacienda PUblica no
sólo ha sistematizado ,. establecido un régimen lurftUco, sino
que ha d&SarrolIado o ha rellenado los vaClos de nuestro.
Cuerpos legales fundamentales en materia haCendistica. De
aqU1 que, no obstante su categor1a jurtdica.. recoja ó incorpo-
re preceptos que, ademl\s de ser básicos para la Hacienda
Pública. perfilan su centomo, sin perjuicio de que por Leyes
especiales se regulen las respectivas áreas. funciones o ins·
tituciones.Sea o no recomendable en buena técnic::a legisl.
Uva que determinados aspectos del quehacer de la Hacienda
Pública, cuales son el tributano, la contratación adm~nistra,..
tiva o el patrimonio del Estado, sean objeto de 8!lpecial e
independiente regulación legal, se traen al texto de la pre-
sente Ley sin modificar su actual ordenación, ni tampoco
abrir surcos de reforma fuera del contexto que les es propio.
Se' trata, en fin, de cómpletar la configuración de la Hacienda
Pública. al mismo tiempo que esta Ley ocupa una posición
aenera! y prelativa en su ordenación Jurídica.
En linea con estos propósitos se circunscribe la Hacienda
Pública al Estado y a 8US Organismos autónomos. evitando
que. a efectos de esta Ley, se pueda dar a esta expresión ámbito
distinto o, por el contrario. puedan· considerarse excluidas
de sus disposiciones a determinadas Entidades estatales. Asi·
mismo, son definidos los Organismos autónomos del Estado y
son diseñadas, las Sociedades 'estatales, sin- perjuicio de las
peculiaridades. de sus respectivos regímenes juridicos, trayendo
al contenido de elta 'L&)o todas las disposiciones de naturaleza
económico-financiera que aconseja .la experiencia. despuée de
más de quince años de aplicación no exenta de dificultades. En
esta enumeradón de las Entidades públicas que son protago--
n1stas o destinatarias de lu disposiciones de esta Ley, quedan
excluidas las Corporaciones Locales, pero no por ello deja
de .considerarse están integradas en las Administraciones pú-
blicas espa:n.olas, ni sa desconocen sus interrelaciones financie-
ras con el Estado en aspectoi que son esencialel a la organi-
zación, comportamiento y control del, sector público. *
La preferencia de la Ley y las competencias administrativas
en materia financiera con la preeminencia u,niversalmente ad-
mitidaen favor del Ministerio de Hacienda. tienen· el ade-
cuado reflejo en el titulo preliininar que se examina. al mismo
tiempo que se puntualiza el gobierno de la polftica econe).-
mica. financiera y monetaria del Estado, según prevé nueatro'
.ordenamiento constitucional.
Los principios 'de unidad de Caja, de presupuesto anual, de
contabilidad y de control, en sus respectivos niveles, son
incorporados a este titulo preliminar. y desarrollados en 101
titulas segundo, tercero. quinto y se:xto de 1& propia Ley.
También es objeto de básIca -descripción el control de c.
rácter financiero que corresponde a una Hacienda Pública ,mo--
derna, según la naturaleza de las operaciones o de las per-
sonas. naturales o jurídicas, públicas o privadas, a él someti-
das en méritos al interés general que el Estado debe interpretar
o, en su caso, tutelar con respeto de las iniciativas y de
los derechos que tienen reconocidos las unidades económico-prt~
vada.s según nuestras Leyes Fundamental8l. En este sentido
quedan definidas las inspecciones de carácter financiero y trl~
butario, destacándose la importaneta que ya ha adquirido la
primera de ellas como consecuencia de la dimensión y tras.
cendenciade las actividades que· afectan al sistema financiero
o a la econom{a nacional en general. Y todo ello sin perfulcio
de las funciones fiscalizadoras que tiene asignadas la Interven-
ción General de la Administración del Estado.
En la linea progresiVa que esta Ley persigue con la natural
prudencia, se encuentra el control de eficacia que en 8U tel[·
to acoge. La evaluación de los proyectos de inversión públi·
ca. y, en general, los programas elaborados. según losde8lgnloa
de la racionalidad económica. demandan su contrapartida:. el
control concebido con la misma lógica económica. Y a esta
conclusión no Se opone el inestimable servicio que las t~cniC&l
de análisis económico prestan en el proceso de toma de decis~
nes en cuanto a la asignación de los recursos por el sector
púbUco, pues la utilización de tales técnicas recaba - .seall
contrastadu o controladaa con su misma .metodolo¡ta.
Por último, V concluyendo el examen del titulo prellminai'
de esta Ley, ha 11e resetlarse cómo -la vía económico:-admlnisti"a-
Uva, en cuanto previa a la judicial, amplía su oompetencla •
las demás materias a que alcanza la actividad de la Hacienda
Pública, con laa ventajas inherentes a la separación de fun-
cionee de resolución y de gestión que es tradidooal en es....
I;'ama de la Administración Pública. Además,' esta medida pe~
mitirá oompletar la desvinculación de loe Tribunales económico-
administrativos respecto de los Ü'tulares de los órganoll de
gestión, que tan importante' impulso recibió en mil nove-
cientos veinticuatro. No obstante', la prudencia que caracteriza
• esta Ley, según ya se ha expuesto, fundamenta una dispo-
sición tramitoria que aplaza la entrada. en vigor de 1& aludida
disposición. hasta tanto se reestructura la vía económico-ad-
minlstr&tiva.
IU. La Hactenda Pública como acreedora y deudora
El régimen' jurídico de la Hacienda Pública ,en cuanto titular
de der8Clhos y obligaciones queda establecido en el Utulo prl.
mero de esta Ley. A lo largo de su capitulo primero está pre·
SEmte el principio de indisponibilidad de los créditos por parte
de la Administración Pública, según corresponde por la condl··
c1ón de me.ndataria que la organización poUtica atribuye a .la
misma. Asimismo, sonde destacar los preceptos que reproducen
las prerrogativas que a cualquier Hádenda Pública se reconocen
en materia de derechos económicos, y los que establece~ la suje.
ción a vigilancia y control por p6l'te dal Ministerio de Hacienda
de las operac1ol)8s que constituyan administración de recursOl
pertenecientes a aquélla. También debe anotarse la recepción
de ,disposiciones vigente con uno u otro rango juridlco, relativas
a la' suspensión de procedimientos de apremio, a la cuantía de
los intereses de demora y a la prescripción en favor del Estado
de bienes abandonados en Entidades financderas.
En la vertiente de las obligaciones no debe silenciarse la pari-
dad de tratamiento de la Hacienda Pública com.o deudora respee·
to de los par.ticulares, asi como la menor trascendencia que esta
Ley asigna a 1& inexlstenc1a de crédito presupuestario, cuando
la correlativa obligación a cargo de la Hacienda Pública dimana
de una sentencia ludiC'ial firme de todo recurso.
IV, Los Presupuestos Generales del Estado
Conforme al titulo de la presente Ley, la materia presupues.
taria constituye' una. im.portante parte de su contenido. Lo8
articulas cuarenta y ocho al noventa y uno. ambos inclusive,-se
refieren a la Institución presu'puestaria en sus regjmenes: el ge-
neral y los especiales que rigen para determinados OrganismOlJ
autónomos Y' Sociedades deLEitado. El primero de los aludidos
corresponde a los Presupuestos Generales del Estado, que, entre
otras novedades, tiene la virtud de definirlos como. suma del
Presupuesto del Estado y del de los Organismos autónomos ad·
minlstrativos del misrilO. aproximándose la Ley, por tanto, a la
plena recepción del postulado de la Unidad presupuestarta..
La regulación - de los Presupuestos Generales del ~stedo se
estrnctura conforme a las tres, fases más significativas de su
ciclo. Las CIlasificaciones de los gastos e ingresos públicos son
objeto de especial atenC'1ón con el decidido propósito de que el
documento presupuestario ofrezca la mayor información desde
todos los' ángulos en que puede ser analizado y enjuiciado. S.
mantiene !a clasificación orgánica o administrativa como la mis
adecuade. para el tracUc10nal control de la ejecución del presu-
puesto, solapándose en ella la económica, que tanto lnteréstlene
para medir la intensidad y el signo de la actividad del sector
público. La clasificación funcional ocupe. un lugar relevante
en la ""Structura de los gastos publicos por 1& información que
faciUt& en orden a las tareas que realiza el Estado y sus Org6t'*
nismos autónomos, y que, 'a su V8'l:, permite conocer la impor-
tancia. la dirección y las prioridades e'n los servicios que el
Estado y sus Organismos autónomos prestan a la comunidad
nacional. A esta última clasificación se adosa la que agrupa los
gastos públicos en función de los programas que se ponen al
servicio de los objetivos o fines que en cada penado se asignen
a la actividad del Estado y de sus Org~nismos autónomos. No
obstante, consciente la Ley de las dificultades que entrat\fi. un
presupuesto íntegramente elaborado por progm.mas, que tan
importantes aportaciones técnicas exige, prevé medidas transl·
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torias, aunque son ya varios los Departamentos ministeriales que
aplican estas fórmulas presupuestarias en sus gastos de inver-
sión. Por último, para el estado presupuestario de gastos se con·
. sagra la distribución geográfica de los mismos, no tanto para
analizar la ejecución presupuestaria desde este enfoque como
para adoptar cualquier poUtica de proyección territorial.
Se anota. asimismo. la riqueza informativa que en lo alle&-
slvo ha de ofrecer la ~ocumentación anexa a los Presupuestos
Generales del Estado, que ilustrará el juicio del órgano legisla-
tivo que ha de pronunciarse sobre ellos y, asimi.smo, permitirA
el examen critico de su inserción en el respectivo contexto
económico. en unión de_los correspondientes a las demás Enti-
dades que t'ntegran el sector pílbllco espatl.oL Los documentos
que quedan aludidos y las clasificaciones de los estados de pe.:-
tose Ingresos antas referidas afracerAn \JO planteamiento global
que, sin merma de la diversificación interna, ya viene consu-
tuye",do. una explicación co~erente, razonada y suficiente de la
tkTtlvidad presupuestaria a realizar por el Estado y por sus Or-
ganismos autónomos, que no podía vislumb.rar, siquiera, la Ley
de uno de julio de rnll novecientos once. Puede, pues, concluirse
afirmando que se mantienen los procedimientos presupuestarlos
tradiclonales, al mismo tiempo que se propugnan las técnicu
que Ja doctrin$ y el Derecho compa.rado han elaborado evitando
rupturas normativas que pudieran comprometer la propia re-
forma de tan trascendental institución cual es la presupuestaria.
Mención especial ha de hacerse del régimen jurídico que se
establece para los presupuestos de los Organismos autónomol
administrativos del Estado, que sl bien constituye un paso muy
positivo para su posible ensamblamiento con los Presupuestos
del Estado en nada ha de ser obstáculo para el normal y eficaz
tundonamiento de aquéllos y sin pérdida, por tanto, de la agi-
lidad responsable que presidió su alumbramiento ysu subsis-
tencia. Los Presupuestas de los Organismos autónomos que han
de incorporarse a los· Generales del Estado, prescindirán del
desarrollo o· pormenor que exige el postulado de .1a especialidad
presupuestarla en sus dos vertientes, cualitativa y cuantitativa,
pero, sin embargo, ofrecerán la clasificación y el detalle nece·
Barios para conocer el alcance y la significación de los respectf·
Vos gastos públicos, además de refundir los estados analíticos
de cada Organismo autónomo del Estado, en los qué se cumple
dicho principio, y, en consecuencia, desempeñe. la función limi-
tativa que es consustancial al documento presupuestario.
Es significativo, asimismo, con qué mesura se excepciona el
pr'incipfo de legalidad presupuestaria al ineludible servicio de
la poiftiCá econórnlca de coyuntura, ya que tanto el crédito de
acción coyuntural como la no disponibilidad de 10$ créditos para
operaciones de capital, sólo _podrán ser administrados por el
Gobierno &n muy concretas o especffjcas circunstancias y cum-
pliendo los requisitos que con el-mismo rigor norínativo se esta-
blecen. En todos los demás casos, corresponderá la decisión a
la CéJnara legistativa, aun tratAndose de instrumentos cuya-
eficacia económica estA plenamente subordinada a la rapidez
de su empleo.
El principio presupuestarto de universalidad también queda
recogida en la presente Ley con criterio ciertamente estricto, sin
perjuicio, como es obvio, de las excepciones establecidas o que
se establezcan con. rango legislatiV',,).
Otras novedades en relación con la Ley de uno de Julio de
mil novecientos once no lo son para el actual ordenamiento ju-
rfdico, ya que las leyes de presupuestos las vienen lncorporando
a su texto en cada, ejercicio financiero, por lo que se cuenta con
una experiencia suficiente y satisfactoria que aconseja su intro-
ducx:1ón en la presente Ley. Entre ellas se encuentra ~l trata-
miento de los gastos de-carácter plurianu6l en su fase de com-
promiso y en los supuestos que se describen a Utulo de .nume-
MIs clausus.. , Importa añadir qué sólo en los casos que quedan
aludidos y en los que regulan los artículos sesenta y cuatro y
setenta y cuatro de esta Ley se establecen excepc10nes al prin-
cipIo de temporalidad presupuestaria, no obstante las dificul-
tades que suobservanc1a comporta a las Haciendas públicas de
los modernos Estados intervencionistas.
A parecida conclusión ha de llegarse respecto de los créditos
presu-puestarlos para gastos que se llaman ampíiables, asi como
en los que esta Ley denomina créditos provisionales, que ya
cue~tan Can varios lustros de vigenl;:ia en nuestra práctica ad-
mimstrativa, gracias a las disposiciones que, en cada perfodo,
V'1enen reproduciendo las leyes de presupuestos y que desde
ahora, se alojan en lá presente Ley. '
El postulado presupuestario de especialidad cuantitativa atlO
ha de admitir otros supuestos de exce¡x:1ón-, ya sea por via de
transferencIas, ya sea mediante lngresos que generan crédItos
para gastos, los cuales vie·nen El. plantear la ne,:esidad de recon-
siderar su virtualidad desde las exigencias de los actuales fines
del Estado, La Ley cuyos fundamentos se vienen exponiendo ha
preferido sacrificar en la medida precisa un principio que está
en -profunda .revisión par el Derecho eomparado, después de un
largo penado de crisis. En su virtud, esta Ley se pltega a 109
legítimos requerimientos- de lit contemporánea actividad presu·
puestaria del Estado, 51 bien limit.a y pormenoriza. los casos que
incumplen dicho principio de la Hacienda Pública neutral. ade-
más de exigir que en los respectivos expedientes quede puntual
justificación de haberse cumplido las condictones sM.aladas por
la propia Ler.
De cuanto queda expuesto se desprende CÓmo ·la Ley se adapta
a los nuevos planteamientos de la actividad. financJera -"del sector
público español, dentro de Un comportamiento homogéneo de
las Entidades públicas destinatarias de sus -disposiciones.
Como modificación de mera técnica. presupuestaria ha.. de ex-
plicarse la que se introduce en orden a la Uquidación ó cierre
de ios_ Presupuestos Generales dei Estado, sin perfuicio de que
su ejercicio coincida con el afio natural. La alternativa presu·
puesto de· gestión o presupuesto de ejercicio ha tejido nuestra
historia legal financiera, sin que se haya ·adoptado una posi.-
ción rotunda a! respecto den tro de la ortodoxia de dicha inst1~
tución. La presente Ley opta por el presupuesto de gestión en
cuanto a su liquidación,' sin perjuicio de que el presupuesto
sea de ejercicio en cuanto a la contracción de derechos 11·
quidados y de obligaciones reconocidas. El ejercicio presupuss·
tario se mal1t:.iene, como queda. expuesto, en doce meses coino1·
dentes con el año natiJral, sin más ampliación que la de un mes
para ias obligaciones reconocidas en los estrictos términos que
autoriza el artícuio cincuenta, apartado b}, de este cuerpo
legal. Pero para la- imputación de los ingresos que se realicen
y de los pagos que se satisfagan, con aplica.ción de unos y
'Jtros al presupuesto en que los derechos y las obligaciones fue'"
ron contraídos, se mantiene abierto hasta el dia treinta de abril
inme4iatosiguiente, en cuya fecha los derechos contraídos
y pendientes de pago se transfieran al Tesoro~ público por
Cuenta del respectivo' presupuesto, pero Bin que este último re-
fleje las futuras· operaciones de data que tales saidos generen.
La medida permitirá la consecución de dos objetivos cierta-
mente estimables: aJ. que el presupuesto de cada ejercicio
Sé liquide dentro de los primeros meses del ,siguiente, presen-
tando no s610 los resultados de las respectivas operaciones
jurídicas (contracciones de derechos y obligaciones), sino tam-
bién de las de índole material (recaudaciones y pagos), en
cuanto '"'lenen a robustecer el grado de eficacia o acierto con
que el presupuesto fue administrado: y b}, que los ,nada im-
portantes residuos que el día treinta de abril de cada afio suelen
quedar pendientes de cobro o de Pago no sean origen de difi-
cultades contables en su aplicación. permitiendo, en cambio,
una. gestión diligente por parte ·del Tesoro público en cuanto
a los respectivos dáudores y acreedores, sin desviaciones de
consideración en las series históricas por conceptos presupue&-
tarias.
No puede cerrarse el presente apartado expositivo sin pro·
clamar la consideración de Ley material y formal que se asig-
na a la de· Presupuestos Genera.les del Estado que cada a1\o
veten las Cortes Españolas. Los' fines que hoy persigue todo
prel'upuesto exigen una coherencia interna. y un desplieguG de
medidas que han. de tener'su adecuado marco en la própia
Ley aprobatoria ,del mismo_ La Ley anual de Presupuestos ya no
cumple sólo funciones limítativa.'l del gasto público ni tiene
como única destinataria a la Administración Pública. La Im~
portancia. que el Sector PúbIlco va adquiriendo incluso en los
países de sistema económico mixto y las vinculaciones subjetl-'
vas que sus presupuestos generan estAn dotando de generalidad
y de sentido material a la Ley que en cada ejercicio les re·
frenda. En lo sucesivo, por tanto, el proyecto de Ley de Pre·
supuestos Generales del Estado podrá ser elaborado sin las cor-
ta,pisas que establecía el último inciso del articulo treinta y siete
de la Ley de primero de julio de mH novecientos once, y cuya
vigencia dejó en suspenso el Decreto-ley de· ocho de noviem-
bre de mil novecientos cincuenta y siete. Asi se reconoce a la
Ley de Presupuestos Generales del Estado el tango formal y el
contenido material de Ley, sin que. deba suscitar preocupacio~
nes jurídicas el que en ella se artieulen todas las disposiciones
de natur~eza flnanciera que sea' necesario o conveniente pro.
mulgar para la ejecución congruente o simétrica de los esta-
dos de gastos e ingresQs en el respectivo periodo anual,
En este sentido, la. propia Ley Genera! Presupuestaria se re..
mite a Ja anual de Presupuestos Generales del Estado para
que dé cobijo ~a los preceptos que deban regir en el respectivo
ejercicio el comportamiento de los sectores privado y públ1co
para el mejor laBro de los correspondientes objetivos económico~
800iales. .
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V. Los Presupuestos especiales de determinadas EntkkuleB
y Soctedacles estatales
Los Organismos autónomos del Estado que realizan activida-
des empresariales y las Sociedades que esta Ley llama estatales,
:nx:a.ban los regimenes presupuestarios especiales que estable<::en
los ~artícu1os ochenta. y cuatro al nO""enta y dos, ambos inclusive.
de la presente Ley, De este modo se incorporan a ella dispo-
siqiones -que h'asta ahora figuraban en la Ley de Entidades Es·
tatales Autónomas introduciendo modificaciones aconsejadas po:¡
las técnicas de administración empresarial, según a contiriuaciór~
se expone.
Los Organismos autónomos estatales con actividades comer·
ciales,industriales o financieras, recaban Presupuestos de ex·
plotación y .de capitl\l que no consienten su incorporación '"
los de carácter administrativo, caales son los antes menciona"
dos. Los Presupuestos de estos Organismos son, al fin, ins-
trumentos al servicio de la eficacia en la gestión. De aqui que
sólo puedan figurar comó anexo a los Presupuestos Generales
del Estado. En verdad, el régimen presupuestario de esta cl~se
de Organismos autónomos del Estado ofrece peculiaridades 'y
requiere tal grado de flexibilidad que le sitúa en el ámbito del
previsto Estatuto de la Empresa. pública espai\ola., pero, no era
prudente aplazar su disciplina normativa hasta qUe dicho Es-
tatuto se promulgue.
No obstante la insatisfacción que rezuman los anteriores
párrafos puede afIrmarse q'ue todos los Presupuestos que que·
dan enumerados tienen común asiento en la Ley de Presupues
tos Generales del Estado, lograndase asf que su texto cons-
tituya la base ffsÜ':a que pennita, en su día, la total integración,
por una parte, de los Presupue"'stos de carácter admÍnistrativo,
y, de otra, de los Presupuestos o Programas 'de los Organismos
o Servicios estatales titulares de explotaciones económicas y de
las En tídades jurídicas que se consideran a renglón seguido.
La configuración mercantil y la actividad económica privada,
que son propias de las Sociedades estatales --según la definición
de ésta Ley-- las excluye de cualquier régimen presupuestario
de naturaleza pública y, por consiguiente, rígida.· Sí, en cambio,
son propios de tales Sociedades lcis Programas económico-fi-
nancieros y aun los Presupuestos de explotación o coste· que
regula lA Ley en los artículos ochenta y ocho al noventa y uno,
ambos inclusiVe, con el específico régimen que los fondos pú-
blicos siempre demandan y, sobre todo, cuando proceden de
dotaciones incluidas en los Presupuestos Generales del Estado.
VI. La intervención de la Administracíón estatal
La función int9rventora de la Administración general y autó~
noma del Estado queda regulada en el título tercero de la Ley.
que se limita a extraer del ordenamiento juridico vigente los
aspectos más sobresalientes, al mismo tíempo que define sus
distintas modalidades, procurando en todo momento su siste-
matización y apuntando las· vias de posterior desarrollo o am-
pliación respecto de determinados Organismos autónomos de
aquéL Con la flexibilidad que debe caracterizarse el control
de las actividades industriales, comerciales o financieras a
cargo de tales Organismos, se sustituye la intervención previa
o critica.por procedimientos· de auditarla, .ano ser que aquéllas.
se realicen en bas& de dotaciones presupuestarias de carActer
limitativo,
VII. Del endeudamiento público
El endeudamiento del Estado y de sus Organismos autóno~
mos es objeto de regulación con criterios eminentemente realis-
tas. Sin abandonar el tratamiento jurídico de la Deuda Publica
tradicional, esto es, la que está representada en títulos-valores,
se da entrada en la presente Ley a las demás formas de en-,
deudamiento que, en particular, utilizan los Organismos autó-
nomos dei Estado, 'Acaban de ser aludidas las operaciones de
crédito a corto plazo o de campaña y las demás deudas no do-
cumentadas en Utulos-valores, que en razón de sus caracterís~
ticas y ámbito temporal puedan ser clasificadas entre las ope~
raciones de Tesorería.
Se ha entendido ineludible el reconocimiento normativo del
crédito público que acampa al margen de la estricta Deuda
Pública, pues así queda sometida a ia oportuna regulación que
deslinda competencias orgánicas para su contracción y exige
que, en todo caso, &Ei ingresen en el Tesoro público los fondos
obtenidos, sin perjuicio de la aplicación presupuestaria que sea
procedente, Es decir. sin detrimento de una regulación de los
distintos procedimientos de endeudamiento público, no puede ig-
norarSe que las modernas actividades del Estado y de BUS Or..
pnlsmos autónomos (onciben _& la Deuda Pública como instru-
mento de financiación y su ordenamiento lundico asi ha de
eonfi¡urarla,
VIII, De _108 avale.
En los últimos años y al amparo de disposiciones incluidas
en, las Leyes de Presupuestos, han adquirido importanCia 7
arraigo los· avales que el Estado y' sus Organismos autónomos
conceden en virtud de operaciones de crédito exterior o interior,
Era, por tanto, conveniente qUe su r6gulación fuera homo¡énea
y. además. que respondiera al principio de legalidad que debe
informar el co.nlportamiento fln,.nciero del sector público en
todos los órdenes. Así lo h8.ce la Ley en los cinco articulas
que dedica a esta materia y qué figuran en el titulo relativo
al Tesoro Público, considerando que si bien el avalista es, en
último término. el Estado, la práctica de estas' operaciones
tiende a personificar estas garantías como, a cargo del Tesar()
Público.
Importante e-inexcusable medida de defensa de los intereses
de la Hacienda Pública es la de extender su función inspectora
de oarácter finanCiero, respecto de las inversiones que traigan
causa de los créditos avalados por el Estado, así como de la
solvencia. de los deudores a;bjeto de talesgarantias,
IX. El Tesoro¡ PúbUco
Se ha. expuesto que este. Leyes fundamentalmente innova~
dora, y ~l servicio de este propósito se regula el Tesoro PUblico
en su doble vertiente funcional y sin pérdida de su irreversible
concepción unitaria, La unidad de Caja .fué el requisito previo
y condicionante de la disciplina presupuestaria, y continúa sien~
do el más firme apoyo .de la misma. Asf es definido el Tesoro
Público, sin perjuicio de que se multipl1quen 1M viasde acceso
de los Ingresos, tanto mediante toda- cláse de documentos de
giro, como_ autorizando la colaboración de Entidades¡ bancarias
y asimiladas para le. recepción de aquéllos por cuenta del Tesoro
Público.
Entre las funciones que se clasifican como modernas del Te-
soro Público la Ley regula la emisión y reembo\S'v de los Bonos
del Tesoro, asi como la esteril1zación de los medios dinerarios
con ellos obtenidos, como instrumento al servicio de la conve-
nienté liquidez del sistema financiero 'nacional. También se en~
cuentra en dicha linea la intervención del Tesoro Público en
los mercados de capitales, valores y divisas, aunque la ejecución
de. esta politica no sea privativo cometido 'suyo, pero, al fin. el
Tesoro Público es la institución destinate-ria de los resultados.
positivos o negativos, de tales operaCiones:. En resumen, puede
afirmarse que esta Ley contiene una ordenación sistemática del
Tesoro Público y de la que hasta ahora carecía.
Debe e.notarse, por 'último, la institucionalización del presu·
puesto monetario del sector público, según prevé el artícula
ciento dieciséis de esta Ley.
X. La contabilidad púbUca
Cualquiera qUe sea el nivel científico o técnico que se asigne
a la contabilidad en general y a la pública en particular, sigue
siendo el insustituible soporte de la buena administración Y del
eficaz control de las actividades todas de la Hacienda Pútllic&.
Esta Ley no ha desde:dado su importancia y trascendencia, por
lQ que la mantienen en BU denominación y reguia extensamente
la función que presta en dos fases, -(ljecutiva y jurisdiccional-.
asi como su inserción en la contabilidad nacional, sin el error
unifonnista ' de .asigne.r el misma tratamiento contable a toda
clase de operaciones.
Las disposiciones que contienB el título sexto de la Ley se
Tefieren a esta materia, y en forma completa y sisteméttca dan
respuesta o formulan las directrices necesarias para la adecu....
da contabilización de las operaciones de la Hacienda Pública
y para la formación de la Cuente. General del Estado. La minu-
ciosidad y el tecnicismo, que es propio de esta parte de la Ley,
aconsejan' limitar su exposición de motivos a los tres puntos si·
guientes: a) La aplicación del régimen de la conte.bllidad. pú-
blica R las operaciones media.les y finales derivadas de- subven-
ciones presupuestarias; bJ las facultades verificadoras, 9rdina-
rias o extraordinarias, que asisten a la Intervención General de
la 'Administración del Estado y al Tribunal de Cuentas del Reino.
y el la información que, como minimo" deberá publicar mensual·
mente el Ministerio· de Hacienda en el .Boletín Oficial del Es-
tado.. , deducida de la respectiva documentación contable.
Especie.l mención requiere la ampliación del contenido de la
Cuenta Géneral del Estado, que en su tradicional correlación
-material y formal- con el documento presupuestario coro·
prenderé todas ias operaciones presupuestarias, patrimoniales
y de tesoreria. para que el Tribunal delCueptas del Reino y las
Cortes Españolas anaUcen y enjuiCien la actividad. elel Estado y
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de todos sus Organismos autónomos, además de las sociedades
estatales. como corresponde a UD Estado que proclama su some-
timiento al derecho constituide.
XI. La Seguridad Social
La extensión subjetiva y la trascendencia econ6mico~f1nan·
ciera que. en estos ultimas aftos ha adquirido le. Seguridad So-
cial. lustif'1can su presencia en una Ley General Presupuestaria.
El derecho de los españoles a la Seguridad Social que establecen
nuestras Leyes Fundamentales viene desarrollándose con cnterU>li
firmes y progresivos. Los Seguros Sodales se han convertido en
un auténtJco Sistema de Seguridad Social; se ha transformado
BU régimen financiero; se ha suprimido el posible ánimo de
lucro de las Entidades gestoras de la Seguridad Social~ se acen~
tÚa la participación del Estado en el sostenimiento del Sistema
conce·bido como una gran institución finandera. Esta evoludón
reciente de la Seguridad Social ha determinado el que ésta
contribuya a la redistribución de la renta tata) de la' comunidad
nacional y a que deba coadyuvar a la ejecución de la poUtica
econ6mlcO-soc1al.
Según estas bases de BC'tuaclón de la Segur'i'dad Social en el
orden económico-financiero, era llegado el momento de que un
presupuesto' expresado en cifras globales se uniera a los Presu·
puestos Generales del Estado y CaD ellos se sometiera a la deli-
beración y al acuerdo de las Cortes Espati.olas. LÓgica conse-
cuencia de este reconocimiento del postulado presupuestario
dIt competencla que eoJcanza a todo el sec::tor público es la para-
lela obligación de rendir cuentas y balancee al Tribunal de
Cuentas del Reino, sin otra modificación del régimen actual·
mente vigente para la'Seguridad Social en cuanto asu gestión,
intervención y contablIidad conforme se previene en el"arUculo
qumto de la presente Ley. 'Las demás diSposIciones contenidas
•. su Utulo octavo y la desagregación introducida en el articulo
ciento treinta 'y nueve relativo a la conthbilidad. nacional sirven,
pues, al principio que preside la presente reforma ) que como
queda expresado no alcanza al régimen jurídico vigente de le
, Seguridad Social, salvo en la aludida materia presupuestarla.
XII. Las restan.tes disposiciones
El texto legal incluye les dlsposiC'ione'8 relativas a las respon-
sabilidades que frente a la liacienda. Publica contraigan las
autoridades y funcionarios del ramo. A ellas siguen las transi-
tarías y finales. ademas de la cláusula derogalt,ria de las que.
algunas ya han sido anotad&l'l.
En su virtud. y de conformidad con la Ley aprobada por las
Cortes Espati.olas, vengo en sancionar:
TITULO PRELIMINAR
Principios generales
ArUculo uno.-Uno. La Admmistraci6n y Contabilidad de la
Hacienda Pública se regula pOr la presente Ley, por las leyes
especiales en la materia y por los preceptos que contenga la
Ley_ de Pre~upuestos Generales del Estado en cada ejercicio
'1 durante su vigencia.
Dos. Tendrán carácter supletorio las demás normas del De-
recho administratiyo y, a falta. de éstas las del Derecho común
Articulo dos.-'-La Hacienda Pública, a los efectos de esta
Ley. está constituida por el conjunto de derechos y de obliga-
ciones de contenido económico cliya titularidad corresponde al
Estado o a sus Organismos autónomos.
Artículo tres.-La Administración de la Hacienda PúbJÍca
cumpliré. las obligaciones económicas del Estado y de sus OrM
¡ranismos autónomos, mediante la gestión y apUceción de su ha-
ber conforme a las disposiciones del ordenamiento Jurídico.
y, además, promoverá el más adecuado funcionamiento de
los sistemas financiero y monetario según las medidas de
política económice que se establezcan.
Articulo cuatro.-Uno. Las Organismos autónomos del Esta-
do se clasifican a los efectos de esta Ley en la forma siguiente:
a) .. Organismos aut6nomos de caracter administrativo, y
b) Organismos autónomos de carácter comercial,. industrial~ fi-
nanciero o analogos.
Dos. Los Organismos autónomos del Estado se regirán por
las disposiciones de esta Ley según la anterior clasificación
y por las demás qUe les sean de aplicación en las materias no
reguladas por la misma.
Artículo cinco.~La Seguridad Social se regul6rá por su 1egl,-
ladón especmca, sin más modlfi.r.aciones que Ia..e¡ establecidas
en el Utukl VIII de esta Ley. 1.&1 cuotas. bienes, derechos, aedo-
;,es y retursos de cualquier otro género de la Se'guridad SlJcial
constituyen un patrimonio único afecto a sus fines. distinto del
patriJl?onio del Estado.
Articulo seis.-Uno. Son sociedades estatales a los efectos
de esta Ley: áJ las sociedades mercantiles en cuyo· capital sea
mayoritaria la participación del Estado o de sus Organismos
autónomos, y b) las EIftidades de Derecho público con persa·
nalidad jurídica que pOr Ley hayan de ajustar sus actividades
al ordenamiento jurídico privado.
Dos Las Sociede.des estatales se regirán por las normas de
Derecho mercantil, civil O laboral, salvo en las matorlas en las
que les sea de aplicación la presente Ley.
Tres. La creación de las Sociedades a que se refiere el apar·
tado 'al del párrafo uno anterior y los actos de adquisid6n y
pérdida de la posición mayontaria del Estado o de sus Orga-
nismos autónomos en las demás se acordarán por el Consejo
de Minist.ros
Cuatro. La gestión de las Sociedades estatales se coordinarA.
con la Administración de la Hadenda Pública en los t~rmino'
previstos por esta Ley.
Articulo siete.-Se regularan por Ley votada en Cortes las
siguientes materias relativas a la Hacienda Pública:
al Los Presupuestos Generales del· Estacio y los presupues~
tos-resumen con el alcance que previene el articulo cincuenta
y uno dE' esta Ley
b) Las grandes operaciones de c(uáeter económico y finan-
ciero.
e} El establecimiento o la reforma de 10& tribútos con el al-
cance prevenido' en le Ley General Tributaria.
d) La concesión de créditos extraordinarios y suplementOl
- de créditos para gastos del Es,ado y de sus Organismos autóno-
mos, según se previene en esta 'Ley.
e) El régimen de la Deuda pública.
n El ré"gimen del Patrimonio y de la Contratación delEs-
teda.
gl La acufiación de moneda
h) El régimen general y especial en ml'teria financlertt de
Jos Organism,)s autónomos del Estado.
1) . Las demás materias que según las leyes hayan de ijar re-
tituladas en aquella forma.
Articulo ocho.-Corresponde al Gobierno en las materias ob-
jet.o de esta Ley:
a) Aprobar los Reglamentos generales para su apli~ad6n.
b) Acordar la redacción del Proyecto .de Ley de los Pre-
lilUpuestos Cenerales del Estado y de los presupuestos resumen
el Autorizar los gastos en los supuestos que determina la
presente Ley.
d) Determinar las directrices de política económica, finan-
ciera y monetaria del Estadó.
el Las demás funciones o competencias que le atribuyan
las Leyes.
Articulo nueve.-Corresponde. al Ministro de Hacienda en
las materias objeto de esta Ley
iu Proponer al Consejo de Ministros las disposiciones y 101
acuerdos que procedan segú!) el artículo (ICho de esta Ley. con
1.. salved-adestablectda en el apartado el de su articulo di~z
b) Elaborar y someter al acuerdo del Gobierno el antepro-
yecto de' Ley de Presupuestos Generales del Estado.
e) Dictar las disposiciones y resoluciones enumeradas en el
articulo veinticinco de la Ley de Régimen Jurídico de la Admi-
nistración del Estado, &0 las materies a que se refiere el art1cu~
lo dos de esta Ley.
d) La administración, gestión y recaudación de los derecho!!
económicos de la· Hadenda del Estado, medi&nte los órgano!!
centrales y territoriales del Depa.rtamento.
e) Velar por la ejecución de los Presupuestos Generales del
Estado y por el cumplimiento de las disposiciones de éarll.cter
financiero. .
f) Ordenar todos los pagos del Tesoro público.
gl Dirigir la ejecución de la polftica financiera y. monetaria
..probada por el Gobierno y dictar las d'isposic1ones necesarias
a tal fin.
h) La coordinacI6n de las Haciendas locales con la del Ea-
tado y el control financiero de aquéllas en los casos señala-
dos en las Leyes.
j} Las demás funciones o competencias que le atribuyen ls.
leyes.
Articulo dlez.-Dentro de su respectiva competencia y en 101
términos establecidos por la presente Ley, son funcione$ de 101
6rCanoa del Estado y de 101 Departamentoil ministeriales:
B. O. del E.-NÓm. 7 8 enero 1977
al Administrar los créditos para gastos de los Presupues-
tos del Estado y de SUs modificaciones.
b) Contraer obligaciones económicas en nombre o por cuen-
ta del Estado.
el Autorizar los gastos que no sean de la incumbencia del
Gobierno y elevar a la aprobación de éste los que sean de su
competencia.
dJ Proponer- el pago de las obligaciones al Ministro de Ha-.
c1enda.,
91 Las demás que les confieran las leyes.
Articulo once:-Son funciones de los Organismos autónomos
del Estado a que se refiere el párrafo uno del articula cuatro de
esta Ley. dentro del áwbito de su respective. competencia y con·
forme a 10 dispuesto en la misma:
al La administración, gesMón _y recaudaci.ón dé los dere-.
chos económicos del propio Organismo autónomo.
, bJ Autorizar los gastos y ordenar los pagos según el pfesu·
puesto aprobado.
el Elaborar el anteproyecto de presupuestos anuales del Or-
ganismo autónomo
d) Las demás que les asigne~ las leyes.
Artículo doce.-En la gestión de los derechos económicos d.
natural,éza pública y en el cumplimiento de todas sus obligado-
nes la Hacienda -Pública goza de 168 prerrogativas reconocidas
en las Leyes.
At:tfculo trepe.-En el Tesoro Público se integrarán y custodia..
n\~ los fondos _y valores de la Hacienda Pública.
Articulo catorce,-La administración de la Hacienda Pública
está. sometida al régimen de presupuesto anual aprobado por lu
Cortes.
Articulo quince,-El' cumplimiento de los programas de gastOl
• inversiones públicaR. sean. generales o sectoriales, de vigen·
cia plurianual. se acomodara a lo dispuesto en el articulo se·
senta y uno de la presente Ley y a los límites y demás condicto·
nes que establezca la Ley de Presupuestos Generales del Es-
tado en cada uno de los ejercicios de los respectivos Pl6I18s
económicos.
Articulo dieciséis.-Uno. La Intervención General de la
Administración del Estado ejercerá las funciones previstas
en el articulo noventa y tres de esta Ley. con plena auto-
nomla respecto de las autoridades y demás Entidades cuya
gestión fiscalice,
Dos. La función interventora tiene por objeto controlar
todos 'los actos de la Administración del Estado y- de sus
Organismos autónomos, que den lugar al reconocimiento de
derechos y de obligaciones de contenido económico, asi como
los ingresos y pagos· que de ellos se deriven, y la recaudacIón
Inversión o apUcación en general de los caudales publlcos
con el fin de asegurar que la administración de la Hacienda
Pública se ajuste. a las disposiciones aplicables en cada casal
Artículo diecisiete,-Uno, El control de carácter financiero
se ejercerá por la Intervención General de la Administración
del Estado, de conformidad con lo prevenido en cada caso
respecto a los servicios. Organismos autónomos y Sociedades
estatales, para comprobar su funcionamient,o en el aspecto
econÓmicn·financiero y conforme a la.s disposiciones y directri·
ces que les rijan.
Dos. El preceptivo contl"ol de eficacia se ejercerá. mediante
análisis del coste de funcionamiento y del rendimiento o utl·
lidad de los respectivos servicios o inversiones, así como del
cumpl,imio"nto de los objetivos de los correspondientes pro--
gramas.
Artículo dieciocho.-En cuanto a las sociedades mercanttles,
empresas, entidades y particulares por razón de las subvencio-
nes corrientes, créditos, avales y demás ayudas del Estado o de
sus Organismos autónomos o de otro modo concedidas con
cargo a los Presupuestos Generales del Estado, el control de
carácter financiero podrá ejercerse en la forma que se hu~
biere establ.ecido o se estableciere en cada caso con indepen-
dencia de las funciones interventoras que se regulan en la
presente Ley.
Articulo diecinueve.-La Hacienda Pública queda sometida al
régimen de contabilidad tanto para reflejar toda clase de ope-
raciones y de resultados de su actividad, como para facilitar
datos e informacllln ton general que sean necesarios para el
desarrollo de sus fU!1cicne~
Articulo veinte.-Al Tribunal de Cuentas del Reino corres-
ponde realizar con J.·lena . independencia las funciones que le
asigna el articulo cuarenta y cuatro- de la Ley Orgánica del
Estado y las demás Leyes que regUlan su competencia.
Articulo velntiuno.-Lasautoridades y fUDcionarlos en gene~
ral que con sus actos u Olllisiones y mediante dolo. culpa o
negligenda perjudiquen a la Hacienda. Pública incurrirán en
las responsabilidades civil, penal o disciplinarl~ que en cada
caso proceda.
TITULO PRIMERO
Del régimen de la Hacienda Pública
CAPITULO PRIMERO
Los derechos de la Hacienda Pública
Articulo, veintidós.-Son derechos económicos de la Hacienda
Pública y constituyen el haber de la misma:
al Los tributos, clasificados en impuestos, contribuciones
especiales, tasas y exacciones paraflscales.
bJ Los ren-d1mientos procedentes de su patrimonio.
el Los productos de operaciones de la Deuda Pública.
d) Los demás recursos que obtenga la Hacienda Pública.
Articulo veintitrés.-Los recursos de la Hacienda del Estado
y' de cada uno de sUs .Organismos autónomos se: destinan ..
satisfacer el conjunto de sus respectivas obligacione~, salvo
que por una Ley se establezca su afectación a fines determi..
nadas.
Articulo veintlcuatro.-Uno. La administración de los re-
cursos de la Hacienda Pública corresponde. segun su titularl..
dad, al MinIsterio de Hacienda o a los Organismos autónomos,
Con el control qUe esta Ley establece
Dos. Las personas o Entidades que tengan a su cargo la ad-
ministración de derechos económicos de lo- Hacienda Pública
dependerán del Ministerio de Hacienda o del correspondiente
Organismo autónomo en todo 10 relativo a su gestión, entrega
o aplicación y a la rendición de las respectivas cuentas.
Articulo veinUcinco.-Estarán obligados a la prestación de
.fianza los funcionarios, Entidades o particulares que manejen
o custodien fondos o valores de naturaleza pública, en la
cuantia y forma que determinen las disposiciones reglamen...
tarias,
Articulo veintiséis.-Uno. La gestión -de los tributos .se ajus.
tará a lo prevenido en la Ley General Tributaria y en las demál
Leyes aplicables.
Dos. A la Inspección de los Tributos le corresponderá com-
probar e investigar_ los supuestos,de hechos, integrar definitivft,..
mente las bases imp0nibJes y las demás funciones que determina
la Ley General Tributaria.
Artículo veintisiete.-Uno. La gestión de los 1;lienes pa.trimo-
niales y sus rendimientos, tanto del Estado como de sus Orga-
nismos autónomos, se a.comodará a lo dispuesto por las Leyes
aplicables en cada caso, <
Dos. Lasparticlpacicnes del Estado y de sus' Organismos
autónomos en el capital de lljl.S Sociedades mercantiles fonuan
parte de sus respectivos patrimonios.
Articulo veinti'ucho.--Constituyen la Deuda Pública los cap!..
tales tomados a préstamo por el Estado o sus Organismos autO..
nomos. La creación, administración, conversión y extinción. asf
como }p, prescripción de los capitales y sus intereses. se regirán
por lo dispuesto en la presente Ley.
Articulo veintinueve.-Un'o, Las aportaciones al Estado o a
sus Organismos autónomos, los.. rendimiento.:: de la a.cuñadón de
la moneda, de .la Lotería Naéional y de los monopolios· fisca.-
les, los reintegros de gastos públicos, los remanentes de TesO'"
rerta procedentes de la liquidación de los presupuestos y loa'
demás derechos económicos de la Hacienda Pública, se regula-
rán por las disposiciones especiales de aplicación a cada uno
de ellos, sin perjuicio de lo establecido en esta Ley,
Dos. Son bienes abandonados por su titular. y, como tales,
perteneciente'i al Estado, los valores, dinero y demas biene.
muebles constituidos en depósito. voluntario o necesario, en
toda clase de Sociedades de crédito o Entidades financieras,
respecto de loS cuales, y en el plazo de veinte años. no le
haya practicado gestión alguna par los interesados que im-
pliquen el ejercicio de su derecho de propiedad. Este mismo
régimen ea aplicable a -los sa.ldos de cuentascorrientea abiar..
tu en los referidos establecimientos o Entidades,
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Articulo treinta.-UnCf. No se podrán enaJenar, gravar ni
arrendar loe derechos económicos de la Hacienda Pública fUera
de los C8S''>S regulados por las Leyes.
Dos. Tampoco se._concederan exenciones, perdones, rebAlas
ni moratorias en el pago de los derechos a la Hacienda Públtca.
lino en los casos y en la forma que determinen las Leyes.
Artículo treinta y uno.-Para la cobranza de los tributos '1 de
las cantidades que como' ingresos de Derecho público deba per~
cibir, la Hacienda Pública ostentará las prerrogativas estableci-
das legalmente y actuara, en su Cb58, conforme' 8 los procedi.
mientas administrativos correspondientes.
Artículo treinta y doB.-Uno. A los fines previstos en el aro
ticulo anterior, la Hacienda del Estado gozará de las prerrogati-
vas reguladas en los articulas setenta y uno, setenta y tres,
setenta y cuatro y setenta y cinco de la Ley General Tributaria.
Dos. Los mismos derechos asisten a los Organismos autó·
nomos -del Estado, excepto cuando concurrari con la Hacienda
del propiQ Estado.
Articulo treinta y tres.-Las certificaciones acreditativas del
descubierto ante la Hacienda PUblica de las deudas C'¡)rrespon~
dientes a los derechos referidos en elarUculo treinta y uno de
esta Ley, e:xpedidas por funcionarios competentes, según los Re~
glamentos, tendrAn la fuerza y ·eficacia. que establece el articu-
lo ciento veIntinueve de la Ley General Tributaria.
Artículo treinta y cuatro.-Uno. ,En ningún caso p.:¡drAn sus·
penderselos procedimientos administrativos de apremio por
virtud de recursos interpuestos por los interesados, si no .e
realiza el pago del débitc. se consigna su importe o se garan-
tiza éste en la forma reglamentariamente establecida.
Dos. Si contra dichos procedimientos se opusieran reclama-
ciones en concepto de tercería o por otra acción de carácter
civil por persona que ninguna responsabilidad tenga para con
la Hacienda Pública en virtud de \lbligación o gestión propia o
transmitida, se suspenderán dichos procedimientos sólo en la
parte que se refiera a los bienes o derechos controvertidos, sus-
mndándose este incidente en J~ via administrativa como previa
a la judicial.
Cuando la reclamación fuese denegada en la via administra-
tiva, proseguirá el procedimiento de apremio, a no ser que de
la ejecución puedan derivarse perjuicios <fe impvsible o difícil,
reparación, en cuYo caso la Administración Pública podré. acor·
dar la suspensión de aquél, siempre que se adopten las medidas
reglamentarias de aseguramiento de los respectivos créditos.
Tt"es" Asimismo podrá suspenderse el procedimiento de apre·
mio sin los requisitos establecidos en el numero uno de este
arUcul'v, 51 el interesado demuestra que ha existido e11 su· per-
JUicio error material o aritmético en la determinación de la
deuda tributaria que le exija.
Artículo treinta y cinco.-La efectividad de los derechos de
la Hacienda Publica no comprendidos en el artículo treinta y uno
de esta Ley se llevará a cabo con suieción a las normas y pro-
cedimientos del Derecho privado.
Articul'v treinta y seis.-Uno. Las cantidades adeudadas a
la Hacienda Pública por los conceptos contemplados en este ca-
pítulo devengarán interés de demora desde el día siguiente eJ
de su vencimiento.
Dos. El interés de demora se determinará aplicando el tipo
básico del Banco de España vigente el día en que venza el plazo
señalado en el párrafo anter~or,
Artículo treinta. y siete.-Los actos y' contrat'<.)s realizados en
perjuicio de la Hacienda Publica por quienes resulten deudo-
res de ella serán rescindibles con arreglo a las disposiciones del
Derecho comun.
ArtíCUlo treinta y ocho.-La representaci6n y defensa de la
Hacienda Pública ante los Jueces' y Tribunales corresponde a
los Abogados del E~tado, bajo la dependencia y directrices de la
Dirección General de lo Contencios'v del Estado, conforme El
las disposiciones de su Estatuto Orgánico y demás que regulen
la actuaci6n en juicio.
Artículo treinta y nueve.-No se podrá transigir judicial ilJ
extrajudicialmente sobre los derechos de la Hacienda Pública, ni
someter a arbitraje las contiendas que se susCiten respecto de IIJs
mismos, sino mediante Decreto acordado en Consejo de MJ·
mstros, previa audiencia del de Estado en pleno.
Articulo cuarenta.-Uno. Salvo 10 establecido por las Leyes
reguladoras de los distintos recursos, prescribirá 4 los cinco años
el derecho de la Hacienda Pública:
a) A reconocer o liquidar créditos a su favor, contándose
dicho plazo desde el dia en que el derecho pudo ejercitarse.
b) Al cobro de los créditos reconocidos o liquidados, a
contar desde la fecha de su notificación o, si. ésta no fuera
preceptiva, desde su vencimiento.
Dos. La prescripción de los derechos de la Hacienda PUblica
se interrumpirá. cvnforme al articulo sesenta y seis de la Ley
General Tributaria y se aplicarA" de oficio.
Artículo cuarenta y uno"~Uno. Los derechos de la Hacienda
Publica declarados prescritos serAn baja en las respectivas cuen
tas, previa tramitación del oportuno expediente.
Dos. La declaraci6n y exigencia de las responsabilidades a
que, en su caso, haya lugar por la prescripción de créditos de
ia Hacienda Publica se ajustará a lo prevenido en el titulo
séptimo de la presente Ley.
CAPITULO 11
Las obligaciones de la Hacienda Pública
Articulo ~uarenta y dos.-Las obligaciones económicas del
Estado y de BUS Organismos autónomos nacen de la Ley, de
los. neR:ocios jurídicos y de los actos o hech'¡)s que, seftÚ.n De-
recho, las generen.
Artículo cuarenta y treB.-Uno. Las obligaciones de ---pago
sólo son exigibles de ~ Hacienda Pública, cuarido resulten de
la ejecución de los Presupuestos Generales del Estado, de con-
formidad con· lo dispuesto en el artículo sesenta de esta Ley de
sentencia judicial firme o- de operaciones -de Tesorer1a lega}men~
te autorizadas.
Dos. Si dichas obligaciones tienen por causa las prestacio-
nes o servicios a la Administración Pública, el pago no podrA
efectuarse si el acreedor no ha cumplido O garantizado su co-
rr~lativa obligación.
Articulo cuarenta y éuatro.-Uno. Los Tribunales, Jueces y
Autoridades administrativas no podrán despachar mandamlen~
tos de ejeCUción, ni dictar providencias de embargo contra los
derechos, fondos, valores y bienes en general de la Hacienda
Pública.
Dos. El cumplimiento de las resoluciones juditiales que de~
terminen obligacioneS a cargo del Estado o de sus Organismos
autónomos corresponderá exclusivamente "s la Autoridad admi-
nistratJva qué. sea competente por razón ~e la materia, sin per~
juicio de la facultad de suspensión o inejecución de sentencias
previstas en las Leyes.
Tres. La Autoridad administrativa encargada. de la ,ejecución-
acordará el pago en la: forma y con los limites delrespecUvo
presupuesto. Si para el pago fuere necesario un crédito· extra·
ordinari'¡) o un suplemento de crédito, deberá solicitarse de las
Cortes uno u otro dentro de los tres meses -siguientes al dia
de notificación de la resolución judicial.
Artículo cuarenta y cinco.-Si la Administración "no pagara al
acreedor de la Hacienda Pública dentro de los tres meses si~
guientes al día de ·notificación de la resolución iudicialo del
reconocimiento de 'la obligación, habrá de abonarle el interés
señalado en el articulo treinta y seis, párrafo dos, de e,sta Ley,
sobre la cantidact debida, desde que el acreedor reclame por
escrito el cumplimiento de la obligación.
Artfcul!¡) cuarenta y seis.-Uno. Salvo lo establecido por
Leye! especiales, prescribiré.n a los cinco aftos:
a) El derecho al reconocimiento o liquidación por la Ha-
cienda Pública de toda obligación que no se hubiese tolicitado
con la presentación de los documentos justiflc~tivos. El plazo
se contará. desde la fecha en que se concluyó el servicio o la
prestación determinante de le. obligación.
b) El derecho a exigir el pago de las obligaciones ya reco·
nacidas o liquidadas, si no fuese reclamEKIo por los acreedores
legítimos o su>s derechohabientes. El plazo se contará. desde 1.
fecha de notificación del 'reconocimiento o liquidación de la
respectiva obligación. -
Dos. .con la expresada salvedad en favor de Leyes especia-
les. la prescripción se interrumpirá. conforme a las diSposici"o~
nes del Código Civil. -
Articulo cuarenta y siete.-Las lSbliga.ciones a cargo de la
Hacienda Pública que hayan prescrito serAn baja en las res"
pecUvas cuontas, previa tramitación del oportuno expediente.




-Presupuestos Generales del Estado
5ECCION 1
Contenido )l aprobación
Articulo cuarenta y ocho.-Los Presupuestos Generales del
Estado constituyen la expresión cifrada. coniunta y sistemática
de las obligaciones que, como máximo. pueden reconocer el
Estado y sus Organismos autónomos y de los ~erechos que 88
preves.q liquidar durante el correspondiente .eJer~cl0.
Articulo cuarenta y nueve.-El ejerCido presupuestario cotn-
(lidírá con el afio natural, ,Y a él 86 imputarán:
al Los derechos liqUidados durante el mi.smo. cualquiera
que -sea el perfodo de que deriven; y
b) Las obUgaciones reconocidas hasta el- fin del mes de
enero siguiente. siempre que correspondan a adquisiciones.
'obras, servicios, prestaciones o gastos en general. realizados
antes de la expiración del ejercicio presupuestarlo y con cargo
a los respectivos créditos.
Artículo cincuenta.-Integran los Presupuestos Generales del
Estad'¡)~
a) El presupuestO del Estado, con la pormenorización exl-
gJda por está Ley: y .
b) El presupuesto de los Organismos autónomos del Estado,
a que se refiere el apartado al del párrafo uno del articulo
cuarto de la presente Ley, con el grado de jesarrol1o que re·
glamentariamente se determine. .
Articulo cincuenta y uno.-Uno. Los Presupuestos Generales
del Estado contendrán:
al Los estados de gastos en los que. se incluirán, con la de.-
bida especificación, los crédttos necesarios para atender al
cumplimiento de las 'obligaciones.
bJ Los estados de Ingresos en los que figuren las esUmacio-
nes de los. distin.tos derechos económicos a liquidar durante el
ejercicio.
Dos. A los Presupuestos Generttles del Bstado se unirán:
a) El presupuesto-resumen de los Organismos autónomo:!
definidos en el apartado b) del párrafo uno del artículo cuarto
de esta Ley; y ,
b) El presupuesto-resumen de la Seguridad Social, a que
se refl~re el artículo ciento cuarenta y siete de esta Ley.
Articulo cincuenta y dcis.-Un'.J. La estructura de los Pre-
51ípuestos Generales del Estado. se determinará por el Ministerio
de Hacienda, teniendo en cuenta la organización de la Admi-
nistra,ción del Estado y de sus Organismos autónomos, la na-
turaleza econó~ica de .los ingresos y de los gastos, las, finali·
dades u _objetivos que con estos últinios se propongan ,conseguir
y las inversiones previstas en los correspondientes Planes de
Desarrollo Económico-Socia.}.
Dos. A los. Jefes de los Departamentos ministeriales corres·
ponderá desarrollar la estructura presupuestaria de las Enti·
dades públicas y Organismos autónomos de ellos dependientes,
con arreglo a sus caractérfsticas, pero adaptándose a la que se
establezca para el sector público.
Tres. Los. presupuestos de las Corpora.ciones Locales se
adaptarán a la estructura que, con carácter general, se establez-
ca para el sector público, sin perjuicio de las peculiaridades de
aquéllas.
Artículo cincuenta y tres.-A 105 fines previstos en el ar·
tículo anterior, se establecen las siguientes re~las:
Primera.-Los estados de gast'.:lS de los Presupuestos Genere.-
les del Estado aplicarán las clasificaciones orgánica, funcional,
por progra.mas y económ'ica.:
A) La clasificación orgá.nica agrup~rA los créditos para gas·
tos por servicio.
Bl La clasificación funcional agrupará los créditos según
la naturaleza de las actividades a .realizar por cada servido.
el Cada Departamento u Organismo autónomo estableceré.,
de acuerdo con el Ministerio de Hacienda. - un sistema de o!)o.
jetivos que sirva de ~co a· su gestión presupuestaria, y, de
conformidad COD ellos, se clasificarán los créditos por prO"'
&Tamas.
Dl Se presentarán con. sepwra.c:1\5u 1\lB gastos corrientes y 108
gastos de capital, .y su clasificación -económica se regirá por los
siguientes· cntenos:
Uno. En los créditos para gastaD corrientes, los de luncio--
namiento de los servicios, los de intereses y las transferencias
corrientes; ., .
·Dos. En los créditos ,para gastos de C&{)1tal Se distingulr&n
los de inversiones reales, las transferencias de capital y lu
variaciones, de activos y pasivos financieros.
Se~nda.-La estnlctura del estado de &astos incluirá la. cIa·
sificación territorial de 1\lB de inversibn .
Tercera.-El .estado de ingresos del' Presupuesto del Estado
será elaborado por el Ministerio de Hacienda, conforme a l••
correspondientes técnicas de evaluación y al sistema de tribu-
tos y demás derechos que hayan de regir en el respectivo ejer~
ciclo.
Artículo cincuenta y cuatro.-Elprocedimiento de elaboración
de los Presupuestos Generales del Estado se acomodará a laa
siguientes reglas:
Primera.-Los Ofganos superiores del Estadd y los Cepar,
tamentos ministeriales remitirtn· al· Ministerio de Hacienda, an~
tee del dia uno de mayo de cada afta, los correspondientEtl:t
anteproyectos de estados de gastoS, debidamente documentados
y .ajustados a las Leyes que sean de aplicación y a las direc~
trices aprobadas por el Gobierne.
Del mismo modo, y antes c.e dicho dia, los Departamentos
ministeriales remitirán al Ministerio de Hacienda los antepro--
yect08 de estados de in"gresos y gastos de los Organismos autó..
nomos a ellos adscritos, formando un solo presupuesto por
cada Organismo. que comlft'8nderá todas las actividades, op&-
'raciones y servicios que deba realizar en virtud de las {un·
ciones que tengan asignadas, y no podrá tener déficit inicial ni
créditos destinados a obligaciones de ,carác~er permanente que
excedan del importe de. sus ingresos ordinarios.
Segunda,-,Con base en los referidos anteproyectos, en las
estimaciones de ingresos y en la previsible actividad ecoii6mica
durante el ejercicio presupuestario siguiente, el Ministerio de
Hacienda someteré. al acuerdo del Gobierno el proyecto de
Ley dA Presupuestos Generales del Estado. con separación de
los estados de ingresos y 'gastos correspondientes al Estado .,
de los relativos a sus Organismos 'autónomos administrativos,
as! como el presupuestf)-resumen de los inoluidoB en el .par.
teda b) del Párrafo uno del articúlo cuartA> de esta Ley, elab~
rados con el detalle y grado de especificación que se determinen
por via reglamentaria. A tales efectos; se uniré. el presupuesto~
resumen de la Seguridad Social, a que se refiere el titulo VIII
de la presente Ley.
Tercera.-Como documentación anexa' al anteproyecto de
Ley de Presupuestos Generales del Estado, se cursaré.n al Go-
bierno:
al. La cuenta consolidada de los p'resupuestos.
bJ Las Memorias explicativas de los contenidos de cada
uno de. ellos y de las principales modificaciones lue presenten
los anteproyectos comparados con los presupuestos en vigor.
e) La liquidación de los presupuestos del afio anterior f
un avance de la del ejercicio corriente.
d) El presupuesto consolidado del sector público; y
el Un informe económico y financiero.
Cuarta.-Et Ministerio de Hacienda incorporará al Presupues.
to los programas y proyectos de inversión pública, de acuerdo
con las prioridades y objetivos establecidos en los Planes de
Desarr'vIlo.
Artículo cincuenta y cinco.-Uno. El proyecto de Ley de Pre-
supuestos Generales del Estado, con los anexos que determina
el párrafo dos del artículo <;::incuentay uno de esta Ley y con
los documentos que enumera la regla tercera del articulo cin.
cuenta y cuatru de la misma, será remitido a las Cortes antes
del dia quince de octubre del propio afio, para su aprobación,
enmienda o· devolución.
Dos. La inclusión por el Gobierno de los respectivos 'pre~
supuestos de Entidades y Organismos en los presupuestos-re-
sumen que menciona el párrafo dos del articulo cincuenta y un'o
de esta Ley no entra~ará su aprobac1ón hasta que sea acordada
por las Cortes, confonne al articulo Cincuenta y cuatro de la
Ley Orgánica del Estado.
Articulo cincuenta y 5els.-Uno. S1 la Ley de presupuestos
Generales del Estado no fuera aprobada por las Cortes ante.
del primer dia del ejercicio e'conómico en que haya de regir.
se considerarán automáticamente prorrogados, incluidos 108 pre..
lupuestos-resumen, los· del ejercicio inmediato anterior halta




la aprobación y publicación de 108 Duevos en el .BoleUn Oficial
del Estado-.
006. La prórroga no !&lactará a los créditos para gastos oo·
rrespondientes a servicios o programas que deban terminar en
el ejercicio Cuyos presupuestos se' prorrogan.
Tres. Si las Cortes modif~:::asen los presupuestos-resumen a
que se refiere s'¡ párrafo dos del articulo cincuenta y uno de
esta Ley. el Gobierno practicará las correlativas alteraciones
en el presupuesto o en los presupuestos de las Entidades \lOr·
aaDismos afectados por la modificación
Articulo cincuenta y alete.-Uno. Al servicio de la pol1tica
presupuestaria' de coyuntura económica-social existirán, entre
otros, los siguientes medios:
al Un crédito de acción coyuntural que se inclulré en el
Presupuesto del Estado para programas de inversión.
bl La no disponibilidad hasta un diez por ciento como
mAximo de los créditos para operaciones de capitaJ que fi-
guren en los Presupuestos GeneraJ.es del Estado del respectivo
ejercicio.
Dos. Cuando en el crédit,) de acción coyuntural, incluido en
el Presupuesto del Estado, figuren especificados los programas
de inversión a realizar, el GobiE!rno, a propuesta del Ministro
de Hacienda, podrá disponer de aquél si la situación económica
general así lo requiere. A tal 'efrcto se realizarán las transfe·
rencIas que procedan a la Secclón del Presupuesto a que co-
rrespo:lda el pr0grama.
Tres. En el caso de qUé el presupuesto no consigne los re-
feridos programas o se estime conveniente modificar los ya apro~
bados, el Gobierno habré. de remitir a las Cortes un Proyecto
de ~ey que autorice su utilización 1.concrete í8S inversiones a
realIzar, acompañado de una Memoria explicativa. de las cir-
cunstanc~as que así lo Justifiquen. Del referido Proyect'.> de
Ley conocerá la Comisión de Presupuestos de las Cortes con
carácter ,urgente, conforme a lo dispuesto en el articulo doce,
apartado I, de la Ley Constitutiva de aquéllas.
t:uatl'<k Los acuerdos a que se contrae el apartado b)· del
párrafo uno del presente artfc:ulo y las especificaCiones a efec~
tuar .según el párrafo tres del mismo corresponderAn al Go·
bierno, a propuesta del' Ministro de Hacienda.
Cinco. El Gobierno dará cuenta anualmente a las Cortes de
la aplicación del crédito de acción coyuntural.
.,Artículo cincuent¡¡. y ocho.-Uno. L'VS derechos liqUidados y
las obligaciones reconocidas se aplicarán a los Presupuestos por
Buimport~íntegro, quedando pr.ohibido atender obligaciones me-
diante minoración de los derech'.)s a liquidar o ya ingresados,
salvo que la Ley lo autorice de modo expreso. .
Dos. Se exceptúan de la anterior disposición las devoluciones
de ingresos que -se declaren indebidos por Tribunal o Autoridad
C',)mpetentes.
Tres. A los efectos del presente articulo se entenderá p~r
lm~rte integro el resultante después de apIfcar las exenciones
y bonificaciones que sean procedentes y que serán objeto de
contabilización independientes.
SECCION 11
Las cr~ditos y sus modificaciones
. Artículo cincuenta y. nueve.-Los·créditos para gastos se des-
tinarán. exclusivamente a. la finalidad específica para la que
hay~n si~o aut'0rizados por la Ley de Presupuestos o por .las
rnod'ficaClOnes aprobadas conforme a esta. Ley.
Artículo sesenta.-Los créditos autorizados en el estado
de gastos de los presupuestos tienen carácter limitativo y, por
tanto, no podrán adquirirse compromisos de gastos por cuantía
superIor a· su importe. siendo nulos de pleno derecho los actos
administrativos y l~ disposiciones generales con rango inferior
a Ley que Infrinjan la expresada nonna., sin perjuicio de las
responsabilidades a que haya lugar.
Artículo sesenta y uno.-Uno. La aU:tori~ación o realización
de los gastos de ca.récter plurianual se subordinárá al crédito
Que para cada ejercicio autoricen los respectivos Presupuestos
Generales del Estado. _
Dos. Podré.n adquirirse comproJ1".ísos por gastos que hayan
de extenderse a ejercicios posteriores a aquel en que se auto--
ricen, siempre que su ejecución se Iniete ·en el propio ejerciCiO
y que, además, se encuentre en alguno de los casos que a
o:mtinuación se enumeran:
al Inversiones y transferencias. de capital.
bl Contrat.Q~ de suministro, de asIstencia técnica y científica
, de arrendamiento de equipos. ql,.e no puedan ser estipulados
o resulten 8.lltieconómicos por plazo de un do.
rJ Arrendamientos de bienes inmuebles a utilizar por Or·
ganismos del Estado, y.
dl Cargas financieras de las Deudas del Estado y cte SUl
Organismos ·aut6nomos.
Tres. El numero de ejercicios a que puedan aplicarse los
gastos referidas en los apartados al y bl del pérraf'o) ante·
rior no seré superior a cuatro. Asimismo, el gasto que e~n
tales casos se impute a cada uno de loS ejercicios futuros auto-
rizados na podrá exceder de la cantidad que resulte de aplicar
al crédito correspondiente, del año en que la operación se com-
prometió, los siguientes porcentajes: En el ejerci~io inmediato
siguif¡!nte. el setenta por ciento; en el segundo ejercicio, el
-sesenta por ciento. y en los tercero y cuarto. el cincuenta por
ciento. .
Cuatro. El Gobierno, a propuesta del Ministro de Hacienda,
podrá modificar los porcentajes señalados en el párrafl.:> tres de
este artículo, así como ampliar el numero de anualidades en los
caso,> especi~lmE'nte justificados, a petición del correspondiente
Departamento ministerial y previos los informes que se estimen
oportunos. y, desde luego. el de la Dirección General dél Tesoro
y Presupuestos.
Cinco. Los compromisos a. que se refiere el pérrafo dos del
presente articulo deberitn ser objeto de adecuada e indepen-
diente contabilización.
Articulo sesenta y d'0s.-Los créditos para gastos que al ul·
timo día de la ampliación del ejercicio presupuestario, a que se
refiere el apartado bl del articuio cuarenta. y nueve de esta Ley,
no estén afecta.dos al ·cumplimiento de obUgaciones ya recono-
cidas quedarán' anuladqs de. pleno derecho, sin más excep-
ciones que las establecidas en el articu¡o setenta y tres de
esb Ley.
Artículo •sesenta y tres.-Uno. Con cargo a los créditos
del ·estado de gastOG de cada presupuesto sólo podrán con·
traerSe obligaciones derivadas de adq1.j.isiciones, obras. serviCtrnl
y demés prestacloneso gastos en general qUé se realicen en
el aiio natural del propio ejercicio presupuestarlo.
Dos. No obstante fo dispuosto en el párrafo anterior, se
aplicarán a los créditos del presupuesto vigente, en el momento
de expedición de las órdenes de pago, las obligaciones al·
EUientes:
al Las que resulten de la liquidación de 'atrasos a favor de
funcionarios de carrera, y .
bl Las derivadas de ejercicios anteriores, reconocidas en .1
periodo de que se trate y que debieran ser hnputadas a cré-
ditos ampliables según lo dispuesto en el artículo sesenta·.,
y seis de la presente Ley.
Artículo sesenta y cuatro.-Uno. Cuando haya de realizarse
con cargo a los Presupuestos del Estado alA'un gJl,Sto que no
pueda d'3morarse hasta el ejercicio siguiente y no exista en
ellos crédito o sea illsufici<,:mte y no ampliable el consignado,
el Ministro de Hacienda, previo informe de la Dirección· Ge-
neral del Tesoro y Presupu(lstos y. dictamen del Consejo de
R¡:;tado. elevará al acuerdo d(ll Gobierno la remisión de un
Proyecto de Ley a las Cort~s de concesióri, de un crédito ex-
traordinario, en el primer caso, o de un suplemento de crédito
en el segundo, y (In el que i>e especifique el recurso que haya
de financiar el mayor gasto público.
Dos. Si la necesidad de crédito extraordinario o suplementa-
rio se produjera en un Organismo autónomo de los referidos
en el párrafo uno del artículo cuatro de' este. Ley, se obserM
"arén las siguientes disposiciones:
al Cuand',) el crédito extraordinario o suplementario no su·
ponga aumento en los Créditos· del Presupuesto del Estado, la
concesión de uno u otro corresponderá al Ministro· de Hacienda
si su importe no excede del dos por ciento del presupuesto de
gastos del Organismo autónomo en cuestión. y al Gobierno
cuando, excediend',) de dicho porcentaje, no supere el cinco
por cier:o del presupuesto de gastos del Organismo autónomo
en el caso del apartado al del número uno del artículo cuartO
de esta Ley, o·del diez cuando se trate de los Organismosaut6-
nomos contemplados en el apartado blde dicho artículo. Dichos
porcentajes se aplicarén acumulativamente en cada ejercic10
presupuestario.
bl En el expediente de modificaci6n presupuestaria inforM
mará el Departamento min{steriaJ a cuyo presupuesto afecte o
al que esté adscrito el Organismo autónomo que lo, promueva,
deb;endo justificarse lanecesidact y urgencia del gasto, sin
dejar de especifIcar el medio o recurso que ha de financiar el
aumento que se proponga. ni la concreta Partida presupueBM
tarta. a incrementar,
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el El Gobierno daril:t.rimestralmente cuenta. a las Cortes
de los créditos extraordinarios y suplementos de crédito con-
cedidos al· amparo. del apartado a) del presente número me-
diante .cuadro que tenga, al menos, el mismo detalle del re.
pectlvo presupuesto.
ArUenl\) se~enta y cinco.-:-Uno. Con carácter excepcional.. el
Gobierno, a propuesta del Ministro de Hacienda. podra. con-
ceder anticipos de Tesorería para atender gastos inaplazables,
co:g. el ·límIte máxtmo en cada ejercicio del UDO por ciento -.de
los cr6qitos -&\i.torizados por la Ley de Presupuestos Generales
del Estado, en los siguientes casos:
al Cuando. una vez iniciada la tramitación de los expedien-
tes da concesIón de créditos extraord1nar108 o de suplementos
de crédito. hubiera dictaminado favorablement1t el ConseJo de
Estado, o "
b) Cuando se hubiera promulgado una Ley por la que se
establezcan obligaciones cuyo cumplimiento exija la concesión
de crédito extraordinario o suplemento de crédito.
Dos. 51 las Cortes no aprobasen el Proyecto de Ley de"
concesión del crédito extraordinario o del s,uplemento de cré~
dito. -el importe del anticipu de Tesorería seca.ncelará con car·
go a los créditos del respectivo Departamento ministerial ~ Or-
ganismo autónomo, cuya minoración ocasione menos trastornos
para el servicio público.
Artícull,) sesenta y seis.-No obstante 10 dispuesto en el
articulo sesenta de esta Ley tendrán, ~xcepcionalmente, la
condición de ampliables aquellos créditos que de modo taxa·
tivo y debidamente explicitados se re1.acionen en el estado de
gastos de los Presupuestos Generales del Estado y. en su virtud,
podrá ser incrementada su cuantía. previo cumplimiento de
los requisitos exigidos por via reglamentaria, en función de la
efectiva "recaudación de los derechos afectados o del recono·
cimiento de obligaciones especificas del respectivo eiercicio,
según disposiciones con rango de Ley.
Artículo sesenta y siete.-El Gobierno, a propuesta del Mi·
nistru de Hacienda, podrá acordar, cuando se tra.t~ de créditos
de operaciones de capital, transferefici'8s de los ·créditos globales
a. los especificas de la misma naturaleza económica, debiendo
determinarse en los estadus de gastos de los presupuestos a qué
créditos globale~ es de aplicación esta nonna.
Articulo sesenta y ocho.-Un·,J. El :Ministro de Hacienda po·
drá acordar transferencias de créditos dentro de un mismo pro~
grama con las siguientes limita.ei,)nes: aJ, entre créditos para
gastos de funcionamiento de los seI"'lricios, excepto de personaL
bJ, entre créditos para opecaclOGeS de capital. y cl, de créditos
para opera.ciones de c.a.pital a corrientes, siempre que sean
utilizados para la· entrada en funcionamiento de las nuevas
1nversiones, y, además, en el mismo ejercicio en que las in·
versiones se hayan concluido.
Dos. Asimismo, podrá acordar las oportunas retenciones de
créditos presupuestarios a favor de los Servicios que tengan.
su cargo la gestión unificada de obras o adquisiciones.
Artículo sesenta y nueve.-Los Jefes de los Departamentos
ministeriales y de los Organismos autónomos mencionados en el
párrafo uno· del artículo cuatro de esta Ley podrán redistribuir
los créditos entre las diferentes partidas de un mismo concepto
presupuestario. poniéndolo en conocimiento del Ministerio de
Hacienda. Cuando se trate de conceptos de personal, se necesi-
tará el acuerdo favorable de dicho Ministerio.
Artículo setenta.-Las transferencias de créditos de cualquier
clase estarán sujetas .& las siguientes limitaciones, además de
las ya expresadas en artículos anteriores de esta Ley:
al No afectarán a los créditos para gas·tos de personal, ni a
los ampl1ables, ni a los extraordinarios concedidos durante el
ejercicio.
bJ No min~rarán créditQS para gastos desUnados a subven·
clones non1inativas, ni los que he.yan sido incrementados con
suplementos o transferencias.
el No determinarán aumento en créditos que como conse-
cuencia de otras transferencias hayan sido objeto de minoración.
Artículo setenta y uno.-Podrlm genetar crédito en los estados
de gastos de los presupuestos, en 1& fonoa que reglamentaria--
mente se establezca. los ingresos derivados de las siguientea
operaciones:
a) Aportaciones de personas naturales. o jurídicas para fl·
nandar, juntamente con el Estado o con alguno de sus Orga-
nismos autónomos,. gastos que por su naturaleza estén compren·
didos en los fines u objetivos de los mismos.
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bl Enajenaciones de bienes del Estado o de sus Oreanismoe
autónomos.
c) Prestaciones de servic1oa.
d) Reembolso de préstamos, y
e) Créditos del exterior para Inversiones públicas que por
Ley se haya dispuesto sean asl financiadas.
Artfeulosetenta y dos.-Los ingresos ubtenidos por relnte·
gro de pagos reali:tados indebidamente con cargo a créditos pre..
supuestarios podrán dar lugar a la· reposición de estos últimoa
en. las condiciones que reglamentariamente se establezcan.
Artículo setenta y tres.-.Uno. No obstante lo dispuesto en
el articulo sesenta y dos de esta Ley, por decisión del Ministro
de Hacienda podrán incorporarse a los correspondientes créditos
de los presupuestos de gastos del ejercicio inmediato slguientel
al Los créditos extraordinarios y los suplementos de crédl·
~os, asl como las transferencias de crédito, q·ue hayan "tddo con·
cedidos o autorizadas, respectivamente, en el último trimestre
del ejercicio presupue:stario.
b) Los créditO.! que amparen compromisos de gastos con-
traídos antes del último mes del ejercicio presupuestario y que.
por causas justificadas, no hayán podido realizarse durante el
mismo.
c) Los créditos para aparacion{- s de capital.
d) Los créditos· autorizados en función de la efectiva recau·
daci6n de· derechos afectados, y
el Los. créditos generados por las operaciones que enumere.
el articulo setenta y uno de la presente Ley,
Dos. Los remanentes incorporado~ según lo .prevenido en el
PArrafo anterior únicamente podrán ser aplicados dentro del
ejercido presupuestario en que la incorporación se acuerde, y en
los supuestos de los apartados al y bl de dicho párrafo, .para
los mismos gastos que motivaron, en cada caso, la concesión y
autorización y el compromiso.
SECCIQN III
Ejecución y liquidación
Articulu setenta y cuatro.-Uno. Corresponde a los. órganos
soperiores del Estado y a los Jefes de los Departa:nlF.ritos m~nis~
teriales aprobar los gastos propios de los Servicios asu cargo,
salvo los CIiSOS reservados por la Ley a la competencia del Go~
bierno, asl como autorizar su compromiso y liquidación, e' ín-
teresar del Ministro de Hacienda la ordenación de los corres~
pondientes pagos.
Drus. Ccn la misma salvedad legal, -compete a los Presi-
dentes o DireCtores de los Organismos autónomos del Estado
tanto la disposición de gastos como la ordenación de ·105 pagos
relativos a los mismos.
Tres. Las facultades a que se refieren los anteriores núma·
r'\l5 podrán delegarse en los términos que establezcan las dis~
posiciones reglamentarias.
Articulo setenta y cinco..,-Bajo la superior autoridad del Mi-
nistro de Hacienda, competen al Director general del Tesoro y
Presupue'6tos las funciones de Ordenador General de Pagos del
&tado.
Artículo setenta y seis.-Uno. No obstante lo dispuesto en
el articulo anterior, con objeto de facilitar el servicio, eli:.tstirAn
las Ordenaciones de pag'.l8 secundarias. que se consideren ne-
cesarias y sus titulares serán nombrados por el Ministro de
Hacienda y dependerán del Ordenador General de Pagos del
Estado. ~.
Dos, Los Ordenadores por obligaciones de los Departamentos
militares pertenecerán a los Cuerpos de Intendencia de los Ejér-
citos de Tierra, Mar y Aire, y serán nombrados y removidos por"
el Ministro de Hacienda, a propuesta del titular del respectivo
Departamento militar.
.Tres.. Los servicios de las Ordenaciones de pagos se acamo--
darán al Regalmento que se apruebe a pr_opuesta del Ministro
de Hacienda,
Articulo setenta y siete.-La expedición de las órdenes de pa~
&,0 con cargo al Presupuesto del Estado habrá de acomodarse
al plan que sobre disposición de fondos del Tesoro Público se
establezca por el Gobierno a propuesta del Ministro de H¡¡.
cienda.
Articulo setenta y ocho.-A las órdenes de pago libradas con
cargo a los Presupuestos Generales del Estado se acompañarAn
los d',)Cumentos que acrediten la realización· de la prestaCión
o el derecho del acreedor, de conformidad con los acuecdos que
en su dfa autorizaron ., comprometieron el gasto.
384 8 enero 1977 :a. O. ífel E.-Num. 7
Articulo setenta y nueve.-Uno. Las órdenes de pago, cuyOS
document~ DO puedan acompañarse en el momento de Su 8:1-
pedición, según previene el artículo anterlor, porque los ser-
vicios o- prestaciones a que se refieran hayan tenido lugar en
territorio extranjero aporque no sea posible justificar de modo
inmediato la cuantía del gasto, tendrán e~ carácter de .a justI-
ficar,., sin perjuicio de su aplicación a los correspondientes c:ré-
ditos prQsupuestarios. '
Dos. El mismo cJirácter' tendrán las 'órdenes de pago que
expidan los Organismos autónomos del Estado y que tengan por
ob1eto satisfacer gastos a realizar en localidad donde no exista
dependencia del Orge.nismo de que se trate.
Tres. Los perceptores de estas órdenes de pago quedarAn obli-
gados ~ justificar la aplicación de las cantidades recibIdas en
el plazo de tres meses,_ y sujetos al régimen de responsabilidades
previsto en 16 presente Ley. El Ministro de Hacienda Y. en su
caso, los Presidentes o Directores de los Organismos autónomos
del Estado, podrtui excepcionalmente ampliar este plazo hasta
8eis o doce meses, según que los gastos hayan de realizarse en·
territorio nacional o extranjero, respectivamente.
Cuatro. En el curso del mes siguiente a la fecha de aporta-
cl6n de los documentos justificativos a que se refieren los pA~
rrafos anteriores de este artíC'Ulo, se llevará a cabo la aprobaciób
o reparo de la cuenta por la Autoridad eompetente.
A~tículo ochenta.-Cuando las órdenes de pago libradaS con
cargo a los Presupuestos Generales del Estado correspondan
a. subvenci'unes en favor de Entidades públicas o privadas. Em
presas o personas en general, sus perceptores vendrán obli~
gad()s a justificar en la forma que reglamentariamente se
determine,- y ante el Ministerio de Hacienda, la aplicación de los
fondos ~ed.bidos.
Artículo ochenta. y uno.-Uno. El presupuesto de cada ejerci-
do se liquidará en cuanto 6 la recaudación de derechos y al
pago de obligaciones, el día treinta de abril inmediato siguien-
te. quedando a cargo del Tesoro Público los ingresos y pagos
pendientes, según las respectivas contracciones de derechos y
Obligaciones. No obstante, se ",plicarán a periodo corriente 103
logres-os aplazados, fraccionados y demás no apremiados legal-
mente.
Dos. 'El Tesoro Público no dejará de aplicar sus entradas y
salidas por años naturales. cualquiera que sea el presupuesto
de contracción de los respectivos derechos y obligaciones.
Artículo o<::henta y dOB.-Los ingresos que se realicen una vez
cerrado el respectivo presupuesto quedarán desafectados del
destino especifico que. en su caso. les hubiera correspondido,
sin perjuIcio de su reconocimiento y nueva afectación con e,argo
al presupuesto del ejercicio en curso.
• CAPITULO 11
Orga'Rlamos cuyas operaciones son, preponderantemente. de
carácter comercial. industrial, financiero o análogo
Articulo ochenta y tres.-Uno. El Gobietn'o). a propuesta
de~. Ministro de Haciepda, determinará qué Organismos autóno-
mos del Estado se entenderán incluidos en el apar'tado b) del
párrafo uno del artículo cuatro de esta Ley, Y a los que serán
de aplicaciÓn las disposiciones espedales contenidas en este
capitulo. .
Dos. Las actividades de toda índole de ios OrganIsmos a que
se refiere el pérrafo uno de este articulo quedaráil reflejadas-
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determinaré. por el Ministro de Hacienda y que tendré. el sJ~
guiente contenido:
al Un estadó de recursos, con las correspondientes estJma~
ciones para el ejercicio.
b) pn estado de dotaciones. con la evaluación de las nece·
sidades -para el desarrollo de sus actividades en el ejercicio.
Tres. Las dotaciones a que se refiere el apartado b) anterior
le clasificarán así:
a) Estimativas, las que recojan variaciones de activo y de
pasivo, y las existencias en almacenes.
b) Umitativas, .las destinadas a remuneraciones del persa--
na! funcionario del Organismo autónomo, salvo 10 especialmen-
te dispuesto en su Ley reguladora, las subvenciones corrientes
y los gastos de capital.
el Ampliables, las determinadas en fundón de los recursos
efectivamente obtenidos.
Cuatro. No obstante lo dispuesto en el apartado, b) del pé.-
rrafo tres del presente artículo,). el Ministro de Hacienda podrá
declarar ~mpliables las dotaciones pa.ra. subvenciones corrien~
tes, cuando esté previamente establecido que hayan de fijarse
en función de los ingresos realizados.
Cinco. A los presupúestos de estos Organismos autónomos
se unirá una -Memoria -expresiva tanto de ,la labor realizada
cuant\) de los objetivos a alcanzar, en el ejercicio, así como una
evaluación económica de los proyectos de inversiones que hayan
de iniciarse en· el mismo..
Artículo ochenta y cuatro.-EI Gobierno unirá So los Presu-
puestos Generalés del Estado el presupuesto elaborado por el'
Ministerio de Hacienda, que resuma los de tod'"s los Organis-
mos autónomos a que se refieren las disposiciones d;el presente
capítulo.
Artículo ochenta y cinco.-El ejercicio presupuestario COi.Dci~
dirá con el año natural sin perjuicio de los-ajustes necesarioS
cuando las opera.ciones a realizar por el Organismo autónoro'u
estén vinculadas a ciclo productivo distinto, que no podré. ser
superior a doce meses.
Artículo ochenta y ·seis.-La disposición de los gastos y pa~
gos cOITespondientes a las dotaciones amplie.bles "'e ajustará al
régimen establecido para cada Organismo autónomo del Estado..
siempré que en plazo reglamE'tnta-rio se Justifique la inversión
o aplicación, de las cantidades satisfechas.
CAPITULO III
LoI!I programas de actuación. inversiones y financiación de 1M
- Sociedades estatales .
Artículo 'vchenta y siete.-Uno. Las Sociedades a que se re-
fiere .el párrafo uno del articulo seis de esta Ley elaborarán
anualmeáte un prol~rama de actuación. inversiones y financia.
clón, con el siguiente contenido: - . .
al Un estado en el- que se recogerán las inversiones reales
y financieras a efectuar durante el ejercicio social.
bJ Un estado en el qV€ se especificarán las aportaciones del
Estado o de sus Organismos autónomos participes en el capital
de las mismas, así como las demás' fuentes de financiación de
sus inversioneS.
cl La expresión de los objetivos a alcanzar en el ejercicio, y.
entre ellos, las rentas que se espera generar.
d) Una Memoria de- la evaluación económica de la inver·
sión o inversiones que vayan a iniciarse en el ejercicio. '
Dos. El programa El que se reftere el párrafo anterior res~
ponderA a las previsiones plurianuales oportunamente elabo·
radas.
Tres. Cualquier Organismo autón'Dmo de los incluidos en
el apartado bJ del párrafo uno del articulo cuatro de esta Ley
sólo podrá incrementar la cifra total que dedique a la finan~
. ciación de los programas de las varias Sociedades estatales
en qUE." participe hasta un cinco por ciento. En los demás casos.
se requeriré. autorización del Gobiern'''. ,
Cuairo. SI dichas Sociedades perciben subvenciones corrien~
tes con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, elabora-
rán anualmente, además del prográma que describe el párra-
fo uno de este articulo, un presupu,esto de explotación que de-
tallará los recursos y -dotaciones .anuales correspondientes. Asi·
mismo. formarán un presupuesto de capital si la subvención
fuera deeata cJase.
Cinco. Las vBIiaciones en los presupuestos a que se refi~re
el número cuatro de este articulo qu.e no afecten a subvenclo~
nes de los Presupuestos Generales del Estado sertm autorizadas
por el Ministro de Hacienda cuana., su importe no exceda del
cinco por ciento del respectivo presupuesto, y por el Gobierno
en ·los demás casos.
Articulo ochenta y ocho.-Uno. La estructura. básica del
programa, así como la del presupuesto de explotactón yo. en su
caso. de capital, se establecerán por el Ministerio de HaCienda y
se desarrollarán por· ooaa Sociedad estatal con arreglo a sus
necesidades. .
Dos. Sin perjuicio de otras competencias, e~ control de efi-
cacia a que se refiere el número dos del articulo diecisiete de
esta Ley será ejercido., respecto de las Sociedades estatales, por
el Organismo autónomo que en ellas tenga participación mayo-
ritaria o, en su caso, por el Ministerio de que dependan direc-
tamente.
Artículo ochenta y nueve.--Uno. Las Sociedades ·a que se
refiere el presente capítulo eluborarán. antes del un'" de junio
de cada año, el programa de actuación, inversiones y finanda~
ción correspondiente al ejercicio siguiente, complementado con
una Memori~ explicativa del contenido del programa y de las
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principales modificaciones que presente en relación con el que
se halle en vigor.
Dos. Los programas se someterán al acuerdo del Gobierno
antes d~l quince de septiembre de cada afta. a propuesta del MI-
nistro de Hacienda o del Jefe del Departamento al que esté
adscrito el Organismo autónomo participe en el capital de las
respectIvas Sociedades, previo informe del de Hacienda en este
(¡lUmo caso.
Tres. Los programas aprobados por el Gobierno se publica.
rán en el ..B'oleUn Oficial del E~tado.:
Articulo noventa.-Los presupuestos de explotación o de ca-
pital que, en su caso, se hayan de elaborar con arreglo a lo dis-
puesto en el párrafo cuatro del articulo ochenta y siete de esta
Ley se remitirán· por las respectivas Sociedades estatales al MI-
nisterio de Hacienda por conducto del Departamento u Orga-
nismo autónomo del que dependan. antes del día uno de mayo
de cada afta. acompañados de una Memoria explicativa de su
contenido y de la liquidación del presupuesto del ejercicio inme-
diato anterior, y serán sometidos por el Ministerio de Hacienda
al acuerdo del Gobierno antes del día quince de septiembre del
propio ali.: '
Articulo noventa. y uno.-Un''>. En los supuestos en qUe se
estipulen convenios con el Estado que den lugar a regimenes
especiales, tanto por las Sociedades estatales como por las de-
más que reciben subvenciones con cargo a los Presupuestos del
Estado, Q',,) dejarán de establecerse las correl'pondientes cláusu-
las sobre las siguientes materias:
al Hipótesis ffiacroeconómicas y sectoriales que sirvan de
base al acuerdo.
b) Objetivos de la Política de personal, rentab1l1dad, produc-
tividad o reestructuración técnica de la explotación económica.
asl como m~todos de evaluación de aquéllos.
e) Aportaciones del Estado en sus distintas modalidades.
d) Medios a emplear para adaptar los objetivos acordados a
168 variaciones habidas en el respectivo entorno económico.
e) Control por el Ministerio de Hacienda ele la ejecución del
convenio y posterior explotación económica,
Dos. El control a que se refiere el párrafo uno anterior no
excluirá los que en cualquier caso correspondan a los respecti-
vos Departamentos u Organismos autónomos en cuanto a la8
Sociedades estatales o Empresas qUe hayan suscrito el corres-
pondiente convenio,
Tres. La suscripción del convenio a.que se refieren los apar~
tados anteri'ores no excluirá la elaboración y ejecución del pre...
supuesto de explotación regulado Por el párrafo CUJ'tro del ar-




1.a Intervención de la Administración del Estado
Artículo noventa y dos.-Todos los actos, documentos y ex-
pedient13s de le. Administración civil o mUltar del Estado de loa
que se deriven derechos y obligaciones de contenido econÓmico.
serán intervenidos y contabilizados con arreglo a lo dispuesto
en la presente Ley y en sus disposiciones complementarlas.
ArticUlo ll'0Venta y tres. Uno. La función· a que se refiere
el artículo dieciséis de esta. Ley se ejercerá. en sus modalidades
de intervención critica o fiscalización, formal y material, con la
extensión y los efectos que se determinan en esta Ley y en las
demás disposiciones de aplicación.
Dos. El ejercicio de la expresada función comprenderl~:
al La intervención critica o previa de todo acto, documento
o 'expediente susceptible de producir derechos u obligaciones de
contenido económico o movimiento de fondos y valores.
b) La intervención fQnnal de la ordenación del Pago.
e} La intervención material del pago.
d) ,La intervención de la aplicación o empleo de las cantida-
des destinadas a obras, suministros, adquisiciones y servidos,
que comprenderá el examen documental.
Tres.-Son inherentes a la función interventora las siguientes
eompetencias:
al Intervenir la. liquidación de los presupuestos a que Se re.
fiere el párrafo cuatro del artículo ochenta y siete de esta Ley
bJ Interponer los recursos y recl¡;tmaciones que autoricen
las disposiciones vigentes.
el Recabar de quien caresponda, cuando la naturaleza del
acto, documento o expediente que deban ,ser intervenidos lo r&-
qUJera, los asesorarilientos iurídicos y los informes técnicas que
considere necesarios: asi como los antecedentes y documentos
precisos para el ejercicio de esta función.
Articulo noventa y cuatr',).-Uno. Por vía reglamentaria se
establece'rá la competencia de los Interventores-delegados del In-
terventor general de la Administraci6n del Estado, que serlo
ejercida €In la Administración civil por el personal dei Cuerpo
d,. Intervención y Contabilidad de la Administración del Estado.
y en ia militar, por el de los Cuerpos de Intervención Militar, de
la Armada y del Aire.
Dos. En todo caso, la competencia atribuida por el párrafo
uno del artículo dieciséis de esta Ley podrá ser delegada, cum·
pliendo los requisitos establecidos en el artículo veintidós de la
Ley de Régimen Juridico de la Administración del Estado. en
fLvor de los Interventores-delegados.
Tres. No obstante lo establecido en los párrafos anteriores,
el Interventor general podré. avocar para sí cualquier acto
o expediente que considere vportuno.
Cuatro. En el supuesto de traspaso de competencias de [a
Administración del Estado a las Entidades locales, tal función
se ejercerá por los Interventores .de éstas.
Articulo noventa y cineo.-Uno. No estarán sometidos a in~
tervención previa los gastos de material no inventartable. asi
como los de carácter periódico y demás de tracto sucesivo. una
vez intervenido el gasto C'.:>rrespondiente al penado inIcial del
acto o contrato de qUe deriven o sus modificaciones.
Dos. Por vía reglamentaria podrán ser excluidas de inter~
vención previa las subvenciones con asignación nominativa.
Articulo noventa y seis.-Uno. SI la Intervención se mani-
festase en· desacuerdo con el fondo o cón le. forma de los actos,
expedientes o documentos examinados, deberá formular sus re.-
paros por escrito.
Dos. Cuando la disconformidad se refiera al reconocimiento
O liquidación de derechos a favor de la Hacienda Pública, l.
oposición se formalizará en nota de reparo, y de subsistir la
discrepancia. mediante la interposición de los recursos o recla-
maciones que procedan.
Artículo noventa y siete.·-Sl el re:paro afecta. s' la disposi.
c16n de gastos, reconocimiento de obligaciones u ordenación de
pagos. suspenderá hasta que sea solventado la tramitación del
expediente en ltl5, casos siguientes:
al Cuando se base en la insuficiencia de crédito o el pro-
puesto no se considere adecuado.
bJ Cuando se aprecien graves irregularidades en la diJcu·
mentación justificativa de las órdenes de pago o no se acre.
dite suficientemente- el derecho de su perceptor, y
eJ En los casos de omisión en el expediente de requisItos o
trámites que. a juicio de la Intervención. sean esenciales. o
cuando estime que la continuación de la gestiÓn administrativa
pudiera causar quebrantos económicos al Tesorero público O a
un t9rcero.
dJ Cuando el repafo' derivare de comprobaciones materiales
da obras, suministros, adquisiciones y servicios.
Artículo noventa y ocho.-Uno. Cuando el órganO al que
afecte el reparo no esté conforme con el mismo, se procederá de
la siguiente· forma;
al En los casos en que haya sido formulado por una Inter-
vención-delegada, corresponderá a 16 Intervención General de
la Administración del Estado conocer de la discrepancia. siendo
su resolución obligatoria para aquélla.
b) Cuando el reparo emane de dicho Centro directivo o éste
haya confinnado el de una Intervención-delegada subsistiendo
la discrepancia, corresponderá al Consejo de Ministros adoptar
resolución definitiva,
Dos. La Intervención podrá emitir informe favorable no
obstante los defectos que observe en el respectivo expediente.
."siempre que los requisitos o trámites incumplidos no sean ~en·
ciales, pero la eficacia del acto quedará condicionada a la
subsanación de aquéllos y de la que se darA cuenta a dicha'
oficina.
CAPITULO 11
La tntervención de los O::rganismos autónomos del Estado
Articul'o noventa y nueve.-Las disposiciones conteni,das en
el capitulo' inmediato· anterior serán de aplicación a la lnter·
vención en los Organismo. autónomos del Estado de carácter
administrativo.
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Artículo cien.-Si se trata de Organismos autónomos del Es~
tado con actividades industriales, comerciales, financieras o
apálogas:
al Serán de aplicación las disp:lsielones a que se refiere el
. articulo noventa y nueve de esta Ley. respecto de las dOt8Cio··
nes de su 'presupuesto de explotación y capital que tengan
caracter limitativo o ampliable.
b) ~erán objeto de comprobaciones periódicas ~ o proce.
dimientos de auditoría las operaciones no comprendidas en
el apartado al anterior, y que sustituirán a la intervención
previa.
e) Las disposiciones de los fondos que libre el Jefe o fun~
clonarlo que en cada Organismo sea competente serán inter-
venidos. en todo caso, por el Interventor adscrito al" mismo.
excepto euando se trate de Organismo autónomo que por Ley
rija sus actividades el Derecho privado, en cuyo caso esta
función se ejercerá en base a las respectivas cuentas JusUfi
catlvas. '
TITULO IV
De ·la Deuda PúbUca
Articula ciento un'.).-Uno. La Deuda Pública, en sus dis
tintas modalidades y formas de ser documentada, podrá ser emi·
tida. o contraída por el Estado a par sus Organismos autó-
nomos.
Dos. La Deuda del Estada podrá estar representada en ti-
tulos-valores o en cualquier ,otro documento o cuenta que for·
malmente la reconozca, siempre que', sea autorizada I!.0r el
Ministro de Hacienda o autoridad en quien delegue confor-
me previene el articulo veintidós de la Ley d.e Régimen Jurf
dico de la Administración del Estado.
Tres. La Deuda Pública que emita el Estado representada
en títulos-valores se ajustará. Et una de las siguientes moda-
lidades:
e,) Deuda del Estado con plazo de reembolso superior a
dieciocho -meses y cuya importe se desti-na a la financiació~
de los gastos públicos o del crédito oficial.
bJ ' Deuda del Tesoro con plazo de reembolso no superior
El. dieciocho meses, emitida en el mercado interior y cuyo
producto se asigna a alguno de los fines .descritos en los ar-
tículos ciento doc.c y, ciento catorce de esta Ley.
Cuatro. Se entenderá por Deuda Pública exter'i'vr, a los
efectos de esta Ley! la creada. disponiendo que las obligaciones
contratdas por el Estado o sus Organismos autónomos deban
satisfacerse en moneda extranjera.
Artículo ciento düs.-Un'v. La creación y la conver.sión .de
lPo Deuda- de] Estado habrán de ser autorizadas por Ley. que.
asimismo, determinará su impone, características y finalidad.
Si la Ley de creación Uf" lo hubiera fijado, el tipo de interés
será .establecido por .el Gobierno.
Dos. No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior:
al El Ministro de HaCienda podrá acordar la conversión
de la. Deuda Pública cuando obedezca. exclusivamente So su ma-
jar- administración y siempre que· no se altere condición esen-
ciaJ lilguna de su emisión ni perjudique los derechos econól1Ji-
cos del tenedo!:: y
bJ En las operaciones de crédito exterior estara facultado
el Ministro de Hacienda para convenir. si fuere necesario, las
cláusulas o condiciones que sean usuales' en el mercado inter-
nacional de capita'les para~tales operaciones, el sometimiento
a arbitraje o la remisión a la legisla~ión o a los Tribunales del
país acreedor o de aquel en- que deba darse cumplimiento a
la córrespendiente obligación, siempre que se observe 10 dls·
puesto en el artículo) cuarenta y cuatro de esta U¡y.
Tres. El Esfado podrá contraer deudas no documentadas en
titulas-valores como consecuentia de operaciones de crédito
en sus distintas clases, pero siempre que esté autorizado por
Ley.
Cuatro. Los Organismos autónomos del Estadó, dentro de
los límites señalados por las Leyes de Presupuestos, podrán
emitir Deuda Pública o convenir operaciones de cn~dlto a
medio o largo plazo, La cuantía. caracterfsticas y finaUdades
de cada emisión de Deuda Pública serán establef;idas por el
Gobierno a propuesta del Ministro de Hacienda.
Cinco. Cuando las operaciones a convenir por los Orga-
nismos au~ónomos del Estado sean de crédito exterior, los
Presidentes o Jefes de los mismos tendrán. en relacIón con
eUas, ·las facultades· que ei apartado b} del parrafo dos del
presente articulo concede al Ministro de Hacienda.
Articulo cientotres.-El producto de la Deudp, Pública en
cualquiera. de sus modalidades se ingresará, en todo caso,
en el Tesoro Público y se apl1cará al Presupuesto del Estado,
al del. respectivo Organismo autónomo O a la financiación del
crédito oficial .
Articulo ciento cuatro.-Uno. A los titulas representativos de
la Deuda Pública será de aplicación el régimen establecido
por el ordenamiento jurídico general según la modalidad )'
las caracterfsticas' de la misma.
Dos. Asimismo, a los titulas al portador de la Deuda Pú·
blica que hayan sido robados, hurtados o sufrido, e,xtraV1o
o destrucción será ap~1cable el procedimiento establecido por
la legislación mercantil
Tres. El Ministeri',) de Hacienda det.erminará el procedimien·
to a seguir cuando se trate de titulos Dominativas o al por-
tadorextraviados después de su presentación en las ref!pee-
tivas oficinas públicas. o que hayan sido objato de destrucción
parcial que no impida su tdentificación.
Artículo ciento cinco.-'-Uno. Los capitales de la Deuda PÚ·
blica prcscri birán a Jos veinte años sin percibir sus intera--
ses ni realizar sU titular acto alguno ante la Administradón
de la Hacienda Pública que suponga o implique el ejercicio
de su derecho.
Dos. La obligación de reembolsa de los capitales de las
Deudas Públicas llamadas a conversión prescribirá a los diez
años, contados desde el último día del plazo establecida para
la operaclón o, en su caso, desde que los nuevos titulas tu-
llleron ser retirados en lugar de los presentados a la con-
versión.
Tres, Prescribirá a los cinco años la obligación de pagar
los intereses de la Deuda Pública y la de devolver los capit&.Jes
llamadcsR reembolso, contados, respectivamente. a partir






Articulo ci~nto seis.-eonstitu~"'en el Tesoro PúbJicQ todos los
recursos finaücieros, sean dinero, valores o créditos, de' la Ad-
ministración dEl Estado y de los Organismos autónomos. tanto
por operaciones presupuestarias como extrapresupuestarias.
Articulo ciento siete.-Las disponibilidades del Tes,Jro Públiqo
y sus varIaciones quedan sujetas a intervención y al régimen
de la contabilidad pública.
Artículo ciento ocho.-Son funciones encomendadas al Te~
SOFO Público:
al Recaudar los derecho,s y pagar las obligaciones del Es-
tado.
bl Servir el· prinCipio de unidad de Caja, mediante la cen-
tralización de tQdos los fondos y valores generados por opera-
ciones presupuestarias y extrapresupuóstarias.
el Distribuir en el tiempo y en el territorio las disponf·
bilidades dinerarias para la puntual satisfaccióñ de las obli~
gaciones del Estado.
d} Contribuir a que el sistema financiero nacional tenga
el convenienttl grado de liquidez en cada cOY'llntura..
e) Intervenir en los mer;cados de capitales, dinero, valoret
y divisas, cuando las circunst&llcias lo aconsejen y para con·
tribuir' al funcionamiento normal de los mismos.
f) Responder de los avales contraídos por el Estado según
las" dispOSIciones 'de esta Ley, .
gl Realizar las damas que se deriven o relacionen con las
anteriormentE) enumeradas.
Articulo ciento nUi:ve.-Uno. El Banco de España realiz.a.r.IÍ
¡p-atuitamente los servicios financieros de la Deuda Pública y
los demás de Tesoreria del Estado.
Dos. las Entidades de crédito podrán prestar servicios al
Tesoro Público en la forma que reglamentariamente se esta·
blezca.
'Artículo ciento diez.-Uno. Los fondos de los Organismos.
autónomos del Estad'v se' situarán en las Cajas del Tesoro. Cuan·
do estuvieran en las dE éste en el Banco de España, .sus cuen-
tas figurarán bajo la rúbrica gbneral de «Org&l1ismos autóno-
mos de la Administración del Estado.,
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Dos. No obstante. dichos Organismos podrán abrir y utlli·
zar cuentas en J.as Entidades de crédito. siempre que así se
autoric.e p'0r al Ministerio de Hacienda, atendida la especial
naturaleza- del OrgaoiSDl,O y de SUB operaciones o el lugar en
que hayan de realizarse.
Articulo ciento coce.-Uno. Los ingresos en el Tesoro Pú·
bUco podrán realizarse en el Banco de España, en las Tesore-
das del Estadu o en Entidades de crédito colaboradoras del
Tesoro, mediante efectivo. giros. transferencias, cheques y cual·
quier otro medio o documento de pago, sean o no bancarios.
reglamen tariamente establecidos.
Dos. El Tesoro Público podrá, asimismo, pagar sus obltga-
clones por cualquiera de los medíos a que se refiere el párrafo
anterior.
Artículo clentu doce.-Uno. Las necesidades del Tesoro Pú·
bUco derivadas de las diferencias de vencimientos de sus p•.
gos e ingresos podran atenderse:
aJ Con anticipos del Banco de Espafia, sin devengo de
intereses y siempre que su suma no sea superior a.l d'u<;e por
ciento de los créditos para gastos que autoricen los Presupues
tos Generales del Estado del propio ejercicio.
b) Con el producto de la emisión de Deuda del Tesoro, según
prevé el articulo ciento uno de esta Ley.
Dos. Al Ministro de Hacienda corresponde' acordar la emi-
sión de la Deuda del Tesoro que se destine al fin previsto en
este articulo. determinando las ca:racterfsticas de la misma,
incluso la exención tributaria de sus' intereses, siempre que
,ea reembolsada en el mismo afio natural en que haya sido
emitida.
Articulo ciento trece.-Uno. Los Organismos autónomos del
Estado, dentro de los limites fijados en sus respectivos presu-
puestos y. C"n la autorización del Gobierno, a propui:\sta del
Ministro de Hacienda y previo informe del Ministro correspon·
diente, podrán convenir operaciones de crédito a corto plazo
o de c~mpaña y de tesorer1a. Estas últimas deberán qUE'dar
canceladas en el perí'oJdo de vigencia del presupuesto.
Dos. La autorización a que se refiere el parrafo anterior
no será. necesaria cuando la operación de Tesoreda a convenir
tenga como única finalidad cubrir transitoriamente necesidades
para cuya financiación se haya de emitir Deu~ Pública o
convenir operaciones de crédito a medio o largo plaz ,haciendo
uso de la facultad que el parrafo cuatro del artículo ciento dos
de esta Ley concede a los Organismo-s autónomos del Estado.
Artículo ciento catorce.-Uno. El Ministro de Hacienda po-
drá acordar la emisión de Deuda del Tesoro como instrumento
de política monetaria y conforme prevé el apartado b) del
párrafo tres del articulo danta uno de esta Ley, determinando
las condiciones de emisión y el régimen tributario de los titulos
y de sus intereses!.
Dos, El producto de esta Deuda, representada en Bonos del
Tesoro, se ingresaré. en cuenta especial del Tesoro Público
abierta en el Banco de España, y sólo podrá aplic~rse al reem-
bolso de la misma. siendo sus gastos de emisión e interesefil a
cargo de Jos correspondientes créditos presupuestarios.
, Tres.' Estos Bonos del Tesoro no serán pignorables, rede.-
coilta~les ni computables a· efectos de las inversiones que 8ean
obligatorias para las Entidadesfinanciera.s autorizadas para BU
adquisición, y tanto en su emisión como en su transmisión o
negociación no será necesaria la intervención de fedatario pll-
blico.
Artícuh> ciento quince.-Por el Ministerio de Hacienda se
elaborará, al menos trimestralmi.'nte, un presupuesto moneta-
rio del sector público, como instrumento de análisis y para la
mejor gestión del Tesoro PúblIco.
CAPITULO II
De los avales del Tesoro
Articulo ciento dieciséis.-Uno. Las garantías del Estado a
los cróditos concertados en el exterior por las Sociedades esta-
tale.s, Corporaciones locales y demás Entidades públicas se auto-
rizarán mediante Decreto acordado en Consejo de Ministros, a
propuesta del de Hacienda.
Dos. En igual forma se autorizarán dichas garanUas cuando
se trate de créditos concertados en el exterior por personas na--
turaIes o jurídicas de. nacionalidad española para financiar bie-
nes e inversiones en general que hayan de quedar afectos a
concesión administrativa que deba tevertir al Estado.
Tres. Fuera de los casós contemplados en los párrafos an·
teriores, las garp,ntías del Estado a créditos concertados en el
_exterior por personas naturales o jurídicas de carácter privado
y nacionalidad española únicamente podrán autorizarse me-
(Uante Ley votada en Cortes.
Cuatro. Las citadas garantias del Estado habrán de reves-
tir. necesariamente, la forma de aval del Tesoro Público, que
-sólo podrá autorizar el Ministro de Hacienda..
Cinco. En virtud de los avales prestados. el Tesoro Públlco
respondera de las obligaciones de amortización y pago de in·
tereSEis derivados de las referidas operaciones de crédito u-
terior sólo en el caso de no cumplir tales oblig8Clones el deudor
princIpal. pudiendo convenir ia renuncia al beneficio de ex-
cusión que establece el articulo mil ochocIentos treinta de)
Código Civil.
Artículo ciento diecisiete.-En la prestación de los avales del
Tesoro, el Ministro de Hacienda queda autorizado para concer,":
tarlos según se establece en el artículo ciento dos, párrafo dos.
apartado bJ, de esta Ley, para las operaciones dé crédito,
Artículo ciento dieciocho.-Las garantías del Estado a los
crédit'''s concertados en _el intE1t'ior requerirán, en todo caso,
la aprobación de una Ley votada en Cortes.
. ArÜculo ciento diecinueve.-El importe total de los créditos
a...~alados por el Estado no podrá exceder del limite que para
cada ejercicio ,:¡eñale la· Ley de Presupuestos Generales del E&-
tado. .
Articulo ciento veinte.-Uno. Los avales prestados a cargo
del Tesoro Publico devengarán a favor del mismo la comisión
que para. cada operación se determine y que tendrá aplicación
presupuestaria.
\. Dos. Los avales autorizados conforme se dispone en el pr&-
sente capitulo serán documentados en la forma que regl8men~
tariamente se determine, y serán firmados en todo caso por el
MInistro de HaCienda o por la autoridad en quien expresamente
delegue.
Tres. La tramitación de los f;lxpedientes de garantía se alu&-
tarA a las djsposiciones que dicte el Gobierno a. propuesta del
Ministro de Hacienda.
Cuatro. El Ministerio de Hacienda inspeccionarA las inver-
siones financiadas, con créditos avalados por el 'Tesoro, para
comprobar su aplicación y rentabilidad, así como la solvencia
de los deudores;
Artículo ciento veintiuno.-Los Organismos autónomos del
Estado podrán prestar avales, dentro del límite máximo fijado
al efecto para cada ejercicio y Organismo por la Ley de Pre-
supuestos Generales del Estadd, siempre que estén autorizados
pare. ello por sus Leyes fundacionales y se trate de créditoS'
concertados por las Sociedades mercantiles en cuyo capital par-
ticipen, debhmdo dar cuenta. al Ministerio de Hacienda de cada
uno de los avales que concedan.
TITULO VI
De la contablUdad- pública
CAPITULO PRIMERO
Disposiciones generales
Artículo ciento veintidós.~La Administráci6n del Estado y
de los Organismos· autónomos y las Sociedades estatales quedan
sometidas al régimen de la contabilidad pública en los térm1~
n'..>s previstos en esta Ley.
Articulo ciento~ veintitrés.-Uno. La sujeción al régimen de
la contabilidad pública lleva consigo la obligación de rendir
cuentas de las respectivas operaciones, cualquiera que sea su
naturaleza, al Tribunal de Clientas del Reino por conducto de
la Intervención General de la Administración del Estado.
Dos. Lo dispuesto en el párrafo anterior es de aplicación
al empleo de las subvenciones corrienres concedidas con cargo
a los Presupuestos Generales del Estado y en favor de Entida-
des públicas o p-ri\~adas. Empresas o personas en general.
Artículo ciento veinticuatro.-Compete al Ministerio de Ha-
cienda la organización de la contabilidad pública al servicio
de los slguienJes fines:
al Registrar la ejecucJón de los presupu'l'lstos en sus dis"
Untas modalidades.•
b) Conocer el movimÜlnto y la situación del Tesoro.
el Reflejar las variaciones, composición y situación del
Patrimonio del Estado.
d> Proporcionar los datos necesarios para la formación· '1
rendio1ón de la Cuenta General del 'Estado, &si como de la8
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demás cuentas. estados y documentos que deban elaborarse o
remitirse al Tribunal de Cuentas del Remo.
el FacU1tar los datos y demáS antecedentes que sean pre~
elsos para la oonfecc1ón 'de las cuentas eoon6micas del sector
público y las Iiaétonales de Espafta.
f) Rendir la -información económica 'i financiera que sea
necesaria para la toma de decisiones, tanto en el orden po-
titico como en el de gestión.
ArUculo ciento veintlcinco.-La Intervención General de la
Administración del Estado es el Centro directivo de la OOD-
tabllldad pública, al que compete:
al Someter a la decisión del Ministro de Hacienda el -Plan
General de Contabil1dad Pública, al que s8 adaptarán las Coro
poraciones. Organismos y demás Entidades incluidas en el sec-
tor público, según sus características, o peculiaridades.
bl Promover el ejercicio de la potestad reglamentaria en or-
den a .la determinación de la estructura. justificación. tramita-
ción y rendición de las cuentas y demAs documentos relativos
• ' la oontab1Udad pública, pudiendo dictar las circulares e tns·
trucc10nes a que se refiere el articulo dieciocho de la Ley de
Régimen Jurídico de la Administración Civil del Estado.
el Aprobar los planBSparciales o especiales de contabilidad
pública que se elaboren conforme al plan general, asi como lus
de las Sociedades estatales respecto al plan general de oonta·
b1l1dad de la Empresa española.
d> Inspeccionar la contabilidad de los Organismos del Es-
tado sean o no autónomos.
ArtfcuIo ciento velntIséis.-Como Centro gestor de la con-
tab1Udad. púbUca corresponde a la Intervención General de la
Administración del Estado:
al Formar la Cuenta General del Estado.
b) Examinar, formular en su caso obs~rva.clones y prepa-
rar las cuentas que hayan de rendirse para su enjuiciamiento
por el Tribunal de Cuentas del Reino.
el Recabar la presentaeiónde las cuentas, estados y demás
documentos sujetos a su .examen crítico.
d) Centralizar la información deducida de la contabilidad
de los Organismos, _Entidades., Agentes _que integran el sector
públlco.
e) Elaborar las cuentas económicas del sector público, de
acuerdo con el sistema español de cuentas nacionales."
f) Vigllar e impulsar la. actividad de las oficinas de conta·
btudad existentes en· todos los Departamentos y Organismos del
Estado en que el servIcio así lo aconseje, y que estarán a cargo
de .los funcionarios que l~galmente tienen atribuido este oo·
metido,
ArUculo ciento veintisiete.-La contabilidad pública se lle·
vará en libros, registros y cuentas según los procedimientos
técnicos que sean más convenientes por la. Indole de l:as opera-
cIones y de las situaciones que en ellos deban anotarse, sin
perfuicio de que las Sociedades estatales se ajusten a las dis-
posiciones del Código de Comercio, a las que se dicten en su
desarrollo y al Plan General de Contabilidad vigente para las
Empresas espai'iolas.
Articulo ciento velntiooho.-8erán cuentadantes en las que
hayan de rend1rse al Tribunal de Cuentas del Reino:
- al Los func.tonarios que tengan a su cargo la gestión de 108
·ingresos y la realización de gastos, así como las demás opera-
Ciones de la Adminfstrapión General del Estado.
b} Los Presidentes o Directores de los o.rganismos autónomos
y Sociedades del Estado.
el Los particulares que, excepcionalmente, administren, re-
cauden o custodien fondos o valores del Estado, sin perjuicio
de que sean intervenidas las respectivas orieraciones, y
d) Loe perCeptores de las subvenciones corrientes a que se
refieren los artículos oohenta y ciento veintitrés, párrafu dos,
de esta Ley,
Articulo ciento veintinueve.-Las cuentas y la documentación
que deban rendirse al Tribunal de Cuentas del Reino se for-
marán y cerrarán por períodos mensuales, excepto las corres-
pondientes a los Organismos autónomos y las Sociedades es-
tatales, que lo serán anualmente.
Articulo ciento treinta.-La conti\b1l1dad pública queda 80-
metida a verificación ordinaria o extraQ~"'inll-ria a cargo de
funcionarios dependientes del Interventor general de la Ad~
ministraoión del Estado y de los que, en su oaso, designe el
Tribunal de Cuentas del Reino.
Artículo ciento treinta y uno.-EI Ministerio de Hac1enda
remitiré, a las Cortes, &' efectos de su informacl6n y estudio
por la Comisión de Presupuestos, y publicará en el -«Boletín
.Oficial del Estado» los siguientes datos mensuales:
al De movimiento del Tesoro por operaciones presupuesta..
rias y extrapresupuestarias.
b) .. De situación del Tesoro.
el De las operaciones de ejecución de los Presupuestos del
Estado y de sus modificaciones, y
d) De las demás que se consideren de interés general~
CAPITULO Ir
De la Cuenta General del Estado
Artículo ciento treinta y dos.-Uno. La Cuenta General" del
Estado se formará con los siguientes documentos:
a.) Cuente. de la Administración General del Estado.
b) Cuenta de los Organismos autónomos administrativos.
el Cuenta de los OrganiSmos autónomos industriales, co-
merciales, financieros y ané.logos.
Dos. El Tribunal de Cuentas unirá a la Cuenta General del
Estado:
a) Las cuentas de la Seguridad Social, que se elevarán, inR
tervendrán y regirán de ·conformidad con el articulo quinto
de la Uly General de la Seguridad Social de treinta de mayo
de mil novecientos setenta y -cuatro.
b) La'S cuentas de las sociedades estatales.
Tres. Asimismo se acompañarán las cu.entas y los estados
integrados o consolidados qUé reglamentariamente se deter·
minen y, entre ellos, los que· reflejen el movimiento y la si·
tuación· de los' avales concedidos por el· Tesoro Público.
Artículo ciento treinta y tres.-Uno. La -cuenta, de la Ad-
ministración General del Estado comprenderá todas las opera-
ciones presupuestarias, patrimoniales y de tesorería llevadas
a cabo durante el ejercicio, y constará de las siguientes partes:
Primera. La' liquidación de los presupuestos.
Segunda. Un estado que refleje las' operaciones presupues·
tarias realizadas por el Tesoro en el año natural, distinguiendo
las que correspondan al presupuesto vigente y a los anteriores.
Tercera. Un estado demostrativo de la evolución y situa~
clón de los valores ~ cobrar y obligaciones a pagar proceden-
tes de ejercicios anteriores_
Cuarta. Un estado relativo 8 la evolución y situación de
los anticipos de Tesoreria a que se refiere el artículo sesenta
y cinco de esta Ley.
Quinta. Un estado de los compromisos- de gastos adquirl~
dos cion cargo a ejercicios futuros, al amparo de la autoriza-
ción contenida en los párrafos dos y tres del articulo sesenta
y uno de la presente Ley,: con indicación de los ejercicios a
cuyos créditos hayan de imputarse.
Sexta. Cuenta general de TesorerIa, que ponga de maniftes- ,
to la situación del Tesoro y las operaciones realizadas por él
mismo durante el ejercicio.
Séptima. El resultado del ejercicio a que -se refiere el pá~
rraJo tres, parte segunda, letra al, de este artículo.
Octava. Un estado que refleje la evolución y situación de
los recursos locales e institucionales administrados por la Ha--
cienda Pública.
Novena. Cue.ota general de la Deu~a Pública.
Dos. La liquidación de los Presupuestos se dividirá en tres
partes:
Primera. Cuadro demostrativo de los créditos autorizados en
el estado de gastos de los Presupuestos y en sus modiflcactDnes,
al que se unirá copia de las Leyes, disposiciones y acuerdos
en cuya virtud se hayan producido aquéllas.
Segunda. Liquidación del estado de gastos en la que, con
arreglo a la estructura que presenten los Presupuestos, se de-
tallarán:
al Los créditos totales autorizados.
b) Las obligaciones reconocidas con cargo a los mismos.
c)" Los remanentes de créditos' que se anulan.
d) Los mandamientos de pago ·satisfechos.
e) Los residuos pasivos. clasificados, a su vez, en obliga-
ciones y mandamientos de pago pendientes.
Tercera. Liquidación del estado de ingresos que. con la
misma clasificación que presenten los Pres~puestos, exprese:
a) Las previsiones.
b} Los derechos reconocidos y liquidado••
B. O. del E.-Num. 7 8 enero 1977 389
el Los ingresos realizados.
d) Los derechos pendientes de cobro, clasificados, a su vez,
en los que se incorporen al Presupuesto siguiente y los que se
integren en la agrupación de valores a cobrar procedentes de
ejercicios anteriores,
el La comparación de las previsiones con los derechos li-
quidados imputables al ejercicio y con los ingresos obtenidos.
Tres. Los resultados del ejercicio se presentaran con la sl~
guieote estructura:
Primera. Los saldos de la ejecución de los Presupuestos por
obligaciones y derechos recdnocidos y por pagos e ingresos rea
lizados.
Segunda. Los que a continuación se indican referIdos al
año natural:
al El déficit o superá.vit de Tesorería por operaciol1es pre-
supuestarias. incluyendo los que correspondan al Presupuesto
vigente y a los anteriores,
b) La variación neta de la cuenta de Tesorería. '
c) Las variaciones de los activos y pasivos de la Hacienda
del Estado, derivadas de las operaciones corrientes y de capital.
Artículo ciento treinta y cuatro.-A la cuenta de la Adminis-
tración General del Estado se unirá:
a) Una Memoria JUStificativa del coste y rendimiento de los
servicios públicos.
bJ Una Memoria demostrativa del grado en que se hayan
cumplido los objetivos pro~ramados, con indicación de 101'1
previstos y alcanzados y del coste de los mismos.
Articulo ciento "treinta y cinco.-Las cuentas a que se .refie-
ren los apartados b> y c> del número uno del artículo ciento·
treinta y dos de esta Ley se fvrmarán por lalntervenc1ó~ Ge-
neral de la Administración del Estado con las cuentas de cada
uno de los Organismos autónomos y demás documentos que
deban rendir al Tribunal de Cuentas cíel Reino.
Articulo ciento treinta y seis.-Uno. La Cuenta General del
Estado de cada año se formará antes del treinta y uno de ~gos·
t'..> del siguiente y se pasará, en original, al Tribunal de CU;:'ll·
tas del Reino para su examen y comprobación dentro de los
cinco meses siguientes a su recepción,' expidiendo certificación
del resultado de sus actuaciones.
Das. Recibida la Cuenta General del Estado en la Interven·
ción General de la Administración del Estado, se remitirá en
el plazo de un mes, con el correspondiente proyecto de Ley y
certificación del Tribunal de Cuentas. del Reino, a las Corte!l
Españolas, para su deliberación y acuerdo.
Articulo dentó treinta y "iete.-El fribunal de -Cuentas del
Reino, dentro del plazo de un mes, que el artículo inmediato
anterior senala al Gobierno, rendirá un dictamen deducIdo del
examen y comprobación de la Cuema General del Estado. asl
como los informes y observaciones que -entieT~da oportuno for-
mular, -y que remiti.rá seguidamente a las Cortes Españolas y
al Gobierno, conforme determina el articulo cincuenta y cinco
de la Ley Orgánica de] Estado.
Artículo ciento treinta y ochtl. -Las Sociedades estatales cum·
pllrán lo dispuesto en el articulo ciento veintinueve de esta
Ley, dentro de los seis meses siguientes a la fecha en que ter·
·mine su ejercicio social, remitiendo copias autorizadas de la
Memoria, balance, cuentas de explotación y de Pérdidas y Ga·
nancias, correspondientes a dicho ejercicio.
CAPITULO 1Il
Las cuentas económicas de) Sector PUblico
Artículo ciento treinta y nueve.-Uno. A efectos de canta
bUidad nacional, el sector público se dividirá en los subsectores
siguientes: .
al Administraciones públicas. incluida la Seguridad Social.
b)' Empresas -públicas.
e) Instituciones financieras públicaS.
Dos. El Ministerio de Hacienda clasificará las Entidades in·
cluidas en el sector público según las definiciones admitida!
en términos de contabilidad naciona1.
Tres, Las Entidades a .que se refiere el párrafo anterior
proporcionarán al Ministerio de Hacienda la colaboración e
información necesarias para la elaboración de las cuentas 6CO-
nómlcas dei sector público, confOt'me a:. Sistema Integrado de
Cuentas Nacionales de España.
TITULO VIl
De las responsabllidades
Articulo ciento cuaren·ta.-Las Autoridades y funcionarios d.
cualquier orden que por dolo, culpa o negligencia grave¡ adop·
ten resoluciones o realicen actos con infracción de las disposl.
ciones de esta Ley estartn obligados a indemnizar a )a Hacien..
da Pública los daftos y p~rjJ1icios que sean consecuencia de
aquéUos, con indepen:iencla de la responsabilidad penal o dis·
ciplinaria que les pueda corresponder.
Artículo ciento cuarenta y uno.-Uno-. Constituyen inhac..
clones, según determina el articulo inmediáto anterior:
a) Haber incurrido en ~Jcance o malversación en la adml.
nistración de los fondos públicos.'
b) Administrar los recursos y demás derechos de la He,..
cienda Pública sin sujetarse a las disposiciones que regulan su
liquidación, recaudación o ingreso en el Tesoro.
e) Comprometer gastos J ordenar pagos sin crédito suficien·
te para realizarlos o con infracción de lo dispuesto en la
presente Ley o en la de Presupuestos que sea. aplicable.
d) Dar lugar a pagos indebidos al liquidar las obl~gadonel
o al expedir documentos en virtud de funciones encomendadas.
e) No rendir 1as cuentas reglamentariamente exigidas o
presentarlas con graves defectos. .
f) No justificar la inversión de los fondos a que se refieren
los artículos setenta y nueve y ochenta de esta Ley.
g) Cualquier otro acto lJ resolución con infracción de la
presente Ley.
Dos. Las infracciones tipificadas en el párrafo anterior da-
rán lugar, en su caso, a la obligación de indemnizar esta..
blecida en el articulo ciento cuarenta de esta Ley.
Articulo ciento cuarenta y dos.-Uno. Están sujetos a la
obligación de indemnizar a la Hacienda Pública, además de las
Autoridades y funcionarios que adopten la resolución o reali-
cen el acto determinante de aquella, los interventores y arde·
nadares de pagos con dolo, .culpa, negligencia o ignorancia
inexcusable, que no hayan salvado su actuación en el respectivo
expediente, mediante observación escrita acerca de la impro·
cedencia o ilegalidad del acto o resolución.
Dos. La responsabilidad de ,quienes hayan participado en
la resolución o en el acto será ,mancomunada, excepto en lo.
casos de dolo, que será solidaria.
Articulo cIento cuarenta y tres.-Uno. En el supuesto' del
apartado' al del párrafo uno del artíCUlo ciento cuarenta y
uno de esta Ley. la responsabilidad será exigida en expediente
insiruido por un Delegado del Tt:ibunal de Guentasdel Reino,
designado por éste.
Dos. El procedimiento a seguir para el. reintegro a la Ha-
ciendaPública de los perjuicios habidos se sujetará alas
disposiciones contenidas en la legislación del Tribunal de Cuen-
tas del Reino.
Artículo ciento cuarenta y cuatro.-Uno. En los supuesto.
qUe describen los apartados' bl al gl del párrafo unoclel ar-
ticulo ciento cuarenta y uno de esta Ley y sin perjuicio de
cuanto pueda corresponder al con,ocimientoy competencia del
Tribunal de Cuentas del Rein~. la 'responsabilidad sera exigida
en e~pediente administrativo instruido al interesado.
Dos. El a.ruerdo de incoación, el nOmbramiento de Juez
instructor y la resolución del expediente corresponderé.n al
Gobierno cuando se trate de personas que, de conformidad COD
el Ordenamiento vigente; tengan la condición de Autoridad, 1
al Ministro de Hacienda en los demás casos.
Tres. La resolución que, previq informe de la Dirección Ge.
neral de lo Contencioso del Estado, ponga fin al expediente
tramitacfo con audiencia de los interesados, se pronunciaré 80"
bre los daños y perjuicios causados a 'los bienes y derechos de
la Hacienda Pública, imponiendo a los responsables la obliga-
ción de indemnizar en la cuantía y el plazo que determine.
Articulo ciento cuarenta y cinco.-Uno. Los perjuicios ~e­
clarados en los expedientes, a que se refieren los artículos cien-.
to cuarenta y tres y ciento cuarenta y cuatro de esta Ley.
tendrán 1a consideración. de derechos de la Hacienda Pública.
gozarán del régimen a que se refiere el articulo treinta y dos.
párrafo uno. de la misma, y se procederé. a. su cobro, en su
caso, por la via de apremio.
Dos. La Hacienda Pública tiene derecho al interés previsto
en el articulo treinta y seis. párrafo dos, de esta Ley, sobre
el impcrte de los alcances, malversaciones. danos y perjuicio.
a sus bienes y. derechos, desde el día que se irroguen los per..
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Juicios. Cuando por insolvencia: del deudor directo se derive
la acción a los responsables, subsidiarios, el interés se calcularé
a contar del día en que se les requiera el pago.
Artfculo ciento cuarenta y seI8.-Tan pranto como se tenga
DoUcla de un alcance, malversación, daño o perjuicio a la Ha-
cienda <o Pública o hayan transcurrido los plazos señaladOB eD
el artículo setenta y nueve de la presente Ley sin haber sido ius-
t1f1cadas les órdenes de Paso a que el mifimo se refiere, loa
Jefes de loa presuntos responsables y los ordezuid.'<Jres de pagos,
resp&ct.l:vamente, instruirán las dlligencias previas y adoptaráil.
con igual carécter. las medidas ~ecesaria's para asegurar los
derechos de la Haci·enda Pública, dando inmediato conocimiento
al Trlbunal de Cuentas del Reino o al Ministró de Hacienda.
en cada caso, para que procedan según sus competencias )'
conforme a Jos procedimientos establecidos.
TITULOVIlI
De los presupuestos. de la Intervención y de la contabiUdad
de la SegurIdad Social
Articulo ciento cuarenta y aiete.-Uno. El presupuesto· re·
lumen de la Seguridad Social, considerado en el apartado bJ
del p~afo dos del articulo cincuenta f uno de esta Ley. con.
IIgnará. con la debida separación. los recursos previstos para
el ejercicio. económico correspondIente y la totalidad de lal!
obligaciones que haya de atender la SeguM.dad Social. tanto
en su .-!égtmen General como en sus' Regímenes Especiales.
Dos. Todos los ingresos y gastos del presupuesto-resumen
le ordenarán funcionalm.ente, de acuerdo con las conUngen
c1as a cubrIr o los beneficios de la acción protectora a otorgw
además de ser clasificados según categorías económicas.
Articulo ciento cuarenta y ocho.-Uno. Las Entidades gesto
rea de la Seguridad Social elaborarán SUS presupuestos de in-
greS'.>s y 3astos, que, desp'l2és de ser sancionados por sus res-
. pectlvos órganos de gobierno. se someterán por los Ministros
de Hacienda y Trabajo, conjuntamente.· a -1a aprobación del
Gobierno..
Dos. El Gobierno unirá a los Presupuestos Generales del
Estado el presupuesto-resumen de la Seguridad Social, al que
18 acompaftELrán los siguientes documentos:
al Las Cuentas y Balances de la Seguridad Social corres
pcmd1entel al último ttjercicio. aprobados conforme al artfculo
quinto de la Ley General c:kl·la Seguridad Social.
bJ Memoria explicativa de los rontenidos del presupuesto
resumen 7 de las yrincipales modificaciones que presente el
anteproyecto comparado con el presupuesto-resumen en vigoJ.
.c) Informe económico-financiero, explicativo de la estima·
ción de los ingresos y gastos. confanne aJ párrafo dos del
artfculo anterior. y estudio demostrativo del coste de los ser
v1CII>II.
Tres. Si las Cortes modificasen el presupuesto-resumen ü
qu 88 Rftere elpé,rrafo inmediato anterior, el GobieTno. 8
propuesta de los Ministros de Trabajo y Ha.cienda, acordará
les modificaciones a introducir.
ArUcul0 ciento cuarenta y nueve.-Los créditos para gastos
destinados a las prestaciones, básicas o complementarias, de
la seguridad Saetal tendrán el carácter de ampliables en la
euanUa resultante de las obligaciones que se reconozcan y li·
quiden según las disposiciones en cada caso aplicables. .
Artículo ciento cincuenta.-Uno. Cuando haya de realizarse
oon car.o al pnsupuesto-resumen de la' Seguridad, Social aJ-
BÚo. gasto que no pueda demorarse hasta el ejercido slgulente
., no exista en, él crédito, e sea insuficiente y no ampliable el
consignado, se observará lo dispuesto en el siguiente- parraIo
Dos. Si el CLddito extraordinario o suplementario no ha de
luponer aumento del Presupuesto del Estado, la concesión de
llDO u otro corresponderá al Gobierno. siempre que su importe
lea superior al dos por ciento del presupuesto de gastos de la
respectiVa Entidad, y al Ministro de Trabajo, previo_ informe
del Ministerio de Hacienda, si el importe del crédito extraor-
cUnarto O suplementario no es superiUr a di-eho porcentaje. que
88 computará en la forma establecida en el articulo sesenta y
cuatro de esta Ley.
ArUcu10 ciento cincuenta y unO.-URO. El Gobierno. a. pro-
puesta conjunta de los M1ilistros de T,rabajo y Hacienda. apro-
bará las normas para el e1ercicio de' la función interventora
en las Entidades Gestoras da 1& Seguridad Social.
Dos. El Ministro de Trabajo. previo informe del de Hacien·
da. establecerá ~"LS normas para la contabilidad de dichas En
tidades Gestoras. de acuerdo con las cUrec;:tr1c::ea. del régimen
sonoral d. la conlabllldad p1lbllca,
DISPOSICIONES TRANSITORIAS
Primera.-::-Lo dispuesto en 1&s reglas primera, eJ, y segunda
del articulo cincuenta 'f tres de esta Ley se aplicará gradual~
mente en la forma que se detennine por via reglamentaria
Segunda.-En virtud de lo prevenido en la anterior disposi~
ción transitoria. las transferenc1as de créditos presupuestarios
autorizadas en el articulo sesenta y ocho de esta Ley se en-
tenderán referidas a carla Dirección General o Servicio dentro
de ;.10 mismo Departamento ministerial
Tercer8.-EI régimen concertado previsto en el articulo no-
ven ta y uno de esta. Ley podrá limitarse en un plazo de dos
aftas a las subvenciones de mayor importancia ..::on earacterl.
tiess especiales y a las que se destinen a servidas públtcos.
Cuarta.-Los derechos y obligaciones de contenido económ'¡co
de la Administración del EstAdo y de sus Organismos autóno-
mos nacidos con' anterioridad a la entrada en vig-or de la pre-
sente Ley continuarán sujetos a la legislación que por ella se
deroga. _
Quinta.-Se autoriza al Gobierno para que, mediante D&-
creto. fije la situación de los Servicios. Administrativos sin per-
sonalidad jurídica distinta de la del Estad'a, a que se ref"er8
el articulo uno, número dos. apartado bl. de la Ley de Ré~
gimen Juridico de Enti<J.ades Estatales Autónomas. bien tnte.-
grándolos plenamente en los Presupuestos General€s del Esta-
do, con Ja especificación de créditos, que proceda. bien tranS-
formándolos en Organismos autónumos.
DISPOSICIONES FINALES
Primera.-La presente Ley no'" será de apl~cación al PatJ1..
monio Nacional, que continuará rigiéndose por su!:' disposi·
ciones especiales_
Segunda.-En el texto articulado de la Ley de Bases del D~
tatuto de- Régimen Local se tncluirAn aquellas nonnas que re-
sultan consecuentes al principio de coordinación qua debe exls..
tir entre la Hacienda del Estado y las de las Corporaciones Lo-
cales en cuanro integrantes todas ellas del sector público.
CLAUSULA DEROGATORIA
Quedan derogadas las Leyes que se citan en la tabla ad-
junta, y cuantas disposiciones se opongan a lo establecido en
la presente Ley.
Tabla de Leyes que S8 derogan
- Ley de uno de julio de mil novecientos once, de Administra-
ción y Conthbilidad de la Hacienda Públiq¡..
- Ley de diecinueve de marzo de mil novecientos doce, en cuan-
to condiciona la apiicacióndel articulo sesenta y siete de
la Ley de uno de julio de mil novec4entos once.
- Ley de veintiséis de tulio de mil Il'o)veciento8 veinttdól. d.
Presupuestos Generales del Estado, en cuanto & su artiCU-
lo cfncuenta y uno.
- Real Decreto-ley de veinticuatro de enero de mil novectelt-
tos veintiocho, sobre presunción· de abandono de depósitos
constitu~dos y de cuentas corrient-es, en cuanro a. sus art1eu~
los primero y tercero.
- Real Decreto-Iey de cuatro de febrero de mU novecientoS
treinta en cuanto al. articulo séptimo del R.eal Decreto d.
diecin¡;eve de ndviembre de mil novecientos veintinueve.
- Ley de dieciocho de diciembre de mil n'ovecientos cincuenta,
que diO nueVQ redac-eión e. determinados articul08 de la Le,.
de uno de julio de mil novecientos once.
Decreto-ley de doce de diciembre de mil novecientos dO·
cuenta y dos, relativo a los créditos -de ..calificada excep-
ción,..
- Decreto-ley de och'l> de noviembre de. mil novecientos cin-
cuenta y siete, 'que declaró en suspenso determinadl.?s pre-
ceptos de la Ley de uno de Julio de mil novecientos once.
- Ley de veintiséis de diciembre de mil novecientos cincuenta
y ocho, sobre régimen jurtdico de las Entidades estatales
autónomas en las materias relativas a' la l:Iadenda Pública.
- Ley de vei~tidós de Julio de mll novecientos sesenta y un'O,
por la que se modificó el articulo sesenta y uno de la Ley
de veintiséis de diciembre de mil novecientos cincuenta 7
ocho, sobre régimen lurtdico de las Entidades estatales au~
nomas.
- Decreto de dieciocho de enero ae mil noveclentos sesenta J
d'os, que modificó el articulo' setenta y seis de la Ley de unO
de julio de mil novecientos once, al amparo del articulo vein-
ticinco de la Ley ochenta y cinco/mil novecientos sesenta ,.
uno, de veintitrés de d1c::iembre~




El Presidente de las Cortes Espai\olas,







estuemo t;:omr~~"i1entario en bs actuaciones de promoción del
Ministerio de Información y Turismo, en aspecto tan importante
como es la atracción del turismo hacia nuestra Nación, para lo
que se prevén.ya diferentes créditos en el vigente Presupuesto
General del Estado, crédItos que, dadas las circunstancias por
las que se atraviesa actualmente, 'son insuficientes para obtener
los efectos deseados. "
Para paliar dichas insufi-:-Jencias se ha tramitado un expe·
diente de varios suplementos de crédito, siguiendo, al efecto,
los trámites establecidos por el artículo cuarenta y uno de la
vigente Ley de Administración y Contabilidad de la Hacienda
Pública,axpediente que ha obtenido el informe Javorable de la
Dirección General del Tesoro y Presupuestos y de conformidad
del Consejo de Estado. " •
EIl su virtud. y de conformidad con la, Ley aprbbada por 'las
Cortes Españolas. vengo eh sancíonar:
Artículo primero.-Se convalidan como obligaciones a cargo
del Estado las que por virtud de este expediente se contraen en
cumplimiento del artículo treinta y nueve de la vigente Ley de
Administración y'\ Contabilidad.
Artículo segundo.-Se conceden los siguientes suplementos de
crédito al Pres'upues to en vigor de la, Sección' veinticuatro. ..Mi,,:
nisterio de Información y Turismo.. , servicio diez, ..Dirección G~
neral de Ordenación del Turismo.. , con el detalle que se indica::
Articulo tercero.-El importe a que asciende los mencionados
suplementos de crédito se cubrirá en la forma determinada por
el articulo cuarenta y uno de la vigente Ley de Administración
y Contabilidad.
Dada en Madrid a cuatro de. enero de mil novecientos se.
tenta y siete.
252 Subconcepto l.--Para gastos de todas
clases y por todos los medios de difu-
sión que tengan por finalidad la pro-'
moción del turismo social. etc." 60.000.000
252 Subconcepto 2.-:...Para gastos de todas
cIas~s en campañas de publicidad,.... 250.000.000
252 Subconcepto 3.--Para propaganda y
promoción turística medianie concier-
tos con entidades públicas y privadas
de las diversas áreas turísticas" 100.000.000
721 "Para gastos de· exposiciones y concu~
rrencia a ferias internacionales, así
como la promoción del País como sede
de Congresos y Convenciones a través
del Organismo E. C. C. E. y ayudas
especiales que este Organismo pueda
requerir a tales 'efectos" 40.000.000
LEY 14/1977, de 4 de en~ro, sobre concesión a~
Presupuesto en vigor de la Sección 16, «MinisM
terio de la Gobernación». de varios suplementos
de crédito, por un importe total de 992.093.000 PBM
setas, para dotar el aumento de plantilla de las
Fuerzas de la Policía Armada 'Y el primer ves·
tuario :Y equipo de las de nuevo ingreso.
La Ley seislmil..noyeci.en1os-setenta y -seis, de once de. marzo, -
modifi(;a!Jª:iiIfuitilla de-·las Fuerzas de la Policía Armada y es~
tableee. eJ!_ª---q_artiq:uJ<? p!,i!.I!_eXQ, que ésta quedará aumentada,
con efectividad de uno- de enero de mil nOVecientos setenta y
seis en: seis Comandantes,. veintiocho Capitanes, sesenta y seis
Tenientes. veinticinco Brigadas, ,ciento sesenta y dos Sargentos,
cuatrocientos noventa. y cuatro Cabos, dos _mil novecientos· cin~
cuenta y ocho Policías y catorce Especialistas.
Para cubrir este mayor gasto se ha tramitado un expediente
de varios suplementos de crédito, siguiendo al efecto los trámi-
tes requeridos por el~dfculocuarenJay ~!l0_ de Ja vi~enteLey
de Administración YC.9,nt.~J?í_Uda.d. ~e l~ Hacienda Pública; -ex~
LEY 12/1977. de 4 de enero, sobre concesión al
Presupuesto en vigor de la Secct9n 20, «Ministe-
rio de Industria., de un crédito extraordinario de
27.752.249 pesetas. para subvencionar a «Iberia, Lí-
neas Aéreas de ,-España". gastos realizados en el
año 1{}69 en la repatriación de españoles proce-
dentes de la República' de Guinea Ecuatorial.
En el Consejo de Ministro~ celebrado el día 22 de agosto
de mil novecientos setenta. y cinco, se adoptó un acuerdo por el
que se decidió subvencionar a ..Iberia, Líneas Aéreas' de ESM
paI1a....con cargo a los Presupuestos Generales del Estado para
mil novecientos setenta y seis, con veintisiete coma ocho miM
llones de pesetas, con motivo' de los gastos originados a dicha
Empresa por la repatriación de los españole:s procedentes de, la
República de Guinea Ecuatorial.
D.w.o que no existía crédito adecuado para 'cubrir tales obU·
gaciones,se ha tramitado un expediente de. crédito extraordiM
nario, sigui,endo, al efecto. lo establecido en el artículocua:renta
y uno de la vigente Ley' A~ -b.~mjnlstración y Contabilidad de
la Hacienda Pública, expeaiente-que-ha-'Ob"tel1ido -al"intorme fa·
vorable de la Dirección General del Tesoro y Presupuestos y-
de conformidad del Consejo de ~tado.
En su virtud, y de conformidad con la Ley aprobada por
las Cortes Espafiolas. vengo en sancionar:
- Articulo tercero del Decreto-ley dieciséis/mil novecientos 86-
santa y cuatro, de veintitrés de julio; artículu tercero del
Decreto-ley veinte/mil novecientos setenta, de veinticuatro
de diciembre. y articulo segundo del Decreto-ley once/mil
novecIentos setenta y d"os, de veintinueve de diciembre. en
las materias qUe se regulan en la presente Ley.
Dada en MadrId a tuatro de enero de mil novecientos se-
tenta y siete.
El Presidente de las Cortes Espaftolas,
TORCUATO FERNANDEZ-MIRANDA y HEVIA
El Presidente de las Cortes Espaf101as,
TORCUATO FERNANDEZ MIRANDA y HEVIA
JUAN CARLOS
ArtículO" primero.-Se reconocen como obligaciones a cargo
del Estado las contraídas con -Iberia" Líneas Aéreas de Espa-
fia .. , por un importe de veintisiete millones setecientas cincuenta
y dos mil doscientas cuarenta y nueve pesetas, por gastos oca,,:
sionados en el año mil nove<:ientossesenta y nueve en la re-
patriación de españoles procedentes de la República de Guinea
Ecuatorial.
Articulo segundo.-Se concede un crédito extraordinario por
el indicado importe de veintisiete millones setecientas cincuenta
y dos mil doscientas cuarenta y nueve pesetas, aplicado al
presupuesto en vigor de la Sección veinte, .Ministerio de In-
dustria»; servicio cero uno, _Ministerio, Subsecretaría y- Servi-
cios Generales»; capitulo cuatro, «Transferencias corrientes.. ; ar·
«Culo cuarenta y Cinco, «A Empresas»; concepto nuevo cuatro-
cientos cincuenta y tres, "Para subvencionar a "Iberia. Llneas
Aéreas de España", gastos realizados en el a,ñ.o mil no'vecientos
sesenta· y nueve en la repatriación de españoles procedentes de
la. República de Guinea E:cuatorial».
Articulo terce-ro.-El importe a que asciend~ el mencionado
crédito extraordinario se cubrirá en la forma determinada por
el articulo 41 de la vigente Ley de Administración y Conta-
bilidad d~ la Hacienda Pública.
Dada en Madrid a cuatro de enero de mil novecientos· se·
tenta y siete.
JUAN CARLOS
LEY 13/1977, de 4 de enero, sobre concesión al
Presupuesto en vigor de la Sección 24, «Minis-
terio de Información y Turi3mo.. , de varios SUM
plemento3 de crédito, por un importe total de
450.000.000 de pesetas, para la realización de cam-
pañas de promoción turística en España y en el
extranjero.
La grave situación actual por la que atraviesa la coyuntura
turistica española, con una previsible fuerte disminuci6n de las
reservas para 108, próximos meses, hace necesario realizar un
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pediente que ha obtenido el informe favorable. de la Dirección
General del Tesoro y Presupuestos y de conformidad del Con-
sejo de Estado.
En su virtud, _y de conformidad con la Ley aprobada por las
Cortes Españolas, vengo en sancionar:
Artículo primero.-Se conceden los siguientes suplementos de
crédito por un importe total de novecientos noventa y dos mi-
llones noventa y tres mil pesetas, aplicados al Presupuesto en·
vigor de la Sección dieciseis. cMinisterio de la Gobernación.. ;
servicio cero siete, eDirección General de Seguridad., con arre-
glo al detalle que figura a continuación:
Concepto E'l;plicaci6n del gasto
112 Policía Armada , , _ .
126 Complementos de sueldo.-Para atender
al régimen de complementos de sueldo
y otras remuneraciones del personal
de Policía Armada según detalle':
1. Complementos de desti-
no por responsabilidad, 517.793.000
2. Complementos de desti-
no por especial prepa-
ración técnica 2.071.000
3. Complementos por dedi-
cación especial ,.. 3.805.000





1. Para la de v.estuario al
persortal del Cuerpo y
del Ejército con destino
en él, etc .
2. P~ra la de pabellón al







No obstante ello, repet"ldas circunstancias acaecidas en los
últimos tiempos aconsejan incrementar más estas medidas, para
las que se pTecisan de mayores disponibilidades presupu'8starias
que las ordinarias figuradas en la Ley económica en curso.
A tal efecto, se ha instruido \ln expediente de suplementa-
ción de los recursos presupuestos, de conformidad con los esti-
pulados en el artículo cuarenta y uno de la vigente Ley de
Administración f Contabilidad de la Hacienda Pública. que ha
sido informado favorablemente por la Dirección General del
Tesoro y Presupuestos, y de conformidad del Consejo de Estado.
En su virtud, y de conformidad con la Ley aprobada por las
Cortes Españolas, vengo en sanciona~
Artículo pnmero.-Se conceden los siguientes suplementos de
crédito por un importe total de doscientos cincuenta milloneS
de pesetas, al p{esupuesto en vigor de la Sección trece, .Mi-
nisterio de Justicia»; servicio cero cuatro. «Dirección General de
Instituciones Penitenciarias-, y con arreglo al detalle que se
indica: Al capitulo dos, «Compra de bienes corrientes y deserv
vicios-; arHcuIo- veintidós, .Gasto~ de inmuebles-; concepto
doscientos veintidós, .Obras de conservación y reparación on:li-
narla de edificios penitenciarios y de sus instalaciones-, de
cincuenta y cinco millones ,de -pesetas; al capítulo seis, «Inver~
siones reales-; artículo sesenta y -uno, .Mejora de las instala..
ciones de las Instituciones Penitenciarias»; concepto seiscientos
once, .Creación de Instituciones Penitenciarias., sesenta y dos
millones de pesetas; y al mismo capítulo seis y articulo sesenta
y uno, concepto seiscientos doce. .Ampliación, modernización
y mejora de las Instituciones Penitenciarias», ciento treinta
y tres millones de pesetas.
Ártículo segundo.-EI importe a que ascienden los mencio~
nadas suplementos de crédito se cubrirá en la forma deter-
minada por el articulo cuarenta y uno de la vigente Ley de
Administración y Contabilidad de la HaCienda Pública.
Dada en Madrid a cuatro de enero de mil novecientos se-
tenta y siete.
JUAN CARLOS
El Presidente de las Cortas Españolas,
TORCUATO FERNANDEZ·MIRANDA y HEVIA
7.922.000
JUAN CARLOS
El Presidente de las Cortes Españolas,
TORCUATO FERNANDEZ·MIRANDA y HEVIA
El mantenimiento de la seguridad en las prisiones oonstttuye
una de las metas de la Dire:::ión General de Instituciones _.PenJv
ten-eiarias, y dicha finalidad se considera6D. los diferentes PN-
supuestos Generales del Estado~
Artículo segundo.-El importe a que ascienden los menciona-
dos suplementos de crédito se cubrirá en la forma determinada
por el artículo cuarenta y uno de la Y'igente Ley de Administra~
ción y Contabilidad de la Hacienda: Pública.
Dada en Madrid a cuatro de enero de mil novecientos se-
tenta y siete.
471 LEY 16/1977. de 4 de enero, sobre concesión al
Presupuesto en vigor de la Sección 23, «Minis-
terio de Comercio_,. de un suplemento de crédito
de 1.00fJ.81fJ.24;: pesetas, con destino a satisf-acel' a
lG .Compañia Trasmediterránea, S, A.», el resul-
tado de liquidación del ejercicio de 1975 por el
sostenimiento de las liheas de comunicaciones ma-
rítimas rdpidas y regulares d~ Soberanta.
Previos los informes preceptivos. emitidos por la Subsecreta-
ria de la Marina Mercante y por la Intervención General de la
Administración del Estado, el Ministerio de Comercio ha apro-
bado las cuentas del año mil novecientos setenta y cinco, por
los servicios determinantes. del sostenimiento de las Líneas de
Comunicaciones Marítimas Rápidas y Regulares de Soberanía.
que vienen sdendo prestados por la Compañía Transmedi~
terránea.
La referida aprobación ha puesto de manifiesto una insufi~
ciencia crediticia, para cubrir el saldo a favor de la Compañía,
de mil nueve millones ochocientas diecinueve mil doscientas
cuarenta y dos pesetas. para cuya satisfacción se ha ins-
truido un expediente de concesión de un suplemento de cré~
dito, al amparo de lo dispuesto en al artículo 41 de la vigente
Ley de Administración y Contabibdad de la Hacienda Pública,
que ha sido informado favorablemente por la Dirección Gene-
ral del Tesoro y Presupuestos, y de Cbnformidad por el Con~
sajo de Estado. .
En su virtud, y de conformidad con la Ley aprobada por
las Cortes Espafiolas, vengo en· sancionar:
Artículo primero.-Se concede un suplemento de crédito de
mil nueve millones ochocientas diecinueve mil doscientas cua~
renta y dos pesetas al figurado en el presupuesto en vigor da
la Sección veintitrés, ..Ministerio de Comercio.. ; servicio doce,
.SubS8Gretaria de la Marina Mercante.. ; capítulo cuatro, ..Trans,,:,
lerencias corrientes-; artícl,llo cuarenta y dos••A Empresas!';
concepto cuatrocientos cincuenta y uno, .A la "Compañía Tras.,
mediterrá,nea, S, A." para satisfacer 1as subvenciones a la~
Líneas de Comunicaciones Marítimas, Rápidas y. Regulares de
Soberanía, según .:ontrato de treinta y uno de marzo de mil





LEY 15/1fJ77, de 4. de enero, sobre concesión al
Presupuesto -en vigor de _la Sección 13, . o:Minisv
terio de Justicia_, de varios sup~ementos de cré-
dit? por un importe total de 250.000.000 de pesetas.
para const)"ucciones :v realización de obras de se~




Medallas y cruces: '
2. Para pensiones de Cruces del Mérito
Militar, San Hermenegildo y -Gue-
rra, Medallas de Sufrimientos por la
Patria, etc. . .
Para el pago del mismo al personal de
Policía' Armada ..
De la Policía Armada:
5. Para el pago del primer vestuario y
equipo de los Policias Armados de
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JUAN CARLOS
JUAN CARLOS
Ej PreSidente de las Cortes EspañolllB.
TORCUA ro f"ERNANDEZ-MIRANDA y HEVIA
El Presidente de las Cortes Españolas,
TORCUATO FERNANDEZ-MIRANDA y HEViA
para opera.. 'dich8.'e:t licencias, tengo el honor de proponer So·
Vuestra Excelencia la formalízacióp. de dicho Acuerdo, el que
deberá, contener las siguientes cláusulas:
1) Una persona autorizada por uno de los dos Gobiernos
para operar una estación de radioaficionados con licencia expe-
dida por el mismo tendrá permiso del otro Gobierno en condi-
ciones recíprocas y sujetas a las disposiciones que se exponen
a continuación.
2) La persona debidamente autorizada por uno de los dos
Gobiernos deberá obtener, antes de operar su estación, la auto-
rizaci6n correspondiente del departamento respectivo del otro
Gobierno:
3) El departamento correspondiente de cada Gobierno po-
drá extender dicha autorizaci6n bajo las condiciones y -térmi-
nos que se dicten, incluyendo el derecho de cancelación on
cualquier momento a conveniencia del mismo Gobierno.
4) El radioaficionado extranjero estará obligado a acatar
las leyes. v,igentes del paí~ donde esté operando.
Si el ilustrado Gobierno de España acepta las condiciones
anteriores, tengo el honor. de proponer a Vuestra Excelencia
queJa presente Nota y la de respuesta a la misma constituyan
un Acuerdo entre nuestros dos paíS6!;!, el cual entrará en
vigencia quince días de la fecha en que se reciba la respuest.a
de Vuestra Excelencia. Este· Acuerdo podrá, rescindirse en
cualquier momento y por cualquiera de, las dos partes, con
notificación previa de sesenta dias presentada por escrito.
Aprovecho la oportunidad para reiterar al señor Embajador
las seguridades de pli distinguida consideración.
Firmado: Gonzalo J. Facio.
Ministro de Relaciones Exteriores
Excelentísimo señor Juan Antonio Pérez-Utruti Maura, Embaja-
da!, de Espana.-Ciudad.
San José, 5 de agosto de 1976
Excelentísimo señor:
Tetlgo el honor de acusar recibo a Vuestra- Excelencia de
su Nota firmada de fecha 4 de agosto de 1976, cuyo texto 85
el siguiente:
«Excelentísimo señor:
Atendiendo a las negociaciones que se han efectuado entre
nuestros dos países con motivo del deseo del Gobierno de
Costa Rica de suscribir un Acuerdo con España que regule
el funcionamiento de estaciones de radioaficionados de los dos
paises, y en especial que facilite los trámites de autorización
para operar dichas licencias, tengo el honor de proponer a
Vuestra Excelencia la formalización de dicho Acuerdo, el qUe
deberá contener las siguientes cláusulas:
1J Una persona autorizada por urio de· los dos Gobiernos
pa,ra· operar una estación de radioafic.iomidos con licencia.
expedida por el mismo tendrn permiso del otro. Gobierno en
condiciones recíprocas y sujetas a l~disposiciones que se
exponen a continuación. .- .- .
2) La persona debidamente autorizada por uno de los dos
Gobiernos d.eberá obtener; antes de operar su estación, la auto-
rización cOlTespondiente del departamento respectiVo del otro
Gobierno.
3) El- departamento correspondiente de cada Gobierno po-
drá. extender dicha autorización bajo las condiciones y térmi~
nos que se dicten, incluyendo el derecho de cancelación en
cualquier momento a conveniencia del mismo Gobierno.
4) El radioaficionado extranjero estará obligado a acatur
las leyes vigentes del país donde esté operando.
Si el ilustrado Gobierno de España acepta las condicioof.';¡
anteriores, tengo el honor de proponer a Vuestra Excelenc.ia
qu, la presente Nota y la de respuesta a la misma' constitu-
yan un Acuerdo entre nuestros dos países, el cual entrar·á
en vigencia quince días después de la fecha en que se reciba
la respuestB. de Vuestra Excelepcia. Este- Acuerdo .podrá re$-
cindirse en cualquier momento y por cUl:!-lquiera de las dos
partes, con notificación previa de seSenta días presentada por'
. escrito.
Aprovecho la oportunidad para reiterar al seilor' Embajador
~las seguridades de mi .distinguida consideración.
Firmado: Gonzalo J. Facio.
Ministro de Relaciones Exteriores y Culto. ~
Tengo el honor de informar a Vuestra Excelenda que mi
Gobierno está de acuerdo con los términos de' su mencionada
Nota firmada, por lo que dicha Nota y la presente Gonstituyen
CANJ;; de Notas regulando el establecimíürlto y
funcionamiento de estacLOnes de radioa~¿ciC'nados




472 LEY 17/1977, de4 de enero, sobre reforma del ar-ticulo 54 de lo; Ley de Registro Civil. .
El artículo cincuenta. y cuatro de le. Ley del Registro Civil
estableció la necesidad de que los nombres propios de. espa-
ñoles se consignaran en castellano. Esta regla pugna con el
nando sentir popular de los naturales de distintas regiones
españolas, que se ven privados de la- posibilldad de que los
nombres propios en su Lengua vernácula sirvan, dentro y
fuera de la familia, c~mo signo oficial de idectificación de la
persona..
La presente Ley tiene la finalidad de corregir esta situación,
atendiendo, de un lado, al hecho cierto de que la libertad en
la imposición de nombres no debe tener, en principio, otros
límites que los exigidos por el respeto a la -dignidad de la
propia persona, y procuracdo, de otro lado, amparar y fomen-
tar el uso - de la-s dlvei'sas Lenguas españolas, ya que todas
ellas forman pa,rtedel fondo autóctono popular de nuestra
Nación.
En su virtuQ, y de conformidad con la Ley aprobada por
las Cortes Españolas, vengo en sancionar:
Artículo primero.-EI ¡:árrafo primero del articulo cincuenta
y cuatro de la vigente Ley del Registrt' Civil, de ocho de iunio
de mil novecientos cincuenta y siete. quedará redactado en la:
siguiente forma:
..En 1a inscripción se expresará el nombre que se dé al na-
cido. Tratándose de españoles, los nombres deberán consignar-
se .en alguna dé las Lenguas españolas.,.
Articulo segundo.-A petición del interesado o de su repre-
sentante legal, el encargado del Regi5tro sustituirá el nombre
propio, impuesto con anterioridad a la vigencia de la presente
Ley, por su equivalente onomástico en cualquiera, de las Len-
guas españolas. La sustituci6n sera gratuita para los interesados·
Articulo tercero.-La presente Ley entrará en vigor el día
siguiente de su publicación en el -Boletin Oficial del Estado,..
Dada en Madrid a cuatro d~ enero de mil novecientos se-
tenta y siete.
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ter¡ares., COn la finalidad de liquidar el saldo a favor de' la
Compañía del afio mil novecientOs setenta y cinco.
Artículo segundo.-El importe a que asciende el mencionado·'
suplemento de crédito se cubrirá en la forma determin~a por
el artículo cuarenta y uno de la vigente Ley de Administra-
ción y Contabilidad, de la Hacienda Pública.





San José, 4 de agosto de 1976.
ExcelentíSimo señor:
Atendiendo a las negociaciones que se han efectuado entre
nuestros dos paises con motivo del deseo del Gl1bis1 no de
Costa Rica de suscribir un A:::uerda c;:m Úpai'.fl ql;:) regUle
el funcionamienta de estaciones de radioaficionados de los dos
paises, y en especial que facilite los trámites de. autorización
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un Acuerdo entre ES¡Jaña y Costa Rica regulando el funciona-
miento de estaciones de radioaficionados de los dos ,países.
Le ruego acepte, señor Ministro. el testimonio de mi más
alta.y distinguida consideración.
Juan Antonio Pérez-Urruti Maura.
Embajador de España
Exéelentisimo señor don Gonzalo J. Faeio. Ministro de Rela-
ciones Exteriores.-Ciudad.
El presente Acuerdo entró en vigor el día 20 de agosto
de 1976, quince días después de la última de las comunica-
ciones cursadas.
Lo que se ha..:e público para conocimiento generaL
El Secretario general Técnico.-Fernando Arias-Salgado y
Montalvo.
MINISTERIO DE HACIENDA
474 REAL DECRETq 3022/1976, de 12 de noviembre,
aprobatorio del plan de acuñación de moneda me-
tálica para el -ejercicio de 1977.
El articulo cuarto de la Ley diez de mil novecientos setenta
y cinco, de doce de marzo, concede al Gobierno la facultad de
acordar la. acuñación y emisión de las monedas metálicas des-
critas en el artículo segun~o de la. misma Ley, integrantes dal
sistema monetario.
. La cantidad de monedas en que se ha cifrado el plan de
acuñación es resultado del estudio del total de monéda' metá~
lica actualmente en circulación y de las necesidades previstas
para el afio mil novecientos setenta y siete. cuya estimación se
presume razonablemente dentro del límite máximo que para
dicho ejercicio establezca la correspondiente Ley de Presupues-
tos Genenles ·del Estado. en cumplimiento de lo dispuesto por
el artículo tercero de la Ley número· diez de mil· novecientos
setenta y cinco. por cuanto la propuesta a tal efecto mantiene·
invariable la cifra establecida en la Ley presupuestaria para el
ejercicio actual.
Las~ monedas que serán acuñadas en el próximo ejercicio
económico, que se corresponden con las descritas en el De-
creto tres mil cuatrocientos setenta y nueve/mil novecientos
setenta y cinco. de diecinueve de diciembre, por las mismas
razones invocadas en el Decreto tres mil cuatrocientos ochen~
ta/mil novecientos setenta y cinco. de diecinueve de diciembre,
que establecía el" plan de· acuñación para el ejercicio actual,
. coexistirán con las· monedas autorizadas en fecha anterior al
Decreto ~rimeramente mencionado. en tanto no SOOIl privadas
del curso legal.
En su virtud, a propueta del Ministro de Hacienda y previa
deliberadón del Consejo de Minis.tros en su reunión del dia
doce de noviembre de mil novecientos setenta y seis,
DISPONGO,
Artículo primero.-Durante el ejercicio de mil novecientos
setenta y siete se acuñarán y, en su caso. se pondrán en
circulación en la forma. prevista por el articulo sexto de la
Ley número diez/mil novecientos setenta y cinco, de doce de
marzo, monedas metálicas de las que componen el sistema
monetario previsto· en el artículo segundo de dioha Ley, con las
características que para cada une. de tal clase- establece el
artículo segundo del Decreto tres mil cuatrocientos setenta .y
nueve/mil novecientos setenta y 'cinco, 'de diecinueve de di-
ciembre, por un importe máximo de tres mil quinientos mi·
llones de pesetas.
Articulo segundo.~En todo caso. dentro del límite señalado
en el artículo anterior, con carácter mÍ.1imo, se acuñarán y se
entregarán al Banco de España para su puesta en circulación,
la:; siguientes monedas:
UnGl.-Mqneda de una peseta, ciento cincuenta millones de
piezas. equivalentes a ciento cincuenta millones de pesetas.
Dos.-Moneda de cinco pésetas. cieJ;lto treinta millones de
piezas. equivalentes a seiscientos cincuenta. millones de pesetas.
Tres -Moneda de veinticinco pesetas, treinta millones de
piezas, equivalentes a setecientos cincuenta millones de pesetas.
Artículo ~ercero.-Se faculta al Ministro de Ha.cienda para
dic~~r las disposiciones que se ,t->recisen para aclaración y, eje-
CUClon de lo establecido por este Decreto.
Articulo cuarte.-El presente Real Decreto entrará en vigor
desde el mismo día de su publicación en el «Boletín Oficial
del Estado».
De.do en Madrid a doce de noviembre de m.. noveci~ntos
setenta y seis.
JUAN CARLOS
El Ministro de Hacienda,
EDUARDO CARRILES GALARRAGA
ORDEN de 31 de diciembre de 19i6 por la qu~ se
dictan normas vara. el desaJ roilo y aplicación del
Real Decreto 29J9/1976. de 12 de noviembre, sobre
simplificación de determinados requisitos exigidos
por los Reglamentos de IIJLPuestos Especiales de
Fabricación.
Ilustrísimos señores:
El artículo séptimo del_ Decreto 2919/1976~ de 12 de noviem-
bre, por el que se simplifican y agilizan determinados requisi~
tos relativos a la producción, circulación, almacenamiento y
envasado de algunos productos gravados por los Impuestos Es-
peciales de Fabricación, así como los referentes a la;:; liquidar
ciones de dichos Impuestos, autoriza al Ministerio de· aacienda
a dictar las normas necesarias para su desarrollo y aplicación,
así como para suprimir o introducir las reformas precisas en
los modelos de impresos reglamentarios afectados.
En BU virtud. y visto el ¡Morme favorable emitido po:- la
Secretaría General Técnica,
Este Ministerio, de conformidad con lo propuesta por V. l..
ha tenido a bien disponer: -
1. Fabricación de alcoholes.
1.1. Las Declaraciones de Fabricación a que se refiere el
articulo primero del Decreto 2919/1976 se formalizarán en un
juego de impresos que constará de original, duplicado y, tri~
plicado. ajustados a los modelos 1 y 2 anexos a la presente
Ordeh, según se trate de fábricas de alcoholo de fábricas para.
destilar orujos de uva. Estos impresos se. numerarán indepen-
dientemente por cada aparato y años naturales. hadendo cons-
tar la p~labra ..ún,ico» si existiera un sola aparato.
1.2. En dicha. Declaración el fabricaptehará constar la can·
tidad, clase y grado de la primera. ma.teria preparada para
destilar. la cantidad y gralio que diariamente ha de producir
el aparato, tilnto de alcohol y primas como de cabezas y colas,
con arreglo a la potencia productora del aparato, según clase
de alcohol a obtener y graduación de la primera materia que
se propone destilar. Esta potencia. referida a la unidad de
veinticuatro horas de trabajo continuo, se fijará por el fabri-
cante, reservándose la Administración el hacer las comproba-
ciones que estime convenientes cuando lo juzgue oportuno, y si
se apreciase que la indicada potencia es mayor que la declara-
da. se exigirán las responsabilidades que procedan, de acuerdo
con las. disposiCiones en vigor sobre la materia.
1.3. Además de la,s manifestaciones expresadas se hará cons-
tar el dia y hora en que se van a levantar los precintos y la
hora de comienzo de la destilación o rectificación. fijándose
un plazo para la operación por cálculo prudencial. teniendo
en cuenta la riqueza alcohólica de' la primera materia y la po-
tencia productora del aparato declarada por el interesado.
1.4. Cuando estas Declaraciones se remitan a la Inspección
Provincial. deberán enviarse por correo certificado solamente
los dos primeros ejemplares {original y duplicado}, acompa-
ñando sobre franqueado para que la· Inspección devuelva. el
original. al fabricante, una vez firmada y sellada la oportuna
diligencia, quedando en poder df!l wteresado el ejemplar tri~
plicado, al que se unirá el resguardo del certificado como
justificante de su envio en el plazo señalado; este tercer ejem-
plar Berá recogido por la Inspección en su· primera visita a la
fábrica. Si la declaración se entregase directamente en la
Inspección, se presentarán los tres ejemplares. devolviendo el
original. una vez diligenciado. al interesado y quedando en
poder de la Inspección el ejemplar· triplicado. En todo caso,
el duplicado será remItido por la Inspección a la· Jefatura de
la Inspección Regional correspondiente ,en la misma fecha de su
recepción.
El Inspector deberá asistir l¡l. la puesta en marcha de los
aparatos cuyo desprecinto se solicite, si las necesidades del
servicio se lo penniten, y en caso contrario procurará girar
visita a la fábrica durante el periodo de actividad autorizado
para las ,comprobaciones .que sobre la primera materia puesta
en trac.8.jo y demás estime oportunas.
1.5. En el primer renglón útil· del cargo del libro de desti-
lación o· rectüicación que corresponda se hará constar el núo::
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mero de la Declaración de trabajo y la hora y fecha del ca·
mienzo de la producción, diligencia que deberá ser suscrita
por el Inspector, si se hallare presente, o por el fabricante
o persona autorizada que haya firmado la declaración, si no
estuviese.
En las f'echas sucesivas se irán sentando las producciones
obtenidas diariamente, de .acuerdo con las normas reglamen-
tarias.
1.6. Si por circunstancias imprevistas o de fuerza mayor
(avería en el ,arranque) no pudieran dar comienzo las opera-
ciones de destilación o rectificación en' la fecha y hora sp-ñala-
das en la 'Declaración y no se hallare presente el Inspector.
se procederá con arreglo a lo establecido en el artículo 22 del
vi-gente Reglamento del Impuesto, siempre que la variación
sea .superior a una hora.
1.7. Finalizado el plazo de destilación. el Inspector de "la
fábrica firmará también en el primer renglón útil una diligen-
cia de precinto del aparl;lto. procediendo de acuerdo con lo esta-
blecido en la regla tercera del articulo 21 del vigente Regla~
mento.
1.8. El fabricante deberá conservar durante el tiempo de
prescripción. convenientemente archivado por números y apa-
ratos. los ejemplares origi.nales de las Declaraciones de trabajo.
toda ver que este documento será el único que justifique el
legal funcionamiento de cada aparato.
2. Circuladón de alcoholes y azúcares.
2.1. El visado de las guías y vendis de circulación de al-
coholes. ya sea en ruta. ya en los, casos que debe realizarse
a la salida de fábrica o almacén, se- efectuará por los mismos
funcionarios, autoridades o sus agentes, que se citan 'en los
articulas 70 y 74 del Vigente Reglame'nto del Impuesto sobre
el Alcohol.
2.2. Como consecuencia de la supresión de las «duplicadas»
de las guias de azúcar y para facilitar la comprobación de
los asientos contables, tanto los fabricantes como los almace-
nistas deberán conservar a disposición de la Inspección las
matríces de dichos documentos de circulací6n hasta su opor-
tuna comprobación, debíendo posteriormente remitirse las ci-
tadas matrices a las Administraciones de Triuutos que corres-
ponda, acompañadas de relación duplicada de las mismas.
2.3. Los almacenistas de azúcar que deseen acogerse al sis-
tema de ventas en ruta. establecido en el articulo segundo,
número tres, del Decreto, deberán ponerlo previamente en co-
nocimiento de la Administración de Tributos de la Delegación
de Hacienda que corresponda para el registro en dicha Admi-
nistración de los comerciantes acogidos a este sistema.
Para la circulación de estas expediciones se expedirá una
sola guia por el total, hacíéndose constar en ella la expresión
de ..en ruta" y los nombres de las localidades del recorrido,
consignándose los mismos extremos en el libro de cuenta co"
rriente (Md. 13 del Reglamento: que deben llevar los dtados
almacenistas.
Las operaciones de venta se forml',Jizarán con albaranes o
notas de entrega duplicadas, en las que se hará constar el
número de la guia, entregando 01 duplicado al comprador y
quedando el original con el recibi del destinatario en poder
del vendedor para la cancelación de la guia correspondien te
en cuyo dorso se reseñarán los albaranes o notas de entrega
expedidos.
Si al finalizar el viaje quedaran sacos o cajas sin vender.
su entrada en almacén se efectuará. me.diante un asiento de
cargo en el libro de cuenta corriente, con la observación
"Resto ruta día ..." y con referencia a la guía expedida.
2.4. Modificado el concepto que definía el "radio de una
población'" o "interior de las poblaciones», continúan en vigor
todos los extremos referentes a la circulación por dichas áreas
de los productos gravados contenidos en la normativa vigente
que no resulten afectados por lo establecido en el artículo
segundo del Decreto.
2.5. Las actuales guias y vendís de circulación ·para las be--
bidas alcohólicas embotelladas en envases de' hasta tres litros
de cabida, siempre que lleven reglamentariamente colocadas las
correspondientes precintas, se sustituyen por albaranes comer-
ciales. notas de entrega, facturas o documentos analogos usados
normalmente por el fabricante o almacenista expedidor.
Estos documentos serán talonarios compuestos de original y
matriz, impresos por los propios interesados, y deberán ser
previamente presentados a la Administración de Tributos co-
rrespondiente; numerados correlativamente y antes de su de~
volución al interesado, lo que se hará bajo recibo, se estampará
en todos los originales el sello o control de dicha dependencia.
En estos documentos deberán constar necesariamente los si-
guientes datos: Nombre y domicilio del expedidor y del desti-
natarío, número dE::: bultos, cantidad en litros, clase, gradua-
ción del prodUcto y fecha de envio.
Para legB~lizar la circulación de bebidas alcohólicas grava-
das en envases de más de tres litros de cabida; sigue siendo
imprescindible que vayan amparadas por las guías o vendis
reglamentarIos expedidos por los fabricantes o alm~cenistas,
así como en los casos de importación y en los especiales, que
circularán con guia- expedida por las Aduanas o por las Admi~
nistraciones de Tributos, respectivamente, ya sean embotella-
das o a gral1el. En todos estos casos bastará con que se -rellene
la «matriz- y ..principal» de los modelos 25 y 26 del vigente
Reglamento del ImIJuesto sobre el 4lcohol, según proceda, de-
jando en blanco los correspondientes ..duplicados" del docu~
mento de circulación, en los que se estampará en· gruesos ca~
racteres, con tinta, la palabra «anulado», a mano Q mediante
un sello, de tal forma que ocupe la anchura total del texto del
documento, por constar los datos correspondientes en el docu~
mento "principah adjunto, al que quedará unipo en todo c.aso,
conservándose en ei3ta forma por el destinatario.
No obstante lo dispuesto en' el párrafo anterior, cuando se
trate de bebidas alcohólicas embotEJlladas importadas y la
colocación de las precintas haya de realizarse en el almacén
del importador, la Administración de Aduanas que expida la
guia deberá rellenar, además, la ..duplicada" de dicho docu-
mento de drculación" de acuerdo con lo establecido en la
Orden mini:sterial de 2 de agosto de 1976.
Las expediciones de bebidas alcohólicas embotelladas que
salgan diredamente a la exportacióIi y no lleven colocadas las
precintas reglamentarias circularán asimismo amparadas por
las guias dE: circulación, conforme a lo ordenado anteriormente
para las bebidas no embotelladas, o sea en envases de más
de tres litros de cabida, haciendo constar en los documentos
de circulación no sólo el hecho de ir des~inadas a _exportación
sin las precintas reglamentarias, sino además el importe total
que les .corresponderia a las precintas no colocadas.
2.6. En 10s ..duplicados~ de las guías o' vendis que amparan
lacirculacíón de alcoholes y aguardientes deberán hacerse cons-
tar idénticos datos que en la parte ..principah, sin omitir
ninguno de ellos, incluso la hora de salida y plazo de validez.
Recibidos estos duplicados por el Inspector de la demarca·
ción; comprobará la numeración para cerciorarse de que no
se ha omitido ninguno. Cuando el deStinatario de la expedición
esté enclavado en su misma demarcación, los archiv~rá y con-
servará ordenadamente para las comprobaciones que estime
oportunas, pudiendo destruirlos una vez efectuadas. dichas
comprobaciones. Si el destinatario estuviera establecido en el
distrito de otra Inspección, los registrará en una libreta habili~
tada al efécto, consignando someramente 10::': datos necosarios
para la identiücación de la expedición y haciendo constar en
una casilla la Inspección de destino de los alcoholes. o aguar-
dientes, a cuyo Inspector se remitirún seguidamente lGS dupli-
cados recibidos que proceda.
a. Plantas embotelladoras de bebidas alcohólicas.
3.1. A 11:\ petición que las plantas embotelladoras indepen-
dientes formulen a ta Dirección General de Tributos para que
se les autorice a embotellar bebidas alcohólicas sujetas al Im-
puesto sobre el Alcohol, deberán acompañar muestra de las
etiquetas que vayan a utilizar para cada producto que embo·
tellen, que en su caso deberán ser las mismas que utilice el
fabricante productor, de acuerdo con la normativa en vigor,
sin más que agregar el número de embotellador y el nombre
de ¡la locali,dad, siempre· en caracteres menores al de todos los
demáS utili:~ados en dicha etiqueta, pa,ra evitar confusiones res~
pecto al origen del producto embotellado.
3.2. Las expediciones a granel que se remitan a planta
embotelladora, de acuerdo con las normas establecidas en el
articulo tercerQ del Decreto, podrán transportarse (,.n barriles,
toneles, bocoyes, cisternas o cualquier otro envase superior
a tres litros de cabida, amparando su circulación con la guia
roglamentaria con Impuesto Garantido, en la que forzosamen-
te deberán cubrirse los tres cuerpos: o sea: matriz, principal
y duplicada, quedando sometida a los mismo~ requisitos que
las expediciones de alcohol, incluido_ el del visado a que se
refiere el número 1 del artículo segundo del citado Decreto.,
3.3. Las plantas embotelladoras independientes de bebidas
alcohólicas gravadas con el lmpuestu 2special deberán llevar
debidamente foBadcs, habilitados y seHadospor la Adminis-
tración de Tributos de la Delegación de Hacienda que corres-
ponda, los siguientes libros de cuenta corrjemte, que se cerra~
rán trimestralmente por el industrial,
al Uno para las bebidas a granel recibidas y pasadas a
envasado y otro para_ el movimiento de las ya envasadas. En
ambos libros deberá llevarse cuenta separada para cada fa~
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bricante Y. en su caso, por clase de productos y graduación,
admitiéndose, como minoración máxima justificada por derta~
mas de envasado~ hasta el 1 por 100 en volum"en del total cargo
de cada trimestre y cuenta;
b} Un libro de cuenta corriente de prec:intas de su cargo,
en el cual se realizarán los asientos de data en el momento
que tenga lugar la salida de las expediciones.
Las personas naturales o jurídicas propietarias de las plan-
tas embotelladoras independientes, como sujetos pasivos del
gravamen sobre la circulación de' bebidas alcohólicas en en~
vasas de hasta tres -litros de cabida, podrán adquirir las pre-
cintas que necesiten en la Delegación. de Hacienda que les
corresponda en las mismas condictones y con los mismos requi-
sitos que los fabricantes de dichas bebidas.
Recibida' por el embotellador la expedición de bebidas al-
cohólicas a granel y comprobada. con los extremos que figuran
en la guía, debera anotar ésta en el -cargo del libro corres-
pondiente, devolviendo seguidamente el duplicado da dicha
guia "al fabricante de las bebidas que se las remitió, firmando
y sellando al dorso del repetido documento de circulación la
eonfonnidad de la expedición y haciendo constar el folio del
libro en que se verific6el asiento.
Para la liquidación del impuesto de f'laboración· de .bebidas
alcohólicas, los fabricantes de estos productos incluirán en
las Declaraciones Juradas a .que se refiere el artículo 95 del
vigente Reglamentodal Impuesto sobre el Alcohol las cantida-
des de bebidas salidas de fábrica con cualquier destino que
.no sea planta embotelladora' independiente y las salidas de
estas plantas debidamente embotelladas.
El embotellador /deberá enviar al Inspector de Impuestos
Especiales de la demarcación. en Jos cinco dias siguientes al
cierre del trimestre, un resumen del mov.imiento habido por
cada fabricante fMd. 3), especificando separadamente las dis-
tintas ~lases.de productos.
4. Almacenamiento:v envasado del azúcar.
4.1. Las fábricas o almacenes provistos de silos podrán
enviar azúcar a· granel a aquellos almacenistas o usuarIOS que
tengan instalaciones' apropiadas para realizarla en esta forma
y hayan sido autorizadas por el Centro directivo.
4.2. Las fiLbricas o almacenes que no tengan legalmente
instalados los correspondientes silos no podrán dar salida al
azúcar a granel en ningún caso.
5. Consumidores deedulcolorantes a·rtificiales.
5.1. La relación detallada de las cantidades de edulco·
rantes artificiales servidas durante el. trimestre anterior, a que
se refiere el párrafo segundo del articulo quinto del Decreto,
se ajustará al modelo 4 de la presente Orden y deberá ser
cumplimentada no sólo para las cantidades servidas por la
fábrica propiamente dicha; sino también, en' ejemplar inde-
pendiente" por cada uno de los depósitos particlilares que
tengan autorizados. de acuerdo con lo establecido en el sr·
tículo 100 del vigente Reglamento del Impuesto sobre el Azúcar.
5.2. La obligación de presentar la relación a que se refiere
el número anterior es extensiva a los importadores de edul·
corantes a.rtificiales.
6. Liquidación.
6:1. Todos los documentos, estados, resúmenes e índices
que, como consecuencia de las liquidaciones e ingresos, Venían
rindiendo las Inspecciones· de Impuestos Especiales y las De-
legaciones de Hacienda, referentes a los Impuestos sobre el
Alcohol, Azúcar, Achicoria y Cerveza, pasarán a rendirse tri-
mestralmente en los cinco últimos días de los meses de enero.
abril, julio y octubre, incluyendo los correspondientes al mo-
vimiento y venta de precintas de alcoholes y achicoria, según
detalle del número siguiente:
7. Modelos reglamentarios que se suprimen, modiftcan o
varían los plazos de revisión.
7.1. Alcoholes:
Modelo número 2 (artículo 21 del Reglamento). Según ane-
xo 1.
Modelo número 7 (artículo 31 del Reglamento>. Según ane-
xo 2.
ModelO-_ número 25 (articulo 68 del Reglamento). Se le agre-
gará un cajetín más de 10.000, debato da' último de S.OOO.
Modelo número 26 (articulo 68 del Reglauumto). Se le agre.-
gará un cajetín más de 10.000, debajo del último de 5.000.
Modelo número 32 fartículo 81 del Reglamento). Se rendirá
trimestralmente, tento e:1 la versión de Itas Administraciones
de Aduanas cbmo en la de puertos francos,
Modelo nvmaro 33 (artículo 81 del Reglamento). Se suprime,
tanto en la versión correspondient'e a las Administraciones
de Aduanas como en la de puertos francos.
Modelos números 37 y 42 (artículos 102 y 113 del Regla~
mento). Suprimidos en virtud de la. facultad derogatoria del
Reglamento General de Recaudación, aprobado por Decreto
3154/1968, de 14 de noviembre.
Modelo número 50 (articulo 115 del Reglamento>. Se rendi-
rá trimestralmente.
Modelo número 51 (articulo 115 del Reglamento). Suprimido
en virtud de la facultad derogatoria del Reglamento General
de Recaudación, aprobado por Decreto 3154/1968, de 14 de no-
viembre. .
Modelo número 52 (articulo 115 del Reglamento). Se rendi-
rá trimestralmente.
Modelo número 54 {artículo 116 del Reglamento>. Se ren-
dirá trimestralmente.
Modelo número 55 (artículo 118 del Reglamento). Se su-
prime.
Modelo número 59, estados A) y B) (articulo 120 del Regla-
mento). Se suprime.
Modelo número 60 (artículo 121 del Reglamento). Se su-
prime.
Modelo número 61 Lg,rtículo 23 del Reglamento). Se suprime.
Modelo número 62 (articulo 64 del Reglamento). Se suprime.
Modelo número 67 (artículo 119 del Reglamento). Se rendi-
rá .trimestralmente.
{ndices de los talones de adeudo (Circular número 24 de
10 de feprero de 1944J. Se rendirá. trimestralmente.
7.2. Azúcar:
Modelo número 7 (articulas 12, 68 Y 76 del Reglamentol. Se
remitirá a la Dirección General de Aduanas y a la Inspección
Regional solamente el correspondiente al resumen de la cam-
paña.
Modelo número 11 (artículo 107 del Reglamento). Se su-
prime.
Modelo número 15 (artículos 29.y 113 del Reglamento). Se
suprime la duplicada. Mientras se siga· utilizando el moQel0.
en uso, las duplicadas se dejarán en blanco, pero unidas a
la' principal, a la que acompañarán.
Modelo número 17 (artículos 50 y 51 del Reglamento). Su-
primidoen virtud de la facultad derogatoria del Reglamento_
General' de Recauda~i6n. aprobado por Decreto 3154/1968, de
14 de noviembre.
Modelo número 19 (artículo 60 del Reglamento). Se suprime.
Modelo número 28 (artículos 70 y 135 del Reglamento). Se
suprime.
Modelo número 29 al 34, inclusive {articulo 71 del Regla-
mentol. Se suprimen.
Modelos números 35 Y 36 (artículos 50, 71 Y 136 del Regla-
mentol. Se rendirán trimestralmente.
. Modelos· números 37 Y 38 (artículo 71 del Regiamento).· Se
suprimen.
Modelo número 39 (artículo 71 del Reglamento). Se rendirá
trimestralmente.
Model9 número 41 (artículo 71 del Reglamento). Se suprime.
Modelo número 42 {artículo 71 del Reglamento). Se rendirá
trimestralmente.
Modelo número 43 al 48 (artículo 71 del Reglamento). S~ su-
primen.
Modelo número 49 (artículo 136 del Reglamento). Se rendirá
trimestralmente.
Modelo número 50 al 53 {artículo 136 del Reglamen~}. Se
suprimen.
Modelo número' 54 (artículo 136 del Reglamento). Se rendirá
trimestralmente.
Modelo número 55 y .56 (artículo 72 y 136 del Reglamento).
Se suprimen,
7.3. Achicoria:
Modelo núml?ro 7, 8 Y 9 (artículos 26 y 52.del Reglamento).
Se suprimen.
Modelo número 11 (artículo 48 del Reglamento). Se rendirá
trimestralmente.
Modelo número 24 (artículo 56 del Reglamento). Se rendiré.
trimestral y anualmente.
7.4. Cerveza:
Modelo número 7 (artículo 22 del Reglamento). Se suprime.
Modelo núm~ro 11 fartículo 24 del Reglamento). Suprimido
en virtud. de la facultad derogatoria de) Reglamento General
de Reca.udación, aprobado por Decreto 3154/1968. de 14 de no~
viembre!
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Modelo número 14 (artículo 25 del Reglamento). Se suprime.
Modelo número ;L5 (artículo 26 del Reglamento), Se rendirá
trimestralmente.
Modelo número 16 {artículo 26 del Reglamento}, Suprimido
en virtud de la facultad derogatoria del Reglamento General
de Recaudación, aprobado por Decreto 3154/1968. de 14 de no-
viembre.
Modelo número 21 ,(artículo 27 del Reglamento), Se suprime.
8. La pJresente Orden ~ntrará en vigor en las mismas fechas
qU3 el Decreto :l919/1976, de 12 de noviembre.
Lo que comunico a VV. 11. para su conOcimiento y efectos.
Dios gUl\rde a VV. II. muchos años.
Madrid, 31 de diciembre de 1976.
CARRILES GALARRAGA
lImos. Sres. Directores gen~rales de Aduanas y de Tributos.
Modelo 1
ORIGINAL
IMPUESTO SOBRE LA FABRICACION
DE ALCOHOLES





.. .... en su calidad de (1) . .,." de "o. __,.......................................
Alcohol Centro: litros de
- Ale. de Primas: ~ litros de .
- Cabezas y colas: litros de ..




............... horas, proponiéndose dar vapor al apat'6to
. destilación
a las , horas del próximo día de de 197...• calculando que comenzará la -----'-
rectificación
a las horas del día.. y que terminará. por lo tanto, el plazo a las horas del
día de de 197 , comprometiéndome a trabajar sin interrupción las veinticuatro horas del
. día, hasta agotar la primera materia declarada, quedando enterado de las obligaciones que. como fabricante
de alcoholes vínicos, me impone la vigente normativa del Impuesto sobre el Alcohol.
y para que conste, en cumplimiento de las disposicicnes vigentes, firmo la. presente Declaración por tripli-
cado, en , a de " de 197 ..
DILIGENCIA,
Enterado de los extremos contenidos en la presente
Dedaración y conforme con el plazo.
............................... a ...... de ... ... de 197...
EL INSPECTOR,
(l) Propietario, Apoderado, Gerente. Consejero, etc.
(2) Destilación o rectificación.
(3) Cantidad, CCnSignads' el' número y en letra, clase y graduación de la primem materia.
(4) Cant:'.dades a prcrlucir consigr..adas en número y en letra.
DILIGENCIA DE PREC~NTO:
Terminado el plazo, se precinta el aparato colocando los siguientes 191omoS:
(Firma del dec1arante
y
sello de la fAbrica)
; , .- ' ; ' ..
........ ' ~ , - , ' .
................................. ' ..
De acuerdo con lo consignado en los libros reglamentarios, la operación arroja el resUltado siguiente:
Riqueza alcohólica declarada: Litros absolutos ... . ..
Producido, según asientos en el libro correspondiente: •
; litros de alcohol de grados:
....... " litros de primas de grados·
............ lts. de cab/colas de, grados:
Mermas de fabricación: Litros ~bsolutos ... '"
Litros absolutos ..
Litros absolutos .




TOTAL IGUAL ... . l .
EL FABRICANTE.
398 8 enero ~ 1977 lL O. aeJ E.-Num. ~'l
MoueJo 1
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horas, proponiéndose dar vapor al aparato
destilación
a las horas del próximo día de " de 197 ~alculando que comenzará la
rectificación
$o l~ hora.¡¡ del dfa. y que terminará por lo tanto el plazo a las horas ae!
día de , de 197 comprometiéndome a trabajar sin interrupción -las veinticuatro horas del
cUa. hasta agotar la primera materia declaraaa, quedando enterado de las obligaciones que. como fabricante
de alceholes vínicos, me impone la vigente normativa del Impuesto sobre -el Alcohol.
Alcohol Centro: litros de
Ale., de Pri.:nas: rltrós de
Cabezas y colas: litros de
para cuya operación necésita un plazo de días y
D " en su calidad de (lJ ; ; de ;;; ; ;;; ....
e.o ':, to~.
--- .1. . " " ~Cll fá'orica de itoiconoles. \/1nicos, establecida en " ~ declara
D. l'l.L
quo EC prepone- :iometer a (:i.J ó : (S) , , , litros
de- con un grado m::'lC:iio de ••..•...• y litros
de con un grado meaJo ::le , le: que hace una riqueza alcohOllca total de .




y para que conste, en cumplimiento de lasiispcsicicnes vigentes. firmo la presente Declaración por tripli-
cado, en -i i ,,¡· ~·••OI a de , de 197..•
(Firma del declarante
1
sello ele la ftl.bricaJ
DILIGENCIAi
Enterado de los extremos oontenidos en la presente
Declaración y conforme con el plazo.
..................." .....;..., a ..... de .•" .... "'••o·.i....... de 197....
EL J.NSE'EC10R.
(O Prcpietario. Apoderado, Gerente, ConseJero, ate.
(2) Dest:laclón o rectlficaci6n.
(3) Cantidad, ccnsill'TI'lda en número y en -letra, clase ., gra.duaci6n de la primera materl..
(4) Cantidades a produc1r consignadas en número , en letra.
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en .n.O ;;. "con fábrica de all::'oholes vínkos,establecida
D >0 " ••• o ••••••• en su calidad de (1) .
,C. 1. F.
D. N. L
que se propone someter a (2) .- ; {31 .,........ . ..•• litros
de ...• con grado medio dl~ ':1 ,•••••• litros
de _, , con un grado medio de , lo que hace una riqueza alc.ohólica total de ;
litros absolutos, debiendo obtener diariamente, CaD arreg'lo a la capacidad productora del aparato: (4)
Alcohol Centro: ....................................... litros de grados y décimas.
Ale. de Primas; ....................................... litros de grados y décimas
Cabezas y colas: .................. , ................... litros de grados y décimas.
pa,ra cuya operación necesita un plazo de días -y horas, propoméndose dar vapor al~ aparato
destilación
a las horas del próximo día de de 197 , calculando que comenzará la ----~
rectificación
a las .. horas del día, y que terminará por 10 tanto, el plazo a las horas del
día de de 197 comprometiéndomé a trabajar SiD interrupción las veinticuatro horas del
día, hasta. agotar la primera materia declarada. quedando enterado de las obligaciones que, como fabricante
de alcoholes vinicos, me impone la vigente normativa del Impuesto sobre nI Alcohol.
y para que conste. en cumplimiento de las disposiciones vigentes, firmo la presente Declaración por tripli-
cado, en ~ , " a de' de 197 ..
(Firma del declarante
y
sello de la fábrica)
DILIGENCIA,
Enterado de los extremos .contenidos en la presente
Declaración y conforme con el plazo.
~ a ·de , de 197 .
EL iNSPEC10R,
(1) Prcpietario, Apoderado. Gerente, Consejero, etc.
(2) DeSlilacl6n c. rect!fj~ac!6n.
{3) Cantióad. COr:f'iITA111 en número y en letra, clase y graduación de la primera mater1&.
(() Cantidades a producir consignadas en número Y en letra.
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Modelo 2
ORIGINAL
IMPUESTO SOBRE LA FABRICACION
DE ALCOHOLES
DECLARACION DE FABRICACION N.o ./,197
de .......... en su Lalidaa de (}) ....
con fábrica de destilación de residuos de la vinific~ción, establecida enn.O
D ,.,.""".,.,.,, •. , ,..
C. I l'
D. N.
declara que se propone someter ,6 la destilación la cantidad y clase de las siguien1es materias primas:
... , kilos de orujo. con una
.................. kilos de lías, con una








debiendo obtener diariamente o litros de flemas .de grados, aproximadamente, con arreglo a la
potencia productora del aparato, para cuya operación, necesita un plazo de días y horas, ebJig-\n-
dose a tra~ajar horas diarias. siendo estas las comprendidas entre las y las horas, hasta
agctar ia primera materia declarada. por 10 que terminará el plazo a las horas del día.. de
.......... de 197...• toda. vez que se propone romper los ~recintos y c'omenzar la destilación a las
del día de de 197 , quedando enterado de las obligacicncs que, como fabricante de
flemas de residuos vinicos, me impone- la normativa vigente del Impuesto sobre el Alcohol.
y para que conste, en cumplimiento de las ,!i;ipo"ic)'-t1eS
cado, en , .-;'................................ a de
vigentes. firmo la presente Declaración por tripli·
.............. de 197.
(Firma dei dpclarante,
sello de la fábrica)
DILIGENCIA,
Enterado d-a Jos extremOs contenidos en la presente
Declaración y conformí con el plazo.
........ ; , a de de 197 .
EL INSPECTOR.
U) Propietario•. Apoderado, Gerente, Consejero, etc.
DILIGENCIA DE PRECINTO,
Terminado el plazo, se precinte. el aparato colocando los siguientes plomos:
............................................................................................................................................. , , .
~ , .
í .
De aouerdo con lo consignado en los libros reglamentarios, la operación arroja el resultado siguiente:
Riqueza alcohólica declarada: Litros absolutos .. . ' ..
- Producido, según asientos en el libro correspondiente:
.................. litros de flemas de .
Mermas de fabricación: Litros absolutos
grados: Litros absolutos ...
TOTAL IGUAL ...
En ........ , , a ". de " de 197 ..
EL INSPECTOR, EL FABRICANTE.
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DUPLICADO ~Modt'lo 2
DECLARACION DE FABRICACION N.' ... .1197 ...
de ., ,.. " ...............••. en su calidad de (l) .D .
C. I. F.
---- n.o con fábrica de destilación de residuos de la vinificación, establecida en .
D. ~. 1.
declara que se propone someter a la destilación la cantidad y clase de las siguientes materias primas:
.................. kilos de orujo, con una riqueza aproximada de lts. absolutos.
........ ,_ kilos de lías. con una riqueza aproximada de " lts. absolutos.
............... lts. de piquetas de grados. con... . Its. absolutos.
TOTAL . . Its. absolutos.
debiendo obtener diariamente litros de, flemas de grados, aproximadamente, con arreglo a la
potepcia productora del aparato, para cuya operación necesita un plazo de días y horas, abligán~
dase a trabajar horas diarias, siendo estas las comprendidas entre las " .. y las ho~s, hasta
agotar la. primera materia declarada, por lo que terminará. el plazo a las horas del día de
....................... de 197.•. , toda vez que se propone romper los precintos y comenzar la destilación a las .
del dia de de 197 , quedando enterado de las obligaciones que, como fabricante de
fle,ma!> ,de residuos vínicos. me impone la normativa .vigente del Impu~sto sobre el Alcohol.
y para que conste, en cumplimiento de las disposiciones vigentes. firmo la






sello de la fábrica)
tripli~
Enterado de los extremos contenidos en la presente
Declaración y conforme con el plazo.
......................... , a de de 197 .
EL INSPECTOR,
(1) Propietarlo, Apoderado. Gerente, Consejero, etc.
TRIPLICADO Modelo 2
IMPUESTO SOBRE LA FABRICACION
DE" ALCOHOLES
DECLARACION DE FABRICACION N.' ........ ,/197.•'
-- ---,-. ................................... , ....
.. con fábrica de destilación de residuos de la vinificación, establecida en
se propone someter a la destilación la cantidad y clase <m 'las siguientes materias







.................. kilos de orujo; con una
................ kilos de lías, con una
.. Its. de piquetas de
.riqueza aproximada de Its. absolutos.
riqueza aproximada de Ita. absolutos.
grados, con . Ita. absolutos.
TOTAL lts. _absolutos.
debiendo obtener diariamente litros de flemas ·de grados, aproximadamente, con 'arreglo a la
potencia productora del aparato. para cuya- operación necesita un plazo de días y horas, obligán-
dose a trabajar horas diarias, siendo estas le.scomprendidas entre las y las horas, hasta
agotar la primera materia declarada, por laque terminará el plazo a las horas del día de
............ de 197.... toda vez que se propone romper los precintos y comenzar la destilación a las ..
del día de de 197 quedando enterado "de "las obligaciones que. cómo fabricante de
flemas de residuos vínicos. me impone la normativa vigente del Impuesto sobre el Alcohol.
y para que conste, en cumplimiento de las disposiciones vigentes, firmo la





sello de l~ fabrica}
tripli~
Enterado de los extremos con.tenidos en la presente
Declaración y conforme con el plazo.
.... " , a de .. , ". de 197 ..
EL INSPECTOR~
(D Propietario. Apoderado, Cerente. Consejero, etc.
IMPUESTO SOBRE EL ALCOHOL
Bebidas alcohólicas
(Modelo 3. Decreto número 2919/1976, de 12 de noviembre) ...
O
'"
Planta embotelladora de D.•••••.•••; ~.•.;••••...•••••••.•..• establecida en ...........•....•............. , provincia de .-...............•.
Resumen del movimiento habido dunmte el............... trimestre de 19....... según la cuenta corriente abierta al Fabricante de Bebidas Alcohólicas D ..
•••••••• " o ••••••••••• o ••••• 0.' •• _ '. establecido en , provincia de o ••• o ••••••
En a de de19 .
(Firma y. sello)
Nota: l>el presente' resumen se enviará un ejemplar a la Inspección de Impuestos Especiales corresponditnte a la planta embotelladora y otro a la Inspección a que co-
rresponda el fabricante de bebidas alcohólicas. 'En el supuesto de que ambas inspecciones coincidieran, bastará que se envie un solo ejemplar.




















1 ·····..•· 1 · ·..··· ·1· ·..·· · ·1 ,
1 1 ..
.... ~- -" .
·..••··•..••••........... 11 ..•••·•·.....·.....·..... 1·..."..•..·,·:·.......
..........................
1 •..•..•..• •• ¡ ...
.......................·.11 1 , ··· ·..••· ·1 = .
..........................
· ·······..···..·····11 ···· ···..····· ,~" .
···········..·············II···..···············,,·~,~'"·· .
····· ·..··..····11·· ··..···..·..• 1 1·..· ········•· ··1 , .
Salido e 1
Total ('argo I! i Total data
Co~umo I Expo:,:ación ¡ _
U- JI lJlros .1 ~ ~.: I~~.-~









•••••••••••••••••••••••••• 1·_ •__••_ ••••••••







·································1..............~ - _..... :~~:=:::~~~:::~~::
····································1.......................__._._...... ::~::~::::::::~:=~:::
Total brandy 1•••••
Anisad~~..~...~:~~~~~~._.·.·.:: ::: ~~.~:: ·.·1 ::::::::::::::::~::~::::
Total anisados y anisetes .






WhiSky... ~...~:.....::~.~:~.~~:~:.~::.~~:~ ~:~.~::~.~:~.~:~~' I:~:~:::::==~
Total whisky .
Brandy
Caña .. ·~:::·.::~~~.::::~:.:::.::::.~:~.:::~.:::.:::.1 ::===~=
I
Relación detallada de las cantidades de edulcorantes artifiCiales servidas durante el expresado período por el declarante:
.. ---
G u1 a Cantidad























Localidad ~ Provincia de .
......... trimestre de 19......
-- .."- -- .-................, .Fabricante
Localidád .••..••••••-~ Provincia de
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II:ustrísimo señor:
MINISTERIO DE·LA VIVIENDA
476 ORDEN de 29 de diriembre de 1976 por la que se
aprueba la Norma Tecnológica NTE·ADZ/1976,
.Acondicionamiento del terreno. DeSmontes: Zanjas
y pozos»,
lo establecido en el articulo quinto de! uecreto 3565/1972, las
personas que lo crean conveniente, y especialmente aquella,:; que
tengan debidampnte asignada la responsabilidad de la plalllfi-
cación o de las diversas actuacIones t ~cnológicas relacionada.s
con la Norma que por esta Orden se aprueba, podrán dirjg¡r~e
a la Dirección General de Arquitectura y Tecnología de la Edifi~
cación(SubdirecCÍón General de Tecnología de la Edificación,
Sección de Normalización), señalando las sugerencias u observa~
ciones que a su juicio puedan mejorar el contenido o aplicación
de la Norma.
En aplicacifm del Decreto 3565/1972, de 23 de diciembre
(·Boletín Oficial del Estado,. del 15 de enero de 1973), a
propuesta de la Dirección General de Arquitectura y Tecno-
logía de la Edificación y previo informe del Ministerio de
Industria y del Consejo Superior de la Vivienda, este Minis-
terio ha resuelto: I
Articulo 1.0 Se .8pru-eba. provisionalmente la Norma Tec-
nológica de la Edificación, que figura como anexo de la pre-
sente Orden, NTE~ADZ/1976.
Art. 2.0 Esta Norma regula las actuaciones de diseño, cálcu-
lo, construcción-, control y valoración, y se encuentra incluida
en él anexo de clasificación sistemática del Decreto 3565/1972, con
los epígrafes de: ..Acondicionamiento del terreno. Desmontes:
Zanjas y pozos".
Art. 3.0 La presente Norma entrará en vigor a partir de su
publiccaión en el ..Boletín Oficial del Estado... y podrá ser utili-
zada a efectos de 10 dispuesto en el Decreto 356511972, con ex-
cepción de lo establecido en sus ~rtículos octavo y décimo.
Art. 4.0 En el plazo de seis meses naturales, .contados a
partir de la publicación de la presente Orden en el ..Boletín
Oficial del Estado.... Bin perjuicio de la entrada en vigor que en
el artículo anteri'or se sefiala y al obH~to de dar cumplimiento a
.
Art. 5.'" 1 Consideradas, en su caso, las sugerencias remi-
tidas y a la vista de la experiencia derivada de su aplicación, la
Dirección General de Arquitectura y Tecnología de la EdiHca~
ción propondrá a este Ministerio las modificaciones pertin+,lntes
a la Norma que por la presente Orden ·se aprueba.
2. Transcurrido el plazo de un año a partir de la f0cha
de publicación de la presente Orden sin que hubiera sido-
modificada la Norma en la forma establecida en el párrafo
antéri6r, se entenderá que ha sido definitivamente aprobada,
a todos los efectos prevenidos en el Decreto 3565/1972, incluidos
los, de los articulos octavo y décimo.
Art. 6.0 Quedan derogadas las 'disposiciones vigentos que
se opongan a lo dispuesto en esta Orden.
Lo que comunico a V. l. para su conocimiento y efectos,
Dios guarde a V. l.
Madrid. 29 de diciein.bre de 1976,
LOZANO VICENTE
Ilmo. Sr. Director general de Arquitectura JI' Tecnología de
la Edificación~
éar/hworks. DI/eh andpi/: Design 1976
Excavación de zanjas lJ pozos accesibles a operarios, realizada con medios
manuales o mecánicos con ancho o diámetro no mayor de 2 m ni profundidad
superior a 7 m U nivel' freático inferior o rebajado. .
No se incluyen los terrenos rocosos que precisan de exploslvos ni los muy
blandos O expansivos.
Se incluye el relleno total o parcial' de la ·zanja o pozo con las propias tierras
excavadas. ' .
Para anchos ·mayores de 2 m consúltese fa NTE·ADV. Acondicionamiehta del
terreno. Desmontes. Vaciados.
Para la excavación de pilotes, pantallas y refuerzos de cimentaciones cansóf-
tese la NTE-CPI. Cimentaciones. Pilotes. In situ. laNTE-CCP. Cimentaciones.

















finalidad de la zanja o pozo y necesidades de espacio [11inimo en su interior
en las fases de ejecución o relleno. . ~.
Planos ¡lcotados del traz,ado de la excavación, referidos a puntos fijos, inclu·
uendo la profundidad en cada tramo.
Servidumbres que puedan ser afectadas por las excavaciones, como redes de
seryicio, elementos enterrados ti vfas de comunicación, -
Tipo, situación. profundidad I:l dimen'siones de cimentaciones4 próximas que
estén a una distancia de la pared del corte igualo menor de dos veces la
profundidad de la zanja o pozo.
Evaluación de la tenstón de compresión que transmite al -terreno l.a cimenta·
ción próxima.
Tipo, humedad y compacidad o consistencia del suelo.
forma y medios empleados comúnmente en excavaciones de análogas carac-
i:erlstlcas en la zona de ubicación de las obras, asf como, escuadrías y diame-
tras de codales normalmente disponibles en entibaciones.
Ordenanza Municipal, Código Civil ti Derecho foral sobre servidumbres.
Información de la Dirección General dei Patrimonio Artfstico y Cultura! de!
Mini.sterio de Educación y Ciencia, en zonas de presumible existencia de
restos arqueológicos. •
Notificación fehaciente de la excavación a ra propiedad de las finc"s o edifi-
caciones colindantes q\Je puedan ser afectadas p'or la misma.





la Tabla 1 permite la la elección del tipo de entibaciÓn minima en función del
tipo de terreno, de que esté o no solicitado por cimentación próxima o vial,del
'tipo y de la profundidad del corte.
Se considerá corte del terreno sin solicitación de cimentaciól1 próxima a 'liar,
cuando se verifica'que P~ (h + d/2) o p~ dj2 respectivamenle. En otro caso
se considera con solicitación aunque la inlensidad determinada en Cálculo
sea nula.
Siendo: .
p= profundidad del corte
h = profundidad del plano,de apoyo de la cimentación próxima En caso de
ci-menlación con pilotes, h se medirá hasta la cara inferior del e'1cepado,
d = distancia horizontal desde el borde de coronac:ón del corte a la cimenta·
cian o vial.
Profundidad P del corle en m.
Solicitación Tipo de Corte < 1,30 1,30 ~ 2,00 2,00 - 2,50
Sin Zanja • Ligera . Semicuaj~da
solicitación Pozo • Semicualada Cuajada
Solicitación Zanja Ligera Semicuajada Cuajada




I IcimentaciónCualquiera Cualquiera Cuajada , --{-----
I ITipo de entibación
C¡¡rte vertical j¡¡rrto a ",jal




3. Criterio de diseño














CIISffl l.-.-..L\-'.:('.;.:.'}..J.I_...l-_.1 CDU 624.134




En cories con.solicitación del apadado anterior, la [Jtesonfe NTE no garanfíza
que los desplaz..~mientos de IflS cimentaciones próximas sean admisibles,
tanto menos cuanto müs cercano y profundo sea el corte.
Estos efectDs se reducen exci1'1ilnclo por pozos alternados cuyos lados pasen
por los ejes de paso ele.Jos cargas aisladas de la estructura próxima o sepa·
rándolos cuatro o más metros junto a cimentaciones continuüs.
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ADZ- 6 Zanja sin entibacjón.
A'~~P'Terreno
ADZ· 7 Pozo rectangufar sin en-
tibación -A.I'!.C.D.P.Te-
rreno
ADZ· 8 Pozo circular sin entiba-
ción·A·C·P.Terreno
Para cada profundidad y fase de ejecución que precIse acceso de operario
a la tanja o pozo, aquél dispondrá para su movimiento. entre la entib.atióh u
obra ejecutada, de un cfrculo libre de diámetr.Q no menor de 0,80 m.
En general, para el trazado de zanjas y pozos, se consid,erará la zona a acotar
no menor de 1 m para el tránsito de peatones ti no menor de 2 m para ve.hículos.
medidos desde el borde de! corte. .
Símbolo Aplicación
En excavación de zanjas con paredes verticales o en talud, de ancho
medio no. mayor de 2 m ni profundidad superior a 1.30 m.
En excavación de pozos de bas'e rectangular con paredes verticales
o en talud. de ancho medio no mayor de 2 m ni profundidad slJpe~
rior a 1,30 m,
En excavación de pozos de base circular con paredes verticales o
en talud,de diámetro medio no ma~or de 2 !TI ni profundidad supe·
rior a 1130 m.
ADZ- 9 Zanja. con ('ntibación·
A.D.E·f.M.P.g.Tipo·Te-
rreno
ADZ-l0 Pozo cu"drado con en-
tibación-A·B·D·E·F·P·g·
Tipo.Terreno
ADZ·11 Pozo circular con enti..
bación-A.E.p.Q.g.Tipo.
Terreno '





En excavación de zanjas de paredes ver-t'lcales de ancho no rnalJOr
~e 2 m ni profundidad superíor a 7 m,
En excavación de pozos de paredes verticales con planta cuadrada,
de lado no mayor de 2 m, relación de lados no mayor de 1,20, ni
profundielad superior a 7 m.
En excavación de po-zos de paredes verticales con planta circular de
diámetro no mayor de 2 m ni profundidad superior a 7 m.
En relleno parcial o total de zanjas Q pozos con las propias tierras
excavadas.





Representación por su slntboio en planta acotada referida,a puntos 1:100
fijos inclukJendo las curvas de nivel, de j8$ especificaciones de zan·
jas !JPozos,expresando los valores dados a sus parámetros.
Cua.ndo sea nece~ario seexpresdf,'t el orelen crolloiógico d;:: las dis·
tint¿:s partes de una misma eS¡l8ci;;cación, así como 'se s¡:;ñalurán
-Jos puntos del terreno o de e(li~icaciones colindante.:; que precisen
de control diario eje desplazamientos.
Representación de zanjas o pozos' que vareen de sección o con dls· 1:100
tintas hirdesis de cargas, expresando los valores dados a los para"
mcl;-os en cacla tramo.
Rc,'Jr(,c;"ll~ac¡ón grá~icJ. de los detalles para los cuales no ~e haya 1;20
adoptado o no exista 'especificación NTE•.
Cálculo
1. Cortes sin entibación Para profundidades ~_1130 m se determinará el ánoulo máximo admisible de
talud BO de sus paredes en la NTE·CCT. Cimentaciones. Contencíones. Taludes.
En la Tabla 2"se determina el valor de N en cm para obtener l~ en función de
L1 en secciones con forma de trapeciQ isósceles. .
2
408




Acondicion(lmienfo del Terreno. Desmontes
Zanjas y pozos
Earthworks. D¡tch and plt. ca.lcu/afion








Profundidad Angulo de talud B en grados sexage$imales
P en cm 45' 50' 55' 60' '6So .0'
50 50 41' 35 28 23 °60 60 SO 42 34 27 °70 70 58 49 40 32 O60 60 67 56 46 37 O
90 90 75 63 51 41 O
100 100 83 70 57 46 O
110 110 92 77 63 51 °120 120 100 84 69 55 °130 130 109 91 75 60 °Valor de N en cm
2. Cortes con entibación
'Hipótesis de cálculo




~Tlpo dé terrel'lc ¿ qt
• Empujes de solicitaciones distintas a las del terreno según bulbos de
Boussin~,sq: .
• Entibación uniforme desde la superficie al fondo de! corte para la combina-
ción de solicitaciones más desfavorab.les. .
• Flecha máxima admitida para elementos a flexión de la entibación: 1/300 de
·la separación entre apoyos. .
• Coeficiente de J11inoración de la madera 5..
El empuje total q en kg/cm: es igual al empuje del terreno qt en kg/cm~ que
se determina en la Tabla 3 en funci6n del ~ipo de terreno y de la profundidad
del corte P en m,
q.=q,
Siendo:
N = número de goip0s,'avance 30 cm, según NTE-CEG: Cimentaciones, Estudios
Geotécnicos. Para ,ensayos con resistencia por punta véase en la misma
Norma lOs valores equivalentes de compacidad. ,
qv=,tensi6n de rotura a compresión simple, según NTE-GE6. Cimentaciones,
Estudios Geotécnicos.
e = cohesión en kg/cm 2,
Profundidad P en m
1 2 3 4 S • 7
0,05 0,10 0.15 0,20 0,25 0,30 0,35
0,04 0,08 0,11 0,15 O,~g 0,23 0,26
0.07 0,13 0,20 0,26 0,33 0,39 0,46
Secos o casi secos (~iI)
U ~ompactos a muy densos (N ¿.'.15)
o firmes a,duros (qu 21)
Húmedos en general
S~cos,o casi secos
y sueltos a compactos (3 < N < 15)
o blandos a firmes (qu<1) (e 2::0,1)
Secos o casi secos y -límpios de
arcillas o limos
Arenas arcillosas o limosas,





1") No se (nelulJe la sobrepresión por cambios de voJurl)cn de 'lielos expansivi?s
("") Para apertura prolongada d~' corte tómese loS ,valores de la línea inmediata inferior
l.os valores del empúje del terreno de la Tabla 3 podrán reducirse hasta
un 50'% en el Cálculo del tablero de entibaciones y_hasta un 36% e.n c¿lbec8~os
cuando se trate ele suelos de compnciciad comprendida entre compacto a IllUlJ













Arcillas y límos Medíos a duros (qu ;:::0,5)
Blandos a medios (qu < 0,5) (c::::: 0,1)
¡<irme a nivel de fOndo
Blandos a medios (ql.; -,- 0,5) (c '2 0,1)
Firme profundo
0;08 0,12 0,18 0.24 0,30 0,36 0,42
0,08 0,16 0,24 0,32 0,40 0,48 0,56
0,12 0,25 0,35 0,48 0,60 0,72 0,84
Emoujedel terreno qi en k:g¡cm 2 (.)
CI;SII3 (11) I CDU ó24,134
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Coeficienleoc .
En terrenos coherenles U para valores de d <2'm existe peiiQrQ de levanta·















































El empuje total q en kg/crn', sé obtiene sumando al producido por el terreno
Clt en kg/cm' determinado e,n Tabla 3 el. correspondiente a la tensión efe corno
presión qs en kgicm~, que transmite la cimentación próxima al terreno en su
plana de apo!:/o, afectado por el coeficiente de influcllCio.oc determinü~lo en
Tabla 4.
Q = ql + C( ·qs· .
En general, no es necesario determinar er empuje de vehículos, siempre que
se acote en obra una distancia, al borde deL corte, no menor de 2 m a la que
. se impida el· acceso.
la Tabla 4 determina el coeficiente de influenciae<. en función de la profundi'
dad d(;ll corte P en cm, fa 'p'rofundidad del plano de apobJo ele la cimentación
próxima h en cm, de la sep-aración entre bordes exteriores del corte y cimen·
tación próxima d en cm y del ancho de la cimentación próxima en laelirecc!6n
normal al corte a en cm.



















Empuje total eh e~t_ibacionG9 con
cimentac:tónes próximas O 50·-
brecargas en superficie
la Tabla 5 determina la iongitud mrnrma de In!luencla l en cm a consIderar
en planta para cargas concentradas, como zapatas aisladas, en funci6(lde las
dimensiones del apoyo a x b en cm IJ de la separación' horizontal entre los




Tabla 5 b en cm
~I¿ b 50 60 100 t50 200 250
'V • fOO 00 100 160 200 250
~d7 L en ISO 50 tOO 160 200 250
cm 200 50 100 t60 200 250·
250" 60 100 160 200 250
----"-----
O 100 150 200 260 800 850 400 450 500
d 50 ~OO 260 800 850 400 450 600 650 600
e. 100 800 360 400 460 500 550 eco 650 700
cm 250 400 450 500 5W 600 550 700 ¡tJO 500









Acondicionamiento del Terreno, Desmontes
Zanjas y pozos
Ear/hworks, Di/eh aM pi/, Caicuia/ion
a. O. (Jel E.-Num, 7
1976
3. Entibaciones














l"'""'1 1""""'1 r-'l r-t ~
0 0
0 0
L-J ~ L-J L.-.J ~
La Tabla 6 determina la separación vertical S en cm entre ejes de apoyo, en
función del grueso mfnimo E en mm del tablera con entibar::::ón· semicuajada
de zanjas Upozos Id del empuje total q en kg/c¡r;¡1 o viceversa.
~
Separaci6n
Gruelo mlnlmo del tablero E en mm vertical
-=20=-__.:2:c5~_-,3:.:0,-__,"52=-_~..:8:c5_......._ 7' __._-,S,-e",""c",m,-
0,17 0,27 '0,39 1,20



























Pozo cuadrado PolO eircl,i!ar
La Tabia 7 determina la separación horlzonlal Mo A en cm, en función del
grueso mrnimo E en mmdel iablero con entibación cuajada en zanjas y pozos








































Grueso mínimo del tablero E en mm
20 25 3D 52
Gruelo mínimo d"laLfero E,.n mm
52 15
Empuje q en kg/cml
0,35 0,55 0,79 2,40








Empuje q en ~g cm'1
La Tabla 8 determina la separaci6n vertical S. en cm entre ejes de apoyo, en
función dél grueso m(nimo E en mmde.l tablero con entibación cuajada en

























la Tabla 9 determina las separaciones entre codales, vertical S en cm Uhori.
zontal M en cm, en fU,nción del grueso mfnimo F en mm del cabecero en zan-
jas con entibación ligera y.del empuje total q en kg;'cm', o viceversa.












































































Empuje q en kg¡cm'
I M




J W W CJ CJ W CJ L',¡::
Entibación nmieua¡ada
Z.nja Pozo tuaClrado
Entibación sem/cuaJadll cotasen cm
La Tabla 10 determina fas separaciones entre codales, vertical S en cm y
horizontal M OA en cm, en función del grueso mfnimo f en mm ~I cabecero
en zan{:s o pozos de planta cuadrada con entibación semlcuaja ~y del em.
puje to 1q ~n kg/cm'l. o viceversa.
Tabla 10 I S.p.ración Separac:i6n'V GrUllO mlnlmo del cabecero F en mm vertical horizontal
F 52 65 76 8+30 en cm MoAencm
'V
~q7 5) MoA 0,12 '0,20 0,27 50 1000.08 0,12 0,17 50 125
0,04 0,05 0,12 50 150
0,05 0,09 50 175
0,10 0,16 0,22 60 lOO
0,06 0,10 0,14 50' 125
0,D7 0,10 80 lOO
0,04 0,07 60 175
0,06 0,12 0,18 75 lOO
0,05 0,08 0,10 75 125
0,06 75 150
0,07 0,12 0,16 80 lOO
0,05 0,07 0,10 60 125
0,05 0,07 50 15O
00.6 0,10 0,12 100 lOO
0,06 0,08 100 125
00.5 0,09 0,12 105 100
0,05 0,08 lOó 125









Acondicionamiento del Terreno. Desmontes
Zanjas y pozos
Earlhworks. Ditch and¡iit. Calcula/ion
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ta Tabla 11 determina las separaciones entre codales, vertical S en cm' !J
horizontal M en cm, en función del grueso m(nirno f en mm del cabecer'o en
zanjas con entibacIón cuajada; y del empuje total q en kg/cm 2 o viceversa.
Tabla 1f Separación Separación
Grueso mínimo ·del.cabecero F en mm vertical horizontal
'" 52 65 76 S en cm M en cmf
'V 0,30 0,56 0,76 30 100
~q¡ S7 Mi 0,20' 0,31 0,43 40
0.12 0,20 0,27 50
0,09 0.14 0,19 00
0,28 0,45 0.60 30 125
0,16 0,25 0,34 40
0,10 0,16 0.22 50
0,07' 0,11 0,15 60
0,24 0,37 0,50 30 150
0,13 0,21 0,28 40
0.08, 0,13 0,18 50
0,06 0,09 0,12 60
0,20 0,32 0,43 30 175
0,11 0,18 0,24 40
0,07 0,11 0,15 50
0,05 0,08 0,11 60
0,18 0,28 0,38 30 200
0,10 0,15 0,21 40
0,06 0.10 0,13 50
0,04 0,07 0,09 60
Empuje q en kU/cm\l
la Tabla 12 determina las separaciones entre codales, vertical S en cm y
horizontal A en cm, 'en funci6.n del grueso mlnimo f en mm de! cabecero en
pozos de planta cuadrada con entibación cuajada bl del empuje total q en
kg/ cmi • Oviceversa.
T~b'a 12 Separación Separ~cjón'
, ...... Grueso mínimo del cabecero F en mm vertical horizontal
F 52 65 76 S en cm A en cm
'V 0,72 1,12 1,52 30 100
~q7S)'" 0,40 0,62 0,86 40
0,24 0,40 0,54 50
0,18 0,28 0,38 60.. 0,56 0,90 1,20 30 125
'¡. 0,32 0,50 0,68 40... 0.20 0,32 0,44 50...
0,14 0,22 0,30 60...
• 0,48 0,74 1,00 30 150
-:l 0,26 0,42 0,56 40c: 0,16 0,26 0.36 50
el 0,12 0,18 0,24 60
~ 0,40 0,64 ' 0,56 30 1750,22 0,36 0,48, 40'
.!! 0,14 0,22 0,30 50
el 0,10 0,16 0,22 60... 0,36 0,55 0,76 30 200
O 0,20 0,30 0,42 40"C
el 0,12 0,20 0.28 50
'lñ 0,08 0,14 0,18 60·c
Empuie q en kg/cm1
~
el/SIB (11) ! eDU 624,1,34
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Diámetro d. codal ·D La Tabla 13 determina el (Iiámelro mi'nimo D Gol crn rl!:d coclal, de longitud
no mayor de 2. m, libre ele pnnclco U ele aplastamiento ciel durmiente, en fun·
cJón del empuje horizonlal.t-¡ en kfJ que soporta, o VIC8'¡lersa.
t· A.... -.-...----- __~ +4 Siendo:
En zanjas Con entibación:
-t"t- Ligera: H = 1.50q'M·S
Cuajada oscmicuajacla: Ho:::OJ5q·ivj·S
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IIU L.J LFU ~
T.n,or circula.. ·Q
Tabl. 14
la Tabla 14 determina el mlnimo valor de la presión radial O en kg/cm del
tensor circular en función del empuje q'" en kgicm'l y de la separación S en cm
entro tensores o viceversa en entibaciones cuajadas Usemicuajadas de pozos
Con planta circular. '"
Siendo q·=:1,50q
Separací6n .
,Empuje q' en. k9:'cm'vertical
S+30 cncm <O,, G,2 G,3 G.4 0,5 0,8 0,7 0,8 0,8 1,0 1,25. 1,SO
S 50 3 5 8 10 13 16 18 20 23 '25 31 38
100 6 • 10 16 20 25 30 35 40 45 60 52 76














AOZ·l0 Poto ClJadr~do con Mlrtlaclót'l.
125 "25 .,,, '5,2 '5,2' 300· 60,
"\;uaja.di\. Meaja
q=O,65·Q,11 +0,02'3,25:::;

















Suelo de arenas arcillosas







de apoyo h=100 cm
Sobrecarga uniforma.
qs =3,25 kg/cm'
Madera más empleada en la loealidld:
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Il. Autoridades y personal
NOMBRAMIENTOS, SITUACIONES E INCIDENCIAS
477
MINISTERIO DE JUSTICIA
RESOLUCION de la Dirección General de Justicia
por la que S6 declara excedente voluntario al Se-
cretario de Justicia Municipal don Francisco Se-
garra M elóns.
Ilmo. Sr.: Con esta fecha se declara en situación de exce-
dencia. voluntaria, por un plazo no inferior a un año, a don
Francisco Segarra Melóns. Secretario de Juzgado de Paz con
destino en el de igual clase de Calella (Barcelona), de conformi-
dad con lo previsto en el apartado el del artículo 66, 1.0, del
Reglamento Orgánico del Secretariado de Justicia Municipal
de 12 de junio de 1970.
Lo que digo a V. I. para su conocimiento y demás efectos.
Dios guarde a V. l. muchos aflos.
Madrid. 1 de diciembre de 1976.'-EI Director general, Fer·
nando Cot'ta y Márquez de Prado.
Ilmo. Sr. Jefe del Servicio de Personal de los Cuerpos d9
Función Asistencial a la Administración de Justicia.
brar a don Fernando Escudero Arcocha Jefe del Gabinete de
Coordinación de la 'Subsecretaría de Orden Público.
Lo digo a V. 1. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. 1.
Madrid, 1 de diciembre de 1976.
MARTIN VILLA
Ilmo. Sr. Inspector ge¡leral d·e este Ministerio.
48ft ORDEN de 13 de diciembre de. 1976 por la que 8ev nombra Jefe del Gabinete Central de infórmación
de la Subsecretaria de Orden Público a don Manuel
ibdñez Rodrtguez.
Ilmo. Sr.: Vista la propuesta formulada por el excelentísimo
señor SubSecretario de OrdeIl' Público, y en uso de las faculta-
des que me confiere el artículo 14 de la Ley de Régimen Ju-
rídico de la Administración del Estado, he tenido a bien nom~
brar a don Manuel Ibáñez Rodrfguez Jefe dal Gabinete Cen-
tral de Información de la Subsecretaría de Orden Público.
Lo digo a V. L para su conocimien to y efectos.
Dios guarde a V. 1 '
Madrid, 13 de diciembre de 1976.
flmc Sr: Vista !a propuesta formulada por el excelentísimo
seilo! ;,uos,crt'tario de Orden Público, ., en uso de las facul-
tad,c, que me confiere el artículo 14 de la Ley de Régimen Ju-
rldlco de la Administración del Estado, he tenido a bien nom-
Ilmo. Sr.: Vacante la plaza de Secretario del Juzgado de Pri-
mer« Instancia <oJ1úmero 5 de Barcelona, por Jubilación de don
Jase Gomez Díaz y de conformidad con lo dispuesto en el nú-
mer0 5 del apartado 9.° de la Orden de 1 de diciembre de
1973. dictada en cumplimiento del Decreto 216011973, de 17 de
ago~to;
Esta Dirección General ha resuelto nombrar para la ex~
presada plaza a don Antonio Jaramillo M!U'tín, Secretario de
la Administración de Justicia, rama de Juzgados de Primera
Instancia. e Instrucción que sirve su cargo en el de Instruc-
ción número 2 de la misma ciudad, que ostenta derecho pre-
fer:~nte para desempeñarla y figura en primer lugar en lara·
la\~r' publicada en el apartado segundo b) de la Resolución
de 24 de diciembre de 1973 (cBoletín .Oficial del Estado" de 31).
Lo digo a V. 1. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. 1. muchos años.
Madrid. 6 de ·diciembre de 1976.-El Director genel'al, Far-
nanrln-Cotta y Márquez de Prado.
Ilmo Sr. Jefe del Servicio de Personal de los Cuerpos de Fun·
dón Asistencial a le Administración de Justicia.
481
482
RESOLUCiON de la Dirección General de Admi-
nistración, Local por la que se anula el nombra-
miento de don Antonio Guerrero Martínez como
Secretario interino del Ayuntamiento de Garrucha.
En miO de las atribuciones que le confiere el artículo 202,
número 2 del Reglamento de Funcionarios de Administración
Local de 30 de mayo d-e 1952, modificado por Decreto de 20
de mayo de 1958,
Esta Dirección General ha. resuelto anular, a petición pro~
pia, el nQmbramiento de' don Antonio Guerrero Martinez como
Secretario interino· del Ayuntamiento de Garrucha (Almerial,
efectuado por resolución de,4 de noviembre de 1976 (..Boletín
Oficial del Estado" de. 27 dei mismo :nes).
Lo ,que se hace público para general conocimiento.
Madrid. 3 de dictembre de 1976.-El Dir~tor general. Anto-
nio Gómez Picaza.
MARTIN VILLA
Excmo. Sr. Inspector general de Policf-a. Armada.
Ilmo. Sr. Inspector g.enera·] de .este Ministerio.
RESOLUCION de la Dirección GeMral de Seguw
ridad porta que se dispone el pase a situación, de
retirado del Policía d_el Cuerpo de Policía Armada
don José Gutiérrez Cas:taño.
Excmo. Sr.: Con arreglo a lo establecido en la Orden de
la Presidencia del Consejo de Ministros de 25 de julio de. 1935
(e. L. numero 478), a los solos efectos de lo preceptuado en
el artículo 94 del Estatuto de Clases Pasivas del Estado y por
haber cumplido. la edad reglamentaria detenninacia en las Le-
yes de 15 de marzo· de 1940 y 8 de igual mes de 1941, en .15
de marzo de 1968. ~
Esta Dirección General, en ejercicio de las faoultades con~
feridftls por la Ley de 20 de julio de 1957. ha tenido ji. bien
disponer el pase a situación de retirado del Policía del Cuerpo
de Policía Armada don José Gutiérrez Castaño. el cual causó
baja definitiva en el expresado Cuerpo como resu·ltado de e.x~
pediente diSCiplinario que le fue instruido el día 6 de febrero
de 1945. .
Lo digo .a V E. para su conocimiento y efectos.
Dio;; guarde a V. E. muchos años
Madrid 6 de dici-embre de 1976.-El Director general, Emilio
Rodríguez Román.
RESOLUCION de la, Dirección General de JU8ti~
cia por la que se destina al Juzgado de Primera
Instancia númer.:; 5 de los de Barcelona a don An-
tonio Jaramillo Martfn, Secretario de la Adndnts·
traci6n de Justicia, Rama ds Juzgados de Prtmera
Initancia e Instrucción. .
ORDEN de' 1 de diciembre de 1976 por la que se
nombra Jefe del Gabinete de Coordinación de la
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MINISTERIO
DE EDUCACION y CIENCIA
bunal, que han cumplido todos y cada uno de los requisiws
exigidos en la base segunda de la convocatoria y que a conti~
Duación se relacionan por orden de puntuación obtenida:
Relación que se cita
Vista la propuesta de aprobados de fecha 5 de julio de 1976,
del Tribunal calificador de las pruebas selectivas libres de Ad-
ministrativos convocadas por Resolución de esta Universidad.
de fecha. 7, de octubre de 1975 (<<Boletín OficiaL del Estado» de
5 de diciembre), V de conformidad con el articulo 6.°, 5, e,
del Estatuto de Personal al servicio de los Organjsmos Autóno-
mos, de 23 de julio de 1971, y una vez aprobados por Orden
ministerial de 6 de agosto de 1976, esta Presidencia de la Comi-
sión Gestora h.:l. teniG.o a bien:
Nombrar funcionarios de carrera de esta Universidad a los
opositores que figuran en la propuesta aprobada por el Tri~
En el plazo de un mes, a partir de la publicación de la pre~
sente Resolución, deberán los aspirantes tomar posesión de sus
cargos y cumplir con los requisitos del Estatuto de Personal
al servicio de los Organi!>mos Autónomos.
Badajaz. 30 de, a.gosto de 1976,-El President€! de la Comisión
Gestora, Andrés Chordi Corbo.
483 RESOLUCION de la Universidad de Extremadurapor la que' 8e nombran funcionarios de carrera de
nivel Administrativo a los opositor.es aprobados en
las pruebas selectivas, libres para cubrir nueve
plazas vacantes en la plantilla de dicho Orga-
nismo
Apellidos y nombre
Galache Cortes, José Luis .
ViguEra Lobo, Francisco Javier .
Bueno Chimenea,. Angel .
Cruz Otero. Diego de la .
Fernández Oliva, José Maria .























484 ORDEN de 2 de diciembre de 1976 por la que se
aprueba la delegadón efect'uada para Vocal que
se cita del Tribunal Censor de laill oposiciones-a
ingreso "en la Escuela Judicial.
Ilmo. Sr.: De conformidae: con lo dispuesto en' el articulo 8.
1, al, del Reglamento de la Escuela JudiciaI.. en relación con la
norma 6.- de la Orden· de 2 de junio de 1976, por la que se
convocanopostciones a ingreso en la. carreras judicial y fiscal,
Este Ministerio ha tenido a bien aprobar la del€gaeión efec-
tuada por el Fiséal del Tribunal Supremo en favc:r d'8 don
Adolfo Ortiz Casado Dcelay, Fisoa:l general del mismo Alto Tri-
bunal, para ejercer el cargo de Vocal del Tribunal Censor de
las referidas- oposiciones.
Lo que digo a V. I. para !'iU conocimiento y demás efectos.
Dios guarde a V. I-. muchos aftoso
Madrid, 2 de diciembre de 1976.
LA VILLA ALSINA
Ilmo. Sr. Director general de Justicia.
485 RESQLUCION de la Dirección General de Insti~
tucicmes Penitenciarias por la que se publica /,a
lista provisionat de aspirantes admitidos a parti~
cipar en la oposición a pla:z.ds del Cuerpo de Ayu-
dantas Técnicos Sanitarios de Instituciones Peni-
tenciarias. convocada por Orden de 8de octubre
de7- año en curso, en turno de oposición restrinqido.
En ·cumplimiento de lo establecido en li! norma B. a de la
Orden de 6 de octubre del afta actual, por la que Se ponvoc6
opo,'.'kión para cubrir plazas vacantes en el Cuerpo de Ayudan- ~
tes Técnicos Sanitarios de Instituciones Penitenciarias, turno de
oposición restringido, publicada en el.Boletín Oficial del Esta~
-do» de 1 de noviembre del año en curso,
Esta Dirección General ha tenido a bien disponer que se
insert en dicho .Boletín Oficial del Estado. la siguiente lista
provisiona! de aspirantes admitidos a particpar en la oposición
de referencia:
1. Don Enrique Luis Bellido León lD. N. 1. 45.038.785L
2. Don José López Zurdo (D. N. 1. 540.094).
Los interesados podrán interponer ante es~a Dirección Gcne~
.ral la reclamación a que hubiere lugar, de conformidad con
lo que dispone el artículo 121 de la Lev de Procedimiento Admi~
nistrativo, en el plazo de quince dias, contados a partir .del
siguiente a la fecha de publicación de esta lista en el «Boletín
Oficial del E~tfldo».
Madrid, 15 de diciembre de 1976.-El Director general, José
Moreno Moreno.
RESOLUCION de la Dirección General de Justicia
por la que se rectifica parcialmente concurso nara
la provisión "de determinados cargos judiciales.
El «Boletín Oficial- del Estado", número 5, correspondiente al
día 6 de enero de 1977, inserta ltesolución de este Centro por
la que se convoca· concurso para la provisión de determinados
cargos judiciales, Resolución que deberá entenderse rectificada
parcfalmente en la. siguiente forma: .
Donde dice: .Magistrado de la Sección Quinta de la Aud~en­
cía Provincial de Madrid"', debe decir: ..Magistrado de la
Audiencia Territorial de Madrid".
Donde dice: ..Jueces de Instrucción números 17, 21 Y 22 de
Madrid, número 3 de Bilbao y número 3 de Palma de Mallor-
ca., debe decir: «Jueces de Instrucción números 3, 17, 21 Y 22
de Madrid, 3 de Bilbao y 3 de Palma de Mallorca».
Madrid. 7 de enero de 1977,-El Director general, Fernando
Cotta y Márquez de Praqo.
MINISTERIO
DE OBRAS PUBLICAS
RESOLUCION de la Subsecretaría por la qUe $0
anuncia concurso-Qposición, turno restringido, oar'"Q.
proveer 12 vacantes de. Celador, una en cad.:J- plan·
tilla de las Jefaturas Prov'nciales de Carreteras
de Almerta, Cáceres, Castellón, Ciudad Real, Cuen·
ce, Huesca, Lérida, Lugo, Orense, Tenerífe. Zamo~
ra y Zaragoza.
Con fecha. 18 de noviembre de 1976, esta Subsecretaría ha
'rasuelto autorizar la convocatorIa del concurso-oposición. turno
restrinvido para prov~r doce vacantes de Celador, una en
aáda plantilla de las Jefaturas ProvinCiales de Carreteras de
Almeria, Cáceres, Castellón, Ciudad Real, Cuenca,. Huesca, Lé~
rida, Lugo, Orensa, Tenerife, Zamora y Zaragoza.
El programa que regirá en el presénte concurs-'1-oposfción es
el aprohadc p()r Resolu~ión de la Subsecretaría de fecha 31 de
enero de 1976, V que se publica en el anaxo 1.
Las fundones especificas del Celador están determinadas
en al apartado al dal ar:tículo 6.- del Regla.i1lento General del
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Personal de Camineros del Estado, aprobado por Decreto 3184/
1973, de 30 de noviembre.
Las instancias para tomar parte en este concurso-oposición
se dirigirán al ilustrísimo sc-fior Subsecretario del Ministerio de
Obras Públicas, Seccl"'n de Régimen de Personal y Acción
Social; se hará constar: Nombre y apellidos. naturaleza, edad.
estado civil. domi:i1io, profesión u oficio, y manifestará ex-
preSa y detaliadamante que reúne todas y cada una de las
condiciones -exigidas <".1 la convocatoria.
El plazo de admisión de instancias será. de treinta tilas há-
biles, contados a. partir del siguiente al de la publicaci6n de
es,t~ anuncio en el «Boletín Oficial del Estado~.
Los aspirantes que aleguen méritos o circunstancias espe-·
ciales 800mpañarán -certificaciones justificativas de tales -!llérl-
tos o de las circunstancias especiales a COnsiderar, en su caso.
Una vez concluido el plazo de admisión de solicitudes se
publicará en el .Boletín Oficial del Estado. la relación de as-
pirantes admitidos. y excluidos para los exámenes, fijándose
lugar día y hora para la celebración de los mismos.
Regirá en el concurso-oposición que sa convoca lo dispuesto
en los artículos 15 al 24 del Reglamento Gen·aral d.el Personal
de Camineros del Estado antes citado, y a los cuales se atiene
asta cúnvocatoria.
Madrid. 18 de noviembre da 1976.-EI Subsecretario. P. D.. el
Jefe ael Servicio de Administración de Persona.!. Paulina Rcr
dríguez Robles.
ANEl(O NUMERO
Programa concurso de Clijadores, turufl restringido
l. CONOCIM:ENTOS BASIeos
1. l. Nociones de Aritmética,
1.1.1. Opefaciones elementales.
1.1.2. Operaciones Con las fracciones.
1.1.3. Regla de tres.
1.1.4. Sistema de medidas.
1.15. Manejo d~ tablas.
1.2. Nocione$ de Geometria.






1.3, Nociones de Trigonometría;
2.4.2. Definición de las distintas señales de tráfico y ele-
mentos de balizami",nto.
3. NORMAS PARA EJECUCION y CONDICIONES QUE DEBEN CUM-
PUa. LOS MATERIALES DE LAS DISTINTAS OBRAS DE CARRETERAS
3.1. Obras de fábrica.
S.1.í-. Materiales (mampostería, hormigones aceros, etc.).
3.1.2. Ejecución de las dJ.stintas unidades.
3.1.3. Encofrados.
3.1.4. Descripción, interpretación de los ensayos de mate-
riales y ej ecución de las obras.
3.2. Obras de tierra.
3.2.1. Cimientos (en tierra, en roca, con agotaJnientos).
3.2.2. Desmontes en tierra..
3.2.3. Desmontes en roca..
3.2.4. Terraplenes.
3.2.5. Pedraplenes.
3.2.6. DesCripción e interpretación de los ensayos de mate--
riales y eJecución de las obras.
3.3. Firmes y pavimentoB.
3.3.1. Materiales y ejecución para sub-base y explanadas.
3.3.2. Materiales y ejecución para base.
3.3.3. Materiales bituminosos.
3.3.4. Aridos y otro material para. pavimentos.
3.3.5. Firmes y. pavimentos flexibles.
3.3-.6. Pavimentos rígidos.
3.3.7. Descripción, interpretación de los ansayos de materia-
les y ejecución de las obras.
3.4. Drenajes.
3.4.1. Cunetas (mate.riaies y ejecución).
3.4.2. Drenajas profundos (materiales y ejecución).
3.4.3. Descripción e interpretación de los ensayos de mate-
riales y ejecución de las oQras.
3.5. Elementos complementarios.
3.5.1. Señalización horizontal y vertical.
3.5.2. Barreras de seguridad, balizamiento, pantallas, ant1-
ventisqueros, etc.
3.5.3. Descripción e interp.retación da los ensayos de mate-
riales y ejecución de las obras.
MAQUINARIA
1.4.1. DefmiciÓ'l.
1.4.2. Man<3jo de aparatos.
1.4.3. Interpretación de planos
1.4.4. Dibujo de perfiles longitudinales y transversales a
partir de lo!=- datos de oampo o de ;>Iano.
1.4.5. Replanteo de curvas horizontales y veorticales. Replan-
teo de rasantes
1.4.6. Rep!anteo de obras de fábrica.
1.5. Nociones de Geología.
1..').1. Definición de accid~ntes geológicos.
1.5.2. COllo.::lmiento de los materiales terrosos y pétrf2ós más
frecuentes.
1.5.3. Cualidades elementales da los mater¡'ales.
2. DEFINICIONES DE CARRETERAS
2.1. Generalidades.
2.1.1. Distinta.,<" cIR;;ífica.::.'lones
2.1.2. Definición de las distintas clases de carreteras y vías
2.2. Elementos constitutivos de la~ carretera.
2.2.1. 'Definición y descn.peión de las obras de tierra.
2.2.2. Definición y descripción de las obras de fábrica y
sus' partes.
2.2.3. Definición y descripción de los firmes y pavimentos
y sus componadl*e.o:.
2.2.4. Definición y descripción de otros elementos.
2.3. Elementos Je0métticos.
2.3.1. Definición de los elementos de trazado en planta.
2.3.2 Detfinición de los el?rnentos de trazado en alzado.
2.4 Conceptos de explotación y vialidad.






Definición de razon<3S trigonométricas.
Reiaciones elementales pntre las razone08.
Manejo de tablas.
Nociones de Topografía.
4.1. Movimiento d€ tierras.
4.1.1., Descripción, características y rendimiento de maqui-
naria da excavaciones y explana...:ión de tierras.
4.1.2. Descripción. características y rendimiento de maqui-
naria de excavaciones en roca.
4.1.3. Descripción. características y rendimiento de maqui~
naria de compactación.
4.2. Obras de fábrtca.
4.2.1. Dascripción, Cara·cterístieas y rendimiento de hormi-
goneras.
4.2.2. Descripción. características y rendimiento de vibra,-
dores.
4.2.3. Centrales de hormigonado y transporte de hormigón.
4.3. Firmes y pQ\nmentos.
4.3.1. D-escri¡x;ión, características y r.m.dimiento de maqui-
naria para bacheo, corrección de ondulaciones, blandones y
otras operacIones de conservaCión a reaiizar en el firme,
4.3.2 Df:1~r¡pción. caractaTisticas y rendimiento de la ma-
quinaria de tratamiento superficial.
4.3.3. Descripción caractensticas y rendimiento de maqui-
naria de compact&::ión de firmes.
4_3.4. Descripción, cara-cterístlcas y rendimiento d2 maqui-
naria de puesta en obra de mezclas asfálticas.
4.3.5. Descripción, características y rendimiento de plantas
de mezcla asfáltica.
4.4. Maquinaria de nieves.
4.4.1 Descripción, caracterisUcQ..':; y rendimiento de _máqut~
nas de empuje.
4.4.2 Descripción, caracteristicas y rendimiento de máqui-
nas dinamkas.
4.4.3. Descripción, características y rendjmianto de máqui.
nas ext€ndedoras de fundentes y abrasivos.
4.4A. Aparatos meteorológi,"os y otros.
4.5. Qtras máquinas.
4.5.1. Descripción, características y rendimiento de barre-
doras, segadoras, aserradoras, etc.
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Ilmo. Sr. Director general de Universidades.
7.2.1. OrganizaciGn de un aforo detc>...rminado, en tra.mo. en
interseccioneS, etc.
7.2.2. Relleno de partes y sus ~istintos resúmenes.
MINISTERIO
DE EDUCACION y CIENCIA
DescrtPción de los distintos tipos de aforos,
Aparatos de &foros.




ORDEN de 9 de diciembre de .1976 por la que ~'1e
convoca· concurso-oposición para la provisión dé
dos plazas de ..Teoría del Estado y Derecho Consti-
tucional,. (Facultad de Ciencias Politicas y Soeio M
logia) en 'el Cuerpo de Profesores Adjuntos de Uni-
verswad.
Ilmo. Sr.: Vacantes las plazas de Protesor adjunto de Uni-
versidad que a continuación se indican: ..Teoria del Estado y
Derecho Constitucional» (Facultad de Ciencias Políticas y So-
ciología), dos plazas, '
Est3 Ministerio, previo inform.e de la Comisión Superior de
Personal, ha resuelto anunciar su provisión por concurso-opo-
sición, turno libre.
Los as?irantes deberán reunir Jos requisitos exigidos en el
Decreto 2212/1975, de 23 de agosto, por el que se regula el sis-
tema de. ingreso en el Cuerpo de Profesores Adjuntos d.e Uni~
versidad y en las normas aprobadas por Orden ministerial de
2'J de agosto de 1976 ("Boletin Oficial del Estado» del 26>'
El conc-ursQ-op0Sicion se' regirá por las normas aprobadas
por Orden de 23 de agosto de 1976 (.Boletín Oficial del ,Estado»






ORDEN 'de 7 de. diciembre de 1976 por la que se
nombra, las Comisiones que han de actuar en la
adjudicación de las disciplinas que se indican.
anunciadas en el concurso de traslado convocado
por Orden ,ministerial de 15 de septiembre, de 1976.
Ilmo. ~r.: Por Orden ministerial de 15 de' septiembre de 1976
(.Boletín Oficial del Estadó.. del 30) se convocó concurso para
la provisión de plazas en el Cuerpo de Profesores Adjuntos de
Universidad, preceptuándose en el número tercero de la misma
los sistemas de adjudicación de destino, de forma automática
para. el supuesto en que concurra un aspirante a cada plaza;
acompañado de informe favorable o a través de una Comisión
de Rectores para el supuesto en que exista concurrencia de va·
rios aspirantes a la misma vacante o alguno de ellos acompañe
el informe negativo. .
Realizadas. las adjudicaciones automáticas en todos los casos
en que fue posible, por darse las circunstancias previstas en
el párrafo primero del número tercero de la citada Orden, pro~
cede la resolución de todos aquellos casos comprendidos en el
párrafo tercero de dicho número, a cuyo fin se precisa la desig·
nación de la Comisión aludida.
Por todo ello, este Ministerio ha resuelto nombrar las Co~
misiones que han de actuar en la adjudicación de las discipli-
nas que a continuación se indican, anunciadas en el concurso'
de traslado convocado por Orden ministerial de' 15 de septiem~
bre de 1976, Comisiones' que han de estar presididas por el
ilustrísimo señor Director general de Universidades y compues-
tas por los Vocales siguientes:
..Química general» (Ciencias), de La Laguna: Don Francisco
Sabater Carcfa. don Antonio Béthencourt Massieu.
..Patología y Clínica médicas.. (Medicina), de Valencia: Don
José Laporte Salas. don Manuel Coba del Rosal.
..Patología y Clínica quirúrgicas» y ..Patología general. y Pro·
pedéutica Clínica,. (Medicina), de la Complutense' de Madrid:
Don José María Smith Agreda, don Angel. Vián Ortufio.
..Biología.. (Veterinaria), de la Complutense de Madrid: Don
Narciso Murillo Ferrol, don Angel Vián Ortufio.
Lo dIgo a V. 1. para su conocimiento y efe'ctos.
Dios guarde a V. 1.
Madrid, 7 de diciembre de 1976.-P. D., el Director general
de Universidades, Juan Antonio Arias Bonet.
5.1. Movimiento de tierras.
. 5.1.1. Organia.ción de equipos para excava<;iones' en roca,
mcluso con utilización de explosivos.
5.1.2. Organización de equipos para excavaciones en tierra.
5.1.3 Organización de equipos para apertura o limpieza de
cunetas.
5.1.4, Orgs"niza.ción de equipos para construcción de terra-
plenes o pedraplenes.
5.1.5. Organización de equipos para ejecución d,e drenajes
profundos.
5.2. Obras de fábrica
5.2,1. Organización de equipos de limpieim, reparación o
construoción de obras de fábrioa.
5.3. Firmes y pavimentos.
5.3.1, Organización de equipos para construcción de bases
y sub-bases oon zahorras.
5.3.2. Organización de equipos para. ejecución de pavimen-
tos de macadam.
5.3.3. Organización de equipo.s para ejecución de pavimentos'
con mezclas asfálticas en frio.
5.3.4. Organización de equipos para ejecución de pavimen-,
tos con mezclas asfálticas en caliente.
5.3.5; Organización de equipos para construcción de firmes
establClCidos {con cemento, cal etcJ.
5.3.6. Organización de"equipos para ejecucIón de riegos as-
fálticos monocapa o biCQpa.
5.3.7. Organización de equipos para ejecución de distintos
tipos de bacheOS.
5.3.8. Organización de equipos para corrooción de ondula~
ciones.
5.3.9. Organi¡o:ación de equipos para oorreoción de blandones.
5.3.10. OrgamzacIón de equipos para recredidos de firmes
con. distintas soluciones.
S.3.ll. Organización de equipos para obras pequeñas com-
puestas de varias operaciones.
5.4. Obras complementarias.
5.4.1. organiZación de la señalización en la oonstruoción
de las distintas obras y croquis para su colocación.
5.4.2. Organización de brigadas para safialización vertical
horizontal y balizamiento. '
.5.4.~. OrganizaCión de brigadas para plantaciones, podas
y Jardmería.
5.4:.4. Organización de brigadas de conservación para baM
nidos, limpieza de calzadas y zonas contig).Ul.S.
5.4.9. Organización de brigadas para conservación de almo:·
brado público.
5.4.6. Organización de equipos para la conserv"ación de ta-
lu¡;k)s.-
5.5. Nieves.
5.5.1. Organización de brigadas para tratamientos antthielo.
5.5.2. Organización de brigadas para limpieza de nieves.
l'I EXPLOTACION
6.1. Organización de equipos de explot~ción.
6.1.1. Misiones.
6.1.2. Constitución de los equipos.
6.1.3. Equipos para ord¿.nación- de tráfico.
6.2. Legislación.
6.2.1. Nociones' sobre la legislación vigente de carreteras.
6.2.2. Reglamentos vigentes.
6.23. Código de circulación.
6.2.4. Circulares y notas de servicio relativas a la conser-
vación y explotación.
6.3. Actuaciones relatiNas al uso y defensa de las carre-
teras.
6.3.1. Confección de distintos partes, denuncias e informes,
incluso con croquis.
6.3.2. Distancias a las que Se pueden autorizar los distintos
tipos, de obras contiguas en las distintas carreteras.
6.3.3. CondiCiones para autorizaciones' en las zonas de do-
minio público.
6.3.4. Condiciones para constru6ción y autorización de aece·
sos. .
6.3.5. Infracciones a la legislación vigente.
6.3.6. Daños realizados en la carraotera por particulares y
su vR.wrfk::i6n
H.:3.'1. P.elk;10 G j:·:t~'rprehlci6n de partes de accidentes.
e =.1.8 ActU<l.cÍ'.)tlS'S en casos imprevistos o que pongan en
p.:'¡¡gr·' la seguridad vial, accidentes de tráfico, desp,r'endin:üen M
tos, etc.
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Onidl de 23 de agosto de 1976, la fecha de refec.mela soní la
di' J. de octubre de 1975.
Con obleto de originar las menores. alteraciones posibles, en
el hcrmal desenvohimiento del curso académico se fija el
plazo máximo de un año entre la publicación de la convocatoria
y d comienzo de los ejercicios.
Lo digo a V. l. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. L muchos años.
Madrid, 9 de diciembre de 1976.-P. D.• el Director general
dr. Vniversidades, Juan Antonio Arias Bonet.
11m!; Sr. Dire:ctor general de Universidades.
ORDEN de 9 de diciembre de 1976 por la que se
anuncia una plaza de ..Lengua y Literatura españo-
las y Literatura universal» (Facultad de Ciencias
de la Información) para su provisión por concurso~
oposición, turno libre. en el Cuerpo de Profesores
Adjuntos de Unwersidad.
Ilmo. Sr.: Vacantes las plazas de Profesor adjunto de Uni-
versidad que a continuación se indican: «Lengua y Literatura
españolas y Literatura universal.. (Facultad de Ciencias de la
lnformaci6nJ, una plaza,
Este Ministerio. pr~vio informe de la Comisión Superior de
Personal, ha resuelto anunciar su provisión por concurso-opo-
sición. turno libre.
Los aspirantes deberán reunir los requisitos exig.idos en 01
Decreto 2212/ U175, . de 23 de agosto. por el que se regula el sis-
tema de ingreso en el Cuerpo de Profesores Adjuntos de Uni-
versidad y en las normas aprobadas por Orden ministerial de
23 de agosto de 1976 (..BoletiJi Oficial del Esta<:lo.. del 26J.
El, concurso-oposición se regirá por las normas aprobadas
por Orden de 23 de agosto de 1976 (..Boletín Oficial del Estado,.
del 26). A los efectos de lo dispuesto en la netrma. 5.l.d) de la
Order_ de 23 de agosto de 1976. la 2echa de referencia será la
de 20 de enero de 1975.
Con objeto de originar las menores alteraciones posibles en
el normal desenvolvimiento del curso académico se fija el
plazo máximo de un año entre la publicación de la convócatoria
y el comienzo de los ejercicios.
Lo digo a V. 1. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a. V. 1. muchos años. .
Madrid, 9 de diciembre de 1976.-P. D., el Director general
de .Universidades, Juan Antonio Arias Bonet.
11010, Sr. Director general de Universidades.
ORDEN de 9 de diciembre de 1978' por la que se
convoca concureo-oposición para la provisión de
una 'Plaza de ..Historia de las Ideas y de las Formas
Políticas_ (Facultad ·de Ciencias Políticas y Socio-
logía) en el Cuerpo de Profesores Adjuntos de Uni-
versidad. .
lImo: Sr.: Vacantes las plazas de Profesor adjunto de Uni-
versidad que a continuac16,n se indlCaÍl: ..Historia de las ldeas
y de las Formas Pol,ticas" (Facultad de Ciencias Políticas y
Sociología), una plaza,
Este Ministerio. previo informe de la Comisión Superior de
Personal, ha resuelto anunciar su provisión PQr concurso-opo-
sición, turno libre.
Los aspirantes- deberán reunir los requisitos exigidos en el
Decreto 2212/1975, de 23 de agosto, por el que se regula el sis-
tema de ingreso en el Cuerpo de Profesores Adjuntos de Uni-
versidad y en las normas aprobadas por Orden ministerial de
23 de agosto de 1976 l ..Boletín Oficial del Estado" de1.26).
El concurso~oposiciór se regirá por las normas aprobadas
por Orden de 23 de agosto de 1976 (..Boletín Oficial del Estado»
del 28). A los efectos de lo dispuesto en la norma 5.1.d) ·de la
Orden de 23 de agosfo de 1976, la fecha de referencia será de
1 de octubre de 1975.
Con objeto de originar las menores alteraciones posibles en
el normal desenvolvimiento del curso académico se fija el
plazo máximo de un año entre la publicación de la convocatoria
y el comienzo de los ejercicios.
Lo digo a V. L }lara .su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. 1. muchos años.
Madrid, 9 de' diciembre de 1976.-P.· D.• el Director general
de Universidades, Juan Antonio Arias Bonet.
Ilmo. ~r. Director general de Unive;sidad~s.
492 ORDEN de 9 de diciembre de 1mB' por la que se
convoca concurso-oposición para ta provisión de
una plaza de ..Polftica Económica.. (Facultad de
Ciencias Políticas :Y Sociología) en el Cuerpo de
Profeso~es Adjuntos de Universidad,
U.mo. Sr.: Vacantes las plazas de\Profesor adjunto deUni-
versldad que a continuación se indican: "Política Económica..
(Facultad de Ciencias Politicas y Sociología). una plaza.
Este Ministnrio, previo informe de la Comisión Superior de
Pe¡,soml.l. ha resuelto anunciar su provisión por concurso-opo-
sición. turno libre.
Los aspirantes deberán reunir los requisitos exigidos, en el
Decreto 221211975. de 23 de agosto. por el que se regula el sis-
tema de ingreso en el Cuerpo de Profesores Adjuntos de Uni-
versidad y en las normas aprobadas por· Orden ministerial de
23 de agosto de 1978 (..Boletín Oficial del Estado.. del 26).
El concurso-oposición se regirá por las normas aprobadas
por Orden. de 23 de ap;osto de 1976 (..Boletín Oficial del Estado..
del 26l. A le"s efectos de 10 'dispuesto en la. norma 5.1.d) de la
Orden de 23 de agosto de 1976, la fecha de referencia será la
de 31 de enero de 1976.
Con objeto de. originar las menores alteraciones posibles en
el normal desenvolvimiento del curso académico Be fija el
plazo máximo de un afio entre la publicación deo la convocatoria
y el comjenzo de los ejercicios.
Lo digo a· V. l. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. 1.
Madrid 9 de diciem1;lre de 1976.-P. D., el Director general
de Universidades, Juan Antonio Arias Bonet.
Ilmo. Sr. Director general de Universidades.
493 ORDEN de 9 de diciembre de 1978 por la que se
convoca concurso-oposición para la provisión de
una plaza de «Instituciones de Derecho privado..
(Facultad de Ciencias Políticas y Sociologia) en el
Cuerpo de Profesores Adjuntos de Universidad.
Ilmo. Sr.: Vacantes las plazas de Profesor adjunto de Uni-
versidad que a continuación se indican: «Instituciones de De-
recho privado" (Facultad de Ciencia's Políticas y Sociología), una
plaza,
Este Ministerio. previo informe de la Comisión Superior de
Personal. ha resuelto anunciar su provisión por concurso-oposi~
ción, turno libre.
Los aspirantes deberán reunir los requisitos exigidos en el
Decreto 2212/1975. de 23 de agosto, por el que se regula el sis-
tema de ingreso en el Cuerpo de Profesores Adjuntos de Uni-
versidad y en las normas aprobadas por Orden ministerial de
23 de agosto ,de 1976 (..Boletín Oficial del Estado» del 26).
El concurso-oposición se regirá por las norma.s. aprobadas
por Orden de 23 de agosto de 1976 ("Boletín Oficial. del Estado»
del 26).
A efectos de lo dispuesto en la norma 5.1.d) de la Orden
de 23 de agosto d'e 1976. la fecha de referencia será la de 31 de
enero de 1976.
Con objeto de originar' las menores alteraciones posibles en
el normal desenvolvimiento del curso académico, se fija el plazo
máximo -de un año entre la publicación de la convocatoria y' el
comienzo de los ejercicios.
Lo digo a V. 1. para su conocimiento y efectos,
Dios guarde a V. L muchos años.
Madrid. 9 de diciembre de 1976,-P. D., el Director general
de Universidades, Juan Antonio Arias Bonet.
Ilmo. Sr. Director general de Universidades.
494 ORDEN qe 9 de diciembre de 1976 por la que se
convoca concurso-oposición para la provisión de
una plaza de ..Derecho público eclesiástico y rela-
ciones de la Iglesia y el Estado,. (Facultad de Cien~
cias Políticas y Sociologia).
Ilmo. Sr.: Vacantes las plazas de Profesor adjunto de Uni·
versidad qQe a continuadón se indican: ..Derecho público ecle-
siástico y relaciones de la Iglesia y el Estado.. (Facultad de
Ciencias Políticas y Sociología), una plaza,
Este, Ministerio. previo informe de la Comisión Superior de
Personal. ha resuelto anunciar SU provisión por concurso~oposi·
ción. turno libre.
Los aspirantes debenin reunir ·los requisitos .exigidos en el
Decreto 2212/1975, de 23 de agosto. por el que se regula el si54
tema de ingreso en el Cuerpo de Profesores Adjuntos de Uni-
versidad y en las normas aprobadas por Orden ministerial de
23 de agosto q.é1976 (..Boletin Oficial del Estado.. del 26).
El concurso-oposición se regirá por las normas aprobadas
por Orden de 23 de agosto de 1976 (..Boletfn~Oficial del Estado..
del 26).
A efectos de lo dispuesto en la norma 5.l.dJ de la Orden
de 23 de agosto de 197.6, la fecha de referencia será la de 1 de
septiembre de 1973.
Con objeto de originar las menores alteraciones posibles en
el normal ,desenvolvimiento del curso academico, se fija el plazo
máximo de un año. entre la publicación de la convocatoria y el
comienzo de los ejercicios.
Lo digo a V. L para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. L muchos años.
Madrid, ÍI, de diciembre de 1976.-P. D .. el Director general
de Universi.dades, Juan Antonio Arias Bonet.
limo. Sr. Director general de Universidades.




Ilmo. Sr. Director general de Universidades.
ORDEN de 9 'de diciembre de 1976 por la que se
anuncia una plaza de "Historia Contemporánea y
Universal» (FacUltad de Ciencias de la Informa~
ctón) para. su provisión por concurso·oposición,




El. concurso-oposición se regirá pDr las normas aprobadas
por Orden de 23 de agosto de 1976 ("Boletín Oficial del Estado.
del 26). , '
A efectos de 10 dispuesto en la norma 5.l.dJ de la Orden
de 23 de agosto de 1976. la fecha de referencia será la de 31 de
enero de 1976.
Con objeto de originar las menores alteraciones. posibles en
el normal desenvolvimiento del curso académico se fija el
plazo máximo de un año entre la publicación de la convocato-
ria y el comienzo de los ejercicios.
Lo digo a V. l. para su Conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 9 de diciembre de 1976.-P. D., el Director general
de Universidades, Juan Antonio Arias B~net.
Ilmo. Sr. Director general de Universidades.
ORDEN de 9 de diciembre de 1976 por la que $13
anuncia una plaza de "Introducción a las Ciencias
Jurídicas» (Facultad de Ciencias de la, Informa-
ción) para su- provisión por concurso~oposición,
turno libre, e'l el Cuerpo de Profesores Adjuntos
de Universidad.
Ilmo. Sr.: Vacantes las plazas de Profesor adjunto de Uni·
versidad. que a continuación se ~dic~n: "Introducción a. las
Ciencias Jurídicas» (Facultad de CienCias. de la Información),
una plaza,
Este Ministerio, previo informe de la Comisión Superior de
Personal. ha resuelto anunciar su provisiÓn por concurso-
oposición, en turno libre.
Los aspirantes deberán reunir los requisitos exigidos en el
Decreto 2212/1975 de 23 de ago&to, por el que se regula el sis·
tema. de ingreso' en el Cuerpo de Profesores Adjuntos de Uni-
v'ersidad, y en las normas aprobadas por Orden ministerial
de 23 de agosto de 1976 ("Boletín Oficial del Estado» del- 26).
El concurso~oposición se' regirá por las normas aprobadas
por Orden de 23 de agosto de 1976 ("Boletín Oficial del Estado»
del 26). .
A efectos de 10 dispuesto en la norma S.l.dJ de la Orden
de 23 de agosto de 1976, la fecha de referenéia será la de 11 de
marzo de : -75.
Con objeto de originar las menores alteraci0D;es posibl.~s en
el normal desenvolvimiento del curso académiCO se fIJa el
plazo máximo de un año entre la publicación de la convocato-
ria y el comienzo de los ejercicios. .
Lo digo a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años. .
Madrid, 9 de 'diciembre de 1976.-P. D .• el Director general
de Universidades, Juan Antonio Arias ~onet.
Ilmo. Sr.:. Vacantes las plazas de Profesor adjunto deUni-
versidad que a continuación se indican: "Histor~a Contempo-
ránea y Universal.. {Facultad de Ciencias de 1& Información},
una plaza, .
Este Ministerio, previo informe de la Comisión Superior de
Personal, ha resuelto anunciar su provisión por concurso·
oposición, en turno libre. .
Los aspirantes deberán reunir los requisitos -exigidos en. el
Decreto 2212/1975, de 23 de agosto, por el que se regula el sis·
tema de ingreso en el Cuerpo de Profesores Adjuntos de Uni-
versidad. y en las normas aprobadas por Orden ministerie.l
de 23 de agosto de 19'76 ("Boletín Oficial del Estado- del 26).
El coneursv-oposición se regirá .,or las normas . aprobadas
por Orden de 23 de agosto de 1976 ("Boletín Oficial del Estado"
del 26).
A efectos de 10 dispuesto en la norma 5.1.dJ de la Orden
de 23 de agosto de 1976, la fecha de referencia será la de 1 'de
octubre de 197.5.
Con objeto de originar las menores alteraciones posibles en
el normal desenvolvimienw del curso académico se fija el
plazo máximo de un año entre la publicación d", la convocato-
ria y el comienzo dé los eJercicios.
Lo digo a V. I. para su 'conocimiento y efectos.
Dios "'Uar<ie- a V. I. muchos años. '
Madrid, o e,;.e diciembre de i976.--P. D.• el Director general
de Universidades, Juan Antonio Arias Bonet.
Ilmo. Sr. Director general de Universidades.
ORDEN de 9 de diciembre de 1976 por la que se
convoca con.curso.--oposición para la provisión d9
una plaza de ..Historia política :v social, moderna
y contemporánea.. (Facultad de Ciencias Políticas
y Sociología) en el Cuerpo de Profesores AdjuntoB
de Universidad.
Ilmo. Sr.: Vacantes las plazas de Profesor adjunto de Uni-
versidad- que a continuación sé indican:' -Historia política y
social, moderna y contemporánea. (F~ultad de Ciencias Políti-
cas y Sociología). una plaza.
_ Este Ministerio, previo informe de la Comisión Supérior ,de
Personal, ha resuelto anunciar ¡¡U provisión por concurso-oposi-
ción, turno libre. I
Los aspirantes deberán reunir 10& requisitos, exigidos en el
Decreto 2212/1975, de 23 de agosto, por el que se regula el sis-
tema de ingreso en el Cuerpo de Profesores Adjuntos de Uni·
versidad y en las normas aprobadas por Orden ministerial de
23 de agosto de 1976 (,,801etin Oficial del Estado» del 26).
El concurso~posici6n.se regirá por las normas aprobadas
por Orden de 23 de agosto de 1976 ("Boletín Oficial del Estado..
del 26). '
A efectos de lo dispuesto en la norma 5.l.d) de la Orden
de 23 de agosto de 1976, la fecha de referencia será la de 31 de
enero de 1976.
Con' obleto de originar las menores alteraciones posibles en
el normal desenvolvimiento del curso académico, se fija el plazo
máximo de un año entre la publicaci6n de la "'convocatoria y el
comienzo de los ejercicios.
Lo digo a V. J. para su conocimiento y efectos.
Dio,s guarde a V. I. muchos años.
Madrid. 9 de, diciembre de 1976.-P. D.• el Óirecter general
de Universidades. Juan Antonio Arias Bonet.
ORDEN de 9 de diciembre de 1976 por la que se
anuncia una plaza de "Estructuras -Económicas y
Sociales» (Facultad de Ciencias de la Informa·
ción) para su provisión por concurso-oposición.
turno libre, en el Cuerpo de Profesores Adjuntos
de Universidad.
Ilmo. Sr.: Vacantes las plazas (fe Profesor adjunto de Uni-
versidad que a continuación se inditan: "Estructuras Económi-
cas y Sociales" (Facultad de Ciencias de la' Información). una
plaza, . . ,
Este Ministerio, previo informe de la Comisión Superior de
Personal" ha r.esuelto anunciar su provisión por concurso~
oposición, en turno libre.
Los aspirantes deberán reunir los requisitos exigidos en el
Decretn 221:('.11975. de 23 de agosto, por el que se regula el sis-
tema de "ingreso en el Cuerpo de Profesores Adjuntos de Uni~
venidad, y en las normas aprobadas por Orden ministerial
d,e 23 de agosto de 1976 ("Boletín Oficial del Estado" del 26).
El concurso-oposición se r~girá por las nor:na.s _aprobadas
por Orden de 23 de agosto de 1976 ("Boletín Oficial del Estado"
del 2€).
A efectos de lo dispuesto en la norma 5.1.dJ de la Orden
de 23 de agosto de 1.976. la fecha de referencia será la de 1 de
octubre dEl 1975.
Con objeto de originar las menores alteracione~ posibles en
el normal de¡;envolvimiento del curso académico se fija 'el
plaz.o máximo de un año entre la publicación de -la convocato-
ria y el comienzo de los ejercicios.
Lo digo- e V. l. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 9 de diciembre de 1976.-P. D., el Director general
de Universidades, Juan Antonio Arias Bonet.
Ilmo. Sr. Director general... de Universidades.
Ilmo. Sr. Director general de Universidades.
ORDEN de 9 de diciembre ·de 1976 por la que se
anuncia lina plaza ete "Historia de los Medios Au~
diovisuales- (Facultad de Ciencias de la Informa-
ción) para su provi.yón por concU1'so~oposición,
turno Ubre. en el Cuerpo de Profesores Adjuntos
de Universidad. '
Ilmo. Sr.": Vacantes las plazas de Profesor adjunto de Uni·
versidad que a continuación se indican: ",Historia de los Me-
dios Audiovisuales» (Facultad de Ciencias de la Información).
una plaza,
Este Ministerio. previo informe de la Comisión Superior de
Personal, ha resuelto anunciar su -provisión por concurso-
oposición, en turno libre.
Los aspirantes deberán reunir los requisitos exigidos en el
Decreto 2:Z12/H!7.3, do 23 de agosto, por e~ que se regula el sis-
tema de mgr2SO en. el Cu€'rpo de Profesores Ad:untos de Uni-
versidad, y en las normas aprobadas por Orden minjsterial
de 23 de agosto de 1976 (..Boletin Oficial del Estado» del 26).
4,;;2:;O:-. 8_e-nero 1~9..;.77.:_ B..;.·;..,_O"",_u..;.e_I_E_,_N_u_m;:.,-.:7
Ilmo. Sr. Director general de Universidades.
504 ORDEN de, 9 de diciembre de 1976 por la que se
convoca concurso~oposiciónpa('a.. la provisión de tres'
plaza. de ...Soctologta.. (Facultad de Ciencias Poli·
ttcas :v SociologtaJ en el 'Cuerpo de Profesores Ad-
juntos de Universidad.
limo. Sr.: Vacantes las plazas de Profesor adjunto de U~·
versidad que a continuación se indican: «Sociología.. (Facuitad
de Ciencias Políticas y Sociología), tres plazas,
Este Ministerio, previo informe de .la Comisión Superior de
Personal, ha resueltO anunciar su provisión por concurso~
oposición. en turno libre.
Los aspirantes deberán reunir los requisitos exigidos en el
Decreto 2212/1975, de 23 de agosto, por el que se regula el sis-
tema de ingreso en el Cuerpo de Profesores Adjuntos de Uni-
versidad, y en las normas aprobadas por Orden ministerial de
23 de agosto de 1976 (..Boletin Oficial del Estado.. del 26).
El concurso-oposición se' regirá. por- las normas aprobadas
por Orden de 23 de agosto de 1976 (..Boletín Oficial del Estado·
del 26). ..
A eJectos de' ·10 dispuesto en la norma 5.1.d) de la Orden
de 23 de agosto de 1976, la fecha de referencia será la de 1 de
septiembre de 1973.
-Con objeto de originar las menores alteraciones posibles
en el normal desenvolvimiento del curso académico se fija el
plazo máximo de un año entre la publicación de la convoca·
toria y el comienzo de los ejercicios.
Lo digo a V. 1. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. 1. muchos afias.
Madrid, 9 de diciembre de 1976.-P. D., el Director general
de Universidades. Juan Antonio Arias Bonet.
Ilmo. Sr. Director general de Univ~rsidades.
503 ORDEN de 9 de diciembre de 197fJ por la que $e
convoca concurso-oposición para la provisión de una
plaza de; .Empresa Informativa.. (Facultad de Cien-
cias de la Información) en el Cuerpo de Profesores
Adjuntos de Universidad.
Ilmo. Sr.: Vacantes las p~zasde Profesor adj}l!lto de Uni-
versidad que a continuación se indican: ..Empresa lnformatíva,.
(Facultad de Ciencias de la Información), una plaza,
Este Minister~o, previo infortne de la ComIsión Superior
de Personal. 1)a resuelto anunciar su provisión por concurso-
oposición, en turno libre. .
'Los aspirantes deberlm reunir 'los requisitos exigidos en el
Decreto 2212/1975,. de 23 de agosto, por el que se regula el sis-
tema de ingreso en el Cuerpo de Profesores Adjuntos de
Universidad, y en las normas aprobadas por Orden ministerial
de 23 de agosto de 1976 (..Boletín Oficial del' Estado_ del 26).
El concurso·oposición se regirá por las normas aprobadas
por Qrdende 23 de agosto de 1976 (..Boletín Oficial del Estado-
del 26).
A efectos· de lo dispuesto en la norma 5.1.4) de la Orden
de 23 de agosto de 1976, la fecha de referencia será la de 1 de
octubre de 1975.
Con objeto de originar las menores alteraciones posibles. en
el normal desenvolvimiento del curso académico se fija el
plazo máximo de un afio entre la publicación de la convoca-
toria' y el coinienzo de los ejercicios.
Lo digo a V. l. para su cO,nocimiento y efectos.
Dios guarde a V. 1..
Madrid, 9 de diciembre de 1976.-P. D .. el Director general
de Univ~rsidades,·Juan Antonio' Arias Banet.
Ilmo. Sr. Director general de Universidades.
505 ORDEN de 13 de diciembre de 1976 pOr la que se
convoca concurso - oposición, en turno libre, ¡Jara
la. provisión de dos plazas de ..Investigación opera·
Uva .. (Facultad de Ciencias) en el Cuerpo de Pro-
fesores Adjuntos de Universidad.
Ilmo. Sr.: Vacantes las plazas de' Profesor adjunto de Uni·
versidad que a continuación se indican: ..Investigación opera-:
tiva_ (Facultad de Ciencias). dooS. plazas,
A efectos de lo dispuesto en la norma. S.l.d) de la Orden de
23 de agosto de 1976, la fecha de rEif",rencia serA la de 1 de
octubre de 1075.
Con objeto de originar las' Menores alteraciones posibles
en el narmaJ desenvolvimiento del curso' académico se fija el
plazo máximo de un año entre la publicación de la convoca·
torta y el comienzo de los ejercicios.
Lo digo a V. I. para Sl1 conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. 1. muchos años.
Madrid, 9 de diciembre -de 1976.-P. D., el D~rector general
de Universidades, Juan Antonio Arias Bonet.
Ilmo. Sr. Director general de UnIversidades.
ORDEN de 9 de diciembre de 1976 por la que se
convoca concurso~opo8ici6n para la provisión de
una plaza de .Psicologia.. (Facultad de Ciencia.s de
la Información) en el Cuerpo de Profesores Adjun-
tos de UniversidaJ. '
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ORDEN de 9 de diciembre de 1976 por 'la- que se
convoca concurso·oposición para la provisión de
una plaza de ..Opinión Pública.. (Facultad de Cien-
cias de la Información) en el Cuerpo de Profesores
Adjuntos de Universldad.
Ilmo. Sr.: Vacantes las plazas de Profesor adjunto de Uni-
versidad que a continuación se indican: ..Opinión Pública"
(Facultad de Ciencias de la Información). una plaza,
Este Ministerio, previo informe de la Comisión Superior de
Personal. ha resuelto anunciar su provisión por concurso~oposi­
ción. en turno libre.
Los aspirantes deberán reunir los requisitos exigidos en- el
Decreto 2212/1975, de 23 de agosto, por el que se regula el sis-
tema de ingreso en el Cuerpo de Profesores .. Adjuntos de Uni-
versidad, y en las normas aprobadas por Orden ministerial de
23 de agosto de 1976 (..Boletín Oficial del Estado.. del 26L
El concurso~oposición se regirá por las normas aprobadas'
por Orden de 23 de agosto.de 1976 (..Boletín Oficial del EstadO,.
del 26).
onDEN de 9 de diciembre de 1976 por la que 8e
convoca concurso-oposición para la provisión ele
una plaza de ",Movimientos' Artisttcos Contempord~
neos. (Ji'acultad de CIencias ele la Información) en
el Cuerpo de Profesores Adjuntos de Universid<u;j.
Ilmo. Sr'.: Vacánte las plazas de Profesor Adjunto de Uni·
versidad que a continuación se indican: ..Moviinientos Artísti-
cos Contemporáneos.. (Facultad de Ciencias de la Información),
una plaza.
Este Ministerio, previo informe de la Comisión Superior de
Personal, ha resuelto anunciar su provisión por concurso-oposi-
ción, en turno libre.
LOs aspirantes deberán reunir los requisitos exigidos en el
Decreto 221211975, de 23 de agosto, por el que se regula el
sistema de ingreso en el Cuerpo de Profesores Adjuntos de
Universidad, y en las normas aprobadas por Orden ministerial
de 23 de agosto de 1976 (..Boletín Oficial del Estado.. del 26>'
El concurso·oposic1ón se regirá por- las normas aprobadas
por Orden ministerial de 23 de agosto de 1976 (.Boletín Oficial
del Estado.. del 26). ,
A efectos de lo dispuesto en la norma5.1.d) de la Orden
de 23 de agosto de 1976, la fecha de referencia será la de 1 de
octubre de 1975.
Con objeto de originar las menores alteraciones posibles en
el normal desenvolvimiento del curso. académico Se fija. el
plazo máximo de un año entre la publicación de la convoca-
toria y el comienzo de los ejercicios.
Lo digo a V. I. para su conocintiento y efectos.
Dios guarde a V. 1. muchos años.
Madrid, 9 de diciembre de 1976.-P. D.. el Director gl'meral
de Universidades, Juan Antonio Arias Bonet.
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Ilmo, Sr.: Vacantes las plazas de Profesor adjunto de Uni-
versidad que a continuación se indican: .Psicología.. (Facultad
de Ciencias. de la Información) •.una plaza,
Este Ministerio, previo inforine de la Comisión Superior de
Personal, ha resuelto anunciar su provisión por concurso-oposi-
ción, .en tumo libre.
Los aspirantes deberán reunir los requisitos exigidos en, el
Decreto 2212/1975, de 23 de agosto, por el que se regula el sis-
tema de ingreso en .el Cuerpo de Profesores .Adj untos de Uni-
. versidad, y en las. normas aprobadas por Orden ministerial
de 23 de agosto de· 1976 (..Boletín Oficial del Estado» del 26).
El concUTso-oposición se regirá por las normas aprobadas
por Orden de 23 de agosto de 1976 (..Boletín Oficial del Estado.
del 26). \..
A efectos de lo dispuesto en la norma 5.l.dJ de la Orden
de 23 de agosto de 1976, la fecha de referencia será la de 1
de octubre de 1975.
Con objeto de originar las menores alteraciones posibles, en
el normal desenvolvimiento del curso académico se fija el
plazo máximQ: de un año entre la publicación de la convoca",
tona y el comienzo de los ejercicios.
Lo digo a V. I. para su' conocimiento' y efectos.
Dios guarde a V. l. muchos años.
Madrid, 9 de diciembre de 1976.-P. D., el Director general
de Universidadesi Juan Antonio Arias Bonet.




B. O. (fel E.-Num. 7 8 enero 1977 421
Ilmo. Sr. Suhuirector general de Gestión de Personal.
Se concede un plazo de quince días hábiles, contados a par-
tir del siguiente al de la publicación de la presente relaCión
en el «Boletín Oftcial del Estado.. , para reclamaciones sin ca-
rácter de recurso, previstas en el articulo 121 de la Ley de Pro··
cedimiento Admiriistrativo.
Lo que comunico a -V. l.
Dios guarde a V. I.
Madrid, 15 de diciembre de 1976.-El Director general, José
Ant~nio Sánchez Velayos.
Este Ministerio, previo informe de la Comisión Superior de
Personal, ha resuelto anunciar SU provisión por concurso-oposi-
ción, turno libre.
Los aspirantes deberán reunir los requisitos exigidos en el
Decreto 2212/1975. de 23 de ago,sto, por el que se regula el sis-
tema de ingreso en el Cuerpo de Profesores Adjuntos de Uni-
versidad y en las norinas aprobadas por Orden ministerial de
23 de agoste de 1976 {..Boletín Oficial del Estado.. del 26).
El concurso-oposición se regirá por las normas aprobadas
por. Orden de 23 de agosto de 1976 ("Boletín Oficial. del 'Estado..
del 26).
A efectos de lo dispuesto en la norma 5.1.dl de la Orden
de 23 de agosto de 1976, la fecha de referencia será la de 1 de
septiembre de 1973.
Con objeto de originar las menores alteraciones posibles en
el notmal desenvolviriliento del curso académico, se fija el plazo
máximo de un año entre la publicación de la convocatoria y el
comienzo de los ejercicios,
Lo digo a V, L para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. L muchos años.
Madrid, 13 de diciembre de 1976.-P. D., el Director gene-
ral de Univer~idades, Juan Antonio Arias Bonet.
Ilmo. Sr. Director general de Universidades.
Apellidos y nombre
..Tecnología cerámica, Procesos industriales»
Martíne:z Dalla, Jesús ..
"Preparación cerámica"




Ilmo. Sr.: Terminado el plazo de admisión de solicitudes de
aspirantes para tomar parte en la oposición libre para proveer
plazas vacantes de Profesores de término de Escuelas de Cerá-
mica, convocada por Orden ministerial de 2 de agosto de 19,76
(..Boletín Oficial del Estado» de 22,de octubre),
Esta Dirección General, hace pública la siguiente relación.
provisional de aspirantes admitidos y excluidos a la expresada
oposición:
RESDLUCIO-N de la Dirección General-de Personal
por la que se publica, la lista provisional de aspt-
ra,ntes admitidos y excluidos a la oposición libre
de Profesores de ..Cerámica».
ANEXO 1
Ilmo. Sr. Subdirector general de Profesorado Universitario.
RESOLUCION ae la Dirección General de Univer-
sidades por la que 8e 'publica la lista prOVisional
de opositores admitidos-:v excluidos en el concurso-
oposición de ocho plazas de ..Psicología general»
(Facultad de Filosofía y Letras), en el Cuerpo de
Profesores Ad;untos de Universidad.
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Ilmo. Sr.: Por Orden mínisterial de 28 de agosto último («Bo-
letín Oficial del Estado.. de 7 de septiembre) se convocó con-
.curso-oposición para la provisión de ocho plazas en el Cuerpo
de J:'rofesores Adjuntos de Universidad, para la disciplina de
..Psicología general» (Facultad de Filosofía y Letras). dándose
un plazo de treinta días hábiles para la formulación de solici-
tudes por los interesados, de acuerdo con el apartado 3.3 de la
Orden ministerial de 23 de agosto anterior .(..Boletín Oficial del
Estado" del 26).
Transcurrido el plazo de presentación de instancias y dando
cumplimiento al apartado 4.1 de la mencionada Orden minis-
terial,
Esta Dirección General ha resuelto lo siguiente:
1.'" Publicar en el anexo 1 de esta Resolución la lista pro-
visional de los aspirantes admitidos y excluidos, con expresión
de su nombre y apellidos.y.-el numero del documento nacional
de identidad. En los excluidos se especifica la causa de su ex-
clusión.
2.'" De acuerdo con el apartado 4.3 de la,Orden'ministerial
de 23 de agosto de 1976, los interesados podrán interponer re-
clamación contra la lista provisional, ante esta Dirección Ge-
neral de Universidades. en el plazo de quince días hábiles, a .
partir del siguiente al, de su publicación en el _Boletín Oficial
del Estado», todo ello de acuerdo con el artículo 121 de la Ley
de Procedimiento Administrativo. Una vez resueltas' las recla-
maciones presentadas se publicará la lista definitiva de oposito-
res admitidos al citado concurso-oposición.
Lo digo a V. I. p.ara su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I.
Madrid. 19 de noviembre de 1976.-El Director general, Juan



























..Historia. del Arte y de la Cerámica»
Álvaro Zamora, María Isabel .
Bes Clavel, José María , , ,.. ,'
Bolinches Molina, María Desamparados .
Bolinches Molina. Josefina ..
Cano Piedra. Carlos , ..
Cercas Dominguez, María del Pilar .
García Masana, 'Manuela .
García Serrano, Luis .
Garrido de la Calle, María del Pilar ..
Gimeno Pales, Federico ,. , ..
Martín Blázquez, Florencia .
Partearroyo Lacaba, Cristina ,.. " .
Pastor Payá, Dolores ,., .
Paz, García, Mana Adela ..
Pérez Calero, Gerardo , ..
Perpiñán YUl'ite, Avelino .
Rodríguez Paredes, Bernardino .
..Tecnología cerámica. Procesos industriaZes»
Botella ,Casar, Francisco ,. .
Calabuig Mico. Juan ..
Ferrer Olmos. Luis : ; .
García Portillo, Carmen ..
Excluidos
Por no justificar haber abonado el importe de los derechos
de examen y formación de expediente:
~ _..Preparación· cerámica»
Botella Casar, Francisco .
Calabuig Mico, Juan : .
Ferrer Olmos, Luis ..,.......................... '"
García Portillo, Carmen .
Av-l1idos y nombre
..Historia del Arte y de la Cerámica..








Arrufat Matéu, Antonio m. N. l. 40.028.135J.
BarrIga Jiménez, Silverio (D. N. l. 7.740.360).
Basurte Cisneros, Ignacio (D. N, 1. 31.113.957)
Bayes Sopena, Ramón (D. N. l. 36.189.376J.
Beltrán Llera Jesús (D. N. J. 7.595.417J.
Benedet Alvarez, María Jesús (D. N. I. 10.451.076).
Benedito Antolí, Vicente (D. N. l. 18.851.299). ~
Beroia Pardo, José {D, N. 1. 19.122.507J.
Blanco Pérez, Luis (D. N. I. 4.403.559l.
BIas Aritio Francisco de Asís (D. N. l. 1.373.050).
Burgaleta Alvarez, Rafael (D. N. I. 13.831.160J.
Caparrós Benedicto, Antonio JesúS (D. N. I. 17.336.789),
Delcla'ux Oraa Isidro (D N. l. 14.207.879J.
Domenech Llabería, Edelmira m. N. l. 37.864.309)
Dosil Maceira, Agustín (D. N. l. 33.145.182).
FalCón· Alonso. Pablo Miguel m. N. I. 42.713.283) ••
Fernández Ballesteros, Rocio {D. N. I. 1.450.7441.
Ferná-ndez Pardo, Francisco (D. N. l. 17.794.759).
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Excluidos
José Eugenio de Zárate y Pérez de Ayala, por no haber
presQntado el resguardo justificativo de haber ingresado el im~.
porte de los derechos de concurso.
Los interesados podrán interponer la - reclamación prevista
en el artículo 121 de la Ley de Procedimiento Administrativo, en
el plazo de .quince días hl'tbíles, a contar desde el siguiente
al de su publicación.
Las Palmas de Gran Canaria, 23 de diciembre de 1976.-El
Presidente.-106·A.
Gallart Capdevila, Jo~ María m. N. I. 37.202.986).
García Bordás, Miguel Angel <D. N. 1.36.891.253),
García Vega, Luis m. N.'} 12.123.921J.
Garrido Martín, Eugenio (D. N. 1 7.692.918).
Gascón Díaz. Gregoriu m. N. 1. 13.831.083l.
González Fernández, José Lorenzo m. N. l. 27.726.350).
Hernández Hernánde.z, Pedro (D. N. 1. 41.878:450).
Jañez Escalada, Luis m. N. I. 10.025.957).
Jiménez Butillo, Florencia m. N. I. fl.172.0aoJ.
Kirchner Coloro, Montserrat m. N. 1. 36.253.751),
López FeaI, Rafael m. N. I. 32.53ü.188),
López Ornat, Susana- (D. N. I. 1.367.035),
Maíllo Sánchez, José Maria m. N. 1. 7.700.755).
Maña Zafra, Eugenia {D. N. I. 31.051.993J.
Martín Ramirez, Jesús (D. N. 1. 3S0.Bao>.
Martínez Hernández, Mariana m. N. 1. 5.057.726J.
Mata Impuesto, José Luis de la m. N. 1. 639.854).
Mayor Martínez, Luis (D. N. 1. 22.489.924).
Mayor Simchez, Juan m. N. 1. 7.612.732>'
Monedero Gil, Carmelo m. N. 1. 27.995.632).
Mosquera Villar, José Luis m. N. 1. 33.147.833).
Munne Matamala. Federico m. N. 1. 37.048.703).
Pérez Gómez, Angel m. N. 1. 7.769.0931.
Polaina Lorente, Aquilino M. (D. N.l 232.666).
RodÍ'iguez González, Ansel m. N. 1. 37.234.953).
Rubio Gil, Luis (D. N. 1. 16.381.174).
Sárichez Arjona, Antonio (D. N. 1. 24.564.133).
Sánchez Blanque, Amadeo .m. N. 1. 23.669.681l.
Sánchez Turet, Miguel m. N. 1. 37.595.260L
San Martín' Castellanos, Rafael m. N. I. 35.787.666>'
Serra DesfUis, Emilia (D. N. 1.22.506.954).
Serra Raventós, Miguel (D. N. I. 37.607.310l.
Simón Pérez, Vicente (D. N. I. 73.731.684>'
Tora Tortosa, Enrique m~ N. I. 37.297.226).
Val Merino, Juan Antonio del {D. N. I. 540.989J.





RESOLUClüN de la Mancomunidad Interinsular de
Las Palmas por la que se hace pública la relación
provisional de admitidos y excluidos en el cO!J.cur·
so convocado para 'proveer en propiedad la plaza
de Viccoñcial Mayor de la Corporación.
Admitidos
1. Carlas E. Fernández Llidó.
2. Antoiüo Castro López,
3. Francisco Ricart Ruano.
RESOLUCION de la Comisión Gestora del Muni-
cipio de Bromar y Garcíez (Jaén) referente a la
inclusión de una plaza. más en la oposición para
Auxiliar de Administración General.
Ramos de Castro, Alfonso (D. N: 1. 11.496.773) ......Fuera de plazo.
En cumplimiento. de· la .norma 6.4 de la Resolución de la
Universidad de Sevilla de 18 de febrero de 1976' (<<Boletín Oficial
del Estado» de 27 de mayo) p()r la que se convocaban 11 prue·
has selectivas (turno libre) de Auxiliares para cubrir 57 va~
cantes en este Organismo autónomo, en las localidades de Cá-
diz, Jerez de la Frontera (Cádiz), _Huelva y Sevilla, en el día
de hoy, de c()nformidad con la Resolución de esta. Universidad
de fecha 19 de noviembre de 1976, se ha celebrado en el Vice-
rrectorado de la misma el correspondiente sorteo para. deter-
minar el, orden de actuación de lbs opositores a las citadas
pruebas, habiendo resultado del sorteo el' comienzo por la le-
tra ",P".
Sevilla, 16 de diciembre de 1976.-·El Rect.or, Manuel Suárez
Perdiguero.
Por acuerdo de esta CorpQre.ción, de fecha 30 de noviembre
de 1976, se incluye otra plaza vacante de Auxiliar de Adminis-
tración General en la oposición que se está tramitando- para
cubrir otra plaza de igual clase.
En consecuencia, eh el «Boletín Oficial dI) la Provincia de
Jaén.. número 178, de 3 de agosto de 1976, aparece inserta -la.
convocatoria par~ la provisión 'en propiedad de dos plaza va-
cantes de Auxiliares de Administración General, dotadas con el
sueldo correspc.ndiente al coefIciente 1.7, dos pagas extraor·
din3rias. trienios y demás retribuc'iones que legalmente le ca·
rrespondan. -
El ple.zc de presentación de solicitudes es de treinta. ,días
hábiles a ,partir del siguiente de la publicación de este edicto en
el ...Boletín Oficial del Estado, manifestando en elhs, que reúnen
todas las c()ndiciones referidas en la bzse 2.'" de la con-
vocatoria.
Bedmar y Garcíez, 4 de dicinínbre de 1976.-EI Alcalda-
El Secreta.rio.---14.835-'C~
508 RESOLUCION de la Universidad de Sevilla por laque se hace público el resultado del sorteo y orden
de actuación de los opositores a las I1 pruebas 8e·
lectivas de Auxiliares (turno Ubre).
512 RESOLUCION del Organo de Gestión de los Ser-vicios Asistenciales· de la Diputación Provincial de
Oviedo ro3-ferente al concurso para la contratación
de una'plaza de Médico adjunto de la Sección de
Radioterapia del Hospifal General de- Asturias.
Se cita a los sefiores opositores a' la 'plaza de Profesor agre-
gadodel Grupo XXIV; ..Historia de la Arquitectura», de la
Escuela Técnica Superior de Arquitectura de la Universidad
Politécnica de Valencia, convocada por Orden ministerial de
12 de septiembre de 1974 (<<Boletín Oficial del Estado.. de 31 de
octubre), 'para efectuar su presentación ante este Tribunal el
día 10de febrero 'de 1977, a las diecisiete horas, en '180 Sala de
Profesores de la Escuela Técnica Superior de . Arquitectura de
Madrid (avenida de Juan de H~rrera, Ciudad Universitaria). y
hacer entrega de una Memoria -por triplicado- sobre el con-
cepto, métodos, fuentes y programa de la disciplina, así como
de los trabajos científicos y demás méritos que puedan' apor·
tar; rogando a 108 señores opositores acompañen una relac;ión
-por quintuplicado- de dichos trabajos.
En este acto se dará a conocer a los señores opositores los
acuerdos del Tribunal en orden a la práctica de los dos últimos
ej ercidos. .




509 RESOLUCION del Tribunal del concurso-oposición
a la plaza de Profesor agregado del Grupo.XXIV.
«Historia de la Arquitectura», de la Escuela Técni-
ca Superior de Arquitectura de la Universidad Po·
Utécnica de Valencia por la que S8 cita a los opo-
sitores.
En el .Boletín Oficial de Ja Provincia de Oviedo» núme-
ro 269; correspondiente al día 23 de noviembre de 1976, se
publica íntegra la convocatoria del.ooncur80 pal"a la contrata-
ción de una plaza de Médico adjunto d'<3 la Sección de R-adiiote-
rapia del Hospital General de Asturias.
Los interesados deberán dirigir su solicitud al Presidenta del
Consejo de Administración .del Organo de Garrstión de los Ser-
vicios Asistenciales de la Diputación Provincial de Oviedo, «Hos-
pital General. de Asturias, calle Julián Claverie, sin número,
de Oviedo», antes de treinta días hábiles contados a partir de la
publicación del -presente anuncio en el «Boletín Oficial del
Estado,.. .
Documentos a acompañar: Por sextuplicado y encUaderna..
dos en un solo ejemplar.
Primero.-Documanto que acredite ,estar en posesión del
título de Lic~nclado l,m Medicina y Cirugía.
Segundo.-Currículum _vitae extenso y detallado.
T:.rcero.-Reladón de Centros dpnde se haya formado y tra·
bajado.
Cuarto.-Esqúema en que se señalen brevemente criterios qua
configuren el cont~nido de ~a plaza, organizaCión. programa de
trabajo, per_sonal, utillliie.ete. .
Quinto.-Enuineración de trabajos científicos y publicaclOnes
realizadas, acompañando copia o ,separata de los mismoS.
Oviedo.26d:e novWffibre d.e 1976.-EI Presidente.-14.461,C.
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513 RESOLUCION de la Junta lnterprovincial de Arbi-trios lnsular6ti de Santa Cruz de T~nerife referente
al concurso restringido para cubrir en propiedad,
por primera vez, las plazas del Subgrupo de Admi-
nistrativos pertenecientes al grupo de Admmistra-
ción General de esta Corporación.
Por el presente se rectifica anterior anuncio de esta Junta
publicado en el _Boletin Oficial del Estado,. número 296, de 10
de diciembre de 1976, en relación con el concurso restringido
entre funcionarios de los Cabildo.s Insulares y Mancomunidades
provinciales para cubrir. en propiedad, por primera vez, las
plazas del Subgrupo de Administrativos pertenecientes al grupo
de Administración General, en el sentido de que el Tribunal.
a tenor de 10 que establece el anexo 1." de la. norma quinta de
la Resolución de la Dirección General de Administración Local
de 18 de- agosto de 1975, publicada en el ..Boletín Oficial del
Estados número 205, de 27 de agosto del mismo año, estaré.
constituidc en la siguiente forma:
Presidente; El de la Corporación o miembro de la misma
en quien delegue.
Vocales:
'Un representante del Profesorado_ Oficial.
El Secretario de le. Corporación.
Un representante de la. Dirección General de Administración
Local, y
Un Funcionario Técnico o Administrativo de Administra( Ión
General, si existiere, que actuará de Secretario, salvo -que re-
cabe para sí estas funciones el de la Corporación.
En este Tribunal habrá representación paritaria de las dos
Mancomunidades provinciales, de conformidad con lo dispu,>to
en el articulo 33,2 de la Orden ministerieJ de 26 de novi~m­
bre de 1973.
Los aspirantes preaentarán sus solicitudes dilligidas al ilustrí-
simo señO! Presidente de la Junta, dentro del plazo de trejnt8
días hábilt?s, contados a partir del siguiente al de la publicación
de este convocatoria en el ..Boletín Oncial del Estado»,
Santa Cruz de Tenenfe, 17 de diciembre -de 1976.-El Se-






Excmos. Sres. Ministros de Justicia v del Ejército.
GOBIERNODELPRESIDENCIA
El Presidente de las Cortes Españolas,
TaBeUArO FERNANDEZ·MIRANDA y HEVIA
516 RESOLUC10N de la Subsecretaría de la Presiden·
cia del Gobierno por la que se djs,Done el cumpli"
m¡ento de ka senteJ1.eia dictada tJor el Tribunal
Supremo 6'n el recurso contencio8o-admini8tra~ivo
interpuesto por ~oña Benedicta Mar'in Gordonc~llo.
Excm08. Sres.: De orden del excel-anUsimo sefl.or Ministro
se publica, para general conocimieI'.to y cumplimiento en; s~s
propios tel min<Js. el fallo de l~ sentencia, dictada en 28 de )umo
de 1m por la Sala Quinta d~l Tribuna.l Supremo, en el recurso
celación solicitada por el mismo de 1& zona afectada por el
plan parcial de ordenación urbanística número veInticuatro de
dicha capital.
Articulo tercero.-5e deroga la Ley diez/setenta y cuatro de
trece de febrero, en cuanto se oponga & lo dispuesto en la pre-
sente.
Dada en Madrid a cuatro de enero de mil novedel1t()~ S(;-
tenta. y si-ete.
ORDEN de 22 de noviembre de 1976 por la que ,~e
declara muerto en campaña a don Ttburcio Per·
nández Sánchez.
Excrnos. Sres.: Como resultado del expediente incoado para
averiguar las causas del fallecimiento de don TIburcio Fernán·
dez Sánchez. a ef(tCtos de declaración de muerto en 'campaña.
solicitada por sus hijas dofta Avelina y dotia Bonifacia Fernán"
dez MUrlllo,
Esta Presidencia del Gobierno. de acuerdO- con e1 informe
emitido ,por el Consejo Supremo de Justicia. Militar y con la
propuesta formulada por el MInisterio del Ejército, ha tenid.o a
bIen declarar muerto en campai\a a don TIburcio Fernández
Sánobez, qUe ejercfa el ce.rgo de Secretario en pr:opiedad del
Juzgado Municipal de Quintana de la Serena (Badalo~l. y com-
prendidas las reclamantes en los beneficios de la Ley de 11 de
julio de 1941.
'Lo digo a VV. RE. a los precedentes efectos.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid. 22 de noviembre de 1976.
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LEY 18/1977. de 4 de enero, autorizando al Minis-
" terio de Hacienda para la enajenación directa -de
un inmueble sito en Valencia, barrio Benicalap,
en favor del Ayuntamiento de dicha capital,
La Ley diez/mil novecientos setenta y cuatro, de trece de
febrero, autorizó la venta en púbijoa -subasta de, entre otros, un
inmueble 'Sito en Valencia, barrio Benicalap con una superficié
de ocho hectá.reas cinco áreas y seis centiáreas. en el precio de
trescientos cinco millones novecientas veintidós mil ochocientas
pesetas.
Haciendo uso de la citada autorización se convocaron dos su-
bastas en los términoS' previstos en la legislación del Patrimonio
del Estado. que resultaron fanidas por falta de licitadores.
Con postE'!rioridad a la vigencia de dicha Ley y como conse-
cuencia de la aprobación de un plan parcial de ordenación urba-
nistica, se alteraron las condiciones del inmueble que, en el
futuro, sólo podrá ser destinado a Zdnas verdes y viales. El
Ayuntamiento de Valencia. ha solicitado, su enajenación directa
en el precio de ciento veintisiete mmanes quinientas nueve
mil pesetas, cifra que, en vista de las nuevas condicion",s urba-
nísticas _del inmueble. se considera aceptable por los Servicios
Técnicos del Ministerio de Hacienda.
Por otra parte, la Dirección General del Patrimonio del Es-
tado ha solicitado la reparcelaci6n de la zona afectada por
el mencionado :rolan de ordenación, .habiendo prestado el Ayun·
tamiento de Valencia su consentimiento para la reserva en f.~
vor del Estado de las compensaciones econ"lmicas a que dicha
repal':.;elación pueda dar origen.
En atención a lo expuesto se juzga conveniente modificar los
térmi.nos de la Lay citada, ·,n cuanto al inmueble de referenCIa..
aui:cJrizando su enajenación directa al Ayuntamiento de Valen·
cia en el precio indicado.
En su virtud y de conformidad con la Ley aprobada por las
Cortes Espafiolas, vengo en sancionar:
JEFATURA DEL ESTADO
Articulo primerQ.-Se autoriza al Ministerio de Hacienda pa-
ra enajenar directamente al Ayuntamiento de Valencia el bien,
propiedad del Estado, que a continuación se describe: Inmu~ble
en término munIcipal de Valencia, Barrio Benicalap,' con una
superficie de ocho hectá.reas cinco áreas y seis centiáreas v los
linderos siguientes: Norte, camino de servidumbre; Sur, calle
Luis Braille; Este, Caminó Hondo de Burjasot: Oeste. avenida
de Valencia a Burjasot. Inscrito en el Registro de la Propiedad
de Valencia-Occidente al tomo mil quinientos setenta y tres.
libro treinta At. quinta, folio doscientos seis, finca tres mil cu.a-
trocientas cuarenta y cinco, inScripción primera Ag. y desaf.
Dicho inmueble será dedicado, bajo condición resolutoria, a zo-
nas verdes y viales.
Articulo s~gundo.-El .precio de dicha enajenación s¡·rá el
de ciento veintisiete IQillones quinIentas nueve mil pesetas (pe-
setas 127.S09.()('O). debiendo hacerse constar en el otorgamientp
de la escritura de compraventa que el Ayuntamiento de Valen·
cia acepta la· reserva a 'faVor del Estado del derecho a las
. compensaciones económicas que pudieran derivarse de la repar~
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519contencioso-adminl9trativo· número 500.9&1, pro~ovido por. doñaBenediCi;a Martín Gordonc~llo,. sobre reco0':'Cirnlento de tIemPo
de servicios, cuyo pronunclanllento es del sIguiente tenor;
__Fallamos: Que desestimando la pretensión .en este proéeso
deducida por doña Benedicta Martín Cordoncillo frente a la
denegación presunta. pOr silencio, por la ~es~dencia del ~­
bierno (Dirección General de la Función PúblIca) de la, peti-
ción formulada por 18' mit.ma de que se le re~nozc~,. a efact.o
de trienios. los servicios prestados por ella, CO~O AUXlhar admI-
nistrativo, eventual. en el MinisterIo de TrabaJo, deben;tos dacl&.-
rar y declaramos q,ue tal denegación se encuentra, aJustada a
derecho. DesestImación d~ la pretensión de -la actora, que, co~o
enjuiciamiento del fondo c:..e la 'litis, impli'CB el rechazo preVlo
de la causa de inadmisibilidad planteada por el representante
d~ la Administractón en el proceso. Sin fmposición de costas."
10 que digo a VV EE.
Dios guarde a VV. EE.
Madrid, Z1 de octubre de 1976.--El Subsecretario, José Luis
Grau119ra Micó.
. Excmos. Sres....
RESOLUCION de la Subsecretaria d.e la Presiden-
cia del Gobierno por la que se .dispone el cumpli-
miento de la s@'ntencta dictaci.(l. por el Tribunal
Supremo en el recurso contencioso-administrativo
interpuesto po"" doña Marta Perfecta Marttnez Mar-
tinez.
Excmos. Sres.: De orden del excelentísimo señor Ministro
se publica, para gendral conocimiento y cumplimiento en sus
propios términos, el fallo dE la sentencif., dictada en fecha
22 de junio de 1976 por la Sala Quinta del Tribunal SUpl'emo,.en
el recurso contencioso-admimstrativo número 500.939, promOVido
pÓr doña María PerfeCta. MarUnaz Martínez, ,sobre reconoci-
miento' de servicios, cuyo pronunciamiento es del siguiente
tenor: .
RE80LUCION de la Subsecretaría de la Presí·
deneia del Gobierno por la. que se dispone el cum-
plimiento de la sen.tenciO dj.ctada par el Tribunal
Supremo en el -recurso contancioso-administrativo
interpuesto pOr don Antonio García Díaz y otros.
Excmoi:>. Sres.: Da orden del excelentísimo señor MinJstro
se publica, para general conocimiento y cumplimiento en sus
propios términos, Bl fallo de la sentencia, dictada en fecha 1 de
abril 'de 1976 por la Sala Quinta del Tribunal Supremo, en el
recurso conten'ci~o-administrativo 'número 503.189, promovido
por don Antonio García Diaz y otros, sobre integración en la
escala correspondiente, cuyo pronunCiamiento es del siguiente
teno.r:
"Fallamos: Que desestimando el. motivo de inadmisibilidad
aducido POr el Abogado ~el Estado, .y estimando en parte el
recurso contencioso·administrativo interpuesto por don Antonio
Ga.rcía Diaz. don José LeónCareche Solaguren, doña Angélica
Carretero Martín, doña Manuela Michelena C1orza, doña María
Veneranda Diez Monreal y doña Adelaida Barrutiabengoa Lasa,
contra la disposición finai terDera del Decreto número mn
quinientos cincuenta y seis, de dos de junio de mil novecientos
setenta y dos, y por el carácter complementario de ella, contra
la Orden de treinta dal mismo moor Y año, así como contra la
Resolución prasunta denegatoria der recurso de reposidón;de..
claramos, consecuentemente, nulas estas disposiciones alD. cuan·
to limitan los efectos eOonómicos y administrativos a la fe.cha.
de uno de julió de mil novecientos setenta y dus, y'declaramos
que l~ recurrentes tienen derecho a que tales efectos se re·
trotraigan a primara de enero ct€: mil novecientos sesenta y
ocho; condenando a la. Administ.ración a efeotuar lo nec€sario
para la efe<:tividad de estos derechos; y no hacemos especial
declaraCión sobre costas."
Lo que digo a VV. EE.
Dios'guarde a VV. EE,




Lo que digo a VV. EE.·
Dios guarde a VV. EE.
Madrid, 27 de ootubre de 1976.....,...& Subsecretario, J.osé Luis
Graullera Micó.
..Fallamos: Que se rechazan las, causas, de inadmisibilidad
articuladas por la Abogacía del Estado frente a la pretensión
en este proceso, deducida por doñ,s. Maria Perfe:cta ~artfnez
Martínez, contra la desestimación presunta, por silencIO, de. la
PrdlsidenciR. del Gobierno (Dirección General de la FunCIón
Pública), de la petición de la aciora, de qU3 se le reconozca,
s, efectos de trienios. los servIcios prestados por ella, con ca.rác~
ter eventual, en &1 lnstituto Nacional de Estadistica; pretensión
de la accionante que a su vez se desestima también. por- encon-




RESOLUCION de la Subsecretaría de la Presiden~
cm del Gobierno por 14 que se dispone el cumpli·
miedo da la sentencia dictada .por el Tribunal
Supremo en el recurso contencioso-administrativo
interpuesto petr don Carlos Chamizo de Rivas<
Excrnos. Sres.: De orden del excelentísimo señor Ministro
se' publica, para general conocimiento y cumplimiento -en sus
propios té.rminos, el faUo de la s.mtencia, dictada:' en fecha
6' de julio de 1976 por la Sala Quinta del Tribunal Supremo,
en el recurso contencioso-administrativo número 502_133. inter~
puesto por don Carlos Chamizo de Rivas, sobre· cómputo de,
servicios, cuyo, pronunciamiento es dal siguiente tenor:
RESOLUC10N de la Subsecretaria de la Presiden·
. cm del Gobierno por la que se dispone el cumpti-
miente.; de la sentencia dictada por el Tribunal
Supremo en el recurSG contencioso-administrativo
interpuesto por doña Carmen Alegrta Martinez.
Exomos. Sres.: De orden del excelentísimo señor. Ministro
se publica, para general conocimiaonto y cum~limiento en sus
propios términos, el fallo de la sentencia, dIctada en fecha
5 de iulio de 1976 por la Sala Quinta del Tribunal Supremo,
en el re-::urso contencioso·administrativo número 500.949, pro-
movido por doña Carmen AI¿,gría' Martínez, sobre reconoci·
miento de servicios interinod, cuyo pronunciamiento es del
siguiente tenor:
..Falla.mos: Que desestimamos el reOurso contencioso-admi.
nistrativo interpuesto po,r don Carlos Chamizo de Rivas contra
la resolución por silencio .administrativo de la Presidencia del
GobIerno, qua le denegó el cómputo de los servicios ,prestados
desde el d'iez de dlt::iembre de mil novecientos cuar.enta y cinco
al treinta y uno de diciembre de mIl novecientos cincuanta Y.
naeve, ambos in~lusive, a efectos administrativos, económicos y
funcio'1ales; acuerdo presunto que confirmamos como ajustado
a derecho; sin im¡x;sición de ias costas causadas en este
proceso." .
Lo que digo a vv. EE.
Dios guarde a VV. EE.
Madrid 3 de noviembre de 1976.-El Sll,bsecretario, José.
Luis GrauÍlera. Miro. ' -
Excmos. Sres... ,
..Fallamos: Que desestimando el presente recursO con tan-
cio;,w-administrativo interpuesto por doi'la Carmen Alegría Mar·
tínez contra la desestimaCión presunta de su petición a la Pre·
RESOLUCION de la Subsecretaria de la l're3fden-
cia. del Gobierno por la qUA s'e dispone el cumpH·
miento de la sentencia dictada POr el Tribunal
Supremo en el recurso _contencioso-aciministrativo
interpuesto '{JOr doña Marta del Carmen Acero Mar~
ttnez.
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Excmos. Sres.: De orden del exoelentisimo sooior Ministro
se publica, para general conocimiento y cumplimiento en Sus
propios "términos, el fallo de la sentencia, dictada en fecha 7 da
julio de 1976 POr la Sala QUinta del Tribunal Supremo, en el ,
recurso contencioso·administrativo número 501.574. promovido
por doña María del Carmen Acero Martinez, sobre rectificación
de coeficiente, cuya pronunciamiento es del siguiente tenor:
..Fall&mos: Que sin pronunCiamiento especial sobre las cos-
tas, estimamos el motivo de inadmisión opuesto por el Abogado
del Estado en cuanto al extremo de la aplicación a la recu-
rrente doña María del Carmen Ao¿.ro Martínez del coeficiente
p,ropio de, los Técnicos de grado r,ledio, y en lo demás que es
objeto del pres2nte recursv contencioso-administrativo. desas-
timamos la demanda v -confirmamos por estar ajustado a dere-
cho la Resolución d-e la Dirección General de la Función Públi·
ca, datada el Cuatro eLe junio doe mil novecientos setenta.•
Lo que digo a VV. RE.
Dios guarde a VV. EE.
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MINISTERIO DE HACIENDA
(l) Esta cotización será aplicable por el Banco de España a los dó-
lares de cuenta en que se formalice intercambio con los siguientes paí-
ses: ColombiA. Cuba y Guinea Ecuatorial.
MINISTERIO
DE OBRAS PUBLICAS
sid.ancia del Gobierno de reconocimiento de servicios interinos,
a efectos de trienios, debemos deClarar y declaramos válido y
subsistente tal hecho presunto por ser conforme a derecho;
sin hacer expNsa declaración de costas ...-
Lo que digo a VV. EE.
Dios guarde a VV. EE.




Asimismo, se advierte a los mismos interesados, que en. el
acto para el que se les cita. deberán presentar la e~critura de
propiedad de la finca o de contribución del derecho' que sobre
la misma ostenten. así como el último recibo de la cOntribución.
La relación de las fincas, con expresión del día y hora en
que se procederá la levantaci6n del acta en cada una de ellas,
es la siguiente:
MINISTERIO
DE EDUCACION y CIENCIA
Día 20 de enero de 1(}77
A 18J$ 9,30 horas.-Finca número 1: Don Eduardo Esteban
Fernández.
A las 10 horas.-Finca número 2: Viuda de ";'on Carlos Ve-
lasco Lozano.
A las 10,30 horaS.-Finca número 3: Don Federico Morales
Montes.
A las 11 horas.-Fincas· números 4, 8 Y 121 Don Claudia Vega
Sánchez.
A las 12,30 horas.-Fincas números 5 y 6: Don Rafael Linde
García.
A las 16 horas.-Fincas números 7 y 14: Don Antonio Aguilar.
Cregory.
A - las 17 horas.-Finca número 9: Doña Amparo Romero
Torres.
A las 17,30 horaS.-Finca número 10: Don Antonio Vega
Lomas.
Dia 21 de. enero de 1977
A las 9,30 horas.-Finca número 11: Don Francisco Pérez Va-
lenluela.
A las 10 horas.-Finca número 13: Don Carlos González Car-
cía.
A las 10,30 horas.-!"inca número-15: Herederos de don José
Aguilar Muñoz.
A las 1~ horas.-Finca nümero 1": Viuda- de don Manuel
Aguilar Cregory.
A las 11,30 horas.-Finca número 17: Don José Morales Mo-
reno.
A las 12 horas.-Fínca número 18: Don Casimiro Vera López,
A las 12,30 horas.-Finca número 19: Viuda de don Sebastián
Cabrera Vera..
A las 13 horas.-Finca número 20: Don Manuel' Montes Gon-
zález. .
A las 16 horas.-Fin,ca número 21: Don Antonio Olmo Carcía.
A las 16,30 horas.-Finca número 22: Don Antonio Martínez
Quesada.
A las 17 horas.-Finca número 23: Don Juan Vázquez Martas.
A las 17,30 horas.-FincB.s números 24 y 26: Don Antonio
Troya Sánchez.
Día 22 de enero de 1977
A las 9.30 horas.-Finca número 25: Don Antonio Rayo Mesa.
A las 10 horas.-Finca número 27: ·Don Justo Alarcón Ca-
rrasco.
A las 10,30 horas.-Finca número 28: Don Joaquín Ramírez
Zegri.
A las 11 horas.-Finca número 29: Don Antonio Olmo Zafra.
A las 11.30 horas.-Finca número 30: Don Leonardo Santos
Valenzuela.
A las 12 horas.-Finca número 31: Don Sehastién Cabrera
Vera.
A las· 12,30 horas.-Finca número s¿: Don Sebastián Murcia-
na Cabrera.
A. las 13 horas.-Finca número 33: Don Antonio Vázquez
Ramos.
A las 13,30 horas.-Finca número 34: Doña Carmen Romera
Vera.
Málaga, 27 de diciembre de 1976.-EI Ingeniero Jefe regional.
10.275-E.
ORDEN de 5 de enero de 1977 por la qüe se pro-
rroga el plazo de presentación de instancias y for-
mularios establecido por Orden ministerial de 18 de
diciembre de 1976.
Ilmo. Sr.: La Orden de 18 de diciembre de 1976. por la Que
se regula el otorgamiento de subvenciones a Centros docentes
no estatales para el curso académico 1976~77, establece un pla-
zo de quince días naturales a partir de su publicación para la
presentación de las solicitudes de subvención en las Delegacio-'
nes Provinciales del DepartamentQ, plazo que conviene ampliar
para hacerlo extensivo a fechas que no queden comprendidas
dentro del período no lectivo del calendario escolar.
En su virtud, este Ministerio ha dispuesto:
Articulo único. 1. Se prorroga por espacio de diez días na-
turales el plazo de presentación de instancias y formularios
establecido en el artículo décimo de la Orden ministerial de




































Mercado de Divisas de Madrid
BANCO DE ESPAÑA:
Divisas convertibles
Cambios oficiales del día 7 de enero de 1977
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1 dólar U. S. A. (J) .
1 dólar canadiense .
1 franco francés o •• O" •••••••• o ••• o •• o ••••••
1 libra esterlina .
1 franco suizo .
100 francos belgas ..
1 marco alemán .
100 liras italianas .
1 florín holandés , .
1 corona· sueca ..
1 corona danesa .
1 corona noruega ..
1 marco finlandés .
100 chelines austriacos .
100 escudos portugueses .
100 yens japoneses .
523 RESOLUCION de la Séptima Jefatura Regional de
Carreteras por la que se señalan fechas~ para el
levantamiento de las actas previas a la ocupación
de las finca.s afectadas p.or las obras que se citan .
.'Declaxada., de acuerd'o con lo dispuesto en el párrafo d) del
artículo 20 de la Ley 194/1964, de 28 de diciembre, la urgencia, a
efectos de expropiación forzosa con motivo de las obras: «1-J-272.
Ensanche y mejora del firme en_la CN. 323, de Bailén a Motril,
punto kilométrico 338,500 al 371.625. Tramo: Jaén~Campillo de
Arenas. Tramo 3.°", correspondiente al término municipal de
Campillo de Arenas (Jaén). y fiiada definitivamente la relación
de propietarios y fiIfcas afectadas por la mencionada obra, he
resuelto, en cumplimiento de 10 dispuesto en el articulo 52 de
la vigente Ley de Expropiación Forzosa de 16 de diciembre'
de 1Q54 y concordantes de su Regla.mento ejecutivo' de 26 de
abril de. 1QS7, señalar los días y horas que al final se relacio-
nan, para cada finca, el objeto de proceder al levantamiento de
las actas previas a la ocupación que preceptúa el citado artícu~
la. 52 de la Ley de Expropiación, acto.. que se celebrará en los
mismos terrenos objeto de la expropiación y al cual deberán
concurrir los, propietarios interesados o titulares de derechos
sobre los mismos bienes, por sí o por medio de representantes,
lC!s cuales, en todo caso, deberán ir provistos del correspon-
drente poder notarial suficiente para este acto, pudiendo además
los propietarios o los aludidos representantes personarse acom~
pa~ados de Peritos, los cuales deberán reunir las condiciones
exirida~ po!" el articulo 31 del citado Reglamento, y de un No-
tar!o, ~l aSl lo ~stimasen oportuno. advirtiéndose a los, propie-
tarIo.s il'!teresados que la incomparecencia al acto no .producirá
€fn mngun caso la suspensión del mismo.
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2. El plazo de treinta días, dentro ,del q..ue las Delegaciones
provinciales habrán de remitir a la D~recc16n G~neral de Edu-
cación Básica la documentación debldamente mformada, co-
menzará a contarse desde la finalización de la prórroga conee·
dida para la presentación de Instancias y. formulados.
Lo digo a V. l. para su conocimiento· y demás efectos.
Dios guarde a V. l.
Madrid, 5 de enero de 1977.
MENENDEZ y MENENDEZ
nmo. Sr. Director general de Educación Básica.
MINISTERIO DE TRABAJO
525 RE80LUCJON de la Dirección General de Ordena-
ción :Y Asistencia Sanitaria de la Seguridad 80cjal
por la que se aprueba el Reglamento del Centro
Especial -Ramón y -Cajal.. de la Seguridad Social.
Ilmo. Sr.: Por Orden de 29 de julio de 1976 el Centro Na:io-
nal de -Especialidades Quirúrgicas se reestructura y convierte
en el Centro Especial ..Ramón y Cajal- de la Seguridad Social,
y se prevé la promulgación del oportuno Reglamento en des-
arrollo de la misma. que en el plazo de tres meses habrá de ser
sometido a la aprobación. todo ello como consecuencia de lo
previsto en los articulos 104 y 121 de la Ley General de la Se-
guridad Social de 30 de mayo de 1974.
Por el Instituto Nacional de Previsión se- ha formulado la
correspondiente propuesta, de conformidad con lo establecido
al efecto en la precitada Orden.
En su virtud, esta Dirección General. en uso de las atribu-
oiones confericlas, ha resuelto lo siguiente:
Aprobar el Reglamento del Centro Especial ..Ramón y Ca-
jah de la Seguridad Social, que se adjunta como anexo a la
presente Resolución.
Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. l.
Madrid. 2B de diciembre de 1976.-El Director general, Javier
de Isturiz de Aguinaga.
I~mo. Sr. Delegado general del Instituto Nacional de Previsión.
REGLAMENTO DEL CENTRO ESPECIAL _RAMON y CAJAL>.
DE LA SEGURIDAD SOCIAL
TITULO PRIMERO
Carácter, tiDea y dependencia del Centro
Articulo 1.0 La Institución Sanitaria .Ramón y Cajal_ de la
Seguridad Social. Centro Especial de conformidad con lo dis-
puestci por la Orden del Ministerio de Trabajo de 29- de julio de
1976, en relación con los articulos 104 y 121 dé la Ley General
de la Segurldad Social de 30 de mayo de 197-4:, se regirá por lo
establecido en la antedicha Orden y por el presente Reglamento,
y en lo no previsto en ambas disposiciones, por lo determinado en
el Reglamento General para el Régimen, Gobierno y Servicio
de las Instituciones Sanitarias de la Seguridad Social, aprobado
por Orden del Ministerio de Trabajo de 7 de julio de 1972,asf
como por las disposiciones correspondientes emanadas de este
Ministerio.
Art. 2.° 1. Son fines específicos del Centro:
1.1. La investigación cientifica y el perfeccionamiento médi-
co-quirúrgico, mediante el desarrollo de programas clínicos y
experimentales.
1.2. Laform.ación general. en las distintas fases y campos
de la medicina, la especialización, la docencia de posgraduados
y el perfeccionamiento de los cuerpos facultativos de la Seguri~
dad Social. con preferente atención profesional a los Médicos
de Medicina General de los medios rurales. .
1.3. El estudio y. desarrollo de métodos y sistemas. tanto de
tipo asistencial como de ordenación sanitaria y farmacéutica,
cuya experlmentación pueda servir de ayuda para su extensión
a otras Instituciones de la Seguridad Social.
2. Son fines genéricos del Centro:
2.1. La asistencia sanitaria normal de una Residencia' Sani-
taria a la población beneficiária de la Seguridad Social, tanto
en régimen de internado como de consultas. comprendiendo la
asistencia de urgencia.
2.2. La 'asistericia' médico~quirúrgica especializada a los be-
neficiarlos de la Seguridad Social, en el nivel requerido por las
técnicas y servicios de que el Centro esté dotado.
Art. 3." El Centro desarrollará sus funciones asistenciales, de
docencia y de investigación en coordinación con las restantes
Instituciones Sanitarias de la Seguridad Social.
Art. 4.° 1. El Centro Especial «Ramón y Cajalo- dependerá
directamente de la Delegación General del Instituto Nacional de
Previsión.
2. La inspección, en SUB aspectos satlitario y asistencial.. co~
rresponderá a la Inspección de Servicios Sanitarios del Instituto
Nacional de Previsión.
3. La inspección administrativa corresponderá a la Inspec-
ción General de Servicios del Instituto Nacional de Previsión;
TITULO SEGUNDO
CAPITULO PRIMERO
Organ08. de gobierno y consultivos
Art. S.O El Centro Especial .Ramón y Cajal>o se configura
como una Institución de gestión participada que se encarna en
los órganos que. seguidamente se enumeran:
1. Los órganos de gobierno del Centro 'son:
1.1. Junta de Gobierno.
1.2. Comisión Permanente de la Junta de Gobierno.
1.3. Dirección del Centro.
2. Los órganos consultivos son:
2.1. Comisión' de Dirección.
2.2. Comisión de Administración.
2.3. Junta Facultativa.
2.4•. Com.isión de In..estigación.
3.8. Ccimisión de Formación y Docencia.
a.8. Comisiones Clínicas.
3. La representación de los intereses del personal, sin per-
juicio de las funciones profesionales que se incardinen en los
órganos relacionados en los dos puntos anteriores del prosente
articulo. corresponderá a los cargos sindicales. quienes actuarán
como unidad orgánica de expresión y promoción colectivas, cons-
tituidos en Comisión de Representantes Sindicales del Centro.
CAPITULO II
De la Junta de Gobierno
Art. 6." La Junta de Gobierno del Centro Especial ..Ramón
y Cajal» de la Seguridad Social. constituida en Pleno. tendrá la
siguiente composición:
1. Presidente: Será designado por el Director general de Or-
denación y Asistencia Sanitaria de la Seguridad Social, a pro-
puesta de la Comisión Permanente del Consejo da Administra-
ción del Instituto Nacional da Previsión.
2. Vicepresidente: Un Vocal trabajador. eJegido por el Con-
sejo de Administración del Instituto Nacional de Previsión de
entre los Consejeros de aquel caráCter que pertenezcan al.mismo.
3. Vocales n,atos:
El Director del Centro.
Los Coordinadores funcionales de Investigación y Docencia.
El Director de Asuntos Sociales.
El Jefe del Departamento de mayor antigüedad en el .s.ervi'-
cio como Médico en propiedad de la Seguridad-Social.
El Jefe de la Unidad de Enfermerta.
El Administrador del Centro.
•4. Vocales representativos:
Tres trabajadores elegidos por el Consejo de Administración
del Instituto Nacional de Previsión de entre los Consejeros de
aquel carácter que pertenezcan al mismo.
Un empresario elegido por el Consejo de _Administración del
Instituto Nacional de Previsión de entre los Consejeros de aquel
carácter que pertenezcan al mismo.
Cinco facultativos de la plantilla del Centro elegidos por y
en representación de cada uno de los grupos profesionales que
seguidamente se enumeran, debiendo recaer la elección en fa-
cultativo del grupo correspondiente: Un Jefe de Departamento,
Jefe de Servicio, un Jefe· de Sección, un Facultativo adjunto y
un Residente.
Un' representante del personal sanitario auxiliar titulado. ele·
gido por el de tal carácter de la plantilla del Centro.
Un representante tIe los Auxiliares de Clínica, elegido por
quienes pertenezcan a este grupo profesional dentro de la plan·
tilla del Centro:
Dos representantes del personal no sanitario designado, por
el personal de plantilla que tenga esta condición, de conformi-
dad al Estatuto respectivo, y
Dos representantes del Consejo Provincial de Trabajadores.
5. El Administrador del Centro actuará. como Secretario de
la Junta.
6. Los Vocales representativos de la Junta de Gobierno se
renovaran cada cuatro años dentro de cada grupo, en la forma
siguiente:
al Cuando la representación sea única. se renovará automá-
ticamente al término de los cu'atro afios. pudiendo ser reelegido.
bJ Cuando las representaciones estén constituidas por dos o
más miembros, cada dos años 'se renovarán la mitad. Si es nú-
mero impar. la primera renovación afectará a la mayoria. La
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determinación de los que deban cesar será por sorteo en lapri-
mera renovación y sucesivamente en sistema de rotación. Los
Vocales podrán ser reelegidos.
Cuando un Vocal deba ser sustituido por cualquier causa
antes de expirar su -mandato, el designado para sustituirlo sGrá
por el tiempo que faltase de ejercicio del cargo a su predeCesor.
La convocatoria para la"' elección correspondiente se hará por
la Dirección del Centro. --
Art. 7.° El Pleno de la Junta de Gobierno tendrá las siguien-
tes atribuciones:
1. Aprobar el plan económico del Centro para cada ejerci-
cio, como requisito prEivio a su elevación a la De-legMión Gene-
ral del Instituto Nacional de Previsión. dentro de los límites
generales presupuestarios vigentes en la Entidad Gestora.
2. Proponer a la Delegación General del Instituto Nacional
de Previsión las ampliaciones de crédito que considere nece-
sarias.
3. Informar y proponer a la Delegación General del Institutó
Nacional de Previsión las plantillas de personal del Centro, así
como de sus posibles modificac1onas posieriores.
4. Aprobar la ,realización de las obras de 'conservación y
entretenimiento c.uando su cuantia no exceda de los limites se·
ñalados por la Delegación General del Instituto Nacional de Pre-
visión, o proponer a ésta aquellas que sobrepasen los topes
fij~. .
5. Autorizar cuantos contratos de servicios- se consideren
aconsejables para la buena marcha del Centro.
6. Conocer e informar sobre las Memorias anuales y las
estadísticas del Centro, previamente a su envío a la Delegación
General del Instituto ~acional de Previsión y a los Organismos
competentes.
7. ConQger y refrendar, en su caso, la labor realizada por'
la Comisión Peramhente en las cuestiones reglamentadas como
de su competencia y en aquellas que le haya delegado o encar·
gada expresamente el Pleno de la Junta.
8. Resolver las denunciás o reclamaciones que sean. pres¡:,n-
tad~s sobre deficiencias o irregularidades observadas en el fun-
cionamiento de los servicios sanitarios del Centro, siempre que
la competencia para la resolución de las mismas no esté atri-
. buida a 'otro órgano administrativo o jurisdiccional, en cuyo
caso las elevará, informadas, a la Delegación General del Instí·
tuto Nacional de Previsión.
9. Trasladar a la Delegación General del -Instituto Nacional
de Previsión cuantas observaciones y sugerencias considere
oportuno formular sobre cu_álquier aspecto relacionado con el
Centro y, en términos generales, con la asistencia sanitaria;
encaminadas a su posible perfeccionamiento.
10. Conocer las instrucciones que dicte la Dirección para el
funcionamiento del Cent.ro.
11. Cualesquiera otras atribuciones conferidas por este Re+
glamento y por las disposici6nes vigentes.
Art.- 8.0 La Comisión Permanente de la Junta de Gobierno
tendrá la- siguiente composición:
1. Presidente: El Presidente de la Junta de Gobierno.
2. Vicepresidente: El Vicepresidente de la Junta de Gobierno.
3. Vocales:
El Director del Centro.
Los Coordinadores funcionales de Investigación" de .Docencia
y el Director de Asuntos Sociales.
Un trabajador designado por la Junta de Gobierno entre los
Vocales trabaíadores de la misma en representación del Conse-
jo de Administración del Instituto Nacional de Previsión.
Un trabajador designado por la Junta de~Gobierno entre los
representantes en la misma del Consejo Provincial de Traba·
jadores.
Cinco Vocales representantes del personal del Centro, de
los cuales tres serán -Facultativos, designados .por - la Junta
de Gobierno de entre sus Vocales que tengan tal carácter.
El Administrador del Centro, quien, además, actuará como
Secretario de In Comisión.
Art. 9.0 Corresponde a la Comisión Permanente de la -Junta
de Gobierno:
1. Aprobar la cuantía del fondo circulante para las necesida-
des ordinarias del Centro.
2. Autorizar las transferencias de crédito que proceda reali·
zar dentro dei Plan económico aprobado. .
3. Examinar e informar, con su aprobación o reparos, las
cuentas mensuales del Centro rendidas por la Administración.
4. Celebrar concursos, subastas, adjudicaciones y contratas
de suministros de víveres y material de consumo inmediato, o
susceptible de almacenamiento, necesario para el funcion~mien·
to normal de. los servicios, así como de cualquier tipo de equipo.
material o dotación, todo ello dentro de -los límites presupues-
tarios.
5. Autorizar las bajas de material fungible, reponible o in-
ventariable del Centro, disponiendo la enajenación del materlal
y productos inservibles.
6. Acordar la realización de obras do conserJ"aci6n y con~
trataci6n de servicios de entretenimiento de locales, de instala-
ciones especiales, del mobiliario y aparatos, cuando así se
estime conveniente y exista crédito disponiple en el Plan eco-
nómico.
7. Informar en lo concerniente a obras de reforma, am~
pliación y adaptación de locales y actuar, en su caso, de
acuerdo con las instrucciones recibidas del Pleno de la Junta.
8. Autorizar, formalizar, -ejecutar y, en su caso, resolver
los contratos de obras y servicios de todo tipo, ·siempre que se
disponga del crédito necesario para ello.
9. :Cstar informada por la Dirección, para su posterior so-
metimiento a la decisión del Pleno cuando así proceda, de los
acuerdos adoptados por las Comisiones de Dirección y Admi-
nistración, así como -del funcionamiento de los Servicios, de las
necesidades económicas, asistenciales y técnicas que para el
desarrollo de su especial cometido presente en todo momento
el Centro, proponiendo aquellas orientaciones que considere
precisas y que la expe-nencia aconseje tanto en el orden sani-
tario como en ~l eConómico·administrativo.
Art. 10. El Pleno de la Junta de Gobierno funcionará con
alTeglo a las normas siguientes:
1. La Junta de Gobierno en Pleno se reunirá cada dos' me-
ses en sesión ordinaria y tantas veces· como las circunstancias
lo requieran en sesión extraordinaria por decisión del Presi-
dente 0_ a petición razonada por escrito de la. mayoría de sus
miembros.
2. El plazo para convocar, tanto las reuniones ordinarias
como las extraordinarias, será, al menos, de setenta y dos
horas, y a la convocatoria deberá acompadarse el.orden del día
a. tre.tar, así como. en su' caso;' la documentación cOlTespondiente
a Jos asuntos que requieran un estudio previo de antecedentes.
3. .Para celebrar las reuniones será preciso, en primera con-
vocatoria. la presencia, al menos, de la mitad más uno de los
miembros que constituyen la Junta' de Gobierno. y, en segunda
convoca.toria, será válida la. reunión cualquiera que sea el nú w
mero de miembros presentes. -.
4. Los acuerdos adoptados en cada reunión se harán constar
en acta suscrita por el Secretario, con el visto bueno del Presi~
dente de la Junta de Gobierno. Las actas, en unión de sus an-
tecedentes, serán custodiadas en la Administració!1 del Centro.
5. Los acuerdos ~eré.n· tomados por mayoria, debiendo figurar
en acta los votos especiales que se fcrmulen en relación con-
los acuerdos adoptados.
6. Los acue.rdos de la. Junta d-e Gobierno serán elevados a la
Delegación General del Instituto Nacional de Previsión dentro del
plazo de tres días há.biles de haber sido adoptados, considerán-
dose firmes y ejecutivos si en el plazo de otros ocho días há~
biles no se recibiera comunicación en contrario.
7. Cuando la Delegación General estime que algún acuerdo
no se ajusta a los preceptos reglamentarios, formulará adver-
tencia que implicará el aplazamiento automático de la ejecución
del acuerdo hasta que resuelva lo que proceda.
Art. 11. 1. La Comisión Permanente de la Junta de Go-
bierno del Centro se reunirá, al menos. dos veces por mes, ri·
giéndose, en cuanto a sus normas de funcionamiento, por las
generales aplicables al Pleno.
2. Los acuerdos que adopte dentro de la esfera de su com·
petencia no serán ejecutivos hasta que se haya cumplido lo
dispuesto en el articulo 10.6, y se informará de los mismos· al
Pleno en la próxima sesión que se celebre.
Art. 12. En caso de aUsencia. del Presidente y del Vicepre-
sidente, tanto en el Pleno como en la Comisión Permanente.
asumirá la Presidencia de las sesiones el trabajador de mayor
edad de entre los Vocales representativos elegidos por el Con~
sajo de Administración del Instituto.
CAPITULO III
De la Dirección del Centro
-Art. 13. El Director del Centro Especial .Ramón· y Cajal.
será un Médico nombrado por la Comisión Permanente del Con·
sejo de Administración 'del Instituto Nacional de Previsión, a
propuesta de la Junta de ,Gobierno del Centro. Dicho puesto
será incompatible con el ejercicio de funciones asistenciales.
Art. i4. Corresponden a la Dirección del· Centro las siguien-
tes funciones:
1. Asumir la representación oficial del Centro.
2. Ejercer la superior autoridad denL.:>' de la Institución,
sobre todos los Departamentos, Servicios y Unidades y personal
integrado en los mismos.
3. Coordinar las· actividades de los diversos Departamentos
y Servicios del Centro, informando de su decisión a la Comi-
sión de Dirección.
4. Resolver los conflictos de atribucioneS y competencias que
pudieran plantearse entre los distintos Departamentos y Ser.
vicios del Centro.
5. Aplicar el presente Reglamento y las normas legales de
aplicación en el funcionamiento ce la Institución.
6. Corregir las deficiencias que se observen en el desenvol-
vimiento de los Departamentos y Servicios del Centro, velando
por el ma.ntenimiento del orden y la disciplinar de todo el
personal.
7. Supervisar y controlar todos los Departamentos y Serví·
cios del C~ntro, así como los documentos oficiales que se pro-
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duzcan en los mismos y el cumplimiento ~del horario de todo
el personaL'
8. Promover al máXimo las atenciones personales en la asis-
tencia a los enfermos, así como la diligencia, eficacia,calidad
y rendimiento de dicha asistanc,ia,
9. Atender a la realización permanente de los fines del Cen-
tro, promoviendo el desarrollo de los programas específicos que
sean definidos por las correspondientes Comisiones.
10. Participar en la selección _del personal del Centro, de
conformidad con los preceptos de este Reglamento y las dispo-
siciones vigentes sobre la materia. '
11. Emitir los informes de gestión que se solicitan por los
órganos y personas competentes para ello.
12. Promover las encuestas y estudios asistenciales y hos-
pitalarios y programar los que sean encomendados.
13. Redactar las Memorias y autorizar las estadísticas del
Centro.
14. Autorizar las certificaciones ael Centro, así como cual-
quíer otro ·documento que hayá de surtir efectos oficiales.
15. Proponer a la Junta de Gobierno, prevía 'consulta con la
Comisión de Dirección, las instrucciones de régimen interior con-
venientes para el funcionamiento de la Institución.
16. Confirmar los Planes económicos y de necesidades del
Centro que, confeccionados por la Administración, de conformi-
dad con las normas emanadas de la Delegación General del
Instituto Nacional de Previsión, de la propia Dirección y de la
Gerencia, en su, caso, hayan de ser presentados posteriormente
a informe y aprobación de ros órganos de gobierno.
17. Vigilar la marcha económica del Centro, procurando su
adecuación entre el rendimiento de los Servicios y la evolución
de los costos de sostenimiento de los mismos.
18. Ejercer la Jefatura' de todo el personal del Centro, cual-
quiera que sea su cargo, clase o categoría.
19. Proponer a la Junta de Gobierno las medidas necesarias
para una mayor eficacia en su gestión.
20. Desarrollar cuantas misiones. específicas y no reseñadas
anteriormente lo sean por la Delegación General del Instituto
Nacional de Previsión o por la Junta de Gobierno.
21. Ordenar los pagos del Centro.
Art. 15. Por la Comisión Permanente del Instituto Nacional
de Previsión, y a propuesta del Delegado general de dicha En·
tidad Gestora. podrá nómbrarse Subdirector o Subdirectores,
quienes han de ser Médicos y que, bajo las órdenes inmediatas
del Director del Centro, asumirán las funciones y responsabili-
dades que éste delegue en ellos.
CAPITULO IV
De la Comisión de Dirección
Art. l6. La Comisión de Dirección tendrá la siguiente com-
. posición:
1. Presidente: El Director del Centro.
2. Vicepresidentes: Los Coordinadores funcionales de Inves~
tigación y Docencia y el Director de AS1,lntos Sociales.
3. Vocales Los Facultativos de carácter representativo de la
Junta; de Gobierno del Centro.
4. El Jefe de la Unidad de Enfermería.
5. El Administrador del Centro, quien, además, actuará
como Secretario.
Art. 17. Las atribuciones de la Comisión de Dirección serán
las funciones de asesoramiento de la Dirección en las materias
siguientes:
1. La valoración del rendimiento cualitativo y cuantitativo
de las pr9yecciones funcionales, tanto clínicas como formativas
y de investigación de los Servicios del Centro.
2. Realizar el análisis permanente de las funciones del Cen.
tro a través de:
al Estudio de los aspectos clínico·asistenciales, docentes o
de investigación, vinculados a la función de cada uno de los
Servicios.
b) Análisis de los 1l1ódulos hospitalarios.
3. Conocer los informes técnicos resultantes de la Junta Fa·
cult~tiva del Centro, de las Comisiones Clínicas y cuantas suge-
renCIas sean conducentes a la adopción de las medidas necesa-
rias para· la más perfecta organización de los Servicios, insta-
laciones o cualquier otro problema técnico-asistencial que por
su naturaleza correspondan al ámbito de la competencia de la
Dirección.
. 4. Estudiar las cuestiones que sean propuestas por los Ser-
VleJOS del Centro.
5, Informar las adquisiciones de los medicamentos.
6. Informar los planes generales de actuación del Centro
tanto en los- aspectos clínico·asistenciales como' docentes y d~
investigación.
7. Infonnar sobre las plantillas "del personal de los Servicios
del Centro.
8. lilformar el Plan de Necesidades del Centro, así como los
planes o peticiones extraordinarias.
. 9. Ser info;mada de los expedientes de recompensas o san~
ClOnes que se Instruyan al personal sanitario o de otro tipo per-
tenecientú al Centro, así como de la resolución que en su dia
recaiga.
10. Conocer y, en su caso, informar cuantos asuntos deonto-
lógicos, jurídicos o incidencias medicolegales surjan en el Cen~
tro.
11. Conocer las instrucciones y normas que la Dirección
dicte para el buen funcionamiento del Centro.
Art. 18. La Comisión de Dirección se reunirá. al menos una
vez al mes, pudiendo acordarse por la Presidencia el ritmo más
conveniente de las reuniones. Las normas de funcionamiento
serán las mismas que regulen el de la Junta de gobierno.
CAPITULO V
De la Comisión de Administración
19. La Comisión de Administració~ tendrá la siguiente com~
posición:
1. Presidente: El Presidente de la Junta de Gobierno.
2. Vicepresidente: El Director del Centro.
3. Vocales:
Los coordi,nadores funcionales de Investigación y Docencia.
El Director de Asuntos Sociales.
Un Jefe de Departamento y un Jefe de Servicio que sean
Vocales representativos de la Junta de Gobierno,designadfl:8
PDr los Vocales facultativos de tal carácter.
Dos Vocales representativos designados por la Junta de Go~
bierno entre sus Vocales que tengan aquel caráctsr.
El Administrador del Centro, quien además actuará como
Secretario.
Art. 20. La Comisión de Administrac~ón tendrá las siguien-
tes atribuciones:
1. Informar las adql,Jisciones de material de curas. ~naterial
sanitario fungible y demás efectos sanitarios.
2. Informar las propuestas de· adaptación, ampliación y re-
forma de locales.
3. Informar el Plan Económico del Centro.
4. Conocer los resultadOB económicos mensuales del Centro.
5. Informar los cODcursos, subastas y adjudicaciones que
son competencia de la Junta de Gobierno.
6. Informar las bajas de material inventariable.
7. Proponer a la Comisión Permanente de la Junta de Go-
bierno la realización de obras de conservación y entreteni~
miento de locales, instalaciones eo\>peciales, mobiliario y material
de uso, cuando para ello exista consignación suficiente en el
plan económico.
8. Proponer cuantas orientaciones se consideren precisas para
el mejor funcionamiento del Centro en el orden administrativo
y económico.
9. Orientar y fiscalizar la organización administrativa del
Centro y la contabilidad analítica encaminada a la valoración
económica del rendimiento de sus Departamentos y Servicios.
10. Proponer a la Comisión Permanente de la Junta de Go-
bierno las medidas necesarias para el cumplimiento de las
obligaciones económicas contraidas por servicios asistenciales.
Art. 21. La Comisión do Administración se reunirá al menos
una vez al mes, y sus normas de funcionamiento serán las mis·
mas que regulan el de la Junta de Gobierno. .
CAPITULO VI
De la Junta Facultativa
Art. 22. La Junta Facultativa del Centro tendrá la campo·
slción siguiente:
1. Presidente: El Director del Centro.
2. Vicepresidente: Los Coordinadores funcionales de Inves·
tigación. de Docencia y el Director de Asuntos Sociales.
3. Vocales: -
3.1. Los Jefes de Departamento.
3.2. Los Vocales facultativos de carácter representativo de
la Junta de Gobierno. '
3.3. Ocho Jefes de Servicio. cuatro Jefes de Sección, dos Fa-
cultativos adjuntos y un Facultativo residente, todos ellos del
Centro, elegidos por los fa.C'ultativos de plantilla de cada uno de
los grupos profesionales respectivos.
3.4. El Jefe de la. Unidad de Enfermería.
3.5. El Vocal representante del personal auxiliar sanitario
titulado de la Junta de Gobierno.
3.6. El Administrador del Centro, quien además actuará como
Secretario.
Art. 23, Las atribuciones de la Junta Facultativa serán las
siguientes:
1. Informar en relación con las características técnicas, ge-
nerales o básicas, que deben reunir .los medicamentos, material
de curas y sanitario fungible. equipos. matensl y efectos s~ni­
tarios de cualquier tipo que hayan de ser incluidos ~ el Plan
de Necesidades u objeto de adquisición, con destino al-Centro.
2. Proponer la adaptación, ampliación y reforma de locales
que tengan un fin sanitario. informando sobre las n·ecesidades
requeridas.
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3. Coordinar las neCiJsidades de material y de otros ef()ctos
que hayan de ser propuestos para su inclusión en el ·Plan de
Necesidades, procurando establecer un orden prioritario en
cuanto a su _adquisición, defin3endo sus características de for-
ma tal quo permitan una fácil identificación funcional.
4. Conocer los acuerdos de las Comisiones Clínicas.
.. ~. Informar sobre los planes generales de actuación del
Centro.
e. Efectuar 'el análisis permanente de las funciones del Cen-
tro y proponer cuanto pueda redundar en su perfeccionamiento.
7. 'Orientar y conocer los resultados alcanzados en el des+
arrollo de las funciones del Centro. '
8. Informar sobre cualquier -problema ~cnico del Centro.
9. Estudiar cuantas funciones de índole científica le sean
propuestas por cualquiera de sus miembros, previa presenta~
ción, por escrito, con la antelación debida para que pueda ser
incluido en el orden del día. .
10. Emitir los informes que se soliciten por los órganos com-
petentes.
11. Informar las denuncias o reclamaciones que sean pre·
sentadas sobre deficiencias o inegularidades observadas en el
funcionamiento de los Servicios Sanitarios del Centro y sobre.
las propuestas EPlcaminadas a la mayor y mejor prestación de
los expresados S~rvicios.
12. Designar los representantes en las Comisiones Clínicas.
Art. 24. 1. Los acuerdos de la Junta Facultativa serán tras-
ladados por la Dirección del Centro para su estudio a la Comi·
sión de Dirección y ulterior trámit~ a la Junta. de Gobierno.
2. La Junta Facultativa se reunirá al menos una vez al
mes. y su régimen de funcionamiento será similar al de la
Junta de Gobierno.
3. La renovación de los Vocales a que se refieren los. pun-
tos 3.2, 3.3 Y 3.5 "del artículo 22, punto 3. de esta Resolución,
se efectuará por analogía- al procedimiento establecido en el
artículo 6, punto 6, de la misma.
CAPITULO vn
De las Comisiones de Invest'igación y Formación y Docencia
Art. 25. 1. La Comisi~n de Investigación estará constituida
como sigue:
Presidente: El D¡'rector del Centro.
Vicepresidentes: El Coordinador funciopal de Investigación
y el· Jefe del Departamento de Investigación.
V0G..ales: Seis Facultativos de F'la,ntilla del Centro designados
por la Junta Facultativa.
Secretario: ,El Administrador del Centro.
2. En la Comisión de Investigación podrá tener audiencia,
previa solicitud. cualquier Facultativo del Centro que plantee
un tema de la competencia de esta Comisión,
Art. 26. La Comisión de Investigación estará encargada de
la promoción. asesoramiento, planificación, continuación y su-
_pervisión- de la actividad investigadora del Centro.
Art. 27. La composición de la Comisión de Formación y Do-
cencia será la siguiente:
Presidente: El Director del Centro.
Vicepresidente: El Coordinador funcional de Docencia.
Vocales:
Cinco Facultativos de la plantilla del Centro, elegidos por y
en representación de los estamentos siguientes: Un Jefe de
Departamento. un Jefe de ServJcio, un Jefe de Sección. up.
Adjunto y un FacultatiVo residente.
El Jefe de la Unidad de Enfermería.
Un Ayudan-te· Técnico Sanitario. elegido por y en represen-
taC(ión de su grupo profesional.
Secretario: El Administrador del Centro.
Art. 28. La Comisión de Formación y Docencia programará.
coordinará y supervisará las funciones docentes del Centro. Asi-
mismo valorará y decidirá las competencias docentes de los
miembros del Centro.
Art. 29. '1 Las Comisiones de Investigación y Formación y
Docencia se reunirán con la frecuencia que se considere nece--
saria para el correcto desarrollo de su misión, y se regirán por
analogía a las normas previstas en este 'Reglamento para la Jun-
ta de Gobierno.
2. En ausencia del Presidente. asumiÍ'á la presidencia de las
sesiones el Coordinador funcional correspondi.ente.
CAPITULO VIII
De las Comisiones CUnicas
Art. 30. El Centro contará con las siguientes Comisiones Clí-
nicas:
Comisión da Historia Clínica y Archivo.
Comisión de Tejidos y Neoplasias.
Comisión de Mortalidad y Complicaciones.
Comisión de hifecciones.
Comisión de _Ur,:rencias. -
Cpmisión ·de Farmacia.
Comisión de Publicaciones.
Comisión de Admisión y Consultas Externas.
Comisión de Informática.
Comisión de Estudios Humanosl
Podrá contar igualmente con aquellas otras que a juicio de
la Dirección y de la Comisión de Dirección .convenga crear en el
futuro, de acuerdo con. las necesidades del Centro;
Art. 31. La misión fundamental de las· Comisiones Clínicas
será la de establecer un control permp.nente de calidad dé la
asistencia y contribuir con el estudio (le sus respectivas áreas
al logro de una mayor funcionalidad y eficacia de las distintas
actividades del Centro. complementando. en su caso, la de las
Comisiones de Investigación y Docencia. y estarán vinculadas
a la Dirección del Centro. a la que .rendirán cuenta de su
gestión.
Art. 32. 1. La composición de las Comisiones Clínicas, con
las excepciones recogidas en los artículos 33 y 35, será la SI-
gUiente:
Presidente: Un Jefe de Departamento o de Servicio, elegido·
por la Junta Facultativa.
Vocales: Seis Facultativos de 'la plantilla del Centro, elegi-
dos igualmente por la Junta Facultativa.
2. Podrá incorporarse a las Comisiones cualquier miembro
del Centro que la Junta Facultativa considere pertinente.
'3. El Presidente f los Vocales serán renovados cada cuatro
años, pudiendo ser r,elegidos; en su funcionamiento y renova·
ci6n, las Comisiones se regirán, por normas análogas a las de
la Junta de Gobierno. Actuará de Secretario eL Vocal más
joven. . _ .. .
4. Cuando el Director asista a las ComiSIOnes Chmea¡:; osten-
~tará automáticamente la Presidencia. .
5. En todo caso. las Comisiones Clinicas gozarán de plena
autonomía para realizar su función, debiendo convoca!'" a todas
sus reuniones a la Dirl1Cción del Centro.
Art. 33. 1. La Comisión de Informatica entenderá en todo
lo referente al proceso de datos.
2. La Comisión de Informática estará compuesta como se
indica en el artículo anterior para las Comisiones Clínicas. os-
tentando la Presidencia el Jefe- de Servicio de Informátic.a del
Centro.
3. ' Serán cometidos fundamentales de esta Comisión:
3.1. El establecimiento de normas generales de actuación del
Servicio de Informática del Centro.
3.2. La· supervisión de los estudios previos para la corltrata-
ción o adquisición _de equipos del Servicio de Informática del
Centro.
3.3. La supervisión y coordinación permanente de todas las
actividades relacionadas con el tratamiento de la información.
Art. 34. La Comisión! de Estudios Humanos tendrá la misión
de estudiar y aprobar los protocolos de· investigación humana
en su vertiente ética. como requisito previo para su valoración
por la,Comisión de Investigación.
Art. 35. La Comisión de Farmacia se constituirá con la com-
poSición- prevista en el artículo 32 de este. t;teglamento. 8~cepto
el Presidente. que será el Jefe del ServICIO de FarmacIa del
Centro.
Art. 36.- La Comisión de Urgencias propondrá cuantas medi~
das considere pertinentes para la asistencia de enfermos e,,:ter·
nos que, requiriendo una atención urgente. precisen de medidas
inmediatas para prolongar la vida o prevenir consecuencias crí-
ticas.
Art. 37. La Comisión de Publicaciones velará por la -más
adecuada selección de fondos documentales a adquirir, así como
la adecuada solvencia científica de cuantas publicaciones ostente
la referencia a su origen en el Centro Especial_Ramón y Cajah.
Art., 38.· La Comisión de Admisión y Consultas Externas ve·
lará por la calidad y rendimiento de la función asistencial en





De la investiga.ción y de la formación y docencia
Art. 39. Para el adecuado desarrollo de los fines especIficos
del Centro existirá un Coordinador Funcional de Ihvestigación
y un Coordinador Funcional de D<>cencia que, a las órdenes
directas del Director del Centro; serán responsables de sus
respect'ivas áreas dEi competencia. Formarán parte de los ór·
ganos de gobierno y consultivos y asumirán la Vicepresidenc:ia
de las Comisiones de Investigación -y de Formación y DocenCia,
respectivamente.
Art. 40. El Coordinador Funcional de Investigación impulsará
y coordinará el estudio. análisis y experimentación de técnicas
y sistemas asistftnciales tendentes al logro de la me10r calidad
en la prestación sanitaria v dispensación farmacéutica de la
Seguridad Social, ya-su valoración y extensión a las Institu-
ciones Sanitarias·de la Segurirlad Social.
Art. 41.· El Coordinador Funcional de Docencia del Centro
Especial ordenará la ensefianza general y eS'Pecializada, conf?c·
cionará planes· y programas docentes y atenderá a la meJor
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formci'ción de los facultativos y residentes; velará por el per-
feccionamiento y puesta al día de los facultativos especialistas;
organizará cursos y comisiones nacionales e internacionales de
formaCIón general y especializada y atenderá, mediante un sis-
tema permanente de formación, que comprenderá las técnicas de
enseñanza a distancia, a la información y pérfeccionamiento de
los Medicas de ,Medicina General en zonas rurales.
Art. 42. 1, Los Coordinadores Funcionales de Investigación
y de Docencia serán nombrados, entre tit1,!.lados de Grado Sup.e-
rior de reconocida solvencia profesional. por el Delegado gene-
ral del Instituto Nacional de Previsión, a propuesta en terna
del Director del Centro, previo concurso de méritos .
2. Las bases por las que s~ resuelva el concurso de méritos
serán aprobadas por la Junta de. Gobierno del Centro.
Art. 43. 1. Existirá en el Centro un Departamento de Inves~
tigación específicamente destinado a la investigación científica
y al perfeccionamiento de la Medicina.
2. Corresponderá al Jefe del Departamento de Investiga~ión
desempeñar la función rectora del Departamento y ejercer per-
sonalmente la jefatura del mismo, promoviendo y organizando
la lábor de investigación científica del Departamento, facili-
tando y asesorando los trabajos de investigación de las restantes
unidades del Centro.
Art. 44. Para el adecuado desarrollo de los fines específicos
dj:ll Centro, todos los Servicios, a través del personal especifica-
mente designado al efecto, contribuirá, sin menoscabo de la
función asistencial que tiene encomendada, a las actividades
docentes y de investigación dentro de su competencia.
CAPITULO II
De la organización técnica asistencial
Art. 45. El Centro Especial ..Ramón y Cajal- de la Seguridad
Social se estructura de conformidad con un criterio de jera.:rquh
zación de las diversas funciones asistenciales que tiene encamen·
dadas, quedando las unidades médicas, quirúrgicas y generales
debidamente coorditladas para' toda la Institución.
Art.46. Sin perjuicio de la configuración futura que'la diná-
mica funcional del Centro' aconseje adoptar en lo sucesivo y con
las excepciones a que se refiere la disposición final primera
de este Reglamento, la unidad. asistencial es el Servicio.
Art. 47. 1. Los Servicios se estructurarán en Secciones, a
través de las cuales se realizarán· de modo específico las acti-
vidades que los Servicios desarrollen en la Institución.
2. La composición y funciones ,asistenciales de cada una de
estas Unidades básicas tendrán la extensión que en cada caso
corresponda.. atendido el carácter del Centro y las necesidades
de los Servicios.
3. Cuando las características de la función encomendada lo
aconsejen, la categoría mé.xima de una. especialidad podrá tener
el rango de Sección.
Art. 48. El· Centro Especial ..Ramón y Cajal- constará, como
mínimo, de los Servicios indicados en el anexo de este Regla-
mento.
Art. 49. Los Servicios serán únicos para cada es.pecialidad
y se organizarán 6Jl forma de unidades funcionales que asegu-
ren al Centro una labor de equipo. coordinándose para estable-
ce unidades medicoquirúrgicas, servicios generales -comunes,_
áreas de hospitalización, áreas de consultas externas y áreas
de urgencia.
Art. 50. Los Jefe's de Departamento, en tanto existan, de
acuerdo con la disposición final primera de este Reglamento,
desempeñarán actividades quirúrgicas, impulsarán y serán res-
ponsables de. la labor asistencial, científica y docente de los
Servicios quirúrgicos de sus respectivas especialidades,. depen·
diendo de la Dirección del Centro.
Art. 51. Los Jefes' de Servicio de Especialidades Quirúrgicas
a que se refiere el artículo anterior dependerán de-los Jefes
de Departamento, cuando existan. Los restantes Jefes de Ser-
vicio dependerán directamente de la Dirección del Centro. A to-
dos ellos les corresponderán' las funciones y obligaciones que
se establecen en el Reglamento General para el Régimen, Go-
bierno y Servicio de las Instituciones Sanitarias de la Seguridad
SociaL '
Art. 52. Los Je{es de Sección y Facultativos adjuntos igual-
mente tendrán la dependencia, funciones y obligaciones que se
señalan en el Reglamento General indicado en el artículo an-
terior. '
. Art. 53. El área de Consultas Externas se organizará en el
Centro para la asistencia, en régimen ambulatorio, de pacien-,
tes cuya hospitalización no sea necesaria.
Art. 54. 1. El área de Urgencia se estructurará para la aten.
ción inmediata de los procesos asistenciales de este carácter
dentro de los grupos nosológicos que corresponden a los Servi-
cios de especialidades de .que está dotado el Centro.
2 Este área se organizará de forma qUe garantice la conti-
nuidad del proceso asistencial y tendrá prevista la atención
médica del enfermo inmediatamente de su llegada al Centro.
Art. 55. 1. La Jefatura de la Unidad de Enfermería depen-
derá directamente de la Dirección y regulará las actividades de
todo el personal sanitario y. auxiliar titulado yno titulado que
se integre en la plantilla del Centro.
2 Las funciones y cometidos de la Jefatura de la Unidad
de Enfe:rmería serán las que se indican en el Reglamento Gene-
ral para el Régimen, Gobierno y Servicios de las Instituciones
Sanitarias de la Seguridad Social.
CAPITULO III
De la org.anizaci6n administrativa
Art. 56. 1. Por la Comisión - Permanente del Instituto Na·
cional de Previsión y a propuesta del Delegado _general de dicha
Entidad Gestora podrá nombrarse un Gerente, quien, bajo las
Órdenes inmediatas del Director, asumirá la responsabilidad de
la gestión del Centro, a eXCepción de las materias técnico-asis-
tenciales, -dependiendo de él tanto el Administrador como el Di~
rector de Asuntos Sociales.
2. El nombramiento deberá recaer en personal que ostente
el titulo de Gerente de Hospitales, quedando incorporado como
Vocal a las Juntas de Gobierno y Facultativa, así como_ a las
Comisiones de Dirección, Administración, de Personal y a cua'D~
tos órganos Colegiados proceda en relación con sus funciones.
Art. 57. Corresponderá al Gerente, en general, programar
y controlar todas las actividades que se atribuyen en este Re·
glamento al Administrador y al Director de Asuntos Sociales,
así como cuantas le sean conferidas por la Delegación General
del Instituto Nacional de Previsión, por la Junta de Gobierno
o por la Dirección del Centro.
Ar:. 58. 1. La Administración del Centro integrará. bajo
la responsabilidad directa del Administrador, los servicios ad-
ministrativos, de mantenimiento y generales del edificio hospi·
talario. ~
2. El Administrador será responsable ante la Dirección o,
en su caso, ante la Gerencia, de las distilitasUnidades y fun-
ciones que le estén encomendadas y será nombrado por el Dele-
gado general del Instituto Nacional de Previsión, a propuesta
de ·la Junta de Gobiemodel Centro.
Art. 59. El Administrador tendrá las funciones siguientes:
1. Actuar 'como Secretario, con voz y voto, en las sesiones
que celebren los órganos Colegiados que -l.sí lo tengan previs-
to en este Reglamento. levantando las actas en que se recojan
los acuerdos que se adopten, las que suscribirá en unión de los
correspondientes Presidentes.
2. Ejecutar los acuerdos dictados por la Delegación General
del Instituto Nacional de Previsión, por la Junta de Gobierno
y parla Dirección, proponiendo las medidas que estimen con·
venientes para su mejor desenvolvimiento en cuanto a planifi~
cación, organización y coordinación de la administración general
del Centro.
3. Asumir la responsabilidad directa de cuantas funciones
emanen de las actividades de los órganos que integran la Ad-
ministración.
Art. 60. 1. La Administración General del Centro se estruc-
turará en las siguientes Unidades:
1.1. Unidad de Asuntos Generales y órganos de Gobierno.
1.2 Unidad de Personal.
'1.3. Unidad de Presupuestos, Intervención y Contabilidad.
1.4. Unidad de Suministros e Inventarios.
1.5. Unidad de Admisión,· Cargos y Tesorería.
2. Cada una de estas Unidades estará dirigida por un Jefe
de Unidad, responsable directo de la misma ante el Adminis-
trador general. y se desarrollarán en tantos grupos de trabajo
como sean precisos para llevar a cabo una .labor ágil y eficaz.
Art. 61. La Unidad de Asuntos Generales y órganos de Go·
bierno tendrá las siguientes cometidas:
1. Llevar a cabo las convocatorias de todas las reuniones
que celebran la Junta de Gobierno y su Comisión Permanente;
las Comisiones de Dirección y Administración y la Junta Facul~
tativa del Centro. de conformidad con las normas vigentes y con
las órdenes que el Administrador reciba de sus órganos supe-
riores. '
2. Custodiar las actas y sus ane~os. dando· curso procedente
a la documentación y a los acuerdos en relación con lo tratado.
3. Preparar, para su ·presentación a las Cornj,siones Adminis-
trativa y Permanente, los expedientes de adquisiciones, recaban-
do los informes técnicos y efectuando s11 valoración, la' docu~
mentación relativa a otras adquisiciones, así. como las diversas
propuestas; y estadisticas.
4. Registrar y distribuir la correspondencia de entrada y sa"
lida relacionada éon todas las actividades del Ce,ntro, mediante
el sistema establecido por el Instituto Nacional de Previsión
o que de forma expresa se determine, lo que resultará de obli-
gado cumplimiento para todos los Departamentos, Seryicios y
dependencias administrativas y asistenciales.
5. Recibir y custodiar ordenadamente el archivo general que
contenga la documentación pasiva del Centro.. durante el pe-
ríodo legal o que se establezca por la Delegación General del
Instituto Nacional de Previsión.
6. Cuidar de que los Departamentos, Servicios, dependencias
y locales en general presenten el decoroso estado de aseo. lim~
pieza y ornamentación a que le obliga su función sanitario-
asistencial. proponiéndo las medidas que considere más adecua~
das para conseguirlo.
Cuando sea autorizado para ello, desarrollará los concursos
o trámites que encaminen 8 la contratación de los servicios
que correspondan.
• 7. Tener a su cargo la organización y vigilancia en cuanta
al funcionamiento de las cafeterías. cocinas, comedores y len~
cería general. ubicados en el recinto del Centro, preparando las
normas por las que han de regirse.
B. o. del E.-Núm. 7 8 E'nero 1977 431
8. Organizar, vigilar y controlar el buen funcionamiento de
los diferentes sistemas de comunicación a fin de conseguir el
máximo rendimiento. .
9. Organizar la vigilancia de todo el recinto exterior.
10. Cuidar de todo lo concerniente a la prestación de servi-
cios complementarios que puedan establecerse con miras a con-
tribuir al mejor desenvolvimiento de los fines del Centro.
11.· Organizar y controlar los cometidos asignados a los dife-
rentes grupos de personal no sanitario de servicios generales.
12. Cuantos otros cometidos de carácter general no queden
específicamente encuadrados dentro de las restantes Unidades
administrativas.
. Art. 62. La Unidad de Personal comprende las siguientes
funciones: .
1. Cumplimentar las normas establecidas por la Delegación
General del Instituto Nacional de Previsión en cuanto a la se-
lección del person~l, en la forma que expresamente se deter-
mine.
2. Confeccionar, con. la información que se le facilite, ·)os
anteproyectos de plantillas para cada ejercicio, que serán so-
metidos a 1& aprobación de Jos drganos de Gobierno:
3,. Ejercer el debido control sobre las pta.ntillas aprobadas.
4. Tramitar los nombramientos. contratos o autorizaciones
de personal que sea asignado al Centro en virtud de concurso,
oposiciones o autorizaciones emitidas por la Delegación Gene-
ral del Instituto Nacional de Previsión, por la Junta de Gobier-
no o pot la Dirección, en la forma que se determine. ._ .
5. Legalizar la situación del personal del Centro en relación
con la legislación social y fiscal.
6. Cumplimentar. con la antelación suficiente, la documen~
tación que permita liquidar las obligaciones contraidas con el
personal y con los Organismos sociales y fiscales afectados.
7. Tramitar y hacer efectivas cuantas prestaciones familiares
y sociales correspondan al personal. de conformidad con lo eS-
tablecido en los correspondientes Estatutos Juridicos y con las
normas vigentes en la materiu. -
B. Facilitar - la información de efectos económicos que, con
referencia al personal, deba ser recogida por la Unidad de
Presupuestos en los Planes eccn6micos anuales del Centro.
9. Colaborar con la Dirección, los Jefes de Departamento,
de Servicio y de las distintas Unidades, así romo con la Ins4
pección de Servicios Sanitarir!s. al control de absentismo y de
la debida disciplina del per ~onal.
10. Llevar a cabo la apertura. actualización y custodia de
los expedientes de personal del Centro, no permitiendo el ac-
ceso a los misrnosinás que a las personas, debidamente autori-
zadas.
11. Cuantos otros cometidos de carácter general o específico
le sean encomendados en relación con funciones propias de la
gestión de personal. •
Art. 63. La Unidad de Presupuestos, intervención y Contabi·
lidad desarrollará las siguientes funciones:
1. Confeccionar, con la información que obre en su poder
y la que le sea fadlitada en su momento, el anteproyecto de
los Planes económicos del Centro, cumplimentando las normas
dictadas por la Delegación General del Instituto Nacional de
Previsión, y las órdenes que reciba a través' del Administrador,
procedentes de la Junta de Gobierno, de la Dirección y de la
Gerencia.
2. Proponer las transferencias y ampliaciones de créditos que
se estimen precisas para hacer frente a las obligaciones dima·
nadas del funcionamiento del Centro.
3. Desarrollar la contabilidad general, analítica y de costos.
4. Presentar mensuahnente. los resultados económicos de la
gestión. confeccionando mformes,' estados de cuentas, balances
y estadisticas económico-administrativas que se detenninen.
5. Relacionarse a través de los canales por los que debe
circular la información que ha de ser tratada en la Unidad
de Informática, analizando' posteriormente los resultados obte-
nidos.
6. Custodiar, debidamente ordenados, los justificantes con-
tables y demás documentación propia de la Unidad, durante
el perípdo qua ordene la Delegación General del Instituto Na-
cional de Previsión.
7. Fiscalizar los gastos que se realicen con cargo a los
diferentes créditos existentes en los Planes económicos y de ne-
. cesidades, vigilando sus remanentes. Del mismo modo. actuará
respecto·a lQS Grédit-os especiales que sean concedidos al Centro
o al personal dependiente del mismo.
8. Intervenir y tramitar las facturas y documentos libera-
torios de las obligaciones fiscalizadas, incluidas las derivadas
de la gestión de personal; y que le sean com-q,nicadas mediante
documentación autorizada por la respectiva Unidad.
9. Intervenir y formalizar el cobro de las facturas emitidas
por prestaciones facilitadas a personas asistidas que no ostenten
la calidad de beI\eficiarios de la Seguridad Social.
10. Intervenir y formalizmo los ingresos de cualquier tipo
que puedan producirse a favor del Centro.
1!. Realizar el arqueo de caja. comprobando 1.<.1,05 operaciones
formalizadas, bien a través de movimientos de efectivo o me-
diante cuentas bancarias.
12. Conectar con la Unidad de Admisión de enfermos a fin
de vigilar la evolución de las partidas pendientes de cancelar
por prestaciones Q. :terceros.
Art. 64. La, Unidad de Suministros e' Inventarios tendrá las
siguientes funciones:.
1. Confeccionar. de acuerdo con las directrices que imparta
la Delegación General del Instituto NucionaI de Previsión, los
Planes de necesidades del Centro, en su doble, aspecto:
1.1. Material de activo fijo o inversión, ya se trate de. pri·
mera dotación o de reposición, con la información que le sea
oportunamente facilitada.
1.2. Material de consumo o fungible y de reposición, con la
información que obre en su poder o la que le sea facilitada
como compl~mento.
2. Desarrollar, con la máxima rapidez, el contenido de los
Planes de necesidades, mediante los sistemas de adquisición
que ,para ello se esta.blezcan por la Delegación General ..del InS·
tituto Nacional de-Previsión 'Y por la Junta de Gobiernp del
Centro.-
3. Cuidar de que el ma,terial considerado como de almacena-
miento se encuentre debidamente clasificado y ordenado, de for-
m!'!. tal que permita establecer el control real y periódico de
existencias en almacén. __
4. Estudiar y fijar los cupos máximo y mínimo que deban
regular las existencias de· almacén, a fin de que en todo mo·
mento esté asegurado el puntual funcionamiento de los Servicios
asistenciales y administrativos.
5. Tramitar a la. Unidad de Presupuestos y Contabilidad,
a la de Iilformática y a la de Asuntos Generales y órganos
de Gobierno la documentación que produzca o 'lue procedente
de otras Unidades. Servicios. Entidades o particulares, haya de
surtir efecto, ser tratada en las mismas, una vez comprobada
y conformada, o ser objeto de examen yau{orización.
8. Confeccionar y mantener actualizado el ínventario gene~
ral del Centro, verificando su· cOIJ.tenido.
7. 'Custodiar, debidamente ordenada, toda la documentación
procedente de los concursos, adquisiciones y suministros de todo
tipo, así como los inventarios durante el período de tiempo
que ordene la Delegación General del Instituto Nacional de
Previsión.
a.Confeccionar los informes, estados de situación y estadis-
ticas que le sean solicitadas. .
9. Cumplimentar cuantas otras misiones le sean encomen-
dadas.
Art. 65. La Unidad de Admisión, Cargos y Tesorería le co-
rresponde:
1. Todas las misiones administrativas relacionadas con la
admisión de enfermos. el).· sus vertientes de hospitalización,
consultas externas y urgencias.
2. Facilitar los datos precisos a los puestos generales de in-
formación, así como a los de planta, a fin de que permanezcan
actualizados en todo momento.
3. Coordinar. de acuerdo con los facultativos, las Secreta~
rías de planta y servicios, de forma que queden siempre debi-
damente atendidas. .
4. Establecer los contactos. que deben existir con la Inspec-
ciónCentral, con las Jefaturas Provinciales de Servicios Sani-
tarios y con. la Subdirección Médica de la Delegación Pro-
vincial del Instituto Nacional de Previsión de Madrid, a fin de
poder disponer de los documentos y datos que le sean necesarios
para la buena marcha del serVicio de admisión.
5. Planificar la recogida de los datos que sean precisos y
proceder a la facturación de las prestaciones que sean facilita·
das a personas no beneficiarias de la Seguridad Social, conform€
a la normativa vigente ó que se establezca.
6. Llevar a cabo los trámites precisos encaminados a la con-
ce'sión dé prótesis y otJ;:as prestaciones reglamentarias, pero que
no han de ser soportadas por el Centro de una forma directa.
sino que han de serlo con cargo a otras cuentas técnicas de la
Segundad Social.
7. Controlar administrativamente a los enfermos y sus acom-
pafiantes que, procedentes de otras provincias, se encuentren
recibiendo asistencia en régimen de consulta externa o en es·
pera de hospitalización, a efectos de pago de dietas y viajes,
si procediera. .
a. Controlar los servicios de ambulancias que puedan reali-
zarse con cargo al Centro por Entidades o particuiares, propo-
niendo que se estudien y establezcan los correspondientes con-
ciertos.
9. Llevar a cabo diariamente el cuadro de los enfermos has·
pitalizados, relacionándose directamente con la cocina, a efectos
de facultar ª ést6: los datos precisos que !e permita preparar
y suministrar la debida alimentación a los enfermos.
10. Tener asu cargo, bajo la inmediata responsabilidad de
un Jefe de Equipo, que actuará como Cajero, las funciones de
tesorería del Centro.
11. Custodiar. debidamente clasificada y ordenada, la docu-
mentación propia de la Unidad durante el tiempo que esta-
blezca la Delegación General del Instituto Nacional de Previ-
sión. '
12. Confeccionar cuantos informes y estadisticas sanitario-
administrativas le sean ordenados y caIgan dentro' del ámbito
de su competencia.
13. Cumplimentar cuantos otros trabajos y misiones le sean
encomendados.
Art. 66. Dependiendo del Administrador general. y bajo la
responsabilidad directa de un Ingeniero Técnico del Centro, se
organizará, una, Unidad Técnica, a la que corresponderá:
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1. Planificar y lle~ar a cabo el mantenimiento preventivo
da los edificios, de todas sus instalaciones especiales y de los
vehículos.
- 2 Planificar el mllutenimiento, estableciendo, las, revisiones
periódicas de todos los aparatos cl~nicos, así como de todo el
mobiliario general y sanitario.
3. Llevar a efecto con la máxima celeridad las reparaciones
y puesta a punto de las instalaciones, apartas clínicos y del
mobiliario. cuando e11tre dentro de sus posibilidades, o trami~
tanda, en otro caSo, los avisos a las firmas especializadas que
proceda, vigilando su cumplimiento•. a, fin dlil que su paraliza-
ción origine la menor perturbación pos~ble a los Servicios.
4. Cuando se estime de interés estudiarA las condiciones
técnicas que deben exigirse en la contratació'n de instalaciones
y aparatos clínicos o especiales, supervisando el cumplimiento
de los contratos.
5. Elaborar cuantos proyectos le sean solicitados, emitiendo
informe sobre- los asuntos que le sean requeridos.
6. Elaborar las Memorias que sobre el edificio y sus insta-
laciones le sean encomendadas.
7. Ejercer la Jefatura inmediata de todo el personal espe-
cial .y de oficios adscrito a la Unidad, organizando los turnos
de tHlbajo de forma tal qUe quede garantizada ta continuidad
del funcionamiento de todos los servicios básicos del Centro y
de sus talleres auxiliares.
8. Cuantas otras funciones, respecto a sus cometidos, le
sean encomendadas. .
Art. 67. Bajo la directa dependencia del Gerente, si existie-
ra, o del Administrador, se constituirá una Unidad de- Asesoría
Jurídica., al frente de la cu~l estará. un Letrado, designado por
el .I?~legado general del Instituto Nacional de Previsión, que,
&UXllladO por un Procuradot, tendrá como principales· misiones
las siguientes: .
1. Asesorar en relación con las consultas de tipo legal que
le sean sometidas.
2. Participar como Asesor en las reuriiones de la ComiSión
Administrativa, cuando en el orden del día figure trámite o
resolución de concursos públicos o contrato de· cualquier tipo.
3. Organizar el procedimiento que debe seguir el Centro en
relación con la tramitación con los Juzgados para comparecer
como tercero perjudicado en los casos en que.. proceda, como
consecuencia de asistencia sanitaria.
4. Personarse, en representación del Centro y de su persa·
nal, en los Organh;lmos judiciales procedentes y establecer con~
tacto con las personas físicas y jurídicas, para mejor resolver
los asuntos de su competencia.
s.· Asumir la defensa y representación del personal del Cen-
tro, si :~stos lo so~icitan, ante demandas de terceros· por res·
ponsablhdades derIvadas de actos profesionales realizados en
el propio Centro.
6. Cuantas otras misiones objeto de su competencia le sean
encomendadas.
Art. 68. El Director 'de Asuntos Sociales será nombrado por
el I?eleg~o ,general del. Instituto Nfl.cional de Previsión y bajo
l~ mmedIuta dependenCIa del Director, a través del Gerente,
51 existiera. asumirá la responsabilidad. de la poUticade perso-
nal del Centro, y de modo especifico las siguientes funciones:
1. Estar en contacto permanentecoQ. el personal, a fin de
detectar de forma inmediata la problemática que en cada md-
mento pueda afectar a éste, informando en caso de urgencia al
Gerente.y al Director.
2. Actuar como Secretario·ponente en la Comisión de Per~
sonal del Centro en cuyo seno se elaborarán las sugerendas y
propuestas que puedan contribuir a mejorar ':1 favorecer la po-
lí~ica del personal, a fin de ser elevadas a la Junta de Go-
bIerno.
3. Cumplimentar cuantas 'Otras misiones le sean encomanaa·
das por la Dirección o por la GerenGia. .
A:t: 69.. En el Centro Especial "Ramón y Cajal,.· existirá. una
ComlSlón de Personal, que tendrá carácter informativo no
vinculante, y que colaborará en la resolución de los problemas
del personal del Centro.
Art. 70. La Comisión de Personal tendrá la siguiente com-
posición:
1. Presidente: El Director del Centro.
2. Vicepresidente: Un miembro de la Junta de Gobierno, ele-
gido por los componentes de la misma.
:3. Vocales:
a.lo Natos:
Los Coordinadores funcionales de Investigación y Docencia.
El Gerente, si existiere.
El Administrador.
El Jefe de la Unidad de Enfermería.
El Asesor jurídico.
El lngflliero técnico coordinador.
Un Jefo de Personal Subalterno.
3.2. Rúpresentativos:
Todos los representantes de tal caracter del personal del
Centro en la Junta de Gobierno.
4. Ponente·Secretario: El Director de AsUntos Sociales,
Art. 71. 'La Comisión de Personal desarrollará las siguientes
funciones:
1. Conocer, a través del Director de Asuntos Sociales, la
problemática que en ca.da momento vaya presentando la. polí-
tica de personal del Centro.
2, Estudiar la evolución que sobre cada uno· de los aspectos
de. esta política pueda y deba seguirse.
3. Emitir informes y elaborar propuestas· en cuanto a posi-
bIes. soluciones a 195 problemas concretos que se planteen,
elevándolos a los órganos de gobierno del Centro, para la re~
solución procedente.
4. Cuantas otras misiones relacionadas con cuestiones de
personal le sean encomendadas.
Art. 72. Dependiendo directamen te de la Dirección, se orga-
nizará la Unidad de Infonnación. Reiaciones Públicas y de
Asistencia Social, a la que corresponderá:
1. La recopilación y análisis de la información que afecte
a la Institución.
2. La preparación y difusión de la información a través de
los medios colectivos de comunicación.
3. Las relaciones con los medios informativos.
4. El estudio, preparación. y realización del conjunto de ac-
ciones que constituyen el programa de relaciones públicas fija,..
do por la Dirección. '.'
5. La organización, dentro de la.hormativa administrativa
vigente en el Centro, de actos protocolarios y sociales, así como
asambleas, congresos y reuniones científicas.
6. La atención a personalidades y grupos visitantes.
7. Las funciones de asistencia .social que se fije en 1al> ins-
trucciones dictadas por la Dirección.
TITULO CUARTO
Régimen de personal
Art. 73. El personal del Centro EspeCIal ..Ramón y Caja}.
se clasifica en los SIguientes grupos:
1. Sanitario· titulado de -grado superior.
2. Personal titulado de grado medio y Enfermeras.
3. Auxiliar sanitario no titulado.
4. Titulado de grado superior no sanitario.
o. Titulado de grado medio no sanitario.





Art. H. Cada grupo de personal se regirá, en su caso, por
el EstatUto correspondiente, dentro de los que regulan el ré-
gimen de personal al servicio de la Seguridad Social.
Art. 75. 1. Las categorías de personal sanitario titulado
4e grado superior serán.:
1.1. Director.
1.2. Subdirector.
1.3. Jefe de Departamento.
1.4. Jefe de Servicio.
1.5. Jefe de Sección.
1.6. Facultativo adjunto.
a._ Los puestos de trabajo del personal sanitario titulado de
grado medios y Enfermeras serán:
2.1. Jeft'! de la Unidad de Enfermería.
2.2. Adfunta.
2.3. Supervisora.--
2.4. Ayudante Técni.co Sanitario o Enfermera esp~cia1izados.
2.5. Ayudante Técnjco Sanitario o Enfer~era,-_
Art. 76.1. La Comisión Permanente del Instituto Nacional d&
Previsión, a propuesta del Delegado general' de esta Entidad
Gestora, fijará, en atención a las funciones encomendadas al
Centro, la plantilla orgánica del mismo, que deben\ ser apro-
bada por la Dirección General de Ordenación y Asistencia. Sa-
nitaria de la Seguridad Social.
2. Las categorías d:el personal que preste sus servicios en el
Centro serán las correspondientes a su titulación y funciones,
de conformidad. con el Estatuto que les sea aplicable.
Art. 77. El personal del Centro se seleccionará y designará
de conformidad con los procedimientos establecidos en los Es-
tatutos jurídicos correspondientes del personal al servicio de la
Seguridad Social, sin más excepciones que las que se detallan
en el presente Reglamento.
Art. 78. La Dirección del Centro podrá proponer a .la Junta
de Gobierno la contratación a título eventual,por tiempo de-
terminado y función concreta, del personal cuyos servicios es-
time necesarios para casos excepcionales.
Art. 79, Las plazas de la plantilla del Centro Especial "Ra-
món y Cajal" seráN. incompatibles con cualquier otro cargo
que interfiera el horario de trabajo y, en todo caso, con los
pilestos hospitalarios del Estado, Provipcia o Municipio de ple-
na dedicación. .
Art. 80. La jornada de trabajo del personal del Centro será
la que corresponda con arreglo a las normas generales vigen·
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tes. Siendo permanente la. actividad de la Institución durante
las veinticuatro horas del día, se establecerán los turnos diarios
que procedan, de conformidad con la normativa. vigente de
aplicación a cada grupo de personal. '
Art. 81. 'Los Jefes de Sección y adjuntos cubrirán con pre-
sencia ftsica los turnos de guardia y de urgencias precIsos,
con las compensaciones horarias o económicas que procedan.
Art. 82. Corresponde· a la· Dirección del Centro, a propues-
ta del Jefe de cada Departamento o Servicio, la aprobación del.
régimen de horarios de trabajo de los distintos grupos de per-
sonal adlferitos a cada Unidad, coordinando las actividades de
los diversos Departamentos y Servicios del Centro e informando
de su decisión a ·la Junta de Gobierno y a la Comisión de Di~
recciÓn.
Art. 83. Los Facultativos del Centro podrán solicitar un ré-
gimen de dedicación exc1].lsiva.
El Delegado genera! del Instituto Nacional de Previsión, pre~
vio informe favorable de la Junta de Gobierno del Centro, po-
drá acordar la dedicación exclusiva en casos determinados.
TITULO QUINTO
Régimen de docencia e investigación
Art. 84. De conformidad con los fines especificas que tiene
establecidos, el Centro podrá desarrollar, en general, las si-
guientes funciones docentes:
1. La e'nseñanza a alumnos de Medicina durante el período
de Licenciatura, de conformidad a los conciertos que, en su
caso, sean autorizados por la Dirección General de Ordenación
y Asistencia Sani taria de la Seguridad Social.
2. La formación de postgraduados a través del programa de
internos y residentes.
3. La educacJón continuada en el campo de las diversas es-
pecialidades, mediante las oportunas actividades científico-do-
centes.
4. La enseñanza a alumnos que cursen el período de Docto-
rado, con orientación y dirección ,de tesis doctorales.
5. El perfeccionamiento de los Cuerpos Facultativos de la
Segundad Social, con preferente atención profesional a los
Médicos de Medicina General en los medios rurales.
6. El estudio y desarrollo de métodos y sistemas, tanto de
tipo asistencial como de ordenación sanitaria y farmacéutica.
Art. 85. Además de las investigaciones propias del Departa-
mento de Investigación, el Centro desarrollara. programas clíni-
COB y experimentales para la adquisición de nuevos cortocf-
mientas sobre las funciones normales y patológicas del ser hu-
mano, incluyendo el estudio de la causalidad, prevención y
terapéutica de las enfermedades.
Art. 86. Las actividades docentes y de investigación desarro-
lladas por el personal del Centro tendr¡,\n que ser compatibles
con las funciones primordiales de la asistencia a la población
beneficiaria de la Seguridad Social.
Art. 87. Los trabajos de investigación que se realicen en el
Centro po(rán ser patrocinados y financiados por Instituciones,
Organismos o particulares ajenos a la Seguridad Social, siendo
requisito imprescindible para ello la aprobación del correspon-
diente proyecto por la Comisión de Investigación y por la Junta
de Gl'oierno.
Art. B8. La Dirección podrá autorizar las ausencias y des-
plazllmientos del personal del Centro para tomar parte en acti~




Art. 89. Dad'o el carácter del Centro Especial ..Ramón y Ca-
jal», sin pcrj~licio de la, asistencia de urgencia, la Comisión_de
Admisión y Consultas Externas asesorará a la Dirección sobre:
1; Normas para regular la asistencia, tanto en régimen de
hospitalización como de consulta externa.
2. La determinación del tipo de los procesos nosológicos y
sus prioridades.
Art. 90. Ningún enfermo podrá ser asistido en el Centro por
un" Facultativo ajeno al mismo. al menos que lo autorice la Di-
rección, a propuesta del Jefe de Departamento o Servicio res-
ponsable de la asistencia.
Art. 91. Las instrucciones que se establezcan recogerán las·
obligaciones generales y particulares de los enfermos y Bel per-
sonal del Centro, en cuanto a las normas de asistencia. horario
y organización de la visita médica, atención de enfermeIia,
altas clínicas y demás. extremos necesarios para reglamentar
el funcionamiento de la Institución.
TITULO SEPTIMO
Régimen de ingreso de 1,05 enfermos
Art. 92. 1. El ingreso de enfermos en el Centro Especial
«Ramón y Cajal» en régimen de internado será canalizado a
través de la Inspección de Servicios Sanitarios del Instituto
Nacional de Previsión y de las consultas externas del Centro,
sin perjuicio de la. asistencia de urgencia.
2. El ingreso de los pacientes que requieran la asislcnc.ju de
alta especialidad será rigurosamente selectivo e igualmente c.a~
nalizado por la Inspección de Servicios Sanitarios del Instituto
Nacional de Previsión.
DISPOSICIONES FINALES
Primera.-1. En orden al respeto de los 'nombramientos de
Jefe de Departamento Quirúrgico realizados en virtud de lo
dispuesto en la Orden IIlel Ministerio de Trabajo de 28 de julio
de 1971 y en el Reglamento aprobado por Resolución de 24 de
marzo de 1973, los Departamentos correspondientes estarán
constituidos por los Ser\Ticios Quirúrgicos de sus respectivas
especialidades, quedando dichas plazas de Jefe de Departamen-
to QuirúrgicQ a extinguir en el futuro.
2. Cuando se produzca su vacante se establecerá la oport u- .
na coordinación de los Servicios afectados, mediante designa-
ción, como coordinador, de uno de los Jefes de Servicio existen·
tes. Esta designación será efectuada por la Junta de Gobierno.
a propuesta de la Comisión de Dirección, previa audiencia de
los propios interesados.
. Segunda.-El restante personal nombrado de conformidad a
lo dispuesto en las disposiciones derogadas citadas en la an~
terior disposición final primera queda consolidado en plantitla
y, sin perjuicio de los acoplamientos que procedan como con-
secuel:¡cia de la aplicación de las normas contenidas en el pre-
sente Reglamento, se le respetará)a categoría por la que hu-
biese ingresado.
"tercera.-l. Como consecuencia del texto del presente He~
glamento, se determinará la plantilla orgánica, en base a su
articulado y a la estructura asistencial del Centro.
2. Si resultase en alguna categoría de Facultativos un me-
nor número de plazas que las consolidadas de conformidad a
lo' previsto en la disposición final segunda, conservarán dichos
Facultativos su categoría a título personal y s~ irán extinguien,
do progresivamente al cesar en el cometido asistencial.
Cuarta.-Compete a esta DirecCión General ~e Ordenación y
Asistencia Sanitaria da la Seguridad SoCial resolver cuantas
cuestiones se planteen en la interpretación de 10 dispuesto en
el presente Reglamento.
ANEXO
I El Centro EspeCial ..Ramón y Caja]" de la Seguridad Social

















2.1. Cirugía GenE)ral. .
2.2. Cirugía de Aparato DigestIvo.
2.3. Cirugía Cardiovascular (adultos e infantill.
2.4. Cirugía Torácica. .
2.5. Cirugía Neurológica.
2.6. Urología.




3.3. Cirugía Plástica y Reparadora.
3.4. Cirugía Maxilofacial.
3.5. Ginecología.
4. Especialidades de Servicios Comunes:
4.1. Laboratorio General y Bioquímica.









4.11. Anestesia y Reanimaci6n.
4.12. Cuidados Intensivos Médicos.
4.13. Fono-Audiología.





4.16. Archivo Historias Clink~s.
4,17. Sección de Dietética.
4.18. Sección de Ortopedia.
.MINISTERIO DE INDUSTRIA
526 RESOLUCION de la Delegación Provincial de Cá-
" ceres por la que se fija fecha para el levantamiento
de actas previas a la ocupación de las fincas que
se, citan. afectadas por la instalación de la Unea
a 13,2 KV. Gata~Torre de Don Miguel·Santibáñez el
Alto. Empresa, ..1berduero, S. A.a,
Con esta fecha se remite para su inserción al ..Boletín Ofi-
cial,. de la' provincia y al periódico «Hoy.. anuncio detallado de
la petición formulada por la Empresa referida, señalando día
y hora' en que se llevará a efecto el levantamiento de las actas
previas a la ocupación. de los terrenos afectados, conforme
a lo dispuesto en el artículo 52 de la Ley de Expropiación For~
zosa.
Los bienes afectados conocidos corresponden a:
Término municipal: Torre de Don Miguel. Finca: "El Teso».
Propietario: Don Francisco Vázquez Fernández.
Término municipal: Torre de Don Miguel. Finca: "El Rodeo:>.
Propietario:. Don Jacinto Asonsio Blanco.
Término municipal: Torre de Don Miguel. Finca: "Huerto de
la Fontanilla». Propietario: Don José Antonio Manchado.
Cáceres, ~ de enero de 1977.:......El Delegado provincial.-24~B.
MJNISTERIO DE AGRICULTURA
527 RESOLUCIOlV de la Dirección General de la Pro~
ducción Agraria por la que se modifica la de 17 de
noviembre de lfflB que convoca un cursillo de Es-
pecialistas de Inseminación Artificial Ganadera )'
autoriza al Colegio Oficial de Veterinartos de la
provincia de Oviedo para celebrar el mismo.
Ilmo. Sr.: Publicada la Resolución de asta. Dirección General
de 17 de noviembre de 1976, convocando un cursillo de Inse-
minación Artificial Ganadera, en el .BoletínOficial del· Estado:>
de 13 de los corrientes, día fijado para el comienzo del mismo,
se impone la necesidad de establecer una nueva fecha para su
celebración. a la vez que se amplía el plazo de la presentación
d,e instancias.
Por lo expuesto. esta Dirección General acuerda lo siguiente:
Primero.-El cursillo de Especialistas de Inseminación Arti-
ficial dará comienzo el 17 de enero de 1977. Y el plazo para la.'
presentación de instancias qweda nuevamente abierto durante
diez días naturales, contados a partir del· día siguiente al de
la publicación de la presente modificación en el «Boletín OficJal
del Estado».
Lo que comunico a. V. 1.
Dios guarde a V. 1.
Madrid, 14 de diciembre de 19,76.-EI Director' general, Jorge
Pastor Soler..
Ilmo. Sr. Subdirector general de.1a Producción Animal.
MINISTERIO DE COMERCIO
528 ORDEN de 17 de noviembre de 1978 por la que
se amplta el régimen de tráfico de· perfecciona-
miento activo autorizado a .Loewe. S. A .... por Or.
de mmisterial de 9 ·de septiembre de 1978
(·Bolettn Oficiar del Estado,. de 21 de octubre), en
el sentido d~ que se aplique el principio de equiva·
lenc!a a todas las mercanctas de importación
autorizadas por la indicada Orden ministerial...
Ilmo. Sr.: La. firma o:Loewe, S. A.:>; beneficiarit. del régimen
d.e tráfico de perfeccionamiento activo por Orden de 9 de sep.
tIembre de 1976 (-Boletín Oficial del EsJ,edo,. de 21 de octubre)
para; la importación de pieles y la. exportación de prendas de
vestIr y bolsol{ de c:uero natural solicita se aplique el principio
de equivalencia a. todas las mercancías de importación a.utori-.
zadas por la mencionada Orden ministerial.
Este Ministerio. conformándose a lo informado y propuesto
por la Dirección General de Exportación, ha resuelto:
Primero.-AmpUar el régimen de tráfico de perfeccionamien~
lo activo autorizado a .Loewe, S. A .... con domicilio en Vilado-
mat, 197. Barcelona, por Orden ministerial de 9 de septiembre
de 1976 («Boletín Oficial del Estado.. de 21 de octubre). en el
sentido· de que se aplique el principio de equivalencia, de con~
formidad con el apartado 1.7 de la Orden de la PresLdencia del
Gobierno de 20 de noviembre de 1975 (..Boletín Oficial del
Estado:> del 24), a efectos de los derechos arancelarios, a las
pieles de bovino Cle curtici6n ·mineral o sintética, pieles de
bovino de otras curticiones, incluidas las mixtas, pieles je
ovinos de curtici6n mlnere.l, al alumbre o al azufre, pieles de
ovinos de otras curticiones minerales. pieles de caprinos de
curtic.i6n mineral, cuero.!) y pieles agamuzadas de bovino, cueros
y pieles agamuz.adas de ovinos y cueros y pielesagamuzadas
de caprinos (PP. AA. 41.02.93.1, 41.02.94.1, 41.03.91.2, 41.03.91.3,
41.04.09.2. 41.06.01. 41.06.02 Y 41.06.03l.
Se mantienen en toda. su integridad los restantes extremos
de la Orden ministerial de 9 de septiembre de 1976 (..Boletín
Oficial del Estado:> de 21 de octubre) que ahora se amplia.
Lo que comunico a V. l. para su conocimiento y ef~tos.
Dios guarde a V. 1. muchos años.
Madrid, 17 de noviembre de 1976.-P. D., el Subsecretario
de Comercio, Eduardo Peña Abizanda.
Ilmo. Sr. Director general de Exportaeiól?-.
MINISTERIO DE LA VIVIENDA
529 ORDEN de 19 de noviembre de 1976 por la. que se
dispone el cumplimiento de la. sentencia de 16 de,
noviembre de 1fJ74, dictada parla. Sala de lo Con-
tencioso-Adnnnistrativo de la Audiencia Territorial
de Albacete. y confirmada por 6l Tribunal Supremo
en la de 3 de julio de 1978.
Ilmo. Sr.: En el ret.'Urso contencioso~admini-strativo seguido
entre don José Saiz Adalid, demandante, y la Administración
Gtlneral del Estado. demandada, contra acuerdo de la Comisión
Municipal Permanente del Ayuntamiento de Cuenca de 8 'de
agosto de 1973. que denegó la inclusión de la finca r..úm€!ro 38
-antes. 46~ de la avenida José Antonio. de la capital CItada,
en el Registro Municipal de Solares, asi como contra el también
acuerdo de la Comisión Provincial de Urbanismo de 20 de
diciembre del ·mismo año, desestimatorio del recurso formulado
por el recurrente contra el acuerdo primeramente citado, se ha
tictado por dicha Sala. con fecha 16 de noviembré de 1974
satencia, que. apelade ante el Tribunal Supremo y confirmada
íntegramente flor éste en sentencia de 3 de julio de 1976. en su
parte dispositiva es como sigue:
«Fallamos: Que no dando lugar al recurso contenicioso-admi·
nistrativo interpuesto por el Procurador don Triuidad Santos
Galdámez; en nombre y representación de don José Saiz Adalid,
dflbemos declarar y declaramos ajustados a defCch:l los acuer-
dos recurridos de la Comisión Municipal Ftnmanente del Ayun~
t&miento de Cuenca de seis de iulio je mil r.ovúcielltos seteuta
y tres y de la Comisión Provincial de Urbanismo de dicha
capital de fecha veinte de diciembre del mismo a,ño, denega-
tc.rio éste del recurso interpu,esto contra la anterior. por los que
se deneg61a jnclusión de la finca dis..l1tida en autos en el
Registro ,Municipal de Solares. absolviendo 8. la Administración
de la demanda contra ella interpuesia. 1odo eno sin hacer
E'xpresa imposición de las costas caudadas en la tramiMeión
del recurso.
Asi por .esta nuestra sentencia, de la que se llevará certifi~
caciónliteral a los autos principales, .. J prcn.undamos. manda~
mas y firmamos.-Ramón Sancho Candela.-Pascual Sala SAn-
chez.--Gregorio García Ancas (rubricados)."
Publicación.-Le. anterior sentenCIa ha sido leídá y publicada
en el mismo día de.su fecha por el ilu3tn':i1mO señor Ma/dstrado
ponente de la· misma d6n' Gregario G'lccla Ancas, estando cele~
brando audiencia pública la Sala de lo, Contencioso~Administrati­
vo. que le. firma; por ante mí, al Secrt~tario, que c€rtifico
en Albacete a dieciséis de noviembre de mil novecientos setenta
y cuatro-Felipe Garrido Rosales {rubricado>'
Este Ministerio, de confonnidad con lo prevenido en los
artículos 103 y siguientes de la Ley reguladora de la Jurisdic~
ci6n Contencioso·Administrativa, ha ,Jispu€:sto se cumpla en sus
propios términos la sentencia. expresada.
Lo qUe comunico a V.1. para su cvnocinüento y efedos.
Dios guarde a V.l.
Madrid, 19 de noviembre de 1976.-P. D., el Subsecreta,rio,
Ignacio Bayón Mariné.
IlIrio. Sr, Director general de UrbanlSiU'J.








En el procedimiento de esta Magistra-
tura número 839/76, seguido sobre acci-
dente, ~ instancia de Domln...o Micharet
de la Cerda y Su esposa, contra ...Meta--
lúrgica Madrileña, S. A.-, Mutual Patro--
naJ cAsepeyo•. Fonde Nacional de Garan·
tia y Servicio de Reaseguros. Se hlil: dicta-
do sentencie.. cuyo encabezamiento y par-
-te dispositiva son del tenor literal si-
guiente:
-Sentencia: En la ciudad de Badajoz
a treinta de noviembre de mil nOvecien,.
tos setenta y seis.-El, iÍustrísimo señor
don Alfredo Garda-Tenorio Beiarano.
Magistrado de Trabajo de Badajoz y su
provincia, habiendO visto los presentes
autos de juicio verbal civil seguido so-
bre accidente, a instancia de DomiJJgo
Micharet de la Cerda y su esposa, contra
"Met8lúrgtcá MadrHefia. S~ A." Mutua
Patronal "Asepeyo", Fondo de Garantia
y Servido de Reaseguros, bajo el núme-
ro 839/76, y
Fallo: Que. dando valor y efectos de
demanda a la comunicación de la Ins-
pección Oentral de Trabajo. de fecba nue-
ve de Junio del oorrfAAte año_ en favor de
Domingo Micharet de la Cerda y Jacinta
Lara. contra la Empresa "Metalúr«ica
Ma4rlleña. S. A,". la Mutua "Asepeyo",
el Fondo de Garantia y Pensiones de Ac-
cidentes de Trabajo y el Servicio de Rea-
seguros, debo absolver y absuelvo a estas
Entidades de la demanda. por la Inspec-
ción fonrulada y que ha dado origen a
estas __ &Ct.uac1ontls. Adviértase a' las partes
al tiempo de notificarles esta sentencia,
qua contra la misma cabe recurso de
suplicación ante el Tribunal Central de
Trabato. anunciando su propósito· de ent&-
blarlo ante esta Magistratura en el tér-
mIno de los cinco días siguientes al de la
noUficact6n de la sentencia. -lo que po-
drán hacer por oo:r;nparecenda o por es-
crito, designando al anunciarlo Letrado
para la. formalización o pidiendo su nom-
bramiento por el turno de oficio,
Asi por esta mi sentencia juzgando 10
pronuncio. mando y firmo.-Firmado. Al-
frE'do Garcfa-Tenqrio ..Be1arano {rubrica-
do) ...
y para que sirva de notificación en for-
ma. al demanda~ ..Metalúrgica Madri-
retia, S. A._, en ignorado paradero. y de
acuerdo con 10 establecido en el articu-
lo 269 de la Ley de Enjuiciamiento Ci-
viJ, se expide la presente en Badaioz a
3 de dicrembre de 1976.-El Ma,nstrado
de Trabajo, A. Gareía-Tenorio Balara-
no.-&l Secretario. F. Medina Montoya.-
9.M1-E.
JUZGADOS DE PRIMERA INSTANCIA
E INSTRUCCION
BARCELONA
Don Luis María Díaz Vaicárcel, Magis~
trado-Juez del Juzgado de Primera. Ins-
tancia número 9 de los de Barcelona,
Por el presente se hace saber: Que en
este Juzgado y a instancia de dotl.a Hu-
mildad Menéndez Rodríguez, mayor de
eda.d. y vacina de esta C:!udad.. -calle Gine-
bra. número 29, 5." 1.-, Y bajo el número
706176, se tramita expediente sobre de~
claración de fa~l6Cimiento de su ~sposo,
don Adolfo Huergo Amado, nacido en Si8-
ro (Oviado), el día 23 de oct\l.bre de 1925,
hijo de Rufino y de Asunciórl que, hasta
el dis 1 de marzo de 1949 vivió en Astu·
rias, en que .vino a vivir a Barcelona.
teniendo su domlcUio en calle San Sadur-
ni, número 18. 3~o S.-. y a primeros de
junio de 1950 se marchó a la República
Argentina, sin que nunca_ más se hayan
tenido noticias de su paradero.
y de coRfonnlda.d con lo dispuesto en
el artículo 2.042. de la Ley de En1u1ct..~
miento Civil. se da conocimiento de la
existencia del expediente por mecUo de
edictos, que se publJca.rán por dos veces,
con intervalo de qq1nce dLas, eu el ..Bo-
laUn Oficial del Estado. y en el ele esta
provincia, en el -Diario de Barcelona..,
en el diario ..YA-, de Madrid, y se anun·
dará. en la Radiotelevisión Espaflola.
Dado en Barcelona a 2 de d1cJembre de
¡.7•.-EI Juez,. L. M. Dlaz.-·EI ll"cretlt-
no, J. María LOpez-Mora.-9.809-E.
y 2.a 8·1~1977
MADRID
En virtud de providencia. dictada en el
día. de hoy por elsedor Juez de Prime.-
ra lnstancia número 8 de esta capital, en
/ juicio declarativo de menor cuantía nú~
mero 1.086 de 1974-0; promovido por el
Procurador señor Severino, en nombre y
representación de ..Sociedad Anón:ma El
Aguila.. , contra doña. Raimunda Berren~
dero Aristimufto y su esposo, don Aliplo
Lago Galán, .sobre pago- de pesEftas, se
saca a la venta en pública subasta, por
primera vez, el siguiente:
..Piso 2.0 , letra B, situado en segunda
planta,· sin contar sótano y baja, del edi-
ficio K, en Madrid, Carabanchel Alto, en
el núcleo residencial Eugenia de Montijo,
unidad Norte, mide 69 metroa cuadrados
40 decimetr09. Consta de varias habita;.
ciones, cocina, .baño, tendedero y terra-
za, Linda: Norte, el piso letra L de la
misma plal.lta; Sur, el edificio I~4 de la
propia urbanización; Este!', resto de finca
matriz destinándose a patio y jard:nea,
a donde abre cuatro huecos, uno de ellos
m~diante teITaz&, y Oeste, el piso letra A
de la misma planttl, y rellano de escalEtra,
por donde tiene BU acceao. Inscrita· 8IX el
Registro de la Propiedad. número 15, al
tomo 293, folio 223, finca 23.040, inscrip-
ción cuarta."
Para cuyo remate, que se celebrará en
la Sala Audiencia de este Juzgado, sita
en Almirante, 9, Se ha. señalado el día
8 de febrero próximo, a las. once de su
mañana,' haciéndose!' constar que dicho piso
sale a subasta por primera vez en la su·
ma del 900.000 peseta$ en que ha sido t&.
sado, no admitiéndose postura alguna que
no cubra sus dós terceras partes; que para
tomar parte en la mi'Sma deberá consig-
narse previamente por los licitadores
ello por 100 de dicho tipo, sin cuyo re-
quisito no serán admitidos, qUe el re-
mate podrá hacerse a calidad de ceder a
un tercero; que los titulas de propiedad
E1stán de man'fiesto en Secretaria, donde
podrán ser examinados por los licitadores,
que deberán conformarse con ellos y no
tendrán derecho a exigir ningunos otros;
que los autos y la certificación del Re~
gistro a que se refiere la regla cuarta del
articulo 131 de la Ley Hipotecaria están
de manifiesto en Secreturía; que se en-
tenderá que todo licitador acepta como
bastante la titulación y que las cargas
o gravámenes anteriores y los preferen-
tes. si lc.s hubiere, al crédito del actor
continuarán subsistentes y sin cancelar,
entendiéndose que el rematante los acep-
ta V queda subrogado en la responsabi~
lidad de los mi'Smos, sin destinarse a su ex-
tinción el precio del remate.
Dado en Madrid a 27 de noviel'Inbre de
1976, para publicar en el «Boletín Oficial
del Estado",...Boletín Oficial.. de esta pro·
vinc:a y tablón de -anuncios de este Juz·
gado.-El Juez,--El Secretario,-15.454-C
•
Don Alb6i'to de Amunátegui y Pavía, Ma-
gistrado, Juez del Juzgado de Primera
Instancia número 3 de los de Madrid,
Hago saber: Que por providencia dicta·
da en el día de hoy por este Juzgado en
el juicio universal de quiebra voluntaria
de la Entidad ..bistituto de Producción y
Experimentación Científica, S. A." UPEC·
SAl, con domic!lio social en esta capital.
calle de las Cuevas, número 23, y dedi~
cada a la labricaelón, distribución y com~
praventa de aparatos o materiales ciel'n·
tificos y producto& farmacéuticos en gene-
ral, se ha acordado conceder a todos los
acreedores de la Entidad quebrada un
plazo de sesenta días hábUespara que!'
presenten a los Síndicos o en la Secreta-
ría de este Juzgado, en las horas de de!f"'
pacho, los títulos tustifícatívos de sus eré·
ditos en el modo pr'EfsCrito en el artícu-
lo 1.102 del Código de Comercio, para
proceder al examen y reconoc:miento de
loS' mismos, en ll\ Junta que se celebrará
en la Sala de Audiel'ncia de este Juzgado,
sito en la calle General Castaños, núme-
ro 1, teroera planta, el día 24 de marzo
próximo, a las cinco de la tarde, y se les
cita por este medio para que concurran a
61la., personalmente o por medio de apo-
derado autorizado con poder bastante, en
el conocimiento de que, ds--no vetificarlo,
les parará el pe~uicio a. que hubiere
lugar.
Lo que se hace público para general co-
nocimiento.
Dado en Madrid a tres de d:ciembre de
mil no'Vecientos setenta y sels.-EI Ma·
gistrado-Juez. Alberto de Amunátegui y
Pavía.-EI Sel'cretario.-15.517-C.
•
Don Faustino Mollinedo Gutiérrez, Magis~
trado--Juez de Primera Instancia del
Juzgado número 9 de los de Madrid,
En virtud del presente hago saber: Que
en este Juzgado y Secretaria. registrado
al número 414 de 1976, se tramitan autos
de juicio ejecutivo, promovidos por el
Procurador don Federico Pinilla Peco. en
nombre y representaCión de la ..Sociedad
Anónima, Banco LaUna.., contra don Luis
López Gil y su esposa. doila Margarita
Nieto GulHén, sobre reclamación de can·
tidad, en cuyos autos les fue embargada ,.
a los demandados la slgui-ente finca:
Urbana. 2.-Local de vivienda, deno-
minado vivienda 2, en la planta ba.ja de
la. casa en Madrid, Canillas. al sitio de
Pueblo Nuevo, calle de Agami. número 2.
Tine su entrada ror la meseta de la es-
calera, hace mano izquierda en la direc-
ción del descenso, mirando desde la calle
Aga.mi, a la que tiene dos hu~. Lin-
da.: por la derecba. con la casa. núme~
ro 18 de la oa-lle de Flor~ncio Garcfa;
por la izquiecda, con departamento de
"
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contadores, meseta y caja de la aseaR
lera, y por el fondo, con patio al q':le ti~ne
dos hu~cos y una puerta de comuDlC"a'Clóu.
Su superficie es de 43,30 metros cuadra
dos. Cuota de 12 entems con 22 centési~
mas por 100.
Inscrita en el Registro de la ProPia·
dad número 17, al tomó 501, folio 2il6, fin-
ca 26 '104,- del libro 355.
Habiéndose acordado por proveído del
día de hoy sacar a la venta en pública su-
basta la finca embargada, señalándose
para la celebración del acto el día lO de
febrero próximo, y hora de las dOCe de
Su mañana, en la Sala Audiencia de este
Juzgado, sita en el piso 2. 0 de la casa
núm:;:ro 11 de la calle Almirante. de esta
capital.
Se advierte a los licitadores:
Que expresada finca sale a subasta por
la suma de 478.300 pesetas en que ha sido
valorada.
Qu 2 para tomar parte en la. subasta
deberán ios licitadores consignar previa~
mente sobre la Mesa del Juzgado o en el
establecimiento destinado al efocto, una.
cantidad igual, POr lo menos, al 10 por
100, sin cUyo requisito no serán admiti-
dos.
QUe no se admitirán posturas que no
oubran las dos terce.ras partes.
Que el remate oodrá hacerse a calidad
de ceder a tercero.
Que el resto del precio del remate de-
berá consignarse dentro de los ocho días
de aprobado aquél.
La certificación de cargas y titulas, su-
plidos por certificación del Registro, se
enCuentran de manifiesto en la Secreta-
ría de este Juzgado, donde podrán ser
examinados Por los que quieran tomar
parte eh la subasta, entendiéndose que se
aceptan los .mismos, sin tener derecho a
exigir ningunos otros, y que las cargas o
gravámenes anteriores al crédito del ac~
tor ~Y los' preferentes si los hubiere-
continuarán subsistentes, sin destinarse
a su extinci6n el precio d,sl remate en-
tendiénqose que el rematante los aCePta
y queda su'bmgado en los derechos de los
mismos.
Dado en~ Madrid a 7 de diciembre de
1976, - El Juez, Faustino Mollinedo. _ El
Secretario.-15.208~C.
•
Por el presente, que. se eXPide en cum-
plimisnto de lo acordado por el 5'tlñor
Magistrado Juez de Primera Instancia
número 13 de Madrid, en provid-accia de
esta feOha, dietada en el juicio de me-
nOr cuantía, instado por don Pahlo Egu1-
noa Masdeu, representado por el Procu-
rador sooor ReY,nolds de Miguel contra
doña .Pilar Cobas Gil, casada con don
Ju:i-o Federico Pérez Fernández se anun-
cia la venta en pública subasta, por pri-
mer~ V'éZ y término de Veinte dias, de
l~ m.¡.nuilibles que segUidamente se des-
CrIben, remate qUe tendrá lugar en este
Juzgado de Primera Instancia número 13
de Madrid, sito en la ca.lle de Mana
de MoUna, número 42, 5.0 derecha, el
dia 11 de febrero de 1977, a las once
treinta horas. .
Bienes objeto de subasta
..Rústi-oa.-Trozo de tierra secano, en
su ma:y?r parte d,,:, monte inculto, cuya
superfIcIe es ~e vemUsi,ete fana,gas, equi-
va~en.t~s. a qumce hectáreas nueVe á~s
vemtIslete centiáreas; radicante en la
Diputación. del Conean, té;-mino de Agui-
las; que hnda: al Norte, con tierra de
h erecteros de Maria. Grima y Francisoo
qaT.legos; al Sur, con part-e de Casa y
tIerras de Maria López Val'*'a; al Este,
con la rambla de los Arejos, y al OestE!',
con la cima del Cabezo de los Cuchillos
y tierra de Manuel Garcia Nogales.»
Inscrita en 6l Re,gistro de la Propie.
dad de Larca, folio 214, d'el tomo 1.445,
finca 11:1.589.
8 eliero 1977
Servirá de tipo para la subasta de esta
finca el de doscientas cuarenta Y- siete
mil doscientas (247.200J P0Eletas.
. «Rústica.-En la. Diputación del Con-
con, término de Aguilas; que tiene un.a
superficie de siete fanegas seis celemI-
nes, equivalentes a cuatro hectáreas die-
cinueve áreas vEtllticuatro centiáreas; que
linda: al Norte y Sur, con tierras de
María López Varela; al Este, con ramblas
de los Arejos, y al Oeste, con tierras de
Manuel Garcia NQgales.,.
Inscrita an el Registro de la Propie~
dad de Lotca, folio 216 del tomo 1.445,
finCa 19.590, inscripción segunda.
Servirá de tipo para la subasta de esta
finca el de sesenta y dos mil quinientas
(62 500) pesetas.
..Rústic8.-Trozo de tierra secano, $n
su mayor parte de monte inculto Y el
resto de labor, radicaIite en la. Diputa-
ción de Concon, término de Aguilas f cuya
sUp.<}rficie es Qa cinco hectáreas setenta
y áos áreas noventa y siete centiáreas;
qUe linda.: por el Norte, COn parte de
casa y tierra de Rafael López Valera;
al Sur, con el mismo Rafael· López Va-
lera; al Este, rambla dE!' los Arejos, y
al Oeste, tierras de Manu.oo Garcia No-
gales."
Inscrita al folio 91, del tomo 1.445, fin-
ca 19.581, inscripción tercera, en la mis~
ma oficina.
Servirá. de tipo para la subasta de esta
finca el d<3 noventa y do.'; mil doscientas
noventa (92.2.00) pesetas.
Condiciones de las subasta
No se admitirá postura que no cubra
las dos terceras partes del avalúo.
El remate podrá haoorse a calidad de
.ceder a un tercero.
Para tomar parte en la subasta debe~
rAn los licitadores consignar previamente
una ca.Q.tidad igual, por lo menos, al 10
par 100 efectivo del valor de los bienes
que sirve de tipo para la subasta, sin
cuyos requisitos no serán admitidos,
, Los títulos, suplidos Por certificación
del Registro, estarán de manifiesto en
la Secretaría de este Juzgado,· en la que
podrá,n ser examinados, previniéndoge a
los licitadorE!'s que deberán conformarse
oon ellos y .no tendrán derecho a exigir
n:ngunos 'otros.
Las cargas o gravámenes anteriores y
los preferentes, si los hubiere, al crédito
del actor Continuarán subsistentes, enten~
diéndose que el rematante los acepta y
quooa subrogado en la responsabilidad
d~ los mismos, sin destinarse a su ex-
tinción el precio del remate.
y para su publicación en el .,Boletín
Oficial del Estado", con veinte dias de
antelación, por lo menos, al señalado pa-
ra la subasta, se expide el presente, que
firmo, en Madrid a 9 do diciembre de
1978.-El Secretario._V.o B,°:El Magis-
trado-JueZ.-15.188-C.
•
En este Juzgado de Primera Instancia
número 6 de esta capital, se tra.mita jui-
cio universal de quiebra. de -InmObiliaria
Lerma, S. A.,., hoy incidente de retroac_
ción, promovido por la sindicatura de la
quiebra, contra otros y quienes resultan
afectados por la demanda de retroacción,
cuyo domicilio ~y parad'8ro se desconocen;
en el que se ha dictado la resolución
del tenor Ji ter.al siguieme:
..-Providencia: Jooz señor Carreras.-
Madrid, trece d-e diciembre 00 mil nove~ ,
cientos setenta y seis.
El anterior escrito que sa una a la
Sección terCera del jucio a que se rEIfiere
entregándose las copias simples a los c<r
litigantes, se tiene por modifioado el su-
plico d-e1 escrito de la sindicatura de die-
ciocho de octubre último, y proveyendo
al mismo, se tiene por promovido inci-
dente sobre retroacción da la quiebra, y
d'el . mismo se co'nf¡ere tra.slado a los
n. O. ael E.-Núm. 7
acreedores "Authi, S.' A.", "Hi-erros To~
Ión, S. A.", y don Antonio Lizancos Orte~
ga, al señor Abogado del Estado, y a la
quebrada, "Inmobiliaria Lerma, Sociedad
Anónima", así como a quienes pueda re-
sultar afeotados por la demanda de re·
troacción, a quienes se emp-lazará en .le~
gal forma para que dentro del .térmmo
de seis días comparezcan en los autos
y contesten df.cha. demanda, para lo Ollal
se requerirá 'previamente a la sindicatu-
ra a fin de que manifieste el actual do~
micilio de "Authi, S. A,"; y expidiéndo-
se rE!'specto a "H:errbs. Tolón, S. A." ,. el
op'ortuno exhorto al de igual· crase de·
cano· de Alicante, facultando al portador
para intervenir en su cumplimiento,. y
en cuanto a los últimos, mediante des-
conocerse quienes sean y sus domicilios
y paraderos, mediante edictos,. que con
los requisitos legales se publIcarán en
el "Boletín Oficial del Estado", "Boletín
Oficial" de esta provincia y tablón de
anuncios del sitio público de costumbN
de este-Juzgado, entregándose para gE!'s~
tión y cumplimie~..o al ~rocurador se!i0r
Garcia San MIgueL; se tl-ene por SOliCIta-
do el recibimiento a prueba; y no ha
lugar a ·10 solicitado en el tercer otrosí
del escrito incidental.
Lo manda y firma su señoría, doy fe.
Carreras.-Ante mi, Sltntiago OrUz (ru-
bricados) ."
y para que sirva de emplazamiento
en legal forma a quienes pueda resul-
tar afectados por la demanda de retr~ac­
ción, se expide el pre&'ente, con .el Visto
bueno del señor Juez, en MadrId a 13
de diciembre de 1976.-El Secretario,-
Visto bueno: E,¡ ilustrísimo señor Juez
de Primera lnstancia.--5,490-3.
VALENCIA
Don Arturo Gimeno Amiguet, Magistra-
do~Juez de Primera Instancia. np.me·
,ro 4 de Valencia,
Ha:ce saber: Que en el expedien te de
adjudicación de hienes a que E!'stén l.la~
madas varias personas _' sin designaclón
de nombres, que se sigue en este Juzgado
bajo el número 1.376175, a instancias del
Procurador don Vicente López Rubén, en
nombre y representación de don Vicente
Barberá Sempere y don José Ramón
Asensio Sempere, que litigan con el be·
naficio de pobreza, sobrinos de la falleci-
da doña Ale.jandra .. Sempe.re Durá, que
falleció en Valencia el dia 5 de diciembre
de 1960, habiendo otorgado testamento el
22 de febrero de 1024 y siendo viuda de
don Francisco Gallach Pales, y por el
presente se llama por tercera vez a los
que se crean con derecho a los bienes
de la herencia de, la indicada doña Ale-
jandra Sempere, para' que comparezcan
a deducirlo en el término de dos meses,
a contar desda la fecha de esta publica-
ción. de conformidad oon lo dispu-esto en
el artículo 1.112 de la Ley de Enjuicia-
miento Civil, ello bajo apercibimiento de
que no será oído en este juicio el que
no comparezca dentro de este último
plazo.
Dado en Valencia a 27 de septiEmlbre
de 1976,-EI Juez, Arturo Gimeno.-El Se·
cretario.-9.851-E.
•
Don Carlos Climent Gon.zález, Magistra~
do~Juez de Primera Instancia número 3
de Valencia,
Hago saber: Que en autos de procedi~
miento ejecutivo 'especia,} del artículo 131
de la Ley Hipotecaria número 407 de 1976,
promovidos por don JoSé Bai .<auli Moret
(Procurad-or don Constantino Tormo Chu·
lia) contra don JoaqUín Belmonte Mohns,
en providencia de esta fecha he acordado
sacar a la venta en pública subasta, por
segunda vez y término de veinte días,
la finca hipoteCfl:da siguiem·e:
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Local comercial en planta baja, situado
en el extremo izquierdo de la fachada
prindpal del edificio que recas a la ca·
- 1'1'6te1'a de Barcelona, desde la que tiene
su e.cce~o directo. Ocupa una superficie
de 98,18 metros ouadrados. Linda: por
su frente, la citada carretera: derecha,
entrando, con el loca.! número 1; lzquier';'
da, .al igual que el edificio, y -fondo, pro-
piedad de don Germán Belmome. Su mó~
dula, 4,400 por 100. Inscrita en el Regis-
tro de Moncada al tomo 764, libro 34
de Meliana, folio 180, finca 3.574, inscrip-
ción pTimera. Valorada a efecto's de Su-
basta en 710.000 pesetas.
Forma parte del edificio situado en Me-
liana con fachada. principal a la carretera
de BarCEilona y con frontara también re-
cayenta a la calle de Julio Benlloch, for-
mando esquina a ambas Vías, sin número
de policía, actualmente demarcado· con
el número 47.
Paia cuya subasta se· ha señalado el
día. 3 de febrero -próximo, a las once
treinta de su mañana., en la Sala Audien~
cia de esta Juzgado. sirviemio de tipo
el 75 por 100 de la valoración, ha admi_
tiéndose posturas que no lo cubran.y de·
biendo los li::itadore-s consignar ellO por
100 del mismo paTa poder ser admitidoS"
como tales, pudiéndos~ realizar las-postu-
:ras en la calidad de cod~r el remate
a tercero.
Los autos y la certificación del Regis-
tro a que se refiere la regla 4,- están
de manifiesto en -Secretaria, entendiélldo~
se que todo licitador acepta. como bas-
tante la titulacióh,. y qUe las cargas o
gravámenes anteriores y losprefereutes.
si los hubiere, al crédito del actor conti·
nuarán subsistente.s, entendiéndose que el
rematante -los acepta y queda subrogado
en la. responsabilidad de los mismos, sin
destinarse a su extinción el precio del
remate.
Dado en Valenda s, 9 de diciembre.
de 1976 -El Juez, Carlos Climent.-EI
Secretario, Esteba.n Carrillo Flores.-
5.491-3.
•
Don Carlos Climent González, Magistra-
do-Juez de Primera Instanoia núme~
ro 3 de Valenciá,
Hago sabar: Que pOr providencia de
esta fecha. dictada en el expediente
número 1.411 de 1976, se ha tenido por_
solicitada la. declaración de suspensión de
Ipagos del .comerciante individual don
Ramón Tomás Miro, con domicilio' en Va·
lenela, calle Jesús, número 114, y estable-
cimiento industrial dedicado a la fabri·
cación y venta de tableros y chapas de
madera y carpintería metálica, en Cuart
de poblet, avenida: del Arquitect.o Salva·
dar Pascual, número 24. qUM-l\ndo inter·
venidas todas sus opsrador.e~ y IW:Imbrán-
dase como tale,s Interventores a los Pro-
fesores Mercantiles de esta vecindad don
Vic3nte Andréu Iborra y don ValentíD
Tardera Castelló, y en re9resentación de
los acreedores a ",Valenciana de Importa~
dores. S. A,.,. en la persona qUe por dicha
Entidad se designe.
Dado en Valencia a 13 de d\clembre de
1976.-EI Juez,' Carlos Climent.-EI Sacre·
tario, Esteban Carrillo Flores.-15.1B4~C.
JUZGADOS MUNICIPALES
MOSTOLES
En los autos de juicio de faltas 88-
guido$ en este Juzgado Municipal de Mós..
toles (Madrid) con el número 329176, y
a. que después se harán· mención, se ha
dictado la sentencia. cuyo encabezamien·
lo y fallo copiados literalmente son como
siguen:
..S<:!ntenda.-En la villa de Móstoles a
uno de diciembre de mi~ noveci:>ntog ee-
tenta y seis El señor don José Collazo
Rey,Juez municipal de la misma, ha
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visto y oído los presentes autos de Juicio
da falta-s número trescientos veintinuevel
setenta y seis. seguidos ante él, y entre
partes; de una, el señor Fiscal municipal
de la Agrupación, en rePTesentación de su
Ministerio; de otra., como perjudicado.
Manuel Careia Mingo, mayor de edad,
y actualmente en desconocido paradero;
y da otra, como inculpado, Manuel Fer~
nández Garcia, nacido en Guisando (Avi~
la) el día veintinueve de noviembn de
mil Irovecientos cuarenta y cinco, casado,
conductor, hijo de Eugenio y Teodosia,
vecino de Ülganés (Madrid), por la su-
puesta. falta de hurto; y... '
Io"allo: Que debo condenar y condeno
al inculpado Manuel· Fernández García
como autor <le una falta de hurto ya
reseña.da 8l la pena. de seis días. de arreS~
to menor y al pa.go de las costas, consi-
deráIldoseentregadas definitivamente a
su proplete.rio, Manuel Garoía Mingo, las
dos ruedas.
Así por esta mi sentencia, definitiva-
mente j'uzgando en la instáncia.. lo pro-
nuncio. mando y fi:tmlo.-J. Collazo (ru-
brh".do)." Fue publicada en el mismo
dí-ft. de su fecha.
y pt'll"a su insarción en el ..Boletín Ofi-
ci.a!. del Estado.. , al objeto de que sirva.
d3 n"Ufic3.ción a M~lJluel Garcfa Mingo,
exp~do la p.resenta en Móstoles a 1
de diciembre de 1976.-El secret:a.rio.-
"9.530 E.
VALENCIA
En el juicio verbal de faltas, s~guido
en cste Juzgado Municipal número 9 de
esta ca.pital, bajo el número 83 de 1976,
a virtud de.atestado-denuncia de la Guar-
dia Civil de Tráfico, por colisión de ve·
hiculos ocurrida el dfa 13 de enero pa~
sado en el lr.ilómetro ..1.900 de la auf;Qpista
A7-E6, en el que aparece como perjudi·
cado Juan Carcía Gregori, en la actua~
lidad en ignorado paradero, se hE¡. dicte.do
la ::entencia. cuyo encabezamiento y Pat:·
te dispositiva son del tenor literal SI-
guiente:
..Senttmcia.-En la ciudad de Valencia
a doce de noviembre de mil novecientos
setenta y seis;
Vistos por mÍ, el señor don 'Francisco
CarCÍa Rurda, Juez municipal núme·
ro nueVe de esta capital. los presentes
autos ae juicio verbal de faltas, número
ochenta y tre~ de mil novecientos setenta
y seis, seguidos en este Juzgado entre
partes; de una, el señor Fiscal municipal,
y como denunciantes. Francisco Salido
Linares, mayor de edad, casado, vecino
de San Pedro de Rivas (Barcelona), calle
Cristóbal Mestre, número cinco; Alberto
Martínez Gil, mayor. de edad, casado,
vecino de Puerto de Sagunto, calle Pro-
greso, número quince,primere.; José Vi-
dal Lucas, mayor de edad._casado. veci-
no de Lorca. calle Abendalaj, número sie~
te, tercera: como perjudicados, Cóncep·
ción Julián Sangüesa. mayor de edad,
casada, vecina de Puerto de Sagunto, ca-
lle Menéndez y Plllayo. número dieciséis,
segunda; Sebastián Malina Cánovas.• ma·
yor de edad, casado, .vecino de Larca,
calle Los Angeles, número uno; Juan
Carcía Gregori, mayor de edad, en le.
actualidad en ignorado paradero, y como
tercer perjudicado el Ho~pital Clínico
Universitario, representado por la Pro-
curado.r dA los Tribunales doña Concep-
ción Ra.mallo Giménez, y de otra. como
denunciados. Purificación Tortajada Mi-
llán, mayor de edad, casada, vedna de-
Puerto de Sagunto, calle Luis Cendaya,
número cuarenta y tres; Rafael Bolos
Torr"ls. mayor de edad. casado, vecino
de Sagunto, calle Gilet número veinte,
tercera, y Francisco Arasa Talarn, ma-
yor de edad, casado. vecino de Vinallo-
Tortosa, carretera de Amposta. número
ochenta y nueve, y como responsables
civHes s\ib"idjarios Miguel Bohigues RI-
bes. mayor de edad, casndo. vecino de
La Cava-Tortosa, calle del Fútbol, núme·
ro treinta y seis, y Francisco Clemente
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Lazara, mayor de edad, casado, v2cino
de St:Lgunto, av.enida. del Generalísimo,
número quince, sobre lesiones y daños
en colisión de vehículos, y
Fallo: Que debo condenar y cond8no
a Purificación Tortajada Millán. como
responsable. en concepto de autor, de la
falta. de lesiones, ya definida, a la p2na
de mil pesetas de multa; con un dia de
arresto sustitutorio en caso de imp·ago.
reprensión privada. privación del· permi~
so de conducir durante treinta y un días,
indemnización a Albero Martínez Gil,
con la entrega de veintiún mil cuatrocien-
tas ochenta pesetas; a Concepción Julián
Sangüesa, con la entrega de doscientas
quince mil pesetas, y al Hospital CLnico
Universitario, Can la entrega de siete mil
novecientas cuarenta y cinco pesetas, más
el pago de la terc~a parte d,e ·lo.s cos-
tas, asumiendo sus propios' danos y per-
juicios en la cuarta parte de su importe.
Asimismo debo condenar y condeno co-
mo responsable. en concepto de .antor
efe la misma falta, a Rafael Bolos Tor~.:'es,
a la pena de dos mil pesetas de mt:lta,
con dos dias de arresto susti-tutorio en
caso de impago, reprensión privada. pri~
vación del permiso de conducir durantE!'
cuarenta y cinco díaS', indemnización a
Alberto Martínez Gil. con la .entrega de
sesenta y cuatro mil cuatrocientas cua~
renta pesetas; a Concepción Julián San·
güesa, con la entrega de seisc'entas cua-
renta y cinco mil pesetas; a Purificación
10rtajada Millán, con la entrega de cien+
to setenta y ocho mil novecientos setenta
y cinco pesetas; a Sebastián Molina Cá-
nAvas. con la entrega de dieciséis mil
doscientas setenta pesetas; a Miguel Bo-
higues Rives, con la entrega· de c'ento
dieciséis mil trescientas noventa pesetas,
y al Hospital Clínico Univetrsitario, con
la entrega de veintitrés mil ochocientaS
treinta y siete pesetas, más el pago de
la tercera parte de las costas, y decla-
rando la responsabilidad civ:l subsidIaria
de Fra.ncisco Clemente Lázaro.
Que debo absolver y absuelvo libremen·
te a Francisco Arase Talarn ae la falta
qu~ se le imputa, declarando de oficio
la tercera parte r-estante de las. co~t6s.
Se reserva a Juan García Gregori el
derecho a ejercitar ante los Tribunales
Civiles las acciones de esta índole de
que puedan estar asistidos para reclamar
la indemnización por los posibles daños
causados en el camión de su propiedad.
Noifíquese esta resolución a las partes.
Así por esta mi sentencie, lo pronun·
cio, mando y firmo.-Francis<,o Garcfa
<firmado y rubricado) ,,",
y para que sirVa de notificació~ en
forma al perjudicado JUan Garda Gre·
gori, e"Pido la presente' en Valencia a
7 de diciembre de 1976.-EI Secretario.-
9.744·E.
•
El señor Juez Municipal número 9 de
esta capital en providertcia. dd esta fecha
recaida en juicio verbal de faltas número
951/1976. seguido en virtud ~de denuncia de
Francisco Aracil Iturmendi contra Alberto
Benito Navarro. actualmente en ignorado
paradero, sobre daños y 'lesiones por
agresión, ha mandado convocar al señor
Fiscal y citar a AlbeJ;'to Benito Navarro
en calidad de denunciado para que com-
parezca a celebrar juicio verbal de fal-
tas en la Sala Audiencia de este Juzgado,
el día 1 dE1 febrero próximo y hbra de
las nueve, con el apercibimiento de que
si no concurre ni alega justa causa para
dejar de hacerlo se le podrá imponer mul-
ta. conforme dispone el artft;:ulo 966· de la
Ley de Enjuiciamiento Criminal, pudiendo
dirigir escrito a este Juzgado en su de-
fensa y apoderar persona que presente
Efn el acto del iuicio las pruebas de des·
cargo que ten.ga conforme a 10 dispuesto
en los artículos L" al 18 del Decreto de
21 de noviembre de 1952.
Valen~ia. 27 de diciembre de 1976.-El
SecrS'tario.-82~E.
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SUBASTAS Y CONCURSOS DE OBRAS Y SERVICIOS PUBLICaS
MINISTERIO DE- M,A RINA
Resolución de la Jurjsdicción Central de
Intendencia por la que lB hace pública
la adjudicación del concurso para za
adjudicación de suministro de carbón
yi<lila.
CelebradQ el concurso anunciado en el
_Boletín Oficial del Estado- número 249.
. de fecha L6 do octubre. de 197e, para
1& adjudicación de suministro de carbón
y lefta para Dependencias de la Juris-
dicción Central para el año Hm. cuyo
presupuesto de contrata asciende a la
cantidad ,j,e ui.ez millones doscientas quin~
ce mil UO.215.ooo) pesetas,· con fecha. 28
de noviembre el -excelenUsimo sedar Al·
mirente. J'3fe de la Jurisdicción Central
de Marina, ha resuelto adJudicar defini-
tivamente dicno suministro a la Empresa
-Gombustib es 'Isidoro Rodrigáñez,S. A.-.
en la canttdad de· diez milIon.as dosc1en.
taos quince mil (10.215.000l ,pesetas.
Madrid, 3 de diciembre de 1916.-El
Intendente de la Jurisdicción Central, Jo-
Sé Lu1s Núñez Sim6n.--9.682-E.
MINISTERIO DE HACIENDA:
Resolución de la Delegación de Hacienda
de Sarta por la que Be anuncia subasta
de las ,fincas que se ,citan.
Se sacan a pública subasta para el día
10 de febrero de 1977, a las once horas,
los bienes siguientes:
Casilla de Camineros, sita en término
de Fuentecantos, en el punto kilométri-_
ca 1,990 de la C-115. Tasación: 28.380 pe-
setas.
Casilla de C~mlineros, sita en el ténni-
nc de Berlanga de Duero, calle FUenma-
yor, 55. Tasación: 77.070 pesetas.
La. subasta se celebrará ante la Mesa
de la Delegación de Hacienda de Soria,
en cuya Sección del Patrimonio puede
verse el· pliego de condiciones generales.




Resolución del Instituto. Nacional de 4sis-
tencia Social por la que S8 hace púbHca
la adjudicacíón de las obras de cons-
trucción de edifico parG Residencia y
Club de Ancianos en Torrijas (TOledO).
Como resultado de la subasta celebrada
al efecto, esta Dirección General ddl Ins-
tituto Nacional de Asistencia Social ha
resuelto adjudicar definitivamente la e]e--
cución de las obras de construcci6n de
edificio para Residencia y Club de Ancl~
nos en Torl1jos (Toledo), & favor de
..Dragados y Construcciones, S. A.•, en
la cantidad de 36..704.822 pesetas.
Lo que se hace público en cumplimiE'nto
~ lo establecido en el articulo 38 de la
vigente Ley de Contratos del Estado.
Madrid, 6 de diciembre de t9te.-El
Director general, Gabriel Ciªneros l-a-
borda..--9.627·E.
Resolución del Instttuto Nacional de Asia·
tencia Social por la que se hace pública
la adjudicación de las obra.s de COn'-
trucción de edificio para Guardería
Infantil en la parcela K-2 del barrio
de San BIas, de Madrid.
Como resultado de la aubasta celebrada
al efecto, esta Dirección General del Ins-
tituto Nacional de Asistencia Social ha
resuelto adjudicar definitivamente, la eje-
cución de las obras de construcción de
edificio para Guarderia In;fantil en la par-
cela K-2 del barrio de San Blas de
Madrid, El- favor de don Santos Mudoz
Potente. en la cantidad de 7.3&2.871 pe-
setas.
Lo que se hace público en cumplimiento
de lo es:tablerJdo en el articulo 38 de la
vigente Ley de Contratos del Estado.
Madrid, 6 de diciembre de 1976. -El
Director general, Gabriel Cimero La-
borda.-:g.6M-E.
ResOlución del InstU....to Nacion41 de Asis-
tencia Social por la que se hace públicll
la adjudicación de las obra, de con,,·
trucción de edtNcio para Guarderia
InfantU en la parcela B del barrio de
San Blas de. Madrid.
Como resultado de la subasta celebrada.
al efec'kl. está Dirección General del Ins-
tituto Nacíonal de' Asistencia Social h~
resuelto adjudicar. edfinitivamente la eje·
CUCiÓD de las obras de construcción de
edificio para Guardería Infantil en la par-
cela B del brrio' de San BIas de Madrid,
a favor de don Santos Muñoz Potente, en
lacanidad de 7.531.855 pesetas.
Lo que se hace púbUco en cumplimiento
de lo establecido en el artículo 38 de la
vigente Ley de Contratos del Estado.
Madrid, 6 de diciembre de 1976.-El
Director general, Gabriel Cisneros La-
borda.-9.625-E.
Resolución del Instituto Nacional de AsiB~
tencia Social por la que se hace pública
la adjudicaCión de las obras de COns~
trucción de edificio para Guardería In~
fantil en Nules (CaBteUón).
Como resultado de la subasta celebrada
al efecto, esta Dirección General del Ins-
tituto Nacional de Asistencia Social ha
resuelto adjudicar definitivamente la eje*
cucióh de las obras de construcet6n de
edificio para Guarderla Infantil en Nulas
(Caste1l6n), a favor d~ ..Construcciones
Vallina, S. A._., én la cantidad de pesetas
7.63UI30.
Lo que l¡Q hac.e púb~o en c:wnpUmiento
de lo establecido en el artículo 38 de la
vigente Ley de Contratos del Estado.
Madrid. 6 de diciembre qe 1976.-EI
Director general, Gabriel Cisneros Labor~
da.-8.62&-E.
Resolu.ctón del InStituio Nacioncl de Asis-
tencia Social por la que se hace público
la a4judicación de laI obl'G8' de cons~
.ruccjóncH edilicio para Guardería-
Infantil .Santo Angel Custodio-. ós
AZca;\i.z (Teruel).
Como resultado de la subasta celebrada
al efecto, esta Dirección General del Ins-
tituto Nacional de As1~tencia Social ha
resueltO-adjudicar deflnitivamente :a ej$oo
cuci6n de las obras de construcción de
edificio para Guardería Infantil ..Santo
Angel Custodio_, en AloatHz (Teruel), a
favor de ..Cerámicas y Construcciones
Rubio, S. L._, en la cantidad ~ 12.2971100
pesetas.
Lo que se hace público en cumplimiauto
de lo establecido en el articulo 38 de la
vigente Ley de Contratos del Estado.
Madrid, 6 de diciembre de 1976.-El
Director general, Gabriel Cisneros Labor·
da.--9.626~E.
Resoludón de la Comisión Provincial de
Servicios Técnicos de Cuenca por la
que S6: hace pública la adjudicación de
'las obras que se citan.
La Comisión Provincial de Servicios
Técnicos de Cuenca, en cumplimiento del
articulo 119 del Reglamento Genera! de
Co.ctratación del Estado, hace público.
por medio del presente. las adjudicacio-
nes de obras que se indican del plan
197€ a las empresas siguientes:
A -Cobra, S. A._:
58.076/61, Caftete-Landete, línea 66 KV.
l?cn 19.609.852 pesetas.
58.080163, V1llanueva de la Jara, linea
de alimentaci6n de 132 KV., en, 10.200.000
pesetas.
58.082/65. Cañaveras a Fresneda de la
Sierra (diez núcleos), nueva red de alta
tf:'nsión, en 11.687.000 pesetas.
A _Abengoa. S. A.:
58.081/64, Villanueva de la Jara, subes·
taci6:l 132/20 KV., en 28.245.939 peset;a.s.·
Cuenca, 13 d,e diciembr9 de 1976.-El
Goberne.dor civil·Presidente.-9.456-A.
MINISTERIO DEL AIRE
Resolución de la Junta Central de Com-
pr.as por la que se anuncia concurso
para el $uministro de vestuario de
tropa.
Se anuncia concurso público para el su-
ministro de vestuario de tropa que a con-
tinuación se_· expresa, del exped~ente
08.2.3171. de tramitación anticipada, del
Servicio de Intendencia, por un impoI1e
l(mlW el. ~7.578.QOO P...tas.
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MINISTERIO DE
INF-ORMACION y TURISMO
Resolución. de la Junta Liquidadora de
Material (Delegaci6n Regional de la
Maestranza Aérea de Madrid) por la
que· se. anuncia subasta de aviones en
estado de inutilidad.
Se celebrará subasta en esta Delega-
ción Regional el día' 20 de enero. próximo,
a las diez treinta horas, y comprende
cinco aviones en estado de inutílidad.
Detalles en Junta Liquidadora de Ma·
teriaL del Ministerio del' Aire y en esta
Delegación Regional.
Los anuncios por cuenta de los adjudi-
catarios.
Cuatro Vientos, 29 de diciembre de
1976.-El Comandante Secr§tario, Damián
García Hernández.-16-7.
Orden ministerial número .1260/1973. dQ 28
de noviembre.
El importe de los anuncios será a car-
go de los adjudicatarios.
Madrid, 3 de enero de 1977.-EI Tenien-
te Coronel Secretario, Emilio Rodríguez-
Calvo SuáreZ.-90-C.
Resoluci6n de la Mesa de Contrataci6n
por la que se haca pública la adjudica-
ción definitiNa referente. a la edici6n
de 1,000,000 de' ejemplares del . folleto
titulado ..Islas Canarias».
De conformidad con lo dispuesto en el
artículo 1.19 da! Reglamento· de, Contra-
tación del Estado, se hace púbI1co por
el presente anuncio que ha sido adjudica-
da la edición de 1.000.0000 de ejemplares
dal folleto tttulado ..Islas Canarias», por
un imparte total de cinco millones sete~
cientas sesenta y dos mil C5.762.000J pe-
setas, a fa 'lar de la firma ..Don Gonzalo
Alonso Rodríguez.. ,
Madrid, 15 de diciembre de 1976.-&






















ma que determinan los artículos 340 Y
siguientes del Reglamento General de
Contratación, una fianza provisional del
2 por 100 del precio límite de las prendas
a que oferten, Caso de formularse en aval
deberá presentarse con arreglo al modelo
-oficial establecido en la Orden -de 10 de
mayo de 1968 (..Boletín Oficial del Esta-
do- número 120).
El concurso "s.e celebrará con arreglo a
lo dispuesto en la Ley de Contrato"s del
Estado y su Reglamento, aprobados por
Decretos 92311965, de 8 de abril, y 34101
1975, de 25 de' noviembre, respectivamen~
te, así como las modificaciones estableci·
das por Ley 5/1973, de 17 de marzo, y
Orden ministerial número 3260/1973, de 28
de noviembre.
El importe de los anuncios será a car-
go de los adjudicatarios,
Madrid, 3 de '6nero de 1977.-El Tenien-
te Coronel Secretario, Emilio Rodríguez-
Calvo Suárez.-89-C.
.'Suministro de
Resolución de la Junta Central de Com-
pras por la que S9 anuncia concursO
para el suministro de vestuario de
tropa.
Se anwlcia concurso público para el su-
ministro de vestuario de tropa que a con·
tinuación se expresa, del expediente
08.2.2/77. de tramitación anticipada, del
Servicio de Intendencia, por un -importe
límite de 56.310.000 pesetas.
,
=======;======:=====-
Camisas paseo tropa manga larga .
Camisas paseo tropa manga corta _"
Camisas paseo _tropa manga corta E. H.
Corbatas paseo tropa .
Zapatos paseo tropa - ..
Botas aeródromo tropa , .
Botas- aeródromo especialistas .........•..•..•..
Ceñidores tropa ..
Bolsas costado tropa .
Los plazos de entrega serán los estable~
cidos en el pliego de bases del suministro.
Los pliegos de prescripciones técnicas y
de cláusulas administrativas particulares,
modelo de proposición y relación de docu-
mentos que deben presentar los licitado-
res de acuerdo con el articulo' 97 del Re..
glamento General de Contratación y los
que se determinan en el pliego de bases.
estan' de manifiesto en la S~retaría de
esta Junta, sita. en el Ministerio del Aire.
planta baja-, Sector Sur.
Los sobres, conteniendo uno la proposi-
ción económica y el otro la documenta-
ción y garantías que se solicitan, deberán
presentarse en la Secretaria de esta Jun4
t8 en mano, cerrados, lacrados y firma-
dos, de diez a doce horas de los días la·
borables, desde el siguiente a la publica-
ción de este anuncio hasta el día 8 de fe-
brero,
En estos sobres deberá consignarae ex-
teriormente el nombre de la Enipresa.
Juntamente a esta presentación se en-
tregarán, bajo lema, sin marca, seftal. ni
referencia que pueda identificar "BU pro-
cedencia, las mue,s:tras requeridas en el
pliego de bases.
El acto público de la apertura de las
proposiciones admitidas a licitación se
verificará el día 15 de febrero próx,imo, a
las once horas, en la Sala de Sesiones de
esta Junta Central de Compras,
Los concursantes deberán constituir a
disposición del excelentísimo seftor' Gene-
ral Presidente de dicha Junta L en la for·
Límite d~l gasto
cedencia, las muestras requeridas en el
pliego de bases,
El acto público de la apertura de las
proposiciones admitidas a licitación se
verificará ef dia 9 de, febrero próximo, a
las doce horas, en la Sala de Sesiones de
esta Junta Central de Compras.
Los concursantes deberán constituir a
disposición del excelentísimo señor Gene-
ral Presidente de dicha Junta, en la for-
ma que determinan los artículos 340 y
siguientes deL Reglamento General de
Contratación, una fianza provisional del
2 por 100 del precio limite de las prendas'
a que oferten. Caso de formularse en aval
deberá presentarse con arreglo al modelo
oficial establecido. en la Orden de 10 de
mayo de 1968 (..Boletín Oficial del Esta-
do.. número 120J.
El concurso se celebrará con arreglo a
lo dispuesto en la Ley de Contratos del
Estado· y su Reglamento. aprobados por
Decretos 923/1965, de 8 de abril. y 34101
1975, de 25 de noviembre, respectivamen-
te, así como las. modificaciones estableci-
das por Ley 5/1973 de 17· de marzo, y
Suministro de Hasta unidades
----
Gabardinas paseo tropa (confección, fo-
rros y botones) "." ,' 16.000
Uniformes paseo tropa ., "''''', .. , ,,..... 18.000
Uniformes paseo Escuadrilla llonores pan-
talón noruego ." , , ,........... 600
Got:Tos paseo- tropa "........ 18.000
Los plazos de entrega serán los estable-
cidos en el pliego de bases del suministro.
Los pliegos de prescripciones técnicas y
. de cláu:mlas admjnistrativas par,ticulares,
modelo de proposición y relación de docu-
mentos que deben presentar los licitado-
res de acuerdo con el artículo 97 del Re-
glamento General de Contratación y los
que se determinan en el pliego de bases,
están de manifiesto en la Secretaría de
esta Junta, sita en el Ministerio del Aire,
planta baja, Sector Sur.
Los sobres, conteniendo uno la proposi~
ción económica y el otro lE:!. documenta-
ción y garanüas que se solicitan. deberán
presentarse en la Secretaría de esta Jun-
h en mano, cerrados, lacrados y firma-
dos, de diez a doce horas de- los días la-
borables, desde el siguiente a la publica-
ción de esteanuncío hasta el día 4 de fe-
brero.
En estos sobres deberá consignarse ex-
teriormente el nombre de la Empresa.
Juntamente a esta present.ación se -en-
tregarán, bajo lema, sin marca, señal, ni







Resoluci6n del Ayuntamiento de Alcalá'
de Henares (Madrid) por la que se
anuncia concurso de las obras -qe ..Acon-
dicionamiento de la calle junto al Co-
legio de los Reyes Católicos.. , de esta
ciudad.
Objeto: Concurso de obras de «Acondiw
cionamiento de la calle junto al Colegio
de los Reyes Católicos_, de esta ciudad.
Típo: 1.288.010,35 pesetas,
Plazo de ejecuci6n: Tres meses, a 'con~
tar de la fecha de 'fonnalización del con·
tra~o,
Garantía: Provisional. 24,320 pesetas; de-
finitiva, conforme al artículo 82 del Re~
glamento de Contratación de las Corpo-
raciones Locales, porcentajes mínimos.
Expediente: De manifiesto en Secretaría
General, en horas de oficina.
Proposiciones: Presentación en ·Secreta·
ría General, durante el plazo de veinte
días hábiles, contados desde el siguiente,
tI,unbién hábil, al en que aparezca esta
públioación en el ...Boletín Oficial del ESM
tacto». .
Apertura! A las doce horas del día si-
guiente hábil al de la expiración del pla-
zo antes referido, en esta Casa Consis-
torial,
Modelo de proposición
Don ...... , mayor de erlad, vecino de ......
(calle y número) ....... en nombre propio
(o en ·representación de .....J. declara que
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perfectamente enterado de los. p~iego~ de
con diei ones económico-admInlstrahvos
que han de regir en el concurSa convo-
cado para ejecución de las obras necesa-
rias para _Acondicionamiento de la calle
junto al Colegio de .105 Reyes Católicos;.
de esta ciudad, se compromete a real~­
zar las mismas con sujeción al contem-
do de expresados documentos, por la can-
tidad, de ...... (en letra y. número) pese-
tas, en prueba de lo cual deja asegurada
esta proposición, declarando qua las re-
muneraciones del personal que Se emplee
en estas obras, tanto porjornaGa le~al
como por horas extraordinarias no seraD
inferiores a.. las fijadas para cada catego-
ría por la legislación vigente. .
Acompaña los siguientes documente.s:
al Resguardo constitución fianza pro-
visioD~L .
b) D-aclaración jurada de no hallarse
incurso en causa alguna de incapacidad
o incompatibilidad.
c) Carné de Empresa con responsabi-
lidad o documento que acredite su pose-
sión.
dl Memoria comprensiva de sus refe-
rencias técnicas.
el .
(Fecha y firma del proponente,]
Alcalá de Henares, 27 de diciembre de
197e.-EI Alcalde.-9.828-A.
Rcso~uctón del Ayuntamiento de Hinojos
(Huelva) por la que se anuncia subasta
para el. aprovechamiento de la piña de
los montes «Los Propios» y .Las P~re­
dejas».
Cumpliendo. acuerdo de esta, Corpora-
ción de 30 del actual, se anuncia la si-
guiente subasta:
Objeto: Es la subasta para el aprov&--
chamiento de la pifia de los montes ..Los
Propios,. y «Las Paredejas», aforadas en
2.000 millares. recolectadas y en cargade-
ro' habitual.
Tipo de tasación inicial: 3.400.000 pes&-
tas, a razón de' 1.700 pesetas millar.,
Plazo: Hasta el 30 de abril, de 1977.
Pago: En la forma que se expresa en el
pli.ego de condiciones técnico-facultativas
de: ICONA y en el pliego de condiciones
económico-administrativas de esta Corpo-
raCIón.
Garanttas: La provisional, 56.000 pese·
taso La definitiva, la que resulte de apli-
car al importe de la adjudipacióIi defini·
Uva. los límites minimos del artículo 82
del Reglamento de Contratación de las
Corporaciones Locales. ..
E.--:pediente:. ~uede examinarse en la Se-
cretarIa munlClpal.
Presentación de plicas: En la Secretaria
municipal. dentro de los diez días hábiles
siguientes al en que aparezca el anuncio
de subasta en el 'eBoletfn Oficial del Es·
. tado», de las ,diez a las trece treinta
horas.
Apertura de plicas: En el d~spacho de
la Alcaldia, a las trece treinta horas del
día siguiente hábil del en que finalice
el plazo de present':tción de plicas.
Modelo de proposición
Don .... ,., mayor de edad, vecino de
..... , provincia de , con domicilio en
la calle de ......• número con docu·
mento nacional de identidad nú.mero .
en p.ombre propio Co en representación
de ..... .), en posesión del carné de Em-
presa con responsabilidad. enterado del
anuncio de subasta .publicado en el ..Bo-
letín Oficial del Estado» número ....... de
fecha , asi como del pliego de condi-
ciones 'y demás ~el expediente que se exi-
gen, se compromete a llevar a efe.cto el
aprovechamiento del lote único de los
propios del Ayuntamiento de Hinojos. con
8 enero 1977
estricta sujeción de Jos mi.smos, ofrecien·
do la cantidad de pesetas '(en letra).
(Fecha y firma del proponenteJ
Hinojos. 31 de diciembre de 1976.-El
Alcalde.-96-A.
ReSOlución del Ayuntamiento de Nueno
(Huesca) por la que se anuncia 8ubasta
de maderas.
Aprobados por este Ayuntamiento los ~
pliegos de condiciones que han d.e se~ir
de base para las subastas de ena¡enaCIOn
de los aproveChamientos forest~les en el
monte público número 160 y numero 161
del Catálogo de Utilide1 Pública. ~ertene­
cientes a Lusera y NOClto. resp»ctIvamen-
te, de este término municipal. durante el
año forestal de 1977. se hallan expuestos
al público por espacio de ocho dtas, y
para el c,aso de no producirse reclamacio-
nes, la Corporación municipal. debida·
men autorizada por la Jefatura. del Ser-
vicio Provincial· de Huesca. ICONA, y
de conformidad con lo que preceptúa el
vigente Reglamento de' Contratación de
las Corporaciones Locales, tEmiendo acor-
dado señalar el día 19 de febrero próximo.
a las once horas de la mañana. de la si-
guiente forma:
Subasta de 2.654 metros cúbicos de. ma-
dera de pino Silvestre, consistente en
4.954 pies de pino. en la partida ..La Ga-
bardiella". de la pertenencia de Lqsera.
pór el precio de tasación de 2.920.130 pe·
setas, y el indice de 3.650.162 pesetas.
Subasta de 1.899 metros de madera de
pino silvestre. consistente en 3.044 pies
de Pino. en la partida «La Pillera,.. ~e la
pertenencia de Nocito.por el precIO ~e
tasación de 2.373.750 pesetas y el preCIO
indice de 2.967.187 pesetas.
Los aprovechamientos detallados podrán
realizarse durante el afio fotestal¡ las
subastas se celebrarán en la Casa Con-
sistorial de. este AyUntamiento en Nueno.
a la hora -indicada, siendo presidida por
el señor Alcalde o Concejal en quien de-
legue. con arreglo a las. condic~ones fa-
cultativas que se hallan de mamfiesto en
la Secretaria municipal.
Las proposiciones. extendidas conforme
al modelo inserto al pie. podrán presen-
tarse en la Secretaría del Ayuntamiento.
en dias laborables. de las diez a las
trece horas. a partir del si~iente al de
la publicación de este anuncIo, en el ..Bo-
letín Oficial,. de la provincia o en el ..Bo·
letin Oficial del Estado,. que lo inserte
posterior. Para dichas subastas se adm}-
tirán pliegos has41. las 'trece horas del·dl8
anterior al señalado para las subastas.
acompañados del documento nacional de
identidad. de la declaración a que se re-
fieren los artículos 4.° y 5.0 del Regla-
mento de Contratación. del respectivo
resguardo de 'haber constituido la .fianza
provisional del 5 por 100 sobre el tIpo de
tasación y el carné de Empresa con res-
ponsabilidad. si concurre a la subasta
de maderas.
Dentro de los diez días siguientes a la
notificación de la adjudicación definitiva.
el rematante vendrá obligado a ingresar
el 20 por 100 dei remate como depósito
a disposición del. Servicio Provincial de
lCONA, en la Depositaría de este Ayunta-
miento.
En todo lo previsto en el pliego de con·
diciones económico-administrativas apro-
bado por la Corporación municipal regi-
rán las condiciones facultativas fijadas
por ICONA y lo dispuesto en. el Reg~a­
mento de Contratación de las CorporacIO-
nes Locales. como asimismo la costumbre
establecida en este Municipio.
Modelo de proposición
Don vecino de .. ....• provincia de
....... con documento nacional de identidad
Ii. O. nel E.-NU'm. 7
número .. " ..• expedido el ...... de ...... de
197 en , provincia ......• que acem-,
paña, y con capacidad. legal para con-o
tratar enterado del anuncio pubUcado
en el' ..Boletín Oficial,. de la provincia o
en el ..Boletín Oficial del Estado,. número
. ...... de fecha ......• para las subastas de
aprovechamientos de maderas que h~ de
veríficarse en la partida ..La. Gabar(hella,.
o ..La Pillera,., d~l monte número 1~0 6 161
de la pertenencia de Lusera: ~ J;lOCltO. res~
ectivamente. de este MunIClPIO. durante
el año forestal de 1977. y aeJ:'editando
por el justificante unido haber hecho el
depósito del 5 por 100 c!e~precio de .ta~
sación como fianza provlslonal prevemda
para t~mar parte en la subasta (indistin-
tamente). se obliga a realizar el aprove~
chamiento por la cantidad de (en le-
tra) pesetas con sujeción al pliego de
condiciones 'caso de serIe adjudicado el
remate a sú favor de una de .las subastas
o de las dos.
(Fecha y firma.)
Nueno. 14 de diciombre de 1976.-El Al-
calde.-159-C.
Re.rolución del Ayu.n.tamiento d.e Solsona
(Lér~j por la que se anuncUJ SU!'G8ta
para contrdtar ~as obres de pav~men­
tación asfáltica :v alumbrado púbUco en
avenidá de los Mártires.
Objeto de la subasta: Contrataci~n de
las obras de pavimentación asfáltIca y.
alumbrado público en avenida de los
Mártires. .L . 'ó
Tipo de licitación: El tipo I.ltl UCltacI n
es de 2.344.547 pesetas.
Plazo de ejecución: Dos meses. a par·
tir de la adjudicación definitiva. ."-
Pago: Contra certificación facultatlva
de obra.
Exposición del expedf.ente: En la Se-
cretaI1a Municipal.
Garantias: 2 por 100 del presupuesto
de obra, la provisional, y 4 por 1~ del
importe de la adjudicación. la defimtiva..
Presentación de plicas: Las proposicio-
nes, en sobl"e cerrado.' se presentarán en
el &gistro de Entrada, durante el plazo
de veinte días hábiles, a partir de la
pubIioación de este l[tnunclo en el ..Bole·
tín Oficial del Estado,. y en el de la
provincia.
Apertura: La apertura tendrá lugar a
las doce horas del Primer di:a hábil si~
gulente.
Modelo de proposictón
Don de años ......• profesión .......
vacindad···~'..... , con documento nacIonal
de identidad número ......• enterado de
los pliegos de condiciones facultativas y
ooonómico~adaninistrativas, así' como de
los demás documentos obrantes en el ex-
pediente, se oómpromete a ejecutar las
obras de pavimentación aSfáltica y alum-
brado público en avenida de los Mártires.
con sujeción al proyecto, en la. cantidad.
de pesetas. Es adjunto resguardo
de haber depositado la garantía proVisio-
nal y declaración de no estar afectó de
incapacidad.
(Lugar. fecha y firmaJ
Solsona, 11 de diciembre de 1976.-El
kIcalde.-9.482-A.
Resolución del Ayuntamiento de Soria
por la" que se anUncia concurso para
contratar los aprovechamientos foresta~
les que se indican.
Previas las autorizaciones necesarias pa~
ra la validez del contrato y de conformi..
dad con los pliegos de condiciones en su
dia aprobados. en cumplimiento de acuer:;
B. O. nel E.-Ni:ím. 7
do del Pleno, de 2 de noviembre de 1976,
por el que se resolvió el contrato anterlor
por incumplimiento de las obligaciones
del contratista y a tenor del articulo 97-
2) del Reglamento de Contratación, se
saca a concurso público la continuación
de la ejecución de la "fase forestal.. de
los aprovechamientos maderables y leño-
sos que fueron objeto de adjudicación de-
cenal, durante el período .comprendido
entre los años forestales 1968-69 a 1977-78,
ambos inclusive, en los montes 172, ",Pi-
nar Grande,.; 177-1ao...Santa Inés y Ver-
dugal.. ; 136-A, .Yega de AmblaQ, Soba-
quillo.. , _y 174, cRivacho",. de la pertenen-
cia de Soria y su tierra.
Es objeto del concurso la ejecución de
las operaciones y trabajos que comprende
la «fas~ forestal! hasta fa puesta en carw
gadero de los productos de que se trata.
según se éspecifica en los pliegos de 'COn-
diciones.
La duración del contrato. comprende
desde la fecha de adjudicación del prew
sente concurso hasta la- terminación del
8 eliero 1977
decenio; es decir, hasta el 31 de ·diciem~
bre de 1978.
La forma de pago y normas sobre lici-
t~ción. así como el modelo de .proposición,
son 'los consignados en el anuncio de~ ..Bo*
letín Oficial del Estado» número 15. de 17
de enero de 1969 y en el de 'la provincia
número 8, de 22 del mismo mes y año.
Fianzas: Para optar al concurso se re-
quiere el depósito previo' en la Deposita-
ria Municipal o en la Caja General de
Depósitos. a favor de las Entidades pro-
pietarias, por la parte -proporcional al
aprovechamiento que queda por realizar,
por un importe de 247.565 pesetas.
y la definitiva,· el doble de la provisio-
nal. ,
Pliegos de condiciones: Regirán los misw
mas del concurso anunciado en los Bole~
tine,!! que más arriba se indican.
Fecha, lugar y hora de presentación de
pUcas: Todos los días hábiles, durante las
horas de oficina, hasta las trece horas del
día. en que se cumplan veinte días hábi~
les. contados a partir del siguiente al de
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la fecha de publicación de este anundQ
en el qBoletin Oficial del Estado», y se
presentarán en la Secretaría de aste
Ayuntamiento. (N~gociado de Montes).
La apertura de plicas ten~rá . lugar en
el despacho de la Alcaldía. a las doce
horas del siguiente día hábil al en que
se cumpla el plazo señalado para 11:1 pre-
sentación de proposiciones, ante la Mesa
constituida al efecto.
Para orientación de'los licitadores se in-
serta el cuadro de cantidades de produc-
tos de las distintas clases de cortas ~n el
conjunto del decenio, significando que
van realizadas aproximadamente las. sie-
te décimas. partes del volumen total pre~
visible (documento número 1).
Se inserta, igualmente. el cuadro de
precios unitarios de contrata. de la «fa-
se forestal» últimamente revisados, los
cuales servirán· de base o tipo de licita-
ción,. a la baja, para el presente concur~
so (documento número 2).
Soria, 21 de diciembre de 1976.-~1 Al-
calde.-l04-A.
Cantidad de productos de las distintas clases de cortas en el conjunto del decenio
-- - - -- .-
~Pinar Grande» «Rivacho» ..Santa Inés y V.» Total decenio
Clases de~ cortas
Maderas Leñas Maderas Leñas Maderas Leñas Maderas Leñas
, mc.lsc. 'fm.lcc. mc.lsc. Tm.lcc. mc.lsc. Tm.lcc. mc./sc. Tm.lcc.
e. Cortas con·
tinuas ...... 135.400 ~O.OOQ 5.800 1.900 66.600 9.000 207.800 30.900
b.l. D. policía. 24.800 2.000 1.080 200 14.250 1.500 39.930 3.700
b.2. Claras 110.000 5.000 1.220 100 49.950 2.500 161.170 7.600
b.3. Otras cor-
tas ..... :...... 91.900 18.000 4.400 1.500 89.000 17.000 185.300 36.500
Totales ... 361.900 45.000 12,500 3.700 219.800 30.000 594.200 78.700
._---_._-- - - - _.. - - _.'_._--' --
Documento numero 1
Precios unitarios de contrata de la "fase forestal»
====~~=-=c=====~~="-c==c===cc=--=====~===_==~~~C _
~Pinar ,Grande..' -Rivacho.. ..Santa In~s y V."
Clases de cortas
a. Continuas ..
b.l. De policía .
b,? Claras .






































Don ....... de ...... "años de edad, natu·
ral de ......• provincia de ; con resi~
dencla en , calle de , número
...... , con documento nacional de identidad
número , expedido en , el día
...... , en representación de' lo cual
acredita con •..... , enterado del anuncIo
publicado en el «Boletín Oficial» de ..•... ;
de .fecha' ...... y .de los pliegos de condi-
ciones facultativas y económico-adminis--
trativas que han de regir para la C9ntiw
nuación- de la ejecución de la "fase fo-
resta}.. hasta la termina:ción del decenio
Documento número 2
1968-69 a 1977~78. ambos inclusive, en to-
das las operaciones que. determinan 108
mismos, en los montea ...... , de la perte-
nencia dé Soria y su tierra, se compro·
mete a la ejecución de dichos trabajos:,
con sujeción a dichos pliegos, en los sj~
guientes precios:
«Pinar Grande» ________._R_'_V8C,-h"-P_" ', ·_._s_ou..:-ta-,In_é_'..;y_V_.• _
Clases de cortas
a. Continuas ..















(Fecha y firma del licitador.)
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A los efectos previstos en los DecretOS
de este Ministerio números 2617 y 26191
1966, de, f~ha 20 de octubre, se abre
información publica sobre la instalación
de ]a siguiente línea eléctrica;
Referencia: AT/23.204/76.
Peticionario: ...Empresa Nacional Hidro-
eléctrIca del Ribagorzana».
Finalidad: Línea de transporte de ener·
gis: eléctrica a 25 KV,: Derivación a es-
tac,ión transfotmadora ,número 4.995. «In·
mobiliaria Ciudad Condal XIX", y su es-
tación transformadora en el poligono de
Bellvitge. cuya finali'dad es para vivien-
das. en el término municiPal de HOSpita-
let de Llobregat, provincia de Barcehma.
La longitud de la linea es de 136 metros
de ten d ido subterráneo. La .estación
transformadora tendrá una potencia dé
500 KVA. Y su relación de transforma-
ciónde- 25.000-380-220 V.
Presupuesto: 300.728 pesetas.
Procedencia de los materia.les: Nacia·
nal. _
Se solicita autorización administrativa.
y declaración de utilidad pública en con-
creto.
TOl;ias aquellas personas o Entidades
que se consideren afectadas podrán pr6.
s'3ntar sus escritos, por triplicado. dUran-
te el plazo de treinta dfa.s, con las ale-
gaciones opOrtunas, en esta Delegación
Provincial de Industria, avenida Generalí-
simo. 407, Barcelona.
Barcelona, 22 - de octubre de 1976.-El
Delegado provinéial, p. D., el Ingeniero
Jefe de la Secci6n.-15.066-C.
•
A los efectos previstos en los Decretos
de - este Ministerio números 2617 y 2619/
1966, de techa 20 de octubre. se abre
- información pública sobre la instalación
de la siguiente línea eléctrica:
Peticionario: .Fuerzas Eléctricas de
Cataluña. S. A._, plaza de Cataluña, 2,
Barcelona.
Referencia: AS/29.963I76 tE. 10.978).
Finalidad: Instalación de una línea a
220 KV., derivada de la linea E. R. ·Ta-
rragona.:--E. R. .Rubí-, hasta E. R. ·Be-
gas...
Características: Tensión 220 KV.. ten-
dido aéreo, dos circuitos trifásicos· du-
plex, conductores alumtnio·acera de 281,1
milimetros cuadrados de sección. Longi-
tud: 8,066 kilómetros.
Pres.upuesto: 61.982.000 pesetas.
.Procedencia. de, los materiales: Na·
ClOna!.
Se solicita autorización de instalación
y declaración en conc~to de la utilidad
pública.
Todas aquellas personas o Entidades
que se consideren afectadas podrán pre-
sentar sus escritos, por triplicado. du-
rante el plazo de .treinta días, con las
alegaciones oportunas, en esta Delegación
Provincial de Industria, avenida Generalí-
simo. 407. Barcelona, a cuyó efecto estará
expuesto el expediente en las dependencias
de esta Delegación, sita en avenida Gene-
ralísimo. 435, durante las horas de oficina.
Barcelona. 29 de octubre 'de 1976.-EI
Delegado provincial. Francisco Brosa Pa-
láu.-15.048-C,
A los efectos previstos en 106 Decretos
de este Ministerio numeros 2617 y 261-9/
1966 de fecha 20 de octubre, se abre
info~mación pública sobre la instal~ión
de la siguiente línea eléctrica: .
peticIonario: ...Fuerzas EléctrICas de
Cataluña, S. A._, plaza de CataIUfiS, 2,
Barcelona.
Referencia: AS/2Q,962176 CE. 3.339).
Finalidad: Ampliación de la estación re-
ceptora .Penitentes_, en la carretera de
la Rabasada en el término municiP&1 de
Barcélona. '
Características: Instalaci6n de un trans-
formador de 30 MVA., 1HV11 KV., con
regulación automática t!e tensión en car·
ga.. Equipo de mando y protección.
Prestípuesto: 23.700.000 pesetas.
Pr~ncia de los IIlJl.terial-es: Na-
cional.
Se solicita autorización de instalación
y aprobació.. del proyecto de ejecución
de la; instalación.
Todas aquellas personas o Entidades
que ea consideren afootad'as podrán pre-
sentar sus escritos, por, triplicado, dUran-
te el plazo de' treinta dlas, con las ale-
gaciones oportunas. en esta· Delegación
Provincial, avenida Generalísimo, 407,
Barcelona, a cUyo efecto estará' expuesto
el expediente en las dependencias de esta
Delegación Provincial de lndustria. sita
en avenida Generalísimo, 435, durante las
horas de oficina.
Barcelona, 29 de octubre de 1976.-El
Delegado, provincial, Francisco Brosa Pa·
láu.-15.049·C.
•
A los efectos previstos en los Decretos
de este Ministerio números 2617 y 2619/
1966, de fecha 20 de octuhre, se abre
informa<;ióñ pú1.;llica sobre la instalación'
de la sigui.ante línea eléctrica:
Peticionario: "Fuerzas Eléctricas de
Cataluña. S. A.", plaza de Cataluña, 2,
Barcelona.
Referenci'a: A5/29.960 (R. 3.285).
Finalidad: Ampliación de la estación re-
ceptora de Rubi, en el término municipal
de Rubí.
Características: Instalación de un auto·
transformador de 500 MVA.. 3801220125
kilovoltios, con regulación automática dd
tensión en carga. Equipos de mando y
protección.
Presupuesto: 101.000.000 de pe~etas.
Procedencia de los materiah~6; Na-
cional.
Se solicita autorización de instalación
y aprobación del proyecto de ejecución
de la' instalación. .
Todas aquellas personas o Entidades
-que se consider¿n afectadas podrán pre
sentar sus escritos, por triplicado, dUran-
te el plazo de treinta días, con las alega-
ciones oportur.as, en esta Delegación Pro-
vincial, avenida Generalísimo, 407, Bar-
celona, a cuyo efecto estarf\ expuesto el
expediente en las dependencias de esta
Delegación Provincial de Industria, sita en
avemda Generalísimo, 435, durante las
horas de oficina.
Barcelona, 8 de noviembre de 1976.-EI
Delegado provincial, Francisco Brosa Pa-
láu.-15.050-C.
•
A los efectos previstos en los Decretos
del Ministerio' de Industria números 2617
y 2619/19€o. de fecha 20 de q,ctubi"c, se
abre información pública. sobre la insta·-
lación de la siguiente línea eléctrica:
Referencia: 16.549/761A.T.
Peticionario: .Empresa. Nacional Hidro-
eléctrica del Ribagorzana".
Finalidad: Línea de transporte de ,anal'·
gía elé::trica: a 25 KV.: Derivación a .es-
tación transformadora 10.288, .DelegaCIón
Enher», y su éstación transformadora,
ubicada junto esUl9ión receptora, cuya
finalidad .es suministro para oficinas. &I1
el término municipal de San Justo Des~
ver:n, provincia de Barcelona.' La longi-
tud de la Unes es de 10 metros de ten-
dido. aéreo. La estación ~ransformadora
tendrá una potencia de 50 KVA. y su
relación de transformación de 25.0001380·
220 V.
Presupuesto: 61.500· pesetas.
Procedencia de los materiales: Na-
ciona!.
Se solicita autorización administrativa
y d<JIclaración de utilidad pública en con-
creto. ~
Todas aquellas personas o Entidades
que se consideren afectadas podrán pre·
sentar sus escritos.' por triplicado, dUran-
. te el plazo de treinta dias, con las ~1<8­
I gaciones oportunas, en esta Delegac1Ó}l
Provincial de Industria, avenida General1~
simo, 407, Barcelona.
Barcelona, 18 de noviembre d<8 1976.-
El Delegado provincial, P. D.. el Inge-
niero Jefe de la Sección.-15.000·C.
•
A los efectos previstos en los ,Decretos
de esre Ministerio números 2617 y 26191
1966, de fecha _20 de octubre, se abre
información pública sobre la instalación
de la siguiente linea eléctrica:
Referencia: 16 5:>0176/A.T.
PeticiOnario: .Empresa Nacional Hidro·
eléctnca del Ribagorzana,.. .
Finalidad: Línea de transporte de ener-
gia eléctrica a 25 KV.: Derivación a' es-
tación traill?formadora, número 10.258,
.Vilosa, S. A ... , y su estación transforma-
dora,ubicada en esquina calle Vázquez
de Mella,. cuya finalidad es construcción
de obras, ,en el término municipal de San
Baudilio de Lobregat, provincia de Bar-
celona. La longitud de la línea es de
14 metros de tendido aéreo. La estación
transformadora tendrá una pot~ncia de
50 KVA. Y su relación de transformación
de 25.000/380-220 V.
Presupuesto, 65.250 pesetas.
Procedencia de los materi'ales: Na.-
cional.
Se solicita autorización administrativa.
y declaración de utilidad pública en con~
crBto.
Tojas aquellas personas o Entidades
que se consideren afectadas po(Jrán pre-
sentar sus escritos, por triplicado. duran~
te el plazo de treinta días. con las ale·
gaciones oportunas. en. €\Sta I;>elegació,n
Provincial da Industrja, avenida Generah-
simo. 407, Barr...elona
Barcelona, 18 de noviembre de 1976.-
El Delegado provinCial, P. D .. el Ingeni«J-
ro Jefe de la Seoción.-15,060-C.
ADMINISTRACION.LOCAL
Ayuntamientos
SANTA CRUZ DE BEZANA
En el «Boletín Oficial da la Provincia
de Santander.. número 127 se publica el
concurso convOCado para el nombramien~
to de Reca.udador voluntario y ejecutivo.
El pliego de condiciones queda expuesto
al ,público por espacio de ocho días. du-
rante cuyo plazo pueden presentarse las
reclamaciones que se estimen oportunas.
Santa Cruz de Bezana, 11 de noviembre
J de 1976.-La, Alcaldesa.-5.457-8.
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BANCO GUIPUZCOANO
Junta general de accionistas
Por acuerdo del Consejo de Adminis-
tración y según lo dispuesto en sus Es-
tatutos, se convoca a los señores accio-
nistas a Junta general, que se celebrará
el día 29 del corriente mes de enero --en
primera convocatoria, a las doce h~ras.
en· el teatro .Victoria Eugenia,. (paseo de
la República. Argentina). de est~ capital,
o. en segunda convocatoria, si así proce-
dIera, en el mismo lugar y hora el dia
5 del próxin:o mes de febrero, para tra-
tar de los slgUientes asyntos:
~ Presentación de la Memoria balan-
ce e inventario, cerrados al 31 de' diciem-
bre de 1976, formulados por el Consejo
de Administración.
- Aprobación, si procede, de los acuer-
dos que se proponen y de la- gestión del
C.onsejo de Administración en el ejerci-
CIO dlt 1976.
- Nombramiento de censores de cuen-
tas e interventores.
La Secretaría del Banco facilitará las
correspondientes tarjetas de asistencia.
Si la Junta hubiera de celebrarse en
seg,!n~a convocatoria, se pondrá en co-
nOCImIento de los seftores accionistas me-
diante anuncios en la prensa diariá
Sa;n SebastiAn, 5 de enero de 1977:-El
PreSIdente del Consejo de Administración
José María Aguirre Gonzalo. 26-5. '
BANCO INDUSTRIAL
DEL MEDITERRANEO
Bonos de Caja, emisión mayo de 1975
PRIMERA CONVBRSION PARCIAL EN ACCIONES
DEL BANCO
Se comunica a los señores tenedores de
bonos de Caja de esta emisi6n que, de
acuerdo con las condiciones de la misma
pueden optar por la· conversión parCial'
a razón de un 10 por 100 de los titulo~
de que sean -tenedores. en acciones del
Banco Industrial del Mediterráneo, du-
rante el período comprendido entre el
l. y el 31 de enero próximo: !lmbos inclu-
SIve.
El derech? de conversión, representado
por _el cupon número 5, será negociable
e~ la Bolsa de Barcelona, durante el pe-
rIodo de la conversión' finaliza,do el cual
quedará sin -efecto ni ";'alor alguno. '
A efectos del canje, los bonos se esti-
man a .la par, 1.000 pesetas por bono, y
las .accIOnes al cambio medio de sus coti-
zaCIOnes en la Bolsa de Barcelona duran·
te ~l úl.timo triniestre de 1976 -según
certIficacIón de la Junta Sindical de Bol-
sa-; con una reducción del 50 por 100 de
la plusvalía bursátiL ~
Así pues, se estima que, aproximada-
mente, la .valoración, a efectos de canje
d~ las aC?IOn.es, será d~ 1.847 pesetas; si
bIen, sera, fijada definItivamente al ob-
tenerse la certificación oficial de la Junta
Sindical de la Bolsa de Barcelona.
En el ejercicio de la conversión se en-
treg~rán tantas acciones, valoradas al
precIO de conversión que resulte como
sea!! necesarias para atender por defecto
el Importe total de los bonos a canjear
pagando la Sociedad emisora en efectiv~
la ~iferencia existente entre ambas valo-
raCIOnes.
La operación de canje podrá ser reali-
zada en cualquiera de nuestras oficinas
~n B~rcelona, Albacete. Alicante. Bada-
JOz. BIlbao. ~urgos, Castellón, Gijón. Gra-
nada, MadrId. Málaga Murcia Palma
Pamplona, Salamanca.' Sllntand~r, Sevi~
Ha. Tarragona., Valencia, Valladolid, Vigo
y Zarap:oza.
Barcelona. 30 de didero hre df) 1976-
«Banco lnnust":"ial del McdHw'ri.nco~·­
Consejero-Secretario, Tomás Buxeda Na-
daI.-137-C.
TARJETAS DE CREDITO, S. A.
ITARCRESA}
Junta general extraordinaria
Por acuerdo del Consej O" de Adminis-
tración de esta Compa-fiia y de canfor·
midad con lo establecido en el artícu-
lo 18 de los Estatutos sociales, se con-
vaca. Juotageneral' extraordinaria de' ac-
cionistas. Que se celebre.rá en las ofici-
nas de la Sociedad, calle Luisa Fernan·
da, 3, de Madrid. el día 26 de enero de
1977, a las dieéisiete horas,' en primera
convocatoria, y el dia 27 de igual mes
a la misma hora, en segunda convocato:
ria, con arreglo al siguiente
Orden del día
1.0 Reestructuración del Consejo de
Administración y del Comité de Geren-
cia de la Sociedad.
2.° Estudio v resolución sobre la pro-
y~ci6n económico-financiera para la So-
CIedad respecto a futuros ejercicios.
3.° I:uegos y preguntas.
Madrid, 7 de enero de 1971.-El· Con-
sejero Secretario, Faustino Díaz Prieto.-
IS8-C.
CERAMICA NULENSE, S, A.
ICENOSAJ
Convocatoria de Junta general
extraordinaria
Se convoca a Junta general extraordi-
naria de accionistas, qUE' habrá de tener
efecto en el' domicilio social carretera
Nules-Villavieia. k..ü. 1 hm. 6: el die. 24
de en3ro. a las veinte horas, en primera
c0I?-vocatoria, y el día 26 de enero, a las
vemte horas, en segunda, con el siguiente
Orden del día
1) Aumento del capital social.
2} Modificación de Estatutos en la
parte correspondiente a la mención de
la cifra de capital social que resulte tras
el aumento, en su caso.
3} Ruegos y preguntas.
Nules, 3 de enero de 1977.-El Presiden.:.
te del Consejo de Administración JoSé
Batalla Benages.-160-C. '
IBERICA DE NEGOCIOS. S, A.
Junta general ordinaria
De conformidad con lo dispuesto en
los artículos 50 y 53 de la Ley de Socie-
dades Anónimas, se convoca a los sefio-
res accionistas a la Junta general' ordi-
naria, que ... 3 celebrará en el inmueble
número 16 de la plaza Marqués de Camps
en la ciud{ 1 de Gerena. el 2B d.:l ener~
de 1977, a :as dieciocho horas, en pri-
m~ra convocatoria, y en su caso. en el
mIsmo lugar y hora, el d:a 29. en segun-
da convocatoria, con arreglo al siguiente
Orden del día:
1.0 Lectura y, en su casu, aprobación
de la Memoria, balance· y cuenta de Pér-
didas y Ganancias del ejercicio de 1976.
2.° Aprobación de la gestión social.
3.° Nombramiento de censores da cuen~
taso
4.° Elección de dos Interventores del
acta.
5.0 Ruegos y preguntas.
Gerona, 2 de enero de 1977.-EI Presi-
de!l.te del Consejo de Administración Ra-
món Guardiola. Rovira.--183-C. '
CAT,YPSO. S. A.
Se convoca a los señores accionistas
pata celebrar Junta general ordinaria,
que tM.drá lugar el día 2B de enero' de
19~7, a las diecinueve treinta horas. en
prtmera convocatoria. y el sj.guiente dia,
a la misma hora. en segunda convocato~
ria, en el local de la compañía, sita en
Barcelona, rambla de Cataluña 65 4 o 1·
bajo el siguiente ' , . .,
Orden del día
1.0 Censura de la A'estión social.
2.0 Aprobaci6n, en su caso, de las cuen-
tas y balance del ejercicio anterior y re-
solución sobre la propuesta de distribu·
ción de beneficios.
3.° Nombramiento de censores de cuen-
tas.
4.° Ruegos -Y preguntas.
Barcelona, 4 de enero de 1977.-Por "Ca-
lypso, S. A.», José Ferrer Peris.-27-5.
CEMENTOS UNILAND, S. A,
Se conyoca. a los señores accionistas 4e
esta SOCIedad a Junta general extraordi-
naria de la misma, que tendrá lugar' a
las nueve horas del día 27 de enero del
corriente afio 1977, en prímera convoca~
toria, y en segunda, si procediera, a la
misma hora del siguiente día ~8 del pro·
pio mes, ambas en el domicilio social en
,Madrid (calle Alcántara número 5) con
arreglo al siguiente orden del día: '
V' Facul~r a·10s Administradores para
aumentar el capital social, -dejando sin
efecto la vigente {l.utorización en la par-
te no utilizada, e incorporación de la
cuenta de Regularización de Balances.
2. ° Modificaciones estatutarias corres-
pondientes a los acuerdos que se adopten.
Madrid, 3 de enero de 1977.-José A. Ru-
meu de Delás, Administrador.-14o--C.
TRANSPORTES AUTOMOVILES, S. A.
(T.A.S.A.!
A viso a los soitores accionistas
El Consejo de Administración de la So-
ciedad. en sesión celebrada el día 30 del
corrimlto mes, acordó convocar a los se-
ñores socios accionistas a Junta general
extraordinaria a celebrar en su domicilio
social, a las. once horas del día 11 de
febrero próximo en primera convocatoria..
y en E1l mismo lugar y hora del día si-
guiente en segunda. para tratar de los
siguientes puntos del orden del dia:
1.° Renovación del Consejo.
2.o Aprobación del acta de la rEfunión.
JátivQ a 31 de diciembre de 1976.-El
Secretariú del Consejo de Administración.
José Martí Baeza.-ll-D. .
F. C. METROPOLITANO
DE BARCELONA. S. A.
(Sociedad privada municipall
A v i s o
De conformidád con los anuncios publi~
cados en el ..Boletín Oficial del Estado",
número 281 y en el «Boletín Oficial.. de la
provincia número 285, de. fechas 23 y 27
de noviembre último. respectivamente, el
pasado día 13 de los corrientes ·se han
celebrado. con las formalidades estable-
cidRs en la Ley de 17 de julio de 1951 y
ante el Notario de esta ciudad don Lo-
renzo Va-Iverde Galán, los sorteos de las
obligaciones que corresponde amortizar
en el presente año. emitidas por la extin-
«uida Compañía «Gran Metropolitano de
Barcelona, S. A.», actualmenb absorbida
por esta Sociedad, habiendo resultado
amortizados los títulos cuya numeración
figura a continuación:;
EMIsrON 20 DE OCTUBRE DE 1922- " ItDe título. A titulo Titulos I De obligación- A obligación Obligaciones,.
De Hulo A tilulo Títulos I De obligación A obligación Obligaciones i
1I
14,192 14.192 1 23.161 23.170 10
14,207 14.207 1 23.311 23.320 10
741 747 7 . 741 747 7 14.252 14.252 1 23.761 23.770 10
750 750 1 750 750 1
1
1
---1.011 1.020 10 1.011 1.020 10 Total .................... 'JUl Total ................... 4701.611 1.620 10 1.611 1.620 10
2.341 2.350 10 2.34¡ 2.350 10
3.411 3.420 10 3.411 3.420 10 I
3.Q41 3.950 10 3.941 3.950 10 ¡I EMlSION 31 DE DICIEMBRE DE 1943
4.161 4.170 10 4.161 4.170 10 I4.281 4.284 4 4.281 4.284 4
I4.291 4.300 10 4.291 4.300 10 De título A titulo ·¡itulas I De obligación A obligación Obligaciones4.461 4.470 10 4.461 4.470 10 ,14.611 4.620 10 4.611 4.620 10
5.641 5.650 10 5.641 5.650 10 1, l'l1 180 10 171 180 10
7.801 7.810 10 7.801 7.810 10
ri
621 030 10 621 630 10
8.021 '.030 10 8.021 8.030 10 861 870 - 10 861 870 10
9.331 9.340 10 9.331 9.340 10 1.171 1.180 10 1.171 LIBO 10
9.851 9.860 10 9.851 9.860 10 I 1.341 1.350 10 1.3U 1.350 1010.001 10,001 1 10.001 10.001 1 1.411 1.420 10 1<411 1.420 10
10.004 :10.010 7 10.004 10.010 7 1,471 1.480 10 1.471 1.480 10
10.521 10.530 10 10.521 10.530 10 1.511 l.520 10 1.511 1.520 10
11.691 11.700 10 11.601 11.700 10 1.791 1.800 10 1.791 1.800 fa12.661 12.670 10 12.661 12.670 10 2.751 2.760 10 2.751 2.760
12.891 12.900 10 12.891 12.900 10 2.991 3.000 10 2.991 3.000 10
3.391 3.400 10 3.391 3.400 10
Títulos de cinco obligaciones por titulo 4.051 ,4.060 . 10 4.051 4.060 104.211 4.220 10 I 4.211 4.220 .10 ..15.021 15.022 2 15.101 15.110 10 I 4.~1 4,460 10 4.451 4.460 10 ~il 4.71 4.750 10 , 4.741 4.750 1015.039 15.040 2 15.191' 15.200 10
I15.207 15.2::3 2 16.031 1I 5.081 5.090 10 5.081 5.090 10 '"16.040 10 5.501 5 .•10 10 5.501 I 5.510 10 a15.239 15.240 2 16.191 16.200 10 li15.255 15.256 2 16.271 10 5.841 5.850 10 5.841 5.850 1016.280 ji 6.711 6.720 la 6.711 6.720 10 ~15.277 15.278 2 16.381 16.390 10 6.751 6.760 10 6.751 6.760 10 ..15.281 15.282 2
I
...16.401 16.410 10 7.011 7.020 10 7.011 7.020 10 ...15.311 15.312 2 16.5&1 18.560 10 8.061 8.0'70 10 8.061 8.070 1015.433 15.434 2 17.161 17.170 10 8.371 8:380 10
I
8.371 8.380 1015,483 15.484 2 17.411 17.420 10 9.441 9.450 10 9.441 9.450 1015.557 15.558 2 17.781 17.790 10 10.371 10.380 '0 10.371 10.380 1015.577 15.578 2 17.881 17.890 10 10.871 10.880 10 10.871 10.880 1015.781 15.782 2 18.901 18.910 10 11.401 11.410 10 11.101 11.410 1015.909 15.910 2 19.541 19.550 10 12.721 12'.730 10 12.721 12;730 1015.951 15.952 2 19.751 19.760 10 13.591 13.600 10 13.591 13.600 1016.071 16.0'72 2 20.351 20.360 10 14.751 14.760 10 14.751 14.760 1016:163 16.164 2 20.811 20.820 10 15.731 15.740 10 15'.731 15.740 1016.213 16.214 2 21.061 21.0'70 10 16.231 16.240 10 16.231 16.240 10
16.311 16.320 10 16.311 16.320 la
Títulos de cüez obligaciones por titulo I 17.231 17.240 10 17.231 17.240 10
li
17.321 ·17.330 10 17.321 17.330 10
16.532 16.532 1 22.811 22.820 10 17.441 17.4.50 10 17.441 17.450 10
16.555 16.555 1 23.941 23.050 10 18.871 18.880 10 18.871 18.880 10
16,614 16.614 1 23.631 23.640 10 !i 19.281 19.290 10 19.281 19.290 10 !:ll16.687 16.687 1 24.361 24,.370 10
11
19.291 19.300 10 19.291 19.300 10
16.694 16.694 1 24.431 24.440 10 19.321 19.330 10 19.321 19.330 10 P16.695 16.695 1 24.441 24.450 10
il'
19.381 19.390 10 19.381 19.390 10
16.770 16.770 1 25.191 25.200 10 20.051 20.060 10 20.051 20.060 10
~'16.780 16.780 1 25.291 25.300 10 20.291 20.300 10 20.291 20.300 10




20.451 2:0..460 10 t"l16.876 18.876 1 26.251 28.260 10 21.661 21.670 10 21.661 21.670 10
I16.Bi33 16.883 1 26.321 28.330 10 1, 22.251 22.280 10 22.251 22.260 10
:l6.919_· 16.919 1 26.681 28.690 10
II
22.761 22.710 10 I 22.761 22.770 10 Z17.122 17.122 1 28.711 28.720 10 23.071 23.080 10 23.07i. 23.080 10 C·1
17.140 17.140 1 28.891 28.900 10 23.421 23.431> 10 I 23.421 23.430 10 ~17.142 17.142 1 28.911 28.920 10 I1 24.001 24.010 10 1 2-4.001 24.010 10
"17.190 17.190 1 29.391 29.400 10 24.231 24.240 10 24.231 24.240 10 ...
I
24.241 24.250 10
, 24.241 24.250 10





25.031 25.040 10 ZS.031 25.040 10
L 25,111 25.1:20 J.O 25.111 25.120 10
-~'.-"""'-----~-=--' - --1 26.441 26'.450 10 26.44t 26.450 10
21.631 27.840- 10 27.631 27.640 10
1,
2:1.661 ZI.670 10 27.661 ?:l.6·IO 10
~De titulo A titulo Títulps I De obligación A obligación Obligaciones ::'8.021 28.030 10 ;"'¿:.021 28.030 ,- lO
28.051 2.....060 10 28.051 28.'l6O 10
O29.121 29.130 10 29.121 29.130 101.101 1.110 10 1.101 1.110 10 I 29.441 29.450 10 29.441 , ;,!9.450 102.261 2.270 10 2.261 2.270 10
I 29.521 29.530 10 29.521 29.530 10 'l'l.2.461 2.470 10 2.461 20470 10 '"30.031 30.040 10 3O.<l31 30.040 10 -2.671 2.680 10 2.671 2.680 10 I 33.431 33.440 10 33.431 33.440 103.111 3.120 10 3.111 3.120 10
1
34.211 34.220 10 34.211 34.220 10 t':l3.141 3.141 1 3.141 3.141 1




34.871 34.880 10 34.871 34.880 10 ¡l5.181 5.190 10 5.181 5.190 10 35.231 35.240 10 35.231 35.240 105.261 5.270 10 5.261 5.270 10 35.571 35.580 10 35.571 35.580 10 .,5.801 5.810 10 5.001 5.810 10 I 36.521 36.530 10 36.521 36.530 105.891 5.900 10 5.891 5.900 10
I
36.911 36.920 10 36,911 ::10.920 106.341 6.350 10 6.341 6.350 10 36.941 36.950 10 36.941 38.950 106.621 6.630 10 6.621 6.630 10 37.631 37.640 10 37.631 37.340 106.641 6.650 10 6.641 6.650 10 I 37.981 37.990 10 37,9131 3i.~90 106.661 6.670 ~ 6.661 6.670 10 38.081 28.QIlO 10 38.081 38.090 106.781 6.787 6.781 6.787 7
I 38.511 28.520 10 38.511 38.520 106.881 6._ 10 6.881 6.890 10 38.551 28.560 10 38.551 38.560 106.901 6.910 10 6.901 6.910 10 39.411 39.420 10 39.411 39.420 106941 6.950 10 6.941 6.950 10 39.491 39.500 10 39.491 39.500 107.251 7.530 10 7.521 7.530 10 39.581 39.590 10 39.581 39.590 108.021 8.030 10 8.021 8.030 10 39.631 39.640 10
I 39.631 39.640 109.491 9.500 10 9,491 9.500 10 39.761 39.710 10 39.761 39.710 109.561 9.570- 10 9,561 9.570 10 39.861 39.870 . 10 39.361 39.870 109.601 9.610 10 9.601 9.610 10 39.941 39.950 10 39.941 3P.950 109.871 9.880 10 9.871 9.880 10 ---11.991 11.992 2 11.991 11.992 2 Total .................. 910 Total 910 ..................
11.994 12.000 7 11.994 12.000 7
'"12.121 12.122 2 12.121 12.122 2 ::s12.126 12.126 1 12.126 12.126 1 '"EMIS10N31 DE MARZO DE 194,4 a12.128 12.130 3 12.128 12.130 3 -Títulos de cinco obligaciones por tttu~o I '"De título .A titulo Títulos De obltgación A obligación Opligacions'J ..12.535 12.536 2 12.671 12.680 10 I .,12.595 12.596 2 12.921 12.930. 10
I
12.655 12.656 2 13.271 13.280 10 25.346 25.350 5 25.346 2..,.350 5
12.921 12.922 2 14.601 14.610 10 25.391 25.395 5 25.391 25.395 . 5
12.989 12':8 2 14.941 14.950 10 ~.s.476 25.480 5 25.476 25.480 513.019 13. 2 15.091 15.100 10 25.611 25.615 5 25.611 25.615 '5
13.311 13.312 2 16.551 16.560 !0 26.rnn 26.065 5 26.061 26.D65 5
13.521 12.522 2 l7.6QJ 17.610 10 26.196 28.200 5 26.196 26.2CO 5
26.461 26;465 5 26.461 26.465 5
Titulos de, diez obligaciones por titulo ,26.601 26.805 5 26.801 26.805 5
27.486 27.490 5 27.486 21.490 5
27.631 27.635 5 27.631 27.635 513.755 13.755 1
I
18.791 18.800 10 27.796 V.OOO 5 2:1.796 27.800 513.802 12.802 1 19.261 19.Z70 10 38.046 28.050 5 28.046 28.050 513.886 13.886 1 20.101 20.110 10 28.146 28.150 5 28.146 28.150 514.051 14.057 1 21.811 21.820 10 38.531 38.535 5 28.531 28.535 514.058 14.058 1 21.821 21.830 10 ---14.059 14.059 1 21.831 21.840 10 Total .................. 70 Total ............ , ... 7014.113 14.113 1 22.371 22.380 10






A partir del próximo día 3 de snero
de 1977, se procederá al pago de las obli-
gaciones qUJ han resultado amortizadas,
las cuale!> se entregarán -previa justifi·
'cRción de su propiedad- con cupones uni-
dos, vencimiento 31 de marzo de 1977 y
siguientes, para el reintegro de su capital,
deducidos los impuestos. en cua.lquiera de
los establecimientos bancarios que se ci~
tan:
Barcelona:
Banco Central. Paseo de Gracia, nÚlUe~
ro 3.
Banco Español de Crédito. Paseo de Gra-
cia número 9.
Banco de Santander. -Paseo de Gracia,
número 5.
Banco Rural y Mediterráneo. Paseo de
Gracia, número 16.
..Sindicato de Banqueros de Barcelona,
Sociedad Anónima"... Fernando, número 34.
Madrid:
Confederación Española de Cajas de
Ahorros. Alcala, número ~7.
Barcelona. 23 de diciembre de 1976.-El
Diréctor general.-46~12.
HOTELERA EL CARMEN, S. A.
MADRID
Convocatoria a Junta general
extraordinaria
Por acuerdo del Consejo de Adminis-
tración, se con.¡.... ~J, a los senores accio-
nista::] a la Junta general extraordinaria
de la Empresa, que se celebrl'lrá en, el
domicilio soCial. paseo de la Castellana.
número b7, el día 25 de !3ne:-o de 1977,
a las doce horas de su mañana, en pri-
.mera convocatoria, y si procediere. a la
misma hora y lugar, el día 26, en segun·
da convocatoria. La Sociedad está ins-
crita en el Registro Mercantil de la Pro.
vincia de Madrid en el Libro de Socie-
dades 123, Sec.;:ión tercera, tom~ 509 gEl·
neral, folio 150, hoja 1.048. inscripción
primera. y con C. l. F. A-28.04103·6, Y
~ambas con: el siguiente
Orden del día
1." Ampliación del capital social de la
• suma de ochenta y tre: millones setecien-
tas veintisiete mil quinientas pesetas a
la de' dosciente 1 treinta y tres millones
de pesetas. de conformidad con los be-
neficios conceri_dotoen el Real Decreto-
ley 13/1976, ~~e 10 de &gosto, y co 1 el De-
creto-ley 12/1973, de 30 de noviembre. me~
diante la emisión y puesta en circulación
de dosciE::ntas noventa y ocho mil quinien-
tas cuarenta y cinco acciones, numeradas
conelativamente del 167.456 al 466.000, am·
8 enero 1977
,)os inclusive. y con la rectificación, pre-
vio el correspondiente estampillado, de
los titulos anteriores para la rectificación
de su numeración.
2.Q Las acciones serán, igual que las'
actuales en circulación, ele quinientas pe-
setas nominales y se emiten ,8 la par de
su valor- nominal, siendo por cuenta de
la Sociedad les gastos d, la ampliación.
3.Q En el momento de la suscripción
se llevará a cabo el desembolso total del
valor nominal de las acciottes de la for·
ma siguiente:
a) El 60 por lOO, es decir la suma de
tresch _tas pesetas por titulo. con cargo
al saldo de la cuenta de ..Regularización
de balance, Decreto-ley 12/1973, de 30 de
noviembre...
bJ El 40 por 100. es decir la suma de
doscientas pesetas pO" título, con cargo
al accionista, que la hará efectiva me-
diante su ingreso en la Sociedad.
4.0 Se concede preferencia a los actua-
les accionistas, en proporción a sus ac-
ciones, para esta ampliación de capital;
que deberán llevarla a cabo dentro del
mes siguiente a su aprobación por la
Junta general extraordinaria.
5.0 Las acciones que no sean suscritas
en el plazo seftalado serán destinadas
libremente por (1 Consejo de Administra-
cióna los actuales accionistas, en pro-
. porción a sus acciones o a terceras per-
sonas.
6.° Una vez formalizada y materializa-
da la amnliación del capital" social, el
artículo quinto de los Estatutos sociales
quedará redactado de conformidad con el
nuevo capital.
7.° Delegación de facultades para la
formalización de los acuerdos de la Jun-
ta general extraordinaria.
B. o Redacción, lectura y aprobación del
acta y. en su ca~o, nombramiento de In-
terventores para llevarlo a cabo,
Tendré.n derecho de asistencia, presen-
tes o representados, la totalidad de los
a,ccionistas, lo mismo que el ejercicio del
darar '-") a voto, de conformidad con las
disposiciones legales y con los Estatutos
sociales.
Madrid, S de enero da 1977.-:.El Secre-
tario del Consejo de Administración, Isi-
dro Díaz de Bustamante y Díaz.-1,21~C.
UNGRIA INTERNACIONAL, S. A.
De .acuerdo con el artículo 153 de la
Ley de Sociedades Anónimas, comunica
que, en Junta general universal de accio-
nistas, celebrada el día 14 de diciembre
de 1976, se acordó la disolución de la So-
ciedad, de acuerdo con sus Estatutos y
el artículo 150 de la citada. Ley.
Madrid, 14 de diciembre de 1976.-El
Administradcr único.-151-C,




De conformidad a lo dispuesto en la
Ley de Sociedades Anónimas. se pone en
conocimietno que la Junta general extra·
ordinaria y universal de accionistas de l~
Sociedad ..InversIones Urbanas Esproncé-
da, S. A.. (en liquidación), celebrada .el
día 31 de diciembre de 1976, acordó por
unanimidad:
1.0 La disolución y liquidación de la
Sociedad. ,
2. o Aprobar el balance final de liqui-
dación, que es del tenor siguiente:
Balance de liquidación al 31-12-1976
Activo: Tesorería, 29.996.100 pesetas. Re-
sultado liquidación, 3.900 pesetas·. Total,
30.000.000 de pesetas.
Pasivo: Capital, 30.000.000 de pesetas".
Total, 30.000.000 de pesetas.
Madrid, 31 de diciembre de 1976,.......EI Li-
quidador.-142·C,
FORJA. S. A.
Por acuerdo da la Junta general extra-
ordinaria de accionistas, celebrada el día
20 de enero de :'976, ea cambia el domi~
Cilio social a la calÍe de José Ortaga
y Ge.sset, húme.ro 29, lo que se publica
a los ef'8etos dal art~culo 86 de la vigente
Ley d~ Sociedades Anónimas:
Madrid 30. de diciembre de 1976.-El
Secretari~ de la Junta, Santiago Lizarra-
ga. B310so.-2-C.
TERMICAS DEL BESOS, S. A.
BARCELONA
Sorteo para kz ámortización de 2.013 obli-
gaciones, emisión ,enero 1974
Se pone en conocimiento de .10$ seño:r:es
tmnedores d-a obligaciones de esta Socle-
. dad. emisión enero 1974, que el día 4
de 'ariero próximo, e. las doce horas, en
al .Centro de Tratamiento de la Informa-
ción, S. A... (CENTRISAl, calle COrc~~
ga 373 -tendrá lugar, ante el NotarIO
de'esta 'plaza don Angel Martínez Sarrión_
y con asist-encia dd sefto.r COmisario, el
sortao para la amortización d~ las 2.013
obliga,ciones ccrrespondientes al año 1~77.
Posteriormente Se publicarán las listas
de los títulos que resulten amortizados
en dicho sortao; teniendo efectividad a
partir del 24 de enero próximo.
Todo ello, che conformidad con lo esta-
blecido .en la¡:¡ condiciones que figuran
en la aoseritura de emisión.
Barcelona, 23 de diciembre da '1976 ........El
Director general, .J. M, Badía,-23-C.
GAt::ETA DE MADRID
España .• " ....."............... 2.700,00 ptas
A O M I N I sr R A e ION,
VEN.TA V TALLERES
fratalgar, 29. fel~t8. (10 IlnéasJ 446 60 00
(2 lineas) 446 61 00
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• QUiosCO de Puerta del SOl, '13.
• Quiosco de Alcalá-Felipe 11.
• QUiosco de Ralmundo Fernár'ldez Villaverde (Cuatro
Caminos)
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Este lioro es, funaamentalmente, un compenaio ael .COdigo ae las teyes .
~dministrativas. del mismo autor, concebído en principIo en líase a las
necesidades experimentadas por la practica docente y profesional, sI bien
las sucesIvas revisIones y emciones ael mismo llevaron a una llora airigida
Be manera exclusIva a una funclon profesIonal y aplicativa Bel Derecno.
Con este compenalo se ofrece a los alumnos ae Dereclio aaminlstrativo
un valloso Instrumento Be traoajo que facillta aecisivamente la consulta
Be la leglslaci6n,. al recoger la estructura esencIal ael sIstema.
El olillgaao carácter selectivo Be la recopilacion no es olisfáculo para que
-la obra resulte Igualmente útil para profesionales y funcionarios encarga-
Bos de su aplicación. De una parte los textos son completos y la- anota-
, ción, suficientemente aetallaaa, Intenta resolver los principales problemas
Be artlculación ae los mismos aentro del sistema general ael ordenamiento.
Por otro laao, como es log!co. la normativa estudiatla en las aulas universi-
tarias coincide con la que, por su generallaaa, constituye la oase ae apli-
cacIón íilarla. -
Un aetallaoo Inmce analltico lleva íilrectamente a las normas apllca151es
al caso concreto.
Como anexo se Incluyen los fextos lntegros ae la Ley ae Bases ae Régimen
Local, Ley reguladora del Derecho de ReunIón, Ley sobre el Derecho de
!Asociación Política, as! coma el nuevo texto refundido de la Ley sobre Régi-
men del Suelo y Ordenación Urbana, promulgadas con posterioridad al cIe-
rre de la edición y que afectan más directamente al contenido de la obra.
Cuidadosamente editado, se ofrece en un solo volumen encuadernado de
1.306 páginas, a aoble columna, en papel ahuesado,
Precio, 900 pesetas
Venta en principales librerías y
Boletín Oficial del Estado-Eloy Gonzalo, 19-Madrid-10
- B. O. del E.-Niím. 8 7 enero 1977 31f,
INDICES DE PRECIOS DE MATERIALES DE CONSTRUCCION
Pentnsula e islas Baleares
Cemento o •• o O" oO. o •• o •• o •• o •• o ••
CeráInica" ... ... o., o., oo. 00' .. ; o'' o" o.. o" 00' •••
Maderas O" oo. o oo, oo. oo. o" ..
Acero o" o•• o., O" o.' O" O" o., o o•• '"
Energía o •• o" oo. o •• oo.... o •• oo. o., o, .
Cobre o •• o •• o •• o •• o •• o •• o •• o •• o •• o •• o •• O" o ••••••
Aluminio o., ... o., o,. o., ... oo' oo' ... o •• o•• o•• o ••
Ligantes o •• o" O" o •• o" o" O" o •• o., oO'
Cemento o•• o o., O" 0_' o., o.' •••
Cerámica o" o •• o o., o., o •• o •• o •••••
Maderas- ... o •• o" ... o 0._ ... o" O" o •• ,_,
Acero O," o •• o., o., o,, o •• 0_' o •• o •• o •• 0'_ •••








































n. Autoridades y personal
NOMBRAMIENTOS, SITUACIONES E INCIDENCIAS
A propuesta del Ministro de Justicia, previa deliberación
del Consejo de Ministros en su reunión del día veintiséis de El Minis~ro de Justicia.
noviembre de mil novecientos setenta y seis, y de confonnidad LANDELINO LAVlLLA ALSINA
JUAN CARLOS





395 REAL DECRETO 3014/1976, de 26 de noviembre,por el que se declara jubilado a don José Eguilaz
Ari.ia, Fiscal de la Audiencia Provincial de Má~
laga.
A propuesta del Mi,nistro de Justicia, previa deliberación
del Consejo de Ministros en su reunión der día veintiséis de
noviembre de mil novecientos setenta y seis. y da conformidad
con lo establecido en el articulo cuarenta y siete punto dos
del Reglamento Orgánico del Estatuto del Ministerio Fiscal.
en relaciOn con la 1...e'J de Derechos Pasivos. de los Funcionarios
de la Administración Civil del Estado,
Vengo en declarar jubilado,' con el haber pa.siva que le
corresponda, a eolicitud del interesado, par haber cumplido
sesenta y cin.co años de edad y cuarenta de servicios efectivos
al Estado. a don JOSé Eguilaz Ariza, Fiscal de la Audiencia
Provincial de Málaga.
Dado en Madrid a veintiséis de noviembre de mil novecientos
setenta y seis.
con. lo establecido eh el artículo veintitr.és del Reglamento
Orgánico del Estatuto del Ministerio Fiscal,
Vengo en nombrar Fiscal de la Audiencia Provin.:'ial de
Málaga, vacante por jubilación ~e don José Eguilaz Ariza.
a don Francisco Javier Daga y Martinez de Carvajal, que
sirve el cargo de Teniente Fiseal de la misma, Audiencia
Dado en Madrid a veintiSéis de noviembre de mil novecien-
tos setenta y seis.
El Ministro de Justicia,
,LANDELINO LAVILLA ALSINA
REAL DECRETO 301311976. de 26 de noviembre,
por el que 8e nombra Fiscal de la Audienci:a Pro-
vincial de Málaga a don Francisco Javier Daga





393 REAL DECRETO 3012/1976. de 26 de novi6mbre,~
por el que se deBigna Embajador 'de España en
Turquía a don C;;abriel Cañadas Nouvillas.
A pNpuesta del Ministro de Asuntos. Exteriores, }' previa
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día
veintiséis de noviembre de mil novecientos setenta y seis,
Vengo a designar Embajador de España en Turquía a dOn
Gabriel Cañadas Nouvillas.
Dado en Madrid a veintiséis de noviembre de mil novecientos
setente. y seis.
·J_",,,,,.,
19786 28 agosto 198r :s. O. aeI E.-Núm. 200
MINISTERIO
DE EDUCACION y CIENCIA
DISPOSICION FINAL
En ningún caso, la iD.tegraci6n de estos estudios en la Uni-
ver..sidad podrá originar un aumento de gasto público de los
Centros o Instituciones en que se impartan.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS •
Primera.-La adaptación a las enseñanzas del presente Real
Decreto de los estudios cursados seg'Úl el Decreto mil cuatro-
cientas tres/mil novecientos 'sesenta y cuatro, de treinta. de
abril. en las actuales Escuelas de Asistentes Sociales será
establecida a propuesta de las Universidades de las que estos·
Cen~ros dependan. por el Ministerio de Educación y Ciencia.
que fijará el calenda~o de extinción de los mismos.
Segunda.-Los alumnos que, una vez extinguidos lOs estu-
. dios de acuerdo con la disposición anterior. no hubieran supe-
rado ias pruebas y deseen seguir los estudios de Trabajo
SOCial deberan continuar sus estudios según los nuevos planes
previstos en el artículo tercero del presente Rea.l Decreto. me-
d:ante las adaptaciones que el Ministerio de EducaciÓn y Cien-
cia. d'2t":rmine.
Tercera-Quienes estén en posesión del título de AsIstente
Social expedido por el Ministerio de Educación y Ciencia. con
forme a la legislación vigente, tendrán los derechosprofesio-
naJes que, en su caso. se atrtbuyan a los nuevos Diplomados en
Trabajo Social.
Cuarta.-Quienes se encunntren en posesión del título de
Asistente "Social. expe<iido- por el Ministerio de Educación. y
Ciencia. y deseen obtener el título da Diplomado en Trabajo
Social por las nuevas Escuelas Univer3itarias, deheran reunir
los requisitos que se fijen por el Ministerio de Educación y
Ciencia.
Dado en Palma de Mallorca a vei:nte de agostO de mil no-
vecientos (Y~hel)ta y uno.
19360 REAL DECRETO '850/'98', de llO de agosto. sobreincorporación a la UniVersidad de los estudios de
Asistentes Sociales como Escuelas UniversitariaS
de Trabajo Socta.l.
Desde la promulgación del Decreto mil cuatrocientos treS/mil
novecientos, sesente.·v cua.tro, de treinta de Bobril, sobre recono-'
cimiento y reglamentación de las Escuelas de Asistentes So·
ciales, las enseñanzas de Asistencia SociaJ. han adquirido un
grado de importancia y madurez que hace aconsejable la in-
corporación de estos estudios a la Univers1dad como Escuelas
Universitarias de' Trabajo Social. adaptándose de este modo a
las estructuras organizativaa previstas en 1., Ley Generad. de
Educación y acomodando IU denominaci6n a la usuaJ. en el
marco internacional. .
Por ello, de conformidad con el Decreto dos mil doscientos
ochenta y tres/mil novecientos setenta y tres, de diecisiete tie
agosto. regulador de las Escuelas Universitarias. a Propuesta
del Ministro de Educaci6n y Ciencia, con el infOrme favorable
de la Junta Nacional d~ Universidades y previa deliberación
del Consejo de Ministros en su reunión del dia. veinte de agosto
de mil novecientos ochenta y uno,
DISPONGO,
Artículo primero.-Las enseñanzas de Trabajo Social se
desarrollarán dentro de la Educación Universitaria a través de
las Escuelas Universitarias y conforme a la normativa propia
de este ,~ipo de Cen~ros_
Artículo segundo.-La creación de las nuevas Escuelas Uni-
versitarias de Trabajo Social, asi como la transformaci6n en
esta clase de Centroe de las actua.les Escuelas de AsIstentes
Sociales, se ajustará _ lo dispuesto en el Decreto dos mil dos-
cientos noventa y tres/mil novecientos setenta y tres. de dieci-
siete de agosto, y normas dietadas en desarrollo del mismo.
Art1culo tercere.-La elaboración y aprobación de los planes
de estudios de las Escuélas Universitarias de Trabajo Social se
llevará a cabo oonIonne a 10 dispuesto en el artículo treinta y
8iete de la Ley General de Educación.
Artículo cuarto.-:-1.os alumnos que superen lOs estudios en
una Escuela Universitaria de Trabajo Social obtendrán el titulo
de Diplomado en Trabajo Soc1aJ..
Articulo quinto.-Queda derogado el Decreto mil cuatrocien-
tos tres/mil novecientos sesenta. v cuatro, de treinta' de abril.
y demás disposiciones en cuanto ·se opongan a 10 dispuesto en
el presente Real Decreto.
ArtÍCUlo sexto.-Por al Ministerio de Educación y Ciencia se
dictarán 18.$ nonnas oPOrtunas para el desarrollo del presente
Real Dec-reto.




























































































































OJWEN de ?3 de agosto de 1981 sobre filación del
derecho compensatorio variable para la importa--
ción de productos 8Ometidos " este régimen.
Dustrlslmo .seflor:
19361
Atún blanco (ftesoo o refri-
gerado •••.••....••..........•••.....
Atunes Hos demás) (frescos
O refrigerados) •••.••......•.....
Producto
De confonnidad oon el articulo octavo del Decreto 3221/1972.
de 23 de novieDJtre, "'Y 188 Ordenes .ministeriales d~ Hacienda
de 24 de mayo de 1973 y de Comercio de 13 de febrero de 1975,
Este Ministerio ha tenidl) a bien dIsponer: -
Primero.-La cuantía del derecho compensatorio variable p&.ra
las importaciones en la Peninsula e islas Baleares de los PI'9-
duetos que se indican es 1& qUe a contInuación se detalla para
los mismos: "
Bonitos y afines (frescos o
refrigerados) .
Anchoa. boquerón y demás
engráulidos frescos o refri-
gerados •...••..••., .
Atún (los demás)
Atún blanco (congelado) .....
Sardinas frescaB O refrigera-
das ;......••...•....
JUAN CARLOS R.
El Ministro de Educación 'Y Ciencia,
JUAN ANTONIO ORTEGA Y DIAZ-AMBRONA
ANEXO II: CONGRESOS Y JORNADAS 
NACIONALES DE ASISTENTES Y 
TRABAJADORES SOCIALES (1968 – 2009) 





INDICE CONGRESOS Y JORNADAS NACIONALES DE ASISTENTES  
Y TRABAJADORES SOCIALES 
 
Año 1968, Barcelona. Definición de funciones, formación superior, estatuto y 
deontología. 
 
Año 1972,  Madrid. El asistente social y la evolución del Trabajo Social. 
 
Año 1975, Valencia (Jornada). El Trabajo Social dentro del proceso de 
cambio. 
 
Año 1976, Sevilla. Acción Social y Trabajo Social. 
 
Año 1977, Pamplona (Jornada). Material de estudio de las III Jornadas 
Nacionales de Asistentes Sociales. 
 
Año 1980, Valladolid. Por unos Servicios Sociales para todos. 
 
Año 1984, Vizcaya. Bienestar Social, ¿una utopía? 
 
Año 1988, Oviedo. Trabajo Social, reto de hoy. 
 
Año 1992, Barcelona. La intervención profesional en la Europa sin fronteras. 
 
Año 1996, Sevilla. Trabajo Social en el cambio del milenio. 
 
Año 2000, Santiago de Compostela. Trabajo Social, compromiso y equilibrio. 
 
Año 2004, Las Palmas de Gran Canaria. Un mundo, mil culturas. 
Globalicemos la solidaridad. 
 
Año 2009, Zaragoza. Trabajo Social, sentido y sentidos. 
 
 
Barcelona, 1968. Congreso Nacional 





Terminología: Mª Dolores Delgado. 
Ponencia II. 
Definición de Funciones: Irene Vázquez. 
Ponencia III. 
Formación superior: R. Saldaña. 
Ponencia IV. 
Status y deontología: M. Colomer. 
 
Madrid, 1972. Congreso Nacional 




Situación actual del Trabajo Social. Mª Elena de Urrestarazu Ucín. 
Ponencia II. 
El Trabajo Social en el proceso administrativo. Rosalía Gual Feliú. 
Panel interprofesional sobre e Trabajo Social en la Administración.  
Ponencia III. 
Investigación en Trabajo Social. Gloria Rubiol González. 
Ponencia IV. 
Formación. 
Introducción a la ponencia: María Teresa Benavides Castro. 
Formación básica: María Victoria López Bueno. 
Educación permanente: Carmen Guerra Muñoyerro. 
Enseñanzas especiales: Isabel Grandas Alonso. 
 
Valencia, 1975. Jornadas Nacionales 




Los contenidos trabajados en la jornada de Valencia, fueron 
publicados en la Revista de Trabajo Social (RTS) del segundo 
trimestre de 1975, Nº 58. 
 
Los trabajos más representativos de las Jornadas son los 
siguientes:  
Objetivos del Trabajo Social. Mª Luisa Aparicio (et al.). 
Trabajo Social dentro del proceso de cambio. Rosa María Barenys (et al.). 
 
Sevilla, 1976. Congreso Nacional 




Pautas y directrices teóricas de la Acción Social. Jaime García, Luis 





La acción Social y el trabajo social en el campo de la ancianidad. 
Carlos Juan García,  José  Luis  Marenco,  Felipe  Rus,  Juan  Vidal,  
Carmen  Argulló,  Sor Margarita García y Mª del Pilar Rodríguez. 
 
La Acción Social y el trabajo social en la Comunidad. Antonio J. Lobo, Isidoro Moreno, 
Rufina Borrego, Rosa Capeans, Mª Luisa de Frutos y Patrocinio de las Heras. 
 
La Acción  Social  y el trabajo  social  en el campo  de la educación.  Fernando Durán,  
Francisco  González,  Luis  Núñez,  Mariano  Peñalver,  Pilar  Aparicio, Dolores Calvo, 
Isabel Grandal e Itziar Uriarte. 
 
La Acción  Social  y el trabajo  social  en el campo  de la Empresa.  Enrique  de Colsa,  
Andrés  Contreras,  Enrique  Medina,  Miguel  Rodríguez,  María  Espina, Elisa García y 
Milagros Serra. 
 
Mesa redonda de la Salud. Alonso-Fernando,  Bermudo de la Rosa, Dr. Toledo y Mª 
Victoria Guisande. 
 
La Acción Social y el trabajo social en el Campo de la familia. Gabriel Guijosa, Andrés de 
la Oliva, Francisco Ortega, Elisa Pérez, Marina Prado y Grupo de Trabajo Social Familiar 
de Barcelona. 
 
Mesa  de  Sanidad.  Rosario  Martínez,   Sor  Petra  de  la  Torre  y  Asistentes 
Sociales de M.A.P.F.R.E.
 
Pamplona, 1977. Jornadas Nacionales 







Realidad del Trabajo Social y Perspectivas Generales. 
 
Estudio   sociológico   sobre   Trabajo   Social.   ZER,   Equipo   
de   Investigación 
Sociológica. 
 
Análisis de la Función Básica del Trabajo Social. Comité 
Organizador de las III Jornadas Nacionales 
 
Ideología y Política en Trabajo Social. Comité Organizador de las III Jornadas 
Nacionales de Asistentes Sociales. 
 
Medios   o   instrumentos   necesarios   para   el   ejercicio   de   la   profesión   de 
Asistentes Sociales 
 
Terminología de la profesión. 
 
Metodología y Técnicas en el Trabajo Social 
 
Planificación, organización y desarrollo de los Servicios Sociales y el Bienestar 
Social. 
 
Pautas de Documentación para el Trabajo Social. 
 
Sobre la cuestión sindical u organización de la profesión. 
Programa de Trabajo para la profesión. 
II Parte. 
 
Programa de estudios para el Trabajo Social. 
 
Normativa y pautas generales para los distintos campos donde se desarrolla el Trabajo 
Social: 
 
Informe sobre Formación Escuelas Asistentes Sociales. 
 
Informe  sobre  el  Trabajo  Social  en  Recuperación   y  Rehabilitación   Social 
(Físicas, Psíquicas y Sociales). 
 
Informe sobre el Trabajo Social en la Administración. 
Informe sobre el Trabajo Social en la Educación. 
Informe sobre el Trabajo Social en el campo Psiquiátrico 
 
Informe sobre el Trabajo Social en Empresa. 
Informe sobre “paro” en el Trabajo Social.
Informe    sobre    Trabajo    Social    Comunitario    (comunidades    vecinales    
y sectoriales). 
 
Informe sobre Formación permanente para Asistentes 
Sociales. 
 
Informe sobre Publicaciones de Trabajo Social: Revista de Trabajo 
Social. Informe sobre Trabajo Social Sanitario. 
 
Valladolid, 1980. Congreso Nacional: 
Por unos Servicios Sociales para todos. 
 
 
I Parte. Análisis global de la comunidad, por áreas de necesidad y 
desde los distintos niveles que la integran. 
Ponencia I. 
Sondeo de opinión sobre la problemática  de la Infancia y la Juventud.  





Características de la población atendida en el Tribunal Tutelar de Menores de 




Problemática de las toxicomanías no alcohólicas atendidas en diversas instituciones 
psiquiátricas de  Barcelona  y Provincia  de  Barcelona.  Grupo  de Psiquiatría   y  Salud   




Aspectos problemáticos que tienen planteados los deficientes mentales de Asturias. M. 
Paz López Suarez (Asoc. Asturiana de Protección a Subnormales), Julia  Navarro  





Los Servicios  Sociales en la Tercera  Edad. Imelda  Gracía,  Lourdes  García  y 




Hacia  una  acción  profesional  con  las  Organizaciones  de  la  Comunidad.  Mª José 




Viviendas Sociales y Trabajo Social. Enrique Vega Pérez (Asistente Social).
Ponencia VIII. 
 
Trabajo Social en  el Instituto  de Asistencia  Social.  Delegación Provincial de Sevilla.  Mª 





Recopilación    de    diversos    aspectos    del    Trabajo    Social    en    Cataluña. 
Coordinadora de zona de Catalunya i Les Illes. 
 





Alternativa de Trabajo Social a realizar en los Municipios. Grupo de trabajo de la 




Los  Servicios  Sociales  en  los  Municipios.  Rosa   Mª  Barenys,  Montserrat Colomer,   
Rosa   Domenech,   Pilar   Ferrán,   Montserrat   Flaquer,   Francesca Masgoret y Gloria 









Una  experiencia  de  participación   ciudadana  en  el  ámbito  municipal.  Alicia 




Participación  ciudadana.  La  experiencia  de  un  distrito  de  Madrid: Vallecas. Milagros 




Dos experiencias de trabajo asociado de zona. Grupo de Asistentes Sociales de 




Estudio y Proyecto para el Trabajo Social en el medio rural gallego. Asociación 




Planificación   de   Trabajo   Social   desde   un   Ente   autonómico.  Mª   Amparo 
Rodríguez (Asistente Social).




La Constitución  Española  y los Servicios  Sociales.  Asociación  de Asistentes 




Los Servicios Sociales en la Administración.  Elvira Cortajarena y Patrocinio de 




Aplicación  de  algunas  teorías  de  la  Organización  a  la  Administración   del 




Intervención   en  la  Política  Social  de  las  organizaciones   profesionales   de 




Una alternativa de Trabajo Social en los Servicios Sociales del Instituto Social de las 




Variantes sobre: Política de Acción Social, Servicios Sociales y Trabajo Social. 
Natividad de la Red 
 
Vizcaya, 1984. Congreso Nacional 








Del Valladolid 1980 al Vizcaya 1984. Trabajadores Sociales del 




Ejes de Política Social en un Estado de Bienestar Social. Victoria     Belis 
(et al.) . 
Ponencia III. 
 





El asistente social en los Servicios Centrales de la Administración Pública. Trabajadores  





La política  y la obra social  de la Generalitat  de Catalunya  en la II Republica (1931-




Política Social para el medio rural un modelo operativo: costos y financiación. Equipo   de   
asistentes   sociales   de   la   Diputación   General   de   Aragón, Departamento de 








El síndrome tóxico y los Servicios Sociales. Equipo de asistentes sociales del 




El  Bienestar  Social  en un  mundo  en  crisis:  tendencias  internacionales  en  la 






Ponencia IX (bis). 
 
Política Social y Marginación. Milagros Brezmes (INSERSO), María Victoria Gascón 
(FAS), Gloria González (Diputación), Patro Rodríguez (Asociación PC), Blanca Rubio 
(INSERSO). 
 




El derecho ciudadano a los Servicios Sociales: análisis del marco legal. Elvira 
Cortajarena 
 









Elaboración  del  primer  presupuesto  económico  para  servicios  sociales  en  la 
Comunidad Autónoma de Castilla y León (1984). Isabel Fernández Gijón.
 
Oviedo, 1988. Congreso Nacional. 






Tendencias  del  Sistema  Público  de  Servicios  Sociales  
(Zaragoza).  Gustavo García (et al.). 
 
Comunicaciones a la Ponencia I. 
 
De los Servicios  Sociales  al Trabajo  Social: Hacia  el 
reencuentro  de nuestra identidad profesional. 
 





Nuevos elementos de la Intervención Social (Barcelona). Ció Barjau (et al.). 
 
Comunicaciones a la Ponencia II. 
 
Proceso metodológico en la Sección de Servicios Sociales de la Paeria. Los 
Trabajadores Sociales en los Servicios Sociales de Atención Primaria. 
La  valoración  de  los  factores  psicosociales  estresantes  como  elemento  de 
promoción y prevención de la salud. 
 
Interdisciplinariedad y Servicios Sociales. Movimientos sociales: democracia y 
participación. 
La intervención profesional desde los equipos multiprofesionales  del Ministerio de 
Educación y Ciencia. 
 




La  Formación  (Valladolid  -  León).  María  Jesús  Domínguez,  Gabriela  Polini, Pablo 
de la Rosa, José Daniel Rueda, Carmen del Valle y Romana Zanella. 
 
Comunicaciones a la Ponencia III. 
 
Ética y Trabajo Social. Razones para la continuidad de la ética en la Formación de los 
Trabajadores Sociales. 
 
La práctica social generadora de teoría científica. 
 
Directrices para la programación integrada de Trabajo Social. La gerencia en los 
Servicios Sociales. 
Las bibliotecas de las Escuelas de Trabajo Social. Su rol de colaboración en la 
formación. 
 
Barcelona, 1992. Congreso Nacional 





Significados de una Europa sin fronteras. Gregorio Rodríguez 
Cabrero.  
Comunicaciones Oficiales a la Ponencia I. 
La libre circulación de profesionales. Trabajo Social y Derechos 
Humanos. 




La intervención profesional. Teresa Zamanillo Peral.  
Comunicaciones Oficiales a la Ponencia II.  
Intervención psicosocial: individuo, grupo y familia. 
El trabajo social en los Servicios de Bienestar Social. Intervención Comunitaria. 
Ponencia III. 
La formación para el Trabajo Social. Teresa Rosell Poch. 
Comunicaciones Oficiales a la Ponencia III. 
La supervisión de profesionales en Trabajo Social. 
Nuevo  Plan  de  Estudios   y  situación   de  las  Escuelas  de  Trabajo   Social. 
Problemas de límites con otras carreras. 
Formación y mercado de trabajo. 
 
Sevilla, 1996. Congreso Nacional 






Tendencias  de las Políticas Socioeconómicas  y su repercusión  
en el Trabajo 
Social. Mª Dolores Wenger de la Torre. 
Comunicaciones Oficiales a la Ponencia I. 
Repercusión   de   las   Políticas   Socioeconómicas   en   la   
formación   de   los 
Trabajadores Sociales. 
Los Derechos Sociales en el Sistema Público de Servicios Sociales. Repercusión   de  




El  Trabajo   Social   en   las  Sociedades   complejas   en   el   contexto   de   una 
modernidad en crisis. Paz Méndez – Bonito Zorita 
 
El  Trabajo  Social  y  la  Educación  Universitaria.  Una  perspectiva  desde  los 
EE.UU en el contexto posmodernista. Emilia Martinez – Brawley.  
Comunicaciones Oficiales a la Ponencia II. 
Ética y Trabajo social. 




El Trabajo Social en los Procesos de Integración y de Exclusión. Nieves Alonso 
Ortiz. 
 
Comunicaciones Oficiales a la Ponencia III. 
 
Los  Servicios  Sociales  Comunitarios   como  base  para  la  cobertura  de  las 
necesidades sociales. 
 
La Economía Social como instrumento de lucha contra la exclusión 
 
La iniciativa social en la lucha contra la exclusión.  
 
Santiago de Compostela, 2000. Congreso Nacional 






Respondiendo  a  las  nuevas  situaciones  desde  los  

















Aplicación del conocimiento científico en la intervención profesional. “La 










La evolución de las sociedades  y su interacción  con el Trabajo Social. Cómo dar 














Nuevas formas de exclusión – inclusión. Una propuesta de intervención desde el 








Estrategias   de  futuro.   Semillero   de  reflexiones   innovadoras.   Luis  Alberto 
Barriga Martín. 
 
Las Palmas de G.C, 2004. Congreso Nacional. 




Co – Ponencia de Apertura. 
 
Globalización, Solidaridad y Nueva Pobreza. Mª Asunción 
Martínez Román. 
 
Globalización, Solidaridad y Nueva vulnerabilidad. Joaquín 
García Roca. 
 
Co – Ponencias Simultáneas. 
 
Dimensión ética del Trabajo Social. Natividad de la Red Vega. 
 
La Ética en un Mundo Globalizado. 
 
La mitad  Sur del Cielo.  Mujer,  saber,  experiencia  creadora  y compromiso  en 
Trabajo Social. Silvia Navarro Pedreño. 
 
Comunicación   Interpersonal,   Desarrollo   Socioafectivo   y  Acción   Social.   Mª 
Dolores García Hernández. 
 
Mesas de Experiencias Simultáneas. 
 
La doble Mirada de las Migraciones. Armando Quintana Navarro (Coordinador et al.). 
 
Género y Migración. Ángels Nogué Solà (et al.). 
 
Mesas Redondas Simultáneas. 
 
Avances  en  las  Aportaciones  Científicas  del  Trabajo  Social.  Mª  Auxiliadora 
González Bueno (Coordinadora et al.). 
 
Desarrollo  Humano,  Redes  y Orientación  Ecológica  del Trabajo Social.  Silvia 
Navarro Pedreño (Coordinadora). 
 
Zaragoza, 2009. Congreso Nacional 




El sentido del Trabajo Social. Teresa Zamanillo Peral 
Paneles simultáneos de expertos. 
Constantes  y  variables  de  una  profesión  siempre  construyéndose.  
Lourdes Gaitán Muñoz. 
Nuestra  identidad  profesional  como  proceso  dinámico  y  relato  
coral.  Miren Ariño Altuna. 
Mesas redondas  
Servicios sociales.  
Salud. 
Justicia.  




Los cinco sentidos en Trabajo Social. Elisabeth Uribe Pinillos. 
 
Grupos de trabajo. 
Mirada. Escucha. Con-tacto. Gusto. Olfato. 
Ponencia III. 
El sexto sentido en Trabajo Social. Luis Alberto Barriga Martín. 
Paneles de experiencia.  




Iniciativa Social.  
Vivienda. 
 
Barcelona, 1968. Congreso Nacional 





Terminología: Mª Dolores Delgado. 
Ponencia II. 
Definición de Funciones: Irene Vázquez. 
Ponencia III. 
Formación superior: R. Saldaña. 
Ponencia IV. 





Madrid, 1972. Congreso Nacional 




Situación actual del Trabajo Social. Mª Elena de Urrestarazu Ucín. 
Ponencia II. 
El Trabajo Social en el proceso administrativo. Rosalía Gual Feliú. 
Panel interprofesional sobre e Trabajo Social en la Administración.  
Ponencia III. 
Investigación en Trabajo Social. Gloria Rubiol González. 
Ponencia IV. 
Formación. 
Introducción a la ponencia: María Teresa Benavides Castro. 
Formación básica: María Victoria López Bueno. 
Educación permanente: Carmen Guerra Muñoyerro. 
















Valencia, 1975. Jornadas Nacionales 




Los contenidos trabajados en la jornada de Valencia, fueron 
publicados en la Revista de Trabajo Social (RTS) del segundo 
trimestre de 1975, Nº 58. 
 
Los trabajos más representativos de las Jornadas son los 
siguientes:  
Objetivos del Trabajo Social. Mª Luisa Aparicio (et al.). 




Sevilla, 1976. Congreso Nacional 






Pautas y directrices teóricas de la Acción Social. Jaime García, Luis 





La acción Social y el trabajo social en el campo de la ancianidad. 
Carlos Juan García,  José  Luis  Marenco,  Felipe  Rus,  Juan  Vidal,  Carmen  Argulló,  
Sor Margarita García y Mª del Pilar Rodríguez. 
 
La Acción Social y el trabajo social en la Comunidad. Antonio J. Lobo, Isidoro Moreno, 
Rufina Borrego, Rosa Capeans, Mª Luisa de Frutos y Patrocinio de las Heras. 
 
La Acción  Social  y el trabajo  social  en el campo  de la educación.  Fernando Durán,  
Francisco  González,  Luis  Núñez,  Mariano  Peñalver,  Pilar  Aparicio, Dolores Calvo, 
Isabel Grandal e Itziar Uriarte. 
 
La Acción  Social  y el trabajo  social  en el campo  de la Empresa.  Enrique  de Colsa,  
Andrés  Contreras,  Enrique  Medina,  Miguel  Rodríguez,  María  Espina, Elisa García y 
Milagros Serra. 
 
Mesa redonda de la Salud. Alonso-Fernando,  Bermudo de la Rosa, Dr. Toledo y Mª 
Victoria Guisande. 
 
La Acción Social y el trabajo social en el Campo de la familia. Gabriel Guijosa, Andrés de 
la Oliva, Francisco Ortega, Elisa Pérez, Marina Prado y Grupo de Trabajo Social Familiar 
de Barcelona. 
 
Mesa  de  Sanidad.  Rosario  Martínez,   Sor  Petra  de  la  Torre  y  Asistentes 
Sociales de M.A.P.F.R.E.
Pamplona, 1977. Jornadas Nacionales 







Realidad del Trabajo Social y Perspectivas Generales. 
 
Estudio   sociológico   sobre   Trabajo   Social.   ZER,   Equipo   
de   Investigación 
Sociológica. 
 
Análisis de la Función Básica del Trabajo Social. Comité 
Organizador de las III Jornadas Nacionales 
 
Ideología y Política en Trabajo Social. Comité Organizador de las III Jornadas 
Nacionales de Asistentes Sociales. 
 
Medios   o   instrumentos   necesarios   para   el   ejercicio   de   la   profesión   de 
Asistentes Sociales 
 
Terminología de la profesión. 
 
Metodología y Técnicas en el Trabajo Social 
 
Planificación, organización y desarrollo de los Servicios Sociales y el Bienestar 
Social. 
 
Pautas de Documentación para el Trabajo Social. 
 
Sobre la cuestión sindical u organización de la profesión. 
Programa de Trabajo para la profesión. 
II Parte. 
 
Programa de estudios para el Trabajo Social. 
 
Normativa y pautas generales para los distintos campos donde se desarrolla el Trabajo 
Social: 
 
Informe sobre Formación Escuelas Asistentes Sociales. 
 
Informe  sobre  el  Trabajo  Social  en  Recuperación   y  Rehabilitación   Social 
(Físicas, Psíquicas y Sociales). 
 
Informe sobre el Trabajo Social en la Administración. 
Informe sobre el Trabajo Social en la Educación. 
Informe sobre el Trabajo Social en el campo Psiquiátrico 
 
Informe sobre el Trabajo Social en Empresa. 
Informe sobre “paro” en el Trabajo Social.
Informe    sobre    Trabajo    Social    Comunitario    (comunidades    vecinales    y 
sectoriales). 
 
Informe sobre Formación permanente para Asistentes Sociales. 
 
Informe sobre Publicaciones de Trabajo Social: Revista de Trabajo Social. 
Informe sobre Trabajo Social Sanitario. 
 
 
Valladolid, 1980. Congreso Nacional: 
Por unos Servicios Sociales para todos. 
 
 
I Parte. Análisis global de la comunidad, por áreas de necesidad y 
desde los distintos niveles que la integran. 
Ponencia I. 
Sondeo de opinión sobre la problemática  de la Infancia y la 
Juventud.  Mª del Carmen García Ríos y Helena Gortázar Pérez-




Características de la población atendida en el Tribunal Tutelar de Menores de 




Problemática de las toxicomanías no alcohólicas atendidas en diversas instituciones 
psiquiátricas de  Barcelona  y Provincia  de  Barcelona.  Grupo  de Psiquiatría   y  Salud   




Aspectos problemáticos que tienen planteados los deficientes mentales de Asturias. M. 
Paz López Suarez (Asoc. Asturiana de Protección a Subnormales), Julia  Navarro  





Los Servicios  Sociales en la Tercera  Edad. Imelda  Gracía,  Lourdes  García  y 




Hacia  una  acción  profesional  con  las  Organizaciones  de  la  Comunidad.  Mª José 




Viviendas Sociales y Trabajo Social. Enrique Vega Pérez (Asistente Social).
Ponencia VIII. 
 
Trabajo Social en  el Instituto  de Asistencia  Social.  Delegación Provincial de Sevilla.  Mª 





Recopilación    de    diversos    aspectos    del    Trabajo    Social    en    Cataluña. 
Coordinadora de zona de Catalunya i Les Illes. 
 





Alternativa de Trabajo Social a realizar en los Municipios. Grupo de trabajo de la 




Los  Servicios  Sociales  en  los  Municipios.  Rosa   Mª  Barenys,  Montserrat Colomer,   
Rosa   Domenech,   Pilar   Ferrán,   Montserrat   Flaquer,   Francesca Masgoret y Gloria 









Una  experiencia  de  participación   ciudadana  en  el  ámbito  municipal.  Alicia 




Participación  ciudadana.  La  experiencia  de  un  distrito  de  Madrid: Vallecas. Milagros 




Dos experiencias de trabajo asociado de zona. Grupo de Asistentes Sociales de 




Estudio y Proyecto para el Trabajo Social en el medio rural gallego. Asociación 




Planificación   de   Trabajo   Social   desde   un   Ente   autonómico.  Mª   Amparo 
Rodríguez (Asistente Social).









Los Servicios Sociales en la Administración.  Elvira Cortajarena y Patrocinio de 




Aplicación  de  algunas  teorías  de  la  Organización  a  la  Administración   del 




Intervención   en  la  Política  Social  de  las  organizaciones   profesionales   de 




Una alternativa de Trabajo Social en los Servicios Sociales del Instituto Social de las 




Variantes sobre: Política de Acción Social, Servicios Sociales y Trabajo Social. Natividad 




Vizcaya, 1984. Congreso Nacional 








Del Valladolid 1980 al Vizcaya 1984. Trabajadores Sociales del 




Ejes de Política Social en un Estado de Bienestar Social. Victoria     
Belis (et al.) . 
Ponencia III. 
 




El asistente social en los Servicios Centrales de la Administración Pública. Trabajadores  





La política  y la obra social  de la Generalitat  de Catalunya  en la II Republica (1931-




Política Social para el medio rural un modelo operativo: costos y financiación. Equipo   de   
asistentes   sociales   de   la   Diputación   General   de   Aragón, Departamento de 








El síndrome tóxico y los Servicios Sociales. Equipo de asistentes sociales del 




El  Bienestar  Social  en un  mundo  en  crisis:  tendencias  internacionales  en  la 
Política Social y en la acción social. Elena Pelaez Ochotorena. 
 
Ponencia IX (bis). 
 
Política Social y Marginación. Milagros Brezmes (INSERSO), María Victoria Gascón 
(FAS), Gloria González (Diputación), Patro Rodríguez (Asociación PC), Blanca Rubio 
(INSERSO). 
 




El derecho ciudadano a los Servicios Sociales: análisis del marco legal. Elvira 
Cortajarena 
 









Elaboración  del  primer  presupuesto  económico  para  servicios  sociales  en  la 
Comunidad Autónoma de Castilla y León (1984). Isabel Fernández Gijón.
Oviedo, 1988. Congreso Nacional. 






Tendencias  del  Sistema  Público  de  Servicios  Sociales  
(Zaragoza).  Gustavo García (et al.). 
 
Comunicaciones a la Ponencia I. 
 
De los Servicios  Sociales  al Trabajo  Social: Hacia  el reencuentro  
de nuestra identidad profesional. 
 





Nuevos elementos de la Intervención Social (Barcelona). Ció Barjau (et al.). 
 
Comunicaciones a la Ponencia II. 
 
Proceso metodológico en la Sección de Servicios Sociales de la Paeria. Los Trabajadores 
Sociales en los Servicios Sociales de Atención Primaria. 
La  valoración  de  los  factores  psicosociales  estresantes  como  elemento  de 
promoción y prevención de la salud. 
 
Interdisciplinariedad y Servicios Sociales. Movimientos sociales: democracia y 
participación. 
La intervención profesional desde los equipos multiprofesionales  del Ministerio de 
Educación y Ciencia. 
 




La  Formación  (Valladolid  -  León).  María  Jesús  Domínguez,  Gabriela  Polini, Pablo de 
la Rosa, José Daniel Rueda, Carmen del Valle y Romana Zanella. 
 
Comunicaciones a la Ponencia III. 
 
Ética y Trabajo Social. Razones para la continuidad de la ética en la Formación de los 
Trabajadores Sociales. 
 
La práctica social generadora de teoría científica. 
 
Directrices para la programación integrada de Trabajo Social. La gerencia en los 
Servicios Sociales. 
Las bibliotecas de las Escuelas de Trabajo Social. Su rol de colaboración en la formación.
Barcelona, 1992. Congreso Nacional 





Significados de una Europa sin fronteras. Gregorio Rodríguez 
Cabrero.  
Comunicaciones Oficiales a la Ponencia I. 
La libre circulación de profesionales. Trabajo Social y Derechos 
Humanos. 




La intervención profesional. Teresa Zamanillo Peral.  
Comunicaciones Oficiales a la Ponencia II.  
Intervención psicosocial: individuo, grupo y familia. 
El trabajo social en los Servicios de Bienestar Social. Intervención Comunitaria. 
Ponencia III. 
La formación para el Trabajo Social. Teresa Rosell Poch. 
Comunicaciones Oficiales a la Ponencia III. 
La supervisión de profesionales en Trabajo Social. 
Nuevo  Plan  de  Estudios   y  situación   de  las  Escuelas  de  Trabajo   Social. 
Problemas de límites con otras carreras. 
Formación y mercado de trabajo. 
 
 
Sevilla, 1996. Congreso Nacional 






Tendencias  de las Políticas Socioeconómicas  y su repercusión  en 
el Trabajo 
Social. Mª Dolores Wenger de la Torre. 
Comunicaciones Oficiales a la Ponencia I. 
Repercusión   de   las   Políticas   Socioeconómicas   en   la   
formación   de   los 
Trabajadores Sociales. 
Los Derechos Sociales en el Sistema Público de Servicios Sociales. Repercusión   de  las 







El  Trabajo   Social   en   las  Sociedades   complejas   en   el   contexto   de   una 
modernidad en crisis. Paz Méndez – Bonito Zorita 
 
El  Trabajo  Social  y  la  Educación  Universitaria.  Una  perspectiva  desde  los 
EE.UU en el contexto posmodernista. Emilia Martinez – Brawley.  
Comunicaciones Oficiales a la Ponencia II. 
Ética y Trabajo social. 




El Trabajo Social en los Procesos de Integración y de Exclusión. Nieves Alonso 
Ortiz. 
 
Comunicaciones Oficiales a la Ponencia III. 
 
Los  Servicios  Sociales  Comunitarios   como  base  para  la  cobertura  de  las 
necesidades sociales. 
 
La Economía Social como instrumento de lucha contra la exclusión 
 
La iniciativa social en la lucha contra la exclusión.  
 
 
Santiago de Compostela, 2000. Congreso Nacional 






Respondiendo  a  las  nuevas  situaciones  desde  los  fundamentos  
















Aplicación del conocimiento científico en la intervención profesional. “La interdependencia 









La evolución de las sociedades  y su interacción  con el Trabajo Social. Cómo dar 













Nuevas formas de exclusión – inclusión. Una propuesta de intervención desde el Trabajo 












Las Palmas de G.C, 2004. Congreso Nacional. 




Co – Ponencia de Apertura. 
 
Globalización, Solidaridad y Nueva Pobreza. Mª Asunción Martínez 
Román. 
 
Globalización, Solidaridad y Nueva vulnerabilidad. Joaquín García 
Roca. 
 
Co – Ponencias Simultáneas. 
 
Dimensión ética del Trabajo Social. Natividad de la Red Vega. 
 
La Ética en un Mundo Globalizado. 
 
La mitad  Sur del Cielo.  Mujer,  saber,  experiencia  creadora  y compromiso  en 
Trabajo Social. Silvia Navarro Pedreño. 
 
Comunicación   Interpersonal,   Desarrollo   Socioafectivo   y  Acción   Social.   Mª Dolores 
García Hernández. 
 
Mesas de Experiencias Simultáneas. 
 
La doble Mirada de las Migraciones. Armando Quintana Navarro (Coordinador et al.). 
 
Género y Migración. Ángels Nogué Solà (et al.). 
 
Mesas Redondas Simultáneas. 
 
Avances  en  las  Aportaciones  Científicas  del  Trabajo  Social.  Mª  Auxiliadora 
González Bueno (Coordinadora et al.). 
 
Desarrollo  Humano,  Redes  y Orientación  Ecológica  del Trabajo Social.  Silvia 
Navarro Pedreño (Coordinadora). 
 
 
Zaragoza, 2009. Congreso Nacional 




El sentido del Trabajo Social. Teresa Zamanillo Peral 
Paneles simultáneos de expertos. 
Constantes  y  variables  de  una  profesión  siempre  construyéndose.  
Lourdes Gaitán Muñoz. 
Nuestra  identidad  profesional  como  proceso  dinámico  y  relato  
coral.  Miren Ariño Altuna. 
Mesas redondas  
Servicios sociales.  
Salud. 
Justicia.  




Los cinco sentidos en Trabajo Social. Elisabeth Uribe Pinillos. 
 
Grupos de trabajo. 
Mirada. Escucha. Con-tacto. Gusto. Olfato. 
Ponencia III. 
El sexto sentido en Trabajo Social. Luis Alberto Barriga Martín. 
Paneles de experiencia.  




Iniciativa Social.  
Vivienda. 
  
REVISTA DE TRABAJO SOCIAL 
 
Nº 52 (Octubre – Diciembre 1973) 
 
Título: Status profesional.  
Autor: Roser Grau. 
Profesión: Jefe de Dpto. Asistencia Social Hospital Sta. Cruz. 
Barcelona. 
Contenido: Reflexiones sobre profesión. 
 
Título: El método básico en la enseñanza.  
Autor: Montserrat Colomer. 
Profesión: Trabajadora Social.  
Contenido: Metodología. 
 
Nº 53 (Enero 1974) 
 
Título: Reflexiones sobre el método básico.  




Nº 54 (Abril 1974) 
 
Título: Una experiencia de aplicación del método básico de Trabajo. 
Social. 
Autor: Esther Mallas. 
Contenido: Metodología. 
 
Nº 56 (2º Trimestre 1975) 
 
Título: 2º Ponencia. Objetivos del Trabajo Social.  
Autor: Mª Luisa Aparicio y Otros. 
Contenido: Ideología. 
 
Título: 3ª Ponencia. Trabajo Social. Dentro del proceso de cambio.  
Autor: Rosa Mª Barenys y Otros. 
Contenido: Ideología. 
 
Nº 61 (1er Trimestre 1976) 
 
Título: Sobre la formación del Asistente Social.  
Autor: Faustino Miguelez. 
Contenido: Ideología. 
 
Título: Método y Lógica dialéctica.  
Autor: Ana Morató Sáenz. 
Contenido: Ideología.  
 
Nº 62 (2º Trimestre 1976) 
 
Título: Ideología, Metodología y Práctica del desarrollo de la 
Comunidad.   
Autor: Juan Manuel García Bartolomé y Mª Luisa Ortego de la Fuente 
Profesión: Sociólogo y Asistente Social. 
Contenido: Desarrollo Comunitario. 
 
Nº 67 (Septiembre 1977) 
 
Título: Perspectivas del T.S. en el Campo Socio-Político.  
Autor: Juan Manuel García Bartolomé. 
Contenido: Ideología. 
 
Nº 76 (Diciembre 1979) 
 
Título: Trabajadores Sociales, Trabajo Social y marxismo. 
Autor: Ezequiel Ander-Egg. 
Contenido: Ideología. 
 
Nº 79 (Septiembre 1980) 
 
Título: Escuelas de Trabajo Social. 
Contenido: Legislación. 
 




Nº 82 (Junio 1981)  
 
Título: En busca de nuestra identidad.  
Autor: Montserrat Rovira.  
Profesión: Estudiante de Trabajo Social. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión. 
 
Título: II Jornadas Socialistas de Servicios Sociales.  
Contenido: Servicios Sociales, Legislación. 
 
Título: No somos el ano, pero tampoco el ombligo. 






Nº 92 (Diciembre 1983) 
 
Título: Terapia familiar y Trabajo Social, Teoría y Reflexiones.  
Autor: Carmen Bonafonte Fdez. 
Profesión: Asistente Social Psiquiátrica. 
Contenido: Teoría. 
 
Nº 96 (Diciembre 1984) 
 
Título: Análisis de los conceptos utilizados por los profesionales del 
Trabajo Social. 
Contenido: Trabajo Social y Servicios Sociales.  
 
Título: Aportaciones personales al análisis de la terminología utilizada 
por los profesionales del Trabajo Social.  
Autor: Amparo Porcel. 
Profesión: Asistente Social y Pedagoga. 
Contenido: Trabajo Social y Servicios Sociales. 
 
Título: Cuestiones sobre terminología. Trabajo Social y Servicios 
Sociales.  
Autor: Glória Rubiol. 
Contenido: Trabajo Social y Servicios Sociales. 
 
Nº 102 (Junio 1986) 
 
Título: Influencia del Modelo Sistémico en el Trabajo Social.  
Autor: Elvira Allemandi y Otros. 
Profesión: Asistente Social. 
Contenido: Teoría. 
 
Nº 103 (Septiembre 1986) 
 
Título: Notas sobre la formación permanente de los Asistentes Sociales 
en Cataluña.  
Autor: Francesc Beltri y Amparo Porcel. 
Profesión: Psicólogo Social, Pedagoga y Asistente Social. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión. 
 
Nº 105 (Marzo 1987) 
 
Título: Servicios Sociales de base. Una lectura crítica.  
Autor: José M. Rueda. 
Profesión: Psicólogo. 
Contenido: Servicios Sociales. 
 
Título: Practica científica e intervención profesional en el actual contexto 
de los Servicios Sociales.  
Autor: Domingo Valenciano. 
Profesión: Pedagogo. 
Contenido: Servicios Sociales e Ideología. 
 
Nº 108 (Diciembre 1987) 
 
Título: Desarrollo de los Servicios Sociales tras la implantación de la 
Democracia en España.  
Autor: Miguel A. Cabra de Luna y Eva Cañón Loyes. 
Profesión: Abogado y Asistente Social. 
Contenido: Servicios Sociales y Evolución Histórica. 
 
Nº 114 (Junio 1989) 
  
Título: Che vuoi?.  
Autor: José R. Ubieto. 
Contenido: Epistemología, Reflexiones sobre la profesión. 
  
Nº 118 (Junio 1990) 
 
Título: Bienestar social y Trabajo Social. Tendencias Actuales. 
Autor: Teresa Zamanillo. 
Profesión: Trabajadora Social. 
Contenido: Servicios Sociales y Trabajo Social. 
 
Nº 121 (Marzo 1991) 
 
Título: Mesa redonda sobre Trabajo social y Servicios Sociales.  
Autor: Rosa Romeu y Otros. 
Contenido: Servicios Sociales y Trabajo Social. 
 
Nº125 (Marzo 1992) 
 
Título: El trabajo Social Feminista.  
Autor: Enrica Mata y Glória Rubiol. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión e Ideología. 
 
Nº 126 (Junio 1992) 
 
Título:¿Cambio o intercambio?.  
Autor: Teresa Zamanillo. 
Profesión: Trabajadora Social. 
Contenido: Teoría, Trabajo Social e Ideología. 
 
Título: Como se capta la información en relación población. 
Autor: Imma Miret. 






Nº 127 (Septiembre 1992) 
 
Título: Apuntes para una valoración diagnóstica.  
Autor: Teresa Zamanillo y Alfonsa R. 
Profesión: Trabajadora Social. 
Contenido: Teoría y Trabajo Social. 
 
Nº 129 (Marzo 1993) 
 
Título: Reflexiones en torno a la evolución de los métodos de protección 
social pública.  
Autor: Mariano Villa. 
Contenido: Servicios Sociales y Evolución Histórica. 
 
Nº 130 (Junio 1993) 
 
Título: Nuevos paradigmas e intervención en Trabajo Social.  
Autor: Heloisa Primavera. 
Contenido: Teoría. 
 
Título: El papel de la autonomía personal en el Trabajo Social.  
Autor: Damián Salcedo Megales. 
Profesión: Dr. En Filosofía. 
Contenido: Trabajo Social. 
 
Nº 133 (Marzo 1994) 
 
Título: La participación en el modelo clínico de intervención en trabajo 
social individualizado y familiar.  
Autor: Amaya Ituarte Tellaeche. 
Profesión: Trabajadora Social. 
Contenido: Trabajo Social y Teoría. 
 
Título: La participación en la enseñanza  y en la práctica del trabajo 
social. 
Autor: Mª Esperanza Suárez Soto y Mª José Escartín Caparrós. 
Profesión: Profesores titulares de trabajo social. 
Contenido: Trabajo Social. 
 
Nº 134 (Junio 1994) 
 
Título: Teoría general de la participación.  
Autor: Enrique Raya Lozano. 
Profesión: Profesor de Política Social. 






Nº 135 (Septiembre 1994) 
 
Título: Che Vuoi? Reflexiones sobre la actualidad del Trabajo Social. 
Autor: José R. Ubierto Pardo. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión. 
 
Nº 136 (Diciembre 1994) 
 
Título: Necesidades, capacidades y objetivos del Trabajo Social.  
Autor: Damián Salcedo Megales. 
Profesión: Dr. En Filosofía. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión. 
 
Título: El enfoque psicosocial: Una perspectiva para el Trabajo Social. 
Autor: Ana M. Ullán de la Fuente. 
Contenido: Trabajo Social y Teoría. 
 
Nº 137 (Marzo 1995) 
 
Título: Conclusiones de un debate. 
Autor: Rosa Miguel y Eugenia Ros. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión. 
 
Título: El Trabajo Social como profesión.  
Autor: Xavier Pelegrí Vianya. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión. 
 
Título: Trabajadores sociales: contradicciones y aspiraciones.  
Autor: Emilia Alonso Olaiz. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión. 
 
Título: En torno al Trabajo Social.  
Autor: Mª Teresa Crespo Juliá. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión y Evolución Historica. 
 
Título: Trabajo Social ¿tecnología o disciplina científica?.  
Autor: Natalio Kisnerman. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión. 
 
Título: La relación de los profesionales del Trabajo Social con su objeto 
de trabajo.  
Autor: Xavier Pelegrí Vianya. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión. 
 
Título: Protección social, dominación.  
Autor: José Luis Moreno Pestaña. 
Profesión: Profesor de Trabajo Social. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión. 
 
 
Nº 138 (Junio 1995) 
 
Título: El Trabajo Social, un conjunto integral de procesos.  
 Autor: J.M. Barbero. 
Contenido: Reflexión sobre la profesión, Trabajo Social. 
 
Título: El papel de la relación en la intervención psicosocial.  
 Autor: Carmen Vázquez Fernández. 
 Profesión: Trabajadora Social. 
 Contenido: Teoría y Trabajo Social. 
 
Nº 139 (Septiembre 1995) 
 
Título: Ken Loach o el retrato de Dorian Gray. 
Autor: Gloria Rubiol y Montse Cusó. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión. 
 
Nº 140 (Diciembre 1995) 
 
Título: Ética y estética del Trabajo Social.  
Autor: José.L Moreno Pestaña. 
Profesión: Profesor de Trabajo Social. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión, Trabajo Social. 
 
Título: Las actividades sociales, la lucha por la tolerancia y la aceptación 
de la diferencia. 
Autor: M. Miranda Aranda y M. Nicolás Lizama. 
Profesión: Trabajador Social y Licenciado en psicología. 
Contenido: Trabajo Social y Teoría. 
 
Nº 141 (Marzo 1996) 
 
Título: Entrevista y comunicación verbal en la teleasistencia domiciliaria. 
Autor: David Mustieles Muñoz.  
Profesión: Trabajador Social. 
Contenido: Trabajo Social. 
 
Título: El círculo y la recta y el sentir en Trabajo Social.  
Autor: Manuel Ramírez Gómez. 
Profesión: Trabajador Social. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión. 
 
Título:¿Es terrorista la práctica del Trabajo Social?.  
Autor: Damián Salcedo Megales. 
Profesión: Doctor en filosofía. 





Nº 142 (Junio 1996) 
 
Título: Derechos sociales y Trabajo Social.  
Autor: Juan Mª Prieto y Otros. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión, Trabajo Social. 
 
Título: Derechos sociales: una experiencia desde el Trabajo Social.  
Autor: Anna Oliver. 
Profesión: Jefe Técnico de Servicios Sociales. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión. 
 
Nº 146 (junio 1997) 
 
Título: Ética, compromiso e ideología.  
Autor: Josep-María Terricabras. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión. 
 
Título: La ética en el Trabajo Social.  
Autor: Francisco J. Bermejo Escobar. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión. 
 
Título: Reflexiones sobre ética y Trabajo Social.  
Autor: Rosa Martínez de Antoñana y José Mª Augusto Landa. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión. 
 
Nº 150 (Junio 1998) 
 
Título: El enfoque generalista del Trabajo Social.  
Autor: Lourdes Gaitán. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión. 
 
Título: Servicios públicos de atención social primaria.  
Autor: Mirela Bárcena García. 
Contenido: Servicios Sociales. 
 
Nº 153 (Marzo 1999) 
 
Título: El acompañamiento en el duelo.  
Autor: Mariola Sánchez Ma. Ángels Fuertes.  
Profesión: Trabajadoras Social. 
Contenido: Trabajo Social, Teoría. 
 
Nº 158 (Junio 2000) 
Título: Pureza y mestizaje en Trabajo Social.  
Autor: Josefa Fombuena Valero. 
Profesión: Profesora de la Universidad de Valencia. 




Nº 168 (Diciembre 2002) 
 
Título: Intervención “centrada en la tarea”,un modelo de práctica del 
trabajo social. 
Autor: William J. Reid y Blanca Ramos. 
Contenido: Teoría, Trabajo Social.  
 
Nº 169 (Marzo 2003) 
 
Título: El conocimiento aplicado a la práctica directa del Trabajo Social. 
Autor: William J.Reid. 
Profesión: Doctor. 
Contenido: Teoría, Evolución Histórica y Trabajo Social. 
  
Nº 174 (Junio 2004) 
 
Título: Como comunicar malas noticias. Actuación según protocolo.  
Autor: Cristina Milián Valle.  
Profesión: Trabajadora Social. 
Contenido: Teoría, Trabajo Social. 
 
Nº 175 (Septiembre 2004) 
 
Título: Modelos de resolución de dilemas éticos en Trabajo Social.  
Autor: María Jesús Úriz Pemán.  
Profesión: T.U de Filosofía. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión. 
 
Título: Aportaciones de la filosofía al Trabajo Social.  
Autor: Alberto Ballesteros Izquierdo. 
Contenido: Teoría, Trabajo Social. 
 
Título: De la reingeniería a la conversación…  
Autor: José Ramón Ubieto.  
Profesión: Psicólogo. 














SERVICIOS SOCIALES Y POLÍTICA 
SOCIAL 
 
Nº 3 (Junio 1985) 
 
Título: La Política social comunitaria y la integración de España en la 
comunidad europea.  
Autor: José Ángel Sotillo. 
Contenido: Evolución histórica y Legislación. 
 
Título: Consumos y colectivos y salarios indirectos: Las políticas 
sociales del estado intervencionista.  
Autor: Luis Enrique Alonso. 
Profesión: Sociólogo. 
Contenido: Ideología, Evolución histórica y Servicios Sociales. 
 
Título: Presentación.  
Contenido: Evolución histórica. 
 
Título: Que ha sido y que ha presentado la F.E.D.A.A.S. en la vida de la 
profesión de trabajadores/asistentes sociales.  
Autor: Beneta Llopis. 
Contenido: Evolución histórica. 
 
Título: Las jornadas de Pamplona: Recuerdo y análisis.  
Autor: Patrocinio de las Heras.  
Profesión: Directora General de Acción Social. 
Contenido: Evolución Histórica. 
 
Título: Trajines y gozos de una época: De la F.E.D.A.A.S. a los colégios 
oficiales.  
Autor: Milagros Rey. 
Contenido: Evolución histórica. 
 
Título: Sobre el Trabajo Social.  
Autor: Mª Ángeles Campo.  
Profesión: Asistente Social. 
Contenido: Trabajo Social. 
 
Título: Reflexiones sobre el Trabajo Social Comunitario.  
Autor: Rosa Doménech.  
Profesión: Asistente Social. 
Contenido: Trabajo Social Comunitario. 
 
Título: Selección y formulación de problemas de investigación en el 
trabajo social.  
Autor: Ana Díaz.  
Profesión: Asistente Social. 
Contenido: Trabajo Social. 
 
Título: La formación de Trabajadores sociales en el extranjero.  
Autor: Mª José Rejón Villaverde.  
Profesión: Vocal de Trabajo Social. 
Contenido: Trabajo Social. 
 
Título: Unos datos socio laborales básicos de los trabajadores sociales-
asistentes sociales.  
Autor: Balbino Pardavila y Mikel Esnal. 
Contenido: Evolución histórica, Reflexiones sobre la profesión. 
 
Título: La presencia pública de la profesión de asistente social y 
trabajador social.  
Autor: G. Pujol.  
Contenido: Reflexiones sobre la profesión, Evolución histórica.  
 
Nº 5 (1986) 
 
Título: Documentación y Trabajo Social.  
Autor: Patricia Restrepo Ramírez.  
Profesión: Asistente Social y Socióloga 
Contenido: Trabajo Social y Reflexiones sobre la profesión. 
 
Título: Sobre el sentido ecológico del Trabajo Social.  
Autor: Txema Ibrain.  
Profesión: Asistente Social y Pedagogo.  
Contenido: Ideología, Trabajo Social y Reflexiones sobre la profesión 
 
Nº 6 (1er Trimestre 1986) 
 
Título: Ecológicos si ¿pero cómo?.  
Autor: Gustavo García.  
Profesión: Asistente Social. 
Contenido: Ideología, Trabajo Social y Reflexiones sobre la profesión. 
 
Nº 10 (Julio 1988) 
 
Título: Evolución Servicios Sociales Comunitarios Génesis y desarrollo 
de los Servicios Sociales Comunitarios en el estado español.  
Autor: Gustavo García. 
Contenido: Servicios Sociales, Evolución histórica. 
 
Nº 16 (Diciembre 1989) 
 
Título: Código de ética de los Asistentes Sociales.  
Autor: Colegio Profesional de Diplomados en Trabajo Social y 
Asistentes Sociales de Catalunya. 
Contenido: Legislación. 
 
Título: Secreto profesional.  
Autor: Juan Álvarez Fernández.  
Profesión: Asesor Jurídico. 
Contenido: Legislación. 
 
Nº 20 (Diciembre 1990) 
 
Título: Trabajo Social en España en la década de los 70.  
Autor: Montserrat Colomer. 
Profesión: Asistente Social. 
Contenido: Evolución histórica. 
 
Título: La evolución del Trabajo Social en España década 80.  
Autor: Rosa Domenech. 
Profesión: Asistente Social. 
Contenido: Evolución histórica. 
 
Título: La organización profesional, análisis de los trabajadores sociales 
y los alumnos de trabajo social.  
Contenido: Evolución histórica, Legislación. 
 
Título: La vida colegial. Perspectivas para el año 2000.  
Autor: Elvira Cortajerena.  
Profesión: Trabajadora Social. 
Contenido: Legislación, Evolución histórica. 
 
Título: Estrategias en la formación de los Trabajadores Sociales.  
Autor: Mª Concepción Azpeitia. 
Contenido: Legislación, Reflexiones sobre la profesión. 
 
Título: Trabajo Social en el sistema público de Servicios Sociales.  
Autor: Mª Teresa Patrocinio Las Heras Pinilla. 
Profesión: Trabajadora Social. 
Contenido: Servicios Sociales, Trabajo Social y Evolución histórica.  
 
Título: Modelos, métodos, técnicas y habilidades para la atención 
directa en el trabajo social.  
Autor: Teresa Rossell y Nuria Pellegero. 
Contenido: Metodología, Epistemología y Trabajo Social. 
 
Nº 21 (Enero-Marzo 1991) 
 
Título: Los Trabajadores Sociales hoy.  
Autor: Ángel Acebo. 
Profesión: Trabajador Social. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión. 
 
 
Título: Del compromiso a la tecnocracia y del cambio a la adaptación: El 
trabajo social en España visto desde América latina.  
Autor: Mª José Aguilar Idánez.  
Profesión: Socióloga y Asistente Social. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión. 
 
Nº 23 (Septiembre 1991) 
 
Título: La intervención comunitaria.  
Autor: Natalio Kisnerman. 
Contenido: Evolución Histórica. 
 
Nº 27 (Septiembre 1992) 
 
Título: La intervención en Trabajo Social desde la base: Una mirada y 
una posición.  
Autor: Josefa Fombuena Valero. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión. 
 
Título: El modelo burocrático de Servicios Sociales en el estado 
español.  
Autor: Joan Hernández i Pérez. 
Contenido: Ideología, Reflexiones sobre la profesión, Servicios 
Sociales. 
 
Título: La formación para el desarrollo de la producción científica del 
trabajo social.  
Autor: Isabel Ramírez de Mingo. 
Profesión: Trabajadora Social y Psicóloga. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión. Evolución histórica. 
 
Nº 28 (Diciembre 1992) 
 
Titulo: La soledad de los Trabajadores Sociales: Reflexiones ante un 
trabajador social.  
Autor: Mercedes Vilas Torruella. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión. 
 
Título: El Trabajo Social en el reto de los Servicios Sociales de base.  
Autor: Mª Fernanda Rull Segura y Mª Paz G. Longoria.  
Profesión: Diplomadas en Trabajo Social. 
Contenido: Evolución Histórica, Reflexiones sobre la profesión. 
 
Título: Implicaciones de la creación de la diplomatura de educación 
social para el Trabajo Social.  
Autor: Tomasa Bañez Tello. 
Profesión: Vocal de formación Académica del Consejo General de 
colegios Oficiales de Diplomados en Trabajo Social y Asistentes 
Sociales. 
Contenido: Legislación, Reflexiones sobre la profesión, Trabajo Social. 
 
Nº 30 (Junio 1993) 
 
Título: Dictamen sobre definición y objetivos profesionales.  
Autor: Consejo General. 
Profesión: Diplomados en Trabajo Social. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión. 
 
Título: Dictamen sobre el informe social.  
Autor: Consejo General. 
Profesión: Diplomados en Trabajo Social. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión. 
 
Título: Situación actual de las escuelas universitarias de trabajo social 
en el contexto del diseño y aplicación de los nuevos planes de estudios. 
Autor: Tomasa Bañez Tello. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión, Legislación. 
 
Título: La formación en el Trabajo Social.  
Contenido: Reflexiones sobre la profesión, Legislación. 
 
Nº 31 y 32 (Diciembre 1993) 
 
Título: Crisis y sociedad de la exclusión: Reflexiones desde el Trabajo 
Social.  
Autor: Manuel Aguilar y Otros. 
Contenido: Evolución Histórica, Trabajo Social y Servicios Sociales. 
 
Título: El Trabajo Social como respuesta a las necesidades sociales. 
Autor: Montserrat Colomer Salmons. 
Profesión: Asistente Social. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión, Evolución histórica. 
 
Nº 33 (Marzo 1994) 
 
Título: La intervención familiar desde el modelo sistémico.  
Autor: Alfonsa Rodríguez.  
Profesión: Diplomada en Trabajo Social. 
Contenido: Teoría. 
 
Título: La mediación familiar en proceso de separación y divorcio: 
¿Cuándo esta específicamente indicada?. 
Autor: Aleix Ripol-Millet. 







Nº 37 (Marzo 1997) 
 
Título: El infarto de la ética.  
Autor: Dolors Colom Masfret.  
Profesión: Diplomada en Trabajo Social. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión 
 
Título: La ética del Trabajo Social, principios y criterios.  
Autor: La Junta de Gobierno del Consejo General de Diplomados en 
Trabajo Social y Asistentes Sociales. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión. 
 
Título: Comentarios a “la ética del Trabajo Social: Principios y Criterios”. 
Autor: Elena Peláez Ochotorena.  
Profesión: Diplomada en Trabajo Social. 
 
Nº 39 (Marzo 1997) 
 
Título: El trabajo social: Análisis de la multicausalidad y la 
interdisciplinariedad. 
Autor: Amparo Almarcha Barbado. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión. 
 
Título: La formación para el Trabajador Social en España. Planes de 
estudio. Niveles y exigencias.  
Autor: Mª Teresa Mira-Perceval Pastor. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión, Trabajo Social. 
 
Título: La formación del Trabajador Social en España.  
Autor: Natividad de la Red Vega. 
Profesión: Trabajadora Social. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión, Trabajo Social y Legislación. 
 
Título: La investigación en la formación del Trabajo Social: Perspectivas 
metodológicas.  
Autor: Mª Ángeles Espadas Alcázar.  
Profesión: Profesora E.U.T.S. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión, Teoría. 
 
Título: Formación superior y especialización en Trabajo Social. 
Autor: Francisco García Fernández. 
Profesión: Trabajador Social. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión. 
 
Título: Bibliografía selectiva sobre formación para el Trabajo Social.  
Autor: M. Carme Sans y Otros. 




Nº 40 (Octubre-Diciembre 1997) 
 
Título: “(Como) complicarse la vida en Trabajo Social”.  
Autor: J.M. Barbero. 
Profesión: Sociólogo y Trabajador Social. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión, Trabajo Social. 
 
Título: El Trabajo Social territorializado ¿lo social postmoderno?.  
Autor: (Mejed Hamzaoui).  
Profesión: Profesor trabajo social (Universidad de Bruselas). 
Contenido: Trabajo social. 
 
Nº 41 (1998) 
 
Título: La ética profesional y el código deontológico.  
Autor: J. Daniel Rueda Estrada). 
Profesión: Profesor de E.U.T.S. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión. 
 
Título: De la ética celestial a la ética en casa, pasando por la oficina. 
Autor: Dolors Colom Masfret.  
Profesión: Trabajadora Social. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión. 
 
Título: De la necesidad e importancia de un código deontológico para 
los trabajadores sociales.  
Autor: Beatriz Morilla y Esperanza Calderero. 
Profesión: Trabajadoras sociales. 
Contenido: Reflexiones sobre el Código deontológico de la profesión. 
 
Nº 46 (1999) 
 
Título: El equipo interdisciplinario.  
Autor: T. Rossell. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión. 
 
Nº 47 (1999) 
 
Título: 20 años de discurso de Trabajo Social (1978- 1998).  
Autor: J.M. Barbero.  
Profesión: Profesor de E.U.T.S. 
Contenido: Evolución Histórica. 
 
Título: Trabajadores Sociales en la actividad política.  
Autor: Gustavo García Herrero.  
Profesión: Trabajador Social. 




Nº 48 (1999) 
 
Título: Comunicación social y formación para el Trabajador Social.  
Autor: Mª José Aguilar. 
Profesión: Asistente Social. 
 
Título: Vender, vender, vender y también vender.  
Autor: Mercè Martínez i Llopis. 
Profesión: Trabajadora Social. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión. 
 
Nº 49 (2000) 
 
Título: Calidad en Servicios Sociales.  
Autor: Luís Alberto Barriga.  
Profesión: Trabajador Social. 
Contenido: Metodología e Ideología. 
 
Título: Género, profesión y cultura: una aproximación al estudio de la 
identidad de los Trabajadores Sociales.  
Autor: Belén Lorente Molina. 
Profesión: Antropóloga y Trabajadora Social. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión, Ideología. 
 
Título: Los retos de la calidad en los Servicios Sociales.  
Autor: Mª José Salvador Pedraza. 
Profesión: Trabajadora Social. 
Contenido: Metodología. 
 
Nº 50 (2000) 
 
Título: Sobre calidad profesional.  
Autor: Mª Jesús Domínguez.  
Profesión: Trabajadora Social, Socióloga y Licenciada en C. Políticas. 
Contenido: Metodología y Servicios Sociales. 
 
Nº 52 (2000) 
 
Título: Hacia una sociología aplicada al Trabajo Social.  
Autor: Alberto Saco Álvarez. 
Profesión: Sociólogo. 
Contenido: Ideología, Reflexiones sobre la profesión y Evolución 
Histórica. 
 
Título: Posos del IX Congreso del Trabajo Social.  
Autor: Gustavo García Herrero.  
Profesión: Trabajador Social. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión. 
 
 
Nº 57 (Enero-Marzo 2002) 
 
Título: Una noche más, Scherezade. Más allá del método: imagina©iòn 
y narra©ción en trabajo social. 
Autor: Silvia Navarro. 
Profesión: Trabajadora Social. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión y Metodología. 
 
Título: Deberes de confidencialidad e identidad del Trabajo Social. 
Autor: Damián Salcedo Megales. 
Profesión: Doctor en Filosofía y Letras. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión. 
 
Título: El método: pautas de intervención inciertas para el Trabajo 
Social. 
Autor: Antonia Picornell Lucas. 
Profesión: Trabajadora Social. 
Contenido: Metodología y Epistemología. 
 
Título: Viaje al país de la método (eco)logía 
Autor: Pedro Arambarri Escobedo 
Profesión: Trabajador Social 
Contenido: Metodología, Reflexiones sobre la profesión y Epistemología 
 
Título: La evaluación de servicios y programas sociales: ¿un elemento 
de control o de transformación de la acción social?. 
Autor: Miguel Gómez Serra. 
Profesión: Doctor en Pedagogía. 
Contenido: Metodología y Reflexiones sobre la profesión. 
 
Nº 58 (Abril-Junio 2002) 
 
Título: La travesía de la intervención. Teoría, Método y Técnicas 
participativas en Trabajo Social.  
Autor: Mª Cristina Melano.  
Profesión: Trabajadora Social. 
Contenido: Epistemología. 
 
Título: Trabajo Social: conversaciones en la frontera. 
Autor: Pedro Arambarri Escobedo. 
Profesión: Trabajador Social. 
Contenido: Metodología, Reflexiones sobre la profesión y 
Epistemología. 
 
Título: La investigación psicosocial: trascendiendo el “opinar” hacia al 
“decidir”. 
Autor: Dolors Colom Masfret. 
Contenido: Metodología y Reflexiones sobre la profesión. 
 
 
Título: El contrato. Un instrumento para el cambio. 
Autor: Carmen Vázquez Fernández. 
Profesión: Trabajadora Social. 
Contenido: Teoría y Metodología. 
 
Título: Método, ¿qué método? 
Autor: Isabel Royo Ruiz. 
Profesión: Trabajadora Social y Socióloga. 
Contenido: Metodología y Epistemología. 
 
Nº 62 (2003) 
 
Título: Un intento de reflexión sobre la ciencia y la praxis del Trabajo 
Social.  
Autor: Varios. 
Contenido: Teoría, Metodología y Reflexiones sobre la profesión. 
 
Título: ¿Hacia dónde va (o deseamos que vaya) el Trabajo Social en la 
actualidad. 
Autor: José Fina Fernández i Barrera. 
Profesión: Trabajadora Social. 
Contenido: Ideología y Reflexiones sobre la profesión. 
 
Nº 68 (Octubre-Diciembre 2004) 
 
Título: Elogio de la sabiduría de las profesiones (o el reto del 
conocimiento para la práctica profesional). 
Autor: Jean-Pierre Deslauriers. 
Contenido: Teoría, Epistemología y Metodología. 
 
Título: Material sensible: La importancia de la formación en derechos. 
Autor: Lourdes Gaitán Muñoz. 
Profesión: Trabajadora Social y Socióloga. 
 
Título: La importancia de la supervisión en la formación de los 
trabajadores sociales: los principales actores implicados. 
Autor: Josefina Fernández i Barrera. 
Profesión: Trabajadora Social y Licenciada en Derecho. 
Contenido: Trabajo Social. 
 
Título: Como contribuir desde la intervención social al conocimiento 
científico de la realidad.  
Reflexiones y herramientas para el aprendizaje en la intervención. 
Autor: Gustavo García Herrero. 
Profesión: Trabajador Social. 
Contenido: Trabajo Social, Reflexiones sobre la profesión. 
 
Título: Los conflictos éticos en la práctica de los trabajadores sociales. 
Una experiencia de sistematización. 
Autor: Mª Teresa Fuentes Caballero. 
Profesión: Licenciada en Geografía e Historia. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión, Trabajo Social. 
 
Título: X Congreso Estatal de Diplomados en Trabajo Social y 
Asistentes Sociales. “Un Mundo, mil culturas. Globalicemos la 
solidaridad”. Las Palmas de Gran Canaria, 18-20 de Octubre de 2004. 
Autor: Comité Científico del Congreso. 
Contenido: Trabajo Social. 
 
Nº 71 (Julio-Septiembre 2005) 
 
Título: Planteamiento actual de la formación en Trabajo Social en 
España. 
Autor: Octavio Vázquez Aguado. 
Profesión: Trabajador Social y Doctor en Psicopedagogía. 
Contenido: Legislación y Trabajo Social. 
 
Título: Una profesión para la democracia: Cambios y Permanencias del 
Trabajo Social en España (1975-2000). 
Autor: Milagros Brezmes Nieto. 
Profesión: Profesora Área de Trabajo Social y Servicios Sociales 
Contenido: Evolución histórica. 
 
Nº80 (Octubre-Diciembre 2007) 
 
Título: La construcción del conocimiento y visión de las perspectivas 
paradigmáticas y teorías aplicadas en los modelos de Trabajo Social. 
Autor: Carmen Barranco Expósito. 
Profesión: Trabajadora Social, Licenciada y Doctora en Psicología. 
Contenido: Epistemología. 
 
Nº81 (Enero-Marzo 2008) 
 
Título: Viejas y Nuevas Pobrezas: Exclusión e incorporación social en el 
siglo XXI. 
Autor: Esther Raya Diez. 
Profesión: Trabajadora Social. 




Título: La intervención social: más allá del recurso y más cerca del 
vínculo. 
Autor: Carmina Puig i Cruells. 
Profesión: Trabajadora Social y Licenciada en Psicología. 
Contenido: Trabajo Social. 
 
Título: Vivencia y Diálogos. Sobre las emociones en la intervención 
social. 
Autor: Mónica Gil Andújar. 
Profesión: Trabajadora Social. 
Contenido: Trabajo Social. 
 
Título: Retos de la profesión de Trabajo Social en España en el marco 
europeo. 
Autor: Tomasa Báñez Tello. 
Profesión: Trabajadora Social y Doctora en antropología social. 
Contenido: Trabajo Social. 
 
Nº83 (Julio-Septiembre 2008) 
 
Título: Reflexiones y utilidades sobre el diagnósticos y la programación 
de la intervención social. (Ecos de Mary Richmond). 
Autor: Gustavo-A. García Herrero. 
Profesión: Trabajador Social. 


































DOCUMENTACIÓN SOCIAL, CÁRITAS 
Nº 21 (Primera época, Enero-Marzo 1965) 
 
Título: Servicio Social de casos.  
Autor: Nadir Gouvea Kfouri. 
Contenido: Evolución Histórica, Trabajo Social y Servicios Sociales. 
 
Título: El Servicio Social de casos y el cambio social.  
Autor: José Pernau Llimos. 
Contenido: Evolución Histórica, Trabajo Social y Servicios Sociales. 
 
Nº 18 (Tercera época, Abril-Junio 1975) 
 
Título: El desarrollo económico y sus costes sociales.  
Autor: Luis Jiménez de Rodas. 
Contenido: Evolución Histórica. 
 
Título: La estructura social y el cambio en España.  
Autor: José Navarro. 
Contenido: Evolución Histórica. 
 
Título: Los cambios experimentados por la familia española. 
Autor: Ángel López de Torre. 
Contenido: Evolución Histórica. 
 
Título: Los cambios en lo religioso y en la iglesia.  
Autor: Eduardo Vergara Ivison y Javier Alonso Torrens. 
Contenido: Evolución Histórica. 
 
Nº 23 (Septiembre 1976) 
 
Título:¿Es la Universidad Española una universidad de masas?. 
Autor: Matilde Vázquez.  
Profesión: Licenciada en ciencias políticas. 
Contenido: Evolución Histórica. 
 
Nº 24 (Noviembre 1976) 
 
Título: El desarrollo de la sociología en España hasta 1974.  
Autor: Equipo de redacción. 
Contenido: Evolución histórica. 
 
Título: Todas las escuelas de Asistentes Sociales abiertas en España 
en 1976, los autores y sus obras. 
Autor: Equipo de redacción. 
Contenido: Evolución histórica. 
 
 
Nº 50 (Enero-Marzo 1983) 
 
Título: Notas sobre la transformación de la economía española ante los 
80.  
Autor: Ángel Luis López Roa. 
Contenido: Evolución Histórica. 
 
Nº 53 (Octubre-Diciembre 1983) 
 
Título: Notas sobre bienestar social y Servicios Sociales.  
Autor: Demetrio Casado. 
Contenido: Evolución Histórica, Servicios Sociales. 
 
Nº 69 (Octubre-Diciembre 1987) 
 
Título: Reflexiones sobre el método en T.S. 
 Autor: María Teresa Zamanillo. 
Profesión: Trabajadora Social. 
Contenido: Metodología. 
 
Nº 71 (Abril-Junio 1988) 
 
Título: Las necesidades sociales: un debate necesario.  
Autor: Colectivo IOE. 
Contenido: Ideología, Reflexiones sobre la profesión. 
 
Nº 79 (Abril-Junio 1990) 
 
Título: Lo viejo se renueva. Un perfil del trabajador social de hoy.  
Autor: M.T. Zamanillo. 
Profesión: Trabajadora Social. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión, Ideología. 
 
Título: Trabajo Social  y Servicios Sociales: aportes para una 
clasificación.  
Autor: Amaya Ituarte Tellaeche.  
Profesión: Asistente Social. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión, Trabajo Social y Servicios 
Sociales. 
 
Título: Marco socio-político del Trabajo Social y de los Servicios 
Sociales.  
Autor: Rosa Domenech. 
Profesión: Asistente Social. 
Contenido: Evolución Histórica, Legislación, Trabajo Social y Servicios 
Sociales. 
 
Título: El T.S. como disciplina y como profesión en el ámbito 
interprofesional. 
Autor: Lourdes Gaitán Muñoz. 
Profesión: Profesora de E.U.T.S. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión. 
 
Título: Una docena de mitos, síndromes, limites y mistificaciones acerca 
de los Servicios Sociales y el Trabajo Social. 
Autor: Manuel Aguilar y Otros. 
Contenido: Reflexiones sobre la profesión, Trabajo Social, Ideología. 
 
Nº 81 (Octubre-Diciembre 1990) 
 
Título: Un universo complejo. Los paradigmas en la intervención social.  
Autor: M.T. Zamanillo y Alfonsa Rodríguez.  
Profesión: Trabajadoras sociales. 
Contenido: Epistemología, Reflexiones sobre la profesión 
  
Título: Métodos de intervención social: algunas preguntas. 
Autor: Víctor Renes.  
Profesión: Técnico Cáritas Española. 
Contenido: Metodología. 
 
Título: Ideologías de la intervención social en la España de los 90. 
Autor: Colectivo IOE. 
Contenido: Ideología, Reflexiones sobre la profesión. 
 
Nº 83 (Abril-Junio 1991) 
 
Título: Neoconservadurismo y moral: el abuso de la ética por el sistema. 
Autor: José María Mardones. 
Contenido: Ideología, Reflexiones sobre la profesión. 
 
Nº 88 (Julio-Septiembre 1992) 
 
Título: Los procesos de desigualdad en la sociedad española.  
Autor: Jesús Leal Maldonado Sociólogo. 
Contenido: Evolución histórica, Ideología. 
 
Título: La relación contradictoria entre política social  y política 
económica desde la óptica del bienestar social.  
Autor: Gregorio Rodríguez Cabrero. 
Contenido: Evolución histórica e Ideología. 
 
Nº 92 (Julio-Septiembre 1993) 
 
Título: La IAP en Trabajo Social.  
Autor: Teresa Zamanillo. 
Profesión: Trabajadora Social. 




Nº 101 (Octubre-Diciembre 1995) 
 
Título: V Informe sociológico sobre la situación social en España. 
Título: Informe FOESSA. 
 
Nº 135 (Octubre-Diciembre 2004) 
 
Título: Criterios y objetivos para la calidad en la intervención social. 
Autor: Víctor Renes. 
Contenido: Trabajo Social. 
 
 
